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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 15 de noviembre de 2010. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en 
Sesión extraordinaria el próximo miércoles 17 de no- 
viembre, a la hora 9:30, a fin de informarse de los 
asuntos entrados y considerar el siguiente 
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declare urgente y se considere en la pre- 
sente Sesión el proyecto de ley por el que 
se autoriza la salida del país de la Plana 
Mayor, Tripulación y alumnos aspirantes 
de la Escuela Naval en el Buque ROU 02 
“Comandante Pedro Campbell”. 


- Sancionado. Se comunicará al Poder 
Ejecutivo. 


9) Campaña Antártica “Operación 
ANTARKOS XXVlT oonccnncccnnccccnnccnnnicnnnn: 309 


- Por moción del señor Senador Saravia, 
el Senado resuelve que se distribuya, se 
declare urgente y se considere en la pre- 
sente Sesión el proyecto de ley por el que 
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ve Armada 063 con su Plana Mayor y Tri- 
pulación y/o Buque ROU 22 “Oyarvide” y 
una aeronave Armada 871. 


- Sancionado. Se comunicará al Poder 
Ejecutivo. 
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dores. 
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dos a su discusión, aprobación y puesta en vigencia. 

Carp. N* 311/10 - Rep. N* 181/10. 

Anexo lI, II y III. 
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Informe de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos relacionado con la solicitud de venia remitida por 
el Poder Ejecutivo a fin de destituir de su cargo a un 
funcionario del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas, Dirección Nacional de Vialidad. (Plazo consti- 
tucional vence el 17 de noviembre de 2010.) 

Carp. N* 309/10 - Rep. N* 169/10. 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Amorín, 
Baráibar, Barreiro, Bentancor, Bordaberry, 
Couriel, Da Rosa, Dalmás, Fernández Huidobro, 
Fonticiella, Gallinal, Heber, Lacalle Herrera, 
Larrañaga, Lorier, Martínez, Michelini, 
Moreira (Carlos), Muguruza, Nin Novoa, 
Pasquet, Penadés, Pereyra (Aníbal), Pereyra 
(José), Saravia, Tajam, Umansky, Viera y Xavier. 


FALTAN: el Presidente del Cuerpo, señor Danilo 
Astori, por encontrarse en ejercicio de la Presidencia 
de la República, con licencia, los señores Senadores 
Agazzi, Chiruchi, Moreira (Constanza), Rubio 
y Solari. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 9 y 35 minutos) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez 
Piñeiro).- “El Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca remite respuesta al pedido de informes 
solicitado por el señor Senador Ernesto Agazzi, 
relacionado con los criterios aplicados por la citada 
Cartera, para brindar información institucional a los 
medios de comunicación. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR AGAZZI. 


La Cámara de Representantes remite aprobados 
los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se interpreta que la designación para 
ocupar el cargo de Jefe del Estado Mayor de la Defen- 
sa previsto en el artículo 16 de la Ley N” 18.650, de 
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19 de febrero de 2010, no configura causal de retiro. 
- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


- por el que se designa “Ciudad de Chicago” la 
Escuela Rural N* 17 de la ciudad de Sauce, depar- 
tamento de Canelones, dependiente del Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, Administración Nacio- 
nal de Educación Pública. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


- por el que se faculta al Poder Ejecutivo a otorgar 
a la Instituciones de Asistencia Médica Colectiva un 
crédito fiscal, en los casos que se determinan. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA. 


- por el que se extiende el seguro por desempleo a 
los ex trabajadores de la empresa Metzen y Sena S.A. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


- por el que se establece el día 31 de octubre de 
cada año como día del funcionario del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social en todo el territorio na- 
cional. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN 


- por el que se autoriza la salida del país de la 
Plana Mayor, Tripulación y alumnos aspirantes de la 
Escuela Naval en el Buque ROU 02 “Comandante 
Pedro Campbell”, a efectos de efectuar el Viaje de 
Instrucción “Operación ESNAL 2010”, que se rea- 
lizará entre el 1” y el 31 de diciembre de 2010, con 
escalas en puertos de la República Argentina y de la 
República Federativa del Brasil. 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


- por el que se autoriza la salida del país del Bu- 
que ROU 04 “General Artigas” y una aeronave Arma- 
da 063 con su Plana Mayor y Tripulación y/o Buque 
ROU 22 “Oyarvide” y una aeronave Armada 871, a 
efectos de realizar la Campaña Antártica “Operación 
ANTARKOS XXVII”, entre el 20 de noviembre de 
2010 y el 31 de marzo 2011, con escalas en los puer- 
tos de Ushuaia (República Argentina) y Punta Arenas 
(República de Chile). 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


Asimismo, remite aprobado en nueva forma, un 
proyecto de ley por el que se establecen normas re- 
lativas a la fijación de precios con valores de moneda 
fraccionados. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA. 


Y comunica que ha aprobado los siguientes pro- 
yectos de ley: 


- por el que se concede una pensión graciable 
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a la señora Aracely Silva Gómez, viuda de Rodolfo 
Wettstein. 


- por el que se concede una pensión graciable a la 
señora María de los Angeles Vera Montecoral. 


- por el que se concede una pensión graciable a la 
señora Clara Beatriz Massons Pinto. 


- por el que se aprueba el Acuerdo Marco entre el 
Mercosur y el Reino Hachemita de Jordania, firmado 
en la ciudad de San Miguel de Tucumán, República 
Argentina, el 30 de junio de 2008. 


- por el que se aprueba el Acuerdo entre el Gobier- 
no de la República Popular China y el Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay sobre Cooperación 
en materia de Cuarentena y Sanidad Animal, suscrito 
en Montevideo, el 12 de mayo de 2008. 


- por el que se prorroga hasta el 30 de junio de 
2011 el plazo previsto en el artículo 221 de la Ley 
N?* 18.407, de 24 de octubre de 2008, relacionado con 
el sistema cooperativo. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El señor Senador Ope Pasquet presenta con ex- 
posición de motivos un proyecto de ley por el que 
se crea el Ministerio Público y Fiscal como Servicio 
Descentralizado, de acuerdo con lo establecido en la 
Sección XI de la Constitución de la República. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


El señor Senador Luis Alberto Heber, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Consti- 
tución de la República, solicita se curse un pedido de 
informes con destino al Ministerio de Vivienda, Orde- 
namiento Territorial y Medio Ambiente y al Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, relacionado con el 
tratamiento de los residuos industriales. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


La Junta Departamental de Maldonado remite co- 
pia de la nota presentada por el señor Edil Carlos De 
Gregorio, relacionada con una serie de propuestas de 
mejoras para la ciudad de Piriápolis. 


La Junta Departamental de Paysandú remite co- 
pia de la versión taquigráfica de las palabras pronun- 
ciadas por el señor Edil Gustavo Rezzano, relaciona- 
das con el tema “Combatir la inseguridad”. 

- TÉNGANSE PRESENTES.” 
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4) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Ope Pasquet presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se crea el Ministerio Público y Fiscal como Servicio 
Descentralizado, de acuerdo con lo establecido en la 
Sección XI de la Constitución de la República”. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


I.- La actual posición institucional del Ministerio 
Público y la necesidad de su reforma 


1) Al Ministerio Público y Fiscal compete la defen- 
sa y representación de la sociedad y del Estado ante 
los tribunales, además de la prestación de los asesora- 
mientos que le sean requeridos por el Poder Ejecutivo 
o por los jueces, de conformidad con la ley. 


No parece necesario resaltar la importancia de 
las actividades indicadas, cuyo cumplimiento eficaz 
y ajustado a Derecho es indispensable para la buena 
marcha de la administración de justicia y la debida 
protección de los intereses públicos. 


2) Por disposición constitucional, es al Poder Eje- 
cutivo a quien corresponde designar al Fiscal de Cor- 
te y a los demás Fiscales Letrados de la República. 
Necesita para ello la venia del Senado o de la Comi- 
sión Permanente en su caso, salvo cuando se trate 
de los Fiscales de Hacienda (Constitución, artículo 
168, Nral. 13%, que también menciona al Procurador 
del Estado en lo Contencioso Administrativo y a los 
Fiscales de Gobierno, que no integran el Ministerio 
Público y Fiscal ). 


3) Aunque la Carta no lo imponga, el Ministerio 
Público y Fiscal ha sido tradicionalmente una 
dependencia del Poder Ejecutivo, por intermedio 
del Ministerio de Educación y Cultura (antes de 
Instrucción Pública, etc.). Esa posición institucional 
del servicio de marras es la establecida por el 
Decreto-Ley No. 15.365 de 30 de diciembre de 1982 
(Ley Orgánica del Ministerio Público y Fiscal”), 
actualmente vigente. 


4) Sin perjuicio de la señalada subordinación ad- 
ministrativa del Ministerio Público y Fiscal al Poder 
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Ejecutivo, es valor admitido en el país que los inte- 
grantes de aquel gozan de independencia técnica en 
el ejercicio de sus funciones. El concepto tiene fuerza 
de ley, porque está recogido por el artículo 2* del cita- 
do Decreto-Ley N* 15.365. 


5) Ahora bien, un diseño institucional que somete 
al Ministerio Público a la jerarquía del Poder Ejecu- 
tivo, no parece el más apropiado para ambientar la 
independencia técnica de los magistrados fiscales. 
Las normas constitucionales que atribuyen a aquel 
Poder la facultad de designar a los Sres. Fiscales, ya 
significan un contrapeso importante al concepto legal 
de la independencia técnica. Si a ello se suma que el 
Poder Ejecutivo es también el que elabora el proyecto 
de presupuesto del servicio y lo remite para su consi- 
deración al Poder Legislativo, y que hasta una simple 
orden de servicio de la Fiscalía de Corte puede, por la 
vía de los recursos administrativos correspondientes, 
quedar sometida a la decisión del Poder Ejecutivo, el 
resultado que se obtiene dista de ser el mejor, a efec- 
tos de asegurar las condiciones para que los fiscales 
actúen realmente con independencia. 


6) Las consideraciones precedentes cobran espe- 
cial relevancia en virtud de que, como es notorio, el 
país se prepara para estudiar una profunda reforma 
de su proceso penal, uno de cuyos ejes ha de ser la 
sustitución del tradicional modelo inquisitivo por otro 
de tipo acusatorio, en el cual será de competencia 
del Ministerio Público - ya no del Juez- la investiga- 
ción de los delitos. Tal como lo dice en su Informe la 
Comisión formada por mandato del Art. 21 de la Ley 
N* 17.897 de 14 de setiembre de 2005 - que definió 
en primer término las bases de la reforma y luego 
elaboró, sobre ellas, un anteproyecto completo de Có- 
digo del Proceso Penal- el nuevo rol que se confiará al 
Ministerio Público exige que este actúe con absoluta 
independencia de los poderes políticos del Estado. En 
efecto, para que los derechos individuales comprome- 
tidos en el proceso penal gocen de la protección que 
les debe el Estado de Derecho, es menester que la 
persecución penal responda a criterios estrictamente 
legales y objetivos, ostensiblemente ajenos a conside- 
raciones políticas de especie alguna. El prestigio que 
el nuevo ordenamiento procesal penal pueda llegar a 
tener a los ojos de la sociedad, dependerá en buena 
medida de que se logre convencer a los ciudadanos de 
que los magistrados fiscales cumplen sus funciones 
con verdadera independencia del gobierno de turno. 


TI.- La reforma propuesta 


7) El propósito del proyecto de ley que se presenta 
es, precisamente, el de fortalecer las bases institu- 
cionales de la independencia técnica del Ministerio 
Público y Fiscal, dentro del marco trazado por las nor- 
mas constitucionales vigentes. 
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8) La solución óptima para el logro de la finali- 
dad indicada implicaría, a nuestro juicio, la ruptura 
del vínculo jerárquico entre el Poder Ejecutivo y el 
servicio al que nos referimos. Sin embargo, en nues- 
tro derecho ello conduciría a organizar al Ministerio 
Público como Ente Autónomo, lo cual chocaría con- 
tra lo que ha sido el uso tradicional de esta figura 
jurídica, reservada al dominio industrial y comercial 
del Estado, la enseñanza pública y solo algún caso 
excepcional fuera de las categorías anteriores (como 
el Instituto Nacional de Colonización, por ejemplo). 


9) Para evitar polémicas, entonces, resulta nece- 
sario recurrir a la figura del Servicio Descentralizado, 
que no implica ruptura del vínculo jerárquico con el 
Poder Administrador, pero limita sus alcances al mar- 
co de lo que en nuestro derecho se denomina “tutela 
administrativa”. 


10) Los actos administrativos dictados por el je- 
rarca del Servicio Descentralizado solo pueden ser 
impugnados para ante el Poder Ejecutivo por razones 
de legalidad, pero no de mérito, mediante el recurso 
de anulación (Constitución, artículo 317, inciso ter- 
cero). 


11) En materia presupuestal rige el artículo 220 
de la Constitución, según el cual el Servicio Descen- 
tralizado proyecta su presupuesto, lo presenta al Po- 
der Ejecutivo y este lo envía a la Asamblea General, 
conjuntamente con las modificaciones que considere 
pertinente proponer. 


12) El personal del Servicio es designado por el je- 
rarca de este, salvo en cuanto la Constitución dispone 
otra cosa (art. 168, nral.13). 


Tales los cambios más importantes que aparejaría 
el transformar al Ministerio Público y Fiscal en un 
Servicio Descentralizado, como lo propone el proyec- 
to de ley que se somete a la consideración del Senado. 


13) El nuevo Servicio Descentralizado tendría 
personalidad jurídica (artículo primero del proyecto). 


14) Las funciones y la estructura orgánica del Mi- 
nisterio Público y Fiscal seguirían siendo las mismas 
que establece el vigente Decreto- Ley 15.365, con las 
modificaciones introducidas por las leyes que crearon 
las Fiscalías especializadas en Crimen Organizado 
(Ley N* 18.390, de 17 de octubre de 2008) y Violen- 
cia Doméstica (artículo 82 de la Ley N* 18.046, de 
24 de octubre de 2006) (artículos 2 y 3 del proyecto). 


15) El órgano jerarca del Servicio, lo sería la Fisca- 
lía de Corte y Procuraduría General de la Nación, que 
dispondría de todos los poderes jurídicos inherentes a 
la jerarquía sin más restricciones que las impuestas, 
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según se vio, por la Constitución de la República (ar- 
tículos 4 y 5 del proyecto). 


16) Las restantes disposiciones del proyecto (artí- 
culos 6 a 10), establecen en las materias patrimonial 
y presupuestal, las soluciones derivadas de la natura- 
leza jurídica del Servicio que se crea. 


17) Las disposiciones transitorias (artículos 11 a 
14) ordenan cuestiones instrumentales de carácter 
administrativo y registral, confirman la vigencia del 
Decreto- Ley 15.365 y demás normas que no se opon- 
gan a la nueva ley, y establecen un plazo de 120 días 
para la entrada en vigencia de esta última. 


Proyecto de Ley 


SITUACIÓN ORGÁNICA DEL MINISTERIO 
PÚBLICO Y FISCAL 

CAPÍTULO 1 

NATURALEZA, COMETIDOS, ESTRUCTURA 
ORGÁNICA Y ATRIBUCIONES 


Artículo 1%.- Créase el “Ministerio Público y Fis- 
cal” como Servicio Descentralizado, de acuerdo con 
lo establecido en la Sección XI de la Constitución de 
la República, con la competencia y organización que 
por esta ley se determinan. 


Será persona jurídica y tendrá su domicilio legal y 
principal asiento en la ciudad de Montevideo. 


Artículo 2*.- El Ministerio Público y Fiscal ten- 
drá a su cargo la defensa y representación de la socie- 
dad ante los tribunales, la defensa y representación 
del Estado en el ámbito que las leyes le asignen y el 
asesoramiento al Poder Ejecutivo y a la Justicia cuan- 
do le sea requerido. 


Los magistrados y técnicos integrantes del Minis- 
terio Público y Fiscal son independientes técnica- 
mente en el ejercicio de sus funciones. Deben, en 
consecuencia, defender los intereses que le están 
encomendados como sus convicciones se lo dicten, 
estableciendo las conclusiones que entiendan arre- 
gladas a derecho. 


Artículo 3”.- El Ministerio Público y Fiscal cum- 
plirá sus objetivos y funciones por medio de la siguien- 
te estructura orgánica jerárquicamente ordenada: 


1) Fiscalía de Corte y Procuraduría General de 
la Nación. 


2) Fiscalías Letradas Nacionales de lo Civil, de 
lo Penal, de Aduana y Hacienda, de Menores, de lo 
Penal Especializadas en Crimen Organizado, de lo Ci- 
vil Especializadas en Violencia Doméstica. 
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3) Fiscalía Adjunta de Corte. 

4) Fiscalía Letrada Suplente. 

5) Fiscalías Letradas Departamentales. 
6) Fiscalías Letradas Adjuntas. 


Artículo 4“.- El “Ministerio Público y Fiscal” 
está facultado para realizar todos los actos jurídicos, 
adquirir todos los derechos y contraer todas las 
obligaciones conducentes al cumplimiento de sus 
cometidos. 


CAPÍTULO II 
DIRECCIÓN Y ADMINISTRACIÓN 
SUPERIORES 


Artículo 5.- La dirección y administración su- 
periores del Ministerio Público y Fiscal serán ejerci- 
das por el Fiscal de Corte y Procurador General de la 
Nación. 


Serán sus atribuciones en calidad de jerarca del 
servicio 


A) Ejercer la jefatura directa e integral del Minis- 
terio Público y Fiscal con facultades de vigilancia y 
superintendencia directiva, correctiva, consultiva e 
instructiva de sus integrantes, sin desmedro de la in- 
dependencia técnica. 


B) Proyectar el presupuesto de sueldos, gastos e 
inversiones conforme con lo dispuesto en el artículo 
220 de la Constitución de la República. 


C) Ser ordenador primario de gastos y pagos de 
conformidad con las normas vigentes en la materia. 


D) Designar, promover, trasladar, sancionar y des- 
tituir a los funcionarios de su dependencia, pudiendo 
realizar las contrataciones que fueran necesarias. 


La designación y destitución de los magistrados 
integrantes del Ministerio Público y Fiscal correspon- 
derá al Poder Ejecutivo, que requerirá las venias pre- 
vistas por la Constitución de la República. 


E) Arrendar o adquirir los inmuebles que sean ne- 
cesarios para las sedes de sus dependencias. 


F) Determinar las atribuciones administrativas de 
sus dependencias, y en general dictar los reglamen- 
tos, disposiciones y resoluciones necesarios para el 
cumplimiento de la presente ley y el funcionamiento 
normal y regular de los servicios. 


G) Delegar atribuciones administrativas, sin per- 
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juicio de las facultades de avocación. 


H) Solicitar, de cualquier entidad de Derecho Pú- 
blico, las informaciones que estimare necesarias para 
el mejor cumplimiento de sus cometidos y requerir 
directamente en el ejercicio de sus funciones, al igual 
que los demás miembros del Ministerio Público, el 
auxilio de la fuerza pública. 


ID) Dirimir contiendas de competencia entabladas 
entre Fiscales. 


J) Proponer al Poder Ejecutivo la designación de 
los magistrados integrantes del Ministerio Público y 
Fiscal. 


K) Disponer el traslado de los Fiscales a sedes de 
similar categoría y designar a los que actuarán du- 
rante el período de vacaciones judiciales y el de sus 
respectivos subrogantes. 


L) Disponer, cuando correspondan, las subroga- 
ciones de los magistrados del Ministerio Público y Fis- 
cal, ciñéndose al régimen legal y reglamentario que 
las determinen. 


M) Publicar dentro de los ciento veinte días co- 
rridos siguientes al cierre del ejercicio el balance 
anual, conforme a lo dispuesto por el artículo 191 de 
la Constitución de la República. 


N) Representar al “Ministerio Público y Fiscal”, 
sin perjuicio de la potestad de conferir mandatos a 
representantes convencionales y de las potestades 
propias de los Fiscales. 


N) Celebrar convenios con entidades públicas o 
privadas, nacionales, departamentales o locales. 


O) Resolver los recursos administrativos corres- 
pondientes que se interpongan en el ámbito del Mi- 
nisterio Público y Fiscal y franquear, en su caso, el 
recurso de anulación ante el Poder Ejecutivo. 


CAPÍTULO HI 
PATRIMONIO Y PRESUPUESTO 


Artículo 6*.- El patrimonio del “Ministerio Pú- 
blico y Fiscal” estará integrado por todos los bienes 
muebles e inmuebles propiedad del Estado actual- 
mente afectados a su servicio; los que adquiera en el 
futuro a cualquier título. 


Artículo 7*.- Serán recursos del Ministerio Pú- 
blico y Fiscal: 


A) Los recursos que le sean asignados por disposi- 
ciones presupuestales u otras legales. 
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B) Los frutos civiles o naturales de sus bienes pro- 
pios. 


C) Los importes de legados y donaciones que se 
efectúen a su favor. 


Artículo 8".- El Presupuesto del “Ministerio 
Público y Fiscal”, queda comprendido dentro de lo 
previsto por el artículo 220 de la Constitución de la 
República. 


Artículo 9".- El “Ministerio Público y Fiscal” es- 
tará exento de toda clase de tributos nacionales, aun 
de aquellos previstos en leyes especiales, exceptuadas 
las contribuciones de seguridad social. 


Artículo 10%.- Declárase la utilidad pública y 
comprendidos en el artículo 4” de la Ley N* 3.958, de 
28 de marzo de 1912, y modificativas, la expropiación 
de los bienes necesarios para el cumplimiento de los 
cometidos del Ministerio Público y Fiscal. 


CAPÍTULO IV 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 11.- Los funcionarios que actualmen- 
te prestan servicios en la Unidad Ejecutora 019 del 
Inciso 11. “Fiscalía de Corte. Procuraduría General 
de la Nación”, quedan incorporados, desde la fecha 
de vigencia de la presente ley, al “Ministerio Público 
y Fiscal”. 


Artículo 12*.- La transferencia del dominio en 
favor del Ministerio Público y Fiscal de los bienes del 
Estado referidos en el artículo 6%, operará de pleno 
derecho con la entrada en vigencia de esta ley. El Po- 
der Ejecutivo determinará por resolución los bienes 
inmuebles comprendidos en esta transferencia, y los 
registros públicos procederán a su registración con la 
sola presentación del testimonio notarial de esa re- 
solución. 


Artículo 13“.- Declárase que mantienen su vi- 
gencia las disposiciones estatutarias del Ministerio 
Público y Fiscal que no se opongan a la presente ley. 

Artículo 14”.- La presente ley entrará en vigen- 
cia a los 120 días de su publicación.” 


5) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dese cuenta de un pe- 
dido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
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ro).- “El señor Senador Heber, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 118 de la Constitución de 
la República, solicita se curse un pedido de informes 
con destino al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y al Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca, relacionado con el trata- 
miento de los residuos industriales.” 
- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 
“Montevideo, 16 de noviembre de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 


De conformidad con lo dispuesto por el artícu- 
lo 118 de la Constitución de la República, solicito a 
usted tenga a bien cursar al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente (MVOT- 
MA), así como al Ministerio de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca (MGAP), el siguiente Pedido de Informe: 


1. ¿Existe legislación especial o reglamentación de 
alguna naturaleza sobre los residuos industriales y su 
tratamiento? Si así fuera, especificar los referidos a la 
industria frigorífica. 


2. ¿A quién corresponde el control sobre los re- 
siduos industriales? ¿Al MGAP o a la Dirección de 
Medio Ambiente del MVOTMA? 


3. Si existe la reglamentación pertinente, ¿se está 
realizando en los hechos el debido control sobre el 
tratamiento de los residuos industriales? 


4. ¿Cómo es el referido control dentro de la indus- 
tria frigorífica? 


5. Con relación a las obligaciones asumidas por 
Uruguay como firmante del Protocolo de Kioto, ¿la 
industria cumple dicha normativa? 


6. ¿Qué medidas toma la industria frigorífica para 
contrarrestar la emisión de gases CO2 y gas metano 
emitidos por los animales con los que trabaja? 


Luis Alberto Heber. Senador.” 


6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias del Cuerpo y de 
sus Comisiones. 
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(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- A la Sesión extraordinaria del día 11 de noviem- 
bre faltaron, con aviso, los señores Senadores Ernesto 
Agazzi, Juan Chiruchi, Eber Da Rosa y Gustavo Gua- 
rino y sin aviso, los señores Senadores Sergio Abreu, 
Francisco Gallinal y Carlos Moreira. 


A la Sesión de la Comisión de Presupuesto in- 
tegrada con Hacienda del 10 de noviembre faltaron, 
con aviso, los señores Senadores Ope Pasquet y Enri- 
que Rubio. 


A la Sesión vespertina del 11 de noviembre falta- 
ron, con aviso, los señores Senadores José Amorín y 
Enrique Rubio. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se comunica al Cuer- 
po que con motivo de la licencia concedida al señor 
Senador Rubio por los días 17 y 18 del corriente se 
convocó al señor Juan José Bentancor a quien, si se 
encontrara en la Antesala, se invita a pasar al Hemi- 
ciclo a los efectos de tomarle la promesa de estilo. 


(Ingresa a Sala el señor Juan José Bentancor.) 
- Se invita al Senado y a la Barra a ponerse de pie. 


Señor Juan José Bentancor: “¿Promete usted por 
su honor desempeñar debidamente el cargo de Sena- 
dor y obrar en todo conforme a la Constitución de la 
República?” 


SEÑOR BENTANCOR.- Sí, prometo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- “¿Promete usted guar- 
dar secreto en todos los casos en que sea ordenado 
por la Cámara o por la Asamblea General?” 


SEÑOR BENTANCOR.- Sí, prometo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda usted investido 
del cargo de Senador. 


(Aplausos en la Sala y en la Barra.) 


- Se informa que se ha recibido nota del señor Ju- 
lio Silveira, comunicando que por esta vez no acepta 
la convocatoria a integrar el Cuerpo como suplente 
del señor Senador Penadés, en virtud de la licencia 
concedida desde el 22 hasta el 25 de noviembre, por 
lo que se convoca al señor Pablo Abdala, a quien de- 
berá tomarse la promesa de estilo. 
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Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 16 de noviembre de 2010. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia, por motivos personales, al amparo del 
artículo 1” de la Ley N* 17.827, de 14 de setiembre de 
2004, el día 17 de noviembre del presente año. 


Sin otro particular, saludo a Ud. muy atentamente. 
Alfredo Solari. Senador.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 22 en 23. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Fernando Scrigna ha 
presentado nota de desistimiento, informando que 
por esta vez no acepta la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Isaac 
Umansky, a quien ya se ha tomado la promesa de 
estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 5 de noviembre de 2010. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1” de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por concu- 
rrir a la Sesión de la Comisión de Integración Ener- 
gética Regional como integrante de la Comisión de 
Infraestructura, Transporte, Recursos Energéticos, 
Pecuaria y Pesca del Parlamento del Mercosur que se 
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desarrollará en Asunción del Paraguay del 17 al 19 de 
noviembre del corriente año. 


Sin otro particular, saludo atentamente. 
Ernesto Agazzi. Senador.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 23 en 25. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Julio Battistoni y 
Rubén Martínez Huelmo han presentado notas de 
desistimiento, informando que por esta vez no acep- 
tan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
se convoca al señor José María Pereyra, quien ya ha 
prestado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 17 de noviembre de 2010. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito a usted me con- 
ceda licencia, por razones de salud, desde el día de 
la fecha hasta el 30 de noviembre del presente año. 
Adjunto certificado médico correspondiente. 


Sin otro particular, saludo al Sr. Presidente muy 
atentamente. 


Juan Chiruchi. Senador.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 20 en 23. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Sergio Chiesa ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por 
lo que se convoca al señor Ambrosio Barreiro a quien, 
si se encontrara en la Antesala, se invita a pasar al 
Hemiciclo a efectos de tomarle la promesa de estilo. 
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(Ingresa a Sala el señor Ambrosio Barreiro.) 
- Se invita al Senado y a la Barra a ponerse de pie. 


Señor Ambrosio Barreiro: “¿Promete usted por su 
honor desempeñar debidamente el cargo de Senador 
y obrar en todo conforme a la Constitución de la Re- 
pública?” 


SEÑOR BARREIRO.- Sí, prometo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- “¿Promete usted guar- 
dar secreto en todos los casos en que sea ordenado 
por la Cámara o por la Asamblea General?” 


SEÑOR BARREIRO.- Sí, prometo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queda usted investido 
del cargo de Senador. 


(Aplausos en la Sala y en la Barra.) 
- Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 17 de noviembre de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Solicito al Cuerpo me conceda licencia entre los 
días 20 y 28 del corriente mes, de acuerdo al artículo 
19, literal D) de la Ley N* 17.827, por cuanto encabe- 
zaré la delegación que realizará una Visita Oficial a la 
República de Corea. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 


Danilo Astori. Presidente del Senado.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 25 en 26. Afirmativa. 


En virtud de mi pasaje a la Presidencia del Cuerpo y 
de que los señores Juan José Domínguez, Andrés Berte- 
rreche, Aníbal Pereyra, Gabriel Frugoni, Carlos Baldas- 
sini, Yamandú Orsi, Daniel Garín y Daniel Montiel han 
presentado notas de desistimiento por los días 20 al 22 
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de noviembre, informando que por esta vez no aceptan 
la convocatoria a integrar el Cuerpo, queda convocado 
para los días antes mencionados el señor Rubén Martí- 
nez Huelmo, quien ya ha prestado la promesa de estilo. 


Asimismo, se comunica que los señores Juan José 
Domínguez y Andrés Berterreche han presentado notas 
de desistimiento por los días 23 al 28 de noviembre, 
informando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado para 
los días antes mencionados el señor Aníbal Pereyra, 
quien ya ha prestado la promesa de estilo. 


8) VIAJE DE INSTRUCCIÓN “OPERACIÓN 
ESNAL 2010” 


SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Antes de ingresar al Orden 
del Día voy a solicitar que se repartan, se declaren 
urgentes y se consideren de inmediato las Carpetas 
N* 392/10 y N* 393/10, por las que se autoriza la sa- 
lida del país de diferentes Buques con su correspon- 
diente Tripulación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la urgen- 
cia solicitada. 


(Se vota:) 
- 24 en 28. Afirmativa. 


En consecuencia, se pasa a considerar el primero 
de los temas: “Proyecto de ley por el que se autori- 
za la salida del país de la Plana Mayor, Tripulación y 
alumnos aspirantes de la Escuela Naval en el Buque 
ROU 02 “Comandante Pedro Campbell”, a efectos de 
efectuar el Viaje de Instrucción “Operación ESNAL 
2010”. (Carp. N* 392/10.)”. 


(Antecedentes:) 

“CÁMARA DE REPRESENTANTES 

La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en Sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo Único.- Autorízase la salida del país de 
la Plana Mayor, Tripulación y alumnos aspirantes de 


17 de noviembre de 2010 


la Escuela Naval en el Buque ROU 02 “Comandan- 
te Pedro Campbell”, a efectos de efectuar el Viaje de 
Instrucción “Operación ESNAL 2010”, que se rea- 
lizará entre el 1” y el 31 de diciembre de 2010, con 
escalas en puertos de la República Argentina y de la 
República Federativa del Brasil. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 16 de noviembre de 2010. 


Ivonne Passada, Presidenta; Marti Dalgalarrondo 
Añón, Secretario.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 

- En discusión general. 

Tiene la palabra el señor Senador Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señora Presidenta: por tratar- 
se de temas similares, voy a informar ambas Carpe- 
tas, aunque luego deban ser votadas por separado. 


Mediante la Carpeta N* 392/10, aprobada por la 
Cámara de Representantes, se solicita autorización 
para la salida del país de la Plana Mayor, Tripulación 
y alumnos aspirantes de la Escuela Naval en el Buque 
ROU 02 “Comandante Pedro Campbell”, a efectos de 
efectuar el Viaje de Instrucción “Operación ESNAL 
2010”, entre el 1* y el 31 de diciembre de 2010. 


A través de la Carpeta N* 393/10, también aproba- 
da por la Cámara de Representantes, se solicita au- 
torización para la salida del país del Buque ROU 04 
“General Artigas” y una aeronave Armada 063 con su 
Plana Mayor y Tripulación y/o Buque ROU 22 “Oyar- 
vide” y una aeronave Armada 871, a efectos de rea- 
lizar la Campaña Antártica “Operación ANTARKOS 
XXVII”, entre el 20 de noviembre de 2010 y el 31 de 
marzo de 2011, con escala en los puertos de Ushuaia, 
República Argentina, y de Punta Arenas, República 
de Chile. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de 
la palabra, se va a votar en general el primero de los 
proyectos, correspondiente a la Carpeta 392/10. 

(Se vota:) 

- 29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 


Léase el artículo único. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Fili- 
ppini).- “Artículo único.- Autorízase la salida del 
país de la Plana Mayor, Tripulación y alumnos as- 
pirantes de la Escuela Naval en el Buque ROU 
02 “Comandante Pedro Campbell”, a efectos de 
efectuar el Viaje de Instrucción “Operación ES- 
NAL 2010”, que se realizará entre el 1” y el 31 de 
diciembre de 2010, con escalas en puertos de la 
República Argentina y de la República Federativa 
del Brasil”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
- 30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley 
sancionado por ser igual al considerado.) 


9) CAMPAÑA ANTÁRTICA “OPERACIÓN 
ANTARKOS XXVII” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar 
el segundo de los temas cuya urgencia fue votada: 
“Proyecto de ley por el que se autoriza la salida del 
Buque ROU 04 “General Artigas” y una aeronave 
Armada 063 con su Plana Mayor y Tripulación y/o 
Buque ROU 22 “Oyarvide” y una aeronave Arma- 
da 871, a efectos de realizar la Campaña Antártica 
“Operación ANTARKOS XXVII”, entre el 20 de no- 
viembre de 2010 y el 31 de marzo de 2011. (Carp. 
N? 393/10)”. 


(Antecedentes: ) 


“CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República 
Oriental del Uruguay, en Sesión de hoy, ha sanciona- 
do el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo Único.- Autorízase la salida del Buque 
ROU 04 “General Artigas” y una aeronave Armada 
063 con su Plana Mayor y Tripulación y/o Buque ROU 
22 “Oyarvide” y una aeronave Armada 871, a efectos 
de realizar la Campaña Antártica “Operación AN- 
TARKOS XXVII”, entre el 20 de noviembre de 2010 y 
el 31 de marzo de 2011, con escala en los puertos de 
Ushuaia (República Argentina) y Punta Arenas (Re- 
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pública de Chile). 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 16 de noviembre de 2010. 


Ivonne Passada, Presidenta; Marti Dalgalarrondo 
Añón, Secretario.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
- En discusión general. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en 
general el proyecto correspondiente a la Carpeta 
N* 393/10. 


(Se vota:) 

- 30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: hemos vota- 
do afirmativamente la autorización solicitada, al igual 
que lo han hecho todos los señores Senadores, por- 
que suponemos y descontamos que se trata de Opera- 
ciones y actividades de trámite. No obstante, lo cierto 
es que leemos el proyecto de ley luego de haber emi- 
tido el voto, porque es depositado en este momento 
sobre nuestra mesa de trabajo. Entendemos que cir- 
cunstancialmente puedan existir razones de urgencia 
que obliguen a proceder de esa manera, pero duran- 
te estos meses de trabajo legislativo hemos visto que 
prácticamente todas las autorizaciones de salida de 
tropas o de participación en alguna maniobra son tra- 
tadas en forma urgente. No nos parece que esta sea 
la mejor manera de trabajar y tampoco entendemos 
que exista absoluta necesidad de actuar así porque se 
supone que estas operaciones militares se planifican 
con mucha anticipación y que un barco no se alista 
para salir en campaña de un día para el otro. 


De manera que, sin perjuicio de haber votado en 
esta ocasión, anunciamos que en lo sucesivo nos re- 
servamos la facultad de examinar si corresponde o no 
tanta urgencia para cuestiones que, repito, pueden 
preverse con mayor anticipación. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 
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único. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Autorízase la salida del país del Buque ROU 04 
“General Artigas” y una aeronave Armada 063 con su 
Plana Mayor y Tripulación y/o Buque ROU 22 “Oyarvi- 
de” y una aeronave Armada 871, a efectos de realizar 
la Campaña Antártica “Operación ANTARKOS XXVII”, 
entre el 20 de noviembre de 2010 y el 31 de marzo de 
2011, con escala en los puertos de Ushuaia (República 
Argentina) y Punta Arenas (República de Chile).” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
- 29 en 30. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 


10) INVESTIGACIÓN SOBRE EL TRATAMIENTO 
DE LA LEY N* 18.411 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Senado pasa a con- 
siderar el asunto que figura en primer término del 
Orden del Día: “Informe de la Comisión Investiga- 
dora sobre la actividad de la Cámara de Senadores 
en el tratamiento de la Ley N” 18.411, incluyendo 
los aspectos vinculados a su discusión, aprobación y 
puesta en vigencia (Carp. N* 311/10 - Rep. N* 181/10 
Anexo l, II y III)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 311/10 
Rep. N* 181 
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Montevideo, 12 de noviembre de 2010. 
Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori. 


De nuestra mayor consideración: 


En atención a lo dispuesto en los artículos 155 y 
156 del Reglamento del Senado y el artículo 36 de la 
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Ley N* 16.698, elevamos el informe adjunto, con las 
conclusiones a que se ha arribado por nuestra parte, 
miembros de la Comisión Investigadora, sobre la ac- 
tividad de la Cámara de Senadores en el tratamiento 
de la Ley N* 18.411, a efectos de su consideración 
por el Cuerpo. 


Sin otro particular lo saludan atentamente. 


Jorge Saravia, Mónica Xavier, Carlos Baraibar, 
Rodolfo Nin Novoa; Senadores. 


INFORME DE LA COMISIÓN INVESTIGADORA 
SOBRE LA ACTIVIDAD DE LA CÁMARA DE 
SENADORES EN EL TRATAMIENTO DE LA 
LEY N* 18.411, INCLUYENDO LOS ASPECTOS 
VINCULADOS A SU DISCUSIÓN, APROBACIÓN 
Y PUESTA EN VIGENCIA. 


La presente Comisión Investigadora fue resuelta 
por la Cámara de Senadores con fecha primero de 
setiembre del corriente, atento al informe producido 
por la Comisión Preinvestigadora ante nota presen- 
tada por el Señor Senador Ope Pasquet, con el voto 
conforme de la totalidad de los miembros presentes 
del Senado. Para su integración se designó a los se- 
ñores Senadores Rodolfo Nin Novoa, Mónica Xavier, 
Carlos Baráibar y Jorge Saravia que la presidiera, 
por el Frente Amplio; los Senadores Carlos Moreira 
y Francisco Gallinal por el Partido Nacional y por el 
Partido Colorado el Senador José Amorín Batlle. 


Cabe consignar que el mecanismo para su fun- 
cionamiento fue revestirla de carácter público y su 
finalidad quedó restringida al específico proceso de la 
aprobación de la Ley N* 18.411, estableciéndose un 
plazo para su actuación de 60 días. 


En el marco de la actuación de la Comisión se re- 
cibió al señor Senador denunciante, Dr. Ope Pasquet 
Iribarne, así como a los señores Senadores actuantes 
en la Legislatura pasada Margarita Percovich, Isaac 
Alfie, Rafael Michelini y al promotor del proyecto 
Sergio Abreu. Asimismo se recibió a los entonces 
Representantes Nacionales Álvaro Lorenzo y Diego 
Cánepa. Por otra parte se citó al entonces Ministro 
de Economía y actual Vicepresidente de la Repúbli- 
ca, Cr. Danilo Astori, al Dr. Gonzalo Fernández que 
actuara en la Secretaria de la Presidencia y como Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional 
en el período precedente y a la doctora Cecilia Salom. 


Asimismo se recibió en su seno a los Dres. Ana 
Maria Segovia, Asesora Jurídica de la Presidencia de 
la República y Javier Gomensoro, en representación 
del Ministerio de Economía y Finanzas. 


Debe hacerse referencia a que oportunamente se 


CÁMARA DE SENADORES 


311-C.S. 


remitió interrogatorio al ex Presidente de la Repúbli- 
ca, Dr. Tabaré Vázquez que el mismo evacuara como 
surge del informativo documental agregado a esta. 


Como medidas complementarias se solicitó la 
agregación del testimonio de actuaciones vinculadas 
al expediente judicial Ficha IUE 91- 163/02 solici- 
tándose también al MEF la remisión de copia del ex- 
pediente referido al proceso de presentación de los 
proyectos tendientes a la reforma de la legislación de 
concurso. Se agregaron asimismo, publicaciones de la 
prensa nacional. 


Como manifestación previa a las conclusiones a 
que se ha arribado por parte de esta Comisión, debe 
señalarse que en modo alguno pretende agotar el aná- 
lisis de las cuestiones sometidas a su consideración 
mas allá de las fronteras del proceso de aprobación 
de la ley y, por tanto, no pretenden invadir el ámbito 
de investigación que se lleva adelante en la Justicia. 


CONCLUSIONES 


Una vez analizada toda la materia probatoria in- 
corporada a la presente investigación, se ha llegado 
a las conclusiones que a continuación se especifican: 


En primer término cabe hacer referencia a la ac- 
tuación específica del Senado de la República y, en lo 
que refiere a los elementos escrutados, a la actuación 
de la Cámara de Representantes o el Parlamento Na- 
cional, si se estimare del caso expresar. 


Como primera valoración, debe extraerse como 
conclusión forzosa de la lectura de estas actuaciones, 
que el Senado de la República actuó con autonomía 
y fundamento en esta cuestión. Ha habido una co- 
incidencia muy clara entre todos los Legisladores 
concurrentes en señalar que la acción legislativa tuvo 
como intención el evitar la multiplicación de normas 
en nuestro sistema jurídico. 


En tal sentido, resulta diáfano el aporte de las ex- 
presiones vertidas por el señor Senador Sergio Abreu, 
propulsor y alma mater del proyecto finalmente apro- 
bado. 


En efecto, el Senador Abreu -quien ya había sido 
Miembro Informante en el proceso sancionatorio 
de la Ley N* 18.387- y luego de una conversación 
casual en el despacho del Ministerio de Relaciones 
Exteriores con el entonces Canciller de la Repúbli- 
ca, Dr. Gonzalo Fernández, quién le sugiriera, “a 
través de un comentario puntual”, la conveniencia 
de la derogación de los artículos 42 a 44 y 76 de la 
Ley N* 2.230, con la finalidad de evitar la duplica- 
ción de figuras delictivas, y dada su familiaridad 
con la Ley N* 18.387, tomó “...buena nota de una 
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sugerencia que provenía de un destacado jurista...” 
que hasta incluso tenía un libro de su autoría a este 
respecto. Y como él mismo manifiesta: “Analicé las 
disposiciones penales en la materia, las disposicio- 
nes del nuevo régimen legal, así como el artículo 
256 de la nueva Ley - las derogaciones- y concluí, 
por múltiples razones...que asistía razón al Dr. 
Gonzalo Fernández”. Abundando más a este res- 
pecto, el Senador Abreu resalta que la sugerencia 
que recibió del Dr. Fernández fue de “pura técnica 
jurídica”, afirmando que en ese diálogo, en “...mo- 
mento alguno estuvo presente en esa conversación 
ningún caso en particular” y agregó el mismo Legis- 
lador que ni el Dr. Fernández introdujo ese tema en 
el análisis, ni él lo hubiera admitido, porque como 
más tarde insistirá el propio Senador Abreu “... se 
legisla con propósitos generales y abstractos» y que 
“...no existen razones por las cuales un Legislador 
deba estar recabando información sobre desarrollos 
judiciales particulares...” en el ejercicio de la fun- 
ción legislativa. 


De la simple lectura de estas expresiones resulta 
prístino el espíritu que moviera tanto al Legislador 
que promueve la norma, como a su casual interlocu- 
tor en la oportunidad señalada. No puede concluirse, 
en modo alguno, entonces, que haya existido ninguna 
suerte de presión o elemento que apunte a dubita- 
ción en cuanto a la actitud que se tuvo al promover 
la aplicación de la norma discutida. Es conclusión 
inequívoca y contundente que en el proceso de apro- 
bación de Ley N * 18.411, no existió ningún tipo de 
situación diferencial que en el trámite de aprobación 
de cualquier otra ley, a lo que abona el suceso de la 
única duda momentánea que se genera a nivel de la 
Cámara de Representantes y donde, una vez más, se 
consulta al Dr. Fernández, teléfono de por medio, y 
este aporta su posición respecto a la cuestión, tam- 
bién desde el sitial de conocedor de la cuestión ju- 
rídica, en esta caso puntualmente, en el ámbito del 
Derecho Procesal Penal. 


En cuanto a la cuestión de la intervención de la 
doctora Salom en el expediente judicial relativo al 
caso Peirano, defendiendo a un encausado diferente 
a los mencionados, este extremo excede claramente 
el objeto de esta investigación. No obstante, puede 
decirse que su accionar en esa área no tuvo nada 
que ver con el proceso de aprobación de la norma 
en cuestión, ni se puede sostener que ella o el Dr. 
Fernández hayan intentado aprovechar la condición 
de este último para obtener un beneficio procesal 
particular. Toda otra interpretación consiste en tra- 
tar de desvirtuar los elementos probatorios, tanto 
testimoniales como documentales, obrantes en esta 
investigación. 


Respecto puntualmente de las declaraciones y ma- 
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terial aportado por el Dr. Fernández, así como los ele- 
mentos documentales incorporados por el mismo, ellos 
contribuyen claramente a aportar la interpretación de 
que no existió en su accionar, conducta tendiente a 
influenciar la aprobación de la norma en análisis por 
motivos espurios o ilegítimos. Muy por el contrario, su 
aporte se debió a consultas de terceros, basadas en su 
notorio conocimiento del Derecho Penal; no habiendo 
tenido una actuación impulsora o protagónica en el 
proceso de la Ley, quedando siempre a lo que el Parla- 
mento Nacional decidiese y, en la medida de sus posi- 
bilidades, alertando cuando entendió que se estaría al 
borde de cometer un acto equivocado. 


En definitiva, y no existiendo mérito alguno para 
la prosecución de la labor de esta Comisión Investiga- 
dora, corresponde disponer el archivo de las actuacio- 
nes cumplidas y los documentos a ellas incorporados. 


Jorge Saravia, Mónica Xavier, Carlos Baráibar, 
Rodolfo Nin Novoa; Senadores. 


Montevideo, 9 de noviembre de 2010. 


Señor Presidente de la Comisión Investigadora 
sobre la Actividad de la Cámara de Senadores 
en el Tratamiento de la Ley N* 18.411, 
incluyendo los aspectos vinculados a su 
discusión, aprobación y puesta en vigencia. 


Senador Jorge Saravia 
Presente 
De nuestra mayor consideración 


En cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 
155 y 156 del Reglamento del Senado y el artículo 36 
de la Ley N” 16.698, elevamos el informe adjunto, 
en el cual consta un resumen de lo actuado por esta 
Comisión, con las conclusiones consiguientes y las 
recomendaciones que entendemos del caso adoptar, 
a efectos de su consideración por el Cuerpo. 


Saludan a usted atentamente, 


José Amorín, Francisco  Gallinal, Carlos 
Moreira; Senadores. 


INFORME DE LA COMISIÓN INVESTIGA- 
DORA SOBRE LA ACTIVIDAD DE LA CÁMARA DE 
SENADORES EN EL TRATAMIENTO DE LA LEY 
N* 18.411, INCLUYENDO LOS ASPECTOS VINCU- 
LADOS A SU DISCUSIÓN, APROBACIÓN Y PUES- 
TA EN VIGENCIA. 


Antecedentes 


Con fecha 23 de agosto de 2010, actuando de 
conformidad a lo dispuesto por el Art. 136 del Regla- 
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mento del Cuerpo, el Senador Ope Paquet, solicitó la 
formación de una Comisión Investigadora, a fin de 
aclarar una serie de hechos y circunstancias vincula- 
das con la aprobación de la Ley N* 18.411 y los efec- 
tos generados por su puesta en vigencia. 


Ante dicha solicitud se conformó una Comisión 
Preinvestigadora de tres miembros, la cual sesionó 
el día 24 de agosto del corriente año, recibiendo al 
mocionante y produjo dos informes, dentro del plazo 
legal dispuesto en el Reglamento del Senado y Ley 
N* 16.698. 


Con fecha 1/9/10, y a fin de considerar los in- 
formes antes referidos y tomar decisión sobre los 
mismos, se reunió el plenario del Cuerpo y luego de 
deliberar e intercambiar opiniones acordó por unani- 
midad hacer lugar a la formación de una Comisión 
Investigadora, compuesta de siete miembros. 


A dicha Comisión se le fijó un plazo máximo de 
actuación de 60 días y tal como establecen las normas 
aplicables, determinó la materia objeto de la investi- 
gación. 


En efecto, la Resolución aprobada por todas las 
colectividades políticas en representación senaturial 
determinó que la Comisión deberá investigar “... la 
actividad de la Cámara de Senadores en el tratamien- 
to de la Ley N* 18.411, incluyendo todos los aspectos 
vinculados a su discusión, aprobación y puesta en vi- 
gencia”. 


Resulta a nuestro juicio muy claro entonces que 
no solo por la redacción de la resolución antedicha, 
por lo expresado por distintos integrantes del Cuerpo 
en el curso de la Sesión del día 1910/10, y por lo que 
considera la doctrina dominante, no solo se considera 
procedente la conformación de la Comisión solicita- 
da por el Senador Pasquet, sino que también se le 
confirió la debida y conveniente amplitud en cuanto 
al objeto a investigar y a los destinatarios del mismo. 


En mérito a lo anterior, se solicitó prueba testimo- 
nial, compareciendo en dicha calidad el Sr. Vicepresi- 
dente, Senador Danilo Astori, el Dr. Gonzalo Fernán- 
dez y los Legisladores Sergio Abreu y Rafael Michelini 
y los ex Legisladores Margarita Percovich, Isaac Alfie, 
Álvaro Lorenzo y Diego Cánepa. También prestaron 
declaración los Dres. Cecilia Salom, Ana Segovia y 
Javier Gomensoro. 


En cuanto a prueba documental, se agregaron co- 
pias de escritos y documentos por parte del Dr. Fer- 
nández y la Dra. Salom y expedientes remitidos por el 
Ministerio de Economía y Finanzas y Suprema Corte 
de Justicia. 
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También se libraron dos oficios con un cuestio- 
nario dirigidos al ex Presidente de la República Dr. 
Tabaré Vázquez, los cuales fueron respondidos, y a 
la Suprema Corte de Justicia, aún pendientes de di- 
ligenciamiento. 


Los suscritos creen necesario poner de manifies- 
to que sin perjuicio de haber mantenido diferencias 
y hasta discrepancias respecto de algunos puntos a 
investigar y en especial respecto de diligencias pro- 
batorias solicitadas, la Comisión actuó en un clima 
de respeto recíproco, sustentando la mayoría criterios 
amplios para acoger los petitorios de la oposición, lo 
cual entendemos muy positivo para posibilitar el re- 
unir los elementos de prueba y convicción suficientes 
para sustentar juicios y conclusiones fundadas. 


Las sesiones Parlamentarias de aprobación de la 
Ley N* 18.411. 


La Sesión del Senado de la República. 


Analizadas las circunstancias que rodearon la 
aprobación del Art. 2? de la Ley en cuestión, en la 
Sesión del 23/10/08 del Senado, observamos que en 
una Sesión Extraordinaria, donde se trataban y apro- 
baron dos importantes leyes (Reforma del Régimen 
de Retiros Policiales y Regulación General del Siste- 
ma Cooperativo), se incorpora al Orden del Día vía 
moción de orden, el proyecto que luego se convertiría 
en Ley N* 18.411. Dicha urgente consideración se 
basó en la critica situación por la que atravesaba el 
CASMU, lo cual obligaba a adelantar la vigencia de 
la Ley N* 18.387. Fue en esas circunstancias que se 
aprobó (por 21 votos en 23 Senadores presentes), con 
un escueto informe de la Senadora Percovich, un pro- 
yecto redactado por el Senador Abreu y firmado por 
los Senadores Rafael Michelin, Isaac Alfie y la propia 
Miembro Informante, sin debate parlamentario. 


En ese contexto es lógico y racional concluir que 
sin haber pasado el proyecto que contenía el Art. 22 
por la Comisión respectiva, el Cuerpo no tuvo prácti- 
camente la posibilidad de aquilatar, considerar y me- 
nos aún prever, algunas consecuencias generadas por 
la aprobación indicada. 


La Sesión de la Cámara de Representantes. 


Algo similar aconteció en la Cámara de Repre- 
sentantes pocos días después, donde salvo la inter- 
vención del Diputado Lorenzo a quien le surgieron 
dudas sobre la pertinencia y conveniencia de la de- 
rogación del Art. 76 de la Ley N* 2.230. Por ello en- 
tendió oportuno solicitar más información sobre la 
misma, lo cual procuró en el breve espacio de un 
cuarto intermedio de 35 minutos donde mantu- 
vo dos conversaciones telefónicas, con el Senador 
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Abreu y con el Canciller de entonces, Dr. Gonzalo 
Fernández, dándose por satisfecho con las explica- 
ciones que este último le brindara. 


En resumen, pocas conclusiones pueden extraerse 
del trámite de aprobación en ambas Cámaras, donde 
no existió discusión y donde los proyectos no pasaron 
por las Comisiones respectivas, tal como claramente 
surge de las actas correspondientes. 


Para tratar de extraer mayor información sobre la 
materia objeto de la investigación hay que tomar en 
cuenta otras actuaciones y otros elementos de com- 
probación, tanto en el ámbito del Parlamento como 
fuera del mismo, a saber: 


Otras instancias parlamentarias. Estos se vincu- 
lan no solo con el trámite de aprobación de la Ley 
N* 18.387, sino también con lo que surge de las actas 
de la Sesión en que se trató la cuestión de fueros pro- 
movida por el Senador Abreu a la cual concurrió en 
calidad de Senador el Dr. Gonzalo Fernández, quien 
en esa oportunidad omitió referirse a su condición de 
representante legal de dos encausados por aplicación 
de la Ley N* 2.230 y admitió haber realizado una su- 
gerencia técnica a aquel, respecto de incongruencias 
entre algunas disposiciones de naturaleza penal de 
dicha ley y otras normas vigentes, lo cual hacía acon- 
sejable su derogación. 


En el ámbito de la Justicia competente. Debe- 
rá tenerse en cuenta la sustanciación en todas sus 
etapas procesales de sendas causas penales (una de 
ellas con múltiples y muy conocidos imputados), en 
las cuales fueron de aplicación no solo el Art. 76 de la 
Ley N* 2.230 sino también el 43 de la misma y en los 
cuales fue designado codefensor de un imputado en 
la primera (Juan Ratti) y una imputada en la segunda 
(Esther Vinitzky), el Dr. Gonzalo Fernández. 


En el ámbito de un expediente administrativo del 
Ministerio de Economía v Finanzas. Del mismo surgen 
elementos que revelan los detalles del proceso de ela- 
boración del proyecto remitido a la Cámara de Diputa- 
dos, que luego se convertiría en la Ley N* 18.837, que 
contrastan claramente con declaraciones vertidas por 
el Dr. Fernández en la Sesión del Senado del 17/8/10. 


De los testimonios recogidos en la Comisión In- 
vestigadora 


a) De los distintos testimonios allí recogidos sur- 
gen contradicciones muy nítidas en varios puntos. 


Primero, en cuanto al tenor de la conversación tele- 
fónica mantenida entre el Dr. Fernández y el Diputado 
Lorenzo ya indicada, referida a las oportunidades de 
aplicación de las normal penales de la Ley N* 2.230 por 
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parte de la Justicia Penal uruguaya y en especial respec- 
to de la causa judicial en la cual se encontraban impu- 
tados los hermanos Peirano y el Sr. Juan Domingo Ratti. 


Segundo, en la versión que con mucha precisión 
realiza el Vicepresidente de la República Danilo Asto- 
ri, en relación al proceso de redacción del proyecto de 
la Ley N* 18.387 en la órbita del Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas y de la Secretaria de Presidencia y 
la que por su parte desarrolla el Dr. Fernández omi- 
tiendo dar cuenta de un informe escrito de su puño 
y letra donde aconseja la derogación del Art. 76 de la 
Ley N* 2.230, previa a su advertencia telefónica don- 
de aconseja lo contrario, por las consecuencias even- 
tuales a recaer en el caso de los hermanos Peirano. 


El Art. 2* de la Ley N* 18.411 procedencia v con- 
veniencia 


Respecto a esta cuestión, tanto en el seno de la 
Sesión plenaria del 17/8, como en el seno de la Comi- 
sión, se recogieron diversas opiniones y se realizaron 
innumerables referencias bibliográficas y doctrina- 
rias, que permiten fundadamente concluir que desde 
el punto de vista estrictamente jurídico y de técnica 
legislativa, podría considerarse acertado aprobar las 
derogaciones previstas en el texto aprobado. 


Ello resulta así en tanto se trataba de una vieja 
ley de 1893, calificada por maestros como Sebastián 
Soler ya en su tiempo como monstruo jurídico inno- 
minado o por la Dra. Adela Reta como “ejemplo de 
pésima técnica legislativa, engendro híbrido que du- 
rante años nuestra jurisprudencia se ha resistido a 
manejar con una posición de prudencia y de respeto 
al principio de legalidad”. 


La vetusta Ley N* 2.230 además penalizaba con- 
ductas tipificadas en otras normas de mayor rigor 
técnico y actualidad, lo cual tal como lo expresara 
la Miembro Informante del proyecto, aparejaba una 
duplicación de responsabilidades penales. 


Así lo ha puesto de manifiesto en su exposición 
ante la Comisión el redactor del proyecto Senador 
Abreu, quien realizó un minucioso y fundado informe 
jurídico, en apoyo a la pertinencia y conveniencia de 
la derogación del Inc. 2” de la ley aprobada. 


Distinta es la materia y las consideraciones rela- 
tivas a las consecuencias jurídicas que sobrevinieron 
con la vigencia de la norma respecto de causas judi- 
ciales, de enorme y penosa notoriedad y la participa- 
ción que como profesional de uno de los imputados 
en ellas, le cupo al Dr. Gonzalo Fernández. 


Tocante a este último punto, creemos representar 
el espíritu y la opinión de la mayoría de los Legislado- 
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res que votaron la mentada derogación, si afirmamos 
que de haber conocido alguna de las eventuales con- 
secuencias de la misma, se habría exigido su previo 
pasaje por la Comisión de Constitución y Legislación 
y una exhaustiva y profunda discusión posterior, lo 
cual seguramente hubiera determinado el aporte 
de elementos decisivos para postergar o rechazar su 
aprobación. 


Es que fue precisamente esta última cuestión la 
que en definitiva provoco la gran conmoción y difu- 
sión pública que este tema generó y sus ulteriores 
repercusiones políticas que culminaron con la forma- 
ción de esta Comisión Investigadora. 


Conclusiones 


Respecto a las actuaciones del Cuerpo Legislativo 
y sus integrantes 


En tal sentido reiteramos lo expresado relativo a 
la conveniencia y procedencia de la Ley N* 18.411, 
desde el punto de vista estrictamente jurídico. 


Como elemento de juicio adicional debe conside- 
rarse además que en términos generales, los Legisla- 
dores no pueden razonablemente prever, conocer y 
por tanto considerar los casos concretos que se verán 
afectados por la sanción de una ley, tanto hacia el 
pasado, como hacia el futuro. 


Es que el carácter general y abstracto del instrumen- 
to legal se impone como una exigencia al Legislador por 
aplicación de los principios generales del derecho. 


Concluimos por ello, que tanto el redactor del pro- 
yecto como los firmantes del mismo, actuaron den- 
tro del marco de objetividad y responsabilidad que su 
investidura les exigía, máxime cuando el Dr. Sergio 
Abreu proporcionó a esta Comisión todos los argu- 
mentos de base jurídica que inspiraron su proyecto. 


Lo anterior no excluye por cierto que en consi- 
deración a lo actuado por el Senado de la República 
en esta instancia, puede este ejemplo demostrar y 
exhibir la absoluta inconveniencia de que se aprue- 
ben proyectos de ley sin pasar por el examen previo 
y estudio de las Comisiones respectivas, en especial 
de normas como la presente que eventualmente pue- 
dan tener efecto retroactivo. Práctica por otra parte, 
que registró varios ejemplos en la Legislatura pasada, 
donde la existencia de mayorías absolutas en ambas 
Cámaras, determinó que proyectos de ley de gran im- 
portancia, se aprobaron en algunos casos sin pasa- 
je y estudio previo por las Comisiones Permanentes 
y en otros con pasajes meramente formales por su 
brevedad; lo cual tornaba prácticamente imposible su 
estudio allí y el debido examen y consideración por el 
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resto de los integrantes del Cuerpo. 


En consecuencia, sería conveniente en nuestra 
opinión, a partir de este episodio tan controversial, 
donde se ha cuestionado la diligencia y hasta la res- 
ponsabilidad del Cuerpo que integramos, la modifi- 
cación del Reglamento respectivo, estableciéndose la 
preceptividad del respectivo pasaje previo de proyectos 
de esta o similar naturaleza, por las Comisiones co- 
rrespondientes, o la exigencia de mayorías especiales, 
para disponer lo contrario, lo cual dejamos consignado 
como una de las recomendaciones de este informe. 


Actuación del Dr. Gonzalo Fernández 


Su intervención en la materia objeto de esta in- 
vestigación revela una interrelación entre dos roles 
inherentes a su condición funcional y laboral en los 
sucesos que se analizan. El primero de ellos relacio- 
nado con su pasada condición de funcionario público 
de particular confianza, ya sea en calidad de Secreta- 
rio de la Presidencia (informando el proyecto de ley 
N* 18.387 en la forma que se describió) o de Canci- 
ller de la República (firmando la promulgación de la 
Ley N* 18.411) y el segundo que refiere a su activi- 
dad privada, como abogado con notoria versación en 
materia penal, o la de representante legal de perso- 
nas encausadas por aplicación de la Ley N* 2.230. 


El delicado equilibrio que debe mediar entre el 
desarrollo de la actividad privada y el cumplimiento 
de las reglas de derecho que regulan el ejercicio le- 
gítimo de la función pública, muy en especial en este 
caso, por tratarse de un funcionario de tanta jerarquía 
y peso político, puede haberse visto comprometido en 
circunstancias como las analizadas a la luz de las omi- 
siones, olvidos y contradicciones constatadas en el cur- 
so de esta investigación, ya señaladas en este informe. 


Es precisamente por ello que debe analizarse con 
mucha rigurosidad y naturalmente con la necesaria 
objetividad y prudencia el alcance y efecto de lo ac- 
tuado por el Sr. Fernández en todo este complejo pro- 
ceso y efectuar la recomendación que a nuestro juicio 
corresponda. 


Todo ello dentro de los límites de las competencias 
de esta Comisión, que lo constituyen no solo la cues- 
tión investigada, sino también el hecho de que sus 
facultades no son ni jurisdiccionales ni menos aún 
poseen eficacia vinculante, por lo cual una vez cum- 
plido el mandato conferido, deben limitarse a aconse- 
jar al Cuerpo la decisión a adoptar. 


Por lo expuesto y lo dispuesto en la Ley N* 17.060, 
sus modificativas, concordantes y Decreto N* 30/03 
recomendamos elevar todo lo actuado ante el Juzgado 
Letrado de l* Instancia en lo Penal Especializado en 
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Crimen Organizado de 2” Turno (sede judicial que ha 
requerido testimonio de todas las actuaciones de esta 
Comisión), a fin de ser agregados en los autos “Gus- 
tavo Salle, Denuncia JUE 2- 36768/10. 


José Amorín, Francisco  Gallinal, Carlos 
Moreira; Senador. 


Comisión Preinvestigadora 


Derogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230, de 
2 de junio de 1893 


ACTA N” 1 


En Montevideo, el día veinticuatro de agosto, a la 
hora catorce y treinta y cinco minutos, en la Sala de 
Ministros, se instala la Comisión Preinvestigadora re- 
lacionada con la derogación del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230, de 2 de junio de 1893. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Mónica 
Xavier y señores Senadores Ernesto Agazzi y Carlos 
Moreira. 

Asiste en calidad de mocionante el señor Senador 
Ope Pasquet. 

Concurren el señor Secretario del Senado, arqui- 
tecto Hugo Rodríguez Filippini y el Director General, 
señor Walter Alex Cofone. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y la Prosecretaria de la 
Comisión, señora Ana Veríssimo. 

Abierto el acto, se procede a designar Presidente 
de la Comisión, resultando electo, por 2 votos en 3, 
el señor Senador Ernesto Agazzi, quien pasa a ocupar 
la Presidencia. 

Inmediatamente el señor Senador mocionante 
realiza una exposición relativa a la denuncia presen- 
tada, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
136 del Reglamento de la Cámara de Senadores. 

Finalmente, los señores Senadores acuerdan ha- 
cer entrega a la Secretaría de la Comisión, dentro de 
las próximas veinticuatro horas, de los informes co- 
rrespondientes. 

De lo actuado, se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 311/10, 
que forma parte de este documento. 

A la hora quince y treinta minutos, se levanta la 
Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Ernesto Agazzi, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria. 
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Comisión Investigadora 


Sobre la actividad de la Cámara de Senadores en 
el tratamiento de la Ley N* 18.411, incluyendo los as- 
pectos vinculados a su discusión, aprobación y puesta 
en vigencia. 


ACTAN"1 


En Montevideo, el día siete de setiembre del año 
dos mil diez, a la hora dieciséis y diez minutos, en la 
Sala de Ministros, se instala la Comisión Investigado- 
ra sobre la actividad de la Cámara de Senadores en el 
tratamiento de la Ley N* 18.411, incluyendo los as- 
pectos vinculados a su discusión, aprobación y puesta 
en vigencia, de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Móni- 
ca Xavier y señores Senadores José Amorín, Carlos 
Baráibar, Francisco Gallinal, Carlos Moreira, Rodolfo 
Nin Novoa y Jorge Saravia. 

Asiste el señor Senador denunciante Ope Pasquet. 

Preside su titular, señor Senador Jorge Saravia. 

Concurren especialmente invitados la señora ex 
Senadora Margarita Percovich y los señores Senado- 
res Sergio Abreu y Rafael Michelini. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y el Prosecretario de Co- 
misión, señor Gabriel Grenno. 

Abierto el acto, se procede a designar Presidente 
de la Comisión, resultando electo, por 6 votos en 7, 
el señor Senador Jorge Saravia, quien pasa a ocupar 
la Presidencia. 

Inmediatamente se propone que las sesiones de 
la Comisión tengan carácter público. Se vota: 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

A continuación, se adoptan las siguientes resolu- 
ciones: 

1) Sesionar los días martes a la hora quince y 
treinta. 

2) Solicitar a la Suprema Corte de Justicia testi- 
monio de las sentencias en Primera Instancia, dictá- 
menes de las Fiscalías correspondientes, sentencias 
del Tribunal de Apelaciones y recursos de casación 
en las cuales se hayan fundado el derecho o citado el 
artículo 76 de de la Ley N* 2.230, de fecha 2 de junio 
de 1893. 

3) Solicitar al señor Ministro de Economía y Fi- 
nanzas, economista Fernando Lorenzo documen- 
tación relativa a la sugerencia realizada a esa Car- 
tera por el doctor Gonzalo Fernández, en cuanto a 
los efectos de la derogación del artículo 76 de la ley 
N* 2.230, durante la discusión del proyecto de ley 
sobre declaración judicial del concurso y reorganiza- 
ción empresarial. 

4) Recibir el próximo martes 14 de setiembre al ex 
Senador economista Isaac Alfie y a los ex Diputados 
doctores Diego Cánepa y Alvaro Lorenzo. 

Finalmente, se recibe a los invitados quienes brin- 
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dan su opinión acerca del tema que los convoca (Car- 
peta N* 311/10). 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 351/10, 
que forma parte de este documento. 

A la hora diecinueve y treinta minutos, se levanta 
la Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Jorge Saravia, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria. 


ACTAN"2 


En Montevideo, el día catorce de setiembre del 
año dos mil diez, a la hora quince y treinta y ocho 
minutos, en la Sala de Ministros, se reúne la Comi- 
sión Investigadora sobre la actividad de la Cámara 
de Senadores en el tratamiento de la Ley N* 18.411, 
incluyendo los aspectos vinculados a su discusión, 
aprobación y puesta en vigencia, de la Cámara de Se- 
nadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Móni- 
ca Xavier y señores Senadores José Amorín, Carlos 
Baráibar, Francisco Gallinal, Carlos Moreira, Rodolfo 
Nin Novoa y Jorge Saravia. 

Asiste el señor Senador denunciante Ope Pasquet. 

Preside su titular, señor Senador Jorge Saravia. 

Concurren especialmente invitados el señor ex 
Senador economista Isaac Alfie y los señores ex Di- 
putados doctores Diego Cánepa y Alvaro Lorenzo. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y el Prosecretario de Co- 
misión, señor Jorge Fernández. 

Abierto el acto, los señores Senadores Francisco 
Gallinal y Carlos Moreira presentan por escrito un 
pliego interrogatorio con el fin que se remita al ex 
Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez. 

Se pone a consideración remitirlo con una mo- 
dificación sugerida por la señora Senadora Mónica 
Xavier. Se vota. 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Asimismo, el señor Senador Ope Pasquet plantea 
dos preguntas para remitirle al doctor Tabaré Váz- 
quez. 

Acto seguido se recibe a los invitados quienes se 
refieren al tema a estudio de esta Asesora. (Carpeta 
N* 311/10). 

Luego de finalizada la comparecencia del doctor 
Álvaro Lorenzo se pone a consideración remitir al 
doctor Tabaré Vázquez las preguntas formuladas por 
el señor Senador Pasquet. Se vota: 3 en 7. Negativa. 

Finalmente se resuelve recibir el próximo martes 
veintiuno de setiembre, a la hora quince y treinta, al 
señor Presidente de la Cámara de Senadores, conta- 
dor Danilo Astori; a la hora dieciséis, a la doctora Ce- 
cilia Salom y a las diecisiete horas, al doctor Gonzalo 
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Fernández. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 363/10, 
que forma parte de este documento. 

A la hora dieciocho y cincuenta minutos, se levan- 
ta la Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Jorge Saravia, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria. 


ACTAN"3 


En Montevideo, el día veintiuno de setiembre del 
año dos mil diez, a la hora quince y cuarenta minutos, 
en la Sala de Ministros, se reúne la Comisión Investi- 
gadora sobre la actividad de la Cámara de Senadores 
en el tratamiento de la Ley N* 18.411, incluyendo 
los aspectos vinculados a su discusión, aprobación y 
puesta en vigencia, de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Móni- 
ca Xavier y señores Senadores José Amorín, Carlos 
Baráibar, Francisco Gallinal, Carlos Moreira, Rodolfo 
Nin Novoa y Jorge Saravia. 

Asiste el señor Senador denunciante Ope Pasquet. 

Preside su titular, señor Senador Jorge Saravia. 

Concurren especialmente invitados el señor Pre- 
sidente de la Cámara de Senadores, contador Danilo 
Astori; la doctora Cecilia Salom y el doctor Gonzalo 
Fernández. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y el Prosecretario de Co- 
misión, señor Jorge Fernández. 

Abierto el acto, se recibe a los invitados quienes se 
refieren al tema a estudio de esta Asesora (Carpeta 
N* 311/10). 

Finalmente se resuelve remitir al señor ex Presi- 
dente de la República, doctor Tabaré Vázquez las pre- 
guntas formuladas por el Senador Ope Pasquet en la 
Sesión del día catorce de setiembre próximo pasado, 
incluyendo un agregado a la última pregunta. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en los Distribuidos Nos 
385/10, 386/10 y 387/10, que forman parte de este 
documento. 

A la hora veintiuna y cuarenta y cinco minutos, se 
levanta la Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Jorge Saravia, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria. 
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ACTAN"4 


En Montevideo, el día veintiocho de setiembre del 
año dos mil diez, a la hora dieciséis, en la Sala de 
Ministros, se reúne la Comisión Investigadora sobre 
la actividad de la Cámara de Senadores en el trata- 
miento de la Ley N* 18.411, incluyendo los aspectos 
vinculados a su discusión, aprobación y puesta en vi- 
gencia, de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Móni- 
ca Xavier y señores Senadores José Amorín, Carlos 
Baráibar, Carlos Moreira, Rodolfo Nin Novoa y Jorge 
Saravia. 

Asiste el señor Senador denunciante Ope Pasquet. 

Falta con aviso la señora Senadora Verónica Alonso. 

Preside su titular, señor Senador Jorge Saravia. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y el Prosecretario de Co- 
misión, señor Jorge Fernández. 

Abierto el acto, se continúa con la considera- 
ción del tema a estudio de esta Asesora (Carpeta 
N?* 311/10). 

Finalmente se adoptan las siguientes resoluciones: 

1. Remitir nota al señor Secretario de la Presiden- 
cia de la República, doctor Alberto Breccia, solicitan- 
do copia del expediente de los antecedentes adminis- 
trativos en la instancia de la elaboración del proyecto 
de ley sobre declaración judicial del concurso y reor- 
ganización empresarial. 

2. Realizar ante la Suprema Corte de Justicia, la 
gestión correspondiente, a fin de conocer sobre la do- 
cumentación solicitada por esta Asesora de fecha 8 
de setiembre de 2010. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 400/10, 
que forma parte de este documento. 

A la hora dieciséis y treinta y cinco minutos, se 
levanta la Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Jorge Saravia, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria. 


ACTAN"5 


En Montevideo, el día cinco de octubre del año dos 
mil diez, a la hora quince y cuarenta y cinco minutos, 
en la Sala de Ministros, se reúne la Comisión Investi- 
gadora sobre la actividad de la Cámara de Senadores 
en el tratamiento de la Ley N* 18.411, incluyendo 
los aspectos vinculados a su discusión, aprobación y 
puesta en vigencia, de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señores Senadores José 
Amorín, Carlos Baráibar, Francisco Gallinal, Carlos 
Moreira, Walter Morodo, Rodolfo Nin Novoa y Jorge 
Saravia. 
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Asiste el señor Senador denunciante Ope Pasquet. 

Preside su titular, señor Senador Jorge Saravia. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y el Prosecretario de Co- 
misión, señor Jorge Fernández. 

Abierto el acto, se continúa con la considera- 
ción del tema a estudio de esta Asesora (Carpeta 
N* 311/10). 

Los señores Senadores realizan consideraciones 
acerca de la documentación remitida por el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas, solicitada por esta Ase- 
sora, relativa a los antecedentes administrativos del 
proyecto de ley sobre declaración judicial del concur- 
so y reorganización empresarial. 

Acto seguido, se propone invitar para el próximo 
martes 12 de octubre, a los abogados que colabora- 
ron en el proceso de elaboración de dicho proyecto, 
doctora Ana María Segovia y doctores Javier Gomen- 
soro y Ricardo Olivera García. Se vota: 6 en 7. Afir- 
mativa. 

Asimismo, se propone convocar para la misma fe- 
cha, al doctor Gonzalo Fernández. Se vota: 6 en 7. 
Afirmativa. 

Finalmente se resuelve solicitar a la Suprema 
Corte de Justicia información relativa al número de 
procesamientos que se han dispuesto, desde el año 
2002 a la fecha, por aplicación la Ley N* 2.230 y el 
estado en que se encuentran los mismos. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 412/10, 
que forma parte de este documento. 

A la hora dieciséis y treinta minutos, se levanta la 
Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Jorge Saravia, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria. 


ACTAN"6 


En Montevideo, el día doce de octubre del año dos 
mil diez, a la hora quince y cuarenta y cinco minutos, 
en la Sala de Ministros, se reúne la Comisión Investi- 
gadora sobre la actividad de la Cámara de Senadores 
en el tratamiento de la Ley N”* 18.411, incluyendo 
los aspectos vinculados a su discusión, aprobación y 
puesta en vigencia, de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Mónica 
Xavier y señores Senadores José Amorín, Milton An- 
tognazza, Francisco Gallinal, Carlos Moreira, Rodolfo 
Nin Novoa y Jorge Saravia. 

Asiste el señor Senador denunciante Ope Pasquet. 

Preside su titular, señor Senador Jorge Saravia. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y el Prosecretario de Co- 
misión, señor José Sambucetti. 
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Concurren especialmente invitados, por la Aseso- 
ría Jurídica de la Presidencia de la República, la doc- 
tora Ana María Segovia; el doctor Javier Gomensoro, 
ex asesor del Ministerio de Economía y Finanzas y el 
doctor Gonzalo Fernández. 

Abierto el acto, se recibe a los invitados quienes se 
refieren al tema a estudio de esta Asesora (Carpeta 
N?* 311/10). 

Finalmente, se acuerda que cada Partido comien- 
ce la elaboración de su Informe y el próximo martes 
comenzar a trabajar en ellos. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 428/10, 
que forma parte de este documento. 

A la hora quince y cinco minutos, se levanta la 
Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Jorge Saravia, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria. 


ACTAN"7 


En Montevideo, el día diecinueve de octubre del 
año dos mil diez, a la hora dieciséis, en la Sala de 
Ministros, se reúne la Comisión Investigadora sobre 
la actividad de la Cámara de Senadores en el trata- 
miento de la Ley N* 18.411, incluyendo los aspectos 
vinculados a su discusión, aprobación y puesta en vi- 
gencia, de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Mónica 
Xavier y señores Senadores Carlos Baráibar, Francis- 
co Gallinal, Rodolfo Nin Novoa y Jorge Saravia. 

Faltan con aviso los señores Senadores José Amo- 
rín y Carlos Moreira. 

Preside su titular, el señor Senador Jorge Saravia. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y el Prosecretario de Co- 
misión, señor Jorge Fernández. 

Abierto el acto, se continúa con la considera- 
ción del tema a estudio de esta Asesora (Carpeta 
N? 311/10). 

La Comisión resuelve fijar una reunión para la se- 
mana próxima, con el fin de analizar los informes que 
serán elevados al Plenario. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 446/10, 
que forma parte de este documento. 

A la hora dieciséis y diez minutos, se levanta la 
Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Jorge Saravia, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria. 
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ACTAN"8 


En Montevideo, el día tres de noviembre del año 
dos mil diez, a la hora quince y treinta y cinco mi- 
nutos, en la Sala de Ministros, se reúne la Comisión 
Investigadora sobre la actividad de la Cámara de Se- 
nadores en el tratamiento de la Ley N* 18.411, inclu- 
yendo los aspectos vinculados a su discusión, aproba- 
ción y puesta en vigencia, de la Cámara de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Mónica 
Xavier y señores Senadores José Amorín, Milton An- 
tognazza, Antonio Gallicchio, Francisco Gallinal, Car- 
los Moreira y Jorge Saravia. 

Preside su titular, el señor Senador Jorge Saravia. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de la Comisión, 
señora María Celia Desalvo y el Prosecretario de Co- 
misión, señor Jorge Fernández. 

Abierto el acto, se continúa con la considera- 
ción del tema a estudio de esta Asesora (Carpeta 
N* 311/10). 

La Comisión mociona para dar por concluidas sus 
actuaciones y elevar al Plenario los informes corres- 
pondientes en un plazo de diez días. Se vota: 7 en 7. 
Afirmativa. UNANIMIDAD. 

De lo actuado se toma versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 486/10, 
que forma parte de este documento. 

A la hora dieciséis y cuarenta minutos, se levanta 
la Sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Jorge Saravia, Presidente; María Celia Desalvo, 
Secretaria.” 


“Anexo Il 


Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores del 
día 17 de agosto de 2010 


12) CUESTIÓN DE FUEROS 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de ingresar al Or- 
den del Día, tiene la palabra el señor Senador Abreu 
para plantear una cuestión de orden. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: de acuerdo 
con el literal C. del artículo 69 del Reglamento del 
Senado, por medio de una cuestión de orden quería 
plantear una cuestión de fueros. Se trata de un tema 
vinculado, no solo a los fueros personales, sino tam- 
bién a los del propio Senado respecto de su actividad 
legislativa. Siguiendo el criterio allí establecido, pido 
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autorización para que mi planteo se ponga a votación 
a fin de poder realizar determinadas apreciaciones 
que son importantes en mi condición de Legislador y 
en lo personal, así como también para el propio Cuer- 
po legislativo en cuanto hace a su responsabilidad de 
legislar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente las cues- 
tiones de fueros están recogidas en el literal C. del 
artículo 69 del Reglamento del Senado y por ello creo 
que es saludable comenzar por repasar lo que en él 
se establece. 


Léase el literal C. del artículo 69. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “C. Es asimismo cuestión de orden lo que afecte 
los fueros del Cuerpo; alguna de sus Comisiones, o de 
cualquiera de sus Senadores. 


La proposición respectiva se votará sin debate, 
al solo efecto de calificar el carácter preferente del 
asunto planteado. Votada afirmativamente, se entra- 
rá a considerar el fondo de la cuestión no pudiendo 
intervenir cada orador por más de una vez ni por más 
de cinco minutos. 


Para tomar decisión sobre el fondo del asunto se 
necesitarán dos tercios de presentes.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- El próximo paso a dar, 
entonces, es realizar una votación para definir el 
punto planteado por el señor Senador Abreu como 
asunto preferente y pasar a considerarlo. 


Si me permiten, los señores Senadores habrán 
percibido que el Reglamento establece intervencio- 
nes de cinco minutos por una sola vez, pero creo que 
deberíamos flexibilizar un poco ese criterio. Por tan- 
to, si están de acuerdo, junto con la decisión de pasar 
a considerar la cuestión de fondo votaríamos el esta- 
blecimiento de un régimen similar al de la discusión 
de asuntos por única vez, que asigna a cada Senador 
participante un tiempo de veinte minutos, sin prórro- 
ga. Creo que esta es una medida adecuada y equili- 
brada para analizar el punto. 


Si el Senado está de acuerdo, votaríamos la acep- 
tación del planteo del señor Senador Abreu y el régi- 
men propuesto para su discusión. 

Se va a votar. 


(Se vota:) 


- 30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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Tiene la palabra el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: en primer lu- 
gar quiero congratularme por la presencia del Sena- 
dor Gonzalo Fernández, porque creo que le hace bien 
al sistema parlamentario y, entre otras cosas, pone de 
manifiesto la mejor manera de dirimir las posiciones 
de cada uno. 


Escuché en una entrevista televisiva -este es el 
motivo de la cuestión de fueros- una acusación de 
que faltaba a la verdad y mentía respecto de algunas 
apreciaciones. Salí para Canal 5 -el actual Televisión 
Nacional Uruguay- , pero el programa había termina- 
do; por suerte, de alguna manera hoy se rectifican los 
caminos para que desde el punto de vista parlamen- 
tario y democrático uno pueda expresar su verdad 
con contundencia, respeto y absoluta claridad. 


Los Senadores que formaban parte de la Legis- 
latura anterior saben que fui Miembro Informan- 
te del entonces proyecto de ley, hoy Ley N* 18.387, 
referente a la Declaración Judicial del Concurso y 
Reorganización Empresarial. Se trata de una ley de 
263 artículos por la que se modernizó la legislación 
vigente, que databa del siglo XIX, unificando en un 
solo texto toda la materia referida a las quiebras, los 
concordatos y las liquidaciones de sociedades comer- 
ciales, así como los concursos de personas físicas. Fui 
Miembro Informante por decisión de la Comisión del 
Senado, porque es parte de mi estilo como Legislador 
y como responsable de la actividad política. No hago 
oposición por el solo hecho de integrar una minoría 
electoral, sino porque la oposición se hace constru- 
yendo y tratando de contribuir a que el país mejore en 
muchos aspectos. Y no se trata solo de una filosofía 
personal, sino que es una filosofía de carácter parti- 
dario. Los señores Senadores saben que cuando uno 
plantea los temas, contribuye con críticas y aportes; 
como Legisladores lo hemos hecho siempre, con un 
criterio absolutamente constructivo, sin importar si 
formábamos parte del oficialismo o de la oposición. 
Esto es tan así, señor Presidente, que en la Legisla- 
tura pasada informé más de cuarenta proyectos de 
ley - muchos de ellos, Tratados internacionales- que 
no necesariamente debía informar y todos saben que 
siempre lo hice con el mejor ánimo y disposición. Es 
más: el sentido de la contribución que he hecho en 
mi carácter de Legislador era modernizar la ejecu- 
ción de las acciones de los demás Legisladores, para 
que la responsabilidad legislativa fuera debidamente 
asumida. Por esos motivos fui Miembro Informante 
del referido proyecto de ley, que venía del Poder Eje- 
cutivo; lo estudiamos y profundizamos sobre muchos 
temas, porque este proyecto general revisaba nada 
más ni nada menos que Códigos del siglo XIX y ponía 
en la modernidad todas las disposiciones de carácter 
comercial. Podríamos haber dicho que lo informara 
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algún Senador del oficialismo puesto que, como se- 
ñalé, el proyecto de ley había venido del Poder Ejecu- 
tivo. Sin embargo informamos el proyecto con mucho 
gusto, de tal modo que en oportunidad de ser aproba- 
do un Senador del Frente Amplio dijo: “en este caso, 
el señor Senador Abreu le ha ahorrado al oficialismo 
la pesada tarea de informar este proyecto de ley, y 
lo ha hecho con sabiduría y profundidad dado que, 
por su profesión y su idoneidad en la materia, era el 
más indicado de los miembros de la Comisión para 
hacerlo”. Esto es demostrativo, señor Presidente, de 
la forma en que nos comportamos y desarrollamos 
esta actividad. 


Hasta la aprobación de esta ley, la regulación de 
la actividad de las sociedades comerciales y de las 
personas que actúan en ellas -directores, síndicos y 
administradores- estaba dispersa en una multiplici- 
dad de normas, en forma inorgánica: en el Código 
Civil, en el Código de Comercio, en el viejo Código 
Penal derogado y en el Código de 1934 actualmente 
vigente, entre otros. Varias de esas normas debieron 
ser derogadas al adoptarse el nuevo texto legal. Bas- 
ta ver ese texto normativo para darse cuenta del nú- 
mero importante de derogaciones que se produjeron 
para poner en vigencia una ley moderna en materia 
de concurso y reorganización empresarial. La nueva 
legislación -prácticamente un nuevo código en la ma- 
teria- unificó la calificación de los delitos vinculados 
con la actividad comercial y permitió superar el caos 
que suponía la superposición de distintos delitos en 
normas diferentes. 


Estos son los hechos ocurridos hasta el presente 
de mi actividad legislativa. 


Luego de aprobada la ley hubo una reunión en la 
Cancillería con el entonces Ministro de Relaciones 
Exteriores, el actual Senador Gonzalo Fernández, en 
la que se trataron diversos temas y donde me sugirió - 
no a la ligera, sino a través un comentario puntual- la 
necesidad de revisar el capítulo de las derogaciones 
que se habían planteado en esa norma de carácter 
general. La sugerencia -es la palabra que voy a utili- 
zar- que recibí, proveniente de un catedrático Grado 
5 de Derecho Penal, fue en el sentido de evitar una 
duplicación de figuras delictivas, para que quedara 
claro que también a los directores y administradores 
de sociedades anónimas les era aplicable el régimen 
general, es decir, los delitos y penas previstos en el 
Código Penal para los casos de quiebra y fraude. En 
otras palabras, se trataba de eliminar para el caso de 
esos directores y administradores la superposición de 
dos figuras delictivas, es decir, las consagradas en el 
artículo 76 de la vieja ley y en el Código Penal actual- 
mente vigente. 


La sugerencia del doctor Fernández motivó la ela- 
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boración del proyecto derogatorio de los artículos 42 
a 44 -porque no solo se está hablando del artículo 
76- y del 76. En ningún momento se habló de un caso 
en particular ni quien habla lo hubiera admitido, así 
como tampoco lo hubieran aceptado mis compañeros 
de Bancada. El proyecto de ley redactado, en lo que a 
mí concierne, no fue pensado para beneficiar ni para 
perjudicar a nadie en particular, sino para dar clari- 
dad y seguridad jurídica al nuevo régimen penal en 
materia comercial. 


Confieso, señor Presidente -puedo traer a cola- 
ción la exposición de motivos de esa ley, de la que 
fue Miembro Informante la entonces Senadora Per- 
covich, que precisamente hacía referencia al tema de 
la duplicación de los delitos-, que en ese momento 
ignoraba que respecto al proyecto de ley original el 
doctor Gonzalo Fernández había advertido la necesi- 
dad de no derogar en aquel tiempo el artículo 76. Ob- 
viamente, no me hizo ningún comentario al respecto, 
y aunque no estaba obligado a hacerlo, con un ante- 
cedente de tanta sensibilidad me hubiera gustado que 
lo tuviera en cuenta en el momento en que conver- 
samos, más allá de que la referencia a la reunión que 
mantuvimos no fue, desde mi punto de vista, un dato 
al pasar, dado en forma ligera, y mucho menos casi a 
nivel de despedida. 


No se trata, señor Presidente, de un juego semánti- 
co sobre el alcance de las palabras. Siempre he estado 
dispuesto a pensar y a razonar sobre estos temas, pero 
quiero decir con claridad en este Senado, a mis com- 
pañeros y a todos en general -porque también lo sabe 
el doctor Gonzalo Fernández- , que no hago mandados 
ni gauchadas a nadie, sino que actúo de acuerdo con 
mis convicciones y mi confirmación ética y que cuan- 
do aporto un proyecto de ley de esta naturaleza, aun 
asumiendo costos políticos, lo hago en mi condición 
de Legislador, de responsable por lo que hago y no en 
función de ligerezas que no son del caso asumir y mu- 
cho menos de imputar. Esto es muy importante, señor 
Presidente, porque en este caso no se trata de gaucha- 
das como si fuera un tema puntual. Las gauchadas de 
las que hablo -en general lo hago así- refieren a que el 
Gobierno siempre ha contado y cuenta con mi aporte 
personal; lo sabe y lo sabía el señor Senador cuando 
era Canciller y también Ministro de Defensa Nacional 
en la Administración anterior, como lo saben todos los 
Ministros del Poder Ejecutivo. Cuando el señor Sena- 
dor Abreu habla con ellos no les va a pedir un cargo, 
un ascenso o una posición personal, sino que aporta, 
reflexiona y trata de buscar una salida, porque piensa 
que la oposición gana aportando y que los errores de 
los Gobiernos terminan siendo el producto, el elemen- 
to que desencanta a la gente. 


Esto es lo que quiero hacer y dejar claro. El se- 
ñor Senador Fernández estaba y está convencido de 
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que en aquel entonces era procedente la derogación 
del artículo 76 por duplicar la infracción de un deli- 
to y porque su permanencia carecía de fundamen- 
to lógico. Debo decir que esa sugerencia, estudiada 
y evaluada, desde mi punto de vista era una buena 
técnica jurídica, porque contenía una figura delictiva 
mal tipificada en el siglo pasado, de reñida compatibi- 
lidad con el principio de legalidad contemplado en el 
artículo 1% del Código Penal, descrita por el propio 
profesor Sebastián Soler como un monstruo innomi- 
nado del Derecho Penal. Se trataba de una norma 
del siglo XIX que tipificaba un delito y aplicaba una 
pena contenida en una norma que había sido dejada 
sin efecto setenta años antes, que estaba establecida 
en el viejo Código Penal de 1889, derogado por el de 
1934, sobre el que en algún momento haremos una 
reflexión en cuanto a las inspiraciones filosóficas. 


En consecuencia, a partir de la aprobación de 
esta ley, existiendo culpa o fraude -o sea, habiendo 
delito- se unifica la tipificación penal y se definen las 
penas aplicables a todos los responsables, sean ellos 
directores, síndicos o administradores de cualquier 
tipo de sociedad comercial. A todos ellos el Juez Pe- 
nal aplicará las mismas penas que correspondan a 
los delitos previstos en el Código Penal vigente, tales 
como fraude, quiebra fraudulenta, quiebra culpable. 
De manera que desde el punto de vista de la iniciativa 
legislativa, de ningún modo voy a aceptar el comenta- 
rio realizado en el sentido de que se haya actuado en 
forma impensada e irreflexiva, porque mi trabajo es 
ser Legislador, mi trabajo es estudiar, mi trabajo y el 
de todos los señores Senadores es el de hacer aportes. 
¿Nos equivocamos? Sí, pero las bases que refieren a 
la actuación de un parlamentario son las de la trans- 
parencia y la responsabilidad. No estoy dispuesto a 
que se me cuestione en las apreciaciones ni en la ver- 
dad, ni mucho menos en el fondo de las motivaciones 
que pueden dar lugar a iniciativas de esta naturaleza, 
que siempre planteamos con el criterio constructivo 
de contribuir a la seguridad jurídica en el ámbito de 
la comunidad. 


Ignoro si los Legisladores del oficialismo consul- 
taron o no al señor Senador Gonzalo Fernández, en 
aquel tiempo Canciller, pero sí puedo afirmar que so- 
bre la base de mi credibilidad personal y profesional, 
fundamenté jurídicamente mi posición en la exposi- 
ción de motivos firmada por la entonces señora Se- 
nadora Percovich y los señores Senadores Michelini 
y Alfie. Acabo de recibir una llamada del ex señor Se- 
nador Alfie pidiéndome que hiciera público todo su 
respaldo por haber entendido y apoyado el criterio y 
el fundamento de esa exposición de motivos. 


En oportunidad de ser aprobado ese proyecto de 
ley en la Cámara de Diputados - es decir, terminando 
ya la aprobación de esa norma- el señor Diputado Al- 
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varo Lorenzo planteó sus dudas en el Plenario sobre 
un eventual zafarrancho jurídico. En esa Sesión ex- 
presó: “He consultado al señor Senador Abreu, quien 
me trasmitió el sentido de esta regulación y asimismo 
que el motivo de la propuesta de este proyecto tiene 
que ver con otra persona que se lo sugirió”; esa otra 
persona era el doctor Gonzalo Fernández. En el día de 
ayer el Diputado Lorenzo declaró en una entrevista lo 
siguiente -y cito textualmente- : “Es en función de su 
asesoramiento -de Gonzalo Fernández- que entro a 
Sala y voto a favor de un proyecto y sale el proyecto 
de esa manera”. Más adelante agregó: “porque cuan- 
do yo planteo en abstracto el problema que se puede 
generar, a todo el mundo le vino a la cabeza que el 
caso de los Peirano podía entrar en esa situación”. 
Refiriéndose a la conversación con el doctor Gonza- 
lo Fernández decía: “Con él tuve un intercambio de 
los dos niveles”. Luego continuaba: “En general, hizo 
referencia a que hacía decenas de años que no se 
aplicaba ese artículo en ningún proceso y en particu- 
lar que en el caso de los Peirano no era ese el delito 
que estaba siendo aplicado. Así es que entro a Sala”, 
según el Diputado Lorenzo, “después de hacer una 
objeción tan fuerte como la que hice y votamos todos 
con tranquilidad”. 


Señor Presidente: voy a decir las cosas con clari- 
dad y ajustadas a la verdad. El doctor Gonzalo Fer- 
nández llamó al Diputado Lorenzo a instancias de 
quien habla. Es más: hace instantes me comuniqué 
con el Diputado Lorenzo, quien me volvió a ratificar 
que fue una llamada del doctor Gonzalo Fernández 
en la que, inclusive, le dijo: “No me trate de usted, 
tutéeme porque tenemos un amigo en común”. En 
ese momento le transmitió sus inquietudes porque 
entendió -al igual que quien habla- que, más allá de 
responsabilizar al Senador Abreu por la autoría del 
proyecto, el que lo sugirió e intelectualmente lo im- 
pulsó, por razones muy lógicas, fue el entonces Mi- 
nistro Gonzalo Fernández. Tan es así que luego de su 
conversación -lo digo porque tengo memoria-, tuve 
oportunidad de dialogar telefónicamente con el doc- 
tor Gonzalo Fernández, quien me expresó que le ha- 
bía dado su punto de vista e incluso le había dicho 
que resolviera lo que quisiera. 


El señor Senador Gonzalo Fernández no me pue- 
de acusar de faltar a la verdad ni de mentir; tampoco 
acepto que se interprete que ejerzo mis responsabili- 
dades de Legislador con ligereza. El hecho de que el 
doctor Fernández declare que, en adelante, se excu- 
sará de dar opinión a toda su Bancada por el riesgo 
de un enchastre excesivo por la ausencia de comu- 
nicación existente en ella, es un problema de otras 
tiendas. 


Señor Presidente: tampoco puedo hacerme cargo 
de la figura del villano invocada por el señor Senador 
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Gonzalo Fernández para referirse al rol que le adjudi- 
ca un periodista de un semanario. Lo único que debo 
decir es la verdad y que continuaré ejerciendo mi car- 
go con responsabilidad. En este sentido, la verdad es 
que la razón que motivó la presentación del proyecto 
de ley fue la de encontrar la mejor solución jurídica 
para contar con una legislación comercial moderna 
y no contradictoria, sobre la base de una sugerencia 
recibida del doctor Gonzalo Fernández. Nunca hablé 
de ningún caso en particular con el doctor Gonzalo 
Fernández ni con otro Legislador; eso es algo que no 
hubiera correspondido ni admitido, porque el Legis- 
lador no realiza su tarea para situaciones particula- 
res, sino pensando en normas de aplicación general. 
Sin embargo, las seguridades respecto a la inquietud 
de un caso en particular -que al final se concretó- no 
las brindó quien habla, sino el propio doctor Gonzalo 
Fernández quien se las transmitió al Diputado Loren- 
zo, y fue este último el que hizo su mención al caso 
muy remoto o imposible de que, por la interpretación 
de la Ley, se pudiera beneficiar a alguien. 


Mi función como Legislador la llevo adelante con 
el máximo grado de responsabilidad y compromiso de 
que soy capaz. Por esa razón, rechazo rotundamen- 
te que se tergiversen los fundamentos por los que se 
propuso la derogación de los artículos 42, 43, 44 y 76 
de la Ley N* 2.230 o que se dude sobre la veracidad 
de mis dichos. 


Esta cuestión de fueros ha sido planteada para 
que mis pares y la ciudadanía estén informados y en 
capacidad de pronunciarse para poder entender mi 
conducta ética en el ejercicio de mi responsabilidad 
legislativa. No he mentido ni faltado a verdad y no 
he hecho mandados ni gauchadas a nadie. Mi actitud 
como político y responsable Legislador está expuesta 
aquí y no estoy dispuesto a que se me acuse, directa 
ni indirectamente, en forma ligera, sobre un hecho 
acerca del que puedo dar todos los datos que se me 
soliciten. 


Además de decir la verdad con relación a la au- 
toría intelectual de un proyecto de ley y a las conse- 
cuencias que el mismo podría aparejar, quiero des- 
tacar mi responsabilidad política. En este sentido, 
basado en mi credibilidad y en la invocación de una 
sugerencia proveniente de un catedrático de Derecho 
Penal, Grado 5, de la Universidad de la República, 
debo expresar que conté con el apoyo de todas las 
Bancadas. Esta es la verdad y no hay otra. No estoy 
dispuesto a que, por un juego de palabras, se empie- 
ce a buscar una descalificación o una visión distinta. 
Con total franqueza y claridad quiero decir que no 
estoy dispuesto -y me alegro de que el doctor Gonzalo 
Fernández se encuentre en este momento en Sala- a 
que se me acuse de mentiroso, porque no he menti- 
do, porque he seguido como corresponde todas mis 
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conductas y porque, además, he contribuido con un 
proyecto de ley que bien me podría haber obviado por 
el simple hecho de decir: “¡Allá el Gobierno con sus 
problemas! Yo soy de la oposición y los problemas son 
del Gobierno”. Esa no es mi conducta y tampoco lo 
será en el futuro. 


(Suena el timbre indicador de tiempo.) 


- Vuelvo a decir claramente que este no es mi esti- 
lo -los señores Senadores saben cómo trabajo- , como 
tampoco lo es ensuciar y, mucho menos, tener que 
callar acusaciones sobre faltar a la verdad, a la trans- 
parencia y a mis responsabilidades. 


Es con esta visión que quería plantear esta cues- 
tión de fueros frente a mis pares. 


Muchas gracias. 
SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: hemos vo- 
tado esta instancia bajo la modalidad de una cuestión 
de fueros en régimen modificado, pero creemos que 
es un asunto político, no una cuestión de fueros. Sin 
embargo, sobre el tema sí queremos debatir y aclarar 
algunos puntos. 


El primero de ellos tiene que ver con las respon- 
sabilidades de los Legisladores del Período anterior 
en relación con el tema del hoy famoso artículo 76 de 
la Ley N* 2.230 y, el otro, con la posibilidad de que 
el Senador Gonzalo Fernández pueda aclarar direc- 
tamente determinados aspectos que pudieron haber 
existido en alguna conversación. 


Es importante aclarar la naturaleza del acto legis- 
lativo -fíjense los señores Senadores que aludo a acto 
legislativo y no a error legislativo- , porque creemos 
que en este recinto nadie puede sostener la necesi- 
dad de mantener la vigencia del mencionado artículo. 
Cuando en su momento decidimos votar la iniciativa, 
lo hicimos en aras de lo que queda muy claro en la 
exposición de motivos y en la fundamentación reali- 
zada en este Cuerpo. Concretamente, me refiero a la 
simplificación de las normas jurídicas, de las conduc- 
tas penales para un mismo acto punible. Por lo tan- 
to, el haber procedido de esa manera constituye un 
elemento de claridad y de ratificación que demues- 
tra que no hemos concretado el acto legislativo con 
liviandad, ni tratando -como ha surgido de muchas 
versiones de los medios de comunicación- de legislar 
para privilegiar absolutamente a nadie. 
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Creo que en este proceso hay dos momentos muy 
claros: el primero comienza en el año 2006, cuando 
el proyecto de ley concursal ingresa al Parlamento y, 
luego de tramitarse en diferentes instancias, es apro- 
bado en 2008; y el segundo en el año 2008, cuan- 
do se somete a consideración la ley modificativa que 
contenía la derogación del artículo 76. Ahora bien, la 
afectación de esta sobre el caso particular provoca, 
dos años más tarde, la situación que hoy estamos vi- 
viendo, que no se había dado antes, porque en cada 
una de las leyes vinculadas al tema aprobadas en el 
Período anterior quedó claramente establecida la no 
derogación del artículo 76, ya que la situación jurí- 
dica sobre el caso más sonado, el de los Peirano, era 
otra. Por lo tanto, como dije, desde el punto de vista 
legislativo tenemos que destacar dos momentos im- 
portantes. 


En el primero de ellos, por ejemplo, cuando le- 
gislamos sobre Libertad Provisional y Anticipada (Ley 
N* 17.897), claramente se excluyeron del literal H) 
del artículo 1” los delitos previstos en el artículo 76 
de la Ley N* 2.230. Esta prevención estuvo presente 
hasta el momento en que consideramos que ya no 
podía tener más implicancias. Otro ejemplo puede 
ser cuando legislamos sobre la creación de los Juz- 
gados Especializados en Crimen Organizado (Ley 
N* 18.362, de 2008). La responsabilidad de este 
Cuerpo estuvo siempre presente para advertir deter- 
minadas situaciones judiciales en curso y no inter- 
venir negativamente en ellas. Realmente, no era esa 
la intención de ningún Legislador de la Legislatura 
pasada. Respeto y aprecio mucho a una colega, la ex 
Senadora Percovich, que integró la Bancada en el Pe- 
ríodo pasado, y puedo entender su reacción extempo- 
ránea respecto a estos hechos que son muy complejos 
y que hay que reconstruir. Creo que ninguno de noso- 
tros actuó con liviandad y negligencia, y nadie podía 
prever la situación que se ha dado a punto de partida 
del fallo de un Tribunal de Apelaciones. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- ¿Me permite una inte- 


z 


rrupción, señora Senadora? 
SEÑORA XAVIER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Señor Presidente: mi 
excepcional e inhabitual presencia en Sala ocupan- 
do una banca en el día de hoy no obedece a un bajo 
propósito de confrontación político-partidaria, sino al 
respeto que me merece el Cuerpo y a la enorme utili- 
dad que creo tiene el hecho de explicar en el seno de 
esta Cámara -caja de resonancia para la ciudadanía- 
los sucesos que han generado una controversia entre 
el señor Senador Abreu y quien habla. 
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Me alegro de las expresiones que acaba de formu- 
lar en su exposición el señor Senador Abreu, porque 
en el semanario Brecha aparecieron declaraciones 
que a él se le atribuyen, donde dice que fue objeto 
de un engaño, de una maniobra, de una carambola a 
tres bandas, que hizo una gauchada - es un término 
que no inventé yo- y que nunca más iba a hacer gau- 
chadas. Allí él me atribuye, directa o elípticamente, el 
haberlo engañado respecto al dictado de una norma 
que terminara beneficiando una determinada causa 
judicial. De modo que me alegro de que se rectifique 
esa versión. 


En la prensa escrita del día domingo, sin embargo, 
el señor Senador Abreu explicó que lo que yo le había 
advertido era la existencia de incongruencias y hoy, 
en Sala, acaba de decir que le hice una sugerencia 
que había que hacer cambios. Si esa es la versión y no 
la que publica el semanario que le atribuye aquellas 
declaraciones, no tengo ningún reparo en admitirlo, 
pero quiero esclarecer los hechos cronológicamen- 
te, tal y como los recuerdo, porque también yo tengo 
muy buena memoria y acá hay unas cuantas coinci- 
dencias y alguna que otra divergencia y, repito, debo 
esclarecer mi actuación en este asunto. 


Como le consta al señor Presidente del Senado, 
la Ley de Concursos fue elaborada por un grupo de 
especialistas de la Cátedra de Derecho Comercial de 
la Universidad de la República, y suscribo lo que ha 
dicho el señor Senador Abreu en cuanto a la engorro- 
sa tarea y a lo complejo que fue ensamblar una Ley de 
Concursos, que debía modificar y derogar disposicio- 
nes del Código de Comercio, del Código Civil y de una 
larga lista de leyes. Cualquiera que repase el artículo 
255 de la Ley de Concursos se encontrará con un tex- 
to tan extenso como pocas veces se había visto antes. 


En todo el proceso de elaboración de la ley no 
tuve la más mínima intervención. Mi primer y único 
contacto con el proyecto, ya redactado, fue en el año 
2006, cuando me desempeñaba como Secretario de 
la Presidencia y me fue remitido precisamente por 
el actual Presidente del Senado, entonces Ministro 
de Economía y Finanzas, para su envío al Parlamen- 
to. Una lectura del texto del proyecto de ley me per- 
mitió advertir que derogaba el artículo 76 de la Ley 
N* 2.230, delito por el cual en aquella época, es decir, 
en el año 2006, estaban imputados y en prisión pre- 
ventiva, los hermanos Peirano. Por ende, mi reacción 
inmediata fue advertir las consecuencias que podría 
traer la derogación del artículo 76 y de inmediato fue 
corregido en el Ministerio de Economía y Finanzas, 
por lo que el mensaje que culminó en la aprobación 
de la ley deroga hasta el artículo 75 inclusive de aque- 
lla Ley N* 2.230 y mantiene en pie el artículo 76. 


(Suena el timbre indicador de tiempo.) 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Como sabe el señor Se- 
nador Fernández, el régimen de interrupciones admi- 
te una exposición por cinco minutos. No sé si desea 
reiterar su pedido de interrupción. 


SEÑORA XAVIER.- No voy a continuar con mi in- 
tervención, así que el señor Senador Fernández po- 
dría seguir con su exposición, ya que está anotado 
para hacer uso de la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es una situación un tan- 
to sui generis. En todo caso, damos por culminada la 
exposición de la señora Senadora Xavier e iniciamos 
la intervención del señor Senador Fernández por el 
término de 20 minutos. 


Tiene la palabra el señor Senador Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Gracias, señor Presiden- 
te; descuénteme los cinco minutos que ya utilicé. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es perfectamente regla- 
mentario el hecho de usar cinco minutos por vía de 
interrupción, por lo que no nos estamos saliendo del 
Reglamento. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Como decía, señor Pre- 
sidente y señores Senadores, remitido el proyecto de 
ley al Parlamento, me olvidé por completo del tema. 
Entre el año 2006, en que fue enviado el proyecto 
de ley, y el año 2008, en que fue sancionada la ley, 
ocurrieron varios hechos. En lo personal, me tocó 
cambiar de destino funcional y pasar al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, y en lo que dice relación con 
la causa judicial que a todo el mundo le preocupa, en 
el año 2007 se produjo la excarcelación provisional 
de los imputados que, aclaro y reitero, no fue con- 
secuencia de esta derogación. De modo que los her- 
manos Peirano fueron excarcelados en el año 2007 
y en ese momento se produjo - lo que también fue 
de pública notoriedad- una demanda acusatoria, una 
acusación fiscal - que es la que fija la imputación 
definitiva- , no ya por el viejo delito del artículo 76, 
sino por el delito de insolvencia societaria fraudulen- 
ta, tipificado y por supuesto vigente por el artículo 5 
de la Ley N* 14.095. En el año 2008, seguramente 
antes del 15 de octubre - observando la página Web 
del Parlamento, advierto que en esa fecha el Senado 
aprobó finalmente la Ley de Concursos- , recibí en 
audiencia al señor Senador Abreu, quien concurría 
periódicamente al Ministerio de Relaciones Exterio- 
res en su condición de miembro de la Comisión de 
Asuntos Internacionales del Senado, para comentar o 
interiorizarse de diversos temas vinculados a la Car- 
tera. Aclaro que sucedió lo mismo con muchos otros 
Legisladores, Senadores y Diputados de todos los par- 
tidos políticos, porque a todo el mundo le consta que 
mi política en la Cancillería fue de puertas abiertas 


CÁMARA DE SENADORES 


325-C.S. 


y recibimos a cuanta persona solicitara audiencia, 
mucho más si se trataba de un Legislador nacional. 
Obviamente, la audiencia se llevó a cabo para tratar 
temas vinculados a la Cancillería, aunque no recuet- 
do específicamente cuáles; pudo haber sido el de la 
Unasur, el Mercosur, la marcha de la relación bilate- 
ral con Argentina o algún otro. 


Al culminar la entrevista, despidiéndose ya, el se- 
ñor Senador Abreu me comentó al pasar los temas en 
que se estaba trabajando en el Senado y señaló que 
se estaba por aprobar la ley relativa a los concursos, 
que era una ley muy difícil, compleja y engorrosa por 
las armonizaciones y derogaciones que planteaba. Yo 
le dije que efectivamente era así, que tuvieran cuida- 
do y la estudiaran con detenimiento y cautela, tanto 
por las armonizaciones y derogaciones de las normas 
civiles como de las normas penales. 


De modo que, si esa es la advertencia o sugeren- 
cia, como la ha llamado hoy, que el señor Senador 
Abreu dice que le formulé, debo decir que es verdad y 
la conversación sobre el punto no debe haber durado 
más de un minuto; le advertí precaución o cuidado. 


Volví a olvidarme del tema y no tuve ninguna in- 
jerencia en la redacción del proyecto de ley. Puedo 
decir -lamentable y hasta jocosamente- que si de 
incongruencias queremos hablar debemos tener en 
cuenta que la Ley N* 18.411 sigue siendo incon- 
gruente, porque ha derogado el artículo 76 de la Ley 
N* 2.230 y no el 77, que establece una pena para la 
complicidad que se contradice con lo dispuesto en el 
artículo 62 del Código Penal de 1934. De modo que 
las incongruencias persisten hasta el día de hoy. ¿Por 
qué? Porque esa vieja ley -y en esto coincido con el 
señor Senador Abreu- era muy mala. La Ley N* 2.230 
se aprobó de apuro y a la ligera para resolver la pri- 
mera quiebra de un Banco: el Banco Inglés del Río 
de La Plata, en 1893. Don Sebastián Soler -el famoso 
penalista- dijo algo más que lo que acaba de expresar 
el señor Senador Abreu en Sala. Mencionando el ar- 
tículo 76, con su fina ironía dijo que era “un prodigio 
de concentración verbal explosiva: cuatro delitos en 
doce palabras”. 


De modo que, tanto por la deficiencia de la ley 
cuanto por la innovación que significaba el nuevo ré- 
gimen, no había duda de que debía procederse a la 
derogación, y agrego que, de paso, también tendría 
que haber sido derogado el artículo 77. 


Quiero resaltar que no tuve ninguna injerencia en 
la redacción de ese proyecto de ley ni me enteré de 
su evolución; el único contacto que tuve con él fue 
cuando, a pedido del señor Senador Abreu, me lla- 
mó -o lo llamé, no recuerdo bien- el señor Diputado 
Lorenzo, a quien no conocía, pese a que es un colega 
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abogado. El Diputado Lorenzo me planteó la inquie- 
tud de si la derogación proyectada podía o no afectar 
alguna causa en trámite; aclaro que el planteo fue te- 
lefónico y de la misma manera le comuniqué mi pri- 
mera impresión al respecto, mi opinión espontánea: 
“Creo que no, porque se ha formulado una demanda 
acusatoria que imputa el delito de insolvencia socie- 
taria fraudulenta”. Como saben todos los señores Se- 
nadores -y mucho más quienes son abogados- el auto 
de procesamiento es apenas la resolución de aper- 
tura del juicio penal, es esencialmente reformable 
-incluso de oficio- y no causa estado, mientras que 
la imputación definitiva la fija la demanda acusatoria 
que, además, pide la pena, lo que debe decidir final- 
mente la sentencia. 


Esto es todo cuanto dije telefónicamente al señor 
Diputado Lorenzo. Él me comunicó que coincidía 
con mi opinión y seguramente por eso votó afirmati- 
vamente la iniciativa. 


Como no pretendo tener el patrimonio de la ver- 
dad -soy un ser humano falible como todos, quizás el 
primero- , puedo haberme equivocado, pero en todo 
caso no estoy en solitario, porque la posición de la 
Fiscalía y del Juzgado de Primera Instancia coinciden 
con lo que expresé en aquel momento. 


Quiero que los señores Senadores piensen, hipo- 
téticamente -porque tienen en carpeta un nuevo pro- 
yecto íntegro de Código Penal- , qué podría pasar si se 
sigue esa misma tesis cuando se sancione un nuevo 
Código Penal y se derogue el viejo. Creo que si esta 
tesitura prospera, los pedidos de liberación van a ser 
masivos. 


Debo aclarar que nadie me consultó con respecto 
a ese proyecto de ley; ningún Legislador de ningún 
sector político -con excepción del señor Diputado Lo- 
renzo- me llamó para preguntarme ni advertirme de 
nada. Ninguno. 


A su vez, quiero aclarar una serie de falsas o equi- 
vocadas ideas que circulan en el ambiente y entre la 
gente. 


En primer lugar, aquí se ha clausurado un proce- 
so penal y, aun cuando la decisión no sea revocada, 
eso no significa una declaración de inocencia ni una 
absolución en la causa. En la planilla del Registro Na- 
cional de Antecedentes Judiciales queda constancia 
del antecedente y se anota simplemente “clausura”. 


En segundo término, la derogación hecha por la 
Ley N* 18.411 no supuso la libertad de las personas 
que estaban procesadas, ya que esas personas, los 
hermanos Peirano, habían sido excarceladas un año y 
medio antes, en 2007. 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


En tercer lugar, señor Presidente, en modo alguno 
esta derogación puede generar a nadie -y menos a 
ellos- el derecho a formular una reclamación patri- 
monial contra el Estado; es absolutamente disparata- 
do pensar en esa consecuencia. 


En cuarto y último término, es absolutamente 
equivocado afirmar que la derogación del artículo 76 
y la clausura del proceso perjudican a los ahorristas 
en la eventual recuperación de su dinero, como escu- 
ché decir ayer en un medio de prensa. En el Ordena- 
miento Positivo uruguayo, la acción penal y la acción 
civil están completamente independizadas a partir de 
la Ley N* 16.167, por lo que ningún ahorrista se verá 
impedido, obstaculizado o perjudicado en formular o 
proseguir su reclamación. 


Para no continuar distrayendo la atención del 
Cuerpo, quiero resumir mi exposición diciendo, en 
primer lugar, que quien advirtió en su momento que 
no debía derogarse el artículo 76 de la Ley N* 2.230 
fue quien está haciendo uso de la palabra. Si en el 
año 2008 no dije al señor Senador Abreu que mantu- 
viera esa norma sino que le sugerí que limara incon- 
gruencias, fue porque no se me ocurrió; y tampoco lo 
dije al Diputado Lorenzo, cuando me llamó, porque 
creía -y sigo creyéndolo-, en consonancia con el dicta- 
men de la Fiscalía y la resolución del Juez de Prime- 
ra Instancia, que al haber una demanda acusatoria, 
una acusación fiscal que abre el plenario, la etapa de 
conocimiento del juicio, el auto del delito por el cual 
la persona fue procesada, no cuenta. Voy a poner un 
ejemplo para simplificar la idea. Si un sujeto comete 
lo que en principio parece un arrebato en la calle, 
inicialmente es procesado por un delito de hurto; si 
luego, en el sumario, se descubre que para hacer el 
arrebato le pegó un golpe a la persona portadora del 
bolso y la tiró al piso, y en el plenario la acusación 
fiscal acusa al sujeto por un delito de rapiña, la hipo- 
tética derogación del delito de hurto no puede surtir 
efecto en esa causa. 


En segundo lugar, el régimen de retroactividad de 
la ley penal obligaría a clausurar de inmediato y po- 
ner en libertad a las personas si estas aún estuvieran 
en prisión preventiva. Cuando no lo están, como es el 
caso al que nos hemos referido, el momento en que 
debe pronunciarse la decisión definitiva es el de la 
sentencia. Por eso, el Juzgado ha dicho que decidir 
algo ahora implica un prejuzgamiento, porque signifi- 
ca descartar abiertamente la demanda acusatoria sin 
fundamento alguno. 


Esto es cuanto quería manifestar sobre los aspec- 
tos jurídicos. 


Si el señor Senador Abreu reconoce, como creo 
que lo ha hecho hoy en Sala y con claridad, que yo no 
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le pedí ninguna gauchada y que acá no hubo ningu- 
na “carambola a tres bandas con juego de casín”, en- 
tonces, no tengo nada que decir. Si el señor Senador 
Abreu dice que lo que hice fue formularle una suge- 
rencia sobre incongruencias normativas, digo que eso 
sí es verdad y que al día de hoy la incongruencia per- 
siste, por lo que, si pueden, deroguen el artículo 77. 


Es todo cuanto debo aclarar, señor Presidente. 
SEÑOR VIERA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: nuestro propó- 
sito no era intervenir en este tema que, por supuesto, 
ha concitado la atención no solo de este Cuerpo sino 
de toda la ciudadanía. Sin embargo, me queda una 
duda que me gustaría plantear -para no arrepentirme 
luego de terminada la Sesión-, ya que muchos de los 
ciudadanos que están siguiendo este tema también 
la tienen. 


En el año 2008 se sancionó una ley que derogó el 
artículo 76 de la Ley N* 2.230, que tuvo como con- 
secuencia -y es lo que más ha agitado a la opinión 
pública- la anulación del delito por el cual habían sido 
procesados los Peirano. Más allá de aclarar las posi- 
ciones personales de los Senadores en todo el proce- 
so, quedan algunas dudas sobre la forma de legislar 
y sobre las instituciones, no solo el Parlamento sino 
también el Poder Ejecutivo, que es co-legislador y, en 
su momento, no vetó la Ley. 


Todos sabemos que nuestra vecina República del 
Paraguay ha solicitado la extradición de los Peirano 
para ser juzgados allí por delitos similares a los que 
cometieron en nuestro país. Me pregunto -aclaro que, 
obviamente, no soy abogado ni jurista, pero sí político 
y representante del pueblo- si la derogación de esta 
norma tiene como consecuencia -sería lo más grave 
de esta situación- que ya no podrán ser extraditados 
a Paraguay para ser juzgados por delitos similares, 
porque ya no existen en el Uruguay. A mi entender, 
si esto es así, sería el resultado más grave de esta ley 
que ha sido cuestionada a dos años de sancionada y 
promulgada. 


Muchas gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Saludamos a los alum- 
nos de 6% año de la Escuela N* 61, Konrad Adenauer, 
y les agradecemos su visita. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
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Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: obviamen- 
te, no voy a referirme a la cuestión que fue objeto de 
controversia entre los Senadores Abreu y Fernández, 
sino a otro aspecto de la cuestión, que me preocupa. 


Creo que el Parlamento sale muy mal de todo este 
asunto. La imagen de la institución ante la opinión 
pública sale dañada de un episodio del que surgen 
consecuencias sorprendentes, asombrosas y negati- 
vas, que aparentemente no fueron previstas cuando 
se sancionó la ley sobre la cual se basa el fallo del 
Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3er. Turno. 
Puede decirse -y se ha dicho- que el Tribunal se equi- 
voca y es posible que así sea, pero la sentencia está 
bien fundada y hay otros juristas como el ex Ministro 
de la Suprema Corte de Justicia, doctor Cairoli, que 
han dicho que comparten la tesitura del Tribunal. 
En consecuencia, parece claro que no podía desesti- 
marse que esa fuera una posible interpretación de la 
sanción de aquella ley que derogó el artículo 76 de la 
Ley N* 2.230. Me parece que lo que ocurrió es que 
no se sopesó esa posibilidad. Quizás alguno la pensó 
y la excluyó como jurídicamente imposible o invia- 
ble, mientras que otros ni siquiera consideraron que 
eso pudiera llegar a suceder y en ese sentido se votó. 
Creo que si hoy se replantease la cuestión y existiese 
la más mínima duda en cuanto a que podría caber la 
posibilidad de que se clausurase el proceso penal al 
que se ha hecho referencia, nadie votaría una ley así. 
Si se votó fue porque ni siquiera se consideró que esa 
posibilidad existía, y creo que esto indica la fragilidad 
de los soportes técnicos con los que estamos cum- 
pliendo nuestra función. Podrá haber algún Legisla- 
dor experto en tal o cual materia que pueda votar con 
absoluta seguridad, pero es un hecho que muchos 
otros no poseen el mismo grado de conocimiento y 
no tienen por qué guiarse simplemente por consejos 
que les dé un amigo o un correligionario en alguna 
llamada telefónica providencial. Institucionalmente 
se necesita mucho más que eso, pero no lo tuvo el 
Parlamento en el año 2008, y tampoco lo tiene hoy. 
De manera que mañana o pasado podrán reprodu- 
cirse situaciones más o menos similares y adoptarse 
decisiones con consecuencias importantes que en su 
momento no hayan sido sopesadas debidamente por 
falta de un soporte técnico adecuado. 


Creo que el Poder Legislativo tendría que hacer 
rápidamente un esfuerzo por modernizarse como 
institución y contar con los respaldos técnicos que 
tienen otros Parlamentos, no ya los más desarrolla- 
dos o adelantados del mundo, sino incluso muchos 
de Sudamérica y de Centroamérica que están mejor 
que nosotros en esta materia. No tenemos derecho a 
sorprendernos cuando pasan estas cosas tan dañinas 
y tan graves, porque legislamos de tal manera que 
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permitimos que sucedan estos hechos. 


Entonces, la conclusión que saco -pensando hacia 
adelante y tratando de hacerlo constructivamente- es 
que tenemos que realizar esfuerzos en esta Legislatu- 
ra para fortalecer a la institución Parlamento y hacer 
que luego las decisiones políticas -que sí son de re- 
sorte de los políticos- puedan tomarse con un sopor- 
te técnico adecuado, de tal manera que se reduzca 
al mínimo posible el margen de error, que hoy sigue 
siendo peligrosamente grande. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: dadas las 
características del evento y la importancia que se le 
ha dado al tema en los medios de comunicación, voy 
a pedir un cuarto intermedio de quince minutos a los 
efectos de tomar las decisiones correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
- 28 en 30. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por el término 
de quince minutos. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 16 minutos.) 
(Vueltos a Sala.) 

- Habiendo número, se reanuda la Sesión. 
(Es la hora 11 y 53 minutos.) 


- El Senado continúa la consideración del tema 
que venía analizando antes del cuarto intermedio. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: la Bancada 
de Senadores del Frente Amplio entiende que ante la 
exposición del señor Senador Abreu y la respuesta del 
señor Senador Fernández se puede dar por concluido el 
tema de fueros planteado por el señor Senador Abreu. 


Ahora vamos a pedir otro cuarto intermedio por- 
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que la Bancada de Senadores del Frente Amplio quie- 
re hacer una declaración pública, ya no sobre el tema 
de fueros sino sobre el de fondo, en virtud de que lo 
consideramos una cuestión política no menor. 


Concretamente, formulamos moción en el sentido 
de que el Senado pase a cuarto intermedio a partir de 
este momento, durante veinte minutos, para hacer la 
declaración que mencioné y luego volver a Sala. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido al señor Senador 
Couriel que postergue la moción de cuarto interme- 
dio, que no admite discusión, porque sin perjuicio de 
lo que se acaba de exponer en representación de la 
Bancada del Frente Amplio, puede haber otros Sena- 
dores que quieran referirse al tema. Por esa razón, 
ruego al señor Senador que postergue su moción que, 
repito, no admite discusión. 


SEÑOR COURIEL.- No tengo inconveniente en 
postergar la moción de pasar a cuarto intermedio, pero 
quiero aclarar que he conversado con los integrantes 
de la Bancada del Partido Nacional -que puede ser la 
más interesada en hacer uso de la palabra- , y también 
con dirigentes del Partido Colorado, y a mi entender 
está claro que hay un acuerdo -por lo menos implícito- 
en el sentido de que ningún Senador haga referencia al 
tema de los fueros, dando por finalizado el tema. De esa 
manera estaríamos en condiciones de poder efectivizar 
el cuarto intermedio que estoy proponiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido al señor Senador 
Couriel que me permita dirigir el debate; voy a pre- 
guntar si algún señor Senador desea hacer uso de la 
palabra. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: creo que 
el señor Senador Couriel, en realidad, ha presentado 
dos mociones. La primera de ellas propone pasar a 
considerar el Orden del Día, a lo cual no nos opone- 
mos. Ahora bien, si aprobáramos la segunda moción 
estaríamos alterando el espíritu y la filosofía que nos 
inspira a votar la primera. Si el señor Senador Couriel 
nos dice que en virtud de un compromiso de carácter 
partidario propone levantar la Sesión para continuar 
mañana con la consideración del Orden del Día, por 
nuestra parte aceptamos la propuesta, pero la otra 
moción, a nuestro juicio, altera el sentido de la prime- 
ra. En consecuencia, aclaro que estamos dispuestos a 
considerar el Orden del Día, pero si tal como dijo el 
señor Senador Couriel, la Bancada del Frente Amplio 
tiene un compromiso de carácter partidario vinculado 
con la prensa, no tenemos inconveniente en votar el 
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levantamiento de esta Sesión y tratar el Orden del Día 
de hoy cuando volvamos a reunirnos mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como bien ha dicho el 
señor Senador Gallinal, hay dos mociones presenta- 
das. Por lo tanto, propongo que nos limitemos a votar 
la primera que se ha presentado, que plantea dar por 
suficientemente discutido el punto relativo a la cues- 
tión de fueros y pasar a considerar el Orden del Día. 


Se va a votar. 
(Se vota:) 
- 29 en 30. Afirmativa. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una 


2 


cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Simplemente, quiero reiterar 
que por una cuestión política, el Frente Amplio solici- 
ta un cuarto intermedio de 20 minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota:) 
- 30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido que se rectifique la vo- 
tación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar nuevamen- 
te la moción. 


(Se vota:) 
- 26 en 30. Afirmativa. 
El Senado pasa a cuarto intermedio por 20 minutos. 
(Así se hace. Es la hora 11 y 59 minutos.) 
Montevideo 23 de agosto de 2010. 
Sra. Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Senadora Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración 


De conformidad con lo dispuesto por el Art. 136 
del Reglamento del Senado, me presento ante usted a 
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fin de solicitar la designación de una Comisión Prein- 
vestigadora, en mérito a los siguientes hechos: 


1. El día 14 de noviembre de 2008 se promulgó 
la Ley N* 18.411, que derogó el Art. 76 de la Ley 
N* 2.230. 


2. Por Resolución N” 433 de fecha 29 de junio 
de 2010, el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 
3er. Turno dictó sentencia interlocutoria de segunda 
instancia en autos caratulados “Guadalupe, Marcelo 
y otros - un delito previsto en el Art. 76 de la Ley 
N* 2.230”, clausurando el proceso en mérito a la de- 
rogación antes mencionada. 


3. Como es notorio, la referida clausura causó 
gran impacto en la sociedad uruguaya, en razón de 
la magnitud y extensión de los perjuicios causados 
por la insolvencia presumiblemente fraudulenta del 
Banco de Montevideo. 


4. El 10 de agosto de 2010, refiriéndose a esta 
situación, la ex Senadora Margarita Percovich, una 
de las firmantes del proyecto de ley para la deroga- 
ción del Art. 76, declaró al diario La República: “Mi 
indignación viene porque me siento absolutamente 
manejada por intereses muy potentes que se mue- 
ven subrepticiamente, porque esto es así, y a algunos 
nos engañaron y otros lo habrán hecho muy conscien- 
temente. Pero ese es el caso mío, y me consta que 
también el de la Bancada porque la verdad es que 
en el Senado no tuvimos oportunidad de discutirlo”. 
Asimismo señaló: “Todos sabemos que en los deli- 
tos de cuello blanco, de gente muy importante y que 
tiene mucha pica siempre hay estudios de abogados 
también muy inteligentes, que buscan hasta el último 
resquicio de las leyes para poder defender a sus de- 
fendidos y tienen todo el derecho de hacerlo”. 


5. Posteriormente, el semanario Brecha con fe- 
cha 13 de agosto de 2010, bajo el título de tapa: “La 
Gauchada”, publicó una nota titulada: “El Parlamen- 
to, asesorado por Gonzalo Fernández, exculpó a los 
Peirano. Un operativo a tres bandas”. La denuncia 
periodística refiere a la presunta participación del en- 
tonces Ministro de Relaciones Exteriores, Dr. Gonza- 
lo Fernández, como promotor -en el año 2008- de la 
derogación de la disposición legal antes mencionada, 
que permitió la clausura de los procedimientos judi- 
ciales de los encausados en el caso Peirano. 


6. En respuesta a la mencionada publicación, 
esa misma noche en el programa de la periodista So- 
nia Breccia en TNU, el Dr. Gonzalo Fernández des- 
mintió la versión del semanario Brecha, así como la 
declarado al mismo medio de prensa por el Senador 
Sergio Abreu. 
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7. El público desmentido determinó que el Sena- 
dor Abreu planteara una cuestión de fueros en la Se- 
sión del Senado de fecha 17 de agosto próximo pasa- 
do. En la Sesión participó el Dr. Gonzalo Fernández, 
actuando como suplente del titular Senador Daniel 
Martínez. El Senador Dr. Fernández dio su versión de 
los hechos, con el objetivo, según sus propios dichos 
“de esclarecer mi actuación en este asunto”. 


8. El viernes siguiente, 20 de agosto, nuevamente 
el semanario Brecha publicó -y anunció en tapa- una 
nota referida al caso. Bajo el titulo: “La Implicancia. 
El vínculo del Estudio de Gonzalo Fernández con el 
caso Peirano”, se informó que la Dra. Cecilia Salom 
(integrante del estudio jurídico del Dr. Gonzalo Fer- 
nández) sería la abogada defensora de Juan Domin- 
go Ratti, uno de los procesados en la causa. En la 
Sesión del Senado del 17 de agosto, el Senador Dr. 
Fernández no había informado al Cuerpo sobre ese 
particular. 


9. El cruce de informaciones, comentarios y des- 
mentidos, en ocasiones expresados en lenguaje técni- 
co jurídico de difícil comprensión para el ciudadano 
común, ha generado confusión e incertidumbre en la 
opinión pública. El Senado debe ofrecer a la ciudada- 
nía una versión completa, veraz y clara de lo sucedi- 
do, estableciendo: 


a) Qué asesoramiento recabaron los Legisladores 
que promovieron la sanción de la Ley N* 18.411; 


b) Si existió el engaño denunciado por la ex Sena- 
dora Percovich, y en su caso, en qué consistió y quién 
o quiénes fueron los responsables del mismo; 


c) Si el estudio jurídico del Dr. Gonzalo Fernán- 
dez, o cualquiera de sus integrantes, patrocinaba a 
alguno de los procesados en la causa a la que se hace 
referencia, en la época en la que el Dr. Fernández 
habría sugerido al Senador Abreu la conveniencia de 
de derogar el artículo 76 de la Ley N* 2.230, y ha- 
bría dicho posteriormente al entonces Diputado Dr. 
Lorenzo, que la derogación no tendría efecto alguno 
sobre el llamado “caso Peirano”; 


d) De ser cierto lo anterior, si el estudio jurídico 
del Dr. Gonzalo Fernández o cualquiera de sus inte- 
grantes, solicitó la clausura del proceso en mérito a la 
derogación del Art. 76 de la Ley 2.230 o manifestó de 
otra manera, en el expediente, su conformidad con 
dicha clausura; 


e) Efectos jurídicos de la Resolución N* 433 del 
Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3er Turno, en 


caso de quedar firme. 


10. Por lo antes expuesto, y teniendo especialmen- 
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te presente que el prestigio institucional del Parla- 
mento se ha visto seriamente afectado por los hechos 
vinculados a la derogación del art. 76 de la Ley 2.230 
y sus efectos sobre el “caso Peirano”, promuevo la 
creación de una Comisión Investigadora a fin de acla- 
rar tales hechos y en particular los aspectos de los 
mismos indicados en el numeral precedente de este 
escrito. 


Por lo expuesto, a la Sra. Presidente del Senado, 
pido: 


Que nombre “en el acto” la Comisión Preinves- 
tigadora prevista por el art. 136 del Reglamento del 
Senado, a sus efectos. 

Ope Pasquet. Senador 

Versión taquigráfica de la Comisión Preinvestiga- 
dora relacionada con la derogación del artículo 76 de 
la Ley N* 2.230, del día 24 de agosto de 2010. 

ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Ernesto Agazzi, Presiden- 
te de la Comisión. 


Miembros: señora Senadora Mónica Xavier y se- 
ñor Senador Carlos Moreira. 


Asisten: señor Secretario de la Cámara de Sena- 
dores, arquitecto Hugo Rodríguez Filippini y Director 


General de la Cámara de Senadores, Alex Cofone. 


Concurre: señor Senador mocionante, Ope 
Pasquet. 


Secretaria: señora María Desalvo 

Prosecretaria: señora Ana Veríssimo 

SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 

(Es la hora 14 y 37 minutos) 

De acuerdo con las disposiciones reglamentarias 
de la Cámara de Senadores, corresponde efectuar la 


elección de Presidente. 


SEÑORA XAVIER.- Propongo al señor Senador 
Agazzi para ocupar la Presidencia de esta Comisión. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 
(Se vota:) 


-2 en 3. Afirmativa. 
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(Ocupa la Presidencia el señor Senador Agazzi.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 14 y 39 minutos.) 
Muchas gracias, señores Senadores. 


El artículo 136 del Reglamento dice lo siguiente: 
“El Senador que la solicite deberá ocurrir por escrito 
al Presidente y este, en el acto, nombrará la Comisión 
Preinvestigadora, la que se constituirá de inmediato 
a efecto de recibir del mocionante la exposición co- 
rrespondiente, con la articulación de sus denuncias, 
bajo su firma”. Nosotros recibimos una carta del se- 
ñor Senador Pasquet. Más adelante dicho artículo es- 
tablece: “La Comisión, dentro de veinticuatro horas, 
deberá expedirse”. 


Lo primero que tenemos que hacer es recibir al 
señor Senador Pasquet, que fue quien solicitó a la 
Presidenta de la Cámara de Senadores la integración 
de la Comisión Preinvestigadora, para que explicite 
su planteo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Pasquet.) 


SEÑOR PASQUET.- En el día de ayer presenté a 
la Presidencia de la Cámara de Senadores un escrito 
solicitando la designación de una Comisión Preinves- 
tigadora por las consideraciones que allí expongo. En 
este acto hago entrega de una copia de dicho escrito, 
el que seguramente ya obra en poder de los señores 
Senadores, pero cumplo con la formalidad de entre- 
garla firmada por mi para obrar acorde a lo que dice 
la letra del Reglamento. Por supuesto que pido que se 
tenga por ratificado y por reproducido lo que expongo 
en ese escrito. 


Los hechos a los que hago referencia tienen re- 
lación con la derogación del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230 y el posterior dictado de una sentencia del 
Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3er. Turno, 
que el 29 de julio próximo pasado clausuró los pro- 
cedimientos seguidos en la causa “Guadalupe, Mar- 
celo y otros”, relacionada con el delito a que refiere 
el mencionado artículo. La clausura de los procedi- 
mientos en esa causa generó sorpresa -diría, conmo- 
ción- y profundo disgusto en el seno de la sociedad 
uruguaya, porque en ese proceso penal iban a dilu- 
cidarse las responsabilidades de carácter penal que 
pudieran corresponder a las personas a las que se 
responsabilizaba prima facie -como siempre ocurre 
en un proceso penal antes de la sentencia- por la in- 
solvencia presumiblemente fraudulenta en que cayó 
el Banco de Montevideo, causando enormes y cuan- 
tiosos perjuicios a un gran número de personas - ciu- 
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dadanos y no ciudadanos, residentes y no residentes- 
que confiaron sus ahorros al mencionado Banco. De 
manera que después de todo lo que ocurrió aquí y to- 
dos los perjuicios que tanta gente sufrió -que incluso 
llevaron al suicidio a algunos de ellos- se clausuraron 
los procedimientos seguidos para hacer efectivas las 
responsabilidades que resultasen acreditadas al cabo 
del juicio. La reacción no fue otra que, reitero, la de 
sorpresa, disgusto, asombro e indignación, que se 
desplazó rápidamente del Tribunal que había dictado 
la sentencia al Parlamento, ámbito en el que se había 
sancionado la Ley. 


Allí surgió la siguiente pregunta: ¿cómo fue que 
en el año 2008 el Parlamento uruguayo decidió dero- 
gar el artículo que sostenía la imputación penal con- 
tra las personas involucradas en esta causa? Comen- 
zaron las preguntas de los periodistas y las respuestas 
fueron significativas e inmediatamente atrajeron la 
atención de todos. Me refiero, ante todo y principal- 
mente, a lo que expresó la ex Senadora Margarita 
Percovich, Miembro Informante de la que luego fue- 
ra la Ley N” 18.411, cuando al ser interrogada en 
un programa periodístico conducido por la periodis- 
ta Sonia Breccia en una radio de Montevideo, dijo 
que se sentía indignada porque entendía que había 
sido engañada en el trámite del proyecto de ley. Voy a 
leer un párrafo de las declaraciones de la ex Senado- 
ra Percovich, que fueron publicadas por el diario La 
República el día martes 10 de agosto, en su página 4, 
bajo el título: “Percovich: “Acá no hubo inocencias”. 
Y continúa: “Mi indignación viene porque me siento 
absolutamente manejada por intereses muy potentes 
que se mueven subrepticiamente, porque esto es así, 
y a algunos nos engañaron y otros lo habrán hecho 
muy conscientemente”. Después se refiere a muchas 
cosas por el estilo, pero creo que este párrafo refle- 
ja la sustancia de lo que quiero señalar aquí. La Se- 
nadora que en su momento informó el proyecto de 
ley manifiesta que fue engañada “por intereses muy 
potentes que se mueven subrepticiamente”. ¡Vaya si 
esto habrá causado impacto en la sociedad urugua- 
ya cuando se estaba tratando de asimilar todavía esa 
sentencia del Tribunal de Apelaciones de Tercer Tur- 
no a la que hace un instante me referí! 


Luego fueron surgiendo en la prensa otros ele- 
mentos a tener en cuenta. El señor Senador Abreu 
dijo que en su momento había promovido la sanción 
de la Ley N* 18.411, a instancias del doctor Gonzalo 
Fernández, que en esa época era Canciller de la Re- 
pública. Al hacer estas afirmaciones, hizo una serie 
de consideraciones con expresiones muy particulares 
-que no voy a repetir porque las conocemos todos- , 
que dieron lugar a un desmentido público del doctor 
Gonzalo Fernández en el programa de televisión de 
la periodista Sonia Breccia, donde dijo que el señor 
Senador Abreu faltaba a la verdad. Este desmentido 
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público generó un planteamiento parlamentario, una 
cuestión de fueros propuesta por el señor Senador 
Abreu, y cuando el Senado se reunió para tratarla, 
compareció el doctor Gonzalo Fernández en carácter 
de Senador como suplente del señor Senador Daniel 
Martínez, y dio su versión de los hechos dirigiéndo- 
se al Cuerpo en una ocasión preestablecida para tra- 
tar el punto. Es decir que se sabía de antemano que 
se iba a tratar la cuestión de fueros planteada por el 
señor Senador Abreu y, por lo tanto, el señor Gon- 
zalo Fernández compareció como Senador para dar 
su versión sobre esos hechos que iban a estar en la 
discusión del Senado. 


Sin embargo, en el curso de esa exposición, el 
doctor Gonzalo Fernández no dijo en ningún momen- 
to que su estudio jurídico patrocinase a uno de los 
imputados en la causa a la que hago referencia. El 
hecho de ese patrocinio fue denunciado por el se- 
manario Brecha en la edición del viernes pasado. Allí 
nos enteramos de que uno de los profesionales del 
estudio del doctor Gonzalo Fernández patrocinó, y 
patrocina aún, a uno de los imputados en la causa de 
la que venimos hablando. Es más, el semanario Bre- 
cha dice que el profesional actuante en la defensa del 
señor Ratti, que es la doctora Salom, integrante del 
estudio de Gonzalo Fernández, pidió en su momento 
la clausura del proceso invocando, como fundamen- 
to de su planteo, la derogación del artículo 76 de la 
Ley N* 2.230. Con posterioridad a la publicación de 
Brecha, la doctora Salom realizó declaraciones des- 
mintiendo que hubiese pedido la clausura de los pro- 
cedimientos y que lo hizo con un escrito presentado 
fuera de término, señalando y subrayando que no re- 
currió la sentencia de primera instancia, que denegó 
el pedido de clausura y otras consideraciones que no 
voy a comentar porque no hacen al fondo del asunto. 


Este es el panorama que tenemos y en el cual la 
opinión pública ve con disgusto la actuación del Parla- 
mento en el año 2008, porque entiende que se actuó 
con negligencia en el trámite legislativo que culminó 
con la sanción de la Ley N* 18.411. Los ciudadanos 
y los medios de prensa se preguntan cómo fue que se 
pudo votar una ley así, sin discutir sus consecuencias 
y sin tratar de evitarlas, y que bien fácil hubiera sido 
hacerlo con el agregado de un inciso al que dispuso 
la derogación. 


Me preocupa, pensando en el prestigio institu- 
cional del Parlamento -que todos sus integrantes 
tenemos el deber de salvaguardar- que al tratamien- 
to negligente de aquel proyecto de ley se sume una 
eventual negligencia en la consideración de lo que 
son aparentes irregularidades denunciadas por per- 
sonas como la ex Senadora Margarita Percovich, o 
que surjan de la consideración de los hechos a los 
que vengo a hacer referencia. El carácter irregular e 
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ilícito de lo que denuncia la ex Senadora Percovich 
-engaños a los Legisladores perpetrados por oscu- 
ros intereses económicos que se mueven subrepti- 
ciamente- es evidente; no es necesario argumentar 
para darse cuenta de que si eso fuera cierto, esta- 
ríamos ante una situación muy grave. Considero a 
la ex Senadora Percovich una persona seria, que 
cuando dice cosas de esta gravedad lo hace con fun- 
damento, y me parece absolutamente indispensable 
que en defensa de su prestigio, como institución de 
la República, el Senado la llame, ya que integró el 
Cuerpo en el período pasado, y le pregunte por qué 
dijo lo que dijo; sobre la base de qué elementos de 
juicio o de qué hechos realizó esas manifestaciones 
que ha reproducido la prensa y que, por cierto, no 
ha desmentido porque, evidentemente, reflejan su 
pensamiento. Si una ex Senadora dice que ha votado 
una ley engañada por oscuros y poderosos intereses 
económicos que actuaron subrepticiamente, siento 
que tenemos la obligación de pedirle que explique a 
qué se refiere y luego se verá qué se hará, si es que 
corresponde. 


Considero que esto no se puede pasar por alto, 
porque si ante manifestaciones de este tipo no ha- 
cemos nada y fingimos que tampoco se dijo nada, 
entonces la opinión pública tiene derecho a pensar 
cualquier cosa del Senado de la República. 


También hay otros hechos que deben ser estima- 
dos y valorados. Cuando el doctor Gonzalo Fernán- 
dez vino aquí y, ocupando una banca de Senador, dio 
su versión de los hechos, creí que efectivamente eso 
era todo, que lo que debía decir sobre estos episodios 
ya había sido dicho. Asimismo, creí que todo lo que 
tenía para manifestar el señor Senador Abreu tam- 
bién había sido expresado. Por tanto, entendí que ahí 
quedaba terminado el asunto, pero me llevé una gran 
sorpresa cuando leí el semanario Brecha del pasado 
viernes y me enteré del patrocinio de uno de los im- 
putados en la causa por el estudio del doctor Gonzalo 
Fernández. 


Me parece elemental, evidente, que el doctor 
Gonzalo Fernández debió haber dicho al Senado toda 
la verdad acerca de su actuación en este episodio, ya 
fuera él mismo el defensor, su estudio o alguno de 
sus abogados. Un hecho de esta naturaleza no pudo 
ser ignorado en una exposición que el doctor Gon- 
zalo Fernández realizaba, precisamente, para dar su 
versión de los hechos. Me parece que el asunto es 
demasiado grueso como para atribuírselo simplemen- 
te a un olvido; en todo caso, ese olvido no se puede 
disculpar. Creo que todos los Senadores, cuando nos 
dirigimos al Cuerpo para dar cuenta de nuestros pro- 
pios hechos y de nuestra conducta, tenemos el deber 
de decir toda la verdad y nada más que la verdad y no 
incidentalmente, al pasar, cuando se trata otro asun- 
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to; estoy hablando de cuando el Senado se reúne para 
abordar específicamente esos hechos. Si no ocurre 
así, el Cuerpo debe ejercer las potestades disciplina- 
rias que tiene, de acuerdo al artículo 115 de la Cons- 
titución, y aplicar las sanciones que correspondan. 


Como dije, nosotros no podemos ignorar el hecho 
de que un miembro del Senado no dijo toda la verdad 
cuando vino a hablar específicamente de su actua- 
ción en determinados asuntos. 


¿Esto es efectivamente así o no? Nos manejarnos 
con las noticias de la prensa, con comentarios que 
escuchamos aquí y allá. El Presidente de la Repú- 
blica, hablando de estos hechos, decía ayer que por 
ahora lo único que hay son comentarios periodísticos, 
y es así; no tenemos otros elementos de juicio. Por eso 
es que algunos entendemos que debemos obtenerlos 
utilizando los mecanismos institucionales de que dis- 
ponemos a fin de pasar de las versiones periodísticas 
a los hechos comprobados de manera fehaciente. 


En lo personal, entiendo que el Senado debería 
obtener un testimonio judicial del expediente para 
saber si el doctor Gonzalo Fernández -o algún inte- 
grante de su estudio- patrocinó o patrocina a alguno 
de los encausados y si pidió o no la clausura de los 
procedimientos; de ser así, también deberíamos saber 
de qué manera lo hizo. 


Si no establecemos esto de manera fehaciente y 
precisa, no podremos opinar o pronunciarnos con 
propiedad y quedaría todo en ese limbo de los co- 
mentarios periodísticos a los que se refería el señor 
Presidente; creo que no es bueno que el prestigio del 
Senado esté librado a esa suerte, es decir, que todo 
quede en “dimes y diretes” y que no se sepa realmen- 
te si son ciertos o no. 


Me parece que estas cosas les hacen mal a las ins- 
tituciones y que el deber de quienes las integramos 
es tratar de disipar esas versiones y dar una absoluta 
precisión y claridad a las cosas que se digan y se ha- 
gan. Debemos explicar todo esto a la opinión pública 
de manera precisa, clara, completa y veraz, porque 
lo menos que tiene derecho a recibir del Parlamento 
es una explicación clara de lo que sucedió. La ciuda- 
danía debe saber si hubo o no oscuros intereses ma- 
nipulando el voto de los Senadores, como en su mo- 
mento denunció la ex Senadora Percovich; si hubo o 
no interferencias en el normal desempeño de la tarea 
legislativa; si es o no cierto que quien en su momento 
sugirió al señor Senador Abreu la derogación del ar- 
tículo 76 y que posteriormente disipó las dudas que 
tenía un Diputado -que estaba atento a lo que estaba 
sucediendo- sobre la votación, al momento de hacer 
ese asesoramiento defendía a alguno de los imputa- 
dos en esta causa. Eso, insisto, tenemos que saberlo, 
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pero no por versiones de prensa, sino mirando el ex- 
pediente judicial. 


No quiero arriesgar conjeturas acerca de lo que 
pueda ser el resultado de nuestras indagaciones. No 
sabemos qué nos podrán informar la ex Senadora 
Percovich o los demás Legisladores que promovieron 
la sanción del proyecto de ley si son citados a declarar 
y se les pregunta sobre todo lo que tiene que ver con 
el trámite de la iniciativa. Por ejemplo, se les podrá 
preguntar acerca de quién lo propuso, quién los con- 
venció, si plantearon dudas, quién evacuó esas du- 
das, o con qué asesoramiento trabajaron. 


Tampoco quiero hacer conjeturas acerca de lo que 
podremos tener que llegar a hacer si del expedien- 
te judicial resulta que el doctor Gonzalo Fernández, 
o alguien de su estudio, patrocinaba a alguno de los 
imputados en la causa cuando él mismo decía que se 
podía aprobar la ley sin ningún problema porque no 
iba a haber consecuencias. Insisto en que no quiero 
hacer esas conjeturas, pero siento que tenemos que 
realizar diligencias probatorias para luego estar en 
condiciones de presentarle a la ciudadanía un infor- 
me completo, saliendo del campo de los trascendidos 
periodísticos. De esta forma estaremos en condiciones 
de decir que sobre los hechos ocurridos a propósito de 
la sanción de la Ley N* 18.411, que derogó el artículo 
76 de la Ley N* 2.230, el Senado informa a la ciuda- 
danía del Uruguay lo que resulte de la investigación. 
Entonces, de manera clara, precisa y sucinta -porque 
nadie lee informes demasiado largos- estaríamos in- 
formando qué fue lo que pasó y luego cada uno hará 
las valoraciones que quiera. Pero además, si a partir 
de los hechos que surgen de la investigación, existen 
órganos públicos que entiendan que deben ejercer su 
competencia, podrán proceder de la manera que en- 
tiendan que corresponde. Pienso que debemos obrar 
de esta manera para no sumar negligencia, en el tra- 
tamiento de las presuntas irregularidades, al modo en 
que ya se actuó cuando se sancionó esta ley. 


Tal vez me haya extendido demasiado y llueva so- 
bre mojado -porque sé que el Frente Amplio decidió 
formar una comisión de análisis interno que va a es- 
tudiar estos hechos- recomendándole a la mayoría de 
la Comisión que haga algo cuando el partido político 
al que ellos pertenecen ya lo hizo. Entonces doy por 
buenas las razones que la mayoría tuvo y con el mis- 
mo espíritu afirmo que este asunto no es de interés 
solo de los integrantes de un partido político u otro, 
sino que afecta a la sociedad uruguaya en su con- 
junto, y quienes debe investigar este asunto son las 
instituciones que a todos nos representan. 


Por estas razones entiendo, señor Presidente -y 
aquí termino- , que debe formarse una Comisión In- 
vestigadora para que en un plazo tan breve como sea 
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posible diligencie las pruebas -que no son muchas- y 
se expida con un informe sucinto, claro y preciso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el señor Sena- 
dor fue muy contundente en su exposición y que su 
solicitud expresa ordenadamente el conjunto de razo- 
nes por las cuales fundamenta su pedido. 


SEÑORA XAVIER.- Quisiera saber cuáles son los 
elementos que hacen que el señor Senador Pasquet 
afirme -después de haber asistido a la Sesión- que el 
doctor Gonzalo Fernández sugirió al señor Senador 
Abreu y al Diputado Lorenzo la derogación del 
artículo 76. 


SEÑOR PASQUET.- Surge de las propias palabras 
del Senador Gonzalo Fernández, que así lo dijo; 
dirigiéndose al Senador Abreu, el Senador le dijo 
que si pasamos de la carambola a tres bandas con 
casín y el pedido de una gauchada a una sugerencia, 
acepto los términos de la cuestión. Es más, agrego 
una circunstancia personal. Después de culminada 
esa Sesión hablé con el doctor Gonzalo Fernández 
-entonces Senador- por quien tengo alta estima 
intelectual y profesional así como aprecio personal, 
y comentando lo sucedido le dije que a la luz de los 
hechos que había expuesto, el término “sugerencia” 
me parecía excesivo porque podía entenderse que 
lo que él había hecho era un simple comentario. 
Restándole entidad me respondió: “Dejemos 
“sugerencia”, no importa”, y mantuvo el término. 


Por lo tanto, teniendo en cuenta las expresiones 
del señor Senador Gonzalo Fernández durante la 
Sesión del Senado y habiendo sido ratificadas en la 
conversación personal a la que he hecho referencia, 
me quedo con el término “sugerencia”. Además dijo 
y reiteró que asesoró al señor Representante Loren- 
zo, indicándole que no habría consecuencias sobre la 
causa seguida a los hermanos Peirano y otros en caso 
de votarse la derogación del artículo 76. Todo eso fue 
expresamente admitido, insisto, por el Senador Gon- 
zalo Fernández en la Sesión del Senado. 


SEÑORA XAVIER.- Formulé la pregunta por el 
contexto en cual el doctor Gonzalo Fernández admite 
haber conversado sobre el tema y las circunstancias 
en que lo hizo. Habida cuenta de la naturaleza de 
la responsabilidad que el doctor Gonzalo Fernández 
tenía en ese momento, no se trató de una llamada es- 
pecífica en un ámbito oficial. Creo que todos los que 
estábamos allí presentes nos quedamos con la idea 
de que al pasar se había reflexionado sobre el asunto, 
como en una conversación de un abogado con otro 
abogado, como podríamos haber hablado dos Legisla- 
dores y decir: “Sí, convendría realizar tal cosa”; pero 
no hubo una solicitud de que efectivamente eso se 
realizara. 
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Por eso me importaba la precisión, porque tengo 
la misma sensación y, por tanto, no puedo descon- 
textualizarla y convertirla en una acusación. En este 
momento estamos considerando cuál es efectivamen- 
te la acusación que plantea el señor Senador Pasquet 
para ver en qué se sustancia de acuerdo a lo que re- 
glamentariamente debemos evaluar. 


SEÑOR PASQUET.- De mis palabras no surge 
ninguna valoración de los términos o expresiones 
usados por el doctor Gonzalo Fernández. Procuré re- 
ferirme objetivamente al término que él utilizó: “su- 
gerencia”. Basta con consultar el Diario de Sesiones 


para comprobarlo; no estoy inventando nada. 


Lo cierto es que las explicaciones que en aquella 
Sesión a todos nos resultaron suficientes, luego no 
lo fueron. Supimos que el estudio del doctor Gon- 
zalo Fernández patrocinaba a uno de los imputados 
en la causa, y esto para mí cambió las cosas. Si en 
el momento que se dice: “Me parece que habría que 
derogar tal norma”, se agrega: “Te lo digo pero ten 
presente que defiendo a alguien en esta causa”, la 
apreciación puede tomarse en su contexto completo. 
De lo contrario, si se dice: “Habría que derogar tal 
norma”, y no se explica que se está defendiendo a 
alguien involucrado en la causa, quien recibe la suge- 
rencia o comentario no cuenta con todos los elemen- 
tos de juicio que debe manejar para promover o votar 
un proyecto de ley. 


Entiendo que cuando se efectúan sugerencias 
en estas materias tan delicadas, que pueden llegar a 
tener -como tuvieron- tanto impacto en la sociedad 
uruguaya, o cuando se presta asesoramiento a un Le- 
gislador que está a punto de votar y expresa sus dudas 
-es más, refiere expresamente al efecto que pudiera 
tener la sanción de una ley en un proceso que está en 
curso- , lo que se debe hacer es poner toda la infor- 
mación sobre la mesa: “Yo pienso esto, te digo esto, 
pero ojo, mirá que en mi estudio defendemos a un 
involucrado. De todas maneras me parece que esto 
no va a tener ningún impacto”. 


Insisto, considero que correspondía dar esa infor- 
mación de forma completa lo que, según los elemen- 
tos de juicio de que disponemos, no fue así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Rescato el tono republi- 
cano, civilizado y fundado con el que el señor Sena- 
dor Pasquet solicita que se aclaren estos aspectos, tal 
como suele hacerlo siempre. En su planteo se trasun- 
ta la importancia de aclarar algunos hechos. Asimis- 
mo, el señor Senador Pasquet hace referencia a los 
efectos jurídicos de la Resolución N* 433 del Tribunal 
de Apelaciones en lo Penal, pero no olvidemos que 
esto todavía está en curso. Por lo tanto, esos efectos 
jurídicos se concretarían en caso de que esto quedara 
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en pie puesto que, insisto, estamos en plazo de que 
pueda ser impugnado. 


SEÑOR MOREIRA.- Si no me equivoco, ayer se 
presentó la impugnación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que algo que fue 
impugnado y sobre lo cual la Suprema Corte de Jus- 
ticia va a emitir un veredicto será muy difícil que no- 
sotros podamos clarificarlo, ya que el asunto está en 
pleno proceso. 


Por otro lado, creo que es bueno señalar que en una 
parte de la Resolución N* 433, donde refiere a lo que 
hicieron los defensores de Jorge, José y Dante Peirano 
al interponer los recursos, se establece que los pro- 
pios abogados defensores entienden que la clausura 
no implica un pronunciamiento sobre la culpabilidad 
o inocencia de los imputados. En realidad, la decisión 
de clausura no es una sentencia sobre el fondo del 
asunto. Me parece que es importante consignar esto 
ya que al comienzo, en la mezcla de cosas que hubo, 
buena parte de la opinión pública pensó que, clausu- 
rado esto, en función de la derogación del artículo 76 
de la Ley N* 2.230, se cerraba el expediente y la Jus- 
ticia se expedía sobre el fondo del asunto. Esto no es 
así. A su vez, considero del caso remarcar que quien 
patrocinaba a una de las personas procesadas -y que 
integra el Estudio del doctor Gonzalo Fernández- no 
había interpuesto recurso solicitando la clausura. En 
tal sentido, esa solicitud de clausura no fue tenida en 
cuenta. Después firmó solidariamente con los demás 
patrocinantes de las otras personas que estaban sien- 
do defendidas por esta causa. 


Estas cosas se derivan de la Resolución N* 433 
y no hacen más que agregar elementos a un asun- 
to que es complejo. Personalmente, estoy de acuerdo 
con que todo esto, expresado en un lenguaje técnico 
jurídico de difícil comprensión para el ciudadano co- 
mún, genera confusión si, además, nosotros no somos 
claros. El manejo periodístico muchas veces no per- 
mite la profundización de estos asuntos. 


Queda bien claro que el señor Senador Pasquet 
describe situaciones y que se refiere a sentimientos 
subjetivos de un Legislador. A este respecto debo de- 
cir que son los Legisladores quienes eligen con quién 
se asesoran. En todo caso, los asesores no votan las 
leyes, las votamos nosotros, los Legisladores y, por 
tanto, la responsabilidad de lo que votó la Cámara 
es de los propios Legisladores. Aquí se dio una situa- 
ción extraña, en tanto algunos Legisladores tomaron 
opiniones de ciudadanos versados en la materia que 
trabajaban en otros lugares del Estado; podrían haber 
tomado opiniones o asesoramiento de otros. De cual- 
quier manera, es responsabilidad de la persona que 
se asesoró y no de quien la asesoró. 
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Finalmente, me queda claro su sentimiento en 
procura de defender la institución, el Poder Legislati- 
vo, de manera que queden cristalinamente estableci- 
dos los mecanismos. Quizás podamos hacer más, en 
un futuro, para mejorar esos mecanismos, tal como 
dijo el propio señor Senador Pasquet en su última in- 
tervención en el Senado, la cual me pareció particu- 
larmente importante. 


En definitiva, no hay dudas sobre lo que el señor 
Senador solicita al Senado y todo esto nos da pie para 
que cumplamos con nuestra responsabilidad. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera hacer una aclara- 
ción sobre el último apartado en el que digo que ha- 
bría que aclarar las consecuencias jurídicas que ten- 
dría esta resolución en caso de quedar firme. Aclaro 
que no lo digo dando por sentado que quedará firme, 
sino para el caso de que así sucediera. Esas conse- 
cuencias de pronto no están claras por la distancia 
que existe a menudo entre el lenguaje técnico jurídi- 
co y el lenguaje corriente, y la gente se pierde. 


Por cierto, esta sentencia no se pronuncia sobre el 
fondo del asunto -esto es lo que los procesalistas lla- 
man una interlocutoria con fuerza de definitiva, que 
impide la continuación del proceso sin pronunciarse 
sobre el fondo del asunto- pero impide que el proceso 
continúe. Si bien la anotación que registra la planilla 
de antecedentes, el asiento que allí luce -de lo que 
tanto se ha hablado y a lo que tanta atención dio la 
prensa, aunque a mi juicio es una cuestión totalmen- 
te secundaria- diciendo que tales personas fueron 
procesadas tal día por tal Juzgado e imputadas de tal 
delito, no se borra -solo se agregará una constancia 
que diga que el proceso concluyó por sentencia tal de 
tal fecha que dispuso la clausura del procedimiento- , 
ocurre que si mañana alguno de esos imputados co- 
mete un nuevo delito, el Juez que tenga que juzgarlo 
deberá considerarlo como un primario. Esa es la con- 
secuencia procesal de esto. 


(Intervención de la señora Senadora Xavier que 
no se oye.) 


No importa; la diferencia entre primario legal y 
primario absoluto es irrelevante desde el punto de 
vista del tratamiento penal de la persona; son deno- 
minaciones más precisas de un fenómeno que recibe 
el mismo trato. El primario no tiene una causa en trá- 
mite de la cual resultaría hipotéticamente su calidad 
de reiterante ni una sentencia de condena de la cual 
resultaría su calidad de reincidente. Entonces, no es 
que se borre el antecedente, pero los beneficiados por 
la clausura de los procesos, en un eventual proceso 
posterior, serán primarios. 


Me parece que habría que aclarar lateral o inci- 
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dentalmente estas cosas porque el ciudadano común 
no las entiende, y a veces se generan confusiones en 
esas discusiones. 


Esa es la aclaración que quería hacer, señor Pre- 
sidente. 


SEÑOR MOREIRA.- He estado escuchando aten- 
tamente y, además, el señor Senador Pasquet repro- 
dujo con una extensión mucho mayor lo que nosotros 
teníamos. Eso nos ha permitido formarnos una com- 
posición y casi adelantar una opinión, aunque no la 
voy a decir acá. 


Las circunstancias en las que esta ley fue aproba- 
da -ni siquiera pasó por la Comisión de Constitución 
y Legislación, que el señor Senador ahora integra- no 
deberían suceder, pero fueron motivadas, no por la 
derogación del artículo 76 -o del 42 al 44- , sino por 
la situación del Sindicato Médico del Uruguay. En 
definitiva, esto fue lo que propició la especial urgen- 
cia con que se trató y que llevó a que ni siquiera se 
debatiera o pasara por la Comisión. Realmente, casi 
no recuerdo las circunstancias de la aprobación, pero 
esto no nos exonera de responsabilidad y creo que por 
razones de técnica legislativa vamos a tener que re- 
visar absolutamente todo lo que nos llegue para con- 
siderar. El Partido Nacional ya tiene posición tomada 
respecto de esta solicitud de Comisión y la vamos a 
poner en nuestro informe. 


SEÑOR PASQUET.- Si no hay otras preguntas, 
pido permiso para retirarme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia. 

(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 

(Así se hace a la hora 15 y 14 minutos.) 
Montevideo, 24 de agosto de 2010. 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Senadora Lucía Topolansky Saavedra 


De mi mayor consideración: 


Quien suscribe, Senador Carlos Moreira en su ca- 
lidad de integrante de la Comisión Preinvestigadora 
creada a solicitud del Senador Ope Pasquet, con rela- 
ción a las circunstancias que rodearon la aprobación 
de la Ley N”* 18.411, cumplo en elevarle a sus efectos, 
el informe previsto en el artículo 136 del Reglamento 
del Cuerpo que usted preside. 


En el día de la fecha, se constituyó la Comisión 
Preinvestigadora de referencia, quien recibió las ma- 
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nifestaciones ampliatorias por parte del Senador mo- 
cionante, a quien se le formularon por parte de los 
integrantes de aquella, las preguntas y aclaraciones 
que estos entendieron correspondían. 


Evaluando el suscrito los elementos de prueba y 
convicción aportados por el denunciante, los que sur- 
gen de las diversas instancias parlamentarias relacio- 
nados tanto con el proceso de aprobación de la norma 
legal precitada como la cuestión de fueros promovida 
la pasada semana, y otros de conocimiento público, se 
considera que en la instancia se cumplen los extre- 
mos de entidad y seriedad de la solicitud y oportuni- 
dad y procedencia de la investigación, requeridos por 
el artículo 136 del Reglamento y artículo 10 de la ley 
N* 16.698, para que se proceda a la conformación de 
una Comisión Investigadora en los términos previstos 
en el artículo 120 de la Constitución de la República. 


Es por ello y guiado por el propósito de transpa- 
rentar y esclarecer en este ámbito legislativo todos 
los hechos y circunstancias relativos a una cuestión 
de alta sensibilidad popular, el suscrito concluye que 
corresponde constituir la Comisión Investigadora de 
referencia. 


Sin otro particular, saluda a usted atentamente. 
Carlos Moreira. Senador. 
Montevideo, 24 de agosto de 2010. 


Sra. Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Sra. Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Los abajo firmantes, integrantes de la comision 
Preinvestigadora solicitada por el Sr. Senador Ope 
Pasquet en relación a la sanción de la Ley N* 18.411 
y asuntos vinculados, designados por resolución del 
día 23 de agosto del corriente, habiendo recibido al 
mocionante a los efectos de articular su solicitud, re- 
solvemos: 


1) Que nuestro marco de actuación esta definido 
por la Ley N* 16.698 relativa a las Comisiones Par- 
lamentarias y por el artículo 136 del Reglamento de 
la Cámara de Senadores, que establece que debemos 
expedirnos concretándonos a informar sobre la en- 
tidad de la denuncia, la seriedad de su origen y la 
procedencia de la investigación solicitada. 


2) Que la solicitud del Sr. Senador Ope Pasquet 
describe una serie de situaciones que entiende de 
conveniencia aclarar por lo complejo del lenguaje 
técnico jurídico para el ciudadano común y por la di- 
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versidad de situaciones que incluye, pero no sintetiza 
en denuncia concreta de ilegalidad o delito cometido, 
tal cual lo establece el artículo 136 del Reglamento, 
por lo que esta comisión no puede expedirse sobre la 
entidad y seriedad de la denuncia en sí. 


3) No obstante lo que viene de decirse, y en aten- 
ción a la dimensión que el tema ha tomado en la opi- 
nión pública, así como teniendo presente la relevan- 
cia de la aprobación de la reforma de la Ley concursal 
No. 18.387, por un lado, y la aprobación de la Ley 
No. 18.411, por otro, inspirados en la necesidad de 
esclarecer la actuación del Cuerpo en la instancia, y 
al amparo de lo dispuesto por el artículo 17 de la Ley 
No. 16.698, proponemos la instalación de una Comi- 
sión Investigadora cuyos miembros se definirán, con 
el objeto de esclarecer si la actividad de la Cámara de 
Senadores, al sancionar la Ley No. 18.411, se hizo 
con la finalidad de beneficiar a particulares y, en tal 
caso, si se utilizaron de algún modo, mecanismos en- 
gañosos con tal objeto. 


4) A tales efectos, y atento a lo establecido por el 
artículo 30 de la ley se sugiere establecer un plazo de 
60 días a efectos de finalizar el informe correspon- 
diente. 


Por lo expuesto, se RESUELVE: 


Instalar una Comisión Investigadora con los obje- 
tivos y plazos indicados anteriormente. 


Ernesto Agazzi, Mónica Xavier. Senadores. 


DIARIO DE SESIONES DE LA CÁMARA DE 
SENADORES DEL DÍA 1” DE SETIEMBRE DE 2010. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al 
Orden del Día con la consideración del asunto que 
figura en primer término: “Informes de la Comisión 
Preinvestigadora, integrada para analizar la nota pre- 
sentada por el señor Senador Ope Pasquet con res- 
pecto a los hechos vinculados a la derogación del ar- 
tículo 76 de la Ley N* 2.230, de fecha 2 de junio de 
1893. (Carp. N* 311/10)”. 


Aunque no tenemos disposiciones formales que 
refieran directamente a la metodología de tratamien- 
to de este tema -cuyos informes han llegado a la mesa 
de los señores Senadores y Senadoras en el día de 
hoy, a fin de manejar el tema y realizar este análisis 
con la prudencia con que el Poder Legislativo debe 
hacerlo- , se sugiere al Senado poner en práctica el 
artículo 71 del Reglamento, que refiere a la discusión 
general de un proyecto de ley. De acuerdo con ese ar- 
tículo, el Miembro Informante -que en este caso creo 
que serán dos- dispondrá de un lapso de 60 minutos, 
y los demás integrantes del Cuerpo podrán hacer uso 
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de la palabra durante 30 minutos. En ambos casos, de 
resultar insuficiente este lapso, podrá prorrogarse por 
otros 30 minutos. 


Si el Senado está de acuerdo adoptaríamos este 
criterio y, como es de práctica, en primer lugar daría- 
mos la palabra a uno de quienes apoyan el informe 
en mayoría, y luego a quien presentará el informe en 
minoría, en igualdad de condiciones. 


¿Estaríamos de acuerdo en compartir este proce- 
dimiento? 


(Apoyados.) 


Creo que no es necesario votarlo y se deja cons- 
tancia de ello. 


Damos la palabra al señor Senador Agazzi, quien 
va a fundar el informe en mayoría de la Comisión 
Preinvestigadora. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor Presidente: en realidad, 
hablar de mayoría y minoría en una Comisión Prein- 
vestigadora integrada por tres personas, tiene una 
importancia relativa. Tal como mencionaba el señor 
Presidente, la Comisión Preinvestigadora fue desig- 
nada frente a la solicitud del señor Senador Pasquet 
de formar una Comisión Investigadora para analizar 
lo relativo a la aprobación de la Ley N* 18.411, y que- 
dó integrada por el señor Senador Carlos Moreira, por 
la señora Senadora Mónica Xavier y por quien habla. 
La Comisión acordó que actuara como Presidente y 
no tuve que realizar un trabajo agotador. 


Tal como lo establece el artículo 136 del Regla- 
mento de la Cámara de Senadores, que pauta cómo 
se constituye una Comisión Preinvestigadora y cuáles 
son sus cometidos, nos constituimos inmediatamen- 
te y recibimos al mocionante, cuya exposición estuvo 
directamente vinculada con la nota en la que solicitó 
la formación de una Comisión Investigadora, articu- 
lando sus argumentos en ese sentido. La Comisión 
Preinvestigadora se expidió dentro de las 24 horas 
que establece el Reglamento del Senado, aunque la 
Ley de las Comisiones Parlamentarias fija un plazo 
de 48 horas. Lo que establece el Reglamento de la 
Cámara de Senadores en cuanto a los cometidos, a 
las formas de funcionamiento y a lo que debe hacer 
la Comisión Preinvestigadora es igual a lo que dice 
el de la Cámara de Representantes. Lo que nosotros 
teníamos que evaluar era la entidad de la denuncia 
-como dice el Reglamento- , la seriedad del origen de 
la misma y la oportunidad y procedencia de la inves- 
tigación. 


El artículo 120 de la Constitución establece la 
facultad de nombrar Comisiones Parlamentarias 
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de Investigación o para suministrar datos con fines 
legislativos. Es dable mencionar que en nuestra 
Constitución eso está establecido explícitamente. El 
artículo 121, por su parte, establece que cualquiera 
de las Cámaras puede hacerlo, por lo que estamos 
habilitados a realizar este procedimiento. Además 
del artículo 120 de la Constitución de la República y 
del artículo 136 del Reglamento del Senado, está la 
Ley N* 16.698 que reglamenta esta facultad que se 
establece en la Constitución. Esta Ley tiene 40 artículos 
y establece detalladamente, en sus seis capítulos, qué 
son las Comisiones Parlamentarias, cómo funcionan 
y cómo puede destinarse el centro o el objetivo de 
trabajo de las comisiones, qué protección tienen en su 
funcionamiento, etcétera. Esta es una ley importante, 
que fue discutida durante tres Períodos de gobierno y 
luego sancionada por el Parlamento nacional. 


En lo que tiene que ver con la solicitud del señor 
Senador Pasquet de promover la Comisión Investiga- 
dora, quiero decir que él describió los hechos que se 
dieron a partir del 14 de noviembre de 2008, que es 
cuando se promulgó la Ley N* 18.411. En realidad, la 
ley se había aprobado el 23 de octubre en el Senado 
y el 5 de noviembre en la Cámara de Representan- 
tes. En su nota, el señor Senador Pasquet relata los 
hechos vinculados posteriormente -en los que hubo 
participación de la prensa y de Legisladores- y tam- 
bién hace referencia a la confusión e incertidumbre 
de la opinión pública, derivada de la acción conjunta 
de todos estos factores. 


Según un artículo periodístico, “Pasquet dice en 
su escrito que el Senado “debe ofrecer a la ciudada- 
nía una versión completa, veraz y clara de lo sucedi- 
do”, estableciendo los asesoramientos que se tuvie- 
ron, si hubo engaño en el proceso, si el estudio del 
doctor Gonzalo Fernández patrocinó procesados y si 
hubo solicitud de clausura del proceso. Por todo ello 
-lo menciono porque está contenido en la carta- , so- 
licita la formación de una Comisión Investigadora a 
fin de aclarar tales hechos. Eso es lo que dice la nota. 


Según la carta que presentó el señor Senador Mo- 
reira -él podrá precisarlo después- , en realidad se 
concluye que lo solicitado por el señor Senador Pas- 
quet es de recibo y propone lo mismo que él. 


Ahora bien, la señora Senadora Xavier y quien ha- 
bla hicimos consideraciones que debo mencionar. En 
primer lugar, entendemos que una investigación par- 
lamentaria supone sospecha o presunción de situa- 
ciones que deben ser perfectamente conocidas; para 
eso se hace la investigación. El Reglamento de la Cá- 
mara de Senadores habla de denuncias que refieren 
a ilegalidades, delitos, ilicitudes o irregularidades. La 
Ley N” 16.698 “Comisiones Parlamentarias”, en su 
artículo 6” refiere concretamente a irregularidades o 
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ilicitudes. ¿En realidad hay sospecha de maniobras, 
de ilicitudes importantes? Hay que tener cuidado con 
que las Comisiones Investigadoras no realicen inves- 
tigaciones forzadas que conduzcan a un escándalo 
político, porque si de la labor de una Comisión In- 
vestigadora no surge nada -como ha sucedido algunas 
veces- , se conspira contra la seriedad de la institu- 
ción Parlamento. En general, los constitucionalistas 
del ámbito internacional recomiendan usarlas con 
cuidado para que no sean instrumentos de turbulen- 
cia, escándalo y desorden. Incluso hay libros escritos 
sobre las Comisiones Investigadoras del Parlamento 
uruguayo, con citas, referencias y análisis de consti- 
tucionalistas de otros países con relación a estas ins- 
tancias, pero nos guiamos por la opinión concreta, 
escrita y contundente del doctor Jiménez de Arécha- 
ga, que dice: “Aceptamos el principio de admitir que 
el constituyente, al prever en forma expresa el poder 
de investigar, reconoce este medio como de gran rele- 
vancia y significación”. 


Luego de profundizar un poco en el capítulo 
vinculado al destinatario de la investigación, enten- 
demos que es importante definir qué repartición, 
órgano o institución es el objeto directo de la investi- 
gación. ¿Quién es el destinatario de la investigación? 
Este caso es diferente de personas, de instituciones 
que pueden informar, declarar, aportar documentos 
durante el curso de la labor de la Comisión. En la 
Ley N* 16.698 se establece que un punto es el objeto 
directo de la investigación y otro distinto es todo lo 
que se puede consultar a los efectos de cumplir con 
el cometido claro y concreto que tiene la comisión 
investigadora. En su Capítulo IV, “De los órganos, 
actividades y personas que pueden ser objeto de in- 
vestigación”, se establece quiénes pueden ser desti- 
natarios de las investigaciones. Su artículo 15 refiere 
a la actividad administrativa del Poder Ejecutivo -no 
es el caso nuestro- ; el artículo 16, a los actos de los 
Legisladores -pues estos hechos derivan en juicios- ; 
el artículo 18, a la investigación de presuntas irre- 
gularidades o ilicitudes cometidas en el ámbito del 
Poder Judicial, que no es objeto de las Comisiones 
Investigadoras; el artículo 19, a la investigación de 
actos de los Magistrados del Poder Judicial y del Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo; el artículo 
20, a la actividad de los Entes Autónomos y de los 
Servicios Descentralizados; mientras que el artículo 
26 tiene que ver con las personas de Derecho Priva- 
do, que no pueden ser objeto de investigación y que 
están protegidas por otras disposiciones de la Consti- 
tución. En realidad, advertimos que el artículo 17 de 
la Ley permite investigar las actividades del Cuerpo 
designante. Entendemos que el contenido de la soli- 
citud que hace el señor Senador Pasquet está referi- 
do a esta disposición: a investigar las actividades del 
Cuerpo designante, que en este caso será la Cámara 
de Senadores. 
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El peticionante ha manejado la siguiente expre- 
sión: “desde el punto de vista del prestigio institucio- 
nal del Parlamento”. En los medios de prensa se ha 
dicho que el Parlamento ha salido con una imagen 
dañada de las versiones poco claras y a veces contra- 
dictorias que ha habido sobre este asunto. A nues- 
tro juicio, el tema debe ser abordado tomando como 
objeto de la investigación la actividad de la Cámara 
de Senadores al tratar la Ley de Declaración Judi- 
cial del Concurso y Reorganización Empresarial, y 
expresarse explícitamente si en ello hubo mecanis- 
mos engañosos o ilicitudes destinadas a beneficiar a 
particulares con tal aprobación. Insisto en que ese es 
el objeto. Ahora bien, los documentos, las personas 
llamadas a declarar o a hacer aportes, los órganos, 
las reparticiones públicas, serán determinados por la 
Comisión Investigadora; pero reitero que, a nuestro 
juicio, se debe definir con precisión el objeto de la 
investigación. 


Por último, señor Presidente, proponemos que el 
plazo máximo de actuación de la Comisión Investi- 
gadora sea de sesenta días. Esto incluye un período 
para que tomen conocimiento los implicados quienes, 
de acuerdo con lo que establece la ley, también ten- 
drán un plazo de veinte días para hacer sus descargos 
en caso de que se detectaran responsabilidades. La 
propuesta concreta es que se establezca un tiempo 
definido y relativamente proporcional a la importan- 
cia del tema. No se trata aquí de la formación de una 
Comisión Investigadora con la trascendencia de otras 
que hubo en este Cuerpo por temas de gran magnitud 
nacional, por lo que nos parece suficiente otorgarle 
un tiempo máximo de actuación de sesenta días. 


¿Cuántos integrantes deberían conformar esta 
Comisión Investigadora? En una moción escrita que 
en este momento está en poder de la coordinación 
de mi Bancada, proponemos un número concreto y 
reducido de integrantes, pertenecientes a los distin- 
tos partidos políticos representados en el Senado, así 
como también su período de actuación. 


Cabe aclarar que no he hecho un informe en 
mayoría, sino que he informado lo actuado por una 
Comisión Preinvestigadora, tratando de ser lo más 
objetivo posible, en el entendido de que hoy se trata 
de formar la Comisión Investigadora; habrá tiempo 
para que esta trabaje y aporte los elementos que nos 
permitan resolver si compete o no dar una discusión 
en esta Cámara sobre el fondo del asunto, que no es 
del caso hacer hoy. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente el señor 


Senador Moreira quiere presentar su punto de vista 
al respecto, por lo que la Mesa le concede el uso de 
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la palabra. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: el señor 
Senador preopinante ha hecho una exposición de- 
tallando el proceso de conformación de la denuncia 
realizada por el señor Senador Pasquet respecto al 
tema que nos ocupa, a la formación inmediata de la 
Comisión Preinvestigadora y a los informes corres- 
pondientes. El señor Senador Pasquet fue recibido en 
el seno de la Comisión, se le hicieron algunas pregun- 
tas y amplió el contenido de su denuncia, tal como 
surge de la versión taquigráfica correspondiente. Los 
informes fueron realizados en el plazo que fija el Re- 
glamento del Senado, que es de 24 horas y no de 48 
como lo establece la Ley. Lo aclaro pues hay alguna 
duda jurídica al respecto y queremos puntualizar que 
todo fue entregado en el tiempo mínimo requerido, 
elaborándose dos informes. Es del caso destacar que 
se accede a la petición del señor Senador Pasquet. 


Como ha dicho el señor Senador Agazzi, en la Se- 
sión de hoy no se trata de definir el destinatario, sino 
la materia o el objeto de lo que será investigado. Ese 
es el tema relevante, en el que, a mi juicio, los dos 
informes tienen diferencias. 


Creo que todos estamos contestes en que este 
tema afecta el prestigio del propio Cuerpo Legislativo. 
Por lo tanto, me parece que deberíamos proceder con 
la máxima amplitud a efectos de esclarecer todas las 
circunstancias que rodearon el proceso de aprobación 
de la ley -que consta de dos artículos- , que fue con- 
siderada por este Plenario en forma sumarísima, sin 
pasar por la Comisión de Constitución y Legislación, 
que no realizó un análisis concienzudo de ella, y que 
simplemente contó con un informe de la entonces 
señora Senadora Percovich. Precisamente, en media 
página de la versión taquigráfica correspondiente se 
señalaba que lo que se trataba de evitar era la dupli- 
cación de figuras delictivas que, en definitiva, pena- 
ban conductas idénticas o similares. Eso es todo lo 
que surge de la versión taquigráfica. Sin embargo, en 
el transcurso del proceso de aprobación de la inicia- 
tiva por parte de la Cámara de Representantes, una 
intervención del ex Diputado Lorenzo, catalogándo- 
la de “zafarrancho jurídico posible”, determinó que 
se pidiera un cuarto intermedio, circunstancia que 
fue narrada en este ámbito cuando el señor Senador 
Abreu planteara una cuestión de fueros durante la 
celebración de una Sesión. De modo que este es un 
hecho que todos los que estamos aquí presentes tuvi- 
mos oportunidad de conocer a través de expresiones 
verbales. 


Sin duda que muchos de los que levantamos la 
mano para votar esa ley nunca imaginamos las con- 
secuencias jurídicas que de ella se podían derivar. 
Incluso, el señor Senador Pasquet llegó a decir que 
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en torno a este tema hubo una actividad negligente 
del Cuerpo; en lo personal, no sé si fue así o no, pero 
los hechos se dieron de esa manera. Muchas veces 
criticamos la prontitud con la que se votan algunas 
iniciativas, sin examinarlas rigurosamente, pero este 
no fue el caso, aunque reconocemos que debimos ha- 
berlo hecho. 


Las consecuencias judiciales se dieron con poste- 
rioridad; y ahora, dos años después, nos encontramos 
frente a una situación que ha generado repercusiones 
en todos los ámbitos y ha tenido una enorme difusión 
pública, lo que a mi juicio constituye un elemento 
que, sin ser decisivo, debe contribuir a tener una acti- 
tud de mayor amplitud para revisar todo este proceso 
de aprobación y puesta en vigencia, esto es, desde la 
aprobación por ambas Cámaras y la promulgación por 
parte del Poder Ejecutivo, hasta las consecuencias, 
tanto judiciales como de investigación periodística, 
que se pudieran generar. 


Precisamente, he estado leyendo una obra muy 
interesante del catedrático Grado 5 de la Facultad de 
Derecho, el ex Senador de la República, José Korze- 
niak, quien, aludiendo a las Comisiones Investigado- 
ras parlamentarias, señala que el estudio del tema 
con manejo de ejemplos concretos demuestra que 
la procedencia de las investigaciones parlamentarias 
se proyecta con una vastísima amplitud a raíz, preci- 
samente, de la variedad de cometidos del Poder Le- 
gislativo en materia de contralor y especialmente de 
legislación. Entiende que puede resultar sencillo en- 
contrar situaciones sospechadas de ilícitas, que no se 
vinculen a los cometidos concretos de contralor del 
Parlamento, pero habrá de ser muy difícil imaginar 
ejemplos de presunciones de ilicitudes o maniobras 
que de una u otra manera no puedan motivar verosí- 
milmente una legislación correctora. En lo personal, 
creo que puede haber una legislación correctora o in- 
cluso hasta una modificación del propio Reglamento 
que impida que los proyectos de ley se aprueben sin 
pasar por las Comisiones. Esta sería una consecuen- 
cia que perfectamente podría darse. 


Con ese concepto amplio, que hace a la esencia 
misma de los Cuerpos deliberantes y de los Parlamen- 
tos en el mundo, creo que aquí, ante la repercusión 
pública de estos hechos y las consecuencias genera- 
das por la aprobación de esta Ley de dos artículos 
-de la que nos interesa solamente uno, porque el otro 
refiere a la entrada en vigencia, en diez días, por un 
tema de coyuntura que todos conocemos, referido 
al CASMU- , no deberíamos encasillarnos en decir, 
como lo establece el informe en mayoría, que vamos 
a analizar o esclarecer si la actividad de la Cámara 
de Senadores al sancionar la Ley N* 18.411 tuvo por 
finalidad beneficiar a particulares, porque reitero que 
la actividad de este Cuerpo fue brevísima y lo que se 
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recogió fue muy poco. Como dije anteriormente, el 
señor Senador Pasquet mencionó algunas declaracio- 
nes públicas realizadas por la ex Senadora Percovich 
en las que habló de cosas subrepticias, conspiracio- 
nes y engaños, todo lo cual, evidentemente, da lugar a 
maniobras fraudulentas. Aclaro que esto corresponde 
a una versión periodística que creo ha sido corrobo- 
rada por la propia ex Senadora; al respecto, sé que 
el Partido de Gobierno ha iniciado una investigación 
interna, pero ese es un asunto de esa colectividad. 


Consideramos absolutamente imprescindible es- 
clarecer los hechos con la mayor amplitud posible, 
así como también las consecuencias derivadas de los 
mismos - no solo a nivel de la Cámara de Senado- 
res sino de la Cámara de Representantes- , que es- 
tán directamente vinculadas con las manifestaciones 
que aquí se hicieron en oportunidad de plantearse la 
cuestión de fueros, así como con las resultancias e 
investigaciones periodísticas de las que se derivaron 
comentarios que no fueron vertidos en este ámbito. 
En función de la sucesión de revelaciones que en tor- 
no al tema se dieron -que creemos tienen mucho que 
ver con el objeto y la materia de la investigación- , 
recalcamos que la materia debe tener la mayor am- 
plitud posible. Si lo que estamos procurando es que el 
prestigio del Cuerpo no se vea afectado, lo que debe- 
mos hacer es abrir la mente y permitir que se investi- 
gue todo lo que haya que investigar, con la prudencia 
necesaria. 


Nadie puede acusar al Partido Nacional de tratar 
de sacar provecho político menor de esta situación 
porque siempre hemos acompañado con nuestro voto 
la conformación de las Comisiones Investigadoras. 
Recuerdo que en su momento se instaló a nivel de la 
Cámara de Representantes una Comisión Investiga- 
dora para analizar la actuación de varios Entes Au- 
tónomos y Servicios Descentralizados, que luego de 
cinco años de trabajo no formuló conclusión alguna. 
Sin duda que esto es muy malo. 


Decía que somos partidarios de que se investi- 
gue todo lo que haya que investigar, con la pruden- 
cia necesaria, pero también con la generosidad y la 
amplitud para esclarecer; los hechos deben quedar 
absolutamente transparentados. Este es el espíritu de 
todos los partidos políticos - no concibo que sea de 
otra forma- y en este sentido digo que en el Partido al 
que pertenezco, el Partido Nacional, siempre hemos 
estado de acuerdo con que cuando se plantean estas 
dudas respecto a ilicitudes, irregularidades o anoma- 
lías, es necesario investigar, con la prudencia, con el 
recato y con el respeto que corresponde. 


Tal como lo establece la Ley N* 16.698, las Comi- 
siones Investigadoras son un ámbito secreto donde 
sus integrantes deben guardar la reserva correspon- 
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diente. De modo que confío en que esto sirva para 
esclarecer y no para realizar una explotación política 
menor que nadie quiere en estas circunstancias. 


Consideramos que a la hora de definir la materia 
objeto de la investigación, la conformación de la Co- 
misión Investigadora y la determinación del núme- 
ro de miembros, el criterio debe ser de amplitud, tal 
como surge de las apreciaciones del doctor Korzeniak 
y del espíritu del artículo 120 de la Constitución de la 
República que, si bien es muy somero, está pensado 
con la amplitud que la ciudadanía reclama al Senado 
de la República cuando tiene que definir la materia 
objeto de una Comisión Investigadora parlamentaria. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: ante todo 
manifiesto mi satisfacción por que aquí se ha expre- 
sado la voluntad política de constituir la Comisión 
Investigadora que estamos promoviendo, lo que cons- 
tituye un primer acuerdo realmente sustancial. 


Desde ya adelanto que compartimos el criterio ex- 
puesto por el señor Senador Agazzi en el sentido de 
que esta Comisión debe expedirse en plazos razona- 
blemente breves. Creemos que desde ningún punto 
de vista es bueno que se mantenga pendiente la acti- 
vidad de una Comisión Investigadora -a favor de cuya 
constitución se han manifestado todos los sectores 
políticos aquí representados- para tratar asuntos de 
esta índole, por lo que sería deseable que en un plazo 
de sesenta días- que, de no ser suficiente, podría ser 
prorrogable- culminara su trabajo. De pronto, en lo 
que tenemos diferencias -quiero creer que no, pero el 
punto debe ser bien aclarado- es en cuanto al objeto 
de la Comisión. Personalmente, participo del criterio 
amplio que acaba de exponer, con sólidos fundamen- 
tos, el señor Senador Moreira, y creo que es conforme 
con ese criterio que debería constituirse e instalarse 
la Comisión Investigadora. 


En el texto suscrito por la mayoría de la Comisión 
Preinvestigadora advierto una triple restricción al ob- 
jeto de la Comisión, que me parece que sería profun- 
damente inconveniente y dificultaría la obtención del 
logro que debe buscar la Comisión, que es aclarar los 
hechos. Esa triple restricción está referida al sujeto 
a investigar, a la finalidad a buscar o detectar y a los 
instrumentos para el logro de ese objetivo. Sin em- 
bargo, las palabras del señor Senador Agazzi no me 
parecieron reflejar un criterio restrictivo. 
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Sobre esto voy a volver luego, porque creo que es 
de la mayor importancia aclarar fehacientemente este 
punto, pero en mi condición de denunciante -es el tér- 
mino que emplea el Reglamento y que estamos mane- 
jando- me parece inexcusable explicar aquí los funda- 
mentos del planteamiento que estamos haciendo. 


En primer lugar, parto de la base de que el fallo del 
Tribunal de Apelaciones en lo Penal de Tercer Turno 
de fecha 29 de julio, por el cual se dispuso la clau- 
sura de los procedimientos seguidos en el caso que 
llamaremos “del Banco de Montevideo”, produjo un 
gran impacto en nuestra sociedad. Los sucesos vincu- 
lados a la insolvencia, presumiblemente fraudulenta, 
de esa institución habían causado antes un impac- 
to muchísimo mayor, porque originaron un enorme 
daño al país y a muchísima gente que vio afectados, 
no solamente sus bienes, sino su vida. Hubo gente 
que murió como consecuencia de las perturbaciones 
y dificultades que esto le causó; hubo gente que se 
suicidó como consecuencia de los problemas deriva- 
dos de los hechos ocurridos en el Banco de Monte- 
video. Entonces, frente a la extraordinaria gravedad 
de lo que pasó allí, es lógico que la clausura del pro- 
ceso seguido contra los presuntos responsables haya 
causado impacto. ¿Cómo no lo va a causar? Primero 
originó asombro, estupor, y después indignación de 
muchísima gente que hasta el día de hoy no entiende 
cómo pudo pasar lo que ocurrió. 


Como suele suceder, las primeras culpas se atri- 
buyen de inmediato al órgano jurisdiccional que 
actúa. Evidentemente, lo más fácil es decir que el 
Tribunal tuvo la culpa, que estuvo mal, se equivocó 
e inventó un criterio insólito o extraordinario. Perso- 
nalmente, de ninguna manera comparto esa aprecia- 
ción. El Tribunal de Apelaciones en lo Penal de Ter- 
cer Turno está compuesto por Magistrados de larga y 
respetada trayectoria; uno de ellos fue Presidente de 
la Asociación de Magistrados del Uruguay y otro de 
sus integrantes ha de figurar, sin duda, en la lista de 
los cuatro o cinco Jueces que más saben de Derecho 
Procesal Penal en el país. Soy consciente de lo que 
estoy diciendo; no estoy exagerando en lo más míni- 
mo. De manera que el criterio del Tribunal se podrá 
compartir o no -naturalmente, nadie dice verdades 
reveladas- , pero me merece profundo respeto y en- 
tiendo que estamos ante una sentencia bien fundada 
y con un razonamiento claro y lineal que sustenta las 
conclusiones a las que llega. No se me escapa que ese 
razonamiento ha sido ya controvertido por juristas de 
fuste, ni que la Suprema Corte de Justicia habrá de 
pronunciarse en vía de casación y es perfectamente 
posible que revoque esa sentencia. Lo que quiero de- 
jar establecido aquí es que esta no es una sentencia 
caprichosa, caída del cielo, sin fundamento, gratuita 
o redactada por Jueces sin prestigio. Fue elaborada 
por Jueces respetados y prestigiosos, que integran ese 
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Tribunal desde hace muchos años, y tiene un susten- 
to directo en textos legales absolutamente claros. 


Concretamente, el Tribunal se apoya en el artículo 
15 del Código Penal y en el artículo 7” del Código del 
Proceso Penal, y vale la pena leerlos para advertir la 
claridad de estas disposiciones y el modo directo en 
el que conducen a la conclusión a la que el Tribunal 
arriba. El inciso segundo del artículo 15 del Código 
Penal dice: “Cuando se suprimen, en cambio, delitos 
existentes o se disminuye la pena de los mismos, se 
aplican a los hechos anteriores a su vigencia, deter- 
minando la cesación del procedimiento o de la con- 
dena en el primer caso, y solo la modificación de la 
pena, en el segundo”, y continúa la disposición. De 
manera que la cesación del procedimiento como con- 
secuencia de la sanción de una ley que suprime un 
delito existente está establecida a texto expreso en el 
Código Penal. Se puede interpretar esta disposición 
en un contexto más amplio, que relativice sus alcan- 
ces -por cierto que sí- , pero el fallo del Tribunal tie- 
ne un apoyo bien sólido y consistente en esta norma, 
que encuentra su correlato procesal en el artículo 7” 
del Código respectivo, que dice así: “Si, en cambio, 
suprimen delitos existentes o disminuyen la pena de 
los mismos, se aplican a los hechos anteriores a su 
vigencia”. Es el principio de retroactividad de la ley 
penal o procesal penal más benigna. 


Entonces, nadie puede sorprenderse por lo que 
dispuso el Tribunal a la luz de la derogación del ar- 
tículo 76 de la Ley N* 2.230, porque esa parece ser 
la conclusión natural y lógica impuesta por los tex- 
tos legales que acabo de leer. Repito que no me estoy 
casando con la interpretación del Tribunal y que es 
posible que haya otras, pero digo que esta interpre- 
tación, que se traduce y cristaliza en esta sentencia, 
parece bien fundada y perfectamente respetable. 


Naturalmente, la sentencia del Tribunal y el co- 
mentario a propósito de la misma suscitó la pregun- 
ta siguiente: ¿cómo el Parlamento pudo derogar ese 
artículo, con las consecuencias que eso podía tener 
y efectivamente tuvo? Esta pregunta se la hizo mu- 
chísima gente, afloró en la sociedad, se la formuló la 
opinión pública entera. ¿Cómo el Parlamento pudo 
derogar el artículo 76 si la consecuencia podía ser 
la que cristalizó en la sentencia del Tribunal? Esto, 
naturalmente, pone en tela de juicio el prestigio del 
Parlamento; por eso nos preocupa y debe preocupar- 
nos a todos los que integramos hoy esta institución 
nacional. Entiendo -como lo he dicho en otras oca- 
siones y lo reitero aquí- que el Parlamento no estuvo 
feliz cuando derogó este artículo 76. Creo que actuó 
mal y que debemos reconocerlo así. Me parece que 
no salvamos el prestigio de la institución eludiendo 
la cuestión ni pretendiendo endilgarles las culpas por 
todo este episodio a terceros, a un órgano jurisdiccio- 
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nal, por ejemplo. Considero que hay que asumir que 
el Parlamento no estuvo feliz. Jurídicamente diría 
que actuó en términos que son de culpa, en dos mo- 
dalidades distintas. La ignorancia del riesgo se llama 
negligencia y la subestimación del riesgo se llama im- 
prudencia. Creo que el Senado actuó con negligencia 
porque ignoró el riesgo inherente a la derogación del 
artículo 76, y que la Cámara de Representantes actuó 
con imprudencia, porque habiendo entrevisto el ries- 
go, lo subestimó y le restó entidad. En definitiva, el 
Parlamento actuó con culpa en este episodio, a través 
de un procedimiento legislativo que no fue el adecua- 
do y que, como consecuencia, llevó a conclusiones 
tan negativas como las que estamos comentando. 


Cuando uno llega a este punto y se ha venido refi- 
riendo a esto en distintos medios de comunicación, a 
veces se encuentra con una pregunta -a mí me la han 
hecho- que me parece muy pertinente. Algún perio- 
dista ha planteado que si el Parlamento entendió que 
había que derogar el artículo 76 -por las razones que 
fuere y partió de la base de que la ley es general y no 
se hace para beneficiar a unos o perjudicar a otros, 
no tenía por qué considerar si a través de esa dero- 
gación iba a beneficiar a los hermanos Peirano o a 
cualesquiera otros procesados, o a perjudicar a Juan, 
a Pedro o a Diego. Si el Parlamento entendía que de- 
bía derogar el artículo 76, tenía que hacerlo y no ca- 
bía ninguna otra consideración de carácter subjetivo. 
Este argumento es equivocado, señor Presidente, y 
me interesa aclararlo aquí, en virtud de lo siguiente. 


El principio de la retroactividad de la ley penal 
más benigna se funda en razones muy claras de sen- 
tido común. Si en determinado momento la sociedad 
entiende que una conducta que estaba prevista como 
delito por la ley penal debe dejar de constituir deli- 
to y de ser punible, y sanciona una ley derogando la 
norma que establecía ese delito, es lógico y natural 
que se clausuren los procesos que se venían siguien- 
do para castigar a los autores de tal conducta y que 
incluso repercuta en la cesación de la pena que estu- 
vieren cumpliendo quienes hubieren sido condena- 
dos por ese delito. Si se entiende que no debe seguir 
siendo delito, es lógico que se produzcan estas conse- 
cuencias de la aplicación retroactiva de la ley penal 
más benigna. A modo de ser más claro, voy a citar un 
ejemplo. Si el día de mañana la sociedad uruguaya 
entendiera que el aborto no debe constituir delito y 
sancionara una ley que eliminase las normas legales 
que lo establecen como tal, el lógico resultado sería la 
clausura de los procesos abiertos por esa causa y las 
demás consecuencias previstas por las leyes penales 
y procesales penales. Esto es de justicia y de sentido 
común pero, ¿fue esto lo que pasó con el artículo 76? 
¿Alguien consideró que debían dejar de ser punibles 
las conductas previstas por esa norma legal? No, de 
ninguna manera, señor Presidente; lo que se enten- 
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dió fue que, por razones de técnica legislativa, no era 
conveniente mantener dos disposiciones legales dis- 
tintas previendo y sancionando la misma conducta. 
Se trata de razones de técnica legislativa. 


No es que la sociedad haya pensado que debía 
dejar de castigarse determinada conducta, sino que 
entendió que para castigar la misma conducta debía 
adoptarse una disposición técnicamente mejor redac- 
tada y superior desde el punto de vista jurídico. En- 
tonces, si este es el propósito o la idea, no tiene sen- 
tido permitir que opere en este caso el principio de 
la retroactividad de la ley penal o procesal penal más 
benigna. Se debería haber evitado que eso sucedie- 
ra, y para ello no se necesitaba saber que el artículo 
76 era la norma en virtud de la cual habían sido ori- 
ginariamente procesados los imputados en la causa 
“Banco de Montevideo”. No se necesitaba saber todo 
eso, señor Presidente, sino que bastaban estas con- 
sideraciones de carácter general y tener presente la 
razón por la cual se estaba derogando el artículo 76, 
para entender inmediatamente que había que adop- 
tar alguna providencia que evitara que esa derogación 
pudiera tener el efecto que en este caso tuvo; y esa 
providencia era muy sencilla de adoptar. Alcanzaba 
con incluir un inciso que dijera, por ejemplo, lo si- 
guiente: “Las disposiciones de la presente ley no se 
aplicarán a los procesos en trámite a la fecha de su 
vigencia”, y el problema quedaba resuelto y no hubie- 
se ocurrido lo que pasó. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: agradez- 
co al señor Senador Pasquet y le pido disculpas por 
interrumpir su muy elaborada, fundamentada e hila- 
da intervención. 


Con la misma atención con la que estoy siguien- 
do su exposición, leí la moción que el señor Sena- 
dor presentara a consideración del Cuerpo, en la que 
establece los fundamentos en función de los cuales 
cree pertinente la creación de una Comisión Investi- 
gadora. Comparto todos los fundamentos presentados 
en esa moción y creo que la Comisión Investigadora 
debe tener un objeto amplio. Eso no se contradice 
con el corto plazo, porque sabemos los valores que 
aquí están en juego. Creo que hay que trabajar inten- 
samente para tratar de obtener resultados que lue- 
go tendremos oportunidad de discutir en el Senado, 
cuando finalice el trabajo de la Comisión; y esto lo 
haremos especialmente frente a la ciudadanía, que 
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en este caso particular nos mira con mucha atención 
y expectativa. 


Solicité una interrupción al señor Senador Pas- 
quet, pues me pregunto si no son un poquito apre- 
suradas las conclusiones a las que viene arribando 
cuando todavía no hemos conformado la Comisión 
Investigadora; me pregunto, entonces, si de alguna 
manera no estamos prejuzgando. Quizás el señor Se- 
nador Pasquet esté en una situación diferente a la de 
los otros integrantes del Cuerpo, porque en función 
de las disposiciones reglamentarias él no puede in- 
tegrar la Comisión Investigadora, razones de técnica 
legislativa. llegar a analizarse hasta el nivel de por ser 
el denunciante, aunque sí puede participar del tra- 
bajo que esta desarrolle. Pero, en atención a los fun- 
damentos que surgen de la moción que presentó el 
señor Senador Pasquet y con todo el respeto que por 
supuesto debemos tener hacia el Poder Judicial, que 
es un Poder independiente, creo que en el transcurso 
del trabajo que desarrollemos en la Comisión Inves- 
tigadora vamos a tener que analizar la sentencia de 
la decisión adoptada por el Tribunal de Apelaciones, 
que ahora ha sido apelada y pasó a consideración de 
la Suprema Corte de Justicia, y vamos a llegar a nues- 
tras propias conclusiones. Veremos si es correcto o no 
el fallo, teniendo en cuenta nuestros conocimientos 
jurídicos, sin que ello signifique entrometernos, de 
ninguna manera, en las funciones propias, privativas 
y jurisdiccionales del Poder Judicial. Es ineludible 
realizar ese análisis. 


Asimismo, tendremos que estudiar la causa que 
tanto ha sacudido a la sociedad, sobre todo en rela- 
ción con las consecuencias que ha tenido la aproba- 
ción de estas dos leyes que vamos a considerar. Va- 
mos a estudiar el trabajo que realizó el Parlamento 
durante la aprobación de la primera norma y de la 
modificativa, y tendremos la posibilidad de convocar 
a todos aquellos que directa o indirectamente tuvie- 
ron algún protagonismo y la posibilidad de impulsar o 
detener la aprobación de la ley. Entonces, me parece 
que deberíamos reservarnos las conclusiones hasta 
la finalización del trabajo que debe llevar adelante la 
Comisión Investigadora. 


Señalo que con mis dichos no le quito al señor 
Senador Pasquet autoridad ni derecho a opinar de la 
forma en que lo hace; por supuesto que tiene toda 
la libertad de hacerlo. Sí me adelanto a señalar que 
no puedo compartir ni rechazar sus apreciaciones 
-y no lo voy a hacer en el transcurso de esta Sesión- , 
porque creo que inevitablemente tenemos que pasar 
primero por el trabajo de la Comisión Investigadora, 
para luego sí poder llegar a algunas conclusiones, que 
podrán coincidir o no con las que nos está adelantan- 
do el señor Senador Pasquet. 


344-C.S. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede proseguir el señor 
Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: no com- 
parto la observación que acaba de formular el señor 
Senador Gallinal, porque la Comisión Investigadora 
investigará hechos y yo estoy comentando leyes. No 
necesito ninguna Comisión Investigadora para tener 
una opinión acerca de la calidad jurídica de la Ley 
N* 18.411 y el impacto que tuvo en el ordenamien- 
to jurídico entonces vigente. Se trata de una opinión 
técnica -soy abogado- , que he fundado jurídicamen- 
te. Esa opinión puede ser dada por cualquier persona, 
independientemente de que nada se investigue. Estoy 
diciendo que, a mi juicio, se incurrió en un error de 
técnica legislativa en virtud de los fundamentos por 
los cuales se derogaba el artículo 76, que no son los 
que tiene en cuenta el Código Penal y el Código del 
Proceso Penal cuando sientan el principio de la re- 
troactividad de la ley penal más benigna. Hasta aquí 
vengo, repito, comentando leyes y opinando jurídica- 
mente, sin entrar a referirme a hechos concretos. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la se- 
ñora Senadora. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: creo que 
bien podríamos seguir por este camino -espero que 
no nos descarrilemos en esta consideración- , pues 
al parecer existe una coincidencia, que es proce- 
der a la instalación de una Comisión Investigadora. 
El denunciante, efectivamente, tiene determinadas 
atribuciones que le permiten expresar lo que piensa 
en este Cuerpo, pero no puede prejuzgar. Con total 
sinceridad, debo decir que escuché al señor Senador 
Pasquet calificar de “negligente” e “imprudente” a los 
Cuerpos Legislativos, es decir, Cámara de Senadores 
y Cámara de Representantes, y por eso me parece 
que no solo está hablando sobre la técnica legislativa 
y lo que resultó de ella, sino que está ya juzgando una 
conducta. 


El argumento que hemos propuesto por mayoría 
al propiciar la instalación de una Comisión Investi- 
gadora queda reforzado por lo que establece el artí- 
culo 17 de la ley referida a este tipo de comisiones, 
por cuanto esa disposición establece que el objeto de 
investigación debe ser la actuación del Cuerpo. Me 
adelanto a decir que ello no quita validez a todo lo 
que han opinado los señores Senadores acerca de la 
convocatoria de determinadas personas y la requisi- 
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toria de los instrumentos que se están manejando en 
otros Poderes, con la finalidad de ser analizados y uti- 
lizados como fuente de datos. 


Más allá de que, obviamente, la intervención de 
quien acusa es más fuerte en sus contenidos que la 
que podríamos hacer otros Senadores -que integrare- 
mos o no esa Comisión- , considero que no debería- 
mos ingresar en los aspectos de fondo de este asunto. 
Es claro, además, que no debemos criticar la actua- 
ción de otros Poderes, porque eso se debe analizar 
en el contexto de los elementos que debe examinar 
la Comisión Investigadora. Por algo está en vigencia 
una ley que limita las competencias, cuyo objetivo es 
que en estos temas, que son motivo de investigación, 
no se hagan escándalos y se respeten los marcos que 
permiten llegar a conclusiones. 


A los argumentos que han planteado los señores 
Senadores Pasquet y Moreira le respondemos que la 
intención de la mayoría es conformar la Comisión 
Investigadora a efectos de estudiar con seriedad el 
tema, y no ingresar hoy en prejuzgamientos; en mi 
opinión, ello excedería las competencias en esta ins- 
tancia, que es analizar el informe que cada uno trajo 
al Senado. 


En definitiva, si la técnica legislativa fue correcta 
o no, si el fallo del Tribunal de Apelaciones promo- 
vió determinadas circunstancias, etcétera, ello tiene 
que ser analizado en la Comisión Investigadora; por 
lo tanto, hoy, lo que debemos hacer es proceder a su 
instalación y fijar los criterios de su funcionamiento. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: comencé 
diciendo que me congratulaba de que existiera vo- 
luntad política de la mayoría para habilitar la confor- 
mación de una Comisión Investigadora. Ahora bien, 
aunque nadie lo ha postulado, me adelanto a decir 
que no acepto el criterio de que, como se va a instalar 
una Comisión Investigadora, debo callarme, ¡ide nin- 
guna manera! No acepto que tenga que callar los fun- 
damentos por los cuales entiendo que es pertinente 
la formación de esta Comisión Investigadora. Tam- 
poco estoy promoviendo escándalos con este tema, 
sino que, por el contrario, este planteamiento ha sido 
absolutamente serio y respetuoso. Es más, si lo com- 
paramos con los de otras Comisiones Investigadoras, 
desde 1985 hasta el presente, me parece que no sale 
perdiendo en términos de seriedad y respeto por los 
demás. No obstante, no me amparo en los preceden- 
tes porque nunca me sirvió esa excusa de que “como 
antes también se hacía, vamos a hacerlo ahora”. Pro- 
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curo hacer las cosas bien y por eso estoy explicando 
por qué promuevo que se forme esta Comisión. 


Insisto: no me parece que el Tribunal de Apelacio- 
nes haya actuado mal. Podrá tener o no razón -ese es 
otro tema- , pero su actuación fue correcta, y cuan- 
do lo dije nadie manifestó que estaba prejuzgando. 
Sí considero que el Parlamento equivocó el camino y 
así fue percibido por la sociedad, porque inmediata- 
mente después de que se supo todo esto empezaron 
los comentarios y las explicaciones, algunos de los 
cuales se plantearon en términos realmente alarman- 
tes y preocupantes. En este sentido, creo que nada 
puede superar las manifestaciones de la ex Senadora 
Percovich, que en un programa periodístico expresó 
que se sentía indignada porque entendía que había 
sido engañada; que entendía que había poderosos in- 
tereses que actuaban subrepticiamente; que existían 
estudios de abogados muy inteligentes que ampara- 
ban a la delincuencia de cuello blanco, y hasta habló 
de un operativo. Esto sí hizo sonar una campana de 
alarma en la sociedad entera porque, de acuerdo con 
las palabras de quien fuera Miembro Informante del 
proyecto en el Senado, lo que había ocurrido no era 
simplemente una cuestión de inadvertencia o un “ga- 
rrón”, sino que podía ser algo mucho más grave. 


Luego se sucedieron otras manifestaciones. Es 
así que el semanario Brecha, en su edición del 13 
de agosto, dice muchas cosas y extracta varios co- 
mentarios de distintas personas, entre ellas, algunos 
Legisladores. Voy a citar textualmente parte de esos 
comentarios: “Fue una carambola a tres bandas con 
casín” (Senador Sergio Abreu). “Nos engañaron” (ex 
Senadora Margarita Percovich). “Nos estamos co- 
miendo un garrón” (Senador Rafael Michelini). “Con 
esto se desmorona la credibilidad del Parlamento” 
(Senador Abreu). “Concluimos que cometimos un 
error” (Senador Héctor Tajam). “Fue un operativo, 
nadie es inocente” (Margarita Percovich). “Todos fui- 
mos usados” (Senador Abreu). “No sabemos quién 
hizo el contrabando” (una fuente de la Bancada de 
Senadores del Frente Amplio)”. Reitero que estos son 
algunos de los comentarios extractados por el sema- 
nario Brecha, en su edición del 13 de agosto, que en 
su tapa publica la fotografía del doctor Gonzalo Fer- 
nández, junto a la siguiente frase: “La intervención 
de Gonzalo Fernández fue determinante para excul- 
par a los Peirano”. 


Estas son las expresiones que surgieron a partir de 
los episodios que estamos comentando, señor Presi- 
dente, y por cierto que son graves y que influyen en la 
credibilidad y el prestigio del Parlamento. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 
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SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto, pero an- 
tes quiero anunciar que es la última interrupción que 
concedo porque, de lo contrario, mi tiempo se verá 
muy reducido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa aclara al señor 
Senador que de la eventual primera parte de su inter- 
vención restan tres minutos pero, oportunamente, si 
alguien lo propone, se puede votar una prórroga del 
tiempo de que dispone. 


SEÑOR GALLINAL.- Formulo moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
- 27 en 28. Afirmativa. 
Puede interrumpir el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: nadie 
pretende quitarle entidad a este tema -porque la 
tiene y por eso estamos discutiendo en este ámbito, 
pero cuando tomamos la decisión de conformar una 
Comisión Investigadora, lo que hacemos es darle un 
escenario de formalidad para analizar objetivamen- 
te cómo ocurrieron los hechos. Hasta ahora, algunos 
hemos mantenido silencio para que esa formalidad se 
cumpla, pero los hechos no son como los describen 
otros Senadores, que hablan una y otra vez. No se 
trata de una ley que se votó así nomás, porque se nos 
ocurrió -tanto la primera como la segunda iniciativa 
tuvieron un largo estudio por parte de un Parlamento 
al que siempre se le solicita que adopte resoluciones-, 
sino que su análisis demandó más de un año en el 
Poder Ejecutivo, más de dos en la Cámara de Repre- 
sentantes y más de cuatro meses en la Cámara de Se- 
nadores; y aun así, todos los catedráticos nos dijeron 
que faltaba derogar algunos artículos. 


Con respecto a la primera iniciativa - referida a la 
normativa que se conoce como ley concursal- , puedo 
decir que cuando el Senador Abreu plantea la posi- 
bilidad de hacer esas modificaciones, consultamos al 
Poder Ejecutivo y se nos respondió que no la tocára- 
mos, porque se podía trancar en la Cámara de Repre- 
sentantes. Un mes después, el señor Senador Abreu 
propone el estudio del problema del CASMU -para el 
que, como todos sabíamos, era necesario encontrar 
una solución- , y presenta una moción para que se 
agregue ese punto, la que entregó a la ex Senadora 
Percovich, y se me consultó al respecto. Cuando junto 
con el ex Senador Alfie y el señor Senador Abreu la 
firmamos, no estábamos en el limbo, ni tomamos una 
decisión a las apuradas. ¿Acaso no vamos a tener el 
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coraje de decir que estudiamos las cosas y que no nos 
dejamos llevar por las manifestaciones de la tribuna? 
El Tribunal de Apelaciones se puede equivocar, y sus 
integrantes son personas serias; el Senado se puede 
equivocar, pero también sus integrantes son perso- 
nas serias. ¿O es que el Tribunal de Apelaciones tiene 
todo ese halo de seriedad y el Senado no? 


Cuando el Senador Gallinal, con la prudencia que 
lo caracteriza, sugiere al señor Senador Pasquet: “por 
favor, dejemos actuar a la Comisión Investigadora y 
no prejuzgue”, debemos apoyarlo. Al manifestar que 
somos negligentes y que la Cámara de Representan- 
tes actuó de tal o cual manera, el señor Senador Pas- 
quet está prejuzgando. Es cierto que lo puede decir 
porque estamos en un ámbito político - no lo discuto-, 
pero no puede plantearnos la conformación de una 
Comisión Investigadora si va a dar su opinión desde 
ese punto de vista. Está en todo su derecho; nadie 
más que yo lo apoya para que no se calle. ¡Yo creo 
en la libertad! ¡Haga uso de ella! ¡Pero no nos venga 
a plantear una Comisión Investigadora si tiene sus 
conclusiones! Si tiene conclusiones y pruebas de que 
el señor Senador Abreu nos engañó a todos, proceda 
según lo que establece el artículo 115 de la Cons- 
titución de la República. Como pienso que el señor 
Senador Abreu actuó de buena fe -al igual que todos 
los componentes- , como soy consciente de que es- 
tos hechos impactaron en la sociedad, como estamos 
involucrados los Senadores que participamos en ese 
momento, me parece oportuno que se conforme una 
Comisión Investigadora, no porque sea un ámbito de 
mayor seriedad, sino porque está en juego el honor 
de las personas -primero el del señor Senador Abreu, 
después el de los que firmamos y, por último, el del 
resto de los Senadores y otros actores que no están 
acá- , porque es necesario que se clarifiquen los he- 
chos, y porque actuamos de buena fe ¡Claro que nos 
podemos equivocar y que nuestros hechos tienen 
consecuencias! ¿Cómo no las van a tener? Todos los 
días votamos leyes que tienen consecuencias y está 
muy bien que se investigue. Ahora bien, otra cosa es 
prejuzgar y decir que se actuó de tal o cual forma. 
Acá se llegó a hablar de que se urdió un plan. Por 
supuesto que no estoy de acuerdo con las declara- 
ciones que hizo la ex Senadora Margarita Percovich 
y es cierto que, ante determinadas preguntas de los 
periodistas, todos dimos las primeras impresiones. Es 
más, yo estaba en Buenos Aires a punto de tomar un 
subte cuando me llamaron por primera vez para pre- 
guntarme si sabía algo acerca de tal o cual ley, que ni 
siquiera el periodista sabía de qué se trataba. 


En síntesis, pienso que debemos dejar que la Co- 
misión Investigadora actúe en esos sesenta días. El 
señor Senador Ope Pasquet tiene la libertad y el de- 
recho de decir lo que sea, pero si ya está convencido 
de que se actuó con negligencia y que acá se urdió 
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un plan, reitero, que actúe según lo que establece el 
artículo 115 de la Constitución de la República, que 
es lo que corresponde. Si existe el convencimiento 
-supongo que también pruebas, porque de lo contra- 
rio no sé de dónde surge ese convencimiento- de que 
acá el señor Senador Abreu y todos los Senadores ac- 
tuamos urdiendo un plan para liberar a determinadas 
personas, debo decir que eso es falso y estoy dispues- 
to a discutirlo en cualquier lado. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: jamás dije 
ni insinué que acá se hubiera urdido un plan; no 
dije absolutamente nada acerca de eso. Me limité a 
citar expresiones de la ex Senadora Percovich, que 
sugieren eso; más que sugieren, hablan. Reitero: no 
lo dije ni lo insinué, y si a esta altura me preguntan 
mi opinión personal -pido disculpas porque no quiero 
prejuzgar pero tampoco quiero eludir estas cuestio- 
nes- debo decir que no creo que haya habido un plan. 
Sí creo -reitero- que el Parlamento no estuvo feliz. 
Como algunos parlamentarios expresaron, con todo 
derecho, que piensan que estuvieron muy bien, que 
se actuó seriamente y con responsabilidad, y que la 
culpa está en el Tribunal de Apelaciones, en este ám- 
bito dejo constancia de que pienso otra cosa, tal como 
lo que he expresado aquí. 


No se puede invocar el tiempo dedicado al estudio 
de la Ley de Concursos y Reorganización Empresa- 
rial, la N* 18.387, porque no estamos hablando de 
ella, sino de la N* 18.411 que modificó a la anterior en 
cuestión de días y no luego de un trámite de un año. 
Esto entró al Senado un 23 de octubre y fue aprobado 
en la Cámara de Representantes el 5 de noviembre. 
El Senado lo aprobó sin informe de Comisión, y cuan- 
do en la Cámara de Representantes alguien planteó 
algunas dudas, se votó un cuarto intermedio de cinco 
minutos y en ese tiempo se dieron por evacuadas. Por 
eso considero que no se actuó con la diligencia de- 
bida; se produjo un efecto tremendo en la sociedad 
uruguaya en un trámite legislativo que no insumió 
un año ni dos, sino diez días. Á eso me refiero, señor 
Presidente. Además, la reacción que produjo esto en 
mí también se produjo en muchos otros cuyas decla- 
raciones extractadas acabo de leer. El impacto que 
esto produjo fue de tal magnitud que el doctor Gon- 
zalo Fernández salió al cruce de las afirmaciones del 
señor Senador Abreu, las contradijo en un programa 
periodístico la misma noche del 13 de agosto, día en 
que salió el ejemplar del semanario Brecha y afirmó 
que el señor Senador Abreu faltaba a la verdad. Eso 
indica la importancia de la cuestión que se estaba di- 
lucidando, ya que la entidad de la denuncia es parte 
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de los requisitos que se deben colmar. 


Ese tipo de imputaciones, hechas primero por el 
señor Senador Abreu en el semanario Brecha y por 
el doctor Gonzalo Fernández en un programa perio- 
dístico esa noche, eran las que en otra época -hoy 
felizmente superada- daban lugar nada menos que a 
un duelo. Por tanto, cuando este tema llegó acá, al 
Senado, bajo la forma de una cuestión de fueros -que 
también es extraordinaria y que no se plantea todos 
los días- , se estaba actuando de conformidad con la 
gravedad del tema, que no la creo yo hoy con este 
planteamiento, sino que la tienen los hechos, que por 
algo llegaron a esta instancia. 


Cuando se planteó una cuestión de fueros y to- 
dos nos disponíamos a escuchar al señor Senador 
Abreu, nos vimos sorprendidos -creo que la mayoría 
del Cuerpo- con la comparecencia del doctor Gon- 
zalo Fernández que, tras prestar la promesa como lo 
establece el Reglamento, asumió como Senador de la 
República, y en ese carácter e invocando el respeto al 
Senado -al que hizo expresa referencia- , dio su ver- 
sión de los hechos. Creo que esa entrada del doctor 
Gonzalo Fernández tuvo un efecto teatral, sorpren- 
dió a muchos -a mí personalmente me sorprendió- , 
concitó inmediatamente la atención de todos y con- 
tribuyó a crear ese clima de expectativa en el que 
transcurrió una Sesión no exenta, incluso, de ciertos 
ribetes de solemnidad. Y no señalo estos detalles para 
regodearme con la crónica del episodio, sino por lo 
que después voy a decir. 


Antes de que el doctor Gonzalo Fernández ha- 
blara, el señor Senador Abreu había dicho que la 
intervención del doctor Fernández había consistido 
en formular una sugerencia, es decir que no insis- 
tió con la idea de la “carambola a tres bandas con 
casín” y el pedido de una “gauchada”, y a su turno, 
el doctor Gonzalo Fernández aceptó expresamente 
lo de la sugerencia. La impresión que me formé ese 
día, después de escuchar a ambos Senadores, fue que 
el episodio terminaba ahí, que había habido una su- 
gerencia de un experto penalista, que un Legislador 
diligente había tomado la sugerencia para presentar 
una iniciativa legislativa fundada en ella y que lue- 
go había habido una equivocación del Parlamento al 
realizar un trámite apresurado de pocos días y tratar 
aquel asunto sin informe. En definitiva, me llevé la 
impresión de que no había más que eso, que el asunto 
quedaba terminado ahí. Lo que cambió radicalmente 
mi percepción de estos hechos fue la publicación del 
semanario Brecha del viernes 20 de agosto, ya que 
bajo el título de tapa “La Implicancia”, dice que el 
Estudio de Gonzalo Fernández patrocinaba a uno de 
los imputados en la causa del Banco de Montevideo. 
Ese hecho fue una revelación que me impresionó y 
sé que ese sentimiento es compartido por muchos de 
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los aquí presentes. No nos imaginábamos que eso pu- 
diera ser así porque habíamos escuchado al doctor 
Fernández en la Sesión del día martes 17, en la que 
dijo que venía a aclarar cuál había sido su participa- 
ción en los hechos, pero en ningún momento señaló 
que él defendiera a uno de los imputados en la causa. 


Se fueron sumando las denuncias periodísticas y, 
finalmente - creo que fue Brecha la que también pu- 
blicó eso o Búsqueda del día anterior- , resultó que 
no era solo un abogado de su estudio, sino que el 
propio doctor Fernández, junto con la doctora Cecilia 
Salom, asumieron conjunta e indistintamente la de- 
fensa de uno de los imputados en la causa del Banco 
de Montevideo. Era muy directa la conexión del doc- 
tor Fernández con todos estos hechos. Por supuesto, 
luego de esta revelación se ven bajo otra luz todas las 
circunstancias que anteriormente se podrían haber 
visto de otra manera. Por eso me pregunté, por ejem- 
plo, si cuando el doctor Gonzalo Fernández le hizo 
la sugerencia al Senador Abreu le dijo también que 
él era defensor de uno de los imputados en la causa. 
A juzgar por los dichos del señor Senador Abreu en 
el Senado no se lo dijo, porque expresó que el doctor 
Fernández no había hecho referencia a ninguna per- 
sona en particular. Cuando el doctor Gonzalo Fernán- 
dez le dijo al Diputado Lorenzo que la Ley N* 18.411 
se podía votar con tranquilidad porque la derogación 
del artículo 76 no acarreaba ninguna consecuencia, 
¿le previno que quien estaba dando ese consejo o ese 
asesoramiento era defensor de uno de los imputados 
en la causa del Banco de Montevideo? Cuando la ley 
sancionada en el Parlamento fue al Poder Ejecutivo 
para su promulgación -que se dio en el Consejo de 
Ministros, porque modificaba la Ley N* 18.387- , el 
entonces Canciller Gonzalo Fernández, firmante en 
esa ocasión, ¿dijo a los demás integrantes del Poder 
Ejecutivo, empezando por el Presidente de la Repú- 
blica, que era abogado de uno de los imputados en la 
causa? Esta pregunta es de gran relevancia, porque 
si lo hizo y el resto de los integrantes aceptó promul- 
gar la ley en esas condiciones, el Poder Ejecutivo de 
la época es políticamente responsable y debe asumir 
las consecuencias frente a la opinión pública. Ahora 
bien, si como pienso -dado el devenir de los aconteci- 
mientos- , el doctor Gonzalo Fernández no hizo saber 
al Poder Ejecutivo que era defensor de uno de los 
imputados en la causa, tendrá que rendir cuentas de 
ese silencio frente a los órganos jurisdiccionales com- 
petentes, que ya están actuando en el asunto. 


No me voy a referir a este punto porque quiero 
volver al ámbito que directamente concierne a este 
Senado. No tengo que preguntar si el doctor Gonzalo 
Fernández, actuando como Senador, nos dijo que era 
defensor de uno de los imputados, porque me consta 
que no lo hizo. Me parece que se trata de una omisión 
grave, que no se puede pasar por alto. Creo que cuan- 
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do un Senador de la República concurre al Senado, 
se refiere expresamente a hechos propios y dice que 
lo hace para aclarar su conducta ante el Cuerpo que 
integra, tiene el deber de decir toda la verdad. No 
considero que esta sea una sutileza ni un asunto me- 
nor, sino una cuestión grande, de bulto, importante y 
relevante. Si los señores Senadores aceptáramos un 
criterio distinto y dijéramos que aquí podemos venir 
a hablar de lo que hicimos o no hicimos y ocultar la 
información al Senado, estaríamos rebajando la dig- 
nidad institucional del Cuerpo y hasta quitándole se- 
riedad. Por lo tanto, más allá de lo que políticamente 
pensemos y del partido en el que estemos, cuando 
venimos a hablar de conductas propias, cuando asis- 
timos a sesiones que se convocan expresamente para 
ello y pedimos la palabra para decir que queremos dar 
nuestra versión sobre los hechos que nos involucran, 
lo menos que podemos exigirnos unos a otros -en de- 
fensa del respeto que nos debemos a nosotros mismos 
y a la Institución- es decir la verdad, toda la verdad. 
Me parece que en un tema de esta naturaleza hu- 
biera sido enormemente relevante y significativo que 
el doctor Fernández dijera: “Yo soy defensor de una 
persona imputada en la causa del Banco de Monte- 
video”, sin perjuicio de lo cual habría podido realizar 
las demás consideraciones técnicas que le parecieran 
pertinentes. Debió decirlo, pero no lo dijo. 


Reconozco que todos estos aspectos se basan en 
comentarios periodísticos -tal como dijo el Presidente 
de la República, creo que a la salida de su visita al 
doctor Gonzalo Fernández, pero entiendo que muchas 
veces el periodismo cumple una función trascenden- 
te en las sociedades democráticas, porque es a través 
de la prensa libre y de investigación que ciertas cosas 
se saben. Basta recordar el episodio de Watergate en 
Estados Unidos para saber los efectos que puede lle- 
gar a tener una investigación periodística bien llevada 
y comprometida con la verdad. Sin embargo, cabe re- 
conocer también que cuando las versiones periodís- 
ticas son múltiples y provienen de diversos medios, 
pueden no ser unívocas, puede haber incongruencias 
entre ellas o ser contradichas por los involucrados, y 
si todo queda así, la opinión pública puede confundir- 
se, no saber a qué atenerse ni llegar a conclusiones 
definitivas acerca de lo que ha pasado. 


Por estas razones entiendo que es preciso que el 
Senado forme esta Comisión Investigadora y trate 
de esclarecer estos hechos, dándoles la precisión y 
la formalidad que deben tener los datos para que la 
ciudadanía pueda formarse opinión seria y fundada 
al respecto, y para que los órganos públicos que even- 
tualmente tengan que actuar a partir de los hechos 
investigados por ella, tengan una base firme para ha- 
cerlo. Reitero que me parece indispensable formali- 
zar esta investigación y reunir los elementos que la 
prensa ha ido aportando, a fin de certificarlos o corro- 
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borarlos. Hay que ver ese expediente judicial y cons- 
tatar si el doctor Fernández y la doctora Salom asu- 
mieron la defensa de uno de los imputados; hay que 
ver si es o no cierto que pidieron la clausura de los 
procedimientos invocando la derogación del artículo 
76, si apelaron o no, en qué fecha, etcétera. Entiendo 
que es de la mayor importancia certificar todos estos 
elementos, así como escuchar nuevamente al doctor 
Gonzalo Fernández para saber por qué no le dijo al 
Senado que en ese entonces era defensor de uno de 
los imputados. 


En su momento hice referencia a la solemnidad 
de la Sesión y recuerdo que el doctor Fernández dijo 
que era un hombre de buena memoria. Quisiera 
preguntarle al hombre de buena memoria cómo es 
que en esa Sesión solemne e importante, después de 
haber prestado juramento, no le dijo al Senado que 
era defensor de uno de los imputados en la causa del 
Banco de Montevideo. Me parece indispensable citar 
nuevamente al doctor Fernández para hacerle estas 
consultas, y también entiendo imprescindible citar a 
la ex Senadora Percovich para preguntarle por qué 
dijo lo que dijo e hizo esas afirmaciones tan graves. 


A mi juicio, el objeto de la Comisión Investigadora 
debe tener la necesaria amplitud para que podamos 
evaluar todos estos extremos. Con una interpreta- 
ción estricta, estrecha o piedeletrista del giro “Inves- 
tigación de la Cámara de Senadores”, no podríamos 
llamar al doctor Gonzalo Fernández porque no era 
Senador en aquella época; tampoco podríamos pedir 
testimonio del expediente judicial porque estaremos 
investigando al Senado y no a la Justicia. Por lo que 
he escuchado, sé que no está en el ánimo de la ma- 
yoría dar a todo esto una interpretación estricta o 
restrictiva, pero me parece indispensable aclararlo en 
esta Sesión, porque si vamos a constituir una Comi- 
sión Investigadora que no pueda investigar, mejor no 
lo hagamos: nos ahorramos lo que sería un papelón y 
le decimos a la opinión pública que no habrá Comi- 
sión Investigadora. Pero si la vamos a constituir, en 
defensa de la seriedad y el prestigio del Parlamento 
debemos darle los instrumentos y las herramientas 
como para que pueda investigar. 


Confieso que no espero revelaciones espectacula- 
res ni primicias sensacionales que puedan estar en 
las primeras planas de los diarios; espero que a través 
de una labor diligente y rápida se certifiquen las dis- 
tintas informaciones que se han publicado y se pueda 
ofrecer a la población una versión clara, precisa, or- 
denada y veraz de todas ellas, expresadas en lenguaje 
llano y sencillo, para no enredar al ciudadano común 
con tecnicismos jurídicos que a veces llevan a la con- 
fusión. 


A su vez, me parece importante aclarar que el he- 
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cho de decir que no se borra un antecedente cuando 
se suprime un delito y por ello se clausura un pro- 
ceso, no significa que la persona no tenga después 
la calidad de primario, porque la tiene, pero hay que 
explicarlo muy bien. Esto significa simplemente que 
el asiento en la planilla se mantiene, pero el individuo 
beneficiado por la clausura tendría, en un proceso ul- 
terior, la calidad de primario y el efecto mitigatorio de 
su responsabilidad que tal calidad supone. 


Insisto en que todo esto hay que decirlo con senci- 
llez, de manera clara, ordenada y precisa, y eso es lo 
que espero de esta Comisión Investigadora. Todos es- 
tos aspectos tienen la entidad, la seriedad y la impor- 
tancia necesarias como para justificar la formación 
de la Comisión Investigadora y espero que podamos 
votar un texto -advierto que ha habido consultas en- 
tre las Bancadas- que defina su objeto con una ampli- 
tud tal que le permita cumplir con su propósito, in- 
vestigar como se debe y ofrecer, en breve, una versión 
a la ciudadanía que, según entiendo, es lo menos que 
podemos hacer. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ABREU.- En realidad, he solicitado la pa- 
labra para contestar reiteradas alusiones. 


Lo cierto es que esperaba otro desarrollo de este 
debate, en función de que se está discutiendo la con- 
formación de una Comisión Investigadora. Como 
comprenderán los señores Senadores que me co- 
nocen de Legislaturas anteriores -no es el caso de 
aquellos que estrenan su condición de tales en esta- , 
cuando uno está involucrado en asuntos de esta na- 
turaleza, la primera reacción es salir a decir rápida- 
mente su verdad, con énfasis y con fuerza, tratando 
de controvertir algunas opiniones que con todo dere- 
cho se puedan verter en Sala. 


Como decía, esta no era la Sesión que esperaba. 
Aquí se está constituyendo una Comisión Investiga- 
dora y, precisamente, iba a solicitar ser el primero en 
concurrir por las razones que todos conocen y por- 
que, además, allí se van a analizar con un criterio un 
poco más amplio todos los aspectos vinculados a la 
derogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230. Con 
todo respeto, debo decir que se está adelantando de- 
terminado juicio sobre este tema y, más allá de que 
se están dando opiniones muy respetables desde el 
punto de vista jurídico, políticamente no puedo acep- 
tar -no lo voy a hacer desde el punto de vista político, 
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personal, ni como Legislador- que se diga que he sido 
negligente o que he actuado con falta de responsabi- 
lidad. Puede ser que me haya equivocado, cosa que 
le puede suceder a cualquier Legislador, porque por 
suerte no estamos en el camino de la verdad revelada, 
y muchos menos de la soberbia, que nos trajo algunas 
noches de dictadura en este país. Yo no ejerzo esa 
soberbia, señor Presidente; lo que sí digo es que se 
habla de que se actuó con negligencia -y quien es ju- 
rista sabe muy bien lo que es una conducta culpable-, 
y eso no lo voy a aceptar dentro de lo que significa mi 
condición de Legislador. Por eso, con serenidad y con 
tranquilidad voy a reservarme, no para ingresar en 
un debate, sino para solicitar ser recibido en primera 
instancia en la Comisión Investigadora, para asumir 
todo lo que me corresponde desde mi calidad de Le- 
gislador, con transparencia, con la verdad y con lo 
que significa, también, el respeto a una institución. 


Se habla de que la institución se desprestigia, y a 
veces estamos socavando nada menos que la fuerza 
que tiene la vida institucional del país simplemente 
porque hay actos particulares que pueden ser anali- 
zados y tener impacto público, pero no pueden tener 
una proyección sobre el Parlamento solo para decir 
que hay un desprestigio institucionalizado. Esta es mi 
visión. 


En realidad, por prudencia y respeto al trámite no 
iba a participar sino a esperar las condiciones que 
estableciera el Senado. De todas maneras, desde ya 
adelanto mi opinión sobre el tema y, en particular, 
señalo cuál ha sido la conducta de un Legislador que 
ha trabajado en este asunto en forma directa, como 
sabrán los señores Senadores. Además, las califica- 
ciones y la forma en que se va a interpretar, tanto 
su conducta como la de los demás, será materia de 
la Comisión Investigadora que, incluso, realizará un 
análisis desde el punto de vista jurídico de todas las 
derivaciones que ha provocado este hecho. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia quiere 
destacar que nos acompañan alumnos de 1%, 2* y 3er. 
año del Liceo N* 52, a quienes les agradecemos mu- 
cho la visita. 


14) INFORMES DE LA COMISIÓN PREINVES- 
TIGADORA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la considera- 
ción del primer punto del Orden del Día. 


SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: formulo 
moción para que se pase a cuarto intermedio a los 
efectos de acordar una resolución común con el resto 
de los partidos, en la que se establezcan las caracte- 
rísticas de la Comisión Investigadora, el número de 
integrantes y el plazo correspondiente. Además, dado 
el cariz que ha tomado esta discusión, necesitamos 
hacer un intercambio de ideas respecto a su conti- 
nuidad. 


Por lo expuesto, solicito un cuarto intermedio de 
veinte minutos. 


SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa le recuerda al 
señor Senador Gallinal que las cuestiones de orden 
no admiten discusión. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera hacer una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, se le da la 
palabra para que haga lo propio, pero estirando el Re- 
glamento al máximo. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: me pare- 
ce que por respeto a los señores Senadores que es- 
tamos anotados para hacer uso de la palabra sobre 
el tema de fondo, debería postergarse la moción de 
cuarto intermedio hasta tanto hablemos todos los que 
lo hemos solicitado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa, más allá de que 
comprende y respeta el punto de vista del señor Se- 
nador Gallinal, le solicita que entienda que no se pue- 
de entrar en una discusión sobre si vamos a aguardar 
a que hagan uso de la palabra quienes están anotados 
-que son los señores Senadores Bordaberry, Gallinal 
y Solari- , salvo que esta moción sea retirada por el 
señor Senador Couriel. 


Se va a votar la moción presentada por el señor 
Senador Couriel. 


(Se vota:) 
- 18 en 30. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por veinte mi- 
nutos. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 32 minutos.) 
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16) INFORMES DE LA COMISIÓN INVESTI- 
GADORA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la con- 
sideración del primer punto del Orden del Día, tiene 
la palabra el señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: pien- 
so que podemos aportar una aclaración sobre lo que 
estamos haciendo, para que nadie hable de prejuzga- 
mientos o de anticipos a etapas que hay que cumplir. 
Me animaría a decir que estamos ante una situación 
similar a lo que en el Código General del Proceso es la 
audiencia preliminar. El Código General del Proceso, 
que fue redactado por los distinguidos juristas Gelsi 
Bidart, Torello y Nicoliello, tiene la sabiduría de con- 
centrar en la llamada “audiencia preliminar” estas 
cuestiones, es decir, la fijación del objeto del proceso. 
Como es obvio, en esa fijación del objeto del proceso 
se está a lo que propone el actor y a lo que contesta 
el demandado. A nadie se le ocurre pensar, en esa 
audiencia, que existe algún tipo de prejuzgamiento 
cuando se empieza a analizar cuál es el objeto. Para 
fijar el objeto de la investigación es preciso hacer re- 
ferencia a los hechos que se van a investigar y a sus 
fundamentos. Esta instancia se denomina audiencia 
de saneamiento y, como comprenderán los integran- 
tes de la Bancada del oficialismo y del Partido Na- 
cional, nuestra preocupación es que no quede nada 
fuera del objeto de la investigación. Si se vota una 
Comisión Investigadora pero quedan fuera del objeto 
de la misma los hechos que pensamos que deben ser 
investigados, esa Comisión quedaría sin el objeto que 
entendemos debe tener. 


Considero que es un buen elemento a seguir en 
la práctica judicial y, en especial, en la posición de 
los magistrados, porque cuando se plantean discre- 
pancias entre el actor y el demandado sobre el objeto 
del proceso, estos, en su casi totalidad, establecen un 
objeto de proceso bien amplio para que nada quede 
por fuera. Se procede de esta forma, conscientes de 
que cuando llegue el momento de la conclusión, lo 
que ha quedado fuera de la etapa procesal probatoria 
no se considerará. Con total respeto debemos decir 
que sentimos que la propuesta que realizó el Senador 
Pasquet, denunciante, y el informe en mayoría de la 
Comisión, presentado por el señor Senador Agazzi y 
la señora Senadora Xavier, no coinciden. Claramente, 
en los puntos 9 y 10 de su presentación, el señor Se- 
nador Pasquet señala que pide esta Comisión para co- 
nocer qué asesoramiento recabaron los Legisladores; 
si existió el engaño denunciado por la ex Senadora 
Percovich; si el estudio del doctor Gonzalo Fernández 
-quien en su momento fuera Secretario de la Pre- 
sidencia y después Ministro de Defensa Nacional y 
de Relaciones Exteriores- patrocinaba a alguno de los 
procesados y, de ser cierto lo anterior, si el Estudio Ju- 
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rídico del doctor Gonzalo Fernández o cualquiera de 
sus integrantes solicitó la clausura del proceso. Asi- 
mismo, el señor Senador Pasquet también quería co- 
nocer los efectos jurídicos de la resolución N* 433 del 
Tribunal de Apelaciones en lo Penal de Tercer Turno. 
Por su parte, el informe presentado por el Senador 
Agazzi y la Senadora Xavier no hace lugar a estas 
cuestiones y es claro al decir que propone la instala- 
ción de una Comisión Investigadora, cuyos miembros 
se definirán, con el objeto de esclarecer si la Cámara 
de Senadores sancionó la Ley N* 18.411 con la fina- 
lidad de beneficiar a particulares y, en tal caso, si de 
algún modo se utilizaron mecanismos engañosos con 
tal objeto. Podemos decir que se circunscribe exclusi- 
vamente a la actividad de la Cámara de Senadores y 
a la sanción de la Ley. Entendemos que ese no fue el 
petitorio y creemos, además, que existen argumentos 
suficientes. 


Dados los hechos que acontecieron antes y los 
ocurridos después de la comparecencia del doctor 
Gonzalo Fernández en el Senado y al solo efecto de 
justificar la inclusión del objeto de la Comisión Inves- 
tigadora -no prejuzgando- , es que podemos hacer re- 
ferencia a una cantidad de sucesos que nos merecen 
dudas y que creo que ameritan que este Cuerpo no 
limite el alcance de la referida Comisión, como en- 
tiendo que propone el informe de los Senadores Aga- 
zzi y Xavier, pero no el del Senador Moreira. ¿Por qué 
decimos esto? Porque pueden existir otros casos simi- 
lares. Entonces, ¿por qué limitarlos solo a esta Ley? 
Si ha sucedido una vez, ¿no habrá podido ocurrir en 
otras oportunidades? Hay un pedido de informes del 
señor Legislador Gandini sobre la doble función del 
doctor Gonzalo Fernández, como Secretario de la 
Presidencia primero y como Ministro después, defen- 
diendo a particulares en juicios contra el Estado. Hay 
un informe pedido; además, existe la confirmación y 
tengo una larga lista de juicios en ese sentido. Como 
ya dije, si sucedió una vez, ¿no habrá ocurrido en 
otras oportunidades? ¿Debemos mirar para otro lado? 
¿No debemos preguntarnos al respecto? 


Cuando los Senadores ingresamos a este recinto 
por primera vez se nos pregunta si prometemos por 
nuestro honor desempeñar debidamente el cargo de 
Senador y obrar en todo conforme a la Constitución 
de la República, y lo prometemos; y esa promesa la 
realizó el doctor Gonzalo Fernández. Es lógico que el 
hecho de que el doctor Gonzalo Fernández no haya 
dicho que defendía a uno de los favorecidos por la de- 
rogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230 nos pueda 
llevar a dudas. Es más: su pareja e integrante de su 
estudio jurídico, la doctora Salom, solicitó la clausu- 
ra, luego dijo que no lo había hecho, después mani- 
festó que sí la había solicitado pero fuera de plazo, y 
finalmente aclaró que la había solicitado pero fuera 
de plazo y que no estaba de acuerdo con el fallo del 
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Tribunal de Apelaciones haciendo lugar a su petito- 
rio. Esto es algo que pocas veces he visto en mi vida 
en cuanto a la defensa de una persona: una abogada 
presenta un escrito fuera de plazo porque entiende 
que su cliente no tiene razón, y cuando el Tribunal 
de Apelaciones falla a su favor manifiesta que no está 
de acuerdo, en contra de su propio cliente. Insisto: 
nunca lo vi. Si fuese su cliente y como abogada me 
dijera que el Tribunal falló a mi favor pero que espera 
que la Suprema Corte de Justicia revoque la decisión 
y me condene, sus explicaciones ameritarían dudas, 
no me resultarían creíbles y, por lo tanto, darían lugar 
a un proceso de investigación. 


Pero eso no es todo. Esta persona asesoraba a una 
Bancada del Parlamento mediante un pase en comi- 
sión que pagaba el Estado uruguayo en base a una 
ley que sería bueno analizar cómo se aprobó y cuál 
fue el asesoramiento que sobre ella se dio, ya que no 
permitía a quienes ocupaban un cargo en la Fiscalía 
pasar en comisión. 


Entonces, ¿vamos a limitarnos exclusivamente a 
esa ley? 


Además, distinguidos señores Legisladores han di- 
cho públicamente que el doctor Gonzalo Fernández 
no percibió ningún honorario por esto. ¿No sería bue- 
no investigar si es cierto? Lo pregunto porque cuando 
compareció en este recinto no se nombró ninguno de 
estos elementos, y yo escuché y creí todo lo que aquí 
se dijo. 


Voy a mencionar un último punto que me parece 
importante que el Senado conozca. Cuando el doctor 
Gonzalo Fernández concurrió a este recinto manifes- 
tó jocosamente que se había derogado el artículo 76 
de la Ley N* 2.230 y no el 77, lo que era una incon- 
gruencia, por lo cual este también debía ser derogado. 
Como pensé que era correcto enmendar ese error le- 
gislativo -esa es una de nuestras tareas- , me dediqué 
a investigar, y en la biblioteca del Palacio Legislativo 
encontré un libro de la editorial Amalio Fernández 
sobre el Derecho Penal de la Sociedad Anónima y los 
delitos de la Ley N* 2.230, en el que se señala que 
el artículo 77 de la mencionada ley fue derogado por 
el Código Penal de 1934; el autor de ese libro es el 
doctor Gonzalo Fernández, quien nos dijo que debía- 
mos derogar una norma que ya había sido derogada. 
Ese trabajo -que en realidad es un libro sobre la Ley 
N* 2.230- fue presentado el 22 de abril de 1983 ante 
el Tribunal de la Facultad de Derecho y Ciencias So- 
ciales -integrado en ese momento por los doctores 
Fernando Bayardo Bengoa, Milton Cairoli y el Coronel 
Sergio Darío Corgatelli- como monografía del doctor 
Gonzalo Fernández, siendo aspirante a profesor. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
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SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: como 
Partido Nacional creemos que hoy se va a dar un paso 
muy importante en lo que se refiere a este tema, con 
la conformación de una Comisión Investigadora. Lo 
quiero poner expresamente de manifiesto porque en 
algún momento, después de la Sesión en la que el 
señor Senador Abreu solicitó que se tratara una cues- 
tión de fueros porque se sintió afectado por noticias 
de diversa índole que habían circulado respecto al 
tema, a través de la prensa llegamos a tener infor- 
mación de que podía existir la posibilidad de que el 
Frente Amplio no acompañara la creación de una Co- 
misión de estas características. Incluso, manifestaron 
que era suficiente con la que se promovía dentro de la 
propia fuerza política, lo que descartaba -sobre todo 
a la luz de la visita del propio señor Presidente de la 
República al doctor Gonzalo Fernández- la creación 
de una Comisión Investigadora. Sin embargo, en la 
Sesión de hoy el Senado de la República, probable- 
mente por unanimidad, votará la conformación de la 
Comisión Investigadora. Sinceramente, creemos que 
es un paso muy positivo e importante, que tiene el 
propósito lógico de esclarecer los hechos que deter- 
minaron la situación que se está viviendo respecto 
de esta circunstancia, pero que también persigue el 
fin de ilustrar, informar, dar noticias y rendir cuentas 
ante la ciudadanía acerca de cómo se dieron los acon- 
tecimientos para llegar adonde estamos. 


En este sentido, no corresponde otra cosa más que 
celebrar que logremos, una vez más con la participa- 
ción de todos los partidos políticos, un acuerdo que 
nos lleve a una decisión como la que vamos a adoptar. 


En el día de ayer, por enésima vez reunimos a la 
Bancada de Senadores del Partido Nacional para to- 
mar posición respecto a la Sesión que se iba a reali- 
zar hoy. En esa oportunidad, después de que el señor 
Senador Abreu nos expresara que no solamente tenía 
opinión favorable a la conformación de la Comisión 
Investigadora sino que él iba a plantear la posibilidad 
de ser recibido, para comparecer ante ella y dar el in- 
forme que entendiera pertinente, todos los integran- 
tes de la Bancada de Senadores del Partido Nacional 
no solo decidimos apoyar la creación de la Comisión 
Investigadora, sino también intentar, a través de las 
negociaciones que pudiera llevar adelante el señor 
Senador Moreira - que fue quien nos representó en 
la Comisión Preinvestigadora- , que aquella tuviera 
un objeto de estudio lo más amplio posible, no solo 
enfocando el tema en su justo término, sino también 
en las posibilidades de acción que permitieran llegar 
a ese objetivo. Aquí se agrega un elemento -que creo 
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que a nadie pasa inadvertido- , que refiere a que este 
tema no se limita exclusivamente a lo que se pue- 
da haber realizado exclusivamente dentro del ámbito 
parlamentario, porque en la sanción de una ley inter- 
vienen el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo - que 
tiene que promulgarla, porque de lo contrario no se 
convierte en ley- y puede intervenir el Poder Judicial, 
que no solamente tiene iniciativa en temas de estas 
características sino que está de por sí autorizado, a 
través de la propia Constitución de la República, a 
comparecer ante las comisiones del Parlamento para 
expresar su opinión en temas que lo comprenden. 


Entonces, es inimaginable una Comisión Investi- 
gadora a la que se le retacean posibilidades de acción 
a través de la definición del objeto, de tal manera que 
luego no se pueda llegar a una conclusión que aclare 
la situación que merece ser aclarada. Digo esto por- 
que se ha generado una suerte de alarma a nivel de 
la opinión pública con lo que ha sucedido. Creo que 
en el Uruguay hay un antes y un después de la crisis 
del 2001. No es la primera vez que lo digo y lo hago 
con mucho sentimiento, precisamente porque en esa 
Legislatura me tocó debutar y hacer mis primeras ar- 
mas en el Parlamento y sentí la carga de la responsa- 
bilidad en aquellas dos jornadas de fin de semana en 
las que nos tuvimos que encerrar en esta Casa para 
poder dar a luz un conjunto de normas que tuvieran 
vigencia a partir del lunes, en que quedaba sin efecto, 
o se levantaba, el feriado bancario que el Poder Eje- 
cutivo se había visto obligado a decretar a efectos de 
buscar una salida a un país que tenía enormes difi- 
cultades. Estos hechos están directamente asociados 
con aquella crisis del año 2001, que golpeó económi- 
camente, pero también desde el punto de vista social, 
a nuestra gente, que sufrió como consecuencia de 
ello, que se sintió estafada y que ahora reacciona con 
sorpresa y a veces con indignación porque -con razón 
o sin ella- se siente defraudada, para usar el califica- 
tivo más suave. 


La gente mira la realidad política nacional y se 
pregunta, con toda razón, cómo es posible que haya 
sucedido esto en una Administración en la que el 
Frente Amplio tiene mayoría absoluta en el Parlamen- 
to, es decir, una mayoría tal que solamente se pueden 
aprobar leyes que esa mayoría quiere que se aprue- 
ben, colocando a la oposición en la situación que vivió 
tanto en la Legislatura pasada como en la presente, 
en la que no puede aprobar ni derogar una ley, como 
tampoco impedir una cosa ni la otra. Lógicamente, 
la gente no termina de comprender que una ley de 
estas características, que genera tanta polémica, se 
haya aprobado en una Sesión en la que, además de 
existir esa mayoría, el Presidente del Cuerpo era el 
actual Presidente Mujica y el señor Senador Astori 
estaba integrando el Senado porque ya había renun- 
ciado al Ministerio de Economía y Finanzas. En esa 
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Sesión, además, estábamos los Legisladores del Parti- 
do Nacional - buena parte de los que hoy integramos 
la Bancada- y los Senadores del Partido Colorado, re- 
presentados, entre otros, por el señor Senador Alfie 
-que fue firmante o mocionante del proyecto de ley- y 
por el señor Senador Sanguinetti, que era nada más 
ni nada menos que el Secretario General del Partido 
Colorado - el mismo cargo que hoy ocupa el señor Se- 
nador Bordaberry- , es decir, el representante de todo 
su partido. Se me dice que no todos entraron a Sala 
en aquel momento, pero lo cierto es que integraban 
el Senado y si entraron o no a Sala es un problema 
de ellos y tendrán sus razones. Reitero que tanto el 
señor Senador Sanguinetti como los señores Sena- 
dores Alfie y Amaro integraban el Senado en aquella 
oportunidad. Con esto no estoy dando ninguna res- 
ponsabilidad adicional. ¿Había o no un Senado de la 
República integrado por el Frente Amplio en mayoría, 
y por el Partido Colorado y el Partido Nacional? Sí, lo 
había, como lo hay hoy. 


Para tranquilidad del señor Senador Viera, que me 
está pidiendo una interrupción, voy a decir que se la 
voy a dar con mucho gusto, pero antes quiero expre- 
sar lo siguiente. 


Cuando la gente se entera de que esta ley contó 
con el voto de todos los partidos, en ambas Cáma- 
ras -con la representación que tenían los partidos en 
aquel entonces y con las mayorías como estaban de- 
terminadas- , lógicamente, se sorprende y se pregun- 
ta cómo es posible que se llegue a una situación de 
estas características. 


Por ello, desde el primer momento me pareció 
muy acertada la iniciativa del señor Senador Pas- 
quet pidiendo la conformación de una Comisión 
Investigadora. Siempre creímos que era importante 
tratar de llegar a un entendimiento para que prospe- 
rara esa iniciativa. No conocemos la motivación por 
la que el señor Senador presentó la iniciativa, pero 
es mi deber pensar -y lo merece la persona del señor 
Senador Pasquet- que lo hace en el ejercicio de su 
más seria responsabilidad, porque él entiende que, 
efectivamente, algo tenemos que hacer para aclarar 
este tema. 


Me animaría a decir algo más, porque no creo que 
a la gente le alcance con la aclaración. Quizás tenga 
razón el señor Senador Larrañaga cuando dice que 
algo deberíamos hacer para solucionar este tema y no 
solo para aclararlo, e impulsa un proyecto de ley - que 
ayer puso a consideración de la Bancada de Senado- 
res del Partido Nacional- por el que se soluciona el 
tema de fondo. Creo que esa iniciativa merece toda 
nuestra consideración y nuestro estudio, así como la 
dedicación que vamos a brindar a la Comisión Inves- 
tigadora. Quizás el proyecto de ley transformado en 
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ley pueda ir más allá de los resultados que se puedan 
lograr con la Comisión Investigadora. Le he dado una 
primera lectura y sé que esa es su intención, aunque 
me falta análisis, como nos va a faltar a todos. Cuan- 
do se le dé ingreso en el Parlamento, tendremos opor- 
tunidad de estudiarlo. La formación de una Comisión 
Investigadora es muy importante para nosotros, al 
punto que el señor Senador Larrañaga da un paso 
más adelante aún y dice: “Quizás haya un camino a 
través del cual podamos llegar a ese resultado”. 


SEÑOR VIERA.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Senador? 


SEÑOR GALLINAL.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Viera. 


SEÑOR VIERA.- Señor Presidente: simplemente, 
quiero dejar constancia -para que la versión taquigrá- 
fica refleje fielmente la realidad de los hechos, sobre 
todo porque se mencionan nombres de personas que 
no están aquí presentes- que el ex Senador y ex Pre- 
sidente de la República, doctor Julio María Sangui- 
netti, no estaba en el tema ni en Sala. Además, voy 
a aclarar que se está investigando el hecho que salió 
a tambor batiente, que no es la Ley de Declaración 
Judicial de Concurso y Reorganización Empresarial. 
El proyecto de ley por el que se derogó el artículo 76 
fue aprobado rápidamente y sin pasar por la instancia 
de estudio a nivel de Comisión. 


No me parece conveniente que, en momentos en 
que nos disponemos a centrar el tema en una investi- 
gación a través de una comisión, estemos mencionan- 
do, aunque sea colateralmente, a Legisladores que ya 
no integran este Parlamento. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: es del 
caso puntualizar que describimos muy claramente 
la situación. Pedimos al señor Senador Viera que se 
ponga en lugar de ciudadanos que no hacen un se- 
guimiento de la actividad parlamentaria -lamentable- 
mente, son la enorme mayoría- y se enteran de que se 
cierra una causa de esta naturaleza, aparentemente 
como consecuencia de la aprobación de un proyecto 
de ley en el Senado de la República, con la composi- 
ción por todos conocida, y entonces empiezan a ob- 
servar los hechos con mayor detenimiento y a quié- 
nes lo integraban. No creo que se haga un buen favor 
al doctor Sanguinetti si se dice que no estaba en el 
tema, porque los Legisladores tienen que participar 
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de todos los asuntos del Parlamento. No hay excusas 
porque se apruebe un proyecto de ley sobre un tema 
en el que los Legisladores no somos especialistas, 
porque para ello existen los asesoramientos. Además, 
todos tenemos la responsabilidad de la votación de 
los asuntos. 


Lo cierto es que vivimos esa situación. Obvia- 
mente, como consecuencia de esos hechos, una vez 
más -porque no es nuevo en la vida de nuestra socie- 
dad- el Parlamento queda en tela de juicio. Quizás, 
esbozando una defensa, podríamos decir que es más 
fácil criticar que elogiar. Con respecto al Parlamen- 
to, muchas veces se sucede ese tipo de situaciones. 
También es un dato de la realidad -lo dijo el señor 
Senador Pasquet en su exposición- que, a nivel de la 
gente, hay una opinión muy crítica respecto de todos 
estos hechos, por lo que debe prosperar la Comisión 
Investigadora. 


También quiero señalar que, más allá de la de- 
cisión que hoy tome el Senado, el núcleo principal 
de este tema está en la formación de una Comisión 
Investigadora. Lamentablemente, escapa a la volun- 
tad del señor Senador Pasquet y de los integrantes de 
la Bancada del Partido Nacional si la moción es más 
amplia o restrictiva, porque el Frente Amplio tiene su 
propia mayoría. El señor Senador Moreira -que hace 
un momento estuvo conversando con Senadores del 
Frente Amplio y con integrantes de la Bancada del 
Partido Colorado- nos ha dicho que estaría prospe- 
rando una moción, que incluso estaría firmada, se- 
guramente redactada con la participación de más de 
un Senador, en la que se establecería la creación de 
una Comisión Investigadora con el objeto de indagar 
la actividad de la Cámara de Senadores en el trata- 
miento de la Ley N* 18.411, incluyendo todos los as- 
pectos vinculados a su discusión, aprobación y puesta 
en vigencia. Nos parece que es imposible hablar de 
una mayor amplitud. 


Agregamos algo que conversamos ayer a nivel de 
Bancada: si la voluntad de la mayoría fuera la de aco- 
tar, pero en el transcurso del trabajo de la Comisión 
Investigadora comenzaran a aparecer testimonios 
que denunciaran o pusieran de manifiesto hechos 
que no conocíamos en toda su magnitud -a raíz de la 
concurrencia del doctor Gonzalo Fernández, del ex 
Diputado Lorenzo, de la ex Senadora Percovich, de 
un testigo o del testimonio de alguna otra persona- , 
por la sola fuerza de las circunstancias y de los he- 
chos esta tendrá que seguir avanzando en su escla- 
recimiento. En ese sentido estamos muy tranquilos, 
más allá de los términos de la resolución, aunque fe- 
lizmente es la que estábamos buscando. La gestión 
del señor Senador Moreira en ese tema ha sido muy 
buena. Creemos que el solo hecho de la conforma- 
ción de la Comisión Investigadora abre una puerta 
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muy importante y necesaria para seguir avanzando 
en definiciones sobre este tema. Consideramos que 
el señor Senador Pasquet tiene todo el derecho de 
prejuzgar o de adelantar opiniones, pero entendemos 
que no es lo más conveniente, porque todavía no co- 
nocemos absolutamente todas las circunstancias, bá- 
sicamente aquellas ajenas al trabajo que se desarrolla 
a nivel del Parlamento. 


No solo nos llama la atención lo que fue el proceso 
parlamentario -tenemos el propósito de estudiarlo-, 
sino también lo que ocurrió después de aprobado el 
proyecto de ley, pues transcurrió un buen tiempo an- 
tes de su aplicación. En todo ese transcurso, ni antes 
ni después, escuchamos alguna apreciación o anun- 
cio del foro jurídico que nos alertara o advirtiera de 
esos hechos. 


Creemos que se debe cuidar mucho la indepen- 
dencia del Poder Judicial. Eso se debe tener presente 
durante el trabajo de la Comisión Investigadora, no 
sea cosa que, como consecuencia de todas estas dis- 
cusiones, la Suprema Corte de Justicia se sienta pre- 
sionada por lo actuado en el Parlamento. Sin embar- 
go, tenemos todo el derecho de discrepar con algunas 
de sus resoluciones, como por ejemplo la que termina 
de adoptar el Tribunal de Apelaciones. 


Después de esa instancia de decisión y de hechos 
que ocurrieron en el Senado, aparecieron nuevos ele- 
mentos en función de los cuales entendemos que co- 
rresponde proceder a la formación de una Comisión 
Investigadora. No es con la intención de llevar tran- 
quilidad al Partido Colorado ni al señor Senador Pas- 
quet, pero aclaramos que en nuestro ánimo está bus- 
car, por todos los caminos posibles, el esclarecimiento 
de esas circunstancias. Aparentemente, los Senado- 
res de mi partido me propondrían para que, junto 
con el señor Senador Moreira, integremos esa Comi- 
sión Investigadora, responsabilidad que por supuesto 
asumiremos como todos los deberes que competen a 
nuestra calidad de Legisladores, si bien no sabemos 
hasta qué punto no nos comprenden las generales de 
la ley, porque integramos aquella Legislatura. 


Más allá de esto, quiero aclarar que en su momento 
tuve un fuerte cruce con el doctor Gonzalo Fernán- 
dez, en el que le reproché públicamente que aceptara 
-como se sostenía en aquel tiempo- la defensa del caso. 
Luego recibí una llamada suya para reprocharme mis 
expresiones, para manifestarme que no eran correctas 
y para señalarme, además, que había intervenido en 
la defensa de Wilson Ferreira Aldunate cuando estu- 
vo preso en 1984. Dadas las circunstancias, tenía que 
aceptar sus palabras, puesto que lo hacía expresamen- 
te para decirme cuál era su situación. 


Entonces, señor Presidente, ivaya si tenemos ele- 
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mentos para estudiar el tema con la mayor seriedad 
posible, con la mejor dedicación y con la sanísima 
intención de llegar hasta las últimas consecuencias! 
Ahora bien, no perdamos de vista la otra alternativa, 
el otro camino al que se ha hecho referencia y que ha 
sido propuesto por el señor Senador Larrañaga, pues 
lo consideramos un instrumento del que el Parlamen- 
to no puede prescindir. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Solari. 


SEÑOR SOLARI.- Señor Presidente: quiero des- 
tacar tres actitudes que me parecen dignas de resal- 
tar. La primera de ellas tiene que ver con la valentía 
del señor Senador Pasquet al solicitar la conforma- 
ción de una Comisión Investigadora para analizar un 
tema que causa alarma pública. Considero que eso 
le hace bien al Parlamento y habla bien de él como 
Legislador responsable, puesto que lo hace en forma 
muy constructiva. La segunda está relacionada con 
el estado de ánimo y de cooperación expresado por 
el señor Senador Abreu cuando dice: “Yo quiero ser 
el primero en ser indagado y me pongo a disposición 
para aclarar todo lo que deba ser aclarado”. Por últi- 
mo, quiero también destacar el espíritu de compro- 
miso por parte de la Bancada del partido de Gobierno 
respecto a la transparencia, que no siempre lo tuvo, 
porque en la Junta Departamental de Montevideo se 
bloquearon una cantidad de pedidos de investigación. 
Gracias a Dios, aquí el espíritu ha sido de amplitud y 
estamos en ese ánimo. 


Cuando hablamos del marco de referencia de esta 
Comisión Investigadora, en el fondo estamos aludien- 
do a la transparencia de la acción política en todas 
sus manifestaciones, no solo a nivel del Parlamento, 
sino también de otros actores. 


Es notorio que en un clima de entendimiento, en 
un clima constructivo entre el Gobierno y la oposi- 
ción, promovido por el señor Presidente de la Re- 
pública, han transcurrido seis meses de esta Admi- 
nistración con logros positivos en ese sentido. Ahora 
bien, aquí se nos plantea la posibilidad de un logro 
adicional relacionado con la transparencia y el decirle 
a la opinión pública, con total claridad, cómo actua- 
mos y por qué lo hacemos de determinada manera, 
cosa que no sucedió en este triste episodio hasta el 
momento. Entonces, si no lo investigamos con total 
libertad, corremos el riesgo de generar más confusión 
y por lo tanto más daño del que estamos tratando de 
corregir. 


A continuación, quisiera hacer una brevísima re- 
ferencia al fondo del tema. 
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El doctor Gonzalo Fernández, sentado en esta Sala 
como miembro del Senado de la República, reconoció 
haber participado en la formulación del proyecto de 
ley en cuestión mediante sugerencias, advertencias 
y recomendaciones. Esto no lo dijo la oposición, sino 
que lo planteó él. Es más, lo hizo con un espíritu que 
debe ser propio de los catedráticos Grado 5 de Facul- 
tad, que quien habla no tuvo el privilegio de ser. Al 
final de su intervención manifestó lo siguiente: “Si 
el señor Senador Abreu dice que lo que hice fue for- 
mularle una sugerencia sobre incongruencias norma- 
tivas, digo que eso sí es verdad y que al día de hoy la 
incongruencia persiste” -esta es una especie de reco- 
mendación para la barra, para los que estamos aquí- 
“por lo que, si pueden, deroguen el artículo 77” que, 
de acuerdo con lo que hemos visto, está derogado. Lo 
importante es que reconoció su participación. Ade- 
más, aduce que el haber formulado esa sugerencia 
fue consecuencia de una motivación altruista: evitar 
incongruencias jurídicas, esto es, que dos normas 
distintas refieran al mismo delito. En lo personal le 
creo; es un profesor universitario que está preocu- 
pado por la efectividad del cuerpo jurídico. No tengo 
por qué no creerle. Sin embargo, omitió decir -y eso 
es enormemente preocupante- que además de ese 
motivo altruista tenía uno personal, profesional, de 
su Estudio, de su condición de abogado en una causa 
que él patrocinó, que sigue defendiendo su pareja y 
de la cual se beneficiaron sus clientes. 


Permítaseme prejuzgar - no sé si es el término co- 
rrecto porque soy Legislador y no jurista- u opinar 
que cuando se dice una cosa y no se dice la otra - que 
es el interés personal que uno efectivamente tiene, 
como él reconoce tenerlo- , no se está diciendo toda 
la verdad y por lo tanto no se está actuando de acuer- 
do con la promesa que se formuló frente a este Cuer- 
po. En caso de que ambos intereses existieran, no im- 
porta saber cuál de ellos primó en su cabeza o en su 
espíritu; lo que sí interesa es que a los efectos de la 
transparencia y de la credibilidad por parte de la opi- 
nión pública debe quedar bien claro que acá no hay 
gato encerrado, que hay un interés que tiene que ser 
puesto de manifiesto. A mi juicio, el doctor Gonzalo 
Fernández tendría que haber dicho: “Como Grado 5 
digo tal cosa, pero además advierto que eso beneficia 
a mis clientes”. Eso es lo que se espera de un Legisla- 
dor, de un político que actúa con total transparencia 
y responsabilidad. 


Por lo expuesto, creo que el marco de referencia 
de esta Comisión Investigadora tiene que ser el más 
amplio posible e incluir una dimensión ética de la po- 
lítica, independientemente de la redacción -que me 
parece es mucho más feliz que la que tenía el informe 
en mayoría-, a la que habría que adicionarle, no en la 
letra pero sí en el espíritu, un elemento propositivo 
de cómo evitar en el futuro situaciones de este tipo. 
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En la política podemos actuar en función de nues- 
tro conocimiento y se espera que lo hagamos de esa 
manera; pero también se espera que lo hagamos 
en función de una transparencia total, teniendo en 
cuenta nuestras motivaciones. En este caso, esta 
transparencia no existió; esto es lo que le quita credi- 
bilidad a la política y a los políticos. 


Señor Presidente: en 1961, a tan solo dos años de 
haber cambiado el Gobierno de la República, comen- 
cé mi acción gremial en el Instituto Alfredo Vázquez 
Acevedo. En ese momento casi nadie pensaba que 
pudiera haber un golpe de Estado en el país, como 
ocurría prácticamente todos los años en la Repúbli- 
ca Argentina y en muchos otros países de América 
Latina. Doce años después, esa convicción se había 
derrumbado totalmente. Por eso creo que es muy im- 
portante la transparencia y el ámbito de referencia 
de esta Comisión, para que se traten de buscar no 
solo responsabilidades sino también formas de evi- 
tar que estas situaciones se repitan en el futuro. Es 
fundamental que quienes no vivieron aquella época y 
hoy tienen la plena convicción de que la democracia 
uruguaya es indestructible sepan que esa fortaleza se 
construye día a día, sobre la base de la transparencia 
total de las acciones de los que participamos de esta 
actividad, con vocación de servicio a la sociedad y no 
con vocación de servicio a sí mismos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: voy a realizar 
algunas breves consideraciones sobre el tema. 


Ante todo quiero aclarar que yo no integraba este 
Poder del Estado en el momento en que se votó esta 
ley, porque había renunciado al Senado para ocupar 
un cargo en la Oficina de Planeamiento y Presupues- 
to. Si hubiera estado aquí en aquel momento, proba- 
blemente habría hecho lo mismo que hizo el Parla- 
mento en esa circunstancia. No lo digo para que se 
interprete de otra manera, pero es un hecho que no 
estaba aquí y por lo tanto, desde ese punto de vista 
me siento con mucha libertad y con la mayor tran- 
quilidad. 


Comparto plenamente la postura que ha asumi- 
do nuestra Bancada y la decisión que va a tomar en 
el día de hoy el Senado, porque nosotros queremos 
investigar, no queremos que nada quede oculto. Me 
parece que el Senado y en general el Parlamento han 
sufrido un daño profundo ante la opinión pública en 
la medida en que existe una especie de sombra. Quie- 
nes nos dedicamos a la actividad política porque tene- 
mos una vocación profunda y hemos dejado muchas 
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cosas por el camino para poder hacerlo, no estamos 
dispuestos a que quede la impresión de que estamos 
mirando para el costado. Entonces, me parece muy 
bien el planteo del señor Senador Pasquet en el sen- 
tido de que se integre una Comisión Investigadora 
y vamos a investigar hasta donde haya que investi- 
gar, pero todos los que hemos trabajado en este tipo 
de Comisiones en otras oportunidades sabemos que 
tienen límites. Hay un objeto central, porque de lo 
contrario la investigación termina sobre el mundo y 
sus alrededores y ello puede dar lugar a un carnaval 
político. Sin embargo, el hecho de que tenga un ob- 
jeto central no significa que tenga límites; tiene los 
que le impone la ley que, lamentablemente, en su 
momento no se sancionó como originalmente la había 
aprobado el Parlamento, que le daba más facultades. 
De todos modos tiene grandes chances de investigar. 
Junto con otros parlamentarios hemos integrado va- 
rias Comisiones Investigadoras y sabemos que esto es 
así. Incluso, el señor Senador Fernández Huidobro y 
quien habla tenemos ganas de escribir el apéndice de 
la última Comisión Investigadora, relativa a los he- 
chos que comenzaron en 1998 con las inversiones de 
ANCAP en Argentina y que aun no han terminado. 
Todos los antecedentes están en el Poder Judicial. El 
negocio era tan ruinoso que no hemos podido salir de 
él aun hoy, en el año 2010, y son incontables las de- 
cenas y centenares de millones de dólares que hemos 
perdido. 


Sabemos que las Comisiones Investigadoras - que 
también se han constituido en el caso del Puerto y en 
otras circunstancias- tienen amplias facultades para 
poder convocar y esclarecer, pero son al mismo tiem- 
po instancias muy delicadas, que llaman grandemen- 
te a la responsabilidad a quienes las integran, porque 
los trascendidos, si se dan, vician su legitimidad y en 
última instancia las pervierten y las convierten en un 
asunto de jugueteo político. Creo que en este caso eso 
no va a suceder, por la dignidad de este Cuerpo. 


Por otra parte, en este tema hay paradojas muy 
llamativas. Tenemos una alarma pública y un cues- 
tionamiento fuerte por la derogación de un artículo 
que varios penalistas de nota de este país consideran 
que ya estaba derogado. Se hizo referencia a las ma- 
nifestaciones que el doctor Gonzalo Fernández -que 
fue quien escribió ese libro tan citado, según me han 
informado, en el expediente Peirano- realizó en Sala 
sobre el artículo 77, pero en realidad el doctor Lan- 
gón dice que a su juicio la Ley N* 2.230 está en opo- 
sición con el Código Penal y por lo tanto ha quedado 
derogada, incluido su artículo 76, no solo por no des- 
cribir el tipo penal de que se trata -falta el precepto 
o su amplitud la hace inconstitucional por violación 
del principio de legalidad- , sino también por estable- 
cer un régimen de penas incompatible con el del año 
1933, que a su vez ha sufrido numerosas modificacio- 
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nes. De manera que tenemos un escándalo en rela- 
ción con un artículo que, según algunos penalistas, ya 
estaba derogado. Entonces, estamos ante un asunto 
paradójico o complejo, pero que exige que este Sena- 
do lo afronte, como lo va a hacer por unanimidad y 
con valentía. 


Si hay que convocar, hay que convocar, y serán 
convocados los Senadores que participaron en esa 
instancia, estuvieran o no en Sala, así como otras per- 
sonas. Evidentemente la Comisión no puede obligar, 
pero puede convocar a particulares. Ha habido casos 
de particulares que se han negado a concurrir a Co- 
misiones Investigadoras y no se los pudo llevar por la 
fuerza. Pero pueden ser convocados y no queda bien 
que si una Comisión Investigadora del Senado con- 
voca a alguien para esclarecer un punto, se niegue 
a concurrir. De manera que aquí hay total libertad 
para poder trabajar y no debemos prejuzgar. Podemos 
fundamentar, pero no debemos prejuzgar resultados 
hasta que se haga la indagación, que puede terminar, 
no solamente extrayendo conclusiones, sino también 
haciendo recomendaciones sobre legislación para el 
país. Probablemente haya que legislar sobre incom- 
patibilidades entre el ejercicio de las responsabilida- 
des públicas y privadas, pero sin cola de paja y sin 
limitaciones. Por ejemplo, si es conveniente legislar 
sobre incompatibilidades, me gustaría discutir sobre 
salarios, porque aquí cada vez que se habla de plata 
hay cola de paja. Me gustaría saber por qué un parla- 
mentario que de pronto fue elegido por dos mil votos 
gana el doble que un miembro del Poder Ejecutivo. Es 
así; lo puedo decir por experiencia. También habría 
que discutir si las incompatibilidades que tenemos 
son suficientes. 


Siempre estamos legislando y sabemos que mu- 
chos de nosotros podemos tener intereses en el sector 
privado; a veces no alcanza con decir que no se quie- 
re intervenir en tal o cual cosa, como ha sucedido 
en numerosas oportunidades con miembros de este 
Senado. Algunos Senadores expresan que se sienten 
inhibidos de intervenir y la Cámara los puede auto- 
rizar o no, precisamente porque el problema puede 
ser más genérico. Se trata de temas muy delicados, 
sobre los que vale la pena discutir sin tener cola de 
paja - por decirlo de alguna manera- y abiertamente. 
Me refiero, por ejemplo, al régimen de incompatibi- 
lidades. Tal vez la Comisión Investigadora llegue a 
otras conclusiones o recomiende algo en materia de 
legislación que sea sano para la transparencia y el for- 
talecimiento del sistema institucional y democrático 
del país. Quizás tengan que efectuarse convocatorias 
mucho más amplias que las que originalmente se han 
planteado. 


En virtud de que soy un maniático de las crono- 
logías por haber sido profesor de historia durante 
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muchos años, me gustaría saber -aclaro que aunque 
algún miembro de nuestra Bancada lo ha propuesto, 
por otras razones no voy a integrar la Comisión In- 
vestigadora- por qué en agosto de 2006 llega al Poder 
Ejecutivo un proyecto de ley que incluye la deroga- 
ción del artículo 76. Me pregunto por recomendación 
de qué estudio jurídico o asesoramiento llegó la pro- 
puesta de derogación del artículo 76 en agosto de ese 
año. En esa oportunidad el doctor Gonzalo Fernández 
se opuso, aun cuando su Estudio no era defensor del 
contador Ratti, tarea que asumió en diciembre. Esta 
derogación automáticamente hubiera implicado, no 
el fin de la causa sino la liberación de los señores Pei- 
rano que en ese momento estaban detenidos y fueron 
liberados en mayo del año siguiente. Me gustaría sa- 
ber acerca de ese punto y varias cosas más. 


Creo que las Comisiones Investigadoras tienen to- 
das las facultades del caso y una autoridad ganada; 
los miembros que van a ser designados para integrarla 
también tienen autoridad ganada. Aquí no hay nada 
para ocultar de parte de este Cuerpo. Si nos equivo- 
camos o no, luego se harán los reconocimientos que 
correspondan de acuerdo con las conclusiones que 
se extraigan, pero en lo personal no voy a adelan- 
tarme porque no quiero prejuzgar. Tampoco quiero 
pasar factura en relación con el pasado, porque me 
parece que sería de mal gusto hacerlo y porque ese 
no es ni debería ser el objeto de nuestra discusión. 
Aquí estamos frente a un principio democrático y de 
transparencia al que no renuncia este Parlamento, 
esta Bancada, ni ninguna otra. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor Senador? 


SEÑOR RUBIO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señor Presidente: sim- 
plemente quisiera hacer una apreciación. El señor 
Senador aludió a la derogación a la que yo hice refe- 
rencia, pero aclaró que esa es la posición del doctor 
Langón. El doctor Gonzalo Fernández en el mencio- 
nado libro referido a los delitos de la Ley N* 2.230 
-que es el trabajo que presentó en 1983, en su calidad 
de aspirante a profesor, ante los tres integrantes del 
Tribunal que lo evaluó; me refiero a los doctores Fer- 
nando Bayardo Bengoa y Milton Cairoli y al profesor 
doctor Coronel Darío Sergio Corgatelli- sostiene la te- 
sis contraria. Afirma que el artículo 76 está vigente 
y le dedica muchas y muchas páginas de su libro a 
sostener la tesis de que la Ley también está vigente. 
Sí señala que no está vigente y que fue derogado el 
artículo 77, que fue el que jocosamente -utilizando 
sus propias palabras- nos sugirió derogar cuando es- 
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tuvo aquí presente. Esa es la duda a la que hice refe- 
rencia. Evidentemente, si el profesor Darío Corgatelli 
y los doctores Fernando Bayardo Bengoa y Milton Cai- 
roli le pusieron la calificación de sobresaliente a este 
trabajo, supongo que estarían de acuerdo con esa te- 
sis. Quiero ser claro en ese sentido: el doctor Gonzalo 
Fernández sostenía que la Ley estaba vigente. 


No quiero ingresar en ninguna polémica, pero 
creo que hay que ir hasta el fondo del asunto -que 
además es público- para saber cómo surgió la nueva 
Ley de Concursos. Si no me equivoco, en el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas esto fue encargado al re- 
conocido Estudio Jurídico del doctor Ricardo Olive- 
ra, que en sus comienzos había sido socio del doctor 
Jorge Peirano, a quien -coincidentemente- el doc- 
tor Gonzalo Fernández, en los inicios, había pedido 
defender y no lo había hecho porque su partido, el 
Partido Socialista, le había dicho que no lo hiciera. 
Finalmente el doctor Gonzalo Fernández renunció 
al Partido Socialista por ese motivo. Entonces, creo 
que es bueno que esto surja, forme parte de la in- 
vestigación y se llegue hasta el final. Me parece que 
esto es lo mejor de todo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede proseguir el señor 
Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- La señora Senadora Mónica Xa- 
vier puede hacer algunas precisiones sobre este tema 
pues, según tengo entendido, es miembro del Comité 
Central del Partido Socialista. 


A mi juicio, este tema tiene tantos perfiles -proba- 
blemente habrá muchas fotos para publicar- que se 
da la paradoja de que el doctor Gonzalo Fernández 
escribió un libro donde señala que el artículo 76 es- 
taba vigente -por lo cual cuando llega la derogación 
se opone en el mes de agosto de 2006- y, al mismo 
tiempo, el doctor Langón sostiene que el artículo 76 
ya estaba derogado, precisamente por las razones que 
enumeramos. 


En conclusión, creo que en la mañana de hoy 
debemos alegrarnos por esta decisión que vamos a 
adoptar en conjunto. Tendremos que tomar todo con 
calma y esperar que la Comisión Investigadora nos dé 
todos los elementos que pueda obtener, para después 
realizar las evaluaciones correspondientes y adoptar 
las decisiones del caso. 


SEÑORA XAVIER.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR RUBIO.- Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la se- 
ñora Senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Puede tratarse de una inte- 
rrupción o de un pedido para responder una alusión 
política, como la que ha hecho el señor Senador Bor- 
daberry. 


Quiero señalar que efectivamente el doctor Gon- 
zalo Fernández quiso defender al señor Jorge Peirano, 
que era un amigo, un compañero de cursos. El Par- 
tido Socialista le dijo que no y, más allá de la tensa 
situación que se generó, nunca se efectivizó ningu- 
na renuncia. Cualquier abogado -y el señor Senador 
Bordaberry también lo es- , al igual que los médicos 
cuando nos piden que actuemos frente a alguien 
con quien tenemos un particular vínculo, desearía 
muchas veces ir más allá de determinadas circuns- 
tancias, como las que se dieron en este caso, que no 
eran convenientes políticamente. Quiero dejar esto 
en claro. 


Por otro lado, debo observar que ya se está deri- 
vando en otras cosas y, la verdad sea dicha, creo que 
tenemos mucha memoria para un período tan corto, 
cuando podríamos remontarnos un poquito más atrás 
aún; la buena memoria que se le reclama a esta Ban- 
cada oficialista también se la reclamamos a la Banca- 
da del Partido Colorado, porque lo cierto es que aquí 
estamos tratando el caso Peirano, que está vinculado 
a ese partido. Entonces, me parece mejor dejar esto 
por acá, porque ahora estamos resolviendo la vota- 
ción por consenso de una Comisión Investigadora. No 
cabe la menor duda de que la memoria es selectiva, 
y esto se ha confirmado nuevamente en la mañana 
de hoy. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Rubio. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: he terminado 
mi exposición. Lo deseable es que votemos cuanto 
antes la moción presentada a la Mesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No hay más señores Se- 
nadores anotados para hacer uso de la palabra y se 
ha propuesto un proyecto de resolución sobre el que 
debemos decidir. Sin embargo, deseo solicitar una 
brevísima licencia para hacer una igualmente breve 
referencia a un tema que ya fue planteado en Sala, 
pero sobre el que se ha vuelto en los últimos tramos 
de este debate. 


En su concepción original el proyecto de ley con- 
cursal que se elaboró en el Ministerio de Economía 
y Finanzas incluía la derogación del artículo 76 de la 
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Ley N* 2.230. Fue el doctor Gonzalo Fernández quien 
advirtió las consecuencias que podía tener esa dero- 
gación en aquellas circunstancias, es decir, cuando 
se elaboró el proyecto de ley que sería enviado al Par- 
lamento. Por esa razón el Ministerio de Economía y 
Finanzas, a cuyo frente estaba quien habla, eliminó 
la derogación de ese artículo 76. Reitero, entonces, 
que se hizo a instancias y por fundamentos del doctor 
Gonzalo Fernández. 


Agradezco al Senado que me haya permitido re- 
cordar esta situación que, además -como dije- , ya 
había sido planteada en Sala, pero como se volvió so- 
bre la misma, he sentido la obligación de hacer esta 
referencia. 


Léase el proyecto de resolución llegado a la Mesa. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Comisión Investigadora: Con el objeto de in- 
vestigar la actividad de la Cámara de Senadores en 
el tratamiento de la Ley N*18.411, incluyendo todos 
los aspectos vinculados a su discusión, aprobación y 
puesta en vigencia. 


El número de integrantes será de siete (7) Sena- 
dores: cuatro (4) por el Partido Frente Amplio, dos 
(2) por el Partido Nacional y uno (1) por el Partido 
Colorado. 


La duración máxima de su actuación será de 60 
días.” (Firman los señores Senadores Agazzi, Moreira 
y Bordaberry.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión. 
Se va a votar el proyecto de resolución. 
(Se vota:) 

- 29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Creo que es conveniente recordar un par de dis- 
posiciones de la Ley N” 16.698, que es la que regula 
el funcionamiento de las Comisiones Parlamentarias 
en general. Cuando se refiere, en particular, a este 
tipo de Comisiones Investigadoras, encarga a la Pre- 
sidencia del Senado la designación de sus integrantes 
y esta composición acaba de ser aprobada, precisa- 
mente, como parte del proyecto de resolución. Por 
eso mismo voy a dar cuenta por anticipado de la de- 
signación que esta Presidencia hará acerca de los in- 
tegrantes de esta Comisión Investigadora. Los cuatro 
representantes del Frente Amplio serán los señores 
Senadores Saravia, Xavier, Nin Novoa y Baráibar; los 
dos del Partido Nacional serán los señores Senadores 
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Moreira y Gallinal; y el representante del Partido Co- 
lorado será el señor Senador Amorín. 


La otra disposición que considero que debemos 
tener en cuenta es la del artículo 31 de la mencio- 
nada ley, sobre todo uno de sus incisos, que marca 
claramente la importancia del secreto de estas ac- 
tuaciones, al señalar: “El secreto de las actuaciones 
siempre será mantenido cuando, a juicio del Cuer- 
po designante, de su publicidad pudiere surgir grave 
riesgo o perjuicio para las personas o instituciones 
que hubieran suministrado informaciones a la Comi- 
sión”. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: creo que la 
lectura que se acaba de hacer de la disposición sobre 
las Comisiones Investigadoras no fue la del artículo 
31 tal como quedó redactado por la Ley N* 16.758. El 
texto original, que era el de la Ley N* 16.698, fue mo- 
dificado por la Ley N* 16.758 que, en sustancia, es- 
tablece que solo serán secretas aquellas actuaciones 
que la Comisión Investigadora declare como tales. O 
sea que el secreto deja de ser el régimen normal y 
pasa a ser excepcional, debiendo disponer la Comi- 
sión a este respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, señor 
Senador, es así, pero creo que la diferencia -no pre- 
tendo entrar en polémica- no alude al espíritu de la 
exposición, sino a quien regula el secreto. En el caso 
que leí, se trata del Cuerpo designante -esto es, el 
Senado- y en el que correctamente expone el señor 
Senador Pasquet, es la propia Comisión la que ma- 
neja, en definitiva, las condiciones del secreto. Sin 
embargo, esto no altera la importancia de la reserva 
o el secreto -como se lo quiera llamar- acerca de las 
actuaciones de la Comisión. 


Simplemente pretendí recordar la importancia de 
esta característica. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para una nue- 
va aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Sé que no es el momento 
ni la ocasión para plantear una polémica, ya que la 
Comisión discutirá este aspecto en su momento. Sin 
embargo, a mi juicio, la Ley N* 16.758 cambia el prin- 
cipio. En la ley anterior -la N” 16.698- el principio 
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era el secreto y de acuerdo con esta nueva ley que la 
modifica, el principio es la publicidad, salvo que la 
Comisión disponga lo contrario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- He dicho exactamente lo 
mismo que el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Mejor así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que me importa es 
que la reserva, el cuidado, la cautela y el secreto - 
como se le llama en alguna de estas disposiciones- 
sea una característica del trabajo de la Comisión, por 
las razones que con mucha claridad establece la Ley 
N* 16.698. Simplemente es eso; creo que la reserva 
debería ser una de las características fundamentales 
del trabajo de esta y de cualquier Comisión Investiga- 
dora. No lo digo solamente por este tema, sino que lo 
diría también en general por cualquier otra Comisión 
Investigadora Parlamentaria. 


Montevideo, 1 de setiembre de 2010. 
Proyecto de Resolución 
Comisión Investigadora: 


Con el objeto de investigar la actividad de la 
Cámara de Senadores en el tratamiento de la Ley 
N* 18.411, incluyendo todos los aspectos vinculados 
a su discusión, aprobación y puesta en vigencia. 


El número de integrantes será de siete (7) Sena- 
dores: cuatro (4) por el Partido Frente Amplio, dos 
(2) por el Partido Nacional y uno (1) por el Partido 
Colorado. 


La duración máxima de su actuación será de 60 
días. 
Ernesto Agazzi, Carlos Moreira, Pedro 
Bordaberry. Senadores.” 


“Anexo II 


COMISIÓN INVESTIGADORA SOBRE LA ACTI- 
VIDAD DE LA CÁMARA DE SENADORES EN EL 
TRATAMIENTO DE LA LEY N%18.411, INCLU- 
YENDO LOS ASPECTOS VINCULADOS A SU 
DISCUSIÓN, APROBACIÓN Y PUESTA EN VI- 
GENCIA. VERSIONES TAQUIGRÁFICAS. 


SESIÓN DEL DÍA 7 DE SETIEMBRE DE 2010 
ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Jorge Saravia, Presidente 
de la Comisión. 
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Miembros: señora Senador Mónica Xavier y seño- 
res Senadores José Amorín, Carlos Baráibar, Francis- 
co Gallinal, Carlos Moreira y Rodolfo Nin Novoa. 


Invitados especiales: señora Margarita Percovich 
y señores Senadores Sergio Abreu, Rafael Michelini 
y Ope Pasquet. 


Secretaria: María Celia Desalvo. 
Prosecretario: Gabriel Grenno. 

SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 16 y 5 minutos.) 


De acuerdo con el artículo 30 de la Ley N* 16.698, 
corresponde efectuar la designación de Presidente y 
fijar el régimen de trabajo de la Comisión. 


SEÑORA XAVIER.- Propongo al señor Senador 
Saravia para ocupar la Presidencia. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la pro- 
puesta formulada. 


(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Saravia.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 16 y 6 minutos.) 


SEÑORA XAVIER.- Con relación al régimen de 
trabajo, podría surgir una dificultad porque los mar- 
tes a la hora 17 sesiona la Comisión de Salud Públi- 
ca. Ya pedimos a la Secretaría de esa Comisión que 
procure una alternativa de funcionamiento hasta que 
esta culmine su trabajo, a los efectos de tener tiempo 
suficiente como para poder sesionar. En caso de no 
encontrarse un día y hora alternativos para la Comi- 
sión de Salud Pública, el trabajo de esta se verá afec- 
tado. Por lo tanto, en el día de hoy deberíamos fijar un 
régimen tentativo de funcionamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En conversaciones con 
los señores Senadores habíamos decidido sesionar to- 
dos los martes durante por lo menos dos o tres horas. 


SEÑOR AMORÍN.- Personalmente, creo que esta- 
ría bien sesionar los martes a las 16 horas y culminar 
cuando se agote el Orden del Día previsto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Concuerdo con el señor 
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Senador. Podríamos organizar el Orden del Día como 
para sesionar hasta la hora 19. 


El señor Senador Abreu pidió ser recibido en el 
día de hoy en primer lugar, y luego concurrirán el 
señor Senador Michelini y la ex Senadora Percovich. 
Considero que el próximo martes tendríamos que 
recibir al ex Senador Alfie y al doctor Gonzalo 
Fernández. 


SEÑOR GALLINAL.- En mi opinión, el próximo 
martes deberíamos recibir al ex Senador Alfie y al ex 
Diputado Lorenzo, porque sería necesario contar con 
esos testimonios antes de recibir al doctor Gonzalo 
Fernández. 


SEÑOR MOREIRA.- Propondría que también se 
recibiera al actual Prosecretario de la Presidencia y 
ex Diputado, doctor Diego Cánepa, ya que su inter- 
vención en el tema está ligada a la de Lorenzo. Por lo 
tanto, me parece oportuno que comparezcan los tres. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si no hay ob- 
jeciones, la semana próxima recibiremos al ex Dipu- 
tado Lorenzo, al ex Senador Alfie y al doctor Cánepa. 


Por otra parte, hoy comentamos sobre si íbamos a 
convocar a la prensa, que tuvo una importante actua- 
ción en cuanto a la cuestión de fueros. Considero que 
podríamos convocar a periodistas de Brecha, sobre 
todo por el artículo de Blixen, pero lo estoy consul- 
tando con los señores Senadores. 


SEÑORA XAVIER.- Además de fijar la agenda de 
trabajo de la Comisión, lo fundamental es investigar 
la actividad de la Cámara de Senadores en el trata- 
miento de la Ley N” 18.411. Entonces, no debería- 
mos excluir de la agenda la comparecencia de los 
miembros de la Cámara de aquel momento, más allá 
de que no vayan a hacer exposiciones tan extensas 
como las que nos van a insumir estas primeras. Me 
parece que aquí hay un tema claro y es que el objeto 
de esta Comisión es determinar el grado de autono- 
mía o, eventualmente, si existió algún elemento que 
impidió tomar una decisión por parte de cada uno de 
los Legisladores al momento de votar esa ley. Por ello 
es importante que tengamos claro el objeto de esta 
Comisión, sin perjuicio de lo que acordemos hoy. Ade- 
más, no tenemos por qué cerrar las convocatorias al 
día de hoy, ni adelantarnos más allá de tres semanas. 


Lo otro que debemos considerar es el tipo de fun- 
cionamiento que vamos a tener. La norma original 
preveía un funcionamiento secreto, mientras que la 
modificativa de la ley de comisiones investigadoras 
plantea que es la Comisión la que lo debe determinar. 
Personalmente, considero que puede tener un régi- 
men abierto con algunas instancias secretas, si así lo 
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entiende, todo esto sin perjuicio de que el Plenario 
del Senado pueda modificar la situación. Debería- 
mos, por tanto, determinar esos dos temas. 


Queda claro que el objeto de estas reuniones, 
como se trata de la acción legislativa de quienes inte- 
grábamos el Senado en la Legislatura anterior, es de- 
terminar si hubo algún tipo de interferencia en nues- 
tra actuación con relación a la ley votada. Repito que 
el otro punto que debemos determinar es el régimen 
más conveniente para las sesiones de esta Comisión. 


SEÑOR GALLINAL.- Estuvimos conversando con 
el señor Senador Moreira con respecto al carácter 
secreto de las actuaciones -incluso, intercambiamos 
opiniones con otros señores Senadores- y creemos 
que ello no es bueno para el Senado y, con toda ló- 
gica, puede no caer bien en tanto de alguna mane- 
ra estamos investigando nuestra propia actuación. 
Pienso que estaríamos ganándonos críticas sin fun- 
damento cuando el paso importante a dar era crear 
la Comisión Investigadora, cosa que ya hemos hecho 
pues la estamos instalando. Sin perjuicio de eso, si en 
alguna circunstancia algunos de los testigos, o la pro- 
pia Comisión entiende que no hay que tomar versión 
taquigráfica y mantener la reserva, se discutirá y se 
tomará la decisión que sea pertinente. En principio, 
no somos partidarios de que las sesiones tengan ca- 
rácter secreto, y esa es la decisión que nos propone- 
mos adoptar en la Comisión. 


Por otro lado, me quiero referir al objeto de esta 
Comisión. La resolución a que hizo referencia la se- 
ñora Senadora Xavier también habla de la promul- 
gación de la ley, donde intervienen otros órganos del 
Estado y no precisamente el Poder Legislativo. Ello 
puede ameritar que se pida alguna actuación con 
respecto a todo el proceso legislativo, que va desde 
la iniciativa hasta que la ley entra en vigencia; no lo 
limitaría. No vamos a andar con suspicacias ni con 
picardías; con el señor Senador Moreira tenemos la 
intención, por ejemplo, de presentar a la Comisión 
un conjunto de preguntas para que, por oficio, sean 
enviadas al ex Presidente de la República. No tene- 
mos ninguna intención de convocartlo por la institu- 
cionalidad de ser ex Presidente, pero ello no quita 
que le podamos preguntar sobre las consideraciones 
que tuvo en aquel momento el Poder Ejecutivo -no el 
Presidente de la República- actuando en Consejo de 
Ministros, con el Secretario y con el Prosecretario, 
para no proceder al veto. 


Ese es el alcance que entendemos tiene el trabajo 
de esta Comisión y que surge del texto de la resolu- 
ción aprobada, que además fue coordinada y nego- 
ciada por todos los partidos y que permitió darle ese 
marco. 
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SEÑOR AMORÍN.- Debo decir que considero 
esencial que el criterio de funcionamiento de esta 
Comisión sea público, no secreto, a los efectos de que 
la gente conozca todo lo que digamos aquí. En defi- 
nitiva, entre otros temas, hacemos esto en aras de la 
transparencia de la actuación del Senado. Entonces, 
creo que si nos encerramos en nosotros mismos y no 
decimos lo que estamos investigando, sería algo to- 
talmente negativo. En todo caso, si se diera alguna 
situación particular mediante la cual alguna declara- 
ción pudiera causar un perjuicio serio a una persona, 
a una institución o al país, en ese caso admitiríamos 
el secreto como circunstancia excepcional. Creo que 
el principio general debe ser un funcionamiento bien 
abierto y que debemos actuar, como dijo el Senador 
Gallinal, sin suspicacias. A su vez, pienso que es bue- 
no que todos tengamos claro qué queremos, es decir, 
aclarar una situación desgraciada que no le hace bien 
a las instituciones del Uruguay. 


En cuanto a las citaciones, me parece bien que 
estemos pensando en las personas que recibiremos 
el día de hoy y también en las que vendrán la sema- 
na que viene. Las comisiones investigadoras intentan 
investigar por lo que, de acuerdo a lo que vayan di- 
ciendo las distintas personas que vengan a declarar, 
iremos avanzando. Quisiera poner un ejemplo al res- 
pecto. En el Senado, el Vicepresidente de la Repúbli- 
ca dijo que, cuando se votó la primera ley, el doctor 
Gonzalo Fernández lo llamó para avisarle que tuviera 
cuidado, que ciertas partes no debían incluirse. En- 
tonces, queremos saber cómo continuó esto, porque 
silos Ministros sabían que era un lío, cabe cuestionar- 
se por qué cuando lo votó el Senado en otra instancia, 
a nadie se le ocurrió que podía generar problemas. En 
definitiva, creo que debemos esperar e ir analizando 
cómo avanza este trabajo. 


Por tanto, en lo personal estaría dispuesto a recibir 
hoy a las personas que se mencionaron hoy. También 
acompaño la propuesta en cuanto a que la semana 
próxima vengan a exponer el ex Senador Alfie, el ex 
Diputado Lorenzo y el doctor Cánepa; de acuerdo a lo 
que ellos expresen, podremos luego citar a más per- 
sonas. 


SEÑOR MOREIRA.- Coincido con lo expresado 
por el señor Senador Amorín. En lo personal, nunca 
se me había tratado de negligente en mi actuación le- 
gislativa y, por tanto, ante ello me parece que nosotros 
aquí debemos extremar el celo en cuanto a investigar 
todo lo que sea prudente, razonable y responsable. Yo 
también creo en el mismo dinamismo que señalaba 
el Senador Amorín en el sentido de que esto comen- 
zÓ de una manera y luego tuvo una evolución hacia 
elementos nuevos que fueron surgiendo. En el ámbi- 
to legislativo, en un comienzo esto se planteó como 
una cuestión de fueros y como un tema que aparejó 
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consecuencias que muchos de nosotros no habíamos 
advertido, pero luego se sucedieron determinadas in- 
formaciones que hicieron que incluso el Partido de 
Gobierno variara bastante su actitud original, lo cual 
es razonable porque estas circunstancias, cuando 
evolucionan, son dinámicas y obligan a tomar deci- 
siones y cambiar actitudes. En ese sentido, pienso 
que debemos estar atentos a lo que vaya ocurriendo 
en este ámbito, a las informaciones que nos vayan 
brindando las personas que recibamos. Nosotros in- 
corporamos la expresión “puesta en vigencia”, alu- 
diendo a las circunstancias de la promulgación para 
que cobrara efectiva vigencia jurídica esta norma que 
aquí aprobamos por unanimidad, o prácticamente 
por unanimidad. 


Entonces, creo que además de estas exposiciones 
que escucharemos, debemos tener testimonios de 
las actuaciones judiciales que tienen relación con 
algunos aspectos relevantes en este tema -como la 
participación de defensores, la sentencia de Primera 
Instancia, la actuación de la Fiscalía, la sentencia del 
Tribunal de Apelaciones y los recursos de casación- 
porque me parece que también hacen a la cuestión y 
al resultado que se ha dado. Por tanto, pienso que es 
correcto considerar ahora cuáles van a ser las dos o 
tres primeras convocatorias; luego podremos analizar 
qué es lo que entendemos necesario -dentro del 
plazo perentorio que tenemos, aunque prorrogable- 
recoger como elementos de juicio, para así luego 
poder procesar los informes correspondientes. Digo 
esto con el sentido más amplio, de acuerdo con lo 
que opina el doctor Korzeniak de estas comisiones 
investigadoras, a lo que yo hacía alusión en la Sesión 
plenaria del Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar, entonces, 
si las sesiones de esta Comisión tendrán carácter pú- 
blico. 


(Se vota:) 
7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: creo que 
deberíamos pedir a la Secretaría que prepare una car- 
peta para cada uno de los integrantes de la Comisión 
con todos los antecedentes referidos a la aprobación 
de las dos leyes, es decir, la original y la modificativa. 
Me refiero concretamente a las versiones taquigráfi- 
cas de las intervenciones en Sala, a otras iniciativas 
relacionadas que pudieran existir, etcétera. Me pare- 
ce que eso sería muy importante para el trabajo de 
esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Asimismo, sería funda- 
mental conseguir el material que ha mencionado el 
señor Senador Moreira, es decir, los fallos en primera 
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instancia, las apelaciones y la casación. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que la ley determina que 
la Comisión debe solicitar al Presidente del Cuerpo, 
por nota, que curse un pedido a la Suprema Corte de 
Justicia para hacerse de los antecedentes. Sin dudas, 
este es un tema sobre el que debemos acordar hoy en 
virtud del tiempo que insumirán esas gestiones. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Abreu.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Investiga- 
dora tiene mucho gusto de recibir al señor Senador 
Abreu. Comenzando con el régimen de trabajo, se ha 
decidido recibir a los señores Senadores que tuvieron 
que ver con este tema que nos convoca. 


SEÑOR ABREU.- Es un gusto -aunque no un pla- 
cer- estar aquí en la tarde de hoy para dar una idea 
muy clara sobre la génesis de estas leyes. Este tema 
no se limita exclusivamente al proyecto de ley modifi- 
catorio, sino que hay que tener en cuenta el origen de 


la ley general aprobada en Comisión el 14 de octubre 
de 2008. 


En aquella oportunidad, quien habla era miem- 
bro de la Comisión de Constitución y Legislación y 
ese día, cuando se inicia la Sesión, su Presidente, en 
aquel momento el señor Senador Gargano, dice: “La 
Comisión ingresa al primer punto del Orden del Día 
referido al proyecto de ley, aprobado en la Cámara 
de Representantes, sobre la declaración judicial de 
concurso y organización empresarial. Dada la com- 
plejidad del tema y lo difícil que sería meternos a to- 
car las disposiciones, la Comisión entendió que no 
debía modificar ni un ápice del proyecto. Se encargó, 
además, al señor Senador Sanguinetti que elaborara 
el informe al Plenario del Cuerpo”. Por su parte, el 
señor Senador Michelini expresó: “El señor Senador 
Sanguinetti resumió la situación planteando que hoy 
las diferentes Bancadas contestaríamos si abríamos el 
proyecto o no. Por su parte, el señor Senador anunció 
que sería mejor no abrirlo, pues más allá de que to- 
dos quisiéramos perfeccionar ese proyecto, si lo abri- 
mos seguramente no vamos a tener esa ley, que es 
muy importante. De alguna forma, el señor Senador 
adelantó su posición”. Frente a esto, el señor Sena- 
dor Opertti manifestó: “Yo tengo instrucción en ese 
sentido”. A continuación, el señor Senador Micheli- 
ni dijo: “La Bancada del Frente Amplio también está 
anunciando que no va a abrir el proyecto; en cierta 
medida, ya lo había insinuado. Por todo esto, creo que 
deberíamos votarlo y elevarlo al Plenario. No sé si el 
señor Senador Sanguinetti se había comprometido a 
informarlo”. 


A su vez, el señor Senador Opertti expresó: “En 
cuanto a quién va a realizar el informe, no estoy en 
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condiciones de establecer si el señor Senador Sangui- 
netti podrá ser o no el Miembro Informante. Acaba 
de llegar mi colega y amigo el señor Senador Abreu, 
que reúne méritos conocidos en estos temas”, aclaro 
que esto simplemente es un masaje al ego de carácter 
lateral, “por lo que, de nuestra parte, no hay ningún 
género de dificultad en que sea él quien lo informe”. 
Y agrega: “El señor Senador Sanguinetti se reintegra 
la semana próxima”. Luego, el señor Senador Miche- 
lini dice: “Nosotros aspiramos a que la iniciativa sea 
votada mañana en el Plenario”. 


Entonces, imaginen ustedes la situación en la que 
un Senador es designado, bajo un código de esta na- 
turaleza, veinticuatro horas antes, sin perjuicio de 
haber trabajado en forma intensa durante el desarro- 
llo de la Comisión. 


A continuación, el señor Senador Opertti expre- 
sa: “Con muchísimo gusto planteamos que el señor 
Senador Abreu informe la iniciativa”. Y la señora Se- 
nadora Percovich, dice: “Como este proyecto de ley 
plantea alguna creación de cargos, debe ser votado 
antes del 25 de octubre. Por lo tanto, nosotros preten- 
demos elevarlo mañana al Senado”. 


Esto fue lo que sucedió en Comisión. 


Luego el proyecto de ley llega al Plenario con una 
vieja historia. 


El 16 de junio de 1998 ingresó para su tratamien- 
to en la Cámara de Representantes un proyecto re- 
mitido por el Poder Ejecutivo por el que se proponía 
regular la declaración judicial del concurso. 


El 22 de febrero de 2000 se dispuso su pase a ar- 
chivo, en aplicación del artículo 147 del Reglamento 
de la Cámara de Representantes. 


El 7 de noviembre de 2000 el Poder Ejecutivo 
remitió a la Asamblea General un proyecto de ley 
de urgente consideración que dio origen a la Ley 
N* 17.292, a través de la cual se establecieron nor- 
mas concursales en los artículos 12 a 32. 


El 21 de agosto de 2006 el Poder Ejecutivo remitió 
a la Asamblea General un proyecto de ley referente a 
fenómenos de crisis económica y declaración judicial 
de concurso. 


El 1? de julio de 2008 es aprobado con modifica- 
ciones por la Cámara de Representantes. 


El 16 de julio de 2008 ingresa a la Cámara de Se- 
nadores y el 9 de setiembre comienza a ser tratado 
por la Comisión de Constitución y Legislación, que 
en ese momento era presidida por el doctor Sangui- 


364-C.S. 


netti. Su análisis se prolonga por el lapso de un mes 
y durante su tratamiento la Comisión recibió al Sub- 
secretario de Economía y Finanzas, economista Ma- 
rio Bergara, que lo hizo acompañado por los doctores 
Siegbert Rippe, Ricardo Olivera García, Israel Crei- 
mer, Javier Gomensoro y el economista Leandro Zipi- 
tría. Además, asistieron los doctores Matilde Carrau y 
Fernando Damasco, en representación de la Liga de 
Defensa Comercial; el doctor Juan Carlos Mazzotti, 
por el Colegio de Abogados del Uruguay; los conta- 
dores Alfredo Pignatta, Oscar Ruiz y Jorge Baruj, en 
representación del Colegio de Contadores, economis- 
tas y administradores del Uruguay, y por el Grupo de 
Estudio de Derecho Concursal de la Universidad de 
Montevideo concurrieron el doctor Francisco Cobas y 
la procuradora Andrea Lanzot. 


El 14 de octubre, Senadores de los tres partidos 
políticos expresaron en la Comisión su opinión favo- 
rable en el sentido de que el proyecto de ley fuera 
elevado tal como venía de la Cámara de Representan- 
tes y se evitara el riesgo de frustrar lo logrado, por los 
argumentos que establecíamos como referencia en la 
versión taquigráfica de la Comisión. Por su parte, los 
Senadores del oficialismo indicaron su pretensión de 
que la iniciativa fuera votada al día siguiente en el 
Plenario. Como dije anteriormente, en esa instancia 
fui designado Miembro Informante de la que luego 
sería la Ley No. 18.387, relativa a la declaración ju- 
dicial de concursos y reorganización empresarial. Por 
esta norma, que consta de 263 artículos, se moderni- 
zó una legislación vigente del siglo XIX unificando en 
un texto toda la materia referida a quiebras, concor- 
datos, liquidaciones de sociedades comerciales, así 
como los concursos de personas físicas. 


El 15 de octubre de 2008 el Senado consideró y 
aprobó el proyecto de ley por el que se dictan normas 
para la declaración judicial del concurso y la reorga- 
nización empresarial. 


El 23 de octubre de 2008 el Consejo de Minis- 
tros promulgó la Ley N* 18.387, llamada Declaración 
Judicial del Concurso y Reorganización Empresarial. 
En esos días de octubre de 2008 -no puedo preci- 
sar la fecha- mantuve una reunión con el entonces 
Ministro de Relaciones Exteriores, doctor Gonzalo 
Fernández, en la Cancillería, en la cual tratamos di- 
versos temas. Comentando sobre el proyecto de ley de 
Declaración Judicial del Concurso y Reorganización 
Empresarial me sugirió, a través de un comentario 
puntual, la necesidad de revisar el capítulo de las de- 
rogaciones que se habían planteado en esa norma de 
carácter general y, en particular, la conveniencia de 
derogar los artículos 42 a 44 y 76 de la Ley N* 2,230. 
La sugerencia que recibí fue en el sentido de evitar 
una duplicación de figuras delictivas para que que- 
dara claro que también a los directores y administra- 
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dores de las sociedades anónimas les era aplicable el 
régimen general, es decir, los delitos y penas previstos 
en el Código Penal para los casos de quiebra y fraude, 
y los delitos de insolvencia societaria fraudulenta y el 
recientemente creado de fraude concursal. En otras 
palabras, se trataba de suprimir la tipificación para 
dichos Directores y Administradores y evitar la super- 
posición de diferentes tipologías penales aplicables a 
las mismas conductas, es decir, las consagradas en los 
artículos 42 a 44 y 76 de la vieja ley y la del Código 
Penal, y normas especiales actualmente vigentes. 


Como Miembro Informante de la Ley N* 18.387, 
estaba familiarizado con el proyecto de ley, por lo que 
tomé buena nota de una sugerencia que provenía de 
un destacado jurista con reconocida autoridad en la 
materia, profesor Grado 5 de Derecho Penal en la 
Universidad de la República y, además, notoriamente 
versado en el texto, antecedentes, aplicación y efec- 
tos de la Ley N* 2.230, incluso con un libro de su au- 
toría, publicado para ascender en su carrera docente 
en la Universidad de la República. 


Analicé las disposiciones penales vigentes en la 
materia, las disposiciones del nuevo régimen legal así 
como el artículo 256 de la nueva ley -las derogacio- 
nes- y concluí, por múltiples razones que desarrolla- 
ré, que le asistía razón al doctor Gonzalo Fernández. 


En los días que siguieron a la aprobación del pro- 
yecto de ley en el Senado, se planteó por parte del 
Poder Ejecutivo la necesidad de modificar la entrada 
en vigencia de la que sería la Ley N* 18.387, ya apro- 
bada por el Poder Legislativo. En su artículo 255, se 
establecía que entraría en vigencia a los 180 días de 
su promulgación y sería aplicable a los concursos pro- 
movidos a partir de dicha fecha. Había situaciones de 
hecho, comentarios en el ámbito político, en el ám- 
bito nacional, referidos a determinas circunstancias 
particulares, que no es del caso mencionar ni referir. 
Se propuso acortar este plazo, fijándolo en diez días a 
partir de su promulgación. 


En esas circunstancias, con el proyecto de ley de 
concurso y de organización empresarial ya aprobado 
por ambas Cámaras del Poder Legislativo, y ante la 
eventualidad de que se presentara un proyecto de 
ley que modificara su entrada en vigencia, propuse 
recoger la sugerencia del doctor Gonzalo Fernández 
respecto de la conveniencia de la derogación de los 
artículos 42 a 44 y 76 de la Ley N* 2.230. 


En el ámbito del Senado se entendió oportuna la 
propuesta y se elaboró un proyecto de ley que con- 
templaba ambas consideraciones: modificar el plazo 
de vigencia de lo que sería la Ley N* 18.387 y elimi- 
nar la superposición de figuras delictivas, derogan- 
do el artículo 76 y los artículos 42 a 44 de la Ley 
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N* 2.230. Por ello, este proyecto de ley contó con la 
firma de Legisladores de los tres partidos políticos allí 
representados. 


Este proyecto de ley fue presentado y aprobado en 
el Senado, en su Sesión del 23 de octubre de 2008, 
a la que asistieron, bajo la Presidencia del Senador 
Mujica, los señores Senadores Antía, Antognazza, As- 
tori -que votó a favor del repartido urgente de este 
proyecto de ley, pero pidió inmediatamente licencia; 
esto es importante porque prestó su voto para que 
el proyecto fuera repartido y para que fuera urgen- 
temente considerado- Baráibar, Campanella, Couriel, 
Da Rosa, Domínguez, Doti, Fernández Huidobro, 
Gallicchio, Gallinal, Gamou, Gargano, Heber, Lapaz, 
Long, López, Michelini, Moreira, Obispo, Penadés, 
Percovich, Ríos, Saravia, Tajam, Vaillant y Abreu. 


En la oportunidad de su consideración en la Cá- 
mara de Representantes, el Diputado Álvaro Lorenzo 
planteó en el Plenario su duda sobre un “eventual 
zafarrancho jurídico”. En esa Sesión expresó: “He 
consultado al señor Senador Abreu, quien me tras- 
mitió el sentido de esta regulación y, asimismo, que el 
motivo de la propuesta de este proyecto tiene que ver 
con otra persona que se lo sugirió. Efectivamente, el 
Diputado Lorenzo me hizo esta consulta y le informé 
acerca de la sugerencia recibida de parte del doctor 
Gonzalo Fernández. De acuerdo a lo informado por 
el Diputado Lorenzo, el doctor Gonzalo Fernández 
se comunicó con él y le expresó probablemente las 
mismas razones que me dio a mí y algunas otras que 
el Diputado Lorenzo ha hecho públicas. En este con- 
texto, el Diputado Lorenzo votó afirmativamente el 
proyecto de ley afirmando, según consta en la versión 
taquigráfica, que lo hacía porque “las informaciones 
que referí respecto del sentido de este artículo fueron 
efectivamente dadas”. Más adelante añadió: “Creo 
que es preferible aprobar este artículo tal como viene, 
por los beneficios que tiene la interpretación futura 
de esta ley de concurso y organización empresarial, 
aun corriendo el riesgo, muy poco probable -diría, 
casi imposible- de que alguna situación se vea bene- 
ficiada”. 


En la Sesión del Senado en la que solicité la con- 
vocatoria por un tema de fueros, me referí también a 
lo que el señor Diputado Lorenzo había declarado el 
día anterior en la radio El Espectador. Refiriéndose a 
la conversación con el doctor Gonzalo Fernández, de- 
cía: “Con él tuve un intercambio de los dos niveles”, y 
luego continuaba: “En general, hizo referencia a que 
hacía decenas de años que no se aplicaba ese artícu- 
lo en ningún proceso y en particular que en el caso 
de los Peirano no era ese el delito que estaba siendo 
aplicado. Así es que entro a Sala,”, según el Diputado 
Lorenzo, “después de hacer una objeción tan fuerte 
como la que hice, tranquilo y votamos todos”. Estoy 
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describiendo hechos y palabras textuales, y no apor- 
tes de carácter subjetivo. 


En este proyecto de ley, la aprobación por el Poder 
Legislativo fue dada por cada una de las Cámaras por 
separado, y el Poder Ejecutivo sancionó, teniendo ob- 
viamente su capacidad de veto, que podía ejercer en 
el momento que considerara oportuno. 


Les voy a pedir disculpas porque los voy a can- 
sar un poco, pero comprenderán que la situación lo 
amerita. 


SEÑORA XAVIER.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- En forma inmediata a esta 
breve reseña, quisiera comenzar subrayando que la 
sugerencia que recibí del doctor Gonzalo Fernández 
fue de pura técnica jurídica y por ello la recibí con la 
debida seriedad. En momento alguno estuvo presen- 
te en esa conversación ningún caso en particular, ni 
me comentó que la derogación del artículo 76 de la 
Ley N* 2.230 pudiera tener efecto alguno en causas 
que se tuvieran procesando en la justicia. Ni el doctor 
Fernández introdujo este tema en el análisis, ni yo 
lo hubiera admitido, y mis compañeros de Bancada 
y el Senado tampoco lo habrían aceptado. Basta re- 
pasar el Mensaje del Poder Ejecutivo y las versiones 
taquigráficas de las respectivas Comisiones, tanto de 
la Cámara de Representantes como del Senado, para 
comprobar el silencio más absoluto sobre la suerte de 
estos artículos, en especial del artículo 76, a pesar de 
que, según se ha hecho público, había sido retirado 
del proyecto original del Poder Ejecutivo a iniciati- 
va del entonces Secretario de la Presidencia, doctor 
Fernández, algo que yo ignoraba. No tengo derecho a 
dudar sobre la afirmación del doctor Fernández, pero 
debo aclarar que no me advirtió que el proyecto origi- 
nal que él recibiera en el año 2006 sí incluía la dero- 
gación del artículo 76, ni que él hubiera sugerido eli- 
minar esa derogación. Ese antecedente no se planteó 
institucionalmente durante la discusión del proyecto 
en las Comisiones de Constitución de ambas Cáma- 
ras, ni mucho menos en la conversación puntual y 
particular que sobre este tema mantuve con el doctor 
Fernández, al tiempo de sugerirme eliminar las in- 
congruencias existentes en el capítulo de derogacio- 
nes en materia penal. He compartido y comparto la 
opinión respecto de la derogación de los artículos 42 
a 44 y 76 de la Ley N* 2.230. Es más, estoy conven- 
cido de su conveniencia jurídica. Al mismo tiempo, 
como nunca tuve presente que el procesamiento de 
personas de tan pública notoriedad y particular sensi- 
bilidad estaba vinculado a estos artículos, y como en 
el ejercicio de la función legislativa no existen razo- 
nes por las cuales un Legislador deba estar recabando 
información sobre desarrollos judiciales particulares 
pendientes, no realicé un análisis de la oportunidad 
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política de esta redacción y muchísimo menos del 
caso personal del tema de los señores Peirano. Permí- 
tanme insistir en esto porque la negligencia no es mi 
estilo ni mi forma de trabajar en los casi quince años 
que voy a sumar como Senador de la República. 


El Legislador tiene un exceso de frentes que aten- 
der y no creo que sea una claudicación fundamental 
el que, siendo creador de Derecho, pague más de una 
vez un alto tributo a la “justicia de la opinión públi- 
ca”, entre comillas. 


He evaluado mi conducta como Legislador en esta 
instancia y créanme que no me impongo un umbral, 
ni ético ni profesional, simple de alcanzar. Y luego 
de esta ponderación, he concluido que no actué con 
negligencia, sino en estricto cumplimiento de mis 
responsabilidades legislativas, con transparencia y 
responsabilidad, como lo he expresado en el Plenario 
del Senado en oportunidad del planteo de fueros que 
realizara en presencia del entonces Senador Gonzalo 
Fernández. 


La modificación que tuve la iniciativa de presen- 
tar en base a una sugerencia recibida de un eminen- 
te penalista fue cuidadosamente evaluada y no fue 
pensada para beneficiar o perjudicar a nadie en pat- 
ticular, sino para dar claridad y seguridad jurídica al 
nuevo régimen penal en el ámbito comercial. 


En esta materia se legisla con propósitos genera- 
les y abstractos. El Legislador no legisla con nombre 
y apellido. La característica de la norma jurídica de 
rango legal - que se enseña en el último año de liceo 
o en el primer año de Facultad, en Introducción al 
Derecho- es su generalidad y abstracción, en particu- 
lar tratándose también de leyes de naturaleza penal. 
Esto es parte de la dinámica del principio de sepa- 
ración de poderes. Como decía muy bien la señora 
Senadora Constanza Moreira en un artículo publica- 
do en el Diario La República, titulado “Justicia para 
todos”: “Ni el mejor de los Legisladores puede prever 
la conducta de otro Poder del Estado -en este caso 
del Poder Judicial- porque este se pronuncia sobre 
situaciones concretas, particulares, que crean juris- 
prudencia, pero que en nuestro sistema jurídico no 
son fuente de derecho”. 


El profesor Enrique Sayagués Laso enseñaba que 
la función legislativa es la actividad estatal que tiene 
por objeto la creación de normas jurídicas generales 
y abstractas. En el plano formal está a cargo del Po- 
der Legislativo y en el plano material, tomando en 
cuenta el contenido de las funciones de los Poderes 
del Estado y sus efectos jurídicos, le corresponde la 
facultad de crear reglas de derecho impersonales, es 
decir: normas de Derecho que regulan la condición 
jurídica de las personas en general. 
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Rousseau - citado por el profesor Julio Pratt- se- 
ñalaba -en un tiempo bastante anterior- que el objeto 
de la ley es siempre general. La ley considera los su- 
jetos como cuerpos y a las acciones abstractamente. 
Jamás a un hombre como individuo y a una acción 
particularmente. Y agregaba: “Toda función que se 
relaciona con el objeto individualmente no pertenece 
a la potestad legislativa”. 


En cambio, la función jurisdiccional, a cargo del 
Poder Judicial, constituye la actividad estatal que tie- 
ne por objeto decidir con valor de cosa juzgada las 
cuestiones jurídicas controvertidas entre personas o 
instituciones jurídicas o personas físicas o jurídicas 
individualizadas, aplicando la ley al caso concreto en 
un proceso judicial. 


Imaginen los señores Senadores si cada vez que 
legislamos tuviéramos la necesidad de hacer un rele- 
vamiento de cada caso particular, de cada juicio pen- 
diente en que pudiera ser beneficiado o perjudicado 
por una eventual interpretación de la norma que no 
corresponde al Poder Legislativo, sino al Poder Judi- 
cial. Por ejemplo, en un proyecto de ley que he pre- 
sentado y que está en la Comisión de Constitución 
y Legislación sobre la derogación de las normas de- 
claradas inconstitucionales en materia de abreviación 
de juicios laborales, cabe imaginar los cientos de per- 
sonas involucradas en esos juicios, como demandan- 
tes o como demandadas, que podrían verse benefi- 
ciadas o perjudicadas en función de la aprobación de 
esta norma. Digo esto en el ámbito de la generalidad 
de la norma y no en la específica vinculada a lo que 
es el Derecho Penal. Sería no solo totalmente impro- 
cedente considerando el principio de separación de 
poderes, sino pura y simple futurología, ya que no es 
posible prever con exactitud la forma en que los Jue- 
ces aplicarán las leyes en los casos concretos. Tanto 
es así, que en el caso puntual que ha tomado estado 
público, existe una interpretación distinta y contra- 
dictoria entre el Juez Letrado de Primera Instancia, 
la Fiscal y el Tribunal de Apelaciones en lo Penal, que 
ha motivado que la Fiscal recurriera en casación esta 
sentencia ante la Suprema Corte de Justicia, argu- 
mentando que no pueden clausurarse los procedi- 
mientos cuando los procesados han sido acusados por 
la Fiscalía por delitos distintos a los que motivaron el 
auto de procesamiento, posición que acompaño. 


Por otra parte, debe tomarse en cuenta que entre 
la aprobación de la Ley N”* 18.411 y el pronuncia- 
miento judicial sobre un caso concreto, transcurrie- 
ron dos años sin que una sola reflexión u opinión se 
manifestara tanto en el ámbito académico como en 
las propias instituciones gremiales y profesionales, 
señalando la inconveniencia de esta derogación o 
realizando juicios sobre la actuación del Parlamento. 
De hecho, las consecuencias políticas de esta situa- 
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ción se producen, simplemente, porque el pronuncia- 
miento judicial se vincula con una especial sensibili- 
dad social y política en un tema en el que la opinión 
pública reacciona, más allá de cualquier criterio téc- 
nico y jurídico, y al impulso de una lectura gruesa, 
vehiculizada por los medios de comunicación. Pero 
nuestra responsabilidad como Legisladores no puede 
guiarse por el mismo impulso. 


Ahora bien; voy a hacer referencia a qué sucede si 
una norma legal es notoriamente insuficiente, anti- 
cuada, de dudosa constitucionalidad y contradictoria. 
Para ello voy a citar las anotaciones del doctor Langón 
-profesor Grado 5, al igual que el doctor Fernández 
u otros catedráticos de gran especialidad- al Código 
Penal, Tomo Il, que es el que estudian los mucha- 
chos en la Facultad. Allí dice: “Mucho me temo, por 
otra parte, que aun con la mejor de las intenciones, 
la insistencia en aplicar una norma inaplicable se en- 
cuentra en el camino de la lamentable “politización 
de la Justicia” que algunos denuncian y tiene, por lo 
menos, dos consecuencias graves: a) hace pensar a 
los Jueces que ellos pueden suplir los vacíos legales 
que pueda haber, y que su misión no es cumplir la ley 
sino hacer justicia material, lo que los puede llevar 
a un protagonismo de la naturaleza política referida 
anteriormente; y b) impide que el Legislador tome 
conciencia de que no ha regulado debidamente un 
aspecto importante de la vida de las sociedades, y que 
debería quizás legislar al respecto, lo que descarga 
en el judiciario todo el peso de la responsabilidad de 
tener que “solucionar” graves problemas sociales, 
bajo presión de la prensa y de la comunidad, actuan- 
do por añadidura, con una base legal inapropiada”. Y 
agrega, refiriéndose al comentario de los delitos de la 
Ley N* 2.230, en particular del artículo 76: “No es 
posible, en cambio, aplicar forzadamente y para dar 
satisfacción eventual al clamor de la masa, por justos 
que fueran sus reclamos, una norma penal que no es 
tal o que, si alguna vez lo fue, ha quedado claramente 
derogada por normativa posterior y por el implacable 
paso del tiempo”. 


Ahora vamos a ver las distintas posiciones en la 
doctrina penal, sobre todo la posición sostenida por 
varios catedráticos, en particular por el doctor Lan- 
gón, quien fuera citado en el Plenario por parte del 
señor Senador Rubio en auxilio de una argumenta- 
ción que estaba desarrollando. 


Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia, re- 
firiéndose a la función legislativa y la facultad de 
contralor sobre la violación del principio de igualdad 
entre las personas -artículo 8% de la Constitución de 
la República- ha sostenido siempre que se violenta 
dicho principio toda vez que una ley establezca un 
principio de distinción, tratamiento especial, fuero o 
privilegio particular que afecte la igualdad ante la ley. 
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Por sentencia N* 51 de 1986, la Corte también afir- 
mó: “El principio de igualdad de las personas ante 
la ley, inscripto en el artículo 8% de la Constitución, 
importa la prohibición de que se establezcan fueros 
o leyes especiales para determinadas personas, salvo 
los que la propia Carta instituyera y equivale a decir 
que todas las personas deben recibir igual protección 
por parte de la ley. Lo que no impide que se legisle 
para clases o grupos de personas siempre que esto se 
constituya justa y racionalmente”. 


Ahora bien; es en el respeto por estos principios 
que analizo y ejerzo mi función legislativa, velando por 
el interés general y sin detenerme en la eventualidad 
de perjudicar o beneficiar a personas específicas. De 
haber advertido la vinculación, ante la derogación del 
artículo 76 y un caso judicial concreto -por un senti- 
do quizá de prudencia política pero no de técnica le- 
gislativa jurídica- hubiera promovido la postergación 
o la cancelación del tratamiento de esta iniciativa. No 
soy juez del doctor Gonzalo Fernández. Simplemente 
soy un Legislador que, frente a un profesor Grado 5 
de Derecho Penal, recoge una sugerencia, la estudia, 
la comparte y la propone a la Bancada de Gobierno 
como una solución a determinadas incongruencias 
que, como los Legisladores saben, son “hasta natura- 
les” en un proceso legislativo en el que se unifica una 
legislación antigua que hasta entonces había estado 
dispersa en una multiplicidad de normas - algunas de 
más de un siglo de vigencia- en forma inorgánica. Me 
refiero al Código Civil, al Código de Comercio, al viejo 
Código Penal derogado, al Código Penal de 1934 ac- 
tualmente vigente y a otra multiplicidad de normas, 
varias de las cuales debieron ser derogadas a efectos 
de adaptarse al nuevo texto legal. 


Parte de estas incongruencias obedecían al hecho 
de que la Ley N” 18.387 fue aprobada en bloque - 
como tantas otras lo fueron en la pasada Legislatura- 
dejando de lado innumerables sugerencias de señores 
Ministros y otros actores para modificar su redacción. 
De hecho, ya en la discusión que se realizara el 15 
de octubre de 2008 en la Cámara de Senadores, lue- 
go de que se votó la Ley N* 18.387, varios señores 
Senadores previmos la posibilidad de que surgieran 
disfuncionalidades o discrepancias con respecto a 
ciertos artículos y de ajustarlas en función de cómo la 
norma impactara en la actividad comercial del país. 
En ese sentido, el señor Senador Michelini expresó: 
“También éramos conscientes de que había algunos 
aspectos que habían merecido sugerencias del Poder 
Ejecutivo y que habían quedado en cierta forma por 
el camino, sobre las que había una opinión conteste 
en cuanto a atenderlas en esta instancia. Sin embar- 
go, sabíamos que eso iba a insumir un trabajo de al- 
gunos meses en el Senado y que las eventuales mo- 
dificaciones harían que el texto volviera a la Cámara 
de Representantes, lo que podría, a su vez, determi- 
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nar un nuevo capítulo en la Asamblea General. Esto, 
evidentemente, no le hacía nada bien a una inicia- 
tiva que, si bien merece algunas modificaciones, es 
muy buena. Además, los planteos llegarían a tiempos 
electorales, lo que constituiría situaciones o escena- 
rios cuyas consecuencias no podríamos prever. Por 
lo tanto”, agregó, “tuvimos que poner en la balanza 
si estudiábamos el proyecto a fondo e introducíamos 
las modificaciones, o si lo aprobábamos tal cual venía 
de la Cámara de Representantes. Cabe destacar que 
esta alternativa también se planteó a nivel del Poder 
Ejecutivo, que no era ajeno a la situación. Incluso, 
algunos Ministros nos transmitieron inquietudes con- 
cretas y plantearon ciertas modificaciones, pero les 
señalamos que si había que incluirlas, así se haría 
-como en otras tantas oportunidades- por ley sepa- 
rada, estudiando cada caso adecuadamente, ya que 
ahora había que apretar el acelerador para aprobar 
este texto tal cual está porque, notoriamente, benefi- 
cia al Uruguay y a su sector productivo”. 


En el mismo sentido se expresó el entonces Sena- 
dor Alfie, diciendo: “En términos generales, el Parti- 
do Colorado va a votar en forma afirmativa este pro- 
yecto de ley; quizás, si se vota artículo por artículo, se 
pronunciará en contra de alguno de ellos. A grandes 
rasgos estamos de acuerdo y nos parece importante 
y positivo avanzar y recoger alguna experiencia en el 
tema a efectos de poder hacer las correcciones, ya no 
en abstracto, sino basados en la práctica. Creo que 
ese es el mayor valor de la iniciativa. Como bien decía 
el señor Senador Michelini, uno podría pensar que 
determinadas cosas van a funcionar mal por esto o 
por aquello y seguramente va a ser así, pero es mejor 
que ello suceda porque de esa forma se facilitan los 
acuerdos y los cambios”. 


Finalmente, voy a hacer una precisión antes de 
entrar de lleno al análisis de las razones por las cua- 
les presenté la sugerencia de derogar los artículos 
42 a 44 y 76 de la Ley N* 2.230. La decisión judi- 
cial y su repercusión a nivel de la opinión pública se 
vieron potenciadas por una publicación periodística 
que refería a una “gauchada” que el doctor Gonzalo 
Fernández me habría pedido. Se trataba de incluir 
esta derogación en función de mi calidad de Miembro 
Informante de la Ley N* 18.387. Insisto: el doctor 
Fernández no hizo la mínima referencia al caso par- 
ticular de los hermanos Peirano y, tal como dije en el 
Plenario del Senado, no correspondía, ni lo hubiera 
admitido, porque ello habría implicado desvirtuar la 
naturaleza de la función legislativa. Pero ante todo 
subrayo que yo no hago gauchadas ni mandados a na- 
die, salvo lo que considero una actitud general, en 
virtud de mi condición de Legislador, de acompañar 
y ayudar a aprobar todas aquellas iniciativas que creo 
son beneficiosas para el país. A eso me refiero cuando 
hablo de “gauchadas”, término que me gusta mucho 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


pero que no implica otra cosa que una licencia gra- 
matical para destacar la predisposición a dar siempre 
una mano para ayudar a la gobernabilidad, a presen- 
tar un proyecto de ley, a estudiar un tema e, incluso, 
a criticar -en forma dura pero constructiva- aquellas 
iniciativas o normas que considero inadecuadas. 


No es casualidad que en esa misma Sesión en 
que se aprobó el proyecto de ley que adelantaba la 
vigencia de la Ley N* 18.387 y eliminaba la superpo- 
sición de figuras delictivas derogando los artículos 42 
a 44 y 76 de la Ley N* 2.230 también fuera Miembro 
Informante de la Ley de Cooperativas, iniciativa del 
Poder Ejecutivo que contaba con más de doscientos 
artículos que armonizaba y daba rango legal a todo el 
sistema cooperativo del Uruguay que carecía de una 
regulación armónica. 


A los pocos días también fui Miembro Informante 
de otros proyectos del Poder Ejecutivo sobre cohecho 
y soborno trasnacionales -estudiados en la Comisión 
de Constitución y Legislación- y sobre el Convenio 
Internacional sobre Represión de los Actos de Terro- 
rismo Nuclear, analizado en la Comisión de Asuntos 
Internacionales. Esto sucedió en el lapso del que es- 
tamos hablando, es decir, en el tiempo en que se su- 
perponen todas estas decisiones parlamentarias en el 
ámbito del Plenario del Senado. 


Ahora voy a ingresar en la valoración de la Ley 
N* 2.230 antes de la aprobación de la Ley N* 18.387, 
y me voy a referir a las razones que motivaron y jus- 
tifican la derogación de los artículos 42 a 44 y 76 de 
la Ley N* 2.230. Los señores Senadores seguramente 
saben que la Ley N* 2.230, de 1893, fue sancionada 
en un momento especial de la vida del país, bajo el 
apremio de la crisis de 1890, en la Presidencia de don 
Julio Herrera y Obes -famoso por algunas frases polí- 
ticas que todavía se repiten- que afectó los bancos de 
emisión: el Banco Nacional y el Banco Inglés del Río 
de la Plata. Esa ley fue aprobada luego de un apresu- 
rado proceso de sanción legislativa dirigida a contem- 
plar la liquidación del Banco Inglés. “El objetivo de 
esa ley, entonces, apuntaba a colmar un vacío legal 
desde que el Código de Comercio solo contaba con 
disposiciones generales en materia de concordatos y 
quiebras, concebidas sobre la base de la responsabili- 
dad personal y largamente superadas por el gradual y 
creciente desarrollo de la sociedad anónima”. 


A lo largo de su existencia, la Ley N* 2.230 fue 
centro de múltiples evaluaciones negativas de parte 
de la doctrina y de opiniones encontradas entre la 
jurisprudencia y la propia doctrina. 


El doctor Carlos Martínez Moreno, citando a la 
catedrática de Derecho Penal, doctora Adela Reta, en 
una consulta agregada a requerimiento de la defensa 


17 de noviembre de 2010 


en la apelación de la sentencia de primer grado de un 
notorio caso judicial, dijo: “La doctora Adela Reta ha 
dicho que esta Ley N* 2.230 es ejemplo de “pésima 
técnica legislativa”, “engendro híbrido que durante 
años nuestra jurisprudencia se ha resistido a manejar 
en una posición de prudencia y de respeto al principio 
de legalidad”. En aquel entonces, el profesor Bayardo 
Bengoa también expresó lo siguiente: “...la necesidad 
de circunscribir la aparente amplitud de la fórmula 
legal “de límites excesivamente latos”, delimitados 
por la objetividad de la propia naturaleza jurídica de 
la ley, por su finalidad de tutelar los derechos de ter- 
ceros, por lo que “hay que encontrar formas de hallar 
finitud a la amplia conceptuación legal”, para lo cual 
debemos echar mano del criterio limitador del bien 
jurídico tutelado”. Por su parte, el catedrático de De- 
recho Penal, doctor Langón, luego de su conferencia 
“El Delito de Asociación para Delinquir y Régimen 
de Concurso con Delitos Societarios”, concluye: “Me 
parece un error jurídico, y aun político-criminal, pre- 
tender seguir aplicando, a marcha martillo como se 
dice, un texto tan anticuado, deficiente, criticado y 
derogado como el de la Ley de Sociedades Anónimas 
de 1893”. 


Para concluir, obviamente voy a citar la opinión del 
doctor Gonzalo Fernández, que tiene un libro escrito 
sobre el tema en el que expresa: “La Ley N* 2.230, 
en cuanto se relaciona con sus supuestos penales, ti- 
pifica un ejemplo de “ley anticuada”, contentiva de 
una deficiente descripción de las conductas que pre- 
tende reprochar. Sin embargo, su dilatada vigencia y 
su singularidad como texto represivo para las socie- 
dades anónimas, obliga a recurrir inexorablemente a 
estas desfasadas disposiciones legales en busca del 
fundamento legal del castigo”. 


A todos estos antecedentes, múltiples interpreta- 
ciones contradictorias y valoraciones negativas por 
parte de la doctrina nacional y extranjera del Dere- 
cho Penal que acompañaron la extensa vida de esta 
Ley N* 2.230, se sumaba, a partir de la vigencia de 
la Ley N” 18.387, un nuevo problema, relativo a la 
supervivencia de dos regímenes legales regulando 
una misma conducta delictiva; problema del cual me 
hiciera tomar nota el entonces Canciller de la Repú- 
blica, doctor Gonzalo Fernández, de quien provino la 
sugerencia de derogar normas superpuestas relativas 
a tipificar una misma conducta delictiva. 


Antes de entrar al detalle de este último problema, 
que concluyó con la derogación de los artículos 42 a 
44 y el artículo 76 de la Ley N* 2.230, es necesario 
-vuelvo a pedir disculpas- desarrollar las múltiples 
razones jurídicas que aconsejaban la derogación de 
la Ley N* 2.230 muchas décadas antes del año 2008, 
en tanto que era un antiguo resabio de una legisla- 
ción definitivamente superada. Estas razones, como 
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se verá, incluyen fundadas opiniones de catedráticos 
que sostenían que dicho tipo legal había sido tácita- 
mente derogado a partir de la derogación del Código 
Penal de 1889. Por eso voy a referirme a los proble- 
mas de la Ley N” 2.230 preexistentes a la aprobación 
de la Ley N* 18.387. 


En tal sentido, las mismas razones jurídicas y de 
buena técnica legislativa que explican y justifican la 
derogación de los artículos referidos a delitos concur- 
sales -artículos 42 a 44 de la Ley N* 2.230- se aplican 
a la derogación del delito en la liquidación, tema al 
que refiere el artículo 76. El profesor Fernández, en 
su obra citada, señalaba que los artículos 42 a 44 y 
76 de esta ley solo contemplaban delitos concursales 
que presuponen la existencia de un proceso judicial 
de concordato, y conductas tipificadas como delitos 
en la liquidación judicial de la sociedad, dejando una 
laguna para el caso de inconductas penales societa- 
rias que puedan ocurrir en las etapas de constitución 
y funcionamiento “normales” de una sociedad. Para 
estos casos, la doctrina mayoritaria concluía que re- 
sultaban aplicables las disposiciones del Código Penal 
de la época que tipificaban las múltiples figuras de- 
lictivas generales en materia de fraude aplicables a la 
conducta de las personas, incluyendo la actividad de 
las sociedades. Añade el doctor Fernández: “La doc- 
trina agrupa a toda la gama de inconductas penales 
societarias conforme a una variable cronológica: el 
momento o la etapa de la vida de la sociedad en que 
el delito se inscribe”. Se sistematizan así cuatro gran- 
des categorías de delitos: delitos referidos al proceso 
fundacional; delitos cometidos durante el período de 
funcionamiento normal de la sociedad; delitos de los 
procedimientos concursales, y delitos que se verifican 
en la etapa de liquidación de la sociedad. 


Nuestro esquema penal positivo en materia de so- 
ciedades anónimas solo contemplaba a nivel especial 
las fases concursales y de liquidación, ya que la Ley 
N* 2.230 se limitaba a reprimir delitos cometidos en 
una fase anómala de la sociedad anónima: el concur- 
so y la liquidación. Las lagunas referidas a la delin- 
cuencia del proceso fundacional, así como la que se 
verifica en el curso normal de la gestión normal de 
la sociedad debían ser colmadas -en ausencia de la 
ley especial- por el catálogo de modelos delictivos su- 
ministrados por el Derecho Penal común. Para esos 
ámbitos, existían múltiples tradiciones penales que 
suplían el vacío legal, como por ejemplo las falseda- 
des documentales del Título VIII del Código Penal, 
las tradicionales figuras de estafa -artículo 347 del 
Código Penal-, la apropiación indebida -el artículo 
351 también del Código Penal- y la insolvencia socie- 
taria fraudulenta a que refiere el artículo 5” de la Ley 
N* 14.095, relativa a ilícitos económicos que, si no 
recuerdo mal, data de 1972 y su Miembro Informante 
fue el doctor Washington Beltrán. En esos tiempos yo 
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era su Secretario y recuerdo que los miembros infor- 
mantes fueron los Senadores Ortiz y Grauert; aunque 
la etapa de mi juventud haya pasado hace ya bastan- 
te tiempo, puedo recordar claramente cómo también 
desde la oposición un Senador de otro partido es ca- 
paz de informar una ley de tanta trascendencia e im- 
portancia para el país. 


La doctrina es conteste en señalar la deficiente 
descripción del supuesto de hecho -la conducta ma- 
terial que se califica como delito- en el caso de todos 
los artículos derogados. Mientras que en los artículos 
42 a 44 -recordemos que la derogación no es solo del 
artículo 76, sino también de los artículos 42 a 44- la 
ambigúedad descriptiva del tipo penal y el casuismo 
de las especies penalizadas “obligan a extremar la 
metodología técnico-jurídica para ensayar su expo- 
sición dogmática”; en el artículo 76 la ausencia de 
precepto lleva al doctor Langón a afirmar que la Ley 
N* 2.230 está en oposición con el Código Penal y, por 
tanto, queda derogada por no describir el tipo penal 
de que se trata; en otras palabras: falta el precepto o 
su amplitud la hace inconstitucional por violación del 
principio de legalidad. El profesor Langón, en la obra 
citada, explica que “Una ley a la que le falta precepto 
no es una ley penal”. “No es delito una acción que no 
esté prevista expresamente por la ley, y no se conside- 
ra ley penal a la que carezca de norma y/o sanción - 
artículo 1” del Código Penal- ; y es del caso que a esta 
Ley N* 2.230, artículo 76, le faltan ambas”. 


El artículo 1% del Código Penal, que consagra el 
principio de legalidad ya establecido por la Constitu- 
ción en el artículo 10, determina que la ley debe esta- 
blecer qué conductas humanas o acciones en sentido 
genérico - comprensiva de las omisiones punibles- 
considera de naturaleza criminal a consecuencia de 
la cual las sanciona con una pena. Esto es - discúl- 
penme el tecnicismo- lo que se denomina el supuesto 
de hecho, la materialidad de la conducta desvalorada 
por el Derecho, que se denomina “tipo” en doctrina 
penal y que consiste, precisamente, en una descrip- 
ción sintética pero inequívoca de un modo de con- 
ducta humana, habitualmente descripta a través de 
un verbo nuclear, cuya conjugación por el agente su- 
pone, precisamente, la ejecución del delito. 


El artículo 76 de la Ley 2.230, de 1893, analizado 
aisladamente, como suele hacerse para fundamentar 
la represión, no contiene en realidad precepto porque 
no describe ninguna conducta humana, salvo que 
pueda referirse a la situación de liquidación de la so- 
ciedad anónima, en cuyo caso estaríamos en presen- 
cia inequívoca de una condición de punibilidad, de 
acuerdo con una posición de la doctrina. Ni el fraude 
ni la simulación son, en sí mismas, conductas típicas 
sino, en todo caso, medios para llegar a determinados 
fines, y en lo que refiere a la violación de estatutos o 
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de leyes de orden público, el tipo es de tal amplitud, 
tan carente de concreción, que bien puede decirse, 
de acuerdo con la opinión de Sebastián Soler, que 
esta disposición pasaría a constituir el cajón de sastre 
del Derecho Penal uruguayo, creando un monstruo 
jurídico innominado. No se trata de un solo tipo penal 
abierto, sino de un tipo carente de conducta típica. 


Pido a los señores Senadores que me permitan 
desarrollar un poco más las opiniones de algunos ca- 
tedráticos de Derecho Penal acerca de este tema. El 
profesor Soler afirmaba que se venía a descubrir en 
el artículo 76 una especie de super-delito que no ne- 
cesita tipificación alguna. Él cita en apoyo de su po- 
sición a la Suprema Corte de Justicia en la sentencia 
que representa el denominado principio de tipicidad 
en la ley penal. El preceptum legis y la sanctium legis 
constituyen, pues, no solo elementos esenciales in- 
disolubles de toda ley penal que determina el delito, 
al punto que es absolutamente inconcebible admitir 
una sanción penal sin precepto o un precepto sin 
sanción penal. Hay en ese procedimiento -se refie- 
re al que desconoce el principio de unidad típica de 
cada figura penal- una curiosa y original violación del 
principio de nullum crimen sine lege. Según los prin- 
cipios del Derecho Penal, en todos los casos, cuando 
falta un elemento constitutivo de una condición de 
punibilidad -el fraude en el proceso judicial de con- 
curso y liquidación- el delito desaparece. 


Los denominados super-delitos son precisamente 
los que, por fortuna, han muerto para siempre des- 
pués de que el principio de nullum crimen, llamado 
principio de reserva, se ha transformado en precepto 
constitucional. Sebastián Soler describía estas figuras 
y los métodos de tipificar delitos por analogía como 
propios del fascismo, el nazismo y la Rusia stalinista, 
condenados en la Declaración Universal de Derechos 
y en todas las Constitucionales republicanas y demo- 
cráticas. El concepto de fraude es muy genérico, se- 
gún enseñaba Soler, cuyos rasgos generales consisten 
en una intención de engañar o perjudicar, consilium 
fraudis, y un daño real o eventual, eventus damni, es 
decir, el fraude como la violencia no es un crimen en 
sí; es uno de los grandes criterios que pueden servir 
para clasificar delitos. 


El catedrático Miguel Langón, por su parte, en la 
obra citada explica que el fraude es el engaño, signi- 
fica inexactitud consciente y, en general, aparece con 
tal denominación como un delito contra la Adminis- 
tración Pública -como entre nosotros el artículo 160 
del Código Penal- o es considerado como un abuso de 
confianza, lo que en el Uruguay es una agravante ge- 
nérica del artículo 47 N* 7. Continúa diciendo que los 
fraudes han sido considerados delitos específicos en 
varias oportunidades, la más obvia de ellas en el deli- 
to de estafa, cuando el agente indujere en error a una 
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persona mediante el uso de estratagemas o engaños 
artificiosos, para procurarse a sí mismo o a un ter- 
cero un provecho injusto, pero también colorea todo 
el capítulo de delitos contra la fe pública, a través 
de las distintas modalidades de la falsificación. El ca- 
tedrático Langón expresa que su consideración más 
específica, sin embargo, por lo menos en lo que nos 
ocupa ahora, se encuentra en los delitos de quiebra 
fraudulenta y en el de insolvencia fraudulenta civil y 
societaria. Él dice que la simulación, por su parte, es 
la acción de simular, esto es, de representar una cosa, 
fingiendo o imitando lo que no es, consistiendo en la 
alteración aparente de la causa, la índole o el objeto 
verdadero de un acto o contrato. 


El catedrático Langón continúa diciendo que es- 
tas supuestas conductas solo pueden tener sentido 
cuando determinan una cesación de pagos, una ban- 
carrota, de forma y modo que el estudio de los ver- 
bos nucleares -de alguna forma hay que referenciar 
eso- nos lleva a lo que veremos luego, respecto de la 
necesidad de vincular toda la cuestión de la ley a una 
situación anómala de la vida de la sociedad anónima, 
esto es, a la cesación de pagos, lo que plantea el tema 
de la quiebra impropia y el problema de la condición 
de punibilidad que esta supone. La orfandad des- 
criptiva a la que refería Gonzalo Fernández -añade 
Langón- es tan enorme que la hace absolutamente 
incomparable con los delitos de riña o de aborto con 
que ejemplificaba para defender la tesis de la vigencia 
en aquel entonces el doctor Tomassino, quien soste- 
nía una posición aislada en la doctrina nacional. Por 
ejemplo, reñir supone una conducta específica que 
conlleva pelea, trifulca, gresca, acometimientos recí- 
procos entre varios contendores y aborto consiste en 
interrumpir el proceso de embarazo en la mujer, del 
mismo modo que el homicidio supone quitar la vida a 
un ser humano, lo que no tiene punto de relación con 
las vagas definiciones del fraude, la simulación o la 
violación de leyes y estatutos a que refiere este infeliz 
artículo de la ley. 


Sin llegar a postular la derogación de la ley, el doc- 
tor Gonzalo Fernández afirma en la obra citada que 
el artículo 76 es prácticamente un esquema sin des- 
cripción y reconoce que en esa orfandad descriptiva 
se origina el más agudo problema de interpretación. 
Aclaro que debí hacer la breve reseña anterior porque 
explica una de las razones centrales por las cuales 
recogí la sugerencia del doctor Fernández de derogar 
el artículo 76. Se debió a su reñida situación frente 
al principio de legalidad del rango constitucional, al 
no definir el tipo penal. En síntesis, como considera- 
ba Soler -aclaro que cuando cito al profesor argen- 
tino Soler lo hago porque considero que es una de 
las figuras insignes del Derecho Penal- el resultado 
no es solamente la contradicción con figuras precisas 
del Código Penal, sino que además parece crear, con 
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bastante indeterminación, una serie de punibilidades 
atípicas, sueltas, indefinidas y contradictorias, inclu- 
so entre sí. 


Los artículos derogados de la Ley N* 2.230 indivi- 
dualizan como agentes de la conducta criminosa a los 
directores, representantes o administradores. Ade- 
más de las dificultades de delimitar conceptualmente 
a qué se refiere la ley por cada una de estas figuras 
-que motivó no pocas reflexiones doctrinarias que 
por razones de brevedad omitiré enteramente- esta 
tipificación como figura a sujeto calificado, aunque 
congruente con su ontología particular de delitos pro- 
pios o especiales, motivó otro tipo de cuestionamien- 
tos doctrinarios. Vinculando esta última cuestión a la 
previamente analizada ausencia del precepto o tipo 
penal, el doctor Langón, refiriéndose en particular el 
artículo 76, expresa que no tiene ningún sentido im- 
putar el castigo del fraude, de la simulación o del in- 
cumplimiento normativo por sí mismos, porque no se 
ve cómo ni por qué engañar o simular, o violar leyes 
o estatutos deba ser criminal solo cuando estas con- 
ductas las realizan los directores o administradores 
de sociedades anónimas, lo que significaría una grave 
vulneración del principio constitucional de igualdad 
ante la ley. 


Una incriminación genérica por violar leyes o es- 
tatutos lleva a la máxima confusión entre el ilícito 
administrativo y el ilícito penal, amplificando desme- 
suradamente el campo de la represión, pues el direc- 
tor que engañare a su mujer cometería delito de frau- 
de, estrictamente hablando. Lo mismo sucedería con 
quien realizare cualquier negocio simulado, aunque 
no necesariamente de naturaleza penal, quedaría 
también atrapado por el tipo de vocación omnicom- 
prensiva, propia de este súper delito a que refería con 
tanta contundencia Sebastián Soler. 


En el mismo sentido se manifestó el maestro ar- 
gentino Sebastián Soler, citado por Langón: “En for- 
ma insuperable el maestro argentino expuso las con- 
secuencias absurdas y violatorias de la Constitución 
que se derivan de la consideración autonómica, fuera 
de todo contexto, de esta norma aislada del siglo XIX, 
a saber, el artículo 76, que sin describir ningún tipo 
de acción, castigaría toda forma de simulación, frau- 
de o ilegalidad, con una pena máxima común de ocho 
años de penitenciaría; estas formas genéricas de deli- 
to serían aplicables cuando los hechos imputados no 
constituyan una de las numerosas formas de fraude, 
simulación o ilegalidad definidas por el Código Pe- 
nal y punidas muchas veces con sanciones menores 
a las del artículo 76 (como en el caso de la estafa o 
de las falsedades documentarias); el hecho de que 
una conducta no encuadre dentro de las figuras del 
Código Penal no comporta exención de pena, sino so- 
lamente la de esa pena, sin perjuicio de la aplicación 
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de otra aún mayor, la prevista por el artículo 76. Este 
tratamiento penal sería aplicable solo a directores y 
administradores de sociedades anónimas, no rigiendo 
para el resto de las personas, en violación del artículo 
8 de la Constitución”. 


En palabras del propio Sebastián Soler: “La inde- 
finición de ese monstruo jurídico innominado”, fíjen- 
se los señores Senadores con qué contundencia se 
pronuncia, “aparece lanzada en pleno siglo XX a per- 
seguir brujas y herejes sin que nadie se haya molesta- 
do en delinear el fantasma con los más rudimentarios 
perfiles. No se sabe si se trata de delitos de los que es 
víctima la sociedad anónima o si esta sale beneficiada 
y las víctimas son terceros”. 


Otro de los problemas que presentaban los deli- 
tos de la Ley N* 2.230 -que obviamente tuvimos que 
analizar- era que los artículos no individualizaban 
las penas aplicables. En el caso del artículo 42, por 
ejemplo, la norma se limitaba a atribuir “la responsa- 
bilidad criminal que les incumba”. En el artículo 43 
persiste esta indeterminación legal de la penalidad 
aplicable, al aplicar la pena “que se establecerá”, y en 
el caso del artículo 76, aplicando la pena correspon- 
diente al quebrado fraudulento del viejo Código Penal 
de 1889. Esta falta de definición de la pena generó 
diversos problemas y la doctrina discutió ampliamen- 
te la forma de integrar estas lagunas. En este sentido, 
se debatió sobre qué pena se debía aplicar en el caso 
de los artículos 42 a 44. Para este problema, el doctor 
Fernández entiende que el artículo 76 “asume valor 
polifuncional en cuanto suministraría la pena básica 
para todas las conductas punibles descritas en la Ley 
N2 2,230”. 


Más allá de lo expuesto, el problema más grave 
radica en el hecho de que las penas establecidas en el 
artículo 76 refieren a todo un cuerpo legal derogado 
por disposiciones ulteriores; esto es: el Código Penal 
de 1934. A su vez, parte de la doctrina se pronunció 
por la vigencia de la vieja ley de 1893, afirmándo- 
se que la remisión al Código Penal de 1889 es quod 
poenam y que, por lo tanto, hay una sobrevivencia de 
la disposición de un Código derogado. Este fue el es- 
fuerzo que se hizo por parte de la doctrina para poder 
hacer vigente una determinada pena. Pero otra parte 
de la doctrina afirma que es imposible pretender apli- 
car penas de un Cuerpo que ha perdido vigencia. En 
este sentido, el doctor Langón entiende que “es más 
sencillo, racional y evidente sostener la derogación 
lisa y llana de la norma, por cuanto ha quedado sin 
pena, al derogarse el Código Penal en que aquella se 
sustentaba”. Así pues, el doctor Langón dice que las 
penas no se pueden aplicar por analogía, y si las esta- 
blecidas en 1893 han sido derogadas, no pueden re- 
vivir para, sobre un texto del siglo XIX, imponer una 
pena recién establecida en 1934. Luego agrega: “Si 
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se mira bien, por otra parte, se advierte que indepen- 
dientemente del proceso de liquidación jamás podría 
estarse en condiciones de determinar cuál es la pena 
que corresponde al caso, dado que el artículo 274 
del Código Penal de 1889 establece un porcentaje de 
pérdida a los acreedores (el 25%), que determina, si 
no fuere superado, un abatimiento importante en el 
castigo. La única manera de llegar a saberse cuando 
la pérdida existe y cuando, de existir, supera el 25%, 
es en el momento en que los síndicos informen sobre 
la solvencia o insolvencia de la masa. Incluso si se 
hiciere uso de la potestad que el inciso tercero otorga 
al Juez no se ve cómo, fuera de concurso, el Juez es- 
taría algún día en condiciones de determinar la pena 
legal que correspondiere. Lo que me parece claro es 
que simplemente la pena de la quiebra de 1889 ha 
quedado derogada conjuntamente con todo ese cuer- 
po normativo”. 


Por su parte, la doctora Adela Reta es categórica 
cuando afirma que el artículo 76, fuera del caso de li- 
quidación, supone un precepto sin pena, porque esta 
solo es posible en un proceso de aquella naturaleza. 
La condicionalidad del artículo 76, al que a continua- 
ción nos referiremos, está vinculada con el delito de 
quiebra impropia. El proceso de liquidación judicial 
de las sociedades anónimas como condición objeti- 
va de punibilidad y la inaplicabilidad del artículo 76, 
luego de la vigencia de la Ley N* 16.060, es lo que 
pasaremos a analizar en este momento. 


La cita anterior del profesor Langón a la doctora 
Adela Reta refiere a una amplia discusión doctrinaria 
vinculada a uno de los más álgidos temas de discusión 
interpretativa que este controvertido artículo provocó 
en el pasado entre los distintos Magistrados y especia- 
listas en Derecho Penal. 


En primer lugar, corresponde recordar que las 
viejas leyes de quiebra se articulaban sobre la base 
de la responsabilidad personal del fallido, pero eran 
inoperantes en los casos de quiebra de una sociedad 
anónima ante la incapacidad penal del ente societario 
y del anonimato de los accionistas. En ese sentido, a 
las sociedades anónimas solo cabía liquidarlas porque 
societas delinquere non potest. Por ello, el profesor 
Sebastián Soler en su análisis del tema en cuestión 
observaba, respecto de la historia de la Ley N*. 2.230, 
que el problema planteado por las sociedades anóni- 
mas en las últimas décadas del siglo pasado, era el de 
resolver si alguien debía ir a la cárcel cuando una so- 
ciedad anónima caía en cesación de pagos culposa o 
fraudulenta, y en su caso, quién. Se refería al tema de 
la responsabilidad penal, problema que las antiguas 
leyes de quiebra no habían resuelto, ni aquí ni en el 
extranjero. Por esa razón comienzan a surgir, a fines 
del siglo XIX en el Derecho Comparado, una serie de 
leyes que regulan la llamada “quiebra impropia”. En 
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la “quiebra impropia” se declara la disolución de la 
sociedad que está en cesación de pagos y se respon- 
sabiliza a sus administradores o directores, en caso de 
que haya habido fraude. 


Es en este contexto que se aprueba la Ley 
N*. 2.230, estableciendo un régimen de responsabili- 
dades correlativas -civiles y criminales- en un sistema 
de responsabilidades individuales, integradas en los 
artículos 24, 43, 44 y 76, todas ellas insertas en el 
proceso de liquidación de las sociedades anónimas, 
equiparado analógicamente al de la quiebra. 


La Ley N* 2.230 nace así como un régimen par- 
ticular para la hipótesis de cesación de pagos de las 
sociedades anónimas, configurando el proceso con- 
cursal denominado “liquidación judicial”. Práctica- 
mente toda la doctrina, sin fisuras, coincide en la 
condicionalidad del artículo 76, es decir, coincide en 
que el artículo 76 no podía aplicarse independiente- 
mente del proceso de liquidación judicial de las socie- 
dades anónimas, difiriendo tan solo en si ello es una 
condición de procedibilidad o de punibilidad. En la 
posición contraria, sostenida por el doctor Tomassino, 
se afirmaba que la figura penal podía aplicarse a los 
directores y administradores de sociedades anónimas 
toda vez que se comprobara fraude, simulación, in- 
fracción de estatutos o violación de una ley cualquie- 
ra de orden público, haciendo abstracción de la si- 
tuación en que pueda encontrarse la persona jurídica 
sociedad. Esta posición, como se dirá por la doctrina 
nacional de mayor recibo, conducía a la duplicación 
de figuras penales, porque el fraude y la simulación 
ya existían como delitos, y la infracción de estatutos 
o la violación de leyes de orden público conducían 
al absurdo de que cualquier conducta de un director 
o administrador contraria a la ley -por ejemplo, des- 
pido de un trabajador sin justa causa, el no pago de 
salarios, la no presentación de declaraciones ante los 
organismos provisionales, etcétera- podría llevar a la 
aplicación de las más severas penas, como eran las 
reservadas a los quebrados fraudulentos. 


El tema amerita una breve reseña a las principa- 
les posiciones doctrinarias. El maestro Soler rebatía 
los argumentos del Juez Tomassino y señalaba que 
es absolutamente carente de fundamentos la afirma- 
ción de que en el Código Penal no estuvieran previs- 
tos delitos de fraude y que para eso se sancionara el 
famoso artículo 76. ¿Dónde estaba y dónde está hoy 
en la legislación uruguaya - decía- el delito de quiebra 
impropia, sino en el artículo 76 de la Ley N* 2.230? 
Se preguntaba: ¿supone el autor que en el Código 
Penal de 1889 no estaban previstos todos los delitos 
que la ley castigaba y que estos no eran aplicables a 
los directores y administradores que aislada e indivi- 
dualmente incurrían en esas infracciones? Antes de 
la sanción de la Ley N* 2.230 todo sujeto -director 
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o no director de nada- podía incurrir en materia de 
fraude en una larguísima serie de delitos, figuras de- 
finidas que, ciertamente, la Ley N* 2.230 no borró ni 
podía borrar mediante la sanción de una forma gené- 
rica e indefinida de fraude. Esos delitos eran punibles 
sin condición alguna, tanto si eran cometidos contra 
un particular cualquiera o contra una sociedad, a la 
cual no había que liquidar para castigar a su adminis- 
trador infiel, porque el delito de administración frau- 
dulenta era y es una figura perfectamente definida, 
precisa y muy diferente de la quiebra. 


Si este artículo colocado en la ley de liquidación 
de las sociedades anónimas no tiene nada que ver 
con la liquidación -continuaba- ¿por qué misterioso 
capricho se remitió, precisamente, a la pena de los 
quebrados fraudulentos, en vez de establecer una 
pena especial y propia o de escoger cualquier otra de 
las trescientas que hay en el Código Penal? Agregaba 
el profesor Soler que la lectura honesta del artículo 
76 viene a decir que cuando una sociedad anónima 
ha debido ser liquidada a consecuencia de fraudes, 
simulaciones o infracción a la ley o a los estatutos, 
serán castigados como quebrados fraudulentos los di- 
rectores y los administradores que hayan cometido 
los hechos. 


El doctor Martínez Moreno, aun reconociendo 
que “la pobre y escasa historia legislativa de la san- 
ción de la Ley de 1893 es muy poco explícita”, de 
todas formas insistía en que “es de toda evidencia que 
el Legislador al redactar el proceso de liquidación de 
las sociedades anónimas, convirtió los supuestos del 
artículo 76 en concordancia con lo que disponen los 
artículos 24, 43 y 44 en supuestos de responsabilidad 
civil y eventualmente penal, aunque no dijo una pa- 
labra acerca de que autorizaba los supuestos penales 
sustrayéndolos del proceso de liquidación de la so- 
ciedad. Si la ley entera”, argumenta Martínez More- 
no, “versa acerca de cómo se disuelven y liquidan las 
sociedades anónimas, es obvio que si el artículo 76 
exorbitara ese marco, tal condición de extravasación 
excepcional de los contenidos de la ley debió haber 
merecido alguna declaración en su contexto o, por lo 
menos, en la historia de su sanción y no aparece tal 
salvedad por ningún lado”. 


En la misma línea de prudencia propugnada por 
Martínez Moreno, la profesora Adela Reta sostenía 
una interpretación restrictiva de este artículo 76, por 
la cual el procedimiento solo funcionaría cuando la 
sociedad anónima se encontrara en proceso de liqui- 
dación. 


En definitiva, como sostenía Soler, independizar 
al tipo de todo proceso liquidatorio conduciría a “eri- 
gir por vía de una interpretación duplicante, un texto 
multívoco, contentivo de un super-delito”. 
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El doctor Fernández afirma en su obra citada que 
“Desprendido del telos condicionante implicado en la 
liquidación, nos queda que ese artículo 76 castiga sin 
describir ningún tipo de acción, toda forma de simu- 
lación, fraude o ilegalidad, y que esas formas genéri- 
cas de delito”, que el profesor argentino moteja como 
“cajones de sastre”, “serían aplicables solo para direc- 
tores y administradores de las sociedades anónimas, 
cuando no puedan imputarse ninguna de las nume- 
rosas formas de fraude, simulación u ilegalidad defi- 
nidas en el Código Penal. El razonamiento, además 
de encerrar un absurdo jurídico, perfila la flagrante 
violación del principio de reserva, de rango constitu- 
cional que ha asentado su soberanía en el Derecho 
Penal contemporáneo, desterrando para siempre los 
súper delitos o toda forma de incriminación indefini- 
da que pudiere ser empleada para “cubrir todos los 
intersticios dejados por las figuras de delito del Có- 
digo Penal, siempre incómodamente estrechas, como 
si el rigor y la estrictez de esas figuras no fueran la 
garantía básica de las libertades ciudadanas”. 


Por eso concluye en esa obra el doctor Fernández: 
“En suma, la existencia de un delito genérico, supe- 
rior a las figuras típicas y derogatorio o supletorio de 
ellas, infringe el principio de legalidad e incurre en 
vicio de inconstitucionalidad”. 


Bayardo Bengoa, estudiando el texto rechazaba, 
en contra de la opinión de Soler, que hubiere una 
condición de procedibilidad, pero reconocía que se 
establecía una “condición objetiva de punibilidad 
compleja”, consistente en la constatación de “pérdi- 
das patrimoniales”, las que solo podrán determinarse 
previo estado de liquidación judicial del ente moral. 


Langón, por su parte, en forma congruente con 
el resto de su argumentación que sostiene la dero- 
gación tácita de esta ley, afirma que “el artículo 76 
funciona dentro de toda la sistemática de la ley, den- 
tro del proceso de liquidación por ella previsto, y he 
aquí que dicho procedimiento ha quedado totalmente 
derogado por disposiciones posteriores, lo cual hace 
inaplicable, por lo menos a mi criterio, a dicha ley en 
toda su extensión”. 


En este sentido, luego de examinar el régimen 
jurídico vigente a partir de la aprobación de la Ley 
N* 16.060 de Sociedades Comerciales, Langón con- 
cluye en la incompatibilidad de la Ley N* 2.230 con 
esa ley, “que vino a sustituir todo el sistema de li- 
quidación de la sociedad anónima, que era al fin y 
al cabo, el objetivo y razón de ser de la vieja ley de 
1893”. En definitiva, no creemos posible que pueda 
sobrevivir aisladamente el artículo 76, no solo por las 
contundentes razones antes esgrimidas, sino ante 
el hecho de que todo el marco regulatorio en el que 
pudo tener algún sentido -el de la liquidación judicial 
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de la Sociedad Anónima- ha perdido absolutamente 
vigencia y cambiado radicalmente, al punto de que 
la liquidación de bancos, -que son los casos en donde 
se aplicó la norma- puede hacerse en vía adminis- 
trativa por el propio Banco Central del Uruguay, lo 
que impide ingresar al estado de liquidación judicial 
y a la determinación jurisdiccional de la solvencia o 
insolvencia de la masa, que constituye la condición 
objetiva de punibilidad de la figura que comentamos. 


Es muy relevante esta posición del doctor Langón 
ya que sus afirmaciones relativas a la compatibilidad 
entre las Leyes N* 2.230 y 16.060, esta última de So- 
ciedades Comerciales, podrían en la actualidad tras- 
ladarse, prácticamente, para explicar la incompatibi- 
lidad entre la misma Ley N* 2.230 con la N* 18.387: 
“Asistimos así al espectáculo de dos normas que re- 
gulan la misma cuestión, dictadas en dos momentos 
diferentes y sucesivos en el tiempo, lo que plantea, 
por lo menos, un caso de concurso aparente de leyes 
penales, que se resuelve por la regla de la especifici- 
dad, si es que no se considera, como yo prefiero -dice 
Langón- que estamos ante una derogación lisa y llana 
de la norma anterior, por la posterior”. 


Para concluir un tema que podría insumir mucho 
más tiempo, resumidamente podemos decir, junto al 
doctor Fernández, que “mientras la Jurisprudencia 
se inclina unánimemente por la aplicación incondi- 
cionada del artículo 76, la Doctrina entera reclama, 
contrariamente, la previa declaración judicial, como 
conditio sine qua non para dinamizar el precepto le- 
gal, centrándose las discrepancias doctrinarias en la 
diversa naturaleza jurídica atribuible a la liquidación, 
que mientras para unos es condición objetivo de pu- 
nibilidad, para otros significa una condición de pro- 
cedibilidad y, en una última posición, resulta ser una 
cuestión judicial previa. 


Frente a esto, señor Presidente y señores Senado- 
res, también debemos abordar la sustitución de las 
previsiones de la Ley N* 2.230 por el delito de in- 
solvencia societaria fraudulenta de la Ley N* 14.095, 
de Ilícitos Económicos -a que hacía referencia hace 
unos momentos-, de 17 de noviembre de 1972. 


El artículo 5% de la Ley N* 14.095, de Delitos Eco- 
nómicos, delito de insolvencia societaria fraudulenta, 
establece: “El que para procurarse un provecho in- 
justo, para sí o para otro, ocultara, disimulara o hicie- 
ra desaparecer, parcial o totalmente, el patrimonio de 
una empresa en perjuicio de un tercero, será castiga- 
do con pena de doce meses de prisión a diez años de 
penitenciaría”. 


Langón dice: “Una ley a la que le falta tanto el 
precepto como la sanción, no es una ley penal, por 
lo que el supuesto delito del artículo 76 de la Ley 
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N* 2.230 no existe jurídicamente”. Pero “La comu- 
nidad no queda después de todo desprotegida, ya que 
el delito de insolvencia societaria fraudulenta cubre 
perfectamente el vacío, que planteaba lo que dio en 
llamarse “vaciamiento de empresas”. Y a esta parte 
de la legislación debe acudirse para resolver estos ca- 
sos sin pretender aplicar, a marcha de martillo, un 
texto tan inadecuado, deficiente y sobre todo deroga- 
do como la Ley N* 2.230”, 


“El delito de insolvencia societaria fraudulenta 
elaborado por Bayardo, en definitiva vino a plasmar 
una figura de peligro, un delito de tenencia estructu- 
rado sobre los mismos verbos que la vieja ley de 1893, 
el fraude y la simulación.” 


En el mismo sentido, la doctora Grezzi decía: 
“Entre quiebra fraudulenta e insolvencia societaria 
fraudulenta la relación es de alternatividad”. No solo 
estamos en presencia de dos normas penales que tie- 
nen un elemento común, sino que todos los elemen- 
tos de la Ley N* 2.230 están contenidos en la Ley 
N* 14.095, al punto que la Ley de Sociedades Anóni- 
mas es la norma general y la Ley N* 14.095 la espe- 
cial, que debe prevalecer. La profesora Grezzi admite 
de todas formas una sobrevivencia residual de la Ley 
N* 2.230, que en el caso que he mencionado el doctor 
Langón no admite por considerar que está derogada. 


Hasta aquí he desarrollado, en apretada síntesis, 
las diversas opiniones que, a lo largo de más de un si- 
glo de existencia, mereció la Ley N* 2.230. Se trata de 
un escenario de contradicción jurisprudencial y doc- 
trinaria, agravado por fuertes cuestionamientos acer- 
ca de la constitucionalidad de la propia Ley N* 2.230 
y calificaciones tan graves -desde “monstruo innomi- 
nado” a “ley inconstitucional”- que, para decirlo en 
forma austera, por lo menos, marcan un panorama de 
incertidumbre jurídica lo suficientemente grave como 
para que, como Legislador, me hiciera sentido la su- 
gerencia recibida del doctor Gonzalo Fernández de 
revisar las soluciones penales previstas en la norma. 


Con todo, no fueron estas las razones determi- 
nantes que motivaron la presentación del proyecto 
de ley derogando los artículos 42 a 44 y 76 de la Ley 
N* 2,230. 


A partir de la aprobación de la Ley N* 18.387, 
sobre Declaración Judicial del concurso y reorgani- 
zación empresarial, surgió otra serie de razones que 
explican la necesidad de derogar esos artículos. 


La nueva ley puso fin a un régimen disperso en 
varias normas legales sucesivas en el tiempo, algunas 
-como vimos de más de un siglo atrás- unificando un 
régimen común acorde a la evolución del instituto del 
concurso empresarial en las más modernas legisla- 
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ciones. 


El cambio sustancial opera desde el artículo 1%, 
que dispone que la declaración de concurso procede 
respecto de cualquier deudor que se encuentre en 
estado de insolvencia, o sea, cualquier deudor que 
no puede cumplir con sus obligaciones. A renglón 
seguido, establece el ámbito personal o presupues- 
to subjetivo para su aplicación. Procede respecto de 
cualquier deudor, persona física o jurídica, civil o co- 
mercial, que realice actividad empresarial. 


En lo que refiere a la materia penal, el nuevo sis- 
tema unifica la calificación de los delitos vinculados 
con la actividad comercial, permitiendo superar el 
caos normativo previo en la cual coexistían delitos 
previstos en distintas normas legales, de forma su- 
perpuesta. 


Para proceder a la unificación del proceso con- 
cursal para todas las personas que realicen actividad 
empresarial, la Ley N*18.387 debió derogar todas 
las normas precedentes en su artículo 256. No voy a 
abundar en el tema por lo extenso de las citas de not- 
mas derogadas, pero alcanza con concluir que fueron 
expresamente derogadas las normas subsistentes de 
la Ley N* 2.230 -artículos 13 a 41 y 45 a 75-, los Tí- 
tulos respectivos de los Códigos de Comercio y Civil, 
la Ley N* 17.292 en los artículos referidos al tema, al 
igual que la Ley N* 16.060. Es decir que la nueva ley 
general de concursos de las personas fallidas modifi- 
có en forma expresa e integral toda materia vinculada 
a responsabilidades civiles y penales en los procesos 
anteriores de liquidación judicial, concordato preven- 
tivo, quiebra y cualquier otra forma de proceso judi- 
cial de bancarrota de quienes desarrollan actividad 
empresarial. 


Les voy a ahorrar el análisis puntual de las figu- 
ras delictivas previstas en la Ley N* 2.230 y su in- 
congruencia con la nueva legislación. Lo puedo ha- 
cer pero no lo voy a hacer. Debo sí explicar que los 
delitos previstos en los artículos 42 a 44 y 76 de la 
Ley N* 2,230, fueron sustituidos por la Ley N* 18.387 
que establece un nuevo régimen concursal y normas 
específicas sobre responsabilidad civil y penal de las 
personas físicas de los Directores, administradores y 
representantes de las sociedades. 


El Título IX de la nueva ley, bajo la denominación 
de “Calificación del Concurso”, puso punto final a la 
larguísima discusión doctrinaria en la materia. Á par- 
tir de ahora, el Juez interviniente calificará como cul- 
pable o fortuito el concurso. “El concurso se califica- 
rá”, según el artículo 192, “como culpable cuando en 
la producción o agravación de la insolvencia hubiera 
existido dolo o culpa grave del deudor o, en caso de 
personas jurídicas, de sus administradores o de sus 
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liquidadores de hecho o de derecho”. 


El artículo 193 tipifica todos los supuestos que 
implican presunciones absolutas de culpabilidad y, el 
194, califica otras conductas como presunciones re- 
lativas de culpabilidad. 


Por su parte, el artículo 195 refiere a la respon- 
sabilidad de los coautores o cómplices de los hechos 
presuntivamente dolosos o culpables graves. 


Todo el referido proceso de calificación que se tra- 
mita como incidente, culmina con una sentencia que 
declara fortuito o culpable el concurso, según lo que 
dispone el artículo 201. 


La sentencia que declara culpable debe determi- 
nar: a) las causas, b) los autores y los cómplices, c) 
los afectados, d) las sanciones civiles, e) la pérdida de 
derechos y f) la condena a las restricciones debidas. 


En el caso de que el deudor fuese una persona 
jurídica, la sentencia podrá además condenar a los 
administradores, liquidadores, integrantes del órga- 
no de contralor, a la cobertura del déficit y, según el 
artículo 201, las disposiciones sobre calificación del 
concurso se establecen sin perjuicio de las normas 
penales que correspondiere aplicar si alguno de los 
implicados hubiere incurrido en conductas delictivas. 


En el Capítulo XIV del nuevo régimen legal, se 
establecen las “Disposiciones Penales”, artículo 248 
-Fraudes Concursales-: “El deudor que, fuera de lo 
establecido por el artículo 253 del Código Penal - del 
quebrado fraudulento- y en oportunidad de la soli- 
citud del concurso o en cualquier etapa posterior, 
exagera u oculta su pasivo, reconozca o aparente pri- 
vilegios inexistentes o constituidos ilícitamente, sus- 
traiga o esconda los libros sociales, acuerde u otorgue 
a sus acreedores con cargo a la masa activa, ventajas 
particulares en razón de su voto, será castigado con 
un año de prisión a cinco años de penitenciaría”. 


Resultaba, en consecuencia, incongruente mante- 
ner en vigencia los artículos 42, 43, 44 y 76 de la Ley 
N* 2.230 de 1893, por cuanto los nuevos tipos legales 
han previsto la totalidad de los supuestos de incon- 
ductas previsibles en el proceso anterior o posterior a 
la demanda del concurso empresarial. 


En conclusión, señores Senadores, a partir de la 
vigencia de la Ley N*18.387, y las subsiguientes dero- 
gaciones introducidas por la Ley N*18.411, son apli- 
cables a todas las personas físicas que actuando por sí 
o como directores, representantes o administradores 
de una persona jurídica societaria, los delitos y las 
penas establecidas: a) por el Código Penal de 1934, b) 
por la Ley N* 14.095 en materia de delitos económi- 
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cos, en particular, la insolvencia societaria fraudulen- 
ta, (artículo 5) y c) por la figura del fraude concursal 
del artículo 248 de la Ley N* 18.387. Tan así es que 
en un notorio caso la Jueza Gatti, ante la duda de 
aplicar el artículo 76 y la insolvencia fraudulenta a 
algunas de las personas relacionadas con este grupo 
familiar -en particular, el más importante- lo procesó 
por insolvencia societaria fraudulenta, argumentan- 
do que era preferible este delito a la aplicación del 
artículo 76. 


Antes de la entrada en vigencia de la Ley 
N* 18.387, las figuras penales incluidas en los artícu- 
los 42, 43, 44 y 76 de la Ley N* 2.230 eran objeto de 
fuertes cuestionamientos doctrinarios, configurando 
un escenario de contradicción jurisprudencial con la 
doctrina de incertidumbre jurídica. 


Luego de la entrada en vigencia de la Ley 
N* 18.387, dichos artículos pasaron a carecer de sus- 
tento jurídico, por cuanto las conductas tipificadas en 
dichas normas, quedaron incluidas en las disposicio- 
nes del Título IX de la Ley N” 18.387. Mantener estos 
artículos hubiera implicado una absurda e infundada 
duplicación normativa, al punto que, incluso de no 
haberlos derogado expresamente, se hubiera podido 
sostener -como se ha hecho- su derogación tácita por 
efecto de la nueva ley en el tiempo. 


A continuación, voy a hacer una reflexión de ca- 
rácter final. La idea era historiar sobre la gestación 
política del proyecto, de la ley y, sobre todo, del pro- 
yecto modificatorio. Pero en particular la intención 
era dar un fundamento jurídico claro de por qué des- 
de el punto de vista legal es absolutamente proceden- 
te la derogación de estos artículos que considero im- 
portantes, sin perjuicio de las interpretaciones que se 
puedan realizar en el ámbito del Poder Judicial, que 
está fuera de la labor legislativa, más que nada por la 
necesidad u obligación de legislar sin nombre ni ape- 
llido o con una visión de carácter general. Como Le- 
gislador y profesional del Derecho, debo expresar que 
esta es una elaboración del hombre, por lo que debe 
mantenerse en un permanente estado de moderniza- 
ción a los efectos de ajustarla a las nuevas realidades. 
A su vez, el Legislador, que debe someterse al imperio 
de la ley -base de un sistema democrático- también 
debe ajustar su conducta a estas demandas. Lo esen- 
cial es que ninguna persona, en especial el Legisla- 
dor, renuncie a su dignidad, olvide que se debe a la 
Justicia, traicione su conciencia o deje de reconocer 
que por encima de todas las claudicaciones y las vorá- 
gines pretorianas, la ética y la moral acaban siempre 
por pronunciar su última palabra. 


No se trata de cuestionamientos jurídicos ni éti- 
cos; no se puede ignorar el hecho de que cuando la 
opinión pública se conmueve por intereses políticos, 
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siempre existe la tendencia a buscar un responsable, 
un chivo expiatorio. De allí se ingresa en los silogis- 
mos conspirativos que terminan en fáciles conclusio- 
nes, demoliendo sin mayores argumentos la integri- 
dad de las personas. 


Como gran reflexión, señalo que he aprendido que 
en la vida pública hay tres clases de personas: las que 
desde la Academia y la intelectualidad investigan una 
situación, plantean un problema y un desafío; las de- 
magogas, que evitan el problema y salen en búsqueda 
de los responsables y aquellas con responsabilidad y 
con visión de Estado, que enfrentan los problemas, 
asumen los costos y ejercen la función pública aje- 
nas a cualquier interés espurio, ya sea de carácter 
personal o de terceros. En mi extensa actividad polí- 
tica he intentado, e intento, participar de esta tercera 
categoría, con luces y con sombras, y con un estilo 
que no varía sustancialmente desde mi posición de 
gobierno o desde la minoría. Eso tiene costos, que 
asumo con tranquilidad de espíritu, sobre todo con 
humildad pero con la firmeza suficiente como para 
reforzar la acción legislativa como forma de evitar el 
descrédito que, empezando por el Parlamento, ter- 
mina socavando el prestigio de las instituciones y a 
veces, hasta en forma inconsciente, nos coloca en la 
antesala del autoritarismo y de la violación de los de- 
rechos humanos. 


Señores Senadores: tenemos una gran responsa- 
bilidad que no se agota en administrar nuestras di- 
vergencias, sino que nos exige superarnos en nuestra 
función legislativa, tanto en la técnica jurídica como 
en la proyección política. Y no podemos, so pretexto 
de corregir algunos errores, erosionar todos los días 
la acción de los Poderes del Estado, sin perjuicio de 
recurrir -como la Constitución lo habilita- a una labor 
interpretativa por parte del Poder Legislativo, porque 
en el contrapeso de la separación de Poderes, ellos 
son el gran dique de contención para el desborde y 
el desconocimiento de todos los derechos humanos 
básicos. 


Antes de que los señores Senadores realicen las 
preguntas y comentarios que les parezcan pertinen- 
tes, quiero concluir señalando que desde mi punto de 
vista no ha existido ni un beneficio indebido a perso- 
nas en particular, aprobado de contrabando, y mucho 
menos una acción irresponsable del Cuerpo Legisla- 
tivo. Algunos podrán decir que votan sin saber lo que 
votan; otros, que han sido engañados; yo no digo ni 
una cosa ni la otra. Sabía perfectamente lo que esta- 
ba proponiendo y votando, y me hago absolutamente 
responsable. El Legislador y el político no navegan en 
aguas mansas. Esto lo he vivido como Ministro en dos 
oportunidades y como Legislador en varias Legislatu- 
ras. Me congratulo de ser el primero en comparecer 
en esta Comisión, porque es frente a mis pares que 
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debo brindar mi testimonio. No he ocultado ni tengo 
nada que ocultar. Tengo la tranquilidad de conciencia 
de que como hombre público he dicho siempre la ver- 
dad. No acepto el concepto de doble moral en la vida 
pública, y aunque parezca ampuloso y hasta exage- 
rado en las circunstancias que hemos vivido, rescato 
el resplandor de los principios frente a la oscuridad a 
veces sombría de los hechos. 


Muchas gracias. Estoy a disposición de los señores 
Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde ahora abrir 
un espacio para que los señores Senadores puedan 
plantear sus preguntas. Antes quiero aclarar que te- 
nía algunas interrogantes para formular al señor Se- 
nador Abreu, pero en esta apretada exposición que 
acaba de realizar me las fue contestando largamente 
y con argumentos. Por lo tanto, no voy a realizar pre- 
guntas. 


SEÑOR PASQUET.- Como es notorio, no soy 
miembro de esta Comisión y he asistido invitado por 
la Secretaría y en carácter de denunciante, tal como 
lo denomina el Reglamento. A mi juicio, en ese ca- 
rácter estaría habilitado para hacer alguna pregunta, 
pero quisiera saber cuál es la opinión de la Comisión 
al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión debe resol- 
verlo, porque el Reglamento no establece eso, sino 
que el denunciante puede plantear alguna diligencia. 
En todo caso, sería conveniente leer el artículo perti- 
nente y que la Comisión decida. 


SEÑOR AMORÍN.- Creo que de acuerdo al am- 
biente en el que está funcionando la Comisión y en la 
medida en que el señor Senador Pasquet ha actuado 
activamente en este tema, sugiero que se le permita 
plantear sus preguntas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dejemos constancia de 
lo que dice el Reglamento, más allá de que la Comi- 
sión lo habilite. 


Léase el artículo 138 del Reglamento. 
(Se lee:) 


“Articulo 138.- Las Comisiones Investigadoras, en 
los casos en que se les haya encomendado una inves- 
tigación que verse sobre dos o más puntos indepen- 
dientes, deberá dictaminar por separado sobre cada 
uno de ellos, a medida que los vayan esclareciendo. 


El denunciante no integrará la Comisión Investi- 
gadora, pero podrá asistir a todas sus actuaciones y 
pedir la adopción de las medidas que repute condu- 
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centes al rápido esclarecimiento de las denuncias”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es muy claro lo 
que establece el artículo 138, pero como los colegas 
están de acuerdo en habilitar al Señor Senador Pas- 
quet a realizar preguntas, le concedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑOR PASQUET.- Gracias, señor Presidente. 


Creo que la interpretación que adopta la Comisión 
es la que mejor se ajusta a la letra y al espíritu del 
Reglamento, porque si puedo proponer la adopción 
de las medidas conducentes al objeto de la Comisión, 
también abreviamos caminos si puedo preguntar di- 
rectamente sin pedirle a la Comisión que sería con- 
ducente que se haga tal o cual pregunta y tengamos 
que hacer todo ese rodeo. De todas maneras, son muy 
pocas las preguntas que tengo para hacer. 


SEÑOR GALLINAL.- Son las que mejor se adap- 
tan a nuestra buena voluntad. 


SEÑORA XAVIER.- A mi juicio, no son esas las 
diligencias, pero está habilitado para hablar. 


SEÑOR PASQUET.- Digamos que por distintos 
fundamentos estamos de acuerdo. 


Mi pregunta es muy sencilla. Quisiera consultar 
al señor Senador Abreu si en ocasión de formularle 
la sugerencia a la que hizo referencia, en el sentido 
de la conveniencia de derogar ciertas normas de la 
Ley N* 2.230, o en alguna otra ocasión, el doctor 
Gonzalo Fernández le dijo que él u otra persona de 
su estudio jurídico patrocinaban a uno de los impu- 
tados en la causa que se ha dado en llamar “Banco 
de Montevideo”. 


SEÑOR ABREU.- No; de ninguna manera. La 
sugerencia y la conversación giraron exclusivamente 
sobre temas jurídicos y la necesidad de eliminar al- 
gunas incongruencias vinculadas a los artículos 42 a 
44 y 76. Digo más, si se hubiera hecho esa mención, 
la conversación hubiera terminado en ese momento. 
Eso está claro. Sí he dicho que me hubiera gustado - 
como lo expresé en el Plenario- que se me comunica- 
ra que el artículo 76 se retiraba del proyecto general 
en su envío al Poder Legislativo, por iniciativa del Se- 
cretario de la Presidencia, quien advirtió al entonces 
Ministro de Economía y Finanzas, contador Astori, la 
necesidad de retirarlo. Pero yo de eso me enteré, por 
decirlo en términos jurídicos, “post mortem”, hace 
poco tiempo; si bien desde el punto de vista de la doc- 
trina no existía la obligación de comunicármelo, hu- 
biera sido saludable a los efectos de advertir, incluso, 
temas de prudencia política, que es un concepto ab- 
solutamente distinto al de rigor jurídico en el manejo 
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de la situación. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera preguntar ahora 
al Senador Abreu si con posterioridad a la ocasión 
a la que acabo de hacer referencia, específicamente 
durante el trámite del proyecto de lo que fue la Ley 
N* 18.411 en la Cámara de Representantes, supo por 
otra vía - no a través del doctor Gonzalo Fernández- 
que él u otra persona de su estudio patrocinaban a 
uno de los implicados en la causa aludida. 


SEÑOR ABREU.- En verdad, no. 


SEÑORA XAVIER.- Espero no hacer repetir al Se- 
nador Abreu cosas que ya han quedado registradas en 
la versión taquigráfica. Es claro que usted, como abo- 
gado de mucha experiencia, coincidía con la opinión 
del doctor Gonzalo Fernández en los motivos que ava- 
laban la derogación del artículo 76 y otros pasibles 
de ser derogados. Además, el señor Senador conoce 
una abundante bibliografía que habrá repasado para 
venir acá, pero que no le es ajena en su conocimien- 
to y en su manejo personal. Quisiera saber si en el 
transcurso del procedimiento legislativo usted habló 
con otros asesores -eventualmente, cuáles fueron sus 
opiniones- y si esta fue una decisión de su Bancada o 
consultada por el Senador con su Bancada. 


SEÑOR ABREU.- Los asesores que yo tengo son, 
por suerte, unos cuantos y buenos. Cuando se plan- 
teó esta iniciativa, recurrí a ellos, pues algunos son 
abogados de primer nivel y otros tienen cierta espe- 
cialidad en Derecho Penal. Esta derogación no fue 
planteada al correr de la pluma ni en forma improvi- 
sada; el tema quizás no fue estudiado con la misma 
profundidad que ahora, pero sin duda fue analizado 
con los mismos fundamentos jurídicos que hoy de- 
sarrollo acá. Es más, como Miembro Informante de 
estos temas, la comunicación, tanto a los Senadores 
de mi propio Partido como a los demás fue parte tam- 
bién de la invocación que yo realizara con absoluta 
certeza y buena fe de que la sugerencia del doctor 
Fernández era acompañada. Seguramente ustedes 
recibirán el testimonio del ex Senador Alfie, quien 
me preguntó, como tantos otros, a qué se debía este 
tipo de sugerencia. Existía la convicción de que debía 
ser derogado, en función claramente de un criterio de 
carácter general de la ley, no de carácter particular, 
sin perjuicio obviamente de todo lo que después se 
produjo, que son temas distintos a lo que, desde el 
punto de vista jurídico y en mi opinión como Legis- 
lador, deben primar en su decisión. Pero además he 
repasado la votación del Senado y el resultado fue de 
21 en 23 por la afirmativa. 


En síntesis, quería trasmitir a todos que este tema 
era absolutamente compartible y recomendable des- 
de el punto de vista jurídico. 
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SEÑOR AMORÍN.- Simplemente quisiera confir- 
mar un aspecto que no me quedó claro. Durante la 
discusión de la Ley N” 18.387, que supongo habrá 
sido bastante profunda, se resolvió no hacer modifi- 
caciones. Esto fue así porque cualquier tipo de mo- 
dificación iba a abrir la discusión y, en ese caso, se 
podía trancar un proyecto que, como me consta, todo 
el mundo anhelaba aprobar, pues era modernizador. 
Eso, históricamente, ha pasado con muchas leyes. 
También nos hemos enterado de que ese proyecto, 
cuando lo estudió el Poder Ejecutivo, ya tenía estas 
derogaciones y, por lo menos a cierto nivel, se cono- 
cía la inquietud del Secretario de la Presidencia, doc- 
tor Gonzalo Fernández, en el sentido de que en ese 
momento estas derogaciones podrían causar alguna 
complicación. Estamos hablando del año 2006, que 
es cuando se comenzó el trámite de la ley. Quisiera 
saber si los Legisladores de otro partido en el Senado, 
tuvieron algún conocimiento de ese episodio. Concre- 
tamente, pregunto si la iniciativa se aprobó sin que se 
discutiera en la Comisión ni en el Senado. 


SEÑOR ABREU.- No solo no teníamos conoci- 
miento, sino que, tal como mencioné, en la Comi- 
sión nunca se hizo referencia a si el artículo estaba 
o no. Tampoco se hizo esa mención en el Plenario ni 
en la conversación que tuvimos posteriormente. En 
realidad, no era obligatorio, pero me hubiera gustado 
tener esa información. En lo personal, me enteré de 
esta observación con posterioridad, cuando se produ- 
jo la situación que motivó la integración de esta Co- 
misión Investigadora. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Cuando el señor Senador 
Abreu habla de la sugerencia de la derogación en la 
conversación mantenida en el Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores, específicamente, ¿esa sugerencia 
fue para derogar los artículos 42 al 44 y 76 de la Ley 
N* 2.230 o fue para fijarse en las incongruencias que 
había en la ley? 


SEÑOR ABREU.- En realidad, fue más concreto; 
las incongruencias fueron manejadas, pero también 
los artículos, en especial el 42 y el 44, así como el 76. 
Pero todo se orientó a este tipo de artículos. Como 
no soy penalista, por lo menos conocido, no se me 
hizo ninguna referencia de carácter general. Si se me 
hubiera dicho que había una incongruencia, obvia- 
mente habría preguntado cuál era. Y eso fue lo que 
se me trasmitió, yo diría, con un sentido jurídico muy 
compartible, porque estábamos hablando de una ley, 
incluso en un momento en que le mencioné al Canci- 
ller su importancia. Ahora bien, quiero destacar que 
ese punto no se tocó al pasar, ni en un ascensor, sino 
que se trató de una conversación muy puntual y clara 
sobre las derogaciones que se debían producir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor 
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Senador Abreu su presencia y la información que nos 
ha brindado. 


(Se retira de Sala el señor Senador Abreu.) 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que en virtud de la 
pregunta del señor Senador Amorín sobre si se hizo 
alguna advertencia en cuanto a la derogación del ar- 
tículo 76 y sus efectos cuando se legislaba sobre la 
llamada “ley grande”, quiero decir que difícilmente 
pudo ocurrir así, porque nunca llegó un proyecto del 
Poder Ejecutivo que contuviera dicha derogación. 
Cuando la advertencia fue realizada por el doctor 
Gonzalo Fernández en su calidad de Secretario de la 
Presidencia, fue hecha directamente al Ministerio de 
Economía y Finanzas, donde se estaba tratando ese 
asunto. Esto me lleva a formular una propuesta en 
el sentido de que si, eventualmente, en el Ministerio 
de Economía y Finanzas hubiera quedado algún bo- 
rrador, sería oportuno tenerlo para poder chequearlo 
con el proyecto de ley que originalmente llegó a la 
Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En síntesis, la señora 
Senadora Xavier plantea que, dado que el tema de 
las derogaciones no fue planteado directamente por 
el Poder Ejecutivo en un proyecto sino que fue una 
sugerencia del doctor Gonzalo Fernández al Ministro 
de Economía y Finanzas en el año 2006, si existiera 
alguna versión escrita o digital, o un borrador reali- 
zado en el momento en que se discutía la ley, sería 
oportuno solicitarlo. 


SEÑORA XAVIER.- Lo que sucede es que cuando 
esto toma estado parlamentario, ya no lo tiene. 


SEÑOR AMORÍN.- Dado que estos temas nos to- 
can a todos, y ya que claramente estamos haciendo 
una investigación de la actividad del Senado, voy a 
aclarar cuál es mi intención a la hora de formular 
esta pregunta. Evidentemente, detrás de todas las 
preguntas hay una intención; en mi caso, era saber 
si en el Senado se había analizado este tema o so- 
lamente se manejó en la órbita del Poder Ejecutivo. 
Considero que si se hubiera tratado en la Comisión, 
cuando llegara la hora de analizar la derogación se 
habría trabajado con más cuidado; de esa manera, la 
situación del Senado habría sido distinta. Está claro 
que se habló de este tema y, según la información 
que tenemos ahora, que no es definitiva porque ven- 
drán otros actores a conversar sobre este asunto, en 
principio parece que en aquel entonces podían surgir 
complicaciones y por eso se sabía a nivel del Poder 
Ejecutivo, pero no se conocía en el Poder Legislativo. 


En síntesis, mi intención era saber qué conoci- 
miento tenían los Senadores de esta situación. De 
todos modos, considero que la propuesta de la señora 
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Senadora Xavier es muy aceptable. 
(Ingresa a Sala el señor Senador Michelini.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Investiga- 
dora tiene mucho gusto en recibir al señor Senador 
Michelini, a efectos de que brinde su opinión con re- 
lación al tema objeto de discusión. 


Tiene la palabra el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Tomé conocimiento de 
esta ley a partir de que la ex señora Senadora Perco- 
vich me proporcionó la redacción para que le diera 
mi opinión, dado que fui uno de sus principales pro- 
motores. Debo decir que el texto no me sorprendió, 
porque la iniciativa estuvo cuatro meses a considera- 
ción del Senado y ya nuestros visitantes nos habían 
transmitido, sin ningún tipo de especificación, que 
había que derogar algunos artículos que no venían de 
la Cámara de Representantes. 


Quiero puntualizar que para mí era como una sola 
ley, porque el artículo 1% era una referencia a que 
la ley entrara más rápido, producto de alguna situa- 
ción que necesitaba ampararse en la ley concursal 
y el artículo 2% contenía derogaciones adicionales a 
las derogaciones que el proyecto de ley concursal ha- 
bía traído. Por lo tanto, esto no me generó sorpresa, 
porque se trataba de una iniciativa que fue estudia- 
da por cinco o seis Senadores, como ocurre en todos 
los casos. Firmamos la moción integrantes de los tres 
partidos: el señor Senador Abreu como proponente, 
el entonces Senador Alfie, por el Partido Colorado y 
la ex Senadora Percovich y quien habla, por el Frente 
Amplio; así se votó. 


Quiero dejar constancia de que cuando se trató 
la primera ley, la concursal, y la Ley N* 18.411, en 
ningún momento el Canciller de la República de esa 
época y ex Secretario de la Presidencia me llamó, a 
pesar de que por otros temas teníamos contacto habi- 
tual, como les habrá pasado a los Senadores del Par- 
tido Nacional o del Partido Colorado cuando fueron 
Gobierno, en el sentido de tener un contacto perma- 
nente con los integrantes del Poder Ejecutivo. 


En esa ley -quien habla era uno de los referentes 
de la Bancada del Frente Amplio- yo tenía la refe- 
rencia del Subsecretario de Economía y Finanzas, el 
economista Mario Bergara, con quien hablé en forma 
permanente. Cuando el señor Senador Abreu planteó 
algunas modificaciones a la ley concursal -que toda- 
vía no se había votado- expresamente hablé con Ma- 
rio Bergara, quien me dijo: “No toquemos esta ley en 
el Senado porque se va a trancar en Diputados”. En 
función de eso, no la modificamos. A pesar de ser una 
ley delicada, contó con la votación unánime del Se- 
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nado -agrego que fue informada por el señor Senador 
Abreu- y esto era importante porque, en la medida en 
que se estaban alterando aspectos de la propiedad, 
era bueno que la ley contara con la aprobación de 
todos los partidos. En ningún momento se señaló que 
esos artículos u otros pudieran afectar causa alguna, 
ni en la ley concursal - en la que se deroga una serie 
de artículos- ni en la Ley N* 18. 411. Repito que res- 
pecto a esas leyes nadie señaló - por lo menos, a mí no 
me llegó la información- que podrían estar afectando 
causa alguna. 


Además, a título personal quiero decir que no creo 
que nadie haya urdido un plan en esto. La conversa- 
ción que se realizó en el Senado de la República por 
parte del señor Senador Abreu y del doctor Gonzalo 
Fernández corrobora que antes de que se votara la ley 
concursal el señor Senador Abreu pidió para hacerle 
algunas modificaciones y el Poder Ejecutivo entendió 
que no era viable. El señor Senador Abreu no insistió 
-de haber un plan, hubiera insistido- nunca me lla- 
mó para tocar el tema el entonces Canciller Gonzalo 
Fernández ni ningún otro integrante de la Bancada 
del Frente Amplio -Senador o Senadora- me planteó 
hacer modificación alguna. Si había un plan era ló- 
gico hacerlo ahí, porque nadie pensaba que se podía 
modificar en otro momento y porque lo del CASMU 
no estaba sobre la mesa. Si había un plan, era ese el 
momento. Vuelvo a decir que si bien en las Banca- 
das todos tomamos conocimiento de las iniciativas, 
siempre hay algunos Senadores y Senadoras que se 
especializan en tales o cuales proyectos. La entonces 
Senadora Margarita Percovich, y sobre todo quien ha- 
bla, fuimos quienes estuvimos en el tema. Y, repito: 
nadie me insistió, ni el señor Senador Abreu -que me 
lo planteó una vez- ni ningún otro, para modificar el 
proyecto tal como fue aprobado por la Cámara de Re- 
presentantes, a sabiendas de que no iba a haber una 
modificación futura. La modificación fue casual por- 
que hubo una entidad, como el CASMU, que la pro- 
vocó; de lo contrario no se hubieran hecho las otras 
derogaciones en esa instancia. 


Por ahora es cuanto tengo para informar. 


SEÑORA XAVIER.- Quisiera saber si en el trata- 
miento de la segunda ley, la que motiva la derogación 
de los artículos -entre otros el 76- se hicieron con- 
sultas, se tomó alguna decisión de Bancada o en esas 
circunstancias se votó. De acuerdo con lo que dijo el 
señor Senador, me queda claro que no hubo presio- 
nes para realizar la votación en ninguno de los dos 
proyectos, ni en el grande ni el chico. En particular, 
quisiera saber si en algún momento, sobre el segundo 
proyecto, se tomó alguna medida para reuniones de 
Bancadas o posicionamientos más globales. 


SEÑOR MICHELINI.- Todos conocemos el meca- 
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nismo y sabemos que las reuniones de Bancada se ha- 
cen cuando existen dudas. Nadie las tenía en cuanto 
a que había que derogar estos artículos e, inclusive, 
hacía poco lo había solicitado hasta el Colegio de Abo- 
gados del Uruguay. 


No se modificaron con la ley concursal por una 
simple razón: porque el Poder Ejecutivo pedía que 
no volviera el tema a la Cámara de Representantes 
y los Legisladores de la mayoría entendimos que le 
asistía razón. Supongo que para las Bancadas del Par- 
tido Nacional y de Partido Colorado los fundamentos 
eran válidos, porque el señor Senador Abreu informó 
el proyecto; no dijeron en ningún momento que si 
no se hacían determinadas modificaciones no lo vo- 
taban. Se votó el proyecto de la ley concursal. Hubo 
una sugerencia de hacer modificaciones a quien ha- 
bla; luego consulté con Bergara y él me dio un argu- 
mento político en cuanto a que la ley se podría tran- 
car. Por tanto, no fue ningún argumento sobre lo que 
se quería modificar o si estábamos de acuerdo, sino 
que el tema era que se iba a trancar en la Cámara de 
Representantes, por lo que había que votarlo. Cuan- 
do transmití esa información al señor Senador Abreu, 
no me planteó ningún inconveniente. No recuerdo 
si fue él quien pidió para informarlo o lo propusimos 
alguno de nosotros, pero lo cierto es que en ningún 
momento dijo que en esas condiciones no lo informa- 
ba. Tampoco se intentó presionar legítimamente para 
acompañar un proyecto que, repito, para nosotros era 
muy importante que fuera aprobado con el apoyo de 
las tres Bancadas. Era la primera vez que el tema 
de la propiedad se tocaba de una manera diferente. 
Reitero, no era que se informaba y se votaba el pro- 
yecto si se hacían determinadas modificaciones o se 
incluían equis derogaciones. Tampoco había en el ho- 
rizonte ninguna perspectiva de que el proyecto de ley, 
una vez aprobado, fuera a modificarse rápidamente. 
Cuando se plantea la modificación, supongo -porque 
no lo tengo corroborado- que había alguna relación 
del señor Senador Abreu con el Presidente del Sin- 
dicato Médico del Uruguay, doctor Toledo, notorio 
hombre de extracción nacionalista, o con algún ami- 
go en intermedio y, entonces, acercó el proyecto de 
ley más rápidamente porque le iba la vida al CASMU, 
y agregó las derogatorias que él siempre tuvo en men- 
te. Doy por hecho que él sí hizo un estudio - el más 
afinado de todos- de esas derogatorias, porque no 
planteó uno, sino varios artículos. Cuando los vimos, 
en principio le trasmitimos nuestra aprobación, y a 
quien me consultó a nivel de la Bancada, le contesté 
afirmativamente. Supongo que varios integrantes de 
la Bancada del Frente Amplio no tenían el mismo co- 
nocimiento que nosotros e hicieron confianza en lo 
que les dijimos, pero estaba el tema del CASMU, del 
que sí se sabía, que preocupaba y que era urgente. 


SEÑOR MOREIRA.- Luego de escuchar al señor 
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Senador, se me plantea una duda, porque habló de 
una propuesta de modificación por parte del señor 
Senador Abreu al proyecto de ley madre, compuesto 
de 263 artículos, pero resulta que no tenía que ver 
con la vigencia ni con la derogación que finalmente 
terminó siendo el contenido de la Ley N* 18.411, sino 
que se trataba de otro tipo de modificaciones sobre el 
contenido de la ley concursal. 


SEÑOR MICHELINI.- Él no me planteó el con- 
tenido de las modificaciones; me dijo que quería ha- 
cer algunos cambios y, por tanto, que consultara si 
el Gobierno se iría a mover en ese sentido. Hice las 
consultas del caso y, en función de las respuestas que 
se me dieron, trasmití que no lo haría. Por la infor- 
mación que trasmitieron el señor Senador Abreu y 
el doctor Gonzalo Fernández, tenemos conocimiento 
de que mantuvieron conversaciones antes de que se 
votara la Ley de Declaración Judicial de Concurso y 
Reorganización Empresarial, es decir, la ley grande. 


Reitero: en la medida en que trasmití al señor Se- 
nador Abreu que no habría modificaciones, no me 
insistió, no me sugirió, no me condicionó a que tal 
o cual artículo fuera incorporado de todas maneras 
porque, de lo contrario, no contaría con su voto. Es 
más, termina informándolo. Todos sabemos que en 
leyes de esa importancia son pocas las veces en que 
la oposición - en este caso, el Frente Amplio es el 
Gobierno, pero en Administraciones anteriores eran 
otros los Partidos que ocupaban ese lugar- las infor- 
ma. Por lo tanto, se sabía que era una buena ley. El 
señor Senador Abreu la había estudiado muy bien; 
no es un Legislador cualquiera, sino que estudia, de- 
dicando horas y esfuerzo a su trabajo. Cuando nos 
planteó el segundo proyecto, la Ley N* 18.411, la 
tenía bien estudiada. Reitero que si alguien, por lo 
menos yo, pensara que se urdió un plan, se debió ha- 
cer en la ley concursal, pues en ningún momento se 
planteó que podía estar presente el tema del CASMU 
y que esto se iba a modificar. Es más, el señor Sena- 
dor Abreu me hubiera dicho en ese momento: “No 
te preocupes, que dentro de un mes, cuando modifi- 
quemos, porque va a venir lo del CASMU...”. No, no 
es así, porque ya habríamos incluido que la vigencia 
de la ley concursal sería de inmediato y no le dimos 
eso que era muy académico, es decir, que hubiera un 
elemento de transición, que se esperaran seis me- 
ses. Eso fue muy académico, pero la vida nos rompió 
los ojos porque al mes teníamos que estar haciendo 
entrar en vigencia la ley concursal, como sucede rá- 
pidamente con todas. 


SEÑOR MOREIRA.- De modo que el fundamen- 
to de la segunda ley estuvo dado por la urgencia de- 
terminada por la situación apremiante del CASMU, 
según el artículo 1% y, en el otro caso, por la funda- 
mentación jurídica para evitar la duplicación de dos 
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figuras delictivas. ¿Es lo que él les trasmite para que 
ustedes suscriban el segundo proyecto de ley y fuera 
presentado a nuestra aprobación? 


SEÑOR MICHELINI.- Así es, señor Senador; 
cuando comenzamos a tratar la Ley N“18.411, ha- 
bía un primer artículo vinculado al CASMU. Reitero, 
aunque no lo puedo corroborar, que creo que existía 
una relación por parte del señor Senador Abreu -o de 
algún otro señor Legislador del Partido Nacional- con 
el doctor Toledo. 


Por otra parte, no me causó ninguna sorpresa que 
el señor Senador Abreu incorporara alguna modifi- 
cación, porque es un hombre que ha estudiado la ley 
tanto o más que quien habla. Tampoco me llamaron 
la atención los artículos que se tocaron y no estuvo 
sobre la mesa que eso pudiera afectar causa alguna; 
ni este, ni los anteriores. 


SEÑOR MOREIRA.- Por lo que entiendo, habi- 
da cuenta del conocimiento que tenían del tema, no 
consultaron con nadie para darle la aquiescencia. 


SEÑOR MICHELINI.- Lo que sucedió fue que en 
más de una oportunidad, tanto el Colegio de Aboga- 
dos como nuestros visitantes plantearon la necesidad 
de derogar el artículo 76. 


Estuve leyendo las versiones taquigráficas de las 
diferentes sesiones y, a pesar de que no encontré ex- 
presiones del doctor Rippe en ese sentido, estoy segu- 
ro de que cuando nos saludamos me dijo: “Sé que hay 
que hacer algunas modificaciones”, no recuerdo que 
me haya mencionado expresamente algún artículo, y 
continuó: “pero sé también que si la tocamos mucho, 
la ley no sale”. Recuerdo también -aunque no quiero 
poner en su boca palabras que no dijo- que me quedó 
la sensación de que lo perfecto es enemigo de lo bue- 
no. En conclusión, esta ley de concursos se votó tal 
como vino redactada de Cámara de Representantes. 


Insisto: el señor Senador Abreu tenía muy bien 
estudiada esta compleja ley. En su momento, cual- 
quier Senador podía hacerle una pregunta al Miem- 
bro Informante y este debía estar al tanto de los por- 
menores. En lo personal creo haberla analizado casi 
al mismo nivel que el señor Senador Abreu aunque, 
claro está, el tiene una formación jurídica de la que 
carezco. Pienso que en ese momento la ex Senadora 
Percovich contaba con suficiente información y que 
el ex Senador Alfie -quien tiene una formación ideo- 
lógica bien distinta a la mía, donde el tema de la pro- 
piedad es mucho más sacrosanto- también la había 
estudiado en forma más que suficiente. No se trata 
de una ley a la que los integrantes de la Comisión 
no le hayamos prestado atención. Fíjense que según 
esta ley concursal -a diferencia de la ley de quiebra 
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o de concordato- en determinadas circunstancias es- 
pecialísimas, el bien social de la empresa privilegia el 
núcleo de actividad, las deudas quedan en segundo 
término y quienes son acreedores ya no disponen del 
embargo. Incluso obliga, en algunos casos, a quienes 
son acreedores a hacerse cargo de determinadas cir- 
cunstancias especiales. 


Insisto: no se trata de una ley que carezca de aná- 
lisis por parte de los señores Senadores -no puedo 
hablar por todos, pero sí por los integrantes de la 
Comisión- y menos por parte de los señores Repre- 
sentantes, ya que en la Cámara de Diputados estuvo 
a estudio por dos años. Lo mismo digo respecto del 
Poder Ejecutivo; es más, recuerdo el manejo respec- 
to del tema que tenían algunos asesores, incluso el 
propio contador Bergara. Ni el Poder Ejecutivo ni los 
parlamentarios estábamos improvisando. 


Cuando se trató en el Parlamento la Ley N*“18.411, 
no se dijo que pudiera afectar causa alguna y todos sa- 
bemos lo que sucedió en la Cámara de Representan- 
tes, a pesar de que existen varias versiones. Termina- 
do el desarrollo parlamentario, no hubo por parte de 
la prensa preocupación alguna -ya en conocimiento 
de lo que se decía en los corrillos de la Cámara de Re- 
presentantes o, incluso, del Poder Ejecutivo- de que 
esto pudiese afectar causa alguna. 


SEÑOR AMORÍN.- Por las expresiones del señor 
Senador Michelini me da la impresión - y seguramen- 
te así haya ocurrido- de que la Comisión recibió a mu- 
chas delegaciones que dieron su opinión y de que qui- 
zás había algunos temas en los que se entendía podía 
haber cambios, pero por la lógica de que el proyecto 
de ley se aprobara con el texto venido de la Cámara 
de Representantes para que fuera promulgada la ley, 
no se hicieron. El señor Senador Michelini también 
dijo que no tenía claro cuáles eran las modificaciones 
de las que le habló el señor Senador Abreu, y señaló 
que el Colegio de Abogados mencionó la necesidad de 
la derogación del artículo 76. Me gustaría saber si fue 
en esa Comisión que una delegación del Colegio de 
Abogados sugirió que dicha derogación era necesaria 
o conveniente. 


Cuando el señor Senador Abreu trajo la propuesta 
- según señala el señor Senador Michelini, además 
de decir que estaba apurado porque tenía un ami- 
go en el CASMU- de derogar los artículos 42 a 44 y 
76, ¿no se consultó al Poder Ejecutivo al respecto? 
Lo pregunto porque fui parlamentario del Gobierno 
y cuando un colega de otro Partido me planteaba un 
tema, consultaba con el Poder Ejecutivo, sobre todo 
si el Ministerio de Economía estaba absolutamente 
jugado -y bien jugado- con el proyecto en cuestión. 
Es decir, si se estaba proponiendo una modificación 
a un proyecto de ley, se tendría que haber llamado 
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al Poder Ejecutivo -es lo que hubiera hecho yo- para 
preguntarle cómo se procedía ante la propuesta del 
señor Senador Abreu. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Senador Amorín 
ha tocado varios puntos. Primero, cuando el Sena- 
dor Abreu me sugirió hacer algunas modificaciones, 
como el planteamiento provenía de un Senador que 
es muy exquisito -y no lo digo peyorativamente- en- 
tendí que su propósito era perfeccionar una ley; o sea 
que había perfeccionismo pero nada sustancial. Por 
eso opino que no pudo haberse urdido ningún plan 
porque, de lo contrario, el señor Senador habría ha- 
blado conmigo y con otros integrantes de la Bancada 
de Gobierno en forma más insistente. 


Segundo, cuando digo que él seguramente tenía 
relación con el doctor Toledo -hecho que no puedo 
probar- no estoy hablando de que hiciera amiguismo 
ni mucho menos; estoy diciendo que planteaba un 
problema real porque en el CASMU había una situa- 
ción explosiva. El tema fue traído por el señor Sena- 
dor Abreu, pero si ese día no lo hacía él, al siguiente lo 
haría otro integrante de la oposición o del Gobierno. 


Por otra parte, cuando digo que el Colegio de Abo- 
gados había hecho el planteamiento, no sé si fue ex- 
presamente en la Comisión. Sí puedo decir que fue 
público. Inclusive, también tuve esa duda y hace poco 
salió publicado en un diario que el Colegio de Aboga- 
dos dijo que lo había planteado en reiteradas oportu- 
nidades. 


Con respecto a las consultas al Poder Ejecutivo, 
debo decir que las hacemos en forma permanente, 
salvo en algunas situaciones que son obvias. Para mí, 
este caso era obvio. Repito: nunca nadie, bajo nin- 
guna circunstancia, me planteó, en calidad de Sena- 
dor o de ciudadano que eso pudiera tener una con- 
secuencia -digámoslo así- o una influencia en causa 
alguna; nadie de la oposición ni del Gobierno. Todos 
conocemos la actividad parlamentaria, todos sabemos 
que siempre nos estamos transmitiendo información 
de toda naturaleza advirtiéndonos acerca de diferen- 
tes situaciones. Voy a poner un ejemplo: en más de 
una ocasión el ex Senador Alfie, o el señor Senador 
Abreu -para citar dos casos- nos advirtieron - tanto a 
quien habla como a los coordinadores de Bancada o 
a los demás integrantes de las Comisiones en las que 
ellos estaban- sobre problemas que veían en las leyes. 
A veces quedaba constancia de ello en la versión ta- 
quigráfica y otras no; a veces hacíamos consultas y 
otras simplemente nos remitíamos a transmitir nues- 
tra opinión. Yo ni siquiera hablé con el señor Senador 
Abreu y no me vino a decir “esto hay que derogarlo”. 
No; no me insistió. Pasó el texto a la ex Senadora 
Margarita Percovich y sí sé que habló -eso creo que es 
público- con el ex Senador Alfie. Margarita Percovich 
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consultó a quien habla y supongo que después hizo 
lo propio con el resto de la Bancada. Pero yo lo di 
como bueno, porque esos artículos habían quedado 
pendientes. Si ahora me preguntan si se trataba de 
los artículos 42 al 44 o del 43 al 44, si se clarificó que 
el artículo 77 aparentemente había quedado deroga- 
do en forma ficta o si se trató del artículo 76 o del 77, 
eso no lo puedo trasmitir. 


SEÑOR AMORÍN.- Quiere decir que, en este 
caso, no fue consultado el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR MICHELINI.- No, pero también es públi- 
co que una semana después se votó en la Cámara de 
Diputados un tema que era álgido y sobre el que el 
Ministerio de Salud Pública estaba bien al tanto. No 
era una ley que no se sabía que se estaba votando; al 
contrario, todo el mundo estaba siguiendo su trata- 
miento porque las horas del CASMU estaban conta- 
das. Es más; después hubo una y otra asamblea para 
que el CASMU pasara de la quiebra y del concordato 
en que estaba a la ley concursal. Además, se conta- 
ban los días para que el Poder Ejecutivo hiciera la 
promulgación -que también era importante- de la Ley 
N* 18.411, porque de lo contrario la ley concursal no 
entraba en vigencia. 


Además, el Senado que la votó estaba integrado 
por personas que, incluso habiendo estado en el Po- 
der Ejecutivo, en ese momento eran parlamentarios. 
Si mal no recuerdo, el actual Presidente era Senador 
y no sé si no presidió la Sesión en la que se aprobó 
la Ley N” 18.411. Reitero que no sé si el señor Pre- 
sidente Mujica no presidió la reunión, pero recuerdo 
que también estaba presente el señor Senador Astori 
quien, siendo Ministro impulsó la ley concursal. Tam- 
bién estábamos muchos otros Senadores. 


SEÑOR GALLINAL.- Precisamente, mi pregunta 
iba referida a lo último que acaba de decir el señor 
Senador Michelini. 


El doctor Gonzalo Fernández sostuvo en Sala, 
hace pocas semanas -lo que además no fue desmenti- 
do por el Vicepresidente de la República, el Presiden- 
te del Senado, entonces Ministro Danilo Astori- que 
cuando el Poder Ejecutivo iba a remitir al Parlamento 
el proyecto original sobre el tema concursal, al llegar 
a Presidencia de la República con origen Ministerio 
de Economía y Finanzas, él devolvió la iniciativa se- 
ñalando al Ministro Astori que la derogación del deli- 
to que se anulaba a través del artículo 76 -que venía 
incluido en el proyecto original- tenía repercusión di- 
recta en el caso Peirano. A raíz de ello, el Ministerio 
de Economía y Finanzas corrigió el proyecto de ley y 
retiró la derogación que luego sí vino incluida en la 
segunda norma, la Ley N* 18.411. 
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Quisiera preguntar al señor Senador Michelini si 
tenía conocimiento de ese episodio que se había pro- 
ducido durante la Administración anterior y de ese 
intercambio de opiniones dentro del Poder Ejecutivo, 
entre Presidencia de la República y el Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


SEÑOR MICHELINI.- No, señor Senador; since- 
ramente, me enteré después. Además, creo que en 
ese caso el tema era que esto podía repercutir en la 
libertad de esas personas. Precisamente, las personas 
que usted aduce ya estaban libres. En todo caso, en 
lo que podría repercutir es que en primera instancia 
la Jueza no entendiera el caso y después el Tribunal 
de Apelaciones sí. Pero yo nunca asocié la ley con- 
cursal con una posible injerencia en los tribunales, 
en la justicia. Nunca nadie me trasmitió, planteó o 
advirtió esto. En esa circunstancia, aunque uno pen- 
sara que igual no iba a tener consecuencias, tanto la 
ex Senadora Percovich como quien habla hubiéramos 
informado a la Bancada. Como se comprenderá, esto 
tenía una connotación política, independientemente 
de lo jurídico. 


SEÑOR GALLINAL.- El doctor Gonzalo Fernán- 
dez, cuando comparece en el Senado, manifiesta que 
él no tenía ningún tipo de relación con las conse- 
cuencias que trajo el tema del Banco Montevideo. Sin 
embargo, luego aparece una publicación en la cual se 
muestra un facsímil de un escrito presentado por su 
estudio, en el que se lo designa codefensor de perso- 
nas involucradas en esta causa. Pero de esto tomamos 
conocimiento después de la Sesión en la que com- 
pareció el doctor Gonzalo Fernández. Entonces, yo 
quisiera saber si el Senador Michelini conocía esto de 
antemano o, al igual que nosotros, se entera a través 
de la publicación. 


SEÑOR MICHELINI.- Yo no tenía ese conoci- 
miento; hubiera preferido tenerlo en una reunión 
partidaria que mantuvimos porque, como compañero, 
creo que tenía ese derecho. Algo distinto es la instan- 
cia del Senado -supongo que la Comisión Investigado- 
ra analizará este punto- porque en mi opinión, la con- 
vocatoria tenía que ver con un tema de fueros para el 
Senador Abreu, quien se sentía lesionado porque el 
doctor Gonzalo Fernández, no siendo Senador, había 
dicho que él faltaba a la verdad. En esa oportunidad, 
tanto el Senador Abreu como el Senador Fernández 
hicieron sus exposiciones; uno trasmitió que le había 
hecho sugerencias -nunca le escuché otra cosa al se- 
ñor Senador Abreu, y hablé varias veces con él de este 
tema- y que ni siquiera le insinuó artículos, y los dos 
corroboraron que hablaron de esto a la pasada, cuan- 
do ya terminaba la reunión. Dieron a entender que el 
tema no era central para ninguno de ellos. 


Corroboradas las versiones y aceptadas por am- 
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bos, el Senador Fernández no informó al Cuerpo lo 
que después se hizo público y que, hasta ahora, no he 
visto que haya sido desmentido. Ahora bien, el tema 
central en la cuestión de fueros era si había habido, 
de parte de Gonzalo Fernández, un autor intelectual 
del proyecto de ley; en ese sentido, el Senador Abreu 
trasmitió que era de su puño y letra, que él había 
llevado el proyecto adelante, tal cual nos había que- 
dado claro al inicio del proceso parlamentario de la 
Ley N* 18.411, cuando él mismo entrega a Alfie y a 
Percovich el texto que luego no tuvo modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más pre- 
guntas a formular, agradecemos la presencia del Se- 
nador Michelini. 


(Se retira de Sala el señor Senador Michelini.) 


(Ingresa a Sala la ex Senadora Margarita 
Percovich.) 


La Comisión Investigadora de los hechos de públi- 
ca notoriedad que tienen que ver con la ley concursal 
tiene el gusto de recibir a la compañera y ex Senadora 
Margarita Percovich, a quien dejamos en uso de la 
palabra para que haga su exposición. Posteriormente, 
los señores Senadores podrán realizar las preguntas 
que consideren pertinentes. 


SEÑORA PERCOVICH.- En realidad, señor Pre- 
sidente, me gustaría que me hicieran preguntas, por- 
que no sé exactamente de qué quieren hablar. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que algo que tiene que 
quedar claro con respecto a la comparecencia de la 
ex Senadora y a la de otros integrantes de la anterior 
Legislatura, dado lo que es la resolución del Senado 
que se adoptó por unanimidad, es que tenemos como 
objetivo investigar la actividad de la Cámara de Se- 
nadores en el tratamiento de la Ley N* 18.411. Eso 
tiene que ver con nuestro comportamiento y con el 
hecho de si, eventualmente, la autonomía de criterio 
que cada uno debe tener para votar una ley, fue mo- 
tivo de presión o de injerencia desde dentro o desde 
fuera del Cuerpo. Me parece que esa es una primera 
ubicación para que quede claro que lo que estamos 
relevando es un comportamiento individual que lue- 
go redundará en las explicaciones que daremos como 
Cuerpo, en la medida en que quienes integramos la 
Legislatura pasada, y también la actual, debemos res- 
ponder al Senado y a la sociedad. 


En definitiva, me parece fundamental conocer si 
existió o no algún elemento de presión o algo que le- 
sionara su autonomía en su condición de Senadora. 


SEÑORA PERCOVICH.- No, en absoluto. El pro- 
ceso de presentación y de evaluación de esta ley, en 
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su momento fue algo fortuito. En realidad, nosotros 
teníamos los antecedentes de lo que había sido la ley 
marco, la original, que sí se discutió mucho - algunos 
participamos de las reuniones en la Cámara de Re- 
presentantes con todos los actores- y que no modifi- 
camos a pedido del economista Bergara y de todo el 
equipo de asesores que lo acompañaron a la Comisión 
de Constitución y Legislación del Senado. También 
tuvo mucho que ver el hecho de que uno de los inte- 
grantes de la Comisión de Constitución y Legislación 
del Senado -en una coyuntura muy especial vincula- 
da a la posibilidad de aplicarla más rápidamente de 
lo que se había previsto en la ley original- nos pre- 
sentara un proyecto de derogación de un artículo que 
aparentemente había faltado en la ley anterior. Luego 
de las consultas que hicimos, fundamentalmente con 
el señor Senador Michelini, quien había seguido más 
de cerca el proyecto anterior -en la Comisión nos di- 
vidíamos las especializaciones de los temas- el asunto 
tuvo un trámite normal. Lo que se hizo fue introducir 
el tema en el Plenario, votarlo y nada más. 


SEÑORA XAVIER.- Quisiera saber por qué la se- 
ñora Senadora Percovich informó un proyecto de ley 
que había sido redactado por el señor Senador Abreu. 


SEÑORA PERCOVICH.- Si no me equivoco, en el 
año 2008 era coordinadora de Bancada, y si bien no 
recordaba que lo había informado, puedo decir que 
seguramente lo hice como hace uno tantas cosas, por 
la responsabilidad que siente de dar seguridad a los 
demás Legisladores en cuanto a que era un proyecto 
de ley con el que se facilitaba la aplicación de la ley 
de procesos concursales. Aclaro que muchas veces 
asumí la responsabilidad de informar proyectos en 
la Comisión de Constitución y Legislación y destaco 
que en especial hice consultas con el señor Senador 
Michelini para saber si estábamos de acuerdo, y a am- 
bos nos pareció que la propuesta del señor Senador 
Abreu era oportuna. 


SEÑOR PASQUET.- Cuando trascendió pública- 
mente que una sentencia del Tribunal de Apelaciones 
en lo Penal de 3er. Turno había dispuesto la clausura 
de los procedimientos seguidos en la causa del Banco 
de Montevideo, invocando como fundamento jurídico 
la derogación del artículo 76, se produjo una conmo- 
ción pública -creo que no estoy exagerando- que dis- 
paró el interés de la prensa acerca de las circunstan- 
cias en las cuales se había votado la Ley N* 18.411, 
que precisamente derogaba este artículo y en cuyo 
mérito, reitero, el Tribunal clausuró el proceso tan 
sonado e importante. Entre las declaraciones hechas 
a la prensa en esos días, recuerdo una especialmente 
relevante, o sea, las de la ex Senadora Percovich por 
el papel importante que había tenido en toda la Legis- 
latura anterior, por su condición de coordinadora de 
Bancada, y por la jerarquía que tuvo su desempeño en 
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el Senado durante todos esos años. Concretamente, 
decía nada menos que se sentía indignada por haber 
sido engañada por poderosos intereses económicos 
que habían actuado subrepticiamente. Luego, hacía 
referencia a estudios de abogados muy inteligentes 
que asisten a los delincuentes de cuello blanco, bus- 
cando todos los intersticios de la ley. Debo decir que 
daba la sensación de que se sentía víctima de una 
suerte de operativo, aunque aclaro que no sé si utili- 
zó esta palabra en sus declaraciones o si es algo que 
se desprende del contexto. La ex Senadora Percovich 
dijo “aquí no hay inocentes”, y esta expresión fue uti- 
lizada por la prensa para titular algunas notas sobre 
el caso. En un principio, esto fue dicho por la ex Se- 
nadora en el programa periodístico de Sonia Breccia; 
luego fue repetido casi íntegramente en el diario La 
República, y después también apareció como referen- 
cia central de una nota de opinión en el semanario 
Voces del Frente. Lo cierto es que la opinión dada por 
la ex Senadora en términos tan fuertes repercutió en 
la prensa y fue objeto de comentarios diversos. Por 
tanto, le pediría que explicara el sentido de sus pa- 
labras y en qué se fundamentaron sus apreciaciones 
sobre los hechos que estamos investigando. 


SEÑORA PERCOVICH.- El propio Senador Pas- 
quet señaló los hechos: se produjo una conmoción en 
el momento en que la prensa da la noticia. Como los 
Senadores saben, estoy fuera del Parlamento y no he 
tenido oportunidad de conversar con el resto de los 
integrantes del Senado o de mi Bancada sobre este 
tema y, realmente, cuando recibí la primera llama- 
da de una periodista, no sabía de qué ley me estaba 
hablando. Tan poca importancia le dimos en ese mo- 
mento a esa derogación que simplemente lo tomamos 
como un trámite. 


Luego, comenzando a reconstruir, empecé a re- 
cordar algunos hechos, pero otros, no; por ejemplo, 
no recordaba que yo había sido Miembro Informante 
del proyecto. 


En lo personal, me impactó mucho -quizá por lo 
mismo que llevó a la conmoción pública que se regis- 
tró- porque el caso de los hermanos Peirano Facio lo 
viví en la Cámara de Representantes, en todas las ins- 
tancias de recepción de las personas que fueron vícti- 
mas de las maniobras que realizaron. Lo que especial- 
mente me molestó fue el hecho de que hubieran sido 
liberados esgrimiendo un argumento real, elevando 
un recurso a la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. Digo esto porque a pesar de no ser abo- 
gada, siempre integré la Comisión de Constitución y 
Legislación del Senado y su homóloga de la Cámara 
de Representantes, y quienes fueron mis compañeros 
saben que mi única especialidad era trabajar sobre el 
tema de la adecuación de la legislación en lo que a los 
instrumentos ratificados por nuestro país se refiere. 
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Fue así que el uso de ese recurso me molestó mucho 
porque también, durante diez años, tuve ocasión de 
integrar, junto con el Senador Moreira, las comisio- 
nes que tienen que ver con la seguridad ciudadana 
en las que se abordaba la situación de miles de presos 
uruguayos que se encontraban en esas mismas condi- 
ciones. Entonces, sin haber mediado información al- 
guna, dado que se trataba de gente muy poderosa, de 
mucha plata, que podía pagar a estudios y a abogados 
para defenderlos, la única explicación que encontré 
fue que esto era realmente una especie de trama que 
se había hecho en la que todos los Senadores resul- 
tamos engañados. Incluso, llamaba la atención que 
el tema se había discutido a nivel de la Cámara de 
Representantes. 


Esa fue mi reacción inmediata y mis primeras de- 
claraciones sobre este asunto; de eso se trata. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero plantear una duda 
que se me generó a raíz de una interrogante formu- 
lada por el señor Senador Gallinal al señor Senador 
Michelini. En este momento recuerdo que cuando se 
trató este pequeño proyecto de ley con carácter ur- 
gente, el contador Astori había solicitado licencia. 


En otro orden de cosas, quiero decir que el se- 
ñor Senador Michelini hizo referencia a permanen- 
tes contactos con el entonces Subsecretario del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, economista Mario 
Bergara, y a la concurrencia de algunos Senadores 
-desconozco si pertenecían solamente a la Bancada 
de Gobierno- a la Comisión de la Cámara de Repre- 
sentantes en la instancia de aprobación del proyecto. 
Precisamente, en oportunidad de celebrarse la Se- 
sión en la que se planteó la cuestión de fueros, el 
doctor Gonzalo Fernández dio cuenta de que siendo 
el contador Astori Ministro de Economía y Finanzas, 
se le advirtió que la derogación del artículo 76 podía 
afectar la causa judicial de los hermanos Peirano. Me 
gustaría saber si este tema formó parte de conversa- 
ciones y contactos con el economista Bergara -quien 
seguramente estaba enterado de esa comunicación 
del doctor Gonzalo Fernández- a efectos de poder re- 
parar en una eventual incidencia en la causa, inde- 
pendientemente del estado en que se encontrare des- 
pués, porque tengamos en cuenta que transcurrieron 
dos años. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que aquí se están 
confundiendo dos situaciones. Una de ellas tiene que 
ver con que la discusión de la ley sobre procesos con- 
cursales tuvo una serie de instancias abiertas en la 
Cámara de Representantes, en la Sala Paulina Luisi y 
algunos de nosotros asistimos a esas sesiones; es más, 
el proyecto de ley había sido presentado en el período 
anterior, durante el Gobierno del doctor Batlle, y no 
tuvo aprobación. En lo personal, en ese proceso me 
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resultó particularmente interesante ver cómo se dis- 
cutía con todos los actores involucrados. Otra cosa es 
la redacción de la ley; ahí no estuvimos involucrados 
los que, por lo menos, habíamos participado de esas 
instancias en la Sala Paulina Luisa que, como dije, 
eran abiertas inclusive a otros actores que no tenían 
nada que ver con los Legisladores. 


Del hecho que señala el señor Senador Moreira 
me enteré también por todo ese cúmulo de informa- 
ción que recibimos después por la prensa. 


SEÑOR GALLINAL.- La respuesta que le dio al 
señor Senador Pasquet la ex Senadora Percovich, es 
lógica porque, por otra parte, es la primera reacción 
que todos tenemos ante una noticia que nos sorpren- 
de. Después, cuando analizamos con detenimiento 
cómo fue todo el proceso, muchas veces llegamos a 
conclusiones diferentes. Me parece que esas decla- 
raciones lejos están de descalificar su persona o su 
actuación; además, todos tuvimos oportunidad de 
compartir con la ex Senadora unos cuantos años aquí 
y sabemos qué tipo de persona es. 


A la luz de todos estos acontecimientos, quisiera 
saber si la ex Senadora Percovich cree que esa segun- 
da ley de la que fue Miembro Informante, no debió 
haberse aprobado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Ese es un hecho, un fait 
accompli. En aquel momento realmente no teníamos 
elementos. Si hubiéramos tenido un mínimo indicio 
de que esto podía tener esa consecuencia, aunque 
hubiera dos bibliotecas al respecto, por lo menos en 
mi calidad de coordinadora hubiera citado inme- 
diatamente a mi Bancada para evaluar este tema, y 
después seguramente se hubiera coordinado con el 
resto de los partidos políticos. Lo que sucede es que 
realmente no lo tuvimos en cuenta porque nos pare- 
ció, al igual que sucede con otras leyes, que era una 
derogación de trámite. 


La Comisión Especial sobre Lavado de Activos y 
Crimen Organizado -los señores Senadores Moreira 
y Saravia la recordarán porque también la integra- 
ron- por ejemplo, analizó un proyecto de ley muy 
complejo. En ese caso, el texto contenía una cantidad 
de derogaciones en los artículos finales, y después 
que lo aprobamos recibimos otro proyecto de ley que 
reponía algunos de los artículos que habíamos dero- 
gado. En aquella oportunidad me puse a estudiar y 
recuerdo que hice un comparativo para ver por qué 
se reponían, incluso algunos de los delitos que se ha- 
bían derogado. También llamé al doctor Díaz -actual 
Juez de Crimen Organizado- para que me dijera si era 
correcto lo que nos había enviado el Poder Ejecutivo, 
y él me ratificó que era correcta la nueva puesta en 
marcha de algunos artículos porque habían sido dero- 
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gados erróneamente. Pero este otro caso, en el Sena- 
do pasó sin pena ni gloria ni sospecha de ningún tipo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ex Senadora Perco- 
vich mencionó las instancias que se llevaron a cabo 
en la Sala Paulina Luisa respecto al análisis del pro- 
yecto de ley relativo al proceso de concursos. En tor- 
no a ese proceso que tiene que ver con las derogacio- 
nes -hay argumentos muy contundentes relacionados 
con el tema de la derogación de los artículos de la 
Ley N* 2.230, en particular los que efectuó el doc- 
tor Langón- me gustaría saber si en el momento en 
que se habló del artículo 248 de la Ley N* 18.387, 
que refiere a fraudes concursales -Capítulo III, Título 
XIV, Disposiciones Penales- no se dijo que el artículo 
253 estaba dando por tierra lo dispuesto por la Ley 
N* 2.230. ¿No se discutió ese tema? ¿Se habló con 
algún especialista? Pregunto, porque después de eso 
viene un proceso muy claro en el que las derogacio- 
nes son de trámite. Insisto en si en ese proceso no 
hubo algún tipo de discusión sobre las disposiciones 
penales del Capítulo III. 


SEÑORA PERCOVICH.- No que yo recuerde. No 
concurrí a todas las sesiones porque no hay que ol- 
vidar que el tema se estuvo discutiendo durante dos 
años. Iba a las que podía y que no coincidían con las 
Comisiones del Senado. 


Creo que incluso la parte de redacción legal fue 
posterior, a nivel del Poder Ejecutivo, no en ese pro- 
ceso de discusión con los distintos actores que iban a 
estar de alguna manera afectados, y con las propias 
Cátedras. 


Si mal no recuerdo, aquí, en la Comisión de Cons- 
titución y Legislación se plantearon algunas suge- 
rencias de modificación. El economista Bergara y 
diría que casi todos los integrantes del equipo que 
trabajó en ese proyecto de ley, nos pidieron que no 
le hiciéramos ninguna modificación. Hubo algunas 
sugerencias de modificaciones -no recuerdo si eran 
derogaciones- y se nos pidió que no las hiciéramos 
porque el acuerdo que se había logrado en la Cáma- 
ra de Representantes había sido muy dificultoso. Por 
tanto, todos dijimos que si había que hacer alguna 
modificación, en el momento de aplicación de la ley 
veríamos si eran necesarias. No recuerdo que hablá- 
ramos de derogaciones. 


SEÑOR AMORÍN.- Tenemos más o menos claro 
que las declaraciones de las distintas personas son 
parecidas; se trabajó mucho en la primera ley y había 
que hacer algunas modificaciones, pero quedaron en 
el camino porque era necesario que la ley se apro- 
bara. Luego, cuando se estaba tratando el tema del 
CASMU en una Sesión de la Cámara de Senadores, 
aparece este segundo artículo con algunas derogacio- 
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nes que tenían que ver con la Ley de Concursos apro- 
bada poco tiempo antes. 


Como la señora Percovich sabe, tengo alguna 
experiencia parlamentaria y del lado del Gobierno. 
Cuando se me presentaba algún tema como este, yo 
consultaba al Poder Ejecutivo. En este tipo de tra- 
bajo, normalmente el Poder Ejecutivo tiene más he- 
rramientas que las que tenemos nosotros, por lo me- 
nos, la Bancada de Gobierno; la oposición se defiende 
como puede. La pregunta es si no consultaron a nadie 
en ese momento. ¿Lo veían como una cosa sencilla y 
se dijeron “Votémoslo”? 


SEÑORA PERCOVICH.- La verdad, no recuerdo. 
Generalmente, eso es algo que hacía yo sistemáti- 
camente: ver si había o no acuerdo; si le queríamos 
hacer alguna modificación, consultaba al Ministro co- 
rrespondiente o a quien fuera. Repito, no lo recuerdo. 


Me parece que si hubiera querido hacer alguna 
consulta, la hubiera hecho con quien el señor Sena- 
dor Abreu decía que había hablado; en todo caso, le 
hubiera preguntado si era verdad que había conver- 
sado con él, pero honestamente no lo recuerdo. Sería 
una mentira afirmar que yo hice eso. Lo que sí re- 
cuerdo es que hablé sobre el tema con el señor Se- 
nador Michelini porque era quien había estado más 
en contacto con el equipo económico, y él me dijo 
“Acá está el tema del CASMU. Vamos a aprobarlo por- 
que si se trata de que la ley se ponga rápidamente en 
marcha, está bien, votemos esto y ya está”. Entonces, 
todo el trámite fue muy rápido y la verdad es que me 
descansé en quien había estado más involucrado en 
el tratamiento del tema con el equipo económico. 


SEÑOR BARÁIBAR.- La señora Margarita Perco- 
vich ha sido clara en sus apreciaciones, pero me gus- 
taría que quedara más negro sobre blanco lo relativo 
a sus declaraciones explosivas de los primeros días 
porque, por ser quien es y como lo han señalado aquí 
otros señores Senadores, su paso por ambas Cámaras 
del Parlamento han dado la pauta de su reconocida 
solvencia y responsabilidad para asumir la tarea le- 
gislativa, además de su honestidad para manejarse 
en todo lo que es el difícil mundo de la política. Por 
esas razones, insisto en que sus declaraciones im- 
pactaron. Como quiero salir de esta reunión con más 
convicción, me gustaría saber si esa reacción suya del 
primer momento, casi explosiva, fundamentalmente 
estaba ligada -hasta ahora no lo había escuchado de 
nadie- a la indignación que le produjo la acción de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos para lo- 
grar la excarcelación de los hermanos Peirano. Hago 
la pregunta teniendo conocimiento, además, de que 
usted ha trabajado, que conoce cuál es la función de 
ese organismo, que no sería precisamente ese tipo 
de delitos que deberían tener tal tratamiento y que, 
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precisamente, lo que puede haber habido atrás para 
lograr que eso se hiciera en un tiempo bastante redu- 
cido fue lo que asoció con los hechos que posterior- 
mente tuvieron como consecuencia la derogación de 
los artículos que se han mencionado. 


Quisiera que nos explicara un poco más cuál es 
la mecánica de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y qué apreciación se hizo cuando eso 
ocurrió. 


SEÑORA PERCOVICH.- En realidad, me do- 
lió mucho que un abogado joven, que había sido mi 
asesor en temas de derechos humanos, asumiera la 
defensa con esa acción. Me pareció que eso no se 
había hecho por otros presos que estaban en las mis- 
mas condiciones y que eran mucho más vulnerables. 
Entonces, dije que realmente creía que las personas 
que tienen más poder, dinero, etcétera, gozan de pre- 
rrogativas aun en este caso. Me pareció que había un 
desbalance, más allá de que tuvieran derechos igual 
que muchos otros, y me resultó bastante indignante. 
Tuve eso “atragantado” -lo digo entre comillas- mu- 
cho tiempo. Además, al ver que se había utilizado la 
rapidez del trámite en algo que nos parecía que era 
lógico en ese momento y que tuviera ese resultado, 
más allá de que haya dos bibliotecas en la interpreta- 
ción -no lo sabía; todo eso viene después- mi primera 
reacción fue de indignación. Preguntada por una pe- 
riodista, lo dije. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nadie tiene más pre- 
guntas que hacer, agradecemos la presencia de la se- 
ñora Margarita Percovich en esta Comisión. 

SEÑORA PERCOVICH.- Muchas gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la Sesión. 

(Así se hace. Es la hora 19 y 24 minutos.) 

SESIÓN DEL DÍA 14 DE SETIEMBRE DE 2010 


ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Jorge Saravia, Presidente 
de la Comisión. 


Miembros: señora Senador Mónica Xavier y seño- 
res Senadores José Amorín, Carlos Baráibar, Francis- 
co Gallinal, Carlos Moreira y Rodolfo Nin Novoa. 


Concurre: señor Senador Ope Pasquet. 
Invitados especiales: ex Senador Isaac Alfie, ex 


Representantes Nacionales doctores Diego Cánepa y 
Alvaro Lorenzo. 
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Secretaria: María Celia Desalvo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 15 y 34 minutos.) 


SEÑOR GALLINAL.- Habíamos anunciado con 
el señor Senador Moreira, en nombre de los Legis- 
ladores del Partido Nacional, que íbamos a presentar 
unas preguntas para trasladarle por escrito al ex Pre- 
sidente de la República, el doctor Tabaré Vázquez, en 
función de que cuando se aprobaron las Leyes Nos. 
18.387 y 18.411, él ejercía en ese momento la Pre- 
sidencia de la República, y en atención, además, a 
las expresiones que surgen de la comparecencia en 
el Senado del doctor Gonzalo Fernández, en calidad 
de Senador suplente. Entendemos que corresponde 
hacerlo por escrito, en atención a la investidura del 
doctor Vázquez, de manera que tenemos formuladas 
las preguntas y las vamos a presentar; llevan la firma 
del señor Senador Moreira y la mía. Creemos conve- 
niente también, si bien aquí transcribimos una parte 
de las expresiones del doctor Gonzalo Fernández, que 
se adjunte el Acta de la Sesión, de manera que el 
doctor Vázquez disponga de todo lo que se discutió 
ese día y, muy especialmente, lo que dijo el doctor 
Gonzalo Fernández, que es lo que nos lleva a hacer 
este planteamiento. En consecuencia, le entregamos 
las preguntas, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión está de 
acuerdo, estaríamos elevando las preguntas, con una 
nota, al ex Presidente doctor Tabaré Vázquez, junto 
con el Acta de la Sesión del Senado en la que se dis- 
cutió la cuestión de fueros y no sé si algún otro ele- 
mento que se entienda conveniente enviar. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Me parece que sería de or- 
den que nosotros tuviéramos acceso a las preguntas. 


SEÑORA XAVIER.- Estoy de acuerdo con que 
es de orden repartirlas y tener un espacio de inter- 
cambio porque, más allá de cómo los medios pueden 
distorsionar, la Comisión es quien solicita las actua- 
ciones, a través de uno, dos, tres o más integrantes. 
Me parece que tenemos que darnos ese tiempo que, 
obviamente, no es muy extenso. 


(Ingresa a Sala el economista Isaac Alfie.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión le da la 
bienvenida al economista Alfie y le cede la palabra. 


SEÑOR ALFIE.- En principio quisiera hacer un 
relato conciso, de acuerdo a mi costumbre, y después 
estoy dispuesto a contestar todas las preguntas que 
los miembros de la Comisión quieran formular. 
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Debo decir que comparezco ante esta Comisión 
con pesar aunque, obviamente, estoy abierto a todo 
lo que se entienda pertinente preguntar o aclarar. Voy 
hacer un relato de los hechos con respecto a mi perso- 
na, lo que recuerdo y lo que pude reconstruir, porque 
en su momento este asunto me tomó por sorpresa y 
realmente de algunas cosas me acordé rápidamente 
y otras las fui reconstruyendo a medida que pasaba 
el tiempo. Antes que nada, quiero expresar que estoy 
extremadamente dolido por la derogación de este ar- 
tículo 76, y lo estoy más por lo que significó desde el 
punto de vista práctico, ya que tiene poco efecto. En 
realidad, los procesados nunca tuvieron condena y 
estaban libres por la aplicación del Pacto de San José 
de Costa Rica. Ciertamente, la eliminación de ante- 
cedentes es el único elemento remanente o práctico, 
aunque ante la sociedad y los ciudadanos de este país 
esa eliminación no se dará nunca. 


Además, en lo personal, quizás lo sienta más que 
otros porque desde el Poder Ejecutivo que integré, 
junto con el Presidente Batlle y algunos otros miem- 
bros -no todos porque se divide en funciones-, hici- 
mos esfuerzos para que las personas involucradas en 
el fraude bancario del período 2001- 2002 estuvieran 
presas y pagaran el máximo castigo posible. Difícil- 
mente podría sentirme indiferente ante una situación 
como esta y ni siquiera podría haber pensado que algo 
de esto fuera a ocurrir. De hecho, mi opinión perso- 
nal es que más del 80% de todas las penurias que 
pasó el Uruguay entero se debe al fraude bancario, y 
algunos de los imputados eran estas personas. Para 
tener una noción clara, puedo decir que en los años 
2001 y 2002 el Uruguay jamás vendió un solo dólar 
para defender su moneda y, sin embargo, se perdieron 
reservas. El Uruguay tenía crédito fluido y estaba ca- 
peando el huracán de agosto de 1998 -que es cuando 
empezaron los problemas- con crédito internacional 
y con una deuda que todavía era del 50% del PBI. Por 
lo tanto, creo que es muy grande la responsabilidad 
de estas personas con el país y con la sociedad en su 
conjunto. 


Dicho esto, también quisiera expresar que me 
siento molesto con el calificativo de “negligente” que 
se utilizó y en el que, por imperio de la pluralidad, 
me siento incluido. Creo que tanto fuera como dentro 
de esta Casa me conocen -quienes son de mi Partido 
y quienes no- y quizás puedan decir muchas cosas 
de mí, pero no que actúo con ligereza. En realidad, 
en la Legislatura pasada algunos colegas me tomaban 
el pelo por mi puntillosidad en términos generales y 
por mi completa lectura de casi todo lo que se podía 
leer. Sin perjuicio de ello, asumo el hecho con la con- 
ciencia tranquila de un proceder totalmente diáfano y 
limpio, pero con el alma dolida, por lo que espero que 
este relato sea de utilidad. 
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La Ley N* 18.411 -por la que hoy estamos aquí- 
tiene su origen en la Ley N” 18.387, que fue votada 
en el Senado de la República unos días antes, en oc- 
tubre del 2008. Creo que la cercanía de la numera- 
ción muestra cómo una fue coletazo de la otra, por 
algunas cosas que inclusive se dijeron en Sala. 


En ocasión de la discusión de la primera ley, la 
N* 18.387, expresé en el Plenario, en nombre del 
Partido Colorado, el voto afirmativo en general y de 
algunos artículos en particular. En realidad, mi in- 
tervención obedeció a que el señor Sanguinetti, que 
era miembro de la Comisión de Constitución y Legis- 
lación que estudió la ley, no estaba en el país. Aclaro 
que con esto no quiero decir nada. 


Nosotros entendíamos que la ley era necesaria y, 
aunque a nuestro parecer fue una versión desmejo- 
rada de la elaborada durante la Administración Batlle 
-tal como expresamos en Sala-, al Partido Colorado le 
pareció muy importante acompañarla y que los he- 
chos y el tiempo mostraran las debilidades y se corri- 
gieran. Como toda ley, esta tampoco iba a ser perfecta 
-lo teníamos claro-, pero sí entendimos que podíamos 
mejorar algunas cosas de antemano y que era más 
importante para todos que se avanzara pues, en todo 
caso, las diferencias eran de problemas menores y 
hasta en cómo pensamos que reaccionan los seres 
humanos ante determinadas situaciones. Reitero que 
no veíamos grandes diferencias en eso. Además, el 
Partido Colorado entendía esta ley como una conti- 
nuación de otras reformas que se habían iniciado en 
la segunda Presidencia del doctor Sanguinetti. Fue 
en ese momento que se comenzó a modernizar toda 
la legislación comercial del país, surgieron algunas 
leyes de leasing, de titularización o securitización, 
una nueva Ley de Mercado de Valores, es decir, sur- 
gió todo un conjunto de leyes y, entre ellas, la ley de 
cambio de los procesos concursales o de quiebra dio 
el puntillazo final. De hecho, esta ley fue presenta- 
da durante la Administración del doctor Jorge Batlle 
pero, obviamente, hubo otros asuntos más importan- 
tes para atender y como esta ley es un código comple- 
to, había que estudiarla, hacer cambios y las debidas 
consultas, el tiempo material no alcanzaba. 


El señor Senador Abreu en su informe al Plenario 
había advertido que la norma precisaba ciertos cam- 
bios. El Poder Ejecutivo y la Bancada oficialista mos- 
traron cierta premura para aprobar la ley, sobre todo 
porque en los artículos finales se preveía alguna crea- 
ción de cargos y la interpretación que primó durante 
toda la Legislatura anterior era que a partir del 25 de 
octubre del año 2008 no se podía crear ningún cargo. 
Nuestra interpretación era diferente porque conside- 
rábamos que había ciertos temas en los que se podía, 
en este caso sí se hubiera podido, pero no para cargos 
en general y masivos, sino para estos casos particu- 
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lares. Esta fue la interpretación que primó y por eso 
fue un trámite tan rápido. De hecho, tanto el señor 
Senador Abreu como el resto de los integrantes de la 
Comisión, expresaron que la ley necesitaba algunos 
cambios y que se iban a hacer por leyes posteriores 
porque no eran muy importantes. Es más, la Comi- 
sión no modificó el texto que venía de la Cámara de 
Representantes justamente para que el trámite fuera 
expedito pues, si se lo modificaba, ya no llegaba a los 
plazos constitucionales. Obviamente que esta situa- 
ción de trámites expeditos no era la primera vez que 
se daba, sino que ya había ocurrido muchas veces en 
la Legislatura anterior. En otras ocasiones recuerdo 
que advertí sobre la necesidad de hacer alguna co- 
rrección en temas donde se derogaban delitos o se 
reducían penas como es el caso de la ley -en lo perso- 
nal, considero que eufemísticamente lleva ese nom- 
bre- que se denominó “de humanización del sistema 
carcelario”. Al tiempo se elaboró otra para corregir 
la anterior -recuerdo haberlo dicho en Sala-, aunque 
aquí no ocurrió lo mismo porque nadie advirtió pro- 
blemas serios. 


Dada esta historia y como es estilo de esta Casa -lo 
que me parece bien porque es un diferencial que en- 
contramos en Uruguay frente a otros países- cuando 
se pueden lograr ciertos acuerdos políticos, en gene- 
ral, los Legisladores de los distintos Partidos suelen 
firmar los proyectos de ley. En este caso, todos los 
Partidos habíamos votado en general el proyecto de 
ley y, de hecho, el Partido Colorado votó en contra 
solo tres artículos, de alrededor de doscientos que 
contenía la iniciativa. Entonces, cuando surgió la 
modificación del señor Senador Abreu, seguramente, 
fue cuando él me llamó. En realidad, el señor Sena- 
dor Abreu no se acordaba de por qué me había llama- 
do, pero supongo que ese fue el motivo pues el señor 
Senador Sanguinetti no estaba y yo fui quien expresó 
la posición del Partido Colorado en el Senado. Fue 
así que el Senador Abreu me explicó que la ley había 
omitido derogar algunos artículos de la vieja iniciativa 
de sociedades anónimas del año 1893 y que estaban 
coexistiendo dos regímenes legales penales para el 
mismo delito. A este respecto recuerdo dos cosas. La 
primera de ellas es que le pregunté en qué consistían 
las derogaciones y me contestó que se trataba de la 
tipificación de delitos de fraude y simulación de patri- 
monio o negocios inexistentes y que en todos los ca- 
sos habían sido sustituidos por la nueva ley. A su vez, 
recuerdo que mi único reflejo -por cierto que muy 
lejos de lo que preguntó el Diputado Lorenzo- se con- 
cretó en una consulta de derecho, básica, acerca de 
si con esto no quedaría nadie libre, tema sobre el que 
luego haré una precisión. El señor Senador Abreu me 
cuenta la génesis de ese proyecto de ley, comunicán- 
dome que surge a raíz de una conversación suya con 
el entonces Canciller Gonzalo Fernández a quien, se- 
gún explica, había ido a ver por otros temas. Me dijo 
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que Gonzalo Fernández le había manifestado que la 
ley había caído en desuso y que hacía décadas que no 
se aplicaba. Esto, realmente, me sonó muy convin- 
cente, totalmente convincente -por decirlo de alguna 
manera-, por varios motivos. El primero de ellos fue 
que, efectivamente, es así porque muchas leyes caen 
en desuso; de hecho, se dejan de usar porque el tiem- 
po les pasa por encima. Hay que tener en cuenta que 
lo que suelen hacer las leyes es regular las relaciones 
contemporáneas entre la gente. Muchas cosas cam- 
bian y también lo hacen las sociedades y ¡vaya si han 
cambiado en el siglo XX! 


En segundo lugar -y esto lo recuerdo con clari- 
dad- el señor Senador Abreu me dijo que esta norma 
preveía una especie de abuso innominado de funcio- 
nes en el sector privado y que los jueces eran muy 
reticentes a aplicarla, en especial los jueces penales 
y, como consecuencia, esta disposición no se usaba. 
Esto me pareció de una lógica implacable y hasta ob- 
via: si para los funcionarios públicos el abuso inno- 
minado de funciones es una figura peligrosa, que no 
tiene la precisión necesaria para el ámbito penal y 
que, seguramente, los jueces se cuidan bastante de 
usar, entonces es evidente que esto se tiene que dar 
mucho más en el sector privado, donde no hay una 
afectación pública en términos generales. 


En tercer término, quiero decir que el señor Sena- 
dor Abreu me merece toda la confianza y esto para mí 
es clave. En cualquier organización -sobre todo en las 
grandes- , a la hora de tomar decisiones la confianza 
es un factor fundamental. 


Nadie tiene tiempo como para estudiar todos los 
temas a la perfección y, por lo tanto, se suele dividir 
las tareas. En lo personal, quiero decir que, por más 
que traté siempre de consultar la opinión de espe- 
cialistas y de asesores que tenía en mi despacho, en 
este caso no sucedió así. De todas maneras, llamé a 
un abogado especialista en estos temas -muy versado 
en derecho comercial, más que en el aspecto penal-, 
que fue quien me había asesorado cuando estudiaba 
la iniciativa para presentar el informe, pero no se en- 
contraba en el país y no pude hablar con él. 


Entonces, reitero, igualmente me bastaba la pa- 
labra del señor Senador Abreu porque todos lo co- 
nocemos y sabemos que es responsable y estudioso, 
y esta es la verdad, por lo menos, lo que yo vi en este 
recinto. 


Por otra parte, también recuerdo que recibí la lla- 
mada del señor Senador Michelini para hablar sobre 
el mismo tema. El Senador Michelini me habló del 
artículo 1% y no del otro; en realidad, yo no sabía si 
esta iniciativa tenía uno o dos artículos porque el Se- 
nador Abreu me había hablado de ella en términos 
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generales. No recuerdo bien, pero a esta altura estoy 
casi seguro de que el Senador Abreu no me habló del 
cambio de la fecha de entrada en vigencia de la ley. 


Como dije, el Senador Michelini me habló del artí- 
culo 1* y, en realidad, me solicitó -algo que solía hacer 
él o algún otro integrante de la Bancada del Frente 
Amplio- que, en lo posible, concurriera a la Sesión por- 
que, ¿qué pasaba? Se trataba de una Sesión extraor- 
dinaria, citada muy rápidamente y en estos casos solía 
pasar que se necesitara quórum, y yo estaba siempre. 
De hecho, el único representante del Partido Colorado 
que pudo asistir fui yo, ya que el doctor Sanguinetti 
estaba de licencia por viaje y el ex Senador Amaro no 
podía concurrir ese día. Reitero que esto pasaba, sobre 
todo, cuando había sesiones extraordinarias y yo, siem- 
pre que podía, concurría a ellas. 


Cuando se me habla del artículo 1%, se me dice 
que hay que aprobarlo de inmediato para que los 
nuevos casos ya estuvieran comprendidos en el nue- 
vo procedimiento legal, que había sido un error de la 
ley anterior en la que se había cometido una omisión 
y que ya en Comisión se había señalado que se debía 
cambiar la fecha, que por eso no se cambió. 


Básicamente, palabras más, palabras menos, esto 
fue lo mismo que expresó la señora Senadora Perco- 
vich al realizar el informe en el Plenario. De hecho, 
como todos podemos acceder a él, no voy a leerlo a fin 
de no aburrir a los miembros de la Comisión. Reitero, 
palabras más, palabras menos, esta fue la explicación 
de la señora Senadora Percovich. 


Ante ello y dado que el Partido Colorado había apo- 
yado la ley en general, me pareció razonable acompa- 
ñar la iniciativa, y debo señalar que lo decidí por mí 
y ante mí. Claramente, no tuve posibilidad de hacer 
consultas con los demás miembros de mi Partido. De 
hecho, llamé al señor Senador Amaro, quien me dijo: 
“Si vos lo hacés, está bien”, y eso no lo puedo tomar 
-ni involucrarlo- como una consulta. 


Ahora bien, cuando se brinda la información pú- 
blica en el sentido de que a determinadas personas 
se le borran los antecedentes por esta ley y luego sur- 
ge toda una serie de datos que me eran totalmente 
desconocidos -creo que jamás hubiera los podido co- 
nocer en su momento-, realmente me indigna, me 
molesta y me rebela. Pero también me hago algunas 
preguntas porque creo que el problema de fondo en 
este procedimiento es que las instituciones republi- 
canas quedan mal paradas e ingresan en el despres- 
tigio; me refiero al Poder Legislativo pero también al 
Ejecutivo. Claramente, si el Poder Ejecutivo vio de- 
terminado problema, debió haber vetado la ley, y no 
lo hizo. Además, realmente no entiendo por qué -si es 
verdad que el ex Canciller Gonzalo Fernández cuan- 
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do era Secretario de la Presidencia le había advertido 
al Ministro de Economía y Finanzas, Danilo Astori, 
que no se derogaran determinados artículos de la Ley 
N* 2.230, aspecto del que me entero por la prensa-, 
entonces, cuando se vota la urgencia, el señor Sena- 
dor Astori, que votó la urgencia, no lo advirtió en ese 
momento. ¿Por qué el Poder Ejecutivo -supongamos 
que se trató de un olvido-, con más tiempo, no vetó la 
norma -teniendo diez días para hacerlo- , cuando su 
promulgación estaba firmada por el propio Canciller 
de la República? Creo que tenemos la certeza de que 
el Partido Colorado habría votado con el señor Presi- 
dente de la República, como lo hizo otras dos veces, 
sosteniéndole el veto. 


Tampoco entiendo cómo se compatibilizan estas 
advertencias -o supuestas advertencias, pues a esta 
altura realmente no sé a quién creer- con lo conver- 
sado entre el señor Diputado Lorenzo y el ex Canci- 
ller Gonzalo Fernández. Si el Canciller hubiera ad- 
vertido o tenido estas cosas tan claras, no entiendo lo 
que le terminó diciendo al señor Diputado Lorenzo. 
Realmente, me surgen demasiadas dudas. 


Para finalizar quiero expresar -y luego estoy abier- 
to a responder todas las preguntas que me deseen 
formular- que si hubiera advertido que la derogación 
del artículo 76 o de otros artículos -del 42 al 44; de 
hecho, la ley se deroga casi toda, salvo estos cuatro 
artículos, así como se hace lo propio con todas las 
demás normas de la moratoria, de los concursos ci- 
viles; prácticamente se deroga una parte enorme del 
Código de Comercio y del Código Civil- afectaba un 
caso judicial de notoria gravedad por el daño que le 
causó a la sociedad en su conjunto, el Partido Colo- 
rado jamás habría acompañado una iniciativa como 
esta; por el contrario, se habría opuesto con todas sus 
fuerzas. Personalmente, me habría opuesto con to- 
das mis fuerzas. La forma en que se presentó, quién 
la presentó, el respaldo que tenía y la conversación 
que relaté, a mi juicio, demostraba una lógica y una 
racionalidad implacables. Desde mi punto de vista, 
contamos con un asesoramiento de primer nivel, más 
aun considerando las personas de las que provenía 
la información y sus cualidades profesionales, tales 
como las del señor Senador Abreu, quien merece mi 
plena confianza. 


Una vez más, señalo que la Administración Públi- 
ca, como en todos los órdenes de la vida, tiene algu- 
nos aspectos que son inabarcables y, por lo tanto, se 
divide según las tareas. Si pensamos en una cuestión 
privada, cada uno abarca las cosas que le interesan, 
pero se sabe que en la Administración Pública a veces 
se delega y se hace confianza. 


Quiero que quede claro que, en realidad, no es 
que no hubiera votado esta derogación, aun habiendo 
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alguna persona presa por este delito, pero lo hubiera 
hecho en la medida en que fuera algo absolutamente 
menor. Todos sabemos de qué estamos hablando y, 
en este caso, era claro que no lo votaríamos. Ahora 
bien, muchas figuras penales se terminan derogando 
y siempre alguien queda libre por esa decisión. Con 
esto no quiero decir que jamás hubiera votado nada 
que dejara libre a alguien. Esto es absolutamente fal- 
so, pero, en este caso, es absolutamente cierto lo que 
yo hubiera hecho, al igual que la Bancada del Partido 
Colorado. Es más, el doctor Julio María Sanguinetti 
me llamó por teléfono e, incluso, declaró que también 
lo hubiera votado porque no tenía conocimiento de 
esto, pero que, obviamente, si lo hubiera sabido, tam- 
poco lo hubiera votado. 


Es cuanto quería manifestar. Por supuesto, con 
gusto y disgusto, quedo a las órdenes para contestar 
las preguntas que quieran formular. 


SEÑOR MOREIRA.- El ex señor Senador Alfie ha 
sido tan claro como siempre. 


SEÑOR ALFIE.- Quiero contar una anécdota que 
quizás sirva para abonar el estado de ánimo que me 
embarga en lo personal, así como también al ex Pre- 
sidente Batlle. En ese entonces, éramos bastante po- 
cos los que teníamos relación con estos temas, pero 
puedo asegurarles que hicimos todos los esfuerzos 
para que los actores involucrados tuvieran la máxima 
pena posible. Es más, en un momento nos sentimos 
solos porque nuestra aliada, que era la Justicia, no 
tenía la velocidad que debía y terminó haciéndolo por 
un libro que apareció. Si bien nosotros no dirigíamos 
el equipo, estábamos en la dirección de las acciones. 
Lo sabíamos el ex Presidente Batlle, el ex Presidente 
y el Vicepresidente del Banco Central del Uruguay, 
quien habla y nadie más; buscamos acciones para 
tomar urbi et orbi -si se puede decir así- a quienes 
estaban fuera del país y enjuiciarlos. De hecho, ahora 
se sabe por un libro. Nosotros contratamos a un in- 
vestigador privado que los localizó a fines de agosto 
del 2004. Ante la localización de quien hoy está preso 
-que fuera extraditado a Estados Unidos, si mal no 
recuerdo, hace uno o dos años- y viendo que no ha- 
bía movimientos por parte de la Justicia, tratamos de 
hacer todo lo posible de nuestra parte. Se habló con 
el Embajador de los Estados Unidos en nuestro país 
para ver cómo se podían agilizar los trámites y nos 
respondió que solo la Justicia lo podía hacer y que 
debíamos recurrir a ella. A través de la Embajada se 
nos facilitó el contacto con el Poder Judicial de los 
Estados Unidos y nuestro Embajador en ese país or- 
ganizó todas las reuniones. Nosotros personalmente 
hablamos con el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia de aquel momento para que el Juez o los Jue- 
ces encargados de la causa tomaran la diligencia del 
caso y pusieran el acelerador. Por su parte, el Minis- 
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terio de Economía y Finanzas hasta costeó los pasajes 
del Juez y de algún miembro de Interpol para que se 
llenaran correctamente los papeles y no fuera recha- 
zada la extradición. Todo esto fue llevado a cabo con 
el más absoluto sigilo, pero con la intención de apu- 
rar las cosas, no solo contra ellos, sino, por supuesto, 
también contra los hermanos Rohm. Nosotros siem- 
pre sentimos que no tuvimos la diligencia que espe- 
rábamos del otro lado y, de hecho, todo quedó me- 
dio muerto hasta que apareció el libro que, por otra 
parte, leí y puedo decir que las cosas que decía eran 
bastante precisas, aunque no en un cien por ciento. 
Fue en ese momento que se desató nuevamente el 
proceso y la Justicia actuó. 


Quería contar esta anécdota porque no sé si es 
relevante, pero creo que viene al caso para demostrar 
que nosotros hicimos todo lo que pudimos, hasta don- 
de llega, afortunadamente, la separación de Poderes. 


Es todo cuanto quería manifestar. 


SEÑORA XAVIER.- Pido disculpas al ex Senador 
Alfie porque tuve que atender una llamada y no pude 
prestar la debida atención a su intervención. Creí 
entender que tenía la absoluta convicción de lo que 
estaba votando. Este es un tema que interesa porque 
aquí se han dicho muchas cosas acerca del compor- 
tamiento y lo que estamos estudiando es la conducta 
del Cuerpo durante el transcurso de estas votaciones. 
Si el ex Senador Alfie tenía absoluta convicción de lo 
que se estaba votando, no me queda del todo claro si, 
a la luz de las consecuencias que jurídicamente tuvo 
la derogación del artículo 76, rectificaría su compor- 
tamiento y si, en alguno de los dos momentos legis- 
lativos que hubo, sintió algún tipo de presión para la 
votación de alguno de los artículos. 


SEÑOR ALFIE.- Voy a comenzar por la segunda 
interrogante. Nunca sentí presión para votar esta ley 
ni ninguna otra durante los cinco años en que estuve 
en esta Casa. Sentí cero presión y siempre fueron las 
convicciones o lo que entendía que estaba bien, lo 
que motivó mi voto. 


Sí es claro que, de haber sabido esto, no hubiera 
votado el proyecto de ley. De hecho, también expre- 
sé que hablé con el Presidente Sanguinetti y me dijo 
exactamente lo mismo. Conociendo el diario del lu- 
nes, claramente no lo hubiéramos votado. 


La verdad es que yo sigo teniendo confianza en 
los actores, no desconfío de ellos, pero, por más que 
piense eso, los hechos son los señalados y hay que 
asumirlos. Es más, sé que lo que voy a decir no que- 
da políticamente correcto, pero no sé quién puede 
saber, no solo en este Parlamento sino en general en 
el Uruguay entero -salvo casos particulares-, cómo 
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están caratulados los autos en algún proceso que se 
lleva adelante en algún lugar. Esa es la verdad. Al- 
gunos seguramente lo sabrán como, por ejemplo, los 
imputados. 


SEÑOR PASQUET.- Y los abogados de los impu- 
tados. 


SEÑOR ALFIE.- Sí, también los abogados de los 
imputados, pero no sé cuántos más pueden llegar a 
saberlo. Esas son las cosas bastante difíciles de saber 
si no es advertido por alguien; esa es la pura verdad. 
Sé que lo que estoy diciendo no es políticamente co- 
rrecto, pero nunca me caractericé por hacerlo; eso es 
lo que siento. 


SEÑORA XAVIER.- Gracias, señor Senador, por 
su respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al ex Sena- 
dor Alfie la exposición realizada. 


(Se retira de Sala el ex Senador Alfie.) 


- La Comisión pasa a cuarto intermedio por el tér- 
mino de 15 minutos. 


(Es la hora 16 y 5 minutos.) 


(Se levanta el cuarto intermedio. Es la hora 16 y 
21 minutos.) 


- Continúa la Sesión. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que, en el punto 3 
de las preguntas que los Senadores Moreira y Gallinal 
proponen remitir al ex Presidente Vázquez, la redac- 
ción no es feliz. Allí se dice: “Por qué razón el Poder 
Ejecutivo del que era titular el Dr. Vázquez, que impi- 
dió que la ley 18.387 de 23 de octubre de 2008, dero- 
gara el artículo 76 de la Ley N* 2.230, veintidós días 
después no hizo uso de la facultad que le otorga el ar- 
tículo 137 de la Constitución de la República respec- 
to al artículo segundo de la ley 18.411 de 14 de no- 
viembre de 2008, por el que precisamente se derogó 
el artículo 76 de la ley 2.230.” A mi juicio, la mención 
de los veintidós días no es relevante, porque nosotros 
conocemos el proceso de dos años que transcurre y 
en el cual la Ley N* 18.387 en su origen, cuando es 
remitida al Parlamento se modifica al derogarse el 
artículo 76, y aclaro que estamos hablando del año 
2006. Ese año los hermanos Peirano estaban presos 
y la caracterización de su expediente era el artículo 
76. En el año 2008 hubo una acusación fiscal por 
otros dos delitos y los señores Peirano estaban libres. 
Por esta razón, no me parece adecuado mencionar los 
“veintidós días” en la pregunta para señalar los dos 
momentos diferentes que constituyen las instancias 
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en las dos normas legales que se manejan en esto. 


SEÑOR AMORÍN.- Creo que en esta Comisión te- 
nemos que llegar a determinadas conclusiones con 
buena intención. 


Me parece que lo que señala la señora Senadora 
Xavier es absolutamente atendible, en el sentido de 
que hay quienes pueden pensar que una cosa es lo 
ocurrido en el año 2006 y otra, lo que tuvo lugar en 
2008. Creo que si el ex Presidente Vázquez piensa 
así, eso es lo que va a contestar. Francamente, no me 
parece que se complique demasiado la pregunta por- 
que, de ser así, el ex Presidente Vázquez nos podrá 
contestar que esos veintidós días no tienen sentido 
por tales y cuales razones. Quiero señalar que las pre- 
guntas están realizadas con absoluto respeto y creo 
que no van a molestar a nadie. Reitero que, segura- 
mente, en caso de que el ex Presidente Vázquez pien- 
se de la misma forma que la señora Senadora Xavier, 
eso es lo que va a contestar. 


SEÑOR MOREIRA.- No creo que pueda inferirse 
ninguna mala intención ni nada por el estilo, ni que 
se adjudique nada en esto. Es una pregunta objetiva 
y, a mijuicio, los veintidós días después son una re- 
ferencia temporal. Realmente, no creo que sea una 
adjudicación de intenciones. 


SEÑOR PASQUET.- Entiendo que el giro de “22 
días después” implica, de algún modo, que el haber 
impedido que la Ley N* 18.387 derogara el artículo 
76 fue algo que tuvo lugar cuando se promulgó dicha 
norma; eso es lo que sugiere la referida frase. Sin 
embargo, no fue así. No ocurrió al promulgar la Ley 
N* 18.387, el 23 de octubre de 2008, que el Poder 
Ejecutivo impidió la derogación del artículo 76 sino 
antes, en 2006. 


En consecuencia, realmente, pienso que la refe- 
rencia a los 22 días no es pertinente y puede dar lu- 
gar a alguna interpretación equivocada de parte de la 
prensa o de algún otro actor. 


Por otro lado, retomando el razonamiento del se- 
ñor Senador Amorín, pero en sentido contrario, seña- 
lo que si el doctor Vázquez entiende que hay alguna 
relevancia en esto, lo aclarará en su respuesta. 


En definitiva, para realizar la pregunta con pre- 
cisión absoluta debería eliminarse la referencia a los 
“veintidós días después” pues no es pertinente. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Francamente, creo que no 
es pertinente porque cuando se impidió que el artí- 
culo 76 se derogara fue en 2006, esto es, dos años 
antes. Según nuestro leal saber y entender, después 
dicho artículo no tenía ningún efecto en la causa que 
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estaba en trámite. Por consiguiente, no se trata de 
que ocurrió en veintidós días, sino que se impidió dos 
años antes. Á mi juicio, pueda dar lugar a alguna sus- 
picacia, como que hay un cambio de actitud y parecer 
tan notorio que en veintidós días alguien cambie de 
opinión. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que sería suficiente con 
quitar la referencia a los veintidós días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los señores 
Senadores Gallinal y Moreira si están de acuerdo con 
esta propuesta. 


SEÑOR GALLINAL.- De repente el señor Sena- 
dor Pasquet puede proponer una mejor redacción. 


SEÑOR PASQUET.- Alcanza, solamente, con su- 
primir “22 días después”. El texto quedaría igual, sin 
esa referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, deberíamos 
votar si se remiten estas preguntas al doctor Vázquez. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Suponiendo que el doctor 
Vázquez estuviera aquí, cada uno podría hacerle las 
preguntas que quisiera. Eso no quiere decir que los 
demás miembros convaliden la interrogante ni la soli- 
citud de comparecencia. En consecuencia, estas pre- 
guntas son formuladas a título personal por los seño- 
res Senadores Gallinal y Moreira. No tienen ningún 
otra connotación; creo que eso queda claro. 


SEÑOR AMORÍN.- Es claro que las preguntas las 
formulan los señores Senadores Moreira y Gallinal, a 
tal punto de que son quienes las firman. No obstante 
ello, a solicitud de un miembro de la Comisión, pue- 
den cambiar el texto de la pregunta. Si no desean mo- 
dificarlo, votaremos si se envía o no. Si el resultado 
es negativo, no se enviará y no se consultará al doctor 
Vázquez. Es así de sencillo. 


SEÑOR PASQUET.- A mi juicio, hay dos maneras 
posibles de hacer esto; una es, por cierto, que cada 
integrante de la Comisión plantee las preguntas que 
considere pertinentes para que luego se remitan al 
destinatario -ya sea el doctor Vázquez o quien fuere- 
con ese alcance. Por lo tanto, habría que decir, por 
ejemplo, que el señor Senador Fulano de Tal plan- 
tea la siguiente pregunta y a renglón seguido agre- 
gar que tal otro Senador plantea otra pregunta. De 
esa manera, se plantearán las interrogantes con sus 
respectivos autores. La otra forma consistiría en que 
la Comisión, actuando como tal, después de recibir 
todas las propuestas hiciera un planteo institucional, 
diciendo “La Comisión Investigadora tal y cual pre- 
gunta al señor Fulano tal cosa”, lo cual me parece 
más acorde con la magnitud del problema. Sería par- 
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tidario de esto último. 


Personalmente, en mi carácter de denunciante 
quisiera proponer alguna pregunta y supongo que al- 
gún otro integrante de la Comisión también tendrá 
alguna inquietud; tal vez no sea lo mejor decir Fu- 
lano pregunta eso y Mengano pregunta aquello, con 
lo que se va a conseguir un añadido de preguntas. 
Me parece que estamos dentro de los plazos de que 
dispone la Comisión para expedirse, por lo que po- 
dríamos darnos un tiempo hasta la semana próxima 
para que cada uno estudie el asunto y vea si tiene al- 
guna pregunta para hacer. Luego, la semana próxima 
nos podremos dirigir al doctor Vázquez o a quien sea 
para plantear todas las preguntas que se consideren 
pertinentes. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que lo mejor sería 
votar. 


Estas son mis preguntas, esto es lo que yo quiero 
preguntar al doctor Vázquez y ustedes no son respon- 
sables de nada. Si el señor Senador Pasquet quiere 
hacer alguna consulta al doctor Vázquez, puede ha- 
cerlo, pero estas son las preguntas que el señor Se- 
nador Moreira y yo le queremos plantear. Con ello no 
estamos cambiando los hechos ni tergiversamos las 
circunstancias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No es así, señor Senador, 
eso está muy claro. 


SEÑOR GALLINAL.- Es más, como reproduzco 
una parte de las declaraciones del doctor Gonzalo 
Fernández -que es lo medular, porque estuve buscan- 
do, pero no vuelve sobre el tema-, yo mismo dije que 
iba a proponer a la Comisión que se enviara al doctor 
Vázquez la versión taquigráfica de la Sesión, a fin de 
que cuente con todo lo que se dijo. 


Por otro lado, el doctor Vázquez sabe que las pre- 
guntas fueron formuladas por los Senadores blancos; 
por supuesto que no las plantearon la señora Sena- 
dora Xavier ni los señores Senadores Nin Novoa o 
Saravia, porque no necesitan consultarle nada. Esto 
tampoco significa señalar ni acusar al doctor Vázquez 
de nada; podría haber traído la idea de citarlo pero 
desde un primer momento dije -y así lo conversamos 
con el señor Senador Moreira- que por respeto a su 
investidura de ex Presidente de la República, lo que 
correspondía era hacerle las preguntas por escrito. 
Eso es lo que estamos proponiendo. 


De todas formas, si ustedes creen que lo mejor es 
que se vote por unanimidad y que se elimine la expre- 
sión “22 días después”, lo haremos y nos sacamos de 
encima este problema. No hago cuestión de eso por- 
que los “22 días” están especialmente contados y es 
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lo que va desde la fecha de promulgación de una ley 
hasta la otra. Reitero que si piensan que esto puede 
generar una discusión, sobre todo a nivel de prensa... 


SEÑORA XAVIER.- Si, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, eliminemos esa 
expresión, pero no vengan a corregirme las pregun- 
tas. No. Que pregunte cada uno lo que tenga que 
preguntar, que lo traigan por escrito, que trabajen y 
redacten. 


Insisto en que si esto se soluciona sacando la ex- 
presión “22 días después”, hagámoslo y enviemos las 
preguntas al doctor Tabaré Vázquez. 


SEÑOR BARÁIBAR.- He estado pensando a qué 
se puede parecer, dentro del funcionamiento parla- 
mentario, la situación que se ha generado y lo más 
parecido que se me ocurre -dentro de los reglamentos 
y procedimientos análogos- es el trámite que se vota 
durante la hora previa cuando el involucrado hace un 
pedido, sin que ese trámite signifique para ninguno 
de los miembros comprometerse sobre su contenido. 
Creo que eso es lo más parecido que he encontrado 
en el Reglamento del Senado y que se puede aplicar 
en este caso. 


SEÑORA XAVIER.- Sin duda, el procedimiento 
que corresponde ahora es la votación porque cada 
miembro de la Comisión, per se, no tiene posibilida- 
des de realizar la investigación. Estoy absolutamente 
de acuerdo con que ese es el procedimiento que se 
aplica en este caso, lo que no es óbice para que ha- 
gamos algún tipo de sugerencia, siempre que quien 
propone las preguntas se allane a ello. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Más allá del Reglamen- 
to, la ley que regula las Comisiones Investigadoras 
determina claramente que cualquier Senador puede 
solicitar a la Comisión, a título individual, cualquier 
trámite o citación, que la propia Comisión avalará o 
no. Pero queda claro que si un Senador plantea que 
alguien venga y la Comisión lo aprueba, porque en- 
tiende que hay que escucharlo, no está involucrando 
a toda la Comisión en la situación. Es simplemente 
una propuesta de un Senador, que la Ley de Comisio- 
nes Investigadoras habilita a proceder de esa forma. 
Insisto en que me estoy refiriendo a la Ley de Comi- 
siones Investigadoras, más allá de lo que disponga el 
Reglamento del Senado en relación a los pedidos de 
informes. 


Entonces, creo que en este caso está bien claro 
que las preguntas son de los representantes del Parti- 
do Nacional que integran la Comisión. Si ellos están 
de acuerdo en eliminar la referencia a los 22 días, 
la Comisión podrá avalarlo y el Presidente, con una 
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nota dirigida al doctor Tabaré Vázquez, le enviará las 
preguntas que corresponden a los dos Legisladores. 
Del mismo modo, si más adelante otro Senador tiene 
interés en formular alguna otra pregunta, también la 
enviaremos. Y, finalmente, le remitiremos la versión 
taquigráfica de la discusión del Senado donde están 
estos elementos, para que el doctor Tabaré Vázquez 
pueda analizarlos. 


Me parece que esto es lo correcto, porque además 
estamos trabajando en una buena línea y creo que 
debemos seguir por ese camino. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: quisiera 
hacer una precisión más, porque me interesa que 
quede claro cuál es el sentido de mi voto. Por mi parte 
entiendo que, cuando votamos en la hora previa - lo 
decimos una y cien veces y es una práctica absoluta- 
mente de recibo-, nadie se está involucrando con el 
contenido de lo dicho. Del mismo modo, en este caso 
estoy dando el voto para dar trámite a las preguntas, 
pero no me estoy involucrando con su contenido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar si se envían las preguntas elimi- 
nando la referencia a los 22 días. 


(Se vota:) 
- 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que tenemos que tratar 
de ser lo más amplios posible en esta materia, habida 
cuenta de que aquel a quien se le envía el interro- 
gatorio puede contestar lo que quiera y hasta puede 
negarse a responder, porque esta Comisión Investi- 
gadora no tiene poder vinculante alguno. De modo 
que si el señor Tabaré Vázquez no quiere contestar, 
no contesta y sanseacabó. Es decir que esto queda 
librado a la buena voluntad o a la estrategia de aquel 
a quien se le requiere la información. 


SEÑOR PASQUET.- Dado que la Comisión ha re- 
suelto seguir ese curso de acción, me permito plan- 
tear dos preguntas para realizar al doctor Vázquez: 
“19 Si el doctor Gonzalo Fernández le comunicó, an- 
tes de la promulgación de la Ley N* 18.411, que él, el 
doctor Gonzalo Fernández, o un abogado de su estu- 
dio, patrocinaban a uno de los imputados en la causa 
penal seguida a los hermanos Peirano y otros, por los 
hechos vinculados con el Banco de Montevideo. 20) 
En caso de haber respondido afirmativamente a la 
pregunta anterior, diga si existe constancia escrita de 
esa comunicación”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería recibir 
ahora al doctor Diego Cánepa. 
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(Ingresa a Sala el doctor Diego Cánepa.) 


- Damos la bienvenida al Prosecretario de la Pre- 
sidencia de la República, doctor Diego Cánepa, para 
referirse al tema que está a estudio de esta Comisión 
sobre la ley de concurso y derogación que promovió 
la Ley N* 18.411. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero aclarar que tengo en 
mi poder la versión taquigráfica de la Sesión de la 
Cámara de Representantes en la que se discutió este 
tema que, seguramente, todos los señores Senadores 
deben tener. Tengo que ser muy sincero, al comienzo 
no recordaba muy bien lo que había sucedido, pero 
como a nivel público este asunto fue creciendo, he 
ido recordando y además he conversado con varios de 
los señores Representantes que estuvieron presentes 
en esa Sesión. Cuando busqué el registro de los votos, 
comprobé que había 47 Diputados del Frente Amplio, 
varios del Partido Nacional y algunos del Partido 
Colorado. 


Quiero aclarar las formas de funcionamiento que 
me parecen importantes. Cuando me citaron accedí 
con mucho gusto, más allá de que es mi obligación, 
primero, como ciudadano, segundo, como ex miem- 
bro de la Casa a la cual creo que es muy importante 
defender permanentemente en su institucionalidad 
y, tercero, porque no tengo dudas de que con el cargo 
que ocupo hoy, de todos los Diputados que votaron la 
iniciativa, yo era el más interesante de escuchar. 


Tanto la Bancada de Legisladores del Frente Am- 
plio del período anterior como esta, cuentan con 52 
Legisladores. El coordinador de la Bancada no tiene 
el mismo rol que el coordinador del Senado, que es 
uno solo. Éramos tres coordinadores que nos alterná- 
bamos, por lo tanto, yo estaba con otros dos compa- 
ñeros que también coordinaban la Sesión. Es así que 
en las reuniones interpartidarias que se hacen siem- 
pre en la Cámara de Representantes -que es la que 
conozco- previo a cada Sesión, el Presidente cita en 
su despacho a cada uno de los coordinadores o Presi- 
dentes -como tenía la Bancada del Partido Nacional 
en el Período pasado- y a cada uno de los sectores 
con representación parlamentaria, excepto el Frente 
Amplio que va con sus tres coordinadores, para dis- 
cutir el Orden del Día y la agenda de lo que se va a 
tratar en las sesiones ordinarias. Aquí está presente 
un Senador que durante mucho tiempo fue Diputa- 
do. Cuando llegó este proyecto de ley -que venía vo- 
tado por unanimidad por la Cámara de Senadores, 
a iniciativa del señor Senador Abreu por el Partido 
Nacional y a su vez refrendado por los señores Se- 
nadores pertenecientes a todos los partidos políticos 
con representación parlamentaria del Senado, votado 
por unanimidad y tratado sucintamente con algunos 
fundamentos- hubo un planteo en la reunión inter- 
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partidaria para tratarlo sobre tablas. Voy a aclarar 
este punto porque quizás la versión taquigráfica en 
algún momento se haga pública. Aclaro, aunque los 
señores Senadores conocen la dinámica parlamenta- 
ria, que en muchas oportunidades vienen proyectos 
de ley -más allá de que este tuvo una consecuencia 
determinada, de una envergadura no mayor, de pocos 
artículos- en los que hay acuerdo para votarlos por 
unanimidad, por lo menos, en la Cámara de Senado- 
res, y en ese caso es común que se trate directamen- 
te en la Cámara de Representantes. Esto sucedió y 
consta en la versión taquigráfica -que por suerte la 
tenemos- que este tema pasó por la interpartidaria y 
que ese día todos los partidos con representación par- 
lamentaria resolvieron estar de acuerdo en presentar 
este proyecto de ley en la Cámara de Representan- 
tes. Ahora bien, el contexto ya lo conocen y aunque 
quizás los aburra, se decide modificar el artículo 1; 
hablo de él porque es el que conozco más y porque 
fue el centro del debate hasta la intervención del ex 
Diputado Lorenzo. 


Ustedes saben que en ese momento el CASMU 
estaba atravesando una situación extremadamente 
difícil, al borde de la quiebra, de acuerdo con las cir- 
cunstancias que se estaban discutiendo. Con lo que 
voy a decir no quiero herir susceptibilidades políti- 
cas de los partidos presentes, sino que solo quiero 
mostrar el contexto político en que se dio todo esto. 
La dirección del CASMU y del Sindicato Médico por 
primera vez pertenecía a una organización sindical 
que estaba referenciada en los partidos tradicionales, 
en particular en el Partido Nacional -prueba de ello 
es que el ex Presidente del Sindicato Médico termi- 
nó siendo candidato a Diputado de ese partido en la 
última elección-, y, a la vez, existía una importante 
discusión entre el Partido Nacional, el Partido Co- 
lorado y el Frente Amplio con respecto al inicio del 
Sistema Nacional Integrado de Salud. Esta discusión 
puede seguir hasta hoy, pero en este caso la crisis 
del CASMU y del sistema mutual era utilizada fuer- 
temente como argumento para demostrar el fracaso 
de dicho Sistema, que estaba comenzando a dar sus 
primeros pasos, a fines del año 2008. 


En ese contexto, el Ministerio de Salud Pública 
junto con el de Economía y Finanzas estaban traba- 
jando para encontrar una solución a este problema. 
Recuerdo también que esta era una solución que te- 
nía en cuenta muchos factores porque la problemáti- 
ca era multicausal. Quiero recordar -al respecto ha- 
blé con algunos de los actores de la época- que uno de 
los grandes temas que se tenían presentes era que no 
existía personería jurídica separada entre el CASMU 
y el Sindicato Médico del Uruguay, por lo que si el pri- 
mero entraba en un proceso de quiebra o concordato 
también lo iba a hacer el Sindicato. Esto traería una 
cantidad de problemas, no solo jurídicos sino también 
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políticos y simbólicos, ya que la caída del CASMU 
arrastraría a la quiebra a un sindicato tan simbólico 
como este. Esto generó la necesidad del gobierno de 
la época de separar jurídicamente el CASMU del Sin- 
dicato Médico. 


En medio de esta discusión para tratar de en- 
contrar una solución -que les recuerdo que terminó 
siendo un fideicomiso con una transferencia de gran 
cantidad de dinero-, pendía permanentemente como 
una espada de Damocles el hecho de que en el viejo 
sistema -que todavía estaba vigente- cualquier acree- 
dor podía iniciar el pedido de quiebra ante la insatis- 
facción de los créditos, que a esa altura era notoria, 
dadas las renegociaciones que existían. 


Fue en esas circunstancias que se planteó la nece- 
sidad de que la ley entrara en vigencia cuanto antes. 
A su vez, había una doble interpretación: el sector del 
Herrerismo -que fue el que intervino en Sala- enten- 
día que en realidad el adelanto de la entrada en vi- 
gencia era una forma de presión sobre el CASMU 
porque podía generar otro tipo de mecanismos para 
su quiebra y nosotros creíamos que era algo positivo. 
En este contexto, ese era el tema central de debate, 
de acuerdo a lo que consta en las actas y por lo que yo 
recordaba. Cuando se va a tratar el tema, el Diputado 
Trobo pide la palabra y hace una intervención -uste- 
des la habrán visto- en la que pide explicaciones so- 
bre si esto no va a afectar al Sindicato Médico del 
Uruguay. Entonces, yo pido la palabra en nombre del 
Frente Amplio -como se hacía normalmente por parte 
de los coordinadores cuando se da respuesta a un de- 
bate político parlamentario- y centro mi intervención 
en recordar que este es un proyecto presentado por la 
unanimidad del Partido Nacional en el Senado -no sé 
si era correcto, pero esa era la información que tenía 
en ese momento- y que se votó inmediatamente por 
unanimidad. Después cuento lo que les acabo de re- 
latar, que pasó por la interpartidaria, que todos los 
partidos estaban de acuerdo y que estaba referido a 
hacer entrar en vigencia cuanto antes la ley de con- 
cursos, a la que alabé porque realmente estábamos 
convencidos de ello: se votó casi por unanimidad en 
general y casi por todos en particular. Esta norma ter- 
minó con la vigencia de más de cien años de muchas 
normas del Código de Comercio y con algunas modi- 
ficaciones parciales que se dieron en el siglo XX. Con 
posterioridad a mi intervención el señor Diputado 
Abdala vuelve a insistir en la palabra dada por Cáne- 
pa de que no se va a utilizar para generar algún pro- 
blema en el Sindicato Médico. Le sigue una nueva 
intervención del señor Diputado Trobo y otra del se- 
ñor Diputado Salsamendi, que son quienes partici- 
pan de esta discusión. En la discusión del tratamien- 
to de la ley de concursos -lo digo aquí porque lo hablé 
antes con ellos de manera que no se le escape a na- 
die- que fue larga y duró un par de años en la Cámara 
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de Representantes, en la Bancada de Gobierno -es 
público y notorio, porque así trascendió a la prensa 
en su momento- teníamos una discusión respecto de 
un capítulo vinculado a las empresas recuperadas y a 
integrar dentro de la ley de concursos, algunos ele- 
mentos que dieran legitimidad jurídica, e instrumen- 
tos de solución jurídica a esas empresas recuperadas, 
que se hicieron mucho más conocidas a partir de la 
crisis del 2002 ocurrida en Uruguay. Por lo tanto, 
hubo una discusión interna a nivel del Gobierno -que 
duró un buen tiempo- sobre si era de técnica jurídica 
correcta incluir ese tipo de soluciones en una ley que 
se refería a la ley de concursos y de reorganización 
empresarial. En realidad, por lo que recuerdo, la ley 
-lamentablemente la vida que uno lleva no permite 
estar todo el día en el debate parlamentario y nos 
hace perder el conocimiento de la multiplicidad de 
temas- toma como principio la alerta temprana y la 
posibilidad de organización empresarial para que no 
sea una única solución en la que las empresas entra- 
ban como por un tubo y, al mismo tiempo, generaba 
una solución posterior en la que por primera vez se 
tomase a la empresa como una unidad económica y 
social. Como todos los señores Senadores saben, si en 
el viejo régimen se llegaba a la quiebra, implicaba que 
se podía desarmar la unidad económica en tantos pe- 
dazos como en los distintos remates se pudiera dar, 
fundamentalmente, por la maquinaria que se perdía. 
Entonces, una vez que se vendía o rompía una parte 
de esa unidad económica era muy difícil de recupe- 
rar. El impacto que tenía la pérdida de esa unidad 
económica -por lo que recuerdo de nuestro debate y 
en lo que era la introducción de la exposición de mo- 
tivos original- era tal que existía la intención de reco- 
nocerla como unidad económica y, por lo tanto, en las 
soluciones que aporta la nueva ley se permite la su- 
basta como una unidad económica; antes no se per- 
mitía, como tampoco la participación de los trabaja- 
dores que, renunciando a su crédito, pudieran 
aparecer como una masa de créditos, posibles partíci- 
pes de una asociación con un inversor o que por sí 
mismos puedan tomar esto. Hasta aquí, son hechos. 
Después viene la intervención del Representante Ál- 
varo Lorenzo -que la semana anterior no había estado 
en el Plenario- en donde expone una serie de interro- 
gantes que, como bien señaló, me las planteó a mí 
fuera de Sala. Cuando finalmente el Representante 
Álvaro Lorenzo plantea sus preguntas -no quiero de- 
cir que por ese motivo se me citara a mí- quien pidió 
el cuarto intermedio es quien habla en nombre de la 
Bancada de Gobierno. Aclaro que los Representantes 
de nuestra Bancada de Gobierno -supongo que pasa 
lo mismo en el Senado- no actúan individualmente 
sino que cuando se hace una solicitud es en acuerdo 
de la Bancada. Nosotros tenemos una forma de fun- 
cionamiento -no digo mejor ni peor- que es colectiva 
y orgánica dentro de la Bancada. De hecho, este pro- 
yecto de ley pasó por la Bancada del Frente Amplio, 
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por la interpartidaria, para poder ingresarlo rápida- 
mente al Plenario y votarlo. De esa manera, cuando 
el Representante Lorenzo planteó en Sala que quería 
evacuar ciertas dudas, la Bancada de Gobierno fue la 
que pidió el cuarto intermedio. Acá hubo una digre- 
sión. El Reglamento de la Cámara de Representantes 
establece que cualquier Representante puede pedir 
un cuarto intermedio, que se aprobará o no, pero nin- 
gún Diputado del Partido Nacional, ni del Partido Co- 
lorado ni del Partido Independiente lo solicitó sino 
que, reitero, fue el Partido de Gobierno el que lo hizo. 
Cuando en el día de hoy hablé con el Representante 
Álvaro Lorenzo recordaba que el cuarto intermedio 
había durado aproximadamente entre 30 y 40 minu- 
tos -aunque exactamente no sé cuánto duró- pero si 
quien habla cometió el error de pedir un cuarto inter- 
medio por cinco minutos es porque es una formali- 
dad que se solicita para efectuar las consultas del 
caso. Como consta en la versión taquigráfica -lo que 
no recordaba hasta que la leí hace unos días- quien 
no quería que se votara el cuarto intermedio fue el 
Representante Washington Abdala del Partido Colo- 
rado, quien interrumpe el pedido de cuarto interme- 
dio. Incluso, hay una intervención del Representante 
Hernández -que era el Presidente en esa oportuni- 
dad- para expresar que había una moción de orden 
político que se debía tratar luego de terminar con 
este tema. Cabe aclarar que con esto no quiero inferir 
que el Representante Abdala no quisiera que se pasa- 
ra a cuarto intermedio, con el deseo de que se votara 
rápido para ingresar a considerar el otro asunto. Fí- 
jense los señores Senadores si sería central el tema, 
que el representante Abdala quería considerar, que lo 
más importante para la gran parte de la oposición era 
que se quería acusar de que había una especie de 
maniobra de distracción para no entrar directamente 
al tema central del día, que era un asunto político 
planteado por el Partido Colorado. Tanto es así que la 
Mesa tiene que señalar que previamente había una 
moción de orden para votar y se votó. En ese momen- 
to, quien habla insistió en solicitar pasar a cuarto in- 
termedio -el entonces Diputado Abdala manifestó 
que no correspondía- porque existía la intención de 
que se generara ese ámbito. En esta instancia el ex 
Diputado Lorenzo hizo las consultas correspondien- 
tes y quiero aclararles que yo no hice ninguna consul- 
ta ni tuve absolutamente nada que ver ya que eran 
otros los Diputados que estaban en este tema y quiero 
dejar constancia de esto porque ya lo hablé con ellos. 
Más allá de mis conocimientos jurídicos generales 
como abogado, generalmente quienes trataban los te- 
mas penales en la Comisión de Constitución, Códi- 
gos, Legislación General y Administración eran los 
Diputados Orrico y Salsamendi, integrantes de nues- 
tra Bancada. Como todos saben, el Diputado Orrico 
sigue siendo una persona especialista en estos temas 
y, además, quien habla no ejerce ni ha ejercido su 
profesión, aunque sí paga la Caja de Profesionales 
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Universitarios porque nadie conoce de antemano 
cuándo se va a cesar en la actividad política. En mi 
caso, ello depende de la voluntad del Presidente y si 
somos o no Legisladores depende de la gente. Como 
dije, entonces, pago religiosamente a la Caja de Pro- 
fesionales Universitarios porque lo único que tengo 
seguro es mi título de abogado, pero no ejerzo la pro- 
fesión, en parte -en esto quiero ser claro también- 
porque no tengo tiempo, porque he estado muy con- 
sustanciado con las tareas que he llevado adelante. 


Con respecto a estos cambios lo que dije fue lo 
que sucedió. Luego ingresa el ex Diputado Lorenzo y 
dice lo que dice, es decir, que realizó consultas, que 
se encontraba satisfecho al respecto y votó el proyecto 
que, en definitiva, resultó aprobado por unanimidad. 


Estos son los hechos que recuerdo y estoy abier- 
to a contestar todas las preguntas que puedan surgir. 
Todo lo que dije consta en la versión taquigráfica; he 
dado la explicación sobre el contexto político, sobre 
cómo se planteó esto y cuál fue su trámite por todo 
el Parlamento. Creo en que la Cámara de Diputados, 
como en decenas de otras leyes que se votaron, hubo 
un estudio previo y, en cuanto a si había un trabajo 
de aceptación, debo decir que las iniciativas se vota- 
ban si venían aprobadas por unanimidad y había un 
acuerdo global a ese respecto. El centro del debate en 
la Sesión fue dado en torno a si esta era una discu- 
sión más política y cómo influiría esto en la situación 
del CASMU. 


Esto es cuanto quiero manifestar. Repito que estoy 
abierto a las preguntas que quieran hacer los señores 
Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que el señor 
Diego Cánepa me aclarara un punto al que se refirió 
en el transcurso de su exposición. 


Aquí mencionó cómo es el funcionamiento de la 
coordinación en la Bancada de Diputados. Cuando 
la Bancada se reunió previamente al tratamiento 
del proyecto de ley de derogación del artículo 76 
-que es el que generó esta discusión- para proponer 
que se lo tratara con carácter de urgente, ¿realizó 
alguna consulta sobre las derogaciones? ¿O alguno 
de los Diputados que tienen conocimientos jurídi- 
cos, como es el caso de Orrico, mencionó en algún 
momento, en la Bancada, que era correcta la dero- 
gación y que había que tratar la iniciativa en forma 
urgente? 


SEÑOR CÁNEPA.- En primer lugar, voy a hablar 
de lo que recuerdo porque aquí hay un tema relativo 
a cómo funciona esto. Se reunieron varios coordina- 
dores por el tema del CASMU porque la importancia 
estaba centrada en encontrar los instrumentos que 


17 de noviembre de 2010 


permitiesen solucionar ese problema. 


En cuanto a la derogación de los artículos 76 y del 
42 al 44, quiero decir que los argumentos que había 
sobre la mesa eran los que se habían dado en el Sena- 
do por parte del Miembro Informante en el sentido de 
que se trataba de un tema de armonización legislativa 
debido a que había una duplicación de lo que se había 
votado en la ley de concursos. 


Quiero hacer una aclaración de paso, aunque qui- 
zás sea redundante pero creo que es la oportunidad 
para ayudar. 


La ley se votó después de dos años y su discusión 
estaba centrada en otro aspecto. Se discutieron al- 
gunos temas formales jurídicos pero hubo un debate 
político, incluso, en la interna del Gobierno. Tuvie- 
ron participación -el Diputado Lorenzo lo reconoce- 
Diputados de la oposición, como fue el caso de los 
Diputados Lorenzo y Borsari, quienes intervinieron 
activamente. Fue un debate que no estaba teñido de 
un tono político; estábamos de acuerdo y había un 
consenso en el sistema político en cuanto a que era 
importante esta ley que modernizaba una cantidad de 
instrumentos que iban hacia adelante. 


Del Gobierno, nuestro Gobierno, el Ministerio de 
Economía y Finanzas tenía la intención de que este 
proyecto fuera aprobado lo más rápido posible porque 
daba una señal muy fuerte al ambiente de inversio- 
nes del país y porque mejoraba uno de los elementos 
por el que se nos criticaba más fuertemente a nivel 
internacional, pues cuando Uruguay seguía subien- 
do en su evolución como país amigable -teniendo en 
cuenta todo el criterio de inversiones, por la segu- 
ridad jurídica que ya tenía, que era un patrimonio 
nacional y de todo el país- , había leyes que, por la 
falta de modernidad y por no estar de acuerdo con 
los elementos más modernos, podían complejizar 
todo el circuito económico de movilidad. Así como 
hay una gran preocupación acerca de cómo nacen 
las empresas -y por eso se busca hacerlas nacer cada 
vez con menos y más simples trámites burocráticos, 
con muchas seguridades pero con mayor agilidad-, 
hay que tener en cuenta que estas tienen su vida, 
sus controles -que, básicamente, están avalados por 
la Ley N* 16.060 que ya está cumpliendo 21 años de 
existencia y que generó un mecanismo de regulación 
muy interesante en el Uruguay- y su muerte -por de- 
cirlo de alguna manera-, pues la salida de las em- 
presas del circuito económico se realizaba en base a 
legislaciones en algunos aspectos muy vetustas, que 
era importante mejorar. 


¿Por qué aparecían los 180 días en el proyecto ori- 
ginal? Porque se entendía que se iba a dar un plazo 
para poder adecuar este tema. Cuando el asunto pasó 
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al Senado -esto es lo que yo recuerdo, aunque qui- 
zás pueda estar equivocado porque no lo corroboré-, 
la iniciativa se votó tal como venía de la Cámara de 
Diputados porque existía la voluntad del Poder Eje- 
cutivo de la época de querer sacar rápido esa norma. 
Por lo tanto, no se ingresó a la discusión particular 
del tema, sino que conceptualmente se votó por una- 
nimidad en el Senado. No ocurrió lo mismo que en la 
Cámara de Diputados, donde se aprueba por unani- 
midad y dos o tres artículos no se votan. Justamente, 
no se votan algunos artículos referidos a la solución 
relativa a las empresas recuperadas. Inclusive, no 
fueron todos los Diputados los que votaron en contra, 
sino algunos -dos o tres- del Partido Nacional. 


Entonces, como la norma no se modificó en el Se- 
nado, cuando se necesitaba el instrumento de hacer- 
lo más rápido, ¿por qué no se había cambiado hacía 
dos meses? Porque el proyecto venía siendo discuti- 
do durante dos años, en el Senado había un acuerdo 
político muy amplio y el Gobierno de la época que- 
ría que se aprobara porque era un instrumento que 
se necesitaba fuertemente ya que generaba, reitero, 
condiciones mucho más favorables al país en cuanto 
a la imagen y a la calificación internacional vinculada 
con las inversiones. 


Con respecto a lo que me pregunta el señor Presi- 
dente, puedo decir que, efectivamente, esos eran los 
argumentos que dieron los Diputados Salsamendi y 
Orrico. Personalmente, no hice un estudio particu- 
lar del tema y aclaro que voté muchas leyes -estoy 
hablando en mi nombre; no sé el caso de los demás 
Diputados pero, como no puedo hablar en nombre de 
todos, me refiero a mi propio caso- sin haberlas es- 
tudiado en profundidad, haciendo confianza en los 
compañeros que sí las analizaron y en los Senadores 
que, siendo Gobierno, las aprobaron. Hemos votado 
muchas leyes en la Cámara de Diputados -muchas de 
ellas de gran importancia- haciendo confianza -en el 
buen sentido de la palabra- política en los compañeros 
que las habían aprobado y teniendo en cuenta la ne- 
cesidad del Gobierno de pronunciarnos en determi- 
nado plazo. Todos los que estamos aquí presentes -no 
sé si hay alguien del Partido Independiente- hemos 
sido Gobierno y Parlamentarios de esos Gobiernos. 
Por lo tanto, sabemos que cuando en un momento 
determinado el Poder Ejecutivo necesita de determi- 
nados instrumentos, hay que dejar pasar un tiempo 
prudencial para que se aprueben. Quiere decir que 
si usted me pregunta a nivel personal, eso es lo que 
pasó. Ahora bien, los coordinadores coordinan -valga 
la redundancia- entre sí y no con todos los 52 Dipu- 
tados, porque cada sector del Frente tiene un coordi- 
nador. Precisamente, los coordinadores generales co- 
ordinan con los de los sectores. Por lo tanto, todos los 
coordinadores de los sectores estaban informados. Si 
se me pregunta si cada uno de los 52 Diputados esta- 
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ba informado de todos los proyectos, no lo sé. De esto 
y de la Interpartidaria no tengo ninguna duda, porque 
si hubiese dependido solo de mi memoria quizás me 
hubiese equivocado, pero como el tema consta en la 
versión taquigráfica, eso es lo que puedo responder. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero saber si, una vez que 
se produce la consulta que habría formulado el Di- 
putado Lorenzo y que conocemos por los medios de 
comunicación, la respuesta a esa pregunta que se 
habría formulado al doctor Gonzalo Fernández se 
socializó en el conocimiento de los miembros de las 
Bancadas. 


Por otro lado, con relación al artículo 76 y tenien- 
do en cuenta que usted es un abogado, le consulto 
si le resulta natural la lógica con la que, aparente- 
mente, se habría respondido. Formulo esta pregunta 
sabiendo que el señor Lorenzo concurre después que 
usted, pero es por todos conocido que este habría sido 
el procedimiento que, precisamente, da tranquilidad 
al doctor Lorenzo. 


SEÑOR CÁNEPA.- Voy a decir algo sobre lo que 
después van a hacer bromas. Ser abogado no garan- 
tiza saber mucho de Derecho. Quiero dejar esto bien 
claro aunque pueda generar un problema para quien 
habla. Ser abogado es haber pasado por la Facultad 
de Derecho, en la Universidad de la República, y 
haberse recibido, mientras que saber de Derecho -y, 
en particular, de toda la gama- y ser especialista, es 
un camino un poco más arduo. Hago esta aclaración 
porque, en lo personal considero, que ser abogado 
no me da patente de experto en cada área del Dere- 
cho que se discuta en el Parlamento Nacional; ape- 
nas puedo tener algunos criterios jurídicos un poco 
más sólidos que quien no es abogado, que me ayu- 
den a comprender en muchos casos. Es más, perma- 
nentemente he tenido que ser asesorado en distintas 
materias. 


Debo señalar que en mi Bancada no era yo quien 
llevaba la delantera, en materia penal, en estos temas 
ni quien los discutía. 


En su momento le dijimos al ex Diputado Álvaro 
Lorenzo que llamara al señor Senador Abreu que era 
quien había presentado el proyecto de ley. Si bien no 
quiero citar nombres para no entrar en eso de “Yo no 
fui, lo dijo Bernini”, en la versión taquigráfica consta 
que fue un proyecto de ley elaborado por el señor Se- 
nador Abreu. El ex Diputado lo llamó y el Senador se 
comunicó con el doctor Gonzalo Fernández, lo cual es 
público y notorio; esto es lo que yo supe en ese mo- 
mento. Además, quiero agregar que no estaba presen- 
te en Sala sino en la Bancada, caminando y hablando 
con dos o tres Diputados. Fue así que esperamos el 
tiempo necesario para que el ex Diputado Lorenzo 
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lo planteara y se quitara la duda porque considerába- 
mos que era legítima y porque nos parecía que debía 
hacerlo, por más que los Diputados -en particular, el 
señor Orrico- estaban de acuerdo con que, debido a 
lo que se había discutido en el Senado, no se trataba 
nada más que de armonizar una situación jurídica 
previa. Incluso, voy a ser sincero -no tengo problema 
en reconocerlo- : los artículos 42 y 44 se relacionan 
con lo civil, mientras que el artículo 76 es el único 
que está penalmente vinculado. 


Las razones por las cuales el ex Diputado Loren- 
zo modifica su posición constan en la versión taqui- 
gráfica; no nombra al señor Gonzalo Fernández, esto 
es posterior, pero insisto en que los motivos por los 
cuales termina aceptando figuran en su intervención 
final. Cuando ingresamos a Sala -estoy casi inven- 
tando porque no recuerdo cómo ocurrió- creo que le 
preguntamos si había acuerdo y si no había algún pro- 
blema y nos respondió que no lo había; entonces, se 
votó y se siguió normalmente con la Sesión. 


Personalmente, pienso que es muy discutible jurí- 
dicamente. En esta Comisión hay abogados como los 
señores Senadores Pasquet y Amorín Batlle, al que no 
quiero nombrar porque no ha ejercido tanto la pro- 
fesión aunque sé que piensa igual que yo. Él es un 
excelente abogado -no como yo que digo que el pasar 
por la Facultad no nos da patente de saber Derecho- y 
además estuvo vinculado a un estudio muy importan- 
te. Cuando en materia penal hay discusiones es muy 
claro que hay más de una biblioteca, no de manera 
forzada porque todos sabemos que los abogados pode- 
mos ser capaces de encontrar dos bibliotecas donde 
no las hay. Yo no soy un experto, nunca ejercí el Dere- 
cho Penal, no es materia de mi vocación y eso lo sabe 
todo el mundo, pero creo que si había alguna duda, 
no fue planteada en Sala luego de la consulta que 
se hizo por parte del Diputado del Partido Nacional. 
Esto se votó y fue lo que sucedió. 


Personalmente, agradezco que me citaran, me pa- 
recía que era importante, pero imaginen si, en este 
clima, decía que no correspondía que viniera porque 
eran otros los Diputados que estaban. Pienso que es 
fundamental explicar la razón, los fundamentos y el 
trámite que tuvo este tema. Por suerte le di al señor 
Senador Baráibar la versión taquigráfica que está en 
la página web del Parlamento y que cualquiera de los 
señores Senadores puede ver. 


Sé que lo que voy a decir a continuación es muy 
formal pero es lo que siento: quienes hemos sido 
parte de esta Casa -no importa el lugar donde nos 
encontremos- vamos a estar a disposición de lo que 
representa la voluntad popular, que nos parece muy 
importante. 
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Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Agradezco al doctor Cánepa 
el relato que hizo y quiero realizar una pregunta bien 
concreta y es si cuando el entonces Diputado Lorenzo 
planteó su duda y alertó sobre la posibilidad de estar 
cometiendo un zafarrancho jurídico, usted conectó 
esa preocupación que él tenía con el caso Peirano. 


SEÑOR CÁNEPA.- ¿Yo personalmente? 


SEÑOR PASQUET.- Sí, es decir si usted entendió 
que la referencia que él estaba haciendo tenía que 
ver con ese caso. Hago la pregunta porque el señor 
Cánepa utiliza una forma curiosa de plantear el asun- 
to señalando que no quiere decir nada que conmueva 
sensibilidades -o una expresión por el estilo que me 
resultó llamativa- y después quedó claro que se esta- 
ba refiriendo al caso Peirano. ¿Usted advirtió que se 
estaba refiriendo al caso Peirano cuando él hizo esa 
salvedad y alertó sobre la posibilidad de estar come- 
tiendo un zafarrancho jurídico? 


SEÑOR CÁNEPA.- Voy a ser lo más fiel a mi re- 
cuerdo y tratar de no ir más allá de eso. En primer lu- 
gar, quiero señalar que el Diputado Lorenzo fue muy 
elíptico. Con respecto a la expresión “zafarrancho 
jurídico” el señor Senador sabe que son formas de 
hablar típicas del debate parlamentario; todos noso- 
tros permanentemente usamos calificaciones y adje- 
tivaciones en las intervenciones que realizamos y esto 
ocurre mucho más en la Cámara de Representantes 
que en la Cámara de Senadores. Esta Cámara tiene la 
virtud de estar compuesta por menos miembros y hay 
un clima diferente. Los que fueron Diputados saben 
que generalmente las intervenciones, por realizarse 
en un ámbito mucho más grande, se hacen en un 
tono distinto para que, por lo menos lo escuchen a 
uno. Ustedes saben lo dificultoso que es que lo escu- 
chen cuando uno es Diputado. Á todos los Senadores 
se los escucha, pero en la Cámara de Diputados siem- 
pre hay que decir algo que llame la atención para que 
el resto de los miembros pueda prestar atención a lo 
que se está diciendo. Cualquiera de los que han sido 
Diputados -muchos de ustedes tienen muchas Legis- 
laturas- sabe que eso es así. 


Para hablar claro quiero decir lo siguiente. A in- 
sistencia del ex Diputado Lorenzo se pidió un cuarto 
intermedio. Personalmente, lo consulté con los com- 
pañeros y no fue una decisión mía. Nosotros tenemos 
un enorme respeto intelectual y personal por el ex 
Diputado Lorenzo. Quiero decir que lo conozco desde 
antes de asumir como Legisladores -si bien no co- 
incidimos en los momentos de militancia- y, reitero, 
le tengo un enorme respeto personal e intelectual, 
como también lo tengo por todos los que están aquí 
en este momento. Volviendo al tema, cuando salimos 
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de Sala varios Legisladores podían tener la duda de 
si esto estaba referido a la situación del caso Peirano. 
En ese momento estaban en libertad y no se entendía 
muy bien cuál podía ser la consecuencia directa del 
hecho. A título personal, no advertí una relación cau- 
sal directa; creo que sí había un tema relacionado con 
eso pero más que nada en el sentido de no generar al- 
gún problema jurídico. Ahora bien, en lo que decía el 
ex Diputado Lorenzo no había un tono de acusación 
o de cosa ulterior y por lo tanto se realizó el cuarto 
intermedio para esa consulta que era más que nada 
jurídica. Eso fue exactamente lo que pasó. Personal- 
mente no quiero decir que me di cuenta de todo por- 
que realmente no fue así. Sinceramente debo decir 
que, como uno de los coordinadores, estaba mucho 
más preocupado por el tema del CASMU y por el otro 
asunto. Ese era el contexto político y yo estaba más 
concentrado en cómo íbamos a contestar el asunto 
político que iba a plantear el Partido Colorado. Como 
sabe el señor Senador Pasquet, cuando uno está en 
medio del fragor de la Sesión, generalmente está más 
concentrado en lo que en ese momento cree que son 
los temas más importantes. 


Esto es lo que le puedo decir. 


SEÑOR PASQUET.- Procuré ser concreto en la 
pregunta y no sé si lo logré. De la respuesta del señor 
Cánepa infiero que usted entendió que la preocupa- 
ción del Diputado Lorenzo se refería al caso Peirano. 
Si bien esta preocupación podía ser o no de recibo 
y que lo que se votara podía tener o no incidencia, 
estaba conectado con eso y no era, digamos, una pre- 
ocupación teórica acerca de la vigencia del principio 
de retroactividad de la ley penal más benigna; por el 
contrario, era una inquietud concreta referida a ese 
asunto. 


SEÑOR CÁNEPA.- El señor Senador Pasquet se 
refiere a lo que hice a título personal, pero vuelvo a 
insistir que cuando pedí el cuarto intermedio lo hice 
en nombre de toda la Bancada. Como dije, cuando 
salí de Sala me ocupé de otros temas que iban a ser 
discutidos más adelante. No tengo ninguna duda que 
se pidió el cuarto intermedio porque el ex Diputado 
Lorenzo insistió en el tema e hizo algunas alusiones 
que podían dar a pensar que, aparte de que podían 
haber casos hipotéticos vinculados, había uno que 
podía estar relacionado con el caso Peirano y si se po- 
día generar un cambio o no en la situación. Esto fue 
planteado fuera del Sala y no directamente con quien 
habla. En realidad, fue planteado como duda general 
y estaban en ese momento varios diputados; no re- 
cuerdo exactamente todos los nombres pero estaban 
los coordinadores, el Diputado Orrico y el Diputado 
Salsamendi, que formaba parte de la Comisión, entre 
otros, quienes entendieron -cuando salimos- que eso 
era parte de la duda. Pero el Diputado Lorenzo fue 
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el que se encargó de sacarse personalmente la duda 
porque, por lo menos hasta donde se estaba en co- 
nocimiento, esto no afectaba porque el tema estaba 
previsto en la ley de concurso. 


A título personal, no estuve inmiscuido en el tema, 
pero reconozco que el cuarto intermedio fue solicita- 
do porque había insistencia en este planteo. Eviden- 
temente, no había una intención ulterior y cuando 
digo jurídico me refiero a que no era un tema en el 
que se acusara algo, simplemente se tenía la duda de 
si no se estaría contribuyendo a crear algún problema 
y eso fue lo que se consultó y derivó en el planteo que 
realizó el señor Diputado Lorenzo de la forma en que 
lo hace. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más pregun- 
tas, agradecemos al señor Prosecretario de la Presi- 
dencia de la República por haber comparecido ante 
la Comisión 


(Se retira de Sala el Prosecretario de la Presiden- 
cia de la República, señor Diego Cánepa.) 


(Ingresa a Sala el ex Diputado Álvaro Lorenzo.) 


- La Comisión Investigadora tiene el gusto de re- 
cibir al ex Diputado Álvaro Lorenzo. Tal vez el señor 
Lorenzo desee comenzar con una exposición para in- 
troducir el tema y luego, de ser necesario, los señores 
Senadores miembros de la Comisión podremos reali- 
zar las preguntas del caso. 


SEÑOR LORENZO.- Es un gusto para mí estar 
en este ámbito y poder contribuir a aclarar lo que sea 
pertinente. 


La intervención que hice en la Cámara de Repre- 
sentantes durante la Sesión en la que esta ley fue 
aprobada consta en actas y es clara. Por lo tanto, me 
parece que lo mejor sería dar lugar a las preguntas 
para conocer cuáles son las inquietudes, más allá 
de que puedo relatar, a modo de introducción, cómo 
fueron los intercambios que mantuve en esa Sesión 
fuera de lo que consta en la versión taquigráfica, que 
me parece que es lo relevante. 


La Sesión discurría -como consta en actas- alrede- 
dor del artículo 1%, con un apuro por su tratamiento. 
Había sido planteada su discusión sin que previamen- 
te fuera analizado por la Comisión, contando con el 
hecho de que el proyecto de ley había sido votado por 
unanimidad en el Senado. Se dio un intercambio a 
propósito del sentido del artículo 1%, es decir, el ade- 
lantamiento de la vigencia de la Ley de Concursos 
que habíamos aprobado un tiempo antes, que en un 
principio era de 180 días y pasaba a 10 días. Hubo un 
intercambio de opiniones y, una vez agotado el mis- 
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mo, hice mi exposición, ya que no me preocupaba el 
artículo 1%, sino el 2%. Quiero aclarar -tal como he 
dicho en varios ámbitos- que mi intervención surgía 
a partir de una preocupación abstracta; no fue una 
inquietud planteada porque tuviera en mi cabeza el 
caso de los hermanos Peirano, más allá de que sabía 
que en Derecho Penal -no ejerzo la profesión pero 
tengo mis fundamentos jurídicos bien establecidos- , 
cuando uno deroga un delito puede afectar causas 
en curso o, eventualmente, algunas que ya estuvieran 
resueltas como, por ejemplo, el cumplimiento de pe- 
nas. Mi exposición generó inquietud en la Cámara de 
Representantes y a muchos les vino a la cabeza -a mí 
también, luego de haber hablado- el caso que genera 
la alarma pública. En función de eso se accedió a un 
cuarto intermedio. A este respecto, quiero dar mi in- 
terpretación sobre este hecho. La intención que pudo 
haberse dado en esa Sesión para no acceder al cuarto 
intermedio no tenía que ver con el planteamiento he- 
cho sobre el artículo 2%, sino con el apuro por aprobar 
el artículo 1%. Finalmente, como dije, se accedió a 
pasar a cuarto intermedio. En tanto, como había sido 
indicado el señor Senador Abreu como autor del pro- 
yecto de ley -aunque tenía la firma de otros señores 
Senadores-, lo llamé por teléfono y como no me con- 
testó le dejé un mensaje. Durante el cuarto interme- 
dio me devolvió el llamado y le planteé que tenía una 
inquietud que en un principio había sido general pero 
que luego había devenido en una muy particular, res- 
pecto del caso de los hermanos Peirano. Brevemente, 
me respondió: “La verdad es que esta es una idea de 
Gonzalo Fernández. Voy a llamar a Gonzalo para que 
él te llame a ti y te explique”. Así de concreto. Esa fue 
la conversación. Cortamos y pasados unos minutos, 
aun en el marco del cuarto intermedio -cuando esta- 
ban actuando los Diputados Cánepa y Bernini, cola- 
borando para tratar de avanzar en el tema en su rol de 
coordinadores, repito, en función de lo que establecía 
el artículo 1% del proyecto de ley y no el 2*-, recibo 
una llamada del doctor Gonzalo Fernández. Quiero 
destacar que recuerdo muy bien esa conversación 
porque no fue larga y, además, porque tengo mucha 
memoria. Al comienzo el doctor Gonzalo Fernández 
me trataba de usted, ante lo cual le dije que no lo 
hiciera más, que me tuteara, puesto que teníamos 
un amigo en común. Se trata de un alto funcionario 
de carrera del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
el doctor Carlos Mata. A partir de ahí comenzamos 
a tutearnos. Le planteé cuál era mi inquietud que, 
obviamente, no le costó entender. Me manifestó, cla- 
ramente, dos cosas que quiero resaltar porque han 
surgido algunas versiones indicando que se trató de 
una larga explicación y no fue así. En primer lugar 
me señaló que no había ningún caso, en las últimas 
decenas de años -esa fue su expresión- que hubiera 
sido juzgado en aplicación del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230. Incluso, me dijo que no tenía la certeza de 
que, eventualmente, en algún Juzgado -por ejemplo 
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en el de Mercedes- hubiera algún caso que pudiera 
terminar en la aplicación penal de ese artículo. Ob- 
viamente, serían casos de tipo concursal. Como a esa 
altura -no sé si porque se lo había trasmitido el señor 
Senador Abreu- él ya sabía que estaba esa inquietud 
respecto del caso de los Peirano, afirmó que no era 
esta la norma en juego en dicha causa. En función de 
ello -lo digo por el respeto intelectual que tengo por el 
doctor Gonzalo Fernández y porque me pareció una 
opinión fundamentada-, levanté la objeción que había 
planteado y así lo comuniqué, no recuerdo si a Berni- 
ni oa Cánepa, por lo que entramos a Sala y votamos 
todos. Si en la versión taquigráfica constara, como a 
veces sucede, que se hubiera votado, por ejemplo, 60 
en 62, habrá sido porque había dos Legisladores que 
estaban conversando y no levantaron la mano porque, 
en realidad, ninguno manifestó su oposición. Lo cier- 
to es que la ley se aprobó y esto es cuanto tenía para 
manifestar. 


De todas formas, quisiera dejar una constancia 
muy particular y es que quien me llamó fue el doc- 
tor Gonzalo Fernández a instancia de terceros; yo no 
lo llamé. Digo esto porque he tenido oportunidad de 
conversar con ex compañeros de la Cámara de Repre- 
sentantes, pertenecientes al Frente Amplio, y les he 
recordado que no me gustaba que hubiera versiones 
de prensa que afirmaran que habíamos conversado o 
que yo lo había llamado. Lo cierto es que yo recibí la 
llamada que fue motivada por intervención del señor 
Senador Abreu, según tengo entendido, aunque tal 
vez haya surgido algún elemento adicional. Tuvimos 
ese intercambio y no sé si es un elemento apropiado o 
necesario, pero pongo a disposición de la Comisión el 
registro de mis llamadas telefónicas -si es que existe-, 
las que hice al señor Senador Abreu, las que él me 
hizo y las que luego me hizo el doctor Fernández. El 
número de mi celular de ANCEL es 099602006 y fir- 
maré lo que sea necesario para que puedan constatar 
lo que deseen, si lo consideran relevante. Creo que lo 
más importante es el tema de fondo, más allá de que 
no es menor saber quién llamó a quién. 


Estoy a las órdenes para que me pregunten lo que 
consideren pertinente. 


SEÑOR GALLINAL.- No sé si el doctor Lorenzo 
tuvo oportunidad de leer la exposición que el doctor 
Gonzalo Fernández, en su calidad de Senador suplen- 
te, realizó en agosto de este año, porque él habla de 
este tema y en lo que refiere a su conversación señala 
lo siguiente: “Quiero resaltar que no tuve ninguna 
injerencia en la redacción de ese proyecto de ley” -se 
refiere al que deroga el artículo 76- “ni me enteré de 
su evolución; el único contacto que tuve con él fue 
cuando, a pedido del señor Senador Abreu, me lla- 
mó -o lo llamé, no recuerdo bien- el señor Diputado 
Lorenzo, a quien no conocía, pese a que es un colega 
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abogado. El Diputado Lorenzo me planteó la inquie- 
tud de si la derogación proyectada podía o no afectar 
alguna causa en trámite; aclaro que el planteo fue te- 
lefónico y de la misma manera le comuniqué mi pri- 
mera impresión al respecto, mi opinión espontánea: 
“creo que no, porque se ha formulado una demanda 
acusatoria que imputa el delito de insolvencia socie- 


” 


taria fraudulenta”. 


Aquí es donde me surge la pregunta que quiero 
formular al doctor Lorenzo, porque da la impresión 
de que él, como Diputado, plantea una inquietud 
al doctor Fernández en términos genéricos. Parece 
que se preguntara si la derogación de este artículo 
no podría, eventualmente -como él lo dice-, generar 
un zafarrancho jurídico y la respuesta es específica: 
“creo que no, porque se ha formulado una demanda 
acusatoria que imputa el delito de insolvencia so- 
cietaria fraudulenta”; no se hacía referencia al caso 
Peirano. 


Finalmente, dice lo siguiente: “Como saben to- 
dos los señores Senadores -y mucho más quienes 
son abogados- el auto de procesamiento es apenas la 
resolución de apertura del juicio penal, es esencial- 
mente reformable -incluso, de oficio- y no causa es- 
tado, mientras que la imputación definitiva la fija la 
demanda acusatoria”. 


Estos son los términos que relata el doctor Gon- 
zalo Fernández sobre la conversación que mantuvo 
con el doctor Lorenzo; por eso se los quería poner 
de manifiesto. Y además quisiera saber si efectiva- 
mente se dio en esos términos de pregunta genérica y 
respuesta específica. Esto es algo que me sorprendió 
en Sala y evidentemente también, cuando tengamos 
oportunidad de conversar con el doctor Gonzalo Fer- 
nández, se lo vamos a preguntar. 


SEÑOR LORENZO.- Repito: por lo que él no re- 
cuerda, en lo que manifestaba ahí, me llamó él a mí. 
Y la conversación versó sobre ambos aspectos: el as- 
pecto general y el aspecto particular. Este, repito, no 
había sido el sentido originario de mi planteo, pero 
después, en Sala, a todos los Legisladores que esta- 
ban, ese tema les vino a la cabeza. Recuerdo, muy 
en particular, a algunos Legisladores del Frente Am- 
plio, que enseguida dijeron: “¿No estaremos afectan- 
do esta situación particular?”. Y se refirió a los dos 
temas. Yo tuve ocasión, incluso, de coincidir en un 
programa periodístico donde el doctor Gonzalo Fer- 
nández explicó por qué él veía que en aquella ocasión 
la respuesta que dio fue apropiada. Me refiero a que 
si bien el proceso estaba siendo llevado adelante por 
el artículo 76 de la Ley N* 2.230, la acusación fiscal 
que inicia la etapa de plenario era por insolvencia so- 
cietaria fraudulenta y asociación para delinquir. Yo lo 
escuché, lo entiendo, entiendo que pueda haber sido 
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el trayecto lógico que haya hecho él para darme la 
respuesta que me dio, pero a mí no me dijo eso. Aho- 
ra bien, yo no le hice una consulta genérica y él me 
contestó específicamente; hablamos de las dos cosas. 
Cuando hablamos, estaban las dos cosas arriba de la 
mesa. O sea que no es que a partir de algo general, 
él me respondió algo particular. Hablamos de las dos 
cosas y él me evacuó la duda. Claro, lo genérico de 
que esa ley hacía decenas de años que no se aplicaba, 
aplicaba también a lo particular, que también lo con- 
sideramos y lo referimos en la conversación. 


SEÑOR AMORÍN.- Realmente ha sido muy clara 
la exposición del doctor Lorenzo, pero quisiera plan- 
tear una pregunta. Concretamente, quisiera saber si 
cuando el doctor Gonzalo Fernández lo llamó y habla- 
ron primero del tema general y después de lo parti- 
cular, él hizo esa precisión de que el procesamiento 
había sido por un artículo que era el que se derogaba 
ahora y que la acusación fiscal era otra cosa totalmen- 
te distinta, por lo que usted podía votar tranquilo, en 
la medida en que lo que importaba era la acusación 
fiscal y no el auto de procesamiento. 


SEÑOR LORENZO.- Fue una manifestación más 
simple: que no era ese el artículo que estaba en juego 
en el proceso de los hermanos Peirano. Ese puede 
haber sido el fundamento por el que me dijo eso, pero 
no fue parte de la conversación. Fue una conversa- 
ción corta, clara, muy concreta sobre los temas que 
estaban siendo objeto de tratamiento en ese cuarto 
intermedio y cordial, y yo me di por satisfecho. Ade- 
más, se podrá opinar en un sentido o en otro, pero me 
pareció que lo que manifestaba alguien que tiene una 
versación jurídica como la del doctor Fernández era 
apropiado. Quiero aclarar que, más allá de que ten- 
go los fundamentos jurídicos de todas las disciplinas 
del Derecho bien firmes, no practico la profesión de 
abogado hace muchos años - me he dedicado a otra 
actividad más vinculada a la gestión empresarial- y 
estaba ante alguien a quien respeto desde el punto 
de vista intelectual y personal, por lo cual me di por 
satisfecho con la respuesta. 


SEÑORA XAVIER.- Más allá de que usted ha he- 
cho referencia a que respeta la opinión del doctor 
Fernández en esta materia, ¿usted se sintió satisfe- 
cho y no vio la necesidad de hacer ningún otro tipo 
de consulta con algún otro experto al respecto? ¿Le 
pareció razonable -dentro de lo que ha aclarado que 
es su profesión aunque no se dedica exactamente a 
esto- de acuerdo a la información que todos teníamos 
a nivel político sobre el caso en cuestión, es decir, el 
caso Peirano? 


SEÑOR LORENZO.- En mi capacidad de enten- 
dimiento -que en estos temas es bastante buena por 
mi formación-, sí me pareció razonable. Dada las 
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circunstancias de la Sesión -habíamos obtenido, de 
muy buen modo, un cuarto intermedio que al inició 
parecía que no podía obtenerse-, con esa sola con- 
sulta me sentí satisfecho. Hoy, mirando hacia atrás 
y con el diario del lunes, considero que hubiera sido 
mejor pedir el desglose del artículo 2%, si es que el 
apuro -como me consta- era por el 1%, evacuar otras 
consultas y pasar ese artículo a Comisión; cosa que 
no hicimos. En aquel momento, en esas circunstan- 
cias, la consulta que me evacuaron la di por satisfe- 
cha. Además, no hay que perder de vista que recurrí 
primero al señor Senador Abreu que era el redactor 
del proyecto de ley. Él me indicó que la idea había 
sido del doctor Fernández; me llamó por teléfono y 
ahí para mí se terminó el tema. Además de que no 
ejerzo la profesión, tampoco sigo con especificidad 
los procesos penales. Creo que tenemos que ubicar- 
nos en el año 2008, donde todos los temas afectados 
habían sido procesados y definidos en sus distintas 
etapas, más allá de que todavía seguía en curso la 
causa de algunos años antes. Entonces, sí me di por 
satisfecho desde ese punto de vista. Quizás haya sido 
una actitud poco diligente pero, repito, en función de 
la relevancia y el conocimiento académico que tiene 
el doctor Fernández me di por satisfecho; en ningún 
momento pensé que me estuviera planteando algo 
que no fuera como él me decía. 


SEÑOR MOREIRA.- En ese momento de la con- 
sulta, cuando evacua lo genérico, se refiere a que du- 
rante decenas de años o muchos años no se había 
aplicado en esa materia la Ley N* 2.230 y lo que tiene 
que ver con lo específico, en el caso de los Peirano, no 
era esta la figura delictiva que se les había aplicado. 
En ningún momento se refirió a la acusación fiscal 
por una figura delictiva diferente, es decir que eso 
estuvo absolutamente fuera de la conversación que 
ustedes mantuvieron. Eso lo escuchó en un progra- 
ma periodístico como una explicación posterior y no 
formó parte de la conversación que ustedes tuvieron 
en ese momento. 


SEÑOR LORENZO.- Es así; categóricamente no 
formó parte de la conversación, porque así como ad- 
vertí la situación que se podía dar de manera genéri- 
ca, si hubiera entrado en esas distinciones acerca de 
la etapa procesal, también hubiera planteado o me 
hubiera dado cuenta de que, en definitiva, estábamos 
ante un proceso todavía no clausurado, no cerrado, 
no definido en el que, más allá de la acusación fiscal 
por otros delitos, podía terminar aplicándose el artí- 
culo 76 que estábamos derogando. Esas cosas las en- 
tiendo y por eso hice el planteo. Entonces, cuando me 
dijeron que no estaba en juego ese artículo, me pare- 
ció -como a todo el mundo y esa es la razón de ser del 
proyecto de ley- un artículo en desuso, que siendo de 
similar regulación a algunos delitos establecidos en la 
ley de concurso, había que derogarlo por profilaxis ju- 
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rídica. La inquietud que planteé en la Cámara acerca 
de los efectos particulares indeseados, se consideró 
que no se iba a dar. Así que esa es la situación. 


SEÑOR MOREIRA.- Tampoco formó parte de la 
conversación el origen del conocimiento que él tenía 
de lo específico de la causa y su eventual participa- 
ción en ella. Eso tampoco se lo advirtió. 


SEÑOR LORENZO.- No, eso no formó parte de la 


conversación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor 
Diputado Alvaro Lorenzo las expresiones brindadas. 


(Se retira de Sala el señor Diputado Lorenzo.) 


- Corresponde analizar el régimen de trabajo para 
la próxima Sesión. 


Nosotros teníamos pensado invitar al doctor Gon- 
zalo Fernández y a alguno de los integrantes del equi- 
po del Ministerio de Economía y Finanzas que trabajó 
en la ley, ya que sería importante escuchar a algún 
especialista jurídico que haya tenido que ver con la 
discusión de la ley. 


SEÑOR AMORÍN.- El señor Vicepresidente de la 
República era el Ministro en esa época y fue quien el 
otro día dijo en la Cámara de Senadores que conocía 
el tema y que Gonzalo Fernández les había adverti- 
do, como cosa positiva. Por lo tanto, ya que fue actor 
de primerísima mano, pienso que podría explicarnos 
cómo fue el trámite. Hay que tener en cuenta que la 
enorme mayoría de los Senadores no sabían cómo se 
había gestado esto, que no tenían noción de que el 
primer proyecto de ley contenía la derogación de este 
artículo 76, y otros que sí sabían. Es obvio que en la 
interna del Gobierno, quienes participaron en la con- 
fección de esta ley -que era muy positiva y que había 
que hacerla-, por lo que venimos sabiendo hasta aho- 
ra, tuvieron noticia de que Gonzalo Fernández dijo 
que estos artículos podían complicar. Esto fue lo que 
nos dijo a nosotros, a los Senadores, el Vicepresidente 
de la República cuando se planteó este tema. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero hacer una aclaración. 


Es tal como señala el señor Senador Amorín, sal- 
vo en una pequeña parte: el proyecto que incluía la 
derogación del artículo 76 nunca toma estado parla- 
mentario; es un proyecto que llega a la Presidencia 
de la República pero no ingresa nunca al Parlamento. 
Yo tenía el nombre de uno de los abogados que ayudó 
en este proceso desde el Ministerio de Economía y 
Finanzas y nos parecía que nosotros podíamos tener 
una cierta flexibilidad. A mijuicio, el contador Danilo 
Astori debe pasar por esta Comisión al igual que lo 
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debemos hacer todos quienes integramos la Legisla- 
tura pasada. Seguramente no nos va a llevar horas, 
como a otros participantes, pero me parece que debe- 
ríamos tener una versión sobre qué piensa cada uno 
de los que, en definitiva, hizo posible la aprobación 
del proyecto. Entonces, no sé si es conveniente que 
concurra el contador Danilo Astori, hoy Presidente 
del Senado, o el abogado del MEC que estaba en este 
tema, ya que como todavía pertenece a esa Cartera, 
tal vez pueda tener mayor posibilidad de encontrar 
un expediente que garantice esto. Como ustedes bien 
dicen -el contador Astori lo ha dicho en forma reitera- 
da-, la oposición quiere certificar que sea así, no solo 
con su palabra. 


SEÑOR MOREIRA.- Que vengan los dos. 


SEÑOR AMORÍN.- Tengo el mejor concepto per- 
sonal y profesional del contador Astori; creo que fue 
un Ministro que se ocupó de su Cartera y que conocía 
casi al detalle estos temas. Por supuesto que he dis- 
crepado cien veces con él -y discreparemos cien ve- 
ces más-, pero hay que admitir que el proyecto de ley 
original era muy importante, que el contador Astori lo 
conocía bien y sabía que venía con estas derogaciones 
así como también conocía que era el doctor Gonzalo 
Fernández el que estaba en contra de ellas. Me pare- 
ce que el contador Astori es un testigo de primerísima 
línea que va a ayudar a que todos salgamos adelante 
en esta Comisión. Es muy importante que asista a la 
Comisión, obviamente, no para aclarar su situación 
personal, sino para que nos dé luz en un tema en el 
que participó y que nosotros ni participamos ni cono- 
cíamos. Cuando digo nosotros me refiero a la enorme 
mayoría de los Legisladores de esa época. 


SEÑOR MOREIRA.- Coincido con lo expresado 
por el señor Senador Amorín porque, además, el con- 
tador Astori fue aludido en la comparecencia en el 
Senado del doctor Gonzalo Fernández, donde hizo ex- 
presa mención a que había advertido al contador As- 
tori -que en el año 2006 era Ministro de Economía y 
Finanzas- que no era conveniente la derogación por- 
que afectaría la causa de los hermanos Peirano. Esto 
consta en la versión taquigráfica de aquella Sesión. Si 
mal no recuerdo, el día que se trata este tema, el con- 
tador Astori -que es Senador de la República- solicitó 
licencia, por lo que no votó. Entonces, me parece que 
al haber sido aludido por el doctor Gonzalo Fernández 
quien, en el buen sentido, como eso afectaba la causa 
de los hermanos Peirano en el 2006, advirtió al Mi- 
nistro de Economía y Finanzas de la época -no habla 
del abogado, sino del Senador Astori, lo que él mismo 
reconoció-, y me parece que hasta el propio Senador 
Astori debe estar interesado en aclarar el tema. Creo 
que es muy pertinente la concurrencia del Senador 
Astori, porque lo que opine equis abogado del Minis- 
terio no me parece demasiado importante. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- La duda no es esa, pues 
el señor Senador Astori está dispuesto a venir a la Co- 
misión. En la próxima Sesión va a concurrir el doctor 
Gonzalo Fernández y el abogado del Ministerio -su- 
ponemos que va a ser una larga exposición porque 
vamos a realizar muchas preguntas- y la duda es si al- 
canzará el tiempo para convocar al Senador Astori; de 
lo contrario, lo invitaremos para otra Sesión. Reitero 
que esta es la duda de procedimiento que nosotros 
tenemos. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que lo que deberíamos 
hacer es escuchar todas las versiones antes de invitar 
al doctor Gonzalo Fernández, es decir, que el próximo 
martes deberíamos agotar todos los testimonios que 
queden pendientes, no sé si hay algún otro además 
de los que aquí se han mencionado, pero tenemos la 
posibilidad de convocar a la doctora Salom porque es 
la abogada de la causa. Entonces, después de culmi- 
nada esta etapa, correspondería convocar al doctor 
Gonzalo Fernández. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que, subrepticiamente, 
nos deslizamos hacia otro objeto de esta Comisión, 
pues el fin central es investigar el procedimiento por 
el cual se derogó el artículo 76 en la Ley N* 18.411. 
Me parece que ya que ha habido duda acerca de la 
participación del doctor Gonzalo Fernández, debería- 
mos despejarla cuanto antes. A mi juicio, los respon- 
sables de la votación de cualquier ley en último térmi- 
no -la del artículo 76 o la que dice que determinada 
escuela llevará equis nombre- somos los Legisladores. 
Por tanto, somos nosotros los que debemos concurrir 
a esta Comisión a decir si tuvimos negligencia al vo- 
tar, si fuimos presionados o si se dio alguna situación 
irregular en torno a esta ley. 


Me parece que esto ha quedado clarísimo; de lo 
contrario, podemos volver a leer el artículo. Debemos 
centrarnos en el proceso legislativo e, incluso, en la 
puesta en práctica de la Ley N* 18.411 y en la dero- 
gación del artículo 76. 


SEÑOR MOREIRA.- Quiero recordar algo que ya 
dijimos. Me parece que como todos tenemos en esto 
un grado de involucramiento porque votamos la ley 
tal como venía, es necesario esclarecer todo lo que ha 
rodeado este proceso de aprobación. Lo acaba de de- 
cir el ex Diputado Lorenzo al manifestar que terminó 
aconsejando que se votara el proyecto porque confió 
en la versión de Gonzalo Fernández y en lo que este 
le dijo, no fue lo que nos explicó a nosotros cuando se 
trató la cuestión de fueros. 


Entonces, coincido en que la doctora Salom tam- 
bién debe ser llamada porque se han presentado de- 
nuncias periodísticas que son reales ya que aparece 
un facsímil de una hoja del expediente judicial donde 
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figura como codefensora. Además, se ha hablado de 
que la codefensa es más virtual que real. 


En consecuencia, considero que debe escucharse 
las dos campanas para saber cuál fue la relación. Me 
parece que las propias personas que se han nombrado 
aquí deben tener un supremo interés en concurrir a 
aclarar estos temas, incluida la doctora Salom, que 
podrá venir o no pero, reitero, creo que es pertinente 
convocarla para que nos diga cómo se ejerció la code- 
fensa. Creo que es importante escuchar esa versión 
porque contribuiría a transparentar esta situación. 


Me parece que este es el espíritu que nos guía a 
todos; no se trata de hacer explotaciones políticas 
menores, sino de que las cosas se sepan, se esclarez- 
can. Reitero que creo que ese fue el espíritu con que 
todos votamos la creación de esta Comisión. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: en pri- 
mer lugar quiero decir que recuerdo perfectamente 
que cuando se votó la constitución de esta Comisión 
y se definió su objeto, quedó claro que eso se iba 
a interpretar con absoluta amplitud. Inclusive, re- 
cuerdo una expresión del señor Senador Rubio, que 
me pareció por demás clara en el sentido de que se 
definía el objeto de la Comisión pero no sus límites. 
Quiere decir que la Comisión tiene un objeto pero 
no se le establecieron límites para que se pueda rea- 
lizar todas las diligencias indagatorias que se consi- 
dere pertinentes. 


Por eso es que se ha podido solicitar a la Justicia 
el testimonio del expediente que interesa, lo cual no 
hubiese cabido si solo se tratase de indagar acerca del 
trámite legislativo. Entonces, parto de esta base. 


En segundo término, creo que cuando se cita a 
una persona aquí, por una cuestión de economía pro- 
cesal es bueno hacerle todas las preguntas que ten- 
gan que ver con la participación que pueda haber te- 
nido, o no, en los hechos que nos interesan. No sería 
razonable citarla para determinado día y si después 
aparece otro elemento importante, volver a citarla, y 
así sucesivamente. 


Como aquí aparecen varias personas que, de una 
manera u otra, aluden a la participación del doctor 
Gonzalo Fernández, creo que es bueno recabar el tes- 
timonio de todas ellas y, recién después, preguntarle 
al doctor Fernández acerca de lo que han dicho. 


Tenemos pendiente la declaración del contador 
Astori, sobre lo que coincido y me parece absoluta- 
mente insoslayable; hay que tener en cuenta que él 
mismo se adelantó a dar su versión de los hechos, con 
lo cual está indicando que le interesa que su testimo- 
nio con respecto a este episodio sea tenido en cuenta, 
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y es por demás legítimo que así sea. 


También existen preguntas pendientes al doctor 
Tabaré Vázquez; el señor Senador Gallinal ya planteó 
las suyas conjuntamente con el señor Senador Morei- 
ra. En lo personal, puedo decir que adelanté las que 
había redactado en este momento, mientras conver- 
sábamos, y luego las enriquecí con algún complemen- 
to, aprovechando el tiempo extra de que dispusimos. 


Luego pueden estar las resultancias, incluso, del 
expediente judicial, por lo que me parece prematuro 
citar al doctor Gonzalo Fernández existiendo el riesgo 
de que debamos volver a llamarlo después si de los 
distintos elementos que se irán sumando surge la ne- 
cesidad de volver a consultarlo. 


En consecuencia, sería partidario de convocar al 
contador Astori, de hacerle llegar nuestras preguntas 
al doctor Tabaré Vázquez, de - eventualmente- citar a 
la doctora Salom - a quien el señor Senador Moreira 
quiere interrogat- y, al final de todo, recién convocar 
al doctor Gonzalo Fernández. 


Creo, además, que desde otro ángulo de la cues- 
tión, sería importante recabar aquí la opinión de ex- 
pertos en materia penal y procesal penal para aclarar 
ciertos puntos que han quedado en la nebulosa y que 
me parece que le interesan a la opinión pública. Por 
ejemplo, me refiero al efecto que tiene la clausura del 
proceso en cuanto a si implica restituir al encausado 
la condición de primario o no implica tal cosa o, como 
se dice coloquialmente, si borra el antecedente o no. 
A mi juicio, todas estas cuestiones deben formar par- 
te del informe del Senado a la opinión pública y so- 
lamente los técnicos en la materia pueden aclararlo. 
Creo que sería conveniente citar a los expertos que 
han venido opinando sobre esto o a quienes propon- 
gan los miembros de la Comisión. Por ejemplo, pienso 
en los doctores Langón o Cairoli, pero seguramente 
hay otros penalistas y procesalistas que pueden abor- 
dar el tema. Me parece que sería bueno recibirlos y 
escuchar su opinión acerca del significado y el al- 
cance del principio de la retroactividad de la ley más 
benigna y, en particular, acerca de si la clausura del 
proceso dispuesta en virtud de ese principio restituye 
al encausado la condición de primario. 


SEÑORA XAVIER.- Me parece que han surgido 
suficientes interrogantes por parte de la oposición 
como para diferir la comparecencia del doctor Gonza- 
lo Fernández. Creo que no va a haber ningún incon- 
veniente en el sentido de que, si alguna duda surgiese 
sobre el doctor Gonzalo Fernández o sobre alguno de 
los otros comparecientes, se podrían complementar 
las preguntas, quizás por escrito o en una nueva con- 
currencia. Considero que se han planteado una serie 
de preguntas que vale mucho más la pena despejar 
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en este momento, que esperar por si alguna interro- 
gante se agrega a raíz de las otras comparecencias. 


Por otro lado, noto cierto tono al plantear a la Ban- 
cada del oficialismo que es reticente con relación a 
las comparecencias. Me parece que estamos equivo- 
cados si vamos por ahí, porque hemos querido - y que 
quede claro- que todos los que deban comparecer, lo 
hagan. Ahora bien, hay una cuestión de procedimien- 
to. No veo la lógica por la que se propone esperar 
más tiempo para la comparecencia del doctor Gonza- 
lo Fernández y que se diga “capaz que lo embromás”. 
No; me parece que teníamos pensada determinada 
secuencia y no veo elementos que justifiquen la pos- 
tergación. De igual manera que me pueden quedar 
preguntas pendientes para formular a cualquiera de 
los que han comparecido y al final de las reuniones 
valoraré si amerita que la Comisión repregunte algu- 
na cosa, hoy creo que hay que proceder a una pieza 
a la cual, indudablemente, la oposición da un valor 
muy importante. Entonces, creo que debemos proce- 
der de la misma forma y luego se irán sumando otras 
posibilidades. La no comparecencia del anterior Mi- 
nistro de Economía y Finanzas, hoy Senador Astori, 
en esta próxima Sesión no significa que no haya vo- 
luntad del propio señor Senador de comparecer; sim- 
plemente se trata de una cuestión de procedimiento 
y de manejo de los tiempos. Quiere decir que no se 
puede inferir ninguna otra lectura de esto. Hay dos 
opiniones sobre cómo proceder y, en lo personal, ra- 
tifico la posición de que el doctor Gonzalo Fernández 
concurra a la próxima Sesión y que también lo haga 
alguien que haya tenido que ver con la Cartera de 
Economía y Finanzas; podrá comparecer el contador 
Danilo Astori, hoy Presidente del Senado, o un abo- 
gado de los que llevó el tema; en fin, no tengo ningún 
inconveniente en ese sentido. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Pido disculpas a los seño- 
res Senadores porque tuve que ausentarme de la Co- 
misión para atender una llamada telefónica vinculada 
con nuestro trabajo, pero creo entender que se está 
solicitando una postergación de la comparecencia del 
doctor Gonzalo Fernández en el mismo régimen en 
que lo han hecho los demás declarantes, por llamar- 
los de alguna manera. 


En lo personal, comparto plenamente lo expresa- 
do por la señora Senadora Xavier y me parece que 
ya hay elementos de juicio avanzados como para que 
el doctor Gonzalo Fernández venga a dar una ver- 
sión, que puede ser primaria y que después puede 
continuar por los métodos que la señora Senadora ha 
mencionado: por escrito o a través de nuevas compa- 
recencias. Creo que es de orden, hasta por una cues- 
tión casi de derecho, porque hace dos sesiones que 
estamos diciendo cosas y no tiene sentido que una 
parte postergue su declaración. Es así que mi posi- 
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ción es que se cite al doctor Gonzalo Fernández para 
el próximo martes y que, eventualmente, se haga lo 
propio con el señor Presidente del Senado. Inclusive, 
también podríamos ir hasta su despacho -habiendo 
concertado previamente una entrevista- y formularle 
algunas preguntas porque no creo que tenga mucho 
para agregar. No obstante, no hago cuestión de eso 
pero sí considero que el doctor Gonzalo Fernández 
debe concurrir la próxima semana. 


SEÑOR MOREIRA.- No se infiera; no estamos ha- 
ciendo planteos con ninguna mala intención, por el 
contrario, tratamos de esclarecer la situación lo más 
posible porque consideramos que es en beneficio de 
todos nosotros. Esto no significa que queramos sacar 
algún rédito ni que cuanto más tiempo transcurra 
para citar al señor Gonzalo Fernández, será mejor; en 
absoluto. Lo que sucede es que como abogado -aun- 
que ya no ejerzo la profesión- me gustaría conocer el 
expediente judicial antes de convocar al señor Gon- 
zalo Fernández porque de este modo tendremos más 
elementos de juicio que nos permitirán formular pre- 
guntas más apropiadas y pertinentes. Incluso pienso 
que al propio señor Gonzalo Fernández le tiene que 
interesar que tengamos los elementos de juicio como 
para hacer preguntas bien orientadas y fundadas. No 
se trata de dilatar la cuestión, porque nos podemos 
reunir 3 veces la semana que viene, un día vemos 
el expediente y el otro lo convocamos; hasta puede 
alterarse el régimen de la Comisión para no dilatar 
este hecho más allá de la semana que viene. Enton- 
ces, si así lo desean, podemos reunirnos tres veces la 
semana que viene. 


En lo personal, repito, me gustaría ver el expe- 
diente judicial porque me parece que contiene ele- 
mentos de juicio como para que podamos hacer pre- 
guntas más certeras. Por ejemplo, en el día de hoy el 
ex Diputado Lorenzo hizo un aporte que no conocía 
y que, sin duda, será fundamental para realizar otras 
preguntas. O sea que, del mismo modo, si estudiamos 
el expediente judicial también podremos tener mayor 
objetividad y hacer preguntas más atinadas porque, 
reitero, vamos a contar con más elementos de juicio. 


En cuanto al régimen de sesiones, si desean re- 
unirse todos los días de la semana próxima, no tengo 
ningún inconveniente. 


SEÑOR GALLINAL.- Mi intención era hacer una 
moción pero propongo que pasemos a cuarto inter- 
medio por cinco minutos con el fin de intercambiar 
algunas ideas y ver si, dentro de lo posible, llegamos 
a un entendimiento contemplando las posiciones de 
todos los integrantes. 


(La Comisión pasa a cuarto intermedio por cinco 
minutos.) 
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(Así se hace. Es la hora 18 y 3 minutos.) 
(Vueltos a Sala.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número se re- 
anuda la Sesión. 


(Es la hora 18 y 21 minutos.) 


SEÑOR GALLINAL.- Intercambiamos algunas 
ideas y decidimos allanarnos a la propuesta que se 
planteó por parte del oficialismo. En ese sentido, pen- 
samos que para la próxima Sesión del día martes se 
puede invitar al Vicepresidente Astori, a la doctora 
Salom y al doctor Fernández. Con respecto al planteo 
que realizó el Senador Pasquet de solicitar informes a 
algunos catedráticos sobre temas claros y concretos, 
creemos que eso se puede hacer por escrito -como lo 
hemos hecho tantas veces- de manera que nos quede 
completa la información de cuáles son las consecuen- 
cias jurídicas que tienen determinados actos. 


Por consiguiente, las dos propuestas son las si- 
guientes. Por un lado, que el señor Senador Pasquet 
-creo que lo haría él- presente por escrito las pre- 
guntas que se quieren realizar a los catedráticos que 
propongan los distintos sectores y, por otro, que se- 
sionemos el próximo martes a partir de las 15 horas 
con estos tres invitados. Ahora bien, para poder con- 
templar las distintas posiciones, desearíamos que el 
doctor Fernández compareciera en el último lugar, de 
modo de tener previamente las otras opiniones, que 
es lo que nosotros habíamos planteando. En vez de di- 
ferir la comparecencia del doctor Gonzalo Fernández, 
la incluiríamos ese mismo día. 


SEÑORA XAVIER.- Quiero aclarar que el próxi- 
mo martes hay una particularidad porque el Senado 
tiene como Orden del Día el tema de la Rendición 
de Cuentas que se presume va a llevar más de una 
Sesión y que serán extensas, por lo que difícilmente 
vamos a poder comenzar a las 15 y 30 horas. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, quizás podríamos 
sesionar el día miércoles. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Por motivos personales, no 
puedo concurrir el día miércoles 22. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 
(Se reanuda la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero señalar que el señor 
Senador Pasquet tiene derecho a formular las pre- 
guntas que tiene planteadas y si los Senadores de 
Gobierno tienen algún reparo, lo expresarán en su 
momento. A mi juicio, corresponde votar. 
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SEÑORA XAVIER.- Correcto, señor Senador, y 
fundamentamos el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde proceder a 
la votación. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que se tendrían que 
incorporar las preguntas del señor Senador Pasquet 
con las que ya se ha decidido enviar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
- 3en 7. Negativa. 


SEÑORA XAVIER.- No votar ahora las preguntas 
del señor Senador Pasquet, no significa que no se 
puedan inscribir en otro momento del proceso que 
lleva adelante esta Comisión Investigadora. Creemos 
que es oportuno, en primer término, evacuar las du- 
das con el doctor Gonzalo Fernández para ver si ello 
amerita que las preguntas destinadas al doctor Váz- 
quez sean o no igualmente remitidas. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que el señor Sena- 
dor Pasquet tiene más que suficientes garantías de 
la voluntad de la mayoría de la Bancada del Frente 
Amplio de habilitar el funcionamiento de la Comisión 
Investigadora que él solicitó. Es más, pienso que la 
mayor demostración de lo que acabo de señalar es la 
que el otro día dimos en el Senado cuando votamos 
la instalación de la Comisión Investigadora. A mi jui- 
cio, ese es el argumento cien, y eso no lo perdemos 
de vista. Para nosotros es un elemento de referencia 
bien importante porque, si bien se cita lo que dijo de- 
terminado Senador, también se sabe que el objeto de 
la investigación también tuvo sus bemoles. Entonces 
si por la responsabilidad que nos cabe como Bancada 
de Gobierno y por estar directamente involucrados en 
el tema, queremos que la secuencia -no las alterna- 
tivas- se dé de acuerdo a lo que entendamos que es 
más oportuno; hay que entenderlo; de lo contrario, 
si tenemos que votar en contra así lo haremos, pero 
que nadie vaya a pensar que hacerlo de esa forma 
significa silenciar algo; simplemente se busca que el 
trámite de esta Comisión Investigadora transite de la 
mejor manera posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el mismo sentido, y 
como fundamento de voto, quiero decir que, a mi 
entender, al señor Senador Pasquet le asiste dere- 
cho de hacer los trámites como marca el Reglamen- 
to y la ley. Pero, además, tiene que reconocer que 
por unanimidad la Comisión lo autorizó a formular 
preguntas y realizar exposiciones, aunque por el Re- 
glamento no hubiera correspondido que lo hiciera. 
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Como Bancada de Gobierno votamos en contra el 
trámite relacionado con las preguntas del señor Se- 
nador Pasquet porque entendemos que tenemos que 
discutir dichas preguntas, tal como lo hicimos con 
las del Partido Nacional. En los quince minutos de 
cuarto intermedio lo hicimos y nos pareció que en 
este momento de la discusión de la Comisión era 
viables tramitarlas. Pero, en el caso de las preguntas 
formuladas por el señor Senador Pasquet, entende- 
mos que tienen diferencias con respecto a las otras 
y, por lo tanto, votamos en contra. Ello no quiere 
decir que más adelante, después que comparezcan 
en la próxima Sesión el Presidente del Senado, la 
doctora Salom y el doctor Gonzalo Fernández -si el 
tratamiento de la Rendición de Cuentas en el Plena- 
rio nos lo permite- no amerite discutir y aprobar de- 
terminados trámites de preguntas que corresponda 
realizar al doctor Tabaré Vázquez. 


SEÑOR AMORÍN.- Hemos votado afirmativa- 
mente la solicitud del señor Senador Pasquet porque 
creemos que esta Comisión debe actuar de la forma 
más amplia posible. A toda la ciudadanía, o al menos 
a buena parte de ella, le ha llamado poderosamente 
la atención este tema. Entonces, debemos agotar to- 
das las instancias para recabar toda la información 
posible. Desde ese punto de vista, consideramos per- 
tinente que estas preguntas se hagan llegar al ex Pre- 
sidente de la República en este momento. La Banca- 
da oficialista entendió que no es así y por eso hemos 
perdido en la votación. De cualquier forma, tenemos 
confianza y esperanza de que le sean enviadas, qui- 
zás, la próxima semana. 


Reitero que esta Comisión debe sesionar de la 
forma más amplia posible. Fue con ese espíritu que 
todos hemos decidido -más allá de que entiendo que 
es absolutamente justo y ajustado a Derecho- que el 
miembro denunciante -que es el único que puede 
estar aquí además de los integrantes de esta Comi- 
sión- trabaje como uno más de nosotros. Ha tenido la 
iniciativa, está trabajando duro en el tema y aunque 
no pueda votar, obviamente, repito, es uno más de 
nosotros. 


Nada más. 


SEÑOR NIN NOVOA.- No preciso abundar mu- 
cho en el fundamento de voto pues ya fuera de ver- 
sión había señalado que entendía que esas dos pre- 
guntas que el señor Senador Pasquet pretendía, con 
todo derecho, elevar al ex Presidente de la República 
podían ser dirigidas al doctor Gonzalo Fernández que 
es quien va a concurrir en primera instancia. 


De manera que he acompañado el voto con mi po- 
sición primigenia. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la Sesión. 
(Así se hace. Es la hora 18 y 47 minutos.) 


SESIÓN DEL DÍA 21 DE SETIEMBRE DE 
2010. AUDIENCIA SEÑOR PRESIDENTE DEL 
SENADO, CONTADOR DANILO ASTORI. 


ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Jorge Saravia, Presidente 
de la Comisión. 


Miembros: señora Senador Mónica Xavier y seño- 
res Senadores José Amorín, Carlos Baráibar, Francis- 
co Gallinal, Carlos Moreira y Rodolfo Nin Novoa. 


Concurren: señor Senador Ope Pasquet, Secreta- 
rio del Senado, arquitecto Hugo Rodríguez Filippini y 
Director General, señor Walter Alex Cofone. 


Invitado especial: señor Vicepresidente de la Re- 
pública, contador Danilo Astori. 


Secretaria: María Celia Desalvo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 15 y 40 minutos). 


-La Comisión tiene el gusto de recibir al Vicepre- 
sidente de la República, Presidente de la Asamblea 
General, Danilo Astori, para tratar el tema que ve- 
níamos desarrollando y que es la investigación que 
lleva a cabo esta Comisión con respecto al proceso de 
aprobación de la Ley N* 18.411 y su promulgación. 


Tiene la palabra el señor Astori. 


SEÑOR ASTORI.- No conozco el procedimiento 
que están llevando a cabo, es decir, si me van a reali- 
zar preguntas que yo debo contestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha estilado que el in- 
vitado haga una exposición y luego los Senadores le 
hacemos preguntas. 


SEÑOR ASTORI.- Yo prefiero contestar pregun- 
tas, pues a eso he venido. 


SEÑOR AMORÍN.- Tenemos entendido que en el 
Período anterior el hoy Vicepresidente de la Repúbli- 
ca tuvo una actuación directa en dos momentos del 
proceso de este proyecto de ley. El primero de ellos 
tuvo lugar cuando se elaboró el proyecto de ley madre 
-el grande- pues como según él mismo nos informó, 
cuando llegó el proyecto al Ministerio de Economía y 
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Finanzas, el doctor Gonzalo Fernández advirtió que 
podía haber algunas derogaciones que podrían influir 
en los procesos del Banco de Montevideo. En ese mo- 
mento en el Ministerio se eliminaron esas disposicio- 
nes que derogaban los artículos 42 a 44 y 76 de la 
ley original, y luego la iniciativa fue enviada al Sena- 
do. En el Senado se aprobó, pero posteriormente se 
presentaron aquellos dos artículos, el segundo de los 
cuales volvió a plantear la derogación de los artículos 
42 a 44 y 76 de la Ley N* 2.230. 


Entonces, queremos saber si esto fue así y si el 
señor Astori estaba en el momento en que vino la de- 
rogación que finalmente se votó en el Senado, si en- 
tendió conveniente comentarle a alguien lo que había 
ocurrido cuando estaba en el Ministerio, y por qué lo 
comentó o por qué no lo hizo. 


SEÑOR ASTORI.- Creo que el primer motivo 
de inquietud de la Comisión, si no interpreto mal el 
planteo realizado, es que ofrezca mi testimonio acer- 
ca de si efectivamente fue el entonces Secretario de 
la Presidencia, doctor Gonzalo Fernández, quien nos 
advirtió acerca de las posibles consecuencias que po- 
día tener la derogación del artículo 76, básicamente, 
aunque había otros. Mi respuesta es afirmativa. Efec- 
tivamente, fue el doctor Gonzalo Fernández el que, 
a través de una llamada telefónica personal que me 
hizo a mí, como Ministro de Economía y Finanzas, 
nos hizo esa advertencia, tras la cual eliminamos del 
proyecto de ley -a pocas horas de ingresar en el Par- 
lamento, dicho sea de paso- la derogación que estaba 
incluida. 


De todos modos, como esta es una Comisión In- 
vestigadora, quiero que aquí se cuente con todos los 
elementos de juicio objetivamente planteados. Debo 
decir que el proceso tuvo más de una ida y más de 
una venida, es decir, tuvo alternativas que quiero que 
ustedes conozcan. ¿Cómo fue elaborado el proyecto? 
Por un equipo del Ministerio de Economía y Finan- 
zas, con el asesoramiento de especialistas. El equipo 
estaba integrado por el licenciado Sergio Milnitsky, 
el economista Leandro Zipitría y el doctor Javier Go- 
mensoro, y los especialistas, miembros de la Cátedra 
de Derecho Comercial de la Facultad de Derecho, 
eran los doctores Siegbert Rippe, Israel Creimer y Ri- 
cardo Olivera García. 


Inicialmente, la primera versión del proyecto se 
elevó a la Secretaría de la Presidencia -en junio de 
2006, si no recuerdo mal- sin la derogación de los 
artículos 76 y 77 y, luego de su análisis, esa Secretaría 
envió recomendaciones de mérito y de forma. Desde 
ya adelanto que no abundaré sobre las que tienen ca- 
rácter formal porque, además de ser numerosas, no 
las recuerdo. Fue así que la Secretaría de la Presiden- 
cia, luego de su primer examen del tema, recomendó 
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incluir la derogación de los artículos 76 y 77. El Mi- 
nisterio, recogiendo tales observaciones, incorporó la 
derogación, tras lo cual, en una segunda instancia, se 
produce la advertencia personal del doctor Gonzalo 
Fernández a través de la llamada telefónica a la que 
acabo de hacer referencia. Finalmente, en la versión 
definitiva se suprime del proyecto la derogación y así 
es remitido al Parlamento. 


Con relación al segundo punto, quiero señalar que 
cuando el proyecto llegó a consideración de la Cá- 
mara de Senadores -de acuerdo con los detalles que 
seguramente todos conocen bien- , me desempeña- 
ba como Senador de la República y siempre estuve a 
favor de la derogación de los artículos 76 y 77. A mi 
juicio, las circunstancias habían cambiado; los her- 
manos Peirano estaban en libertad y la verdad es que 
nos concentramos en la cuestión de fondo, esto es, en 
la derogación de los artículos. Es más, en este proceso 
hubo un elemento adicional que se convirtió en un 
foco de atención de los Legisladores: la situación del 
Sindicato Médico del Uruguay y la vigencia de la ley, 
que se corregía por este segundo proyecto. Me anima- 
ría a decir que para muchos Legisladores la atención 
sobre este tema estaba puesta en esta segunda mate- 
ria y no en la primera. Como venía diciendo, actuan- 
do como Senador, ese día tuve que pedir licencia -que 
entró a regir a determinada altura de la Sesión; no 
recuerdo la hora, pero fue antes de comenzar a con- 
siderar el proyecto- por un motivo que no tenía nada 
que ver con esta iniciativa porque, repito, estaba a 
favor de ella y continúo estándolo. Entró mi suplente, 
el señor Milton Antognazza quien, por supuesto y de 
acuerdo con la posición que nosotros teníamos, votó 
el proyecto. Así que no se vea en mi ausencia parcial 
de la Sesión otro motivo que el de la campaña electo- 
ral que estábamos preparando -que, incluso, me ha- 
bía llevado a renunciar al Ministerio para dedicarme 
a ella- porque, como los aquí presente saben, muchas 
veces las actividades programadas en el interior nos 
llevan a tener que levantar otras. Fue así, entonces, 
que pedí licencia -que entró a regir poco antes de in- 
gresar a la consideración del proyecto- y mi suplente, 
como era nuestra posición, votó a favor del proyecto, 
tal como lo habría hecho quien habla de haber estado 
presente. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que la narración de los 
hechos ha sido muy pormenorizada. No obstante ello, 
quiero decir que he estado releyendo las considera- 
ciones por las cuales el doctor Gonzalo Fernández 
hizo la advertencia en el proyecto madre en el año 
2006, sin duda atento a la situación de los hermano 
Peirano, ya que en ese momento existía la posibili- 
dad de que quedaran en libertad si se derogaba el 
artículo 76, que era la causa por la que habían sido 
procesados. Ahora bien, pese a que las circunstancias 
cambiaron radicalmente, porque fueron liberados en 
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2007, se generó una consecuencia jurídica, que fue 
la clausura del proceso, y si bien ella no produjo cosa 
juzgada, todavía no sabemos cómo terminará en fun- 
ción de la alarma pública que el hecho provocó. 


En lo personal, no sabía que la posición del con- 
tador Astori era favorable a la derogación del artículo 
76, pero de cualquier manera, como su derogación 
generó consecuencias -aunque no las mismas que 
habría generado en el año 2006- me gustaría saber 
si advirtió a algunos Legisladores de tal circunstan- 
cia. Pregunto esto porque de la opinión de muchos 
de los Legisladores se desprende que no conocían 
las consecuencias que podían sobrevenir luego de 
la aprobación de esta ley derogatoria del artículo 76. 
En definitiva, querría que nos dijera si habiendo sido 
advertido o aun reconociendo que las circunstancias 
eran otras, no advirtió a otros señores Legisladores de 
ese posible efecto -diferente, pero efecto al fin- que 
pudiera generar la derogación de este artículo. En va- 
rias oportunidades he escuchado que ninguno de los 
señores Legisladores advirtió que podía suceder esto; 
inclusive, el ex Senador Alfie dijo aquí que si hubiera 
sabido de las consecuencias que traería, jamás habría 
votado la derogación de ese artículo, y en el mismo 
sentido se expresó la ex Senadora Percovich. Le for- 
mulo esta pregunta al contador Astori porque él sí 
conocía esa circunstancia. 


SEÑOR ASTORI.- Personalmente, no advertí el 
hecho ni se lo advertí a otros colegas del Parlamen- 
to. Reitero una vez más: sinceramente, creo que en 
términos generales quienes integrábamos el Senado 
en aquel momento no prestamos atención a ese posi- 
ble foco de problemas; estábamos concentrados, más 
que nada, en el otro. Obviamente, creo que ningún 
Legislador tuvo la intención de provocar efectos en 
esta causa judicial, aunque sí se produjeron por las 
razones que surgieron cuando compareció el doctor 
Gonzalo Fernández ante el cuestionamiento de fue- 
ros planteado por el señor Senador Abreu, ya que la 
decisión que se había tomado quedó, por lo menos - 
no voy a sentar posición porque no soy jurista- como 
una materia discutible. Incluso, recuerdo la exposi- 
ción realizada por el señor Senador Pasquet, quien 
planteó argumentos que podían utilizarse para fun- 
damentar una u otra posición. Es por eso que digo 
que la decisión tomada era, por lo menos, discutible. 


En ese momento, con los hermanos Peirano en li- 
bertad desde hacía tiempo, el tema había pasado a un 
segundo plano, y el Legislador concentró su atención, 
entre otras cosas, en el fundamento jurídico -avalado 
por muchos juristas- de que se trataba de una disposi- 
ción que es considerada como “un engendro híbrido, 
ejemplo de pésima técnica legislativa”, según pala- 
bras de la doctora Adela Reta. Por su parte, el gran 
jurista argentino Sebastián Soler dice con respecto 
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al artículo 76 que a su texto de catorce palabras se le 
atribuye la virtud de tipificar varios delitos innomina- 
dos, en un milagro de concentración verbal explosiva. 
Además, varios asesores jurídicos de nuestra Bancada 
nos manifestaron tres razones fundamentales por las 
cuales pensaban que había que derogar ese artículo: 
primera, pésima técnica legislativa que crea enormes 
problemas de interpretación; segunda, establece una 
especie de superdelito, figura residual violatoria de 
elementales principios democráticos; y, tercera, su 
pena refiere a un Código Penal de 1889, ya derogado. 
Menciono estas razones simplemente para dejar en 
claro cuáles son los fundamentos por los cuales es- 
tamos en contra del artículo 76, y en muchos casos 
desde hace tiempo. 


Me parece que en las circunstancias en las que 
se votó la derogación de este artículo predominó esta 
opinión jurídica, y al mismo tiempo se puso el foco 
de atención en la vigencia y en el caso del Sindicato 
Médico del Uruguay. 


Resumiendo, señor Senador Moreira, honestamen- 
te debo decir que no advertí esta posible consecuencia 
y, por ende, no advertí de ella a otras personas. 


SEÑOR GALLINAL.- El contador Astori nos relató 
que cuando la primera iniciativa -la de las modifica- 
ciones del procedimiento concursal- es enviada por 
el Ministerio de Economía y Finanzas a la Presiden- 
cia de la República, la Secretaría de la Presidencia la 
devuelve recomendando incluir la derogación de los 
artículos 76 y 77, que no estaba incluida. 


SEÑOR ASTORI.- Entre otras numerosas reco- 
mendaciones. 


SEÑOR GALLINAL.- También expresó que des- 
pués, una llamada telefónica del doctor Gonzalo Fer- 
nández le advierte que la inclusión de esos artículos 
podía tener... 


SEÑOR ASTORTI.- En ese caso, solo sobre el artí- 
culo 76. 


SEÑOR GALLINAL.- Imagino que, evidentemen- 
te, el informe de la Secretaría de la Presidencia por lo 
menos había pasado bajo la visión del doctor Gonzalo 
Fernández. 


SEÑOR ASTORI.- Y también de los servicios jurí- 
dicos de la Secretaría. 


SEÑOR GALLINAL.- O sea que, de alguna mane- 
ra, era un cambio de opinión respecto del doctor Gon- 
zalo Fernández que también, en ese ínterin, advierte 
que podía tener esas consecuencias. 
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SEÑOR ASTORI.- Allí seguramente operaba -no 
sé si el señor Senador Gallinal me está preguntando 
al respecto- una especie de combinación o mezcla de 
dos conjuntos de factores: por un lado, el factor ju- 
rídico -el doctor Gonzalo Fernández siempre estuvo 
en contra de esos artículos, tal como lo explicó lar- 
gamente- y, por otro, la coincidencia con una causa 
judicial notoria. En una segunda instancia él advier- 
te eso e, inclusive, como prácticamente ya no había 
tiempo de manejarlo vía expediente, hace una llama- 
da telefónica, de la cual doy testimonio. 


SEÑOR AMORÍN.- Cuando viene el proyecto de 
ley informado por la Secretaría de la Presidencia de 
la República ¿hay un expediente? 


SEÑOR ASTORI.- Sí, por supuesto. Todo esto se 
maneja por medio de expedientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece al 
contador Astori su presencia en esta Sala. 


(Se retira de Sala el señor Vicepresidente de la 
República, contador Astori.) 


SESIÓN DEL DÍA 21 DE SETIEMBRE DE 2010. 
AUDIENCIA DOCTORA CECILIA SALOM 


ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Jorge Saravia, Presidente 
de la Comisión. 


Miembros: señora Senador Mónica Xavier y seño- 
res Senadores José Amorín, Carlos Baráibar, Francis- 
co Gallinal, Carlos Moreira y Rodolfo Nin Novoa. 


Concurren: señor Senador Ope Pasquet, Secreta- 
rio del Senado, arquitecto Hugo Rodríguez Filippini y 
Director General, señor Walter Alex Cofone. 


Invitado especial: doctora Cecilia Salom. 
Secretaria: María Celia Desalvo. 
(Ingresa a Sala la doctora Cecilia Salom.) 


-La Comisión Investigadora sobre la actividad de 
la Cámara de Senadores en el tratamiento de la Ley 
N* 18.411, incluyendo los aspectos vinculados a su 
discusión, aprobación y puesta en vigencia, tiene el 
gusto de recibir a la doctora Salom para tratar el tema 
en cuestión. 


La Presidencia consulta a la doctora Salom si an- 
tes de que los miembros de la Comisión le hagan con- 
sultas, desea hacer una exposición. 
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SEÑORA SALOM.- Sí, señor Presidente. Antes de 
que los señores Senadores planteen todas las inquie- 
tudes que estimen pertinentes, desearía hacer una 
breve exposición escrita. 


En primer lugar, quiero manifestar mi agradeci- 
miento a los señores miembros de esta Comisión In- 
vestigadora por mi convocatoria en esta oportunidad, 
porque como bien lo señalara el señor Senador Mo- 
reira -y repito casi literalmente sus expresiones- no 
solo poseo un supremo interés en comparecer a esta 
Comisión, sino también un legítimo derecho de inte- 
riorizarlos a todos acerca de cuál ha sido mi defensa 
en el proceso penal seguido al contador Ratti. Creo 
que con ello se puede -y reitero otra vez más las ex- 
presiones del señor Senador Moreira- transparentar 
los hechos que está dilucidando esta Comisión Inves- 
tigadora. 


En segundo término, quiero indicar que voy a en- 
riquecer mi exposición con un anexo documental que 
tengo aquí a entera disposición de la Comisión, donde 
se recolectan todos los actos sustanciales del proceso 
y, naturalmente, todas mis actuaciones en el proce- 
so penal referido. Además, entiendo que este aporte 
documental puede facilitar la tarea de esta Comisión 
porque el expediente penal consta de varios miles de 
fojas y, en consecuencia, puede resultar dificultoso 
ubicar los datos que les presentan mayor interés. De 
esta forma, también contemplo la inquietud que fue- 
ra formulada por el denunciante, señor Senador Pas- 
quet, con respecto a la necesidad de contar con el 
expediente judicial en su integridad. 


Debo señalar también -antes de comenzar con mi 
exposición- que como es evidente, previo a compa- 
recer ante esta Comisión Investigadora, le solicité a 
mi cliente que me relevara del secreto profesional. 
Obré de esa manera porque como todos los señores 
miembros de esta Comisión que son abogados saben, 
entre el cliente y el abogado patrocinante se establece 
una relación que está resguardada por la reserva y, 
en consecuencia, resultaba imprescindible que antes 
de mi comparecencia ante la Comisión, contara con 
la aquiescencia de mi defendido, el contador Ratti, 
para poder entonces sí ilustrarlos cabalmente sobre 
el proceso penal correspondiente. 


Me voy a permitir dar lectura a una exposición, 
por un lado, en aras de la mayor claridad y, por otro, 
para que los hechos efectivamente acontecidos que- 
den reflejados con la mayor fidelidad posible, a efec- 
tos de que luego no se realicen interpretaciones erró- 
neas o impropias de mi exposición. Naturalmente, 
una vez que culmine, me pongo a entera disposición 
de todos los miembros de esta Comisión Investiga- 
dora para evacuar las inquietudes o preguntas que 
estimen del caso realizar. 
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Ahora bien; en lo que atañe a mi exposición, me 
voy a permitir abarcar dos extremos. Por un lado, voy 
a referirme al pase en Comisión que determinó mi 
traslado para prestar funciones de asistencia direc- 
ta al señor Representante Nacional Gustavo Bernini, 
desde el 14 de marzo de 2006 hasta el momento en 
que presenté mi renuncia, el 27 de febrero de 2007, 
la que fue aceptada el 5 de marzo siguiente. Inclusi- 
ve, hasta la actualidad he colaborado con otros com- 
pañeros de ese sector político. Además, en idéntico 
lapso desarrollé defensa penal, que es la actividad 
que llevo a cabo hasta el día de hoy. Quiero mencio- 
nar que en mi exposición voy a seguir un orden cro- 
nológico para que esta Comisión Investigadora tenga 
una visión amplia y concreta del panorama y que este 
pueda ser valorado en forma integral. 


Voy a iniciar mi exposición ante esta Comisión 
destacando que ingresé al Ministerio Público y Fiscal 
en el año 1991 y luego fui designada Fiscal Letrado 
Adjunto, desempeñando mis funciones en la Fiscalía 
Nacional de 11% Turno a partir del año 1997. Como 
bien saben los señores Senadores, el Fiscal Adjunto 
tiene un ámbito de competencia reducido y se limita 
a colaborar con el Fiscal Nacional -quien tiene firma 
y, por ende, representa al órgano- y a iniciar aquellas 
actuaciones que refieren a las faltas, que son delitos 
menores o “enanos”, como los ha llamado la doctrina 
nacional. 


Nueve años más tarde, concretamente el 15 de 
febrero de 2006, la Cámara de Representantes elevó 
al entonces Ministro de Educación y Cultura, inge- 
niero Brovetto, la solicitud de pase en Comisión que 
había cursado el señor Representante Nacional Gus- 
tavo Bernini. Por lo tanto, una vez que se cumplió el 
trámite de estilo en este tipo de situaciones, el Po- 
der Ejecutivo dispuso mi traslado a cumplir tareas de 
asistencia directa al Diputado Bernini el 1% de marzo 
de 2006, cosa que se efectivizó el 14 de marzo. Me 
parece oportuno destacar que mi pase en Comisión 
se realizó al amparo de lo preceptuado por el artí- 
culo 32 de la Ley N* 15.851, de 24 de diciembre de 
1986, en la redacción que le fuera brindada por la 
Ley de Presupuesto Nacional N* 17.930, para el pe- 
ríodo 2005-2009. En lo que atañe a esta norma, es- 
pecíficamente al artículo 13 -que fuera ampliamente 
cuestionado años después por la opinión pública y por 
la prensa- debo hacer algunas precisiones. 


La primera precisión es que esa norma se encuen- 
tra vigente hasta el día de hoy. En segundo lugar, quie- 
ro decir que ese artículo se aplica a todos los funcio- 
narios públicos de la Administración Central, Entes 
Autónomos, Servicios Descentralizados, etcétera. Y, 
en último término, me interesa destacar que ese artí- 
culo 13 habilita el requerimiento de esos funcionarios 
públicos para brindar tareas de asistencia directa ya 
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fuere al Poder Ejecutivo, a los Ministros de Estado y 
sus Subsecretarios y también, en idénticos términos, 
a los Legisladores Nacionales. Es más; haciendo uso 
de idénticas prerrogativas, diversos funcionarios de la 
anterior Administración también solicitaron el pase 
de integrantes del Ministerio Público para cumplir 
tareas de asistencia directa. Así ocurrió en el caso del 
Representante Nacional Sergio Botana, con respec- 
to al doctor Enrique Moller, entonces Fiscal Letrado 
Nacional en lo Penal de 4% Turno; con respecto al 
Subsecretario de Educación y Cultura, doctor Felipe 
Michelini, en el caso del Fiscal Letrado Departamen- 
tal, doctor Carlos Negro, para cumplir funciones de 
asesor en la Dirección de Asuntos Constitucionales 
de esa Cartera, e igualmente, en el caso del Subse- 
cretario del Ministerio del Interior, doctor Juan Fa- 
roppa, con respecto al Fiscal Letrado Departamental 
de Durazno, doctor Fernando Romano, en este caso 
para desempeñarse como Fiscal de Policía. O sea que 
fueron varios los miembros del Ministerio Público que 
pasaron en comisión a requerimiento de autoridades 
nacionales, y casi todos ellos lo hicieron por mucho 
más tiempo que yo. Por ejemplo, en el caso concreto 
del doctor Enrique Moller, su renuncia al cargo de 
Fiscal Letrado Nacional data de comienzos del año 
2010. 


¿Cuál es el fundamento que inspira estos trasla- 
dos o pases en comisión? El fortalecimiento de los 
cuadros profesionales en distintas áreas del quehacer 
público, que se ven enriquecidos por la experiencia 
de los funcionarios requeridos para colaborar con 
las autoridades nacionales solicitantes cumpliendo, 
como ya he dicho, tareas de asistencia directa a su 
respecto. En mi caso concreto, el pase en comisión 
no fue en desmedro del servicio donde originalmente 
prestaba funciones, puesto que yo siempre me des- 
empeñé como Fiscal Letrado Adjunto; entonces po- 
seía un reducido ámbito de competencia y, a su vez, 
existían distintas Fiscalías Nacionales que contaban 
con más de un funcionario que desempeñaba ese car- 
go. Por ende, hubiera bastado un simple traslado ho- 
rizontal para llenar la vacante que mi traslado podía 
generar. 


También me parece importante destacar a la Co- 
misión Investigadora que desde la fecha de mi trasla- 
do al despacho del Diputado Bernini, el 14 de marzo 
de 2006, hasta la fecha de mi renuncia, el 5 de marzo 
de 2007, solicité ante la Unidad Ejecutora del Minis- 
terio Público que se descontaran de mi salario todos 
los rubros que correspondían al régimen de incompa- 
tibilidad y, efectivamente, así se hizo de manera ínte- 
gra y real. Mientras duró mi traslado en comisión al 
despacho del Representante Nacional Gustavo Berni- 
ni, es decir, hasta la fecha de mi renuncia, jamás per- 
cibí ningún tipo de remuneración adicional de cargo 
del Poder Legislativo ni tampoco, en concreto, del 
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mencionado Legislador. Es más; en la labor de aseso- 
ramiento legislativo que luego continué desempeñan- 
do para este mismo Legislador Nacional y también 
para la Bancada del Partido Socialista, siempre me 
desempeñé con carácter exclusivamente honorario. 
Voy a aclarar que no solo presté asesoramiento legis- 
lativo al señor Representante Bernini, sino que tam- 
bién lo hice a toda la Bancada del Partido Socialista, 
integrándome al grupo de profesionales que posee ese 
sector político, en el que trabajé en forma conjun- 
ta con otros colegas. Siempre y en todo momento mi 
labor consistió en la elaboración de diversos temas 
jurídicos que estaban a estudio de los Legisladores, 
particularmente sobre la materia de mi especiali- 
dad, es decir, el Derecho Penal, y en muy contadas 
ocasiones en otros tópicos diversos, atinentes a otras 
áreas del Derecho. Pero lo concreto y cierto es que 
en el período en que se produjo la aprobación de la 
Ley de Concursos N* 18.387 y su modificativa, la Ley 
N* 18.411 - vale decir, entre octubre y noviembre del 
año 2008- , mi pase en comisión ya había cesado ha- 
cía rato, en mérito a mi anterior renuncia al cargo de 
Fiscal Letrado Adjunto que, repito una vez más, data 
del 5 de marzo del año 2007. O sea que eso ocurrió 
más de un año antes de la sanción de ambas leyes. 


También debo agregar que con posterioridad a mi 
renuncia y, por ende, al cese de mi traslado en co- 
misión, continué asesorando a señores Legisladores 
del Partido Socialista; naturalmente que ese aseso- 
ramiento se realizó en forma más esporádica. Me 
permito señalar a la Comisión Investigadora que, en 
concreto, asesoré legalmente al Partido Socialista y 
al señor Legislador Gustavo Bernini en los siguiente 
temas: el Impuesto a la Renta de las Personas Físi- 
cas, el 31 de marzo de 2008; el proyecto de ley mo- 
dificativo de la Ley de Prensa N* 16.099, el 17 de 
noviembre de 2008; el proyecto de ley modificativo 
de la ley de medidas alternativas N* 17.726, en el 
mes de abril de 2009; y los anteproyectos de ley so- 
bre adicciones y de custodia del perímetro carcela- 
rio y registro penitenciario, en julio de 2010. Quiero 
enfatizar a los señores miembros de esta Comisión 
Investigadora que, además de los informes que aca- 
bo de describir y sus respectivas fechas, en ningún 
momento el Representante Nacional Gustavo Bernini 
ni ningún Legislador, fuera de la Bancada del Partido 
Socialista, del Frente Amplio o de otro sector polí- 
tico, me requirieron asesoramiento técnico sobre la 
Ley de Concursos N* 18.387 ni tampoco sobre la Ley 
N* 18.411. En consecuencia, no tuve ningún tipo de 
injerencia ni participación en el trámite de aproba- 
ción legislativa de ambas leyes, ni muchos menos aún 
en lo que respecta a la derogación del artículo 76 de 
la Ley N* 2.230. 


Me disculparán los señores Senadores por abusar 
de su atención antes de ingresar al tópico que motiva 
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mi convocatoria a esta Comisión, que está constituido 
por la defensa penal del contador Ratti, pero conside- 
ro que las apreciaciones que acabo de realizar, ade- 
más de su brevedad, son pertinentes. 


Asumí el patrocinio legal del contador Ratti en un 
proceso penal conocido públicamente como el de los 
hermanos Peirano, en forma indistinta con el doctor 
Gonzalo Fernández, el 5 de diciembre de 2006. Pese 
a ello, siempre me ocupo de cumplir con exclusivi- 
dad todos los actos de defensa del encausado en ese 
proceso penal. En el documento A) del anexo docu- 
mental figura la fotocopia del escrito de designación 
conjunta de ambos profesionales. 


Antes de asumir la defensa del contador Ratti, en- 
tre los años 2002 y 2006, él había sido patrocinado 
por un reputado jurista, el doctor José Petito, amigo y 
compañero de la Cátedra de Derecho Penal, que tuvo 
que acogerse al beneficio jubilatorio por razones de 
salud. También ello se desprende de la fotocopia de 
la última declaración prestada por el contador Ratti 
en sede penal, y del auto de procesamiento respectivo 
que data del 8 de agosto de 2002, y se señalan como 
documentos B) y C) en el anexo documental. 


Como sabrán muchos miembros de esta Comisión 
que son abogados, en materia penal es de estilo en 
casi todos los estudios jurídicos, al amparo de lo que 
establece el artículo 76 del Código del Proceso Pe- 
nal, la designación conjunta de dos Defensores, los 
que pueden actuar en forma indistinta. Esta práctica, 
que se ejerce en materia penal, se hace extensiva a 
todas las demás áreas del Derecho, donde es también 
común y habitual que, al amparo de lo que estable- 
ce el artículo 44 del Código General del Proceso, se 
designe a varios correpresentantes en un juicio, aun 
cuando luego alguno de ellos no tenga injerencia ni 
participación en el proceso judicial de que se trate. 
En el seno de esta Comisión pueden corroborarlo los 
señores Senadores que tienen la profesión de aboga- 
do. Recordará por ejemplo el señor Senador Moreira 
que ambos hemos actuado como representantes ju- 
diciales en un juicio radicado ante el Juzgado de 2" 
Turno, en Rosario, donde él patrocina a la Sociedad 
Mutualista Obrera de Juan Lacaze y, por mi parte, 
lo hago respecto de un médico que está involucrado 
en ese juicio civil. También por razones de trabajo, 
mantengo permanente contacto con el Estudio Amo- 
rín Abogados, que patrocina al Sanatorio Americano y 
donde se desempeñan el señor Senador Amorín y los 
doctores Bernardo Amorín y Alberto Aliaga. 


Ratifico, en definitiva, la circunstancia objetiva de 
que la continuidad de los estudios jurídicos y la prác- 
tica de la designación indistinta de varios profesiona- 
les no es solo habitual en materia penal, sino que en 
análogos términos se constata también en las demás 
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áreas del Derecho. Es posible, sin embargo, que ni el 
Senador Moreira ni el Senador Amorín conozcan los 
detalles de los litigios que llevan sus respectivos es- 
tudios jurídicos, porque efectivamente así ocurre en 
la práctica forense. La designación de codefensor en 
materia penal o de correpresentante en otras áreas 
del Derecho, no supone ni importa que el letrado de- 
signado o el estudio jurídico al cual pertenece, sepa y 
esté al corriente del trámite del juicio de que se trata. 
Quien sí lo sabe es el abogado que efectivamente lleva 
adelante ese juicio, y los demás colegas figuran en 
forma nominal. 


Realizadas estas precisiones que vengo de expo- 
ner, corresponde que retome el hilo de la defensa del 
contador Ratti a partir del momento de la asunción 
de su patrocinio letrado el 5 de diciembre de 2006. 
En aquella época, en el proceso penal de mención, 
la etapa de producción principal de la prueba -que 
se denomina “sumario” en materia penal- ya había 
concluido íntegramente y el juicio había ingresado de 
lleno en la etapa de plenario. Por cierto, antes de la 
asunción del patrocinio letrado del contador Ratti, el 
Ministerio público ya había formulado su acusación 
por el delito de insolvencia societaria fraudulenta, 
el 18 de octubre de 2006. En la demanda acusato- 
ria, el Fiscal pedía la condena de mi representado a 
la pena de veinticuatro meses de prisión y, a su vez, 
el contador Ratti había sido excarcelado más de tres 
años atrás, el 15 de mayo de 2003. Por ende, mi de- 
fensa penal consistió, previa solicitud de la prórroga 
del plazo para contestar la demanda, en evacuar el 
traslado de la acusación fiscal mediante un escrito 
presentado el 11 de mayo de 2007 ante la sede penal, 
también firmado por el doctor Gonzalo Fernández, 
aunque elaborado exclusivamente, y de principio a 
fin, por mí. 


Todos los documentos a los cuales estoy aludien- 
do, reitero que integran el anexo documental y están 
individualizados con sus respectivas letras. 


SEÑOR MOREIRA.- Pido disculpas a la doctora 
Salom, pero no entendí qué escrito fue firmado por el 
doctor Gonzalo Fernández. 


SEÑORA SALOM.- Se trata del escrito de evacua- 
ción del traslado de la requisitoria fiscal -que, reitero, 
elaboré yo de principio a fin- en el que abogué por la 
absolución del contador Ratti, alegando distintas ra- 
zones de orden jurídico y fáctico que, en su totalidad, 
dan cuenta de la absoluta ajenidad de mi patrocina- 
do respecto a la titularidad económica, a la dirección 
operativa del Banco de Montevideo y del denominado 
Grupo Velox, e igualmente respecto a la adopción de 
las decisiones cuestionadas penalmente por la Justi- 
cia. Por cierto, destaco que el contador Ratti nunca 
integró el denominado “Grupo Peirano”. Ejerció un 
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cargo de acotadísimas facultades, como fue el de di- 
rector común, y en su calidad de integrante del Di- 
rectorio del Banco de Montevideo tuvo un carácter 
meramente nominal o figurativo, vacío de competen- 
cia, casi de índole honorífico. En el Banco de Mon- 
tevideo nunca tuvo a su disposición infraestructura 
humana ni material, no tuvo despacho, ni trato con 
los clientes de la Institución. Tampoco estaba autori- 
zado a obligar al Banco de Montevideo, por sí solo, en 
las operaciones comunes u ordinarias, mucho menos 
en aquellas de carácter excepcional, y nunca integró 
lo que se denomina Comité de Clientes Especiales 
o Comité de Crédito, de cuya existencia ni siquiera 
tuvo conocimiento. 


Para corroborar todo lo que acabo de reseñar a 
esta Comisión Investigadora, no solo se puede acudir 
a la contestación de la acusación fiscal que está agre- 
gada en el anexo documental, sino también a lo que 
manifestó el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 
3er. Turno, en la Resolución N* 156, de 26 de marzo 
de 2003, dictada con motivo de la apelación del auto 
de procesamiento que habían promovido otros de- 
fensores de los encausados. La entonces defensa del 
contador Ratti no impugnó esa decisión, de acuerdo 
a lo que luce el considerando 2* de la sentencia que 
termino de mencionar y que transcribo literalmente: 
“El Presidente del Directorio del Banco de Montevi- 
deo, Sancristóbal, y el miembro Ratti, vocal, se pre- 
sentan como figuras secundarias que asistían a las se- 
siones del Directorio y aprobaban todo sin participar 
en la toma de decisiones, al igual que lo que sucedía 
en el Comité de Créditos integrado por Sancristóbal, 
Guadalupe y Dante Peirano, entre otros, y donde las 
decisiones las tomaba Dante Peirano y en el Directo- 
rio se aprobaban sin oposición”. 


En honor a la verdad, el contador Ratti se vio tan 
perjudicado como otros ahorristas del Banco de Mon- 
tevideo porque una vez que se produjo la interven- 
ción se le retuvieron -y nunca recuperó- los ahorros 
que él y su esposa tenían allí depositados y que as- 
cendían a una suma algo superior a los US$ 100.000. 
Exactamente, US$ 100.117,20. 


Luego de evacuar la acusación fiscal, los actos de 
defensa que realicé en el proceso penal únicamente 
estuvieron constituidos por el agregado de prueba do- 
cumental. Por un lado, se presentó un escrito el 13 de 
agosto de 2007, adjuntando la fotocopia del pasaporte 
del contador Ratti y los pasajes aéreos que acredita- 
ban que este había viajado al exterior porque, efecti- 
vamente, la última Sesión del Directorio del Banco 
de Montevideo a la que concurrió el contador Ratti 
data del 28 de febrero de 2002 y luego no participó 
de ninguna otra reunión adicional. En una segunda 
presentación, del 6 de junio de 2008, se agregó la 
copia de la sentencia de primera instancia, dictada 
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por el Juzgado de Concurso de 2* Turno que desesti- 
mó la demanda promovida contra el contador Ratti, 
por lo que también me permito citar literalmente las 
palabras de la sentencia: “Por no haberse probado la 
vinculación con las funciones ejecutivas, gerenciales 
o resolutivas en relación a las instituciones de inter- 
mediación financiera demandadas, ni participación 
directa en las mismas”. Tan categórica fue esta sen- 
tencia que la parte actora ni siquiera la apeló y, en 
consecuencia, la misma quedó firme y ejecutoriada. 


El temperamento que se asumió en este proceso, 
cuyo extracto termino de señalarles, fue idéntico al 
que se asumió en los 36 juicios a los que fue citado 
oportunamente el contador Ratti. En efecto, el conta- 
dor Ratti fue citado a conciliación en 36 oportunida- 
des, de las cuales únicamente 22 se concretaron en 
un juicio civil. A su vez, de esos 22 juicios civiles en- 
tablados, en 20 la parte actora desistió de la deman- 
da promovida contra el contador Ratti y en uno más 
el Juez desestimó la demanda promovida, que quedó 
firme y ejecutoriada por ausencia de apelación de la 
parte actora. En consecuencia, de esas 36 presenta- 
ciones judiciales, solo se encuentra actualmente en 
trámite una de ellas. Además, en ninguna de las ante- 
riores hubo condena ni interés de la parte actora por 
proseguir las actuaciones respecto de mi patrocinado. 


Debo aclarar a esta Comisión Investigadora que 
no tuve ninguna injerencia en los juicios que termino 
de mencionar porque en el área civil y comercial el 
contador Ratti fue defendido por el doctor Rodrigo 
López Acosta, que es precisamente un abogado espe- 
cializado en materia civil y comercial. Por lo tanto, la 
información que puedo aportar no es más que la que 
acabo de señalar aquí. 


Ahora bien, más de un año después de ello - el 
escrito de presentación de prueba última que acabo 
de señalar data del 13 de agosto de 2007-opera la pro- 
mulgación de la Ley N* 18.411, de 15 de noviembre 
de 2008, y quien era titular de la sede penal de 7” 
Turno, la doctora Graciela Gatti, decide de oficio en- 
viar los autos en vista fiscal, a fin de que este emitiera 
una opinión sobre la incidencia de la derogación de 
esa ley en el proceso penal de mención. El Ministe- 
rio Público se expidió en un dictamen que data del 
4 de diciembre de 2008, desestimando la clausura e 
inclinándose por la prosecución del trámite del juicio 
hasta la etapa de dictado de la sentencia definitiva y 
de ese planteo del fiscal se confirió vista a todos los 
defensores de los encausados por Decreto de 11 de 
diciembre de 2008, N* 2063. En lo que me atañe, fui 
notificada de la vista conferida en ese juicio el jueves 
5 de marzo de 2009, la evacué el siguiente jueves 12 
y, en consecuencia, habiéndolo hecho fuera del plazo 
establecido al respecto, el Juzgado me tuvo como no 
presentada y así se me notificó el 14 de abril de 2009, 
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según surge del cedulón judicial que integra el anexo 
documental, individualizado con la letra M. 


Entiendo oportuno explicitar a la Comisión los 
motivos de esa evacuación extemporánea de la vista 
conferida por la sede penal. En primer término, tengo 
que hacer especial hincapié en que ello obedeció a 
que la clausura en nada beneficiaba a mi defendido, 
ya que la sustanciación del incidente se encontraba 
en franca colisión con la estrategia de defensa que 
yo había desarrollado a lo largo de todo el juicio y 
por la cual procuraba el más célere dictado de una 
sentencia absolutoria, evitando mayores dilaciones al 
proceso. Por esa razón, en un primer momento pensé 
en dejar transcurrir el plazo de tres días para eva- 
cuar la vista fiscal. Sin embargo, aunque ese plazo 
tiene carácter perentorio, para evitar la posibilidad 
de que por una eventual inadvertencia del juzgado se 
demorara la tramitación a la espera de un escrito que 
inicialmente no había pensado presentar -cosa que 
sucede con frecuencia en los juzgados penales y más 
cuando nos enfrentamos a causas judiciales que tie- 
nen miles de fojas- decidí presentarme, aunque fuera 
de plazo, con el simple propósito de darle impulso al 
expediente y que este no quedara inadvertidamente 
en el casillero de la sede. 


Esta Comisión Investigadora no puede olvidar 
que estamos hablando de un proceso que posee varios 
miles de fojas y que, además, involucra a muchos co- 
encausados. Es más, muchos de ellos habían impetra- 
do el diligenciamiento de numerosos medios de prue- 
ba, gran parte de los cuales deben sustanciarse en el 
extranjero, con la demora adicional que ello importaba 
en el trámite del juicio. En situaciones como esta, el 
abogado se ve enfrentado a un dilema porque, por un 
lado, desea obtener un pronto pronunciamiento sobre 
la responsabilidad que se le adjudica a su defendido 
y, por otro, se encuentra obligado a respetar el dere- 
cho de los demás procesados, legalmente habilitados a 
ejercer todos aquellos medios de defensa que sus de- 
fensores estimen pertinentes. En consecuencia, aun- 
que el diligenciamiento de la prueba pendiente solo 
importaba una demora adicional para el proceso, que 
era contraria a los intereses de mi defendido -pues 
este ya había realizado todos sus descargos- lo cierto 
es que me encontraba legalmente imposibilitada de 
imprimirle una mayor celeridad al proceso. Evidente- 
mente, en ese contexto, la tramitación del incidente 
de clausura que fue promovido de oficio por la sede 
penal, a raíz de la derogación del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230, únicamente se tradujo en lo que refiere a mi 
patrocinado en una dilación mayor para el dictado de 
la sentencia definitiva y, por lo tanto, en un evidente 
perjuicio que, en todo caso, siempre y de la forma que 
estuvo a mi alcance, quise evitar. 


Por tales razones, aunque fuera de plazo -así con- 
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siderado por la Jueza actuante- igual decidí compare- 
cer ante el Juzgado y evacuar la vista para que este 
se expidiera rápidamente y las actuaciones judiciales 
continuaran su curso normal. 


Si los señores Senadores lo permiten, debo agre- 
gar que siempre preví -y los hechos así lo demostra- 
ron- que en cualquier caso, fuere que la sede adhirie- 
re al temperamento aducido por el Ministerio Público 
de desestimar la clausura o, en caso contrario, de 
entender que procedía disponer la cesación del pro- 
ceso, en cualquiera de ambos supuestos, algunas de 
las partes del juicio siempre iban a promover la vía 
impugnativa a través de todos los recursos legales que 
estuvieran a su alcance. En cualquiera de estas dos 
hipótesis, desde un inicio supe que el incidente de 
clausura únicamente prolongaría aún más el trámite 
del juicio y se traduciría en una dilatoria adicional 
para la concreción del interés de mi patrocinado, que 
era el exactamente inverso y contrario: obtener una 
sentencia que se expidiera lo antes posible sobre la 
atribución de responsabilidad penal que se le imputa- 
ba y declarara su absolución de todo delito. 


Según se explicita en el traslado de la acusación 
fiscal, la situación fáctica y jurídica del contador Ratti 
era radicalmente diferente a la de los demás procesa- 
dos, porque había sido excarcelado hacía siete años, 
en el año 2003, y el Fiscal había pedido la imposición 
de una pena de veinticuatro meses de prisión. Evi- 
dentemente, no puede pasar inadvertido a esta Comi- 
sión Investigadora que para esa fecha mi patrocinado 
tenía 84 años de edad. Es más, teniendo en cuenta 
su edad fue que me presenté en forma verbal ante el 
juzgado penal y trasmití la inquietud de que se forma- 
ra una pieza por separado para dilucidar su concreta 
situación en el proceso, a efectos de evitar inútiles di- 
laciones dado que su prueba ya estaba íntegramente 
cumplida. Sin embargo, la sede penal no estimó del 
caso acceder a este planteo. 


En consecuencia, no puede caber ninguna duda 
de que jamás promoví el incidente de clausura del 
proceso -como ha trascendido erróneamente en la 
prensa- y de que me limité a evacuar la vista que me 
fue conferida, argumentando de manera análoga a la 
de los demás defensores. Con respecto a esto último, 
obviamente no podía ser de otro modo, porque resulta 
absurdo, contraría el sentido común y la lógica profe- 
sional más elemental adherir a la posición de la con- 
traparte natural de la defensa en el juicio: el Fiscal. 
Quienes abogamos diariamente por los tribunales sa- 
bemos que esa no es una práctica común ni habitual. 


Luego de todo lo relatado, la nueva titular del 
Juzgado Penal de 7o. Turno, doctora Mota, dictó la 
Sentencia Interlocutoria N* 1.228, de 16 de julio de 
2009 -que también integra el anexo documental- por 
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la cual desestimó la clausura planteada en ese esta- 
dio procesal, disponiendo estar a lo que se resolvie- 
ra al momento de dictado de la sentencia definitiva 
y, en consecuencia, ordenó continuar el trámite del 
juicio, notificándome de su resolución el día 15 de 
setiembre de 2009. Ese era, justamente, el interés del 
contador Ratti, por el que yo había abogado durante 
todo el juicio: el dictado de una sentencia definitiva lo 
más pronto posible. Contra la decisión de la doctora 
Mota se alzaron las defensas de los demás coprocesa- 
dos apelando la resolución, por lo cual el expediente 
fue enviado al Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 
3er. Turno. Como acabo de señalar, por las razones 
que he expuesto, no impugné la resolución judicial 
dictada por la doctora Mota y, por ende, en lo que ata- 
ñe al contador Ratti, esta quedó firme y ejecutoriada. 
Para constatar este extremo alcanza con dar lectura a 
los vistos de la sentencia del Tribunal de Apelaciones 
en lo Penal de 3er Turno, de 29 de julio de 2010, en 
los que se señala que los autos subieron a su conoci- 
miento en virtud del recurso de apelación interpuesto 
en subsidio del recurso de reposición por los señores 
defensores doctor Diego Camaño y Pablo Donnángelo 
por Jorge, José y Dante Peirano, doctor Eduardo Pes- 
ce por Sancristóbal y doctora María E. Chaves Lovera 
por Guadalupe, contra la resolución denegatoria de la 
clausura del proceso dictada el 16 de julio de 2009. 


A continuación, la sentencia agrega que intervi- 
nieron en estas actuaciones en representación del 
Ministerio Público la señora Fiscal Letrada Nacional 
en lo Penal de 14” Turno, doctora Raquel González 
Tornaría, y los señores defensores supramenciona- 
dos, o sea, a los que acabo de hacer referencia. Reite- 
ro que no impugné la decisión de la doctora Mota y en 
consecuencia, al no haber apelado, ni siquiera se me 
notificó de esta decisión del Tribunal de Apelaciones 
en lo Penal de 3er Turno. 


Ante semejante panorama, y considerando la edad 
del contador Ratti y la nueva demora que la apelación 
iba a significar, agoté un recurso en extremo, que fue 
promover la solicitud de sobreseimiento por gracia 
ante la Suprema Corte de Justicia, en un escrito que 
también se encuentra en el anexo documental. En 
esa oportunidad destaqué -y cito textualmente- que 
“En todas las oportunidades procesales pertinentes 
esta defensa ha abogado por su absolución, prove- 
yendo al juzgador de los elementos probatorios que 
comprueban acabadamente su inocencia”. También 
adicioné luego que el tiempo insumido por el proceso 
en trámite -para entonces ocho años de duración- y 
la pendencia del diligenciamiento de numerosos me- 
dios probatorios solicitados por los demás imputados, 
que en gran medida son y habrán de ser sustancia- 
dos fuera del país, enfrentaba a mi patrocinado a la 
previsible duración extensa de ese proceso y a la cir- 
cunstancia objetiva de que la culminación del juicio 
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distara aún largamente de producirse. Es pertinente 
destacar que la solicitud por gracia del contador Ratti 
la presenté ante el Juzgado Penal el 5 de octubre de 
2009, casi diez días antes de que se dictara la sen- 
tencia de clausura del Tribunal de Apelaciones en lo 
Penal de 3er Turno. Y, además, antes de concretar la 
presentación de esa solicitud, mantuve una entrevis- 
ta, junto con mi patrocinado, con la doctora Mariana 
Mota, entonces titular del Juzgado Penal de 7o. Tur- 
no, quien tuvo la deferencia y la calidad humana de 
recibirnos, de calmar la inquietud del contador Ratti 
con respecto a la demora del juicio y, además, de es- 
cuchar de su propia boca su deseo de obtener pronta- 
mente una sentencia definitiva. 


Por lo tanto, sí promoví el sobreseimiento por gra- 
cia de mi patrocinado “atento al objetivo imposibilidad 
del encausado de imprimirle una mayor celeridad y a 
la posible frustración de su natural expectativa de ver 
concluido el juicio dada su avanzada edad, que torna 
probable que no pueda sobrevivir hasta el momento 
del dictado de la sentencia respectiva”. Esos son pa- 
sajes literales de la solicitud de sobreseimiento por 
gracia. 


En consecuencia, me parece evidente que yo no 
tenía ninguna expectativa en el incidente de clausura 
del proceso y precisamente por eso fue que presenté 
la solicitud de gracia en los términos que acabo de 
referirles. 


En definitiva, señores miembros de esta Comisión 
Investigadora, considero que no puede caber ningu- 
na duda entre la colisión existente entre el incidente 
de clausura y la estrategia que personalmente diseñé 
para ejercer la defensa penal del contador Ratti, des- 
de el momento en que esta se asumió hasta el día de 
hoy. 


La sustanciación del incidente solo supone, en el 
caso puntual del contador Ratti, un menoscabo de su 
derecho de defensa porque importa diferir, si es po- 
sible más, el dictado de una sentencia definitiva. De- 
bemos tener en cuenta que a esta altura el contador 
Ratti tiene ochenta y seis años de edad, fue excarce- 
lado el 15 de mayo de 2003 -hace más de siete años- 
y está aguardando por el dictado de una sentencia 
definitiva desde hace ocho años. Además, como siem- 
pre lo supe, el incidente de clausura solo ha servido 
para demorar todavía más el trámite del juicio, por- 
que desde la fecha del dictamen fiscal -que data de 
noviembre de 2008- hasta el día de hoy, han pasado 
dos años en que el proceso penal ha estado ocupado 
por el incidente de clausura. A ese lapso se adiciona 
el necesario para tramitar el recurso de casación que 
se interpuso ante la Suprema Corte de Justicia, la 
cual -según ha trascendido en la prensa- podrá de- 
morar más de un año en expedirse. Por lo tanto, son 
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al menos tres años que mi defendido ha perdido para 
obtener el dictado de una sentencia sobre el fondo y 
ese tiempo, en alguien que posee ochenta y seis años 
de edad, no es inocuo ni mucho menos irrelevante. 
En definitiva, si algo le causa el incidente de clausura 
al contador Ratti es un perjuicio. Ese perjuicio está 
directamente relacionado con la demora del juicio. 


Por último, vuelvo a enfatizar una vez más -re- 
cogiendo también para ello las expresiones vertidas 
por el señor Senador Moreira en la última Sesión de 
esta Comisión- que mi exclusivo derecho, el exclusivo 
ejercicio de defensa del contador Ratti cumplido des- 
de la asunción de su patrocinio letrado hasta el día de 
hoy, no es un hecho virtual sino que es un hecho con- 
creto, real y, además, muy fácilmente comprobable. 


Antes de finalizar quiero poner el énfasis en una 
cuestión que ha sido soslayada pese a la indudable 
trascendencia que posee. A tales efectos, dentro del 
anexo documental están incorporadas no solo actua- 
ciones judiciales, sino también varias informaciones 
vertidas por los medios de comunicación entre los 
años 2006 y 2007 porque, como recordarán los seño- 
res miembros de esta Comisión, la concreción de mi 
pase en comisión al despacho del señor Representan- 
te Nacional Gustavo Bernini fue un hecho público y 
notorio, ampliamente divulgado por los medios de co- 
municación, al punto tal que una Ley de Presupuesto 
llegó a denominarse la “Ley Salom”. Presumo que los 
señores Senadores tienen esto presente. 


En el contexto de esa campaña basta y amplia de 
difusión pública que se centró en mi persona, tam- 
bién se constituyó un hecho público y notorio para 
toda la ciudadanía, así como para los distintos sec- 
tores políticos del espectro nacional: la asunción del 
patrocinio letrado del contador Ratti por mi parte y 
en forma indistinta por el doctor Gonzalo Fernández, 
en el emblemático proceso penal denominado: “Los 
hermanos Peirano” porque, efectivamente, al menos 
desde el jueves 22 de febrero del año 2007, esa infor- 
mación fue divulgada por los medios de comunica- 
ción. Para corroborar lo que acabo de mencionar he 
traído una copia para cada uno de los miembros de 
dos ejemplares de la prensa escrita y radial -ambos de 
amplia circulación nacional- que están a disposición 
de la Comisión Investigadora. 


Como decía, desde el 22 de febrero de 2007, la 
asunción del patrocinio legal del contador Ratti en 
forma indistinta con el doctor Gonzalo Fernández 
es un hecho bien conocido por toda la ciudadanía. 
El primero de los documentos que se están distribu- 
yendo en este momento corresponde a la edición del 
diario El Observador del jueves 22 de febrero del año 
2007, que titula en la tapa: “Malestar entre Fisca- 
les. Objetan a la esposa del Secretario de la Presi- 
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dencia”. Se agrega -todo es textual- : “Las objeciones 
a la Fiscal Adjunta Cecilia Salom, esposa de Gonzalo 
Fernández, se basan en que ejerce la abogacía en for- 
ma particular”. La noticia de tapa se desarrolla en la 
página 8 de la edición de El Observador, donde luego 
de reiterarse el título, el artículo periodístico comien- 
za señalando: “Desde fines de 2006 los abogados de 
uno de los procesados por la quiebra del Banco de 
Montevideo son el Secretario de la Presidencia Gon- 
zalo Fernández y su pareja, la Fiscal Adjunta, Cecilia 
Salom, que está en pase en comisión con el Diputado 
del Partido Socialista, Gustavo Bernini”. Reitero que 
estas son transcripciones literales e información de 
prensa. Ese artículo agrega a continuación que “El 
Observador tuvo acceso al documento en el que am- 
bos profesionales firmaron como defensores de uno 
de los involucrados en el caso actualmente en pro- 
ceso”. Acabo de leer el documento letra “Q”. Aho- 
ra bien, el documento letra “R” es un ejemplar de la 
transcripción del programa En Perspectiva de la radio 
El Espectador, del 1% de marzo del año 2007, cuan- 
do el periodista Emiliano Cotelo entrevistó al doctor 
Gustavo Zubía, que para ese entonces era Vicepresi- 
dente de la Asociación de Magistrados del Ministe- 
rio Público y Fiscal. En esa oportunidad el periodista 
empezó la entrevista realizando distintas apreciacio- 
nes concernientes al manido tema de los pases en 
comisión de los Fiscales y a continuación reiteró en 
forma textual la noticia antes divulgada por el diario 
El Observador. En efecto, si observan la transcripción 
del programa que les he adjuntado, luego de señalar 
que lo que se censura es que la doctora Salom esté 
cumpliendo tareas en el despacho de un Legislador 
y que al mismo tiempo trabaje en la actividad priva- 
da, en el estudio jurídico de Fernández, se agrega en 
forma literal que puntualmente el diario El Observa- 
dor publicó el jueves un artículo en el que informaba 
que desde fines de 2006, los abogados de uno de los 
procesados por la quiebra del Banco de Montevideo 
son el Secretario de la Presidencia, Gonzalo Fer- 
nández y su pareja, la Fiscal Adjunta Cecilia Salom. 
La nota agregaba que El Observador tuvo acceso al 
documento en el que ambos profesionales firmaron 
como defensores de uno de los involucrados en el 
caso actualmente en proceso. Por lo tanto, no infor- 
mé a ningún Legislador o sector político acerca del 
patrocinio letrado del contador Ratti, porque no solo 
no tenía ninguna obligación de hacerlo sino que ni 
siquiera ello era necesario. Desde principios del año 
2007, esta circunstancia era un hecho conocido por 
la ciudadanía e igualmente disponible para todos los 
integrantes del sistema político con carácter general. 
Por lo tanto, no termino entonces de comprender la 
razón por la cual el Partido Socialista señaló que tal 
extremo no le había sido informado, cuando fue pre- 
cisamente el señor Representante Nacional Gustavo 
Bernini quien, el 4 de marzo, salió en respuesta de 
esa campaña de prensa en un artículo que también 
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agregué y que integra la recopilación de normas que 
fue expedida por la Biblioteca del Palacio Legislativo, 
el 14 de marzo de 2007. Esto está incluido en el Do- 
cumento letra P 


Si antes de mi comparecencia a la Comisión Inves- 
tigadora no mencioné tal extremo en alguna entrevista 
periodística fue sencillamente porque entendí -y en- 
tiendo- que era un hecho bien conocido por su pre- 
via difusión pública. Naturalmente que descarto que 
el olvido involuntario en que pueden haber incurrido 
muchos señores parlamentarios demuestre o permita 
inferir mala fe o mala intención de especie alguna. 


Finalizo esta exposición destacando que no com- 
prendo cómo es posible que la norma que habilitó el 
pase de los fiscales, entre otros funcionarios tan cues- 
tionados, hasta el día de hoy no haya sido derogada y 
mantenga plena vigencia, según surge de la informa- 
ción brindada por el Impo. 


Agradezco el tiempo que me ha brindado esta Co- 
misión Investigadora y quedo a entera disposición de 
sus integrantes para evacuar todas las dudas o pre- 
guntas que puedan tener al respecto. 


SEÑOR AMORÍN.- Antes de comenzar con las 
preguntas quiero dejar una constancia porque la doc- 
tora Salom puso un ejemplo bastante claro de cómo 
a veces en algunos estudios firma más de una perso- 
na que no participa en la acción o en el proceso. En 
particular, puso el ejemplo del estudio que integra- 
ba quien habla. Quiero aclarar que hace más de diez 
años que estoy aquí y en este tiempo debo haber ido 
al estudio en cuatro o cinco ocasiones. También me 
interesa dejar claro que no firmo escritos, no voy a 
juzgados, no voy a audiencias y mi nombre no figura 
en ninguno de los escritos. Sin embargo, me parece 
importante dejar constancia de que con mi hijo, con 
quien afortunadamente vivo en la misma casa, en la 
noche, conversamos sobre los temas de la actividad 
de cada uno y estoy enterado al detalle de casi todos 
los casos que él lleva adelante. Lo hago porque es algo 
que me interesa y porque cuando uno vive en familia 
y tiene la fortuna de compartir bastante tiempo con 
los hijos, habla de estas cosas. Reitero que nunca fir- 
mé nada y que el estudio no funciona de esa forma. 
Me parece que esta aclaración es válida, habida cuen- 
ta de las expresiones de la doctora Salom. 


SEÑOR MOREIRA.- Pensaba decir algo similar a 
lo que ha expresado el señor Senador Amorín, pero 
que en el fondo es diferente. Voy a algunas audien- 
cias, ejerzo la abogacía en algunas oportunidades, me 
consta lo que hago y sé que a veces defiendo intere- 
ses contradictorios o que pueden confluir. En nuestro 
caso, la doctora defiende a un médico que ha sido 
demandado por responsabilidad civil, y quien habla a 
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una mutualista en la que ese médico prestaba funcio- 
nes. Hablamos telefónicamente un día. En eso no veo 
nada muy especial porque los dos éramos plenamente 
conscientes de lo que cada uno defendía. Este caso es 
bastante diferente porque, por cierto, nosotros jamás 
integramos el mismo estudio jurídico ni compartimos 
el mismo domicilio legal. De modo que son situacio- 
nes muy diferentes. 


Respecto al caso que nos ocupa, he tratado de 
seguir la larga exposición que ha hecho la doctora y 
me parece muy bueno que haya traído los documentos 
que reflejan las actuaciones judiciales, porque aquí 
todavía no hemos tenido acceso a ellos. Pensaba 
hacer varias preguntas sobre ese tema, pero han sido 
evacuadas en la exposición que ha realizado la doctora 
Salom. Por lo tanto, ahora haremos el cotejo con los 
documentos que ella misma ha tenido la gentileza de 
traer, a efectos también de fundar su propia posición. 


Todos los señores Senadores que estamos presen- 
tes tuvimos oportunidad de escuchar al doctor Gon- 
zalo Fernández cuando hizo una argumentación jurí- 
dica muy fundada en cuanto a lo que era su posición 
con relación al alcance y a la buena técnica legislativa 
que imponía la derogación del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230, la cual ha sido calificada muy duramente 
por muchos doctrinos, pero no quiero abundar en ese 
tema. En este caso, coincide en que hay dos defen- 
sores, o sea, una codefensa. Incluso, quien habla no 
sabía que el doctor Gonzalo Fernández había firmado 
un escrito -lo dijo la doctora- como abogado repre- 
sentante del señor Ratti, de modo que ha ejercido la 
codefensa efectivamente ante los estrados judiciales. 
Por lo tanto, descarto que tendrá pleno y cabal cono- 
cimiento de todo lo actuado en el expediente; imagi- 
no que es así. 


Pero no dejan de llamarme la atención algunos 
episodios, y por eso quiero hacer algunas preguntas. 
En los semanarios Búsqueda y Brecha -seguramen- 
te ello debe estar en el documento que ha traído la 
doctora- han aparecido reproducciones de los escri- 
tos presentados. Hay un incidente de clausura, una 
vista, y cuando se evacuó la vista, aun fuera de plazo, 
se presenta un escrito en el que se da una funda- 
mentación muy precisa, en la que se sostiene que era 
absolutamente procedente la clausura del expediente 
penal como consecuencia de la aprobación de la ley. 
En ese sentido, hay una enumeración de argumentos 
a favor, entre los cuales el central es el de la retroacti- 
vidad de la ley más benigna, lo que conduciría, inexo- 
rablemente, a la cesación del proceso penal incoado 
contra este señor. La doctora ha dicho acá que esa no 
era la estrategia judicial que estaba desarrollando, no 
obstante, en esta oportunidad procesal se da un poco 
de bruces contra lo que es la estrategia de la absolu- 
ción, salvo que se tenga por buena la interpretación 
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que hizo el doctor Gonzalo Fernández en el sentido 
de que no procede la clausura. A este respecto, él 
nos hizo una larga exposición diciendo que no pro- 
cedía la clausura porque había una acusación por un 
delito más grave, que es el de insolvencia societaria 
fraudulenta y, por lo tanto, entendía que no proce- 
día clausurar el procedimiento. Por eso, incluso, está 
planteado un recurso de casación ante la Suprema 
Corte de Justicia, pero esa no es la línea argumental 
a la que me quiero referir. 


Tengo la reproducción de una publicación del 
semanario Brecha, del 27 de agosto de 2010, de la 
que voy a leer por lo menos algunos fragmentos. Se 
expresa: “El escrito del estudio del doctor Gonzalo 
Fernández, firmado por la doctora Salom, señala que 
en “la mentada derogación” del artículo 76 de la ley 
2.230 “importa, a todas luces, la supresión del delito 
en cualquiera de sus cuatro modalidades típicas al- 
ternativas (fraude, simulación, violación de estatutos 
y violación de una ley de orden público); vale decir la 
eliminación de ese ilícito societario de nuestro orde- 
namiento penal positivo”. 


Apunta entonces que la norma aprobada el 5 de 
noviembre por el Poder Legislativo es “una ley poste- 
rior más benigna que suprime un delito preexisten- 
te”, que “tiene plena eficacia retroactiva y se aplica 
a hechos cometidos con anterioridad a su entrada en 
vigencia”, y que por tanto debe aplicarse “a todos los 
procesos penales pendientes de trámite”, por ejemplo 
al caso Peirano, por el cual su defendido se encontra- 
ba procesado. 


Señala entonces que la interpretación de los artí- 
culos 15 y 7* del Código Penal “es unívoca”, puesto 
que “ambas normas estatuyen como consecuencia de 
la retroactividad” que se verifica la “cesación del pro- 


”» 


ceso . 


Aclaro que son comentarios periodísticos que leo 
para no perder el hilo de lo que aquí estamos anali- 
zando. 


La publicación continúa con lo siguiente: “Pero 
la abogada del estudio de Gonzalo Fernández es más 
enfática aún: “En definitiva, pues, no puede caber 
duda” - y esto, aparentemente, es textual- “que la de- 
rogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230, que fun- 
damentaba la imputación penal del enjuiciado, deter- 
mina ipso jure (es decir, por imperio del Derecho) y 
por razón de retroactividad, la clausura automática 
de este proceso””., 


De manera que hay una línea argumental muy 
consistente dando por buena la posición que determi- 
na que por retroactividad de la ley penal más benigna, 
se clausura el expediente. Es así que no parece claro 
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que aquí la estrategia fuera oponerse a la clausura. 
Está bien; fue presentado fuera de plazo. No se eva- 
cuó la vista en el plazo pero, de cualquier manera, 
el escrito se presentó. Los escritos se presentan con 
algún objetivo, es decir, lograr un resultado. En este 
caso, el resultado buscado fue la clausura de este ex- 
pediente penal, con los efectos que eso causa. 


En el Senado escuchamos una visión diferente a 
esta e, incluso, una explicación muy precisa del doc- 
tor Fernández, en el sentido de que entendía que 
correspondía la clausura. No obstante, actúa como 
codefensor y, además, habiendo firmado un escrito 
-no recuerdo cuál era- en otra etapa procesal y no en 
esta. Por tanto, vemos algunas contradicciones. 


En el diario La República se reproducen algunas 
declaraciones en las que se señala - creo que son de- 
claraciones de la doctora Salom- lo siguiente: “No 
promoví la clausura del expediente, dejé vencer los 
plazos, fui la única que no apelé, y el Tribunal de Ape- 
laciones fue a la única que no notificó. Mi estrategia 
no era la clausura sino el perdón por gracia”. Creo 
que entendí mal, porque me parece que dijo “abso- 
lución” o un pedido para lograr la absolución en el 
expediente penal, y aquí se refiere al perdón por gra- 
cia. Estas son crónicas periodísticas que no sé si son 
textuales, auténticas o no. Como esto está en conoci- 
miento de todos, me gustaría que la doctora nos acla- 
rara estos aspectos, porque aquí, aparentemente, hay 
una posición no coincidente entre los dos defensores. 
El doctor Fernández fue muy enfático en decir que 
entendía que no iba a traer consecuencias jurídicas 
la derogación por entender que como procesalmente 
había una acusación por un delito diferente, en defi- 
nitiva, esto no iba a determinar la clausura. Eso figu- 
ra en la versión taquigráfica de la Sesión del Senado 
cuando se trató la cuestión de fueros. 


En síntesis, me surgen dudas porque aparece 
como contradictorio lo alegado por la defensa, en el 
sentido de que corresponde la clausura por el prin- 
cipio de retroactividad de la ley más benigna, y por 
otras razones que también están consignadas en el 
escrito, además de lo señalado, no por la doctora, sino 
por el doctor Fernández. Ahora la doctora manifestó 
que el camino o la estrategia de la defensa era otro y 
no la clausura, porque no solo no lo favorecía, sino 
que más bien lo perjudicaba. No obstante ello, aquí 
hay una argumentación muy fuerte a favor de la clau- 
sura, por lo que me gustaría escuchar la explicación 
correspondiente. 


SEÑORA SALOM.- Voy a intentar evacuar todas 
las inquietudes que me plantea el señor Senador Mo- 
reira. Obviamente, si omito alguna, le pido que me 
la reitere, porque traté de tomar nota de los puntos 
básicos. 
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En primer término, aclaro que la mención al jui- 
cio en el que nos ha tocado coincidir en materia civil 
responde a que en la última Sesión de esta Comisión 
Investigadora el señor Senador manifestó a sus cole- 
gas que ya no ejercía la abogacía, pero ello no obsta 
a que siga figurando como correpresentante legal en 
ese proceso y que este, a su vez, se encuentre en trá- 
mite y continúe su curso natural. 


En segundo lugar, en lo que respecta a los térmi- 
nos en los que se evacuó la vista conferida del dicta- 
men fiscal, tal vez no haya sido lo suficientemente 
clara, pero puntualizo que en materia del ejercicio 
liberal de la profesión hay algunos pilares básicos, ta- 
les como el natural enfrentamiento judicial que, por 
supuesto, existe entre posturas distintas. En materia 
penal, por un lado está la defensa y, por otro, el Fiscal; 
mientras que en materia civil, por una parte está el 
actor y, por la otra, el demandado. Cuando presenté 
un escrito pretendiendo que no se fuera a trancar el 
expediente, a dilatar su trámite ante la no evacuación 
por mi parte de la vista, como pasa a veces, repito, en 
la sede judicial, argumenté en forma análoga a mis 
colegas, esto es, pidiendo la clausura del expediente. 
No iba a adherir nunca a la postura del Fiscal, porque 
los abogados sabemos que así no ocurre en la práctica 
forense. Me voy a permitir poner un ejemplo lo más 
sencillo posible. Si en un juicio civil se inicia una de- 
manda contra varias personas y una de ellas interpo- 
ne una excepción de prescripción, que significa que 
la demanda no puede prosperar porque ya terminó el 
tiempo para radicarla, y otro de los codemandados no 
comparte el criterio aducido por ese abogado, cuando 
se confiere vista lo natural es que diga que su colega 
tiene razón, que opera la prescripción y no que se- 
ñale que el proceso debe continuar sumándose a la 
postura de la parte actora, porque eso no es lógico en 
materia jurídica o profesional. Reitero que trato de 
manejar un ejemplo lo más sencillo posible. 


Por otra parte, mi estrategia a lo largo de todo el 
proceso consistió en obtener una sentencia definitiva 
que, reitero, se expidiera sobre el fondo de la cues- 
tión, esto es, que determinara si cabía o no algún tipo 
de reproche penal al contador Juan Domingo Ratti, 
o sea, si este había o no cometido algún delito. Pero 
esa estrategia de defensa presentaba ciertas dificul- 
tades para su desarrollo. Me cuesta denominarlas así 
porque forman parte del derecho de defensa de todo 
encausado en un proceso penal, pero lo cierto es que 
esas dificultades estaban presentes porque muchos 
colegas habían pedido prueba del extranjero y la pro- 
pia sede no sabía cómo diligenciar la prueba que se 
había pedido. Luego se inició el incidente de clau- 
sura y otra vez se dilataba más el trámite del juicio. 
Mi estrategia fue abogar siempre por la absolución 
mediante una sentencia definitiva. Pero, enfrentada 
al traslado a quienes apelaron oportunamente la sen- 
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tencia de primera instancia, al recurso de casación, 
a la evacuación de todos esos traslados y al pronun- 
ciamiento de la Suprema Corte de Justicia, me en- 
cuentro con que va a mediar todavía más tiempo, es 
decir, más de dos años. Por eso, cuando se impugnó 
la decisión de primera instancia que desestimaba la 
clausura, procedí a ejercer un derecho extremo, que 
era pedir la solicitud por gracia de mi patrocinado. No 
existe -o yo no advierto- ninguna incongruencia entre 
abogar por la absolución, y dado el giro que toma el 
expediente y la imposibilidad de imprimirse una ma- 
yor celeridad, solicitar el sobreseimiento gracioso de 
la Corporación. A mi juicio no existe ningún tipo de 
incongruencia. 


En última instancia, y en lo que refiere al inciden- 
te de clausura, me voy a permitir hacer un agregado: 
evacuara el escrito de vista o no lo evacuara, la situa- 
ción era idéntica, porque el incidente de clausura ya 
estaba trabado -de oficio por el Juez- entre la Fiscalía 
y todos los demás coencausados. De modo que mi es- 
crito que, además, fue presentado fuera de término 
-y así se lo decretó judicialmente- era inocuo para el 
proceso penal de mención; absolutamente inocuo. El 
trámite del incidente igual iba a ocurrir. 


En último término quisiera hacer una mención 
que considero tiene relevancia y es que los denomi- 
nados “hermanos Peirano” fueron excarcelados el 29 
de mayo de 2007 por disposición del Juzgado Penal 
de 7” Turno y no a instancia de la Corte Interame- 
ricana de Derechos Humanos, como también se ha 
dicho erróneamente. Fue una decisión judicial na- 
cional la que dispuso la libertad de Dante, Jorge y 
José Peirano. Y cuando se dispuso la libertad de esos 
encausados, la Juez lo hizo porque faltaban escasos 
días para que se cumpliera el máximo de la pena le- 
gal que estaba establecida en el artículo 76 de la Ley 
N* 2.230, hoy derogado. Es más, en esta sentencia de 
excarcelación la doctora Gatti -quien todavía era titu- 
lar- expresa que el proceso iniciado en los autos ficha 
N* 91- 163- 2002, lleva a la fecha casi cinco años 
de duración y, por lo tanto, la extensión del mismo 
resulta casi igual a la pena máxima exigible para los 
prevenidos, señores Peirano Basso, en caso de que al 
momento de dictarse sentencia definitiva fueran con- 
denados por el delito por el cual fueron procesados”. 
Si no me equivoco, eran alrededor de sesenta días 
los que faltaban para que se terminara de cumplir la 
pena máxima que está habilitada por la ley y que, en 
este caso, no podía sobrepujar los cinco años. 


Espero haber respondido a todas las inquietudes 
que el señor integrante de la Comisión Investigadora 
planteara, pero de no ser así le pido por favor que me 
lo diga. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera solicitar una aclara- 
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ción. Por lo que la doctora señalaba, ¿la presentación 
del escrito fuera de término fue deliberada o simple- 
mente ocurrió por la inadvertencia del vencimiento 
de algún plazo procesal? Porque en esa estrategia de 
buscar la absolución, la clausura no conducía a esta; 
eso era imposible. 


SEÑORA SALOM.- Si los señores Senadores me 
permiten, me gustaría ir por partes, porque de esa 
manera no se me va a escapar nada. 


La presentación del escrito fuera de plazo obede- 
ció a que inicialmente yo no pensaba evacuar la vista 
que se me había conferido porque, reitero, estaba en 
franca colisión con mi estrategia de defensa. Cuan- 
do un abogado se enfrenta a un encausado que tiene 
más de ochenta y seis años, sin duda que el tiempo 
es un factor muy relevante, y por ello inicialmente 
pensé en ni siquiera evacuar la vista. ¿Cuál fue el 
temor que me determinó a presentar el escrito? Que 
el Juzgado Penal interrumpiera el trámite del juicio 
a la espera de mi presentación, como suele ocurrir 
muchas veces en los Juzgados Penales. Entonces, 
para evitar que el trámite quedara paralizado y que 
el expediente pasara a lo que se denomina en la jerga 
forense “casillero” -que es un cuadradito donde se 
ponen los expedientes a la espera de que los aboga- 
dos presenten los escritos- me presenté aun en forma 
extemporánea; esta fue la razón. No sé si evacuo así 
la inquietud planteada por el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Este es un plazo de tres 
días perentorio? 


SEÑORA SALOM.- Exactamente, se trata de un 
plazo de tres días de carácter perentorio. Pero, ¿qué 
ocurre? No sé si les bastará con el anexo documental 
que he aportado, pero si tienen oportunidad de ver 
el expediente penal, creo que allí van a adquirir una 
real idea y dimensión de lo que estamos hablando. Es 
muy probable que en un expediente que tiene varios 
miles de fojas haya una notificación que se traspapele 
y no se sepa la fecha. Me gustaría que pasaran por el 
Juzgado Penal y, aunque más no fuera por curiosidad, 
pidieran que se lo exhibieran, porque prácticamente 
ocupa todo un armario. 


SEÑOR MOREIRA.- Esta estrategia, ¿le fue infor- 
mada al doctor Gonzalo Fernández? 


SEÑORA SALOM.- No, señor Senador. Luego de 
la asunción del patrocinio letrado del doctor Gonza- 
lo Fernández, él estuvo ocupado por otros temas que 
absorbieron todo su interés. Primero fue la Secretaría 
de la Presidencia, y luego el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, que era una materia que hasta entonces 
le había sido ajena ya que, como saben los señores 
Legisladores integrantes de esta Comisión, el doctor 
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es especialista en otra área del Derecho. Por motivos 
funcionales viajaba con mucha frecuencia y, en con- 
secuencia - y voy a brindar un dato hogareño- lo veía 
muy poco en casa y, cuando lo hacía, francamente 
tenía otros temas prioritarios que hablar con él que 
la defensa del contador Ratti la que, por otra parte, 
jamás motivó en la opinión pública ningún tipo de 
interés. 


SEÑOR AMORÍN.- Aclaro que del otro Derecho 
estoy olvidado y de Derecho Penal nunca supe nada, 
pero alguna cosa quiero aprender. 


El delito de insolvencia societaria fraudulenta es 
el de la acusación fiscal ¿no es cierto? ¿Cuál es el 
máximo de la pena? 


SEÑORA SALOM.- Seis años, señor Senador. 


Con respecto a ese punto, la sentencia de Penal 7" 
que le da la excarcelación a los coencausados Peirano se 
refiere, como ya dije, a que estaban a punto de cumplir 
la pena máxima del delito prevista en el artículo 76. 
Además agrega que, aun considerando el delito y la 
pena reclamada por el señor Fiscal en su acusación 
-el delito de insolvencia societaria fraudulenta al que 
alude el señor Senador- la prisión preventiva cumplida 
supera los dos tercios de la pena reclamada en el 
caso de Jorge Peirano Basso, y la mitad en el caso de 
los dos restantes prevenidos, lo que les habilitaría a 
todos ellos a solicitar, de estar condenados, la libertad 
anticipada. O sea que cuando la Jueza otorgó la libertad 
provisional de los coencausados Peirano -el contador 
Ratti estaba libre desde el 15 de mayo de 2003- no solo 
consideró la pena establecida en el artículo 76 de la 
ley de sociedades anónimas -cinco años de máxima- 
sino también la pena máxima prevista para el delito de 
insolvencia societaria fraudulenta, que es de seis años 
de penitenciaría. 


SEÑOR AMORÍN.- Quisiera redondear el razona- 
miento. Reitero que en lo personal no conozco sobre 
Derecho Penal. Cuando el doctor Gonzalo Fernández 
explicó en el Senado este tema, dijo -o, al menos, a 
mí me pareció entender eso- que como el procesa- 
miento de las personas había sido, en este caso, por 
el artículo 76 de la Ley N* 2.230 y posteriormente 
había una acusación fiscal, era eso lo que se toma- 
ba en cuenta. Entonces, él entendió que aunque se 
agregara la otra, al estar la acusación fiscal, lo que 
los Jueces iban a tomar en cuenta era, precisamente, 
la acusación fiscal. Justamente a eso me iba a refe- 
rir ahora -y se adelantó con inteligencia la doctora 
Salom- es decir, a que en realidad la Jueza no solo 
había tomado en cuenta el delito por el que fueron 
procesados, sino que además tuvo en consideración 
la acusación fiscal. Aparentemente, en esa instancia 
no se inclinó por una ni por la otra. 
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SEÑOR GALLINAL.- Quisiera preguntar a la doc- 
tora Salom por qué, de alguna manera, intentó de- 
mostrarnos que hay una similitud de efectos jurídicos 
entre la codefensoría en materia penal y la disposición 
del artículo 44 del Código General del Proceso. Qui- 
siera saber, entonces, cuál es el propósito que inspira 
a la doctora a buscar esa similitud. Digo esto porque, 
según tengo entendido, para ejercer la codefensoría 
penal se necesita el título de abogado. Creo que por el 
artículo 44 se puede autorizar, incluso, a una persona 
que no sea profesional en Derecho. Formulo estas in- 
quietudes ya que luego se podrían plantear otras que 
nos podrían llevar al fondo del asunto. 


SEÑORA SALOM.- En primer lugar, debo decir 
que la autorización del artículo 44 del Código Gene- 
ral del Proceso únicamente se puede conferir a quien 
tiene el título de Abogado. Lo mismo sucede en lo que 
tiene que ver con la norma respectiva del Código del 
Proceso Penal. 


En segundo término, ingresé a ese tema porque es 
el tópico que ha estado en la opinión pública, difun- 
dido, divulgado y cuestionado desde antes de la cons- 
titución de la Comisión Preinvestigadora. Entonces, 
yo presumo que se trata de un aspecto que no puede 
pasar inadvertido a los Senadores, con carácter gene- 
ral. Aquí lo que se ha cuestionado públicamente es 
un supuesto ocultamiento, y en forma indistinta, de 
la asunción de un patrocinio letrado que, como acaba 
de advertirse, fue difundido públicamente, por lo que 
era bien conocido por toda la ciudadanía. Por tanto, 
me referí a ese tópico precisamente por la relevancia 
que tiene respecto de los hechos que esta Comisión 
debe investigar. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, ¿el doctor Gonza- 
lo Fernández no fue abogado defensor? 


SEÑORA SALOM.- Reitero una vez más que la 
designación del doctor Gonzalo Fernández, en forma 
análoga a lo que ocurre muchas veces en otras áreas 
de Derecho, tuvo un carácter meramente nominal. 
Quien ejerció todos los actos de defensa del proce- 
sado fue quien habla a título personal, aun cuando 
el doctor Gonzalo Fernández pueda figurar firmando 
algún escrito. Para ello basta concurrir a la sede pe- 
nal, preguntar quién es el Letrado patrocinante del 
contador Ratti, hablar con la Jueza o con el Actuario 
o dirigirse a los demás colegas que defienden a otros 
procesados en esa causa. 


SEÑOR GALLINAL.- En definitiva, nosotros de- 
bemos hacer fe en sus palabras porque, en los he- 
chos, hay un escrito en el que el doctor Fernández 
figura como abogado defensor y otro en el que firma 
como tal. Es por esa razón que referí a la diferencia 
con el artículo 44, por medio del cual, si no me equi- 
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voco, se puede autorizar a un procurador. 


Creo que la exposición de la doctora Salom fue 
muy buena, pero no estuvo referida al fondo de los 
hechos. No hemos creado una Comisión Investigado- 
ra para saber cuál fue su actuación en el caso concre- 
to, ni tenemos intención de señalarla absolutamente 
por nada, más allá de que a la luz de la exposición 
pude advertir que realizó una excelente defensa de 
su cliente. 


Lo que realmente nos importa conocer es, en pri- 
mer lugar, si el doctor Gonzalo Fernández fue aboga- 
do defensor de su cliente; a ello, la doctora contestó 
que no lo fue, salvo desde el punto de vista formal. 
Ahora bien, hay que restarle trascendencia al hecho 
de que estaba expresamente autorizado como code- 
fensor penal y que, además, firmó un escrito. 


El segundo punto sobre el que queremos consul- 
tar tiene que ver con su relación con el doctor Gonza- 
lo Fernández, en tanto integraban el mismo estudio. 


Y el tercer aspecto refiere a que el doctor Fernán- 
dez, durante esos cinco años, se desempeñó como 
Secretario de la Presidencia, Ministro de Relaciones 
Exteriores y Ministro de Defensa Nacional. 


Es en función de todos estos elementos que adhe- 
rimos -porque aclaro que no fui yo quien solicitó su 
comparecencia; simplemente adherí- a su convocato- 
ria en este ámbito. 


La primera pregunta ya fue contestada porque la 
doctora Salom manifestó que el doctor Gonzalo Fer- 
nández no era abogado defensor del contador Ratti; 
creo que todos los elementos indican absolutamen- 
te lo contrario, porque firma, en un escrito aparece 
como codefensor e integra el mismo estudio jurídico. 


Ahora bien, lo que realmente queremos averiguar 
-y le preguntaremos también al doctor Gonzalo Fer- 
nández- es si él tuvo alguna razón de vinculación con 
la ley en función de la cual se derogó el artículo 76 
que, en definitiva, terminó beneficiando a su cliente 
y a otros, más allá de que ese no era el propósito. Esta 
es la última pregunta que me queda por formular, la 
más importante y la que no se hizo. 


SEÑORA SALOM.- Ya la contesté. 


SEÑOR GALLINAL.- No se contestó, porque na- 
die habló de ese tema. 


SEÑORA XAVIER.- Lo dijo en su exposición. 


SEÑOR GALLINAL.- No, si la doctora dijo que ni 
siquiera fue abogado defensor. 
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Independientemente de esto, creo que la exposi- 
ción realizada fue muy ilustrativa de toda su actua- 
ción profesional que, seguramente, fue muy buena. 
De todas maneras, si bien ella no está en tela de jui- 
cio, en lo personal no me sentiría con autoridad como 
para hacer algún tipo de señalamiento sobre si estuvo 
bien o no; creo que ejerció la acción profesional como 
corresponde. 


SEÑORA SALOM.- A los efectos de evacuar las 
inquietudes que tiene el señor integrante de la Comi- 
sión Investigadora, creo que hay preguntas que deben 
ser dirigidas al doctor Gonzalo Fernández, ya que a 
mí no me incumbe contestarlas. 


(Intervención del señor Senador Gallinal que no 
se oye.) 


-En primer lugar, voy a evacuar las inquietudes 
que plantea el señor integrante de la Comisión Inves- 
tigadora con respecto a la última duda que manifestó, 
y estimo que el señor Senador debe formular el res- 
to de esas preguntas directamente al doctor Gonzalo 
Fernández. 


En segundo término, efectivamente, como es de 
conocimiento de todos, trabajo en el estudio jurídico 
del doctor Gonzalo Fernández junto con otro colega. 
Precisamente, en el tiempo en que el doctor Gonza- 
lo Fernández debió asumir funciones de Gobierno en 
distintos cargos, el estudio quedó bajo mi directa res- 
ponsabilidad y del otro colega que colabora con no- 
sotros, por la sencilla razón de que el doctor Gonzalo 
Fernández ni siquiera disponía de tiempo para hacer- 
se presente. 


En tercera instancia -como ya dije- sí integro el 
estudio jurídico: somos tres abogados los que trabaja- 
mos allí, pero uno de ellos no estuvo durante prácti- 
camente cinco años por razones laborales. 


En último lugar, según tengo entendido, esta Co- 
misión Investigadora se ha constituido a efectos de 
investigar la actuación del Cuerpo, y así ha trascendi- 
do públicamente. Sin embargo, en idénticos términos 
ha trascendido públicamente que mi comparecencia 
en el día de hoy ante esta Comisión estaba destinada 
a que efectuara mis descargos acerca de mi labor de 
asesoramiento legislativo y de mi defensa penal en el 
proceso cuestionado. Entonces, y en consecuencia, 
para ilustrar cabalmente a esta Comisión Investiga- 
dora, me ha parecido útil realizar todas las precisio- 
nes que he hecho. 


SEÑOR PASQUET.- Solamente quisiera corrobo- 
rar un apunte que tomé mientras la doctora Salom 
hacía su exposición, en virtud de que el diálogo que 
surgió en estos últimos minutos me hizo dudar de 
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ello. Según lo que anoté, la doctora Salom nos dijo 
que el escrito de contestación de la acusación fiscal 
había sido redactado por ella y firmado por ella y por 
el doctor Gonzalo Fernández en forma conjunta. ¿Es 
así o me equivoco? 


SEÑORA SALOM.- Aquí tiene a su disposición el 
escrito para mirarlo cuando lo estime pertinente. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Recuerda la doctora el lugar 
físico donde el doctor Gonzalo Fernández firmó este 
escrito? 


SEÑORA SALOM.- ¿El señor Senador se refiere 
al escrito de evacuación de traslado? Esto sucedió 
hace mucho tiempo y, francamente, no tengo la más 
mínima idea. Seguramente, debe haber sido en el es- 
tudio, en algún momento que pasó por allí; no fue en 
casa. Estamos hablando del año 2007, previo a que 
él asumiera la Cancillería, así que presumo que debe 
haber sido en el estudio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la docto- 
ra Salom por su comparecencia. 


(Se retira de Sala la doctora Salom.) 


- Antes de hacer pasar al doctor Gonzalo Fernán- 
dez, vamos a analizar un aspecto relativo a los su- 
plentes. 


El artículo 120 de la Constitución de la República, 
que rige el funcionamiento de las Comisiones Par- 
lamentarias de investigación, no establece nada res- 
pecto a si los integrantes de dichas comisiones tienen 
suplentes o no. A su vez, la Ley de Comisiones Parla- 
mentarias establece que las Comisiones Permanentes 
y las Comisiones Especiales se rigen por el Reglamen- 
to del Senado, pero no dice nada acerca de cómo se 
rigen las Comisiones Investigadoras. 


Por su parte, el doctor Korzeniak, en un análisis 
que hace sobre el tema, sostiene que a su juicio los 
reglamentos parlamentarios pueden constituir fuente 
formal de algunos poderes de las Comisiones Inves- 
tigadoras, pero de acuerdo con las siguientes preci- 
siones. Por supuesto que no podrán establecerse por 
esta vía facultades que no se encuentren previstas o 
autorizadas expresa y explícitamente por la Consti- 
tución. Los poderes reguladores, por los reglamentos 
parlamentarios, solo pueden referirse a la organiza- 
ción y funcionamiento interno de las Comisiones In- 
vestigadoras. 


SEÑOR PASQUET.- No entiendo cómo es que se 
plantea este problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El asunto tiene que ver 
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con una eventual suplencia, es decir, si los miembros 
de la Comisión Investigadora tienen suplente o no, 
porque ni la ley ni el reglamento lo establecen. 


Como los miembros de la Comisión Administrati- 
va del Poder Legislativo no tienen suplente, surgió la 
discusión acerca de si la Comisión Investigadora fun- 
ciona de la misma manera. Había surgido esa duda a 
raíz de que algún señor Senador planteara que en la 
Comisión Administrativa del Poder Legislativo no co- 
rresponde tener suplente; sin embargo, nosotros sos- 
teníamos que sí correspondería en este caso tenerlos. 
Es por esa razón que recurrimos al doctor Korzeniak, 
quien es muy claro en sus manifestaciones y sostiene 
que, a su juicio, las Comisiones Investigadoras, en su 
funcionamiento interno, se tienen que regular por el 
Reglamento del Senado. A pesar de que ellas no tie- 
nen potestades externas, para su funcionamiento in- 
terno se regulan por dicho reglamento. Más adelante 
aclara que a pesar de no aparecer específicamente 
incluidas en el artículo 120 de la Constitución, se ri- 
gen por el Reglamento Senado. 


La Presidencia quería dejar esta constancia por- 
que el doctor Korzeniak es muy claro en el libro Las 
Comisiones Parlamentarias de Investigación. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero dejar constancia de 
que comparto la interpretación manifestada por el se- 
ñor Presidente, pero me parece que las cosas deben 
verse desde el punto de vista de lo que sería el estatu- 
to del suplente, que dispone que producida la vacante 
temporal o definitiva, el suplente pasa a desempeñar 
las funciones del titular. No conozco ninguna restric- 
ción a las funciones que pueda cumplir el suplente 
y lo es a todos los efectos, es decir que sustituye al 
titular a todos los efectos. A mi juicio, una Comisión 
parlamentaria no podría, mañana, disponer por regla- 
mento que los suplentes no pueden hacer tal o cual 
cosa, porque los sistemas de suplentes están estable- 
cidos en la ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, hay dis- 
posiciones que establecen que el suplente no podrá 
ejercer ni la Presidencia ni la Vicepresidencia de las 
Comisiones. El suplente puede entrar y actuar, pero 
en el caso de que sea suplente del Presidente, cuando 
este estuviera ausente ese lugar lo tiene que ocupar 
el Vicepresidente titular y no el suplente del titular de 
la Presidencia. Ese es uno de los impedimentos que 
tiene el suplente y por eso surgieron estas dudas que 
estamos allanando. 


SEÑOR PASQUET.- Sé que eso es tradicional en 
otros Cuerpos, como en los partidarios, donde no hay 
ninguna norma que lo establezca, pero se entiende 
que el suplente no puede ocupar, por ejemplo, la 
Presidencia de turno. Sin embargo, se trata de cos- 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


tumbres o tradiciones. No conozco -de pronto ellas 
existen; confieso que no lo sé- normas legales en ese 
sentido, y me parece que no se debería determinar de 
acuerdo a la resolución de una Comisión cualquiera, 
que un suplente convocado a ejercer las funciones 
del titular por ausencia de este, no puede cumplir 
tal o cual acto. Creo que un suplente normalmente 
proclamado y convocado sustituye al titular a todos 
los efectos, sin perjuicio de esas costumbres parla- 
mentarias, o incluso partidarias, que lo restringen de 
manera secundaria. Esa es mi opinión. 


SEÑORA XAVIER.- En cuanto a la tarea a realizar 
de ahora en más, considero que a partir del próximo 
martes en adelante debería comparecer el conjunto 
de los integrantes del Cuerpo, titulares y suplentes, de 
la Legislatura pasada. Creo que es la única forma de 
completar fielmente la decisión que adoptó el Senado, 
en cuanto a definir el curso de acción de la derogación 
del artículo 76 de la Ley N* 2.230, en sus diferentes 
momentos legislativos. Por tanto, me parece que eso 
solo concluye si por este recinto pasamos titulares y 
suplentes de esa Legislatura. Creo que las preguntas 
que podemos hacer son bastante simples, pero quizás 
podamos acordarlas como Comisión o cada uno indi- 
vidualmente formular las que le parezcan más conve- 
nientes. Me parece que el tema no queda reducido a 
quienes han comparecido hasta ahora y, en este senti- 
do, vuelvo a insistir en algo que ya he manifestado en 
anteriores instancias de esta Comisión. 


SEÑOR MOREIRA.- La verdad que no veo qué 
puede arrojar de bueno convocar a todos los Sena- 
dores porque, entre los que estamos aquí presentes 
y quienes ya vinieron, somos alrededor de diez per- 
sonas. No creo que tenga ningún sentido tratándo- 
se, además, de una Sesión que duró horas pero que 
consideró otros temas y en la cual la mención a ese 
asunto no ocupa ni media página. Lo único que hay 
sobre esto es una declaración para tratarlo en forma 
urgente y luego un informe de Margarita Percovich 
de media página. Ya hemos tenido la oportunidad de 
escuchar a la ex Senadora Percovich, al señor Sena- 
dor Abreu, a quienes suscribieron el proyecto, a quie- 
nes lo mandaron y a quien lo informó. Está claro que 
no hubo discusión alguna y tampoco esto pasó por 
Comisión, por lo que no sé cuál es el sentido de con- 
vocar a todas estas personas, salvo pretender analizar 
algún tipo de responsabilidad de todos los integrantes 
del Cuerpo. En la tarde de hoy recibimos al Vicepre- 
sidente de la República porque en aquel momento 
era Ministro de Economía y Finanzas y porque ade- 
más fue mencionado por el doctor Gonzalo Fernán- 
dez. Reitero que no veo qué utilidad puede tener lo 
propuesto. Me parece que quizás podemos analizar 
cuál es el objeto de la Comisión Investigadora, porque 
no entiendo qué podremos esclarecer con la concu- 
rrencia de todos los integrantes del Cuerpo de la Le- 
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gislatura pasada, sobre todo teniendo en cuenta que 
algunos de ellos ya no están aquí. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que está claro que las 
normas se convierten en tales cuando por lo menos 
la mayoría del Cuerpo expresa su voto conforme. La 
derogación de esa ley fue votada por quienes integrá- 
bamos el Cuerpo en esa oportunidad. Si bien no es- 
tuve presente en el momento de la votación -porque 
es claro que tenía una relación de dependencia con 
el CASMU y, por tanto, no podía estar en esa instan- 
cia, ya que no estaba dispuesta a que el Cuerpo me 
autorizara a estar presente- me parece que aquí hubo 
una acusación muy fuerte al Cuerpo por negligencia 
en el trámite de estos procesos legislativos. Por tanto, 
creo que los integrantes del Cuerpo debemos compa- 
recer para decir en qué situación nos encontrábamos 
cuando votamos estas leyes y si efectivamente fuimos 
parte de todo eso que determinó tanta exposición pú- 
blica, de un complot o de una situación en la que no 
teníamos idea de lo que hacíamos. Me parece que 
es necesario que cada uno de nosotros explique cuál 
era la circunstancia en la que nos encontrábamos en 
ese momento. Por estas razones, continúo haciendo 
moción para que comparezcan titulares y suplentes 
de la Legislatura pasada. 


SEÑOR GALLINAL.- Quizás lo más conveniente 
sea que hagamos un cuarto intermedio para conver- 
sar. Creo que si aplicamos ese criterio tendríamos 
que convocar a todos los que ocuparon el cargo de 
Ministro en el momento en que se promulgó la ley, 
para hacerles la misma pregunta que vamos a hacer 
a Gonzalo Fernández que es por qué no la vetaron. 
Si seguimos el criterio de la señora Senadora Xavier, 
tendríamos que invitar también al señor Mujica a la 
Comisión. 


SEÑORA XAVIER.- Podemos hacerlo. 


SEÑOR GALLINAL.- Pienso que si hacemos eso 
vamos a caer en un desprestigio mayor porque esto 
termina convirtiéndose en una comparsa. No creo 
que sea lo más atinado. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Propongo que ahora reci- 
bamos al doctor Gonzalo Fernández y que sobre este 
punto hagamos una especie de cuarto intermedio 
para resolverlo, en todo caso, el martes próximo, en- 
tre nosotros y ya analizando la situación con un poco 
más de tranquilidad y sin apresuramiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas formas, más allá 
de si decidimos convocar o no a todos los integrantes 
del Senado, tenemos que resolver lo que vamos a ha- 
cer la semana que viene porque algo debemos agendar. 
El señor Senador Pasquet nos alcanzó algunas pregun- 
tas - tanto esta semana como en la anterior- que se 
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iban a enviar al Presidente de la República, así como 
otras interrogantes dirigidas a especialistas legales, 
que tienen que ser consideradas por la Bancada para 
dar una respuesta. Por otro lado, estamos esperando 
la respuesta del ex Presidente Tabaré Vázquez, sobre 
lo que también se va a informar a la Comisión, y por 
último, está el tema de los expedientes. De cualquier 
manera, tendríamos que fijar alguna convocatoria para 
la semana que viene. Soy de la idea de que, por lo 
menos, definamos hoy la convocatoria de algunos in- 
tegrantes que estuvieron en el proceso de la ley. En lo 
que me es personal, tenía interés en convocar al ex 
Senador, doctor Opertti, quien participó en el proceso 
de elaboración de la ley de concursos -no en la dero- 
gación- y fue mencionado en la Comisión por algún 
Legislador, para que dé su opinión sobre este tema y, 
eventualmente, hacerle algunas preguntas. También 
estuvo presente en el proceso de la ley de concursos 
el ex Senador Sanguinetti, pero quien participó de la 
discusión concreta fue el ex Senador Opertti. Quizás 
podríamos hacer alguna otra citación de forma que la 
Comisión pueda trabajar la semana que viene. 


En definitiva, si no resolvemos ahora el planteo 
de la señora Senadora Xavier y aceptamos la propues- 
ta del señor Senador Nin Novoa, en el sentido de que 
pasemos a cuarto intermedio para solucionar este 
tema en otro momento, tendríamos que fijar alguna 
citación para la semana que viene. En principio, rei- 
tero, me gustaría que se pudiera convocar al ex Se- 
nador Opertti y, de pronto, a alguna otra persona que 
tenga que ver con este tema. 


SEÑOR AMORÍN.- Francamente, en principio 
creo que no es necesario que vengan más señores 
Senadores, aunque de la declaración de la doctora 
Salom surgió algo interesante. En primer lugar, ella 
sugirió que el Uruguay entero sabía que ella y Gonza- 
lo Fernández defendían a una persona involucrada en 
el caso Peirano. Eso fue, no digo que una acusación, 
pero sí un comentario en términos generales, y des- 
pués hizo un comentario en términos particulares, 
refiriéndose a sus compañeros del Partido Socialis- 
ta, en el sentido de que ellos sí conocían que ella y 
Gonzalo Fernández habían participado en la defensa 
y surgía de los medios de prensa. Hizo una acusación 
bien concreta. En todo caso, el sentido de que vengan 
sería para ver si realmente sabían y si conocían ese 
tema cuando se trató en Sala. Francamente, creo que 
ello no va a agregar nada. 


SEÑORA XAVIER.- En el caso de que se resuelva 
que debemos comparecer, en lo personal puedo eva- 
cuar esa duda como otras que el señor Senador u otro 
integrante de la Comisión deseen plantear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora corresponde reci- 
bir al doctor Gonzalo Fernández.” 
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MATERIAL APORTADO POR LA 
DOCTORA CECILIA SALOM 


Sesión de la Comisión del día 
21 de setiembre de 2010 


DOCUMENTO LETRA A 


ESCRITO JUDICIAL DE ASUNCION DE PATROCINIO 
LEGAL DEL. CR. JUAN DOMINGO RATTI 
DE 5 DE DICIEMBRE DE 2006 
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Señor Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 7 Turna. 

JUAN DOMINGO RATTL compareciondo en el sumario 
tramitado anto c60 Sedo bajo Ficha LU.EAU-163 foot, al señor Juez 
digo" 

Qué vengo a designar nuévos defensores pará que té patrociósa 00 
esta causa en la porsona de los Dres. Gonzalo D. Fernándes vo Cocilia 
Salom, indistintamente, acubos con domicilio «a Currito 420 Es 607. 
agradocióndo los servición del 34liónte. 

Por lo expuesto y al amparo de lo previsto en el art. 76 C.P.F., 

AL SEÑOR JUEZ PIDO: 

1: Se me tengan por designados nuevos defensores en la persona de 
los lntrados propuestos, 

1: So loa tonga por aceptado el cargo mediunte la firma dol prosorto 
escrito, que suscriban de conformidad. 

Sirvaso el señor Juez scceder a lo solicitado. 
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DECLARACION JUDICIAL DEL CR. RATTI 
DE 7 DE AGOSTO DE 2002 
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En la ciudad de Montevideo, a los siete días del mes de Agosto de 
des mil dos, estando en nudiencia el suscrito Juez Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal de Segundo Tumo, asistido del 
suscrito autorizante, compárecé Juan Domingo RATTL, cuyos 
datos filiatorios obran en autos, asistido del Dr. José Antonio 
PETTTO. En este estado se cede la palabra a Defensa. Preguntado 
por la Defensa: Diga sí Ud. tenda un Despacho en el Banco para 
atender gente. Cont. No, no tenía Despacho. Pret con qué 
asiduidad concurría al Banco, Cont. Lo fijo eran las reuniones 
mensuales de Directorio, y quincenalmente aproximadamente 
concurría al Despacho del Cr. San Cristóbal para cambiar alguna 
idea sobre la marcha del Easmco, más que para eso, para 
informarme sobre las novedades. Preg. Ud. puede especificar en 
qué consista ser Director común y Director ejecutivo?. Comt Yo 
era disector común, porque no tenía ninguna función ejecutiva en 
el Banco, concurría a las reuniones donde se nos informaba en 
de los ingresos. Y, posteriormente, se fijaben en la misma reunión 
las lineas de crédito a clientes, las lineas de crédito superiores 4 Un 
eilón de dólares para clientes. La información la hacía 
generalmente el Gerente de Créditos del Banco, en el último 
período em el Sr. Bagot Se nos comemicaba también las 
novedades que podían haber en las disposiciones del Banoo 
Central. Los Directores ejecutivos concurrían al Banco 
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diariamente, tomaban disposiciones, asistian a las reuniones de 
créditos, y eventualmente firraban los ertditos concedidos, las 
transferencias y demás, cosas para los cuales yo no tenía firma Yao 
no tenáa Érma en el Banco para nada, salvo en caso de ausencia 
del presidente y en concurrencia con otra abtoridad, y en una sola 
ocasión representi al Banco en esa condición, y due en la última 
asamblea de Caja Obrera, en la cual el Banco Montevideo ya era 
accionista. Lo representé porque el Cr, San Cristóbal no podia 
asistir. Preg. Puede explicitar en qué consistía el acto que Ud. 
contribuyó a dictar. Cont, En ese momento consistia en aprobar la 
fusión con Caja Obrera, el compromiso que quedaba supeditado a 
la aprobación del Central. Eso fue en Abril o Mayo de este año. 
Preg. Ud. puede informar si la fusión se completó?, Cont No, no 
documento muy complejo donde intervenda también COFAC que 
quedaba con 8 de las socursales de Caja Obrera en el interior, Pue 
la única circunstancia en que representé al Banco, pero fue 
conjuntamente con el Cr. Dante Peirano, y habia sido autorizado 
especialmente para eso. En ningura otra ocasión representó al 
Banco. Preg, En su declaración indagatoria Ud. hace referencia a 


algunos sucesos en que llegaba al directorio la comunicación de 


operaciones ya ejecutadas, que venían a ese órgano una Vez 
consumadas, Cont Un ejemplo flagrante fue la compra del 
paquete accionario del Caja Obrera que fue negociada por el Dr. 
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Juan Peirano directamente con el Banco Central y cuando llegó al 
Directodio ya estaba todo convenido y se aprobó, Preg, Cuando 
Ud intervino como Director, la transferencia de dinero ya se 
había realizado? Cont, No recuerdo si ya se habían entregado los 
cinco millones. Seponia un aporte de 5 millones, pero no recuerdo 
sl ya se había realizado o no. Creo que el aporte había llegado al 
Banco de Montevideo. Preg. O sea que el dinero ya había salido? 
Cont. Habia ingresado al Banco de Montevidoo, no recuerdo si 
había sido ya pegado o no. Preg. Entonces fue un aporte de capital 
al Banco de Montevideo, Cont. SL Otro ejemplo fue el préstamo 
que se hizo al Dr. Juan Peirano en el mes de Diciembre, por 6 
millones de dólares, del cual nos enteramos posteriormente, 
estaba ya concretado, y se incorporó al acta de concesiones de 
crédito del mes de enero. El dinero ya había sido entregado el mes 


anterior. Preg. Con respecto al aporte de los 70 millones de 


ddélares que fueron al TCB, Cont También fueron entregados sin 
ningún conocimiento del Directorio, y reción a pedido múo, que 
tenía poticias de que se estaban haciendo entregas, se nos 
informá. En ese momento lo adeudado por el TCB eran 70 
reillones, Reitero que en esc momento al conocer la cifra, pedi que 
se nos entregara un balance del TCB, que se me prometió pero 
que nunca recibi, con el arpumento de que no estaba pronta la 
suditoria, a pesar de insistentes pedidos. Me acuerdo de esos tres 
hechos recientes. Son tres hechos que sucedieron sin que el 
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Directorio estuviera informado y que a posteriori hubieran 
significado nuestra negativa a aprobar esos hechos, y hubiera 
desencadenado la crisis que posteriormente sucedió de todos 
modos. Porqué, porque las actos iban todas al Banco Central y 
hubiera sido de inmediato conocimiento del Banco Central la 
negativa a la aprobación. Preg. Ud. puede afirmar en definitiva 
que si la conducta de los Directores que de alguna manera 
cohonestaron esa decisión hubiera sido negativa, la debacle que 
luego ocurrió se hublera producido antes. Cont. Se hubiera 
producido antes, Preg, Puede ubicar en el tempo e50s hechos. 
Cont. Recuerdo concretamente la fecha de la reunión del mos de 
febrero, como el momento en que se nos informó el adelanto de 70 
millones l TOR EM ESTE ESTADO LA DEFENSA MANIFIESTA: 
Resulta claramente de autos tanto de Ls deposiciones de su 
así como de la extensa declaración del Sr, Guadalupe, como de la 
propia declaración de los accionistas, concretamente Dante 
Peirano a És 1373 de la 4. Pieza, que el Directorio era un 
directorio formal. Por otra parte, mi representado no fue nunca un 
integrarte que lo estuviera en razón de representar a ningún 
grupo de accionistas, de lo que $e infiere total ajenidad a la 
titularidad económica del Banco. Es también muy claro que los 
tres hechos que acaba de relatar el Cr. Rarti, fueron hechos 
ejecutados, consumados, cumplidos imeversiblemente y que 
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estar extravasados, se evitó la ocurrencia de un mal mayor. 
Entiendo entonces que con esa actitud hubo un ánimo de mejorar 
las cosas y ño de empeorarlas en el sentido de la propia economéía 
e intereses de los propios ahorristas y de toda la sociedad, es decir 
algo que incumbiía a la sociedad en general. Elo por cuanto su 
representado desconocía, a pesar de haber hecho solicitudes de 
información, cuál era la situación del TCE. En otro orden, es de 
considerar que la Doctrina nacional y extranjera, me refiero a las 
opiniones de Sebastián Soler, de Martinez Moreno y de la Dra, 
Reta, la posibilidad de incriminar los delitos del art. 76 de la ley 
Nro. 2230, quedan supeditados (sea como requisito de 
procedibilidad, o condición objetiva Je punibilidad) a lo 
existencia de la efectiva liquidación de la sociedad, estado al que 
no ha llegado todavía el Banco Montevideo, que sigue intervenido 
por el Banco Central pero que no cumple con ese requisito. En 
este estado la Defensa realizará subcidiariamente los siguientes 
petitorios: Primero, entiende que aún dando por válida la 
imputación de las figuras del art. 76, la pena conminada hace 
txcarcelable el delito. Efectivamente la ley Niro, 2230 se remite a 
los efectos de la penalidad a los arts, 272 y 274 del Código Penal 
de 1899. El primero de ellos fija la pena del quebrado fraudulento 
entre tres y cinco años de penitenciaria, etc. La doctrina y la 
jurisprudencia ha entendido que los tipos del art. 76 de la Ley 
Nro, 2250, que no tenen una peña impuesta por la propia ley, 
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obviamente el Directorio más allá de la posibilidad de protestar, 
no hubiera podido desandar lo andado, cuando va estaba todo 
consumado y no se podia volver atrás, Esto permite inferir por 
párte de cualquier observador razonable que no ha existido de 
parte del Cr. Ratti ninguna actividad cuusativa apta, idónea para 
provocar el vaciamiento del Banco de que se trata, Por tanto, en el 
ámbito subjetivo, asimismo, no puede imputare faude, mi 
siquiera una infracción formal a los estatutos, en la medida que la 
posterior aprobación formal estuvo en todo caso presidida del 
designio de evitar un mal mayor. Evidentemente, a nuestro 
modesto entender, ello descarta la posibilidad de incriminar los 
supuestos acriminados por el art 76 de la ley Nro. 2250 en la 
modalidad de violación de disposiciones estañchoríos 0 cualquiera 
disposición de ordea público. En todo caso, la posterior ausencia de 
lo que la ley denomina protestar el acto dejando constancia de la 
oposición puede traducirse en un supuesto de encubrimiento, es 
decir, una actividad ex post del delito ya cometido por aquéllos 
que habian dispuesto materialmente o sin los requisitos 
estatutarios y la aprobación formal del Directorio de la salida de 


* esos dineros que terminaron En la cabtica situación. Y de no 


haberlo hecho se hubdera adelantado casi en seis meses la 
situación que hoy tenemos. De manera que al menos 
aralógicamente puede hablarse de la existencia de un estado de 
necesidad, más allá de que los cánones de ese instituto puedan 
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apsreoeñ complementadas por lo que la Doctrina denomina norma 
de reclamo. Es decir, la sanción no aparece contrinada en la propia 
disposición, sino que por vía de reenvío se hace formar parte de la 
nueva leg una penalidad que está comprendida en otro cuerpo 
normativo, cuya inserción supone un nuevo veto autónomo, sl se 
quiere. Debe recordarse que ésta es una ley especial extra código y 
que por tanto la regencia del Código de 1934 no supuso la 
abrogación de la misma. Pero la particularidad que tiene esta 
sisternática legislativa, es que al hacer suya la penalidad 
concebida por el Código Penal de 1839, quedó integrada para 
siempre y hasta so derogación, en la ley Nro. 2230 una preceptiva 
de penalidad que hace que perviva, 2 per de bempo 
trarscurrido, la regencia o ultra actividad del Código de 1889 en 
cuento al régimen que se dirá. En efecto, el Código de 1889 tenía 
un sistema de penas de inspiración neoclásica, que no daba la 
discrecionalidad que hoy tiene el Oficio para determinar la pena 
conforme el art. 86 del Código vigente. Es asi que, si partimos de 
urna pena de tres a cinco años, la semisura de los esdremos, esto 
es, 3 + 5 años, de B. La mitad son d, y tratíndose como se trata en 
el caso de mi defendido de un primario absoluto, que ha aportado 
sin restricciones todos los elementos de convicción y de verdad 
que ha vertido en autos, obviamente ene mitigatorias 2 
computar, que permiten, por el sistema vigente y ultraactivo que 
postulamos, la rebaja de tres año sobre la semnisuma, es decir, a los 


437-C.S. 


438-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


cuatro se le restaba la pena minima, que eran 3 años, por lo que la 
pena de arranque conminada es una peña de un Año, que 
obviamente baja a la pena de prisión. Esta postura tuvo su 
acogimiento ante una ola de crisis bancarias ocurrida en los años 
$0 y mereció el recibimiento de la jurisprudencia por magistrados 
como Marwel Díaz Romeu, Arilivia y el propio Tomrrasino, que 
entendian que los articulos acriminados en el art 76 enn 
excarcelables atento a la aplicación del sistema de penas del 
Código de 1839, Por cierto que cuanto viene de decirse no 
significa entender que hay responsabilidad por parte de ri 
representado, sino que no tiene responsabilidad alguna. Por cierto 
también que si se entendiera como en todo caso lo admitiria esta 
Dejensa, de que hubiera una hipótesis de Encubrimiento la 


posibilidad de excarcelación sería mucho rrús prematura a 5u Vez. 


Pero, la existencia entonces de un minimo de prisión, conforme a 
los argumentos que vienen de darse, habilitan al enjuiciamiento 
sin prisión, en cuento es posible inferir que no habrá de recaer 
pena obstativa, que se trata de una persona de 78 años, cun 
trastornos de salud que han sido acreditados mediante certificado 
médico ya agregado hace unas horas en esta propia Sede. En 
segundo lugar, y subsidiariamente, entiende el suscripto que en el 
supuesto de autos y en razón de lo que viene inmediatamente de 
decirse, que este caso debería resolverse en una forma sustitutiva 
de conformidad con el art. 131 inc. 2* del C.P.F,, que establece: "51 
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se trolare de enfermedad o circunstancias especioles que bicienen 
evidentemente perjudicial para el imputado su internación inmediato en 
prisión, precio los perilajes que estimie pertinentes, el Juez podrá 
disponer obras medidos esegurotivas”. Concretamente, habida cuenta 
de lo que surge del certificado aludido, y obviumrente de lo que 
pueda surgir de las pericias que prescribe la norma, solicita que se 
sustituya la prisión en los establecimientos de rigor, por la prisión 
domiciliaria, que es compaúble, sin duda, con el supuesto 
normativo en cuestión. Leida que fue, s€ ratifica y firma después 
del Se, Juez, lo que certifico. 
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Caragrards de fu. 46 a 4665 Alfredo +zcouen air ¿do de Eb 
467 a 460; Mirian Neves Aldaya de la. 400 5 4.¿: Harcclo 
donáalape Arenna de la. 46% a 517% Indoisio rac.o: msrinelli 
de fa, 518 a 520, Josquin Pedro Hertinc Rúuseco de le. 51 a 
322: Gartardo Boasaño Lámcbez de 3. *.. 4 Lis Aarparita 
Heckur Wineer de te. 3523 a 327, Marcelo Zogusióó. SERRA de 
a. 5H a 539: Reberto Martin Recalt Sivori de la, 540 4 5473 
Clara Teres Alfasca Walntreúb de Es. 113 0. ¿di Jun Jona 
Here hosco de ls. 5435 a 5065 Lillón Elecs Serecciós: Del Brol 
de lo. 547 a 550; Adrian Nicolas Scalonée Fernández sn Ta. 551 
p 5527 Masbington Luís Benedetti Cusdro de ¿q ¿rd a SÉ 
Rubia Elbis Caussade Silva de fa, 597 a 550080 Molter 
bancala Harcinar de du. 559 5 600: heleco Cel. ÉnsNmano 
veras de fa. 601 a 6027 Rosa Iris Larrañaga veric.ca de Ya. 
0% a 6001 Berto Mario Elisa Bilbao de fa. 805 2 5367 Busana 
Della Runes Garcia de Le. 607 a 608; Risñaco Tas Thomas de 
da. 634 a 682; Convado Hughes de fa. 651 a 653; Ha. celo Rosal 
de fa, 057 a 650; Felino Fransiscs Amisillo Jori-la de Yn. 
600 a 677; Alejasdro Ricardo Abuz Mahon de fs. ¿36 a 6%; 
Alejandro Daniel bernarconi de la. 700 > 701; sic.do Gabriel 
Ferta Hablaga de To. 705 . 7106; Pablo Andraca de 15. 131 6 
135 Ignacio Rospide de Leon de 85. Tú e 7/0: Ignacio 
tegpids de le. 152 a 7555 Luís Ignacio fospide de tn. 7156 5 
- 1589 Sergio Rodolfo Hernéda Rúñez de Te. 76% 6 221 Daniel 
Catlos balogh Fernández de la. Vd a 17% becado Carlos 
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Balogh de fa. 175 a 709; Aza Haria Rantighierí de Ce. 863 2 
Aéd; Martin Alejandro Urcisa Oyariabel de 15. B65 as 375 
Msberto Ensique Gubsa Rúbano de fs, 05% a 687; Ricardo Nalter 
Lorbaer Landeburu de fa. 808 a 896: Carlos Alberto Codesal de 
is. B% a 5047 Martín Alejandro Uerios Cyerzabal de ía. Ha 
ta. 522,Juan Cardécia la, 1d a 926 y 1271 a 1272; Sergio 
Hermida da. HG a 547 Victor Carrato fe. $49 y 550: Jorge 
Envie fs. 1256 a 1265; Aná Hola Rentighiería y Fosalisna 
Tricilis fa. 1266 » 126% Alberto Figurquia Pelreno fa. 130% 
a 1300; Cuptaero Chistino Ía. 110% “« 13137 Miguel Angel 
Suppero £s. 1313 4 -1425 y 1442 5 1443; Ruben Fernando Garat 
ls. 1126 y 13317 Dabte Pelrano Basso 1136 4 1166; Jotge 
Pelrape Facolo £o, 1166 a 1374; Jorge Peireñno Desso 1375 8 
1375: ¿Earique Raul .Figueros fe. 1356 a 13987 Juan Doelngo 
Ratti fs. 1399 a 14015 Mario Aegel San Crictébal fa, 1413 a 
14247... Ruben Fernando Garat 1425 4 1427; Fernando Diego 
Parsent fe. 1343 a l4bdMercelo Guadalupe fa. 1465 a 1472; 
de. 1Í$3 1726 Ognte Peirano 1536 a 1536; Jorge Peízano 1537 0 
15397 Juas Domingo Netti a. 1540 a 1541 y 1718'0 1772; Mario 
Sim Critobal 142 a 15MBfe, 1727 6 1120 Jogo Pelcano Deseo 
EA 1017 a 164471725 .Ritificaciones del $1, dose Polreoo 
Hagss fo. 1644 a 16495 Jorge Felrano Maeso Ta, 1650 4 16577 
1730 Dante Peirano Desso fa. 1658 a 1661:1731 Juap Domingo 
Hatii da. 1665 “ 16677 Morio San Cristóbal fu. 1660 a 
16 ;Marcelo Gsadalupe fa. 1675 a 1687 - Vista Fiscal de É8. 
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Expediente R* 2002/0367 del Banco Central discbalado H* 111 
Expediente N* 2002/1062 del Benco Contral ¡señalado H* 2h5 
Acta realizada en papel notarial n* 239416 ante €l Esc. Jorge 
Castagncla ¡(mneislado W* 3175 agcrito del Interventor Jorge 
Nevwler [eeñalado N* 47 detalle de valores prendaios on Bank 
dina Iseñalado W"* 55; documentación aportada por el Sr... 
Deniel. Belogh (nefalado M* Els documentos agregados y 
señalados en el legado N* Ti carta del Cúor. Garót [señalado 
HS Ela deceegntación y carta del Cóer. Diego Insarta 
Eenifacieha [(sañalado N* Di, todos del sexpeñicnto acordpnado 
ceñalado N*' 1 (Bc0); docummptación «portada por dos 
denurciantes Hotocoplas F LosLiscalos ¡polsriclos de -la 
primera y segunda pileta ontado de oxproras vinculadas al 
Expo” Peírano de le, 72% y 730; docuaentación aportada por el 
depunciante Se. Amarillo señaleda cun laz lelicos Ba Poqhe =0 
incorporan al expeññiente las letras 1, J, E, Lo LL, Me Ej O y 
desás seeultanelas de autos); surgen elesestos de oonvipalón 
sufióientes pera isputarie a los Sres. Jorge, Josó, Dante 
Palrass Bass; Harcelo Ouedalops, Mario fan Cristóbal y Jus 
Dosipzgo Rabti rerponsabilidadés perninlan . 

TIJEL GRIFO PEIRANO: más conocido como GROFO 
VELOX consta de imeeralones en el territorio Kesionil y en el 
Fxtranjero. Es el Uruguay portla el  5AMOO DE MONTEVIDEO 8 
partir -del 1593 lergo de adquirir el paquete accionario «de 
control al Devtache Bank Ag. Dicha IneLitucióó finarcióra ee 
anccatraba posicionada dentro de los clrcóo priPeros bancos 
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del Urupssy y Sbtovo uma Sallficación internacional Pol 
¿teosgada por Roody sy dicha calificación sorelitaba sl banco 
como un bases triple A. Temblén posela en Capital AFAF un 
porcentaje aprocizado del 334: es celeción e los fondos de 
inversión crearan EM Fondos; e nivel cambiario possian desde 
1597 Induner Cava de Cambio. Últimamente el Benco Cenkral del 
Uruguay de concedió la ponibilidad de fusionarse scñ el Banco 
la Cada Obrera pesando deferminados misebros ¿Sel grupo a 
ictograr el Disectorio de dicho institución. En el exterior 
constituyen en lslos Caymán el TRADE £ COMMERECE BANK en el 
año 1105 csm la participeción del 100% del capitel 
sccionerios el Banco Velos de Argentina fue cosetituido por 
dicno grupo an 1983 poseyendo «el 100% de su capital 
accionario, Finalsente a nivel financiero adquieren el 1504 
del paquete accionario es Parsguay en el año 198% del Banco 
Deutacha Bank Ag. que se pasa 6 llemar Banco Alezan; pesoth 
la financiera Guarani; Jeversioness CEvaráni  lFoodos ¿e 
Tevez adén) Welox Inversiones Sociedad de Bolss y Gsrantis 
Planeamiento Fispncióro y Pensiones 4.5. .Es Chile potsen 
Banletis :epresentaciónes bescarias, adends poseen la Cadena 
de Evpersercados Gauta Esabel com preseacia en Perú, Paraguay 
y Ecusdor. Sus accílonea cotizan on la bolsa de valores de 
Chile yi de Nueva York, Eo Argentina poseen la cadeno Disco 
E lc 0 cue el grapo Woles llevo un aeverdo «stratégico 
pe Rowsl Ahola conformendo Disco Abold. Ef Erasil poselan 
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Finsebrás — (Broker de —carbios y  Ctituloa y  Banlatin 
repre taciones bincáriñs.) 


El Grupo Peirsso en el Uruguay por intermódio del Banco de 
Montevideo adquiere recursos en —digtintas acial ideada 
* eperatives.. Los clientes ipvertias de ocucrdo a las ofertes 
qué al Banco les realizaba. Algunas de ollas ms ventajoras 
por lar que su les otorgaba mejor rentabilidad. A ir de 
la intarvebción del Ranes Cantral del Grugusy +1 21 de 

de 2002, se desencadenaros un sia fin de denuncias por parte 


de. la. clientela más alectada , que foe sin lugar a po 
aquella a la que es le propuro una eodalidad de invpgreión más 
lucrativa. Dicha inversión se realizaba en la banca off e 
Ae. concretamente €n el TREADE COHEMCIAL AMA de 
Cayman. Al sor el ségocio bancario un negocio de CRE se. 
trato de captar clientes del Basco de Montevideo. parg que 
electusran depósitos en «l TCB. 

Este grupo económico erá cirigidá por 
la familia Peoireno; los Sra. Ju Pelrano BEasio IP E 
Jorgé Mlriñno Basso! Deals Felrano Basso; Josk Felráino EAsEO. 
El paquete accionario del grupo pertenece en la miyor [parte 
al padre de los poabredos +*l Er, Jorge Pelrarno Facio. 1 
Los directorios de las £.A. integrantes del g¿repp Velox 0 
grapa Miraño estaba eonsbituldo por elembros de la temilis y 
personas afines a la mivms geroreleerto de cierta trayectoria 
e Higoración añ el medio én el cual operaban. Entos 6ltimos 
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cs Jdisitsbaa 4 fisssr y avalar 00% a prasibcla las 
directivas del grupo fasiliar. 

Es indudable que dicho grupo mo solamente posela les espresas 
finencieras y no fTimsscieras descriptas Sino, FUE as 
cantidad importaste de emprotás vinouladis tanto es al habite 
lia a Su + «ll Extranjero. 

Como consecuencia de la octividad econóelca , a partir 
cAguUramDate del ado 2001, y agravado por ¿nversjones 
realiredas an la Argentina 1 ommrctaron los nep 
Firpo pará realizar un grán núms de opersclonas 
Eresdulan tar; indodablesnto oonsaadas «nn benafício del 
Grego, persienando ul perjuicio de la Econoula Nacional; de 
toda la comunidad Y pustuslaente de logs accionistas, 
Arado. isvareores. Morristes, —4l propio petrinoaió dal 
Banos de Montevideo y quizia del Caja Obrera. 

Tiida, cias pr 
polssce citar los pís importantes ponstetedos en esca extensa 
ivmsatigación que vesión comisnza. 

1) $e pudo ceteclor a partir de 
enero de 2002 dos colecaciones seablizedes por el Bango de 
Honterideo a favor de Juan Feítono Basso y Velos Iñn, Cobpeny 
PE un mato ds sela millones de dólares la prinera pr En 
cúlion y medio de dólares la séguoda. Corpeta Penco Ceblral 
expediente 0347/02 Zo. 1, Coss consecuencia de ser detoctedar 
dichas operaciones por el banco Cebtral del Usruguap ¿eto 
dispuso nadiarte rorolución Fúsero D/119/92, que el Danyo de 
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Montevideo cosara insealatanente la concesión de eráditos 
directos o Indirectos a las expreses vinculadas al ATUPS y me 
recatagorizarán loe deudores integrantes del prupo seontales 
(TB, Valor Iovestisent Company, Banco veloa Argentino y los 


avojetos flaless integrantes del mismo, vale decir la iandlia 


Peázano Basro.)- (Expediente Barco Central Ta. 68 y 68). 
También ve le rolicitó que se informara a la superintendencia 
de instituciones tinancieras las pedidos adoptadas de acuerdo 
a la resolución dictada. Al no Obtener el Banco Central del 
Dcúquey zmapocsta adecuada por parte de los directores del 
banco: de Montevideo dictó una pueva resolución número 
019502 en la cual dispuso que «atea del 15 de mayo del 20603 
6  emesolaras los cubitos concedidos a lao apresar 
“isculadas 6l grepo. foligitá además le constiruelén de 
garantías cesles hipotecarias y prendarias pará vrespaldsr le 
exposición que el De tenia con zeleción al 702. El 22 de rayo 
de 2002 se le solicita al BM oque presente una declaración 
Jurada sabre les translerención íh Psalltarsia que no debían 
star vinculadas al grupo. 

Y A partir del nes de lebrezo la exposición 
del Esmmco* de Montevideo con las espresas del sector 
Cinarelero ubicadas +n lo Arpública Argentina y en la Isla 


'Cayodo auststó 45,nueve plllones de dólares. 


- 


MEL Besco de hortevides no cumple com las 
soleciónas del BOU y $s por esto qué se dispone el 3 de 
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Juñlo de 2002 sel capitelice al Danes en un orden de los 
cincuenta sillones de délares. Las sotoridades del Banco se 
comprosanen a hacer un aporte de veinte millones de dólares 
añitos del 6 de junio. 


La superintondencia de lsstilociones Ilnansiarér delecia qué 


entre el 1 el 6 de junio el DBaneo de Honterideo acreciea la 


su exposición ante al TOD en aprociaadenente treiita millonas 
de dólares. 

4] El Banco de Hontevideo paja sárridicados da 
dspógiro estidos por el BI Crecitantitalt por es millones 
sateciantos mil dóleres) s6 detáctán sobrégiroe concedidos 4 
empresas del grupo la firanciera Guarani - Parspítil. Mo «1 
prosanta la declatación jurada solicitada el 22 de uayo por 
el BED. 

51 Es esl que el $ de junio se denigas un 
viedor del M6 com facultades de veto. (Expediente citado del 
acu fa. 170 y 173). 

él Ze pudo detectar de acuerdo de lo que surge 
ón al expediente cllado a La. ¿04 que 0l EM pos isstruccionea 
de Dente Pelrano debitó de la ouenta que tenis de TB la muaa 
de quinieptos “rearenta y des mil quinientos dólres Los 
cuales fueros arviados al oorrasporsal Bak 0787 ¿rios de 
Ebeva York, Dicko Etrineferinció de Jlondos ase rúdirzo + 
beneficio de un sercezo en perjuicio del Di que 4 quien 


| Feplió són la cbligación del UD. 
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1. .Asi sloño 56 ha detectado 4h Asutos QUé e 
otilizacan ouentas de Clientes vinculados al grupo par 
malisar traspasos de Fondos hacia ul exterior $ pera abonar 
deudas ineepliidas por TO cuendo vención los depósites 
realizados « dicho Banca off Bhors ( ISKACIÓ ROSGPIDE 
CITIMAX,' GEALADO E.A- (Muci-Leccédar)= , PAOEDRSA DE ALMERTO 
FIXURQUIN PEIRANO Y GUSTAYO CEIARINO, IMCUMEL ETC. ) De esta 
sanetra se encubrian y +6 wiolsban las normativas banco 
omtrlistas aperetando la mposiciós del HH a favor de las 
anpresssa del geapo situsdas 0 6l «terior. 

Bb pél expediente del PCU de Ta, 242 a 244 
curge «ue el EE vuenás en 61 sotivo papeles Je Weloaz 
Investiment Compeny empresa del grupo que no fueron renovados 
par los clientes y ul vencimiento fueron pagados por el IM 
por ua ipporta de USE 37,287,000 ps interests y ccmlcionas 
lo que de una cilpp de alrededor U$8 38.000.000. Intorms el 
B0U*que ss colocación excedé el topa de riorgo 41 31 de epyo 
de 2300 y no cuenta ccoo parsnllas de niegún tipo. 

9)" Exiztisn eslociciones que garantizaban 
operariesós realizedos om el Deutecheo Bank Meu York y el 
Arcem Brsthecs Harriman por D6S 16.764,000 y US5 10.217.400 
en benefició de ¿réditos otorgados al TcB, dichas garantias 
en correrponsales fu constituida por Dante y Jorge Pelréno 
OAREO. 

10) Vale firmado de 055 10.000.000 por ul 
corredor de bels Ignacio Rospide «mn lawor de 81 clieñte 


452-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


CALIBRA E Ac. DICHA cuna es producto del vencimiento del TCH 
no hoprado paz el mismo, lo qué se lo acredita en la cuenta 
del cliente para cue éste na ne entere del incumplimiento del 
TB y en definitivos lo paga Ej dicha cparación fue avalada 
por al Sr, Dante Peirano. 

] 11) Operativa ioalitada con Bank Boston +n la 
Cual Dante y Jorge  Peiremo Basso  sbiisnan 
soscribisido un vele por 


IPCUIIOE 


US 4.000.000 y ponen en garantia 
*Kiútvdos dl  aotivs del BW. En relidad vtilizaron btulos 


depositados un custodia por clientes por el valor de US5 
5,000.D00,. Dicto sonto se transfirió el 4/6/02 a fervor del 
Babes Alemán Parigusyo £.A, miembro del pupa. 

YE) Entrega de titeles por 557 3./290.000 al 
57. - Ignacio Ecspida; valores que regán declaraciónes de 
Mazcelo Guadalupe eran posición del Banco Csja Obrera. 

23) Crbdito concedido a Ahold  Invastinent MB 
pór US 7,600,000 para que ¿ste se lo preste a la empresa 
Disco 5.A, Arrentiss aumentando la sspeeleión bel BH en 
relación ml les empretss del gropo y ceolizando ná Narva 
eperación de trlanquisción violentardo la normativa Banco 
Centralisba.  * 

141 So=pre venía de Euros e Cuérahi Curbio de * 
izunción del agus integrante del grupo Prizroró. La 
dmpraa Epror qu rmenden o por el Cerente 
Gral. Murcelo Spualope, por un monto de Eszos 3,440,000 y de 
Vs. 3013.7580L Se constata que los Euros adquitidos a la 
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empresa Guaranl Cambio manos fueron resibidss por el EM. (fa 
1370 notas 1200). 

15) Circos de 158 500.500 a favor de la coenta 
de Inka en el lasek 067 Arica de 11/02/02 y ezisión de 
partificado de TOD para ouetentar Gptabletente dicho gire; 


munertando la «xpoerleción dal BH, Dicta operstiva fue 


autorizada por el 51. Codesal. 


El speriotondrn te de Banco Econo ta 
expcalalón del BH un relación a las espresas del quupo "eloz 
so citús Boy apreccinadamente em 056 300.000.000 (treastiantos 
millones de dólares), "En esencia dicho posto $0 denagrega de 
la siguiente forma: TOA U$S 190.000.000.7 Denco Velo 095 
30.000.0007 W.1.C0 035 46.000.000 y US1 16.066.200, por la 
RTS en parertió con el Deuteche Dank". 
. y 

- 161 Los Sres. José y Juen Pelmano Basso 
integraban el TCM de Islas Caymán pero dicha Banca OÍÍ Shoe 
estaba integrada por cuatió ucciedadia: Veloz [nverLaent 
Company (V:1:0:): Compagnie D'Ireéesstisemeits; Draco Financial 
Corps Tcode An Commerce Holding Company. (fe.6331.- 

El ar. Jorga Pelraño Facio pogela el 70% 


As las acciones y «el S51.Juan FPelrano Baseo «el 30% de las 
ae 


acciones. José Peirero Bases ero Prenldente sel 709 y miembro 


del oreno Válor. 
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Me de destacar que el TON esa banca 0f£ dore de Caynán pero 
so Erro preseccia fisica es dichas Ielsá barta finales del 
año 20017 por eso utiliza la empresa Eatícur, (la familia 
Pelesno sraa los accionistas, Fe.610), el cual ara Gerente 


Jose Ersola y poseía su ubicación física po la zona franca de 


hosterideo. Nata sede pudo  Ínceuter . los discos dúros 
pertenecientes a Letínor los que habisn sido guítados por 
sdiados de Julio peiedo y ocultados por Iraola hecho que 
fue denunciado por el liquidedor del TE2 nombrado por la 
Sorto de la Islas del dro Cayaño 67. Thpae. 36 disposo la 
asistencia de us perito pasa csplor diqhos discos duros y 
Poder conocer au contenido, Declara Iraolá que les decisiones 
en relación +1 TOb las tomaba silempeo ¿Jus Y Spos Pelraco 
dis. 1390 y 5.8). En Motevidio era al Zr. Cunte Pelraro 


quien sonsctaba a los olientea del EM 00 al TG y atendía 


les clientes del 70 cuando estos querian tenar pm centacto 


directo de un ancionista del geups (Us. 55), 


El TCB tenia una reporsomteción enel Uruguay ss Mrocena 1635 
e él ale=> local de la sucursal del PM; 6 repessentación 
so llamaba YOR  Handatos £E,A.(Aocionictas la familia 
Palráso,£e.£39). Cuando la coda requiere la cotrega de los 
discos duros Al $7. Iraola y dispone + deterdión a anos 
sbecios ente se lo catrega el Be. Jorge Pelráso Baco el que 
lo ceja en el estadio del abogado ¡patrocinante del Er. 
Ea, Dr. Convado Bigbes. Hay A drena che que Latipur L.A 
desde soalsspts operaba TOM Ss astaba registrada 46 el BOT ni 
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cuatro lada par este. En cambio TOD Handetos S-A. Es una 
sepresentación de una entidad financiera en el oxtarcior pero 
no estaba i A captar ahorros públicos 4n plarh. 
Declaré Erocil a ls. 1595 * por le que sé Pe dijo 0reo que 
estaba enber : de «ela Torma óperstiva de Erlacrqulación, pé 
lo dijo la gente de BM”. 

17) En la mesma de ceamblo se retenlan les 
ordenes de lok clientes de giros al exterior debitándosele a 
la cuenta como sl el rdsmo se bublera realizado y no te 
elrctivizabasr dolendéndose los swilt fovison) que tenian que 
darse al ' corresponsal en 6l extranjero pará que este 
lor pagare. PÁ. 869. 


30) Fegoúcieción del Mm .y la Caja Obróra 


“posterior a compra del psiuete accionario del 55% el 3 de 


¿0011 «estado integrado el directorio con 
rupo 1  Dumnta Peirano, Lois Huri y  Haroelo 


U$S 32.000.006 mediante el cuel el DM se 
e esos valores y recibia efectivo aleciando el 
la Caja Obrera que oblips a mantener +l *O 
a toda institbción financiera, Diche operstiva fos sosunicada 
en senlén «directorio posterior a la realización de la 
operación y Ló con el voto negativo de Harcelo Guadalupe y 
441 secretarid Lois Mod. fa. 1674 fechado ) de mayo de 2002. 
19) De testimonios del pertonal del EM ce pudo 
 CONÍÓtatar que en la pesa de cambios ss Sáolizaban operacicats 
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a titulos de empresas Tininciezós del grupo. praleción mo 
pormitida por normativa del BCV. Dicha modalidad consistía an 
vendes dichos titulos ul éltiso dia del mes y ocreditarios 
al prisar día del ms. De esta maáñers se ocultaba la 
cpscación en la contabilidad y por lo tanto o era pertliblda 
por laó autoridades del BCU. 

-111) Los indegados Dante Poirsno Bao, Jorga 
MHirano Basso, Hario Sm Cristobal, Jun Dosingo Matti, 
HAsroalo Cuadalupea deberán responder penalmente por violación 
a la ley 2.230 art.TÉ. El £c. José Doirano Raso por 
violación al srt. 56 de la ley 14,035 del 27 de Roviesbro de 
1572 de ILÍCTOOS ECOMONICOS. A los 5rer. Jowb, Dante y Jorge 
Palrañe Hasso $6 Lon inputark 461 delito provigto «e ql Art, 
150 del Códiqo Penal (Asociación pará Dolinquir). 
-Abento a la gravedad de los delitos imputados se dispondrá el 
procesal ento 00 prision de los indigedoz, 


Por lo expussto y en “istud de lo dispuesto en 
los arts. 15 de la Constitución, 5,18, 5£, 60, 40 a 68, 150 
del Cód. Penal; Art. 76 de la Ley 2,2305 Art. 5% de la Lef 
14.095; Arte. 125, 126 y concordantes del código del Procere 


Penal; Art. 7” del Peocto de San José de Costa Rica. 


En ; 
11 Disponár, el Procemalento y prisión de los 
Eres. Jerga y Pasta PET miso. imputados Cono JuLciáS 


¿ 
¡Tesponsebles de un delito de Asociación Fara Delinquir €n 
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contcessencia con el delito previsto en el Art. 76 de la Ley 
12.230. 

-.19) Disponer el procesamiento y prisión del Br. Josk 
FEIRAHO MAGO importado como autor responsable de un delito de 
Asociación para Delimquir en concurrencia con «el delito 
provisto eñ el Art. 3% de la Lay 14.0% de Illcitos 
Iooaócl as. 

$ Disponer el procesardesto y pripión de los Sen. 
barsalo GUAGALODE, Juan Domingo RATTI y bario EAN CRISTÓBAL 
inpstados del delito rias en al Art. 716 de la Ley 2.230. 

4% Feltérese la orden de captura sobre Puán PEINANO 
HASTO. 

: 5% Citoss al S£. Jorge Felrano Facio y 3» Sindico 
integrante del Directorio del D.H. Cr. Jun Antonio Chiarcino 
de acuerdo a lo previazo en el Art. 136 del C.F.F. 

6*) Fórbeae pletd presunarial a lor electos de continuar 
la indagatoria añ relación de las eventuales 
respensabllidades que pablo corresponder a los Sres.Jduan 
Eselos Vaz, Josá Iraola, Carlspó Codasal, Javiar Carlevaro, 
Luis Muad Muñoz, Ignacio Rospide; Alberto Fisurquin Peárano ; 
Ciuntaro COhlarimó: ¿ENTE SLXGA Que padieras susgir de la 


invétsLigación. 
4) Incorhórense al sumario las actuaciones 
¡ prescmartales cumplidas, con noticia. 


1") Ténganse por; designados 4 los  ¿Cefengores 
| PTOPurEEos. 
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et hecibase denlaración de los testigos de condutta si 


Miiotrecieren. 


0% Solicitense planillas de aniecodentes jodiciales y 
librense les ecomaricaciónes de estilo,- 


11") ¿Fornese pieza presmárial con las declaracionas 


del ex prosidente del Banco Central Cásar Rodriguez Matll, 


los efectos de investigar lo vente del Banco la Cálo 
al  Bbsco Montevideo y des  responssbilivades de 
integrantes del Banco Centról en relación a la interve 


decratada el 321.6.02 del Banco de Hoatevideo. 
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DEMANDA ACUSATORIA 
DE 12 DE OCTUBRE DE £006 
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¿SEÑORA JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA EN 15 
PENAL DE 7 TURNO 


EL FISCAL LETRADO NACIONAL DE LO PERAL DE 147 


* TURNO, em. conulaños: “Peirano Basso, Jorge y exce. Un detio 
previsto en el art. 76 de la ley" 2.230", FUEDT-163-2002, comparece a 
evacuar el salado conderido y dedeciondo acusación e la sebdra Juez, 
DICE: 


1 LOS HECHOS FROBADOS 


"Dé salos furgo plena y legalmente probado, que los co encp 
lao participado de diversa manera, en la comisión de los ilíchog que £e 
describirin 4 contiruación. 

1.- Banco Montevideo 8.4. y Banco la Caja Obrera, econ eq 
de inermediación financiera mieprisdes del Gnipo Velo) pps 
fnsnciero que operaba a miel spiocal, 

Ene grupo estiba integado -adernás. por Hanco Velox S.A. de la 
Asprorita, Banco Alemán del Periguzy, Trade E Comerse : e 
Islas Calma y varias otras entidades visculadas a la actividad fnánciena, 
to los diferentes países de la región. 

Compaguie- D'lovessissemsnt S.A y Dex SA cue dla 
prácticamente del 100 %% del capital accionario de Banos ús Mealev 
«y éste emñ, 1 en wez, titular de vols del 00 4 de las aociones de Banzo La 
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Caja Dibresa. 

Esta grupo económico, cococido cor me “a "Grupo! 
Velox”, anáa inversiones manto em él Bi. | m0 e el 
extirisjero, dente y fuera del si Mena fsancos.. 

En el exteños, en el año 1983, el Grip. a ss Caicmds 
el TOD, banca “ol shore”, cop la participo o... 0000 del capital 
scnario, ; 

Ena banéa “o fFibore” emba inirgra es inca, Joa y 


¿Sua Pelraro Baro, por cuatro sociedades + a 00 Ca 
(VIC Compagalo Dinvessticements, Bro o o, Tide ad 
Comente Hojding Cofipany. 


2- El exúnio Dr. Jorge Peirano Fan. « % de las” 


accies, y el £1 Ha Pelrimo Briso, el Hi cacas. 

Jo Pero Busso su Presidenós de. 5. 0 0-9 dd Lrupo 
Welca. : 

Mádo Angel San Cristolal, aeypaba + 201, | selidands del 
Directorio del Banco de Montevideo, cuaní. 5 cazo 1 cservención, 
sicado incluso"to alguna cpurailal + 0 o de dichas 
Irsrimación. 

Denda aproximadamente €l bo ll... . ... copiba la 
Presiócacia del Banco, recibiendo una sec. corona co de :26.000 
dólares y una mensualidad de 3,500 de la to... — asirio — ¿CADA 

Sepía mu propios dichos, quiso remo ces ás co. M0, pero fue 
convencido por Juan Peirano pará que lif.aion. soja 0 DApacidad e 
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dontitad comprotadá duraztr 56 añca de experiencia báncaria. 

Dijo al-respecto. “yo cometl el error de haber comprendido 5u 
preocupación y acepté la propueria”, $3. 1428, 

-Conocia la “operativa del Banco, aunque no paricipaba en la dhz 
ejecutiva de las decisjones, 

Dante Peirano, era Director Ejecutivo del Banco Montevideo, su 
n05, Vial, y el representarte natural de la Cumilia en dicha 
Institución, siendo además Director del Banco la Caja Obrera. 

/' Misgeló Guadalupe, reunía la malliple condición de Diresior 
a 


, Bjetutivo del BM. con finma en la mayoría de las operaciones que se 


dl e a 


ÓN 


— Jong, Peirano Basso, ea también Director del Eanco, firmindo 
: documentación relevante relativa 2 a divesas operaciones y Aemis 


participó En representación del Grupo en las tratativas tendientes 2 
-solacioras la crisis imperante en el Banco Alemán del Paraguay, viajando 
a tales efectos. 

- Juán Rat, integraba igualmenis el Directorio del Banco 
Mois, ro le Varia, y man, coc 


Mack Le dbtde > rea llanlementerada ms leaf rnpicadia 
“alas oropendicaso land del Dista, 

3)- Como consecuencia de la simación que imperaba en la 
República Argenína, u fines del año 2001, el Banco Central del Unzguay 
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a comensal del año 2002, profundisó el squicadeno de la exposición de 


las instituciones fis ciora de Iieeso pala. 


Es el 56 de florero de dicho año 2007, das recabada isformación 
sobra la lación del Banco de Moutowideo, dercculadoso un lessemenio 
de las operadas malizades con ¡persozsl jidicas y Únicas, que 
pereeschs al pechos financia, fesdentiiceno ubicadas em la 
Argo, y tí el Coymán, vinculadas dl Goga Yedoz, y 1 Ea 
acciocósns, par un monto de 153 9.000.000 (oueve millones de dólares) 
% 4 Por sra parte, en el sector no Ensacioro ¡umbién se dctectaroa 
colocaciones realizadas por el Banco de Moptevidos, darume el mes de 
snaro de 3003, que tuvieran corno destinatieios a Jura Pelraco Deaso, par 
mentos de 1138 6.000.000 (veis millones de dólares), y a Velox In.Co, de 
U$S 1.590.000 (a mállda y medio de dólares), qoximetamente. 

(ébno. Documentación Carpeta de Hanco Cersal, expediento 0067. 
e, 1. 

5.- Uca nota disigida por el Baños Monieddes al Banco Central, de 
fecha 22 de febrero de 2002, hace relereacá á une copvenación * 
mantenida por adas ancridades sobra el incremento de salida de 
depósitos suyor a do mortal, provocada por la (18cil sótuación de otros 
bracas de pliss, 6ñire ellos el Daños Comenclad, el Galácia, ademas 66 Ml 
Saja califcación del pals en ce omega, 

Es es4 misiva, firmada por Dante Peirano y Marcelo Duadalupe (Ue 
2019 y 2020), se ofrrcea prrntias, ul como la forma conercas de cancelar - 
“ez boevs plazo la suma aproximada de USS 50.000.004. 
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Sin embargo, so manifiesta expresamente por las autoridades 
Enmantes del BM, su incección de “condíauar con este 1enperameato de 


«colaboración con TCA”, á po de la iniueciones 6 caniriño 
elecivizadas por el BCU.+ 


ds La eposicila el momia, el Hen so io el alas 


Bancocectralisias, motivó que con focha 7 de marzo de 2002, el Banco 
—Ceztral' medianle resolución Hro, 0011002, lesteuyera al Banco de 


Montevideo,*- 1 que cesara inmediatamente la compeaión de cnáfitos 
direcios e indirocios a esas empresas vinculadas al Grupo, 4 ñn de eviur 


“al indaga dexisgos. — 


Es dicta opcrtanidad, e ordenó igualmens la recanegoización de 


dtesdores;¡ples somo TCB, Banco Velox, Jun Petro Basso y Veica 
Investiment Company (VIC). 

feo. Srpe de a $4 y 5 e xpetenas co) 

Se requirió n las autoridades del EM que antes del 12 de marzo de 
2002, infarmeran a da Superintendencia de Instinaciones Financiera, las 
medidas que fueran adoptando paja la recomposición de la Fibuación 
patrimonial existente con anterioridad, 

, 7 Lugo y ando divercás pobanionés proputsias por los Disecteres 
de BM, Sres Dente Peirano y Marcelo Guadalupe, consideradas 
iopcayincentes, por resolución del directorio del BCU, Nro, DII99M2, se 


"dispuso que antes del 15 de mago de 2002, e debían codícelar los evtcitos 


eopocdidos detallados exteriormente» a. las experi termal aladas. 


- Asimismo, se les requirió ln constitución de garantías metes, 
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hipotecarias y prendarias, pora respaldar la expósición que txiaña egg, 
relación a TC. 

((2-123 y 124, expediente cido) 

4.- El 11 de mayo de 2002, el Banco Central le solicitó mí Banco de 
Montevideo 'la presentación de uma deblaración jurada soble de, 
biamalircncias e malizarss, las que no debian estar relxeñonadas a TOD, o e 
persimos físicas o jurldicas vinculadas al Cirupo. 

En virmd del incumplimiento total de las medidas requericas por e 
BCU, el 3 de junto ss disporo usa lomediata capénllación del Bagpo del; 
anies de 1033 50.000.000, conprornetléndose la veioridades del 
realizas us primer aporte de USS 20.000.000, antes del á de junio. 

: 9 No obstante elo, el 7 de junio la SUI derecsó que cares] ya 
é de junio, el Banco de Montevideo había incrernes tado pa ex] 
TCB en iproalmadamiento USS 30.000.000, no habiendo cancela ls 
ertditos concedidos nteriormente, 

= — 10.- Ex tie entoocss, entre otras imegularda das e iocomplicpventor 
a resoluciones del Banco Comwnl, que se constatarca el p 
certificados de depósito ievitidos por BI Cregitanestale (Bajo 


sobregiros repecio 4 la empresa vinculada al Grupo, d 
Flia ot e meo mili: y la ño presepación 


“resolución del BCU de 22 mayo de se año 2002. 


UT.» tran cintsoctancias Hevaron u que el 9 de junio se desgyars al: 
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* peácticacento un únicos origen, Su vinculación a 


, PEIRANO FARCIÓ, Jorge FEIRARO Huso, Jun PEI 


un semcido de UBICAD, pora silos todo era 16 
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Cr, Xivier coma veedor del BM, con facultad de “vetar” las apelaciones 
. Fóco después de esa fecha, se le amplió a dicho weddor sus 
facultades, pudiendo vetar toda operación que soperara los 43 50.000. 
dictios, Surge de E, 170/171, exp. BCU ya mencionado). 
:12,- 4 partir del 10 de junio, y según informes y de 
Coutador Jorgs Xavier, entonces veedor del BM, se pudo 
el “Grupo” integrado por Jorge Peirano Facio, Jorge, Juan, José 
_Friraco Basso, “rmanejaba” sus operaciones ficanciens y no Ñ 
«dbvel, repocad”, >0n ua sañtido de tuldad, como ua mi 
beomómico”, que responda a sus propios y partico lares interescn, 


e 


“En efecto, ea una may breve símoris, Davier expresó; “q día $ 
“den junio ful deniguado veedor en banco de Hon sl 
fportunidad en la cual por primera vez Acceil a 1 ión 


sobre Pmcionaniénto dé téta Bianco. Ah partir de 
Jusió peak a cer el iprorventor de Éste Banco Y 
Caja Obrera. Guido el día 16 de junio puads ali 


de propiedad del Capital accionario con el denomá 


po 60n soñar Gistinzás.- Hote Grape iniesrado 


negoción finarcioros y ño financieros a nivel reg 
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ura oilelzn de A regiotrada entó 
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Uruguay pEasanta ventajas para la sovilización le cspirales 
y recurños financióros en genecal frente 6 los dedo paisas 
en los cualés operaba el Orupo PELRAMO, vacón por la cual 
decidieron eppeebLras 6 cuestro país el nesócio de banca 
de Iuvecsión que resllrabso a Eravás de Trade h Commerce 
Bárk (ací Banebs e0n patata clase A dé 15las Cofieañ. En. 
la región “| Argentina, Brssil, Paraguay y Uruguay, exe6 que 
en Chile habia salgo |, concantraros la payor ' 
negocios de TO es ina oficina radicada en 
koteideo [ LATIMUR|, en uma oficina para la 
A, vor csgiclas en. la calle Blanes 


sardatos BA.) Y en los nostradoras” del 


'en' particular el ler. Figo de la agencia corfanco de ta 


Ld 
banco estaba “destinado vexciusivanente a la] acención de 


consístes añ Financiar actividades del 


_náved. regional matiante la captación de de itos de corto 


plazo en moneda etrajera a clientes regi 
par intermedio de la bocas de captación ún 


E Señaló asimismo que "Emos recureca de reo plaso e 
tolesbas,a financiar las Lovecolones dul po =n Arqer 

o, Chile, Fer, Paraguay, Uruguay, que | por nar 
muposan socivos de largo plazo, sensiblda a ritsgos NE 
nc aeda y Exaneterercia, La crielo rogl 
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Argeotina provocó seziós - problema pará el  sarálo 
limaacioro del Grupo, que fueron enfrantadoe recorriendo a 
financiamiento del banco Montevideo fundanentalnente, tanto 
directo como a través de próvionos a erprenas del Grupo 
PELADAS, : Estos préstamos y trmmslerancias no nidapra ai y 
correctamente registrados. en los —librós del 
Hoatevideo y «nn algunos capa , ni sáquieza ela! 
.Jecumotación que ta intentar una recuperación de En 

- fondos. Cuando la nituación financiara del Banco Monte 
Cae Hálao insostenible debió recurrir 4 As 
«Eipanciara «del seu" lA que no fué euficionte en 
o “ae. detectaron * Las mnaricbras que 605 bj 
_Anvensigaciód y que demunciaró. Fruto de la llar 138 
e a e cci po UA d D e E 


“particular pediarta la orden o autorización del 
DARTE PEIRANO 6 etieroñ onidicos , ue elect 
eransterencias y, 6 utilizaron cummtas de asi 
11d Ipoltanles ela wu consentimiento para es 
acrividadas del Grupo dantro y fuera del Pals. - mi 
¿La probíbición del DEU de eovilizar "recursos hacia 
del exterior se norificó con orden del Cr. ANTE 
uorización de los tituleree de la cuentas que pr 
yá - procesaren Ercilla al exterior. dirigi 
concolor operaciones vyúlidas de cliantes DA Eomtra 
a: ENpPIERAD pose blenantía del arupo que no 
“hurorizadas por el [BCU, LaS cuanras a que se raf 
ISMACIÓ ROSPIDE, | aLaerro FLEGAKIS, — CUSTAVO 
PRÓGUREA, IMDUMEL, quieras seciblian _ PESE 
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lerdeal a cuentas en al Bu pora que sobos agencep 
las reráñas al oxterior, La utilización de «stas 


la autoridad rosetaría no sigoificaba una transierenciane Y 
exterior, en definitiva es telangulabo, -.INCUMEX en 
sepresa cuyas ácociones perteneces 4l Grupo PEDRAO [ 
cabeza: visible erto es el propio Danta Peirano |, un, 
les -dends corredores de bolsas eepeissados preptaban 
cuentas para trlanpalar operaciones y on algunos , 
algún- cabo, copecilicamenta ROGFIDE asumía +. 
speracionsa ds: TCR 00m 05Ego A 6% cuenta | en ¡Banco . 
Mostevides, que regictra un sobregiro en el 
5 sillones de dólares. —En dafinitiva lo que 
Meatevideo fue diafraiar el erédico que le 
“ucilizando la cuenta de ROSPIDE para que 48te cu 


"cuenta que al día de boy asciende a los 5 mil 
porque le -acreditanes —Aprociradasarite US 
transferencian ordecadas y oa cumplidas ul 
intervención . Es por esto que la posición de dí 

pios de ue, millones 106 deudor € 5 millsaes y [no 
deudor. Esa ecbregiro no está documentado con ningús Elpo 
«dea garantía -l pocjuldicado en definiciva Ya € “wr ul panes 
Montevideo vale decir el DU O, sslvo que por un ¡becho 
inceporado el $e. RISFIDE púeda culrio La cuenta. , 
qecir que oo exigte ningún tipo de garactla que yo e 
“enscespaldo de ena deuda . Tongo estendido que Roap puse 
Sono garmtía valores públicos peftenocióntes al everitorit 
EOSPIDS situación que na está investigando. Lo pedimos a ¿8 
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hecho” directamente a Exavén del 


, Pega a que ño Ebuvo contacto directo con 4l re hizo 


* discrepancias con la conducción de Grupo PEL 


—sayoría. de los hpobos denunciados , creo que 
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Bsisa de valores de Hontevideo que ns proporci FA 
documentación dé codos los movimientos de las cuentas Entre 


"banco Ron tay Ldne a lonacioó ROSPIDE durante los años 2001 y 
2062 pará poder resmar su posición y determinaz que 


valores resleeste existen y quienes 501 5us titulares y Esca 


haya sido necaeicia la participación oo interradi 
IAN de bolos y la única explicación que 


“Erchibiciones del 550, Msrcolo Guadalupe baza El 
abril de 2004 , fos el gerente general del Banco Mon 
y por. tanto presio «(que conocía todís es5taó: S1tuas 


Sopla de ja corta spemmncia con acusa de recibo 
Dante FEIRARÓ en la ' que explicita  —larzament 


justidicaron ss cemuncda, copla que obra sn el podér 
PISCO. Cóss sa explica que ss haya firmado un tran 
valorte con fecha 17 de mayo , El nos dío uni «xplifación, 
. paño coso ud, dice la renuncia en del 25 de eleil. 
"E, pota que accopaña ea copia a la Tanunci 
“explicara «qué coscurrió algunos días del ses de 
“afectos da evitar un mayor deterioro 
emplosdures”"-Codenal «a la instruentación de 
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jugado ua rel relerarta dado que sra el reaponsabis de il 
ass de dipara Y por tanto de toñaa las trarafaraneiss al 
macia que da uo le. Bs nia conociendo al Esp DUE 
PELRARO *, 60 aces que sstrrlaya y endlcionas de ar da 
ingeniería firan=iova acesaria para canalar ebcos >egocios 
Y por tanto tro que apóyares €n fúsclonarios | de sa | 
EOiAnEa, entr3 158 gua ero dastába CopESAL. tb 


Declaraciones de XiñAer, en Jusgado Penal 8" Tarso). 


«Mo La modilidad uglizada per TCB,. empresa ¡inencien 
perteoecione al Grupo, cuyos Directores estr José y Juan Peirano Basso, 
Co la de captar abonos de Clienrs parepusyos, uruguayos y argentinos, a 
través del obrecimiento de tasas de interés mayores a las vigentes en la 
región. 

* Lsejpo de obebar importaales montos oultirmillanebios los 
riot exmporas del Grupo. ela, hudicilalonen aquéllas. 
radicadas en Argenuia, que sequertan de fondos provenientes cel esteros, 
sto la aimación que imperaba colones co dicho país, de congelamiemo 
de mos depóeitóa, —, 

: Es así, qué los recursos copiadas por Banco de Monsevideo, POB] 
*Elsco Alemás, en Paraguay, estaban destinados en eca Epoca a cubrirá 
cs empresas vinculadas al Cupo, que se Enconyuban en Crkps, 

—14.- Ello regula comparible con el relato cdrecido en sede jatbes” 
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vrasformaron en ese ¿vous “en un insirenento pabo al ah 


CÁMARA DE SENADORES 


inducidos por esa política del BM - en muestro país». 
TCA jugó un papel clave en el manejo de la operación] de 
"wmangulación” que llevó a cabo el “Grupo Veloz” 60n sus negocios en la 


¿tegión, antes de derrumbrise en el 2002. 


15.- Esta tendencis 2 captar ahorros, ss vio 
incrementada de manera significativa en los meses ojevios 
intervención del EM, en roomentos en que ss sabía por el “ 
Comundo” de la situación ¿leficitaria que padecía entonces TCB, en 
Caiymán, 

16, A gu vez, debe lenerse presente que en 6305 primos del 


“año 2000, en muestro país, circulaban frecuentes rumores la 


eventualidad de un “corralito” cn la plaza financiera. 

En algunos casos, se realizaron estos depósitos en TOB, in 
a ls clicites que se “rogaa de la misma gente, que cra lo mismo” + Y que 
en definitiva sus colocqcines estaban. compaléades por el máproo 


peneneciente a la “familia Peirano”. 


-'TCH fue wtilizade: por el grapo, en dicho momento de cris, sano 
una institución "puente", para derivar fondos a otras empresas isc] 
17.- Ese “producto” fue promocionado en momentos ea que sE 
sabialque la simación imperante era critica, y las colocaciones en Bss 


comia”, 
Eu poñiosto dei de cotar destinado, como en ados somihos, 


ERES. 
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18- El Ox, Dime Peírezo, a colicicud vía telefónica, de 64 
Jogk Peirano, realizó una traniferencia que consistió ci debirar de la cuenta 


de TCÉ cn BM, la suma de USS $42.500, operación que esub vetada, y; 


que úinalmente fue acreditada vía el corresponsal Bank of Auérica, Neu 
York, que tracafirló dichos fondos al Transadantio Book de Miarzi, siendg- 
el beneficiario Ben Ingridorchansicy 
(cfme: fa 204, exp. citado y documentación de fi. 205). ) 
15%.- Por onu parte, darente €l pertodo de vigencia de la 
Mc ria on. 
en una cifra aprouimada a los US$ 2.000.000, derectándose a su vez que el 
EM autorizá sobregiros en cuentas corrientes a tros clientes por uál 
impone. igual a la participación que éstos tenian en cenificados de 
depósitos en TC. 
felino. infocmede La. 208 y 209, exp. citado). 
20. Melisne este procedimiento se "encubriaó” u “ocaltaban 
opere que El BM continuaba realizando con clientes vinculados 4 
Segín infoqme de la Superintendencia, reslizado el 20 de justo de 
2007 (Pa 242 a 244, expucitado) 55 constnió igualmense la cxlsencia en 
activo del BM de Comercial Papeís de VIC, por parte de dicho Bunco df 
una cita que'al 17 de jurño de 2002, alcanzaba a USS 38.409.000. 
lo Ext colocación cxcedis el tope de riesgs, el 31 de mayo de 2001] 


“| 
pe ccopiha cos ninguna paraotla que la respaldara. 


¿l> De la misma manera se consiaió que las colocaciond 
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mateida por BM es "Desteba Rank Nov York" y en Browa Brothers 
* Harman, por U$S 16.764 y USS 10.217.000, se encontraban garantizando 
cubitos otorgados a TCB. 

Dicha inforiación no estiba contabilizada en los balances y ¡po 
Habla sido comucicsdi a la Supermieodencia, 

Las prendas de estos depósitos en corresponsales fue consútulda p 
- Dante y Jorge Felrano Basso, quienes frrmmarca el documento respecilyo, 
sin invocar la representación del AM. 

22- Como explicita el economista Barrío en sus decian 
obrantes a L;, 1462/1470, (cueva meración de (e, 1433 y 25), “de 
forma los Sres. Jorgs y Dante Peirono pudieron acceder a recursos 
montos samilares a dos depositados en los corresponsales sin que se 
reflejara en el estado de cuenta que mendon los correspenzales, y por 
exdos balances del BM; burlando tanto los controles internos del EM como 
+ des realizados por a BOL... 

La exposición del Banco de Montevideo, eo relación a las 
empresas del Goapo Veloz, fue estirada inicialmeme por la inter 
“carpo del Es, Euerán, en USS 300.000.000, diversificado de la siga 

(sfme, docurento nro, 2, exp. 2002/1082) 

-Banco Velcw US 30.000.000 

WE DS +0,000,000 

- Deutsche Benk (por operación en grandis) 1133. 16.000.000 
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Ários préstamos y transfirencias 0 fueron eñ odos las E 
régisiados en los libros del Banco de Montevideo, y en algunos cuy 
siquiera cxisrió documentación que permitiera inleritar uña recuperación ie 
¿sos fondos, 
Ello motivó en determinado momento -=uendo la sisuación y Y 
tornó irsorteráble», la asistencia financiera del BCU. 

Tunbién durmte el periodo de crisencia del vecidor con fculbede, 
de. velo, as efochazros traneferencias y 16 utilizaron cuentas comienter qa, 
clientes con. saldos: importantes y sin $u consentimiento pará financiar la 
actividades del Grupo dentro y fuera del pañe. => 

¿4 Asi ocurrió coo las operaciones con CITIMIAX, GRALADO 
5.4, PROBUESA, e INDUMEX, entre otras. : 

Ello. ocurrió con el propósito deliberado de evitar o clodir do 
controles impuestos por la resolución ya mencionada del Banco Central. - 

De esa manera; 4 pedido de Dante Peiruno y con las autorizaciones 
dedos timlares de les cuentas se procesarca tausfesencias 4l exterior, 
dirigidas a NA API de clientes o 4 reminir fosdos a 
empresas del grupo que no estaban intorizadas por ACU, 

Ens empresss cuyas coentis eran utilizadas, estabas matorizacas por! 
el'BCU y de ese modo se “visngulaban” operaciones, depositando 
*«posteriorro mie el BM. los importes comespondientes a dichos giros, lo que 
Iodetecóbiemento coobpues tna $ frve y gistemiica exposición del EM, 
¿que pagabe con diner propio y en ta indiscutible perjuicio. 

(tte, declaraciones de Fleusquia y Chisrino, 1, 1314 a 132% y 
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documentación de le. 1412 4 1420), 
+ 2. La operación de BM con Citimex S.A. por US$ 10.000.009, 
permitió que es tranefirieran dichos fondos a TCB, por orden de Deate 
Peirano, sio'l conscatimilczuo del titular de dicha cuenta. 

[cm declaraciones de fi, 12701371, y doc. Agregada). 

6. Asimismo, cabe reseñar entre los hechos iiregulares 
operación con el “Pauk Boston”, por la cual Dante y Jorge P 
Baue suscribleron un vele por U$S 4.000.004, con garantía de 
supuestamente en potición del Banco, pero que en realidad resultarca 
titulos depositados en curtedia y pertenecientes a terceros, 

CA D8a 14 

“277 Iparimente un ertálto concedido a “Ahold investi 
- por U$S 7.800.000, empresa éma asociada a Disco S.A. Argentina ( 
¿ propiedad del gropo Velox; cuyo Presidente es Juas Peirano), a pedido 
éste, surca que luego es dida en préramo a su asociado, lo que ccnó 

- un elaro caso de operación “riangule”, para evitar la exposición erecta qe 

Se trata pues, de uns'cperación indirecta con la finalidad inequivocd 
detcalizar un “autopréstario” a empresa vinculadas. 

be Otun caso de ilicitad comprobada lo constinuye el traspaso 
¿valorés por US$ 3.200.000, en bonos del tesoro, al entonces Presidente 

ela Bofía S2. Ignacio Rospide, de fecha 17 de mayo de 2007, fincada 

Hoy Directores Ejecutivos Col BM, Dante Pelrano y Marcelo Guacats 

20.- Todos estas oprjociones imegulares y groves i 
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las disposiciones nompativas banco centralistas caí como a resolucion * 
- instrucciones expresas del BCU, determinaron que el 21 de junlo de hy 
se dispusicra lá intervención con desplazamiento de suaridaces del Bai 
Montevideo y la Caja Obrera, 

30.- La investigación e instrucción de los sumarios 
los co imputados Jorge y Dante Peirano Basso, por el Banco r 

3i.- Én efício, se comprobó la participación directa: dels 
- Peirano Basso en las siguientes iegulasidades: 

" A) afectación según contrato de 4.06.02 de valores de beans 
depositados ca BM, por custro millones de dólares, en parara 
crétito otorgado por Bazik Boston a Banco Montevideo (vale fis. 
Dante y Jorgo Peirano Basso), cuyos fundos (aros girudos 4: Bega 
Alen Fura o od TC ag rn oia 

B) afección por contrato firmado por Dante y Jorge Pei 
el 77,03.2001, de vlores de terceros depositados en la cuenta 
Det pa. fs 5, prat rn 
Welox Irvestrent Company, por 1155 7:317,904 [005 BC U si Mi 

C) concesión indirecta de ln próstamo a una empresa 
econo la afección de un Gepósio de BM ea Des Bal 


cuenta aro, 0701169, según contrato firmado por Dante y Josgp 
Basso, el 27-03-01, por USS 16.783.843, en garantía de un prést : 


por este último a VIC, operación no registrado en Banco de 
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Exá afectación en garanióa Es mManvo oculta, figurando en los estados 
contables como un activo de libre disposición. (seta Directorio BM noo. 
“118, de 23.04,02). 

¿IL ¿Asu vez, mientras Jorge Peirano fue Direetor:del BM, se 
configararoa otras irregularidades que no merecierta ni objeciones ná 
obtención de su parte, que son las que to enumeran en la rebolución 
1662005 del Direciorió del BCU, y que lucen de de 2719 3 2735, a ls 
¿que esto Ministerio se remilo forundo paro de la presente platalorca de 
' hechos constitutivos de responsabilidad penal. 

33.- Por su parte, el sumario practicado a Dante Peirano puño en 
evidencia. igualmente incumplimientos, imegularidades y hechos de 
singular gravedad cometidos por éste, ya sea por vía de acción tu omisión, 
en yu calidad de Director de Banco Montevideo y Caja Obrera, 

Estos están claramente individualizados co la pario expositiva de la 
resolución nro, DV63/2003 del BCU (f. 27284 2736). 

AML 9e rencia 

A) la vtilizsción de operaciones que son de práctica bancaria regulár 
«para la pealización. de diversas maniobras imegulares que produjeron 
A 

(Es 2729/2730, Resultando XI), 1), lit a) al EJ) 

;B) alectución de garantía de valores pertenecientes a terceros sin 
[iutorización de sus titulayrg. 

(6. 2730, idem recsltendo, 2) lit a) ul e) ) 
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- €) préstamos concedidos indirectamente a empresas vinculads; 

(le. 2730, iden resultando, 3), lit. e) y 19). 

D) vo registración en libros de Banco de Montevideo de] 
operaciones amics mencionadas y omisión de motas 0 jos estados 
ir e 
disponibilidad. 

iS fis Alea CE 
de febrero de 2002, imegularmente docucentado, tardiamente regisundoy- 
aprobado por, el Directorio eaci des meses después del desembolso y: 4% 
conocimiento de las observaciones efecmadas. por el BCU (acta di: 
Direciorio de Bád nro. 716, de 23 de abril de 2002, exp, 200/1064). 

— 34.- Asimismo, en la referida resolución del BCU, 65/2005, a 82 
2731, se mencionan una multiplicidad de operaciones imegulares realizadas 
con algunas cuentas de clientes, a las esta Fiscalía se remive formando parte, 
de la plataforma fáctica.. 

(idem resultando, 6), Nit. a) a 8)) 

-35.- De la auisma manera se hace referencia ea dicho documento al: 
oculturiento desplegado por lante Feiraso y otros, de la exposición c0n 
empresas vinculadas mediante la colocación a clientes los fines de mes, de 
valores: de estas empresas que el banco mentenía en posición propia; 
extoriándola al inicio del mes siguiente. 

y féfime, Exp. 2002/1064), ds 


36.- También se mencionan otras incarmplimientos dé li normativa 
banco centralista, con fines de ocultamiento dela simación cconómios 
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fijunciora del Banco; adquitición a BM Fondos, de cenúficados 'de 
depósitos par U$S 6.000.000 de BU-CREDITANSTALT, una insriración en 
deficit de Islas Caymndo, trasladando a BM lo pérdida que cormspcrdía a 
los cuctspartirzas de dicho fondo faltante de basos en arquco de BM, el 
21 de junio de 2002, por UFS 664.120; integración del ltxmado "comité de 
clientes especiales”, que actuaba bajo reserva con el comprido expreso de 
tridar y resolver todo lo relacivo a empresas vinculsgas, babiéndoles 
concedido créditos en cocdiciones de privile o, en perjuicio del Banca. 
37.- Igualmente el infocme hace referencia al otorgamiento de la 
dalstentía financióna por bupertes tignificatives per pare del Bancó Caja 
Obegra al Banco Montevideo, bajo directa responsabilidad de Dante 


Peiraso, integranto del Dirsctorio, y a la compra por A00. de waloras de - 


BM pan otorgar foodos a esc último, operación que redundó en una 


plndiña para Caja Oíbrora de USS 2.194.014, y de la cual también Deste. 


38 Por último, ps mencionta el crádito concedido al Girapo Lanos, 
en morrentos en que la institución presentaba problemas serios de liquidez 
¿yel sobregiro por USS 57.000, que Dante Peirano mantenta con Bl. 

- Qidera resulaado. 10), lit 3) al d) y 11) 4 16, de 2732 y 2733). 

39,Muchos de estos hechos aludidos en la investigación del BCU, 
im) han sido referenciados en exte capitulo de “Hicehos”, como 
(iregularifades constitutivas de responsabilidad penal. 


Las declaraciones de Juno Pelraso aute autoridades del TOR, y 
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las conclusiones de sus “liquidadores*. 
40. Jeso Peirano, declaró el 8 de abril de 2003 en Her York, 
diversos puntos relativós a su participación en los hechos de 2004, y a añ 


composición de! Grupo farmiliar que integraba. 

A mz de un exiendicimo interrogatorio, que lues y 
tracucido en forma legal, en lo medular expresó que: “....yo era el 
¡Chief Executive Officer- Jefe Ejecutivo) del grupo. Funaam era 


, el responsable del bienestar de la compañía. Tenemos dos de 


negocios. El negocio del supermercado quien (quiso decir cuyo) CEO era. 
Eduardo Ortca Y en el dreo financiera tentmos diferentes 
diferentes, periónas,. En. el. Bento Montevideo, estaba 


Guadabipa Er al caso del Comercial Trade Dark, lo respunscbilidad (era. 


de mi hermano, José Peirano, El gerente de operaciones era el Sr 
AL- Al ser imerrogado concretamente al de sus dicbús de 
inferir que como Presidente del Banco Veloz, era el CEO'del Grupo 
(o sea el Jefe Ejecutivo del Grupo), contestó afirmativamente con un “5%. 
Definió igualmente al Cirupo Velox como "un grupo de dijera 
compañías, prisicipalmente en la región de Sudamérica y que tenda | 
lineas principales de negocios. Por un lado negocios financieros y por 
-ypermercados ”. 
"42 El 6 de junio de 2003, ante la Cone del Gran Cain; log e 
Bquidadores de + UU pertenecientes al Grupo Velox «que $0 
¡individuallzas, formularon una declaración en la que concluyen: 
“que dende le adquizición de TB, en 1988 o 1949, la familia Peirano hizo. 
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que el TCB opera des juegos de coemas”, lo cual fuera oportunamente 
confirmado por José Irsola, en esta coosa y aín en la testrmoniada, que 


“Se reveló un juego de cuentas a los reguladores SA y 


segundo juego, registra el hecho de que la fismilia Peirano retiró; 
depósitos realizados a los clientes del TCB 00 el fin de financiar al 
Velax y.sus estilos de vida. Bsto se realizaba, por lo general, por medio 
lo. que ss Mamá la "cuenta £.B00 a nocubre del Grupo Velex, 
nombre de los miembros de la familla Peirano, cuentas de la compañía 
Grupo Veloz y compañias Sericias o. con pombres con código. 

43.- Sc tomaron los depósitos a nombre de sus clientes del TCB, 
haber dejado alsguna garantía a cambio, y fue un fraude al TOB y a 
clientes realizado per sus dueños y gerentes. El relato de Iraola concuerda 
con lo manifestado en New Yock por Juan Peirano”, 

"Dentro de TCB había una cuenta que se llamaba “Grupo Pelar, a 
'irevés de lo cual amo Jord como Juan Peirano daban la orden de 
fondos a favor de las empresas o personas fisicas del propio 
trataba de un verdadero banco de inversión donde ellos uriliza los 
fondos que se coptaban vía TCB para inversiones en los 
aperaciones y negocios que ellos tenían en la región” 

(cfine. Declaraciones de José Iraola). 

, M4 Los ahorristas llegaron al TCB por ares vías: por 
directos en la instifución, por haber sido derivados de loá ot1os | del 
*Orapo Weloa”, ala comentimiento de los clientes, y par BM Fondde, ua 
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sonido de mención que ofrecia en Unoguay el Banos de Montevidea, 

45.- Como resultado de sus investigaciones los liquidadores de TCB, 
en Edos Calona; concluye que la familia Peirano y wercoros vinculados se 
aproptaroo ¡le ghimamente de fbndos de TCB por monos superiores a los 
1US3 00.000.000 (ochocientos milloges de dólares). 

(cie. Pica agregada, corandida: “Declaracióncs de Juan 
en New York, ante autoridades de TCB, Mo. Penal $* Tumo, > 
10297-2003, remitida a esa Sede de 16" Tumo por ofco aro. 2333/061 

46- For “ptra parte, les Equidedores de Velox 
Investimentz detectaron que al 31 de diciembre de 2001, los prigismos a * 
ls acción de dba emp solis la suma de 48 minos de 
dólares, habiéndose" lúlciado entones acciones «6 Cron Cayman 
contra el abora extinto Jorge Pelrano Facio, en su calidad de único y 
exclusivo accionista de bso empresa 

A AAA j 
en esa Epoca, de una empresa que le sorrespondía en su totalidad, conf 
una graye irregularidad, que debe ser valorada a lá Juz de 
Sesion A ao e nd 0 Ma Cola 
distintas entidades financieras del Grupo Vel ] 

MO ráGala semanal nl j 
tendientes a perjudicar a los ahorriens de las entidades del Grupo, y 
7 AAPP AAA 

* Ai En eltezo, estos préstamos no 56 registfacoa en la conti ¡bi 

us TCB, y deben vincularse necesariamente con las “goma 
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cfbctandas por Jorge Peirano Faclo en el año 2001, u sus hijos Juas y José 
(conforme Fargo acreditado en el exborió evi. 

oportunamente por la justicha argentica, cuya copia autenticada 

en el expedicate agregado Ficha 46112002, del TaP de 3* Tarna, 

integrante de estos autos, individualizados con la Ficha 161/2002, Penal 

8% Turno, Pieza del principal. Pelrano Facio Jorge. Co autori 

responsable de Insolvencia Societaria Frandulents (art. 5 Ley 14088) 
4% De dicha rogutoria enviada por la justicia ergertisa 


Arvestigas el origen de los fondos emerge que "los importes del 


7.800.000, a Juen Peíreno Basso, 50 originan en una donación en dinero 
efecihio de su padre Joryje Peirano Focio.....que éste poseía disponible en 
el exterior. Los bancos intermediarios fueron el Banco e Misco y 


“Tradeiónd Commerce Bquk” 


"Los importes de USFS 3.113.000 (30-03-01) y LES 58.000 (3 
Ol) a José Peirano Basso te originan en uno donación" en dinero 


cra de su padre....”, endo los nicas "bancos mencionados 


La responsabilidad de Dante Peirano y Marcelo Guadalape, p 
su participación ea el "cucalé de análisis de cródiico cai Exa 


vinculadas”, y sabre la pperativa en la “Meza de Dinero y Cambios”. 


£0- Pa la 'ooosumación de los licios “dismrvollados 


“precedentemente, Guadalupe y Dante Peirano, recibieron la peración 


les “enandos medios” del Bpnco de Montevideo y la Cita 
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el Monto de a la fecha de en intervención, y perticiparoo deda?_ 
la jerarquía y j 
da ollo, a eliana res cooperando con 


Gcacalape y Dame Peirano, en el ocultamiento del verdadero ricago dela” 


Instiración al Bánico Central del Urigury, durame Los primeros meses del 
año 2072, fundamentalmente, 


$1.- La investigación adeinistrativa practicada por el Baro Central, 


reveld la existencia de una serie importe de partidas que se encomeabap 
pendientes” de registración y regulsción consible por importes 
siguifcalvs, e tuvieron co00 origen operaciones regulares reslizadis 
a través de la Meza de Dinero y Camibica, 

522 Curlos Codesal ena el Sub Gerente Finunciero, vospocssadile aj 


la Hesa de Dinsro y Cambios del Basco de Montevideo, ya ve e 


quien macejaba la spersiva del Banco Caja Obrera por haberse unificado 


debas con motivo de.la “fusión de hecho” que operaba entonces entre” 


Del expedíento adminisrativo 2002/1064, BCR loa opa 
cemtificada se encuentra agregada ((5 234 y sigues, del expedipnte 
“Ante 54 cirmilar de Y" Tirno, JUE-91-10297-2002), surge el quálisis 
de los beches relevados, por los. cuales Éstos 86 encuentran scooalmenje 
procesados, y el proceso cn la eipa del plenario, 

«¿Se mencióna enim Str lá oponción relitiva a 163 arbitrajes 
a 


di dde EoGiaAL oo pal A 


485-C.S. 


486-C.S. 


dé luna recibimos indicaciones 


CÁMARA DE SENADORES 


otras entidades del grupo, puede haber sido TCE 6 la propia financiera 
Guarani o Parapill.... .la orden de documentario se dio eng Jon y Dante 
Peirimo, el Cr Garat se opuso a documentar poryue no $ ia prrificar 
gastas que se iban a realizar en el fusaro....me ordenoron a lalraciomente 
'que lo hielera y no tuve más remedio que hacerlo.......G estaba de 
macaciones *, (fe 240, expocitado UT supra). 

33.- En lo que rerpecio all ya señalado “crédivo concedido a Abold 
Investment por USS 7.800.000, cuyo beneficiario era Disco SA. en ss 
cuen Citibank N.Y.", Es 241. se constataron graves isreghularidades el la 
toncesión y documentación del crédito, cn la registración Bel mismo y sn 
coirelta información al BCU, -<omo ya se dijo- y tamilién en lo que 
refiere ala operativa do la rpesa de dinero 

54.- Según Codesal y desembolso de dichos focdod se efectuó por 
ortén verbal de Dante Fimó ú de Marcas Gusdalola, al bisa , El 


orden de documen | a metro ¡url panal, ent de 


contaba cop fncnltadís Vhoficientes para realizar la Joperación, de 
acuerdo a las “limites operativos de la mega de dinero y cambios”, la. 
242; e informe BCU, fh. 49 -(exp.citado). 

53- Juan Miguel Ci eo oportunidad de 3 
jp tipo de a Me de y Cambios que 


contabilizar src y Er indicaciones venian 'insiridos por 
Edil y nosotros pedianos la marca de Guadalupe qu es el Gerenié 


-Cenerol y de Dante Peirazo en su defecto....”. Al serlo do que 
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«operaciones se refería, señaló que se trataban de ”.. giros al exterior sta 
comiraporilda conioble correspondlónte, 014 45 ts caso, giro Caso eran 


a tres giros dentro de la plaza a PROBURSA...cs uno de édos, por tj 


monto de USE 383.000. 

Tingo un esto de 153 135.000 que el £r Codesal ordenó, pidió que se 
debitera de uno cuenta Ínierna, el no precisar qué cuento tolera quería 
que debliara respondió que mo Lo documentárasos y el habín, po € uña 
minuta pero 41 en un papel aporte, hebía puesto los datos de puño y letra, 
recuerdo que en? aña participé directamente y fa a reciemarle la 
documentación a Codesal quien me retiró la parte donde estaban nu 
instrucciones. de puño y letra y la pasé por la picadora de papel....esa 
eperación se deshizo pero a inlciariva del gerente general que En est 


momento ero Pestarino porque Guadalupe yo Aobía remenciado”, 
"En relación a .Codesol puedo decir que qu irato siempre fse dupórco, sin 


lkgor a que sede discutlera uno prden, quien le ponia un comirol eq un 
¿Enemigo para él, y tenio rocha influencio sobre Guedolupe..... five también 
Jacror fendamental en el deserme que se hizo del Back Office de mesa de 
_Camble ... el volumes de transocelones ero my gronde, 20 200 q 300 


¿operaciones por día con_un horario 0 coneliCodesel ea qua 


¿mondaba y se mera en todo, una aplanadora.... ”. 
56. Al ser interrogado sobre la operación por cinco millones de 
; dólares con Banca Della Swizzera, señaló que se habia documentado ca 


Back Ollice, pero “lo que si se ex que el dy Codesal pidid toda lo, 


¡documentación y. se la loud: Lo sé por los empleados que trabajar 
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conmigo...." (declaraciones de 6. 913 a 927, Exp.Sumario Ficha 165/2007 
agregado). 

57.- Por su parte Miguel Sopparo manifestó sobre la operativa de 
giros a los comesponsales, que existian dos situaciones distintas, Usas, que 
Fson partidas documentadas en los corresponsales en los libuos de Ranco de 
. Momerideo, que no se conesposdian són ningún movimiento real en los. 
mismos, ya que se hacía un movimiento interno exclusivamente. “El oro 
lescenario que se empezó a regisiror a partir del mes de marzo de este año, 
responde a que el banco 38 quedó sín fondos en los bancos corresponsales, 
del exterior, esto conllevó a que giros solicitados por clientes, debisados de! 
sus cuentas, nó pudieran ser cumplidos. Se liberaban los mismos de a poco 
y la adminirtración...estada a cargo del $ Codesal. avidentenente le 
instrucción del cliente que fue debitado no 5e cumplió; el destino de log 
fondos las desconozco... Cnadalmpe esiuba en conocimiento de ello pero 
'delegó en Codesal...." (fs, 1323 Exp. Ficha 163/02) 

(declaraciones Exp. referido fs. 1315/1325). 

58.- El propio.co encourado Dante Peirano, expresó que sl bien él 
era quien imparía las directivas, la Instrumentación de la paca] 
Interaa para asistir n empresas vinculadas le era ajcos, siendo 
respandablesde a misma las pesonas ás copaciucs para elo, que eras 
- gin lia alguna Guadalupe y Codesal. 

(declaraciones ds. 1336/1365, Exp. Ficha 163/02) 


59.- Mártin Alelapdro Urriza dijo que “se impársicu drdenes 
“algunos de las cuales no ¿e contabllizaban....xs impartía Coderal. mo se 
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pa que sos daba iv órdenes, la meporía de los veces decía que de 
comtobilizaba otra sección, por ejemplo Contoduría”. En cussio a ly 
operaciones de “call money" “lar únicas que eventualmente 50 se 
documentoben eran los relacionadas con el TOR. sir clarins pa 


Codesal, Guadalupe y Dante Peirano..”, 1 


Gl Harto Euriqe Gabba reebcma la conición de que ly 


órdenes de girar dinero al TCB ventan de “nuestro erente Financia. - 
Carlos Codesal o sf no estaba él venía directamente de Peirano”, de 


881, 
(declaraciones de fs. 8721886, Exp, Sumario Ficha 163/02) 


bl. Ricardo Loorber acleró la diferencia que existian en la mesa de * 


cambios ente el Sector Comercial que es donde se generan las operaciones 
y el sector aclministrarivo, en donde él imbajaba. Señaló a Codesal como 
responsable de la mes y como quien * «qu el úliimo tiempo o ser la cobazs 
del sector,.derde que Marcelo Guadalupe dejó la gerencia financiera y 
pasó.a la gerencia general. «Timbidn venian instruccionas de girar fondos 


'd TOB de la Mesa de Cambies, venían con un sistema qu se llamo ceder 


sun clawe para verificar su auienticidad, que previamente eran chequesdas- 


por Codesal e implicaban debitar la cuenta de TCE y acreditar clientes del 


Banco...elients importantes que tenian que hacer operaciones de cambie. . 


las concertaban directomente con la mesa de cambio, sobre todo empresas 
> - (declaraciones de fa. 887/895, Picha 163/02 
62.- Por-su parte, Brizuela al declarar en la invesggación relativa al: 


489-C.S. 


490-C.S. 


de 


CÁMARA DE SENADORES 


Banco Caja. Obrera, ss refirió a la unificación de lus mesas de dinero y 
A 


Codezál como único responsable de todo el esctor, 


En efecto, al respecto dijo: * Quiero decir que eno onsa de 
comportarse como banco fuionado Álo entre orar cotas, Que 58 
trabajara con una sola mesa de combios que movía los fandos de ambos 
bancos a su antojo con el agravonte de no generar la contabilidad de 
respaldo en tiempo y forma. Yo quiero decir que si se quiere vaciar un 
banco:no s€ hace a tromés de las cajas probablemente sino a través de la 


Mesa de Conbios y si sa quiero rocor al dinero al exterior 18 20rá dl 


La mero de cambier era comandado por el Er, Carlos Codezal que 
según se nos informá, según tenía entendido, dependía directamente del 
1 


Sr. Marcelo Guadalupó alo tazón ferente general del BM, direcior del 


BM y presidente del EL Muestros operadores de comblo ccruoban 
de luyo en la meso de cambios de B, 


Montevideo, Quiero ta explicar que la Mesa de Cambios fisica del 
ELCO fue arrancado delraiz de su hugor y trarlododa al BM sito en 

'63.- Confirman lp priedicho otras declaraciones que obran en el 
expéditnte de BCO, ¡ por Eduardo Walter Villar, fa. 85/96, 
Perqrina, fa. 184 y vio, Paros y Ruben Fomando Caral ( Atos 


A E 
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* feica o empresas vinculadas en momentos en que el BM esta 
.- Pontraledo por el BCU, par.el incremento de su exponción 
- Empresas, en especial con TCB, 


-: (65, Arabes pasticiparoo ea el proceso de ocultamiento de d 
créditos iregulaces al BCU, facilitando. con ello la de 
"otorgamiento a experñsas del patrimonio del BM, y por ende en diri 
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parte desde fines del ado 2001, de un “comité de eródios”, juras a Rippe y 
Ealogh (aetusimentá procesados da la 601 guita y ¿csfalada, LLO como 
Codesal $ Imela, Fegal £*, 1UE-91-10297-2002) que trataba (y aprobaba) 
los crbditoa a empresas 16 A Ra 
Peirano. 


El otorgamiento de créditos de dudosa o nula 
graves pajoicios al Banco de Montevides, y por sade rn 
la na devolución de que depósitos. 

Las resulcancias de la investigación adeninistrariva pracucalla por el 
POL degree Joni paiopecón qu ls ego» Guadpo y 
Peirino, junto a Rippe y a Balogh —como iniegranies de 
paralelo, de clientes especiales”, en la aprobación de créditos a | 


66» El conocimiento de la sitsación en que se encontraba EATbEUno 
el Grupo Velox —y por sde el Banco de Montevidco- varge del opa 
del mpmerosos “e mañls” agregados en los sutos ya individupl 
precedenteniente, cuyo fotocopia autenticada se eocueutra 


que tevelan —entre ctas cotas- la certeza que tenías Cuad 
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Grapo de varias erpresas beneficiarias de los crédivos concedidas. 


preponderante, come “Encargado Regional de Créditos” (puail (3 
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Peirano y los restantes procesados en la otra causa, de la vinculació 


La abundante prueba sobre dichos extremos resulta de la ñ 
sutenticada de la Pieza 5, del Expediente 200/1064 del BCU, úe íá, 520 4 
6S), “ler Pieza Documentación Agregada”, y “correos ciccth 
sumerados de Cl.a C26, de fe. 1134 a 1166, e Iuformes de fs 
1221, “da. Pleza Documentoción agregada”, al que cave Mini 

67.- Resulta ilustrativo señalar el contenido del e mail envi : 
responsable del Area de Créditos Balogh a D.Peiraoo, Guadalupe y Rippe 
en el que se dice “el próximo miércoles 17 y 30 hors estaremos vesfizando 
el primer Comité de Clientes Especiales. La minuto con copia de ide casa 
a trotar será repartida cómo és costumbre 24 horos antes, a los ef 
infbrmar a los participantes de las líneas a trotor..... El archivo 
informes estard bajo mul responsabilidad. Estas lincas 0d sirdo 


"conocimiento del Directario”, fi 528 


64.- Rippe tra responsable directamente ante Marclo iia 
los resultados de su gestión (CI); por informe elaborado pos Grad 
obre su desempeño al 19-02-01, Rippe incrementaría su "bonus Ñ 
USS 30.000 a USS 65.000 (correo mumezado C2); a partir de juniojd 
dentro del grupo existía la intención de designarlo para cuy 


se comunica por Juan Peirano, por correo 04 ; daa a 
mos. CS y C6 permilen inferir que Rippo estaba en pel 
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operaliva de créditos com las* empresas vinculadas, panicipando 
activamente €n la misma, lo que expone claramente cuando le envía 4 
Dante Peirano dicho mensaje "la operastea con esta gente se está saliendo 
totalmente de control. Hoy en día TCB nos está debiendo cerca de USS" 
2MM vinculados con esto operativa...” A 

6%.- Los correos numerados (7 y CH denotas que en <: perlgdo 
octubre-diciembre 'de 2001, Rippe se encontraba en la línea 
aprobación en el nivel Inmediató inferior al Director Ejecucivo (léte 
Guadalupe); del numerado C9 surge que su desvinculación fue acordada 
por sus superiores y la forma desu materialización pretendia que na se 
tornáse. “sospechosa úntes de tiempo”, como textualmente $e ¡ 1-1 
dicho mensaje de 6 de marzo de 2002, 

A ln 
en el informe complementario del BCU, obre de fi 1206 a 12 
(Documentación agregada, da, Pieza), eu donde Es precisan [los 
incumplimientos normativos, el ocultamiento de información “op de 
sobregiros y su utilización para simular el pego de intereses de « cn 


mora”, y giro de créditos 4 personas fisicas o empresas vinculadas al 


"Hd Los cuerpos inspectivos del BCU han informado que “la 
responsabilidad em el otorgamiento de créditos de dudosa ¡dos 
as compartida entre el Responsable del Arrea de Riesgos/Crédios, 

Y la alía gerencia del Banco, como lo denota la integración del 
comiid”..ul ocultamiento realtrado 'de' los eráditas de malo calidad 
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mialobra en la que el Responsable del Ares tomb clarcamnie pari activa 
permitió que los mismos pasaran más tiempo inadversidor y por lo tanto 
blangueó la poribilidad de qué se slguleraa otorgondo e expertos del 
patrimonio del banco. 

AO “era. Piera Documéntación agregada”. 

71.- El eponomista Fernando Diego Barrán, al amplis; la denuncia 
en representación del BCU, contra integrantes de EMM, ”  Dalel 
Balogá e su corócier de Gere de Riesgos participó en el proceso de 
ocultamienio de los riesgos de lo insiilución al BCU..ediome....l 
reconocimiento de que los verloderar categorías «e euehos cróditos 
diférion de las decloradas y que 56 imporrian directivas al personal para 
nó Cumplir con lm recimificaciones.... se uñilbebas sobrepirer para 
sinudar el pago de intereses de deudores morosos....e tranjirlan 
nea dajp a 
observados por el BOL el Banco Censral de la Rea. Argentina a 
Paraguay o las auditorias externos... Balogh ..—.percibio uy 
que era abenedo por TOB del ordén de los ¿(L5S ) 
meanules...buegroda junto con Dante Peirano, | 
Mercado Guadalupe el combd de cien empecioles, 
participación naze de una afirmación sua donde 
"dl archivo de estos informes esterd bajo mi respousabllidas”..... 
1353 vio, a 1356, 

T2- Respecto 4 Christian, Rippe, señaló el mimo tipo 
irregularidades, que precisa en detallo (6 1336 v13571 adernás 
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que también percibla un sobresueldo mensual de cargo de TCB de US 
2.300 mensuales. Adicionalmente el EC. Rippe ocupaón en Bonco Falox el 
corgo de Gerente de Fanca Empresa... ”. 

TA- Imaála (soya resporaabilidad también ee dibucida en la Ens 
individaalizda UT supra), era Prosidento de TCB Mandatos y Director de 
TCB, asi como Presidente de Larimur 3.A., desde el año 199% hasta el 28 de 
junio de 2008. 

En los meses en que BM eyuba siendo sometido a segubriento por 
BCU previo a la intervención- lracla estuvo involucrado en parte de la 
aperativa que llevó al “vaciamiento” de EM, recibiendo órdenes direétas 
de Josó Peirano y de Juan Peirano, 

El último balance que disponía de TCA el B0U, em al 31 de 
“diciembre de 2000, que exporla un activo de USS 173 y un pasivo de US 
123 de los cuales 124 eran depósitos. 

TA.- A comiencos del 2002, el BOL mantuvo, contaciós 600 Iraola 
dede que el TCB mostrála un vobanea de dendas 000 234, que RO 
necesario ccorrolar la contabilidad de la institución "df shore”. : 

Prescotada la información económico financiera acmalizada de TCB, 
al 18 de febrers de 2002, exponía un total de activos de USS 272 millones, 
U$S 146 millones colocados en Veloz internábiónal Investment, empresa 
perteneciente 100 9 a Jorge Peirano Facio, El pasivo ascendía a USS 244 

> AL31 de marzo de 2002, la situación era similar y el pasiyo asceddla 
a US$ 239 millones. 
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Luego de la interveoción del EM la “lEquidación del CH en 

Cayoay” arrojó que la empresa teofa un pasivo en el entorno de los USE 
800. millones, lo que demuestra que lo informado anteriormente por Iraola 
era falso. 
A 73.- Taenbién se pudo comprobar de los e maila enviados y recibidos 
por el Gerénte General de TCB, Or. Iracia, que las naones esgrimidas para 
desarrollar. "la colocación directa” de los clientes co TOB, adoptada por 
Banca Privada del BM, en lugar de participar a los mismos de depósitos 
realizados por BM, iba 4 provocar que se sobreparara lo que TOB 
mostraba en los balances como depósitos recibidos. 

-— "Ef" confirma la intención de engañar a dos lectores de esa 
información contable e involucra tonto el Sy. Guadalupe que fut quien 
envió el mail, por su conocimiento de la situación y por sus afirmaciones 
en el sentido de' que la mantobra «continuara oculía y también a las 
autoridades del TCB, entre los que se conteban los Cres. José Iraola y 
José Pebraxo” (informo Cr. Manuel Hitta, Analista Inspector ll, BCU, fs. 
1223-1224, 202, Fica Documentación Agregada)... ; 

76>' Las conclusiones del informe del Superimiendeme de 
lostipaciones de Intermediación Financiera, Dei Fenando Barrán, 
comunicadas a esa Sedo (fs. 1384-1387), son elocuentes y contundentes al 
respeclo.; 

En electo, “se determinó que el Cr. José Iraola brindó al BOU 

«información felsa obraculizando lo adecuado y oportuna evaluación 

del riego que Trade and Comerse Bank raprezentaba..... La 
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gravedad de esta irregularidad está dada principaimes 
tl ANEMEN AA A 
Montevideo) F Ge luego se ranprmd en 1 perjuicio 
ésios_.54 Concluye que el Ce Iroola . fue pordel 
oculiamiento de información relevante a los usuarios de la 
Asu vez, en dicho informe sé destaca la parucipación que (MIN 
cupo a Iraola en “las maniobras de tronyferencio de crédicos de ue RA 
a otro del Grupo”, lo que también pudo verificarse por la obtención - 
distintos + malls agregados, 
TI- A Es 566, (lera, Pieza Documentación agregada)” tootay 
comunicación enviada por Iracla a Balogh, Guadalupe, RippojpilUN 


Peirano que dice: "Daníel: En el fateria hablé con José E. , vamo MO, 


una sociedad Barrotes que administra al Cr. Alvaro Lecueder , a audallM 
dije se ponga en contacto contigo o com Christian, para jiras 
kaja que firmar, Fara hacer la operación precisamos que Harold 
provea del fondo para que a 5u vez TCB pueda fondear a Barrosa 
78.- A fs 571 (mjema Pieza) figura otra comunicación il 
respecto, también dirigida a Balogh: *....El erádivo fue vendido por 
Banco Montevideo a Sobilcor Internarional Corporacion cuyo 
es el Cr Alvaro Lecueder a que le pedi que ++ contacia im el 
lontigo para que firme todo lo que haya que firmar”. 
79.-A fs. 574, consta otra comunicación -ésta recibida por Ina 
la que sé de cuenta del “Asunto Showcenter S.A", José: Me E 
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ques esta cuendo da tomarlas en FCE. El moato poro su canceloción, valor 
2703-2001 es de UNS 1,05) Moo, Arísore 1] ens el testo y sida 

S0.- A E $73, obra agregada otra commeicación entre Belogh e 
Imola que demuestra sus participaciones en las operaciones de crédito a 
cmprosas vinculadas ul Gropo Welox, con dinero de BM y por ende de sus 
aborriziaz. 

(bctuaciones glosadas eo exp, Señalado a fe, 1273-1288 y le 16235- 
1641): 


81.- La plena procha de los hechos hisieriodos, aepjo de : 

Pira pro, |: 

, Emunciaa de los ahoistas damnificados, y su doumnentoción 
ditute, 6, 114297, 

desuncias de darmificados pargaryos, y documentación que 
agregan, le 103 4.241 via,, 
- otras denuncias de ahorristas uruguayos, Él. 242 4 257, 
.- gate judicial que dacenta el elorro de Hbonteras para verlas premia 


implicados, la O, 
+ declenaciones del entonces Presidente del Banco Cencal, Cóso 
Rodriguez Barlle, £1, 250 a 360, - 


- declaraciones de un Gercate Sucarsal del BM, Tripaldi, 1 26] a 
1, sy 
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- dictamen del MP solicitando prueba. 65. 772 4 273, 
- decliraciones del Gerento Morales, 6373 y ss. 
» declaraciones de varios dimmificados rfcando pue respectivas 
derrancias, 5 377 y u., 
; Pieni tro. 2: . 
= más desgncias de dummificados uruguayos, Eh. 335 4472, - 
- documentación sobre Girupo Veloz, 61. 356 y ss, 
«declanciones de otros denenciamics, ls. 373 y us, 
- constancia de autoridades del BM, al 13 de julio de 2002, Y ama 
» deiwacionto lnbelaltn de Miccalo Cortada, bs 489, 404 y 405 
50614517, 
- nota de descargo presentada por Guadalope, úl 518 4 333, 
- ampliación declaraciones de Guadalupe, ls. $34 1 539, 
- decoraciones de otros co denunciantes dumnificados, Es. 340 y 68, 
Pieza nro. 3: «A 
- cación de Richard Tios, roprecino de Lider d 
Cayuda, Ei 64H a 647, Este em un exterao interogatodo, fos contesto ea 
afiresar entre puntos de interés pera la couza, lo siguiente: "Fd a ll 
oficinar de Latimer en Zona franca de Montevideo....yo revisd los recon 
documentos qué habia, úbigue expediéntés del VOB y nó pudá cecoder E 
información compidariado de la compañía. Porque lor discos de 
Aebían sido removidos....tram de contaciarme con Jorge Peirano de 
22 de julio, y me devolvió el llamado el 23. Me dijo que habla hablado 2 
Jura Pelrano Baro y Josd Peirano Basso, que iba a hablar com JB 
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_ draola y que tendria los discos más torde, ese día. No recibl lor 


discos... Boro su ibrmación creo que FI es da madre de PIC, ún Cayman, 
y ésta es la accionista mayoritaria de TOR” 
- orden de jodicial de detención de lracla y declaración ús irnola en 


sede policial, fi. 648 a 640, 


- coostancia de incautación de discos compactos de compundora 
Latisur, para copía y posible rescate de información, fs, 653, 


+ declaración de Felino Amarilla, aborrista paraguayo, fs 690 a 68 
- declaraciones de funcionarios de AEBU, fo. 731 y £2., 
- Organigrama de empresas del Grupo, le, 729, 
declaraciones de Ignacio Rospide, corredor de Bolsa, fs, 736 4 799, 
de Hermida, fs. 763 y ss, de Balogh, fs. 774 a 789, 
- operativa de TCB con EM, aportada por BCU, és. 790 y sa, 
- información del BCU sobre cuenta de Cíticuz S.A, Bank Boston 
NA, Uragasy, fe. 800 2 207, E 
documentación del BCU, fk, 808 y 83., 
- vale a Banco de Bostón, fs. 543, 
', declaraciones de representantes de Probursa, Fleurquin y Chiarino, 
MARE ya, o. 
- informe de la Dra. Rantighieri del BCU, y sus declaraciones, Pa 
50) 1-55, 
- Pleenmna di, 
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declaraciones de : Gubba, 2 878 y es, Loorter, ía 823 y al 
Urriza, fa. 909 y sa, Cardona, fa. 924 y as., 
einfonne de Rossolino-Rantighieri del BCU, ds, 931 y sa, 
- información y documentación agregada ue BOU, ís, 9544 1302, 
- dechraciones de Fleurquin y Chisrino, ée 1303 ja 1309, y 
documentación aportada por Probursa, fa, 1403 a 1410, 
- declaraciones de Supparo, Gerente Administacivo y de ppefaciones 
del EM, de. 13261 1331, 
- declaraciones de: Dante Peirano, fs. 1336 4 1365, 
Jorge Peirano Facio, fa. 1366 a 1374, 
Jerge Peirano Basso, fk. 1375 y ss, 
Piezanro, 5: 
- declaraciones de Raiti, €. 1399 a 1401, y de Mario Sán Cristobal, 
ís. 1413 4 1424; 
- ampliación de declaraciones de Rubes Garat, e inforinelcontkble 
presentado, Ea 1425 2.1433, 
- ampliación de declaraciones de Miguel Supparo, fa. 1442 4 1461, 
- setaaciones policiales, Es. 1519 4 1543, 
- actas del Directorio del Banco de Montevideo, 1344 y 53, 


declaraciones de José Iraola, £6 1390 a 1616, y is de 
actuaciones del Juzgado Civil de 2* Tifimo, que recogen las de 
Curteyaro, Xavier y Otros testigos, 


- declaraciones de José Peirano Basso, da 1617 a 1643, 
- actes raifiemorias de los co imputados en presencia de el 
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respectivas Defensas, fa, 1645 a 1697, 
| - digunen el Minimo Público, solicitando los coresporpines 
procésamientos cón prisión de los indagados, 61 1608 2 1717, 

PO rar dd 

E Nica : 

- denuncia cu Paraguay, presentada anto el Ministerio Públicg de esb| 
pada, fa. 1782, 

Pieza nro. 6: 

- MECUrSOS recursos interpuestos al duto de procesamiento par sjuascupps, 13. 
2H44 y 4s., los hermanos Peirano Basso, fa, 271 a 2088, 

Pieza nro. : ] Ñ 

- dictunea del Ministerio Público evacuando los diversos 
RE IS Ras dura 

- sergencia del Tribunal de Apelaciones ea lo Penal de 3 
confirmatoria de los procesamientos, salvo en cuanto a la tipifica 
“ssociación para delinquir”, que la descarta, fa, 2332 4. 2352, 
"e pleza sobre excurcelación de los co imputados 3 
Cristobal, fa. 1 2 127, agregada. 

/Pieza 8: 

- prueba requerida por la Defensa de Guadalupe (ur. 164 [PP] de 
ampliación survarial, fa, 2472 y as, 

- prat pedida pa el MI, confums lo reviso a el [PES 6 
CPP; a, 2547, 
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- Jegleaciónes e tete amplisción Fumar, 56 Jorge Aller, le 
2621 a 2624, en presencia de le deferas de Guadalupe. 
- «=Heclaraciones de Carlos Codesal, la 2626 a 2629, de iurís Gallica, 
fa 2630 a 2632, de Maria Urriza, fa. 1633 2 2635, 
- mata ampliación de Auvier, És 2641 y aL 


- eve lasidegas uncarcalarado de Gusdalupez ML 2631] y 15 


¿promenido por mu Defensa, y dictamen liscal, 61, 2654 y 5 


«material periodístico agregado pora Sere, ls 2696 y a, 

= resplocionés recaldas cn surarios adminiscaivos pelcticados pod 
el BOU Jorge y Dante Peirano Bacco, fe, 27194 273H, | 

nta e A, ad po San risa y Dani Pro, feia 
de justo de 2002, dirigida sl BCU, relueando la + del grupo de 
hoerar los depdeitos de sus aboeristas, fa. 2767 a 2769, que forman parto 
del exp. 20050261 del BCU, Ée 2781, 

- informe del Banto Central del Uruguay, en cocucitación a oficio de 
la sede judicial requirente, nro. 8/05, fa, 2782 4:2784, 

- incidente de mulidad promovido por la Defezsa dé, los 
Peinmo Basso, en relación a la procta pericial dispuega por la Sede, Y 
aucesivod actos procesales que derivaron sobre cmo puerto, fmalmente 
resuelto por resobación del TAP de 3 Turno, nro. 511, de 25 de spaembre 
GA EDO RT ERP ARNO, AER 


gun de apelación, TUE-E8-08-2006, TAP 3*7, agregada par cuerda, Él 
1.10, E 


- Picha 161/2002 Documentación Autor Jorge Peuwraro y onu, 
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- pieza del principal 163/2002, Penal 8*, “Peirano Facio, Jorge. Co 
wotor responsable de un delito de insolvencia societaria fraudulenta (ar 5 
Ley 14095), Corátala del TAP de 3* T, 462-2-2002, Pieza 1, í5 12329, 

- sobre de papel cofor marrón claro, individualizado “Ficha 91- 
163/02, conteniendo ia y Balance del Banco de Montevideo, de 
distintos años anteriores a 14 intervención del año 2002, 


p, caratulada: * Grupo PeiranolGrapo Veloz y 


ml 


jo que encabeza el expediónte, nro. 23506, de 


expediente 1UE-51-10197-2002, Penal $", 
Art 76 Ley 2230, en calidad de cómplices, según 
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por la Sede penal de E* Tumo. 
* B6.- Su procesamiento fue recurrido por la Defensa, y elevados los 
autos al TAP de 3* Turno, 
Como es de público conocimiento antes de pronunciarse dicha Sala, 


se prodajo el fallecimiento del Dr. Jorge Peirano Facio, 


Por consiguiente, a nu respecto se ha operado la extinción del delito, 
de conformidad con lo previsto en el art. 107 del €. Penal, lo que no ha 
sido dispuesto en autos, o per lo menos no lo ha advertido este Ministerio. 

87.- Sobre la prueba diligenciada en sede de ampliación sumarial 
(ars. 164 y 165 del CPE), este Ministerio desea puntualizar lo siguientes 

La Sede Penal de 3* Tumo, hizo logar a procba requerida por una de 
las Defenasa, y citó a varios testigos de acuerdo a lo que surge de E 2617, 
y En. 2620 y vio, en donde sungen claramente las fechas de las audiencias a 


$4... Sin embargo, con relación al Ministerio Público, consta en autos 
el-cedulón que loce a ft 2619, en donde no luce las fechas de las 
. El mismo día de celebración de la audiencia, la Sede se comunica 
telefónicamente cun la Fiscalia, -segús constancia unilaseral que surge de 
fa. 26252 en donde se dice que el suscrito comunicó que no concurrla a la 
$.- Resulta clero, puss, que ante el error padecido por el Juzgado, 
se intentó subsanar el mismo mediante una comunicación telefócica que 


' habria Lido realizada el mismo día de la madiencia. 
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50.- Cobo señalor que En sedo de ampliación ¿marta ria 
indefectiblemen:e la obligación de citar 8. ambas partes del “proceso penal”, 


> que *....ta dos casos del Ministario Público ...ny 
y had se tendrán como los corsespondientes comicilias ”. ' 
22. En suma: fe han violado estas disposiciones, nc vostante la cual 
7 do en el art. 101 del CPP, este Minisicno Estima que 
plar la procba de la Leñeniz, ¿sa jo de prodico 
la cuál noda ha de solicitar respecto a dichá 
inúbservancia fornoal jes el procesó. 


9.- La Sede de $* Terno, recibió uña enuncia forrmelada púr 
lo y el Cdor. Knelo, en representación de un grapo de 


Esta denuncia “GRUPO PERANO/GRUPO VELOX Y 
ANTECEDENTES, Ficha P/511/02", tré0 
investigar la compro 96 las accoues de Weloa, par 
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94.- La mayoría de la audiencias 26 pricbcaron sio la presencia del 
Ministerio Público, en tanto Éste no fue citado a las misas 

03.- Una vez recabada 39 opinión, por dictamen de abril de 2003, 
coranie en el mismo expediente agregado, que parcialmente 36 inscribe, 
el tuerto de procunció en lpa guientes ismános: . 

.“Hobida cuenta el ingar eventual de comisión de los presuntos 
Hlelros que se demación.-.|.. los operaciones que 38 cuertionos habria 
sido realizados fuera del eipocia] de jurisdicción «de la dey 


La compra. de las| geciónes por Royal Ahold surge como 
dimpiento de Velox Resil Holdings de diversos 
slruados em el réntos, a raber: AUN 
amterdam, Holanda) ING BANK, (Aresierdam) 
L por imperio de “derechos de opción 
de vento”, poctados pora lor casos de incumplimientos, a raiz de do cual, 
verificados éstos Ahold debla abonar a dichas instituciones bancarias las 
sumar adrudadar, ; com las pccioner de VRH. qué habioa sido 
De acuerdo al art. Y" del C. Penal “los delivos cometidos en el 
territorio de la República, castigados con arreglo a la ley uruguaya”. 
Por su parte el art, 50" del referido cuerpo norativo prescribe los 
caspa que se susiraen a la hy peral uruguaya, no siendo “prima facto” de 
dnlicación ib enla especie. 
Jimmpacs se adrlprso dur flcana dis aplicas al ar. El, e radar a 
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los situaciones €n las que se castiga en el país, los delitos cometidos en al 
pei 1 

E- No obstante lo expuesto, da denuncio involucra también a dos 
integrantes del GRUPO FELOX "en las personas de sus in 


! 
Por tanto resultaria . aplicable el art +4 ne €) Códipo de 
Proceso Penal, €n cuento. se Iralo de Gcciongi que sell a variar 
de distintos delitos, cuando alguno jo algunos de 


-para paa! sunidad propia o de ora persona, 


ade art 47 del mismo cuerpo le me 
conjuntamente en proceso ú 
esta Ministerio etica que cube slk 
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Miesmidación de estos procedimientos con e que se iromito en de Ficha 
JO, habido cuento que su estodo procesal aún lo permite. 

Las operaciones que se cuestionan por los denunciantes. puédea por 
tanto, continuar investigándoce en dicha cansa, a los efecios de desenninor 
sl se adecuen 6 no, a conductas con vinwaldlad juridica de Índole penal, 
téniendo en primer dérmino como investigados a dos integranies «el Grupo 
Hhloz, cal como a los Directores de Felor Retail Holding [quien fiera da 
co-contralcale en los préstamos), pero con prescindencia de Royal Aíold, 
cuya responsabilidad no sería pasible de investiparse en nuéstro país, por 
so encuadrar en la normativa procesal penal ojudida precedentemente 

llos efectos de continuar con dicho invertigación, este Ministerio, 
suglere se requiera vía exhorto a las autoridades Judiciales 
correspondientes «para que éstas lo soliciten a dos Bancos respectivos” el 
envio de la documentación que! ocreditén los contratos de préstamos 
aludidos, las opciones de venta pactadas, y sus garantias prendarias,” 

06- La sede requirió la información solicitada por el Ministerio 
Público, y Royal Ahold agregó al expediente los Contratos de préstamo 
aludidos, con las opciones de venta pactadas y pus paradas prendariss, 

97. En mérito a ello, esta Fiscalla estimó pertinente estar a las 
resultabcias de la justicia civil, 'por el eventual “decaimiento” de los 

ó8- Luego el Dr, Fernando! Aguirre Ramirez, en repcesentación de 
sus paniocinados, compareció, a fofrmalar una serio de precisiones sobe la 
estipeiencia penal internacional | y sobra el “fondo” de los hechos 
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denunciados, y luego: de un preciso y enjundioso ectodio de la “questio”, 
solicióó la continaación de la investigación reliliwá á la veutá de lit 
acciones por el Grapo Velox a Boyal Ahodd, á 
09.- En un muevo dictamen de la Fiscalía, de fecha 11 de junk 
2004, que se transcribe, el suscrito 6 pronunció de la piguiente manera: 
. 2. El análisis que realiza sobre la “jurisdicción compelful 
en los delllos iramocionales ”,. reralla -4 fulcio de esto Espreseatocík 
correcia,: po cómpartible- én lérminos generales, salvo eu Lo qu 
contizuncida sedirá, que ño supone dira c6s6 que reiterar los ar 
0 vertidos. gporfumamente. 

La normeñva aplicable es la presta en el ars. 10 del Código 
mds preciomente Jos. incisos: 3* p-6% que consugrun Loy excepciones 
principio general de la aplicación territorial que prescribe el art. 950 
> ¿. La interpretación conjunto de ambos incisos permite conciuir -como 
lo ajifma el compareciente- qué s€ requiere que el sutor o autores l 
Robidor en el Merritorio de lo Repúblico, qué no fuesen requeridos por 
autoridades del pols donde presuntamente 14 comoó ol delito, y que este 
delito 100 coigado tanto por la lps ptreslera como por la nacional, 

— Los dos ditimos extremos no resultarian cuestionados y por tano 
cobe detenerse en el estudio de los mismos, ya que “prima facie” 
cimpliria con las exigencias de la norma legal. A 

En comblo, se estimo que no puede sostenerse que los presuniod 
autores del delito que se denuncia, -que son mencionados en el escrito en 
iia como indugados ea la camso- Michoel Mexrs, Gregory A. Sy, EE 
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Pleterneila y ER Oricu, residan o fueran habidos en nuestro pais. 
Y pora sesiner tal conclusión, el sacro se renaise a do yu 

dictaminado en vistos anteriores sobre el punto ( ver fo 457 9 456 y 527% 
Fr 4 do que a .cominuación se dirá sobre el aspecto amuriral de la 
imputación que se les pretende atribuir . | 
3 En efecto, siguiendo a Langón Cuñorro ( Comentarios al Códig 
Penal, Parte General, arts. 9 y 10 paga 73 y sigrer), en los delitas 
trasmacionals, o delños a distancia, o delitos transfronterizas, cucado 
difieren dos lugares y momentos de su comisión y 34 connenación, 
purece ser el coro que nor ocupo- "Hipe el principio de ubicuidad”, 
que "hay dos lugares de “perpetración”, aquél en que se aalfesió la 
volición y el otro donde se produjo el resultado de la acción, 
valederas ambas jurisdicciones, resolvléndose el caso, eu general, a 
del ingar de la aprehansión del criminal” (efine. Autor y obra señalada, ly 
reseña en dictamen anterior, fe. 527). E 

También refiere Longón sobre el punlo que “en todos estos 20108 
nación afectada por el delo, que es la uruguaya, cuolquiera fuera 
Lugar de comisión del mismo, reclamo para sí y ejerce la aéción 
Inmedisto y direciomente, cuando el actor fuera habido en ter 


Ello nos leva inevitablemente a realizar algunas consid 
sobre el fondo de la impujación, y la prueba acerca de la 
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desuacion, para determinar la impertinoncio de los pedidos de extradición 
e se reclamada, 

d- > Existe probado al momento, que el paquete occiorarto del 
Grupo Peirano en DAIH, fue "enajenado” por diversos vias a AÑOLD, 

Por tanto lo que por ahora és relevante desde dl pasto de 
Penal, es que el Grupo Peirano recibió ese dinero, y Énte a. en 
parjuicio dessuy acreedores , ea el no los añorrinos e F 
-rvesvalmernto el BCU por la” asistencia” otorgada. 

Jus principales dirigentes 30 encutalron octucimente procesados [pa 
el "fraude" que determinara dicho vociamiento. 

Pero; a juicio de este Ministerio, hatía ramo les acics juridicos ius 
provocorón-09 iranyerencia de domialo de las cociones, 10 EN 
mentengon qu vigor; hosto lento las pociones civiles no prosperan, Y 
ende, sean deciorodos esos enajenaciones en “frouce” de sus a 
los efectos penales no puede inferirse con la convicción necesaria fart. 123 
del C- PP) qué-* integrantes de Royal Ahold  co-participaron en| el 
vaciomialo que se describe en el Punto IE7 del ezcrito en visto. 

Es más, ello' ye inere de los propios dichos del compar 
¿usado se refiere 'a las “acciones supuestomtente preododas a favor de la 
propia Ahold", al “contrato de venta de las 307 acciones no prendas 
a la desaparición del dinero” (pags. 44 a 46 y 54 “in fine" de su 

Aubviériase que en laz conclusiones sobre dichos “isems* señalo: 

"En todo caro AHOLD es un acreedor más y no puede *, 
con ejas occinnes que son garentia común de los demás acreedores, EH 
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fdo una “vento” en ea fecho (1á de fulío de 3002) lo násma es 
ilsramente impugnubie por vía de la occión pauljano* 

">Puesto que Abold dice ser el actual propiesario de sodas las 

Scciones, Ogreguemos que respecto y las no incluidas dr estos acuerdos de 
venta inipartitos con los bancos, cuelgalerbiro frmo de veo es aún más 
claramente impugnable y nido en forma absolaa”....... "Creemos que 
deben anularse todas las ventas de acciones operadas enire mayo y julio de 
2002, pero la “venta” de lar 302 acciones 10 prendodas ú dAbald, no 
calme ninguna defensa y es nuda de pleno derecho”. 
"La enajenación del capital accionario de VRH (Gnipo Peirano) a 
AHOLD es ilegal, inadmivible y deberá ser revocada por la Justicia Civil”. 
... Por todo ello, resulta prioritario —a juicio de ene Mininerío- 
aguardar las resulizacias de las acciones civiles promovidas, pa que 
imieniras tanto persista da "presunción de Jegohdad” que emona de Los 
eperaciones cuestionadas, que son objero de la denuncio, o puede 
inferirse la existencia de elementos de convicción suficientes para la 
imputación responiabilidades de indole penal ” 

Y en comecuencia, no quedaria habilizoda lo vía de la exvacdición mi 
la orden de detención internacional, en tanto no surge prueba sujiciente 
acerca de conductas com virtuolidad juridica penal, respecto a los 
extramjerca denunciados y residentes en otro pols, iniegrontes en 5u 

Esta és la opinión de esto representación fiscal, que se remise en lo 
pertinenie a lo expresado en dictimenes anteriores. * 
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100.- Por consiguiente, en esta impiico.a y habi. ¿enla que el 
empediente referido compone estas actuaciones 3) £us+: 20 remite a lo 


dictaminado oportunamente, 
5- DERECHO 
101.- La nueva y abundante preeba de ergo laca. da el 
sumario, asi como li pruebo trasladida us 4035 (4 ll - 


incorporadas a solicitud de esta Fiscalla-, per oñ conolo. 20 est clapa, 
que “los co imputados Dante, Jost y Jorge Peiraco ao, Marcelo 
Guadalupe, Mario San Cristobal y Jusa Domios. Kat] deben 
respumler por la comisión del delito ¿ec imiówecla os ria 
fraudulenta (art, 5 Ley 14095), E 
E . 102, Como ya fuera dicho, los socitds.<3 miailul.1s, debido a su 
especial constitución han sido el dmbito propio pura 14 comisión de 
conducias ¡Hatas, sobre todo por parte de da Diccvares + da de log 


“integrates del “GRUPO DE COMANDO", que 200 q ecticad laa: 
órdenes a Ol'38 personas pera que ejecuten el hodis 0 is, rendido de 
lcd penal 

LA IMPUTACION. 


CONSIDERACIONES JURIDIDOS diras 


109. La ley de ilícitos económicos, a. 1449 creó fun Upo 
delicrual que denomina “insolvencia societaris cásueiee” art, 3%, y que 
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surge de sus antecedentes pretende ser la respuesta peral a usa nueva 
, labra patrimardal delieúva, denominada “vaciamiento de empresas”. 
104,- En nuestro pals, el De. Gonzalo Fernández considera que “el 
deliro societario puede caracterizarse como aquélla acción a oudsión 
e cie hor price 
de la dirección o cldministración, Seed lc 
* gufeto que Ocupa una determinada *parición” rerpecto de la 

' victimizada.... =, y concluye que este sujeto puede ser también el dnaler 

_ ina custa de cspital (socios, accionistas), apartado de la actividad direcore! 
(Derecho Penal dela Sociedad Anónima, pags.55/56) 

Al referirse concretamente a la figura típica del am. 5 e lado 
14,095, opina que en este delito el sujeto activo está indeterminado, no 
calificádo, y que de no trasarse de una hipótesis de sociedad anónima e 
etapa; concursal, será de aplicación la morma general de la cinada ley sobra 
¿Josojvencia piaible (pag. 95, obra citada), 

A E También el Dr. Gastún Chavez Hontow, en 54. 
“trabajo sobre el tema, publicado en “Cuademos: Cunillo de Derecho 
Econbrmico”, de la Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias 
“pags. 180-190, refiere que el resultado de su aplicación está vinculado a 


“Y como ejemplos menciona las realidades típicas de “ocultación” - 
cutre Gtras que detallar, a que alude cl referido art. $* de la ley de ilicinos 
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' Ejernplifica al respecto “El caso que más cfara y recueniemente 18 
adecuará a cualquiera de las hipótesis legales presuwencionados serd el del 
deidor call, del comerciante, o de persona vinculada € du sociedad que 
pretende insolventar, que transfiera bienes a nu sociedad anónima cupo 
control o propledad le pertenecen = 

* "Continúa diciendo que a su juicio "la transferencia socstiruiría un 
casó de ocultación, donde la estructura formal de la sociedad operaria como 
el medio de ocultamiento del bien; ocultamiento juridico que seguramente, 
habida cuenta de la despersonalización con que se presenta la sociódad 
anónima, será más tlyclcón, para los propósitos del agente, que el 


ocultamiento Msico.... 
* Examinando el delivo de insolvencia sociesria facbulenta, dice que : 


“la cooducta puedo encuadrar también dentro de la referencia tipica¡"hacer 
.dessparecér el patrimonio de una empresa” , 
105.- Langón Cuñarro, quien aisladamente ha propuenpdo la 


derogación tácita del ar. 76 de la ley 2230, , aonice sin embargo la ponplla 


opinabilidad de su postura. 


Conduye que ame la coexistencia de ambas noria, (an. ley. 


A a reia daria 
qa iso ciso de. “coocurso aparente de nomas penales", en dopdo la 


“insolvencia societaria fraudulenta” debe primas por ser nonna csppcial y 


.Fostsior enel tiempo. a 
Sostiene que * alo finos y cenecló cr “unsia de 


Empresas”, y que la ruponsblind as xv, de cuca 9 
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E én general. 


amor será el administrador, representante 0 gerente de ia empreña” 
(cfme. Autor citado en "Código Penal cornentado y anotado, Parte 
¿ Especial, Tomo Il, Vol U, pags 19 y es.) 
107.- En la especie, los agentes del delito han conjugado Ins verbos 
nucleares de la figura que este Ministerio les imputa. 
En clecto, se tratan de tipos abiertos, comprensivos de cualquier 
medio idóneo para llegar a la ocultación, disimulación o la desaparición de 
«La ocultación puede ser fisica o juridica, ya sea ocultación de activos 
A E 
Alo índica el Prof Dardo Preza (obra "Deliog Económicos, pags 
* 30 y 55), quien a su vez, define el concepto de "hacer deraparacer ”, como 
«toda formo de transferir, o gravar bienes, no Ineresando concretamente, el 
. medio wtilizado....El hacer desaparecer comprende no pa negocios 
simulados sino eperaciónes reales pero con distracción de los fondos 
- obienidas, burlados al patrimonio de la empresa”. : 
¿ Sobre dicha figura, continúa expresando “ido trmfcia 
.constindiria un coso de ocultación, donde la estrugura formal de la 
- socialall aperaria como. el medio de ocultación del bien; ocultamiento 


' juridico que , seguramente, habida cuenta de la son con 
" quese presenta la sociedad anónima, será más gicar ly efectivo pora los 


. propósitos del agente que el ocubomiento rico...” 
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(chma, Autor y obra citada, pag. 51) 
Civiamente, que la figura se consuma ¿ón cuando 56 produes 1 
“vaciarniento parcial". 
108.- En suma, las múltiples transferencias de dinero operadas dende 
el Barco de Montevideo hacia Trade Comenezco Bank (TCB), y a 
empresas del Grupo, así como a otros necionistas ( casó Juan Pel 
Basso), cuyo rcontrol y peopicdad tenbién lo pertenecen, Luñerea 4 
de «este: Ministerio» que- la conducta típica desarrollada por los 
imputados, encuadra más cabalmente en las previsiones del art. $ de la 
14,005,: en la modalidad de “ocullar, o hacer desaparecer total 
paresalenente el patrimonio de uta empresa, en perjutcio de tercerón, * 
De acuerdo a las regles de la saña critica, comprensivas de la 
¿de lós hechos y la experiencia, cabe concluir que 1odos ellos fanicip 
"de diversa manera, con actos directos para la exposición del BM, en 
beneficio de otres empresas de su propiedad 
“Participaron en el vaciamiento del BM, con setos materiales, que 
posibilitaron que se asistiera en forma indebida a las empresas vinculadas 
dicha Institución, -principalmente a TCB- en épocas en que la 
¿ estabia siendo controlada por el incremento de riesgos, e incluso en 
casos con un veedor designado con focultades de veso ca la propia sede. 
'Su accionar burló los controles Sel BCU y perjudicó á 
"OÍDO q lares. asadas ¡y Bpreción da, am ¿elit 
econoreía nacional ¿Siendo ua delito “pluriofensivo”. . : 
109.- En el Banco de Montevideo hubo una secuencia de hechos 3 
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o comsunados por la Superintendencia de insubuciones 
A rad (SU), y una secuencia de acciones consecuentes que te fueron 
pia por las autoridades de la época del BCU, en virted de esos hechos. 
Estas acciones que iba tomando el Banco Central se fueron 
dizando, severizando, hasta que finalmente derivanne en da intervención 
254 110: Y de Gaia o als cor des uno ds it de 
Tiespunss Jul pesal que le cabo en estos hechos a los impusados. 
3 En paar hogar, advertido por El BCU la ecolencia de ue 
lineremento significativo de exposición del" BM a favor del TCB, y otras 
Nempreena vinculadas, ss adopta una esuategía de prevención y de aviso 
: verbal de no continuar con dicho temperamento. - 
k. - Ello inmediataminte es seguido de instrucciones escritas - a las que 
"yu e ho inenciós- que fueron también desobedecións siendo incluso 
“anuntiado a tgxto expreso, que la conducta del EM seguiría riendo la de 
- asistiral TCB. 

Ame ello, se desijesa ul veedor con Éscultad de vetar las operaciones 
imegulares, disponierdo:que las potestades de éste se fueran incrementando 
- em finción de la sccuencja inccammto de hechos ieregulares. 
gs vulneraron los limites, los. topes de riesgo 
. permfido, con relación a las expresas vinculadas, €0 MOneniós en que Ye 
«sita que el BM se encontraba ca uña sivuación de liquidez. 

La situación de cada uno de los encunsados. 


"Yin Mario Angel San Cristobal, ocupó el cargo de Presióents del 
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Directorio del Banco de Montevideo, siendo inclaso en alguna apcsunidad 
Gest Genera de dicha Imtinación. 

** Desde aproalmadamente el 5ño 1994 6 1903, cóupó la ccebldecala 
del Barco, recibiendo una remuneración anual de 26,000 dólares, y una. 
mensualidad de 3.500, a la fecha de prodecires la intervención. 

Según sus dichos, quis> renunciar al Directorio, pero fos convencido 
por Juan Peirano para que siguiera, dada eu capacidad e idoneidad 
comprobada durante 56 años de Fancn, 

Al respecto dijo *.. ..yO cometi el error de haber comprendido su 
preocupación y acepté la propuesta....., 1428, 

Conocía la operativa del Banco, dada sa condición de Presidente, 
sunque no participó en la faz éjeculiva de las decisiones. 

Na, obstante co, algunas operaciones de montos millonarios que 


- fueron aprobadas O ejecutadas sin su intervención, fueron sl aviladas 0 
. conflsmades con su propia firma en los sesiones que celebraba el 
Directorio, no oponiendo repiros expresos a las mismus, más allá de sus 


alegadas observaciones verbales. 

Acvia de «jnglo, cba destacar digons da mu expresiones 
“Para de a la reunión de abril el Departamento de Créditos hace el 
formislirio¡necesario que no se habla hecho y suben a mi escritora Un 
futciomibio y dende aparecían mi nombre a la derecha también 
autorizando, ya tenía tres meses eso, yo puse en vez amurcar, “ociado nota”y 
y mi firma, no pasáa ni quince minutos y sube al piso mio Dante Peirano y 
me dice “Don Mario, por favor, esto no lo compromete para nada porque ya 
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El bscho, pero le traigo otro impreso y le pido que lo marque, cosa 


En tunas Si bicn ha alegado beber formulado observaciones | 
iVerbales, no fueron vetadas estas operaciones y muchas más en los últimos 
pesca, siendo avaladas con su propia fimo, en calidad de Presidene de 


“En ús sentido puede, concluirse que su conducta debe castigass a 

do de dolo, ya que teniendo la oportunidad, y la obligación controlar 

e out del Banco, amos no interina a decíoats ya lemadas y 

pie Sat oem, y no citan alo no lo Bio y contó 
e Hasta fuera decretada la intervención del Hnea, 

a efectos de analizar el grado de participación que 

le espa en los hechos a Mario San Cristobal, señalar la opinión de 

] e enim far 


A 


E % | 

E existen pluralidad de agentes que concurren a un 
donde la nota distintiva resido en e] “asperio 
intervintenss le rucede a quien epmenzó la 


5: “También con relación al préstamo a Juan Peirano, de 6 millonts de' 
lares, * dijo: *....e0s créditos fueron autorizados por los direciores' 
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Es, segundo aporto, temporalmente hablando, debe conti 

agregar eficazmente algo a la producción del resultado; ése segundo agente 
refuerza o corsclida la acción emprendida por los en * 
según el caso; 

Y cabe 0cceluir, por tanto, que el accionar ds este Sujelo que p JE 
su cooperación al illcito, se transforma es un “e> nulos”, supo accionar del 
acuerdo a puestra legislación positiva encuadra en las previsiones del at 

' 6l ral. 3 del Código Penal 58 

Aslrlo destaca expresamente Guillermo Julio Fierro “el derecil 
penal urugunpo osepta arte erterio y la dacuina que 10 comenta Te pe 
al erjterio temporal antes señalado....al configurar la comuicra en el art 
61 quee inchoye a quients couperan en lo fase consumativa ” 

(obra citada, pag.314) 

¿No obstante ello, por imperio del art 28 del C. Penal 
ispocllicind parar afan, debera rareros Taca la MEDOrES 
reslo, por existir “elrcunstoncios de onfen personal que obligan | 
imodificar el grado *: 

San Cristobal, en su condición de Presidente del E, “egiimá? 
actos incgulares ya concretados con anterioridad por otrog co partícipes $ 
cos centciencia de su caráctes del cardcter ilícito de los mismpa. 

Cpmo atenuantes deben computarse 1 su respecto la buezs e 
ETT ip AS 

“uz Danie Peirano, era Director Ejecutivo del Banco y fua 
¿material di toca las operaciones ya descritas en el caplralo de hechos (ver) 
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p. 1); ordenaba el traspaso de fundos a empresas vinculugas al grupo, 
'sulorizaba cperaciones que no se contabilizaban en deñaiciva, autorizó 
le préstamos a personas de su múcleo familia, inegrácnes del Grupo Vilox, a 
+ saber: Juan Peirano; solicitó a empresas y persones vinculadas la 
realización de transferencias desde nus cuentas coniemes/'para “tr 
. Speraciones al exterior, a empresas del grupo, realizando claranente lo 
Jerdes alo, enserio EU sl coa $ 
Jategrada el “grupo familia”, y por tanto el “Grupo de Comando", s 
un sjaro beneficiario de las múltiples maniobras ilictas, que le 
. Excslicios directos e indirectos. 
nz :113.> Marcelo Guadalupe, seunda la esúliplo condición de Dx 
/ Bsersivo, cod Srma en la mayoría de las operáciones realizadas, y 
- Gúsemta General del Banco Montevideo, así como de Director de la 
Las 0p=acios DUmErOSaS y grava de dervios de foados la 
compresas vioculedas el Grupo, burierón a fu. peógos cómo 
* ixteleccunl, junto al Cr. Dante Peirano, además de la colaboración de 
“randos medios” como Codcsal, Balogh, traia y fippe, éste en 
.ficurpo; cuyas responsabilidades, como se dijo, estin siendo diluci 
en bira Guiza conexa con la presents, que 58 taraífa ante su similar de 


e Panitipó en las negociaciones y reuniones con autoridades 
-Binso Central, previo a la designación de la veeduría, y luego de á 
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- con Dante Peipano, Bulogh y Rippe, determinando “el modus 
mediante el cual cr más viable la concreción Ó6 emos 


prohibiciones. del art 18 de la Jey 15322, de intermedisción 
- acruó a sabiendas que se estaba mp 
* Bases Montevideo, con otras empresas del Grupo, arpaclilocacas con TE 
- y que ese accionar excedia “Jos topes de riesgo”. 


ccascigarse a titulo de dolo directo, y debe responder somo autor (art 
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participó asimismo en operaciones ¡citas directa o indirecis a 


. empresas vinécladas, Grmando documentación al reápecio según 561 
expliritado en el Capitulo de hechos. 


9) Ip muneragos-testimondos y prueba aocurental spectelcfi 
aula lo involucra. 

. Su alegada renuncia con fecha 29-de abril de 2002, no se 
efectiva, y concurrió al Banco hana fines delvmer de mayo, 
derante dicho lapso traspaso de valores a la Bole. 

Jotegraba el comité. de análisis de créditos a empresas 


pr 


>. Aunque resultare discutible. que su accionar no encuadraza Cn 


2 ma 


pl 


“Jus: Distenesalgaies Estgrate-dd Diccario, ma acciona del 


lh. 


mul' 5 sumo participó en l faz ejecutiva de las maniobras fraudulentad? 
3/A pa vez, existo prueña connundente que lo incrimina penalmente 
uc nec ps y Pica r 
1 En efecto, en las primeras declaraciones de Dante Peirano en sede 
judicipl, . dote . destacó que “Marcelo Cundalupe, fue Gerente 
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. Airaneier)... ma persona muy inteligente”, dijo que ora uná persona de su 
enjera Confianza, que presentó renuncia al Baneo el 29 de abril de 2002, y 
“que ea forma verbal le había manifestado que costinues asistiendo al 
Grupo, "podria deteriorar definitivamente la situación del Bco. Mdeo.". 

Thrcibién Dante Peirano dijo, que: "el Gerente. General tenla 
conocisienta de toda la aperasiva....cuendo di renunció me presenté una 
corta con sus discrepancias como es narural, pora cubrirse....El en 
Gerente General y Director. En la última asamblea del BM él renunció. El * 
«tenis es que firmaba Marcelo conmigo es porque son des firmú A Para 
desermicadas eps se meceniion dy firmas 6, PIO AA * 

Se beneticia por mu ¡buena conducta anterior”, y por la "reparación 
del ma]k (jor. dl penes. 6 E) 

- Esta últizoa atenuante - a julcio de eso Minibterio- resulta de recibo, 
en tinto luego de consumados los ilíchos procuró aunar el nal causado, 
colibormpdo con a justicia! y presentando sa renuncia aunque en fecha por 


“Accumentación,” espún y A E UR 3 de EA 
participante qn las operacihnics frauéulenzas. Acá como Director avalando 
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en las actas del Directorio les trarafercocias de tonblos ya señaladas, a 


crop vinculadas al Gropo Yeloz. 

Participó en las turstivas tendientes a solve la erigió: imperante” 
enel Banco Alemán Paraguayo, viajando Sn repressotación 
del Grupo: 

Todo ello desvirtán su versión exculpatocia brindada en seda 
Jodlelal, de que estaba “ajeno” a la operativa del Banfó. Debe 
respondes, por tania, como autor conforme a las previsi del art. 60 nal 
1 A: Peral. a elculo dolosa, 


, Su responsabilidad es menor que la de cos beruanos Dante y José, 61 
tanto no era una persona habitualmente dedicada a los negocios bancarios, 
ms que se reserió a dl cuando lá situación ora clica, aportando en El 
sentido imporiante apoyo intelectiaal. . se beneficia de 
su buena conducta anterior, (art. 46 neral. 6 CP 
+ 5 Jos Pelrano, integraba €l Gripo Velax, erá Direcior del 
"Banco Velox en Argentina, y vicepcesidente de Trade Commerce Bank : 
(TEAL 

-Propició numerosas operaciones tendientes a ransferir fondos desde 

] el Banco de Montevideo 4 empresas pertenecientes 41 grupo que integraba, : 
fundainishtalmemte 2 TOB, ' 5 

¿ La ticuación imperante en Árgencins, a fines del 2001, somo se dijo, 

disp petesaia la provisión de fondos provenientes del extisior de 655 país 
: Arfraticas, a Tn de cubrir dichas empresas. 
— Ello'iobodeció a una política deliberada del grupo, que culmisó%o 
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EL El destino del dinero era inicialmente cubrir el retiro de depósitos en . 


chas de ellos sn Argentina, 
Impartta órdenes directamente a Iraola, en TOB Mandatos, ubicada 
Eco Uraguay, calle Arocená, con sede en Latinur. 


Esuba al tinto de la situación deficitaria de TOM, y no 0bomnte ello 


+Ja utilizó como “puente” para derivar fondos a otros destinos de su iments, 

Debe responder él delito mencionado, a ttlo de amor, 
A 

116.- Juan Ratt, del Dircctorio, resnifesió conocer ya cn 
febrero de 2002, la E del BM a favor de TCB por satena millones 
de dálares, y que ello no fába en actas, 

No obsta elo, coftinsó como Director del Banco, infringiendo 
“por tanto normas estatiiarias y de orden público, omitiendo focales 
observaciones, cia negaree a avalar las decisiones tornadas por el Crepo de 
' Comando € formado en Bhi por Dante Peirano y Marcelo Crntalupe, 
como asistente directo). 


Al respecto ssñaló “No consta en actas pero yo pea! un canes al 
TOBÁ.. A . Las ménimas regios dela lógica y experiencia, consiguraivas de 
lis, sana erica indican que debió tomar decisiones como Director dal 
* Bañob, y no.lo hizo, actuando por code en forma dolcss, aunque 162 por 


_gmición, permitiendo la existencia de operaciones de “vaciamiento” del. 
AN r. 


paña luego transierilo a picas empresas vinculadas al grupo, siruadas - 
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13, 18, 60; 61, 66; €8, 70, 71, 86, 88, 104, 105 y concordantes del 
"Penal, y art. 3 de la ley 14,095, así como artículos comp 
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«Binco, sonticidadolas con su firma en las £ el Direserio. 000 


Le 500 aplicables a su respecto las ménos Coobideraciones que 
“fueron expuestas con releción a Mario Su Cristobal, serca de su 


'*epeperación. secundaria”, que lo sinia como co uutor del delito de 
insolvencia socittaria fraudulenta, y par imperto 0c lo previsto en el det 88 


del CP, su penalidad debe ser sensiblemente menor, a la de los ejecutores 
materiabes de los becbos irregulares consiatados, 


¿TORIO 
ADIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA 


- En-mérito y lo expuesto, a las normes legales ya citadas, a los 


"Código de Proceso Penal, este Ministerio deduciendo formal 


la señora Juez, FIDE: 


* Se condensa Josó Peirano Basto y Dante Peirano baso, , 
autores responsables del delito de insolvencia sociotaria fraudulenta, a 


¿la pena de NUEVE (9) AÑOS de penitenciaria, vespestivar.cate. 
taldene a Jorgo Peiraño Basso, como autor responsable del delito de 


insolvemela societaria fraudulenta, a la pera de 5ElS (6) AÑOS | de 


penitenciaria? 


E ¿ordene a Marcelo Guadalepe comó autor respocsabl del 
delito de insolveuela societaria: fraudulenta, a tí peña de mm 
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¡pA£0S y ¡OCHO ($) MESES de peniveociaria, con descuento de la 
preventiva sufrida. 

¡ Se condeno a Marlo San Cristobal Ya Juan Doris Raimi, 
como eo autóres responsables del delito de insolvencia societáriz 
fraudulenta, yla pena de VEINTICUATRO (24) MESES es 
con descuento de la preventiva cumplida. 

Se déstzerespcto del De Jorge Peirano Faio, la esrincidn del 
delito cometido, de conformidad con lo previsto en el ar. 107 del Código 
Penal. 

Srta cargo de los condenados las accesorias legales derigos, 

a Montevideo, 18|de octubre de 2006. RU 


A, | 


Pando 


Hera Da —— Lan 


Or. Joth Miguel da Dia 
a 
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EXCARCELACION PROVISIONAL CR. RATTI 
DE 15 DE MAYO DE 2008 
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Montevideo,mays 15 de 2003. F 
Sr Director de Cárcol Central. 
PRESENTE. 

En autos: "SAN CRISTORAL Marie RATTE 
Juán Domingo-DELITO PREVISTO EN EL A 76 DE La, LEY 22008. 
a0ÍMI2007,se libra a Ud el presento, hacidná le saber a sus otectos-que + | 
por Resolución de bsto Tribuna! de Apelaciones en lo Penal de in ue : 


Fale 
A 
no Nro.261 de locha 12 de mato de 2003.50 dispuso la LIBERTAD 


le 


HAL BAJO FIAMZA - la que deba cumplicas en el día de atorado Ja 


mingo RAFTI PACINOTTI Registro Fotcrinlo Nro.252.522r0childo pax 


Cárenl.- 
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EOUICÍA DEMONTEVIDED DACIO ia ITAOA: 
CÁRCEL CENTRAL. REF. LATILPACIMOTIL Juen 
Ciorlingo. Procesado. 
Lu libertad tajo Flarea 
SECOMUNICA.< 


HMomriadca, 15 de Maps de 3007.- 


Por el preseme lefsomo a Usd, és por issoleciós $0 Trbasal 
de Apelaciónes en lo Proa! de de Tama Hro.191 Me beta MIHAYO), por Oilicio 
He 15400 ee adjunta copia) a la bora 16.1) del día de la fecha tecaperá la lbortad 
¡provisional bajo Fierza del erciaado Juan Domingo LATE PACINOTIL quen 
habla prasido a eno Ervablecinlemo con fecha DIA GOO] por Flelito previaña en el 
ArtT6 de le Ley 1334 *.- 4 03 disposición 
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ESCRITO JUDICIAL DE SOLICITUD DE PRORRÓGA 
PARA CONTESTAR ACUSACION FISCAL 
DE 3 DE MAYO DE 2007 


536-C.S. 
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Er. Juez Letrado de Primera Instancia + lo Panal de 1" Puro. 

Gonzalo De Fernásdes y Cocilia Salom, en ve calldas de codedensores de 
JUAN DOMINGO RATTÍ as la causa que 66 Sustaucia ele veta Sedo bajo Ficha. 
LLE, 91-183-2005, el soñor Juez dicen" 


Cue atento al volumen y complejidad de esta cava, virno ro liStar se los 
esacada por única ves ampliación del plazs para evocan el ristado de H demanda 
acunatoria, por el término máximo de 15 dias y de vvalornildud cos lo astfblecido en 
el art 24D ino, Y del C.P.P, 


Por lo expuesto, al poñor Juez pides” 


sn 7 un, por única vez, mo les conceda la amplnción del plaza para 
traslado de la acusación fiscal, por el término máximo de 14 dísa, putados a 
partiz de la fecha de la respectiva notificación. SS 


dl 


“Arras ol voñor Juez proveer de conformidad. 
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EM Alea hrolo 7 


2, 
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ESCRITO JUDICIAL DE EVACUACION DE LA 
ACUSACIÓN FISCAL 
DE 11 DE MAYO DE 2007 


538-C.S. 
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1. PREAMBULO. 


A LÁ DEMABDA ACUBATORÍA —Betirades ln 13 


PP A o A A rr a im 14 


A _——_—— ias o eaacazaccaros, A 


0) PRINCIPADO DE COMOENENCIA. 
r YELMO MUADIOO DOGMATICO DEL PROCESO 
A PP e 1 seca. El q 5 


AJELCARGO DEL ENCAUSADO BATTLE: ELDIEECIORO CELE ES POTESTADES: 


A Y] 


o dear 0 le CU br ma, 5 O 
E) Las dsclareriones de lor csúncarsa dos... A ma 71033 
dl Ctros besimosiós vértidos sn sede persliccional Su alero... Aura. Bla 87 
Temimseles dé q emplesios del E. o r— Ec e 100 
el Terinooss de funoicraríós del BOL... a ocn. 104 a 108 
1 EU CONOCIMIENTO DE LA ASISTENCIA AL TOD —.. 0000: DUE. 107 
dl Las instru A A ES 
EL pepiatro de TOR Manda DA km a — sua, dida 116 
La sistaocia del Dl al DEE o a Ett UE LL 
d) La beralidad de la auistancia Sinanciora del BM al TOE A AAA 
al Ereve rea de lá setuóción del BOL, ls contrales dispares y el promeo de 
er — o cres as 13 e 148 


b Cardusones — Las declarantes del Or. A coros E. 150 105 


ue HH pura, 16 107 


cis a A z 

ola la clcallad de Zaid ma el congo de Virapcoablenes del EM — um, 180 4 158 
Di EUMIMA SOBRE LOS HECHOS IMPUTADOS... comes cremoso mens IIVIEL 15% mm 501 
1) OTRAS CUEFTAONES RELEVANTES. 10050, HOZ 


2) La retención de sus ahorros lr mom. 304 a 25d: 
hb Laa nociones judicialas Di. a mo. 207 211 
IV. ECHRE La CALIFICACIÓN TOBÍDICA. cocoa como A SAA 
A) EL DELITO DE INSOLVENCLA SOCIETARIA FRAUDULENTA 

ra reo UNA TA o a E ED 
Y) obre el ds pr rr A Áer s BR EL a A 
e La cánducts del encausado y es A E 
BELART MDELA LEY E — Bis. Ml a DAD 
o A pun. 244 245 
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Sr: Juez Letrado de Primera Instancia en le Penal de 1% Tumno. 


Coalo D. Fernández e Cecilia Sale, defeneores de JUAN 
DOMINGO RATTI en la casa que se sustancia ante esta Sede bajo 
Ficha LU.E, 91-163-2002, al señor Juez dicen: 


Que, en Lempo y lJorma, vienen a eracuar el tradado de la 
requisitoria fiscal, en los términos que $6 Exponen seguidamente: 


1 PREAMBULO 
A) LA DEMANDA ACUSMTORIA 


- 1.- En estos autos, el acusador público solicita la condena del 
encausado Juan Domingo Ratt en calidad de cosutor responsable del 
delito de insolvencia societaria frasndulenta, a la pena de 24 meses de 
prisión, cón descuento de la preventiva sufrida, 

E En rustento de cota irsputación, la roquisitorio fecal convoca 
una placalorma Íictica que está conteróda en ua Único párrado, dentro 


dde un ederilo que consta de 71 fojas, donde se consigna que el reo 


integraba el Directorio del Banoo de Montevideo! en calidad de 
Vicepresidente, que éste maniíestó concoer, ya en febrero de 2002, la 
asistencia de esto institución bancaria a flavor del Trade £ Comenerce 
Barniki y que dicha circunstancia no foe registrada en el acta 


correspondiente a la sesión del Directorio (10% pieza, fs, 32148), 


3. Tan luego y en lo que respecta a la motivación jucidica de la 
ineutsción fmulada por el Ministerio Público contra el entasado, la 
misma po arjerita más de una carilla de la regulsitocia esa), en este 
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caso obrante a la, 3931 y vta, bajo el balo "Lo ariuación de coda uno de 
los eromuesados”. 

4.- AI, luego de reiterar el breve relato de loy hechos ya referido, 
el acusador público aduce que la continuidad del encaisedo ee $u 
cargo en el Directorio del BM se tradujo en una violación de normas 
estatutarias y de orden público -que no individualisa- y, a 9u vez, que 
su supuesta omisión en formular observaciones a las decisiones 
adoptadas por el Grups de Comando del EM -*formado por Dante Peirano 
y Marcelo Guadalupe, como asistente directo”, la. 3331- importaria la 
conducta dolosa de permitir la existencia de operaciones de vaciamiento 
de la institución bancaria, que habrian sido conuentidas con du firma 
en ls sesiones del Directorio del BM. 

5,- En último lírmino, o de dos 0 so 
cooperación en el ilicito imputado, el acusador público estima 
pertinente realizar una genérica remisión « las consideraciones 
expuestas con relación al coencausado Mario Son Cristóbal y a la 
“epeprración gscundaria”, 

6.- Esta catricta reseña del sustento ílerico y juridico que funda 
la imputación fiscal y su solicitud de imposición de la pena, sólo puede 
provocar perplejidad y estupor. En efecto, al día de hoy sólo este 
axpediente consta de 3.909 fojas y la causa está integrada, también, por 
los mumerosos documentos agregados, cuyo vobhumes es de tal 
magnitud que han debido ser resguardados en la sede judicial, 
quedando a disposición de las partes del proceso. 

7.- La sola constatación de este hecho es, por «ul sola, sobrado 


nacida; ETC A Ab es casual ni 
caprichosa, sino que obedece a la complejidad de los hechos instruidos 


17 de noviembre de 2010 


CÁMARA DE SENADORES 


y, debe timbién adenltirac, a la repercusión poliica y publica que éstos 
han amumido, En tol contexto, pues, 0l estricto tenor del relato de los 
hechos y del fundamento juridico de la demarda acusauloria, las 


8.- Empero y como se profundizará a lo largo de este escrito, ésta 
so es sólo una mera objeción formal, a la que pueda ae 
intención de parangoñár, vanamente, la extensión de la 
exbentión de la demanda acusatorio, el esta última se 
requisitos exigidos en el ordenamiento juridico vigente. 
E. "EDA Moaniatda, MOON HE por cierto, 


calificación legal: la sola mención de que el encatiado delenió la 
cabdad de primer Vicepresidente del Directorio del Ela, de que jupo de 
CNA AA que Aa, petllegicia 


edo: =mla citce sy cargo en el Dasek de 
conbcimiento de la asistencia al TCB o cl contenido de lan 4 
Ss 


541-C.S. 
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Ss la requisitoria Ascul, ésta Dl siguiera individualica cuál cs el acia = 


(claLde ea lactea, rr planas VNS, E nal ect tp es 
encuentran agregadas a la casa de fe, 1544 4 1586. 

11.- Otro tanto cabe conchuir aquí, y a cuenta de du extenso 
desarrollo posterior, en lo que refiere a la cofficación juridica de los 
An 


: ÓO e alerts diras Bl ie 
»« comparezca con el inmpresciodible examen de lan caractesíicicas y la 
competencia real detentados por ese targs, de la usiriuidad de las 
sesiones del Directorio del BM, del cotejo entre fecha de las 
decisiones adoptados por el denominado Oruúpo de Cumundo y la 
correspondienze a la de su comunicación al referido direciorio, entre 
tantos obroa Extremos, 

12.- El acusador público incurre, incluso, en gruesos errores que 
no pueden dejar de advertirse. Obsérvese, en lal sentido, que bajo el 
tículo "Otas resultencios” y al momento de relaciontr el auto de 
procesamiento dictado en la cosa, señala que los coencaisados de 
autos fueron todos procesados con prisión por el delito de asociación 
pura delinquir en concurrencia fuera de la reileración coa el delito 
previsto en el art. 76 de la Ley 2.230 cura, 82 de la requisitoria fiscal, 
10 pieza, ls 3219 via-, cuando el primero de celos delitos fue: 
úpificado, exclusivamente, a los imputados Dante, Jorge y José Peirano 
Basso, 7 


A A 


del BM (10* pieza, fs. 3331), qn dos fodicas nl es señalín nl, por 
ende, e pueden individualizar y controvertr, 
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14.- Mo puede, tampico, dejar de señalarse obre lamaño 
dezacierto de la demanda acusatoría, que rafica la pobreza de la 
atibución juridica quí pretende promover respecto del encaursudo 


aa A o cea 
surge de referencia también genérica € distintas resoluciones del 
Banco Central del Uruguay, las cuales, corpo es evidente, no sevisten la 
nápualeza de leyes ni de normas estatutarias (5% pieza, a. 1698-1715] 
y, por consiguiente, no integran el po legal referido. 

16.- El tenperamento Úscal fue compartido por la Sedo, dictando 
su resolución de 8 de agosto Spuiente, por la que dispuso el 
enjuicianiente y prisión del reo por violación al at 76 de la ley de 
mención [5% pieza, la. 17421750 vto.]. 

17.- Para ete entonces, €l Ministerio Público hizo tarmbién especial 
E 
PA Martos ide 


_ febrero de 2002, la asistencia del BM a favor del TCB por setenta 
millones de délorez, y que ello no constoba en actas, No obstante 
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ello, cóntinuó olmo Director del Manco, infringiendo por tanto 
normas dios y de orden público, o formular 
observaciones, aña negarse a avalar las decisi tomados por el 
Grupo de E fiécse Dante Peirano y Majcas Guadalupe, 
como asistente dhectoj. Al respecto señaló “No en actas pero 
yo pedí un boloos del TCB...”. Los minimos reglos de la lógica y 


A A O 


E e ay" [5% pieza, la. 
LPLS-1714, a el titulo “2 becas pr La 
impetación” pura. 2.1. €) 


18.- Aún a riesgo de provocar el cansancio de la Sede, pero 


A A II ES EA, la 


"Juan Rot, integraba igualmente el Directorio del Banco de 
Montevideo, sendo el Jer. Viospresidente, y manifestó conocer a 
en febrero de 2002, lo asistencia del BM q fovor del TOR por 


seem millones de dólares, y que dicha ciremstancias no hebla 
"sido registado en el ode corespondiside a la sesión del 


Directorio” (10* pieza, la. 3198, capibalo “L Los hechos probadas”) 
“Juan Ral, integrante del Directorio, manifasió conocer ya en 
febrero de 300%, lo asistencia del BM a favor del TOS por setenta 
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millones de dólares, y que elo ño constaba en caos No obstante 
ello, contimad como Déimetor del Bano, infringiendo por tanto 
noraas esteidaras y de crden público, omitiendo formadar 
observaciones, sin negarse a avalar las decisioif tomadas por el 
Grupo de Comando (formado en AM por Dante Alirarnó y Marcelo 
Guedalypa, na, asistente directo; Al respecto sbrialó “Ho consta 
un balance del TCB...*. Lal mínimas reglas 
is, configurativas de la saph cxftica indican 


qué debió tomar como Direetar op] Co, y mo do hiso, 
sctuando por en forma doloso, «anque: sho por omisión, 
panslóntás la deimdo de apenas de. amiento" del 
Banco, consintiéndoles con su firma en las del Eirectorio, 


Le son aplicables a su respecto las mismas consideraciones que 
fueron expuestos con relación a Mario San Cristóbal, acerca de su 
“cooperación secundaris”, que lo sitúa como co-mpdor del delito de 
Spa Parras * (10% pieza, ía 3331-3335, 
bajo el capitulo “5 Derecho. La imputación. Consideraciones 
Juridico penales, La situación de cada wo de los encausados”, 
rue. 116) > i 


19. Y bien, como puede advertir con la sola leprura de uno y 


dictarsen del Ministego Público, la conducta prima facie udjudicada 
ingreas en el delito previsto en el art. 76 de la Ley N* 2230, én la 
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modalidad de violación de leyes de órden público y de normas 
estatutarias, en tanto, e rs. pr 
representante lscal cota que : 
ilicito oolósicunents diverso, el de insolvencia fraudulenta, 
Soo : 


csriiolad told ecesadi por pla Belen y peallii rage 
los capítolos sigulezoss y per: lógica. eomecuencia] un pbanico de 
rellarisnes sóbre los principios rectores del debido : 
panes y los deberes inherentes a cado ma de elina; as 


cria, las cuales impiden ll adas 
eaiqurcer mu rlcoprímario e incursiona año que brevemente, 
en los extremos objetivos que lo sustentan, 

23.- Tan haogo y Eu Henado Jugar, las bano dificntes 


desde que : no trata de fguras delcivas completamente distintas. 
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2A,- e A A 


Ll pi io di iia dl E 
imputación contenida, en el requerimiento Escal de peoresamiento 
6 =n la resolución judicial de enjuiciamiento y prisión: lalmmutación del 
imicial ua de proteica den po panal a oro, de aia 


iurálica que la jussifoue in oO 
vale decir, cuando el Ministerio Público analiza la prueba y funda la 
calificación jurídica de Jos hechos y su eventual modificación», que el 
objeto del proceso perial queda legalmente delimitado y, por ende, 
puede instaurarse de modo válido y equitativo, la natural contienda 
entre las partes Ministerio Público y Defensa-, tendente: a dibucidur los 
hechos efectivamente acaccidos y acreditados en la causó. 


€) SÍNTESIS 


25.- En suma y como colofón del preámbulo de este escrito de 
traalado, cabe adelantar una conclusión que muope, de modo manifiesto, 
A 


ARENA re los más 
elementales principios a que debe sujetarse la actuación del Ministerio 
Público €n el proceso penal. El puat amerita un proluado y cxbenso 


548-C.S. 


.Monteridea, 1997). 
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Le e RD pea llas den 
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Minjsterio Público el órgano que hace valer mu pretensión penal - 


mediante la solicitud de imposición de una pena o de una medida de 


seguridad- y el encosado -la persona imputada de delito-, y que liene 


por fpalidad, la justa resolución de esta contienda mediante el dictudo 
de una ssnlendia A 


dic 2, AE MER 0 ed Ala a 
devencinar la identidad del indagado o sospechado y a recopilar las 
pruebas que permitan establecer la verosimilitud de la exisiencia del 
prerunto delito. Tiene un carácter previo, al erigirse en el anecedente 
necesario de las instancias ulteriores, y, € 84 vez, preparmdloio del 
plenario, en cuento cl presumerio no es tna cumpa incidental del 
proceso «ino que revieto un casácter principal, 

M8 ME AE e aque (GELSI 
puna Baní. Aprniación sl Dian 


complementaria del primero, dirigida a la comprobación de la 
preeristencia del delito y de su autor y de las circunstancias que 
a PERA (árta.133 y 174 CPP). El sumado ss malbmvs, 


EEE la dernanda acusaboria del Ministerio Público, que 


TAO, 00 PR, TRA 00 A 0 
Defensa [arts.239 y 240 CPP]. 
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25.- Ahora bien, aún cuando durante el presumario la pretensión 
SAT EPT O 


A E col conjuntamente con 
el wuto de procesamiento, señalan la orientación de la actividad 
probatoria del samario. Como señala, con ácierto, el Prol GELSI 
BIDART, “En el requerimiento para obtener el mio de procesamiento se 
A a 


a pad Dala Montevideo, 
1996, pág. 307. 
eds dsc onda, en el sumo del. groso cs Ta since 


31.Es únicamente desde estan bases que puede valorároe en du 
cabal dimensión el derecho al debido proceso y a la defensa. Si partimos 
del principio de la nidad del proceso «integrado éste por el proceñó de 
conocimiento y el proceso de ejecución-, donde sus diversas clapas 56 
concalenan entre al a punto de partida del acarcimiento de un suceso 
histórico con apariencia de delito tuya comprobación objetiva o verdad 
formal es, iDEN Pot at pemalta 


an ld llo a 
por el acusador públics a su contraparte el impulado-, en aras de 
preservar los límites y el continente de la condienda tribada entre 
ambos y de permitir al enceusado una posición equitativa para articular 
su defensa. 
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32.- Asi omure porque el Estado, por biermedio de qu 
representante legal, mo sólo asume la carga de probda hechos sobre 
los cuiles pustenta €l ejercicio de su pretensión h jtiva sino que, 

| ele r 
hudtico-pepal, la obligación de fander las 1 ones au lo 

22.- De adendtiras lo contraria, el procero ingreñaría en un camino 
incierto y arpbigas, ajeno al control de la Dejensa y Bel que, por ende, 


ésta se vería excluida. E 


B) DERECHO DE DEFENSA Y PRINCIPRO DEL CONTEADICTORIO 


34.- En el marco del proceso penal, el derecho a la defensa se 
erige en una garantia insoslayable, de rango constinicion gue LOTA 
operativas a las demás garantias inherentes al debido proceso y, a su 
wez, debe operar de modo cónjunto con Éstas. ] 

35.- De la plena regencia del derecho de deleijen ve deriva una 
consecuencia de capital importancia, que habilita a gh pleno ejercicio y 
a la niscesaria confrontación dialéctica con el acusador público, y pobre 
«la cual se edibca el principio del contradiciodio £n el proceso el 


Opio e CORO EA CAN PA e A 10 ALA Y 


Ta Ey -= F n 


imputación. Esta exigencia es | ible pará que es constituya, 
válidamente, el debate entre el Ministerio Público y el impuzado y, a su 
vez, tal contienda es un presupuesto necetiño para el dictado de 
sentencia. ! ' 

36.- Es sólo cuendo la demanda acussioña contieñe “NA 
afirmación clara, procisa y circunstanciada de los hechos que se 
atribuyen al encausado y la descripción de los elementos objetivos que, 
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ea $1 ménñto, fundan la atribución de responsabilidad, que éste ue 
encuenta €n condiciones de defenderse de modo eficaz. 

37.- Enseña MAIER que, “en primer lugar, paro que alguien pueda 
A esto ea, 


ran E uk Derio Protanl 
Penal. Tomo L Fundamentos. 2 edición, Editores del Puerto srl, 
Prrcmtollcos, IPR, pi SE 


de tacna, iman lada 
y detallada, que tenga la virmualidad suficiente para coned ¡ 
límite del Ambito del decisión del tribunal (BINDER, 
introducción al derectio' procesal penal, 2* edición, 3 reimpr 
Hox, Buenos Aires, 2004, pág. 183). 
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cl obicevo del huso, encantiándose impedido de 
que o han sido introducidos en la cn. 


43.- Y sobre este punto, deben realicurss varias precisiones 
imprescindibles. Una de clas, es que el relaro los hechos que el 
scusador público de por acreditados ex tan escueto, breve y conciso, 
que colide a ojos vista con el porte iniciol de esta cosa y la dimensión 
sdquirida durante el suman también, 00m la propia extensión «de la 
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demanda acuantoria y la dedicación que en ¿ste ha merecido la 
consideración de la citoación de otros coencarmiados. 

44.- En definibiva, armparándose en consdeniciónes genéricas 
insertas en 5 capitulo sobre “l, Los hechas probados”, referidas 
A E A IS 


45.- Y por cierto, cabe agregar que los escuetos hechos descriptos 
por el Ministerio Público concretamente: 1) la integración del Directorio 
del 5M por el imputada; 2) eu “conocimiante” de la asistencia al TOB; 3] 
la ausencia de registro de este extremo en un acta (¿7) de la sesión del 
Directora, vide 10% pieza fa, 3108-, Menitan la plataforma Míciica de la 
que habrá de partir el jungados al momento de decidir esta lbs. 

36.- Empero, no són sólo estos extremos objetivos los que 
motivan serías objeciones al libelo del Ministerio Público. En sede del 
casitulo, 2. la prue de la demanda acusatoria, Ena eslora el 


47.- A A A 
describir los hechós que es imputan, el acusador público ha estimado 
sc ecleriarna padilla li comeptlciaiilo, 150 cola el Els 
hicito atribuido a los coencausados, haciendo tábla raca de lus 
declaraciones del imputado, de las numerosas | decsaraciones F 
tertimonios vertidgs| en el proceso, de la cuentiosa documentación 
agregado, aún de las propias actas de sesiones del Directorio del BM 
que, si bien convoca genérica y Unlvocamente, ni elquiera == preccupa 
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di. Ten lan, ssl 
de ln cnliención juridica, el Ministerio Público le dedica 2l reo una 
mención bin breve como la anterior, dende reproduós a lá letrá los 
esbtaros conceptos vertidos al pedir su enjuiciamiento y prisión y, ahora 
£l cómo inporación, estima del caso remitirse a lae concderaciónes 
vertidas. con relación 4] coencausado San Cristóbal, Amén de la 
impperinenta de os remisión gendrica, sólo adridriaso áqui que la 
cisma es tombién improcedente por cuánto, al vazar la simación de 
este último, el acusador público ecracta y convoca manillonaciones que 
pertenecen a San Cristóbal y no involucran al encausado Rar (10% 
pera, la 3237-3328). 

45.- Sin embargo, no culmina aquí el incierto derrotero de la 
requicitocia crusladada, El brocha Gal consists un sl posar sario 


pr ACE ara 
carente de sustrato probatorio, el acusador público se permile variar la 
imputación sn que, tanpoce en cata oportunidad, considere necesardo 
fundar su nuevo temperamento de atribución. 

50 - dra pal rear. AO 


qe 5 fensa at dd 
dica piel ias ce canada en Eli 
cuanto le impide conocer el fundamento fáctico y juridico de la 
imputación y, por natural consecuencia, le cercena la posibilidad de 
controvertirios; desborda luego el contenido del debate y extralimiza sus 
Ironteras, impetrañdo una reciente e infundada calificación juridica, 
que impone un brusco y sorpresivo viraje en el objeno del juicio y afecta, 
induda'bersente, lá posibilidad de ejercer adecuadamente el derecho de 
delsritl 
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51,- Todo elo se traduce, 1 más ol menos, que en la indefensión 
de Enputado, cuya Defensa ha de realizar un denodado esfuerzo por 
controvertir una imputación cupo fundamento, adjetivo y sustantivo, 
desconbor. i 

52- Cómo lo sostiene la mejor doctrina, “Qué no haya indefensión 
quiera dear que debe haber de manera real 6 potencial contradictorio. . 
CObuizmente, el derecho a un proceso cón lodos los paranllas fel derecho 
o 


is y y él proceso peual: garantias 
sen la renlización: de la Jueticia. Editorial Colex, 


53.- Y adn can semulte innecesario agregarlo por tratarse de 
una obmedad, el deredho del inculpado úe edilicá, tunbido, sabiendo 
por oué se lo cues 


1. REFUTACIÓN 
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aj Sus declaraciones en la QuE 


25. El enceusado Juan Ratti se vinculó el BM en 1995, año en el 
que fue designado vocal del Directorio y, huego, primer vicepresidente, 
cargo en el que permaneció hasta el inicio de estas actuaciones 5” 
pieza, la. 1399), cuendo contaba con 78 años de edud. 

56.- Para ese entonces, el Directorio de la institución bancaria 
estaba integrado por Mario San Cristóbal -€n calidad de pretidente-, el 
encuusado «primer  vwepresidente-, —Dómis Peirano  -¿+egundo 
viceprealdente-, Jorge Peirano y Murvelo Ouadalupe =vocales- (5* pieza: 
Patti a fs. 1.400: San Cristóbal a la 1417) 5 veriñcaba la imusual 
situación de que el Directorio contara con dos vicepresidentes año de 
ellos, Dante Peirano-, por lo que el nombramiento de Ralú en el cargo 
sevestía un emúcier nominal o meramente figurarivo, cúsi de indole 
honorilica. 

57.- Durante su ejercicio de la vicepresidencia del Direciorio de la 
instipación bancaria, el imputado nunca buro despacho, al dispuso de 
verá secretaria o de un funcionario de carácter benico o administrabro; 
jarnás tuvo trato con los cientes ni poseyó tarjetas de prescatación, qUe 
lo individualizaran como directivo del BM. Se limitaba a concurrir apa, 
vez al mes a la institución, durante el lapso de dos horás, suando ee 
cclebraban Ins seriones del Directorio y, <cñ Algónss oLásS 
oportunidades, nó más frecuentes que cada quinoc diaz, se reunía con 
el Cr, Sam Cristóbal a efectos de intercambiar algunas ¿dens sobre la 
marcha del banco y de informarse de las más recientes nuvedades [vide 
su declaración, 5* pieza, ís, 1718). 

' 58. En las sesiones del Directorio, la mecánica era siempre 
similar: el Gerente de Créditos del Banco en el último periodo, el Sr. 
Danicl Balogh- era, por lo general, quien realizaba un informe general 
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sobre los resultados del mes, que contenía una descripción gentrica 
donde se inchila un detalle del origen de los ingresos. 

59.- Los balances de la institución se presentaban ul Directorio 
acialeocote y, c6n carbcber prómo, er mwuditados por EPMO, 
consultoria exberna independiente que nunca reélizó observaciones ni 
dedujo objeciones en su informe. Amén de ello, estos balances 2 
encontraban sujetos al control del Banco Central del Uroguay, el cual 
también realizaba inspecciones de carácter anual en la instíración 
bancaria. 

60.- A contiruación, el Directorio ingresaba a la contideración de 
las: linces de eródito a cientes de la instibación pur un velor superior al 
mibón de dólares y, en Ocasiones corpo ye verás, se de comanicaba de la 
existencia de nuevas disposiciones del Banco Central (5% pieza, E 
1718). 

61.- El cargo de vicepresidante del encaicado Ratt cra caldeado, 
internamente, de “director comúr?. A diferencia del “director ejecutivo”, el 
director comúón y, concretamente el imputado, carecía de fuhción 
ejecutiva, vale decir, de injerencia ningano €n la toma de decisiones. 
Estas, por el contraria, eran adoptadas por los directores ejecutivos, 
quienes concuerían diariamente a la institución, impartan directivas y 
ordesaban disposiciones, además de aslsdr a lus reuniones de 
otsrgamniento de créditos, suecribir dos extditos otorgados, Las 

62.- El imputado ni siquiera tenía “firmo” en la institución. Sólo 
se encontraba autorizado a obrar en nombre y representación del BM 
actuando, necesariamente, en forma conjunta con alpana autoridad de 
éste y elo ocurríá, dnicamente, en na oportunidad, En elzcto, 00mó 
declara Ratt, la aislada y excepcional cireunstancia en que tepresentó 
al BM lo hizo junto con el Cr. Dante Peirano, previa autorización” 
expresa para ello, y en ocasión de la aprobación de la fusión del BM con 
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el Benco La Caja Obrera SA por las Asambicas de Accionistas de estas 
dos inetiraciones [5% posan, ls. 1718 vto.]. , 

85. Estas asamileze se celebraron el 31 de mayo de 2002, en 
presencia y con la previa anuencia del Banco Central del Uruguay el 
cual, por Resolución N* D/481/2001 de 17 de octubre de 2001, habla 
aprobado el proyecto de venta de las eocciones del Banco La Caja 
Corera SA al 5% y había autorizado la fusión de ambas instituciones 
bantariós. El conteo de compraventa de acciones se celebró el 3 de 
diciembre de 2001, ense el Banco de la República Oriental del Uinaguay 
y la Corporación Macional pera el Desarmllo, en cu cólidad de 
enajenanics del 99,93 % dle las acciones del Banco la Caja Obrera, y el 
EM, en calidad de compendor y adquirente de dichas acciones. 

64,- Es más, en e6n oportunidad 8 presencia lus meramentó 
casual: como el Er. Ss Cristóbal no podia asivór a ess asumiblen, la 


. concurrencia de fue exnxsmendada al imputado Falu, cuando 


originalmente había sido desigcado el coemearusado Mario San Cristóbal 
(5* pieza, ls, 1718 vio Acta no. 714 de sesión del Directorio del BM.de 
14 de enero de 2006, Anexo 5). 

65.- Aún cuando exceda el objeto de este juicio, debe AgrepArSsS 
que, eorao ya se ha señalado, con carácter previo el BM habia solicitado 
a la autoridad bincocentralista la mitorización para adquirir la casi 
totalidad del paquete aeccionario del Banco La Caja Obrera 5A y que 
dicha autorización le hibla sido concedida por Remalución del BOL N* 
D/481/2001, que estableció que el proceso de fusión debía culminar 
antes del 30 de nomembre de 2002. Por consecueneia y sin peuicio de 
la concreción del proceso de fasión de las dos inscruciones bancarias, 
la actuación del encausado en esa alslada ocasión, representando al Blk 
conjuntamente So €l comcaisado Dante Peirano duramie la 
celebración de las Asambless de Accionistas que upruberon el proyecio 
de fosión, se curp al amparo de las disposiciones legúles” y 


as 
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reglamentarias vigentes y coc la aruencia previa del BOU (5% pieza, la. 
1718 ta). 

55.- Jus supo de la existencia ni tuvo inferencia o participación 
en el denominado "Comi de Clientes Especiales” o *Comité de Onbdio”, 
del cual sólo tuvo cosocimiento al beer la demanda instarada por el 
BCU, ante el Juegado Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 17? 
Turña, tl los autos caranilados "BCU ef San Criutóbol y gunos. Daños 
y perjuicios, Ficha! TUE 37-272-2002. Si bien en este escrito 
únicamente se mencióna al citado Comité, omitiendo luego precicar su 
integración y compeléncia «pese á la vemisión expresa realizada en la 
dermaunda a un mumertl inexistente [vide fe 18 de la demanda civil del 
BOU, en autos cafanalados “Bunoo Cereal del Uruguay SAN 
CRISTÓBAL, Mario y otros, dedidos Cmaslores” Ficha JUE 37-272- 
2002), lo cierto es que el: mispó estaba integrado por la Gerenció 
Comercial del BM, el Gerente General, un Dieter Ejecutivo y la 
Gerencia de Riesgos, y pinguna relación con éste tenía el enouusado 
Bu. + 

67.- El mencionado Comité de Crédito o de Clientes Especiales 
ténia por cbicio la aunorización de crbditos de basta un millón de 
dólares; y, tratándose de him enédito por un monio superior, esta 
autorización competa al Presidente del BM. En los hechos, el Comité 
acmuaba como un verdadero directorio paralelo, con el sual tomaba 
directo contacto Juán Peiráno en us visitas a Montevideo. 

68.- En lo que respecta a la rermaneración del enctasado por 9u 
cargo en el Directorio, la migma consistia en un único pago que Eijuba la 
Asamblea de Accionistas y percióóa el imputado una vez hnalizado el 
ejercido anual Esle importe, que ec abenaba en su equivalente en 
dólares, ascendía a la roma de E 300.000 y se mantuvo, die varipntes 
de entidad, a lo largo de los años. 
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aperativa del BM, tanto en rásón de los reales po 
asignadas y de ía efcetivo ámbito de competencia 
la actividad Inboral 

70.- Su carpo de Vicepresidente del Directorio z 
mentmente formal y, por consecuencia de ello, ni 
coónima infracstruetura a su disposición en la insti 
ordinarias mucho menos aún, en aquellas de curáctér excepcional», 
por sl sslo. En la sola oportunidad en que actuó en mombre y 
representación del BM, ésta se produjo de modo ocasional, debió 
requerirse una expresa autorización para ello y, aderpás, lo hiso en 
forma conjunta con el computado Dante Peirano. Nunca tuvo noticia 
ni, por ende, integró el Comité de Clientes Especiales o Combé de 
Crédito, o mantuvo csplacio alguno con éste. 


F , 
6) Las isclurnciones de los cornontgados 


7L.- A lin de precisar el marco de las reales po y 
atribuciones del imputado en su enbidad de primer vicepresidente del 
Directorio del BM, corresponde repasar las decluraciones vertid 
ls csencalisados. 

T2.- Sin perulcio de que a continuación, lu Defensa. 
A j 


ne ERA Pp imputado iio he 
injerencia previa o aún concomitante a la adopción de decisiones del 
BM y haciendo particular hincapié en la inestencia de aribuciones 6 
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funciones inberentes ú su cargo de primer viceprevidente. Como ya se 
ha señalado, este cargo revesda un cánicter menúmrente formal, cuasi 
nominal, valo de contenido, ul cual quedaba linitado a la consrrendia 
mernsal a la sesión del Directorio, donde el impornado erá meramente 
noticiado de hechos generales o aún concretos, pefo Ya retueltos y 
áceccidos. En suma poca Éste no tenía voz al voto para la adopción de 
decisiones en la instiboción bancaria. 

73.- En tal sentido, Marcdlo Guadalupe destaca que el Directorio 
del BM nunca actuó como cuerpo en la toma de detisiónes Y que, 
'Undeómente, mantenta reuniones de carácter foemal (2% pieza, fa. 499), 
sicado los accionistas quienes poseían el control de las resoluciones 
capitales pora la institución bancaria (2* pieza, (5, dy ss, 4596, 498 y 
sa.) en particular ed lo que dice relación con los objetivos de la 
enpración de interesados en las participaciones en TCB (2* pieza, fa. 
537; 5* pieza, Í5. 1472: "E dimctorio del EM se reúne una sola vez al 
mes y en forma de enterarse de temas"). . 

74.- El encausado Dante Peirano es aún más explicito en lo que 
dice relación con la lachuación del Directorio y, conereiarnente, del 
imputado Rhtti: "El Directorio del Banco Montevideo básicamente era un 


EN A 
El Cr. Rai con Mario San Cristóbal y Jorge Peirano Basso quisiera que 
plensen que no están involucrados en las razones por las cuales yo estay 
cul 5 eméa omiso que al Banco Memo porq conta un 


actas del propio Banco En EA srespondencio 06 BOU referente a 
hechos de paública notoriedad de los últimos meses? (4* pieza, fa. 1363]. 
75. A fa 1358 de esta 4% piera, al inicóo de esla rolsma 
declaración, el imputado Dante Peirano especifcata: "cuendo había 
decisiones estratégicas 0 que escapen a cada negocio el responsable 
general del grupo o quien tomaba las decipiones más Importanies era 
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JUAN PERAÑO BASSO... quien dirigta la compañía en su conjunto Juan 
Peirano Hisso", 
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76.- Al respecto, responde: * Preg. Guiln autoliecóa el expase de 


fondos desde el Banco Momtevideo al TCB. Cta. Dame PEIRANO. Bueno 
obiamente mi hermano JAN a vers se pereraban neyocios ] se 
mandaban al TOR. Mi hermano JUAN unio potestad de declr hagamos 
erta négocio y esla bansacción pose en el ¡e del Grupo, pero 
básiormente eso se refería O 1emos muy, muy les porque de hecho 
en Banco Montevideo quien estaba al frente era yo parra 
empresas relocionados...* (4* pleza, ía. 1344-1348) ? 

FT.- Otro tente cabe señalar, con relación a la decliración de 
dores Peicapo Facio: “Era el Banco Montevideo, los que decidion eran 
JUAN y DANTE que eran los que trabajaban más activamente, JOSE 
estaba mí Ba Atras” 44 pieza, ls. 1367). 

78.- %u hijo, ¡JJorzs Primos Busto, vocal del Directorio de BM a 
principios de 2002, manifiesta que integró el drganó ade meyo 0 junio 
de 2000 hasta la intervención y que asistia a aus dei ea, que eran 
mensuales, y 16 lenía más petividad [4* pieza, fe. 1378). 

79.- Por su parte, el hermano de este último, 
relata que el Grupo Velox fue un nombre de (2 
identificaron diferentes compañías, ceda una de ls cuales vuvo un 
Directorio y una estrategía de negocios propia: “El! 
una caben y esñ responsables de unidades. Habla 


entre Juan y loz responsables de las unidades. Los Huponsables de las 


unidades et Guadalupe por el Danxo de Montevideo... A grupo era 
manejado por la famila y quienes terdan responsabilidad en el manajo 
da a día, eran Juan Peirano, Dante Pelrano y yo. Danie estaba en el 
Banco de Montevideo, yo en el Banso Velar Argentina. "(5% pieza, 15. 
1618-1619), Más tarde, en oportunidad de la iudiencia suulficaloria, el 


imputado José Peirano melara y peticra “Como lo ocloré guise der, que 
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ebpries miembros de la famila dramss los que tomábanos las 
decisiones: Juan, Dante y yo” (5* pleza, fs. 1646), 

S80.- Ante la sede judicial Margo San Cristóbal reseñó, em vacias 
Sportunidades, la diferencia existente entre el director formal y el 
director ejecutivo, cargo este último que en ¿l Últimobo complias 
“Guadalupe, Dante Peirano...” (5% pieza, fa. 1413; a, 1671). En cuanto al 
Directorio del BM, éste: se reunla una voz al mes. $, entre sus 
integrántes, el encarsado Patti “estaba muy apartado de todo" (5% pieza, 
fe. 1413-1414), “Rotíí conczeria a los reuniones de Directorio una vez por 
més como yo” (3* pieza, Us. 1417), . 

31.- Luego y más concretamente preguntado sobre la autorización 
de algunos préstamos por el BM -a Juan Peirano y a Vela, el 
imputsdo San Cristóbal da cabal cuenta de los iempos Irmnscuridos 
entre la adopción de las resoluciones y fl posterior cómunicación al 
Directorio. Este Exiremo pone de manifiesto no sólo la ausencia de 
atribuciones electivas y comerctas de este órgano sino que, asldsmno, 
delta una mecánica del fal ascomple las decisionica ema adoptadas 
por los directorca ejecutivos y slo con posterioridad noticiadas al 
Ckrectoño del BM, integrantes, para el caco de formular 
obaeriiiciones, no 6b 7 regitro de ellas en las actas (5* pieza, la, 
1421: "Nunes a mi me vinieron a decir "podemos hacer estos prériamas* 
cbservaciónes que no constaban en actas”; la, 1422: “Lo de TOE nunca 

82.- San Cristóbal esincide con el encausado Rull y relterá, 
asimismo, que los balances del BM eran auditados de dos formar 
diversas: en forma 'externa, por la consultora KPMO: y, desde unos dos 
años con antelación al inicio de este proceso y por Circular del BCU), se 
le habla agregado uña auditoría interna comrn (5* pista, la. 1672). 
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A nl han de 
adicionarse las mápi ] vertidas en los ebericos de trilado 
cuacuados pos la Dele de des coencalisados 
Peirano Basso y la Defensa del imputado Marcelo 
de, 3997.3430; 11% pieza, fe. 38343504), En 
concluye, fuere eu fora tácita o expresa, en da seo proscindencia 
del imputeds Auto para el desarrolló de la gestión del BM. 


pi 


64.- Empero, no son Éstas las únicas dec Hloncs que nbbearn 
la electiva dimensión del cárgo que deteptaba el usado Rate en el 
Directorio del BM. Olros muchos testimonios, de aná Lenos, se han 
vertido en los mumerúsos procesos radicados en iedo 
motivo de los msmos echos que determinaros el inicio de esla Causa. 


procero que condujo a la intervención de aquella inslitución bancaria o 
con interveoción en las instancias administralivas cumplidas cnás 

B6.- Baste para clo relerar, como $e propone le Delenad, ds 
declaraciones en tes émbilos diversos de dilucidoción de eventuales 
responsa bilidad: ! 

«Ate el Pusgado Letrado de Concursos de 2* Turno, en los autos 
cararulados “CASAS, Jecá Maria y otros e BANCO DE MONTEVIDEO y 
otros. Daños y perjuicios y otros, Ficha JUE 41-100-2009" ¡Aneco 1); 

- Ante el Juzgado Letrado de Primera Inclancia en lo Civil de 10 
Tumo, autos caratulados “D'AMADO, Waker ef BANCO DE 


17 de noviembre de 2010 


CÁMARA DE SENADORES 


MONTEVIDEO y otros. Cobro de pesos, Ficha TUE 110-514-2004" [Anewo 
3. 

- Ante l Juzgado Letrado de Primera Instancia eo clo Civd de 9e 
Turno, Autos caratulados “DESSENT, Gabríal y cres BCO DE 
MONTEVIDEO FRPEA y oros, Cobro de Pesos, Ficha JUE 392-2007" 
[Anexo Sl; ; 

- Ante el Juegado Letrado de Primera Instancia de do Comienciors 
Administrativo de Y Turno, autos carbilados "D'AMADO, Walter 
e BOO. CENTRAL DEL URUGUAY, Ficha JUE 110-195-2002, € 
"JGLESIAS, Sergio y otros ef BCO. CENTRAL DEL URUGUAY y otros, 
Ficha JUE 110-258-2002" [Anexo 4). , 

£7.- Por otra parte, centrándonos en las declaraciones de los 
funcionarios del BCU, lasimánibestas tónimádiccióones entre los dichos 
vertidos arte una y otra sede judicial evidencian su inconfpuencia sobre 
la aparente ilicitud de la participación de clientes de DM £n TCB, sobre 


el supuesto desconocimiento de la autoridad entralisia con 
relación a la gestión de -estre oros exircmos Po cá que seri 
opornanamente anal dos. Es posible que, sobre la pretensión de 


sanear tal incomgruencia, [se estructure el matiz diferencial del relato 


“fáctico Contenido entre! la solicivud fiscal de procesamiento y la 


deminda acusatoria: eñjal primer eñes, la asistencia del BM al TCB 


- 24.- Varios son loa E - funcionarios del BM que depualsran ante 
ins diversas sedes judia y dieron cuenta de 1 vasta trayectoria en 
la inititución bancaria, diseribiendo el alcance del cargo desempeñado 
por €l ecncausado Rat; Ente ellos ARIEL RANER, Cetote de 
Sucursales, DANIEL Bs , Gerente de Cródico; LUIS BORDINO, 
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Oficial de Cuentas empleado NBC, junto con JORGE PONTARA, 
guienes atendias a los clientes de la institación; GUILLERMO MARA, 
Encargado del Deparamento de Riesgo Financiero; MARTÍN URRISA, 
contador del Are Ranes Privada del BM. Algunos de ellos belndaron su 
testimocés en está dañusáa; cón relación a ls restinles, la Debenia 
solicitará, oportunamente, que se rocabo su declaración. ' 

65,.- Al Epual que loque ecurre respecto de los e Gus de delito 
la vacuidad del 
o Pábilos adjudica 
capital importancia para objetivtar 81 pretensión. 1 

50.- Ani, ARIEL RAINERI cuenta que ingresó Ed en el año 1995 


y continió en «ll cargo hasta moro de 200%, Tenda bajo Tu 
responsabilidad todas las sucursales del SM y rebpondia al Gerente 
General -el Er. Eric Simon-, al Er. Alejandro Su: hascú el momento 


de qu renuncia 4 coenorusado Marcelo Guadalupely, esmas 
computado Dante Peirano. Sabía que Juán Dorming 
integrante del Directorio, pero destaca que ni siquibra tenia despacho 
dra 


el Juzgado de Concursos, Ánexo 1). 

91.- RAINERÍ ogrega que recién pasado mediados de junio de 
2002, se enteró de que la supervisión del BCU en Am estaba motivada 
en la exposición al TOB y que, previamente, lá adjudicalba ll control de 
la fusión entre este binco y el BCO [sua declaración en Civil $", Anexo 3 
"  92.- Poco antes, este testigo babía ya declarado ante el Jugado 
homólogo de 10* Turno, señalando que “Del 37. Rom tengo los mejores 
conceplos Hablé con dl en lodos Esos (os unas 23 0 Sia VecéS por 
seláfeno y en algún evento de la institución. Yo lo identificaba como 


Es 
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duesprante del Directorio, pero desconozco las tareas especificas que tenía 
el SÍ. Ren? [declaración de Enineri de 13 de marzo de 2006, en 
audiencia complementaria arte Civil 10%, Anexo 2), Y adviériase, que de 
trata de un empleado con cási diez años de artigdedad en el BM al 
momento de la crisis del 2002, que integró el Comité Derencial -dande 
participaban todos los gerentes de dren-, quien desuica que el 
encauusado Rabi no cumplia ninguna función en « banos y sólo asistía 
a las sesiones del Directorio, y que núnca tuvo qué consultarlo por 


asusto o decitión de clase alguña que debisra udoptar, al turo 


injerencia o participación en la operativa denominada TOB 6 VIC idem, 
Antxo 2]. a 

93.- Purame esta, misma audiencia complementaria, DANIEL 
BALOGH -emplendo del BM desde 1978 hasta su ciorre y Gerente del 
Departamento de Créditos- nárá que el imputido Ratt, ul bien 
integraba el Directorio del BM, mansa puro vinculación con el Comité de 
Crolito del banco F, minga to, podía rincalirsdo econtericamente al 
Grupo Peirano [su declaración en audiencia complementaria unbe Civil 
10", Anexo 2). Por ende, Ratti no tenía atribuciones asclsorias mi 
ejecutivas y su función, ss encontraba limitada a 64 pertenencia al 
Directorio de la institución bancaria (su declaración .en audiencia 
complementaria ante Civil 9*, Anexo 3]. ' 

D4.- En estos autos, el testigo depuso a ls. 764-773 -pieza 3”, 
iprepardo a lo ya expuesto que tenia una dependencia funcional directa 
de la Ocrencia Óeneral y, 4 través de ello, del Directorio. AE especificó 
que dll formába parte del Comité de Crédito del BM, junto con des 
directores -Ban Cristóbal como Presidente del baneo y Damos Peirano 
como director ejecutivos, el gerente general Marcelo Guadalupe y el Sr. 
Leoncial e incursionó en la distinción entre el cargo de director formal y 


de dinector Ejecutivo, cuya disiinción vuelo aqui plasmurse 


niidamente. 
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95.- MARTÍN URRISA, empleado del BM enure 1990 y 2002 y 
sontedor del Area de Banco Privada, mi siquiera conocia úl reo [su 
decluración en audiencia complementaria ante Civil 10%, Anexo 2. En 
sede penal, Urrisa destacó que el Gerente Financiero Carlos Cocesal 
impartia óndenca que so se contabilizaban y nunca mencionó el 
encausado entro aquellos que autoriaban eperaciones de giro o de otra 
especio en el BM (3% pieza, la. 867-568). 

96.- A mayor abundamiento y ante el Juzgado de Concursos de 2* 
Turno, LUIS BORDINO —que ingresó al BM en 1974 recuerda primero 
kaber atendido a Rate como cliente del BM, Más tarde, cuando Peirano 
compra el banco, si bien aquel figuraba en el Directuro de la 
institución, el testigo señala que no lo veía com Irecuencia y que no 
tenía un despacho propio. Agrega, finalmente, que el encasudo nunca 
le impartió drdenes ni recibió instrucciones de su parte (su declaración 
ante Concursos 2* Turno, Ánexo 1). 

07.- En «u aureneia, Bordino era sustinaido por el cra Odicial de 
Cuentas, JORGE FONTANA. Trabajaba en Casa Central y conocia al 
encavsado Ratt, wunque no lo vela con frecuencia en el banco. "No 
tenía despacho, nunca me dis órdenes, no traté niiyún tema en el banco 
con él, no se si desempeñaba tareas ejecutivas o gerenciales en el banco” 
(su declaración unte el Juzgado de Codeursos, Áncxo 1] 

58.- De igual modo ocurre com GUILLERMO MARA, Eng 
Deparmenenteo de Fiesgo Financiero del BM entre enero de 
diciembre de 200%: conocía al imputado por ser director del banto, pero 
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és nó lenía funciones gerenciales si daba inslrueciones; se” 


limitaba a integrar el Directorio, No tuvo, pues, relación con él 


Anexo ly ante Civil 9*, Aneco 3). 
99.- Otro tanto cabe concluir, en lo que dior relación 
del Carmen PALACIOS, quien asesoró a Luis Molirete 
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regional del Grupo Peirano» cuando el BM se incorporó ul Grupo Veloz, 
Fue por tal razón, que ln testigo debió trasladarse a Montevideo en 
reiteradas oportunidades, con tuna asiduidad quincenal, a En de 
mrantener reunbones con quienes tenlan electiva injerencia en la 
resolución de la marcha de la institución bancaria A ial punto el 
encousado se hallaba ajeno al úmbito de decisión de ésta, que 
PALACIOS ni siquiera lo recuerda y agrega, además, que nunca isabajó 
en el BM junto al imputado (uu declaración anre el Juegado de 
Concursos de 2* Turno, Anexa 1). 

100.< Los testiímonica que vienen de reseñar 50m harto 
pertinentes, en mérico a la vinculación funcional de hos deponentes, € 
incuestonables, por la tumirocidad de sus dichos, vertidos en forma 
sucesiva y ante diversas sedes judiciales. Se trala, agimiemo, de 
testimonios calificados por tratarse de empleados con experiencia y 
directa participación en la 6peraiva central de una inslltución 
bancaria que, en su conjunto y por las razones explestas, prueban 
sobradamente la absoluta desvinculación del imputado del dnibizo de la 
sra de dechriones del BM. 


e) Testimonio de funcionarios del BCU 


101.- Sin perjuicio de lo expuesto, la desconocida plataforma 
fáctica sobre la cual el Ministerio Público estructura su imputación se 
desmórona, 4l tenor de las mánilestaciónes verdes pur FOSOLIMA 
TRUCILLO, Jeje de Departamento del SF (Servicio de Instituciones de 
intermediación Financiera] del BCU y Jele de Unidod de este servicio, 
durime 2009 (su declaración ante el Juzgado de Concursos, Anexo 1) 

102.- Está besligo se encuentra especialmente calificada para 
probar la desvinculación del encavsado con los hechos que se le 
imputan, por cuanio Duo a su cargo el equipo de profesionules que 
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supervisá un conjunto de empresas de intermediación financiera 
durante la crisis de 2002, dentro de las cuales se encontraba el EM. La 
testigo expresa, literalmente, que durante la supervialón “No se constaló 
que las decisiones politicas y financieras del Grupo Welox se tomaran en 
el EM y agrega que en las reuniones celobradas ontre luncionaños del 
ACU y miembros del BM, nunca perticipó el encausado: *menca hubo 
participación el Cr. Ratti'nunca tuvo participación Rulli én se periodo de 
2002, no muve contecio con dl no conozco O personas de esa dreo que 
tuwmeran contacto con Ralti Lo habla wsto antes a Ralí, pero so sé 
cuénto antes, soy sunarñante del Cr Baní Las reuniones que yo tenia 
eran con directores 0 gerentes, con Guadalupe, Dante Peirano en alpina 
caso Jorge Peirane” (idem Anexo 1]. 

103.- FERNANDO BARRÁN, de la Superintendencia del BCU y 
activo participante en la liquidación del BM, sólo recuerda haber visto al 
imputado una vez, en Un juzgodo penal, yá que previó 1 la intervención 
del BM nunca trató con el encausado (su declaración ante Civil 9, 
Anexo 3; y ante el Hhegado de Concursos, Ánexo 1). 

104.- Por su parte, JORGE XAVIER, veedor del BCU, no cree 
conocerko ni sabe 3 aquel integraba el Directorio s algún órgano de 
conducción del BM. Es más: XAVIER tenda entendido que el imputado 
Rato cumpla ningoos aten za sl banos a le fecha dela invención 
del BCU (su declaración ante Civil 9%, Anexo A, y ame el Juspado de 
Concursos, Anexo 1). 

105.- En definitiva, al tenor de los testimonios brindados ante 


diversas sedes judiciales pór los principales actores del Estado en el 


bancaria ni ca la adopción de Mo decisiones accio upecatiya del 
banco. Por natural consecuencia de ello, el encausado Rotú tampoco 
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tuvo injerencia de ningún orden en las diversas instancias de 
supervisión y posterior intervención del BM, cumplidas por las 
suloridedes del BCU en estrecho contacto con loa responsables del 


UA E A RSUETA OA. 

106.- Semejante cuadro de sitiáción evidencia la abselula 
voracidad de vus monileotociones ante cala Sede y destaca el curácier 
catriciamente nominal del cargo que detemaba en ol Directorio de la 


el número de y hubiera comprendido, sin dudar, a un 
amplio número de funcionarios del ECU de la £poca; en primer hugar, 
por el carácter extendido del eomsocimiento de ese hecho y, en segundo 


término, porque la figura delictiva acriminada se comiuga a sujeto 


sample y permite involuenar en el circulo de responáaldes, 6: del mero 
conocimiento se trata, a cualquier persona. 


er de hr couza hubiera visto osrensiblemente inerementado 


a) Los instrumentos ol shore 


108.- Entre otras cpciónes de inversión y por intermedio de su 
Departamento de Banca privada, desde el año 1997 el BM ofrecía a sus 
clientes participacionea en certificados de depósito del TED, y mu 
participación se documentaba en uná custodia, documento donde 
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constaba la inversión folici Cira epeión posible pura el cliente, era 
realizar uno inversión directa en TCB a través de BM. 

pb amiento de instrumentos odí shore =corno en el curo 
del TEA. y ln met ón de la instivución bancaria como mediador 
financiero, tanto ss ble de lá venta de participaciones como del 
depósito directo de los interesados en el barco, es una operaziva licita y 
común, cumplida de cuerdo al marco legal y reglarientario vigente, 
habitual en los bancos de plaza y que no requiere avtorización preria 
de BCU. 

110. En muchos casos, los instrumentos off shore movilizan 
Pocursos por montos más importantes de los que sel movilizan en la 
plaza local, por parte del mismo banco imermediaria, Gomo señalara el 
veedor del BCU, JORGE XAVIER, desde la desdal del 50, calaz 
inversiones son la tendencia a nivel mundial en el negodi 


inversiones por cuenta y mesgo de los clientes y, pur 
riesgos para la institución que presta el servició [su des 
Jugado de lo Contencioso Administritivo de 2* Turno, 

111.- Por ende, no hubo nada llego ni antirreglamentario aún 
imegubar- en la venta de participaciones de la disponibduled del BM En 
el TOE: el BM cra un intermediario financiero entre el cliente y el TCB y, 
de acuerdo a las normus bancocentralistas, los bancos pueden vender 
productos de otras instituciones financieras. Por cura paris, del total de 
los negocios de banca privada del BM, la operativa con TCA nu era el 
más importante y sólo representaba un 25 % del total y, con relación a 
los clientes que optaban por esta inversión, la mistia se truducia en un 
mayor retorno, porque las tasas del TOD erán superiores las del plo 
jo cn BM dem, declaraciones XAVIER y TRUCILLO, Anero 4). 
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se encontraba en la ganancia derivada de la aplicación di una smayor 
tasu de interés y vu contracara, en la asunción del riesgo ¡pleanentario 
que importa una mayor remuneración, en estricta aplicación qe la regla 
económica conforme la cual a "mayor riszgo, mayor reel * hide 
dechiración de Carlos FERNÁNDEZ BECCHINO, ante el Jjagaco de lo 
Contencioso Administrativo, Anexo 4), 


b) El cegistro de TCB Mandatos 54 


113.- Asimismo y desde 1994, TCHB Muurdatos | ZA estaba 
regularmente registrada ante el BCU como oficina de representación 
del TCB -un banco fundado en 1969, con jurisdicción en lolas Caimán y 
Patente Clase B- y desarrollaba su actunción de acuerdo al marco 
regulatorio aplicable, el cual está contenido en los ari. 450 y ss. de la 
Recopilación de normas de regulación y control del sistema financiero, 
en su redacción vigente a junio de 2002 [declaraciones AAVIER y 
TRUCILLO, Juzgado Contencioso Administrativo, Anexo 4). 

114.- Comeaponde realizar la distinción entre “a gestión a 
cumplir por TCB Mandatos SA y la correspondiente al BM, como 
intensediados lsanciero en la colocación de partcipaciónes eñ sud 
depósitos en TCB: lo primera, TCB Mandatos SA, facilitaba, los negocios 
de TCA en nuestro país, mediame una inversión direcia; d Bi, dentro 
de los servicios que ofrecia a sus clientes a través cel área de banca 
privada, efectuaba inversiones 4 [cuenta y ricego da culos, las 
administraba y mantenía en custodia: 

115.- Estos depósitos del BM jse encontraban alecardos por un 
contrato de prenda de afectoción, ¡qué era Suscotó par el chente, 
documentado y contabilizado en los: libros de la insútución bancaria; 
informado al BCU, computable para el cálculo de previsiones según las 
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ñornas del ACU y auditado par parte de KPMÓ (declaración DALOGH, 
Juspado Contentióso Adminditritivo, Ántocó 4). 


las previas conversaciones Jae y telefónicas con Las atrtoridades 
del BCU, por nota de 22 de febrero de 2002 dirigida al Superiotendenie 
de Instiraciónes Financierás Cr, FERNÁNDEZ BECCHIM:, «l EM habla 
explicado y comunicado va decisión de msiatir al TCB por ln suma de 
145 100.940.000, con el objetivo de honrar las colocaciones efectuadas 


por sus clientes. 

117.- Por_ende_ 00 25 vera que el ECU hav. «etectado la 
esposición de empresas del Grupo Velox y, en especial, del TOR y que, 
en consecuencia, haya podido el cese de Loda operación de crédito del 
BM a las empresas del grupo declaración de RODRIGUEZ BATLLE, 1* 
pieza, la. 252). 

118.- Asi mo ocurrió y pará constatarlo fehacientemente Es 
sulbciente cón banseribir las declamelones de los funntunars del BOU 
aún del propio Rodriguez Bañle- que tuvieron direcua iajerencia en el 
prúceso de intervención y posterior liquidación del BM, tinto en sede 


«judicial como ante la Comisión Investigadora de la Cámara de 


Representantes del Poder Legislativas. 
E 119.- En tal sentido, el Er. Carlos FERNÁNDEZ BECCHINO 


"destaca que tuvo a cargo a todo el equipo técnico que superrisó al BM 


y que "El 222 ellos presentan una nórá en le cual dásén que están 
asistiendo al TER y al grupo Veloc..el EM le esteba presiando dinero a 
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TCB y lo dijo el propio EM, César RODRÍGUEZ BATLLE, Presidente del 
Directorio del BCU de la época, rúlilica que *El ixrecrorío tomó 
conseimiente por un inforne de la superintendencia en el mes de marzo 
de 2002 aproximadamente” vide sus declaraciones ante el Juegado de 
lo Contencioso Administrativo, Anexo 4) y Rowalía TRUCILLO se 
pronuncia en idéntico sentido, en este caso úánte el higado de 
Concursos de 2* Turno, confirmando que el BCU sueo de du ssistencia 
del EM al TEB desde febrero de 200% (vide su deciaración anio esa sede 
Judicial, Anexo 1). 


120.- Estas manilesticiones se ven confirmáda: por 05 dichos 
wertides y las constanciós atentados ánte la Comisión investigadora del 
Porlamento, en actas de acpiones de 5 de máyo y 12 de diciembre de 
200%, mo 39 y 17 respectivamente; us] FERNÁNDEZ BECCHINO 


no di a di Ornero Él CÓrT, 
ecusador público en 4 requiisiteria lscal, 
Ha al evacuar el waslado del recurso de 
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concesión de créditos directos O comingentes y en incornentar por 
cualquier vía la asunción de riesgos con respesio A perecada fisicas O 
juñidicas vinculadas. Asimismo, le indios quee debia pueeder a la 
cancelación de los créditos concedidos A Welox Invenimetn: Compary, 
Juan Peirano Busco, TOD y Banco Velox, en el virmno de-30 dins y lo 
ordenó categorizar a olgunos deudores, entre ellos el TOD. 

14.- Para el dictado de esta resslecdón, la autoridad 
bancocentralista 56 basó en los informes de la Asesória «Juridica 
Notarial del BCU elevados al Intendente de instituciones Financieras el 
4 de marzo de 2002, dende se dejaba constancia que los créditos 
otorgados por el BM al TCB contrávendón, en na el ar. 10 ln e) 
del Decreto Ley 15,322, 

125.- El 13 de marzo, BM elevó una nota aigida al Porsidente del 
BCU, Cr. César Rodriguez Batlle, cuestionando el funcamento y las 
instrucciones adoptadas por la autuidad bancoceñiralista [vide Acta 
m6 717, sesión de Directorio de 19 de marzo de 200%, Anexo 5]. Un mes 
más torde, incrementó la exposición el TOR en due epartosndodes, el 13 
y el 17 de junóo, cancelando vencimienzos de obmigociones del banco 6 
shore, en aras de cumplir con los depósitos rea bavdos par sLa clientes. 
a oca y a XAVIER, sl BOU vrueticó una 


del ii Resolución de 7 de marzo e insundoles a ajustarse 
a cla, bajo apercibimiento de hacerlos pereonalmente ros añsables de 
cualquier perjuicio que se ocasionará al BM por coniscuescia de una 
decisión contraria 0 das instrucciones del BCU 5 dechuraco arte Civil 
$e, Anexo 3). 

' 126 Sin perjuicio de las consideraciones que »e sxpondrán 

seguidamente, corresponde aclarar que el epcaunado Reni punca flog 
obieto de la notificación a la cual alude el Er, SAVER, han sido cota 
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cumplida por Escribano Público o por cualquier otro medio wilida de 

137.- Luego, el 30 de abril siguiente, el BCU dictó una nueva 
resolución, en la cual exigió al BM una capitalización de 45 millones de 
dólares que el BM realisó con la entrega de bienes y gurántias 
personales de los accionistas y otorgó un plazo de 18 mess para 
cancelar la exposición del BM ul TCB [declaraciones de RODRÍGUEZ 
BATLLE y de EVA HOLZ ante el Jugado de lo Comtencioso 
Administrativo, Anexo 4; y Acta no. 719 de sesión de Directorio del BM, 


CIOICaNÍO. como erróneamente, señaloran los informes Lenicos 
recogidos en la Resolución del Directorio del BCU D/110/2009, 

135.- Esta no es una conclusión caprichosa de esta Delensa y de 
ls restantes cocncenisados, sino que la misma surge plenamente 
acreditada por diversos extremos objetivos, que están constituidos par 


DA a Mii Bilitacictción ciitacá 
de la posición antes adoptada por el organismo, recogida en su 
Resolución del TY de maro de 2002 Está varioción unica de 
autóñidades del BCO a título personal y corporativo, ha inducido, sin 
dudá alguna, á a eroso error de apreciación del Ministerio Público y de 
los dos tribunales judiciales con competencia en esta cuusa, el Juez de 
. instancia y el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3* Tumo, que han 
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hecho caudal de esa aperente violación legal para furkdar la imputación 
provisional que determinara el procesaredento y prisión del inculpado, 

130.- Asi, el ex - Superintendente del BCU Fernándo BARRAN 
declaró ante el Jusgado Civil de 9* Turno, que el 17[de junio de 2002 
propuso la intervención del BM por el BCU como principales 
factorsa de su propuesta, la íquidez del BM y mu j 
TCB, la erolución de la misma y el incumplimiento d 
IPN 


detecte E Sila monada A Pai ¡FU Ju obrirtta 
EA oportunidad k 


Isis CHUIS Anexa 3). 
131.- Ante la sede judicial.en muteria contenciodo acíinisirativa, 
A Aa A BCU al BM: 


hebadir, o por la que la adopción de uals instrucciones y modidaa no 
guardaban relación ninguna cón risones de legalidad! dela exposición 
del BM (su declaración ante el Jurgado Letrado de lo Contencioso. 
Adeninistrativo, Anexo 4) 


+ 132-En un nismo sentido se pronunció Jorge XAVIER, primero * 


designado veedor y luego interventor del BM entre el 24 de junio y el 31 
de diciembre de 2002. La intervención se realizó “ante una serie de 
requerimientos del BCU consistentes en lo necesidad de coprolisar al DM 
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como forma de porantizor su mobilidad operativa y a su vez la limitación 
de incrementor la axposición del banco con riesgo de emprozos del grupo 


exigido, unos 23 millones de délores y la última exigencia de 
copitalización fue por 15 millones de délores. De alguna Manera creo que 
se hicieron los esfuerzos pora copitalrar pero dedo el contexto nacional e 
internacional que se -bleía resultó imposible El EM consipadi 
fioncimiento directo al TCB a portir de préstamos y ya sobre la crisis 
del ño 2002 a trapds la conerlación de obligaciones asumidas por 
TCB y que nó éstaba én. condiciones de alenderlos. Los asumió el EM 
ulsendo para ello asistencia fhencióna que habla comentado a recibir 
del BCU sobre mediados !de mayo del 2002 y se entenchó conveniente 
prohibir esa mayor exposición. Esa pesiiliitn se vil, está 


como ocurrió en el BM respecto del VEB, “era 
tual y imtándose de una Ares peleado de 


afrecta uno amplía gama de instrumentos financieros incbíiso oblipaciones 
RO SiO 23M) ofertas que se hacian de acuerdo con lo que el 
ielecarrencibloedi lei, pi 
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195.- Como profundiza XAVIER, en cate cáso ante la sede judicial 


con competencia en lo contencioso administrativo; * Me consta que los 
inspeciorea del SI hacian el seguimiento del cumpleniento de los 
instrucciones y que hubo un cumplimiento parcial; y, especificamente 
preguntado por ls risoñes de la esistencia financiona presiuda por el 
Estado al BM durante el primer semestoe de 2002, el testigo en 
contundente: "No conozco loas razones, dado que no formo parte de la 51, 


ni participé en ese proceso. Sin perjuicio de ello quiero destacor que las 


de IMA e dor terción. ans al Sama. e las Consienclon 
Adminmstmtivo, Ánexo dl. 

136.- De idéntico benor están imbuidas las declaraciones de estos 
dos ex - funcionarios, BARRAN Y XAVIER, ante la Comisión 
Investigadora de la Cámara de Representantes. El primero, Fernando” 
BARRAMN:; señalaba el 31 de marzo de 2003, que “En reloción a algunos 
AAN ES AP 


incoerento de la expociolóas del EME y" y la Resolución 
del BCV de 7 de marzo de 2002, se adoptó “porque el BCU sentía que la 


institución estaba incrementando el riesgo más allá de lo que-para- 


sombras (Comisión rra de da ci PERO 
acta del 31 de octubre de 2003), * 
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137.- En lo que dies relación con los escritos presentedos par el 
BCcU en sede judicial, se veribca únóloga contradicción con el 
fundamento de la Resolución del Directorio 0110/2000. En los autos 
saravalados “DIAZ, Eduendo y otros c/ TCB y otros. Darias y perjuicios, 
Ficha 277/09”, seguidos ante el Juzgado Civil de 15* tumo, el BCU 


sis de las précrions hancaria una podian da cena de 
modo invariable en otros juicios tramitados ante la Justicia, como 
pcurre con el proceso seguido ante el Juegado Letrado de Concursos de 
2 Tumo, aus carál ados “CASAS, José María y otros q Banco de 
Mentevideo SA y atros. Cabre de pesas, Ficha 102/2009", 

UNA Ea cc, rca, so a HU y unte la Comisión 
parlamentaria deciarta la abogida del BCU, Dra. Ana María 


incremer LO DE essposición Le 0] PLATEA, UE EE 

br pl miento ” “mb inplrpo ció A lA Lair > E orid AE 
E a 

mps TA MAA irrel NANA PEnalmnente pb becion «de esta Cde El 


hecho de que el Banto RIA 
Comerce d Bank po eu una operativa legal ni dolesa; objerivamente la 
operación no lo es. Hasta ese momento... no existian normas regulatorias 
que determinarán topej de riego errditido en empresas financieras, En 
conibecuencia, yl iebpo al cual se había expuesto el Banco de Monterde 
00 Tide 4  Cofamercee Bank ne eu demesl no era 
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¡Comisión Irsrestigadora de la Cámara de Representantes, acta de 16 de 
agosto de 3003]. ñ n 


13%- El proceso que culminó con la intervención del BM por el 
BCU tuvo diversas a 
el expediente del BCU H* 2002/0267. 


d peral bensdwa, da ps rara 
rra Pi 
las operaciones del banco en medio de una crisis regional y sistémica 
que desembocó en una brutal corrida bancaria, la cual al cabo de sela 
meses ec tradujo en el retiro de un porcentaje del entorno del 45 9% del 
total de los depósitos existentes €n el sistema bancurio nacional, y buvo 
su origen cn los retiros masivos de depósitos realizados en el Banco 
Comercial y en el Banco Gubcia en encro de 2002, generalizándose 
luego ul resto de las instituciones bancarios, privadas y aún públicas, 
en total a 31 bancos de plaza (declaraciones de XAVIER, Pieza 8, fa. 
2621-2624 y 2641-2642; también ante Civil 9*, Anexo 3). 

141.- Lo supervisión desretada por el DCU era cumplida por un 


dea dira ema ea fala en encontraba. Rosolica 
TRUCILLO, para esa fecha Jefe de Unidad en la Superintendencia del 


" BCU, La tarea se cumplia mediante la revisión de la información que las 


instituciones suministraban al BCU en cumplimiento de normas 
reglomentarias, entre ellos el informe anual sobre el sistema contable, 
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el informe semeatral sobre acreditación de riesgos crediúicios, y el 
informe trienad sobre cocutrol externo que ena revisado anualmente, Ñ 
ia dera 0 se ctomplernentala com la 


y Vesta a cn de pulsera Ea femsa: dde de 
Superintendencia de Instlbuciones Finaneleráa en lá sede central del 
cc dee ici 


d ra GE LM", siño que aquellas enn 
adoptadas por los accicalatas, adjudicando la Cra. Maria del Rosario 
MEDEROS la eventúal responsabilidad por las consecuencias de estas 

 icloios» “os propia y ln gl” flclurciones de ces 


estás auditorias brindaban la garantia de que la información 
propórcionada por las instituciones se ajustaba a su reálidad económico 
financiera (declaración Jas Rosolina TRUCILLO unte el Jugado 
Contíncioso Administrativo, Anexo 4) 
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145.- Debe agregarse que, a mu vez, el DOCU recibía los balances 


Scclaración ata Chil 9, Pa Curante la : 
EC dal o puc ción particular 
deta par el CU respecto deL Oy nn di 


E! ¿ ón, enlel uso EN 
jean: yo. dl ES, Teja. Una de post pa : motivo de la 
waunslerencia de U$S 532.500 al Banco Veloz de Cá ! y la oca versó 
sobre la cancelación de vencimientos de obligaciones de TCA, los dina 
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13 y 17 de junio de 2009; fecha «a la cual el inculpado sd encontraba 
en Italia, Como señala el testigo, “En cada eportunidad consubé por 
* la toma de deciriones, mempre 38€ refirió al contador Dante: Pebrano como 
el responsable" (nu declaración ante Civil 9%, Anexo 3). 

149.- Poco después, el 21 de ese mismo mes|| 
supervisión decretada por el BCU y éste dispuso la inte ación del BM, 
nombrando al Cr. XAVIER interventor, 


promovida en su perjui como vanamente lo pretende el Ministerio 


151.- No fue úni A PA 
adi no haya ocurrido- defeata asistencia sino que, antes bien, de la 
misa estaba cabolmentqlinformado el Diroctorio y otras Motoridades 
SACD, al inénod ideada ro de 2002, sin que tal circunstancia los 
Li de inmediato instrucciones eh contrañó, 
4, > que el BCU imparte una directiva en tal 
4 de analizarse, ae fundó en cocción Coso 


: [te del punto de vista juridico, Tan es asi que, 
con posterioridad a la ppota del BM de febrero de 2003 y a la 

led? de murzo y 30 de obril del mismo año, 
abba la exhaustiva supervisión de su actividad 
de eficientes medios compleínentarios para 
recolectada -su auditoría interna y la 


bancara y el BCU dispone 
el cotijo de la infrmad 
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adoptado como tendencia mundial en el negocio ban: 
rentabilidad, el cual ofrecido a aquellos clientes que, px 
, allas eran par ene 


Vals 15" pieza, de 1399-1400, "Preg. Qué conoce Lidl del relacionamiento 
de la familia Peirano con el Grupo VELOX. Cont. Que eran dos propietarios 
del Grupo Veloz. Preg. Qué participación tenia Jorge Peirano Foco en el 
Grupp Veloz: Cont! No la conozco, presumo que él dictaba los directivas”. 

: 155.- Es que el imputado Ratti estaba alejado de la actividad del 
banco desde tiempo atrás, entre otras razones por vu avanzada edad, y 
era un director meramente formal, que carecía de funciones ejecutivas, 
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limitándose a asistir a ls sesiones del Directorio que ve vrlebraban c0n 


asiduidad mensual. Y precisamente, el conteo antes ceseripto acerca 
de ln Marino dea Socilcnss pl a pd Ar POR 
del BM al 1CB, y a, 


EENONOS pp” a am cran coi por los pera ., 
sciuando de modo aislado o conjuntamente con los Gerentes, y las 
érdenes eron nentadas y efectivizados sin invervención aiguno del 
Disectorio de la insitución bancara, 
157.- De tal suerte, la afirmación contenida en la requisi 
fiscal, asignando relevancia juridico = penal a la cominuución 
corgo de Vicepresidente'por parte del imputado, carece de asidero 
y juridico (10* pieza, fa. 3331-3333. Como se analizará oporn 
in enenso, la paniciración secundaria exis, en RRA dá 
se trule y como en harto sabido, 


comsmacón del eto. La Does ob aver de qué mane 
bajo qué fundamento juridico puede investirse del cado de € 
quien, como el encauando, Jue absobtutamente ajeno a las decialo 
adoptadas por los ncclónistas del BM y sólo tuvo un someró y 
conocimiento de aquella, una vez que fueron ordoradas, cu 
finiquitadas. : | 
A 
presentado anualmente por la consultora KPMG, la cual nunca 
ninguna obserración. El balance corressendisnis al añe 2001, q 
debía informarse el 31 de maurzo de 2002, ada 
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marzo y abril de 2002, el cial anicarmern Le ceci infracción 
económica de cánúcter general sobre la institución, la «al cambién 
catuba en poder del BCU [Anexo 6). q 

159.- Por otra parte Y més 4 mes, el inculpado recibía lus netos 
del Comiié de Auditoria, las cuales conteniun el resultado de lus 
inspecciones a las sucursales bancarias o a lal sede central, 
discriminadas en rubros como per ejemplo, valores de cajá- que no 
delata ban diferencias sustanciales 0 Aspectos ATA, del punto de 
vista contable, 

160,- Fue en el curso de ña de las sesiones: del Directorio, 
comsspondiente dl mes de febrero de 200%, cuando el imputado y el 
cormcausado San Cristóbal sobicitaron saber sobre la ausencia al TOB: 
y entonces tomaron conocimiento de que, provista, el Bm había 
entregado al TCB setenta millones de dólares de añiatencia financiera 
*Preg. Qué pudo saber Lidl en relación a la tuación del Bunco en este 
año 2002, desde enero a la fecha. Cont. Fundamentaimente en la reunión 
de fabrero de 2002 6 pedido mio y de Son Cristóbal se os infonnd que 
habla setenta millones de ddlares de asistencia al CB desde el BM, No 
consta n actas pero po pedi un balones del TOS poigue hasta ese 
A RI AS 

ás pieza, la. 1401), 

1.- Más tarde, timpoco se puso a consideración del Directorio 
IE a AN A er 
29.000.000 (5* pleza, 1,1541), y otro tanto ocurrió en el caso de la 
renuncia presentada en abril por el cormeñtizado Guadalupe, que reción 
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Megó al cuerpo en la reunión de lines de moyo de 2002 (declaración de 
Ratti, 5* pieza, fa. 1401). 


163.- Sobre este ¡extremo, el encausado nara obras tantas 
decisiones adoptados por loa pocionistas sin conocimiento previo del 
Directorio, a las que él nó Luro acceso sino posteriormente: *Freg. En su 
declaración indugaloría Ud. hace referencia a algunés suctass en que 
llegaba al directorio la comunicación de eperaciónes |ya 
AREA O ROA RESIOS OA ME EM 


catala de cidcid we de sem. El dla ya dd pl 
entregado el mes ánterior, 220% Ea OMA rada de 70 milla 
de A TCA. Coni Tu 


bite ios Pelican ab pira Edades al 
informado y que a posteriori hubieran significado muestre 
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aprobar sos hechos, y hublera desencadenado du cons Que 
2h Ñn dd há HL .”. Do 
(5* pieza, ls. 1716 vu 


mato 
o-1719 


164.- El encousado asistió a ná Última sesión del Directorio del 
BM el 28 de mayo de 2002, luego se úusentó del fpads par más de un 
mes y no vobrió a, participar de ninguna otra (5% pieza, 19. 1601 y 1540) 
Cuando se susentó, lo hiso con toda tranquilidad ya que, sogún la 
documentación a la que tuvo acceso, el BCU senía la negocioción 
encaminada con el BM ¿ste había ofrecido garantias por US 
54.000.000 y, 013 de marzo, ya se encontraba depositada la mitad de 
cesta surco, aguerdándose el envio de otrá cantidad idéntica ca poces 
dime. hi 

165.- Amén de elo, aún se encontraban vigenica los plazos 
acordados por el BCU em la negociación en curss y, por otrá parte, 4 
fines de 2001, el BM habla recibido an sustancial aporto de capital y de 
préstamo subordinado, reñlizados por la Corporación Financiera 


Internacional del Grupo Banco Mundial, que ascendia a US: 


18000000) (vide Actas mo, 710, 711 y 712, sesiones de Directorio del 
BM de 16 y 28 de noviembre, y de 10 de diciembre de 2001, Anexo 5). 


CI LA AUSE 


1665.- El tercer eje de la requisitoria en traslado e centra en la 
ausencia de registio de la asistencia del BM al TCB por setenta millones 
de dólares, en *el acto” de la sesión de Directorio del EM (10* pieza, la. 
3198, capitulo "L Los hechos probados”, a lo que se aniciona eq, sl 
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bien el encousado Ravú conoció sobre esta mslsténcia finencicra, *n6 
obstante ello” contiruó como Wicepresidente de la instivoción bancario. 

167.- 30bre el alcance y la justa dimensión del coneciabenta de la 
operativa de asistencia inanciera entre el BM y el cáncoo de las lelas 
Caimán, yá nos hemos extendido largamente en el capituado procedente, 
por lo que sólo enbe remitirse ón totum a las consideraciones expacótas. 
Corresponde, en consecuencia, que la Defenes impres aqui al 
pormenorizado examen. de aquellos extremos vinculasos al vtro soporte 
alegado por el Ministerio Público como sustento de su pretensión 
punitva, la registración de esá asistencia y la comunidad en el cargo 
de Vicepresidente del inculpado. 


0) Las actas de sesiones de Dicectorio del BA 


168,- Molgrado la nobural importancia que asumen las tas de 
sesiones de Directorio del BM en lo que rebere al inculpado Juan 
Domingo. Rai, la demanda pcusatorio ue limita, exclusivamente, 4 
reseñar su agregación a la causa en el capitulo de Prueba, obriando el 
imprescindible andlicia y cotejo de su fecha y contenido con lus hechos 
imputados (5% pieza, fa. 1544-1586) Muy por el contrario del 
temperamento seguido per el Ministerio Púllico, la Defensa estima que 
un elemental rigor juridico impone su eamnen exhaustivo 6 resultas del 
cual, como se verá, se desmorona todo sustento para amparar la 

169.- O 


SA 
encausado Mario Son Cristóbal para representar al Bb en la Aenmblea 
Ócreral de Accionistas del Banco La Coja Obrera SA, a celebrarse el 31 
de enero de 2002. Como ya se ha indicado y asi lo ratifica el consenido 
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de cata acta, la comparecencia del inculpado Rai ness asamblea fue 
meramente ocasional, por casa de la imposibilidad de Sn Cristóbal de 
concurrir a dá mima ¡Acta nó. 714, sentón del Directorio de 14 de enero, 
de 3007, Ancoc0 5). | 

170.- La segunda sesión se celebró el Sl de lfebrera y en esn 
oportunidad del coencauisado Guadalupe comunicd al Direcunó que el 
19 de febrero anterior había sido citado por lu Superimiendencia de 
Instituciones Financieras del BCU. Según narró, durante li entrevista 


en la SUE, le “informá al BCU de la situación que enfrentaba el BM, no > 


alo por les retiros de depdalos del país y se lá insinición, sino 
especialmente por la no renovoción de operaciones deldlientez de Banca 
Privada respedto de certificados de depósto de TCP, Asu vez, en está 
sesión se dio lectura de tuna carta diipda al Sr. Carlos Fernández 
Becchino, Superintendente de Instituciones Financieras, cue Según 
vurge del acia de sesiónes, yá háblo sido presñiomernite redictada A ese 
respecto, se entiende oportuno remitir cora al Eenco Central del 
siquiende tenor”, Acta no. 715, Anexo 3. El Directo + maitó a 
aprobar el contenido de la nota, que fue suscrita por los csi A 
Dante Pcimno y Marcelo Guadalupe (Acta no. 715, sesión de Directorio 
de 21 de febrero, Ánexo 5). 


171.- E i guien , h : 
Guadalupe volvió sobre el tema, anunciando que «el ECU le hábla 
comunicado que en los próvdmos dias duríá respuesta a la ma elevada 
áal Superintendente Fernández Becchino. 

172.- importa destacar que, a continuación y en cala dema acia, 
col Qs E RES ETRE TOR AA 


A. EDEMA sn stóba El acia reza, literalmente, “A 
requerimiento de otros Direciores. se informa que la asistencia uy TOB era 
de U$S 70.000.000 al 21 de febrero de 2007, Es decir, pues, que no 
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sino que, asimismo, fortalece 
nos ostias tr aia ceo lación a las decisiones 
A A 


analón de Directorio de 26 de febrero, 10005), 


173.- la celebración de cata 
sesión, la carta de sepltoss delas Distr fijen flarn dara dae 72 de 
enero y la suscrita por el Er, Curlos Fernández Becohinó el 25 de 
febrero Ane 5, tiem. 


En er higor, se dío cuenta del intercambio de correspondencia 
¿manterádo entra el Eibd y el BCU entre el 7 y el 15 de marzo y, luego, S€ 
“pasó a la consideración de cuestiones de menor envdád (Acta ña 717, 
'hesión de Directorio de 19 de marzo, Anexo 5). 

> 175- El intercambio epistolar aludido permite objetar diversos 


“exlrerr que hacen aún más patente la ausencia de toda participación 
del enchlsado en los hechos que se le imputan. [ie AGAR 
"debe mbarse que las mo! del BM dirigidas al Superiniendente de 
Instibtotiones, Financieras del EX , Carlos Fernúnges Becchiro 
E de miro, es decir, de lech AA El 
le braco ' 

- En onda O, Ipdas estas nos cal suserilas pOr 

2 Pano] Pesramo AMPEEN POEMA TE A da 
eprcato 219 P cn e Ella ombre pi JE 

AURE Rar. 


I 
77.- Esta conslatación debe hacerse extensiva ll du vasta 
 comurlicación dirigida el 13 de marzo por el BM al Preajdente del BCU, 
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Cr. Cónar Rodriguez Barlle, inpugnands la Resolución del Directorio de 
dicha entidad de 7 de marzo anterior: la firman los computados Dante 
Peiránó y Guadalupe y, en la eisma, Rat no bene unle nú parte, ya del 
en swoérito a la fecha o con relación al contenido, 

173.- De análogo intercanabio epistolar 86 da cueola en la pun. 
de Directorio del 23 de ubril, cuya bketura permite tóneluir en ddéntcos 
tirminos a los que vienen de expresarse. Valga ontncos ricas quee la 


entra el A E AOS El 


CLA dada” 


cm no 118, sesión de 


Directorio de 23 de abril, Anexo 5). 

17%.- Realicemos una breve reseña de ente Uhimo intercambio de 
correspondencia: 

1) Nora del BCU de 21 de marzo, dirigida sl Presidense del BM, 
Mario San Cristóbal. »: 

2) Nota del BM de 22 de marcos, suseria por Guadalupe y Dante 
Pdárano en nombre y representación de la immilución, y dirigida al 
Superimendente Cr. Fernández Becchipo, 

Y Nota del BM de 9 de abril, suscrita por Owucinlupe y Dante 
Peirano en nombre y representación de la institución, y dirigida el 
Superintendente Cr. Fernández Becchino, 

4] Informe elevado el 14 de akii] por la Jele de Unidad, Cra, 
Rosalina Trucillo, al Coralté de Auditoria del EM 
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autoridad bancocentralista, del que loe mantenido absolutamente al 
margen [Ácto no. 714, sesión de Directorio de 28 de mayo, Anexo 5. 
181.- OO 


11 cartas TEA abril, ita per Deba Peirano y Marcelo 
Guadalipe al Cr, a 


titulos de: propiedad y uoclones neccaarios pará ra la 
constitución de las garantias, oportunamente ofrecidas al BCU para 
gurartizar las obligaciones del TCOB con el EM, el impone de UNS 
54.000.000. 


Y La comunicación del Comite de Auditoría | Banco Montevideo, 
suscrita por Dante Peirapo y Ronald Henning. y dirigida a la SIF del 
BCU el 23 de abril, ] 


tias 1 Asi ocurre con la Rssclución del EC D/199/2002 de 25 
de abril de 2002, por la cual el BCU reiteró el requerimiento del ingreso 


de US 45 millones antes del 15 de mayo de , destinados u 
cancelar totakmeñse las obligaciones de Juan Pelp Basso y Veloz 
“Investment Compary y, parclolmente, las ás por TCB; 


“cbmmunicó que no estimaba de recibo la dación enlpago del 100 % del 
paquete accionario de Banco Veloz SA y Banco ed Paraguayo EA; 
y, entre obs aspectos, notificó del otorgamiento del plazo de 60 días 


para la constitución de garantias reales Ei y prendarias, en 
- cantidad suficiente para respaldar la deuda mantesjida por TCB 

* 183,.- Luego, las des comunicaciones 5 por el BOU de 17 
de máyo suscritas por su Presidente Cózar Barlle y el 


"Secretario Caneral Aurellano Berro- al BM, complementan la resclución 
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anterior y antincian 1) BM que » deja sn electo el plaso de sesenta 
dns, acordado en aquella. 

194.- Pue también en esto última sesión a la que comparceló el 
encausado, en la cual se anunció la renuncia del putado Marcelo 
Guadalupe a su córgo ca la inslibución bancaria. 


185.- En definitiva, examinando de modo riguroso y objetivo las 
actas de sesión de Directorio del BM, eñlo cabo concluir en la total 
prescindencia del encausado Ratti para la toma de las decisiones 
inherentes a la institución bancaria de capltal importancia, por parte de 
los accionistas y los directores ejoculvos, 

185.- Adviértase en tal sentido que con raras excepciones 
relativas 4 cuestiones de menor entidad, OS 


TE y ponte apostado ia 
o a ii 
Direciono era informado del acnccer de esos tuccsós sólo cuando tolos 
ya hablan ocurrido, dedo que corecia de soda injerencia para *u 
resolución. 


187.- En electo, cuando el corncausado Marcelo Guadalupe dió 
cuenta de su previa entrevigta con el Cr. Fernúndez Becchino y de la 
respuesta cursada por Éste, ambos hechos —los que motivaron la nota 
origioal y su contestación- ya habian ocurrido, sla que en ninguno de 
clós hubiera participado el inculpado. La_ñpistencia del BM pl TOB_por 
actento pulonss de dílnces 3055 habia produckto, como se esienta en 
el Acta no. FIG de la sesión del 25 de febrero, y, por cua pane, 
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de Inatitucionea Ploanciersa, someta a consideración ¿el leerla, 
En dea sólo ss señalo que "En ciro orden, tenbién de comentamos que 
TCBE Trade 4 - Corunercs Bank) que forma parte del Grupo Velox, está 
atendiendo a la vez un retiro paralelo de fondos, lo que ha exigido a 
Banco Montevideo un esfuerzo edicdonal pora colaborar con el 
conpliniento de MOE, circunstancia parí li cual Guadalupe ulredia 
distintas opciones alternatipas y conjuntas (Acta no, 715, Anexo 5). 

189.- A] tenor de bis comunicaciones, no se advierie qué 
objeción pudo plantear el reo o qué conducta disimil adoptar, Exdigió =y 
asi consta en el Acta no. 716- conocer sobre la entidad de la asistencia 
de Bi en TUE y se le indicó que se le habían otorgado 70 millones de 
dileres al 21 de febrero, él decir, a la fecha de la acción anterior del 
Directorio, donde el punto ni siquiera fue abordado, 

189.- De igual modo debe concluirse, imbándose aquí del 
reiterado intercambio epistolar entre las autoridades efectivas del BM y 
las del BCU, y los hechos sobre los que las mismos informan. Entre el 
19 de marzo y el 28 de máyo, fue asidua la correspondencia enure la 
Bletenetó pelvada y la inpilcocióo seat y sin duda ninguna, esta 


ió bo, sencillamente, porque la negociación 
por los seclonistas y por los directorei 
o ina representación que el BOU estimabo 
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ena puede reprocharse a Rotti que no hoyo formulado obpeciónes a las 
decisloneas adosadas por el Gh o «que no haya] cuertionado el 
procedimiento sefuido per éste en consenso con el 
propia autoridad bancocentralista y sus funciona 


vraloban La representación invocada y la gestión cuen por aquellos 
en nombre del banco y, en su ménto, cont nepociondo 
exclusivamente con ellos, 

161.- Y wolga eclarar que en modo alguno sostenerse que 


los hechos no sucedieron de la forma indicada, porq 
las notas del BCU la comunicación esté dirigida al 


Mario San Erisióbal: todas lu comunicaciones el por el BM al 


' BCU y sus dependencias, de las que dan cuenta las ectas de sesiones 


del Directorio, fueron suscritas únicamente por Dante Peirano y 
Marcelo Guadalupe, y ninguna de ellas fue firmada por el inculpado 
Patti, ectuando solo o en forma conjunta con alguno de los restantes 
directores de la instivución bancaria Sin embargo y pese ú que el BCU 
recibla periódicamente la copia de las actas de sesiones del Directório 
del BM -por ende, sabía a la perfección quién lo integrabá-, jamás 
cuciticod la ausencia de Erma de los demás integrántes del cuerpo y 
continuó negociando con los coencausados Dante Peirano y Marcelo 
Guadalupe, durante el lapso transcurrido entre febrero y mayo de 2002. 
142.- Aún a riespo de resultar relterútiva, la Defensa no 
te 
tiempo, el BCU supo de la asictencis financiera del BM 0] VOB; y 
su supervisión intensiva, recioió sendos informes y practicó auditoría 
interñas sobre la operativa bancaria de la institución, en el pais y A el 
ssclérior; dictó inchaso más de una resolución y, en definitiva, se asesoró 
con hujo de detalles zobre tedo aquello que pudiera interesar al BM. 
193.- Por ende, reprockar ul encausado que éste haya ido 
formular observaciones y que se koya negado a avalar las decis 
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adoptadas por «el Grupo de Comando -como hece la demanda en 
traslado- es, pura y simplemente, un eufemismo; una calicación que 
csi podriá resultar indiferente, de o Lener la dimensión sustarilen y 
adjetiva que ha asumido en cate proceso, 

194.- Porque lo cierto es que, con base a una Mgica absurda, el 
Ministerio Público pretende Sústentor su imputación de delito en 
kochos y circunstancias que fueron definitivamente ajenos al inculpado 
y, bien por el contrario, amplismente conocidos por las autoridades del 


195.- Por ui fuere poco, la requisitoria seal cuestiona —y 
reprocha- que el inculpado haya continuado en el ejercicio de su eárgo 
seminal en el Directorio del BM, por cuanto esa contimaldad habria 
supuesto la infracción de noreras estatutarias y de orden público, 

196.- En los capitulos que preceden, la Defensa se ha ocupado de 
desmontar todo viso de ilicitud en relación a la inversión en 
losinimintós ollátbcco y a la adlerincia Ensntlara positáda por a BMál 
TCB. Ahora bien, niada al desañlo de controvertir una aparente 
infracción a portós cupo cóntinido y ubicación destonous porque el 
acusador público no las'señala ni individualiza ni tampoco el BCU se ha 
preocupado en precisarlan-, sólo puede señalar que no existe ninguna 
disposición que obeto el ejerciclo de un corgo de disección de un banco 


respecto de persónas cómo el inculpado, - 
197. Elena do ano moló diaponye fe de ranpo alguno. 51 
cárgb de Vicepresidente de lo del BM tuvo un corácter nominal, 


vecío de competencia y, sín embargo, el inculpado mo fue omiso mi 
tampoco negligente. En el marco de sus muy acolodos atribuciónes, $6 


interesó y reclamó por una mayor información sobre la asistencia del 
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EM al TCA y fue testigo de cidas de la negociación que cumpllan los 
coencauamados Guadalope y Dante Peirano con las autoridades del MCU 
que, relteramos, loa aceptoban por legitimos representantes del BM», 
en el contexto de la crisis bancaria sufrida en el país y la región. El 
imputado jarnás hueré son el cargo ni obturo beneficios por ejercerlo; $ 
lirnitó a perelblr una retribuelón que no tuvo variantes sustantivas a lo 
largo de los años, al bien elo no lo desveló m3 lo determinó a requerir 
incrementos en mu Fueldo, 

198,< De la ratificación <n su cargo de Viceporsidente «del 
Directorio del EM, en abril de 20092, no puede racionalmente inferirás 
un indicio de ilicitud penal ni, por ende mucho menos, de un requisito 
necesario para consagrar la coparticipación criminal, En todo caso y en 
atención a lá probada ausencia de competencia del inculpado en el 
ámbito de la adopción de decisiones del BM, esa ralificación sólo 
habilita a conchuúr que los accionóstas de prevalecieran de aquel, 
haciendo especial caudal de su edad y de su natural ingenvidad; 
incluso de sul amistad de lurga data con Juán Carlos Purano. Su 
apartaeniento del Directorio hubiera trascendido, precipitando asi los 
hechós que posteriormente se produjerón jActa no. 718, sesión de 
Directario de 24 de abril, Ánexo 3). 


D) SUMMA: SOBRE LOS HECHOS IMPUTADOS 


19%.- En definitira, al tenor del exhaustivo exámen y de la 
confrontación de las emergención agregadas a esa Causa y sus 
acordonedos, la Delensa estima plenamente acreditado que la 
plataforma fáctica cue suetenta la imputación promovida en la 
demónda trosledoda, no tene cingún fundamento y peta de abeoluta 
ctandad protaaria, 
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200.- Como se ha destácado en los cspitalos precedentes de este 
escrito, el inculpado integró el Directorio del BM, conoció también sobre 
la asistencia financiera al TCB y ésta no fue asentada en las actas 
previas a la sesión del cuerpo. Empero, li mención ujslada de cálos 
extbremós creta de virtualidad juridica pará, en su excluelro mérito, 
Lerner por acreditada la custencia de un hecho típico, antijuridico y 
culpable y erigirse en .el soporte imprescindible para fundar un 
pronunciamiento de condenas. 

201.- Cada uno de elos debe vuloraree en %uU justa y real 
dimensión, y este examen sólo puede reslizarse a parti del análisis, 
cotejo y confrontación de la prueba recolectada en esta causa, 
Examinada ésta minuciosamente, únicamente puede concluirse enla 
sacuidad del cargo detentado, carente de atribuciones y competencia 
sufidente para la adopción de decisiones relevantes; en el conocimiento 
y el registro 6x post facto de las instancias y resoluciones sustanciales 
que culminaron con la intervención del BM por el BOU; y en atención A 
los dos extremos apuntados, en la inexistencia de crisión o negligencia 
de especie alguna a cargo del imputado. 


202.- Al camplejo panorama que se ha reseñado a lo largo de este 
etenso esco de traslado, deben adicionarse omos extremos de 
sipilfcativa relevancia, por ser harto ¡ustraivos de la inexistencia de 


al la retención de sue al UBH 


204.- El primero de ellos resulta elocuente en lo que dice relivción 
a la musencia del supuesto concierto criminal que se le reprocha, En 
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clectó y comó lánios otros uruguayos, el encuscado ua Domingo 
Rañil invrirdó la totalidad de mus ahorros en el BM, initibición de la cual 
cra cliente con antelación a eu asunción +n «el Dirmsuña, somo lo 
recuerda uno de los testigos citados y ex fancionario del barco, Luis 
Bordina, en su declaración Judicial ante el Juegasdo de Concurios de 2% 
Turno. 

204,- De tal suerte, — producida la irileivenciól «dei BM, el 
imputado sufiñó la retención de lás Surnas de ls cuales ¿rá GuAT Y 10 


ps EPR E LlE: E JLS AAA A E L o AS | MOL! 


j , En efecto, quients eran Ocportanies 0 
tenedores de bonós Y obligaciones negociables csnilidas por el ex BM, 
pasaron a ser considerados cuotapartistas del Fondo de Recuperación 
de Palrimonio Bancarño y comentaron a cobrar lus depaimllóa. 

205.- En cambio, en relación al imputado y según consta en la 
rotá que le foera elevada por el mencionado Fondo de Acvuperáción de 
Parrivonóo Bancario, el 9 de abril de 2004, por impero de lo apuesto 
en has Resoluciones D/627/2003 de 29 de setiembre de 3003 y 
D/671/2009 de 2 de octubre de 2003, sus participat.onca cn 
certiócados de depósito del Nuevo Banco Comercial, curresporaientes al 
rescate parcial de su cuotaparte no. $421 en ia institución, 
permanecieron indisponiblea y no pudo recuperarlas [Anexa 7. 

206.- La sola lgica indica que quien se concierta pára la 
comisión de un reáató -en este cáso para la ejouición del debio de 
insolvencia societaria fraudulenta otribuádo-, primero procura 1UDicArae 
a buen reagaerdo y, luego, evita sulrir las consecuencias del ilícito al 
que contribuye con mu conducta, Este rarónáciento, de corté cáñi 
elemental, condyirva a la plena prueba de su abeoluta des iuculación 
con los hechos que se le atribuyen. 


b) Las seciones judiciales desisicos 
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207.- Con idéntico rigor y contusdencia, el desistimiento de las 


DUMETosas acciones judiciales de los fuera objeto el encavsado coriluye 
a acreditar 0 inocencia. 


mad 96 Jide ul cn bres de ellos se 


do =n 


2* TADO inuztos caranilados "CASAS ef ad ERRE 
Cobro de pesos”) y el restante y un tercero, ante la sede civil de 10% 
Limo lauwtos carátulados “PINTOS BARS, Luis y otros ¿(Banco de 
Mentevides, Cobro de pesos”). 

209.- Este hecho, por sí salo, ene especiól trascendencia en el 
objeto de esta covsa. Empero el mismo profundiza su relevancia al 
advertir que los promotores de estas acciones judiciales son, en algún 
caño Y al mismo temps, deminciantes en este proceño. 

210.- En 20 de estos ¡vicios, radicados ante el Juzgado Letrado de 
Primera Instancia de Concursos de 1* Taro y los Huegodos Letrados de 
Primera Instancia en lo Civil de 9* y 10* Turnos, la parte astoca desistió 
de la demanda instaurada con respecto al epcausado, como se acredita 
con la copia de los escritos que se adjuntan [Anexo 8), 

211.- En los derpds ecusiones, el inculpado fue citado al juicio de 
conciliación previa establecido en la ley sn que, con posterioridad, se 
haya concretado la demanda anunciada, como sí se ha electivizado 
respecto de otros cltados a esa instancia preliminar, 


: —212.- En el preámbulo de este escrito, la Defensa destacó, la 
escueta motivación juridica de la impuración requerida por el Ministerio 
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Público contra el sesausndo y obaereó la improcedencia de la ponérica 
remisión contenida en la acusación traslodeda, con relación a ina 
consideraciones expuestas sobre el computado Mario San Cristóbal, 

213.- Como ya se advirtiera, un minimo de rigor juridico debió 
impedir la atribución de responsabilidad penal al reo, sólo fundada en 
la tivadaridad de un cargo estriclamente nominal y <n una omisión 
inexistente, por la total carencia de facultades o atribuciones en la 
conducción de la inertitución bancaria. 

214.- Tan luego, el desplazamiento del ¡licito por el que fuera 
procesado el imputado Ratt -el rento previsto en €l art. 76 de la Ley no. 
2230, su la rodalidad de violoción de leyes de orden pública y normas 
estoturarias-, rmutando la adecuación tipica de los hechos considerndos 
frobados al ilícito de insolrencia societaria Ímudulenta, debi 
mustentarée en un razonamiento lógico = juridico claro y explicito del 
gue, sm embargo, adolece la dernanda acusntoria-, que permitiera a la 
Defensa controverar la argumentación de la nuera imputación penal. 

Ms5.- Es en este contexto, brevemente reseñado, que la Defensa 
procederá a refutar el fandamento y la califcación jurídica de los 
hechos que el acusador público estima acreditados. 


216.- Conferne el resiente criteño del Ministerio Público, el 
imputado Rat habria participado en la ocultación y desaparición, total 
6 parcial, de los aótivos del EM, por lo cual su conducta ingresaria en la 


descripción tipica del delito previsto en el art. 3 de la Ley 14,005 de 
dicitos económicos. 
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217.- Bajo la denoriinación “Consideraciones jurídico penales” y 
en el ma. 109 de la deranda trasladada, €l representante fiscal 
consigna que sata ocultación y desaparición del parrimonio social aería 
producto de las “transferencias de dinero operados desde el Banco de 
dfonterideo hacia Trade 4 Commeros Bank [(DCB) y a coma empresas del 
grupa”. As vea, en lo que dice relación con el grado de paricipación de 
los colaputedos en €l idiclto, señala que "todos ellos parñaparon, de 

: . inectos p la exposición del 54m en 
cion de otras empresas de su dial Participaron en el 

to del E pl : lenalea que posidbiblarea que se 
acietara en jerma indeblás a los emprizas madodas a dicha 
institución, principalmente a TCA...* (10% pieza, rar. 108, fa, 3226 vto). 

218,- Más tarde, luego de repetir ina vez más la base fúctica de 
su imputación y haciendo concreta referencia a la situación jurídica del 
inculpado Juan Domingo Rail, el Ministerio Público conelirye que éste 
*debió tomar decisiones como Director del Banco, y no lo Jiizo, acouando 


aaa de pátina 6 ia de 
"con su firma en los sesiones del Directorio" (10% pieza, mun. 116, ía. 
3331) 

219.- Como colofón de sus "Consideraciones juridico perales” 


"respecto del encausado, le demanda acusatoria gradúa yu participación 


en el licito y la ubica en la cooperación secundaria, calibeandolo cono 
comutor y remitiindoses en lo suastanciol a las consideraciones vertidas 
sobre el coencausado Mario San Cristóbal [10% pieza, mum. 116, És. 
3351 vio). 

20. Debe par últeno agregarse que la requisiloria fiscal obra 
toda valoración sobre el concurso de los circunstancias atenuantes de 
la responsabilidad del reo, las cuales s6 cncuentran plenamente 
acreditadas en la comsa, entre ellas la primariedad absoluta. 
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E) Sobre el ilícito ¡ 1 


2321.- El ont 5 de la Ler 14.005 que consagra el delito de 
insolvencia socictaria fraudulenta, se -crige sobre especificos pilares, 
cuya rerificación es impresciodilde pára la existencia del ilícito, 

202- En lo atinente al elemento material del tipo cbjetivo, date ee 
concreta en tres modilidades posibles de la conducta: ocultar, 
disimulár o hacer desaparecer, parcial o totalmente, el patrimonio de 
una empresa. Estas modalidades o verbos nucleares son, a su vez, los 
rmedios que califican tuna acción tipica plasmada en el momen hearts del 
reálo, tomó natural y neceñária consecuencia de aqueles: El 
ocultamiento, la disimalación o la desaparición del patrimonio social 
citán destinados a insobvenar froudiulentamente a lá persuña juridica. 

229.- En segundo término y tambén como elemento esencial, el 
tipo legal requiere una dirección subjetiva del comportamiento 
descripto, cualquiera fuere la modalidad que éste asuma. Se tota de 
obtener un provecho injusto, para dl o para otro, y este benclicio 
indebódo debe traducirse en el perjuicio de tun tercero, quien es victima 
de la mániobra fraudulenta. De tal suerte, la dirección finalista que es 
propia de toda noción humana, se encuentra expresamente requerida 


* porel po legal en camen. 


224.- Como resulia evidenle y no podría ser de otro modo, el 
ilicito se atribuye a titulo de dolo directo, en cuanto exige en el agente 
de la conducta la conciencia y la voluntad de conjugar lom verbon 
ejecutivos catablecidos en la norma, impultsdo por el fin de procurará 
mediante ellos un provecho indebido, en daño de la victima. 
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225.- Ahora Hen, cumplido este somero releramiento de los 
CERCA E A a 


226.- NN AA 
insolventar Iraudulentenente a la sociedad, el cpcumedo Futti no 


codo, elisa do ria iz a parra 64, por cuanto 
a a ta 
inanciera al TCB, cuando la resobación ya habla sódo adoptada y se 
habia toncretádo, Cómo la Defensa há examinado exmlivamente, 
todas las decisiones tomadas por los accionistas y directores ejecutivos 
de la institución bancaria, Únicamente eran comunicadas al Directorio 
cm posterioridad a su instrumentación y concreción y para acreditarlo, 
basta con dar lectura a las actas de sesiones del cuerpo a las que ne ha 
hecho previa mención. 

297.- Este extremó impide advertir cuáles son los aros materiales 
y directos a que alude la demanda acusatoria y que pone a cargo del 
encausada, como eemento constitutivo de su participación, en el delito. 
El inciipado no tuvo ¡participación ninguna en los hechos que el 
Ministerio Público considera relevantes penalmente, mi material mi 
moralmente. 

228.- ler sopociuisziz de la asistencia financiera del BA al 


bt a eat el a lla iiabies delo da 
perspectiva de lo ilicitud penal. 

219.- Pero, además, la ley exige un requisito de carácter 
ontológico, sustancial para la existencia de la coparticipación criminal: 
el cumplimiento de hechos o actos, materiales 6 morales, previos a la 
consumación del delito. Por ende, cuando la asistencia financiera del 
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ñM ul banos of shore yá 6 habla hecho efectiva, mel puede 
mdjudicarse a su aslada comunicación pórterior el corácter de 
contribución a la realización del dpo, 

230.- Por otra parte, también las comunicaciónes verbales o las 
instrucciones escritas del BCU, OA incromeniara 


ente escritol 

231.- Y eñste un áspectó que, an cuando resulle ajeno al 
enconsado Ratt, <s imperioso destacar y estriba en la fagrante 
contradicción entre los hechos acaecidos y probados y el tipo penal 
imputado eo la demanda icusatoria: los mecionistas del BM inforrmarca 
de modo express y previo al BCU de la continuidad de la usistencia 
financiera brindada ul TCB, por lo cual no puede hablarse de 
ocultamiento 6 desaparición con fraude o malicia; quien anuncia y 
describe li realización de una conducta que ásumirá luego, nó oculta ni 
lampoco cumple una maniobra engañosa, porque el Iruude có, por 

: 232- Sin perjuicio del breve parértesls y en relación al inculpado, 
A A A A 


asistió, deta de fines del mes de maro de 2002. * Si con antelación no 
tuvo arte rd parte en las resoluciones de los accionistas del BM, mucho 
menos prado tener intervención en las mísicas 4 partir del mes de mayo 
en adelarria, 


233.- Tn losgo, sálo puede destocarse «el desacierto de lan 
concepids expuestos por el Ministerio Público con relación al 
coimputedo Mario San Cristóbal, que hace extensivos al inculpado 
SARA A 
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con su firma en las sesiones del Dirtetorio, al no oponerse y sólo 
deducir observaciones verbales (10% pieza, mur 111, (6. 3227 y ua) 
Cabe entonces preguntarse, quí aval 6 cuestienamiento válidos a 
dicaces pueden brodarée U oponerte, 4 cuesiones que ya hán sido 
srvbadas y cieculades -tectual-; peor aún, cómo es posible, desde esta 
báse, fundar juridcamente la cooperación secundaria n an ilícito que 
ya se epcuentsa copy alracdeo. 

234.- Con ente panorama propuesto por el mismo Ministerio 
Público, la cita dogmática de la requisitoria Gscul a la autoría wocesoria, 
ca maniflestarmerte impertinente, La autoria principal, secundaria o 
accesoria se sustentan, Únicamente, desde el presupuesto dela 
contribución cfcaz a la realización del debito y esta fase se entingue con 
ha consumación del tipo. Pretender subsumir el conocimiento posterior 
del hecho ilicito consumado en una hipótesis de toarutoriá, cualquiera 
fuere, es sencillamente disparado, porque ce conocimiento no 
legitima, refoerza, consobida ni agrega nada al resultado yá ácarcido. 

235.- Amén de ello, el delito de insolvencia societaria [rmudulenta 
se imputa a ticdo doloso; vale decir, la ley exige en el agente la 
conciencia y la voluntad de realizar un áporte tendiente á la concreción 
del reato, imbuido por la finalidad de conseguir un provecho injusto en 
pejuicio de un bercero. Por consecuencia, la Defensa debe agregar que 
el hecho de conocer la asistencia financiera ya brindada por el BM ul 
TCB no configura la voluntad requerida por el Upo webjetiva del ilícito, 
porque esa voluntad se viocula a la realización del delito, no a su mero 
conocimiento posterior. S 

936.- Existen otros tantos extremós probados en la cauts, que 
hacen aún más nojoria la ausencia de responsabilidad penal del 
encarsado y se vinculan con la dirección final del ilícito y la correlativa 
producción del perjuicio a la víctima. 
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237, «Conforme surge de la documentación igroado por esla 
Defensa a la cana, el encausado Ratti sufiñó, al igual que osros chentea 
del BM, li retención de la totalidad de sue ahorros por «l Fondo de 
Recuperación de Patrimonio Bancario. Por consecuencia, nó sólo no 
cbtuvro provecho mi benólicio de ningón orden con La wupuesta 
insolvencál fraudulenta de la institación bancaria, sino que ecurrió-todo 
li contrario: el reo padeció directamente el impacto derivado de econ 
involrencia y fe tuna vietinaa mila, 

334.- Tarapoco se den. por ende, los demás elementos esenciales 
para la configuración del ilicito imputado en la demanda en traslado: no 
hay dirección final -no hay voluntad de obtención de un provecho ni 
tae exiarió- y el daño lo padece el acusado. 

249- En conclusión, en está cosa se constata la absoluta 
discordancia entre la conducta cumplida por el ineulpado Ranú, 
plenamente acreditada en hutos, y los requisitos exigidos por la ley para 
la exmtencia del delito de insolvencia fraudulenta, que bmp, la 


toria ecál no analiza debidamente la 
corrección atribultra cue promueve, lo cierto es que, al igual que lo 
que ocurre són relación al[delito de insolvencia societaria Irmodulenta, 
se ha desmoronado toda probatoria o juridica que permita 
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sustentar la imputación originaria, contenida en el art 76 de la Ley 
2.230. 

'H2.- La Defensñ $6 rémile, brevilabs cursos, a lás aprotiaciónes 
y el comen cumplidos en este traslado, al analizar la legalidad de la 
asistencia financiera del BM al TCB y los declornciones veridos por las 
vuwtoridades del BCU de la época. 

HA.- Sólo correspende reiberár Una vez más, muy brevemente, 
que la posición asumida por el BCU en los diversos denbitos donde hn 
debido comparecer sus uloridades Poder Judicial o Poder Legislalivo- 
dle lia tica copiada: de de abuenala de lidad en Me 
prestación de la asistencia financiera por parte de la instt 
bancária; y, Lambién, €s harto Dustrativa sobre la motivación de la 
instrucción impartida sor el BCU al BM de mo incrementar su 
exposición al TCB, únicamente fundada en rezones de conveniencia u 
oportunidad, irelevantes del punto de vista penal. 


€) CONCLUSIÓN 


244.- La conducta del encausado Rattí carece de todo viso de 
licitud b de Uegitimidad, por lo que corresponde se disponga su 
ES O EN | 
examinada en detalle por la Defensa, y de las consideraciones juri 
que vienen de exponérse, 

345.- Hingún extremo objetivo, de notboraleza fáctica 6 de 
juridico, posee la virtualidad  imprescindide para  luadar 
responsabilidad penal del nculpado, que es inocente de toda ari 
y no merece, el debe, ser iujeto de reproche, 


Y. ERUEBA 
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246.- La Defensa solicita la agregación de los documentos que se 
acompañan con ente escrito y se detallan en los siguientes Ánc0o0s 
sdjunios: : 

ANEXO 1 

Copias de las audiencias complementarias de 15 y 22 de 
noviembre de 2006, y de 16 y 18 de úbrll de 2007 celebradas ante el 
JUZGADO LETRADO DE CONCURSOS DE 3* TURNÓ, en autos 
carntulades "CASAS, José Maria y otros ef BANCO DE MONTEVIDEO y 
otros: Daños y perjuicios y otras. Ficha JUE 41-102:2008". 

ANEXO 2 

Copias de las audiencias complementarias de 13 de muro y de 9 
de junio de 2006, celebradas ante el JUZGADO LETRADO DE 
PRIMERA INSTANCIA EN LO CIIL DE 10* TURNO, atós caratulados 
“DAMADO, Walter c/ BANCO DE MONTEVIDEO y otros- Cobro de 
pesos. Ficha ME 110-514-23004", 

ANEXO 3 

Copiss de las audiencios complementarias de 19 de mayo y 18 de 
setiembre de 2006, y de 17 de abril de 2007, celebradas antejel 
JUZGADO LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO CIVIL DE $* 
TURNO, autos coratulados “DESSENT, Gabriel y owos cf BANCO DE 
MONTEVIDEO F.R.P.A. y otros = Cobro de pesos, Ficha TUE 4-292. 
2003", 

ANEXO y 
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Copia de las audiencias complementarias de 11 de agosto y 3 de 
betubre de 2005, y de 20 de abri de 2006, celebradas ante el JUZGADO 
LETRADO DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE 2* TURNO, 
mutos caratulados “DVAMADO, Walter ef HANCO CENTRAL DEL 
URUGUAY. Ficha TUE 110-194-2002" y autos coral “IOLESIAS, Sergio y 
otros cf BANCO CENTRAL DEL URUGUAY y otros. Ficha JUE 110-258- 
2008”, 

ANEXOS 

Actas de sesiones del Directorio del Barco de Montevideo, 
correspondientes a los años 2001 y 2008, 

ANEXO 6 

Copia de los siguientes documentos; Estados comparados de 
moneda extranjerá; informe 4 Directorio al 31 de mars de 2002: 
informe mensual de Recursos Hiurninos 4 márzo 2002; Comparativo de 
costos de los Últimos trece meses, y Resultados 2002, 

ANEXO 7 

Comunicación del Fondo de Recuperación de Palbrimonio Bancário 
de 8 de abril de 2004, 

ANEXO 3 

Nómina de Juicios en que la parte actora desistió de su demanda 
contra el Er. Juan Domingo Ratti. 

Nómina de juicios de conciliación contra el Cr. Juan Domingo 

Ratt, en los cuales luego feera excluido de la demanda. 

Copia de los escritos de desistimiento. 

Copia de las actas de conciliación. 


247,- Asimismo, 0l amparo de lo establecido en el art, 240 CPP, la 
Defensa solicita que "tenténdosele por comiestodo la acusación fiscar, se 
disponga la apertura a prueba de la causa en plenario por el lérmino 
legal. 
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EOR LO EXPUESTO, AL SEÑOR JUEZ SOLICITA: 


l.- Que, en bempo y forma, se le tenga por evacuado el traslado 
conferido y por contesteda La demanda acusaboria. 

[.- Que $ disponga lá agregación de lus docunientos que e 
adjuntan don ec braslado, 

0.- Que ss disponga lá ápertura de la causa e procba por el 

término legal. 

IW.- Que, en delinitiva, se desestime la pequisitoria Mscol, 

absolviendo al encausado del delito impartado. 


Sirvrase el señor Juez proveer de conformidad. 


De. GOZA 0 De FEA A NDIEZ 
ADO 
rá DH 
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SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE APELACIONES EN 
LO PENAL DE $ TURNO N* 156 
DE 26 DE MARZO DE 2008 
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RESOLUCIÓN No. AF 


Montevideo, 16 de mário ls ds 


WISTOS, para sentenca interlocutoría de segundo imalangio 53.04 duboS 
seguidos costra PEIRANO BASSO, Jorge y PEIRARO Basi. Dante, 
por “un delito de asociación paña delinquir en 00 rencia de. 21 delito 
previo en el Art 76 de la Ley 2.2507, FEIRANÓ ñas50 ha por “an 
delivo de amoetñición para delinquir eh contlrresció uu A lito de 
insolvencia societaria fuadulenta (Ley 14,005 As Fi 0. ALUFE 
BRENMA, Marcelo por “un delito previsto enel An. Do de io 22300 
venidos a conocimiento de este Tribunal de Apelación: en he Pod dde der, 
Tums es virtod de los recursos de reposición y 2pelición 50: bsádio y 
nulidad conira la resolución Ho. 15350 E de apostó de 202 de Ea 
1143010730 interpuestos -por la defenía de Guadiioy Biei por los 
scans de reposición y apelación es Subeidio conca la mis (230 ción 
interpuestos por los defensores de Jorge, José y Dante Peirano B2530 y dog 
recursos de reposición y apelación imlerpuetbe pac la dolosa de 
Guadalupe Brenra costra la resolución Ho, 1733 uel + de sep. ombre de 
2002 de E, 2127 vía.; ambas ragalaciones Hros.. 1332 y 1735 adas por 
el señor Juez Lewado de Primera Instancia en lo Penal de $* ano Dr 
Pablo Eguren Casal intervinóerca ¿o Eos precediiccióod en 
represeñtación del Misisterio Público, el Señor Fiscal Letravo MAieiunal es 
lo Penal de 15% Tumo Dr. Rafael Ubiria Altugaráy y luso Señores 
defensores Dr. Gastón Chaves Hontoo y Dr, Diego Guediope para 
Guadalupe Birenna y €l Dr. Carlos Curbelo Tammaro y Dr. Auto OEA 
Folks para Jorge, José y Dinte Peirano Basso. Fa 463 di . Provede: 
Peñal É*. Turno Ficha 163/2007 ).- 
RESULTANDO: 
1) Por resolución No, 1532 del $ as agusto de 2007 de E 
1.421.750 vta., $6 dispuso el procesamiento y prisión de Jorge y Dante 
Perano Busto impelados de “en delito de asociación para del.aquir en 
cbscumencia con el delito previsto ea el Art 76 de la Lev 225941, de José 
Peirano Basso imputado de “ua delito de asociación ¡ea delinquir en 
concurrencia 6068 el deldo previsto en el Art 5 e lo Lev 1093 - de 
ilicos económicos”, de Marcelo Guadalupe EBreaña, Jas Doris Erti 
y Maro San Crostóbal imputados del "delito previo en el Arz. 76 de la 
Le 2.230".- 
: 2) Conura la mencionada resolución Mo 1332 .nterpone 
co ismpo y forma la defensa de Guadalupe Esenna, los ¿ecursos de 
reposición y apelación en subsidio (ña 2.044/ 3009 vta 1 pra siendo al 
msno bempo incideege excercelalorio y los defoisoces de Joe, José y 
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Dante Peirmo Basso interponen también en tiempo y forma, los Tecursos 
de reposición y apelación en subsidio. 

"A) Aravis de la defensa de Guadalupe 

En apretada sintesis la defensa de Guadalupe Brenna 
expone sus pgravios basado en cuatro órdenes de ideas: culidad del auto 
de procesamiento que po cumple, a su criterio, con la disposición del Art. 
123 del C.P.EU. “dejando dilxtados espacios para la conjetura respecto de 
cuáles 500 los hechos que 55 imputan a Guadalupe”, conjetura de los 
hechos atribuidos y examen de los mismos, lo que le permite concluir en la 
inocencia de Guadalupe porque no tenis el “dominio del becho”, 
insplicabilidad incondicionada del Art. 76 de la Ley 2.230 y ausencia de 
mérito para tal imputación por la via de la “omisión impropia”.- 

En el aspecto adjetivo (recurso de nulidad), los señores 
profesionales defensores de Guadalupe, luego de observar que al caos 
fáctico, “donde los hechos, las personas y ls responsabilidades 5 
confunden”, se une el caos pormativo doode no es fácil discernir con 
cxactitud rigurosa el tipo penal en el que encajaria el comportamiento de 
las mismas. - 

El Art. 125 del CPPU. exige que “el uuto de 
procesamiento será fundado; -considerará los a atribuidos y 
establecerá su calificación delictual, coo referencia expresa de las 
disposiciones legales”, anotan, y concluyen que el auto de procesamiento 
de Guadalupe iecumple esa disposición en cuando deja espacios respecto¡a 
culles:s60 Jos bechos que se le imputan, ya que la recurrida advierte que la 
relación de hechos no es tocaiiva y que cita los hechos más importantes y 
in en esos no indica que participación habria tenido Guadalupe. Descartan 
hi párticipación en bechos acontecidos luego de lá renuncia de Guadalupe y 
aquellos respecto a los cuales 50 opuso y respecto a los restantes el auto de 
procesamiento po precisa el modo de actuación de Guadalupe (acción |u 
omisión) y en cual de los trazos del Art. 76 de la Ley 2.230 ingresaria la 
impulación (fraude, simulación, infracción de leyes o estatutos o de una 
Ley de orden público) en ausencia de una liquidación judicial que podría 
dar mayor concreción. - 

Tal situación, concluyen, coostituye “infracción de los 
comas que rigen la intervención y sujeción del imputado” ¿cn cuanto 
“disminuye las garantias de éste” y es causa de nulidad prevista en el Ari. 
101 Wo, 3 del C.P.P.U.- 


En el aspecto sustancial los señores defensores realizan 
una extensa y meticulosa relación de los hechos que a criterio de la Sede *a 
quo” generan Las imputaciones y como conclusión del estudio de los 19 
uumerales establecen que Guadalupe actuó exclusivamente es “protección 
del ahorrista y patrimonio del B, de Montevideo y B. La Caja Obrera”.- 
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Asi, asome el cargo de Gerente General previa aceptación 
de los accionistas de la adopción de decisiones para disminuir el riesgo en 
vinculadas (T, C. Bi ete.) En marzo de 2002 exige a los accionistas que 
colocaciones del Banco Montevides en somespoesales que habian vencido 
fueran reintegradas al Banco Montevideo preocupado por su capitalización, 
se resisto a operaciones incomveolsntes concretadas sin conocimiento 0 
consentimiento previo, pero, en deficitiva, Guadalupe no tenia el “dominio 
del hecho" que radicaba en los accionistas. - 

De los 19 hechos epomerados en la recurrida no 56 le 
puedeo imputar a Guadalupe aquellos ocurridos luego de su renuncia mi 
aquellos a los que se oponía expresamente 0 que no conoció, ya que 
muchas operaciones se desarrollara y documentaron sio la intervención de 

la línea garencial del banco autorizadas dirrctunente por el contador Dante 
Peirano 6 por el Dr. Juan Peirano.- 

En definitiva eran los accionistas los que tenian el 

dominio de la acción del Banco Moatevides y el B.L.C.O. por lo que no 


inaplicabilidad incondicionada del Art 76 de la Ley 2,230 fundada en 
prestigiosas opiniones doctrinarias como las de Soler, Martinez Moreno y 
Gonzalo Fercández. Dicen, los Señeoes defensores, que al responsabilizar 
el Art 76 de la Loy 2.230 “a los diedores y administradores de la 
Sociedad Anónima con la pera del quebrado fraudulento adopta, 
precisamente para la 5,A,, pereomalezdedola ea quienes la administran O 
dirigen, la respommabilidad peral que eventualmente comesponderia al 
fallido. Pero, es evidente, cn uno y ote caso, que la condición "sine qua 
non”, para que pueda solivarse em responsabilidad, es, como en el caso del 
fallido el estado de quiebra, en la Seciodad Anónima la “liquidación 
Jodical”, que es lo que Eta en el caso. > | 

La aplicación incondicionada del Art. 76 de la Ley 2230 
constituye una infracción al principio de legalidad, exponen los defensores, 
eplyiadose extensamente sobre ese aspecio y concluyendo que, la 
ambigledad y fulta de corteza de le sorma, que podria ceder en algo si 
refiera 3 "las conductas como caumales de un estado de insolvencia 
constatado cn liquidación judicial, so0 más patentes so el caso de 
analitare+ la conducta de su defendido Guadalupe, que parece definitiva en 
el deso, en el sentido de proclamar su inocencia - 

Guadalupe renuncia a en cargo al hacerse evidente que la 
liada lomas dos malas lisos palito po aa ss pal 
cumplir las condiciones que habia puesto al asemir el cargo, pero sin deda 
en todo momento creyó en le solveacia del Grupo Peirano y que éste 
respaldaria laz obligaciones, por ello dejó deporitados USS 183,000,- 
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la aii 
AA pr, el sistema de la pena 


da e dados E jas da de procacninto 
decretándose la clausura de las actuaciones a su 
E) Aprevios de la defensa de Jorge, J y Dante 
La defensa de Jorge, José y Dante Basso, luego 
de realizar una precisión preliminar referida a ión y estrépito 
públicos con ar E La citas, las cas desbordadas ¡del 


sistema político y evagencias de una conciencia col espoleada a través 
de los medios de difusión que recogían el de ada 
ejemplarizantes "en que se produjeron los iza que 


puntualiza 

la crisis Argentina ha sido causa imprevisible e irresi ible de la cesación 
de papos del conjunto de empresas denominadas "Gnipo Velox” por ello es 
insostenible que el incumplimiento se deba 4 un propósito 
- Údoloso).= 
á Sostiene la defensa que en propio existería lo > la 
doctrina llama “teoría de risspo permitido”, nesgo que Liene una amplía 
cperatividad en la esfera del Derecho Penal Económico, desde el 
ed que, en una economía de mercado, resulta consustancial al 
funcionamisato del sistema económico la realimación de actividades 
peligrosas para los bienes. Los beneficios que esas actividades pueden 
reportar a la sociedad hacen que, de mantenerse JR 
pel Rp per 3 ceo e 

, Ingresa luego en los agravios de la resolución en recurso 
propuprando por la inexistencia del ipo “Asociación para delinquir”, y la 
inaplicabilidad del Art. 76 de la Ley 2.230 y en lo refondo a la imputación 
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a Jorgs Peirano del Art $ de la Ley 14.095, sostieng, en referencia a esté 
último, A A 


La norma. 

En referencia a la “Asociación para delinquir” imputada 
a los tres hermanos, en el aspecto formal la defensa fundamenta en forma 
extensa la ausencia de Éscultad del Señor Juez “a quo” de apartarse del 
dictamen fiscal canodo no existe “error manifiesto” Agora oo 
instructor posee imestictas faculiades para acoger o denegar el 
requerimiento del Ministerio Público, o incluso para mudar la calificación 
juridico penal de los hechos atribuidos, pero 10 ' potestad algana para 


iporiminar otros hechos no considerados por el ti de la acción penal 
como hechos punibles, y, en consecuencia, para ampliar congruertemente 


policia y sipank y Mid pon 
¿puestos por la defiasa de Gradalape.- Mi 

En referencia a José Peirano, que : le procesa por el 
delito del Art. $ de la Ley 14.095 “Insolveecia socie fraudulenta”, la 
dsfecsa observa que en toda la instueción se insiste con el término 
vaciamiento” del Banco Montevideo a través de lo que se ha llamado 
“mangulación”, considerando como “vaciamiento” Si fraude el que el 
Banco Montevideo haya pagado colocaciones en el “Trade Comerse Bank” 
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(Cairo) zin advertir que en todos los cusos los fondos habias sido 
captados por el banco Moalevideo y que los depósitos directos en el 
*T,C.B." de Comán eno excepcionales, Como explicó José Peirano el 
clisate de “TCP” Caimán en Banco Meonlevideo y no el aborristá cuya 
vinculación con el T.C.,B, era indirecta a través de un certificado.- 

Si a ello 56 agrega que á nadie se ocultó que se trataba 
de un conjunto de empresas que se respaldaban mutoemente el llamado 
“vclamiénilo” no es tal.- 

Por último 38 agravian por la citación al Dr. Jorge 
Peirano Facio bajo el régimen del Art. 126 el CPP. (oumeral $ de la 
Resolución No., 1532) por cuanto Este no tenía participación alguna en los 
Degocios del grupo. No obstante la calidad de Director del Banco 
Montevideo no concurría nunca. $u condición de accionista del 70% de las 
acciones del grupo al no concurrir a las Asambleas y no participar en forma 
alguna en la operativa, no permits responsabilizarko penalmente - 

Solicitan € revoque la imputación del delito por 
“Asociación para delinquir a Jorgs, Dante y José Peirano Dario; se 
revoque las imputaciones en base al Art. 76 de la Ley 2.230 y Art. 5 de la 
Ley 14.095 y 58 revoque parcialmente el numeral 5", de la resolución No. 
1532 en ecanto dispoue la citación de Jorge Peirano Facio de acuerdo a lo 
previsto en el Art. 126 del C.P.P.- 

3) Por decreto No. 1763 de fi, 2126, de los recursos 
expuestos se ponfinó traslado al Ministerio Público y además se le confirió 
vista del incidente excarcelatorio promovido por la defensa de Guadalupe: 
aspecto éste último a lo que el Fiscal por dictamen No. 985 de fe, 2127 pe 
opuso y por resolución No, 1753 de fa 2127 vía, el Juez “a que" de 
consumo con el Ministerio Público denegó lo que fue recurrido de 
repotición y apelación en subsidio por la defensa (fs. 2237/2248) y de lo 
que se dio traslado al Ministerio Público (Dto, 1893 de fs. 2248 vta ).- 

4) Evacuando el traslado que le fuera conferido tanto 
de los recursos de las partes contra el ato de procesamiento, como los 
recursos contra la densgación de excarcelación de Guadalupe interpuestos 
e y Aira por eo dll, de, 21250 y 2270, el Ministerio Público 
conlesta la motivación de los os y aboga por el mantenimiento de laz 
recurridas (f. ZOCO Va d e Si 


5) El Señor Juez * a que” por resolución Mo. 2119 de 


fe 1272 mántovo las recurrida resoluciones Nos. 1532 y 1733 y dispuso" 


qe yar los autos con las formalidades de estilo. Una na vez los autos en esta 
pasara a estadio por su orden y se citó para resolución, la 
acordó en legal forma (Es, 2319 y a5.).- diia 


CONSIDERANDO: 
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1) Que a juicio de la Sala y por yo 
integrantes corresponde, esencialmente, confirmar la iaa eocarrida, 
salvo so algunos aspectos que más abajo ss explicitarda 

Comespoodo advertir que la decisión, en esta capa 
de los procedimientos, se aplica a resolver en primmg; lun se da 


jursfica al proceso en referencia n Guadalapo, alsuto 8l. ecurso de mulidad 
interpuesto y posteriormente eo cuanto fuese pertinente, resolver El M6 
configura prueba suñiciente que legitime £u enjuici ed al igual que loz 
enjuiciamientos de Jorge, José y Dame 0] Basso también 
cuestionados; ello es claro que, en un estudio primario y sin que implique 
prejezgamiento 6 conclusión p 


El asunto a resolución del Tribal además de la 
nulidad promovida poc la defensa de Guadalupe, utañe dl la legitimidad de 
los procesarientos de Guadalupe Brerma y Jorge, José y Prants Peirano por 
los delitos explicitados en el acápite de esta resolución np correspondiendo 
ingresar al fondo mismo del objeto del proceso pendl, esto es sl las 
o E EA litos: prima facie 
atribuidos, E desssminaraiss dan 0-00 los reqúisitos babilituntes 
ción 


pan determinado je erisra conforme lo al establecen los Arts. 
12% en nl A y By 132 del Cótigo del nal. - 
Ns ealerancia a 108 securzos iierpuestos por las 


Dres. Amadeo Ottati y Carlos Curbelo Tammaro por fa citación al Dr. 
Jorge Peirano Facio de acuerdo a lo previsto en el A ES 


comesponderá dilucidar si los mismos 800 de recibo y la di Sa ajustada a 


derecho.- - 
+ ela al peso ea data la Isgitimación 
de los Enjuiciamientos, a la luz de los agravios e estos par los ilustrados: 


dibascires, 'n juicio de la Sala, commepcado bicalss en el marco 
empresanal en que acontecieron les presuntos ilícitos ie 5, el eoborno 


denuncias, aspectos de la operativa que pudiere infringi d normas legales y 
rg prevenidos impugnantes o sea adelupe y hermanos 


A) Los hechos se desarrolla sa cel grupo 
económico denominado “Grupo Velox” también denbminado “Grupo 


. Perano” en alusión a la familia propietaria. El gropo estaba conformado 


poc un conjunto de empresas finaocicas y no financiadas ubicadas en 
Argentina, Uruguay, Paraguay, Brasil, Chile, Perú e Islas Caimán. La 
cabeza erá el Dr, Jorge Peirano Facio que detentaba el 70% de las acciones, 
con la participación activa de sus hijos Juan, José, Dante y Jorge Peirano 
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El Banco Velox (B.W) fue randado “a «hiquntima 
en 1983 y en 1987 se fundó en la Isla Caimán el” "¿rade Come Bank 
para captar depósitos de argentinos que requerian ryar du dinero al 


focos y uo Gasoil posado Moyano 
del paquete accionario. Asl en Paraguay además del Cambio Gueriad tenian 
inversiones Guaranies Administrado de fondos Wurnos y a Empresa 
financiera Farapití, en Argentina la cadena de Su reados Disco 
Argentina; en Uruguay Banco Montevideo Fondos, Cambio lasunex SA, 
Cumbio Taosi £.A., empresa de transporte interdepártameicald C.OT, 
Terminal Tres Cruces”, Shopping de Salto, Free Shop de Loguna del 
Sauca, participación en Capital AFAP, en Chile y [Perú codenas de 
supermercados “Santa lzabel” etc. (véase E. 356 y ss. de la , Pisa) 

Todo este conjunto de empresas, las insocionadas 
po implica una enumeración taxativa sino a wía de ejemplo pos sor laz más 
conocidas, eran manejadas por el grupo Peirano ya mepcionaco “con un 
sentido de unidad, para ellos todo era lo mismo” en El deci de Jorge 
Xavier, primero veedor y luego interventor del Bánco Montevideo 
designado por el Banco Central del Uruguay (fs. 1256).- 

Es por ello que dicho wsedor, luego inierventos, 
dice a Es, 1256 que * “desde el 10 de junio puedo afinnar que: los problemas 
que enfrenta Banco Montevideo tienen prácticamente ur] unico origen, Su 
vinculación u través de li propiedad del capial accionario con el 
denominado grupo Peirano, Grupo velox, según el lugar de dond. se mus, 
que no son cosas distintas”, 

Esa dirección como una unsdad todo si grupo es 
admitido por Dante Peirano Basso quico a Es, 1337/1338 dice *....El grupo 
Velox siempre se manejó con mucha independencia, | quiero decir las 


cabezas del grupo Velox fuera de la familia tenian libertad de 
adición, Cuando había decisiones estratégicas o escujan a cada 
Degoció el responsable general del grupo o quica laz ascisiones 
más importantes era Juan Peirano Basso...por 5er bermaho nayor y tener 
galones naturalmente ganados es quien dirigía la en zu conjunto”, 


A su vez José Peirano Basso a E 1617 confirma 
esa unidad de dirección familiar del grupo, es al que dics:"..el grupo era 
manejado por la familia y quienes tenían responsabilidad en el manejo día a 
día, eran Juan Peirano, Dante Peirano y yo. Dante estaba en al Banco 
Montevideo, yo ta el Banco Velox Argentina, Juzn era el Pres. dente del 
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Banco Alemán y del Banco Welox. Juan Peirano también era presidente de 


Unidad de dirpoción que 


137% dice que estaba en el dirsctorio del Banco Montevideo 

sai familia que es italiana, siempre se dijo que era buepo que hubiera más 
de un Director para que la fanilia estuviera pres$r 

Directorio porque cra un mensaje claro que la Enga 


Directorio y no solo era uno...” 

En suma, Dante, José y je Peirano Basto 
confirman la conclusión de Xavier de que el conjunto empresarial 
coastituía una unidad familiar y los ines bermapos enbausados coinciden. 
que Juan Peirano Basso, hermano mayor que se encush tra prófugo, era la 
cabeza dirigente del grupo Velox, obviamente en la dirdcción i 
irvdi los demás bermanos que estaban [bie en punios 
estratégicos de las diferentes empresas, 


Todo ello sin perjuicio de [que el Dr. Jorge 

Palms Pac mer dl escalas aurea dal E 0d Welox y mantenía 

borras, amas ia pariicionr un do nagoetos de los afirman 
sus hujos, sc habia retirado unos 8 adios antes. 

B) Como observa Jorge 

Uruguay presentaba ventajas para la movilización de expitales 

financieros en general frente a los demás países en | 1 po caros 

TU í el 


DEE paa loader y IE rales sl a de Blanes Viale en 
Carrasco. Á nivel de Banco Minorista tenisa registrada des oficina (T.CUB, 
Mandatos S.A.) y en la agencia Carrasco del BM. se atendía en los 
modtradores del ler, Piso.- 

E “"TICOB” se fundó en 1987 "para 
complementar servicios a clientes argentinos... que tenian fondos en el 
exterior, o querían poner fondos en el exterior... a E. 1.620 dios José 
Peirano, y agrega ”...la operstoria del T.C.B era brindar el servicio que 
mencioné de argentinos, luego complementado con el crecimiento en 
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Pe e e ci 
T asi fue desde un “principio, eran 
RS La cis financiera en Argentica, dios José 
Peirano, (fs. 1.621) comenzó a vistumbrarse desde febrero del 2001 y desde 
esa Echa. comenzó a haber retiros importantes de los Bancos por parte. de 
argentinos, De esos retiros, incluidos de clientes del grupo del Banco 
Velox, que querian salir de Argentina fueron enviados al “T.C.B.” o al 
Banco Moatevideo.- 
A fines del 2001 la crisis económica financiera 


Gripo Velox ya que 5us cliemes tanto depositantes como inversore: 
empezaron a retirar sus diceros tanto del Banco Velox como del T.C.B. 
A T.C.B,, hoy en liquidación, era un Banco 
Of Shore radicado en la Isla Caimán y en utilizado pará captar una. 
importante masa dineraria, con el incentivo de un interés más alto al común 
de los Bancos y en plazos cortos * . Es6 dinero era invertido en los distintas 
empresas del grupo...” (como lo dice José Ignacio Irsola, único director de 
Latinar 5.A cuyo dueños son los Peirano (principales accionistas) ”...las 


Argentina..." (E. 650). Los clientes, fundamentalmente argentinos, 
sabiendo que el T.C.B era de un grupo regional, y que sus aplicaciones eran 


a nivel regional lo asociaron al riesgo regional y al riésgo argentino 
(Declaración de José Peirano a És, 1621 

Chentes del Banco Velox y del T.C.B.; en el 
último trimestre del 2001 comenzaron a retirar sus dineros hasta que no 
pudieron hacer frente a sus obligaciones por la lógica razón de que 
A 

rei Heredia nes Boca en per 

grupo empresarial todo, se trató de paliar recumiendo al Banco 
Montevideo. Dice José Peirano a E 1,623 “El grupo ea un grupo 
económico, y como tal asi estaba identificado por nuestros clientes.,.el 
Banco más importante era el Banco Montevideo, era ol Banco insignia”. 

La asistencia del Banco Mooievideo al T.C.B. 
se cóneretó adquiriendo certificados de depósitos a plazo fijo, Dice José 
Peirano a fs, 1,624 “ En BM. sucedía que los clientes del Banco que le 
vención dos certificados, el B.M. lo pagaba el certificado cuando T.C.B, ps 
podia cumplir al vencimiento”. 

Además, Banco Mouievideo adquiría al 
T.CB: cenificados de Depósito Globales que luego fraccionaba y vendía a 
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sus propios clientes, asi actuó como “comisionista” abriendo cuentas en el 


T.C.B. para sus clientes. - , 

a clientes del T.C.B. que no podia pagar, préstamos directos l T.C.B, al 
17/4/2002 Ja deuda de éste al B.M. era de USS 134.000.000 y de acuerdo a 
la documentación agregada por las funcionarias del Banco Central Dra. 
¿na Maria Eantinghieri y la Cra. Rosolina Trucillo donde se describe la 
operativa del T.C.B. eon incidencia en B.M. (Es 790/864) la deuda del 
T.CB. con B.M y sus clientes asciende a US$ 296.352.132,32 (fe. 793). 
Sólo en el ejercicio 2002 al 53/2002 le hizo préstunos por 1155 93.208 (É. 
55 de Pieza de Documento). 

Conforme reconoce José Peirano a És. 1624, a 
febrero de 2002 se rompe la cadena de pagos de T.B.C, no obstante ello de 
las denuncias formuladas surge que el B.ML seguía con la captación de 
cbentes para T.C.B después de esa fecha, chientes que, una vez que el B.M 
se desprendia de los certificados pasaban a ser aercedores del T.C.B, al 
vencimiento de sus operaciones y no del B.M como dicen los Peirano. 

La asistencia del Banco Montevideo al Banco 
Welox s6 produjo ea dos formas según relata José Peirano: "..Una, compra 
de cenificados de depósitos a plazo fijo del Banco Welox, con la 
consiguiente venta después a los clientes y la segunda un préstamo 
financiero directo, asiencia directa al Banco Welox por situaciones 
coyunturales de liquidez”, (fs. 1.627) y agrega ”...a principios de 2001, en 
enero. hubo una operación de 20-04 25 millones de dólares que foc de 
liquidez para Veloz y que fos liquidada antes de fin de ese mes... A fin del 
año 2001 Banco Montevideo le prestó a Velox 10 millones, como préstamo 
financiero y entonces Veloz tuvo problemas para reintegrarlos...”.- 

Ñ Lo cierto es que a febrero de 2002 los 
préstamos a Banco Velox alcanzaban a USS 28.562.000 (Es, 55 de la Pieza 
de Documentación).- : 

] También se constata de la documentación de 
Es. 33 y siguientes de la Pieza de Documentos la asistencia del Banco: 
Montevideo, a Juan Peirano Basso por U$5 6:000.000 y a Velox 
Investiment Company por USS 3.050.000 y con relación a esta última 
coclorme susgs del Memorandura de fe 242 y ss de la Pieza de 
Documentos, B. M se hizo cargo del pago de “Codunercial Papers” 
emitidos por Velox Investiment Company y que mó pudo pagar al 
vencimiento por un total de USS 37,000.000.- aproximadamente (al 
17/5/2001 USS 38,409,000 con intereses] - 
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Tnyillo, Dra. Ana Maria Rantiguiesi y Dr. Fernand 
del Banco Central (E. A 


la Dra. Ana Maria Rantnguieri del Banco : 

es terminante en cuanto a la situación de 

Banco de Montevideo respecio de las instrucciones cin 
Central del Uruguay. 

“En efecto, Somo 


situación imperacte en la República Argentina, a fr 
público conocimiento el Banco Conti de muestro ú a comienzos de 


RN ci! rem si un seguimiento 
más intenso del Banco Montevideo. Asi véase en pieza de Documentos 
a) Memoriadoms de Grupo 5 a la Jefa de Dep o Cra. Graciela 
Velizquez fs, ] a E; 1) Solicitud de información refer a la sención al 7. 
B. C. (a BS, 40), e) informes del Área de Análisis e Ihspección del Barco 
Central, en el que luego de mencionar que el art. 18j4l Dio, Ley 14322 
probibs a las empresas de intermediación financiera € créditos a su 
personal superior (Directores, Síndicos , Fiscales, delle + cis 
Instituciones de cualquier naturaleza en que estas [perso la 


O ¿ decreto No. 166/84 


A O por la ley, porque 
ambas empresas están dirigidas por personas que respond a la mayoria 
accionaria del Grupo Peirano... "el en la categoría de 
operaciones prohibidas por la ley y resalta contrario una buena práctica 


ERA? Banco Central de 
Barrán Trucillo y Rantighieri (fa, 253/261 Pieza documentos) en el que se 
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termina solicitando la intervención del Banco Monirfrideo da 
visióo de la actuación del Banco Central del Uruguay a ir de 


2002 y los pasos por los que se transitó para e la iclleciones A 
ers omnes Da Le 15922 An. 1 20 mum. 4 en la 
micción del ut 2 de la ly 16222). Como Ll : 

rompa ocn by por las a es del Banco de 
Montevideo y en farma contextual las decl: aciond : de Barrán a fa 
1453/4612 informan del cámulo de irregularidades duenesiaica ¿que a 
cometieron o el Banco de Montevideo en el 2002 desbyendo las claras y 


concisas observaciones del Banco Central del Urug dl tsemolades en la 
Resoboción DW 1102008 Supea mencionada. 

Dice Barráa que en feber de 200% se detectó 
un incremento de las operaciones realizadas con pe omás juridicas y/o 
personas fisicas ubicadas en Argentina por parte del Bapco de Montevideo, 
Jistan mapeo sin AcanaLsS pe Pao EA] Montevideo 0 sus 
accionistas (incremento de colocaciones al Banco Welox y o Jun Peirano) 


operaciones no daban cumplimiento a las pormas de calificación de riesgos 
A 
Montevideo, timpoco pe contaba con los elementos fre por Las 


pocmas bancocentralistas para la carpeta de clientes. E alo dio oclpen a la 
resolución D/110/2002 del Banco Central la que se incumplió, y al 
7/6/2002 la exposición del Banco Montevideo cob T.CB 58: había 
incrementado en USS 29,000,000. EL-9 de junio de ¿ es rotas sj 


Banco Central del Uruguay al Er. Peace Eset edor con poder de 
veto, no obstante ello siguieron incumpliéndpees les órdenes 
bancocentralistas, eludiendo su control mediante sobregiros en cuentas 


comiéntes de clientes por importes iguales o similares a | parón qu 
los mismos tenian en certificados de depósitos Hel T.C.B me 
declmraciones de Rospide Fs, 736/765, Fleurquio Perraro fa. 1303/1308 y 
Chiariso £, 191911313).- 


D) Las numerosas denunci: 5 obrantes en autos 
Montevideo y funcionarios de éste (Tripaldi, funciondrio del Banco que 
declaró a 6, 261/271L, a £1, 263 dios *...El que teniamos más para ofrecer 
em centificados de depósitos en T.C.B y no en forma Hirecta al TCB..* 
para agregar que recibió instrucciones verbales *, Por las cuales 50 208 


manifestó que no era conveniente por un tema contable Banco Central 
del Urmguay, dejar los saldos producto de las along be 
certificados de depósito del T,C.B en el Banco de 

sugirió la renovación automática de dichas partidas, 

AN EC Ya publ de la mueca o or alo: EA perl 
ercer calar ad 
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(fs. 274277) confirma que a los clientes se le decia quedel producto T.C/B, 
representaba al mismo grupo que representa el Banco | ss Montevideo. Las 
fc pacman, sl poegto Vallas, emp penita ul cirano “y en una 


reunión se le dijo por parte de Carlevaro “...que el p o era totalmente 

creible, que el dipero de T.C.B e invertía un Disco en. Argentina, de la cual 
el grapo era dueño de parte del Supermercado”. 

Los denunciantes son cánbestes que 

captados a ievertir en el T.CAB 000 el aliciente de algo punto más en la 

rentabilidad y eu la seguridad de que el Banco de ontevideo y T.C.B 


varios Alejandro Abut y otros de fe. 26/36 wésse e 3". a fa 29 ete.).- 
En conclusión y en ene aspecto Banco 
Montevideo a través de sus funcionarios ofreciersafel producto T.C.B 


a ls dc pal TE psee a que s6 le 
decía que T.C.B y Banco Montevideo era lo mismo] T.C.B desde julio 
de 2002 esta sometido a liquidación (És. 649/650 7 lo que no puede 
responder por esas operaciones como se ha dichdl a decir de José 
Peirano ya desde febrero de 2002 tenía dificultades di pago.- 

E) Dante Peirano Basso erf la figura esencial - 
en el organigrama del Banco Montevideo y Marcelo Guadalupe que 
además de miembro del Directorio era el escote] General y ambos 
obviamente estuvicros al frente de los procedimientds de asistencia del 
Baoco Montevideo al Grupo Velox (véase declaacies de Cardona fa 
913920 y 1279/1273, Balogh da. 774/778 y 779, Qubba le. 877/886, 
Urrisa fi 908922, Supparo fs. 1314/1325 y ante Peirano ía 


1336/1363). Guadalape estaba en conocimiento de 18 que sucedía en el 
Banco de de Montevideo, tan es asi que le advirió a Da ue Peirano del 
al e las ca ..Guadalupe firmaba daros ici 
guna operativas *. go porque para 
determinadas operativas se necesitaban dos firmas”. | e Dante Peirano 
2 £6. 1346 y antes a fs, 1345 dios que Guadalupe “K me manifestó de 
forma que seguir asistiendo al Grapo bocdria. deleriorar 
definitivamente la sisuación del Banco Montevides..”| 
A A Las decisiones en definitivd eran tomadas por 
ante Peirano wéase dockiraciones de Rospide fs. 06765, qui 
Peirano a, A 1309/1313) id 
Muni Ss Ct y emir aio) e pra cn 
figuras secundarias que esistine a las sesiones «del 
aprobabea todo sin paricipar en a toma de decisiones (Vézes acens del 
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Directorio de Es, 15H a 1586) al igual La 


de Créditos” integrado por San Cristóbal, Guadalupe y Dante Peirano 
entre otros y donde las decisiones las tomaba E be Peirano, y en el 
Directorio se aprobaba sLo 

3) El procesamiento de 

Como ya se dijo en los por la 
resolución No. 1532 se imputó a Guadalupe el d 
16 de la ley 2.230 y la defensa interpuso los Spursos de nulidad, 
reposición y apelación en subsidio fundado el priméro sa las carencias 


pepe rra oral eibiod inccadicionad 


imputación por omisiso impropia. 
ajen lo referido al recurso de nobidad sl bien ez 
sito que en el auto de procesamiento no se preci lar los 
hechos 1 a lo que da púe al dofenskr para plirmar que 
se incumplió el art. 125 del CP.P.U, solía evidcole Í ¡ ión a 


accesar cir un juicio de culpabilidad, La ly adj 
Juridica que implica el auto de procesamiento se comljem 
con apariencia delitiva y elementos de convicción 


“salvataje” al Velox, de lo pa 
Grupo ox, que hay semipl peda: pácito 


fechazar la nulidad 
») En cuanto al aspecto Lec de os, 
agravios; en lo referido a la inocencia por no tener “el dbmini 


cabe señalar que si bien el centro de decisiones en el Banco 
pisaba por Dante Peirano Basso, Goslalipe estate, bulo toda la 
23% y 42) e pue o que se pace arepa Es r los agravios (fe 

Y 85.) es poso lo que se puede agregar. Es adi que pi Marcelo 
rr pa el Directorio del Banco Montevillos 


ima e il io 
empresas del grupo, acontecian sio su intervención pe “me 
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puenteaban” (f $00) y que “la puenteada so erán solamente ea ordenar 
c053 que yo 00 sabía, sino además er tener comiactós directos com los 
gerentes del Banco” (fe. 502, Pieza 2), 

Obsérvese que luego de la instrucción del 
Banco Central al Banco de Montevideo ” a cesar de inmediato la concesión. 
de cróditos directos o contingentes y en incrementar por cualquier vía la 
asunción de riesgos con respecto 4 personas fisicas o juridicas relacionadas 
con el grupo de accionistas” del 22 de febrero de 2002 (E, 36/37 Pieza 
Documentos), el mismo día el Banco Montevideo con la firma de mus 
directores Dante Peirano Basso y Marcelo Guadalupe le contestan al Banco 
Central y entre otras cosas la nota dice "también le comentamos que 
T.C.B, que forma parte del grupo Velox, está atendiendo a la vez un retiro 
paralelo de fondos, lo que há exigido a Banco Montevideo un esfuerzo 
adicional para colaborar con el complimiento de las obligaciones de 


La minuciosa exposición al respecto del Señor 
Representante de la causa pública es el punto 2,3,1 a 23.9 (5, 2253 vta, A 
$5. 2361) exime a la Sede de mayores consideraciones al respecto, solo 
gabe expresar que la remuncia de Guadalupe fechada el 29/10/02 no fue tal 

ae ISPMAVZ, pues está acreditado que concurrió al Banco 

Montevideo hasta el 10/5/02 y luego volvió el 16 y 17 de mayo de 2002 
firmando documentos trascendentes hasta el último día é incluso cobró el 
sueldo de mayo.- : 

. Es indudable que Guadalupe discrepó con las 
demás autoridades en muchas de las decisiones tomadas y que advirtió del 
Peligro de algunas de cllas para el Banco Montevideo (asi lo acepta Dante 
Peirano) pero desde fines del 2001 al 17 de mayo de 2002 se tomama 
decisiones y ss llevaron a la práctica y en las potes del Dirtctorio no consta 
que no haya votado en contra de lo actuado. ñ | 

NT €) El otro aspecto de los agravios refiere a | 
figura del art. 76 de la 2230 y sa aplicabilidad fuera del proceso 


liquidatorio de una sociedad - | 
sin : , y Puclapradencia ee uz alincado qu. 

: Martinez Moreno, en consulta solicitada por el 
Dr. Ramón Diaz referida a la sentencia de 1*, irstancia del 31 de octubre de 
1972 dictada por el Dr. Amilivia (caso 7891 de la Justicia Uruguaya); Soler 
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sl cometa e ol arto caso y Cioemalo Femindez caí Légioeo Penal de 


por la condicionalidad al procedimiento liquidatoris Es cumbio el De. 
Acmcio Tosmadios en rudimala de AUR dEl argumentos que 


Ivego serán tomados por otros jueses entre otros mili by Diaz Romet en 
caso 7891, mencionado, rechaza la tesis de la condicidn idad a la previa 
liguidación, 


El art 76 de la ley 2.230 fetablece en su ler. 
Inciso: “Los Directores y administradores de sociedddes anónimas que 
cometan fraude, simulación, infracción de estatutos o d un ley cualquiera 
de orden público, sufrirán la pena señalada en los ¿712 y 274 del 
Código Penal para los quebrados fraudulentos...” 

La posición que posula ld “condicionalidad” 
dl estado de Liquidación para el at 76 del ly 2. Qa los miembros de 
los manditarios y administradores de las $ Ss Anónimas tiene 
aspectos innegablemente atendibles: se iespaable que | ll art. 76 está en la 
ley que regula la constitución y liquidación de las ociedade: anónimas y 


aceptar un exo multivoco que á contener un superdelito “(Gonzalo 
Fersández obra citada fa, 138). lo que implicaría la vi a sa Oe pump 
de legalidad a través de una forma de incriminación inkefinid "(paz 139 
del autor citado). 

| Cabe señalar que la ado =. de ésta posición 


BErupo requerían asisicocia económica, la acción de convencer a clientes 
Iavertir dineros en el T:B.C y al pagar el Banco pate Boo ocn ¿sar de 
propios aborristas Su E eo de a 


y depositantes, 
ga y 0 go Pe : 
No obstante la fuerza de l argumenteciones 
doctrinarias, sobre lo 5ual no s6 profundiza ya que en k obra de Gonzalo 
de andara a ligarad de cabe remitirse, la 

, Por unanimidad integrantes se inclina por la jurisprodencia 
tradicional, por los mismos argumentos que expubie 


El art. 76 de la Ley 2.230 para nada se refiere 
a ainguna condición previa y es lógico suponer que si la Ley la hubiera 
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querida imponer lo hubría establecido expresso, le Sguras delictrvas 
del art. 76 por su nstoraleza fincionao indepeadieitemente de todo 
procedimiento liquidatorio formal; da riclal lla y epas señaladas para 
los quebrados fraudulentos lo es al único efecto de la sánción, no arrastra 
otras condicionantes pl implica asimilación de los delito del net. 76 000: da 


quiebra frandulenta - 

Además, como señala Tompnassino el art, 14 
de la Ley 2230 declara iraplicables a. los sociedades anónimas "las 
disposiciones referentes a la persona del fallido y a | l calificación de la 
quiebra” preseribiendo la respocsabilidad ervil y crimi A animar 
y administradores en los arts. 17 y 76 de la Ley re mente (véase 
Gonzalo Fernández 6. 134) En efecto, las Sociedades Anónimas cuando 
cesan en sus pagos no quiebran, es liquidan judicialment | salvo loa Bancos 
que se liquidan en vía adminiseitiva por el Banco Contra del Uruguay 


(Ley 16.327 art. 41) ya que las Sociedades Anónimas esfun creer ha 
capitales y no de personas y porque sus mandatarios y d imitador 

asomes cinguna obligación personal o solidaria cop 
compromisos de la sociedad. No hay individoo que qu 


Por último,  ceábe a: 
funcionamiento del art. 76 de la Ley 2.230 en forma in di 
procedlimiento-formal, se justifica en el caso de autos, copo 1 J 


Intervención por el Banco Central del Unmipguay aunque 
naturaleza politico-financicras el gobierno trató de no 


liquidación. (' 
Todo lo expuesto implica desesfn 
agravios del defensor, ya que el Tribunal comparte, por unan 
participación de Guadalupe en la asunción de riesgos ed 
y/o jurídicas al “Grupo Velox” o “Grupo Peirano” en id: 
15322 art. 18.- 


d) En cuanto a la Excarcelación plovisiga: 
pretendida (recursos contra la Resolución 1753 de fs. 2127 vta), Y Jo 
unarimidad entiende, sin entras en la disquisición respecto a si l sistema 
retributivo es el del Código de 1889, venoo de astablcos Sica camina! 
Pr y ds 
delitos” fs, 30%), que a esta altura del proceso no se 
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: 4) Los procesamientos de y Jorge 
Peirano Basso 

A los tres  beemanosi se procesó 

imputindole “un delito de Asociación delinqui a Dante y 

Jays Potesgs por al debio del met, 46 de da Ley 2.230 a José por 


aj La Sala no comp al la En 


delito de "Asociación para delinquir” art, 60 y 15 'ódigo Penal 
imputada a los tres hermanos por motivos sustanciales 4; esarin 
l Sal con efensa en el 
cuestionamiento de esta figura por razoses adjetivas € a la ausencia 
de facultad del Juez de apartarse del requerimiento d Minis Público. 
Esa ausencia de facultad salvo "enor manifiesto” rige de el plegario para la 
sentencia deliosbiva, donde nps plenamente el principle de congruencia por 
el principio acusatorio, art 245 y ss, CGP., no asi en la eta a que 
Mac estos be 18 al Js pedo proce oficio, codforme a lo 
legislado en el C.P.P, 6 se percibe que no pueda 1 ese de ha propuesta 
del Ministro Público (quen puede lo más puedo lo os). 
Ho obstante la admisión d pus alalrespecte 


34 


la facultad del Juez cuestionada, desestima esta figura $ se cole 
en autos los requisitos sustanciales exigidos por el “so he Ciidigo 


_ En eutos no existen L Mei uN los 
eareos Fe ar elas ceca A 
bancarias fraudulentss. La figura reclama el e sacude tes 5 persona: 
ci br melenas A es decir que al s ells uma 
Es cemento caca! de a pun dl at. 1501 | mona 


empresa para cometer delitos con ciería duración o pe 
En estos los tres enca dE 
ceustencia de un grupo económico familiar p 
Dividade mur el Aaa ada e, med a 
unidades más importantes, coo Juan Peirano a la caba P 
empresas estaban dedicadas a la consecución de fines e E 


pel EE e 


qlo alante la cis facciar que os pulpoó cal 200 n 202 a Pcurrjes 


- so el intento de salvar a las empresas, en compo aten ipados en 


reyes Pesados, es claro que no los convierte en perl d 

ya que la ocasionalidad excluye toda posibilidad de ¡pique 

figura del art. 190 CP. E lo 
No existe en autos ningún indicio bs permi 

inferir que el fin lícito por el cual estaban asociados h py ad 
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momento mutado hacia uz En delictivo, Es por dile que la Sala, 
cosvarticado la opinión del Ministerio Público emitida al evecuar el 
traslado de los recursos, revoca ésto aspecto de la Resolución 6. 1532+' 


asistir a las empresas del grupo económico comprometiendo la solvencia 
del Banco Montevideo. El mismo Dante Peirano lo adinite cuando a fa. 
1344/1345 dice: *..Mi bermano Juan tenía potestad de decir ] 
begocio....exa el jeje del grapo....de hecho en Banco 
estaba al frente erú yo 66 do que hacs a las empresas relacionadas. 

Es chro que no actuó solo si 
hermanos Jorge y José colaboraban activamente y con E 


la advertencia del B.CU., liada de 0 
Dante Peirano 56 es ajezo a la politica agresiva de captación 

para el T.CB sabiendo las dificultades de Este y tampoct 
Tvados propios del Banco Montevideo (fondos de clic 
por Banco Montevideo) para pagar obligaciones del T. Bal E 
de las mismas y, par evitar controles incluso utilizó” 
ir petits 


José Peirano fue 
Scciétaria frwsdulente"art. 5 de la Lay 14,093, 
José Pesrano en el 


intervención es el Banco Velox y Disco Argentina y B 
Pirafuay y en el T.C.A era la cabeza visible de los Peirano, adaind 
Director juntó a Irsola de T.CB Mandatos que [fuscionkb 
representante ca Uraguay.- á 

sua € 


Surge solaracioh 
. Maniobras ejecutadas por el Banco Montevideo fue p 
para lograr los desvios de fondos hacia las empresas vil 
T:C.B Banco Of Shore que dirigía. La política de i Ar dni 
al "T.CB, utilizando el Banco Montevideo, según 
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concordantes del Sr. Juez “a quo” y Representante del Enisterio 


«Marcelo 
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manifestaciones, 6s porque ante la situación sebían que seliba a 
masivo retiro de dinero.- | 


A: 
le 
F 
ñ 


en el art 76 de la Ley 2.230 por lo que la Sala no y 
utilizar la figura del art. 5 de la Ley 14.095, por ello revo 


E 
= E.-E: 


he 


y mamendrá el procesamiento, pero imputado por la figuña del art 76 de la 
Ley 2.230, sin perjuicios de ulerioridades, 
d) Procesamiento de Jorge F trano Basso, 
Es ostensible el esfuerzo Pe sus hermanos 
José y Dante de no involacrarlo en las decisiones 00 aan A su 
procesamiento. Sin embargo de sus propias declaracihnes (1651/1657) 
surge que no era ajeno a la loma de decisiones especialménte en 1d atinente 


al Banco de Montevideo del cual era Director y asistía a has 
epoca ESatalidiote dea plbmodía del li y A 
planeos incluso las asistencias a las empresas pertenecion 


ER ER 


e 
sometidos los tres bajo la imputación del art. 76 de la 

5) En referencia a los réburo 
oumeral $ de la Resolución No. 1532 por la citación en 15 condi 
art. 126 del C.P.P del Dr. Jorge Peirano Facio, es decir difiest 
bo es pertinente recurso alguno desde que no Noceda 


aguavios.- 
Por” los fundamentos 


el Tribunal, RESUELVE; 

Confirmar la Resolución » 
agosto de 2002 de fs. 1742/1750 exsepto en cuanto se ojui 
Jorge Y José Peirano Basso por el delito de "Asociación el in 
150 del Código Penal, en cuya parte se revoca. También se devoca el 
enjuiciamiento de José Peirano Basso por el delito |de “Indolvencis 
societaria fraudulenta”, art. 5 Dto. Ley 14,095 y, en su hug a al 
ejniiamieno por el delito dela. 76 dela Ley 2.230. 

Coufirmar también la E > Mol 153 hiel 
9 de setiembre de 2002 de fa, 2.127 via. ops dencal de sxcaocebció 
Guadalupe, 
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DOCUMENTO LETRA 1 


ESCRITO JUDICIAL DE APORTE DE PRUEBA 
DOCUMENTAL. 
DE 13 DE AGOSTO DE 2007 
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¡Señor Juez Letrado de 1. Instancia en lo Penal de3* Tumo. 
Gonzalo D. Fernandes, defensor de JUAN DOMINGO RATTI, en la causa que se 
sustarcia ante esa Sede bajo Ficha LULE 91-160/2003 al señor Juez dice: 
« ¿ffoOue hallándose está causa abierta a prueba, viene a solicitar el diligenciamiento 
de sas sepsentes probanzas: ; | 
D — PELERA DOCUMENTAL 
1.-5e disponga la agregación de Los siguientes documentos: 
¿al istoccola del pasaporte del encausado. 
B-lotocopía de los pasajes aéreos de la empresa de aviación Alitalla. 
2- Ambos documentos screditan que el imputado st ausentó del pais el5 de 
da , 5 EN de de $ dsulente, tal cual se elirma en el 
rm ERRORS AAN 
oportunamente presentado envestos autos. 
Eolo expuesto, AL SEÑOR JUEZ PIDE: 
. Que se diligencio la proeba ofrecida, disponiéndose la agregación de los 
* Slrvase el señor Juez proveer de confommidad. 


liemimóoca 13 450 20 


Recibido hay 
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REPUILICA ORIENTAL DEL URLIGUAN 


Pasaporia HN" 


00. 403-4485 


"tar B605262 
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REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


a a e 
27 mar 2000 -— M-aerds 


Ti ar 4 TEA po 2 0 PA 


P<uBr HATTI<PACIMOTNL CEJA CONGO COLA, 
proteicas 24044 OTROSOF2 TF 0606 26210 
pa" E . h 


de 1 cs es er ri 
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CASERVACIÓNES LOSERTA DRAMAS 
KOTES. HOTES 


642-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


ETA 
AAA tad LAOS PATIO E ALA 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 643-C.S. 


644-C.S. 


" 


A 


a 
le 


dE 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 645-C.S. 


646-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 647-C.S. 


«az t 

a | ; 
1 al 
¡ 27 
1 ma] . 
| e Ad “o 4 
Ms o 
1 
h 
] 
- 
! ' 
: WSACIÓNES 'MEACIÓNCE 

“WETOS 5TIDS 


17 de noviembre de 2010 


CÁMARA DE SENADORES 


648-C.S. 


Pomar 


GE tl. 
Z ql 
e. HL? rn. 
o AS A MT 
Facrustenazi era] ACTI MN IE IN 
FLIA Ao ALC AD AT Hd RO TUNA Pb A 
F 7] "3 A 1,1 
E HA 
y u 4 


TI 
o AA 


A. pa 44 L a el 
O 055 3130939830 4 0 
A la . 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 649-C.S. 


een 


RÁ a a e 

TEE o Lo há 

A id E : an. F = SE =l aa op ae sa, 2. 

2 el : e cdo sao 

j Ta. E 

pa qero; CN AAA AA 
] 


a a a 2 


Ss mms a a a mr A 


650-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


ESCRITO JUDICIAL DE APORTE DE PRUEBA 
DOCUMENTAL. 
DE 6 DE JUNTO DE 2008 
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Sr. Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 77 Turno, 


Cecilia Salora, sn su salidod de codebensoro de JUAN DOMINGO 
EATTÍ, en lo causa que $e sustancia ante esta Sedo bajo Ficha LULE. $1: 
169-2002, al señor Juez digo: 


jue eb carácter de prueba vengo a adjuntar copia de la sententia de 
primera. instancia que se dirá, de conformidad con las sigufented 
conmideraciones. k 


1 Con focha 2 de mavo de 2008, ol Juzgado Lerado de E 
Instancia de Concurso de Y Turno dienó la sontencia de prissera ln 
Y" 42008 en los gutos sararulados “CASAS, JOSE MAFIA Y O 
BANCO DE MONTEVIDEO £A Y OTROS — INHOPOXIBILID 
PERSONA JURÍDICA = COBRO DE DOLARES => DAÑOS Y PER 
- Fiehá LUE 4101082009", por la cual 

q ' idafandid 
. Y ebencia ha quedado fume remecto del Sr o Dedalo 
Earti por cuanto la parte ncsora mo En impugnado el fallo recaida. 
2) Según expresamente se consigon en la resolución judicial, 


“CONSIDERANDO AL. En cuanto a dos restantes croóL 
BATTL Sin Cristóbal, Guadalupe e Iráóla, po sunpes elementos prol 
que levar a ésto Sontenciante a bacar hupar a ds domands ¡mpetrad 
réspocto, ello en virtud de no haberse probado la vinculación el 
funciones ejecutivas, gerenciales o resolutivas en roleción a las instñ 
de intermediación financiera demandadas, ni participación directa 
mísnes, Jo que fue relatado por los testigos que depuelerca en euiór 
interrogados €n cuacio a las tareas desempoñidas por bailes pe 
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Su párte cin puso de ellos era accionista de las mencionadas instituciones, Al 
dé ninguna de las empresas roculedes al grupo ecormdeiza habiémioso 
probedo por pira parió y como pp 0 rsedara le participación alirocta de los 
barmacos Peirabo 6 cuanto e le gestión, manejo y dirección de toda li 
aparaiita relaciónada con los bancos eo cuestión F como se analizará el 
supra No se acreditó en relación a la conducta de Jos demabdidos que su 
proceder pueda ser catalogado de illeito, de negligente, o de existencia de 
impéñcia, al que haran volsdo la ley, Peglamento o por el depampeo de 
sus fusiones, al que keys habido delo o culpa grave, as 0 probé que Bayan 
sido los responsables de los prosuntes perjulejós puéridos ppr Js aetores ni la 
ansteccia de pero cuca entro al hecho o de oarisión de Jop demandados y el 
daño alegado. 

Los divarios testimonios vartidos eo sulos arálin dhé coOnidaracioner 
realizadas, auf lo seriales los testigos BORDINO ifajas 1154), FONTANA 
Úbjas 11571 PALACIOS llas 11730 MARA Úiias 1174 RAINERÍ (bar 
1532 BALOGH úlyias 1878), ssí como de Jos funcionarios del BOU 
TRUCILLO jas 162, BARRAN Úujas 1392) 

. * EALLO:... DESESTIMÁNDOSE LA DEMANDA EN RELACIÓN ... 
JUAN DOMINGO RATIL.. ASI COMO A LOS DAÑOS Y PERJUICIOS 


RECLAMADOS” 

dl Dada la estrecha vincolación existente entre loa que quí se 
dilecidan y aquellos que ban sido materia del litigio seguido ante el Juzgado, 
de Concursos y en atención al carkcter de prueba 5 ipiente de la 


ventancia recalda 6m osto último proceso, la Defensa dc ss disponga lo 
agregación de la copia que de la misma se adjusta n esta bnusa. 


POR LO EXPUESTO, y al amparo de lo preceptuado por el ari 5 
CPP. arts, 1183 y 145 0.G.P. al señor Juez PIDO: 
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Que se disponga la agregación de la sentencia de primera instanela 
cuya copia se adjunta a esto escrito, tembendo a la mismá como parte 
integrante de la prueba solicitada por esta Defensa, 


Sirvaso el erñor Juez provoer de cosdoraidad. 


- JURA 


654-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


Para Sarntenoia Balinltizsoa de Prlbeiioa fusrencla Sto 
MkEos caratulados: "CASAS, JOSE MHañía Y TROL 2 JANO DE 
MONTEVIDEO S.A, Y OTROS = INDPONIDILIDAS DE PF. JURÍDICA - 
"CORRO DE BÚLARES - DAÑOS Y FERFUICIOS = 74l AiO P ARCO 


¿A PA Enjas 5 y mñn, ña presñntan loro nacos 
proscvtendo dessnda por juicio da iroporiblildad de la 
perlonaria Jurídica, cobro de dólarál y Lince y ¿er julolor 
contra Trade and Comserca Bank (TOM), banco de Montecidas S.A 
Enesy « Jerga —Púlgano —Fasolo (045 cunas y ami 
aplratira. Jus, Dante, Job y Jorgs Pelvrans Dadgo, Mario 
“san -Éciacóbal, Mercolo Guadalupe, Juan Domingo Racti José 
Ireola y el Banco Cantral deal Uruguby (5.2. 4.i anta ol 
Jugado Siamrado sn lo Civil de 4% Toe, 40 rio A la 


Fu TR 


elguigiter 

Eden ahorrigtasc del TUD A travás del Di, siendo 
acorde ados por, los funcionarios de-s4ica, zan Los que 
¡Eracaon añ virtud del vincielo de murtbos años. Elernds 
añadiótos y oconsajados por sus parentes y Cunolonarion $ 
[iento a lo spsrotiva 6 trevás de 70D an cuáitá A 54 
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ES ” Eacantla Y reipáldo de DA y dél grupo ll qué 
co Astiere a Loa cuantas y montos depenlisios por 


Aprores:  Paciblacos una vota dá Josá FPalrtano y a 


“Pasciibe le resporsabilidod del ON en cuánta 5 la 
a sclón con La Opérativa decarrollads por 1650, al ecrádico de 


pS e actores debe imputarsió al pa, har idaántisid4 da Aus 
PA 
a. la Familia Palrarno 6 Grupo Velor, al produore TA $0 


a 


pEpeción par al banco, 6irecido y econsejodo y Sn prolusa 
propaganda, La "vinculación de amb úaprécía ara Un 
cnctialanto del BOU, le que searicó la Resolución Aa 7 de 
aro. de 1003, probibiendoa a DS «que siguiera con la 
asistencia sl - TEM. Para “al Deu intesrabase un Conjunto 
sconómico ; Fl TCÁA ers ups corebción artificios, próciicicante 
cin aetructura eAministratisa, era un ingtrumanto para 
radicar valores finasneiócos fueras del círcuito formsl pare 
cscolimsrlo. 6 empresas del Orupe, *rá un ipstruserntó 4l 
servicio de la familia Palreno. Alude 5 la violasión del 
arica só del Decreto Lay H* 15,322. También .. de 
aplicación e artículo 109 de la Ley E* 16.060, an CuBnto 2 
1m' insporiBLitdrd e la parsoñariáa Juridicas, Gu asntocriza 8 
“prescindir; Ss la personalidad cuando deca se urilizada an 
fraude > la lay. para violer al oran público es con irauds o 


a A 


can perjuicio de tarcaros. La ópirotiva roslizada vwviela el 
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ula 233 de la Lóy "o 17,15, Ley de ¿“lación de 
« particularióentáó 25 obligación de (¡oferm, FL AM 
ua eso abyrlvo del nsrmdsto de adeinictrasión ya qué 3 2elo 


hooicos «Ll diñera an una Sapregas istolventé Aciolida oe. el 
de contraviniendo a lo dispuerto por el 504, ¿loo que £e 
¡inquertó añ ilegalidad, án virtud de lo dispunésto ¿er dos 
articulos 2070 y 2071 del Código Civil. : 

no Eh cuanto a La responsabilidad de lag pereonas Ticicar 
imalucralas. lá maniobra dolos»s por la cuál ña ucllizó n 
perjuicio de tareoros la pareonilidad juridica dni TO uo 
a A “alrectores de mbr inericusionmit. La 
«relponsabllddad de los demandados titulares da las antidados 
Zinancieres . denandadas. boneflciarios de lar Selabras En 
diversos “grados y Lodos allos 56 participación en los treahos 
delos, deben responder eslidariamenta poc el apical 
ispego, sus intareges y los daños y perjocios. 

¡El  'DCA “tiens — responsabllidad ya quer tianée La 
apóor intendencia da las instituciones de intérredisción 
financiára. El miss ro pls a aan a lar o¿pera=lónmar 
ráíalizadas por «ll mm y el TER y dabid prohibic el 
ofrecinianto ro la venta de los produztos TEM. Xo pedía 
ignorar astas ecperaciones y cp las conocia y Po hizo nada 
jára > ispadirlas, incurrió en responsabilidad. —Omlrtis 
a rd A de sopaerintendancia: adsainisirativa Y 
casrs8 dad iromaciatos s la fjuetiola un lod Estes que loz 
cagtaras Agereraron con sus dineros al TOD. sctitud que 
hablara; evitado: al* grava parjuleió qué sotiva en) deción. 
runtan su daracho,. olrecen prueba y £olicitan qué, 5 
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fa "an "isputa cua opiigaeionen dal Da dor dopáni coa 
' pa Los actotas. Em comen EoLidariinanto 4 Los 
A A A 


eclsnador con más ue intárédsó báivtariol <TD. 5 


depa solidarismente 2L MM y os las parsonse  Lisless 
í ndsdas 5. pagar Las COPLAS y, DOSCON dal ¿roca ra Y lok 
Eaaños 13 paríuleiós cnjrádos, — patrimonial y msralar 
acaratrar al la etapa de afacutida de sévbiánecla y qu 
dana wclidariamanta al DT a pagar loe créditos 


el 1. "Es declinó conpseteneia pará antá «ita Esda 


¡Poncuraor, acera pu lo algas por desrete A" 1113-3007 
BSfOS/3009 (fojas 68). 

JJ. de tojas $4 y sn. al rapracantamiA 041 fanta 
Rontavidas £,A. (en liquidación). oóntesta ls demanda E 
cito. divirese coraldericloner. 

y 'Los setores conceleron y Aacaprarón la ráslizición de l 
averctoñas que constituyen al ObJeLo de asta Causa, dl dee 
20 obligaciones vmegocioblas amitidia por Tridá L Comná 
lMárk, por Lo que la econtrevardía es cántes an la +kiétancia 
9" de. responanbiligsd delo BA cono conpacuencia dl 
App lialénto án el que ircurrió «l emisor. Niagá qué 4l 
aya. añumido rosponssbilidad slgurá án dichs incueplicián 
iefíara a la osdiación finapciara sa inversionas en TCB, el 
Cuuabá án condición de comisignisia sobry la bass de 


sopETatp de mandato, de naturaleza consensual y so solenn 
A 

EE *pctores usaron Fur fondos para sdquirir >bligacionds 

mwpociablas «sitidas póc TOR, espress que sbonsba por talás 
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Lo pará Qué —5% ' molidacicté (4 das  rociedidad 
sañdlean tas par ias SBbligaciorés ajanál A cáli una de 


mastaca finalmanta La isprocideneia de Fii2liscas ao 
Hrdarente de La dsaenda dogusantos de fuente y «unonticidad 
inciertas. publicadas an el marco dí les ropercusionas Me La 
sisi del scietosa finsnolsro nocionol en su esojunte, 

Fienda su daresho, ofrece prueba y aánidcins, ques. ES 
¡talla deiliaando la prátensión dodución par la porta 
BOtora. 

d.= A Jofos 241 y ss. lo representanta dal háanes Carral 
del Uruguay, Comtéria lá densndas "y opona las eucspricoss de 
incospatencia da ls ¿ndo y delta de ingistanción purlva 
expresando que los astorma coclasán la davalución de unas 
ma de dinero provenientes ds una calación Sontractusl qué 
santuvieron son lnstirtueiones de interendincian Finaneta ra en 
la ¿que ar aos PO 8 partía y por llo oporá la aucapción de 
tuita de legitimación paniva, Hs hay ningún acto, heshs u 
drisión del BOU que pueda cóvoztir un náxó Cáuñal 0055 al ¿año 
patrimonial que alegs haber padocido la parta actora desde «el 
punto de lá tolsción contracttosl bilastaral óñtrá da partó y 
alguns sura institución privada, Wo oxictá an la secusción 
dúl Bu responsabilidad imputable. La entidad sometida 6 
cobtrel ddl/nCU ee sl Bm, €om6 entidad nacional y no el TCB 
ya ua E uña institución extranjera y Mo flá ¿gujáls El 
sentrol del BOU. Mo se necesita autorización del cy para el 
ctrocimledto 48) pródueto TCOB, al An mo ha violado ninguna 


Had 


mark dl aláres de regulación bancocertrildcta, 196 soto reE 
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Ipoligaciones gna kasa de inturds sencibléss a ¿opurlor a Lá 
ofrecida por dopísiinec banocirion.- Quien dato raspado r as 
ca yons ul DM. Los actores conectan 13 ndreraleza y 
¡dersctorislicas do los ipviralonas Faalizacia, cabias que UE 
y TOD mu EAN La SLERA WIApreca, Ll primerá un Laños raro, 
sometido a los controlas as La Legialeción ascloral lo que 
-qourráa con TED y ale +L mayor interdz pagsdo po 
invaralernes en 700 vreflejaba 0l asyor risnga que 15s pisa 
tepresastabsa  ccaparalos | 56m leg dipralcez ón banco 
pacionaler . 

Eoñ relación a la existencia del quupo cordeale. 
qaritiasto que UN n> s accionigta de 70, ni TD e 
¿CoLanaEr de ÓN, ña aiatlando Autoridad Eouunel 3 Sn 
institucions£, él beshó de que ambos bañoos intepralón Y 
confusa Grupo Valoz, 005 implica ls s¿odidariaad da cala undl 
da diles psr las obiigacionas de la obra. 

AS Exáalo 6l diaregord of legol entity coniidará ue 
'cincueras los alescástóos requeridos por *l siiiculo 104 de 14 

LY NS 16.060 para qua pueda aspliárea al ció 
praccirdancia de la personalidad juridica, puón íd prat: 
: Fanponsabilinar 21 Gi por obligaciones siusidsi pof aL! 


“ascledsd.- TOD em exa controleda por Bn nl su sctle 
comercial ectoba sometidas 4 la dirección de bete 05 8 
perisle ifesporeabilicaria por las obligaciones de TICA, 
acuoralivs: slortada de la operación ELA CiAA que ráside 
; Blemáa ¡a lo Justificación dá la 3lta tasa de incerds. que 


A] Paz ban par sue fondos y dado los ribrjos qué Ed E 
> Apeváfica gia bufgua, FECUPATAR 3 inserción, paro ¡ne 
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an cel rísego de vna colonación fuera de fronteras 


e «del benáficio que la reportaba una =iyór tia de 
gee perciblen. El 504 despleyd sn tlistica todid due 
Jas, de conteslor, conforme los cometida ds igrisdor 
abeto: Cuando 01 PH icroremntó 4L crádico concedida al 
pentedis úó de] Sbiaarvielón, psitoriocrmaña+ ¿rdañd La 
¿i5n de sodidás candianteal 5 la cáccaparicios: ah un pLAzo 
: tas díss de La situación patrimonidal del 05, Táaida 
ná la constitución de garartlós 1arlar Nipotiócaride Yy 
$8 fiss paro respealdsr la deedá rantenid. por Tb, Tuega 
dnd añ vesdor, sa freuvltides de veto sobre daterrioodasr 
añiones. En Junta de 23502 se proceda 6 la intormirción 
pe justa tición total de £us autoridades e*riskaktaride y 
| prmpentendo pl cc pánñnal. Finalsanta el 31 “e dicisalica dí 


Ed 


Cao 2 FRA la disolución y liquidación ¿nl 54, For la 
us ml Dev só ha side salso an «l ecumplialento ¿e der 


Streca prueba, funda fu derecho y aslicita que, sn 
jaetínátiva, so deséstics La decada imccria 4 (oct JUE 
tárminas .” 

He A dojas 354 y 85. 585 presents el coprocanianeo de 
“Tarn ioallaart Matti an los sigulerntes tárelnse. Opera la 


axcepotán. de indebiós scuruleión de práterciónas n virkud 
mat” 


de, _dedañáatso Ss  páreonaz Juridicas por fu  rélación 
md 
“e eracchs y Es pretende Actuar una presunta carponsabilidad 


n UN pen” 


q ciepumd, maturaleza y las pretensionas contra Los directores 
e a pasar: an im paras Ed raípansabilidad esxtricontraciusl que 
hs sl par hechos  propior (¿Ltegmtors aba lucsman tó 
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data da Squella praruñta relación 0onirizrual Lirocada 
 arutra las personas Juridicas privadss. Ln función do 5u 
csprasantado en 1 directorio del Gi por parió dé Matcl, el 
ar un designado birsctor del AN en 19%5 y ecipó dl po 
de Vicepresidente dada 1097 hasta el 31 de junia de 20067, En 
oálcgo,  iaranal y sclividades conaleLLan añ OLA Y <p e 6 * 
dos veces al más á Zin de tornar conociaiante de Las os : 
informacionar y éoclicitudas desarrolladas fór 1a uns 
carsila lnea sctividadoz roslissdáaz an láz atico 
in a la total suroncia de resp mesbilidad 
qualquier “acto, húcho, négosis $ clrcunecrincióo qué 
consiteraras irregular o ilicito o ispllcs, atención de 

da parta de su ceprecantado, AL qué haya podida csucst ds 

la aspresa, sus hbesionistas 6 tércaros. Colala qye 
ahorros de Loda uu La sstaban dapocitados + 61 Aa. »AOA 
tua peronista del DA, ami lo dirigió. guatiocó al ne 
banca. En La desarnds no qe plantes ni un selas hiacho a2tribdido 
a du sándartá qué puóda dar salificado dn ilícito 6 Sóca 
cón' impericia, o fínito de diligenela, e seaatida an wiola 

L la Ley, artatutos o reglaséñntos 6 por mal decempaño as | 
daria ó por abuso de foomliodes, dolo o culpa QT 
Realiza: uña cosparación de leysz de sociedades consrclqlas 
con La huparra sludiendo as la aspañola y la 5égartiña. Lego 
analicajia responsabilidad de los directoras de socisdides 
pra” “añróniasa, añ cuanto a su náruralazas juridica 
Kkteorias, del sandato cóprecóntación y mabdato cestión, [del 
pegántelata, Ñ obligaciones de medio y  rasultaido ziéndo 
importante la distinción por la carga de La prusba 
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rasporsabiitdsd ivertea a tarcáres). Menciona Ina olanenias de 
La esspornasioilidad EXtracontráciusl, mm id dl hecho 
ilEsito y la LaputécLóón de ceospeonaaloidlidad ¿tondiornis a» 12 
actuación indiwidual y citando dectrina, Nó lay ningór asta 
quí pueda sar ispguisds 4 su mandante per <calción y por 
calasón y qué són necebarios para generar responsabilidad que 
da imputa on la demirda. También en cuanta 4 la culps Torn 
isctor, de reepóúrnsábilidad ráflera que $4 rápresariodo Ma 
violó ninguna nor, sétetuto, 0 caqlamánto, o Como ¿buso 
ds fsculeadas, no fue nagligarte ni imparito, on dañó ei a La 
soqledad nia tacrceros per le qué no se la puede atriboireala 
saponzabELIAMA, En relación sl deño sluds 2 zu necscidad de 
A del alamo, ónanlo andá qué ningún acto de 5u 
taprasantado há ¿buisda ningún párjuicdia a Lañ dAacrorar. El 
“ima Esa debe necesaciorerta seredlcarós al signs «nta el 
“asno preltución y al hecho e ls omiglón imputable al director, 
es etalicada un hirh9 liicito dnmputable 4 un sandra. 
Deseriba la. ráspenesbilidsd — piñal y su  intorpratición 
doctrinario, sn cuento as la cuipabilidiad, lá cusstidn 
“judicial previa, la aplicación del articula Té de Lo Loy E 
2230, Examioa la sotitud del BE sn cuento a las 3otás de 
pap de las divárial sóblenes y la correspondancia Con 

1 Bey enslizando diferentes cmrisn. Taesilán racoña el 
'Sonugitoj de Cia sotividad bancaría 6 de instarmdiación 
'Eiaamptara, la sorasiód de contralor del acu, lor radios de 

contra lie, las suditoriss de las antidadád de intarmdlación 
tinanctára, Las inspaccionos renldzadas por dungienarios del 
BCE, Refiere s la opinión del BCV .m quines a la oparativea 
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"el 20D, sal coro su respenesbilidad an La incorvanianla 
picima intercanaión de Lo amprosa, luego de esposiócionas 
rue disaccoraz ajacuLtivoz, 20tós cono una Sipcs Ajána 8 
L resteribile qué axina de cuilquiar tigs de rán cabllidsd a 
Las representado; 

Ólraza prueba, funda Eu daracho y calicita qué ES 
“ipaestima la demanda. . 

6,= Hario San Eciatábel Pons conteste la denimda a fojas 
391 y da. esbiciendo nl vincule eon les aptoráas, consistanta 
añ qué ns sigo una debida articulación da loa hechos que 54 
a sonia al tconparecionte para que al aféró ¿e la hoega 
decaer - ona condena patcinsalal que xs detalla com la 
precisión, que bdolaca el fundamente pará tepedrirla. Ho Da 
dersrvolla ranpecto £l sispsrócisoté ninguna ¿rticulación 
fádctica. Euadanta ds la condena «que 50 s=nmliícailta. El 
comparéciente 56 kEuvos p»riboipación en ninguna ainicbra 
dolosa, no setvd en ningún acto ¿ilfelto, mó comatiá ningún 
-fravón, no realizó ninguna aislación, mn Llufringió Lor 
'astáruroe del ñam ni ninguna lay de orden públicos, no fu 
actor amiarial ni: intelectual de ninguna maniobra, 38 
descohoción: Las elssse Y nó sen tenta poder de decisión. El 
cospaereciante no tiesa ningún 'interás común con los raítantas 
demandados, no en ¿integrasta de ningún “Srups”, Po ae ha 
edtabiadia 'ccon” certeza e inequivocisente el vinculo de 
gaysalidad directa, Infungisle a intransfarible éntra La 
conducta Y el resultado difiodo qua al ecaparacianta nú Le 
prátocids imputar dón tanta defección desde la basa. Sin muro 
cousnl.ao hay cacponsabilidad. 
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Er lead. funda su doracha y zsoligita no dispar ima 
a. 

e Jara ipnselo irela Antón contezta ln eRA2ca ás 

ies “aa Y a sa. deleciónda Flia de logiitiancióa viriva. MA 


q” 


La 'aájudiza q csponsabilidad alguna ón (1da denmards, 
tartapos +*n Ll ciómpo dl la responsabilidad acullina 6 
y aan traca L; par lo: que pará qué pusda proiparár el 
pocioneslente dable probar loz austro artrassa Em que sa Dunia 
Acha” cáadpenasbilidad; la arclatanoia de un baoha idleolio. que 
zan culpable, dolosa a negligente, que causa un daña 4 5tvs y 
que mn. consecuencia directas + insista de sil. Yo se ha 
sunplido con la cacpá del articulo 110 del 059 A 
paraona. Ha hay alananto que pueda ineuecle a Li Late qué Paya 
speetido algán hecho contiario a lo lay. Fampora hay alusión 
alguna, A la _tulpa fo ab Csuzal, Ho axialio 660 IAEA L 
Alguna deere, la deuda y loe pacrcjulciósa alugidsa par 105 
a: nba la. setusción foral 005 diréctor de TB. Ei al 


hecho, gurarader de reosponábilidad 606 ñá cado ó un una 


O 


“smsion ¿de Directorio, sólo secda respensalles los directores 
que hayan pactiolpado án ál (articula 301). A pactar du que 
Artagrab. el directoris del TCB, nunca coweplio funciónia de 
dinesrós cómo tel. Munsa hublaróa cáauñispsl da direccoriló 
Salvo se Led sel pa designó un director residente «n Caynán. 
Todas ' landtsiones en cuanto a laz políticós del banco 
sad: EN parte  operetiva, lps segulor, temindo Los 
apelontagas blsxiciómete a trovás de lor decisiones de Z425n 
Puldaño. | Esportesa a Jocá Pelrano. Todís lol datlalores En 
Lemitan dardo las oficinas del Grupo Veloz 6 Puinos Area. 
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Jara aa exláta cosponesbilidad gon raciuál es Jalá LA 
ip dai contractual ca culpa. —Núo  Ckuest del 
cu, Del incuerplimiasto con el daño, prunta dal 4d£a y el 
Ama, a inanistenaña de arura entraña 00 Lu Libla, Macedo 
la la foalseción sustancial que provocó «stás atiuácioñnad 70 eE 
aña eu un táriaró, por Las qué corresponda doclárir u Falta 
PA lagtriamción pasiva, Fefiara as la Aroposnibilidad a La 
riega Jurídica del TCA, deccribá Él Leidas Y FUE 
carsctoriatioss, lor productos que sirooiy, “abiara 4 qué 
todas las mervislantos de Pondos del Ib de vil Leahan Cún qu 
eocrasponealas. un Hueva York, El back orticá del TB 
Eprnimmaba an lruguay, 4n Liktinyur £.A, con sn ici añ LA 
se Franca de Hoñtavides, denia 5 ponencia 
e ratrl ctas todas las oparscioner del YU, TOR Mandatoz 
Biha a reprosentación ogesralal del TOS un la ráglon, La 
que estaba: dobidinentá ragistrodas ante él ue. CO. Mud 
aopuó directamente añ Urupuáy, aliño qué A6Lu) A Lravéa de TCR 
mandatos a. Ao, qué cumplía con todos los requ Fan Econ Lega lala y 
iegliaentarios vigentes. Daben dirés Los presupusatós dal 
orticuló 104 8 la Tay 16,060 paro qué dongizna el inmetituto 
de ¿noponibilidad ds la perseña juridles: 50 Alcosa 2en 
atage. abuso de derecho, negocios indirectos, O qué £ hefa 
eluósaa. responsabllicades ó el cumplimiento de 051193 S:10044 +. 
a pla "Id exigó la pruebas YTebacionte da la efectiva 
utilinalian' da la rociadad ermbreial somo inttruménto legal 
par, al HU Mo fua socias ni aycionteta er TER, mi titular 
de tesoro parte de dicha sociódad, Mafiecá 3 Su situación an 
cuanto az perjuicio oral sconfaioco y lamiliar, 21 quidar gin 
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trabajó y ostár ón la palestra pública eenviarta an ZubLLl 
cualquier intento por obleñar uñ nuévs ¿mpláas an 4l sistóonma 
Einarolafgs can al qué ss dódicó tods su vida. Fu Los icilate 
hu debilidad : argueants Y orfandad Seat Ds dal 
sochcnaniento an su conitia qué Srtrita el rechisa dal Sisso. 

Ofrece proska, funda su decacha y asliolia me desectira 
ta danADda, 

Bo A ojos 34d y =n. «. contoetods Da dnmaudo an 
representación de Jorge, Dánta y Jozá Peivtano Baaco Abogando 
por su cechazo en múrito as ¿lvarsas Considera Lona 
Rafiaren 'a Las invarelones da hos elinaron ips ha 


APRA an ls dependancia *bañes privada” de PR, asf cora 


a 


describa la Sperativa con TCA y sus dlfarantas loórnar de cómo 
“podia afectunraa a alsss. Describe las tras esdiliiadór de 
as operaciones con úl TCNn, De la desusantición aprogada Y 
¡Aya a 0h de la desandante surge que eu invarción ¿suñiatia 
a ie depóntro dirasto an TOD de Las lslas Ciiaán. 

an sl PR Grupa —WVelox no  conakituyá una —Aiseiíñelon Y 
ci para emmpldr fines iioitos y ¡¿arivdlcar 2 


Lars ras, 5n no reviste la calidad de sociadad contrelante 0 
¡iiathadis, “po sa desconoce la úxiatantáa de uN yrupa 
'ecionóal. go. qe existió maniobra por patea dea 4 an al 
*asrecimjento da: productos finaneiares a través de su banos 
¿priiada; eL fren Mandatos no es uns sociedad irragulsr. tanto 
Las nieriloñal directas añ TOD como Lar afectusdas Aa Lave 
ea BH prindaron importantes ganancias A los InvercionidLAr 
Auron inegor años, lo que evidencia un ¿ntarás del 


tiraba an 6ptar por dicha oparalilwa Iinanciór,. 
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La actora sesstiañs que los sbligstos fp pago 0 
deslución de 6s dinero eE no Eolo 10D, ela 108 Lón DA, 
wir Eud da un HUPUaELO carpaldo +n 15 Operativas. 

Es existió un contrate de depialeo ant Do IM y el 


elisate, hiono se constitiyó en garante, coló Ln Era qua TO 


E] pertenecían, al algo propo «conóailco (Yelo da Jut ne 


'esuponáé ¿suele las obligaciones de uña da lar nicdider par 


PELO de lás restantes - 


nH ña satá obligado A dévolvacia 4 log! aotorsa el 


dinero invértido por datos, qué el obligado «<del 70D, DH 


"E FAA POr 


[|] 
ad, ME 


ageea saumió como propios lar obligacionas = 
fen. Su lo salstenecío Tinseociera dal: AM 41 TÍ ss csalisó 
Lara que asta Plejas podlera maplie són sua 56 
sularió sanicbra Ersudalenta 1 Información rra por parte 
de pe par induetr añ rro 40 lo mieca alafaciuar su 
imearsión an la modaligod TOR, +1 ofracimianto cliznten de 


ía APA de un depógizo an ul amtariar dl 


lMielra, 
da. amiatansiía ¿al Do al TED na “acprendiá a una 
sbligación hacia los astesss sino a la 


santenimier to del cridito casncacíio del Grupo 


mniitdod del 
aL UN 
“corrida” con Ll perjuicio ¿e los cilentea 
asistencia finarcieaca del 5 a 75D gareró un 
dáLcha ipstiturton y carr latina un: paíleo ! 
Der 0x0. 


1 miro. La 
ático sana 


Ss beta Ultima 


lec] ei sa parsjóña juridicos distinta dal =eí., sl depósito 
de lag hectonantes us dicecrasnta csonstituid an al TICA, 

El 04 actuá cono vn napndatario entra 19 serorea y =l 
TEA, Ehcilirando la documentación enttlda y comitids par al 
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exstuanfaró pará podar coñnolltuir = | depirlia, 

'TEB de las Talar Caimbn actusba dindo 59046 y al protuzto 
Lua” afrecido y apeptado dasda “aL 55 (200%, pin 
jévententas ni riesgos. 

3] nn eotuó” en calidad de madiador Financiero. la spúración 
E PERLLSS cenferma 5 las insrrecelonas dul alienta, aL 


c aro TEO, no éxicto depósito de La parta sCtofá ás al 


¡Restiza un arrntarLo Táadpáactóo AL aórEps ¿cántmico 00 
my lepgitica de eovmusción espracirinl, (421 cómm a 
[ere bro ón del, vinculo entrá Lós setlédiiia intograites 


Fil acu y 1a actuación -dal Grups Vilá: «¿on cqrupa 


E En un contaato nacional y regional de inertabilidad el 
5 ba "Velox: debió rasponder a sus  depssitantes aun 
ipodamanto 152 700.060.054, dohirnda fenir La dictaión 


hasrar” "Lei cúbicos de Los deporitanteld de 320, peimare con 
: ¿Liquidez del prepio binoco y lugo a lriváa de Lar 
E rpiogctia entidades del Grupo no efectodos por +1 “oorralite" 
tino. a 

> pa. relación a la aiteralón de ráipoidabilidrd sn al 


Ecsstales. esta sociedad tiana parsonarla Jurídica Y 


RE Loarjo propio, el vinculo fireneciaro entra ¿llas sl Ajaño 
E añ 0l dres financiera y bancaria él vinculo el 
= los efeotos del manténtelento del crádito y lo 


nELahÍlLina, debes aceptarse 1a individialidad juridica de 
ee 


sun, 18 : itiades. z cegulands | su abtisidid sola páari awLtar 
' 


Hissótones da abuéo de conirol palcisonial que dessrboquhñ 
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sr Erauda al: orásn público 6 setuñelón —Eredalonras añ 
pacioialo de ma 

Ninarro derecho ne recoge lá esnsolidación cubtántiea dé 
Lai mañas y TS OIGA dá las distintas unididald inca TAINLAS 
da un grupo. “Los fundamantos alegados por "a partio atora 
paro Hundar, uma posible compnicapbilidad anios las “apresar 


del Grapo, no cesulten de recibo an nusatro derecho posirk 

laca referencia s la ineporibilidsad «de 18 pers 
Júurtales prarlata in “il articulo 166 de la Lar 16.0 
enalizardo un análisis respetó a la alsuselón snterior y pl 


procipnado articulo, concluyendo qua so lay funiaranto algu 
spáro Basa La pratameláón de lá sotorá “ñ cusnts 4 2and E 
Isotidaridacate a laz personss —Juridican y lañ paraongs 


"tipicas, 

heslima ún encuadra jurídico de los hecnos de sucoe y ha 
e abual responsabilidad del Grupo Velox. 

co es un banco debidanénte constituido como enl en Has 
Iplas Estada doacdo «Ll año 1989, 25u contabil1dná lus iimvada 
por Latinur $.A.. úsdo qué ro taria preciuiaoia Fislos an az 
islas Ten auiá cepraseñtada en Uruguay por TED Hárdados 
FA, 4 taprasentación que, si autorizada, Scontcolada | y 
registrada por al nu, 

pescicts la pornibllidkdl antencos de aplicar la Teopla 
sul Didregard' biñada en la existencia del Srupo alos. 

o arlere rasporesbilidad del DR, rs axlstió 
final dnd iitoita en le constítución $ adquiaición de Par 
qlstintas ¡inidades: del grupa, ni an la vrsiliszsción de TC le] 
de 0 en Cimuda y pariuicio de tarceros en la no devolución 
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db LE, añacicienes de les actocád., 

Alain la inarlitengia de Preuda insaFAdL: gar Loa 
expres y, allo porqua TCB fue oonstitulds por 41 Grape musho 
antes que. Gra adquirir al 04, TOCA furciona Maz binca OLE 
shorá gel Grupo, dtnrirado a Funelensr 4ñ Ufugasy ur La 
Astorilina biñoocantraidéta, la participación an eortáficados 
se depósito apadióca por TORA quí una aparariva. finamaria ra 
presta. e] axiciió n él proceso de capración de ahorros 
mi guna maniobra raudulaenta — rarmdlanta A parcjudisar 8 
Etna. amb intcltuclonás ráslicaban actieidid birmcirLla y 
inctara aaa los ertdltoan ó colacas loas da dos 
Elllsates ¿an manejados por UM cs sandalarió [sor cuenta Y 
ciargo ae. aquellos. 

En , cuanto a la sotividad de Mi en relirión al 
afracimiento de la modilidad TCA, extotió purlicidad a 


E 


Lecabotin Le la que besodiá al ahérciata, 61 csarrato de 
PA 
adhesión 05 Vlelto, saltudilendo ss las imskiruociona dada pal 


10h metacns aL AM, ya sñan sspontílcas » gsenralas, Fa Guano 
a ¡Los Voonkratos bancsarioós s Einanciaros 309n un contrato de 
copas, y por tanto sa lea aplican los pracipios de la Lay 
1%, puta dando detalles y analizando sue Ccarictáariaticás. 


a ma 


EN an -: 2 a la asilgrencia financiara eo:>blecs qué la 


Eu 


E 's9 BM ps rerpondió a un uo abugivo dé la persora 
ES 

Jurta eS Icauta y peejuicio de tercerce. sino que causas 
OLITE 

“a ús. ¿E "mA doorreida di dapódizos 4 intereención 
e 


Anbogemmtanes del CY) inoidiaron ún él cosuliodo dañoró, 
aulatiaron rararás dé fuerza maipo pata imdontarla (orisin 
financiera) y un heshs aforo rs imputabla istarvarnción 
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insórmunianta del 6cU). Rafiura a ls sotusción dl 00 py Lop 
ssdidás 'dlepuñatas destacando lo incemandanta de Lio dama. 
Ló qué el Erupo intentá [ua evitar ina corridas y ino «Uli ara 
necesario. ssclecir 5 quel Apra dis A A A 
dificultades. 

Le adjunta plspilla para axplicar lós hechos eco imicós 
eu pautaren La aclución financiara dol BM duranto al AO, * 
eñ cuarto s aporten en dicaro o blisnas y aolones par parta 
de' loz - accienidias, valoráz de lás hipatécia, prtdía y 
secciones antcagadís pará la cancolación de deudas. «e recibió 
pxmistencia tinanctera del nou, 

Percomscan la acérntoal cesgponsibillidad parssmal de Lon 
parsanan físicas denandadsa. Procada doscarkioór Ya lanria del 
Alaragsel, pusa La áxisgtencia de un grupa «conóploa por sl 
abla vo lleve a su aplicación, ni grupa a fuób conitituido 
paro paraaguile firás dilíicizcos, no existicada +4 Al NA un 
quepofregiento abusivo y cuya firolidad nio 417 Freamda a La 
Le" y eL «perjulcilo 6 torcéfes, par 15 qué nó córtecpcade 
responsabilizar porsonainante 4 quiános ejercen «l control 
arelenaris de las saprecarz del Orupa. 

rormula en análicia gobrá «l imbito de aplicación de la 
solidaridad” en nuestro derecho, Petiardo mántión al principle 
de * la cabra adecuada O efisiarnte, que no oorrecponda La 
bondana! sóliblaria de las parsonaes Lisicas y das porsocas 
jurtaless Y qué sl s«“entuslsinta o entendiera que Existen 
ajamentós de prueba que hobiliten a calificar La ueliizsción 
da: Li persona, juridica BH o de TED an frsudo o perjuicio de 


Las: terceros o en fraude a la Loy, corrosperndicá aplicar al 
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fowló 105 de la Lay F" 16.060, ismpubiidcos a cuienas 
pon da, contorse a deracho el patrimonio, nina, 
derechos y cbliglciones de la soclódad. 

Mica ráferancia a la responsabilidad derivada dal 114 
panal, eñ mdáclio Ss la, fuodaeartación dde da dama an 
a - Rós Y Bac 
coma lár' actos ilícitos, 


ión da ue pra inside. paro 


quanto al ainilisie 3% auto de 

proessanianto y las alirc 
a 

apregan, gua m6 icistid 

aásrzia ña dolo y dé 
4 


resencados. no axisti 


Lonas restitadas quer 10% ASCOaror, 
irauda el viclnalenra puta Bay 


amulpa añ ml ade an de a 


coneláarto nar lar! AE4 7 


í ideLenta las obligocl a da TÉÓM, ademde 45 14 Ssaiccenokha 


de determinados hecha An referidos qye lar aisatra dea 
resparinantitars. — 


financióra y oorraldto n 


factores da la región <crinta 
Argantinma-, 41 Beerha de sw Larmaro 
BElE= cón su ¿incónvea 
bescripa Y abunda an deta 
añal Fafarido auto dí pr 
resliuadas vinculadal Y 
Tes; orádizos crorgados, 
Caja Obrera, respecto 4 
Holding efectuara a Royal 
Bleos Anota, International 
¿EA Halación a la cás 
de, dsrdotoris A la loa de 
¿al Saro pa. eee Ta 
a : da arelon: social y 56 
Melidariónd aná law di: 


enté resolución «de ntáanceralón, 
ss de Las ápracióción=A4 rás? lzadas 
aciailárnts, en cuanta 4 AñO 
acistencia financiñnca del Aa al 
nagociación caúpalo 241 Dancoo LA 
venta de aocloneas qué Válos Pacail 
cid de las accionáas qué poñela an 
iding. 

nembilidad mrgante de la calidad 
artículo 3191 de la Lay M* 14,066, 
ssponsebilided objetiva, caofiriando 
la isndivitual. Na cocrarjonda la 


rsss participes ún lá carudsción del 
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peucro dass, mails que de hayá acluáde ¿68 dala. 60 cumto 
8 heobha ditatro, fee AA quien sebisnta uan de A 
anpos Liión solrentó Les deudas del TED, Super ns. lala 
fisrgh aCorpgró pagados gracias 5 MA, inasta 21 mati dos la 
intervanolón y ¿slajamiento de suas caprersatados ds la 
disección del Banco y de TOD, 

] Y a proceda la acción por daños y poriviciós yo que 
po en. pim ra ñi ss sagriss arguaentación alguna qué ¿ucLante 
del rodrrmación, sl stirora prue alguna ad rarpánto. 

á Ernca prueba. funda su darraba licita ipua 


ce la pretensión ds Los sotores, 


D,--A fajas ae al raprisóniiara de ALhi BSERS, ATmIES, 


sia Y imibra Peirono Assao onntenta la émmanda pnl a ramdo 
rua alOgura es haradara de Jorgs Pelravo Paroio, Es prlenra 
Ti 

ae Sen barrica de bléenas y lsd restantoa han =p dmisdo 


at 


la: soni. É 
al 
A Ofrecen, prueba Y soliloitón se desnctima 15 diaindr, 
AS 
hi LA > = La vaproesentante de Harcelo Cuadalupa ranas» 
rr mp nl Jj 


sontapte “La Semana a flojas 523 y +6. poniendo ¿scencienas 


la OE TR ¿alto de lngitimsción oamtiva y pnl, 
No, e formula contro su roprescatado aloguns Lap ueióa] 


Als En 


cano la Unica paracória der «l auLo dé proc nisnLo. 


ero que Ciara que er con al hathe ilicitó qué lo 
pedo / Lspuean a los dlcesptoria de Uh. Log 30tOT% 
Iipbiiro directamente añ TCD, Axprasa nm la dicacción 

bisteación del BM «ra ejercida dtrecitánan Ca paz ¿ly 
e noctónietar. quianes priorisaban los intarédss de 
Erupo. al que pertanecian, Crups Vilex, an daispádro de 
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Prrosszas dlrantás de br. Lós ónicos quee setalan =. toda Lag 
sapreras un sus colidsdes da intégrantas del Svep-, eros Los 
hermanos, Pelrano Basso. Tampoco existe nao anu! enla la 
cunducta de demandado y al deño suirido por Lar dorot, La 
actividad de su raprasantsdo no ténlá nóda Qué 2 ¿A la de 
_¿TCB, —Gnica institución en la que los schores elizacco las 
invarelcs as qua reclaman. inisistáncia de cuelga o. Ll s5tust 
del demandado, fue al única entro los dLiractoros y ¿acantaAd 


del "Un que planteó discrepancias con el Minálo 1% 7 gue 


hacian £us SOGLonieLas y qué ránuñnela al divesicsió + A» la 
paranoia «1 2% de abril de 2003. Agents de páatdel cu toni, 
añ pr damnificado del Grupo por habur depasiias 2 == lla añ 
sen dera iyea dé dinára. Aludé 4 ¿u actividad én ol TA, al 
“dseserorio dal Laser y Au Forma de artusción, a Ta contada y 


“exitosa cono empresa del 0% hasta el 23001, a có a la 
arielo orarrida an al sño 2203, Derecriba la eparal lua del TED 
po la que al co-denandado as ajeno. 

CSontradión las afiraacionás reslinados 01 ca Jesinda, 


cid alca de alegssionss cano ratas Tacto 4 da 
representado, ar isprocidernta 6n nusetío diráacho Ta decida 
Asdiiiddjl da raspoosabllidad, Pareca qué 25 ¿0004 por 
[responsahitidad cantas Luáal : Y par aseponcaodidad 
tertiracopteaptisnd. todos Los depisitos qué raclaman loz 
¡ACLbras Lan! excapeión de uno, fuéron cóslisidos cusudo Eu 
ragracantado ya mo pertenecía 01 MM. La, ilggalidad de la 
sojidar had, reclansda por los actorás, la eordena c0lilaria 
soltettpdo se fura nm el inciso 1* del arcfoulo 1771 del 


Ebdiga Civil, por lo qué 51 no alegarse ningún hasta 
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senecón de dañar por paria del desendado, Lo qee ni se 
clonado án la demanda, a pará al cano dí Dick 4 Teéél 
s Lita, datar La casponder proporcionalrentó pac si atovidad, 
para mo la dera ro a la imputa ningón hacks lilolte 
7 pos les hayá ditarecinado lás párdidss 0% raclamin, 
Hay pusencia delos elementos de la craaponsabilidad civil 
drtraóhtzactual, «sto 0 el hecho dilleiteo (ds:2ribiardo «n 
20 "ein diaria  oparácionas, —tráriacelónil y héchos 
cardos en calación al DA y aL TOD siendo dusdalupa ajaño 3 
deni sismos); alude tembión pl.nezo Sausal rafarids sl 
argáguto, 1319 del C£ (en ningún hecho ¿Lágáado pr Lós 5676 
ne participado su reprazantado Guadalupe y que ee vinculs al 
dáno reclamado): en cuanto al a«lemanto subjarino > culpa (no 
axinte nLaguns a cnc rnta án ralaciós, . que «1 65 
damnsdado actuñ 6% cuipst; finaleesntá rerperióc 41 dió (ña 
a soreditó que el verdadara deudas el TOM uo ler baya 
Amero mm dinaro ni que de la liquidación da ún na “aván Y 
: alterar. ntsguna resticución). 

Ofcaca prueba, funda su derecho y solicita se deonsatima 
La A: ] 

11.- al reslizó la Audiencia Freliminsr de-:¿reocepto mí 
2La 2*. fo abril de 2004 coso lo conelgns 41 2012 de Cojas 
¡STRIBTS) pa, como mui prórrogas de fojas 590/5%4 en la cusl 
8 desegis lar acepciones de incompaerancia 4 indebida 
¡acomplación de pretensiones deducidss, “Divhdo apilsdo y 
'coáti reads Le rásclución an ¡sgunda rada: DOGMA AUFTTA A 
fojas, 661,463. OS 


13. Peavio los trámites legales  —pártinsnter. sa 
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canon aL Anricho de dafansa 0 10h en “iertad de a PCoisa de 
sspisamainnto, coapaccolando Eu FOprodantante > Fijas “AR y 
am. confeatando la demsnda +65 rmdileda rep caña Lasión de 
Trad  Commáres: Bani (In Oficial Tiquidatiar:., pnanidaciande 
que el TOD actualmanta ss encuentra en procaso la liquilsción 
añ “Islas Csinmán, pára rocuperar y ldguidar Fun AOLÍADE pa 
poder pegar £ prorrata € nue acreedorál. 

Los cáóclasantés 56 £on Sitularése de rincon dipirito ni 
eráédito contes 4l TED, y por tanto cada la cocragporda 4n La 
Liquidación de su marndantia. Éstos ancregacron  ÚM uñáó «usas dí 


dlrará páráa qué ásta sctuándo 4 noebros propio paro por cuánta 
=4 


e erdam úe 168 actocás AFACTUSTAR un depánila añ TEA 54 para 
" que ño. la páarticipára áñ una parta do un dapó:cito pra [iaa 


constituido. En sete cazo al TOR caconara 000 oriadbir a A 
paró o as mirgún particular. Loa actora (60 Elañen Ss kogpún 
prdicol Fi, simblar conil TOD. 
Diraca prueba. funda su derecho y  soláícita,  —n 
definitiva ña cachica ls daessida añ todos dun TADA. 
bi a Sa continuó con la audiencia praliainar ¿fojos TÓÓ 
Y 59.) Cifóodose el objeto deal procáso y de la pruaba. 
- “16 Blligenciada la pruebs, ls partós slacaror de bien 


pesado. fojas 172/1930). esnvecándose 6 sudianala de 


Legtura ¡My saotancia para al días 2 de abril da 2004 (dacrato 
335/1090,de ir da febrero de 1008). prorrogóndosa pora 4l dla 
de her. . 


COMILIRRANDO: 
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M- Eñ relación 4 li demánda por cebra ds pedós 
deducida, 1 ae al prota Ed añ CA dá La 
Sogusentas ión scaspañada, dí donde sa deriva La 121 daBOLOn 
sntiva da las dsscandantes, m9 hablénd3ss dinorido la 
yinculsoión de la parta aotóra tanta c0n ÓM, on cin TC, 
pa" Los qué po háy ecatlvsa pará negiclá £u lapicleldid para 
¿cama Ao abrados. 

11)- Arista varón a Lor sonionantas 45 auna 4 qué na 
hará «an discusión Y ha slds adaltido la «xigctáancla de 
pom Junto scondaloo y que las denardadas Dn y TOO pertenes Lan 
L ¿mlemo,. tante por parte de log Comparécióntes 421 ns de 
le prueba documental y los acitiples tesbiaonias Primiados 
jor los Lastigos propurstos y cuyos testiecciós 24 J30EPATDA 
de Autor. 

ili= El: sbjera dé sata illLigióo En cinerá 51 lá acción 
me porra de passos de la sima Feclhesia, Da qua us 
isposttoda an ul cn. banoo olf-chora 00m domicilio  n Islos 
zaisdn. implenantada as tea del Em. Adecán al ¿rosada la 
wetaisión de la responsabilidad nica lor disindados 4 
putear obligaciones incusplidas por ul 160 61 01 nn virtud 
a 14 perteñenela a un misses grupo arcenómica dñl ss a lór 
e-dsaandados Jorge, Dantáa y José Peirano dazzo, los 
ástantps dbrectoras denandados y la rirponssbilidaid del 
Ainca¿Cent ra L dal Vrugusr. 

q. Inoponibi lidad e prescindencia de lo parctonalidad 
urtajea ("DIEREGARD OF LEGAL ENTITY". 

Dicha taceía está basada «n evitar el usa de las 
áreoñnasz jurídicas con abuso por parte de DETAD parsonar 


678-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


jurídicas o Cisiess, Miata la mirción An Ls ER A IA, 


al de una crención doctrinaria Y Juricpradoarrial Y ua 


Erataba de sorrar el elo de Ló parcoñna Juelz; par 


e. E E 
renlídad áciatáante delcás de ls micras, y ag! isa 21 derecho 
a ea roslidad, : 

Espreza «l artírualo 189 de la sácolsacia Ley pue “Podrá 
Pprescindlres de la personalidad Juridica des la cosledad 
 ¡Suando esta sea utilizada an Triuda s La doy. para violar el 
arden súblicó 6 són fraude y añ parjuicia += lan drracbas de 
Los socios, aoclonictan o Lercaros.- 

¿Aefiera entonces Aa Ersuda a la ley, 4 "lalición del 
¿práan Púb Los y al an importante Cupussco 07 nieho qué al el 
Fénuda en perjuicio fa los asbctos, sectonictas 7 1OTRros. AL 
decir ús Hiecids MHertaca an “La dánepsaitilidad le la 
parsonal idad jurtdlos=1 *“.. amiiticA fraude, “tuiits le qué 
astamios violando an slo £lpa dl» sel laz Loa, a 
“incuapliends algún tipo de responsabilidad cuyo origen 1en 
UN "contrate, 5 cuándo istaros cometiendo yn h=cha icito 
que => “teaduaca on una responsabilidad astrasónmtracterl...* 
] iLa: Huava Lay de Sociedades, P,C.U., 1% ed... pi. 851. 

“Y sn mu segundo inciso rafíara 51 abuso de derecho, 25Lo 
: 28 cuendo bayá uns de los tras presupuestos qué sbáños de 
analizar Y praviatos añ 6l inclas 1%, ahL 41 cuando 54 ve que 
a alrunado de la personalidad juridica. 

En identico sentido s4 exprézan Rigardo Divers Dercía Y 
3 do martín Olivera Añato al analivar "El dieragard of legal 
At ty sn La jurisprudencia”, rafiriódndcasa E que: "... ARA La 
uentigurselón da ls "“hipóteció legalas de Saplicición, 58 
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axó lo magielrado 4 dascorrár “lá pusteaciaio Lidl Juridica 
acera ara Frsmdulent orina, «picada Lo mac para ml 
ssño' particular, Cál ¿m6 Ll lá sido? ai mo 


"asistierá.” (4.0... 4* 10. pio. 366). 

=ñ£1 freuda, tal coro ln exige 8l Art. 3d La a Lay 
18.560, “daba ser entendido en cu uña sept La sncapeión de 
aigañoS, "al "angles de la paesonalidad fur dica de la 
seciadad csarrelal xd, 45 *“"pelncipis, un no rió Lícito, 
simivido y tutalado por al derecho, pero, "001 ATA CARD. EE 


utiliza Eramlulontasenté, e 50645 pira “unio ha “isiieción dn 
pormas próhibitivas, imperalizeas del rin ¿is e TpaoR 
perjudicar indibidaaenia y lan ze Lieulacos: y “alo remo La 
“finalidad de 16 ley" LOF. Pippe, Isaiaditas 00 cola nan, Lay 
H* =15,0%0, pigo. 074165. En confacudncid. Pri? + 1944 probado 
lá “eiciencia del daña ¿roducido, a «sn 4200. vio La pruaba 


de ld "existeocia de una deliberáda LLL CE prue, 
por do qua se “eonslaya que se ha probado, doiaciontamanta. 
el fraude cosatido 1 “ódnesmdro dé les Luláatojea dé la pacta 
dimindanta.<.* Teib. 6%. BDosslo ¿ni Heus, Pasécga Liatá, 
Bilagís (dj. Sént.: 311400 (A-D.C. N* 10 caño 2). psJ. 176). 
W= AL realizaría al anblició de 15 prusbí «rárgente de 
autos sn veleción a los hechos esgrimidos 43 la dicanda y que 
son la baca féctica de la. scción inclaurado, debe sur 
valopada cscionairente y 21 amparó de lóz cóglíó de la ¿sá 
critias, y que Llevan sl descisor a en gfalo 28 cormeicción tal 
para Tdecidir *l conflicto de intereses plonitpeda y no deba de 
splicarea un cricario restrictivo sl axtrero Lal au evaría 


a negar los derechos de los qué soncuccán arvtá la fjuáticia 
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iniredos Tos “lunse roóonta 4 lor pao cs cie FAA 
de asia paranñadidaidos jucidilocs que de nro Unas 1 
'aralizares y por lo táñto lléegár 0. ia cualidad 


cs, toniéninaa AA Causa SL metio hiGkir 00 y Tartiaoa 


e ocur can los hechos n qué 24 bar úl ca ico i0ALA, 
snalizar- Lag probprzdd 4 du cómjunte, cen 1 <umula 
para decidir sal conflicto de intarasoss pisco y 
rá un comnvanelolsató iros poro pres indias 1 La 


reonsiidád Jurídica ys que la alsso ha “ida aL11izsóa 


iándo del deronso 6 óñ un fin ¿ilelso. 


Sa comparta y sdta Pagiletrads s4 vealtó por os plaridad] 
Es la ebrierié que es realdze en Asta anpatto 2 dla Porsecia, 
Par 01 199, del TAC. dí 5% Turñó, intagrado 7 Vid MATAR, 
pida Dayza y Borbón an al anuario de 3 cipal del 


barecho Cosarcial. Tono 1%, págr. 37% y 200. 

WIj- Eurga de sutos A crilario de seo Jimberaria. ta L 
casponasb 11d del un añ “irtud dé qué ca ciñe 1234 ldab 
¿las oparáacionas «an la eodalidad TED. La enicternaian «<a 
parrieonio único +*l de ÓM com .l qué ás vúiasilidibs la 
ópersañonas realizadas on TOM, Lllezán a cáconaar La réalida 
'axistente dertcás de la personalidad juridica del 000, por 1 
qué sa, hará lugar a lo solicitado an cuanto 4 qué es el 
«qpalan Anpark rasporder con Eu pitrironis =1  perfule 
ocasionado a los reciorantas. 

pa. las deciariciones de Dantá, Jomi*y Jorga VEIRAR 

DAS HO prostadas añ Seda PFañal y que foresn parto «di lá pruas 
 —prasanteda., surge la refarida partenercia de los dsrandado 


al grupo econóclces deneminado Yelow, «Ll qué tenia u 
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hisracaión unificada encabezada por Juan Piubrános duda hTRAnDa 
Y paranaan sn Los distintos paísss doñds soLusbs, Le describa 
La condornación de cada una de Las uribidador quer timacilarntean mL 
Grup. tanto «a al drsa financiera Som A Eiinmmiara, Y 5 
qelanas integrábañ la Siena. 

atico Jorá PRIÑARO: “El clienta deí TCR * 41 55. El BM 
sospra mn cactificado da TEA y desputea lo participa 4ñ 
distintos clientas de su cartera. Untonass el ALOreLara no añ 
cliente úsl TED, nó dl cliente directo. El cliente del TED sa 
pH, na el ahorristas. Par ata rotivo yo dlgo que NA Llañé qué 
pagar Y despuádn reclamaria al TCO. £ltuarión “Tisgtinta al 
cli=snta directa qué coloca directamente en +1 EN ria TED 
Manda Lbód 5 via Sueños ALTOS O 00ño ESA". 

Por su parta Dante Pelveno «presó an Jade Penal: “EL EM 
A que dabla spoysr a todas Las ucidides qué sel lo 
“raquicieran y en particular el TOD yá qué issumplár corn dicha 
dprcitodida aca incueeplir con el 4 pues Ll grapo «sn dle 
ue, ¿Em todos setos bañnoos «41 an diroctoriá Figura un 
Pafcano. y para nosotros aso eTa espacislmente algnificatiwo 
para lon clientes”, ds 

tambi ml imecnntor de pa XAVIER, zatifica en el 
sel peñal la asistencia del Dcupo Adri como las 
_asprállos que lo constituyen, surgiendo tazabidn de las 
dlchapactones agregadas an autos a fojas 129) y 25. 

Por su parte TRUCILLO a fojas LIO, ARTO a laojan 1364, 
Mesa a odas 131% y GAÁAnÁT a lolas LI iensiaddón dsscriben 
po sra Sonformado * dntegrado el Grupo. 02 5520 up 
actividades. 
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VIL)-= Estas operaciones sa heclan s trado del 8m; 
sorando F aconssfando a sue oliontas que la ¿nveralón nn 
i Te ara ségura y que contaba con al cacpilods del G0ups. Es] 
hods La papelería, añ Las caspañaa de próomseión «qué al aro 
bacia, aparecian 53 £nteracós, Sus empresas e nirol A: 
ESG uanal y año La RD CORO UA ARCA dE pára moslrar 
grado de compromiso con la región, grado de solídes que a 
grupa presénta ár el mesntó en qué «etabár háciándo est 
prosoción. “El cliente £sbía que estaba cóntratarndo product 
de un grupa. 


Tambidn «Ll respaldo staba —éenslodo con 
fallatoriá-que pravania dal TA oy la identidad del leca con * 


cl 


dál TOD. 

¿En consecuencia y «de lo qué vleña dá avalivires 
deliaria dal Glbicio, Los demindsdóa hn ¿sgajrcallado 
¿Sem ql pin Ina Dv a bmneficiar al Grupo Ponnda nn 
que “partenectan y a las enprosas integrantes del misro, 
parfuteio da lor ahorciétaz y en particular 
cóclamontes de autos, ponlerds en riezgo su pitrimania, 

Siguiando 15 porición sustentado por HIOYIL 


trabajo” "Grupo de Jociedades”, el qué entiende «qué pus 
hácecas e... astanslón dé la imsutsción, an loca horissstal, 
Lab - qué. amb inslicuciones consideradas “heTrans”, esto 
a 5H 3 le TOR aa sosatidas a un único podar de decisaidn 


como seña secado sotlclantámánia an Guida cs la ru 


analiidia. 


Mir Da la iniormición brindada peor «l 6004 » fojda 
1108/1172 surge la integración del paquete accionario del 
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PER elora qué los intágrantes de la ¿sallia Palr 
desprabán diveclanarnta el alero pa 90 dirost nto 6 eS 
sentoriimran de lan instituciones que du senloresk 

T1X3- Por su patio la cólación que ds +stóblitcs anErA hl 
clienta y la insiitución financiara se hazs an (1 prinolpjo 


e la conti y Un da informeión qua Aa mlcas de 


| 
ad 
cala. aL aus « la iransperancia del carckdo que d 
erro refilojada an una stequada informición. 


Comó lo sañala Eduardo Darbíar 4n *Com La aal 


Bancaria”, Tomó l: "El ulianta confía plena Po su ARO 


3 


sin que pusdoa justifica “culos són La elena Las que 
Alava a q soto de fa cue an *huarna medida amó gimanta 
sona Tñ imagen que el rooplo Ranes “refleja de a1 misery 
el sAcÓapO. ” 

Las clláantás de uñá inttitución Dáañneerria, canta lman 
¿he 300 : wersalos an mstirio Pinarclara y nn tipsen 
posibitidad da Siveraificair sua imaralones cora pora obten 
“na ventaja por las inversiones que reslisón. 66 -EFALA 
personas qua inñvyiarctan los ahorra de su vida y pratanden 
sendiaiento adecuado 5 US arnpantal Luro. 


For. «llo debe arsliszarao 21 áte tipo de Slientas 


realiza una invareión un TOR a tro dol OM ará sontiíentá 
aaitigi una olunted »leqosda nn virtud del  nepocio 
astas calebrendo, ques de haber sido isforesdo o de ten 
“ebro ¿ de elementos respecto a la operación que asta 
a: do, na la hubiera hecho. 

En! imitarie sivil, la docerina antiarnda qué sí axigta 


¿ioabo que afacta la voluntad del particular sun en 4l,ca 
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den que -l autor hubliasa querido honafioinrla 151 siames ura 
exiacio dolo «n «l antánildo del la establezla en el 
ariisulo 1375 del Código Civil y 41 dacir de ¿ora DAHARRA 
deben CAPA or daños csusados a La viístics por 01L <ngaño 
cuado yá qué gañacá us vicla dél cóonfóntialents Lal qué 
haba qornecar La melidad 
nisño sentido sn antian 


enetrato añ [sra ralactiva. Fn al 


par parta dá la dcirina que la 
conduce eee tesbidkn 


toda alle deba anal 


genarár el dolo. 


aária pará vár el la voluntad de 
quién cesliza la operar con la antidid brucaria no entuva 
visiada en dichos snantúil 


ya en an muanta a da informioión 
A, , 
cablizada an cuanto 41 


reducto. 1 destino del misses, La 
ni tuación «> miaico Pibaini r EN ETA sae dados que 
intepuiarún, asi ou Lag] afectos de la eperación realisnda, 
Uña que de conocersa en 
e calepiearla. 


¡Debe destacarse que 


gres cabal, lMlararión ul climtó A 


E se há probado en dul qUe ¿es 
actora asín inversionistas “versedos an la milariáó, 56 dí 
aorerita que renlimara ¡la operativa caspecta a Eb, con 
enteriocidad, ni an fak=a habitual, sino ua orga La 
pre A de una cola ración de astas coriorariariona y 
due .s la que y sumado a ello Yo que es 
sanitentaro da «pea La 
funstonpribs del propiel EM. los que ácomiajarcon sobra La 
¡stas dl como del eecfsldo del grupo. Zpmbidn incidió la 
Anto rmnz ton que se dabal vespeoto a» la sgsivincia del grupo 
¿¡onémico y "laz bosdada 


caciva sa raalizóá a inatincia de Los 


del producto ofracids, 21 Bm en su 
participación en calidad] de comisionista. conocia la ranlidad 
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dol TON a la Cocha de 1a roaalizoción de la cponrativs y ohiáó 
sdvertír a sus olisntes. los seterés de subtes da La elLusción 
de Lilguides por la que dleba institución ¿raro Adams 
La "particular añetsación da qué Los fondos =<rón destinados a 
financiar otras  —ammpressa de grupo, hastár taánbids de 
erre la A 2lrilista del dóls que iq de 
analizarse. prevyalaciando los Litecrissa del grepe *+roanfales 


sobre los de lo9  pirticularés invecrilsnisiós. Ls qué 
7 
'aWlldascia la rasporrabilidad de sutos del OM, va qué mb 


Aelatió una Tronaperitnió informativa y aida a ra con 
da información que sa daba que es an ajusraba a da rosládod 
sparanta en la época. 

Ducgá aciaizas de la declaración de varios tnsi ligas La 
inferacción que añ les prinfaba a Lon clientas a FIA 
somo que Lovertíc en el 700 ara lo alamo que hacerlo en el om 
A Arco; por al respaldo y la eomfianzóa en ..1 Grupa ensarialco 
al cual pertevecian. 

sl DIBEDINO expresa *ecando al <liantó invorlia en un 
cartificodo, da TCM ss la ofrecila 5% cnctidicodo coa la 
Garantía dé Mm...ló qué atrala ventaja en la tara y la 
auirúridad. tántia La garantía de A y las Ens dupariorarn... 
la aéparidad la debe el A, com su ráspaldo..."” (ojos 1151 y 
1152) 

Pombama +eciará 6 fojos 115% que ¡“A los oliantes se les 
dota ue las participaciones TOR ecán a prodecte de una 
* Eres ción ue ara del also grupo que el DA" 

apo Par $l parta los es-decardedos Jorge, Jos y Dante 


«¿Paivend Basso ¿Zdoeben der cásponsebilisados <om> integrantes 
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1..grupo aoontalos Táfarido y am virtel 
ráslicado, an rceleción 4 la teoria del 
Pp 
Sqnacokes y responsabilidades 06 incartan 


A. ¿mitad 
ditrepard. Dun 


dentra e las 
previsiones de la acoión individual de rérpoicabid idad de dor 


directoras de S.A... 14 qué A pañsr de 650 tor praia 0 


1] 
MUA. da reoho  — pasllisa, En lá admin y Ln ENTE] 


didicilcades. 4 61lo 4aba rusncea quá TATG*"  dená oy Panta, 


Tusren prota par 7 justicia pirgiardo serogado 


Ja, F a 
ES del Craterido A 


do: con de repibo lam AR da  reapansat dad 

adas am virsud de Los hsohos asstrafiós a sum reproiantades 
E la erinta senpásics y Financiera de 15 Argentdna=, al 
0 


de un tercero -41 DU es 2u aeclonar> 331 co la 


. 
Tia: A . . 
A tpaclón: de Curas enfor o onpan fortulra derivada de Ya 


0d ds es a A 
derrida bancaria y inn antaras nenrridAna rn la ragiáa, 


añ des 
Mingena Pr silos reniate a) silos amilasa Frintia 3 163 
A EAN . 


PUPULFLOS analizados uE Fupra. 
Meira ele 


mm La información UA E le brindara 31 silmie, Ab 
rie 


nu. Pues sa Limitaba a raípildar la opero ión sl 
E ml a 

¡Ha pristencia ¿mi grupa «*oontmados, no inforedadode + farma 
Eleqmeso., a: ml riesgo adletdonal que spatPleihs, 1 
Aigersión an- ina entidad con anda en el axtárlor. corosiando, 
sena, Ae dijera, loa artoras da puficiartia ennocimi emi como 
E ño, simo al rinsar, ¿pa no ara adecuada infarmado, 
es 

pe stándose el destino de lss fondes 30d ena qua ran 
A . 


dari smomna plaza de mecho riesgo c6no «rá la argéntina 


A! . “ 
an ens nonento, que de haberle sabido, 00 MSOESLOPAMEAS, no 
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an accedido e resiizar La oparaliva, dido ternisado an 
a que lau inversiones ca realimarón «nica 10 PAROR QA 
E guna de 1003. 

a A as ¿ulcio de aete pantano 4 don Los 
Upeertor para que los hermana Peirano  £ACUTTEA 
acporsabilidad, 4 aer: lá aparátiva quí te desoribid 
contiigura e1 hgrha ifecita, trebián sa espfigura sl alemanes 
subjelivo de la culpa, a5Ll com al nero <susal entra la: 
¿comducta dasarrolisda y el perjuicio ocssionsdo. por 16 qua 
ás hará lugar sola acción inginarada A Eu racpsoos. 

El articulo 341 dé La Ley 12 16.065. aplicibló an la 
bepería  celala; “1 aiminictralor o losa — dipactores 
raapondarán s9lidscipómente hacia la socledrd, los accionistas 
y los tarcáaros, per losa daños Y pertulcios ¿“sultartaes, 
diracts: o indiractamante, dá la +sislsrlsr qe lu y. al 
estatuto o al: regleserto por 4L nal desmapiño de ell cargo 
e4ñ al eritáario del arecteulo 65 y por s3uallee proffucidos 


per abans a Faeglriders, dnde a milpa grin, 


Lo darciasión de lana Pandos de un hanno 4 St tA 
consaguéncia de ello los daños y pecjuleios oscasionsed 
ahberdatas” amerita La condera de los harina. Pálrino 

CTA =, En cuanto s la respoñnasbilidsd de lsz roMtortas 
persoass Pisicos deesrdicdas Alba MNisss, Alone, Mara 
Pelrano Mario San Crirtóbal, Juan Dominga Matrí, 
“Guadalupe y Jos Irsola ¿seba rañalaríio (15 si 
punteslizacionss. 

En cuánto 4 Alba DarES, sepota supirstiite 3 Jorge 
Palrarids. Facio sea ocrsditá «sn autos con al corAz 
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habifndcoas porbado por ora parte y com ys dé rscharh 


¿póártión, eanejo y dirección en toda la sparativs ralecion 
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51 giocado 5 fojas 777 que la plsss > sra boreobera del 


L que o encontraba deparsda de biando, 07 BEPLÁÉNdCAS 
> 
por circa parte, £u vinculación AL fia, 47 Tb ñni ál 


sconénica wvinculsde a la foma Pairano. 


blanca, Harlóo y Luis Palcsno, hijos de Joraa PeLcaro 


ls, turbiárn demandadas en virrud dé $44 beradesLe, hn 
riada 5 Hojas ADAIOA nu rama a Tn 
ga probado nm ñutosz Al iguál qué con la 


ERranAiA y AO 


TIA ORO A 
soñar, Wingulaniór alguna 90m PABpacio A Lio nia LA 
L po > 

¡Pechazariá la demandas. Eu Carpecto, 541 core tashlán 


dana, añil 565 al grups acandmiso, pr Lo que p 
14] 


iralegiós á Alba Dadas StETAre. 


En cuanto 54 los restantes codecsodidoa  fatLi, 
ls dealer PR lea 


Eclatóbmi,  Gesdalupe $ — Ivaolr, A A 
prtriss que laván A seta Sertanciónté 4 hice? lugar A 
dqmanda inpateada á su riapecto, állo en < ¿ctud de ro habe 
praháda * 14 wainsalación (sen Tan Fun=tienss  "igontds 
gerenciales a resclutivás e ralación a lúñ initituclonia 
¿stare ación financiar dirandadan , Ai pue apa 
diracta an las sismo, lo que tua rolatañfe por dan LaEt 
que Sapri aran an suiós al ar interrógidos 4 2CúUAnTO » 
tareas desejespeñadas por Sales póreonas, Por su pirita sin 
de aLlaz ara secionisto de los sancionadas ¿nat iLuUcLonar , 


ido 


de A iripaña de las e«sotesos virculedas 1 greipo Feonóm 
participación diracia Je los harearos Felcimoa 1 CuneLO E 


som los Hancos sn Susrtión y CONO 55 BNaLicara ul Supra. 


17 de noviembre de 2010 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 689-C.S. 


s“ditá an rálación 4 la conducta de los Juasidsdos qué! 
Y puedo sec catalogado de ilicita, de negligente, oy 
LU stancis de impaciocla, ni que hayan violado la leg,' 
lamento on poromal dessespañia de aya Puortones. mi que haya; 
¡Lie dolo O culpas grava, mi 26 proba ue hsyón side Lem! 
pensab] ns da Ina prosantoa pera dcdAs dealrison pot Llow| 
CLored ni La axietoncia de cáxo Skiuñal +5Lrs 00 hecho 6 la 
cnlgión ds los A v al daño alagsd-. 


LoE diversos ieatisanios vertidos + ts avalañn lanl 


LE AE A O A 
O fojas LUNA, roHTaria (Pajas 1157. 10D [Fojar 
EEN ¿¿ MARA (fedos idas, MATER dedos 197%, MAROTO (CoJjas 
178% así coro fa lor fumotonatios del "ii TAUTFLLÓ (Loja 
1d. PAREAN foo 103%. 

AYEIY-' ál axsoen de la prueba aporicla en autos y 16 


api hecs relación 00m la responsabilidad 231 minss Tantra 


A E 
Pe dig, daña anatisaran ai nu nenita. far omian a pa 


AL “antrdrto acorde a lá snorailda aplicahla cn relación Ñ 
ESTA 


contralor” qua ajaiña. = A eriraria del BALI LAMA an e 

el RA 

contamto *ivido por 13 rosión como resultado de 154 cria 
a Er » $ L. 
s00>mfca: Y Cinamalara y los móóidosz adspisdas por 1 
PE 


autoridades esonósicas del vecinó palo (Argéntirs), ¿51 : 
la corrida ds las pirsonss psra logéss hicores de su 
dépústtos. La acticud el 604 en relación -=35 ai control de 
* 6H y, lps socinissol dieplegides por +1 algo y que surge 
accastragos: AAA sl aproba tE Li A 
an la” ásxperleión dél pinco, snté la continuación de l 


'anpepteión: an wvirited de Los prdrtamóa 20651 2204 Y qu DO E 
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cubrir Lid de eolica dérivadia díl "ogarrjlliclo”, - La 


integración de capital por parió de lar auLoridades del 


necia de ráquicio parartiíaa bhipotecari5óz y prandarian y 
ñ 


slución y liquidación de las iótiterlensr cs na lograron 
DEPararas. 
dates nadidas surgen de la decumatiación A5vegada án 
Ena y adégpdsa de leon taztiminios de ler EsEtigón ua 
dspusLaron sm cslación 4 SELOE Hhachos crmñiladós: TPUCILLO 
Afojar 115741164], AABERO Efñdan IABIN y ANI Fajas 
[aspj/ccós), per la qua su desicnar 15 ar pasible de 
mcponsabilidad. a 
ns FIM=- Perpáctóo A jon daños y parjulglos ceolimado, el 
signo: mn Aurgs soradifado en autos y +5 +irivd de Lor 
¡principles ds la carga[de la prusiba, al 02 scinariv Angina 
arto pepbot ario qua fala log dichos da lon ACULOTES para 
E DR roolansción en +ail asptida, ee 22 Ent lugar a 
La; reclamación dá loe elema. Ho siando ll “ise. As critário 
as Áflelo “in re ip”, sto que deba e slscusds Y 
dorceprizente probsdo. n> hibLándcrs po. liinda trio 2Lgund, 


pot ólo que án tal sentida proceda dagertimar la aeción. 


-, >= La conducta grorsssl de lan partar 55 EATECA la 


imposición, de condenaciscóz especiales fariiculos 65 del 


códiso Ervil y 56 del ¡gs Gañacal del Procaro?. 


Por. inles  fundoepian yo ls dispasictonas lagalas 
adria, 
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HACIENDO LUGAR A LA DEMANDA Y MN Zu eri 


Rp] EA EXMOFONTEILIDAD DE OLA PERTOMA _IUTÍDICA DEL 
: ANO COMIRCE BANK Y CONDERÁRDOSE A ESTI. AL DANCO SE 
IONTEVIDES BAs (EM LICUIDICIÓN: Y oh DADTFE, FIRE Y 
PEIRANO BART, FORA SOLIDARIA, (“1 aro SE LA TARA 
RECLAMADA, COM MÁS LOS INTRRESTS DISPR OLA 7 OTÓN EE La 
PEMANDA HASTA SU EFECTIVA PESPFIUCIOR, 

DESESTIMÁNDESE LA DEMANDA EN BELACIOÓN A 
¿EFD FTAJANO. BLANCA. Manda Yo OLyISA PTTAANHS Saco 
CAN CRISTÓBAL, JUAN DOMINGO RATTE, MANCELO GUADAE 
IFAGÍA 5 AL OMWCO CENTRAL DEL URUGUAY, ASÍ cos alias 
Y PERIUICIOS RECLAMADO 

SiN EBPECIAL CONDENACIÓN. 

ESTEUTONIADA, EFECTUENSE LOS TISOLOS"S A 
APETERE LDGAN Y OPORTICEMERTE, EREVIA AESSETCTÓN VICÉS 
EÓN ECUTRAMTOS" FEEPOA, Los ÉUE SE ESTIHAN Fita pen pe 


ma a 


32.000 PARA CADA PARTE, Anc E 


E 


HOTIFTNEGI A SÓMTCIETO. 


Bs. ALVARO GOmÁr== commdisa 
TULL LETAL 
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DICTAMEN DEL MINISTERIO PUBLICO 
DE + DE DICIEMBRE DE 2008 
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MEnistario Filbor p Taco? 


Señora Juez: 


[) Abentó a que el compareciónte Luis Muni 00 ha sido 
sometido 4 procesó en está causa y teniendo presente la 
documentación agregada y demás veseltancias, podria UY acceder si lo 
estimare pertinente y sl no exisierso medidos pendisates que 
ameñtaas manteses la incautación opartudacnente dispuesta. 

II) Respecto a lo dispuesto por Ley No.12414, art”, de 
fecha MIOS, entiende este Ministerio que comesponde tener 
presente la misma, en su caso, en la empa decisoria pertinente, 00 
afectando en este extado el trimiñe de la causa. 

En efecto, no obstante los (undamensos legales que 
oportuvamente sustenteron los procesumsentos dispuestos, debe 
tenerss presente el carácter esencialmente modificable de toda 
resolución de enjuiciamiento (c£ Art 132 CPP y Sentencias de la Sala 
de Primer Turno Nos. 109/97, 12397 y 9/00, a via de ejemplo)» Es 
en oportenidad de la acusación o requisitoria (o demanda del proceso 
peral) que s€ ebre el verdadero debate connatural al nsoco, y pe jan 
deflnicivamente por el Ministerio Público los bechos que se 
consideran probados, con relevancia penal, y la consiguiente 
calificación Juridica, -Asi se concreta e ejercicio de la acción penal 
que el Ministerio Público había hecho valer en forma genérica en 
oportunidad del procecamiento del entonces indagado (ARLAS, 
Cuno de Der, Proc, Peral, T. [pág 147). 
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Tal el es50 de autos, en que el Re 
cumplido ese acto procesal, articulando los bec a 
mencionando la prueba que les sirve de sustento y el 
perfments en fbmara penal vigente.- Existen pues, a [ri 
Ministerio Público, bechos probados con trascendencia judo 
[vista RP 1816 de 18100).- 

Por tanto, cumplido el ribual procesal co 


expedirá en definitiva respecto sí los hechos «¡ue considere jorobado 
su calificación jaridica, oportunidad en la cual apreciará 
incidencia de la ley N* 18411 en la presente causa, sin perpuici 
actividad posterior de las pares. Habiéndos* entablado : 
tipica del proceso penal, que es enanifestación del prin 
acusatorio, corresponde un promunciamierao cportano cel decime 
producto de la armonización de tel principio con otros tales 
“hi pol cura”, es ss 0 no en el sentido de 
requisitoria, y por los fundamentos que considere del caso. 


Es mérito a lo expuesto, entiende este Mijiries 
este estado, que sorresponde proseguir el trámite de la pia 
ritual procesil previsto legalmente para la etapa q 


actualmente la misma. 
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NOTIFICACIÓN JUDICIAL DE 5 DE MARZO DE 2009 


(DECRETO N” 2063 DE 11 DE DICIEMBRE DE 2008, 
CONFIRIENDO VISTA DEL DICTAMEN DEL 
MINISTERIO PUBLICO 
DE 4 DE DICIEMBRE DE 2008) 


695-C.S. 


696-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


CEDELON 


JUZGADO LETRADO DE 
PRIMERA INSTANCIA EN LO 
PENAL DE 7mo. TURNO 


MEHES 1469, Sto, piso, TEL.9152137 - 9154537 - 9155336, 
FAX 6154891. 


MBRE: Dr.  Codlla SALHON.- 
MICILIG: CERSITO 430, ESC. 507. 


OE X= mA 


EN autos oscaiuiacios:" PEIRAMO BASSO, JORGE Y OTROS.- 
AT, 76 LEY 2230.- 


Elohac (UE 51 16123002.- 
DECATO He, 2063.- MONTEVIDEO, 11 DE DICIEMBRE CE 2008, 


ÁA/ escrito de fz. 53658 a 5370: devuelvase 115 3 
solicitadas cojandoso en autos fotocopia de las pu 
oficiandose a sus efectos conforme lo solicitado.- 

Alo planteado por el Ministerio Publico a fs. 5373: tengase 
presente con noticia de la Defenza y vizta a laz mizmas.- 


“Y ne hiblende encontrado a Ud. en su domicióo, deja al presento € EDULGR 
que sello y firmo en la Cisdad de Montevideo, el día CINCO de MARZO del 


N* 56 - TOMO 475 17 DE NOVIEMBRE DE 2010 


REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CÁMARA DE SENADORES 


PRIMER PERÍODO DE LA XLVIla. LEGISLATURA 


55% SESIÓN EXTRAORDINARIA 


2” PARTE 


PRESIDEN 
LA SEÑORA LUCÍA TOPOLANSKY 
Presidenta en ejercicio 
Y 


EL SEÑOR ALBERTO COURIEL 
Primer Vicepresidente 


ACTÚAN EN SECRETARÍA LOS TITULARES HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI Y GUSTAVO SÁNCHEZ PIÑEIRO 
Y LOS PROSECRETARIOS YEANNETH PUNALES Y MIGUEL SEJAS 
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ESCRITO JUDICIAL DE EVACUACION DE VISTA 
DE 12 DE MARZO DE 2009 
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Señor Juez Letrado de 14, Instancia en lo penal de 77 Turno, 


Cecilia Salom, defensora de JUAN DOMINGO RATT] en la causa que se 
autancia unta es Soda, individualizada bajo Ficha LLE, 2110637005 ul 
sañor Juez diso* 

fjuo vino 1 avucuar la vista confenda en aus, «a los pobentes 
a 


D > Derogación local del debito 


L- El art. 2 de la ley Y" 18,411 derogó en forrsn expresa, entre otra 
disposiciones, al art, 76 de la leg DN" 2230, 00 tango á tuya fura delictiva se 
eocusnta procesado el oneauado, 

2. Como ds notorio, la disposición derogada -harto cuestionada por su 
debciarte bícnica legislativas, contemplsba custró modalidades tipicas 
coofbrsadas por 6l fraude, la simulación, la viclación de estatutos y la 
violación de tara ley de orden público, 


mc senda dad " 


5.- La mentada derogación legál importa, a todas lacos, la turmaión del 
delito en cualquiera de sus tuatzo modalidades tipicas alternativas: valo dectr, 
la elimisasón de eno ¡licito societario de puestro ordenacicoto penal positivo. 

A Obviamente; tráatindoss de una ley raparrisicuta que deroga un 
Anbito preematante, comsttuys insquivacarente un supuesto de ley más 
"banigna. que morte pleno afacto retroactivo. 


5: Teratásdoss pies de una ley posterior más benigna qué suprimo un 
delito preexistente, la misma tiens plena eficacia oetroacriva y ss apicz n 
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hachoa cometidas con anterioridad a su entrada en vigoncia y; de suyo, a todos 
Jos procesos peunles pendientes de trámite, como ocurre eu el sub cuate. 

6: La interpretación es unlvoca, al tapor de la letra clara y contundente 
dal art, 15 ise 2 CF. y del ant. 7 ino. 7 CPF, puemo qué aubas norTeas 
estatuyen como contéciiaca de la rebrcactividad ya referida, que se verifica la 
ospesción del comesay respectivo, 

A o A € 

_Jegalmcute posible conmover la fosa fungada ante la supresión de uo delito, 
atacando la sntancia de cocdena ya ejecutoriada a través de la promoción del 

3.- En definitiva, pues, po puede caber duda que la derogación del art, 76 
de la Ley - 2250 que fandementaba la imputación penal del enjuiciado, 
determina “peo jure” y por razónjde rebmacivided, la clairura surcmáltica de 

ba Dilo ¿iaallerara, sn efecto, que la antedicha imputación referida 
al disogado axt 76 de la Ley IN"2250 configura la dempultecio ¿urár y el 
fundamento de la sujeción procesal dictada en primera instarcia y confirmada 
por'al úngano de alzada. 


IM. Eleregaamiente y su ratilicación 


10.- En electo, en el scrbreramino, ln cuestión de marras cobra 


sinó también — fundamen - porque el ad quem, en su interlocutoria 
: Y 168/2004. leatableció que el fáetico ponderado por el requerimiento 


¡Público Tagresr sin dificulerdes en el art. 76 de la Jay NE-I30 

rd ús le SUlG no percibo la razón de utilizar la figura dal art 5 dela lap N" 
INC. por dllo revccará la imputación y mantendrá al procusamiento, pero 
Ko E de Aura del art. (76 de da Jay N' 2250, sin perjuicio de 
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11.: Maturalso%s, al amado principio de eoatinencia de la causa 
obliga a considerar la decisión oportunamente adoptada por la Sala de 
Apelaciónes de Jer, Turno, que descartó cxpresanónte —distando la revocatoria 
parcial p auto de prorariienio impugnado”, la aplicabilidad del art. 6" de La 
Loy N” 14045, 

12- Y, por al fuera poo, debe valorar la Sade que es el cum del 
proctado KATIL, la platalorma bictica de la acusación no ka j 
relación m aquella que motivara oportuenmenta el pedida de p j 

13. En otros términos! tanto al formoalar ol roquerimiento inicial 
de procesamiento), cuanto al deducir la demanda acusutocia, al 100 68 
formulado idéntica imputación fictica, sin variantes. Y ess imputación, 
lo dijo la Sala de Apelaciones, ingresa plásticumente en el tipo del art. 76 
Ley N" 2:2%0, que ed el delito por el cual ése conti 
¿de suerte que la retroactividad del art. 2* de la 
18,41 Hdevisra inexorable, 


Y) Bafutación del di fecal 


14.- Ho sa ajusta a derecho el criterio del Ministerio Público, 
sostiene que la derogación del art. 76 citado debo tanerso presente "en la 
decisona portísoote, so afotaodo en 050 sstado el Criaiido de de causa”. 

15.0) El hecho de que el auto de procesamiento sen 
molificablo Úrt 192 CLP.P) y que reción la dempnda neusntoria, 6n 
plenario, dl ál neta procnaal denda 6l acusados fija la cnlificnesón 
sejerco la acoós penél, no 666 arpaméntos pará postular la p 
procaso hásta la etapa decisoria de sentegcia, ni menos aún, para 
añ lo reales, en ojercoio del priscipio Jura gor cuTee. 

16- En puridad, tanto la norma custantiva lart 16 ¡oa E C.PA, 
la norma pdjstiva (art. 7 inc. 27 CPP), dictan la conación mn 
consecvencia de la copeoicóón del debito; arto es, an modo anbieipado y 
de culminación del juieio, que no continúas la ritualidad hasta el di 
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sontóncia definitiva de instancia, £inó que supona la clausurá ipeo jure del 
duicia, cualquiera sun la etapa «en que ss escuontás, que debe operar 
are enda. 

17.: La mutación de la calificación juridica en sodo de acusación cáreos 
de relevañcia pára comaover el razonamiento que viene de exponerse. Porque 
la esandial provisimalidad y roforma del auto de procesamiento puede 
eoncrotarss, no 050 la interposición de la requistoria de Acursción, 56 A 
icdo de sentencia. Sólo que, en las particulares condiciones de atos, la 
iupresión del rento por vía de derogación legal, impide proseguir el cures y la 
stusliidad del proso basta €l momento del dictado de la sentencia y, ánteñ 
bien, impone ra clapsya anticipada, como consecuencia de la retmacióvidad 
absoluta de la nueva ley peral más benigna. 

18.* En soma! en al caso de autos so puede ni debo llegares el dictado de 
la séencencia definitiva del grado, sico a la clausura anticipada del juicio. 4] 
inikmo tiempo, la modificación de la calificación juridica en la demandas 
acusitoriá (valo la pona reiterarlo: sin modificar la plataloreaa fóctica y luego 
dé'qué el dd quer hubiera declarado la innplicabilidad de esu nueva figura 
penal. en la emergencia), es us argumento que careco de relevancia juridica 
pára no nécedos a la elsasura del proceso, como lo manda la ley. 


Que es lo tenga por evacuada la vista conderida y se disponga la 


claosura de coste procaso. 
Sireaós ql sañor Juez provoce de conformidad. 
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NOTIFICACION JUDICIAL DE 14 DE ABRETL DE 2009 


(DECRETO N" 400 DE 20 DE MARZO DE 2008, 
TENIENDO POR NO PRESENTADO EL ESCRITO DE 
EVACUACION DE VISTA DE 12 DE MARZO DE 2009) 
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CEDYLON 


JUZGADO LETRADO ME 
PRIMERA INSTANCIA EN LO 
PENAL DE ?mo. TURNO 
MISIONES 1460, So. piso, TELIIS2137 + 9154652 + 9155330, 


FAX 154581, 
E: Dra Cotilla SALHON.- 
CILDO: CERRITO de0, ESC. 507.- 


a 


En siños caratulados:*"PEIRAMO BA4350, JORGE Y OTROS.+ 
ART. 76 LEY 2230.- 


Fichas UE 914 163/2002.- 
DECRETO Ho. 400.- MONTEVIGEO, 20 0E M4RZ0 DE 2005 


Atento a la fecha de notificación (fs. 5413) y habiendo vencido 
el plazo, tengase por no presentado el escrito que antecede y 
estoso a lo dispuesto por Decreto de fs, 5417.- 


Y no habóendo encontrado a Ud. en su domicilio “dejo el presente CEDULONM 
que sello y firmo on la Ciudad de Montevideo, el día CATORCE de ABRIL del 
año dos mil nueva.- 
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DOCUMENTO LETRA N 


* SENTENCIA INTERLOCUTORIA N” 1228 DE 16 DE 
JULIO DE 2009 DEL JUZGADO LETRADO DE 
PRIMERA INSTANCIA EN LO PENAL DE 77? TURNO 


* NOTIFICACIÓN JUDICIAL DE 15 DE SETIEMBRE 
DE 2009 
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= 
ye 
Meñdec. 16 de juío de 2005,- 
WSTOS Y ATENTO: 


Estos autos en wirtud de la solcñud de clausura del proceso planteada 
per ls: deñertas particulares de lok encausados: Jorge. José y Darse Peirano 
Esso, Marcelo Guadalupe y Juan Domingo Rate y la defersa de Oficio de 
Mario San Cristóbal, a partir de la vista conferida por la sede, por auto rro, 
2630 fecha 1112/08, aterso a lo vigencia de la ley 18411. 

Por E referida ley, se derogó el art. 76 deley 2.230 que peralizaba la actuación 
úl los drectores y adminisitadores de zocedades anónimas en cuero 
comelicran fraude. simulación 0 infracción de estaitios O de ura hey cuakpiera 
de eden público, Dicho dels lus €l que se imputó a los enfuiciados. en 61104 
Conterida wigta al Mir, Poo, por auto ro 1970 del 28 de noviembre pasado, 
respecto de la derogación del prernencionado artículo, la Sra Fiscal Nacional 
en lo Penal de llo tumo, la. Maquel González. se expidió a ds. 5373 
tonciderando gue comesponde lener preseñda l6 Pastya nomalha, 6n Eu t450, 
en la olaa decisoría comespondiente, no afectando el trámite que cursa 
aclualmente la calza, 

Señaló que los procezamientos dictados de los enjuicodos donde se les 
imputá 5 figura abora deregadr llenen el carácior esenciolmene modificable 
de toda resolución de enjuiciamiento y es en la oportunidad de acusación 6 
requshoña - demanda del pooveso pena que se abre el verdadero debale 
conmalural al mágma y, citando al Prof. Arlas, continúa ciendo que ES eN esa 
menerdo qué "eo fan delnibvamrorndte por el Minnzleño Públco les hechos que 
se corasderán probados, con relevarca peral, y la consiguiente calfeación 
jurídica». As] se concreta el ejercicio de la acción penal que el Minisberio Público 
había hecho valer en lormá penénca en oportunidad del erfonces indagado”. 
En el cazo, el Mn Poo. Pa arulrado loz hechos que consideró probador y 
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praéba documental y , La dicente as actaal iutar de esta sede peral, 
desda el mes de marzo tresertes año, recibiendo estos autos al despáche al 
ponerte para res pecto de la invocada claLsura; en mayo. ¿ 

Esas actuciones +4 ehcuenitan a poco de corel la causa, restando solo 
dligenciar una prueba É da a bas Cayman porppárte de una de liz 


armani 5 panal apliado, y 

Es a5l que, ante la exis! miz de hechos presuntamente delictivos en los cuales 
- mesurtamente ha pprticipado detemirada personá, se dispone su 
¿emfukclamiendo, a re flora Fiscal, el fuera lun Meta porsegula de oficio, o 


* playa denuncia de vida . bajo la imputación primaria invocada (art. 125 del 

- CBR). Esta rescluciónfludicial, sentencia mertecutcrla conocida como auto de 
ehjuiciamiento o de Procesamiento, es relormable de clicio si varian las 
drcuratarciós que se fomaron en consideración al morento del procezamiento 
lar, 132 del C.F,P] 


A partir del procesamiento se abre el sumario, epa ul que se reunirá la 


fantes, Ministerio Pública y Defensa, propondrán las prusbas que resulten de 


-.. interés de cada a fín de sostener sus respectivas posiciones ( art. 163 y 
: Wencido el plaro del ario o de la ampliación se pasarán los autos al Min 
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enla elapa del plenario, determinar que los enjuicilados no comeñersa delito y 
resolver la absolución de los mismos, : 

Pee para deciór cuolquiara de este añermoas, debo aralizarte la casa in 
totum'con toos los elementos probatorios incorperados y los qué restan, 
Corsldera la sede que resolver la clausura en esta etapa procesal, implica que 
eloficio indirectimente está negando la calificación formulada por la Fiscalia en 
¿la demanda acusatoria, adoptando entonces una post acerca de los hechos 
que ameritare: cua azaciones y ls anfulicionmientos respectivos. lo cual 
implicaría prejuzgamiento. 

En suma, sin taber concluido són Ll cobsa, esto es, sin que se hublera 
terminado de reunir la prueba Espuesta, sin ol les alegatos ce bien probado, la 
sede 55 pueda expedirse comiderando que el delo que ameñtó el 
procesamiento es el que comesponde aplicar y por ende deba causurarse el 
'froceso ni tampoco puede decidir que la clausura no es procedente porque 
¿Gdiiciamente estarlo afimando que los hechos encuadan en la calificación 
Juridica dada en la denanda acusatora. Cualquiera de estas posiciones implea 
adoptar posición antes que la causa esté en estado de decidir, 

' afila que el Min. Pco ha cambiado la calificación juridica sin valcrar hechos 
¿lsevos el obras pruebas que lbs que coralderara al sobcitar el procesamierio, 
siendo además que el Tribunal de Apelaciones, en su oportunidad emendió que 
tales conductas te adecuatan a la figura penal del art. 76 de ley 2.230 incluso 
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descarando la aplicación del art 5 de ley 14,005 (ireolvencia societaria 


* fesudolenta). Eo 


«La modificación efectuada porel Min Eco, allirman careco de rolesancia juridica 
- «debiundo por ende disponerse la clausura en forma inmedima. 


> Partimos de la bese de que el contradictorio st consituye precisamente al 
¿úpliricarse la demandi scusatora y contestarse la misma por la contaparte 
determinando entonces el objets de la ltis que habrá de resolverse en la 


+ : gentendia. Para verificar sl las afirmaciones que formulan las defensas en lo 
qué respecta a los hechos y pruebas que tomara en consideración el Min Pco 
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actuaciones ¡asta ese momento realtrados, siendo rellerada por las salas de 
apelaciones la premisa que precede sus decisiones en estas ctapas dal 
proceso, esto es, el caráctar provisorio del suto de procesamiento y en su 
mábito de la imputación formaladi. 
Mendierdo a esta premisa. las conclusiones a que ariba la sede ad quem' 
resolviendo un recurso de apelación de la sentencia interlocutoria son referidas 
A ee maleñal que ha terído a la vista para decidir pero elo ro sienta las 
bases para que. en caso de haberse discutido la calificación delictual, devenga 
inconmovible la misma al punto que el Min, Pco ra pueda variarla en su 
acusación focal como así lo ha hecho infolios, Sostener esa solución sería 
intibir al Mirisieño Público de sus facutades connalurales y determinar de 
Artemaro la tvertual sentencia a dictarse. 
. En el casa, el TAR interviniente conealeró que los hechos aralzados ingresan 
sip-dificullades en el art. 76 de E ley 2.230 por lo que la Sab ro percibe la 
* razón para utñizar la figura del art. 5 de la ley nro, 14.055, por ello revocará la 
imputación y mantendrá el procesamiento, pero imputado por la figura del art. 
76 de la ley nro. 2230 sin perjuicio de ulerioridades”, Como se expresara 
anteriormente, el Tribunal de alzada limáa su análisis al material reurido hasta 
ese momento, como no podria ser de otra manera y elo sin perjuicio de las 
posteriores etapas procesales «referido en la expresión “sin perjuicio de 
uñerioridades”- es decir, dejando la posibilidad de que pueda modíicarse la 
imputación en función allas incorporaciones de prueba que se sucedan en el 
propeso o incluso a una diversa valoración juridica que pueda realizarse en la 
. Epa procesal oportuna, De manera entonces que la sentencia inlerlocuioria 
. queldicta el tíbunal ad quem ante el recurso planjeado respecto del auto de 
enjuiciamiento no importa una imputación juridica deficitiva, elo serta sustitar a 
: n-sbde a cargo de guien está el desarmolo del proceso, además de una 
“imitación de las atrbucienes del Min. Pco e incluso vedaris toda posiblidad a 
- Jadelensa de sostener la alegada inocencia de sus patrocinados. 
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For lo expuesto, lo dspuetto por ko ans. cidos y concordanies del CPP y 
de la Constitución y arts, ES, $0 del CPF, y arts. 13 y 16 de la Constitución, 
se RESUELVE: respecto de la dausura planteada, estése a lo que se resuelva 
en la sentencáa a ctas Er autos y Ccomtindeza el procesó en sus epa - 
mes pectas, 

Férmesa pieza rro, 17 a parir de de 5427 y pies y requidaaie información 
hespecto del difgenciamiento de los oficios necs, $78 y 579 (ls. 5305 y 536) 
upárdose su respuesta, 


, AA CO 
da TD 


- a =P] 
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y Ela, hi focor 


2. 
po Fara 


bra Be Hna ds dig, (pases) 


h 
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SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA N* 453 
DE 29 DE JULIO DE 2010 DEL TRIBUNAL DE 
APELACIONES EN LO PENAL DE s* TURNO 
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RESOLUCIÓN NRO, 23 


O LOZA, 
is 25 de pá de 1014- 


VETOS, pra rescleciós de tapada tios d clas HEOS SE fuidós 
sam DGUADALUFE, Mereho, 1154>CRiSTÓBAL PONS, 
ra, 
y PRADO BASO, Joa, 9 PEIRANO BASSO, Josi y 3) 
PEIRAMO BASSO, Darse por "un dello previsto es €l art. 76 de la 
er 223 venlána y sogucioinao de este Trcuca! de Apelaciones 
E > lo Penal de dex, uerao en virasd del recorro de apelación : 
¡ epuejs en pabsidlo del recurso de veposción per lo Stñores 
Defensores: Dr. Diego Cumeto y De. Pablo Derningelo por Jirgs, 
: load y Due Peirano, Dy. Eduardo Peste por Sancrritóbal, Drá. Muria 
E Chaves Lovera por Guadalipe corta la resotución nr. 1158 de 
Es, DIANA vea aio dicoda el M6 de julia de-2.000 por 
hh Sra Joera Letivde Primerá Tracia en lo Peral de Tons armo 
Dra Martins Mora Cueíne lb. - o 
represerancido del Minisurio Público la Era. Fiscal Levis Masiena 
e de Pena bis, ferirDeas. BaquelCoartez Tortará y "4 ep 


A ” Que deducido la requesitaria ve la Sra. hisca 
a tral co los astos seguidos los mencsorados en el actpite 
136 ds €: pieza deparida, 5 A 37 de ésta preja por 
05 1.70% 51 Jueza “e que” 60 fención a lo dispuesto por la 
ley 18.413 de fesha 28 de noviem de 7008 confirió vista a la Sa. 
Fisesl quien ta eració a fa 35 y via.- 
: Dijo la Sra. Represactants de la Cases Pública, < ¿naloccital 
Que lo ab paris Ley 124 Tan Y conosponds tendrlo 
preste en pernerss y 00 afecca el erámite de la 
cxusa. Que debetebirze presario el caricier e 


a de 2d CPP, 

modificable de deerjocióndeto en. 13 

yy que ex en la folla donde se) defindrivamente por el 

Ministerio PúbEco los becboj-tsp relevancia penal que se comcidiraa 

probados y la cocsigulects eálifitación juridica y que la 
Fiscal ha cumplido tol aezo procesal y conrloytique 

dede prosegulz el trámeiss y opermnarenie pronenciarps el decitor (el 


Juet)- 
z 2) Por decreto meo, 2063 de 12. 40 la Óra. Jueza “a 
que? resolvió tener presente el precedense dicimnco fiscal con poticia 


714-C.S. CÁMARA DE SENADORES 


3) Por maotución aro. 1228 de fe. 1144117 vin, La 
Sra. Jueza "s quo” decide no amparar los peritorios de clautura de 
Ica procedimientos realizados por los Señoras Delengoros ea ésta 
spa del juicio y diferir la decisión en ocasión del dictado de 
sestencis defisdiiva.- 

A Mide PO dot 
trinsitado el juicio destacando que el Misisterio ico dedujo su 
demanda acusación de aciendo al art: 10% del C. FP. F, y complendo 
con todos les requisivos ¿Dí éspiblecidos y de ello se die traslado a las 
defensas quienes lo evietarog y estando los autos en estado de 

esperar el Eligenciamiento de ues prasba solicicada por la defensa 
deviene la ley desogaporiadel art 76 dela Ley E 
Sobre la base procedénto, entiénde la Sra. Jueza, que es ca la 
sentencia ¡hechos que el Minimeric:Público 
considera penalmests relerantes astccmo su rdscuación á la 
'gue Ecrmnsla y la pena que se reclama (alt: 245 
del C. P.P)- 


Que es en dicho cuenta a aria : 
dificart a 


Resolver le clausirs eoésta etapa procesal, cotiende la Srl ¡Jueza 
mr res ci ve e ¡rl Fiscal en 50, 


La Sen: Jueza echaza qu la Iodficación efecmáda pocel| 
Miniuerla Público en la ahficación juridics de los Eschos' ene 


relación a fa deb procesamiento no sel baleviois, 
a ron ri 


ccotestación de las defeasta, que 500 los que determinado el vbjeto de 
la llts,- PorelA las alirmaciones de la deftazs 

les hechos y 

los mismos, solo és eFp 


Sficación juríás i uaborci 
los clecantor obraries es meca Best aquel 1momoto Couto 
desprende de sa expresión “rio perjuicio de ukerioridads”, loque 
importa que no se trato de ona calificación delinitiva- 

En conclusión falla desciimando la petición de clusura de los 


procedimientos y manda estar a do que se resuelva en la sericacla 
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1) Que por Resolceión nro. 1532 de E de 
de 2.002 (que obra en sta picza a fa, 17 10.102 6 de coo 
Peirano Barso fuero procesados bajo la Imputación de "sscciación 
para sn concurrencia 609 el éclito previsto «a el art. 7é de la 
ley 1.130; Jonk Peirano Basso fue procemdo imputado de "un Pelivo 


de asociación para delicquir en concurencia con el delito en 
el eL 3 de la ley 16,093" y Gúadatupe, Juan Domingo Rat 
y Piario Sun Cristóbal feeroa impuisdos del "deltió 


prewiso en el 01,76 de ladey 2230”. Tal resolución fue corfipmada 
en segunda instancia por resólución pro. 156 del 26 de marzo de 
2.003 (que ala su éon pitan rn 1 91 exteptó.en cuambs $ 
revocó para Jorge, Dune $ Jat el delito de “azoclación para 
deliemgsi” y pura Peltaño et pevooó además el delito de 
insolencia art. 5 del Dto..Ley 140957 y en qu 


lugar se cba bloció yl limjjearo por el “delito provisto ari, 

Mdo la Ley 12 e alla r 
Ea ET qe de rodos los EN 

Éstos 5atos es lí lisputación del “delito prewisto ea el 


art O Ea 
par Ly 57 y sico confio d 


po y enel comesto de dicha forma poco 
neo. 18.411 que derogó el urt. 76 de la 


es catión ly dergicióón. dicha. penal prigea 
E 
LA potuspiones, ante la derogaci - 
¡onrgotado, a , lego de ol al Ministerio Público y a 
ls Den, erabR0o one » _ o 


impugnada, estén 
que Do dociape sobre la clnsura de 
acaraciós por pre o Púbiles y cortesado .n 
detemrcrzs quero algara de el objeto de la Jiu; por loque 
el pronaclaicotoiadró (aid pie 1.095 Sóloré ovalesr 
hechos y ir Equ cInb . al Mnisocrio 
y la defecon y 100 sí decidir, q A duicuritica peejorgarale Í 
Es as entonces que la cu ade auvos radica en deterraobogr las 


; conscntocias de la derogación del art. 76 de le ley 2.230 y ES 


el momento bportiso para tal decinióa - 

3) Dico el Dr. Milton Citroli Martívez (i AS 
Debo, Ponal T, Ipág. 106 y 65.) qís “el orden jurídico penal, al igual 
que tocas las demás ramas jurídicas, no permanece in aabdo, pues 
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ley ms severa, cusado e2 el propio legislador sde 
innececariedad de la punición que baba dictado, decreinado cora 
ARENA severa”, Al desenerioinarse una acción 0 al coaminár la 


” enenos sereparente, la prevención penal ya resula ¡ 6 


a o erp | ori NO ze pretenda lr 
ra pue prende prevenit con el 


Agrega Zafíaroal ao A exige 
ta racionalidad de la acción de! Eno, y Ésra queda muy afeccada 
cuando por la mera ciscenstincia.de que un individeo haya. 

6l reismo becho con entericcidad 4 000 =y 30 nimpena OE su e 
ess más cigurosaments al primeró ¿ee atsegundo, La se : 


Fira ESA, E, Pay E : 
Ci coser no escemativa esa 15 deciros 
Loc ride e elinc. 2 esibleos que cuabido las 
adela delos cri 2 ION 


md pla eiortesor acterióres y su vigencia * 
: vn el caso de Ta supresión de delo, la cenas 


fon rceados Inpuór deu copo ec ala 
figura delictiva legielada en el art. 76 de la ley 2.530 y que la 
18,411 porsa art. 2 derogó tal norma desiocriminando adi lá 

el rt. 76 describía, en tal sitanción, siendo Ésa MUcma 
dsvgurcria más bealgua de scuerdo £ la cormatva legal A] 
el numeral anterior de Éstos considerandos se le pone la elnusura de 
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o 6) Endefiaitiva, en autos los prevenidos fuerco 
smuiciados bajo la imputación del deliso previsto en el act. 76 de la 
ley 2230, dicha norma fue derogada porel an 3 de la Jey 181411 
que se constituye así en ena ley más berigna con idoneidad del 
0 io ip a inc del art. 15 del CP, 
Y : Pia ¡pación express de una ley peral, como 
A A 
consecuenciar lola orden público, lo que significa que deben 
E py ad 
| a clara de ambas normas, penal y procesal, 56 admilee pira 
interpretación y ello ss ve conmborido por Jos Pustrativos informes 
de prestigiosos docezies comcel De. Miguel Langón CuBarro y Dr. 
Mitos Carol Mene co li metería de Debo. Penal sustancial, la 
Dri Essma Súpanic? Bargés en la materia de Derecho Procesal y del 
Juvista Albero Bonino en referencia a “La cervaciividad de lal ley 
peral red bená pos tn el Debo, Intemacional de los Desechos ; 

queeobran en autos, en ertsscuencia comieponde revecar- 
la sentescia interlocptoria 150.1218 de fa, 114/117 wa. y disponer la 
elausara de todas Estas actuaciones. - . 
> 0002 Perlas heodimenios rxpuestos y concordia de 
los Jurittas informadies el Tribanal po. 
FESDELVE: - | 


a Revocar la resolución nro, 1228 de fa, 
114/11 7+ta. recurrida y en cu mérito disponar la 
clausura de las actuaciones de éstos azulozs | 

Y, oportunamente vuelvan al Fiegado de org 
al que se cuimiten las comunicaciónes de estilo.- 


1 
¡ 
1 
| 
MN 
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DOCUMENTO LETRA O 


ESCRITO JUDICIAL DE SOLICITUD DE 
SOBRESEIMIENTO POR GRACIA 
DE 5 DE OCTUBRE DE 2009 
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ES 


SUMA; SOLICITA GRACIA 


Señores Ministros de la Suproma Corte de Justicia. 
UA e 
Cecilia Salom, defensora de JUAN DOMINGO RATTI en la ceusa que 
se sigas anta esa Sedo, individualizada bajo Ficha LULE, 91-163:9002 a los 
beñores Ministros dice: 


L- En estos autos, se mostancia 6l sumario seguido contra sul 
puirocicado, a cuyo respecto al titular del Ministerio Público La impeurado 
la imporición de una condena de 24 de meses de prisión, en calidad de 
comutor rusponanble del delito de insolvencia societaria fraudulenta, c0a 
descuento de la preventiva ya valida, 

; 3: Se trata, por unde y e0 primer térmico, de un povceso 1a bomba. 
que cubnta ya con ajeta años de duración. Emporo. malgrado su fecha de 
¿ inicio, al diligenciamierto de los gumerosos medios probatorica solicitados 
> por la demás imputados que en grán medida 500 y habrán de ser 
sustanciados fuera del país, dotarmica que su culminación diñta oía 
largamente de produciren. 

:3- En lo atinente al Cr, dede impatrddo la” 

-aquegarión de prueba documental qué ratifica 44 descopocimiento de la 
iVeita imputada y on idéntico sentido, la posterior incorporación 
de ls senteccia dictada el 2 de roayo de 2008 pór ol Jurgado Letrado de 
- Enfáfimo de Turno, al do de a fecha fas y ajocceneiai, 5 det 


j + al E A J j 
ds Por otra puta $ ancocnlra  planamianble acotó la 


A jemás fue objera de icvestigación 
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crissinal algana, ni rujeto a proceso por auto de enjurimpirento u sentencia 
de condena, son aptolación ni tompoco en posletrioridad al inn de esta 
ENUAA, . E 

£- Resulta improsciadibla destacar que el Cr. cotos Bai cuenta 
ma 85 años de edad y ba tenido una trayettada humóóna y prelesjoral 
intachable, razones por Ins cuales, comprenableme nto. su enfuiciimiento ba 
impactado fuertemente en 44 vida personal y la de + vencida toda, 

6- En todas las etapas prosesales pertinene. ela Debusa ha a 
abogado por su absolución, proveyendo al juega” de dos e bersntos 
probatorios que somprusban acabadamente 811 inocencnL 

7: Sin embargo, enfrentados a la previsible duración extensa de esto 
proceso, los extremos que sucintemente vienen de referioñs juesifican la 
solicitud de aobrassimisnto gracioso qué se impor en este «acrita, al 
ingresar su slbuación un los condiciones exigidas lgimente para 
concederlo. me 

8> En electo y por imperio de lo establecido «nel ardensmiento 
juridico vigente, es potestad privativa de la Corpormióa li vancrsión de la 
grecia, que determina la oxtinción del delito y opera 1d =broreimiente de la 
cauca hey 0" 2.246 de 28 de octubra de 1907 y art. du La Ley NN" 15.737 
de arzo de 1585), 

á- Como es sabido; al momento de avaluñr su lección el caÁrieoo 
degano forisdiccional n9 se pronuncia sobras el mento de las hechos 
provisionalmente atribuidos al enenvindo. 

10: Antes bien, de trata de un acto jurisdiccional) motrado el nizones 
de clemencia soberana: o sl ss prefiere, en la aplicación de una 05 politica 
Erunañad, cuya peréEnoncia se pose de manificato cuido la crotiaidad dal 
juicio incoado ss braducs en Un perjuicio inneccaarto y rapera al ya 
padecido por el imputado hata talonara, 

- 11. En el enso que nos ocupa, la trayectoria vitid del Cr. Domingo 
Fabi es uña swesira acabada de su hombria de bien, Y en vap evurezto, el 
tiempo que insumirá la tramitación de estos áx1108 para arribar ul dictado de 
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una sentencia firma La de ser especialmente parir, en sreidn a la 
pbjetiva impositilidad del enciendo de imprmierdo ar cmvor vé leridad y a 
la plausible frustración de uu notusal ixpectarmar he ser concluido el juica, 
dsda eu avuncado edod, que toma probable quo de piola abre cor ata el 
moments del dictado de la sontencia respectiva. 


POR LO EXPUESTO el semparo de la puecepruado ma el art. 106 EP. 
art. 5 de la Acordada H* 7,404, normas concordasoso + crnspleanArTas, 


a los señores Ministres SOLIV UA: 
L Que se relacione este proceso a las elote cio de Visita de 
Cousar 2009, dentro del legajo de Onusca añ Dress, 
IL Que en definitiva, se conceda el sobres intento per gmesa del 
encauaado Juñr Domingo Ratii. 


Sirvanse ya señores Mialairos proveer er rada, 


50013 


TS 


hamlda + 
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DOCUMENTO LETRA P 


RECOPILACION DE PUBLICACIONES 
PERIODÍSTICAS EXPEDIDA 
EL 14 DE MARZO DE 2007 
POR LA BIBLIOTECA DEL PODER LEGISLATIVO 
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BIBLIOTECA DEL PODER LEGISLATIVO 


CATALOGACIÓN AHALÍTICA Y REFERENCIAS 
DE PUBLICACIONES ?ERMIÓDICAS 


FISCAL CECTLIA SALOM 


3 de febrero 21.9 de marzo de 2007 


Montevideo, 14 de marzo de 2007.= 
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BUSQUEDA E Juevas 22 de lobrero de 2007 E Pág. 14 
grana” a dar presidencial “nó quiero : calificar de 
porrup ión” la relación de Vázquez con la Española, dijo Gs dijo Gandini 
4 “Gonzalo Femández debe “renunciar” porque incurre 
en “falta ética” más “grave” que la de Leonardo Nicolini 


entrevista de András Danza 2: tb hice loyFraupuesto (DPP) e6n | luncioónario público a la 
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CUATRO FISCALES FUERON PEDIDOS 


EN COMISIÓN POR LEY DEL GOBIERN( 


Pases. El fiscal penal Moller fue solicitado por el diputado blanco Botán: 


ps ” 1 
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l adjunta Cacilla Salom renunció a su cargo “indignada” por denuncias pública 
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'BRFIL DEL NUEVO FISCAL os Come A 


Jentro de la ley, todo. “A 
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- DOCUMENTO LETRA Q 


FOCOTOCOPIA DE TAPA Y ARTÍCULO DEL DIARIO 
EL OBSERVADOR 


(EDICION DE 22 DE FEBRERO DE 2007) 
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Fiscales objetan ala esposa 
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DOCUMENTO LETRA R 


TRANSCRIPCIÓN DE ENTREVISTA DE 
1? DE MARZO DE 2007 


- (PROGRAMA “EN PERSPECTIVA” - 
RADIO EL ESPECT. ADOR) 
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ESPECTADOR.com 


Fiscales advierten sobre posible |“descalabro” en el 
Ministerio Público ; 
01:30:5007 | 1841 

La Asociación de Fiscales acivirtió sobre los efec 
futuro sobre eso servicio los pasos en comisión, apro 
Presupuesto, Según dijo el vicepresidente de 
agudiza la ya importante sobrecarga de trabajo 
inmediata revisión”, añirmá. Si 15 profesionales pldlaran ese beneñcio, habria "un 
descalabro mayúsculo”. 

.- (Emido a las 9,13) 


EMILLANO COTELO: 
prclrr, astr ha scisdo sonando en al ambienda en los últimos diam ¿49 razondole que un scal paso 6 
nal despacho de un parlamesdario, a una cácina sn un misiles y de la Pemgidenca de la República? 
En pinelpla auena reco, uno dende a pengar que todo punto de contacto entra lo polica y la Justicia debe 94 
manejado con el máximo cuidada, que debe marcarsa lo más ráticanente posible la linea dhdeoria antro e 
dismsito y el otra, 


Paro adamáa, en caso de que ese pise en comisión ocurra, ¿debe permátiras que 000 E3cal 60 GUEparaó 
ajerza lla abogacía 60 el dmbio privado? 


Y, por úlimo, ¿ena sentido dar esas fhciidades para el pase an comisión de los facales cuando dencia el 
rn da su capacidad de napussla, que 


Porasas y olrás razones sa dlaciñe macho 66 estos diles sobra los Micales que piden un pasa en comisión, 
una posbiidad que cuenta con futuos nctntivos desde la lima Lay de Presopuesto, la que lue aprobada por 
la pal admira iración. 


Lina particularidad de esto asunto es qué t96ó al topelo de la mano de un señalsmiento conconto que tuvo 
corno destinatario a la pareja del secretario de la Presidencia, docior Gonzalo Fernández. 


La fscal adjunte an lo peral doctora Cecilia Salom tve una de las luncionarias que 14 vañeren de esta norma 
O e al despacho del lgilador del Partido Socialtela 


¿Per dónde viana el cuestionamiento que se ha escochado desde dirias sectores de lá oposición? Lo que de 
SALTA Es que la dociona Salom está compliendo laress en el despecho de un isgíalador y que al eúsmo Lemps 
trabajo ar la ssbridad prieada en el estudio jurkdico de Fomández, go que la ly que regido lo actividad de los 


Puntualmenta, el ario El Obsereador publicó el juncos un artículo en al que inóormaba: Desde finas de 2008 
la abogados de uns de los procesados por la quiebra del Banco de Mornevideo 300 el decrerario de lu 

encia, Gonzalo Femández, y du pareja, la Ñsca! adjunta Coca Salom, que ev1d un pasa qm sorrásióñ 00 
el oipuledo del Partido Socialista Gustavo Bamia”. 


La nota agregaba que *al Obeersador tuvo accoso al decumento en el qué ambos prolsilorales Srmaron corno 
daleraoros de uno de los involucrados en el onto, achaalmernte 41) procesa”. 


A parir de ai ss generó una nunva polirrica cenirada 86 la incompaibiidad de los Escalos de ejercer 
cusiquier oira acibídad remunerada que pa sea la de la propia fecaóta o la docencia. 


Pero mpasémos las disposiciones iperños en la madera. 
Según la Lay Orgánica del Ministerio Público y Fiscal. "los gos de Fiscales (..) son inpompatibles son el 
contador o procurador, el 


ejerciós remunerado o no de los profesiones de abogada, aseribare, o , Adel comercio, 
con al desempaño de loda cira función pública rerbuida, salro el ejercicio del profesorado sn la sa e 
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pública superior en madeña juñdca, Tenbián resultan seompatibles con el desempeño de cuabquéor función 
pública hororaria, parrarónitco iraraleña. eceplo ls sonara con su propio Eórgo”. 


Es dect, los fiacolóa 19 puáden escsor como abogados: 6n un estudio sérido mientras DOp0n Un Cargo er al 
Mirialario Público y Fincid. 


Cuando el diario El Cibewrvador la consultó sobe seña punto, la docicss Salom respordió que tu sÉyación 63 
legal, y cora probarlo ció el arículo 13 de la Ley de Presupusaio, N* 17930, aprobada en el aciual periodo de 


¿Qué dica ase articulo? arco? En pocos altra modifica ona ley que guiaba les condiciones en que puede 
trasladarse un funcionaría púbico para detempeñarss an eomitión engl Obipacho del presidente de la 
República, al icepcesidants, log miniclros, subiecratarios a legisladores. 


Tesdaalmonia, en le Ley de Poe cor ERAS qe ¿Daraet El ra a da at et nl 
Emclonare somaiida al rúgimen de pr dd del onpunisms de dettino, ne 
aplicancoselda las correrporPenrios del cargo de 1 


tud aus decir esto? Que los funeonarics que pasan en comisión quedan regidos por los reglameñies de 
lea organismos 6 los que Degan Esto, apicado al caso concrelo de la docióna Salom, sigrañica que Se deta 
atenas a lis normas del Parlamento y no a las iscarentss 6 9u cargo de Nica. por lo que ya no Hana 

para A A mimque no lo ejerza) y des srmollar, 
de founa paraleia, una aciividad profesional privada remunerada, como la que elacivamerta attá 


hope 


Es algo al como una porfccación a lis los alaczalelcnas de la ley excl coso dpi Sac, ¡poro 039 
o Para rafoczar uu dclenea, la doctora Salem aclaró que renunció al cobos de todos los 
beneficios y rubros atpeciócos de lA Ministerio Público y Fiscal. De todos modos contra cobrando unos 30,000 
pega por su cargo de Eacal ecfanía. 


) Es uición ha gerraco suspicacias scbr do en l dro dels propios cales. 5 Festa del riada 
Pública a faro 


Pergolini, en el arnbieria de los salon tancia me lenceria A 
1 


A alen. o o O, 

Es importaria aclarar que el elindo is de Peon ncicidc enla Soccila, paridad 
del Estado, no habla especificamenta de la aciiidad de los fiscales, Sin la Lecales gan que es 
Cro que et rico ss ha io paa porte ela o ds eses an Y que al no se redació con la 


intención de amparar este caso on particular -el de Je cuca Jer LI ola lle 
parmisr que les Secolos 0 juecos 40 amparen en El 

de las fsentes consultadas hicieron polar, además, que para que be aprobara el pesa en comisión de 
la A e e del Saryicio Chil, un Sepang equ 
depende deeciamenia de la Presidencia, 


«Ahora, pera a que todo este debas ata conel correr 
de los dias se supo que ese no es el único ajarmplo de fecules que están usufruciuando asta nueva norma 
sobra pases 61 combilón. 


La lista nduye tarnbibo al facal da Dolares, Femando Acenano (que pasé al Minleterlo del lotecod y al fiacal de 
bien e Edo a propio =. 
y 1d] : 


de la eturación de Moñer además de que se “erfeñó" con el Poder Ejecutivo- +s que esta ss la peer vez 
que un ñacal es pedido en comisión por un legistadar de la oposición, al dipulado blanco por Core Largo. Seno 
Botana. 


Como dedamos, artos cambies añ la normalrá osñtón rodeados de suspicacias pero rrbain de molesila; y FO 
eclo porel hecho de qué avertualmente esta haya sido na ley ersada a medida de los Ínber35s de Uno 9 más 
fiscales. Aparentemente, desde la Asociación de Fiscales se entiende que esla mediós genesa un perjuicio al 
Alinirisño Público y alvcta su cópacidad de respuesta, 
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Sobra gasta sijecionas vamos a conversar con al vienpeasidonie de la Apociación, hacal letrado lepartarrondal 
de Maldanadia, rcler Gualawa Publa 


a 


Doctor Zubia, una pelareción i inicial: entes de asta carito que introdujo la úllima lay de presupuesta, ¿los 
Sscales yá podian pasas en comisión Y 


GUSTA WO ZUBÍA: 
Podian pasar en comisión paro lentas clro axiands que 6% ls hechea generaba uñá no efecivicación de 0305 


papisa an comitio 
El - ¿Hay algún emecodenis? 


GZ » Hubo salciudos que CAEDUÓS Nc prOGpararnoí, ferencaren los detalles. En este momneno la sbación 
clado ira bro ha ralananciada, y fal intención es. hacer rfasis únicamente en la parta eativcanal 
y Fiscal, 80 un mómento muy difbel, corre har os elos últimos trás años, c00 8 


fm do a Falo Com que hoy toos esperamos se pueda nuca a ua na vz 


EC - Lo ruervo es qué ahora un fscal que pasa an comisión durante el periodo que dure el iraslado "quedará 
Be rli mee Molano y e iscempatilidades del organismo de desir, no aplicá ndosala la. 
conaspandientss del carpo de origen”. Eso le permie, cor ejerreda, 4 un fiscal que pata al despacho de un 
apurado amo tempo vacejr como abogado n a sfrapbada. ¿Esa sn ue peoani para 


6 - Mo, el pasto preccuparda no refigre en abecilto a los aspacios personales. el dexiino del focal o las 
actividades que el facal (que en ses momento na está en ejercicio de sul cargo) pueda realzar. El punto 
poes pura fractal 0 UAT UCI PURA esta posibilidad de parajes en 


Voy a hacer una ospocio de slmeste de lo que +2 el Ministodo Público y Fiscal. El Miristedo Fúbllco y Fiscal, 

que depende del Minisierio de Educación y Cultura, heñe a su carga, coma vemos en las. 

persecución de los deca A Pa Pei la pala Diplalta 
a al parsecutor panal de los d ellos y de los faltas. 


Hubo de hee fallan porcue nn veda rmesnonto dateminadas Ela han cobrado uná intanaldad meyivadla 
habida cuenta de que sl juego clandestino comienza u s8r párseguido a partir de denur=ia emanedas de las 
deciones pertinentes woculades s5n e coa da sido, Esas lados har cobrado una relevancia 
isporárilama porque leren una bri4caromeia económica lambión mayiscada. ¡Cloro maño pará mies. 


¡El Ministro Pblos ouenta con poa ende ce 100 fozujs. deta se de las plis más aros de 

funcionarios espacinlipades como pomos los fecaóss, Epos 100 facales san muy dl pin napa 
representa el sistera judicial. Hace poco luws la cpontunidad de estar en España y s£l ea calcudo que un fiscal 
llene capacidad lécnica para la atención de una población que oscra entre los 15.000 y los 20.000 habitantes, y 
aquí én Maédonado, dende me desergea, haciendo Un proralea, en lermporada un fiscal dene que mandar y 
una población de unos 150.000 habilartos, para que ualod vaya hecienco una cuenta de lo que significa la 
lca/da del sistema, Además en el interior ei fecal aende an mataría sluanera, civd, do fama, panal. de 
mengrel, aderárástrativa y seguimos conlando, 


En ess Ármbio de pocos fiscales enel pais, de una esbuciuna sobrecargoda a niveles inparsados porque la 
a le np dedo e más intensa (en al lama Holincia demáctica 5u 


ica lors que enen a nuexro sáludia, soja hna qu gar ata pesados da pas en com 
con el guerisimo adibvo de que el cargo na puede llenarse. 


DAR dl puto da A A Coria Dreciva rt tomas años sy qu publ 


unprsrapidod. dl 
todos los Escalas Hanon derecho a hacer uso de exa potertad toromos 90 dipulades y uh poruils má da 100 
Racales, Piense usted las consecuencias que ssto podria Jener de futura, 


EC +» Auslad no l preocupa al hache de que un fiscal e Corrisión cola ecieoDMIeSe 
privado, la preocspa que la posibllsad que ¿bre la nuova normas ss de hechos un estimulo para que los Hecales 
LO vayan de sus cargos, j 


. 
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62 - Puede térño. No en daras 164 bornas perionales. a la Ascolación le insertan ina lamas mllucorales. 
Ei cs AD ACI 
a Maa 


Los facales hubismos de dos foot básicos de persecución peral, la que lena como : e qa 


materias no cortámos son ningún ipo de pertoñal aspecialicado. Ya sslóbemos en Ocullados, 1On Mismas 6n 
el cuadro de scales, y ños endraniaros a un paros muy desalador. 
Lope ES - - ¿uk ocurre sl un facal pico un pasa en comisión coma los que mencionamos? ¿Gué ozure con su 


GL - Queda vacanía, 14 jorera Una Merra vocante cue 10 pueda ser leneda o ACIAFO perque sobe el punto 
há habido más de una versión a mi juició equivocadas) y ss mortione. 


EC > ¿Por cuánto bempo ve mante? 

62 - Durante el periodo del pase en comisión. 

EC - ¿Y quián desarnpeña las funcionos que desempeñaba el fiscal que pasó en comisión? 

6Z - El colega del despacho de al lado. ! 

Pesado erp ER a do reces en oro fiscal que paraa tenes más 


GZ -Los fecales rocestas paria del Pactament, que e ura aspecto Jo autorización que vo pueda dara 
cualkpdra. Exp verán imperia so trajera a yn funcionario da moros ¡era para bacar al tibap 
rentes. Sure la aculslla por al pasaje en cominión del diles, Entonces necesariameede al trabajo del hecal que 
A A A A A 
Esta suma desemboca 6 la dismisación de la tápacidad operaliva de los Ascales en la parsecución de loa. 
1”. delitos, tundarventabmonta de los delos macro e cormplejos.. 


EC.» emitiera o zada rc rm a vta la Ly de Presupuesto y se enteraron da Eu 
mástencia a ñúéz del pedidos de peta en comisión de la doctora Salon 


0Z - No es un lema de no conocimiento. La verigina de hochos que un las últimos años ha coupado al 
Miniierto Público y Flacal nos ha Pevado a leper protlernas en todas las drsas, de 6 qua ño extsbera una 
siscalización de lo que podia tepresenter la norrsá lagal en el fubao, En los últimos años el Mirinberio Público ha 
venido siendo cáscoleado, e 


para la ertuciura y sul funciona mierda 
AAA E GAR RI A 


mayúscula. 
Fscella en los Úlimes afca, es grarísima la aftueción. 


E pedido serla una revisión de La ley Lote rr e que las sutecidades ados del MEniteco de Exucación y Culto 
que boren a 11 cargo el estudio de aventurtss tubarós pasajes en comisión obsarearan con dnterimierto la 
bondad o no de aulorizarios ante do que reprssertán el servicia, que debe ser la prioridad númert uno. 


EG - Uned mencionó cuél vs el eja y al mativo central de la preocupación de la Asociación de Fiscales. ¿pera 
ño los preoouga el hiebs de que dl sn comisión un fecal cuedo dericando partidaria manta 
in cit o lec roger de 
az- No le digo que eso no s0a objeto de especulación paro na enisa dentro de la linen de imbajo de la 
Asociación hacer 0999 especulaciones. Lo dajamst para otros aparadorta, nosotros no ames A inantsar an 
esa calificación de posibilidades 6 no. Como le decía hoy, los qué han opinado por este sifitma son Ñscales de 
trayeciorta, har aldo compañeros ruusiica, de mado qu nc la riego que asas eupecilniiones grasas Se el 
A E E Ta prblama central no 50m 148 porsornak 


Í 
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“SESIÓN DEL DÍA 21 DE SETIEMBRE DE 2010. 
AUDIENCIA DOCTOR GONZALO FERNÁNDEZ. 


(Ingresa a Sala el doctor Gonzalo Fernández.) 


-La Comisión tiene el gusto de recibir al doctor 
Gonzalo Fernández para referirse al tema de pública 
notoriedad: la derogación del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230 y todo el proceso de aprobación de la Ley 
de Concursos. 


Tiene la palabra el doctor Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Muchas gracias y buenas 
tardes. 


Esta Comisión Investigadora de la Cámara de 
Senadores se ha constituido, como todos ustedes sa- 
ben, con el objeto de esclarecer e indagar el trámite 
de aprobación que tuviera la actual Ley N* 18.411 
durante su pasaje y en el seno de la propia Cámara, 
incluyendo también todos los aspectos vinculados a 
su discusión, aprobación y puesta en vigencia. Se tra- 
taría prima facie de lo que en el lenguaje parlamen- 
tario habitual se conoce como una investigación al 
Cuerpo. Pero más allá de ese marco delimitador de la 
investigación parlamentaria, en lo personal me siento 
obligado a resaltar nuevamente ante la Comisión, rei- 
terándolo hasta el nivel de detalle, los hechos que me 
ha tocado protagonizar. Lamento por ende tener que 
distraer el valioso tiempo de los señores Legisladores 
para ello, pero no me queda otro remedio pues, como 
se comprenderá, mi testimonio forzosamente debe 
ser extenso y minucioso. 


Siento el imperativo de brindarle a la Comisión 
todos aquellos elementos de juicio a mi alcance a fin 
de que se pueda examinar, tanto aquí como en el Ple- 
nario del Cuerpo a posteriori, con toda transparencia, 
profundidad y claridad, el episodio de marras, el epi- 
sodio que nos convoca. Y lo hago con la convicción, 
como bien lo manifestara el señor Senador Moreira 
en la Sesión de la Cámara de Senadores del 1% de 
setiembre de 2010, de que confío, al igual que él, que 
esto sirva para esclarecer y no para realizar una ex- 
plotación política menor que nadie quiere en estas 
circunstancias -esas fueron las manifestaciones del 
señor Senador Moreira, que comparto íntegramente- 
pues como todos ustedes no ignoran, la explotación 
política de los hechos es una idea extendida que está 
en la especulación y en el imaginario popular de mu- 
chas personas. Pero digan lo que digan, yo creo que no 
media en el caso ningún propósito político subalterno 
o encubierto y, por tanto, reitero que comparto plena- 
mente el punto de vista del señor Senador Moreira. 
Reconozco que no es ese el propósito de la Comisión 
ni del Senado. Con todo acierto y prudencia, el señor 
Senador Moreira -vuelvo a compartir sus dichos- ex- 
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presó en la Sesión del Cuerpo del 1 de setiembre de 
2010 que “es necesario investigar con la prudencia, 
con el recato y con el respeto que corresponde”. Na- 
turalmente, pues así debe ser. Pero obviamente no 
podemos ser ingenuos. El daño causado ya es irrepa- 
rable. Estoy seguro de que mi sola presencia hoy aquí, 
declarando sin ambages ante esta Comisión, tal vez 
sea interpretada por algunos ciudadanos como una 
prueba adicional de que he incurrido en algo inde- 
bido y que me encuentro inculpado. A nadie puede 
extrañar: la opinión pública ya está contaminada por 
el prejuicio y la sospecha, divulgados y lanzados a los 
cuatro vientos por múltiples actores y medios. Sé que 
la historia, con su perenne sabiduría, algún día volve- 
rá a poner las cosas en su sitio y en su justo término. 
Mientras tanto, deseo ir directamente al grano. 


Salvo mejor opinión, entiendo que para abarcar la 
totalidad del episodio resulta imprescindible centrar 
mi declaración en tres grandes bloques. En primer 
lugar, debo narrar otra vez el acontecimiento que ini- 
cialmente el señor Senador Abreu calificó como “gau- 
chada”, aunque luego haya variado su versión de los 
hechos y/o la terminología empleada. 


En segundo término, quiero demostrar que el Par- 
lamento no incurrió en ningún error y que mucho 
menos fue engañado sino que, bien por el contrario, 
la derogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230, dis- 
puesta por la Ley N” 18.411, es una solución legisla- 
tiva técnicamente correcta y acertada. 


Finalmente, deseo explicar -si es no que no ha 
sido agotado ya- la vinculación de mi estudio jurídico 
con la defensa de uno de los procesados en la causa 
judicial, cuya clausura fue decretada por una senten- 
cia que, como es sabido, no está ejecutoriada porque 
se ha promovido contra ella un recurso de casación. 


Vayamos entonces por partes porque, en beneficio 
de la claridad, entiendo que el racconto de los hechos 
debe comenzar por donde termina: en las declaracio- 
nes periodísticas vertidas por el señor Senador Abreu 
al semanario Brecha en la edición del 13 de agosto de 
2010. Allí afirmó que quien habla le había solicitado 
un favor, expresando concretamente: «Entendí que 
se trataba de una gauchada”, y agrega: «Nunca más 
hago una gauchada». Más adelante, señala: «Fue una 
carambola a tres bandas con casín», y añade: “Todos 
fuimos usados”. Me apresuro a señalar, con el ma- 
yor respeto, que tamañas declaraciones me resultan 
francamente inconcebibles. No termino de entender 
cómo se puede elaborar un proyecto de ley de favor o 
por mera “gauchada”, lo cual significaría la confesión 
de una tremenda irresponsabilidad. Al mismo tiempo, 
me resisto a creer que pueda sostener sinceramente 
que todo el Senado pueda ser usado por un terce- 
ro con fines espurios sin que ninguno de los señores 
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Legisladores lo advierta. Por tanto, prefiero pensar 
que esas fueron expresiones infelices, apresuradas 
o malinterpretadas del señor Senador Abreu, quien 
luego, como no podía ser de otra manera, las retractó 
públicamente. 


De todas maneras, en la misma nota periodística 
se recogen las declaraciones vertidas por la ex Sena- 
dora Percovich, quien afirma haber sido engañada, 
refiriendo literalmente: “Fue un operativo, nadie es 
inocente”. 


Por último, siempre en la misma nota periodística 
del semanario Brecha, el señor Senador Tajam ma- 
nifiesta: “Cometimos un error”, y el señor Senador 
Michelini, expresa: “Nos estamos comiendo un ga- 
rrón”. En el artículo de prensa que acabo de referir 
-que desató toda la polémica posterior- se sostiene, 
en efecto, que el señor Senador Abreu habría recibido 
un planteo de mi parte, a comienzos de noviembre de 
2008, manifestándole -y cito nuevamente las palabras 
del señor Senador- “que yo había detectado ciertas 
incongruencias entre algunas disposiciones penales 
que estaban vigentes y aquellas incorporadas en la 
nueva ley. Era necesario eliminar esas incongruen- 
cias con una nueva ley ampliatoria de la inicial”. Esto 
se dice en la página 2 de la edición de Brecha del 
13 de agosto de este año. A renglón seguido el señor 
Senador Abreu señala que le sugerí que sería oportu- 
no que fuera él quien presentara un nuevo proyecto 
modificativo de la Ley de Concursos. ¿Cuál fue mi 
reacción inmediata, instantánea, amén de enviar un 
derecho de respuesta, de réplica al semanario? En la 
misma noche del día 13 de agosto de 2010 concurrí 
a un programa periodístico de Televisión Nacional, 
conducido por la conductora Sonia Breccia, donde 
negué los hechos que me atribuía el señor Senador 
Abreu, brindando mi propia versión de los mismos y 
que hoy repetiré ante ustedes con mucha mayor ex- 
tensión y naturalmente sin la inexorable tiranía de los 
tiempos televisivos. 


De todas formas, aunque les parezca un aspecto 
menor, la versión divulgada por el semanario Brecha 
evidenciaba ya desde un comienzo algunas incon- 
gruencias. Me replicarán que fue un simple error de 
fechas, pero adviértase que mal pude haber alertado 
al señor Senador Abreu a comienzos de noviembre de 
2008 acerca de esas incongruencias normativas entre 
ambas leyes -como dice el semanario- cuando él pre- 
sentó su proyecto modificativo de la Ley N* 18.387 el 
23 de octubre de 2008, vale decir el mismo día en que 
el Poder Ejecutivo promulgó la primera ley. Por tanto, 
señores Senadores, no es posible que esto haya sido a 
comienzos de noviembre. 


También llama la atención, si bien es el periodista 
el que lo consigna como elemento de suspicacia en 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


mi contra - y cito textualmente- “que Abreu no quiso 
abundar en las razones del Canciller para no recurrir 
a los Legisladores de la Bancada de Gobierno”. Eso 
dice el semanario. Debo recordarle a los integrantes 
de esta Comisión -y creo que a todos les consta- que 
en materia de iniciativa legislativa siempre me co- 
muniqué y coordiné precisamente con la Bancada 
de Gobierno; era uno de los roles que tenía cuando 
me hallaba al frente a la Secretaría de la Presiden- 
cia y, por ende, jamás le solicité a un parlamentario 
opositor que formulara alguna iniciativa legislativa. 
En principio, y a mi parecer, esa versión contraría la 
más elemental lógica política y sonaría muy extraño 
asimismo que a un avezado parlamentario como lo es 
el señor Senador Abreu, de haber existido semejante 
pedido, ello no le hubiera llamado la atención, tra- 
tándose de un hecho inusual en la vida política y que 
antes bien él podía haber interpretado ese episodio 
como una simple “gauchada”. 


La verdad objetiva y descarnada de lo ocurrido 
la relaté esa misma noche en el programa televisivo 
antes mencionado, luego en el derecho de respuesta 
que ejercí contra el semanario Brecha y por último en 
la Sesión de la Cámara de Senadores donde se sus- 
tanció la cuestión de fueros a la que me referiré más 
adelante. Y esa verdad pura y simple es que al señor 
Senador Abreu yo no le pedí nada. 


En una fecha que ahora no puedo precisar, por- 
que destruí la agenda del año 2008, el señor Senador 
Abreu me solicitó una entrevista en la Cancillería. Sin 
poder asegurarlo fehacientemente, es probable que 
dicha reunión haya tenido lugar el día 21 de agosto de 
2008, como lo informan los recaudos de prensa que 
en este momento adjunto y dejo a disposición de la 
Comisión: una nota del diario Últimas Noticias y otra 
del diario El País. Como al final de la reunión el señor 
Senador Abreu me relató que estaba trabajando sobre 
el proyecto de ley de concursos -que culminó el 14 
de octubre de 2008- y como revisando mi pasaporte 
constaté que viajé al exterior el día viernes 10 de oc- 
tubre, como surge de la página 20, estimo -y no puedo 
dar mayor precisión- que si la entrevista no fue man- 
tenida el 21 de agosto, de todas maneras debió haber 
tenido lugar necesariamente antes del 10 de octubre 
de 2008. Entrego también a la Comisión fotocopia de 
mi pasaporte que acredita cuanto he dicho. 


Pues bien, el único motivo de la entrevista fue la 
consideración de diversos temas de la agenda inter- 
nacional del país -posiblemente los enunciados en las 
notas periodísticas- y probablemente algún otro vin- 
culado a esa materia. No recuerdo específicamente 
más detalles de los tópicos abordados; sé que uno de 
los asuntos tratados fue la resurrección de la Urupa- 
bol, pero puedo asegurar que el señor Senador Abreu 
me visitó varias veces durante mi permanencia al 
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frente del Ministerio de Relaciones Exteriores y nun- 
ca, jamás, planteó cuestión alguna a la temática in- 
ternacional pues siempre concurría a interesarse de 
la misma en su condición de miembro de la Comisión 
de Asuntos Internacionales del Senado. 


Al culminar esa audiencia -de no más de treinta 
minutos o acaso menos- ya de pie y caminando ambos 
hacia la puerta del despacho -que es bastante amplio, 
casi con las dimensiones de esta Sala o probablemen- 
te más- el señor Senador Abreu me comentó al pasar 
que estaba trabajando sobre la Ley de Concursos que 
se hallaba próxima a ser aprobada, destacando que a 
su juicio era muy buena, si bien compleja -como todas 
las de su género- y que era muy engorroso el cúmulo 
de armonizaciones y derogaciones tanto de normas 
civiles como penales. Ante ello respondí que la nue- 
va ley aparentaba ser técnicamente buena y comenté 
que de todas maneras cualquier normativa sería me- 
jor que la vetusta legislación aprobada en el siglo XIX, 
expresión que he usado varias veces. Le aconsejé que 
prestara atención, que la estudiara con detenimiento 
y cautela, por las armonizaciones y derogaciones de 
las normas civiles y penales que la nueva Ley de Con- 
cursos impondría. Eso fue todo. 


Como comprenderán los señores Senadores, es- 
toy reconstruyendo conceptualmente un intercambio 
de palabras brevísimo y fugaz ocurrido hace casi dos 
años. Por lo tanto, los términos del dialogado no son 
textuales ni podrían serlo. Solo si hubiera grabado la 
conversación -costumbre que no tengo- podría hoy 
testimoniarles los términos exactos del intercambio 
de palabras mantenido. 


El señor Senador Abreu dijo más tarde en Sala, 
en la Sesión de la Cámara del 17 de agosto, que le 
referí la necesidad de revisar las normas penales de 
la Ley N* 2.230 para evitar una duplicación o super- 
posición de las normas, lo cual es correcto. Pero lo 
real y concreto es que el diálogo se desarrolló de pie, 
caminando los dos hacia la puerta del despacho en 
ocasión de la despedida y no duró más que un par de 
minutos. Por lo tanto, insisto en que mis expresiones 
deben ser entendidas como un comentario, even- 
tualmente y a lo sumo, como una simple opinión 
pero jamás, nunca, podrían ser interpretadas como 
un pedido, una solicitud, un favor o, mucho menos, 
como una gauchada. Breves intercambios de opinión 
de este tenor he mantenido muchos y con distintos 
interlocutores; en realidad, todos los hemos tenido 
y sin embargo nunca el otro ha interpretado que se 
le está planteando un pedido y tampoco nunca se 
ha visto que a través de una mera y llana opinión o 
advertencia o sugerencia el interlocutor salga dispa- 
rado a elaborar proyecto de ley. 


Hasta aquí la primera parte de los hechos, los 
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cuales acabo de resumir repitiéndoles a los seño- 
res Legisladores, con todo énfasis, que nada pedí 
ni nada solicité al señor Senador Abreu. Aquí no 
hubo operativos, ni gauchadas, ni carambolas a tres 
bandas con casín, ni garrones, ni engaños. Por otra 
parte, conforme intentaré demostrarlo más adelan- 
te, tampoco mediaron errores, ni puede sostenerse 
que el Parlamento -específicamente, la Cámara de 
Senadores- haya actuado con imprudencia. En el 
derecho de réplica que ejercí ante el mencionado 
semanario -que hoy ratifico ante ustedes- manifesté 
que niego con todo énfasis haber solicitado nada al 
Senador Abreu. Y punto. La entrevista había finali- 
zado, el Senador Abreu se retiró y quien habla volvió 
a las tareas de ese día. 


Además, a propósito de este episodio, quisiera 
agregar un par de consideraciones, probablemente 
de significación menor, pero igualmente necesarias. 
Cuando recibí en audiencia al Senador Abreu, no te- 
nía la menor idea del estado del trámite parlamen- 
tario que llevaba el proyecto de Ley de Concursos, y 
ni siquiera pregunté por él. Obviamente, menos aún 
sabía que el Senador Abreu estaba trabajando en el 
proyecto y que estaba por aprobarse en Comisión todo 
el articulado de la futura ley, para luego ser elevado 
al Plenario de la Cámara de Senadores a efectos de 
su sanción final. Antes bien, fue el Senador Abreu 
quien trajo el tema a colación, fue suya la iniciativa 
-creo que también por casualidad- y en ese entonces 
mantuvimos un escueto diálogo, al cual antes se ha 
aludido. En definitiva, se trató de un tema conversa- 
do al pasar, de improviso y por no más de un par de 
minutos, como le debe haber sucedido infinidad de 
veces a todos los Senadores presentes en este ámbito. 


Por otro lado, quiero aclarar también que la au- 
diencia mantenida con el Senador Abreu no tenía 
nada de particular, pues varios Legisladores, de di- 
versas tiendas políticas y en especial los miembros 
de la Comisión de Asuntos Internacionales de ambas 
Cámaras, solicitan -como es lógico- audiencias por 
asuntos relativos a la órbita de la Cancillería. A todos 
ellos, sin excepción ni distinción partidaria, los recibí 
siempre apenas pude, por el elemental respeto a su 
investidura. Esa actitud de apertura caracterizó todas 
mis gestiones en los distintos cargos públicos que me 
tocó desempeñar en el anterior Gobierno. 


¿Cuál fue mi único contacto con la denominada 
Ley de Concursos? Esta fue elaborada por un grupo 
de especialistas de la Cátedra de Derecho Comercial 
de la Facultad de Derecho, trabajando en coordina- 
ción con el Ministerio de Economía y Finanzas. Es- 
toy en conocimiento de que trabajaron los profesores 
doctores Siegbert Rippe, Ricardo Olivera García e 
Israel Creimer, junto a un grupo de otros abogados, 
contadores y economistas de la órbita del Ministerio 


1744-C.S. 


de Economía y Finanzas. El Senador Abreu, que par- 
ticipó del trámite legislativo del proyecto de ley, ha 
mencionado ante esta propia Comisión efectivamen- 
te a otros profesionales. El objetivo que se arrastraba 
desde tiempo atrás a partir de un primitivo proyecto 
del año 1998, que no logró ser sancionado, era mo- 
dernizar la legislación comercial y, en apariencia, me- 
jorar las normas contempladas en su momento por 
la Ley N* 17.292. Pero lo real y concreto es que, en 
todo ese largo proceso de elaboración de ese proyecto 
de ley, no tuve participación alguna; vale decir, no fui 
consultado, nunca emití opinión, no asistí a ninguna 
de las reuniones que seguramente se habrán mante- 
nido durante la preparación de su texto, no conocí 
ningún borrador o anteproyecto, etcétera. Estimo, 
por otra parte, que eso era bastante lógico, en aten- 
ción al tenor y contenido de la futura ley, que era emi- 
nentemente propio del Derecho Comercial y del De- 
recho Concursal, materias que son completamente 
ajenas a la rama o sector de la pequeña especialidad 
jurídica que poseo. Lo cierto es que a la luz del texto 
final, el proyecto de ley resultó muy complejo y de 
por sí tenía que armonizarse y compatibilizarse con el 
Código de Comercio, con el Código Civil, con la Ley 
de Sociedades Comerciales N” 16.060 y también con 
una larga serie de leyes penales especiales. Cualquie- 
ra que repase el artículo 256, donde se establecen las 
derogaciones dispuestas por la Ley de Concursos y 
Reorganización Empresarial, constatará que se tra- 
ta de una disposición abrogatoria tan extensa como 
pocas veces puede verse. Me he tomado el trabajo de 
contar el número de normas derogadas y puedo decir 
que esa disposición deroga 409 normas legales y, a su 
vez, modifica 15 leyes, más el Código de Comercio 
y el Código Civil. Respetuosamente invito a los inte- 
grantes de la Comisión a que por un instante lean la 
disposición mencionada -es decir, el artículo 256- a 
efectos de comprobar cuán engorroso y complejo es 
el trámite de las derogaciones legales. Y por si esto no 
fuera suficiente, el artículo 256 apela al mecanismo 
de la derogación tácita porque establece que fuera de 
las disposiciones que se derogan a texto expreso, se 
deroga también “toda otra disposición que se oponga 
a lo dispuesto por la presente ley”. 


Sin pretender desviarme del tema en cuestión, 
vuelvo a decir que no tuve intervención alguna y ja- 
más fui consultado durante el proceso de elaboración 
del proyecto de ley de concursos. El primer contacto 
que tuve con el texto proyectado tuvo lugar a comien- 
zos del año 2006, cuando la iniciativa -como es de ru- 
tina- ingresó a la Asesoría Jurídica de la Presidencia 
de la República, en la que se hicieron una larga serie 
de objeciones y se devolvió al Ministerio de origen. 
Una vez corregidas las objeciones, el proyecto llegó 
a mis manos; es en ese momento cuando lo veo. No 
puedo precisar qué día fue, pero ello coincide con 
la fecha en que el Ministro de Economía y Finanzas 
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y actual Vicepresidente de la República, contador 
Danilo Astori, me remitió el proyecto terminado a la 
Secretaría de la Presidencia. Una lectura del texto 
me permitió advertir que el actual artículo 256 en su 
redacción originaria derogaba las normas de la Ley 
N* 2.230, en particular, su artículo 76, que sin ir más 
lejos era el que tipificaba el delito por el cual en aque- 
lla época, agosto de 2006, se mantenían en prisión y 
estaban imputados los hermanos Peirano. Por ende, 
mi reacción inmediata fue la de anunciarle telefó- 
nicamente al Ministro de Economía y Finanzas las 
consecuencias que en ese entonces podía aparejar la 
derogación del precitado artículo 76. No comuniqué 
este tema a nadie más que al contador Astori, y luego 
al ex Presidente de la República, doctor Tabaré Váz- 
quez; ignoro si el contador Astori llegó a comentarlo 
con alguna otra persona. 


El propio Presidente del Senado, contador Astori, 
confirmó en la Sesión del 1? de setiembre de 2010 
que quien habla lo alertó sobre las consecuencias que 
podía tener esa derogación y que por esa razón funda- 
da se eliminó del primitivo proyecto de ley de concur- 
sos la derogación del artículo 76 de la Ley N” 2.230. 
Dejo constancia que esto figura en la versión taqui- 
gráfica de la Sesión mencionada. 


Desde el punto de vista técnico se advierte que las 
disposiciones penales de la ley eran absolutamente 
deficientes y prima facie resultaban incongruentes 
con el delito de insolvencia fraudulenta, tipificado 
por el artículo 5% de la Ley N* 14.095, y que este 
proyecto venía a adicionar una nueva incongruencia 
o una complejidad aún peor. ¿Por qué? Porque el ar- 
tículo 248 absorbía las normas de la ley del noventa 
y tres y las individualiza ahora bajo el nomen juris 
de “fraudes concursales”. Por ende, más que una du- 
plicación de normas -como se ha repetido- se estaba 
en vísperas de concretar una triplicación de disposi- 
ciones penales a propósito de las mismas conductas, 
con lo cual -como lo advertirán sin dificultad los in- 
tegrantes de la Comisión- la resolución del concurso 
de normas resultaba poco menos que imposible de 
dilucidar. Efectivamente, el contador Astori no había 
advertido el tema y ordenó corregirlo. Se optó por no 
tocar las disposiciones penales de la Ley N* 2.230 y, 
en consecuencia, el artículo 256 de la actual Ley de 
Concursos y Reorganización Empresarial no derogó 
los artículos 42, 43, 44, 76 y 77 de aquella ley, pero 
tampoco suprimió el delito de fraudes concursales 
que aparece tipificado en su artículo 248. 


Jurídicamente, la no derogación de normas con- 
currentes era, sin duda, un absoluto desacierto técni- 
co fundado exclusivamente en razones políticas o, si 
lo prefieren, de prevención de alarma social en fun- 
ción del proceso penal que podía quedar involucrado. 
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Por lo tanto, lo cierto, lo real y lo concreto es que 
luego de la única oportunidad que tuve de examinar y 
tomar contacto con el proyecto de ley final, en razón 
del cargo que desempeñaba -en agosto de 2006- la 
opinión o consejo que di fue no derogar el artículo 
76, advertencia que fue contemplada y, por ende, se 
mantuvo la triplicación de normas superpuestas a la 
que he aludido, la de la Ley N* 2.230, el artículo 5 
de la Ley N” 14.095 y el artículo 248 de la Ley de 
Concursos y Reorganización Empresarial. 


¿Qué quiero significar en definitiva con esto? Que 
el Gobierno anterior no planteó la derogación hoy tan 
cuestionada, tan luego, gracias a mi oportuna voz de 
alerta. En realidad, en la ocasión en que tomé con- 
tacto con el proyecto de ley aconsejé que no se dero- 
gara el artículo 76 y la advertencia fue contemplada. 
Fui el único que advirtió que para entonces la conse- 
cuencia inmediata de la derogación de ese artículo 
hubiera importado también, de sancionarse la ley, la 
liberación inmediata de los hermanos Peirano, que 
en aquella época -año 2006- se hallaban imputados 
por ese artículo 76 de la Ley N* 2.230 y se mantenían 
aún bajo prisión preventiva. ¡Imaginen los Senadores 
el escándalo que se habría provocado si se los hubie- 
ra liberado en el año 2006, sobre todo teniendo en 
cuenta el escándalo que ahora se ha montado tras la 
derogación tardía del artículo 76, cuando los herma- 
nos Peirano -cosa que nadie dice- ya llevan tres años 
y tres meses en libertad provisional! ¡Este último 
escándalo resulta tan contradictorio como la escasa 
repercusión y el nulo escándalo que causara en su 
momento la excarcelación de los Peirano en el año 
2007! Esta excarcelación -también me tomé el traba- 
jo de contar los días- se produjo porque les faltaban 
69 días para cumplir la totalidad de la pena de cinco 
años, como se expresa en la sentencia que decretó su 
libertad provisional. 


Por lo tanto, es absolutamente indiscutible que si 
en aquel momento hubiera querido beneficiar a al- 
guien me habría alcanzado solamente con guardar 
silencio, sin alertar a nadie, ya que el tema había pa- 
sado inadvertido para todos; no tenía más que remitir 
al Parlamento el proyecto de ley original tal como ve- 
nía elaborado por el Ministerio de Economía y Finan- 
zas. 


Resulta obvio, para cualquier persona mediana- 
mente sensata, que si hubiera pretendido engañar 
a alguien o hacer algo indebido, me habría callado 
y hubiera enviado el proyecto de ley tal como había 
sido primitivamente formulado. La cuestión habría 
quedado a merced de que algún Legislador se die- 
ra cuenta del alcance de la derogación, hipótesis no 
imposible, pero sí poco probable, dada la extensión y 
la elevada complejidad técnica del proyecto de ley en 
cuestión. 
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Debo insistir, en definitiva, en que fui yo quien 
evitó que el Poder Ejecutivo, inadvertidamente, dero- 
gara el delito del artículo 76 en 2006, pues nadie se 
había percatado hasta entonces de los efectos que im- 
plicaba en aquel momento, y no ahora, la tal deroga- 
ción. Sin duda, mi intervención le evitó un problema, 
acaso un escándalo al Gobierno. No obstante, como 
jurista no puedo enorgullecerme de haber avisado 
para modificar un proyecto de ley, que siempre debe 
ser de alcance general, en atención a una situación 
particular. Por ello, como ya lo expuse públicamente, 
he decidido no continuar en la vida política, pues en 
ocasiones conjuga un matrimonio mal avenido con el 
Derecho. 


Quisiera realizar una última precisión imprescin- 
dible al cerrar este capítulo. Al momento de cobrar 
estado parlamentario el proyecto de ley de Concur- 
sos y Reorganización Empresarial -cuyo Mensaje fue 
remitido el 21 de agosto de 2006- mi estudio jurídi- 
co no patrocinaba al contador Juan Domingo Ratti, 
cuya defensa fue asumida recién el 5 de diciembre 
de 2006 y, a su vez, ya hacía mucho tiempo que esta 
persona se encontraba en libertad, pues había sido 
excarcelado el 15 de mayo de 2003. 


Ahora bien, retomo el hilo cronológico de lo acon- 
tecido para señalar que, como todos los Senadores 
saben, la consecuencia de la intervención en el pro- 
grama televisivo del viernes 13 de agosto -el mismo 
viernes de la publicación- fue que el Senador Abreu 
planteara una cuestión de fueros, que fuera discutida 
en la Sesión del Senado que se celebró el 17 de agos- 
to. Acudí a esa Sesión con toda la argumentación que 
vengo exponiendo para controvertir las afirmaciones 
públicas y previas del Senador que había luego pro- 
movido la cuestión de fueros. Confieso que fue con 
ese exclusivo propósito que concurrí ese día a la Cá- 
mara de Senadores, concentrado en refutar la versión 
difundida en el semanario y en explicarle al Cuerpo 
cómo se habían desarrollado los hechos. 


Llegado a este punto, quiero cuidarme de las ex- 
presiones, porque nunca ha sido mi estilo agraviar a 
nadie, ni en la vida ni en mi fugaz pasaje por la acti- 
vidad política, y mucho menos se me ocurriría hacer- 
lo en esta instancia ante la Comisión Investigadora. 
Pero debo decir francamente que me dejó perplejo 
la versión que expuso el Senador Abreu en Sala. La 
“gauchada” y la “carambola a tres bandas de casín” 
que había relatado a la prensa el viernes anterior pa- 
saron a ser, además de una “sugerencia” -y cito sus 
propias palabras- un “comentario puntual sobre la 
necesidad de revisar el capítulo de las derogaciones”. 


El Senador Abreu dijo, lo cito textualmente: “La 
sugerencia -es la palabra que voy a utilizar- que reci- 
bí, proveniente de un catedrático Grado 5 de Derecho 
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Penal, fue en el sentido de evitar una duplicación de 
figuras delictivas”. También agregó, elevando incluso 
el tono de voz -cosa que todos sabemos hacer- “no 
hago mandados ni gauchadas a nadie, sino que ac- 
túo de acuerdo con mis convicciones”, manifestando 
asimismo: “Debo decir que esa sugerencia, estudiada 
y evaluada, desde mi punto de vista era una buena 
técnica jurídica, porque contenía una figura delictiva 
mal tipificada en el siglo pasado, de reñida compatibi- 
lidad con el principio de legalidad contemplado en el 
artículo 1% del Código Penal”. Incluso, más adelante 
sostuvo: “De manera que desde el punto de vista de 
la iniciativa legislativa, de ningún modo voy a aceptar 
el comentario realizado en el sentido de que se haya 
actuado en forma impensada e irreflexiva, porque mi 
trabajo es ser Legislador, mi trabajo es estudiar”... 
“puedo afirmar que sobre la base de mi credibilidad 
personal y profesional, fundamenté jurídicamente mi 
posición en la exposición de motivos”. 


En fin, no vale la pena continuar con la transcrip- 
ción, porque los miembros de la Comisión tienen a 
su disposición, naturalmente, la versión taquigráfica 
de la Sesión celebrada el 17 de agosto. Incluso, fuera 
de Sala, en la conferencia de prensa, cuando le pre- 
guntaron si había hecho o hablado de una gauchada, 
el señor Senador Abreu volvió a repetir eficazmente: 
“Quedó claro también que yo no le hago mandados ni 
gauchadas a nadie. Está claro que no hago gaucha- 
das, ni tampoco soy un transmisor de mandados y que 
eso son interpretaciones que cada periodista hace de 
acuerdo a las fórmulas”. Estas son las palabras tex- 
tuales del señor Senador. 


Al cabo de repasar tales afirmaciones, pregúnten- 
se los señores miembros de la Comisión dónde quedó 
la gauchada y la carambola a tres bandas con casín, y 
cómo fue posible que terminara reconvertida en una 
mera sugerencia. Si, además, el señor Senador Abreu 
asumió la autoría del proyecto, si defendió en Sala, en 
esta Sesión de la cuestión de fueros, las razones muy 
lógicas y los fundamentos, explicando que lo presen- 
tó a fin de encontrar la mejor solución jurídica para 
contar con una legislación comercial moderna y no 
contradictoria -según sus palabras textuales- no ter- 
mino de entender qué responsabilidad se me preten- 
de adjudicar en este tema. Por supuesto, los señores 
Senadores estimarán como mejor les parezca la ver- 
sión de uno de sus pares. Por mi parte, y con el mayor 
de los respetos, vuelvo a confesar que quedé perplejo 
y atónito, porque al señor Senador, o bien le habían 
tergiversado sus dichos en la prensa -que puede ser- 
o estaba realizando una retractación. No cabe otra 
manera de entenderlo. 


Por supuesto, los dichos del señor Senador Abreu 
en Sala me suscitan coincidencias y discrepancias. 
Coincido con sus palabras en el sentido de que la Ley 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


de Concursos modernizó la legislación vigente, que 
databa del siglo XIX, unificando en un solo texto toda 
la materia referida a quiebras, concordatos, liquida- 
ciones de sociedades y concursos de personas físicas. 
Coincido también - cómo no voy a compartirlo- en que 
el proyecto de ley revisaba nada más ni nada menos 
que códigos del siglo XIX y que colocaba en la moder- 
nidad todas las disposiciones de carácter comercial. 
Comparto plenamente sus aseveraciones cuando el 
señor Senador Abreu manifiesta textualmente: “Has- 
ta la aprobación de esta Ley N” 18.387, la regulación 
de la actividad de las sociedades comerciales y de las 
personas que actúan en ellas, directores, síndicos y 
administradores, estaba dispersa en la multiplicidad 
de normas en forma inorgánica en el Código Civil, 
en el Código de Comercio, en el viejo Código Penal 
derogado de 1889, en el Código Penal de 1934 vigen- 
te, entre otros. Varias de esas normas debieron ser 
derogadas al adoptarse el nuevo texto legal. Basta ver 
ese texto normativo para darse cuenta del número 
importante de derogaciones que se produjeron para 
poner en vigencia una ley moderna en materia de 
concurso y de reorganización empresarial. La nueva 
legislación” -continúa el señor Senador Abreu- “prác- 
ticamente un nuevo Código en la materia, unificó la 
calificación de los delitos vinculados con la actividad 
comercial y permitió superar el caos que suponía la 
superposición de distintos delitos en normas diferen- 
tes”. Mi única salvedad, señores Senadores, es de 
orden cualitativo, probablemente semántico, porque 
el señor Senador Abreu dice que se derogaron varias 
normas y como a mí el conteo, si es que no me equi- 
voco -porque por algo soy abogado y fue para evitar 
las matemáticas- me arroja que son 409 las normas 
que se derogaron, creo que ello excede la dimensión 
de que son solo varias. Se trata, en verdad, de una 
multitud de disposiciones derogadas. 


No tengo reparo alguno en admitir, al mismo 
tiempo, lo laborioso que es el señor Senador Abreu, 
el espíritu constructivo que inspira todo su accionar 
político, como él lo reivindica. Desde luego, tampoco 
objeto su sabiduría, profundidad e idoneidad jurídica. 
Todo ello está fuera de discusión. 


En relación al intercambio de palabras que man- 
tuviéramos al final de aquella entrevista en la Canci- 
llería, también es verdad que no se habló ni se pensó 
en ningún caso particular. No lo hizo él y tampoco lo 
hice yo. Por lo tanto, cuando el señor Senador Abreu 
afirma -y voy a leer textualmente-, “que el proyecto 
de ley redactado, en lo que a mí concierne, no fue 
pensado para beneficiar ni para perjudicar a nadie en 
particular, sino para darle claridad y seguridad jurídi- 
ca al nuevo régimen penal en materia comercial”, no 
tengo por qué dudarlo. Lo único que agrego es que yo 
tampoco pensé en ningún caso en particular. En rea- 
lidad, ni siquiera daba para pensarlo, por el carácter 
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imprevisto y sobre todo, harto fugaz, del dialogado. 
Lo único que tenía presente, desde mucho antes, era 
la triplicación de normas penales concurrentes que 
acabo de mencionar. Específicamente, me refiero a la 
Ley N* 2.230, a la Ley N* 14.095 en su artículo 5” y 
el artículo 284 de la Ley N* 18.387. Por supuesto que 
tampoco objeto sus afirmaciones en el sentido de que 
no hace mandados ni gauchadas a nadie, sino que 
actúa de acuerdo con sus convicciones y su confor- 
mación ética. Sin embargo, lo único que lamento es 
que no se haya expresado así ante el semanario Bre- 
cha cuando fue entrevistado, ya que hubiera evitado 
muchas cosas. 


Como es de pública notoriedad, a raíz de la sen- 
tencia judicial de clausura del proceso penal recaído 
en el llamado “caso Peirano”, la Cámara de Senado- 
res constituyó esta Comisión Investigadora el 1” de 
setiembre. La primera Sesión de esta Comisión se ce- 
lebró el 7 de setiembre y en ella, como consta a todos 
los señores Senadores, la primera persona en brindar 
su testimonio fue, precisamente, el señor Senador 
Abreu, quien corroboró y amplió lo que antes había 
expuesto ante el Plenario de la Cámara de Senadores 
el 17 de agosto, durante el planteo de la cuestión de 
fueros. En efecto, como surge de su deposición ante 
esta Comisión Investigadora, el señor Senador Abreu 
comenzó por historiar la sanción de la Ley de Con- 
cursos, mencionó a todos los juristas, contadores y 
economistas que habían participado durante el trámi- 
te legislativo en el seno de la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación de la Cámara Alta. Luego relató la 
conversación que había mantenido conmigo en aque- 
lla entrevista en la Cancillería manifestando: “La su- 
gerencia que recibí fue en el sentido de evitar una 
duplicación de figuras delictivas, para que quedara 
en claro que también a los directores y administra- 
dores de las sociedades anónimas les era aplicable el 
régimen general, es decir, los delitos y penas previstos 
en el Código Penal para los casos de quiebra y fraude 
y los delitos de insolvencia fraudulenta y el recien- 
temente creado delito de fraude concursal. En otras 
palabras, se trataba de suprimir la tipificación para 
dichos directores y administradores y evitar la super- 
posición de diferentes tipologías penales, aplicables a 
las mismas conductas, es decir, las consagradas en los 
artículos 42 a 44 y 76 de la vieja ley y la del Código Pe- 
nal y normas especiales actualmente vigentes”. A su 
vez, en la ocasión agregó que tomó buena nota de la 
sugerencia y, por tanto, dice textualmente ante este 
Cuerpo: “Analicé las disposiciones penales vigentes 
en la materia, las disposiciones del nuevo régimen le- 
gal, así como el artículo 256 de la nueva ley y concluí, 
por múltiples razones que desarrollaré, que le asistía 
razón a la advertencia que había recibido”. También 
relata que en el ámbito del Senado se entendió opor- 
tuna la propuesta, reiterando que la sugerencia fue 
de pura técnica jurídica y que por ello la recibió con 
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la debida seriedad. Asimismo dice: “He compartido y 
comparto la opinión respecto de la derogación de los 
artículos de la Ley N* 2.230. Es más; estoy convenci- 
do de su conveniencia jurídica. La modificación que 
tuve la iniciativa de presentar, en base a una suge- 
rencia recibida, fue cuidadosamente evaluada y no 
fue pensada para beneficiar o perjudicar a nadie en 
particular, sino para dar claridad y seguridad jurídica 
al nuevo régimen penal en el ámbito comercial”. 


Luego, el señor Senador Abreu desarrolla los 
cuestionamientos que toda la doctrina había formu- 
lado a la vieja Ley N” 2.230, incluida la postura de 
quien hoy habla, y manifiesta: “Debo sí explicar que 
los delitos previstos en los artículos 42 a 44 y 76 de la 
Ley N* 2.230 fueron sustituidos por la Ley N* 18.387, 
que establece un nuevo régimen concursal y normas 
específicas sobre responsabilidad civil y penal de las 
personas físicas de los directores, administradores y 
representantes de las sociedades”. Resultaba, en con- 
secuencia, incongruente mantener en vigencia los ar- 
tículos de la ley de 1893, por cuanto los nuevos tipos 
legales han previsto la totalidad de los supuestos de 
inconductas punibles en el proceso anterior o pos- 
terior a la demanda del concurso y mantener estos 
artículos hubiera implicado una absurda e infundada 
duplicación normativa al punto que, incluso, de no 
haberlos derogado expresamente, se hubiera podido 
sostener -como se ha hecho- su derogación tácita por 
efecto de la nueva ley en el tiempo. 


Finalmente, preguntado por este Cuerpo por el 
asesoramiento que recabara después de recibir mi su- 
gerencia, el señor Senador Abreu responde, y cito tex- 
tualmente: “Los asesores que yo tengo son, por suer- 
te, unos cuantos y buenos. Cuando se planteó esta 
iniciativa, recurrí a ellos, pues algunos son abogados 
de primer nivel y otros tienen cierta especialidad en 
Derecho Penal. Esta derogación no fue planteada al 
correr de la pluma ni en forma improvisada; el tema 
quizás no fue estudiado con la misma profundidad 
que ahora, pero sin duda fue analizado con los mis- 
mos fundamentos jurídicos que hoy desarrollo acá”. 
Finalizaba el señor Senador Abreu diciendo que este 
tema era absolutamente compartible y recomendable 
desde el punto de vista jurídico. 


Para evitarles inútiles repeticiones, me basta con 
expresar que comparto casi todo lo expuesto por el 
señor Senador Abreu a propósito de los groseros de- 
fectos técnicos que contenía la normativa penal de 
la Ley N* 2.230, así como la imperiosa necesidad de 
derogarla y la idéntica y no menor necesidad de no 
duplicar y yo diría, de no multiplicar, la tipificación 
de figuras delictivas. No obstante, mantengo algunas 
discrepancias o, por lo menos, debo hacer algunas 
aclaraciones imprescindibles. Por ende, expuestas las 
coincidencias, vayamos ahora a las discrepancias. 
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En primer lugar, quiero plantear una equivocación 
muy menor. La Ley de Concursos no contiene 263 
artículos como él dice, sino 264. En segundo térmi- 
no, controvierto un severo error conceptual del señor 
Senador Abreu, que aún hoy mantiene, a pesar de 
todo lo que estudió a propósito de la Ley de Concur- 
sos y de su modificativa, es decir, la Ley N* 18.411. 
La cuestión es de orden jurídico, pero es valedera. 
El señor Senador Abreu argumenta que debía quedar 
claro que “también a los directores y administradores 
de las sociedades anónimas les era aplicable el régi- 
men general, es decir, los delitos y penas previstos en 
el Código Penal para los casos de quiebra y fraude. A 
todos ellos el Juez Penal aplicará las mismas penas 
que correspondan a los delitos previstos en el Código 
Penal vigente, tales como fraude, quiebra fraudulen- 
ta y quiebra culpable”. Pues bien, ese razonamiento 
-dicho sea con el mayor respeto- resulta equivocado, 
en primer lugar, porque a los directores y a los ad- 
ministradores de sociedades anónimas no se les va 
a aplicar el Código Penal en los casos de fraude -en 
todo lo demás sí- sino que se les va a aplicar, precisa- 
mente, el delito de fraudes concursales, establecido 
en sus distintas modalidades típicas por el artículo 
248 de la Ley de Concursos, y no por el Código Penal. 
La pena, claro está, es la pena de esa figura delictiva 
extra Código y no proviene del Código Penal. Acoto 
subsidiariamente -como más adelante lo demostra- 
ré- que ahora he advertido -porque no me di cuenta 
antes- que los delitos de quiebra, tanto la culpable 
como la fraudulenta, quedaron sin tipicidad por una 
errónea derogación hecha por la Ley de Concursos a 
las normas del Código de Comercio. Pero desde luego, 
y en cuanto aquí y ahora interesa, mi discrepancia 
esencial se centra en que, según él, le hice una su- 
gerencia no a la ligera, “que no fue, desde mi pun- 
to de vista, un dato al pasar dado en forma ligera”. 
Esto lo controvierto con todo énfasis. Y disculparán 
los señores miembros de la Comisión por volver a in- 
sistir sobre esto. Desde el punto de vista temporal, 
la sugerencia fue ligera, hecha de modo muy rápido. 
Pero desde el punto de vista sustantivo o de fondo, 
creo que fue tan clara como elemental: se trataba de 
evitar el concurso de normas, como lo sabe cualquier 
abogado penalista. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Dónde dijo eso? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En la Sesión del Plenario 
de la Cámara de Senadores durante la cuestión de 
fueros, o en la exposición que hizo cuando vino a de- 
poner ante esta Comisión. 


El señor Senador Abreu fue a la Cancillería a pre- 
guntar o interiorizarse sobre temas del ámbito inter- 
nacional. Ya les dije: si no recuerdo mal, le interesaba 
especialmente también el relanzamiento de la Uru- 
pabol. Nunca el señor Senador Abreu se interesó o 
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planteó inquietud alguna sobre ningún otro aspecto 
que no tuviera relación con el Derecho Internacio- 
nal. Y fue él quien, terminada la entrevista y mientras 
caminábamos hacia la puerta del despacho, mencio- 
nó la Ley de Concursos, sobre la que se encontra- 
ba trabajando. Yo no sabía nada al respecto. Cuando 
planteó el tema de la complejidad de las derogacio- 
nes, le expresé mi opinión espontánea, que ya les he 
explicado. Lo hice, obviamente, sin ningún análisis 
previo, solo en base al recuerdo que tenía de cuando 
había visto el proyecto en el año 2006, acerca de la 
multiplicidad de normas penales absolutamente in- 
compatibles entre sí. Por cierto, no tomé el tiempo 
que duró ese intercambio de opiniones o de palabras, 
porque así como no uso grabadores, tampoco utilizo 
cronómetros, pero estoy en condiciones de asegurar 
que ese escueto dialogado no insumió más de un par 
de minutos. 


Entonces, ¿cómo puede calificarse? ¿No es esta 
una opinión espontánea, dada al pasar, por mera ca- 
sualidad, en forma imprevista y sin meditación pre- 
via? Yo no estoy en la cabeza de mis interlocutores y, 
claro está, no puedo apreciar cómo interpretan estos 
una simple opinión. Pero si a un par de frases, expre- 
sadas al pasar y de apuro, se les da el sentido de una 
autoría intelectual, como lo entendió el señor Sena- 
dor Abreu, pues entonces en este país tendremos que 
empezar a cuidarnos hasta de decir “buenos días”. 
No en balde el señor Senador Abreu admite que esa 
opinión o sugerencia, como la denomina él, la pro- 
fundizó y se convenció de que era correcta, estudiada 
y evaluada; dice él: “desde mi punto de vista era una 
buena técnica jurídica”. E insiste varias veces en su 
exposición en la Sesión de la Cámara del 17 de agosto, 
que no redactó el proyecto modificativo en forma im- 
pensada o irreflexiva, sino todo lo contrario, porque 
su trabajo como Legislador es estudiar. Y yo no tengo 
ningún motivo para dudar de ello. Había estudiado y 
examinado la cuestión, y ahora sabemos también que 
hasta la consultó con algún otro jurista. Luego la fun- 
damentó ante los demás Legisladores cofirmantes del 
proyecto expresando una razón jurídicamente inobje- 
table: había que evitar la superposición de leyes pena- 
les, la duplicidad de tipificaciones penales. Si estudió 
y profundizó ese análisis -como él indica- es porque 
yo no le brindé más que una impresión, que cualquier 
Legislador responsable se aboca a corroborar. Si hizo 
todo ello es porque la autoría, la paternidad intelec- 
tual de la iniciativa, es enteramente suya. 


SEÑOR GALLINAL.- Me permito interrumpirlo 
porque creo que mi inquietud viene al caso, ya que 
le pregunté en qué circunstancias el señor Senador 
Abreu había expresado esos dichos, si lo hizo en la 
Sesión del Senado, en la Comisión o en la prensa. 
Evidentemente, la última parte a que hizo referencia 
el doctor Gonzalo Fernández la expresó en la Sesión 
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del Senado. Entonces, pregunto por qué no surgió la 
réplica de su parte. Por lo que recuerdo, lo dicho so- 
bre “la autoridad intelectual” y “la autoridad material 
del proyecto”, la utiliza en la Sesión del Senado. Con- 
cretamente, esa es la pregunta que quería hacer al 
doctor Gonzalo Fernández. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Hace poco rato dije que 
vine muy preparado a la Sesión del Senado para con- 
trovertir lo que había publicado el semanario Brecha, 
y que ante la nueva versión brindada por el señor Se- 
nador Abreu me quedé atónito, perplejo, porque era 
algo completamente distinto a lo que había manifes- 
tado a la prensa. Es más, acabo de aclarar -no sé si 
lo escuchó el señor Senador; de no ser así, lo reitero- 
que es probable que las palabras del señor Senador 
Abreu hayan sido tergiversadas por el periodista, por- 
que no coincide lo que dijo en la Sesión del Senado 
del 17 de agosto y lo que expresó más ampliamente 
en la primera Sesión de esta Comisión Investigadora 
con lo que divulgó el semanario Brecha. No sé si que- 
da clara la respuesta. 


En cuanto a si las expresiones fueron vertidas 
en la Comisión o en la Sesión del Pleno, señalo que 
cuando hablábamos, varios señores Senadores me 
hacían gestos asintiendo que fueron manifestadas 
en este ámbito. Por ende, no tenía la oportunidad de 
controvertirlo. 


SEÑOR MOREIRA.- A los solos efectos de aclarar, 
quiero puntualizar que tengo en mi poder la versión 
taquigráfica de lo expresado por el doctor Fernández 
en el Senado. Dice: “Al culminar la entrevista” -refi- 
riéndose al señor Senador Abreu- “me comentó al pa- 
sar los temas en que se estaba trabajando en el Sena- 
do y señaló que se estaba por aprobar la ley relativa a 
los concursos, que era una ley muy difícil, compleja y 
engorrosa por las armonizaciones y derogaciones que 
planteaba. Yo le dije que efectivamente era así, que 
tuvieran cuidado y la estudiaran con detenimiento y 
cautela, tanto por las armonizaciones y derogaciones 
de la normas civiles, como de las normas penales. De 
modo que, si esa es la advertencia o sugerencia, como 
la ha llamado hoy, que el señor Senador Abreu dice 
que le formulé, debo decir que es verdad y la conver- 
sación sobre el punto no debe haber durado más de 
un minuto. Le advertí precaución o cuidado”. Es lo 
que se dice textualmente allí. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Lo ratifico plenamente. 


Si está contestada la pregunta, continúo con la 
exposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúe, doctor Fer- 
nández. 
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SEÑOR FERNÁNDEZ.- Entonces, ingresemos al 
segundo punto, al trámite legislativo que tuvo la Ley 
N* 18.411, que sé es lo que más interesa a la Comi- 
sión. Amén de ello, permítaseme que intente demos- 
trar por qué razones creo que el Parlamento no incu- 
rrió en error alguno al sancionarla. Efectivamente, 
también coincido con el señor Senador Abreu cuando 
en la Sesión del Senado expresa que yo estaba y estoy 
convencido de que era procedente la derogación del 
artículo 76, para no duplicar la tipificación de un de- 
lito y porque su permanencia carecía de fundamento 
lógico. Es así, y debo suponer que la misma convic- 
ción tuvo y mantiene el señor Senador Abreu. En esos 
términos lo manifiesta, por otra parte, la exposición 
de motivos del proyecto de ley interpretativo elabo- 
rado al parecer por el doctor Juan Andrés Ramírez 
y promovido por los señores Senadores Larrañaga, 
Abreu, Moreira y Da Rosa, aseverando que -textual- 
mente- “el fundamento para suprimir el delito del ar- 
tículo 76 de la Ley N” 2.230 se mantiene vigente”. Y 
esto dice la exposición de motivos. 


Abordemos, por consiguiente, el segundo párrafo 
de mi declaración, haciendo la salvedad y excusán- 
dome de antemano, porque aquí es menester expla- 
yarse sobre cuestiones netamente jurídicas y bastante 
intrincadas por si fuera poco, que intentaré explicar 
con toda claridad, con la mayor sencillez posible so- 
bre todo en consideración a que no todos los miem- 
bros de la Comisión son abogados. 


Como les dije, luego de la corrección realizada 
al artículo 256 ante mi advertencia, el Ministro de 
Economía y Finanzas lo remite con Mensaje el 21 
de agosto, lo envía al Poder Ejecutivo e ingresa a la 
Cámara de Representantes el 31 de agosto de 2006. 
Por supuesto, me olvidé por completo del asunto, que 
comenzó a ser considerado y estudiado en el ámbito 
parlamentario, donde no me cupo ninguna otra inter- 
vención o participación porque jamás fui consultado. 
Este proyecto insumió veinte meses en la Cámara 
de Representantes, que terminó aprobándolo el 1% 
de julio de 2008, e insumió tres meses en la Cámara 
de Senadores, que lo aprueba el 15 de octubre de 
2008. En ambas Cámaras todo el proyecto se aprobó 
en una única Sesión y el 23 de octubre de 2008 el 
Poder Ejecutivo lo promulga. Es decir que el trámite 
de la Ley de Concursos insumió más de dos años, 
concretamente veinticinco meses y medio, y durante 
ese lapso, por cierto, sucedieron varias cosas. 


En primer lugar, los hermanos Peirano fueron ex- 
carcelados, otorgándoseles la libertad provisional -y 
lo subrayo- el 29 de mayo de 2007. Curiosamente, en 
aquella oportunidad no hubo crispación pública de 
especie alguna. 


En segundo lugar, la Fiscalía dedujo acusación del 
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proceso el 19 de octubre de 2006, fijando la impu- 
tación o pretensión punitiva por un delito distinto y 
más grave que el establecido por el artículo 76. La 
Fiscalía acusó por el delito de insolvencia societaria 
fraudulenta, reprimida por el artículo 5% de la Ley 
N? 14.095. 


En lo que refiere al contador Juan Domingo Ratti, 
que estaba excarcelado desde el 15 de mayo de 2003, 
fue defendido originariamente por el doctor José Pe- 
tito hasta el día 15 de diciembre de 2006, cuando 
el jurista asignado se acogió a la jubilación y ello le 
impidió continuar con esta defensa; la doctora Salom 
-a quienes hoy escucharon y que había sido su ad- 
junta en la Cátedra de Derecho Penal de la Facultad- 
asumió su defensa formalmente junto conmigo. 


En el plano personal, como es de notoriedad, aban- 
doné la Secretaría de la Presidencia de la República 
en el mes de marzo de 2008, pasando a desempeñar- 
me al frente del Ministerio de Relaciones Exteriores, 
área completamente nueva para mí. 


Es evidente que el señor Senador Abreu estaba 
aguardando la promulgación de la Ley de Concursos 
desde el mes de agosto, cuando nos encontramos en 
la Cancillería, porque el mismo día de su promulga- 
ción, el 23 de octubre de 2008, él promovió su pro- 
yecto modificativo. Por ende, como ya les dije, es 
imposible que haya hablado conmigo a comienzos de 
noviembre de 2008, cuando introdujo el proyecto el 
23 de octubre de ese año. Él informó al semanario 
Brecha que fue quien se encargó de recoger las firmas 
de los señores Senadores Alfie, Michelini y Percovich 
para el proyecto de ley modificativo que redactara y 
presentara. 


A su vez, en la Cámara de Representantes -Diario 
de Sesiones del 5 de noviembre de 2008- el entonces 
Diputado Cánepa afirma -a propósito de este proyecto 
de ley interpretativo- que cuando el señor Senador 
Abreu, como Miembro Informante y en nombre de 
todo el Partido Nacional, en conjunto con el resto de 
todos los señores Legisladores, presentó este proyec- 
to de ley en el Senado, se votó inmediatamente sin 
discusión y por unanimidad; página 32 del Diario de 
Sesiones de la Cámara. Al mismo tiempo el ex Di- 
putado Lorenzo, cuando solicita a la Cámara de Re- 
presentantes un cuarto intermedio, también expre- 
sa haber consultado al señor Senador Abreu, autor 
del proyecto de ley modificativo, quien le trasmitió el 
sentido de esta regulación. Vale decir, por tanto, que 
ambos Diputados identifican claramente al señor Se- 
nador Abreu como autor de la iniciativa. El propio se- 
ñor Senador ha confirmado en el curso de la cuestión 
de fueros tratada en Cámara que esto es así. Incluso, 
el ex Diputado Lorenzo agrega -sin nombrarme- que 
al ser consultado, el señor Senador Abreu le informó 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


que otra persona se lo había sugerido y que a él le 
había parecido una buena idea. 


Entonces, si bien el señor Senador Abreu fue 
quien elaboró el proyecto, recabó la firma de los se- 
ñores Senadores, lo presentó y actuó como Miembro 
Informante, no termina de entenderse por qué ra- 
zón en la Sesión del Senado del día 23 de octubre 
de 2008 delegó esa tarea de informar al Cuerpo en 
la ex Senadora Percovich y por qué motivo, hallán- 
dose presente en Sala, no solo no informó el proyec- 
to modificativo delegando la tarea en la mencionada 
ex Senadora sino que, además, derivó también en el 
señor Senador Michelini la moción de inclusión del 
proyecto de ley en el Orden del Día de esa Sesión. Es 
una lástima porque, a decir verdad, siendo el señor 
Senador Abreu abogado, podría haber hecho un infor- 
me mucho más amplio, aun en Sala, sin desmerecer 
con esta afirmación, desde luego, las buenas explica- 
ciones de la ex Senadora Percovich. 


El proyecto modificativo tuvo un trámite acelera- 
do en la Cámara de Senadores, en apariencia porque 
el objetivo era que la nueva ley concursal contem- 
plara la situación del CASMU. Lo real y concreto es 
que el artículo 1% anticipó notoriamente la entrada en 
vigor de la ya aprobada Ley de Concursos rebajándola 
de 180 días -como estaba inicialmente establecido en 
su artículo 255- al término exiguo de 10 días. 


En lo que ahora nos interesa, la fundamentación 
de la norma derogatoria fue correctamente fundada 
por la ex Senadora Percovich a pesar de que ella no 
es de profesión abogada. La exposición de motivos del 
proyecto afirma -en relación al artículo 2*- que la de- 
rogación de los artículos 42 a 44 y 76 de la ley se rea- 
liza “a los efectos de eliminar la supervivencia de dos 
regímenes legales que regulan una misma conducta 
delictiva”. En Sala, la entonces Senadora Percovich 
expone: “En su momento no los habíamos incluido en 
las derogaciones, y no hacerlo implicaría, de hecho, 
la existencia de una doble normativa con relación al 
delito que se establece en el artículo 248 de la Ley de 
Fraudes Concursales”. 


Entonces, cuando el semanario Brecha recoge la 
versión de algún Legislador no identificado que ha- 
bría referido que la norma derogatoria pasó de con- 
trabando, no puedo menos que preguntarme: ¿Dónde 
está? ¿Qué es lo que pasó de contrabando si la ex Se- 
nadora Percovich lo explicó con diáfana claridad y su 
fundamentación jurídica resulta impecable más allá 
de que, seguramente, el señor Senador Abreu podría 
haberla ampliado y, dados sus conocimientos jurídi- 
cos, podría haberlo hecho mejor? Es verdad, y esto 
está fuera de toda duda: no pueden coexistir simul- 
táneamente dos normas penales tipificando el mismo 
delito con distintas sanciones punitivas. Eso sí sería 
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el zafarrancho jurídico que mencionó en su momento 
el ex Diputado Lorenzo. 


Para culminar el análisis del trámite legislativo 
de la Ley N” 18.411, me permito recordar que ese 
proyecto ingresó a la Cámara de Senadores el jueves 
23 de octubre, fue incorporado de inmediato al Or- 
den del Día por 20 votos en 21 y fue aprobado en esa 
misma Sesión sin pasar a Comisión. Debo manifestar 
también que ningún Senador me consultó al respec- 
to, y es cierto que tampoco tenían por qué hacerlo. 
Pero, además, si yo ni siquiera conocía el texto pro- 
yectado, ¿cómo iba a poder opinar? Fuera de aquel 
fugaz y brevísimo intercambio con el señor Senador 
Abreu en ocasión de su visita a la Cancillería, no supe 
más nada del asunto; ni siquiera supe que el tema 
hubiera cuajado en un proyecto de ley. Antes bien, si 
me hubieran consultado, hubiera reaccionado auto- 
máticamente afirmando -como ya dije- que el texto 
proyectado era incompleto. Al señor Senador Abreu 
le faltó prever la derogación del artículo 77 de la ley, 
disposición que solo él podrá explicar por qué razón 
no incluyó. Esa es, en efecto, la única norma penal 
de la Ley N* 2.230 que fue excluida de la derogación 
y que, en el futuro, también deberá ser enmendada. 
Desde luego, si mi hubieran preguntado, habría re- 
dactado mejor la exposición de motivos. Pero, reitero, 
nadie me consultó. Incluso, de haber recibido alguna 
consulta, no sé siquiera si hubiera podido atenderla. 
Digo esto porque, en ese entonces, yo me encontraba 
en las vísperas de la Cumbre Iberoamericana de El 
Salvador, hacia donde viajé en la noche del 26 de oc- 
tubre de 2008, retornando a Montevideo el día 1% de 
noviembre de ese año, como consta en mi pasaporte 
-cuya fotocopia he entregado- en las páginas 15, 10, 
18 y 22, por la forma irregular en que se colocan los 
sellos migratorios. Cualquiera que haya participado 
de alguno de esos eventos, más aun como Ministro de 
Relaciones Exteriores, sabe que en los días previos -y 
sobre todo ese jueves 23 y viernes 24 de octubre de 
2008- toda la atención, febril y frenética, se centra 
en la preparación de la Cumbre, sobre todo en las 
múltiples reuniones bilaterales de Cancilleres, que 
en todas las Cumbres se realizan para tratar los más 
diversos temas. Esto lo puede corroborar el señor Se- 
nador Nin Novoa, ya que asistió conmigo a la Cumbre 
en su calidad de Vicepresidente de la República. Él 
fue testigo presencial de cuanto afirmo y del intenso 
trabajo que mantuve a lo largo de ese evento. 


Permítanme ingresar ahora -a pesar de las caras 
de aburrimiento que observo- al trámite que tuvo este 
proyecto de ley en la Cámara de Representantes. El 
proyecto aprobado por la Cámara de Senadores el 24 
de octubre de 2008, ingresó el 4 de noviembre a la 
Cámara de Representantes, donde fue sancionado al 
día siguiente, el 5 de noviembre, siendo promulga- 
do por el Poder Ejecutivo recién el 14 de noviembre. 


CÁMARA DE SENADORES 


751-C.S. 


Aquí sí, en la Cámara de Representantes, alguien 
tuvo una duda, y fue el ex Diputado Lorenzo, el único 
que me preguntó. Es decir, la única pregunta que yo 
recibí fue la del ex Diputado Lorenzo. A él sí le surgió 
la duda, y aclaro que yo no lo conocía. 


Me permito tomar las propias expresiones del en- 
tonces Representante Lorenzo, manifestadas en Sala, 
en la Cámara de Representantes, aquel 5 de noviem- 
bre: “Antes del inicio de esta Sesión, estuve fuera de 
Sala, precisamente haciendo consultas. Tengo una 
enorme duda sobre el sentido y las consecuencias del 
artículo 2”. Todo el mundo sabe que en Derecho Pe- 
nal, cuando se deroga algo, se terminó y eso significa 
que los que están adentro, porque fueron condena- 
dos por otros delitos, salen”. Aclaro que la expresión 
“otros” es equivocada. Para emplear los mismos tér- 
minos utilizados por el señor Representante, los que 
están adentro condenados por ese delito derogado, 
son los que salen, y los que recibieron condena por 
otros delitos no derogados, por supuesto que no. 


El ex Diputado Lorenzo continúa expresando: 
“He estado tratando de informarme; incluso, mani- 
festé mis dudas al señor Diputado Cánepa”. Asimis- 
mo, manifiesta que también consultó al señor Sena- 
dor Abreu a quien él y todos tienen como promotor 
de la iniciativa y a quien consideran -para emplear 
una expresión usada por el señor Legislador- el padre 
intelectual de la derogación proyectada. 


Luego, el ex Diputado Lorenzo continúa dicien- 
do: “He consultado al señor Senador Abreu, quien 
me trasmitió el sentido de esta regulación y asimis- 
mo que el motivo de la propuesta de este proyecto 
tiene que ver con otra persona que se lo sugirió. A 
él le pareció una buena idea y me dijo que lo iba a 
consultar e inclusive le iba a plantear que se comuni- 
cara conmigo. La verdad es que me gustaría que esta 
Cámara esperara a que pudiéramos esclarecer este 
asunto”. El señor Diputado Cánepa que, aparente- 
mente, no compartía las prevenciones del ex Diputa- 
do Lorenzo, con escasa generosidad, mociona el pase 
a un cuarto intermedio por el brevísimo término de 
cinco minutos. Esta moción es aprobada y la Cámara 
de Representantes pasa a un cuarto intermedio a las 
17 y 30 horas y reanuda la Sesión a la hora 17 y 36. 
Todo esto resulta de las páginas 35 y 36 del Diario de 
Sesiones respectivo. Vuelvo a decir que se solicitó un 
cuarto intermedio de cinco minutos. Una vez reanu- 
dada la Sesión y tras un intermedio donde se vota 
un proyecto de resolución proveniente de la Comisión 
de Asuntos Internacionales, el ex Diputado Lorenzo 
retoma la palabra y manifiesta haber recibido infor- 
mación acerca del sentido del artículo 2%. A propósito 
de ello, expresa: “Sin perjuicio de que la derogación 
de estos artículos, es decir, del régimen de respon- 
sabilidades civiles y penales de los Directores, en el 
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marco de la Ley N* 2.230 podría” -solicito que los 
señores Senadores presten atención a esto- “generar 
un hueco en el aspecto temporal de aplicación del 
régimen anterior concursal y de liquidación de socie- 
dades, por información referida a la jurisprudencia y 
a cómo se aplican estas normas en su conjunto, tengo 
claro que el efecto sería mínimo, si no nulo. Además, 
el nuevo régimen aprobado de concurso y reorganiza- 
ción empresarial, que tiene un sistema sancionatorio 
y de responsabilidades para los responsables de las 
empresas que entran dentro de las previsiones de la 
ley, es claro y apropiado. La vigencia de estos artícu- 
los podría generar una aplicación poco clara o una 
vigencia simultánea de dos regímenes, algo que no es 
deseable”. Más claro, imposible. Es ostensible que lo 
que le preocupaba al ex Diputado Lorenzo era el ries- 
go de que entre la derogación del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230 y la entrada en vigor de la Ley de Concur- 
sos y Reorganización Empresarial, o sea durante diez 
días, pudiera cometerse algún nuevo delito concursal 
que quedara sin sanción. Por eso es que se habla de 
hueco o vacío de tiempo. 


Luego del cuarto intermedio, el ex Diputado Lo- 
renzo manifestó que creía preferible votar la dispo- 
sición “aun corriendo el riesgo, muy poco probable 
-diría, casi imposible- de que alguna situación se 
vea beneficiada porque en un lapso corto no habrá 
un régimen de responsabilidad civil y penal para los 
Directores de las sociedades”. Creo que estaba con- 
fundido. Después agrega: “El régimen anterior dejará 
de estar vigente cuando se promulgue la nueva ley”. 
Esto figura en la página 102 del Diario de Sesiones 
correspondiente. 


Fue así que la Cámara de Representantes votó por 
47 votos en 47 presentes el texto modificativo proyec- 
tado. Supongo, quiero y debo creer que habrá media- 
do algún otro intercambio de opiniones y de consultas 
porque no en balde la Cámara sancionó el proyec- 
to de ley en esa misma Sesión, a pesar de que no 
mediaba ninguna razón de urgencia para votarlo ese 
mismo día si subsistía alguna duda. Tanto no media- 
ba ninguna razón de urgencia que el Poder Ejecutivo 
recién promulgó la Ley N* 18.411 diez días después, 
o sea, el 15 de noviembre de 2008. Eventualmente, 
si la urgencia se vinculaba con el artículo 1” y con la 
situación del CASMU y subsistían dudas, se podría 
haber desglosado el artículo 2” y votado únicamente 
el 1%, que aparentemente era el verdadero motivo de 
la urgencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera referirme al mo- 
mento particular de la aprobación de ley por parte 
de la Cámara de Representantes. El día que el doctor 
Gonzalo Fernández concurrió al Senado en ocasión 
de plantearse el tema de la cuestión de fueros, men- 
cionó una conversación telefónica... 
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SEÑOR FERNÁNDEZ.- Inmediatamente iba a 
hacer referencia a ese episodio. 


¿Qué ocurrió en el interregno, durante el 
cuarto intermedio votado por la Cámara de Repre- 
sentantes? Vía telefónica, el ex Diputado Lorenzo 
me planteó una inquietud, pero quiero aclarar que 
primero me llamó el señor Senador Abreu, me pro- 
porcionó el número telefónico de aquel y me pidió 
que por favor me comunicara con él para evacuarle 
una duda. Yo no conocía al ex Diputado Lorenzo 
pero cuando lo llamé me formuló una pregunta que 
me sorprendió. En primer lugar -y esto ya lo señalé- 
ni siquiera sospechaba que aquel comentario lejano 
en el tiempo que hiciera al señor Senador Abreu se 
había concretado en un proyecto de ley que ya tenía 
media sanción del Senado y que estaba a punto de 
ser aprobado ese mismo día por la Cámara de Re- 
presentantes. Quiere decir que aquella sugerencia 
había terminado siendo un proyecto de ley concreto 
-extremo que yo ignoraba- que ya había sido aproba- 
do por el Senado y que ese mismo día estaba a punto 
de ser votado por la Cámara de Representantes. En 
esa ocasión, al entonces Diputado Lorenzo le con- 
cedieron -creo que con muy escasa generosidad- un 
cuarto intermedio de cinco minutos para que pu- 
diera hacer la consulta pertinente. 


El lunes 3 de noviembre de 2008 -cuando volví 
de la Cumbre Iberoamericana- me reintegré a mis 
funciones en la Cancillería y estaba completamente 
ajeno al asunto. Cuando el ex Diputado Lorenzo me 
plantea la inquietud por vía telefónica, le di mi pare- 
cer. En primer término, le expliqué que únicamente 
un artículo de este vieja ley de 1893 -el artículo 76- 
había sido parcialmente aplicado en tres ocasiones: 
en 1965, en ocasión de la crisis bancaria del Banco 
Transatlántico; en 1971, debido a la quiebra del Ban- 
co Mercantil; y en 2002, a raíz de la quiebra del Ban- 
co Montevideo. Por otra parte, también le expresé que 
hasta tanto no se promulgara la nueva ley, la vigencia 
de la anterior se mantenía inalterada y continuaba 
rigiendo. Y por último le informé que -según era no- 
torio- en la única causa en trámite por este artículo 
76 ya había recaído acusación del Fiscal, imputando 
el delito de insolvencia societaria fraudulenta, por lo 
cual me parecía -y me sigue pareciendo- que la nueva 
ley no resultaba aplicable a ese proceso. 


En suma, ¿qué hice cuando el ex Diputado Loren- 
zo me planteó su inquietud? Lo mismo que antes: le 
di en forma brevísima y de improviso mi parecer, mi 
impresión prima facie -tal como suele decirse- im- 
presión que él compartió. Mis respuestas fueron ab- 
solutamente sinceras: los artículos 42, 43, 44 y 77 de 
la Ley N* 2.230 nunca se han aplicado; en los anales 
judiciales no puede encontrarse un solo caso que así 
lo registre. A su vez, el delito de suposición de ca- 
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pitales ilícitos en los anuncios y prospectos sociales, 
tipificado en los incisos segundo, tercero y cuarto del 
artículo 76 jamás recibió aplicación y es letra muerta 
desde la sanción de la ley en 1893, o sea, desde hace 
115 años. La única disposición que sí se había apli- 
cado en las ocasiones antes señaladas era el fraude 
incluido en el inciso primero, que ahora está mucho 
mejor tipificado en el artículo 248 de la nueva Ley de 
Concursos. 


Creo que ya les dije la mecánica que determinó la 
comunicación telefónica: yo suscribo lo afirmado por 
el señor Senador Abreu y por el ex Diputado Loren- 
zo, porque fue así. El ex Diputado Lorenzo se dirigió 
al señor Senador Abreu y este le contestó que iba a 
pedirme que me comunicara con él, y efectivamente 
lo hizo. El señor Senador Abreu me llamó, me pro- 
porcionó el número telefónico que yo no tenía -creo 
que era un número de celular- y me pidió si tenía a 
bien llamar al ex Diputado Lorenzo para evacuar una 
duda. Esto demuestra nuevamente que la iniciativa 
fue del señor Senador Abreu y no mía. Aclaro tam- 
bién que yo no conocía al ex Diputado Lorenzo, que 
jamás había hablado con él y que recién lo vi perso- 
nalmente por primera y única vez en mi vida el 13 de 
agosto de 2010 con motivo de la entrevista televisiva 
en Canal 5, Televisión Nacional. Quiero decir que a 
pesar de que somos colegas, según me refirió esa no- 
che, él se dedica a la actividad empresarial y no ejerce 
la profesión. A pedido del señor Senador Abreu, pues, 
lo llamé y le formulé las expresiones recién manifes- 
tadas; obviamente que las reconstruyo, no grabé esa 
conversación. Como refiere también el señor Senador 
Abreu en la Sesión de la Cámara del 17 de agosto 
de 2010, dije al ex Diputado Lorenzo que esa era mi 
opinión pero que naturalmente él resolviera lo que 
quisiera. Eso no podía ser de otra manera; a uno le 
hacen una pregunta y da una respuesta, luego el Le- 
gislador, satisfecho o no con la respuesta recibida, vo- 
tará en consecuencia. 


Entonces, señores Senadores, cierro este capítulo 
con la misma reflexión: esta pregunta telefónica he- 
cha por el ex Diputado Lorenzo en menos de cinco 
minutos, entre las 17:30 y las 17:36 horas, durante 
un cuarto intermedio, ¿puede calificarse como una 
consulta? Al plantear un tema por teléfono, de im- 
proviso, sin poder estudiarlo o reflexionar previamen- 
te, me limité a dar una impresión del asunto, una 
opinión primaria que en este caso el ex Diputado 
Lorenzo compartió. Sin duda alguna, esta no es una 
consulta ni un asesoramiento y solo en base a ello un 
Legislador no puede formar criterio. 


El señor Senador Abreu dice que estudió y evaluó 
lo que él llama la sugerencia. A su vez, el ex Diputa- 
do Lorenzo refiere a que él también estuvo haciendo 
consultas. Por lo tanto, quiero y debo creer que nin- 
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guno de ellos actuó solo en base a lo que les dije en 
forma sumaria, escueta y espontánea. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite, doctor Fernán- 
dez? 


Con respecto a este tema en particular, quiero de- 
cir que la semana pasada recibimos en la Comisión al 
ex Diputado Lorenzo. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Iba a referirme a eso, se- 
ñor Senador. 


Quiero manifestar que he tenido ocasión de ac- 
ceder al testimonio del ex Diputado Lorenzo vertido 
ante esta Comisión y concuerdo en casi todo lo que 
él expresa. En cuanto a lo que ahora importa, ratifi- 
co que fue el señor Senador Abreu quien me llamó 
por teléfono y me solicitó que me comunicara con 
el ex Diputado Lorenzo, informándome su número 
telefónico para evacuar una duda. Me pidió si podía 
hacerlo de inmediato, y así obré, porque no en vano 
mi comunicación con el ex Diputado se produce du- 
rante el cuarto intermedio, desde las 17:30 hasta las 
17:36 de ese día. 


Debo decir que coincido con el ex Diputado Lo- 
renzo en el sentido de que fue una conversación muy 
breve y aunque no lo recordaba para nada antes de 
leer la versión taquigráfica de la Sesión de esta Co- 
misión del 14 de setiembre, digo que es verdad que 
tenemos un amigo en común, el doctor Carlos Mata, 
quien fue mi alumno en su época estudiantil y a 
quien reencontré en el Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores, donde se desempeña como Asesor Letrado 
en la Asesoría Letrada. 


En cuanto a la solicitud que relata en esta Comi- 
sión el ex Diputado Lorenzo en el sentido de que lo 
tuteara, debo decir que no lo recuerdo, pero en modo 
alguno tengo elementos para ponerla en duda; habrá 
sido así. Lo que le manifesté, como él bien dice -en 
una conversación que no se trató de una larga ex- 
plicación- fue que en decenas de años, solo se había 
aplicado el inciso primero del artículo 76: en 1965, 
en 1971 y en 2002, y agregué que todas las normas 
en cuestión jamás se habían aplicado. También le dije 
-pasando de lo general a lo particular- que en la causa 
seguida contra los hermanos Peirano, no era esa la 
norma que estaba en juego porque en la acusación se 
les había imputado otro delito distinto y estoy seguro 
de haberle mencionado que se trataba de la insolven- 
cia societaria fraudulenta. El señor ex Diputado Lo- 
renzo ha referido que solo le mencioné que el artículo 
76 ya no era la norma que estaba en juego y en ese 
punto francamente tengo una discrepancia de matiz, 
porque creo haberle indicado no solo que esa norma 
no estaba en juego, sino también cuál era el delito 
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que ahora se había imputado. Coincido por lo demás 
que nuestra conversación fue corta, clara, muy con- 
creta y cordial. Por otra parte, no deja de llamarme 
la atención que no se conociera a nivel de los parla- 
mentarios la imputación hecha en el Banco de Mon- 
tevideo, primero en base a la Ley N* 2.230 y luego al 
delito de insolvencia societaria fraudulenta, porque 
todo ello fue seguido y amplísimamente difundido por 
todos los medios de prensa. 


Ahora bien, durante mi desempeño en la función 
pública infinidad de veces, en cientos de ocasiones, 
me llamaron Legisladores y otros miembros del Go- 
bierno para preguntarme sobre aspectos jurídicos 
absolutamente ajenos al desempeño de mi cargo y a 
veces respecto a temas extraños a mi restringida es- 
pecialidad en materia de Derecho. En muchas oca- 
siones respondí recomendando que se dirigieran a 
algún otro colega experto en el tema, porque yo no 
sabía qué decir; otras veces contesté la inquietud de 
acuerdo a lo que era mi leal saber y entender. Debo 
suponer, también, que esa opinión era chequeada o 
corroborada. 


Cientos de veces recibí de alguien alguna pregun- 
ta al vuelo en forma telefónica, tanto fuera en la Se- 
cretaría de la Presidencia como en el Ministerio de 
Relaciones Exteriores o en el de Defensa Nacional, y 
se me pidió opinión. Sí, señores Senadores, centena- 
res de veces. Lo mismo sucedió en este caso concreto 
del señor Diputado Lorenzo: le di mi impresión y él, 
en apariencia, la compartió, pero estoy seguro que a 
través de las consultas que dijo haber hecho -según 
consta en la página 34 del Diario de Sesiones- él tam- 
bién procuró corroborar y chequear mi opinión, pues 
si bien apenas lo conozco, lo creo un hombre serio 
y un Legislador responsable. Ahora me permito pre- 
guntarme, ¿eso puede calificarse como una consulta? 
¿Así corresponde que un señor Legislador evacue sus 
dudas? El ciudadano común podrá interpretar equi- 
vocadamente que se trata de una consulta pero en 
realidad no es más que una pregunta. Tanto en el 
ámbito parlamentario como académico, una consul- 
ta es siempre un planteo, generalmente por escrito y 
aquel a quien se la pide y la satisface dispone -como 
es natural- el tiempo imprescindible para examinar- 
la, estudiarla y responderla, evacuándola también en 
forma escrita. 


Como es de notoriedad, la aplicación del artículo 
22 de la Ley N* 18.411 al caso de los hermanos Pei- 
rano produjo un escándalo inesperado. Como sabe 
la Comisión, tengo enorme respeto por este Cuerpo 
legislativo. No obstante, aun así, no me parece razo- 
nable que el dictado de una sentencia eventualmen- 
te equivocada o no ajustada a Derecho, justifique 
que todos se saquen el sayo por temor a la opinión 
pública. 
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Por cierto, tengo también enorme respeto por el 
Poder Judicial pues hace casi cuarenta años que ac- 
túo ante los tribunales, primero como procurador y, 
luego, como abogado. Casi podría decir que terminé 
de criarme dentro del sistema judicial. Creo por ello 
que lo más razonable sería dejar que la Justicia se ex- 
pidiera sin intromisiones indebidas, porque como es 
de conocimiento público, la Fiscalía penal ha promo- 
vido un recurso de casación y, en consecuencia, será 
la Suprema Corte de Justicia el órgano competente 
para pronunciarse y para laudar el tema. 


Sin embargo, dado el cariz que han tomado los 
hechos y el objeto de esta investigación parlamenta- 
ria, me veo obligado a explicar ante los Senadores por 
qué, a mi modesto entender, el Poder Legislativo no 
se equivocó al derogar las viejas disposiciones de la 
Ley N* 2.230. Que en ello no se vea falta de respeto, 
agravio o menoscabo alguno ni al Poder Judicial ni 
a ninguna Magistratura. Como todos sabemos, todos 
los días se revocan sentencias en todos los fueros, ya 
sean civiles, penales o laborales, porque eso hace a la 
esencia misma de la vida judicial y forense, a la me- 
cánica propia de la aplicación del Derecho. El señor 
Senador Gallinal -que lamento no esté presente en 
este momento- agudamente dijo en la Sesión en la 
que se resolvió la creación de esta Comisión: “Vere- 
mos si es correcto o no el fallo, teniendo en cuenta 
nuestros conocimientos jurídicos, sin que ello signifi- 
que entrometernos, de ninguna manera, en las fun- 
ciones propias, privativas y jurisdiccionales del Poder 
Judicial. Es ineludible realizar ese análisis”. Esas 
son las expresiones del señor Senador Gallinal que 
figuran en la versión taquigráfica de la Sesión. En 
consecuencia, permítanme con toda humildad, pero 
no con menor énfasis, explicar por qué creo que la 
derogación sancionada por el Poder Legislativo es ju- 
rídicamente correcta y por qué, a mi juicio, no podía 
aplicarse en base a ella la clausura del proceso judi- 
cial. En síntesis, les solicito que me permitan explicar 
por qué razón creo no haberme equivocado, tanto en 
la idea o sugerencia que trasmití al Senador Abreu, 
como en la respuesta telefónica que le brindé a la 
pregunta del ex Representante Lorenzo, a pesar del 
carácter imprevisto, súbito y fugaz de ambas. 


A pesar de que el tema es complejo e intrincado, 
cuando menos para los Senadores sin formación es- 
pecífica en Derecho, voy a tratar de exponerlo con 
la mayor sencillez y llaneza, más allá de estar luego 
dispuesto a responder todas las preguntas que la Co- 
misión quiera formular. Me interesa hacerlo porque 
en la Sesión de la Cámara de Senadores en la que 
se votó la creación de esta Comisión Investigadora, 
el miércoles 1% de setiembre, se le atribuyó al Par- 
lamento negligencia e imprudencia, al haber votado 
la sanción de la Ley N” 18.411. Honestamente, no 
creo que ello sea así y, muy por el contrario, entien- 
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do que el Poder Legislativo actuó correctamente. Por 
lo tanto, me permito exponer ahora ante los señores 
Senadores, por primera vez -nada de esto tuve oca- 
sión ni tiempo de referir al Senador Abreu o al ex 
Representante Lorenzo en los brevísimos intercam- 
bios que mantuviera con ambos- todos los argumen- 
tos jurídicos que a mi entender acreditan el acierto 
legislativo de ambas Cámaras al derogar las normas 
de la Ley N* 2.230. Desde luego -y lo aclaro por las 
dudas- como cualquier ser humano, soy una persona 
falible, acaso más que otras, que en cualquier mo- 
mento puede emitir un parecer equivocado, máxime 
cuando se lo piden de improviso, de apuro y a boca de 
jarro, respecto de una cuestión ajena a su ámbito fun- 
cional y a su intervención, sin concederle el tiempo 
mínimo para estudiar con tranquilidad el tema. Ob- 
viamente, puedo equivocarme como cualquier mortal 
y así lo expuse sin ambages en mi intervención ante 
la Cámara de Senadores en la que se trató la cuestión 
de fueros. Por añadidura, estamos ante una cuestión 
jurídica que siempre es controvertida y admite más 
de una opinión. No por casualidad se alude frecuen- 
temente, a propósito del Derecho, a las dos bibliote- 
cas. Sin embargo, creo y ratifico que en esta ocasión, 
la opinión emitida fue la correcta y ahora, desde que 
se desató esta polémica, cuanto más lo he estudiado, 
más se refuerza mi convicción inicial. Para demos- 
trarlo, necesariamente debo internarme en el aspec- 
to jurídico de la cuestión de fondo, señalar sumaria- 
mente las deficiencias técnicas que exhibía la escasa 
normativa penal de la Ley N* 2.230 y decir cuál era el 
fundamento -a mi juicio, irrebatible- que justificaba, 
y con creces, proceder a su derogación. La vieja Ley 
N* 2.230, aprobada el 2 de junio de 1893, se proyec- 
tó de urgencia porque se había precipitado la banca- 
rrota del Banco Inglés del Río de la Plata. Entonces, 
ante el vacío normativo existente, ante la ausencia 
de normas sobre la quiebra de sociedades anónimas 
en nuestro ordenamiento jurídico -pues el Código de 
Comercio de 1866 solo contemplaba la quiebra del 
comerciante individual, de la persona física- el Poder 
Ejecutivo de la época envió al Parlamento un pro- 
yecto de ley que posibilitara la liquidación del Banco 
quebrado. En aquella ocasión histórica se pudo apro- 
bar apresuradamente. El Poder Ejecutivo remite el 
10 de marzo de 1893 el proyecto de ley al Parlamento, 
el Senado elabora y aprueba un proyecto sustitutivo 
y la Cámara de Representantes lo sanciona, a su tur- 
no, a tapas cerradas. Esta es la historia resumida de 
la Ley N* 2.230, que se aprobó aceleradamente en 
la friolera de 83 días. Así, la ley resultó una melan- 
ge, una mixtura de antecedentes muy diversos, pues 
tomó como modelos a la ley francesa de 24 de julio de 
1867, a la ley francesa de 4 de marzo de 18809, a la ley 
belga de 20 de junio de 1887 y al Código de Comercio 
de Portugal de 1888. 


También es notorio, y me exime de prueba, que la 
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Ley N* 2,230, debido a la premura en su proceso de 
elaboración, produjo muchos problemas interpretativos, 
pero lo peor fueron las escasas normas penales que 
contenía pues, para colmo de males, ni siquiera contaba 
con antecedentes parlamentarios capaces de ilustrar al 
intérprete. De todas maneras, en cuanto a las normas 
penales, el problema no se planteó hasta el año 1965, 
cuando se estrenó penalmente la Ley N” 2.230 en el 
caso de la liquidación del Banco Transatlántico del 
Uruguay. En efecto, desde 1893 hasta 1965, durante 
72 años el régimen de esta ley jamás se había aplicado 
en el país y constituía letra muerta. Al decir de mi viejo 
y entrañable profesor don Juan Carballo, el tiempo le 
deparó a las disposiciones penales una pacífica vigencia 
más que cincuentenaria, adornada de discusiones que 
no alcanzaron a desbordar el comentario de los corrillos 
judiciales, pues en los planteos jurisprudenciales del 
lapso que llega hasta 1965, la Justicia Penal rechazó 
con frecuencia las denuncias hasta que esa reticencia 
de los Jueces Penales fue superada por la contingencia 
de 1965, cuando hace crisis el Banco Transatlántico 
del Uruguay. 


Pues bien; en aquel primer proceso judicial de 
aplicación de la ley seguido contra los Directores del 
Banco Transatlántico, hasta se llegó a sostener la pér- 
dida de vigencia de las normas penales porque la ley 
había caído en desuso, permaneciendo inaplicada du- 
rante 72 años. Trataríase, en esa línea interpretativa, 
del mismo argumento que hoy se predica a propósito 
de la Ley N* 10.071 sobre vagancia, mendicidad y es- 
tados afines, la cual nunca fue formalmente deroga- 
da, aunque lleva decenas de años -por fortuna- sin 
recibir ninguna aplicación judicial. No obstante, más 
que el mero descaecimiento por desuso o inaplica- 
ción, se fundamentó también en el proceso de 1965 
-y con una contundente argumentación jurídico- pe- 
nal- que, en realidad, la legislación posterior había 
operado en la derogación tácita de las normas penales 
de la Ley N* 2.230 y, en particular, en su artículo 76, 
la disposición más criticable de ese reducido elenco 
normativo. Para exponerlo sintéticamente, la doc- 
trina sostuvo que la disposición de referencia había 
sido tácitamente derogada por la entrada en vigor del 
Código Penal de 1934, en tanto resultaba contraria 
a los artículos 1” y 18, es decir, los principios de lega- 
lidad y de culpabilidad. En esa orientación doctrinal 
se adujo, no sin razón, que el artículo 76 carecía de 
precepto, que no describía la conducta punible y, por 
ende, que violentaba los principios de legalidad y tipi- 
cidad, limitándose a dictar una figura sustentada en 
la responsabilidad penal objetiva e incompatible con 
el principio de culpabilidad. 


Don Sebastián Soler, el famoso catedrático argen- 
tino, lanzó un cuestionamiento fulminante al artículo 
76, al cual calificó como una especie de superdelito 
que no necesita tipificación alguna. Y escuchen, se- 
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ñores Senadores, lo que llegó a expresar: “He aquí 
que en el Derecho Penal moderno, después de la de- 
rrota de Hitler y, a pesar de la Declaración Universal 
de Derechos, se ha venido a encontrar en el artículo 
76 de una Ley de 1893, la cláusula salvatoria del De- 
recho Penal uruguayo”. Esto está en La Justicia Uru- 
guaya, en el caso N” 7.891. Por ello, irónicamente 
comentaba a propósito del artículo 76: “A cuyo texto 
de catorce palabras se le atribuye la virtud de tipifi- 
car varios delitos innominados, en un milagro de con- 
centración verbal explosiva”. Señala que la norma en 
verdad era la más flagrante violación del principio 
nullum crimen sine lege, y que era inconstitucional 
la existencia de un delito genérico, pues las catorce 
palabras del artículo 76 no constituyen un supercó- 
digo, sino que son un monstruo jurídico innominado. 
Palabras de don Sebastián Soler. 


Otro catedrático de Derecho Penal actual, el pro- 
fesor Miguel Langón, vino a sostener mucho más 
tarde, en el año 2005, que el artículo 76 de la Ley 
ya había sido derogado por el Código Penal de 1934. 
Esto lo dijo en su obra Código Penal y Leyes Comple- 
mentarias, editada por la Universidad de Montevideo. 
En efecto, Langón adhiere a la derogación tácita de- 
terminada por el artículo 2% de la Ley N* 9.435, de 
18 de octubre de 1934, y amén de la violación del 
principio de legalidad por falta de precepto o de tipo, 
argumenta simultáneamente que también al artículo 
76 le falta la pena, pues este se refería a la penalidad 
dictada por los artículos 272 y 274 del Código Penal 
de 1889, derogado a partir de la entrada en vigor del 
Código Penal de 1934. 


También puedo recordar la opinión de Langón, 
que el Senador Abreu refirió ante esta Comisión In- 
vestigadora que había consultado y seguido, tal como 
surge de la versión taquigráfica. 


No obstante, más allá de estas opiniones doctrina- 
rias, lo real y concreto es que el artículo 76 de la Ley 
N* 2.230 volvió a aplicarse por la jurisprudencia. La 
última vez fue en el caso del Banco de Montevideo, 
durante el año 2002. Ello ocurrió, precisamente, por- 
que las derogaciones tácitas siempre son susceptibles 
de interpretación y, por eso, siempre es más ventajoso 
y elimina toda duda ir directamente a la derogación 
expresa. 


En un libro que publiqué en el año 1983, sin parti- 
cipar del criterio de la derogación táctica del artículo 
76 y aun señalando todas sus falencias técnicas, me 
esforcé, sin embargo -quizás no lo logré- por aportar 
una interpretación racional y garantista de la norma, 
entre otras razones porque más allá de la invocada 
tesis de la derogación tácita, lo real y concreto era 
que la figura delictiva ya se había imputado en 1965, 
luego en 1972 y ahora volvió a imputarse y a aplicarse 
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en el año 2002. 


En suma, traté de formular una interpretación co- 
herente y restrictiva de esa tan peculiar norma penal. 
No obstante, y sin abdicar de cuanto escribí hace casi 
tres décadas, reconocí entonces -lo ratifico ahora- 
que fue una ardua tarea fundamentar la vigencia y la 
no derogación tácita de las disposiciones penales de 
la Ley N* 2.230. La derogación tácita hubiera sido la 
solución dogmática más sencilla de sostener, porque 
los Senadores miembros de la Comisión advertirán 
que, en realidad, tanto el artículo 42 como el 43 de 
la Ley de 1893 carecían nada menos que de penas. 


Al artículo 76, siguiendo la única alternativa po- 
sible, que había sido indicada por el profesor Soler, 
la profesora Adela Reta, el profesor Bayardo Bengoa, 
el doctor Carlos Martínez Moreno y por el doctor 
Alcides López Esponda, lo vinculé a la liquidación 
judicial como condición objetiva de punibilidad del 
tipo, interpretación por la cual se inclinaban todos 
los autores que acabo de citar, más allá de la feroz 
crítica que habían lanzado respecto de esta norma. 
Vale decir, el tipo -si así cabe llamarlo- describía aque- 
llas conductas que hubieren determinado la declara- 
ción de liquidación judicial de la sociedad anónima 
y que hubiere ocasionado una pérdida patrimonial a 
sus accionistas o acreedores. Este criterio se comple- 
mentaba con el argumento de que la pena derivaba 
de los artículos 272 y 274 del derogado Código Penal 
de 1889, que tenía aplicación ultraactiva, porque los 
guarismos punitivos variaban, precisamente en fun- 
ción del porcentaje de pérdida patrimonial producido, 
que se determinaba por resolución judicial, dictada 
dentro del proceso de liquidación judicial, luego de 
formulado el informe de la sindicatura sobre solven- 
cia o insolvencia de la masa y previo dictamen fiscal, 
como lo disciplina el artículo 24 de la Ley N* 2.230. 
Este criterio fue compartido por la profesora Nuri 
Rodríguez Olivera, la doctora Adela Reta, el profesor 
Bayardo Bengoa e, incluso, por el doctor Armando 
Tomassino en la famosa sentencia inédita de 1965 y 
por el doctor Manuel Díaz Romeu en el caso de La 
Justicia Uruguaya que acabo de citar, así como por el 
doctor Milton Cairoli Martínez. 


Desde luego, la interpretación jurídica distaba de 
ser clara, sobre todo luego de la sanción de la Ley 
N* 14.095 y de la consagración del delito de insol- 
vencia societaria fraudulenta, que dejaba al artículo 
76 como un tipo abierto, según lo refirió la profesora 
Ofelia Grezzi. 


Entre ambas normas penales -artículo 76 de la Ley 
N* 2.230 y artículo 5% de la Ley N” 14.095- se daban 
todos los elementos configurativos del concurso de 
leyes. A este respecto, la profesora Grezzi enseñaba 
-la cita es textual- : “No solo estamos en presencia de 
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dos normas penales que tienen un elemento común, 
sino que todos los elementos de una (L. 2.230) están 
contenidos en la otra”. Esto no es otra cosa -quie- 
ro abreviar, señores Senadores- que el principio de 
consunción o absorción de leyes, donde una nueva 
ley absorbe la norma anterior. La misma tesitura fue 
sostenida años más tarde por el doctor Dardo Prez- 
za Restuccia, quien dice que admitida la vigencia 
de este artículo 76 -de lo que tenemos muy serias 
dudas- debería tener una limitadísima aplicación a 
hipótesis de liquidación judicial declarada e informe 
de la sindicatura por el artículo 24, pero solo cuando 
el hecho no sea susceptible de ser abarcado por otros 
tipos penales de mayor precisión. En efecto, cuando 
la conducta a encuadrar penalmente puede incluirse 
en figura de menor apertura típica, debe primar este 
juicio de tipicidad. Si la acción es reclamada por la 
estafa, la apropiación indebida, o la insolvencia frau- 
dulenta, no se debe aplicar el artículo 76. Y agrega 
que, no obstante, cabe también plantearse la hipóte- 
sis de la inconstitucionalidad de esta norma por vio- 
lentar el principio de legalidad y de taxatividad. En 
definitiva, ese concurso de leyes penales es una ver- 
dadera triplicación de normas, que se agrava aún más 
cuando al artículo 76 de la Ley N* 2.230, al artículo 
5% de la Ley N* 14.095, a la eventual concurrencia 
del artículo 347 de Código Penal por la estafa, viene 
a agregársele todavía, y por si fuera poco, el delito de 
fraudes concursales tipificado en el artículo 248 de 
la Ley de Concursos y Reorganización Empresarial. 
Esto demuestra -a mi entender con toda evidencia, 
y es clave- que la Ley N* 18.411 no suprimió delitos 
sino que, muy por el contrario, hizo prevalecer este 
delito de fraudes concursales del artículo 248, absor- 
biendo dentro de su materialidad a todos los delitos 
de la Ley N* 2.230. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿En razón de esta última 
afirmación es que usted cree que la resolución del 
Tribunal de Apelaciones es incorrecta? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Se lo voy a anticipar sin- 
téticamente. Creo que la resolución del Tribunal de 
Apelaciones -como usted dijo en Sala, señor Senador, 
no hay más remedio que estudiar desde el punto de 
vista jurídico- no puede determinar la clausura de 
este proceso; y no la puede determinar por dos pode- 
rosísimas razones. En primer lugar, porque lo que ha 
habido aquí no es supresión ni eliminación de delitos, 
sino la sucesión de la misma ley penal en el tiempo. Y 
el delito del artículo 76 quedó absorbido en el artículo 
248 de la Ley de Concursos y Reorganización Empre- 
sarial. Ese delito se aplica retroactivamente, porque 
es una norma penal más benigna. El segundo argu- 
mento -que es el que le anticipo- es que esto no podía 
clausurarse por cuanto el proceso había ingresado en 
la etapa del Plenario y la imputación definitiva era y 
es por insolvencia societaria fraudulenta, que es el 
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mismo delito que se aplicó al otro hermano de esta 
familia, que ha sido extraditado desde los Estados 
Unidos y que no ve afectada su situación porque está 
procesado ya ab initio por ese delito. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, son los mismos 
fundamentos en función de los cuales el Diputado 
Lorenzo, después de que le hace la consulta, llega a 
la conclusión de que no afectaría el caso de los Pei- 
rano. No le pregunto para que me diga lo que pensó 
el Diputado Lorenzo, sino porque cuando él compa- 
reció en la Comisión -y usted seguramente lo habrá 
leído- dijo respecto de la conversación que mantuvie- 
ron: “En primer lugar me señaló que no había nin- 
gún caso en las últimas decenas de años” -esa fue su 
expresión- “que hubiera sido juzgado en aplicación 
del artículo 76 de la Ley N* 2.230. Incluso, me dijo 
que no tenía la certeza de que, eventualmente, en 
algún Juzgado -por ejemplo, en el de Mercedes- hu- 
biera algún caso que pudiera terminar en la aplica- 
ción penal de ese artículo. Obviamente, serían casos 
de tipo concursal. Como a esa altura -no sé si porque 
se lo había trasmitido el señor Senador Abreu- él ya 
sabía que estaba esa inquietud respecto del caso de 
los Peirano, afirmó que no era esta la norma en juego 
en dicha causa”. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Se lo voy a explicar, 
porque supongo que usted me pregunta si estoy de 
acuerdo o no con esas afirmaciones. 


SEÑOR GALLINAL.- Por supuesto que puede rec- 
tificar o ratificar lo que dijo el señor Representante 
Lorenzo. 


En definitiva, me pregunto si las conclusiones 
son esas, porque aparentemente lo que el doctor Lo- 
renzo hace como consecuencia de la consulta... 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- ¿De la consulta o de la 
llamada telefónica? 


SEÑOR GALLINAL.- Como quiera denominarlo; 
no deseo introducirme en ese terreno. Además -va- 
mos a decir las cosas como son-, una llamada telefó- 
nica es una llamada telefónica. 


Continúo: en función de la llamada telefónica, 
el doctor Lorenzo concluye que esto no afecta la cau- 
sa de los Peirano y, aparentemente, esto es lo que les 
estaría trasmitiendo a sus colegas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Le explico. 


En primer lugar, lo que pude haberle dicho al ex 
Diputado Lorenzo era que hacía una decena de años 
que había una cantidad de normas que no se apli- 
caban. Es más; fuera del artículo 76, inciso primero 
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-aclaro que esta norma tiene varios incisos- las demás 
no se aplicaron nunca; no existe un solo precedente 
jurisprudencial. Por supuesto, todo el país sabía que 
ese artículo 76 había sido aplicado en el año 20092 al 
caso al que estamos haciendo referencia. Lo que le 
dije al ex Diputado Lorenzo -y reitero lo que manifes- 
té hace unos minutos- fue que en ese proceso judi- 
cial la norma no estaba en juego porque había recaído 
acusación fiscal por otro delito, lo que también era 
notorio y debía saber medio país. Bastaba con leer los 
diarios para ello y supongo que eso fue lo que deter- 
minó al ex Diputado Lorenzo a votarla. 


Insisto -no lo dice acá, pero surge claramente de 
sus expresiones en la Cámara- en que el inconve- 
niente que él veía era que iba a haber un hueco tem- 
poral, una suerte de vacío entre una norma y la otra. 
Pero no podía haberlo, ¿y saben por qué? Porque el 
día que se promulgó la Ley N* 18.411 -o, quizá antes, 
el día en que se estaba votando en Cámara- lo que se 
estaba haciendo era declarar que la Ley de Concursos 
y Reorganización Empresarial, a los diez días de su 
promulgación, ya estaba vigente. Lo que se hizo en la 
Cámara el 5 de diciembre de 2008 fue declarar que la 
Ley de Concursos y Reorganización Empresarial es- 
taba vigente desde el 2 de noviembre de 2008 y podía 
aplicarse el artículo 248 de fraudes concursales en 
forma retroactiva. ¿Por qué? Porque es la ley penal 
más benigna. Si bien la ley tiene idéntico máximo que 
el artículo 76 -el máximo legal abstracto son cinco 
años de penitenciaría- , el mínimo de la pena es un 
año de prisión, mientras que por el 76 son dos. Por 
eso podía aplicarse retroactivamente. Todo esto está 
explicado. 


SEÑOR GALLINAL.- Cuando el doctor Lorenzo 
comparece en la Comisión, manifiesta que su temor 
no era el vacío legal que se pudiera producir. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Hice referencia a lo que 
se dijo en la Cámara. Si los señores Legisladores así 
lo desean, vuelvo a leerlo; tengo la cita. 


SEÑOR GALLINAL.- Está bien; escuché atenta- 
mente. 


Insisto, lo que el ex Diputado Lorenzo nos mani- 
festó no fue que en la conversación telefónica su pre- 
ocupación refería al vacío legal sino, concretamente, 
al caso Peirano. Incluso, yo después lo consulto al 
respecto, pues a mí me había quedado la impresión 
de que en la llamada telefónica él había hecho una 
pregunta genérica sobre qué repercusiones podía te- 
ner esto, y había recibido una respuesta específica 
que era que no las iba a tener en el caso Peirano. Y 
aquí lo ratifica. Por eso yo le decía al doctor Gonzalo 
Fernández que me imagino que él habrá leído las ex- 
presiones del doctor Lorenzo cuando comparece ante 
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la Comisión para hablar sobre el tema. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El doctor Lorenzo, cuan- 
do comparece ante la Comisión, habla de lo genérico 
y de lo específico, o de lo general y lo particular, en 
una diferenciación que yo no sé si tiene mayor sen- 
tido, porque él me preguntó específicamente por la 
causa de los Peirano. Ese era el zafarrancho jurídi- 
co que él veía. Y creo -no tengo tan buena memoria 
como él- que me preguntó también por el problema 
de ese hueco que él veía, ya que lo dice el 5 de no- 
viembre. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Y cuál fue su respuesta con 
respecto a la causa de los Peirano? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Lo que yo le dije, y acabo 
de señalarlo, es que el artículo 76 ya no estaba en 
juego, porque se les había imputado el delito de insol- 
vencia societaria fraudulenta. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿En qué fecha había sido la 
imputación? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- El 18 de octubre de 2006, 
es decir, dos años antes, y se enteró todo el país. 


SEÑOR GALLINAL.- Entonces, si esa era su Opi- 
nión en el momento en que se estaba por sancionar 
el segundo proyecto de ley en la Cámara de Repre- 
sentantes -que es la que acaba de expresar y además 
habla de la reabsorción, por las distintas leyes, de la 
figura del artículo 76- , ¿cuál es el razonamiento en 
función del cual usted le advierte al Poder Ejecutivo 
-cuando se toma la iniciativa para un nueva ley con- 
cursal- que la derogación del artículo 76 tenía impac- 
to directo sobre la causa de los Peirano? ¿Esto no es 
contradictorio? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- No, para nada; es muy 
sencillo. El Mensaje fue enviado el 21 de agosto de 
2006, y en esa fecha los hermanos Peirano estaban 
procesados por el delito del artículo 76 de la Ley 
N* 2.230. El 18 de octubre de 2006 recayó la acu- 
sación fiscal por un delito de insolvencia societaria 
fraudulenta. Y como yo creo -al igual que los señores 
Senadores del Partido Nacional que han impulsado el 
proyecto modificativo- que lo que debe prevalecer es 
la imputación que se hace en la demanda acusatoria, 
y que no se puede quedar atado al auto de procesa- 
miento -que siempre es reformable y de oficio- le ma- 
nifesté al Diputado Lorenzo que, a mi humilde enten- 
der, ese artículo ya no estaba en juego, porque había 
una acusación, desde dos años antes, por insolvencia 
societaria fraudulenta. Esa es la razón. 


SEÑOR MOREIRA.- Debo decir que a mí me sur- 
gen las mismas dudas que al Senador Gallinal, porque 
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realmente la versión taquigráfica de las declaraciones 
del ex Diputado Lorenzo no es clara en ese sentido. El 
Senador Gallinal le preguntó al doctor Lorenzo sobre 
el punto y, por mi parte, no interpreto la respuesta 
de la misma manera. El ex Diputado Lorenzo expre- 
só que, en realidad, en la conversación nunca estuvo 
en juego esa cuestión de que la acusación fiscal por 
un delito más severo podría, eventualmente, cambiar 
la situación jurídica. Él dice que eso no estuvo en 
la conversación. Incluso, yo le pregunté específica- 
mente sobre esto al final de su comparecencia y me 
dijo que eso había quedado fuera la conversación, y lo 
dice textualmente. Entonces, a mí me surge la misma 
duda, porque cuando se habla de “decenas de años”, 
por ejemplo, no se distingue entre uno u otro inciso, 
sino que se señala que la Ley N* 2.230 nunca había 
sido aplicada y que no estaba en juego en el caso de 
los hermanos Peirano. Además, se dijo que esa distin- 
ción del delito más grave de la insolvencia societaria 
prevista en la Ley N* 14.095 no estuvo en la conver- 
sación. Esto fue preguntado por mí y quizá fue mal 
interpretado por él. De todas maneras, creo que su 
declaración en este sentido fue bastante categórica. 
Recuerdo perfectamente que le pregunté lo siguien- 
te: “En ese momento de la consulta,” -el doctor Fer- 
nández dijo que se trató de una conversación tele- 
fónica- “cuando evacua lo genérico, se refiere a que 
durante decenas de años o muchos años no se había 
aplicado en esa materia la Ley N* 2.230 y lo que tiene 
que ver con lo específico, en el caso de los Peirano, no 
era esta la figura delictiva que se les había aplicado. 
En ningún momento se refirió a la acusación fiscal 
por una figura delictiva diferente, es decir que eso 
estuvo absolutamente fuera de la conversación que 
ustedes mantuvieron. Eso lo escuchó en un progra- 
ma periodístico” -al que usted refirió, el de la señora 
Sonia Breccia- “como una explicación posterior y no 
formó parte de la conversación que ustedes tuvieron 
en ese momento”. A raíz de esto, el ex Diputado Lo- 
renzo responde: “Es así; categóricamente no formó 
parte de la conversación, porque así como advertí la 
situación que se podía dar de manera genérica, si hu- 
biera entrado en esas distinciones acerca de la etapa 
procesal, también hubiera planteado o me hubiera 
dado cuenta de que, en definitiva, estábamos ante un 
proceso todavía no clausurado, no cerrado, no defini- 
do en el que, más allá de la acusación fiscal por otros 
delitos, podía terminar aplicándose el artículo 76 que 
estábamos derogando. Esas cosas las entiendo y por 
eso hice el planteo. Entonces, cuando me dijeron que 
no estaba en juego ese artículo, me pareció -como a 
todo el mundo y esa es la razón de ser del proyecto 
de ley- un artículo en desuso, que siendo de similar 
regulación a algunos delitos establecidos en la ley de 
concurso, había que derogarlo por profilaxis jurídica. 
La inquietud que planteé en la Cámara acerca de los 
efectos particulares indeseados, se consideró que no 
se iba a dar”. Aclaro que al principio este tema fue 
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planteado como algo genérico y luego surgió el tema 
concreto, es decir, el de los hermanos Peirano. En- 
tonces, él dice que no forma parte de la conversación 
y que al haber mediado una acusación fiscal por el 
delito de la Ley N” 14.095, la causa debía proseguir. 
Esto es algo que me parece importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el señor Senador me 
permite, creo que deberíamos dejar al doctor Gonzalo 
Fernández que termine de responder las interrogan- 
tes planteadas. 


SEÑOR MOREIRA.- Le estoy formulando una 
pregunta que creo entiende bien. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- La entiendo y si el señor 
Presidente de la Comisión lo autoriza, con mucho 
gusto la voy a contestar, a pesar de que ya la respondí. 
Coincido con lo que ha dicho el ex Diputado Lorenzo 
en cuanto a que el señor Senador Abreu me pidió que 
lo llamara para evacuarle una duda y procedimos a 
ello. No recuerdo bien, pero creo admitirle que él me 
dijo que teníamos como amigo en común al doctor 
Carlos Mata. 


Yendo al meollo del tema, debo señalar que el ex 
Diputado Lorenzo me planteó la duda respecto de si 
el artículo 76 de la Ley N* 2.230 no podía aplicarse 
al proceso penal de los hermanos Peirano, que es lo 
que él en Cámara y antes del cuarto intermedio había 
calificado como una especie de zafarrancho jurídico. 
Eso es lo que él me preguntó, y yo le contesté -tal 
como señalé hace un momento- que ese artículo no 
podía aplicarse porque no estaba más en juego. Ade- 
más, le informé sobre la nueva imputación, y esta es 
mi única discrepancia de matiz con el ex Diputado 
Lorenzo. Pero no olvidemos que todo el país sabía que 
la Ley N* 2.230 se aplicó en el año 2002, y me resul- 
taría muy extraño que el ex Diputado Lorenzo igno- 
rara eso que salió difundido en todos los diarios. Es 
más, creo que cuando recayó la acusación debe haber 
sucedido algo parecido, porque la prensa ha seguido 
sistemáticamente el decurso de este proceso penal. 


De modo que entre la versión del ex Diputado Lo- 
renzo y la mía sobre el punto específico que el señor 
Senador me pregunta, hay una simple discrepancia 
de matiz. Él señala que le dije que la ley no estaba 
en juego -y es cierto- , pero además agrego que le 
di el fundamento de por qué no estaba en juego. Le 
manifesté que había una imputación, una acusación 
fiscal por otro delito. Quisiera que el señor Senador 
se pusiera por un instante en el lugar del ex Diputado 
Lorenzo cuando me formuló la pregunta. Si le llegara 
a contestar al señor Senador que una ley no está en 
juego, ¿cuál sería su siguiente pregunta? Automáti- 
camente, me preguntaría por qué no lo está. ¿O se 
conformaría con que le dijera que no está en juego? 
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Esto tiene una secuencia lógica y absoluta. En esa 
ocasión le expliqué al ex Diputado Lorenzo que la 
acusación era por otro delito, y hasta el día de hoy 
creo que la acusación es lo que debe prevalecer por 
encima del auto de procesamiento, de acuerdo con 
su propio criterio al firmar o cofirmar el proyecto de 
ley que acaba de presentarse. Al respecto, confieso -y 
esto dicho con todo respeto- que esta iniciativa me 
parece muy bien, ¡bienvenida sea, porque aclara la 
situación!, pero no es necesaria, puesto que hoy eso 
ya es así. 


SEÑOR MOREIRA.- He escuchado con mucha 
atención al doctor Gonzalo Fernández, que es una 
autoridad en esta materia, pero la doctora Salom hizo 
una serie de aportes y trajo documentos que avalan 
que existe una codefensa penal del señor Juan Do- 
mingo Ratti. Se trata de un sesudo escrito de 75 pá- 
ginas que contesta la acusación fiscal y de un escrito 
judicial de evacuación de vista que es posterior, del 
12 de marzo de 2009. Se me podrá decir que está fir- 
mado por la doctora Salom, pero el doctor Fernández 
también participaba en esa codefensa, en la que se 
esgrimen argumentos totalmente contrarios a estos y 
se evacua la vista oponiéndose a la clausura. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- ¿Cuál es la pregunta con- 
creta que el señor Senador me quiere formular? Le 
pido disculpas, pero no termino de entender. 


SEÑOR MOREIRA.- Entiendo los argumentos de 
la acusación fiscal y estoy de acuerdo con ellos, pero 
en este escrito judicial se sostiene absolutamente lo 
contrario. Si bien el doctor Fernández no lo firma -sí 
lo hizo con uno anterior, de 2007- está como code- 
fensor de esta causa. Me refiero a que aquí hay una 
suerte de oposición de opiniones. Si bien esto forma 
parte de la práctica judicial, en este caso ha habido 
un alegato y una argumentación muy sólida desde el 
punto de vista jurídico, sosteniendo que tiene que 
continuar el proceso hasta culminar, porque medió 
una acusación por un delito diferente incluido en 
otra norma que está vigente. Sin embargo, en este 
escrito -de fecha cinco meses posterior- se sostienen 
los argumentos contrarios. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Cuando el señor Senador 
vea la secuencia entre el momento en que se confirió 
la vista y el momento en que se presentó ese escrito, 
y además coteje la fotocopia del pasaporte que en- 
tregué en el día de hoy, se va a dar cuenta de que la 
mayor parte del tiempo estuve fuera del país. 


Creo que no voy a repetir nuevamente lo que hoy 
dijo la doctora Salom con respecto a este tema porque 
se lo habrán preguntado. Esta defensa ella la llevó 
adelante de cabo a rabo, de principio a fin, al grado 
tal, por ejemplo, que hasta cuando contestó la acusa- 
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ción fiscal hizo algo que yo nunca hice en mi vida: un 
índice del escrito. Creo que ella ya ha explicado las 
razones de cuando le dieron la vista y procedió a su 
evacuación, pero una cosa es lo que uno pueda pen- 
sar jurídicamente y otra es lo que a veces argumen- 
tamos o sostenemos en los escritos judiciales, que 
no son de mi autoría porque la defensa era de ella, 
no mía. A usted, señor Senador, cuando ejercía la 
profesión le habrá sucedido mil veces que tenía que 
argumentar algo que jurídicamente no lo convencía, 
pero lo argumentaba. Sobre todo en el contexto de 
una causa como esta, donde varios defensores habían 
argumentado hacia allá, usted también argumentaba 
hacia ese mismo lado; no le iba a dar la razón a la 
contraparte. Al respecto, le doy un ejemplo que tiene 
que ver con algún caso que en el pasado nuestros 
estudios compartieron: un juicio civil en materia de 
responsabilidad médica en el que se plantea un tema 
de prescripción de la acción. Suponga usted que, 
amén de la institución médica, hay varios médicos 
demandados individualmente, cosa que hoy se puede 
hacer por la acumulación de acciones. Entonces, uno 
de ellos alega la prescripción como excepción previa 
y se le da traslado. Usted, defendiendo al otro, ¿va a 
decir que no está prescripta? Me parece que surge de 
la práctica cotidiana. Acá estoy hablando de Derecho 
y de cómo deben ser las cosas jurídicamente. Incluso, 
estoy refiriendo cosas que escribí hace más de treinta 
años. Comencé a trabajar en el estudio de un viejo 
catedrático de Derecho Comercial, quien no escribió 
un libro en toda su vida y fue durante cuarenta años 
titular de la Cátedra; él no escribía porque no quería 
quedar encerrado en sus opiniones. Sin embargo, yo 
he escrito muchos libros y hoy, aquí y ante ustedes, 
ratifico lo mismo que escribí en 1983. En cuanto al 
punto que nos ocupa, sobre si debe prevalecer el auto 
de procesamiento o la acusación fiscal, voy a explicar- 
lo en cuanto los señores Senadores me lo permitan. 


El tema de esta modificación, señores Senadores, 
tampoco determinaba o ameritaba un trabajo abru- 
mador. Presumo que en el fondo, el señor Senador 
Abreu se llevó aquella idea, miró la ley madre y para 
redactar su proyecto lo que hizo fue limitarse a llenar 
los huecos, si bien lo hizo en forma incompleta. Es 
obvio y ostensible que leyó el artículo 256 de la Ley 
de Concursos, vio que no se habían derogado algunas 
normas y redactó una única oración -el artículo 2*- 
que deroga los artículos 42 al 44 y 76 de la ley. Tam- 
bién me parece indiscutible que se olvidó de dero- 
gar el artículo 77, que a mi juicio estaba tácitamente 
derogado por el Código Penal, pero que hubiera sido 
bueno que se acordara de derogarlo. 


Para abreviar -porque creo que los señores Sena- 
dores están cansados y seguramente desean pregun- 
tar- quiero decir que aquí lo único que ha habido es 
una nueva norma del artículo 248 que absorbió y am- 
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plió -porque atrapó a los socios y a los administrado- 
res de hecho- las normas del 42, del 43 y del 76 de la 
Ley N* 2.230. Y como esa norma tenía una pena más 
benigna, de acuerdo al artículo 15 del Código Penal 
se podía aplicar a este caso. Este es un problema de 
sucesión de leyes penales en el tiempo; es un tema 
de aplicación de la ley más benigna permitido por el 
artículo 15 del Código Penal. 


Quiero agregar un par de argumentos aparte de 
los clásicos de la doctrina. ¿Cómo va a poder aplicar- 
se el artículo 76 de la Ley N* 2.230, cuando todo el 
mundo reclama para procesar, o por lo menos para 
determinar la pena, la liquidación judicial, el informe 
de la sindicatura, la vista fiscal y la determinación del 
porcentaje de pérdida patrimonial, en un caso como 
el del Banco de Montevideo, que desde la reforma 
del año 2002 liquida administrativamente el Banco 
Central? ¡Pero a quién se le ocurre que pueda ex- 
tenderse esto a casos de quiebra de bancos que aho- 
ra tienen una liquidación en vía administrativa, de 
acuerdo a una modificación que se hace en el año 
2002 al Decreto- Ley N* 15.322! El artículo 13 de la 
Ley N* 17.613, de 27 de diciembre de 2002, modifica 
el artículo 41 del Decreto- Ley N* 15.322 y determina 
que no hay más liquidación judicial en el caso de ban- 
cos, sino pura y exclusivamente en vía administrativa. 


El otro argumento -sumado al que acabamos de 
decir- es la nueva imputación. Por ello creo que es un 
elemento coadyuvante que impide esta clausura. La 
demanda acusatoria de octubre de 2006 se dedujo, 
no por el delito del artículo 76, sino por la insolven- 
cia societaria fraudulenta del artículo 5% de la Ley 
N* 14.095. Y no puede sostenerse, como se ha dicho 
por ahí, que este es un artilugio del Ministerio Pú- 
blico para sortear la derogación realizada por la Ley 
N* 18.411, porque dicho Ministerio dedujo acusación 
dos años antes de que la ley fuera derogada. 


Por esto, señores Senadores, es que el artículo 76 
ya no estaba en juego y como lo reconoce la exposición 
de motivos del proyecto de ley interpretativo presen- 
tado por los señores Senadores Larrañaga, Moreira, 
Da Rosa y Abreu, el error jurídico estriba en pensar 
que cuando el Código Penal y el Código del Proceso 
Penal se refieren al caso de la supresión de un delito 
existente, esta expresión está formalmente atada al 
delito por el cual se dictó el auto de procesamiento. 
Con esa tesis resultaría, como lo argumentan los se- 
ñores Senadores firmantes, que en todos los casos en 
que la acusación fiscal no incluya el delito atribuido 
por el auto de procesamiento o incluya a otro u otros, 
además del referido en la resolución que da inicio al 
sumario, la acusación fiscal y la sentencia condenato- 
ria serían nulas por falta de un presupuesto esencial 
y ello obviamente no es así. Por ende, vuelvo a rei- 
terar: bienvenido sea el proyecto de ley que tiende a 
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clarificar el tema, pero es superabundante, porque el 
tema hoy en día es claro. De todas formas, creo que 
no merece ninguna objeción. 


¿Qué podría haber hecho el Juez en el caso que 
nos ocupa? ¿Qué hubiera correspondido que se hi- 
ciera? Una posibilidad era que el Juez hubiera en- 
tendido que la imputación se ajustaba a la insolven- 
cia societaria fraudulenta deducida en la demanda 
acusatoria. Otra posibilidad era que el Juez hubiera 
entendido que no, que el hecho es un tema de cali- 
ficación jurídica y que por eso debía ajustarse al ar- 
tículo 248, de fraudes concursales, e imputar, no el 
delito de fraude del artículo 76, sino el de fraudes 
concursales del 284 de la Ley de Concursos. Desde 
luego, también se podría haber entendido -aunque lo 
veo difícil en el caso de los hermanos Peirano- que no 
había prueba suficiente. Con toda franqueza, creo es- 
tar en lo cierto o que, cuando menos, no estoy aislado 
en esta posición. La misma tesis sostuvieron la Fiscal 
y la Jueza de primera instancia en el juicio. A su vez, 
los señores Senadores que firmaron el proyecto de ley 
ahora acompañan también esta misma tesis. 


Como sé que estamos todos cansados y aburridos, 
quiero decir algo que es paradójico pero que, sin em- 
bargo, va a amenizar esta larga exposición. Sé que hay 
otros colegas que opinan como yo y que hay algunos 
que piensan lo contrario. Por supuesto, no he salido a 
hacer el inventario de cuántos juristas se inclinan por 
una u otra posición, pero permítanme contar - por- 
que es una verdadera paradoja- que al día siguiente 
de tratarse la cuestión de fueros en el Senado, o sea, 
el 18 de agosto de 2010 -la Sesión se llevó a cabo el 
17 de agosto- a la hora 16 y 30 mantuve una reunión 
con el señor Senador Ope Pasquet y con otros dos 
abogados por razones profesionales, en las oficinas de 
un cliente del señor Senador referido, que también es 
abogado. Naturalmente, como en la reunión éramos 
todos abogados, a la luz de la Sesión de la Cámara de 
Senadores del día anterior, antes de entrar al tema 
profesional específico, conversamos un rato sobre 
el episodio del día anterior. En el curso de esa con- 
versación, el señor Senador Pasquet narró espontá- 
neamente, delante de mí y de otros dos testigos, que 
él había conversado con su señora esposa, una dis- 
tinguida magistrada y además profesora de Derecho 
Procesal, quien le había ratificado y, además, lo había 
convencido de que cuando la acusación del fiscal se 
ha formulado por otro delito y ha sido evacuada por 
la defensa, esta es la imputación que debe prevalecer 
y, por ende, el proceso judicial que nos ocupa nunca 
podría haberse clausurado. En suma, de acuerdo a 
su propio relato, se da la paradoja de que el señor 
Senador que formuló la denuncia ante la Comisión, 
en cuanto al tema jurídico de fondo estaba coinci- 
diendo con mi misma opinión. Según nos contó en 
la reunión aludida, su distinguida señora esposa le 
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refirió -y esto es textual- que era un disparate soste- 
ner la tesis de la clausura atendiendo únicamente a 
la imputación provisional del auto de procesamiento, 
porque debía prevalecer la imputación definitiva del 
fiscal formulada en la acusación y el proceso debía 
continuar hasta el dictado de sentencia, momento 
en el que recién era oportuno examinar y resolver 
la cuestión. Por todo esto, no dejó de llamarme la 
atención que pocos días más tarde, en la Sesión de 
la Cámara de Senadores del 1* de setiembre de 2010, 
en la que se resolviera la creación de esta Comisión 
Investigadora, el señor Senador Pasquet hubiera va- 
riado el criterio. Desde luego, tiene pleno derecho a 
variar sus opiniones pero yo, por el contrario, man- 
tengo las mías; las mantengo porque cuando se pide 
el procesamiento, lo que se hace es el ejercicio gené- 
rico de la pretensión penal y recién cuando se deduce 
la demanda acusatoria se formula el llamado ejercicio 
específico de la imputación penal. 


Para terminar, porque huelga casi exponerlo en la 
Comisión, quiero decir que la ley no provocó ninguna 
liberación, ya que todos los procesados se hallaban 
excarcelados al momento de su sanción, los últimos 
de ellos desde el año 2007. Hay que insistir al res- 
pecto porque la difusión pública de la noticia de la 
derogación ha creado en el imaginario popular la fal- 
sa idea de que esta derogación produjo la liberación 
de los imputados, cuando ostensiblemente no es así. 


También resulta superabundante insistir, si bien 
sirve para justipreciar las dimensiones de lo que esta- 
mos discutiendo y el injustificado escándalo que se ha 
suscitado, en que aun en caso de haber continuado el 
proceso y de haber recaído sentencia, los hermanos 
Peirano tenían prácticamente toda la pena cumplida, 
ya que les faltaba cumplir 69 días de una pena máxi- 
ma de 5 años -lo dice la sentencia del Juzgado cuando 
los excarceló, que también dejo en poder de la Comi- 
sión- y nunca hubieran vuelto a ser reintegrados a la 
cárcel en aplicación del instituto de la libertad condi- 
cional, como saben los miembros de la Comisión que 
son abogados. No en balde la acusación fiscal formula 
una imputación por un delito mucho más grave, por- 
que este había consumido toda la pena. 


Quisiera agregar algo más que tampoco es de me- 
nor relevancia. Voy a abordar otro aspecto que cues- 
tionaron los señores Senadores Bordaberry y Pasquet 
acerca de mi pretendida deslealtad al comparecer el 
17 de agosto de 2010 ante la Cámara de Senadores, 
al omitir informar en esa Sesión que en mi estudio la 
doctora Salom patrocinaba al contador Ratti. Como 
precisión previa, digo que no comparto que mi en- 
trada a Sala el día 17 de agosto haya tenido un efecto 
teatral que podía haber sorprendido al señor Senador 
Pasquet, como lo expresa en la Sesión de la Cámara 
de Senadores en la que se votó esta Comisión Inves- 
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tigadora. Aunque sea un dato menor, quiero expresar 
que varios señores Senadores me vieron antes de co- 
menzar la Sesión y sabían que iba a ocupar excepcio- 
nalmente la Banca ese día. Por lo pronto, recuerdo 
que ingresé al Palacio Legislativo en el mismo mo- 
mento en que lo hacían los señores Senadores Laca- 
lle Herrera y Fernández Huidobro, y otros tantos me 
vieron y saludaron mientras aguardaba en el ambu- 
latorio, entre ellos, precisamente, el señor Senador 
Pasquet, quien vino, me dio la mano y me saludó. Así 
que sorpresa, ninguna. 


Según ya lo expliqué, acudí ese día a la Sesión de la 
Cámara de Senadores a dar la cara y a hablar frente a 
frente, no solo ante los señores Senadores sino funda- 
mentalmente frente al señor Senador Abreu, para con- 
trovertir la “gauchada”, “la carambola a tres bandas 
con casín” que se me había atribuido. Eso era lo que 
tenía en la cabeza y sorpresivamente en Sala se vendió 
otra versión, completamente distinta, que me obligó 
no solo a estar a atento a ella sino también a variar lo 
que originariamente deseaba expresar. Además, se nos 
había conferido a ambos un tiempo limitado de 20 mi- 
nutos. Recordarán que el Presidente del Senado con- 
cedió, y fue estricto, 20 minutos a cada uno y entonces 
los empleé para dar mi versión de los hechos, narran- 
do con la mayor precisión posible -en forma mucho 
más escueta que lo que he hecho hoy- mi intervención 
en el año 2006, cuando di la voz de alerta al Ministro 
de Economía y Finanzas, luego los pormenores de la 
entrevista que mantuve en el año 2008 con el señor 
Senador Abreu, después el contacto telefónico con el 
Diputado Lorenzo y por último las aclaraciones jurídi- 
cas que a mi entender el caso merecía porque la calle, 
la ciudad, estaba llena de rumores equivocados, de que 
esto inhibía la prosecución de los juicios civiles, de que 
esto era lo que había provocado la libertad, de que esta 
ley impedía le extradición, como lo llegó a plantear un 
señor Senador en Sala. Todo eso había que aclararlo y 
en función de ello lo que me pasó es que se me agotó 
el tiempo. Y yo tenía en la cabeza -porque era el tema 
que estaba ese día sobre la mesa- el caso de los Peirano 
y no el del contador Ratti. Como hoy se les entregó, y 
ustedes lo saben, la defensa del contador Ratti era pú- 
blica y notoria desde bastante tiempo antes. En estos 
últimos días yo he logrado conseguir solo dos medios 
de prensa: un recorte del diario El Observador y una 
versión escrita de una entrevista del programa de Emi- 
liano Cotelo en la radio El Espectador. Todos ustedes 
saben que las radios de la mañana comienzan leyendo 
los diarios. De modo que eso que hoy se les entregó 
en dos ejemplares debe estar reproducido en bastantes 
más. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite, doctor Fernán- 
dez? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a dejarlo terminar. 
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SEÑOR MOREIRA.- Ocurre que el doctor Fer- 
nández está hablando en un tono muy airado y en lo 
personal no tenía ninguna información de ese tipo, 
porque no recuerdo lo que decían los diarios de hace 
seis años. La verdad es que ignoraba totalmente que 
el doctor Fernández era codefensor del contador 
Ratti; es más, no sabía siquiera quién era Ratti. Los 
Legisladores no estamos informados de todo doctor 
Fernández; se lo digo con todo respeto. Sé que usted 
está nervioso, con cierto grado... 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- No, no estoy nervioso. 
SEÑOR NIN NOVOA.- Está ofendido. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- ¡Estoy indignado; no es- 
toy nervioso! 


SEÑOR MOREIRA.- Estamos aquí para escucharlo 
y para hacerle preguntas en el tono que corresponde, 
no para ofenderlo ni para agraviarlo. Entiéndase: a mí 
tampoco me gusta que me griten. Hasta ahí vamos; 
pero también vamos a respetarnos, lo cual me parece 
elemental. Ha hecho referencias a uno, al otro, está 
bien, pero creo que ninguno de nosotros lo ha injuria- 
do ni nada por el estilo. Simplemente digo que cuando 
el doctor Fernández concurrió a la Sesión donde se 
trató la cuestión de fueros, lo hizo como Senador de 
la República, como un par de este Cuerpo. Considero 
que en ese momento debió haber manifestado eso o 
reiterado la información. A usted le parece que la in- 
formación abunda, pero yo no la sabía. Repito, no sabía 
que usted estaba en la codefensa del contador Ratti. 
La verdad, de lo único que se ha hablado acá es de los 
Peirano, a Ratti no lo conoce nadie, esa es la verdad de 
la milanesa. Vamos a entendernos: fue muy conocido 
que al doctor Fernández lo habían querido designar 
abogado de los Peirano en el año 2002, y que él resignó 
esa posibilidad. Eso sí lo conocía, pero que era code- 
fensor en la causa contra el contador Ratti, no lo sabía. 
No sé ni quién es. Así que vamos a comprender que 
acá no ha habido mala intención ni mala fe de los que 
estamos aquí sentados. Desconocía esa información; 
incluso estoy seguro de que el 95% de los Senadores 
desconocía esa circunstancia que hoy vemos en dos 
recortes de prensa; y creo que fue a instancia de un 
Diputado que fue quien lo denunció. 


Lo podemos escuchar hasta las doce de la noche, 
pero vamos a mantener esta reunión en términos de 
tranquilidad. 


Además, la doctora Salom hoy dijo que su inter- 
vención había sido nada más que formal en esto. Es- 
tamos mirando los documentos que nos han llegado 
en el día de hoy. Por tanto, lo estamos tratando con 
respeto y, en consecuencia, le exigimos serenidad. 
Después nosotros veremos; sin duda, lo escuchamos 
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hasta que usted quiera. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Perdóneme señor Sena- 
dor, no creo haber proferido en la tarde de hoy un solo 
agravio ni insulto hacia nadie. 


SEÑOR MOREIRA.- El problema es el tono. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si le molesta el tono que 
he empleado, le pido excusas y lo bajo; no es diri- 
gido personalmente contra nadie. Comencé esta ex- 
posición hablando de la buena fe de la Comisión y, 
específicamente, citando la buena fe de sus propias 
palabras. Pero comprenderá, señor Senador, que es- 
tas Cosas, que esta campaña de prensa en la que no 
tiene nada que ver la Comisión, pero que desde hace 
un mes cae sobre mí y mi familia, a veces a uno le 
provocan una cierta indignación. 


Hasta donde tengo claro, yo no he agraviado a na- 
die; hoy dije que no era mi intención agraviar a nadie 
y si le molesta o le parece agraviante que eleve el 
tono de voz, pues bajaré el tono de voz. Reitero que lo 
que estaba sobre la mesa ese día, como bien decía el 
señor Senador, era el caso Peirano; al contador Ratti 
nadie lo conocía. Si se me pregunta: ¿Por qué no lo 
informó?, contesto: “Porque ni se me pasó por la ca- 
beza”. Esto es así, primero, porque más allá de que 
formalmente figurara como codefensor y en el año 
2007 hubiera firmado un escrito, no era cliente mío; 
segundo, porque lo que estaba ese día sobre la mesa 
era el caso Peirano; y, tercero, por todas las aclaracio- 
nes que hubo que hacer a propósito del caso Peirano, 
que acabo de enunciar. Con ello, expiró el tiempo. 


Déjenme cerrar este análisis -porque creo que los 
señores Senadores quieren ingresar a las preguntas- 
diciendo y en el fondo respondiendo aquella interro- 
gante que planteó el señor Senador Viera en Sala 
durante el tratamiento de la cuestión de fueros: no 
entiendo qué beneficio obtienen los hermanos Peira- 
no con esta clausura, no puedo entender la estrategia 
de su defensa. ¿Saben por qué, señores Senadores? 
Porque en el caso de José Peirano hay dos sentencias 
de extradición al Paraguay ejecutoriadas por la Su- 
prema Corte de Justicia por delitos no comprendidos 
por el artículo 76 y cuya entrega está diferida hasta 
que se agote el proceso nacional. De modo que si esta 
sentencia fuera confirmada por la Suprema Corte de 
Justicia, serán extraditados y presos en el Paraguay. 
En el caso de Jorge Peirano, todavía no hay sentencia 
ejecutoriada porque está en casación en la Suprema 
Corte de Justicia, pero esta seguramente pronunciará 
la sentencia de casación en la misma línea de las dos 
anteriores. De manera que no entiendo el beneficio 
que ellos tendrían. Los delitos por los cuales se pide 
su extradición -lo aclaro por las dudas- se llaman le- 
sión de confianza, conducta indebida en situación de 
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crisis y estafa. Quiere decir que es imposible aquel te- 
mor que planteó el señor Senador Viera en el sentido 
de que la derogación del artículo 76 tornara imposible 
esa extradición, porque la estafa sigue estando tipifi- 
cada en el artículo 347 del Código Penal. 


Entonces, termino diciendo que no puede llegar a 
sostenerse que el comentario que hago al señor Se- 
nador Abreu, y un mes y medio o dos después la pre- 
gunta -porque no es una consulta- que le respondo 
al señor ex Diputado Lorenzo, tengan que ver con 
mi voluntad de beneficiar a un señor como Ratti, a 
quien esta clausura no lo beneficia en nada -incluso, 
le dilata todavía más el proceso- puesto que además 
estaba en libertad desde hace siete años. ¿A quién se 
le puede ocurrir que esto pueda ser así? 


Quiero culminar mis palabras diciendo algo que, 
quizás, permita al señor Senador Moreira compren- 
der por qué en determinado momento uno se vuelve 
pasional; desde luego, no es nada personal con él. En 
las últimas semanas, mi reputación, mi honorabili- 
dad, mi rectitud, mi imagen pública han sido des- 
trozadas, por decir poco, porque con mi nombre y el 
de mi familia se ha enjuagado la boca cuanto irres- 
ponsable anda suelto por ahí. El daño que se me ha 
causado es irremediable y a fuer de sinceros, no creo 
merecerlo. Señores Senadores: no tengo la bola de 
cristal, naturalmente puedo equivocarme, incurrir 
en errores involuntarios, en opiniones equivocadas, 
como cualquiera de ustedes. No obstante, he sosteni- 
do -y sigo sosteniendo- que la clausura en este caso 
no se ajusta a Derecho. Y entonces les pregunto: ¿Si 
llegara a tener razón, si en definitiva esto fuera así, 
quién vendrá a pedirme disculpas? ¿Cómo se repara 
tanto daño? ¿Cómo hago yo para olvidar? 


He terminado y estoy a las órdenes para todas las 
preguntas que los señores Senadores quieran formu- 
larme. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: originaria- 
mente había pedido la palabra para hacer preguntas, 
pero ahora voy a contestar las alusiones que me ha 
hecho el doctor Gonzalo Fernández, incurriendo en 
algo que no había visto aquí todavía -parece que me 
falta mucho por ver- y es el uso de conversaciones 
privadas que involucran a determinadas personas. 
Usted puede discutir conmigo lo que quiera y hacer 
referencia a las conversaciones que mantuvimos. Yo 
he difundido las conversaciones que tuve con us- 
ted en esa misma ocasión -esta misma Comisión y 
los compañeros lo saben- pero hacer referencia a las 
opiniones que expresa mi esposa en la intimidad del 
hogar y que yo le confío a usted en un momento de 
confianza, eso me parece absolutamente inadmisible 
e infeliz. Es entre usted y yo, si usted quiere; mi es- 
posa no tiene nada que ver. Y lo que yo le dije a usted, 
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además, en un tono y con amigos presentes, es que 
cuando discuto de Derecho con mi mujer siempre 
pierdo, porque ella es Jueza y yo soy abogado. Y le 
dije que en el mejor de los casos cuando tengo razón, 
pierdo sin especial condenación. 


Pero de cualquier manera, cuando aquí hablé del 
fondo del asunto, tuve mucho cuidado en señalar, 
reiterar y subrayar que yo no me casaba con la in- 
terpretación que hacía el Tribunal de Apelaciones en 
lo Penal de 3er. Turno, y que había otros prestigiosos 
e importantes juristas que sostenían la opinión con- 
traria. Hoy, el señor Presidente del Senado recordó 
precisamente esa expresión mía cuando vino a de- 
clarar aquí en la Comisión. No hice caudal en nin- 
gún momento, no he dicho que el Tribunal esté en lo 
cierto ni que sea infalible; al contrario, he dicho que 
hay otras opiniones. Lo que digo también es que eso 
no hace al fondo del asunto y que aunque mañana la 
Suprema Corte de Justicia revoque la sentencia del 
Tribunal y disponga la prosecución de las actuacio- 
nes, yo no voy a sentir ninguna obligación de pedirle 
perdón a usted, porque las razones por las cuales en- 
tiendo que debe venir a darnos explicaciones acá no 
tiene nada que ver con el fondo del asunto. Usted, 
a mi juicio, nos debe explicaciones porque vino acá 
al Senado, habló largamente sobre este asunto y no 
dijo que era defensor de uno de los procesados en la 
causa. Usted sabe perfectamente bien que cuando un 
testigo declara lo primero que se le pregunta es: “Por 
las generales de la ley” y diga si lo comprenden o no. 
Y a usted lo comprendían las generales de la ley y de- 
bió decirlo en primer término, no al final de los veinte 
o veinticinco minutos, ni al final de una prórroga que 
le hubiésemos concedido por unanimidad -como se 
conceden siempre en el Senado, por razones de cot- 
tesía parlamentaria- si nos hubiese dicho que tenía 
algo importante que agregar. ¡Y vaya si es importante 
que la persona que aconseja y asesora en el trámite 
legislativo sea defensora de uno de los encausados! 
Creo que eso era muy relevante, por cierto. 


Cuando aquí le preguntamos al señor Senador 
Abreu si usted le había dicho -en ocasión de esas 
conversaciones en el Ministerio de Relaciones Exte- 
riores- que usted defendía a uno de los procesados 
en la causa, lo negó y dijo: “Si lo hubiese dicho, la 
conversación hubiera terminado ahí”. Al ex Diputado 
Lorenzo no le preguntamos si usted le dijo que era 
defensor de uno de los procesados en la causa, pero 
supongo -y arriesgo la conjetura que no me parece 
muy audaz- que si se lo hubiera dicho, con esa pre- 
vención y esa duda que él tenía, hubiese llegado a 
la conclusión de que necesitaba otra opinión y que 
había que estirar ese cuarto intermedio de cinco mi- 
nutos para escuchar la otra campana. 


Me pregunto también si usted le habrá dicho al 
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Poder Ejecutivo en el acto de concurrir a la promul- 
gación de la Ley N” 18.411, que en ese momento era 
defensor de uno de los procesados en la causa, por- 
que creo que esa circunstancia es relevante también. 
Esas son las cosas que yo esperaba que usted aclarase 
ni bien entrara en esta Comisión. Usted dijo que ha- 
bía quedado atónito y perplejo después de escuchar 
al señor Senador Abreu; yo quedé atónito y perplejo 
cuando empecé a escucharlo y pasaban las horas y us- 
ted seguía hablando y no nos decía por qué no le dijo 
al Senado aquello que debió decir en primer término, 
por qué no aclara lo que le concierne, porque a partir 
de esa base todo es distinto. Aclaradas las cosas, he- 
chas transparentes las circunstancias, recobra plena 
autoridad su conocimiento de penalista y su prestigio 
de abogado. Pero todo es distinto si esto no se dice y 
nos enteramos por la prensa el viernes 20, después 
de haber escuchado al doctor Fernández aquí en el 
Senado el martes 17 y habernos ido con la impre- 
sión -por lo menos, ese es mi caso- de que el tema 
terminaba ahí, que estaba todo aclarado; incluso, así 
se lo manifesté en esa conversación que mantuvimos 
el miércoles 18 de agosto. Sin embargo, leyendo la 
prensa vengo a enterarme de que hicimos el papel 
de tontos, porque una circunstancia de enorme re- 
levancia como lo es su condición de defensor de uno 
de los encausados no había sido puesta de manifiesto, 
y según supimos aquí, tampoco lo mencionó cuando 
habló con el Senador Abreu, ni cuando lo hizo con el 
ex Representante Lorenzo; estamos por saber, asimis- 
mo, si se lo dijo o no al ex Presidente de la República 
cuando él estampó su firma promulgando esa ley. 


Estos eran los comentarios que quería formular. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Le voy a contestar al Se- 
nador Pasquet, en primer lugar diciendo que quien 
dijo que le parecía un disparate la tesis, fue el propio 
Senador. No quiero para nada entrometerme en su 
ámbito familiar, pero reitero: fue el Senador Pasquet 
quien dijo en esa reunión que la tesis de que debía 
prevalecer el auto de procesamiento era un dispa- 
rate. Luego, cuando leí las expresiones que el señor 
Senador formuló en la Sesión en la que se votó esta 
Comisión Investigadora observo que, si bien en algún 
pasaje habló de que no se casaba con la sentencia, 
también dijo -y varias veces- que le parecía una sen- 
tencia muy bien fundada, lo que era contradictorio 
con aquella opinión espontánea que nos contó. 


En segundo lugar, quiero aclarar que, en mi opi- 
nión, aquí la cuestión de fondo sí es central y no es 
nada subsidiario o irrelevante, como sostiene el Sena- 
dor. Acá la cuestión de fondo, como bien lo expresó el 
Senador Gallinal en la Sesión en la que se votó esta 
Comisión Investigadora, nos obliga a todos a hacer el 
análisis jurídico sobre la fundabilidad jurídica o no 
de esta sentencia. Es tan central que si la sentencia 
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es errónea y la clausura está mal decretada, eso no 
va a hacer sino ratificar que este efecto clausura era 
absolutamente imprevisible e impredecible en el mo- 
mento en que se votó la ley. 


En tercer término, pienso que he aclarado hasta 
el hartazgo que si en la Sesión del Senado del día 17 
de agosto no mencioné el tema del contador Ratti, fue 
lisa y llanamente porque me olvidé. Como acaba de 
mencionar el Senador Moreira, a Ratti nadie lo cono- 
cía; y lo que estaba ese día sobre la mesa era el tema 
de los hermanos Peirano. ¿Qué motivo podía tener 
para ocultar algo que había sido público y notorio, y 
que cualquiera de los Senadores, mediante el sim- 
ple servicio de prensa, hubiera podido desmentir, si 
lo negaba, con los documentos que hoy se han apor- 
tado? Fue un olvido involuntario, pero le pido al Se- 
nador que repase todos los hechos que tuve que acla- 
rar en esa Sesión. Llegué a explicar -porque era una 
inquietud de los ahorristas- que las acciones legales 
de recuperación de los créditos para nada se verían 
perjudicadas o entorpecidas por esto, en virtud de la 
absoluta disociación entre la acción civil y la penal. 
Llegué a un punto en que se agotó el tiempo de que 
disponía; incluso había utilizado un poco más porque 
le había pedido una interrupción a la Senadora Xa- 
vier, y sencillamente me olvidé, tal como se olvidaron 
el resto de los Senadores que estaban presentes en 
Sala. Si me lo hubieran preguntado en ese momento, 
lo hubiera contestado, y habría dicho lo mismo que 
digo hoy acá: que en esa causa figuro como codefen- 
sor, que me limité a firmar un escrito o dos en el año 
2007, y que esto jamás me pasó por la cabeza ni en 
la Sesión del 17 de agosto, ni mucho menos cuando 
el ex Representante Lorenzo me hace la consulta o 
cuando hacemos ese intercambio fugaz de opiniones 
con el Senador Abreu. 


Creo haber reiterado en la tarde de hoy que ni 
el señor Senador Abreu, ni quien les habla pensó en 
ningún caso en particular. 


SEÑOR PASQUET.- Quiero hacer una brevísima 
precisión. Pienso que basta la lectura de lo que dijo el 
doctor Fernández hace unos instantes para entender 
que la expresión “disparate” se le atribuye a mi espo- 
sa. Ahora, en esta segunda versión, la atribuye a mí. 
Pero nunca dije que esa sentencia fuera un disparate; 
por el contrario, manifesté que fue dictada por un 
Tribunal integrado por gente muy seria y prestigiosa; 
se podrá compartir o no, pero esto no era ninguna 
locura, ni un exceso de tipo alguno; simplemente ha- 
blé con respecto a esa sentencia. Es más, en el por- 
tal Montevideo.com publiqué una opinión en la que 
expongo las razones por las cuales considero que es 
un razonamiento sólido, etcétera. Insisto: no digo que 
esta sea una verdad revelada y que esté más allá de 
la crítica, porque siempre he dicho que es una sen- 
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tencia seria, que tiene un fundamento legal claro, un 
razonamiento muy lineal y merece el respeto consi- 
guiente. Si bien hay opiniones de importantes juristas 
que tienen otra posición, insisto en que para mí este 
no es el fondo del asunto. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En respuesta a lo mani- 
festado por el Senador Pasquet, quiero señalar que 
por supuesto también tengo un enorme respeto por 
los Magistrados que dictaron la sentencia; algunos 
de ellos fueron mis compañeros desde los primeros 
años de la Facultad. No obstante ello, pienso que el 
no compartir una sentencia no significa agraviar al 
Magistrado que la dictó. Tal como lo expresé ante- 
riormente, sería conveniente dejar que se expidiera 
la Suprema Corte de Justicia y no tocar este tema, 
pero no hay más remedio que hacer el análisis jurídi- 
co, como se ha hecho en el día de hoy. En función de 
esto, creo que legítimamente puedo dar mi opinión 
que, por otra parte, es discrepante con la de los otros 
dos catedráticos de la Facultad que fueron contrata- 
dos por los hermanos Peirano para formular sendas 
consultas: los doctores Cairoli y Langón. Ahora bien, 
en virtud de que en la versión taquigráfica de la úl- 
tima Sesión leí que existía intención de la Comisión 
de citar a ambos catedráticos -lo cual considero muy 
legítimo para saber qué opinan- capaz que les ahorro 
trabajo y les dejo la fotocopia de la consulta realizada 
por los hermanos Peirano, que fuera evacuada por los 
doctores Cairoli y Langón, cuya posición es diame- 
tralmente opuesta a la mía. De esta manera, tendrían 
las dos campanas. 


SEÑOR GALLINAL.- No voy a adelantar conclu- 
sión alguna porque sería apresurado, pero quiero de- 
cir que los compañeros del Senado tienen clara cuál 
es mi posición, porque la expuse cuando se votó la 
formación de la Comisión Investigadora y en ese mo- 
mento me pareció que prejuzgar no era la forma de 
actuar cuando se estaba creando una Comisión de 
estas características. 


He escuchado con mucha atención a todos quie- 
nes nos han visitado. Obviamente que de todos, quien 
nos generaba más interés de escuchar era al doctor 
Gonzalo Fernández, no solamente por razones vincu- 
ladas a su profesión, conocimientos y a los cargos que 
ejerció en el Poder Ejecutivo durante la Administra- 
ción anterior, sino porque además asumió el desafío 
del tema cuando pidió para ingresar al Senado. Digo 
esto porque imagino que debió haber sido a su so- 
licitud que los demás pidieron licencia para que se 
pudiera concretar su comparecencia en aquella cir- 
cunstancia. 


Así se dieron los hechos y se llegó a la conforma- 
ción de esta Comisión Investigadora. Quiero señalar 
muy claramente que aquí nadie comparece como 
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acusado; todos los que pasaron por la Comisión fue- 
ron invitados para prestar testimonio de su vincula- 
ción directa o indirecta con este proceso. Lejos está 
la intención de acusar a alguien, salvo que se arribe a 
esa conclusión como consecuencia de las actuaciones 
que lleve adelante la Comisión Investigadora. 


Obviamente, estar en la situación en que está el 
doctor Fernández no debe ser nada fácil; mejor dicho, 
debe generar bastante amargura porque a nadie que 
se siente inocente -como él se siente- le gusta que le 
disparen. A mí también me ha pasado vivir momentos 
muy amargos en mi vida política como consecuencia 
de que me dispararan sin razón. Me permito aclarar 
que el que comenzó con los disparos fue un semana- 
rio afín al partido político del doctor Fernández y no 
precisamente al nuestro. 


En definitiva, creo que esta comparecencia tam- 
bién sirvió para que el doctor Fernández pudiera ex- 
presar claramente a los integrantes de la Comisión 
todas sus opiniones sobre este tema. Ahora debere- 
mos seguir trabajando hasta estar en condiciones de 
llegar, en su momento, a algún pronunciamiento. Lo 
haremos con la mejor voluntad y trataremos de man- 
tener el equilibrio y la justicia, sin sentirnos jueces. 
Personalmente, no me siento juez, no quiero serlo ni 
tengo condiciones para ello; simplemente soy un Le- 
gislador que tiene la responsabilidad de emitir una 
opinión en base al trabajo de una Comisión Investi- 
gadora. Por lo pronto, seguiremos escuchando a quie- 
nes quieran hacer su aporte. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Luego de tres sesiones en 
las que hemos escuchado a distintos actores involu- 
crados en este episodio, uno puede ir emitiendo algún 
juicio de valor sin llegar a una posición definitiva que 
suponga un prejuzgamiento. A lo largo de todas las 
declaraciones y testimonios que aquí se han vertido, 
personalmente voy arribando, nítida y claramente, a 
la conclusión de que ni el Senado ni el Parlamento 
actuaron con negligencia o con imprudencia. Digo 
esto porque es probable que en los próximos días es- 
temos discutiendo sobre la comparecencia del resto 
de los señores Senadores para ver cómo actuaron y si 
se sintieron presionados para dar tal o cual voto. 


Comprendo la situación a la que está expuesto 
el doctor Fernández, y al igual que el señor Senador 
Gallinal, muchas veces me ha ocurrido -más de las 
que hubiera deseado- que se han entrometido injus- 
tamente en mi vida, pero son los riesgos que uno debe 
asumir cuando ingresa a la vida pública. Comprendo 
también la vehemencia con la que hay que defender 
el honor, y la justifico plenamente porque es lo único 
que en definitiva tenemos. Con total sinceridad, debo 
añadir que no advierto -y esto no preciso decirlo; en 
realidad es superabundante- ninguna agravio por 
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parte del doctor Fernández hacia... 
(Intervenciones que no se oyen.) 


- Ya lo sé; no me estoy refiriendo a quién habló o 
dejó de hablar. El tono utilizado por el doctor Fernán- 
dez es producto de la vehemencia de alguien a quien 
se ha herido hondamente en su honor, en su rectitud 
y en su hombría de bien; hombría de bien en la que 
creo, porque las relaciones interpersonales se basan 
en la buena fe, si no existe buena fe, no hay contrato 
ni papel que pueda hacer variar esa circunstancia. 
Quien pretenda violentar la buena fe del otro siempre 
va a encontrar algún camino para hacerlo. No obstan- 
te, creo en la buena fe de la gente, de los integrantes 
de esta Comisión y también en la del doctor Gonzalo 
Fernández, quien ha venido a prestar su testimonio. 
La verdad es que algunos medios de prensa y algunos 
periodistas de nuestro país algún día van a tener que 
pedir disculpas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- He intentado demostrar 
no solo cómo actué o dejé de hacerlo, sino también 
que con mayor o menor análisis, el Parlamento no se 
equivocó y no fue negligente o imprudente al votar la 
Ley N* 18.411. En las dos Cámaras, por razones de 
economía -por decirlo de alguna manera- hay algunos 
Senadores y Representantes que estudian unos casos 
más que otros, pero lo que me parece clarísimo es 
que acá no hubo un error del Parlamento. Que se diga 
que se podría haber estudiado más, con mayor dete- 
nimiento y profundidad, desde luego, eso siempre se 
puede hacer, pero reitero: no creo que el Parlamento 
haya cometido un error. 


SEÑOR AMORÍN.- Creo que la Sesión del día de 
hoy fue muy positiva y que todos nos vamos con más 
datos de los que teníamos cuando se inició. Personal- 
mente digo que el tono del doctor Gonzalo Fernández 
no me molestó en lo más mínimo; es más, si yo es- 
tuviera sentado en ese lugar, hablaría en ese mismo 
tono. Estoy seguro de que no lo hizo para agraviar a 
nadie porque en su vida nunca actuó de esa manera. 
No obstante, quiero decir que discrepo con algunas 
de las cosas que mencionó, pero lo hago lealmente, 
como lo he hecho siempre. 


Al mismo tiempo, considero que tanto su testimo- 
nio como el de todos los que han venido aquí, nos han 
ayudado, porque nos dan un panorama de la situa- 
ción. Por supuesto que no vamos a hablar ahora de 
las resoluciones que vamos a tomar, pero seguiremos 
trabajando con seriedad en el tema. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Creo que esta ha sido una 
jornada extensa e intensa, en la que hemos escucha- 
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do alegatos muy importantes esgrimidos con mucha 
convicción. En particular, quiero sintetizar que la in- 
formación que dio el doctor Fernández fue brindada 
con la mano en el corazón y en la razón. Pienso que 
nos ha hecho razonar, que nos ha ilustrado a todos 
-por lo menos, ese es mi caso- que ha hablado con 
una sinceridad a veces inusitada y que tenemos el 
derecho y la obligación de creerle. Considero que la 
forma en que ha encarado su exposición ha sido uti- 
lizando todos los argumentos de que disponía para 
transmitir su convicción. A veces puede ocurrir que 
esos argumentos se legitimen por la vía de la capaci- 
dad y de la credibilidad que una persona genera en 
los interlocutores; eso ha estado presente a través 
de los distintos pasajes de la intervención del doctor 
Fernández, lo que jerarquiza su exposición. Nos sen- 
timos realmente convencidos de su honestidad y de 
la argumentación que ha dado; pensamos que esto 
representa un aporte a esta reflexión colectiva. 


Ahora bien, ahí afuera hay un enjambre de perio- 
distas; por eso pienso que lo que tenemos que discu- 
tir mientras la Comisión esté sesionando, lo debemos 
hacer en este ámbito, pues tendremos instancias fu- 
turas en las que podremos hacer evaluaciones y cada 
partido tendrá que sacar sus propias conclusiones. 
Concretamente, pienso que sería bueno que no em- 
pezáramos el debate ahora en la prensa, porque antes 
tenemos que tener esa instancia acá. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la 
versión taquigráfica). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como en el caso de las 
preguntas presentadas por el Partido Nacional para 
enviar al doctor Tabaré Vázquez, ex Presidente de la 
República, la Comisión resuelve aprobar el envío, por 
escrito, de las dos preguntas que la semana anterior 
el señor Senador Pasquet trasladara primero a la Co- 
misión, como corresponde. 


Consulto al señor Senador si quiere hacer alguna 
corrección. 


SEÑOR PASQUET.- Tengo la impresión de que se 
leyó la primera versión de las preguntas. En realidad, 
la segunda versión la leí en la Sesión anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La segunda versión tam- 
bién está y puede ser que esté más adelante. 


Léase por Secretaría la primera versión de las pre- 
guntas presentadas por el señor Senador Pasquet. 


SEÑORA SECRETARIA.- “19 Si el doctor Gonza- 
lo Fernández le comunicó, antes de la promulgación 
de la Ley N* 18.411, que él, el doctor Gonzalo Fer- 
nández, o un abogado de su estudio, patrocinaban a 
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uno de los imputados en la causa penal seguida a los 
hermanos Peirano y otros, por los hechos vinculados 
con el Banco de Montevideo. 2% En caso de haber 
respondido afirmativamente a la pregunta anterior, 
diga si existe constancia escrita de esa comunica- 
ción”. 


SEÑOR PASQUET.- Al final de la Sesión de la 
Comisión pasada, solicité que a renglón seguido de la 
frase: “diga si existe constancia escrita de esa comu- 
nicación”, se agregue lo siguiente: “y si la misma fue 
puesta en conocimiento de los demás integrantes del 
Gabinete ministerial.”, porque la norma fue promul- 
gada por el Consejo de Ministros. 


SEÑOR NIN NOVOA.- A esas preguntas, y para 
hacerlo más equilibrado o abarcador, agregaría: “Si es 
costumbre del Poder Ejecutivo, en cada instancia de 
la promulgación de una ley, consultar a los Ministros 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


si tienen una relación directa con las leyes que se 
promulgan.” 


(Dialogados.) 


SEÑOR PASQUET.- Supongo que la costumbre 
será que los Ministros avisen cuando estén implica- 
dos. 


(Dialogados.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, la Comi- 
sión va a trasladar las dos preguntas formuladas por 


el señor Senador Pasquet, con el último agregado. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levan- 
ta la Sesión. 


(Así se hace. Es la hora 21 y 52 minutos.)” 
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MATERIAL APORTADO POR EL DOCTOR GONZALO FERNÁNDEZ 


Publicación de los Diarios “El País”, 
de fecha 21 de agosto de 2008 y 
“Últimas Noticias”, de fecha 22 de 

agosto de 2008. 
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Pasaporte del doctor 


Gonzalo Fernández. 
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INFORME DEL JUZGADO 
LETRADO DE PRIMERA 
INSTANCIA EN LO PENAL DE 


7 TURNO DE 29/05/2007 
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JUZGADO LETRADO DE PRIMERA IMSTANCIA EN LO PERAL DE 70 TUAÑO 
29.05.2007 
WISTOS Y CONSIDERANDO: 


Que según resulta de autos, mediante Cificio número 548/2007 de fecha 15 

de mayo de 2007, recibido en esta Sede con fecha 16 de mayo del mismo año, 
la Suprema Corte de Justida dispuso la remisión de la nota rúmero 281/07 y 

achadones recibidas del Ministerio de Relaciones Exteriores, a los efectos 


pertinentes. 

La rota a la que $e hoo referencia €s la remitida por el Sr. Mirestra de 
Relaciones Exteriores a la Suprema Corbe de Justida adjuntando el informe 
número 35/07 eemibido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
en el caso 12,553, de fecha lero de mayo de 2007 por el que dicho Organismo 
Internacional recomendó al Estado Uruguayo tomar todas las medidas 
necesardas para que Jorge, José y Dante Pelrano Basso sean puestos en 
libertad mientras esté pendiente la sentencia, sin perjuicio de que continge el 
process y que produrea la modificación de las deposiciones legislativas 0 de 
otro carácter, a fín de hoocertas consisientes en un todo con las normas de la 
Cormención Americaná que garantizan el derecho a la libertad personal ( ver 
informe Cuyá copia obra a 13,253 a 288) 

UiPor decreto número 687 de fs. 289 se dispuso otorgar vista del preciado 
informe y zu incidencia en el proceso, al Ministerio Público y la Defensa de los 
encausados Sres. Dante, José y Jorge Peirano Bueso. 

TWiCon fecha 25 de mayo de 2007 se expidió la 5ra Frscal Letrado Nacional en 
lo Penal de 12d0 Tumo, Dra. Domenech, actuando en calidad de Subrogante de 
la Fiscalia de 140 Temo, expresando, en lo sustancial, que si bien las 
recomendaciones de la Comisión interamericana de Derechos Humanos na 500 
vinculantes, implican sl indudable relevancia juñdica por el compromiso del 
Estado Uruguayo de obsersáncia de las cormenciones imemacionales 
descriptas siendo que conforme a la Ley 15.737 se aprobó la Corrención 
Interamericano sobre Derechos Humanos en cuyo artículo 16 se reconoció la 
competencia de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. En ménto a 
éllo, conduye que Bel al tradicional comportamiento del Esado Uruguayo del 
respeto a los compromisos dsumnádos, solicita que en relación a la primera 
recomendación, se elevén estos autos a la Suprema Corte de Justicia a la que 
lk compete decidir respecto de una eventual pertinencia de ina ibertad 
provisional por gracia conforme a las facultades otorgadas porel art. 17 de la 
Ley 17,726, 

En cuanto a la segunda recomendación, solicita se disponga lo necesario para 
que, por la vía pertinente, se remita completo testimonio al poder Legistativo 
informe número 35/07 a los efectos que comespondieren. 

WA su turno, al evacuar la vista la Defensa, Ésta afirmá en lo sustancial que: 
1- El informe de la CIDH establece la violación a garantias esenciales del debido 
Proceso por parte del Estado Liruguayo fundamentalmente la violación y Les 
normas que regulan la prisión preventiva. 2- Que la Ley 15.737 establece que 
la Corención Americana de Derechos Hurnanos forma parte de la presente lo 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 789-C.S. 


que demuestra el grado de compromiso del Estado Uruguayo a nivel 
normativo, con el derecho internacional de los derechos humanos. Y sl bien 
recuerdan que su posición ha sido la de la auto ejocutabilidad de las normas 
intercionales sobre derechos humanas, a Su Julia, en el caso, en función de 
la norma antes relaciorada elo es indudable. 4+-En definitra, entende la 


Estado le compete remover los obstáculos para que los manos recuperen el 
pleñó goce de su ibéertad ambulztara, Y al efecto señalan que debe tenerse 
presente que sl ben la prisión preventiva fue dispuesta en esta calza 
igualmente aseguró los procesos de extradicida en trámite. También que na 
edste ñesgo de fuga lo que surge daramente de dutos y del Informe de la 
raider Vi nprtolian concluyen que el Estado Linuguayo debe adoptar 
una única y excluyente conducta: : la puesta en libertad efectiva de Jorge, 
Danbe y José Peirano Basso, 

VICon fecha 25 de mayo de 2007 se pusieron los sutos al despacho Según 
resulta de fe 301. 

CONSIDERANDO: 

¡Que se habrá de disponer el cese de la prisión preventiva que cumplen los 
Sres Dante, Jorge y José Perano Basso en esta caza en virtud de los 
fundamentos que Se expresan a continuación. 

En primer, lugar debe señalarse que dl bien la Sede, cbripmente, Ma 
eamirado el informe emitido por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (en adelante CIDH) de la Organización de Estados Americanos ( en 
adelarte DEA), se coincide con la Sa, Fiscal acerca de qué el mismo cortos de 


TINARora bien, en el caso de zutos, no puede dejar de señalarse que, €n 
función del informe multicitado, la Sra. Aiscal solicidá se elevaran Las autos a la 
Suprema Corte de Justicia para que considerara si procecia otorgar a los Sres. 
Peirano Basso la libertad provisional por gracia mientras que la Defensa 
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cuenta o no con competencia para ello 0 si debe elevar los autos A la Suprema 
Corte de Justicia tal como lo postulara la Sra Fiscal, 


MW14 respecto, debe señalarse que bien frente a un anterior pedido de 
libertad Tormulado por la Defensa, esta Sede, en resolución que no Fue 


17.726 (resoluciones 1337 de E. 2189 230, resolución 1431 de fs. 236 4 241 
y resolución 1551 06 f5, 226), a lo fecha, la remisión que efectuara la 
Corporación del informe de la CEA impone considerar que dicho Órgano no ha 
entendido contar con competencia exclusha en cuanto 4l punto y por lo tanto, 
que este Jugado puede pronunciarse respecto del cese de la prisión 


presenta. 

En efecto, aún cuando nó surge de forma expresa del 0.0 número 548/2007 
de fs, 288 que la Suprema Corte de Justicia efectuara un pronunciamiento 
especifico en cuarto 4 Su competencia o la de este Jungado, para entender 
respecto del planteo resultante del informe de la OEA, si €s dro que dicha 
Tribunal no consideró por $ la adopción de medida algurá, optando por remitir 
el mismo a esta Sede, a los efectos "pertínentes”, Por consiguiente, cabe 
concluir que la Suprema Corte de Justica no ha consoerado que ostentara 
competenda taclusha peto del planteo qué risulta e dicho informe, y por 
lo tanto este Jurgado, por beñer a su cargo la caza en lo que se dispuso la 
prisión cuyo cese se pretende, no puede werse impedida de pronundarse 
respecto de 5u eventual 0ESe, 

Nótese para ello que de mantenerse el criterio anteriormente plasmado en las 
resóludones 1197 y 1431 edo supondrá sSbribilr a li Suprerra Corte de - * 
Justicia una competencia evdusiva (en base al art. 17 de la Ley 17.726) que la 
misma implicitamente ha desestimado al remitir a este Juegado el Informe 
rd con clara incidencia en la posición que en su mérito ahora 26 


A la 
retemendación de la CIDH pueda suponer sin más, nsctamente, la libertad 
que se pretende, más allá de la obligación que enel plano inemaciónal codste 
O a 
amenten disponer el cese de la prisión preventiva. 
“ijPara eo debo recordarse qué los 5r0s, Peirano Bases fueron procesados 
con prisión parel debto previsto en el art. 76 de la Ley 2230 delito dee cuya 
pena no nsulta directamente establecida por el legisisdor y por lo cual cabe 
considerar dhersas hipótesis, yá 563 la “eventualidad de un tratamiento 
punitivo sujeto a la aplicación de la peña (obstatva) propia de la quiebra 
fraudulenta del Código Penal de 1934 (art. 253) 04a de una hipótesis de 
absorción constituido a partir de una penaldad instalada en el Código Penal de 
A E a, 
tal como lo sostumiera el Tribunal de Apelaciones en lo Ferial de Tercer Turno, 
en Resolución núméro 14 de 4 de Febrero de 2004 (fs, 61 4 66) en la que 
concluye, anallrando la situación de Jorge Pesraño Basso, en relación a anterior 
pedido de excarcelación provisional que el tratamiento punitivo en diso de 
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mismos, En efecto, no puede de modo alguno concebirse a la misma cono 
pena o adelanto de pera ya que ello está especificamente protibido por el art, 
A O a 


posiblidad de excarcelación cuando la eventual pena a recaer pueda ser de 


XpkTua cuestión, sobre la que ls Sede no se espició por razones procesales al 
dictado de la resolución 1431 (ver en especial puntos É y 9 a fs 138) sin 


Landeára cuando sostuvo que el art. "27 debe ser interpretado en forma 
armónica y sistemática con dos arts. 7, 12 y 26 de la Carta, atendiendo también 
al contenido cautelar que les ES propio, Sólo asi se consigue compatibilizar la 


cautelar, recogida en el art, 27 ya mencionado (CF. Váreia Méndez, Edgar, "Las 
panntios constitucionales. del proceso penal” R.ULD.P, nro 2/86)" ... En su 
nicol qq de la prisión AdÓn perio, prestada porica ió 


prehibida por el art. 12 de la Carta, puesto que la ausencia de nesgos que 
justifiquen el mantenimiento de la cautela hace decaer la presunción del art. 
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Jrs Dl, ri paa , edención 

en caso de autos, la del proceso 

cramente lo puede ser considerado razonable, Y así, más hr q ro 
evidente complejidad del mismo, del número de procesados, de los inoesantes 
pedidos de ibertad que plantearán las defensas de todos los encausados, 
A 


humanos, 
supuestos de peñoro que Jusisiquen la prición preventivo, las 
se lleven a cabo con la maror prerura y, 65, evitar que toda restricción de 
derechos impuesta a una persora 3ún no declarada culpable se exbienda tanto 
como para consiftulr una peña anticipada, violando la defensa en fuidio y el 
principio de inocencda” (punto 132 a fs. 272). 


raíz de los procesos de extradición que se cumplen y su respecto, la que en su 
¡caso deberá ser planteado ante cada uña de las Sedes donde dichos procesos 
se spuen. 

Asi mismo, conforme al art. 141 y siguientes del E.P.F. habrá de imponerse 
una caución personal o real hasta la suma de 1$s 250,000 por cada uno de ls 
limputados. E 
Por los fundamentos ya expuestos y normas citadas 5£ RESUELWE: 


Dispónese la excarcelación provisional de Dante, Jorge y José Pelrano Basso 
bajo caución real 6 personal por la suma de 155 250.000 (coscientos encuenta 
mi dólares por cada uno. Firme que ses el presente, constituida la caución, 
ofciese para su cumplimiento. 

Afemitase copia del informe de la Comisión Irteramencana de Derechos 
Humanos. de fa. 251 a 286 al Poder Legislativo, de ¿cuendo A lo sobcitado por 
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la Sra, Fiscal, dándose cumplimiento a las formaldador 6 estilo, 


Dra. Graciela qottl 
Juez Letrado 
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Informe del doctor Miguel 
Langón Cuñarro 
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Dr. Jorge Pelrano Busso 
Da mi más alta conalderecióne 


For la presanás lengo el hanór de dirigirme a Ud, a efecios de 
responder a la consulta que me hiciera, en cuanto a los electos 


1.- La derogación da una ley panal 


emprasarial, dispuso; 

migencia de la proserte ley, quedarán derogadas las elguientes 
elsposiciones. ...los artículos 13 a 41 y 45 6 78, inclusivo, de la Lay 
WN 2230, de 2 de junto de 1893... y toda otra disposición que 54 
oponga a lo dispuesto por la presente lay”. 


En su artículo 255 la citada lay proala la entrada en vigencia de la 
misma "a los lero cohenta dlsa de su promulgación”. 


La posterior Ley 18411, de 142112008, en su artículo 1 modifica 
el citado articulo 205 qué quedó mdsciado sel: "La prosónto 
antrará sn vigencia a los diaz díea de su promulgación y 

a a al Pd los sli AE 76 de la 
su a dd y 78 de 
Ley MA 2330, de 2 de jundo de 197”, 
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Es calegórico BAYARDO BENGOA, al relarima al 
heerna, al afermar al píncipio de la rimacibidad absoluta de la 
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2.- Consecuencias juridicas de la derogación de la ly. 


A A E E Lo 
supelimón.. delitos axaistertos... ea leyes) 64 q 
hechos anteriorss 4 su vigencia, 

acocedimiento” (sera yados 


y 
peenits tratar al hasta shore imputado como reo, ar 20 de la 
Consftución). 


Las consésueñcas de la aplicación Inmediata de la lay derogatoria 
a los hechos anteriorás a 4u vigencia, que 80n Casi idénticas en la 
piiciica, puridicarmente puede | : 
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Mo + necasario en al co ingriar én la un poco bizantina 
cuestión ¡maueta por cba pare ya hace fempo por le major doctrina 
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799-C.S. 
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leyss ssqón que 6n cada Coso lo pareztar morales O inmorales, 
Furnánas o infiumnaras, sobreviero el casa, y, por cada caño an que 
so acierta, habrá comtenarna de casos en que ño se acorta, El 
deber es, pues, muy sencilla; consista en compr la ley” Moral para 


cb deis ocio lec Arge Maq Nana 


a cómación procedimiento” 
claras y obvias del artículo 15 del Código Penal, que no admiten 
pS000a, MEGANE sur ctra Egin su contenido 


2- El cumplimiento de la ley por parto de los speradoros del 
slatóma Judlelal. 


Las consecuenciós juridicas qua ss puedan dedvar de la 
gerogación de una ley, son de mapensabidad endiualva del érparo 
que por e propiss mzones ho decidido actuar de 648 


po E A GO EA, además 00 
intolerable 


antjuridicdad que implica, supendria una 
o o o O 
discrminatoría inacaplabio sn órganos qué deben cumplir cn la 
regla de La imparcialidad. 


ho us Cory qu, e apoco, rel Ji magico paren que 
ss ha hecho, condo cierta conmoción pública y 

preguido contra los justiciablas, como sa ra puesto de mantas 
por la Defensa en el curso de la causa, venga a 
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es decir, el absoluto ] todos los habitaries al 

Derecho cualquiera asa la posición social que se ocupa y la función 

que se bdsicas”, ar Eisfenas panaloo F 
Humanos. qa América Latina (Primer informal ed Depaíma, Bueños 

Alma, TOBA: 27-30). 

Frente 8 POTTS respetucasa de los derechos humanos, 

el discuto no pusds en modo sguño intentar 


¿M), obligando a a respalar los 
derechos y libertades. reconocidos alguna" por 
cualkquiar mobwo que a 1), y dalamirando que los 
juecas y tribunales de Justicia daben actuar an to 
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ento cas habla ¡sltuación ya rwartida: 
¿ey ca cir io 3 (16.060, de 


3697, apartado de Le Ara Ligua, T LAA AF TE: 
BAY, '“GEscorar cn Proyección Peral LC 
Diiteneo 17.300 Muy RODRÍGUEZ 


que £y domgación, paro 
imaresante destacar qué 0s en lá soqunca ber, la MN 18.411/08, 2” 
él ls disposiciones 


legislador apesomerto - 
especificamente penales, que de alguna marara podría entenderse 
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qué hablas quedado fuero de la primera (Ley A" 18.397) del mismo 
aña. 


La intención del legislador resulto” entorcos plasmada en loma 
vidente en al proceso mamo de derspación, pues, como ya Lo ha 
risto, se ocupó especiomeríta, a bres del dictado de una ley de 
dos articulos, de dejar establecido con total nifídez su voluntad de 


Di asta modo les colilea (al es que eran balos, porque jarndo 50 
hablan aplicado 6ñ la raalidad) de “Irustación de los efecion de la 
intervención” (url. 42.4L y elguientos (esta el ar. dl inclabvs) mul 
como, muy nlbdementa, el artículo 76, han quedado dempados. 


Le psimpcs figures. qué casi toda la doctrina entendia no oreaban 
apiicación 


Egura criminal se conconisá, an los oscagipimos casos ón qué se 
aplicó esta norma, en el cuovafenado articulo 76 de la ley. 


Articulo dl de. Mos agminisimaioas [del concorilo] que usina los 


Sí hublesen pactado ventajas especiales a favor de uno a roba 
somos para cblener o Bregurar 34 sabasión el concordato”, 
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lay 
los arfículos 272 y 274 dal CP, para los quebrados 


La reón de la derngáción dica en qué todos los pos de fiudo 
dé concéntiasón ahora, por voluriad sopresa del legislador, en las 
nuts figuras slencadas en el artículo 248 de la ty bajo el marear 
lurís de fraudes concursales”. 


ó su paño, mesñarca 6 aparta prilegkos inadsteniós 0 
, Susimilga O esconda los libros pociales, 
acuérde u Otorgué A con cargo a la masa sobra 


realización o hayan rmakzada los actos consPlutivos del del delta”, 
Esta disposición es inaplicable al caso de sulos, no solo por ser 
ireirsacividad abeciula de 
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5.- Derogación dal articulo 78 de la L. 223041893, 


Esta disposición, que fue la que se aplicó para disponer us 
procesamiertos y prislones en doble inalencia, y que por tanto ha 
quedado firme en cuanto a la contnancia de la cava ertublecia, 
corro ya vimos, en lo esoncia!: 


|, EU 
votada sin discusión y casi por unanimidad (en el Senado 21 an 23) 


En la Exposición de Molivos signada por estos legisladores Le 
consignó, en lo A *s importante que quede 
eprusamente clara la dncrencióac delos arena 3-08 Y 70 de lo 
L. 2.230, cima tl agurt ars Ello a los efectos de eliminar la 
de des regimenes 


En AF 35T, de 51109 7OmmA Serial al 
«diculine el Repartido N* 1433, s6 dio por parts del Diputado 
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s4 condición dé bmpresaros, o de hombis de negocios, de modo 
que no 45 admiiiblo ninguna 

ba sa e rip al o 
A A A o 
figura hi mm enjulciados pame 
detenido, Enscoriblacairto la lema s de los procedimientos 


La modificación de ll figura que pretende el fecal, pone sn crisis el 


la ley FDeesoho Procesal Panal, Pomo L ed. GED, 160 101). 


Como dijo Kays RCN “ol ministerio público no fue concebido 

para cumplir una función unllateral de persecución, alno para 
a dit FPosción judios p larvas Áedures del manóstario 
O 


La discimnocón hacia cerlás personas o sociorsa de la población 


dignidad como seras también ¡y de qué modal la 
regla cardinal de le iqualdad ante la loy (ut 6 de la Constibeción: 
ati de la Declaración laa Humanca y 


TS qué Ud, y sus hermanos están samótidos no 
dependen de la volurtad del Minésieño Pública, al puedo -ahori 
hacarss una iniorpralación la palvs 0 ad hoc que buponga vulnerar 


legalidad, babe 
democrático de derecho, que debe mgina por los principios de la 
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Croo que doba tecarzs presento tambián que ha sido derogada 


eprsamnente o toda la legislación relorgete a la quiebra prenásta en 
al Libro Mi, ardculos 1523 a 1781 ipolusthvo, del jo de Comeorció, 
conforma al artículo 256 de lá 10.367, de 23.1 lo que vació 
de contenido, es decir derogó, los delitos de 

culpables provistas en los ariicalos 233 y 254 del 
C. Penal. 


disposición pana! expresa que conducta, de 
figura analógica, Upo ablerto en coyo plólago quedarian 
todas las Estedo, por tardías y 
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colgiente, lo que obliga n apicar la ley derogaioña a dos hechos 
*deiarmina" le inunrable 


7.- Conclualornsa 


En el caso sub eramire entonces, a mi juicio, debe docretarse 
procadimiantos, 


la casación de los disponiindoss an 
consecuencia la cliusura y el archivo definitivo de la couta. 


guias sd Je coito, Pa condusliones a que ho eribado 
luags de considarar los hechos y ponderar el derecho del caso que 
Ud, ha lonido la portiieza de someter a mi consideración 


Sn ebro partículas, lo aatudo con la mayor conicieración. 
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Informe del doctor 


Milton Cairoli. 
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CONSULTA. - ( Dr. HiLipw' CA RoL1) 
_LLA DEROGACIÓN DEL ARTICULO 76 DE LA LEY N? 2230, 


I.- norma : art la ley 2 


1.- Esta disposición creó un tipo penal que castigaba con una 
sanción , a ”.Los directores y odministradores de sociedades 
anónimas que cometan fravoe, simulación, infracción de 
estatutos e de una ley cualquiera de orden público, sufrirán la 
peña señalada en los articulos 272 y 274 del Código .Penal para 
los quebrados fraudulentos. * 


¿.- Se trataba de un texto que distaba de conceptuar 
descriptivamente los modelos de conducta que penalizaba, pues la 
amplitud del tipo penal no describe en qué consisten los 
supuestos incriminados. La carencia de una descripción precisa 
contraria el principio de tipicidad establecido por el art, 1* del 
C.Penal. 


Esto dio motivo a varias críticas, de las que cabe destacar, 
por su precisión, la expresada por A. Reta, que lo calificó como un 
"ejemplo de pésima técnica legislativa”, que de alguna manera 
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durante muchos años la jurisprudencia uruguaya se resistió a 
aplicar, afirma la mencionada profesora: "por prudencia y por 
- respecto al principio de legalidad”, (v. Adela Reta. "Informe in 
voce de fecha 13 de setiembre de 1965 en el proceso al Banco 
Transatlántico, que fuera transcripta por Carlos Martínez 
Moreno en su consulta de enero de 1973 publicada en separata 
de La Justicio Liruguaya, Caso Nro. 7891, pag. 83) 


IT.- La der lón del 76 de 2.230 


3.- El espíritu del Poder Legislativo, en ambas Cámaras, 
fue indiscutible y surge de la Exposición de Motivos de la ley 
18411, donde se expresa la importancia que se derogue el 

articulo 76 mencionado, con el fin de terminar con “la 
supervivencia de dos regimenes legales que regulan una misma 
conducta delictiva” (v Gómara de Senadores . 524 23 de 
octubre de 2008, Tomo 458, N* 250 y Cámara de 
Representantes, N? 3547, 5 de novembre de 2008, 707 sesión) 


4.- Fue en ese convencimiento, que se sancionó la ley N* 
18,411, de 14 de noviembre de 2008, que en su artículo primero 
dispone: "La presente ley entrará en vigencia a los aiez días de su 
promulgación y será aplicable a los concursos promovidos a partir 
de esa fecha. Art. 27: Deróganse los artículos 42 a 44 y 7ó de la 
ley N* 2230, de 2 de junio de 1893" 


5.- El órgano de interpretación de la ley , tiene el deber de 
aplicar los principios de vigencia y de unidad sistemática, lo que 
significa que debe adjudicar el derecho que rige en el momento 
de la decisión. (cfr. Sebastián Soler. "Interpretación de la ley”: 
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Ediciones Ariel Barcelona 1962, pag. 125). En mérito al principio 
de vigencia, ningún Juez puede negar la aplicación de un 
precepto, pues cuando la ley dice algo, debe entenderse que ha 
querido precisamente lo que la ley expresa. (faem, pag. 168) 


Ningún juez puede negar la aplicación de la ley vigente, 
alegando -inconveniencia, impertinencia o incluso su oposición a 
ella por razones filosóficas o de otro tipo, pues el principio de 
obligatoriedad de las leyes establecido en el articulo 1% del 
Código Civil, lo obliga a su aplicación sin que ningún fundamento 
pueda hacerlo opartar de ese principio general de derecho, En 
esta tarea de aplicación ineludible, en realidad el juez cumple dos 
mómentos de una única función: la interpretación y el 
cumplimiento de la propia ley. (cfr. Max Ascoli "La 
interpretación de las leyes”. Buenos Aires, 1947, pag. HA y ss.) 


La validez de una norma legal surge de su inevitable 
obligatoriedad, que le conferirá aceptación general por parte de 
todos los ofectados que acotarán las consecuencias y efectos 
secundarios que aquélla pueda imponerles. 


6.- Cuando el legislador formula sus normas, debe hacerlo 
atendiendo los principios de lex certa y lex stricta, para que 
tados estén en condiciones de conocer su aplicación y de ese 
modo ejercer eventualmente su control: "los peligrosos 
instrumentos del derecho penal son aplicados solamente en el 
momento correcto, en la dirección correcta y en la medida 
correcta; están sujetos a principios que deben garantizar la 
protección de los derechos fundamentales de los afectados” 
(Winfriead Hassemer. “Crítica al derecho penal de hoy. Norma, 
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de su realización”, agrega que:. * Sería hacer indirectamente, 
lo que la Constitución prohibe que se haga directamente, es 
decir, trotar como prohibido e ilícito a lo que, por no estar 
prohibido es lícito.” (Alberto Ramón Real “Las principios 
generales del derecho en la Constitución ULiruguaya”. Montevideo 
1958, Pag. 54) 


9- La derogación expresa de una ley penal tiene 
consecuencias totales, de orden público, lo que significa que 
deben ser aplicadas de inmediato. En el caso de que esa ley penal 
derogue un delito, es decir un tipo penal sancionatorio, el 
corolario debe ser el cese de los procedimientos penales 
seguidos contra los procesados. Estos vendrán a recuperar así su 
sfetus de inocencia, que habría sido conculcado al habérselos 
considerado como participantes en el delito, según elementos de 
convicción suficientes para ello. (art, 125, en especial literal B) 
del Código del Proceso Penal) Ello malgrado de que 
personalmente, entiendo que hasta que no exista una condena, no 
puede determinarse la culpabilidad de una persona, que debe ser 
considerada inocente hasta que no se pruebe que ha merecido el 
reproche de la ley penal. En efecto, la lógica y racional 
interpretación de lo dispuesto por el articulo 2* del Codigo del 
Proceso Penal, (Debido proceso penal) implica que con 
independencia de su culpabilidad o inocencia, la ley debe 
considerar al indiciado como si fuera inocente. 


10.- En el ámbito del derecho adjetivo, también se consagra 
el criterio de la ley más benigna, por lo que si se suprimen 
delitos se debe decretar la terminación ¡inmediata del 


proceso. 
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Esto surge de la clara norma prevista por el articulo 7 del 
Cédigo del Proceso Penal, que expresa claramente que cuando se 
suprimen delitos existentes, los leyes penales se aplican a los 
hechos anteriores a su vigencia, determinando la cesación del 


11- La Sra. Fiscal ha formulado acusación mutando la 
calificación penal del delito del articulo 76 de la ley 2230, por la 
de insolvencia societaria fraudulenta. Afirma que el auto de 
procesamiento que en la sentencia Nro. 156 de segundo grado, 
imputó a los tres encausados la autoría de una de las conductas 

cionadas por el articulo 76 mencionado, es reformable de 
oficia; según lo dispone el articulo 132 del Código del Proceso 
Penal. Además, agrega que en la requisitoria, oportunamente 
presentada en primera instancia, se acusó por el delito de 
insolvencia societaria fraudulenta, solicitando la sanción 


td] 


pertinente, 


A la luz de las actuaciones que se han llevado a cabo en este 
proceso y de las consideraciones jurídicas que vienen de 
formularse precedentemente, no cabe más que una rotunda 
negativa a esta posición, 


12- En primer lugar, todo proceso penal tiene un objeto 
procesal que es el delito, en consecuencia, cuando ese objeto 
desaparece, como en la especie, el proceso pierde su contenido, 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 815-C.S. 


pues no tiene razón continuar con una relación procesal que 
carece de objeto. 


Esa carencia tendría como consecuencia que las 
verdaderas finalidades del proceso penal no pudieran cumplirse, 
pues no existiría una base en qué fundar la resolución que tiene 
por objetivo satisfacer la pretensión penal. 


13.- En segundo término, porque la imputación realizada del 
delito de insolvencia societaria fraudulenta había sido en origen, 
unicamente para uno de los tres procesados (José) y no para 
los otros dos, (Jorge y Dante) que no pueden venir por arte de 
mágia a convertirse en autores de un ilícito que nunca les fue 
imputado, Pero aun en el coso del procesado por este delito 
previsto en el art. 5 de la ley de ilícitos económicos, (José) 
tampoco puede cambiarse la tipificación, porque el Tribunal de 
Apelaciones revocó expresamente su enjuiciamiento por ese 
delito y en su lugar lo procesó por el del art. 76 multicitado, que 
en la actualidad ha sido derogado. 


_ 1.- Y en último término, porque notificada de esta 
resolución del mencionado cuerpo colegiado de segundo grado, el 
señor representante del Ministerio Público no recurrió la misma, 
conformándose con la nueva tipificación, por lo que ahora no 
corresponde que en forma sorpresiva, el actual titular del 
Ministerio Público cambie su posición en perjuicio de la parte 
enjuiciado. Si se hubiera pensado en ese momento llevar 
adelante su posición en pos del cambio de tipificación, se debió 
recurrir en casación. Al no hacerlo, la tesis que hoy propicia la 
Fiscalía resulta infundada y meramente voluntarista. 
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V.- Precisiones finales a modo de conclusión. 


15.- Jorge y Dante Peirano fueron procesadas en primera 
instancia (sentencia 1532 de 8 de agosto de 2002 del Juzgado 
Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 7? turno) por delitos 
de asociación para delinquir en concurrencia con el delito del 
articulo 76 de la ley 2,230, en tanto José Peirano lo fue como 
autor de un delito de asociación para delinquir en concurrencia 
con el de insolvencia societaria fraudulenta. 


En segundo grado, el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 
3* turno, modificó la imputación original, revocando el delito de 
asociación para delinquir para todos los procesados y el de 
insolvencia societaria fraudulenta para José, declarando que en 
su coso se le enjuiciaba por el delito previsto en el art. 76 de la 
ley 2.230, al igual que sus dos hermanos. 


En resumen, los tres integrantes de la causa, fueron 
enjuiciados unicamente por el delito previsto en el citado art. 76, 


l6,- A mediados de 2008, se proyectaron nuevas normas 
sobre concursos, proponiendo una ley general "que sustituya 
todos los procedimientos concursales vigentes: quiebra, 
higuidación judicial, concurso civíl, concoratutos preventivos y 
resolutarios y moratorias.* (Cámara de Representantes. Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Adininistración, 
Informe de la Sala de Comisión, 5 de junio de 2008, Anexo 1 1 al 
Repartido N? 738, pdg. 3) 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 817-C.S. 


Este proceso culminó con la sanción de la ley N* 18.387, de 
23 de octubre de 2008, que contiene normas que eliminan todos 
los procedimientos anteriores, como había proyectado la referida 
Comisión de la Cámara baja. Entre sus normas solo el articulo 
248 tipifica lo que en su nomen /urís denomina "Fraudes 
Concursales”, que elimina los delitos de quiebra en sus dos 
modalidades típicas de fraudulenta y culpable, pues establece 
conceptos incompatibles con esas categorías. La quiebra, dentro 
de las formulaciones de la nueva ley no existe, es sustituida por 
lo que se denomina "liquidación de la masa del activo”. 


Pero además, el articulo 256 de esta ley 18.387 deroga 
expresamente los articulos del Código de Comercio referentes a a 
la quiebra. 


17.- En cuanto a la ley 2.230, esa misma disposición que 
viene de mencionarse, deroga sus articulos 13 a 41 y 45 a 75 
inclusive, por lo que en una primera instancia y por muy poco. 
tiempo por cierto, habrian quedado subsistentes los delitos 
previstos en los articulos 42.4, 43 y 44, asi como el sancionado 
pere el articulo 76. 


Pero este estado de cosas, fue corregido rápidamente por 

la ley. N* 18,411, dictada unos dias después, el 14 de noviembre, 

pe Apratomenta deroga los articulos 42 a 44 y 76 de la ley 
2.230, 


18.- La derogación de este delito, hace funcionar sin 
ambages lo dispuesto por el articulo 15 del Código Penal 
uruguayo, cuyo texto es el siguiente: 
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“Cuando las Jeyes penales configuran nuevos delitos, 0 
establecen una peña más severa, ho se aplican a los hechos 
cometidos con anterioridod' a su vigencia, Cuendo se suprimen, 
en cambio, delitos existentes o se disminuye la pena de los 
mismos, se aplican a los hechos anteriores a su vigencia, 
determinando la cesación del procedimiento o de la condena 
en el primer caso, y sólo la modificación de la pena, en el 
segundo, en cuanto no se hallare ésta fijada por sentencia 
ejecutoriada”. (Se han subroyado obviamente las partes de la 
nerma que Henen que ver con la situación que imotivara esta 
consulta) 


En esa misma tesitura, se expresa el articulo 7% del Código 
del Proceso Penal. 


En su carácter de orden público, la norma citada debe ser 
aplicada inmediatamente, sin que pueda interferir ninguna 
disposición o tesis contraria a esta resolución, 


Por todos los fundamentos expuestos, entiendo que los 
procesamientos decretados en uutos deben cesar de 
inmediato, disponiendo la clausura y el archivo definitivo de la 
causa, 


17 de noviembre de 2010 


“SESIÓN DEL DÍA 28 DE SETIEMBRE DE 2010. 
ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Jorge Saravia, Presidente 
de la Comisión. 


Miembros: Senadores José Amorín, Carlos Baráibar, 
Carlos Moreira, Rodolfo Nin Novoa y Mónica Xavier. 


Concurre: Senador Ope Pasquet. 
Secretaria: María Celia Desalvo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 16 y 4 minutos.) 


En la Sesión pasada habíamos quedado en estable- 
cer cómo íbamos a continuar el trabajo de la Comisión 
Investigadora en esta semana. En ese sentido, se mane- 
jó la posibilidad de citar a más personas a la Comisión 
o, de lo contrario, empezar a trabajar con todo lo que ya 
tenemos arriba de la mesa. Ya llegaron las respuestas 
del ex Presidente a las primeras preguntas que se le 
enviaron y todavía faltan las respuestas a las segundas 
preguntas que envió el señor Senador Pasquet. Todavía 
están pendientes las interrogantes a los juristas y, sobre 
ese aspecto, el señor Senador Pasquet había planteado 
resolverlo en esta semana, luego de leer las versiones 
taquigráficas. Asimismo, nosotros queríamos agregar 
un par de preguntas complementarias. 


Estos son todos los temas que están planteados, de 
modo que la Comisión se abre al debate, a la propues- 
ta y a la discusión. 


SEÑOR AMORÍN.- Falta el expediente judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, señor Senador; lo 
pedimos el primer día, por nota. 


SEÑOR MOREIRA.- Releyendo la versión taqui- 
gráfica de la larga Sesión que tuvimos el martes pa- 
sado y la versión taquigráfica de la Sesión del Senado 
del 17 de agosto -en la que se trató, entre otras cosas, 
la cuestión de fueros del señor Senador Abreu- veo 
una contradicción que me parece importante acla- 
rar. El otro día, cuando el señor Senador Astori hizo 
su exposición, narró la sucesión de hechos que se 
produjeron en el ámbito del Ministerio de Economía 
y Finanzas, en momentos que se estaba elaborando 
el proyecto de ley grande, es decir, el que refiere al 
concurso y a la reorganización empresarial. Cuan- 
do vino el doctor Fernández a la Comisión, expresó 
-y también lo dijo en el Senado cuando se trató la 
cuestión de fueros- que él había formulado una ad- 
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vertencia al entonces Ministro Astori, apercibiéndo- 
lo de que la derogación del artículo 76 traería como 
consecuencia que los hermanos Peirano -que en ese 
momento estaban privados de su libertad- pudieran 
quedar liberados. A raíz de esa advertencia, se elimi- 
nó del proyecto de ley la derogación del artículo 76. 
El doctor Gonzalo Fernández, en oportunidad de con- 
currir al Senado por la cuestión de fueros dijo: “Mi 
primer y único contacto con el proyecto ya redactado 
fue en el año 2006, cuando me desempeñaba como 
Secretario de la Presidencia y me fue remitido por el 
actual Presidente del Senado, entonces Ministro de 
Economía y Finanzas para su envío al Parlamento. 
Una lectura del texto del proyecto me permitió ad- 
vertir que derogaba el artículo 76 de la Ley N* 2.230, 
delito por el cual, en aquella época, estaban imputa- 
dos sin prisión preventiva los hermanos Peirano. Por 
ende, mi reacción inmediata fue advertir las conse- 
cuencias que podría traer la derogación del artícu- 
lo 76 y de inmediato fue corregido en el Ministerio 
de Economía y Finanzas, por lo que el Mensaje que 
culminó con la aprobación de la ley deroga hasta el 
artículo 75 inclusive y aquella ley mantiene el artí- 
culo 76”. Reitero que el doctor Gonzalo Fernández 
dice, con mucha claridad, que ese fue el momento en 
que tuvo su primer y único contacto con el proyec- 
to de ley. Sin embargo, el Vicepresidente Astori, en 
su concurrencia a la Sesión pasada respondió a una 
pregunta formulada por el señor Senador Gallinal y, 
a mi juicio, dio una versión diferente del asunto. El 
señor Vicepresidente dijo: “Inicialmente, la primera 
versión del proyecto se elevó a la Secretaría de la Pre- 
sidencia - en junio de 2006, si no recuerdo mal- sin 
la derogación de los artículos 76 y 77 y, luego de su 
análisis, esa Secretaría envió recomendaciones de 
mérito y de forma. Desde ya adelanto que no abunda- 
ré sobre las que tienen carácter formal porque, ade- 
más de ser numerosas, no las recuerdo. Fue así que 
la Secretaría de la Presidencia, luego de su primer 
examen del tema, recomendó incluir la derogación de 
los artículos 76 y 77. El Ministerio, recogiendo tales 
observaciones, incorporó la derogación, tras lo cual, 
en una segunda instancia, se produce la adverten- 
cia personal del doctor Gonzalo Fernández a través 
de una llamada telefónica. Finalmente, en la versión 
definitiva se suprime del proyecto la derogación y así 
es remitido al Parlamento”. Entonces, me parece que 
aquí se da una contradicción que llama la atención 
y por eso me gustaría que el tema se aclarara. Me 
parece que no es algo difícil de hacer porque el señor 
Senador Gallinal le preguntó al Vicepresidente sobre 
esto y, además, sobre si hay un expediente. Me parece 
que sería bueno poder conocer las circunstancias que 
se dieron tanto en la Secretaría de la Presidencia de 
la República como en el Ministerio de Economía y 
Finanzas. Hago este planteo porque participaron tres 
catedráticos de la Facultad, especialistas en Derecho 
Comercial y algunos asesores cuyos nombres figuran 
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aquí. Creo que sería bueno poder ver el expediente 
y, quizás, convocar a alguna de estas personas para 
conocer las circunstancias que mencioné. Por tanto, 
sería importante tener acceso a los expedientes para 
conocer el proceso y si estos documentos revelan algo 
respecto de esta contradicción que observo aunque, 
por supuesto, sin adjudicar nada a nadie. Además, la 
respuesta del señor Presidente de la República -de 
la que tuvimos conocimiento la semana pasada- tam- 
bién hace referencia a este asunto. Es más; el señor 
Senador Gallinal le leyó textualmente lo que les aca- 
bo de hacer conocer respecto de la declaración del 
doctor Gonzalo Fernández y él respondió: “Sí”, sin 
abundar en los fundamentos de su afirmación. Insis- 
to, hasta la propia contestación del señor Presidente 
de la República está ligada al tema cuando se le lee 
textualmente respecto de la cuestión de fueros y res- 
ponde que sí, que es así. Ahí se habla de una única 
advertencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la primera Sesión 
de la Comisión -oportunidad en la que concurrieron 
los señores Senadores Abreu y Michelini- elevamos 
sendas notas -figuran en la versión taquigráfica- me- 
diante las cuales solicitamos el expediente judicial y 
también pedimos al señor Ministro de Economía y Fi- 
nanzas el expediente del proyecto de ley. 


SEÑOR MOREIRA.- Tal vez existan dos expedien- 
tes. Uno que tuvo trámite en la Secretaría de la Pre- 
sidencia... 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Señor Senador se re- 
fiere a un expediente en la Secretaría de la Presiden- 
cia. 


SEÑOR MOREIRA.- Así es, señor Presidente. 
Supongo que algunos asesores de la Secretaría de la 
Presidencia habrán trabajado al respecto. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Los señores Senadores 
Moreira, Amorín y Pasquet integraron el Poder Eje- 
cutivo y saben cómo se desarrollan estos trámites. 
En realidad, el expediente es dirigido a la Secretaría 
de la Presidencia, pero no es el Secretario quien los 
examina prima facie sino que los deriva a Jurídica de 
Presidencia. Supongo que el Secretario pasó el expe- 
diente al Ministerio de Economía y Finanzas con las 
recomendaciones hechas por el área Jurídica. 


Creo que esta es la explicación pero, de cualquier 
manera, estaremos a lo que dispongan los señores Se- 
nadores y, naturalmente, no nos vamos a negar a su 
solicitud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que Secre- 
taría leyera las preguntas formuladas anteriormente 
por el Partido Nacional y por el señor Senador Ope 
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Pasquet, así como sus correspondientes respuestas, 
a los efectos de que quede constancia en la versión 
taquigráfica. 


SEÑORA SECRETARIA.- Preguntas del Partido 
Nacional: “1) Si ratifica las expresiones del doctor 
Gonzalo Fernández en el sentido de que al momen- 
to de enviarse la iniciativa del Poder Ejecutivo que 
culminara con la aprobación de la Ley N*18.387, la 
Presidencia de la República eliminó la derogación del 
artículo 76 de la Ley N” 2.230 que figuraba en el pri- 
mer texto elaborado por el Ministerio de Economía y 
Finanzas; 2) Si la supresión de dicha derogación obe- 
deció -como también lo señala el ex Secretario de la 
Presidencia- a que por ese delito estaban imputados 
y en prisión preventiva los hermanos Peirano; 3) ¿Por 
qué razón el Poder Ejecutivo, del que era titular el 
doctor Vázquez, que impidió que la Ley N*18.387 de 
23 de octubre de 2008 derogara el artículo 76 de la 
Ley N*2.230, después no hizo uso de la facultad que 
le otorgara el artículo 137 de la Constitución de la 
República respecto del artículo 2” de la Ley N*18.411 
de 14 de noviembre de 2008 por el que precisamente 
se derogó el artículo 76 de la Ley N*2.2307”. 


Las respuestas a las preguntas, son: “1), Sí; 2) Sí; 
3) Porque no existen méritos”. 


Léanse las preguntas del señor Senador Pasquet y 
las respuestas respectivas. 


“Pregunta 1): ¿El doctor Gonzalo Fernández comu- 
nicó, antes de la promulgación de la Ley N* 18.411, 
que él o un abogado de su estudio patrocinaban a uno 
de los imputados en la causa penal seguida a los her- 
manos Peirano y Otros por los hechos vinculados con 
el Banco de Montevideo? 


2) En caso de haber respondido afirmativamente 
a la pregunta anterior, diga si existe constancia escri- 
ta de esa comunicación y si la misma fue puesta en 
conocimiento de los demás integrantes del Gabinete 
ministerial.” 


“Respuestas: 1), Sí, téngase en cuenta la difusión 
que oportunamente dieran al tema distintos medios 
de comunicación uruguayos. 


2) Me remito a la respuesta anterior.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé cómo quedó el 
planteo, porque no sabemos si el señor Senador se 
refiere al expediente del Poder Ejecutivo o al que fue 
de este al Ministerio de Economía y Finanzas. Cabe 
recordar que uno de ellos ya fue pedido. 


SEÑOR MOREIRA.- Seguramente, debe haber 
dos expedientes: uno, que lleva la Secretaría de la 
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Presidencia, en el que por lo menos da cuenta del 
trámite que llevó adelante y las modificaciones que 
se le pueden haber introducido; y, otro, que es del 
Ministerio de Economía y Finanzas, donde se elaboró 
el proyecto de ley. Dado que en este ámbito se dijo 
que el proyecto de ley fue y vino, fue y vino, quiero 
saberlo -de pronto, en el expediente hay constancia 
del motivo por el que se incluye y por el que se qui- 
ta- porque me parece un hecho relevante, ya que ob- 
servo una contradicción entre lo que manifiesta el 
doctor Gonzalo Fernández, que no habla de esa ida y 
venida, sino que fue de una manera y se eliminó de 
pique -da la impresión que se elevó un proyecto de 
ley con la derogación y él advirtió, pero parece que no 
fue así- y lo que expresó el señor Astori en el sentido 
de que llegó sin la derogación, que fue introducida en 
la Secretaría, se incluyó de nuevo y después se hizo 
la advertencia. La secuencia que narran ambos es ab- 
solutamente diferente. En la Sesión anterior de esta 
Comisión el señor Astori dijo con mucha precisión 
que el proyecto de ley fue elevado de una manera, en 
la Secretaría fue corregido y se le agregó la deroga- 
ción del artículo 76; después volvió al Ministerio de 
Economía y Finanzas, que incluyó dicha derogación y, 
entonces, hizo la advertencia telefónica. Observo que 
ese es un proceso diferente, porque surge claramente 
de la versión taquigráfica. 


Quiero saberlo, pues, porque el expediente debe 
haber recogido esa ida y venida del proyecto de ley, así 
como los cambios y la inclusión antes mencionada. 
Me imagino que si había abogados que participaban 
de esas instancias, habrá algún fundamento expresa- 
do tanto en el expediente de la Secretaría, como en 
el que debe haber en el Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas. Supongo que eso habrá quedado debidamen- 
te sentado, porque había seis abogados elaborando el 
proyecto de ley. Nos interesaría saber si lo discutieron 
o no, en fin, si surge algo del expediente. Ese es un 
detalle importante porque tenemos conocimiento del 
trámite que se siguió en esta Casa, pero insisto en 
que quisiera saber si alguno de esos abogados expresó 
una opinión en ese proceso de ida y venida del ex- 
pediente con la introducción de esos cambios muy 
importantes. 


SEÑOR AMORÍN.- En la primera Sesión de esta 
Comisión se pidió el expediente que está en el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas. Seguramente, eso 
no debe ser muy complicado porque debe estar ar- 
chivado y, por tanto, puede ser proporcionado a esta 
Comisión. Ahora bien, debe haber otro expediente, 
que contenga las actuaciones que se hicieron en la 
Presidencia de la República, elevado a la Presidencia. 
Si hay acuerdo, la Comisión puede votar la solicitud 
de su envío para las investigaciones que está llevando 
a cabo. Por cierto, ninguno de los dos insumirá mu- 
cho tiempo si se trabaja en el tema. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se puede elevar una 
nota en ese sentido. 


SEÑOR MOREIRA.- Además, ese trámite es mu- 
cho más rápido que si se tratara de un expediente 
judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es verdad, porque es 
necesario reclamarlo y no se sabe en cuánto tiempo 
llega. 


SEÑORA XAVIER.- Hay aspectos o pasajes del 
expediente judicial que están en la última versión 
taquigráfica, pero no sé si son suficientes. Además, 
dado su tamaño, considero y propongo que sería más 
práctico que concurriéramos a la sede judicial para 
su análisis. Quizá, más que la remisión completa del 
expediente o de las fotocopias del mismo, nos dé me- 
jor resultado concertar una visita. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Se solicitaron las fotocopias 
de todo el expediente? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es, pedimos el expe- 
diente completo. Del mismo modo procedimos fren- 
te al Ministerio de Economía y Finanzas, solicitando 
también la versión electrónica, si la tuvieran. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 
SESIÓN DEL DÍA 5 DE OCTUBRE DE 2010. 
ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Jorge Saravia, Presidente 
de la Comisión. 


Miembros: señores Senadores José Amorín, Carlos 
Baráibar, Francisco Gallinal, Carlos Moreira, Walter 
Morodo y Rodolfo Nin Novoa. 


Concurre: señor Senador Ope Pasquet. 
Secretaria: María Celia Desalvo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 15 y 45 minutos.) 


La Mesa informa que ya han sido repartidos los 
expedientes que solicitamos al Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas y a la Suprema Corte de Justicia; lo 
único que falta es la respuesta a la solicitud realizada 
al Poder Ejecutivo relacionada con el trámite dentro 
de Secretaría y Presidencia. 


El objetivo de la Sesión del día de hoy es determi- 
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nar cómo se va a proceder de aquí en adelante, esto 
es, decidir si se va a convocar a alguna otra persona 
a la Comisión y resolver el momento en que se van 
a comenzar a redactar los informes de cada partido 
político. 


SEÑOR MOREIRA.- En la Sesión anterior había 
solicitado la redacción de las actuaciones adminis- 
trativas del Ministerio de Economía y Finanzas - que 
llegó el día jueves- y de Presidencia, porque había- 
mos advertido cierta contradicción entre el testimo- 
nio aportado aquí por el doctor Gonzalo Fernández 
-sobre todo, en lo referente a la cuestión de fueros- y 
lo manifestado por el Vicepresidente de la República, 
contador Astori, en cuanto al proyecto marco de con- 
curso y reorganización empresarial. 


En el expediente remitido por el Ministerio de 
Economía y Finanzas se confirma lo manifestado por 
el contador Astori en cuanto a que en la elaboración 
del proyecto original trabajaron: una comisión de ju- 
ristas de la Facultad de Derecho de la Universidad de 
la República, tres catedráticos de Derecho Comercial 
y tres funcionarios del Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas. Como se recordará, el señor Presidente del 
Senado manifestó también que esa versión inicial no 
contenía la derogación de los artículos 76 y del 41 al 
45, lo que fue incorporado con posterioridad y, luego, 
nuevamente eliminado. 


Por otra parte, el doctor Gonzalo Fernández ha- 
bló de su primer y único contacto con el proyecto de 
ley, señalando que en esa oportunidad advirtió la ne- 
cesidad de derogar esos artículos por su vinculación 
e incidencia directa en la situación procesal de los 
hermanos Peirano, quienes en ese momento estaban 
privados de libertad por lo dispuesto en el artículo 76. 
Como se recordará, si bien habían sido procesados 
por los delitos de asociación para delinquir y violación 
de lo establecido en el artículo 76, el Tribunal de Ape- 
laciones en Materia Penal de 3er. Turno revocó el de 
asociación para delinquir, con lo cual el único delito 
por el cual estaban imputados en ese momento era la 
violación del mencionado artículo 76. 


Por lo tanto, queda claro que el proyecto elaborado 
inicialmente vino sin incluir la derogación de dichos 
artículos, porque la foja 97 contiene el artículo 255, 
en el que hay un cúmulo de derogaciones -de más de 
cuatrocientos artículos- pero se suprimen los artícu- 
los 18 a 41 y 45 a 75 inclusive, de la Ley N* 2.230. 
Esto quiere decir que en el proyecto de ley inicial, 
proveniente del Ministerio de Economía y Finanzas, 
no se derogaba el artículo 76. Después, en las pági- 
nas siguientes -concretamente, en las hojas 104, 105 
y 106- y aquí advierto que hay una traspapelada, la 
102, que es un Oficio enviado por el Ministerio- figu- 
ra un informe de la Presidencia de la República, ela- 
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borado y firmado por el doctor Gonzalo Fernández, en 
cuyo numeral 7) afirma que, si bajo el supuesto del 
concurso quedan comprendidos tanto los concursos 
exitosos como los fallidos devenidos en quiebra, junto 
a las derogaciones enunciadas en el artículo 255 del 
proyecto y si se deroga el delito de quiebra -artículos 
253, 254 del Código Penal- también deberían dero- 
garse los artículos 76 y 77 de la Ley N* 2.230 que 
prevén los delitos en materia de liquidación o quiebra 
de sociedades. Este informe contiene diez observa- 
ciones - siendo la séptima la que acabo de mencionar- 
y lleva la firma del doctor Fernández, quien -insisto- 
recomienda derogar los artículos 76 y 77. Luego el 
documento es cursado al Ministerio de Economía y 
Finanzas y no hay nada más que podamos observar. 


El proyecto de ley, remitido por el Poder Ejecutivo 
y firmado por todos los Ministros de Gobierno ingresa 
después a la Cámara de Representantes. Ahora bien, 
en esa iniciativa nuevamente se cambia un poco la 
redacción y se incluye la derogación de los artículos 
13 a 75 inclusive. Como se puede observar, otra vez 
el proyecto aparece sin la derogación de los artículos 
76 y 77. 


Por mi parte, considero que todo el tránsito que 
tuvo este expediente no está claro -se habló de una 
llamada telefónica, etcétera- por lo que me parece 
pertinente requerir la comparecencia de alguno de 
los redactores de este proyecto de ley. De esta ma- 
nera, podremos conocer las circunstancias que ro- 
dearon, primero, la inclusión del artículo y, luego, su 
posterior eliminación, previo a la remisión de la ini- 
ciativa al Parlamento. Quiero señalar que sobre este 
tema trabajaron catedráticos, pero no sé si su actua- 
ción terminó en la primera remisión del proyecto. En 
ese sentido, advierto que en un documento del Mi- 
nisterio - que lleva la firma del doctor Javier Gomen- 
soro- sobre el final de la página 102 se dice que todas 
las observaciones fueron comentadas a la Jefa de Ju- 
rídica de la Presidencia, doctora Segovia, y al abo- 
gado externo que colaboró en el proyecto, el doctor 
Ricardo Olivera García. Entonces, pienso que sería 
una buena estrategia requerir el testimonio de estos 
tres profesionales, a fin de saber exactamente cuáles 
fueron las circunstancias que rodearon la remisión 
del proyecto de ley, sobre todo teniendo en cuenta 
el hecho de que primero se incluyó el artículo y des- 
pués se lo sacó, además de la llamada telefónica de la 
que se habló. No podemos dudar de las declaraciones 
de las personas que comparecieron pero, como este 
es un hecho nuevo, superviniente, me parece que, 
para salvaguardar los derechos de todo el mundo y 
esclarecer las circunstancias, sería pertinente citar a 
las personas antes mencionadas a fin de preguntarles 
sobre todas estas circunstancias. Tampoco descarto 
que más adelante tengamos que citar nuevamente al 
doctor Fernández para que ratifique o rectifique los 
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dichos, aunque eso sería una eventualidad, en fun- 
ción de lo que surgiera del testimonio de los mencio- 
nados profesionales, si es que los señores Senadores 
miembros de la Comisión consideran del caso votar 
su convocatoria. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Con todo respeto, quiero 
decir que la sugerencia que se acaba de plantear me 
parece bastante irrelevante. Aquí estamos analizando 
la actuación de la Cámara, si pudo haberse visto afec- 
tado el prestigio institucional del Parlamento o si se 
actuó con algún mecanismo engañoso o bajo presión. 
Reitero, pues, que me parece totalmente irrelevante 
porque queda clarísimo que cuando el doctor Fer- 
nández se dirige al Ministro de Economía y Finanzas 
comentando el proyecto original, lo hace, ante todo, 
como experto en materia penal y, además, de acuerdo 
con las convicciones que siempre tuvo respecto a la 
Ley N* 2.230. Inclusive, lo hace en julio de 2006, esto 
es, en una fecha anterior a la actuación de su estu- 
dio jurídico respecto a uno de los involucrados en el 
caso notorio, ya que el estudio del doctor Fernández 
asume la representación de uno de los implicados en 
setiembre, noviembre o diciembre de ese mismo año. 
O sea que es una versión puramente técnica, en la 
que da su opinión -la que siempre tuvo- sobre la Ley 
N* 2.230 y la remite al Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas. 


Como se ha explicado, respecto a lo que sucedió 
después, el doctor Fernández nos podrá decir que re- 
cordó que inicialmente estaban procesados por esa 
causa los imputados del caso notorio -para no dar 
nombres- y que llamó por teléfono al contador Astori 
-Ministro de Economía y Finanzas en aquel momen- 
to- para advertirle del efecto de esa posible deroga- 
ción. Por otra parte, eso coincide con el testimonio 
aportado por el contador Astori en esta Comisión, en 
cuanto a que recibió una llamada telefónica en la que 
se le dijo que sería mejor no incluir en la iniciativa la 
eliminación del artículo 76 de la Ley N* 2,230. 


Entonces, una vez más digo que me parece irrele- 
vante llamar a la doctora Segovia, al doctor Gomen- 
soro o al doctor Ricardo Olivera, y es claro que no lo 
digo por la jerarquía de los profesionales, sino por el 
carácter de lo que podrían aportar. Ellos dirán que 
mandaron la iniciativa, que hubo una conversación 
entre el Secretario de la Presidencia y el Ministro, y 
ratificarán plenamente los hechos. Es decir, no veo 
que haya hechos para esclarecer u otros en los que 
se pueda profundizar mediante una nueva compare- 
cencia de gente. 


Por otra parte, este caso está bastante claro y es 
coincidente. Dada la multiplicidad de temas que tie- 
ne a su cargo un jerarca de las características del Se- 
cretario de la Presidencia - para cualquier Gobierno- 
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no se pueden determinar con precisión milimétrica 
todos los acontecimientos que sucedieron en el Go- 
bierno, entre ellos, si la llamada en cuestión fue antes 
o después. Entonces, en lugar de seguir citando gen- 
te, considero que deberíamos abocarnos a estudiar 
los documentos para ver si podemos empezar a sacar 
conclusiones. Inclusive, en la Sesión anterior descar- 
tamos la comparecencia de más Legisladores o de al- 
gún Ministro porque, a la luz de los acontecimientos 
y por lo que se viene demostrando, la Cámara actuó 
como lo hace habitualmente en todos los proyectos de 
ley que se le plantean. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa, por su parte, 
quiere seguir la línea de razonamiento del señor Se- 
nador Moreira, para ver por qué él entiende que estas 
personas podrían aportar algo. Si uno mira el expe- 
diente - y esto lo mencionó el señor Senador cuando 
argumentaba en este sentido- puede advertir que el 
proyecto de ley llega al Poder Ejecutivo sin las dero- 
gaciones. La sección jurídica del Poder Ejecutivo hizo 
observaciones, en general, de forma; solamente una 
era de contenido y tenía que ver con el Código de Co- 
mercio. Y a este informe el doctor Gonzalo Fernández 
le agrega otro - que lleva su firma- que abarca mu- 
chos elementos de contenido y ahí es donde aparece, 
en el numeral 7), el planteo de derogación de los ar- 
tículos 76 y 77. Si mal no recuerdo, aquí en la Comi- 
sión - y también en el Senado- mencionó el tema de 
la derogación del artículo 77, que no estaba incluida. 


Esto vuelve atrás, y si uno revisa el informe del 
Ministerio de Economía y Finanzas advierte que se 
aceptan las observaciones en general y después no 
hay ningún otro documento que explique por qué 
vuelve sin la derogación porque, en realidad, se acep- 
tan los planteos y vuelve sin la derogación. Aquí lo 
único que queda es la palabra del contador Astori que 
dijo que recibió la llamada. Supongo que el doctor 
Gonzalo Fernández hizo el informe basado en sus 
convicciones, porque si uno lee su libro, que tiene 
como veinte años, puede notar que habla de la Ley 
N* 2.230 en las mismas condiciones en que lo está 
haciendo hoy. 


Entonces, pienso que en ese momento se habrá 
dado cuenta de que estaba el caso de los Peirano y 
habrá llamado al contador Astori -en aquel entonces 
era el Ministro de Economía y Finanzas- para decirle 
que eliminara tal o cual disposición porque afectaba 
esa causa. Esto explicaría que el expediente viniera 
las dos veces sin las derogaciones; de todas formas, 
como dije, Jurídica lo acepta. 


Creo que hasta aquí coincidimos. Si leemos las ex- 
presiones del contador Astori, advierte que habla de 
idas y venidas en este tema y lo mismo dijo Gonzalo 
Fernández cuando concurrió a la Comisión. 
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Lo que no advierto es dónde se encuentran las 
dudas que ameriten convocar a Segovia, a Ricardo 
Olivera García y a Javier Gomensoro. 


SEÑOR MOREIRA.- Me interesa clarificar algu- 
nos aspectos. Si uno lee atentamente las dos decla- 
raciones del doctor Fernández puede advertir que no 
dice lo mismo que el expediente. Él dice que su pri- 
mer y único contacto con el proyecto ya redactado fue 
en el 2006 cuando se desempeñaba como Secretario, 
que le fue remitido por el actual Presidente del Sena- 
do, y que una lectura del texto del proyecto le permi- 
tió advertir que derogaba el artículo 76. ¿Cómo que 
le permitió advertir? No lo derogaba y él recomendó 
derogarlo. No es que le haya permitido advertir sino 
que él recomendó derogarlo. Y esto fue en ocasión de 
discutir el tema como cuestión de fueros. 


A su vez, sus declaraciones en la Comisión tampo- 
co son claras porque dice, además, que “el contador 
Danilo Astori, me remitió el proyecto terminado a la 
Secretaría de la Presidencia. Una lectura del texto 
me permitió advertir que el actual artículo 256 en 
su redacción originaria derogaba las normas de la 
Ley N* 2.230, en particular, su artículo 76, que sin 
ir más lejos era el que tipificaba el delito por el cual 
en aquella época, agosto de 2006, se mantenían en 
prisión y estaban imputados los hermanos Peirano. 
Por ende, mi reacción inmediata fue la de anunciarle 
telefónicamente al Ministro de Economía y Finanzas 
las consecuencias que en ese entonces podía aparejar 
la derogación del precitado artículo 76”. Y fíjense los 
señores Senadores lo que dice después: “Por lo tanto, 
lo cierto, lo real y lo concreto es que luego de la única 
oportunidad que tuve de examinar y tomar contacto 
con el proyecto de ley final, en razón del cargo que 
desempeñaba -en agosto de 2006- la opinión o conse- 
jo que di fue no derogar el artículo 76”. 


En definitiva, de sus declaraciones no se despren- 
de con claridad la secuencia cronológica de los he- 
chos. Está claro lo contrario. 


Entonces, me parece que, incluso por el interés 
del propio doctor Gonzalo Fernández, sería bueno 
clarificar estos aspectos y llamar para ello a otras 
personas que fueron coprotagonistas en el proceso de 
elaboración del proyecto. Considero que esto le sirve 
más a él mismo porque aquí no queda claro que esté 
diciendo las cosas como realmente sucedieron. Qui- 
zás esto obedezca, como decía el señor Senador Nin 
Novoa, a la sobrecarga de tareas pero, de cualquier 
modo, nunca va a quedar claro eso si no procedemos 
a dilucidarlo ya que aquí solamente está lo que figura 
escrito. 


Entonces, me parece que si logramos el testimo- 
nio de personas cuya objetividad está asegurada, que 
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participaron en la elaboración y estuvieron en todo 
el proceso, esto contribuiría a alcanzar una claridad, 
transparencia y objetividad que no se desprende de 
las actuaciones, de lo que está escrito. Como decimos 
los abogados, lo que no está en el expediente no está 
en el mundo. Y en este expediente lo único que hay 
es que él aconseja derogar el artículo. Ese es el tema. 
Entonces, insisto en que nada perderíamos y mucho 
contribuiría a que todo quedara bien establecido si 
llamáramos a estas tres personas. Quizás nos digan 
que no recuerdan o no saben, pero me parece perti- 
nente convocarlos. 


SEÑOR AMORÍN.- El tema es complicado, y com- 
parto con el señor Senador Nin Novoa que es muy 
difícil mirar cuatro años hacia atrás y recordar con 
exactitud si esto fue antes o después de un episodio. 
No es fácil; a todos nos pasa. Si a mí me preguntan 
qué hacía en junio de 2006, tendría que sentarme a 
ver mi agenda y una cantidad de documentos. 


Ahora bien, el tema aquí es que en realidad el 
doctor Fernández, que obviamente no tiene por qué 
recordar con precisión cómo fueron todas las cosas, 
dice exactamente lo contrario de lo que dicen los do- 
cumentos. En el documento que le llega a la Presi- 
dencia de la República, no está la derogación de los 
artículos 76 y 77; viene sin la derogación. Sin embar- 
go, en la Sesión en que se trató la cuestión de fueros 
-y el texto es igual al que presentó en la Comisión, 
porque es algo que preparó y que leyó- él dice lo si- 
guiente: “Mi primer y único contacto con el proyecto, 
ya redactado, fue en el año 2006, cuando me desem- 
peñaba como Secretario de la Presidencia y me fue 
remitido precisamente por el actual Presidente del 
Senado, entonces Ministro de Economía y Finanzas, 
para su envío al Parlamento. Una lectura del texto del 
proyecto de ley me permitió advertir que derogaba el 
artículo 76 de la Ley N* 2.230”. No; no lo derogaba. 
Lo tenemos en el expediente; es al revés de lo que 
dice. Y continúa: “delito por el cual en aquella épo- 
ca, es decir, en el año 2006, estaban imputados y en 
prisión preventiva, los hermanos Peirano. Por ende, 
mi reacción inmediata fue advertir las consecuencias 
que podría traer la derogación del artículo 76”, en 
realidad, fue al revés: pidió que se derogara el artí- 
culo 76 y lo firmó, “y de inmediato fue corregido en 
el Ministerio de Economía y Finanzas”. Esto tampoco 
fue así. Lo que puede haber ocurrido -que es distinto 
a lo que dice el doctor Gonzalo Fernández- es que 
después de que se encontró con un proyecto que no 
traía la derogación de los artículos 76 y 77 y él, con 
las convicciones de toda su vida, dijo que había que 
derogarlos, quizás se dio cuenta y hubo una llamada 
telefónica. Eso es lo que no sabemos; es lo que dice 
el doctor Gonzalo Fernández y en principio podemos 
decir que sí. Pero lo que dice aquí es exactamente 
lo contrario a lo que ocurrió. No se trata de que no 
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sea parecido; es lo contrario. Él dice que venía con 
la derogación y venía sin la derogación, y él afirma 
que advirtió, cuando en realidad lo que advirtió fue 
que derogaran los artículos. Repito: no es que no sea 
parecido; no hay un tema de fechas. Lo que ocurre 
es que es lo opuesto. Esto no le da ni más ni menos 
responsabilidad, pero es lo opuesto. Además, esto lo 
leyó en Sala y aquí, y se supone que en una situación 
de estas, cuando uno viene a leer un documento, uno 
vio todo esto. 


Entiendo que está su prestigio en juego -es una 
situación muy desagradable para todos- entonces, 
cuando viene y nos lee exactamente lo contrario de 
lo que ocurrió, no sé si no le viene hasta bien a él 
aclarar la situación. 


SEÑOR NIN NOVOA- Me imagino la situación 
de cualquier Secretario de Presidencia en cualquier 
gobierno y recuerdo, por ejemplo, que el Gobierno 
anterior tuvo iniciativa en 500 proyectos de ley y pro- 
mulgó cerca de 750, más todas las cuestiones admi- 
nistrativas que no hacen a esas dos materias que im- 
plican revisar los proyectos de ley y promulgarlos. Me 
parece irrelevante porque, cuando viene acá, expresa 
que efectivamente tuvo contacto con esta ley y que 
cuando se la trajeron dijo que faltaba la derogación de 
los artículos 76 y 77; hubo una confusión de fechas 
y documentos. Entonces, me pregunto qué le aporta 
a la Comisión una declaración de ese tipo si lo que 
se quiere investigar es qué pasó en el Senado y en la 
promulgación. 


Creo que en todos los documentos que constan en 
nuestro poder hay elementos de juicio con los cuales 
se puede llegar a una conclusión que quizás sea o 
no compartida. Pienso que el Senado actuó como lo 
hace siempre en todas las leyes -me parece que esta 
convicción es compartida por todos- y que no hubo 
ningún elemento extraño. 


SEÑOR PASQUET.- No pensamos que actuó 
siempre igual. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Pienso que actuó bien por- 
que el debate estaba centrado en el tema del CASMU 
y porque la técnica legislativa estaba mal planteada 
y había que encontrar una solución. Yo pienso muy 
bien del Senado. Fue un gran honor dirigirlo durante 
cinco años y estuvo integrado por excelentes Senado- 
res, como los hay ahora. En consecuencia, me parece 
que estaríamos alargando innecesariamente una dis- 
cusión que no se centra propiamente en el asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo es citar a los 
doctores que intervinieron en la elaboración del in- 
forme del Ministerio de Economía y Finanzas. 
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SEÑOR MOREIRA.- Pienso que habría que citar 
también al doctor Fernández para que dé su explica- 
ción y a los tres doctores que hicieron el informe. Me 
refiero a la doctora Segovia y a los doctores Olivera 
García y Javier Gomensoro. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que todo lo que 
pueda ayudar a aclarar esta situación no solo hace 
al trabajo que se le ha encomendado a la Comisión 
y forma una parte sustancial de las conclusiones a 
las que eventualmente podamos arribar sino que, 
además, va en beneficio del doctor Gonzalo Fernán- 
dez. Digo esto porque, a la luz de los acontecimientos 
que hemos vivido hasta hoy y de lo que surge de los 
documentos que son las pruebas que tenemos arri- 
ba de la mesa, además de los testimonios, la conclu- 
sión a la que voy arribando es que el doctor Gonzalo 
Fernández nos mintió descaradamente, tanto en su 
comparecencia en el Senado como en la Comisión. 
Además, no es irrelevante el hecho de que pidió a un 
conjunto de Senadores que solicitaran licencia para 
poder ingresar. Pidió la derecha y la volada para in- 
gresar a Sala, y confieso que cuando ingresé a Sala 
y lo vi, me sentí sorprendido y pensé: “Este hombre 
no solamente está lleno de coraje sino también de 
argumentos” porque, de otra manera, no me expli- 
co que se introduzca en el Senado pidiéndoles a sus 
compañeros que le dejen el lugar, tal como lo hizo en 
esa circunstancia. Resulta que entró al Senado -habló 
poco porque, aparentemente, el tiempo no era todo 
el que necesitaba- y prácticamente nos dijo que el 
país le debía el reconocimiento porque gracias a él y 
solamente por lo que fue su gestión no se había dero- 
gado el artículo 76 en la ley original, porque él hizo la 
observación al proyecto remitido por el Ministerio de 
Economía y Finanzas a conocimiento de la Presiden- 
cia de la República, y lo devolvió manifestando que 
no se podía derogar el artículo 76 porque repercutía 
directamente sobre la causa de los Peirano. Después, 
asistió a la Comisión y reiteró lo mismo, así que doy 
por sobreentendido -porque no tengo ninguna duda 
de que es así, más conociendo sus virtudes profesio- 
nales- que cuando compareció en el Senado pidien- 
do una oportunidad -porque no fue de improviso- de 
la misma manera que cuando asistió a la Comisión, 
previamente tuvo que leer sus actuaciones. También 
omitió decir, según declaró después por un olvido, 
que tenía una implicancia en el asunto porque defen- 
día a una persona que se veía afectada por ese artí- 
culo, lo que es contradictorio con la versión dada por 
su socia del estudio jurídico, quien argumentó que él 
no era el abogado defensor; él dijo que sí lo era, pero 
que omitió decirlo. 


Volviendo al caso concreto, el doctor Gonzalo 
Fernández se llenó la boca en el Senado y en la Co- 
misión diciendo que el país le debe la no derogación 
de los artículos 76 y 77 en aquella ley original, y 
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resulta que un rato antes había asistido a la Comi- 
sión el entonces Ministro de Economía y Finanzas 
-que ahora es el Vicepresidente de la República- y 
había manifestado exactamente lo contrario: cuan- 
do el Ministerio de Economía y Finanzas remitió el 
proyecto de ley a la Presidencia de la República, iba 
sin la derogación de los artículos y volvió con un in- 
forme de la Secretaría de la Presidencia -que ahora 
vemos está firmado por el doctor Gonzalo Fernán- 
dez- recomendando incluir la derogación de los ar- 
tículos 76 y 77. Tenemos que asumir -es un tema de 
testimonios y no tenemos forma de conseguir otros- 
que, efectivamente, como señala el Vicepresidente 
de la República, contador Danilo Astori, él recibió 
una llamada telefónica del doctor Gonzalo Fernán- 
dez, pero las versiones son distintas. La versión de 
Gonzalo Fernández fue: “Yo lo llamé para decirle 
que no vaya a meter la derogación”. Y la de Astori 
fue: “Me llamó para decirme: “Mirá que te la incluí, 
ahora sacala””. La diferencia entre ellas es como el 
blanco y el negro. Entonces, tengo que llegar a la 
conclusión de que el doctor Gonzalo Fernández nos 
ha estado mintiendo, que no había tal coraje ni tales 
argumentos el día que compareció ante la Comisión 
del Senado para decir lo que dijo. Si queremos dar 
la oportunidad al doctor Gonzalo Fernández de que 
asista nuevamente -creo que es lo que tenemos que 
hacer- para que nos explique cómo se compagina lo 
que él ha señalado con lo manifestado por el conta- 
dor Astori, que lo contradice, previamente debemos 
habilitar una instancia en que otras personas, tam- 
bién profesionales del Derecho, que intervinieron en 
el asunto, nos puedan ayudar a aclarar cómo fueron 
esas idas y venidas, sobre todo para aclarar lo que no 
surge de los documentos - porque lo que surge de 
ellos es muy claro- es decir, cómo se termina ope- 
rando el hecho de que no se hizo lugar en todos sus 
términos al informe del doctor Gonzalo Fernández y 
no se incluyó la derogación de los artículos 76 y 77. 


Además, hay otro tema que me parece que tiene 
singular importancia. El ex Presidente de la Repú- 
blica dijo que no procedió a vetar el artículo 2* de la 
segunda ley porque no hubo méritos para hacerlo y, 
por su parte, el señor Senador Astori señaló que pidió 
licencia y no alertó sobre el punto porque conside- 
ró que estaba bien que se aprobara una norma de 
estas características. El razonamiento lógico parece 
haber sido que, si bien -como ya nos había anuncia- 
do el doctor Gonzalo Fernández- esto repercute sobre 
la causa de los Peirano, como ya están en libertad, 
las consecuencias actuales no son las mismas que las 
que podían tener en aquel momento. Esto se podrá 
compartir o no, pero lo cierto es que es un buen ar- 
gumento para que el ex Presidente de la República 
no lo vete y el señor Senador Astori no alerte sobre 
el punto. En el caso del señor Senador Astori, dijo 
que le parecía que había que aprobar esta ley y, en 
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consecuencia, no dijo nada, pidió licencia y, quien 
ingresó en su lugar, votó al igual que lo habría he- 
cho él, y eso está bien. La diferencia con el doctor 
Gonzalo Fernández es que ni el contador Astori ni el 
doctor Tabaré Vázquez eran abogados defensores de 
ninguno de los que estaban implicados en la causa. 
Entonces, los argumentos que obran a favor y respal- 
dan la actitud y el procedimiento del doctor Vázquez 
-que considera que no hay mérito para vetar- o del 
contador Astori -que estima que no hay mérito para 
alertar, porque estaba de acuerdo; como dije, eso está 
bien, es un argumento compartible y, en definitiva, 
fue el razonamiento que siguió el Parlamento cuando 
se aprobó la ley- no son válidos para el doctor Gonzalo 
Fernández, porque él tiene razones que lo vinculan al 
tema; ese no es el caso de Vázquez, Astori, quien ha- 
bla y los otros integrantes de una y otra Cámara. Por 
lo tanto, me parece que el planteamiento que hace 
el señor Senador Moreira en el sentido de que en 
forma previa a una nueva comparecencia del doctor 
Gonzalo Fernández se convoque a la gente que tuvo 
participación directa en la definición del proyecto de 
ley que luego se remitió al Parlamento -para tratar de 
descifrar o de aclarar exactamente cómo fueron las 
idas y venidas- es algo que corresponde y obra en su 
favor porque puede venir y decir que se equivocó, que 
lo que dijo en la Comisión no fue correcto, que no fue 
el adalid de la derogación y que, simplemente, en un 
momento llamó telefónicamente al contador Astori y 
lo paró. Si, por el contrario, ratifica su versión -que 
es contradictoria con la del contador Astori- veremos 
cómo debemos proceder. 


Por lo tanto, me parece que el planteamiento que 
se realizó tiene su lógica, así como el que se hará 
luego de convocar, una vez más, al doctor Gonzalo 
Fernández. 


SEÑOR MORODO.- Escuché atentamente las 
exposiciones realizadas por los señores Senadores. 
Quiero aclarar que durante los quince años en que 
fui edil, integré una cantidad de comisiones investi- 
gadoras en la Junta Departamental - que se rigen por 
las mismas normas que el Senado- y siempre fui muy 
cuidadoso con el objeto que se persigue, que no lo 
crea la Comisión, sino que es el Cuerpo el que le da el 
cometido que debe cumplir. Entonces, me parece que 
si bien es de utilidad y puede ser una inquietud lógica 
saber qué pasó durante el proceso de elaboración del 
anteproyecto de ley, antes de su ingreso a la Cámara, 
es importante no perder de vista que el objeto de esta 
Comisión es el estudio del proceso del proyecto de 
ley, una vez que ingresa a la Cámara de Senadores, 
porque ahí es cuando, específicamente, se produce 
la modificación y se incluyen algunos aspectos. En- 
tonces, creo que tenemos que centrar el estudio en 
el tratamiento parlamentario, sin dejar de reconocer 
la legitimidad de las preocupaciones respecto de lo 
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que pasó antes. En ese sentido, coincido con el se- 
ñor Senador Amorín en que, en principio, es de poca 
utilidad la convocatoria a los tres funcionarios de la 
Presidencia de la República y a un integrante de un 
estudio jurídico muy notorio. Si vamos a las raíces del 
asunto, podríamos llegar a la conclusión de que esta 
persona está relacionada con el tema de fondo o con 
los procesados. Naturalmente que dos de los funcio- 
narios están sujetos a jerarquía. 


Por lo tanto, si me preguntan si apoyo la convoca- 
toria al doctor Fernández, repito que, en principio, si 
aclara ese proceso que, a mi modestísimo entender, 
no es objeto estricto del estudio de esta Comisión, 
estoy dispuesto a acompañarla. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que una vez que al- 
guien plantea un hecho, lo afirma y pretende sacar 
conclusiones a partir de él, es muy difícil, si no impo- 
sible -me parece- excluir o impedir que se investigue 
este hecho que fue alegado por una de las personas 
que actúa en todo este proceso. Si el doctor Gonzá- 
lez Fernández pretende hacer caudal del hecho que 
él afirma que ocurrió -como así también lo hizo el 
señor Presidente del Senado- y, además, abogó por 
la supresión de las normas derogatorias del proyecto 
de ley que después fue la ley de concurso, nuestra 
obligación es verificar esa circunstancia que él alega. 
No es la Comisión la que empieza preguntando quién 
fue que propuso que se incluyeran o se excluyeran las 
normas derogatorias de las normas penales de la Ley 
N* 2.230; es el doctor Gonzalo Fernández que lo afir- 
ma con énfasis, con vehemencia, y que hace caudal 
de ello pretendiendo que esa sea una circunstancia 
muy importante para dar, a su actuación, el carácter 
que realmente tuvo en todo este proceso que estamos 
investigando. Si eso es así y después surgen elemen- 
tos de juicio que no coinciden con la versión que él da 
de los hechos, nuestra obligación es ver si los hechos 
alegados son ciertos. Desde esa perspectiva, entiendo 
y me parece de recibo el planteo que hace el señor 
Senador Moreira en el sentido de que habría que re- 
cibir el testimonio de los funcionarios de la Secretaría 
Jurídica de la Presidencia de la República y del doc- 
tor Olivera y hacer las preguntas que correspondan, 
para ver cómo es que la Secretaría de la Presidencia 
advierte quién es el que se da cuenta de que hay que 
eliminar las normas derogatorias de ese proyecto que 
se estaba gestando. Me parece que desde ese punto 
de vista la convocatoria que propone el señor Senador 
Moreira es conveniente. Además, hay otros hechos 
que hacen pertinente que formulemos otras pregun- 
tas al doctor Fernández. El viernes pasado, como to- 
dos los viernes, salió un nuevo número del semanario 
Brecha, donde se vuelven a plantear informaciones 
relevantes sobre el tema que a nosotros nos interesa 
y que tiene que ver con la elaboración, sanción, dis- 
cusión y promulgación de la Ley N* 18.411. Según el 
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semanario Brecha, en contra de muchas de las cosas 
que se dijeron aquí, el doctor Fernández tuvo otro 
cliente a quien se le imputó la comisión del delito 
previsto por el artículo 43 de la Ley N* 2.230. Su 
defendida fue la viuda de un importante comerciante 
de plaza, en nombre de quien presentó un recurso de 
Casación ante la Suprema Corte de Justicia en el mes 
de marzo de 2006. Según lo que afirma el semana- 
rio Brecha -información que hemos corroborado- en 
octubre de 2007 la Suprema Corte de Justicia dictó 
sentencia casando parcialmente la recurrida y conde- 
nando a la patrocinada del doctor Fernández - esto no 
lo hemos podido constatar- por la comisión del delito 
previsto por el artículo 43 de la Ley N* 2.230. Esta 
secuencia de hechos contradice algunas afirmaciones 
importantes que el doctor Gonzalo Fernández ha he- 
cho en la Comisión. Por ejemplo, en ocasión de refe- 
rirse al trámite legislativo de la Ley N* 18.411, dijo 
que el delito previsto por el artículo 76 se aplicó una 
o dos veces en toda la historia del país, que práctica- 
mente no existieron antecedentes, y que en los anales 
jurisprudenciales no había ningún antecedente de la 
aplicación de los delitos consagrados en los artículos 
42, 43 y 44. Vuelvo a mencionar que, según publicó el 
semanario Brecha, el doctor Fernández fue abogado 
de una persona a quien se condenó, en el año 2007, 
por el delito consagrado en el artículo 43. 


Pude conseguir en la Suprema Corte de Justicia 
una copia simple de la sentencia N* 198 del 24 de 
octubre de 2007 que dice que, efectivamente, hubo 
una persona -no tengo por qué dar su nombre- que 
fue condenada por la comisión de ese delito. Como 
es lo normal, de esta sentencia no surge el nombre 
del abogado patrocinante. Pero según el semanario 
Brecha que aporta datos hasta innecesariamente pre- 
cisos - como, por ejemplo, el número del timbre pro- 
fesional con el que el doctor Fernández acompañó el 
escrito de Casación- el abogado defensor de esta per- 
sona fue el doctor Gonzalo Fernández. 


Entonces, resulta inexcusable preguntarle al doc- 
tor Fernández si es cierto, tal como publicó Brecha, 
que fue el defensor de esta persona que, repito, fue 
condenada en octubre de 2007, por la comisión del 
delito previsto en el artículo 43 de la Ley N* 2.230. 
De ser cierta esta circunstancia, tendríamos a otro 
cliente del doctor Gonzalo Fernández que podría te- 
ner interés en la derogación de estas normas porque, 
condenada y todo, se vería beneficiada por el prin- 
cipio de la retroactividad de la ley más benigna. Me 
parece absolutamente indispensable que el doctor 
Fernández nos diga si lo que afirma Brecha es cierto 
o no, porque si nos dice que es cierto nos exonerará 
de hacer otras averiguaciones y si nos contesta ne- 
gativamente, no tendremos más remedio que tratar 
de verificarlo por nuestros propios medios pues nos 
sobran elementos de juicio que nos revelan que el 
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doctor Fernández no ha dicho en sus comparecencias 
ante el Senado toda la verdad -tal vez por olvido- o 
en algún caso ha dicho cosas que necesariamente le 
constaban que no eran ciertas como, por ejemplo, 
que en los anales de nuestra Jurisprudencia jamás 
hubo registros de procesamiento alguno por los deli- 
tos 42, 43 y 44 de la ley tantas veces aludida. 


Entrego en este acto a la Comisión una copia sim- 
ple de esta sentencia N* 198, de 24 de octubre de 
2007 de la Suprema Corte de Justicia, que se podrá 
utilizar como un cabal testimonio. Pero, insisto, habrá 
que preguntar al doctor Gonzalo Fernández personal- 
mente -si se decide citarlo- o al menos por escrito, 
si es cierto lo que afirma Brecha en cuanto a si fue 
defensor de la persona condenada por esa sentencia 
de la Corte que acabo de referir. 


SEÑOR MORODO.- Señor Presidente: haciendo 
un paneo mental del tema y del asunto de las fe- 
chas, reitero que no me niego a discutir sobre ello, 
pero creo que está fuera del objeto de esta Comisión 
Investigadora. Me refiero a este caso aportado por 
el señor Senador sobre el que todos tuvimos cono- 
cimiento el viernes pasado a través de un artículo 
publicado en el semanario Brecha. El punto es legí- 
timo, pero quisiera decir que tal vez en lo que hace 
al cotejo de fechas, honestamente, puedo equivocar- 
me pues apenas soy escribano. Además, comparto el 
planteo hecho por el señor Senador en la media hora 
previa del Senado. 


La sentencia de la Suprema Corte de Justicia es 
de octubre de 2007. Ahora bien, si no me equivo- 
co, la derogación de las normas proviene de una ley 
sancionada en el año 2008. En lo personal, no vi el 
expediente y, si así fuera, quizás puedo no estar ca- 
pacitado para determinar si Gonzalo Fernández fue 
el abogado defensor y si, de alguna manera, pudo ma- 
nejarse con lo que en ese momento era nada más que 
un proyecto de ley, porque la norma fue sancionada 
en el año 2008 y la sentencia de la Suprema Corte de 
Justicia data de octubre de 2007. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera aclarar al señor Se- 
nador la referencia que he expuesto. 


La sanción de la Ley N*18.411 a fines del año 
2008, pudo tener incidencia jurídica sobre la situa- 
ción de esta persona condenada por la Suprema Cor- 
te de Justicia en octubre de 2007. ¿Por qué? Porque 
en virtud de lo dispuesto en los artículos 15 del Có- 
digo Penal y 7* del Código del Proceso Penal, cuan- 
do se suprime un delito esa supresión beneficia no 
solamente al que está procesado sino aun al que ha 
sido condenado. Entonces, la patrocinada del doctor 
Gonzalo Fernández pudo haber sido beneficiada por 
la sanción de esta norma. Aclaro que no estoy atri- 
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buyendo al doctor Fernández la intención de haber 
promovido una derogación o haber aconsejado de de- 
terminada manera o haber hecho sugerencias con la 
finalidad, que habría sido espuria, de beneficiar a su 
patrocinada. No estoy afirmando eso, pero digo que 
tenemos que aclarar los hechos para saber exacta- 
mente cómo ocurrieron las cosas y saber si los aseso- 
ramientos en los que se basaron los Legisladores que 
votaron en ambas Cámaras eran correctos, acertados 
o no, o si no se sometieron a su consideración hechos 
como este que, de haber sido conocidos, habrían de- 
terminado otra conducta de su parte. Aquí, algunos 
señores Senadores que antes declararon, como la ex 
señora Senadora Percovich o el señor Senador Miche- 
lini, decían que “si hubiésemos sabido que esto podía 
tener las consecuencias que tuvo en el caso Peirano, 
no habríamos sancionado esa ley y habríamos actuado 
de otra manera”. “Yo hubiese pedido por lo menos 
una reunión de Bancada”, dijo la ex señora Senadora 
Percovich. Ahora resulta que no solamente existía el 
caso Peirano, sino este otro que también podía verse 
alcanzado por esa norma. Entonces, si resulta que 
no había un único caso en los anales de la Jurispru- 
dencia uruguaya, sino que existían dos y que, justa- 
mente, ambos contaban con el mismo defensor, creo 
que los Legisladores enterados de esas circunstancias 
probablemente habrían actuado de otra manera, rea- 
lizando un estudio más a fondo de la incidencia que 
habrían tenido los artículos de los Códigos Penal y del 
Proceso Penal a los que he hecho referencia. 


Me parece que ante esta perspectiva no podemos 
dejar de indagar para saber si es cierto lo que dice 
el semanario Brecha. Tenemos que desestimarlo o, 
como hemos hecho con otras informaciones que ha 
dado, certificarlo y tratarlo por cierto para después 
sacar las conclusiones que cada cual estime del caso. 


SEÑOR MORODO.- Quisiera hacer algunas 
aclaraciones que, tal vez, debería haber realizado en 
mi intervención anterior. No me considero defensor 
-ni es mi intención- del doctor Gonzalo Fernández 
-pues él se sabe defender muy bien- y tampoco quiero 
cuestionar la inquietud de los señores Senadores en 
el sentido de indagar determinados hechos que se 
relacionan con el objeto de trabajo de esta Comisión, 
pero simplemente quería cotejar fechas para aclarar 
un poco determinadas incógnitas. En base a mis 
modestos conocimientos en materia de Derecho 
Penal, conozco el efecto retroactivo que tiene la ley 
más benigna. Digo esto porque, si de la lectura de 
ese artículo -seguramente no se trata de los señores 
Senadores, que obran de buena fe- surgiera la duda 
de que pudo haberse interpuesto al recurso un tema 
de fechas, es absolutamente imposible. Toda persona 
tiene derecho a tener dudas, incertidumbres e 
inquietudes que, más allá de compartirlas o no, las 
respeto. 
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SEÑOR NIN NOVOA.- Quisiera aportar una se- 
rie de datos para lo cual voy a realizar una brevísima 
historia. 


La causa de la tienda San Francisco - de ella se 
trata el tema- comenzó en el año 2002. La señora fue 
procesada el 1% de febrero de 2002, imputándosele 
el delito de disimulación de activos y de insolvencia 
fraudulenta. El doctor Gonzalo Fernández asumió la 
defensa, junto con el doctor Renato Echeverría el 14 
de febrero de 2002, es decir, hace más de ocho años. 
La señora fue excarcelada el 27 de junio de 2002. 
Después de un largo proceso, la Sentencia en Pri- 
mera Instancia la absolvió declarándola inocente. La 
Fiscalía apeló y el Tribunal de Apelaciones en lo Penal 
de Primer Turno, por Sentencia de Segunda Instan- 
cia en el año 2006, revocó la absolución condenándo- 
la, por los delitos de fraude concursal e insolvencia 
societaria fraudulenta, a la pena de dos años y seis 
meses de penitenciaría. Ante ello se promovió, como 
bien se dice, un recurso de Casación ante la Supre- 
ma Corte de Justicia que, por Sentencia de Tercera 
Instancia -sentencia definitiva- revocó parcialmente 
la sentencia impugnada manteniéndole solo la impu- 
tación por delito de fraude concursal y quitándole el 
delito de insolvencia fraudulenta, bajándole la pena 
a dos años. 


La sentencia de la Suprema Corte de Justicia fue 
adoptada por mayoría porque había discordia con uno 
de los Ministros que sostenía que también debía re- 
vocarse la condena por fraude concursal y declararla 
inocente. Como la persona ya había sido excarcelada, 
cumplió el saldo de la pena en libertad y, por Resolu- 
ción N* 230, el Juzgado de Primera Instancia declaró 
extinguida la pena. Por lo expuesto, podemos decir 
que el juicio terminó con la Sentencia de Casación 
de la Suprema Corte de Justicia el 24 de octubre de 
2007. 


La derogación del artículo de la Ley N* 2.230 se 
realizó por lo dispuesto en la Ley N* 18.411 aprobada 
el 23 de octubre de 2008 en la Cámara de Senadores 
y el 5 de noviembre en la Cámara de Representantes, 
es decir un año después. Nunca se solicitó la aplica- 
ción de la Ley N* 18.411 a esta causa; por otra parte, 
sería imposible aplicarla porque el delito de fraude 
concursal por el cual fue condenada, está tipificado 
nuevamente en el artículo 248 de la Ley N* 18.387. 


Me permito afirmar -como ya se ha utilizado el 
adjetivo “mentiroso”- que la versión divulgada por el 
semanario Brecha de que se le cancela el anteceden- 
te es mentira. Por lo tanto, mi aporte a la Comisión 
consiste en las fotocopias del auto de procesamien- 
to, del escrito de designación como defensor y de las 
Sentencias de Primera y Segunda Instancia, como así 
también de las sentencias de extinción de la pena y 
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de casación. 


SEÑOR MOREIRA.- Por mi parte, quisiera hacer 
una observación a propósito del objeto de la Comi- 
sión, tema traído a colación por los señores Senado- 
res Pasquet y Morodo. Evidentemente, el objeto de 
la Comisión es estudiar el proceso de elaboración, 
aprobación y puesta en vigencia de la Ley N* 18.411. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Elaboración no, señor Se- 
nador; discusión, aprobación y puesta en vigencia. 


SEÑOR MOREIRA.- Está bien, señor Senador, 
pero estamos hablando de discusión parlamentaria. 


Este tema formó parte de la conversación telefó- 
nica que tuvo el doctor Gonzalo Fernández con el ex 
Diputado Lorenzo; esto fue, precisamente, cuando se 
pidió aquel cuarto intermedio de cinco minutos que, 
después, se prolongó. Y, al final, el Diputado Lorenzo 
terminó convencido de que era pertinente y bueno 
derogar estos artículos de la ley. En el auto de proce- 
samiento, uno de los delitos que se le imputan es el 
delito del artículo 43 de la Ley N* 2.230, disposición 
que, a su vez, se deroga en la Ley N” 18.411. El ex 
Diputado Lorenzo apoyó el argumento dado pues el 
doctor Fernández le dijo -no recuerdo exactamente 
la expresión- que la ley no tenía nada que ver con el 
tema de los hermanos Peirano. Pero además, como 
un argumento de mucho peso, el doctor Fernández 
agregó -según consta en la versión taquigráfica co- 
rrespondiente a la Sesión de la Comisión del día mar- 
tes 21 de setiembre del corriente año- : “Mis respues- 
tas fueron absolutamente sinceras: los artículos 42, 
43, 44 y 77 de la Ley N* 2.230 nunca se han aplicado; 
en los anales judiciales no puede encontrarse un solo 
caso que así lo registre. A su vez, el delito de suposi- 
ción de capitales ilícitos en los anuncios y prospectos 
sociales, tipificado en los incisos segundo, tercero y 
cuarto del artículo 76 jamás recibió aplicación y es 
letra muerta desde la sanción de la ley en 1893, o sea, 
desde hace 115 años. La única disposición que sí se 
había aplicado en las ocasiones antes señaladas era el 
fraude incluido en el inciso primero, que ahora está 
mucho mejor tipificado en el artículo 248 de la nueva 
Ley de Concursos”. 


Por mi parte, considero que el doctor Fernández 
no es claro porque dice cosas que no se compadecen 
con la realidad. Él estaba encargado de la defensa de 
un cliente que había sido procesado por el artículo 
43 y afirma que en los anales judiciales no se puede 
encontrar un solo caso que así lo registre. Insisto: 
el doctor Fernández era defensor de una mujer pro- 
cesada por el artículo 43; esto fue en el año 2002, 
pero se llevó hasta el 2007, y en el 2006 el referido 
doctor hace esa afirmación. Realmente, no lo puedo 
entender. 
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SEÑOR NIN NOVOA.- ¿Dónde lo dijo? 
SEÑOR PASQUET.- Lo dijo en el Senado. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Bueno, el ex Diputado Lo- 
renzo dijo que tenía buena memoria, pero el doctor 
Fernández dijo que no la tenía. 


SEÑOR MOREIRA.- Que no tiene buena memo- 
ria está claro. Por esa razón quería ver el auto de pro- 
cesamiento y, justamente, me encontré con que había 
aplicado el artículo 43 de la Ley N* 2.230. Sin embar- 
go, el doctor Fernández afirma que no se ha usado ni 
en un solo caso de los anales judiciales. 


SEÑOR AMORÍN.- A esta altura del partido, venía 
con la intención de terminar el trabajo lo antes posi- 
ble, pero me parece inevitable que el doctor Gonzalo 
Fernández comparezca nuevamente ante la Comisión 
pues hay dos temas sobre los que hace determinada 
afirmación y la realidad muestra lo contrario. 


Quienes conocemos al doctor Fernández desde 
hace mucho tiempo, sabemos que es un hombre inte- 
ligente y un profesor de primerísimo nivel. Un profe- 
sor de su magnitud no podría haberse olvidado de que 
patrocinaba una defensa que fue procesada por el ar- 
tículo 43 de la Ley N* 2.230, como tampoco puede 
venir al Senado y decir que ese artículo no se utilizó 
nunca y que no figura en los anales de la Jurispru- 
dencia uruguaya. Él no se puede olvidar de eso. Se 
puede confundir de fecha porque esas cosas pasan, 
pero no puede olvidarse de eso porque es profesor de 
Derecho Penal, conoce esos artículos, escribió sobre 
ese tema y, evidentemente, está pendiente de todas 
estas Cosas. 


Entonces, ¿para qué nos dice una cosa de esas? 
¿Y para qué le dice al ex Diputado Lorenzo que nun- 
ca se habían aplicado? ¿Por qué? 


Todos tenemos la primera intención de creer lo 
que se manifiesta en este ámbito, pero en este caso 
hay dos aspectos en los que se nos dijo, ya no algo 
distinto, sino contrario a lo que ocurrió. No es que se 
haya dicho algo parecido o impreciso; se manifestó lo 
contrario a lo que en realidad ocurrió. Obviamente, 
los señores Senadores decidirán por mayoría, pero 
me parece que el doctor Gonzalo Fernández tendría 
que venir a aclarar estas dos situaciones, pues sería 
bueno para la Comisión e, incluso, para él. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa coincide con el 
señor Senador Morodo en cuanto a que no quedó cla- 
ro el sentido de la convocatoria de los otros abogados 
que trabajaron en el expediente. Ahora bien, tampoco 
estoy pensando en Brecha, ya que si leemos lo pu- 
blicado los últimos viernes, podemos constatar que 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


no coincide con Abreu ni con Fernández, por lo que, 
entonces, habría que convocar también al semanario. 


En definitiva, podemos estar de acuerdo con la 
propuesta de convocar nuevamente al doctor Gonzalo 
Fernández, pero no veo tan clara la oportunidad de la 
convocatoria de los otros abogados, uno de los cuales 
es subordinado a Jurídica de Presidencia, mientras 
que otro es un consultor externo; en este sentido, co- 
incido con lo manifestado por el señor Senador Mo- 
rodo en cuanto a que uno de los consultores externos 
tiene que ver también con los casos anteriores. 


SEÑOR MOREIRA.- Por mi parte, creo que todo 
lo que pueda contribuir al esclarecimiento de estas 
cosas está bien. Por lo tanto, la instancia planteada no 
abunda; además, me parece pertinente por varias ra- 
zones: porque tiene que ver con el objeto de la mate- 
ria investigada, porque hay muchos puntos oscuros y 
porque, en este tema, el elemento de convicción más 
fuerte que tenemos es la prueba documental que está 
expuesta y que sugiere la derogación de estos artícu- 
los. Entonces, a la luz de las inconsistencias que hay 
en todas las declaraciones, me parece absolutamen- 
te oportuno requerir el testimonio de esta gente. En 
realidad, no sé si podrán agregar algo, pero lo cierto 
es que ahora tengo dudas respecto a quién fue el que 
previno. Lo único que hay en este expediente es un 
informe escrito aconsejando las derogaciones; enton- 
ces, en mi opinión, sería bueno contar con el testimo- 
nio de todos los abogados que trabajaron en el tema. 
Es más, pienso que el primer interesado en todo esto 
debe ser el propio Gonzalo Fernández, para que se 
sepa qué fue exactamente lo que sucedió; como hay 
tantos puntos oscuros y cosas contradictorias, su con- 
currencia es, a mi juicio, relevante. 


SEÑOR GALLINAL.- Incluso, para obtener mayor 
información, podríamos solicitar a la Suprema Corte 
de Justicia que nos informara en cuántas oportunida- 
des o en qué casos se pidió la aplicación del artículo 
2% en procesos en curso, a partir de la aprobación de 
la Ley N* 18.411. El organismo dispone de esa infor- 
mación, que nos permitiría saber si las consecuencias 
de la aprobación de ese artículo 2% son las que cono- 
cemos o si existen otras, de manera de terminar de 
aclarar este asunto. 


Además, comparto lo manifestado por el señor 
Presidente de la Comisión en cuanto a que no de- 
bemos guiarnos exclusivamente por versiones de 
prensa, sino que tenemos que ir a la fuente directa 
para que nos proporcione la información que esté en 
condiciones de aportar. No sé si es exactamente esa 
la forma en que se plantea la interrogante pero, en 
principio, me da la impresión de que así es. 


Por nuestra parte, estamos investigando el alcan- 
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ce de esta ley pero, en definitiva, ¿por qué se promo- 
vió esta Comisión Investigadora? Fue no solo porque 
se aprobó la ley, sino por las consecuencias que su 
aplicación tuvo, más precisamente, en un caso tan 
sonado y que tanta repercusión e impacto tuvo en la 
vida del país, en los aspectos social y económico, pero 
también desde el punto de vista de la alarma pública. 
Me parece que eso fue lo que nos llevó a investigar 
para saber qué pasó. 


Entonces, quizás en esos términos podamos re- 
dactar alguna solicitud dirigida a la Suprema Corte 
de Justicia, a los efectos de disponer de información 
objetiva y determinante, en lugar de estar a la espera 
de que por allí aparezca un apartado de prensa que 
nos aporte la información, aunque con esto no quiero 
decir que ella no sea verídica. 


SEÑOR PASQUET.- En el mismo orden de ideas 
que sugiere el señor Senador Gallinal, a mi juicio 
habría que consultar a la Suprema Corte de Justicia 
acerca de cuántos procesamientos se han dispuesto, 
desde determinado año, por aplicación de los artí- 
culos de la Ley N* 2.230 y el estado en el que los 
mismos se encuentran. Al producir esa información 
el Instituto Técnico Forense podremos, en primer lu- 
gar, saber si es cierto que existe un solo caso - o dos 
como, por lo menos, sabemos que hay ahora- o si son 
más los procesamientos dispuestos por aplicación de 
esa norma que parecía nunca aplicada; y, en segun- 
do término, al decirnos en qué estado se encuentran 
actualmente, sabremos si en algún momento se hizo 
jugar la Ley N* 18.411 para obtener la clausura de los 
procedimientos. 


SEÑOR GALLINAL.- Está bien, es correcto. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Ese no es el tema, señor 
Senador. El objeto de la investigación no es saber 
cómo están los trámites judiciales, por lo que desde 
ya adelanto que votaré en contra de esa propuesta. 


SEÑOR GALLINAL.- Hoy por hoy, sabemos de dos 
casos. ¿Y por qué lo sabemos? ¿Acaso porque nos ha 
informado a su respecto el Poder del Estado corres- 
pondiente? No. Lo sabemos porque nos vamos ente- 
rando, como no puede ser de otra manera, ya que 
tampoco tenemos la obligación de estar informados 
acerca de todo esto. 


(Intervención del señor Senador Nin Novoa que 
no se escucha.) 


Pero hay información que no se nos aportó pero 
que después apareció. 


Entonces, entiendo que se trata de una solicitud 
de información objetiva, dirigida a un organismo del 
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Estado que sabrá proteger su independencia aplican- 
do la Constitución de la República y diciéndonos en 
qué casos nos puede brindar la información requerida 
y en cuáles no. Así terminaríamos con esta discusión 
y no tendríamos que andar buscando prácticamente 
“debajo del mantel” para ver qué podemos encontrar, 
lo que tampoco me parece que sea el camino más 
indicado. 


SEÑOR MORODO.- Por mi parte, sin ánimo de 
coartar el trabajo de la Comisión, quiero decir lo si- 
guiente. 


La labor de esta Comisión tiene un límite tempo- 
ral. No estoy hablando de cuánto deba durar de aquí 
en más; cuando digo “temporal” me refiero a todo el 
proceso legislativo. Una vez que la ley se aprueba y se 
promulga, su eventual aplicación en el futuro ya está 
fuera de ese límite. Entonces, si bien la duda plan- 
teada es legítima, me parece que si procediéramos de 
esa forma, habría una cantera inagotable de aspectos 
a considerar. 


SEÑOR GALLINAL.- La razón de ser de esta Co- 
misión Investigadora no es la ley, sino sus consecuen- 
cias y eso es lo que estamos investigando; de lo con- 
trario, no tendría ningún sentido todo lo que estamos 
haciendo. Cómo se aprueba una ley, cuáles son sus 
fundamentos y qué opina cada uno de nosotros surge 
de las versiones taquigráficas correspondientes. Repi- 
to: si esta ley en concreto no hubiera tenido las con- 
secuencias que efectivamente tuvo respecto al caso 
de los Peirano, hoy no habría Comisión Investigadora. 
Entonces, tratamos de avanzar sobre esos puntos. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Entonces, ¿qué tienen que 
ver aquí otros casos que no sean el de los Peirano? 


SEÑOR GALLINAL.- Ese es el tema, señor Se- 
nador. Ojalá que nada tengan que ver, y que no haya 
más sorpresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a tratar de resol- 
ver, porque la semana que viene tenemos que empe- 
zar a redactar los informes, después de recibir a los 
abogados y al doctor Gonzalo Fernández. 


Si mal no entendí, la nota que plantea el señor 
Senador Pasquet está dirigida a esclarecer los dichos 
que constan en las actas y la posible contradicción 
que pueda generar lo que dijeron el señor Diputado 
Lorenzo, el señor Senador Abreu y el doctor Gonza- 
lo Fernández. Me refiero a la cantidad de casos y al 
hecho de que de esa llamada telefónica pudiera sur- 
gir que no se había aplicado nunca la Ley N* 2.230. 
Creo que fue por ahí que el señor Senador Pasquet 
planteó la redacción de la nota a la Suprema Corte 
de Justicia. 
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SEÑOR PASQUET.- En realidad, me pareció que 
era una sugerencia que aportaba a la redacción que 
quería encontrar el señor Senador Gallinal. Es infor- 
mación estadística, porque teníamos todos la convic- 
ción -yo confieso que la tenía- de que el artículo 76 
se había aplicado una sola vez, desde el año 1971, 
en el caso Peirano. Y me desayuné el otro día de que 
el artículo 43 también se aplicó, pese a que se nos 
había afirmado enfáticamente lo contrario. Entonces, 
ahora me pregunto dónde estamos parados y si esta- 
mos hablando de uno o dos casos, porque quizás sean 
unos cuantos más. De manera que para saber, entre 
otras cosas, si el Parlamento actuó bien o no cuando 
votó la ley, en la forma en que lo hizo, creo que sería 
útil saber cuántos casos hay realmente por aplicación 
de las normas de la Ley N* 2.230. Por eso planteaba 
pedir a la Corte información estadística, desde una 
fecha razonable, por ejemplo, desde 2002, porque 
este caso es de ese año. Pero era una sugerencia a 
partir de la propuesta del señor Senador Gallinal que, 
en definitiva, verá si la acepta o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente quería en- 
tender cuál era la propuesta. 


Por mi parte no tengo ningún inconveniente; esta 
es una Comisión Investigadora y está para investigar. 
Me parece que hay elementos suficientes allí para 
después redactar informes que aclaren toda la parti- 
cipación del Parlamento e incluso hay elementos para 
dejar en claro algunos aspectos del doctor Gonzalo 
Fernández que me parecen relevantes, como el caso 
de la ida y la venida del proyecto de ley. Puede ser que 
las personas que se están mencionando puedan infor- 
mar algo más sobre ese proceso, pero normalmente 
los asesores jurídicos de Presidencia o de cualquier 
organismo hacen un informe técnico, lo elevan y allí 
termina su tarea. Sinceramente, no creo que vayan 
a aportar más de eso. Me parece que puede aportar 
mucho más el doctor Gonzalo Fernández, pero la ver- 
dad es que no me opongo a que vengan los demás pro- 
fesionales. Estamos hablando de tres abogados que 
seguramente no van a estar más de quince minutos 
cada uno, porque como máximo podrán hacer alguna 
referencia a este informe. Dejaríamos para el final 
la comparecencia del doctor Gonzalo Fernández, que 
puede ser un poco más larga; él ya manifestó que no 
tiene ningún inconveniente en volver para aclarar 
cualquier tema. Y por mi parte, repito, no me opongo 
a remitir la nota, porque en definitiva cualquier Se- 
nador puede realizar un pedido de informes a la Su- 
prema Corte de Justicia para saber cuántos casos hay 
desde el año 2000 hasta el presente, por ejemplo. De 
manera que, más allá de que pueda estar por fuera de 
los elementos de la investigación, no me opongo a que 
se envíe esta nota, porque, reitero, el propio señor Se- 
nador Gallinal puede realizar un pedido de informes 
si así lo desea. La Suprema Corte de Justicia puede 
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demorar dos meses en contestar; quizás a nosotros, 
como Comisión, nos responda más rápido, a pesar de 
que tuvimos que insistir por Secretaría. Si los casos 
son tan puntuales como el del año 71 y los otros dos 
que conocemos, pienso que la Suprema Corte de Jus- 
ticia debe estar en condiciones de darnos una esta- 
dística muy sencilla para responder a nuestra nota. 


Por lo tanto, tal vez en la próxima Sesión poda- 
mos terminar con este tema y tomarnos unos días 
para que cada Bancada, luego de estudiar el asunto, 
redacte su informe y detalle los elementos en los que 
coincidimos o no. 


SEÑOR NIN NOVOA.- No sé qué va a pasar con 
las preguntas que se le planteen a la Suprema Corte 
de Justicia, pero quiero decir que no estoy de acuerdo 
y que voy a votar discorde porque me parece que esto 
está fuera del objeto de la investigación. Parece ser 
un tribunal de examen en el que el doctor Gonzalo 
Fernández debe especificar cuántos casos se dieron 
aplicando esos artículos de la Ley N* 2.230 y, si no 
fueron los que él dijo, reprobaría el examen. Me pa- 
rece que no tiene ninguna relevancia el hecho de que 
los casos sean dos, tres o cuatro. 


SEÑOR AMORÍN.- No creo que para nadie ese 
sea el objetivo. Incluso no lo debería ser porque ade- 
más no tiene sentido. Sí llamaría la atención que di- 
jeran que hay cuatro casos más patrocinados por el 
doctor Gonzalo Fernández. Eso sí sería claramente 
negativo; pero si existieran más casos, ninguna per- 
sona tiene porque saber que existen. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece correcta la pro- 
puesta que hace el señor Senador Pasquet sobre los 
términos de la redacción del pedido de informes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, vamos 
a votar la moción de convocatoria a los tres docto- 
res que elaboraron el informe. Cabe aclarar que los 
mismos contarán con quince minutos cada uno para 
hacer su exposición. Incluso, podemos hacerles llegar 
la versión taquigráfica de esta Comisión correspon- 
diente al día de hoy, para que conozcan el tema al que 
nos vamos a referir y se hagan una idea de los plan- 
teos que vamos a hacer. En segundo término, la otra 
moción sería convocar al doctor Gonzalo Fernández 
para el final de la Sesión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la 
primera moción. 


(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 


El voto discorde corresponde al señor Senador 
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Nin Novoa. 


SEÑOR BARÁIBAR.- He votado por la afirmativa 
porque, por encima de la temática particular de cada 
caso, hay reglas de juego con las cuales nos sentimos 
comprometidos desde siempre. En aras del buen cli- 
ma en que hemos trabajado en esta Comisión, vota- 
mos favorablemente en el entendido de que estamos, 
notoriamente, fuera de los cometidos que nos habían 
encomendado inicialmente. A esta altura estamos 
confirmando datos y dándole largas a un episodio que 
hemos ido conociendo con más detalles que los que 
tuvimos en consideración el día que se votó la crea- 
ción de esta Comisión Investigadora. 


Entonces, en razón de las buenas relaciones y 
por las reglas de juego que señalan que no debemos 
negarnos a acceder a cierta información si alguien 
entiende que ella es pertinente -más allá de que, en 
lo personal, no la creo necesaria, es bueno que ten- 
gamos esa actitud y que no hagamos valer la mayoría 
que tenemos en la Comisión- es que accedemos a ello 
pero, en lo que respecta al tema de fondo, no estoy 
convencido de que realmente sea necesario y coin- 
cido con muchos de los argumentos señalados por el 
señor Senador Nin Novoa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que acom- 
pañé la moción de convocar a los profesionales men- 
cionados porque, más allá de que no creo que aporten 
mucho más a lo que dicen los documentos, esta es 
una Comisión Investigadora y el Legislador debe -esta 
es mi convicción y no voy a referirme a Korzeniak por 
lo que dice en su libro- conocer detalles del entorno 
de toda una investigación y, si bien esto puede ser un 
detalle mínimo, hay Senadores que entienden conve- 
niente la convocatoria, por lo que mi voto está para 
viabilizar la investigación. Lógicamente, me parece 
mucho más importante la comparecencia del doctor 
Gonzalo Fernández porque, en realidad, es allí donde 
está el nudo de las dudas que tienen algunos señores 
Senadores. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la 
comparecencia a esta Comisión del doctor Gonzalo 
Fernández. 


(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 


Finalmente, tenemos que votar el envío de una 
nota dirigida a la Suprema Corte de Justicia en los 
términos propuestos por el señor Senador Pasquet, 
con el propósito de conocer estadísticamente la can- 
tidad de casos procesados a partir del año 2000 a la 
fecha, por la Ley N* 2.230, y en qué situación se en- 
cuentran actualmente los mismos. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
6 en 7. Afirmativa. 


A partir de la próxima semana, luego de estas con- 
vocatorias, podríamos darnos unos días para que cada 
Bancada comience a redactar los informes y así poder 
culminar con este tema. 


SEÑOR MOREIRA.- Falta recibir el expediente de 
la Presidencia de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no va a aportar 
mucho más porque, según lo que estuve averiguan- 
do, es muy parecido al del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


No habiendo más asuntos a considerar, se levanta 
la Sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 13 minutos.) 
SESIÓN DEL DÍA 12 DE OCTUBRE DE 2010. 
ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Jorge Saravia, Presidente 
de la Comisión. 


Miembros: señora Senador Mónica Xavier y seño- 
res Senadores José Amorín, Milton Antognazza, Fran- 
cisco Gallinal, Carlos Moreira y Rodolfo Nin Novoa. 


Concurre: señor Senador Ope Pasquet. 


Invitados especiales: por la Asesoría Jurídica de la 
Presidencia de la República, doctora Ana María Sego- 
via; por el Ministerio de Economía y Finanzas, doctor 
Javier Gomensoro y doctor Gonzalo Fernández. 


Secretaria: María Celia Desalvo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 15 y 48 minutos.) 


La Comisión Investigadora que tiene a estudio 
la actividad de la Cámara de Senadores en el trata- 
miento de la Ley N* 18.411, incluyendo los aspectos 
vinculados a su discusión, aprobación y puesta en vi- 
gencia, tiene mucho gusto en recibir a la funcionaria 
de Jurídica de la Presidencia de la República, doctora 
Ana María Segovia, quien va a exponer sobre el pro- 
ceso que esta norma tuvo en ese ámbito. 


834-C.S. 


La Presidencia consulta a la doctora Segovia si 
quiere que se le formulen preguntas o prefiere reali- 
zar una exposición sobre el tema en cuestión. 


SEÑORA SEGOVIA.- El trámite normal que se 
sigue con todos los proyectos de ley es que, una vez 
ingresados a la Secretaría de la Presidencia de la Re- 
pública, se remiten a estudio de la Asesoría Jurídica 
de Presidencia, y esta iniciativa no fue la excepción. 
Vuelvo a decir que el proyecto ingresó a la Secretaría 
de la Presidencia y esta lo remitió a informe de la 
Asesoría Jurídica, encargada de realizar un examen 
sobe la constitucionalidad de sus preceptos. Esa es 
su misión fundamental, sin perjuicio de que si hay un 
error ortográfico, de redacción -que haga que el texto 
no se pueda entender bien- o de incongruencia desde 
el punto de vista estrictamente jurídico, lo hace notar 
a través de ese informe. De todas maneras, el estudio 
se centra en la constitucionalidad porque, por tratar- 
se de una ley, es lo único que se podría ver vulnerado. 


En este caso, el informe fue elevado al Secreta- 
rio de la Presidencia, el doctor Gonzalo Fernández 
a quien se le solicitó -tal como siempre se hizo con 
todas las normas que pudieran tener algún precepto 
de carácter penal- que hiciera un examen. 


Digo esto, porque si contábamos con el Catedráti- 
co de Derecho Penal como Secretario y jerarca nues- 
tro, esta alternativa aparecía como la de rigor y esta- 
ba de acuerdo con lo que habitualmente hacíamos. 
Nuestro informe fue con algunas consideraciones 
que los señores Senadores ya conocen y que, básica- 
mente, tienen carácter formal. Allí terminó esa etapa 
del informe de la Asesoría Jurídica. 


En este momento quiero ser muy sincera pot- 
que, a pesar de que tengo buena memoria para los 
asuntos que manejamos -obviamente, son muchos ya 
que lo relativo a todos los Ministerios es tratado por 
nosotros- realmente no recuerdo haber hablado con 
el doctor Gomensoro del Ministerio de Economía y 
Finanzas. En cuanto al expediente debo decir que te- 
nía cuatro años, y sí me acordaba perfectamente de 
quién había sido la informante, es decir, la doctora 
Bogacz. Hasta ahí lo tenía claro, pero repito que no 
recordaba haber hablado con el doctor Gomensoro. 
Cuando leí el informe recordé toda la situación con 
lujo de detalles y tengo claro que con el doctor Go- 
mensoro hablamos sobre nuestras observaciones a 
dicho informe, que prácticamente todas habían sido 
recogidas. 


Cuando el proyecto de ley vuelve del Ministerio de 
Economía y Finanzas, luego de haber sido remitido al 
Poder Legislativo como última versión, básicamente 
observamos que se hubieran recogido nuestras obser- 
vaciones, o sea las de la Asesoría Jurídica. Después de 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


eso el informe vuelve a la Secretaría de la Presidencia 
y de allí se remite al Poder Legislativo. Ese fue el trá- 
mite de este proyecto, que no se diferenció en nada 
de lo que suele ocurrir con cualquier otra iniciativa 
de esa índole. 


SEÑOR MOREIRA.- Tenemos en nuestro poder 
el expediente que nos remitió el Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas vinculado con el trámite que tuvo 
el proyecto de ley de concurso, es decir el proyecto 
grande, y precisamente, como se dijo, la doctora Bo- 
gacz hizo un informe, más que nada de forma. 


SEÑORA SEGOVIA.- Nosotros entendimos que se 
violaba un precepto constitucional y así lo señalamos. 
Uno de los problemas se eliminó y los otros se corri- 
gieron o se ajustaron. 


SEÑOR MOREIRA.- Hay un proyecto del Minis- 
terio de Economía y Finanzas que recibe ese informe, 
en el cual y con respecto a la derogación del artículo 
76 de la Ley 2.230 - que es lo más controversial- la 
doctora Bogacz no hace ninguna sugerencia, sino que 
menciona los artículos 73, 25 y 28. Lo único que se 
indicaron fueron detalles dactilográficos con respecto 
al artículo 76. Después figura -una semana después- 
un informe del doctor Gonzalo Fernández. ¿Habrán 
sido enviados los dos informes? 


SEÑORA SEGOVIA.- Nosotros hicimos nuestro 
informe y se lo entregamos al doctor Gonzalo Fer- 
nández. Evidentemente, la secuencia es que el doc- 
tor Fernández hizo su informe, que fue enviado al 
Ministerio de Economía y Finanzas y luego volvió a 
Presidencia con algunas correcciones. 


Ahora bien, el artículo 76 no estaba en el proyecto 
que recibimos para hacer el examen primario ni en el 
que nos enviaron con posterioridad a que volviera al 
Ministerio de Economía y Finanzas. Y, por supuesto, 
tampoco estaba cuando vino para su promulgación. 
Nosotros nunca vimos ningún texto que tuviera el ar- 
tículo 76 ni nos pronunciamos sobre este; solamente 
nos pronunciamos sobre el texto que tenemos. 


SEÑOR MOREIRA.- Sobre el informe que hace 
el doctor Fernández aconsejando la derogación y que 
también va al Ministerio de Economía y Finanzas, la 
doctora Segovia no sabe qué pasó. 


SEÑORA SEGOVIA.- Para nada; absolutamente 
para nada. No; nunca tuvimos nada a examen sobre 
la posibilidad o no de incluir el artículo 76; no fue un 
tema que se nos haya consultado. 


SEÑOR PASQUET.- Con relación a la Ley 
N* 18.411, ¿fue enviada a consideración de la Ase- 
soría Jurídica a efectos de considerar una eventual 
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observación? Además quiero preguntar si ese es el 
trámite normal de los proyectos de ley, es decir, si los 
mandan para ver si hay que vetar alguna disposición 
o no. 


SEÑORA SEGOVIA.- El veto nacería de alguna 
inconstitucionalidad. Si la ley viene luego de sancio- 
nada, nosotros hacemos un examen de constituciona- 
lidad ya que puede haber tenido iniciativa en el Poder 
Legislativo o en el Poder Ejecutivo y tiene alguna mo- 
dificación. O sea que se vuelve a hacer un examen 
de constitucionalidad. El veto, si se interpone o no, 
ya no es resorte nuestro. Lo único que hacemos es 
ese examen. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Ese examen lo hacen con 
todas las leyes que van al Ejecutivo para su promul- 
gación? 


SEÑORA SEGOVIA.- Así lo hacemos. Casi siem- 
pre lo hacemos; alguna vez puede ser que no, pero 
habitualmente lo hacemos. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Y solo se controla la consti- 
tucionalidad? 


SEÑORA SEGOVIA.- Así es. En este caso de la 
Ley N* 18.411, de la última ley no hicimos ningún 
examen. 


SEÑOR PASQUET.- Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presen- 
cia de la doctora Segovia y la información brindada. 


(Se retira de Sala la doctora Ana María Segovia.) 
(Ingresa a Sala el doctor Javier Gomensoro.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Investiga- 
dora sobre la actividad de la Cámara de Senadores 
en el tratamiento de la Ley N” 18.411, incluyendo 
los aspectos vinculados a su discusión, aprobación y 
puesta en vigencia, tiene el gusto de recibir al doctor 
Javier Gomensoro, asesor del Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


La Presidencia consulta al doctor Gomensoro si 
desea hacer primero una exposición, para luego pasar 
a las preguntas pertinentes. 


SEÑOR GOMENSORO.- Quedo a disposición de 
lo que la Comisión entienda que es mejor. Me pare- 
ce que los señores Senadores son los que deberían 
marcar las preguntas a realizar aunque, con mucho 
gusto, si el tema quiere ser formulado de manera ge- 
neral, puedo hacer algún comentario al respecto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Nos parece bien que el 
doctor Gomensoro haga algún comentario general, 
indicando cuál fue el trámite que se llevó a cabo en el 
Ministerio de Economía y Finanzas, para que después 
los señores Senadores puedan hacer alguna consulta. 


SEÑOR GOMENSORO.- Con mucho gusto. Para 
ilustrar de manera general los hechos - aunque des- 
cuento que los señores Senadores ya están interiori- 
zados de la situación- puedo decir que el Ministerio 
de Economía y Finanzas se abocó a reformar todo el 
sistema concursal y de quiebras, es decir, lo que los 
economistas conocen como el sistema de bancarrota. 


Hace unos años, hubo un proyecto de ley que no 
tuvo éxito y que naufragó en su formulación parla- 
mentaria, fundamentalmente por razones de orden 
práctico y por la falta de entusiasmo en llevarlo ade- 
lante, pero no porque no tuviera votos ni consensos 
políticos ya que se trató de una iniciativa que en todo 
momento contó con el apoyo de todas las fuerzas polí- 
ticas. Es más, no tuvo resistencias de ninguna índole. 
Incluso, puedo decir que a pesar de que el proyecto 
de ley fue elaborado por el Ministerio de Economía y 
Finanzas, en una de las Cámaras tuvo un Miembro 
Informante de un Partido y, en la otra, uno de otro 
sector. Prácticamente todo el espectro político lo am- 
paró y, de hecho, lo votó afirmativamente. Si se quie- 
re, fue un proyecto de ley que respaldaba las mejores 
prácticas en lo que hace a la Doctrina y al Derecho 
comparado. 


El equipo externo - al que se contrató en su mo- 
mento para trabajar con el Ministerio y al que se le 
abonaron los honorarios correspondientes- se des- 
empeñó en un régimen bastante inusual, porque le 
ofrecimos un contrato y, como ya había usufructuado 
un contrato anterior para asesorar y formular el pro- 
yecto de ley -que finalmente no fue aprobado- aceptó 
con gran deferencia trabajar en esta oportunidad de 
manera desinteresada, dado que el otro trabajo ya se 
había hecho y retribuido como correspondía. La tarea 
se hizo y bien, pero no se cristalizó en la aprobación 
del proyecto de ley. En este caso, correspondía actua- 
lizar ese proyecto y trabajar con una base ya existen- 
te. No íbamos a traer profesionales de primera línea 
-Grado 5- en Derecho Comercial en forma honora- 
ria. Les ofrecimos una contratación y ellos tuvieron 
la deferencia de no cobrar ya que se consideraban 
retribuidos por la primera actuación. 


El Ministerio de Economía y Finanzas formó un 
equipo propio que colaboró con el trabajo de estos 
catedráticos. Básicamente, fueron ellos los que le die- 
ron el vuelo al tema porque tenían hecha la base y, 
además, porque son los que saben más de la materia. 
Es de hacer notar que ese equipo estuvo integrado 
por quien habla en el área jurídica y también por dos 
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economistas. Este tema está muy relacionado con el 
diseño institucional y la situación de los economistas 
en lo que tiene que ver con la quiebra en las empre- 
sas y lo que representan en el modelo de estructura 
de una economía de país. 


De manera que estamos hablando de una ley que 
no tiene nada que ver con disposiciones penales. 
Simplemente, en un capítulo final se crean figuras - 
que el Derecho ya reconocía- relacionadas con delitos 
en el área o en el proceso de quiebra de una empresa. 
Es bastante común que un empresario, que sabe que 
entra en bancarrota, eluda acreedores o sustraiga ac- 
tivos de la institución; a veces actúa de buena o mala 
fe; ese es un aspecto a regular en la materia. 


Esta ley derogaba muchísimas disposiciones ante- 
riores contenidas en el Código de Comercio y en leyes 
dispersas, sistematizaba todo lo relacionado con las 
quiebras y hacía algunas referencias muy puntuales 
a artículos de la legislación penal -eran dos o tres co- 
sas- . Lo cierto es que, en el proyecto en que se traba- 
jó, omitimos derogar lo que tenía que ver con la Ley 
N* 2.230 y lo enviamos sin eso. Luego, entre otras 
cosas, vino una observación por parte de la Presiden- 
cia de la República; la ley fue motivo de un examen 
muy generalizado. 


Debo decir que en lo que tiene que ver con esta ley, 
hicimos un proceso de consulta pública muy grande. 
De acuerdo con la experiencia anterior, el problema 
no se debía a que la ley no hubiera sido votada por un 
Partido u otro o a que fuera de izquierda o de dere- 
cha; se debía a que faltaba información, intercambio, 
colaboración por parte de los actores y que se viera 
que era el mejor sistema. Es por eso que hicimos di- 
versos seminarios, la ley estuvo en consulta pública 
y dimos participación a todos los actores sociales y 
económicos relacionados con el tema. Cabe destacar 
que en ningún momento de ese proceso esto apareció 
como una necesidad. 


Después de llegar al diseño final, algunas partes 
muy pequeñas de la ley fueron objeto de lo que podría 
llamarse una negociación. Nosotros teníamos la idea 
de que la empresa debía tener un mecanismo de ven- 
ta en funcionamiento en el proceso de quiebra y no 
liquidarla en partes para, de ese modo, conservar la 
estructura empresarial, la fuente de trabajo y lo que 
fuera salvable como capital productivo. En ese dise- 
ño, teníamos que ver qué pasaba con los acreedores 
laborales y con los acreedores concretos privilegiados. 
Entonces, hubo instancias tanto con los bancos como 
con el propio PIT-CNT, en las que buscamos lograr 
un equilibrio para hacer jugar a todos los actores y 
llegar a una solución, que finalmente fue de consen- 
so. Nadie se opuso y, en ese sentido, colaboró mucho 
la Liga de Defensa Comercial por estar muy relacio- 
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nada con el tema. Insisto en que esas disposiciones 
penales no eran derogadas por esta ley. 


La Presidencia de la República elaboró un infor- 
me en el que hace observaciones puntuales sobre 
distintas disposiciones e incorpora todo un capítulo 
relacionado con la legislación penal, los artículos pro- 
piamente dichos y los que eran objeto de derogación. 
Desde el punto de vista de la técnica legislativa y de 
lo que entendíamos era adecuado a la uniformización 
de las nuevas disposiciones que iban a regir, enten- 
dimos que la observación resultaba perfectamente 
válida, es decir, que estaba bien derogar los artículos 
de la Ley N* 2.230 y dejar vigentes los que pasaban a 
regular en esta ley -que era un minicódigo de concur- 
sos- las mismas situaciones. 


“Con el diario del lunes”, como decimos a veces 
en el deporte, advierto claramente -porque, además, 
soy abogado- que si hoy se regula una figura penal 
que rige a partir de entonces y tiene una redacción 
distinta y un tipo diferente de otra que estoy dero- 
gando, solo será enjuiciado y encausado por la nueva 
ley quien cometa el delito desde el momento de su 
entrada en vigencia. Si se está derogando la otra y 
hay diferencias, quien hubiera sido enjuiciado y en- 
causado por esa norma, se favorecerá con la ley penal 
más benigna; es de los pocos casos en que el Dere- 
cho admite retroactividad en la vigencia de la ley. En 
absolutamente ningún momento alguno de nosotros 
tuvo presente el caso de los Peirano. En mi caso, des- 
conocía por completo que habían sido procesados por 
lo establecido en esos artículos. 


Nos llega, entonces, esa sugerencia y comenzamos 
a trabajar en una adecuación de la ley, no solo por esa 
razón, sino también por otras. Incluso, entendimos 
que algunas de las observaciones no eran correctas 
o que tenían una explicación, pues quien la hacía, 
manifestaba: “Mirá, acá te falta esto o lo otro”. No 
era un tema que habíamos omitido; en este caso sí, 
pero en otros defendimos que estaba bien y que esa 
observación no era de recibo. 


En determinado momento de la adecuación de la 
ley y cuando ya estaba en el proceso de remisión a la 
firma de los Ministros y su posterior envío al Parla- 
mento para su consideración y aprobación, me llamó 
el economista Bergara -que había liderado política- 
mente el tema en el Ministerio e, incluso, había escri- 
to un libro junto con el economista Zipitría, que fue 
uno de los que trabajaron en el equipo conmigo- y me 
dijo: “Mirá, me llamó Danilo y me dijo que Gonzalo 
Fernández le advierte que si hacemos esa derogación 
podrían estar liberando a los Peirano”. La verdad es 
que tuve que interiorizarme del tema; lo hicimos jun- 
to con el economista Bergara, que nos ayudó brin- 
dando apoyo logístico y nos facilitó el acceso a la do- 
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cumentación. Efectivamente, vimos que era como él 
nos decía, lo que nos terminó desalentando. No se 
debería legislar con nombre y apellido, pero compren- 
dimos que si se aprobaba esa ley y se producía esa 
consecuencia, se presentaría un problema muy grave. 
Hasta ese momento éramos varios los que estábamos 
en el tema y nadie lo había advertido; ocurre intem- 
pestivamente y, en definitiva, la ley se aprueba sin 
esas disposiciones. 


Dado que la ley estaba creando algunos cargos 
en el Poder Judicial e implicaba gastos, requería la 
iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Esta y otras 
razones determinaron que la vigencia de la ley no 
fuera inmediata y, por tanto, se estableció un plazo 
que, si mal no recuerdo, era de ciento ochenta días 
a partir de su aprobación. Antes de eso, yo ya estaba 
en un proceso de salida del Ministerio -porque había 
ingresado con un Ministro y, en ese momento, había 
otro- y sobrevino el problema del CASMU. La legis- 
lación anterior en materia de quiebras dejaba fuera, 
en las quiebras comerciales, a instituciones que eran 
sociedades civiles, como las mutualistas; estas irían 
por el concurso civil anterior, que tenía disposiciones 
en el Código General del Proceso y se rigen por un 
sistema distinto. En el proyecto de ley que entraría en 
vigencia en esos ciento ochenta días se sistematizaba 
a todas las empresas en el mismo minicódigo, y en- 
tendimos que era la mejor salida para el tema. 


Pero las casualidades y el reducido tamaño de este 
país hicieron que el profesional que lideró el equipo 
externo de este proyecto fuera el asesor del CASMU 
en el momento en que sucedió su eventual quiebra y 
la búsqueda de una salida financiera. Por consiguien- 
te, él concurrió al Ministerio a conversar para tratar 
de encontrar una solución -que, finalmente fue en- 
caminada por el Parlamento, aunque también parti- 
cipó el Ministerio de Salud Pública; inclusive, quien 
habla llegó a estar presente en algunas reuniones con 
el doctor Fernández Galeano y el economista Oles- 
ker- y en esa oportunidad se advirtió que quizás fuera 
conveniente adelantar la vigencia de la ley para que 
el CASMU pudiera quedar incluido. Finalmente, el 
CASMU también puso en juego su estrategia de in- 
gresarlo antes de que entrara en vigencia la ley. Aun- 
que desconozco la situación en detalle, sé que este 
centro de asistencia logró una buena salida. 


Francamente, para mí fue una gran sorpresa el 
hecho de haberse agregado un artículo 2%; en ningún 
momento me enteré de que se había incorporado la 
derogación que en su momento había sido sugerida, 
lo que ni siquiera llegó a estar en el texto de la ley. 


En líneas generales, esa fue nuestra intervención 
en el tema. Naturalmente, quedo a las órdenes para 
cualquier precisión que a los señores Senadores les 
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parezca atinado formular. 


SEÑOR AMORÍN.- El doctor Gomensoro ha sido 
muy claro y el proceso que tuvo lugar ha quedado más 
que evidentemente expuesto. 


Me gustaría saber si al doctor le llamó la aten- 
ción cuando el Parlamento aprobó el artículo 2% de 
esta ley, lo que se hizo, básicamente, pensando en el 
CASMU. ¿Tenía idea de que se iba a votar esta dispo- 
sición? ¿Pensó que podía tener alguna consecuencia, 
en virtud de aquel llamado telefónico de Bergara, que 
le dijo lo que había señalado Astori, quien, a su vez, le 
comentó lo que le había manifestado el doctor Gon- 
zalo Fernández? ¿Recordó aquel llamado telefónico y 
se preguntó si eso no tendría alguna consecuencia? 


SEÑOR GOMENSORO.- Voy a explicar por qué 
no fue así. Jamás vi el texto de esta ley ni participé 
de su elaboración. Soy funcionario del Banco de la 
República y en ese momento me encontraba en comi- 
sión en el Ministerio. Cuando el señor Ministro cesó 
en su cargo quise retornar a mi trabajo original, pero 
hubo una transición en algunos temas. En un deter- 
minado momento el Director General de Secretaría 
me llamó a su despacho, donde se estaba realizando 
una reunión, para ver si se podía encontrar una sa- 
lida a la situación por la que estaba atravesando el 
CASMU. Lo que puedo decir es que la redacción no 
vino al Ministerio, ni fue este el que la proyectó. No 
participamos en absoluto de ella; ni siquiera intervi- 
nimos en el texto del artículo 1“. 


Entonces, creo que si hubiera tenido conocimien- 
to, por haber tratado el tema específicamente sí me 
habría llamado la atención. Pero es evidente que ya 
en ese momento había ocurrido la liberación porque 
el proceso fue largo; primero tuvo que ingresar el pro- 
yecto de ley al Parlamento para luego ser tratado, e 
incluso en varias ocasiones concurrí a las Comisio- 
nes a presentarlo, o sea que trabajamos mucho en el 
tema. 


(Intervención del señor Senador Gallinal fuera de 
micrófono.) 


En cuanto a la otra, no intervine, a excepción 
de ese hecho puntual de tratar de buscar una sali- 
da para que el CASMU quedara comprendido en las 
nuevas disposiciones en materia concursal. Nunca 
se dijo que se iba a hacer ese agregado y, mientras 
quien habla estuvo en el tema, el texto no pasó por 
el Ministerio por ninguna causa, ni por un artículo ni 
por el otro; tampoco creo que lo haya hecho en algún 
otro momento, debido a la forma en que se diseñó el 
procedimiento. 


SEÑOR AMORÍN.- El doctor -que sigue siendo 
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muy claro en sus explicaciones- dice que el proceso 
fue muy largo y que durante el tratamiento de la ley 
original estuvo pendiente del tema. Cuando se aprue- 
ba la ley, ¿ya habían sido liberados los hermanos Pei- 
rano? 


SEÑOR GOMENSORO.- Tengo entendido que sí. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿A nadie del Ministerio que 
estuviera en el tema se le ocurrió avanzar en la ...? 


SEÑOR GOMENSORO.- Perdón, ¿de qué ley está 
hablando el señor Senador? 


SEÑOR AMORÍN.- De la primera, la original. 


Sabiendo que los hermanos Peirano habían sido 
liberados, ¿a nadie se le ocurrió avanzar en la deroga- 
ción de los artículos 76 y 77? 


SEÑOR GOMENSORO.- No. 


SEÑOR MOREIRA.- La exposición ha sido lo su- 
ficientemente clara. 


Entiendo que cuando llegó a Presidencia el infor- 
me jurídico aconsejando la derogación, el equipo de 
trabajo del Ministerio y los consultores externos no lo 
discutieron, sino que lo tomaron e incorporaron. 


SEÑOR GOMENSORO.- No, señor Senador; dis- 
cutimos sobre él y adecuamos algunos artículos, pero 
no demoró en llegar la señal: recibimos el expediente 
con un informe escrito aconsejando la derogación. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo tenemos en nuestro po- 
der. 


SEÑOR GOMENSORO.- Lo cierto es que anali- 
zamos dicho informe, para ver qué puntos eran de 
recibo. Conversamos con el equipo asesor externo, 
nos sentamos a estudiar qué era necesario modificar 
y cuáles aspectos requerían mantenimiento o ajustes, 
en función de las observaciones -algunas de naturale- 
za formal y, otras, de fondo- provenientes de la Secre- 
taría de la Presidencia. Pero insisto en que el llamado 
llegó cuando aún no se había formalizado un proyecto 
de ley con la inclusión de la derogación. 


Cabe destacar que no tuve contacto directo con el 
doctor Fernández, ni siquiera con el contador Astori, 
más allá del hecho de que trabajábamos juntos. Fue el 
contador Bergara quien me mencionó la llamada del 
doctor Fernández al contador Astori y, a raíz de eso, 
tuvimos especial cuidado y analizamos el tema. 


En resumen, fue en medio de la realización de 
los ajustes mencionados que desistimos de enviar el 
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proyecto de ley con la derogación. 


SEÑOR MOREIRA.- En forma previa, es decir, 
en el proceso de elaboración del primer proyecto de 
ley que enviaron a la Secretaría, óno se debatió sobre 
la eventual derogación de algunas figuras penales, 
teniendo en cuenta que en la misma ley se estaban 
creando algunas prácticamente idénticas? 


SEÑOR GOMENSORO.- En algunos casos sí, se- 
ñor Senador, pues el Código Penal posee -si no recuer- 
do mal- dos artículos que regulan figuras vinculadas 
al tema que nos ocupa: entonces, las analizamos e, 
incluso, hay un Capítulo que incluye algunas deroga- 
ciones. Pero lo cierto es que, en líneas generales, no 
lo hicimos. 


Sin duda, se trata de una cuestión valedera para 
otros casos, ya que cuando se deroga una ley de na- 
turaleza penal, se debe analizar muy bien qué sucede 
con las causas que están en proceso, a fin de que el 
nuevo diseño de la norma no cree, de alguna manera, 
una figura nueva y que solo encuadre en una situa- 
ción posterior a esa ley. 


En realidad, podemos atribuir esa virtud al equipo 
externo del Ministerio, que trabajó y recortó en for- 
ma adecuada los artículos que se derogaban de esa 
ley. En cuanto a esto, la labor fue impecable. Pero 
luego, cuando analizamos el tema, entendimos que 
era correcto derogarlos. Es evidente que inicialmente 
nos faltó esa visión -que luego sí tuvimos- en cuanto 
que esto involucraba ciertos casos. En esta oportu- 
nidad se trató de un hecho de pública notoriedad y 
quizás por eso pudieron observarse claramente las 
consecuencias pero, si se hubiese tratado de un caso 
de bajo perfil, no habría ocurrido lo mismo y tampo- 
co habría sido correcto dejar sin sustento una causa 
cuando, en realidad, lo tiene. Otra cosa es que, por 
razones filosóficas, se entienda que determinada con- 
ducta no debiera ser delito y entonces el Parlamento 
derogue el artículo en cuestión. De hecho, si se hace 
un análisis humano y político, se advierte que se han 
derogado ciertos delitos puesto que la sociedad evo- 
luciona y se juzgan de otra manera conductas que 
un momento se entendieron penalizables. De todas 
maneras, este no era el caso; aquí se procuraba crear 
una figura técnicamente más correcta y ajustada a la 
buena práctica legislativa y al nuevo Código en esta 
materia. 


SEÑOR MOREIRA.- De cualquier modo, el hecho 
de que la Presidencia lo envíe por segunda vez para 
su consideración legislativa demuestra, en definitiva, 
que la eliminación no obedeció a la advertencia o a 
las consecuencias que ese caso en particular podía 
tener. 
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SEÑOR GOMENSORO.- Con absoluta franqueza 
digo que eso es así. Es claro que esto no debería pasar 
porque si me pongo en el lugar del abogado de los 
Peirano podría decir que el Parlamento y el Ministe- 
rio de Economía y Finanzas están condicionando la 
aprobación de una ley a un caso en particular, con 
la intención de perjudicarme. Concretamente, con 
absoluta franqueza, eso es así. Obviamente, ese fue 
un caso que tenía enormes repercusiones sociales y 
generaba gran alarma pública, elemento que los jue- 
ces en materia penal manejan a la hora de otorgar o 
no una libertad. Entonces, por medio de una ley que 
tenía una finalidad diferente, se estaba concediendo 
la libertad a alguien que entendíamos estaba bien en- 
juiciado. Además, si los elementos no hubieran sido 
suficientes, la decisión debería haber recaído en un 
juez o en un tribunal de apelaciones y no haberse 
dado como consecuencia de una ley que estaba pen- 
sada con otro espíritu. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo cierto es que en los dos 
estudios que se hicieron del proyecto de ley original, 
cuando se contrata al equipo de profesionales por se- 
gunda vez y trabajan en forma honoraria, tampoco in- 
cluyeron la iniciativa o se detuvieron en la necesidad 
de la derogación de los artículos. 


SEÑOR GOMENSORO.- No, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL..- Por lo tanto, ese es un plan- 
teo que se hace después. 


SEÑOR GOMENSORO.- Lo que digo es que, en 
términos generales, no es bueno estar pensando con 
nombre y apellido cuando se habla de una ley. Para 
nuestra jurisprudencia este era un caso notorio por 
la alarma pública que generaba y la cantidad de dam- 
nificados que el delito tenía. A veces, el delito puede 
ser muy grave -como es el caso de un homicidio o 
una rapiña, que también son muy condenables- pero 
es extraño encontrar un delito con tantas víctimas, 
más allá de que hay situaciones en las que se da. Este 
es un caso de delito económico con gran cantidad de 
víctimas, por lo que no parecía lógico elaborar una ley 
que permitiera hacer por una vía oblicua lo que debe- 
rían haber hecho un Juez, el Tribunal de Apelaciones 
o hasta la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presen- 
cia del doctor Gomensoro. 


(Se retira de Sala el doctor Javier Gomensoro.) 
(Ingresa a Sala el doctor Gonzalo Fernández.) 
La Comisión Investigadora agradece nuevamente 


la presencia del doctor Gonzalo Fernández en este 
ámbito para continuar abordando el tema relacionado 
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con la Ley N* 18.411. 
SEÑOR FERNÁNDEZ.- Muchas gracias. 


Cuando recibí la citación para esta nueva convo- 
catoria, se me adjuntó también la versión taquigráfica 
de la última Sesión en la que se vertieron manifesta- 
ciones que me obligan a efectuar algunas puntuali- 
zaciones. 


El motivo de mi anterior comparecencia en este 
ámbito fue, francamente, el de aportarle insumos y 
argumentos a la Comisión y, a través de ella, a la Cá- 
mara de Senadores, para demostrarles que la sanción 
de la Ley N* 18.411 era algo jurídicamente correcto y 
que correspondía. No obstante ello, me di cuenta de 
que lo que más le interesa a la Comisión no es eso, 
sino los temas que se plantearon en la última Sesión. 


En primer lugar, quiero decir que por no recordar 
una oración de un dictamen hecho hace cuatro años 
no mentí descaradamente -como se ha dicho- en el 
seno de esta Comisión. 


En segundo término, contraviniendo lo dicho, 
tampoco pedí a un cúmulo de Senadores que renun- 
ciaran en cadena para poder asumir ese día la Banca; 
los que renunciaron, lo hacen siempre y el único que 
no renunció fui yo. Además, me pareció que, excep- 
cionalmente y por única vez, correspondía asumirla. 


En tercer lugar, no creo que el país me deba -tal 
como se ha manifestado- reconocimiento alguno por 
haber señalado el problema del artículo 76 con el 
famoso proceso. Esta era una ley que, por su den- 
sidad y número de artículos, era prácticamente un 
Código y no iba a ser aprobada de un día para el 
otro; de hecho, demoró más de dos años en obtener 
la sanción. Por lo tanto, la corrección se pudo haber 
hecho en Cámara. Lo único que evité, a través de la 
advertencia formulada al contador Astori, fue que el 
Poder Ejecutivo, al enviar el proyecto de ley, diera 
un mal mensaje como que se pretendía derogar la 
ley. Pero vuelvo a decir que a mí el país no me debe 
absolutamente nada, ni siento haber descubierto la 
pólvora con esa advertencia. 


La última precisión previa que quiero hacer es 
que cuando vine en la anterior ocasión no leí toda la 
documentación que el señor Senador Moreira pensa- 
ba que podía haber leído. Francamente, no he visto el 
expediente administrativo y no tengo copia de ningu- 
no de los informes o dictámenes que hice durante mi 
permanencia en la Secretaría de la Presidencia, que 
son miles. Hay un sistema, llamado GEX, que mide 
la cantidad de informes que se emiten y, repito, son 
miles; por esa razón no pude recordar el informe que, 
en una oración, contiene lo que los señores Senado- 
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res conocen. 


Voy a explicar claramente la secuencia cronológi- 
ca de estos hechos, haciendo previamente una pre- 
cisión. El propio Vicepresidente de la República, el 
señor Senador Astori, tampoco tuvo presente en su 
momento dicho informe y en la Sesión del Senado 
donde se votó la constitución de esta Comisión Inves- 
tigadora, el 1? de setiembre, al pedir la palabra sobre 
el final, dijo textualmente: “En su concepción origi- 
nal el proyecto de ley concursal que se elaboró en el 
Ministerio de Economía y Finanzas incluía la deroga- 
ción del artículo 76 de la Ley N* 2.230. Fue el doctor 
Gonzalo Fernández quien advirtió las consecuencias 
que podía tener esa derogación en aquellas circuns- 
tancias, es decir, cuando se elaboró el proyecto de ley 
que sería enviado al Parlamento. Por esa razón el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, a cuyo frente estaba 
quien habla, eliminó la derogación de ese artículo 76. 
Reitero, entonces, que se hizo a instancias y por fun- 
damentos del doctor Gonzalo Fernández”. 


Esto dijo el señor Senador Astori en la página 41 
del Diario de Sesiones, y nadie le acusó de mentirle 
descaradamente al Senado. Obviamente, esa no fue 
su intención; simplemente él no tuvo presente esta 
situación. 


De todos modos, quiero puntualizar la secuencia 
cronológica que, de algún modo, los señores Sena- 
dores han reconstruido, porque surge de la versión 
taquigráfica de la Sesión anterior. 


A la Presidencia de la República se envió un pro- 
yecto de ley de concursos. De manera que vuelvo a 
decir que mi único contacto con ese proyecto de ley 
fue en el seno de la Secretaría de la Presidencia. Yo 
no participé de modo alguno en el trabajo del grupo 
de juristas que elaboraron el proyecto de ley en el 
ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas y tam- 
poco intervine en el debate parlamentario; mi único 
contacto con este asunto fue en la Secretaría de la 
Presidencia. Cuando se recibió el proyecto de ley, se 
envió a la Asesoría Jurídica -como ocurría con todas 
las iniciativas- y luego, probablemente, esa oficina me 
haya pedido o sugerido -lo hicieron varias veces- que 
las disposiciones penales las analizara yo. Debo decir 
que esto me enfrentaba a una ley que no conocía, 
que es un verdadero código, y que tenía dos disposi- 
ciones penales. Si se observan las características de 
esta norma, queda claro que en el proyecto inicial no 
había ninguna referencia a la quiebra, como la hay 
hoy en el artículo 247. En el proyecto inicial se dero- 
gaban los artículos de quiebra fraudulenta y quiebra 
culpable de los artículos 253 y 254 del Código Penal. 
Entonces, si ustedes leen con atención el numeral 
siete del dictamen del 19 de julio de 2006 -que no 
tuve presente, porque no puedo recordar una oración 
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de un dictamen hecho cuatro años antes- allí se esta- 
blece claramente la solución y en forma condicional. 
Aquí se expresa, sobre las derogaciones enunciadas: 
si bajo el supuesto del concurso quedan comprendi- 
dos tanto los exitosos como los fallidos devenidos en 
quiebra... y luego continúa. Por otro lado, si se deroga 
el delito de quiebra, como así lo hacía originalmente 
el proyecto, también deberían derogarse los artícu- 
los 76 y 77. ¿Por qué? Porque en mi cabeza, como 
seguramente habrá ocurrido en las cabezas de todos 
los señores Senadores abogados, el día que tomaron 
contacto con la ley, tenía dos institutos: el concordato 
y la quiebra; eso es lo que siempre aprendimos en 
la Facultad. En esta ley la quiebra no aparecía y los 
delitos se derogaban. Por eso es que esto, planteado 
en condicional, en el fondo hasta encierra una duda: 
si se deroga tal cosa y si tal otra, entonces tal otra. 
Ese fue el sentido de este numeral siete del proyecto. 
Por lo demás, si ustedes leyeron el informe, habrán 
advertido que es eminentemente técnico y lo que 
procura es mejorar la redacción del tipo penal. Así 
fue devuelto al Ministerio de Economía y Finanzas 
junto con alguna otra observación que había hecho 
la Asesoría Jurídica. Después -no sé exactamente en 
qué instancia- en algún momento me vino a la cabeza 
que esa derogación podía rozar la afamada causa pe- 
nal donde había una imputación, por aquel entonces, 
por ese delito. Por ende, lo que hice es lo que relaté, 
como así también el contador Astori; es decir que lo 
llamé por teléfono para advertirle de ese riesgo, en el 
sentido de que daba una mala imagen y, a su vez, se 
volvió a suprimir la derogación de los artículos 76 y 
77. Esa es la verdad más simple y clara de todo este 
proceso. 


Debo decirles que, así y todo, la ley hoy tampoco 
es correcta porque, si analizo el proyecto de ley, ob- 
servo que hace una referencia a la quiebra pero no 
deroga los delitos del Código Penal sobre la quiebra 
-los artículos 253 y 254- sino que lo hace con todas 
las disposiciones del Código de Comercio relativas a 
este tema. El tipo penal de la quiebra no estaba es- 
tablecido en el Código Penal, sino en el Código de 
Comercio. De manera que me parece que no es una 
disposición aplicable. Esta es la secuencia cronológi- 
ca en torno al primer tema. 


Está claro que el único contacto que tuve fue en 
la Secretaría de la Presidencia; está claro que ape- 
nas lo advertí llamé al contador Astori; y está claro 
que el proyecto final vino al Poder Legislativo sin la 
derogación de los artículos y así se votó. De mane- 
ra que no advierto que haya un apartamiento de la 
verdad como se ha planteado. Me remito a la propia 
confusión del Vicepresidente de la República, que 
tampoco tenía presente esa ida y vuelta del proyecto. 
Por último, voy a referirme al segundo caso que plan- 
teó dudas en el seno de esta Comisión, que culminó 
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con una sentencia dictada el 24 de octubre de 2007, 
que es una sentencia de casación; es decir que se 
trata de una sentencia final dictada un año antes de 
la aprobación de la Ley N* 18.411. Los señores Se- 
nadores se han planteado que, quizás, esa ley podría 
aplicarse en este caso, y yo digo que no fue aplicada 
y que hay una sentencia final del año 2010 que de- 
clara, en primer lugar, que está extinguida la pena 
por cumplimiento de la libertad condicional -que es 
una forma de extinción de la pena- y, en segundo tér- 
mino, que no puede aplicarse automáticamente la 
Ley N* 18.411 a una causa que tiene cosa juzgada; 
es necesario promover un recurso extraordinario de 
revisión de la cosa juzgada, tal y como lo prescribe a 
texto expreso el numeral 4%, artículo 283, del Códi- 
go del Proceso Penal, que prevé específicamente el 
recurso de revisión para la aplicación retroactiva de 
leyes más benignas. En tercer término, y por último, 
no se promovió ningún recurso porque era imposi- 
ble promoverlo. ¿Por qué? Sencillamente porque, a 
mi juicio, se sigue confundiendo la idea de que de- 
rogar una norma es suprimir un delito, cuando no es 
lo mismo. Los delitos primitivamente establecidos en 
la Ley N* 2.230 están todos recogidos, condensados, 
mejorados y hasta ampliados, porque se abarca a los 
socios y no solo a los Directores y representantes de 
anónimas -al abarcar cualquier sociedad y no solo las 
anónimas- estando todos contemplados en el artículo 
248 de la Ley de concursos. Por lo tanto, aquello era 
delito y sigue siéndolo y no habría prosperado jamás 
un recurso de revisión. 


Esto es todo cuanto tengo para decirles en el día 
de hoy y, salvo que hubiera alguna pregunta o inquie- 
tud suplementaria de parte de los señores Senadores, 
pediría al señor Presidente autorización para retirar- 
me, porque está todo claro. 


SEÑOR PASQUET.- Deseo preguntarle al doctor 
Fernández por qué en su anterior comparecencia a la 
Comisión, que consta en la versión taquigráfica que 
figura en la página 21 del Distribuido N* 387 de este 
año, nos dijo: “los artículos 42, 43, 44 y 77 de la Ley 
N* 2.230 nunca se han aplicado; en los anales judi- 
ciales no puede encontrarse un solo caso que así lo 
registre”. Nos dijo esto y, sin embargo, luego supimos 
que él había sido defensor en una causa en la cual el 
delito imputado era, precisamente, el previsto en el 
artículo 43 de la Ley N* 2.230. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Daré una explicación al 
señor Senador, con mucho gusto. 


Esta causa, como saben los señores Senadores, 
tuvo varios vaivenes. La sentencia de primera ins- 
tancia, fue absolutoria; la sentencia de segunda ins- 
tancia, imputó dos delitos: el delito del artículo 43 
y la insolvencia societaria fraudulenta. La sentencia 
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de tercera instancia, en casación, quitó la insolvencia 
societaria fraudulenta y mantuvo el artículo 43 con 
la discordia de un Ministro que entendía que había 
que revocar también el artículo 43. Esto terminó en 
el año 2007. 


Evidentemente, me trabuqué porque creía que lo 
que le había quedado a la imputada era la insolvencia 
societaria fraudulenta y no el artículo 43. Debe ser el 
único caso, al menos de los que yo conozco, en el que 
se haya aplicado esta disposición. Es más; revisé toda 
La Justicia Uruguaya y la Revista de Derecho Penal 
para ver si encontraba precedentes frescos, y no los 
hay. Seguramente cuando los señores Senadores ob- 
tengan -si es que está registrada así; no lo sé- la infor- 
mación de la Suprema Corte de Justicia, van a poder 
corroborar que no existen, fuera de la causa famosa, 
casos de aplicación de la Ley N* 2.230. 


SEÑOR MOREIRA.- Lo hemos llamado porque 
nos han surgido dudas y nuestra intención es clarifi- 
car lo que advertimos como una contradicción. 


El contador Astori, cuando asistió a la Comisión 
fue muy preciso cronológicamente -por lo menos 
aquí- al referirse a las etapas del proceso y hoy tam- 
bién estuvimos escuchando al doctor Gomensoro y a 
la doctora Segovia hablar sobre el tema. 


Ante su declaración, del primer y único contacto 
nos surge la duda. 


Además, hay una referencia al año 2006: “cuando 
me desempeñaba como Secretario de la Presidencia 
me fue remitido” y “una lectura del texto del proyecto 
de ley me permitió advertir que derogaba el artículo 
76 de la Ley N* 2.230”. 


En realidad, de acuerdo con lo que se ha manifes- 
tado en Sala, el texto nunca fue con la derogación a 
la Secretaría de la Presidencia. En primera instancia, 
fue sin la derogación; viene su consejo o sugerencia 
y su informe jurídico. Luego -tal como manifestaba 
hace unos instantes el doctor Gomensoro- cuando es- 
taban en el proceso de incorporar -sin que nadie del 
grupo de consultores externos, ni los economistas ni 
el abogado del Ministerio advirtieran que eso pudie- 
ra traer consecuencias sobre la causa de los Peirano 
porque no lo sabían- reciben la llamada del economis- 
ta Bergara -entonces Subsecretario- quien los pone al 
tanto de su advertencia. 


Naturalmente, nos surge una duda al realizar la 
lectura del texto del proyecto. En realidad, el proyec- 
to nunca fue con la derogación a la Secretaría del 
Ministerio; salió con el consejo de derogar, pero vol- 
vió otra vez sin nada, es decir, sin la derogación. Es 
por eso que estamos señalando que nos surgió una 
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duda muy razonable respecto de ese punto al leer la 
versión taquigráfica. En ella hay cosas que tenemos 
que tener en cuenta cuando vamos a hacer un juicio 
sobre determinadas circunstancias. 


Recuerdo un elemento que surgió luego de la cau- 
sa de la señora de Béjar: revisando la conversación 
telefónica con Lorenzo, él dice que le había señalado 
que la ley nunca se había aplicado, salvo el inciso 1" 
del artículo 76. Es por eso que nos surgieron dudas 
fundadas respecto de contradicciones que aparecían 
en las versiones taquigráficas y, como consecuencia, 
estamos pidiendo nuevamente su testimonio. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Acabo de explicarlo. 
Francamente, señor Senador, no entiendo la pregun- 
ta, porque el propio contador Astori tampoco tenía 
esto presente. Les acabo de leer la transcripción. 


SEÑOR MOREIRA.- No le estoy preguntando, 
sino señalando por qué nos han surgido las dudas, y 
por eso lo hemos convocado para venir hoy. Lo que 
tenemos enfrente, a veces no coincide con algunas 
de las cosas que fueron expresadas en las versiones 
taquigráficas, tanto en la cuestión de fueros en el Se- 
nado de la República como en el seno de esta Co- 
misión cuando usted hizo una larga exposición sobre 
este tema. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Mi exposición, señor Se- 
nador, básicamente intentaba demostrar jurídicamen- 
te que la derogación era correcta. Yo no vi, antes de 
venir en la Sesión anterior, el informe del año 2006; 
y no tuve presente el numeral 7), como tampoco lo 
tuvo presente el Presidente del Senado. Si lo hubiera 
tenido presente, no habría tenido ningún problema 
en aclararlo porque, en definitiva, lo real y concreto 
es que yo no participé en la elaboración del proyecto a 
nivel del Ministerio, tampoco en el Parlamento, y que 
mi único contacto fue en la Secretaría de la Presiden- 
cia, y si bien hice esa sugerencia en condicional, por 
lo que les explicaba recién, porque no veía dónde es- 
taba la quiebra, apenas lo advertí yo mismo llamé te- 
lefónicamente para que hicieran lo contrario a lo que 
había escrito. La prueba del nueve es que el proyecto 
ingresó al Parlamento sin la derogación del artículo 
76 y así se aprobó. Esa es la secuencia cronológica. 


SEÑOR GALLINAL.- En la misma línea de lo 
planteado por el señor Senador Moreira, considero 
que tuvimos una feliz decisión al hacer de carácter 
público las versiones taquigráficas de manera tal de 
facilitar -sobre todo a quienes han pasado por la Co- 
misión- la posibilidad de acceder a lo que aquí se ha 
dicho, porque todos tienen derecho a conocerlo antes 
de opinar. 


Me permito señalar -por lo menos personalmente, 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


pero creo que le sucede lo mismo a los demás señores 
Senadores de los distintos partidos que integramos la 
Comisión- que nunca se llegó a una conclusión. Todo 
esto está sometido a condición. No obstante, ante la 
posibilidad de que se negara una segunda compare- 
cencia del doctor Gonzalo Fernández a la Comisión 
-que fue uno de los temas que discutimos en la últi- 
ma oportunidad- señalé que, a mijuicio, era muy im- 
portante su presencia porque existían contradiccio- 
nes que podían terminar obligándome a pensar que 
se nos había mentido deliberadamente. A eso agregué 
que el doctor Fernández ingresó a Sala a su solicitud. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- A solicitud del Partido al 
que pertenezco. 


SEÑOR GALLINAL.- Pero hay una motivación 
que lo trajo a la Sala del Senado; no fue que el ti- 
tular pidiera licencia porque no podía concurrir ese 
día. En su momento lo destaqué, porque me pareció 
bueno -como a todos los que nos vimos sorprendidos- 
que lo hiciera. Ahora bien, también es verdad que lo 
dicho ese día en Sala contrasta notoriamente con lo 
que fue la verdad de los hechos. Está perfecto que 
ahora se pueda explicar, pero insisto en que contras- 
ta, obviamente, porque el doctor Gonzalo Fernández 
dijo que, en todo caso, gracias a su intervención en 
la ley original no se habían derogado los artículos 76 
y 77, pero en realidad no era tal lo que surgía del 
testimonio del contador Astori, pues dijo que fue por 
la intervención del doctor Gonzalo Fernández que se 
incluyó la derogación del artículo 76. Fue por la inter- 
vención del doctor Gonzalo Fernández que se eliminó 
la derogación del artículo 76. En ese sentido es que 
quedan definidas las cosas. ¡Bienvenido sea! 


Se lo quería decir porque no expresé que el doctor 
Gonzalo Fernández hubiera mentido. Dije: “Si este 
contraste es así, entonces deliberadamente no min- 
tió, porque pide para ingresar a Sala para manifestar 
al Cuerpo una cosa y resulta que después el propio 
contador Astori dice que no era así”. ¿Cuál es la im- 
presión que a todos nos quedó cuando terminó la Se- 
sión del Senado? Que el proyecto de ley del Ministe- 
rio de Economía y Finanzas sobre el tema concursal 
incluía la derogación del artículo 76, pero que había 
sido eliminada en la propia Secretaría de la Presiden- 
cia. Esa es la conclusión a la que llegamos luego de 
aquella Sesión del Senado y de leer la versión taqui- 
gráfica de ese día. Trabajamos sobre esa base, pero 
todo cambió después. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Eso mismo dijo el propio 
Presidente del Senado, que tampoco tuvo presente 
esta incidencia. 


El punto 7) es una oración que escribí el 19 de 
julio de 2006. Entonces, hago la pregunta sensata: 
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¿Se me puede reprochar no haberla tenido presente 
cuatro años después, es decir, en 2010? Me parece 
que el comienzo y el final siguen siendo la verdad: 
no participé en la redacción del proyecto de ley ni en 
el debate parlamentario. No tenía por qué hacerlo, 
porque este es un código concursal -no una ley- pues 
contiene solamente dos disposiciones de orden penal. 
Incluso, el dictamen es eminentemente técnico. ¿Por 
qué después no ingresa en el proyecto de ley defini- 
tivo? Por las razones que los señores Senadores han 
constatado: porque advierto telefónicamente que va 
en contra de mi opinión. Es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presen- 
cia del doctor Gonzalo Fernández, a quien ha un sido 
gusto recibir en esta Comisión. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Muchas gracias. 
(Se retira de Sala el doctor Gonzalo Fernández.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que podríamos co- 
menzar a redactar los informes. 


SEÑOR MOREIRA.- Hay actuaciones judiciales 
en curso ante el Juzgado Especializado en Crimen 
Organizado. ¿Ha llegado a la Comisión algún exhorto 
pidiendo algo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, no ha llegado ningún 
pedido. Incluso la prensa nos consultó acerca de ese 
tema porque en algún medio surgió la versión de que 
se nos habría solicitado, por parte del Juez Díaz o de 
la Fiscal, información sobre la actuación de la Comi- 
sión. Quiero aclarar que hasta el día viernes -cuando 
consulté por última vez a la Secretaría- no habíamos 
recibido ninguna nota. Tampoco ha habido consultas 
por vía de la Presidencia del Senado, ni ha llegado a 
la Comisión ninguna solicitud de aportar elementos 
que estén bajo investigación. 


Hasta el momento y por ahora, no existe nada de 
eso. 


SEÑOR GALLINAL.- Tampoco ha habido una res- 
puesta a los pedidos realizados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, nos falta 
la contestación al pedido que hiciéramos a la Supre- 
ma Corte de Justicia en lo que refiere a datos estadís- 
ticos sobre hechos relacionados con este tema. 


Respecto a la solicitud cursada a Presidencia, 
a pesar de que se nos llamó para decirnos que lo 
que iba a informar la doctora Segovia seguramen- 
te iba a coincidir con lo que se pudiera enviar por 
escrito en lo que hace al trámite del proceso de la 
ley en Jurídica, aún no nos ha llegado un informe. 
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De todas maneras, por lo que nos comunicaron de 
Presidencia, su informe también coincidiría con el 
del Ministerio de Economía y Finanzas y además, 
como ya dije, con las declaraciones de la doctora 
Segovia en Comisión. 


En definitiva, ese informe no puede aportar mu- 
chos elementos, ni tampoco el que solicitamos sobre 
datos estadísticos. 


SEÑOR MOREIRA.- En Internet ¿figuran sola- 
mente las versiones taquigráficas o también se inclu- 
ye la documentación aportada? 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la página web se 
incluyen solo las versiones taquigráficas, señor 
Senador. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, cada 
Partido puede abocarse a elaborar su informe y nos 
reuniríamos la semana que viene para ver si existen 
o no coincidencias. El próximo martes ingresa el pro- 
yecto de ley de presupuesto, de modo que podríamos 
trabajar en los informes y ver cuándo podemos elevar 
uno definitivo al Senado, en alguna Sesión extraor- 
dinaria. 


SEÑOR PASQUET.- Estaría faltando el informe 
sobre causas iniciadas por este tema que solicitamos 
a la Suprema Corte de Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso fue lo que dijimos 
hace unos instantes. El informe de Presidencia co- 
incide con lo que manifestó la doctora Segovia, y el 
que falta es el de la Suprema Corte de Justicia sobre 
datos estadísticos de los casos que tengan que ver con 
la Ley N* 2.230. 


La Presidencia sugiere que la semana próxima 
traigamos los borradores de los informes y luego de 
considerarlos acordemos qué día podemos convocar 
a una Sesión extraordinaria; quizás podría ser a fines 
de octubre o los primeros días de noviembre. 


SEÑOR PASQUET.- Lamentablemente, no voy a 
poder acompañarlos porque en ese momento cesa la 
actuación del denunciante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos reuniríamos, enton- 
ces, el próximo martes a las 15 y 30, para ver cómo 
vamos y si falta información. 


No habiendo más asuntos para considerar, se le- 
vanta la Sesión. 


844-C.S. 


(Es la hora 17 y 6 minutos.) 
SESIÓN DEL DÍA 19 DE OCTUBRE DE 2010 
ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Jorge Saravia, Presidente 
de la Comisión. 


Miembros: señores Senadores Carlos Baráibar, 
Francisco Gallinal, Rodolfo Nin Novoa y Mónica 
Xavier. 


Secretaria: María Celia Desalvo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número está 
abierta la Sesión. 


(Es la hora 15 y 59 minutos.) 


- La Bancada de Gobierno ha estado analizando la 
posibilidad de generar una reunión la semana próxi- 
ma, ya que los técnicos están estudiando el tema y no 
se han concluido los informes. Si el Partido Nacio- 
nal y el Partido Colorado no tienen inconvenientes, 
podríamos fijar una reunión, en coordinación con la 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda 
-que ya estará trabajando- para ver el estado de los 
informes de los diversos partidos, luego fijar un día a 
efectos de aprobarlos en mayoría y en minoría y ele- 
varlos al Senado. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente quiero mani- 
festar mi acuerdo, con la sugerencia del señor Presi- 
dente y encomendarle que, en consulta con la Presi- 
dencia de la Comisión de Hacienda y Presupuesto y 
los miembros de esta Comisión Investigadora, fije una 
nueva reunión para la próxima semana. Si en dicha 
reunión pudiéramos agotar el trabajo de la Comisión, 
sería mejor; de lo contrario, decidiremos en esa opor- 
tunidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos se levanta la Sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 1 minuto.) 
SESIÓN DEL DÍA 3 DE NOVIEMBRE DE 2010 
ASISTENCIA 


Preside: señor Senador Jorge Saravia, Presidente 
de la Comisión. 
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Miembros: señores Senadores José Amorín, Mil- 
ton Antognazza, Antonio Gallicchio, Francisco Galli- 
nal, Carlos Moreira y Mónica Xavier. 


Secretaria: María Celia Desalvo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número está 


abierta la Sesión. 
(Es la hora 15 y 39 minutos.) 


- Silos señores Senadores están de acuerdo, vamos 
a formular una moción para que el día 4, tal como se 
estableció en el Plenario, concluyan las actuaciones 
de esta Comisión Investigadora, de tal manera de dis- 
poner de 10 días para alcanzar los informes a la Pre- 


sidencia del Senado. 


En síntesis, formulo moción en el sentido de con- 
cluir el trabajo y, al mismo tiempo, agradezco a los 
señores Senadores que han participado en el trabajo 
de esta Comisión el clima de concordia que se ha lo- 
grado. 


Oportunamente y tal como corresponde, mientras 
se discute el Presupuesto, se deberá convocar a una 
Sesión Extraordinaria del Senado para tratar este 


tema. 


SEÑOR MOREIRA.- Desde la oposición, quie- 
ro señalar el buen clima que ha imperado en todas 
las Sesiones de la Comisión y la buena disposición 
de los integrantes del Partido de Gobierno, quienes 
hicieron lugar a todos los petitorios realizados en 
cuanto a la recepción de testimonios, pruebas y do- 
cumentos. 


Cabe destacar que se ha culminado el trabajo en 
el plazo dispuesto, y como es natural los informes re- 
flejarán los distintos matices. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 


palabra, se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
- 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
No habiendo más asuntos se levanta la Sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 41 minutos.)” 
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Montevideo, 14 de setiembre de 2010 


Se. Presidente de la Comisión Investigadora 
Senador Jorge Sarinta.- 


Presente 


De nuestra coralderación: 


Par la presente elevamos a la consideración de la Comisión el Pliego Interrogatorio a 
rernitirse al Sr. Ex Presidente de la República Dr. Tabaré Wizquer, referido al objeto de trabajo 
de la Comición investigadora. 


En efecto, al momento de la promulgación de la ley 18411 de 14 de noviembre de 2008, 
que modifica la ley 18.387 de 23 de octubre de 2008; el Dr. Tabaré Virque: ejercia la 
títularidad del Poder Ejecutivo; diponia de la facultad establecida en el artículo 137 de la 
Constitución de la República para proceder a oponer objeciones y obseraciones - vetar + dos 
proyectos de ley aprobados por el parlamento, derolviéndolos a la Asamblea General. 


El Dr. Gonzalo Fernández en el ejercido del cargo de Senador de la República al que accedió 
én carácter de suplente en la sesión del 17 de agosto del ¿010, manifestó: 


“Mi primer y único contacto con el proyecio = 46 refleré al que culmina con la aprobación 
de la ley 18.387 - ya redactado, fue en el año 2006, cuando me desempeñaba como Secretario 
de la Presidencia de la República y me fue remitido precisamente por el actual Presidente del 
Senado - Ástorl -artonoss Minisiro de Econcenía y Finarcas para su envío al parlamento, Una 
lectura del texto del proyecto de ley me permitió advertir que derogaba el artículo 76 de la ley 
Ho. 2.230, delito por el cual en aquella época, es decir en el año 2006, estaban imputados y en 
prisión preventiva, los hermanos Peirano. Por ende, mi reacción bnediata fue advertir les 
consecuencias: que podria traer la derogación del articalo 76 y de inmediato fue corregido en 
el Mtinistorio de Economia y Finanzas, por la que el mensaje que culminó en la aprobación de 
la ley deroga hasta el artículo 75 inclushe de aquela ley Na. 2.330 y mantiene en ple el 
articulo 76." 


Es en función de dichas declaraciones resfhadas por quien hos Secretario de la Presidencia 
de la República, Ministro de Relaciones Exteriores y Ministro de Defensa Nadoral durante 5u 
mandato, que se le solicita al Dr. Tabaré Vdrquez la respuesta 0 las siguientes preguntas: 
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1-5 nata las expresiones del Dr. Gorialo Fernández en el sentido que yl momento de 
enviarse la inidativa del Poder Ejecutivo que culeinara cor la aprobación de la ley 18,387, la 
Presidencia de la República eliminó la derogación del artículo 76 de la ley 2.230 que figuraba 
en el primer texto elaborado por el Ministerio de Econorrda y Finaraas. 


¿+ 3 la supresión de dicha derogación obedeció, como tambóén lo señala el ex Secretario de 
la Presidencia, a que por "ese delito estaban imputados y en prisión preventiva los hermanos 
Peirano”. 


2.- Porque rasón el Poder Ejecutivo del que era itulár el Dr. Vilequez, que impedió que la ley 
108.387 de 23 de octubre de 2008, derogara ol artículo 76 de la ley No, 2.130, después no hito 
uso de la facultad que le otorga el art. 137 de la Constitución de la República respecto al 
articulo segundo de la ley 18,411 de 14 de noviembre de 2008, por el que preciuamente 36 
derogó el artículo 76 de la ley 2230, 


Sin otro particular, saludan al Sr. Presidente de la Comisión, 


Senador Carlos Moreira 
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Montevideo, 23 de septiembre de 2010 
51, Presidente de la Comisión inwestigadorsa 
Senador Jorge Saravia 


Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, elevo a Ud, las respuestas al Pliego Interrogatorio 
gue me erviara la Comisión que Ud. prozide.- 


Pregunta N* 1: 5 
Pregunta N" 2:55 
Pregunta N* 3: Porque no existian méritas.- 


Sn más, saluda a Vd. atentamente 


pa 
Prof. Dr. Tabaré Vánquez 
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RESPUESTAS DEL DR. TABARÉ VÁZQUEZ A LAS 
PREGUNTAS FORMULADAS POR EL SEÑOR 
SENADOR OPE PASQUET 
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Montevideo, 22 de setembre de 2010 


Señor Presidente de la 

Comisión Investigadora 
sobre la actividad de la Cámara de Senadores 
en el tratamiento de la Ley No, 18.411 
Senador Jorge Saravia 

Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente tengo el agrado de dirigirme a Ud, a fin de hacerle llegar las preguntas 
que, de conformidad con lo resuelto por la Comisión Investigadora, solicito que se cursen al Dr. 
Tabaré Wkxquez. 


Dichas preguntas son las siguientes: 


1) Si el Dr. Gonzalo Fernández le comunicó, antes de la promulgación de la Ley No. 
13.411, que €l, o un abogado de su estudio, patrocinaban a uno de los imputados en la 
causa penal seguida a los hermanos Peirano y otros, por los hechos vinculados con el 
Banco de Montevideo, 

2) En caso de haber respondido afirmativamente a la pregunta anterior, diga si existe 
constancia escrita de esa comunicación y si la misma fue puesta en conocimiento de los 
demás integrantes del gabinete ministerial, 


Sin otro particular, saluda al Señor Presidente de la Comisión Investigadora muy 
atertamentde, 
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Montevideo, 27 de septiembre de 2010 


5r, Presidente de la Comisión investigadora 
sobre La actividad de la Cámara de Senadores 
enel tratamiento de la Ley H* 18411 


senador Jorge Saravia 


[De rá mayor consideración: 

Remito 4 Ud. las respuestas a las dos preguntas que me 
hiciera llegar el día 23 de setiembre y que me remitiera por su intermedio el Senador 
pe Parquet: 


1).- 5, Téngase en cuenta la difusión que oportunamente le dieran al tema distintos 
medios de cormnácación Uruguayos. 


2).- Me remito a la respuesta arterior.- 


Sim reda saluda a Ud, atentamente 


>: == E 
Profesor Dr. Tabaré Wirquez | 


1 
? 
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Eisrribasidio MOZO 
DOCUMENTACIÓN REMITIDA POR EL MINISTERIO DE ECOMCORLA Y FINANZAS 


MIMISTERH) 
Señor Presidente de la Comisión 


Investigadora Sobre la Actividad de la 
Cársara de Senadores en el Tratamiento 
de la Ley N" 18,411 
Senador Jorge Saravia 


En cumplimiento a lo solicitado por la Comisión Investigadora que 
usted preside, esta Secretaría de Estado cumple en enviar copia de los 
antecedentes administrativos que fueron habidos en relación a la 
elaboración del proyecto de la Ley N” 18,337, (expediente N” 115/2006).- 

Saluda muy atentamente, 
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: 2006 
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A 
Nota Interna MEF 


2006 


by 


MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 
¡Origen del Asunto: Ácuerdos 


Extracto: 
PROYECTO DE LEY REFERENTE A FENOMENOS ECONOMICOS 


Masia: 88 LEYES Fecha de Ingreso: 20/00/3004 
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CÁMARA DE SENADORES 


ECOROMÍA Y FINANZAS 


DO DO ODO To 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTE. ONES 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y 

MINISTERIO DETDEFENSA NACIO 

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS 
MINISTERIO DEANDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 

MINISTERIO DE GANADERIA, AGRIGPLTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDE IENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 241 AGO 2006 
Señor Presidente de la 
Asamblea General: 
El Poder Ejecutivo tiene al honor de dirigirse a 


ese Cuerpo, adjuntando el proyecip de Loy referente a los 
fenómenos de crisis económica.- 


POSICION DE MOTIVOS 


Los fenómenos de crisis económfica son una consecuencia 
Inevitable y natural de la economía db mercado. Los mercados se 
caracterizan, entre otros slementos, por un natural proceso en el 
cual nuevas empresas antran en ellgs y otras lo abandonan. La 


propia actividad "económica implica qu nacen oportunidades en 
algunos sectores y lentamente desapajecen oporiunidades en otros. 
Además, las enpresas operan gendralmente en eluaciones de 
relativa Incertidumbre respecto a su prno y a la factibilidad da 


mediano plazo de las decisiones econfmicas que toman. Asimismo, 
los resultados económicos y finahcleros no slempre están 
acompasados y sus desajustes pueden traducirse en dificultades 
para que las ampresas cumplan con me lkdad con el pago de sus 
obligaciones. En última instancia, laApropla actividad empresarial 
implica asumir resgos respecto al roafiliado de lá misma. Por todo 


ello, las dificultades económicas y fimáncieras de las empresas no 
pueden discclarso de su actividad y no deban asociarsa a 
comportamientos patológicos, alno pjLeden sor entendidas como 


un resultado natural de la propia -tlvidik d económica.- 


8559-C.S. 
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Las empresas para operar requieren financiamiento que no 
necosadamente debe ser otorgado por enlidades finanderas. 
Muchas veces son los propios provsedoras de las ampresas los que 
dan cródito a la misma, a través del llamado eródito comercial, Este 
crédito nace basándose en determinados códigos Informales de 
conducía empresarial y, an caso de que fallen, €n instrumentos 
formales que protejan los derechos de las pares y encaucen un 
entendimiento, Sin embargo, la forma en la que estos procedimientos 
están diseñados afecta no sólo el resultado de las Instancias 
formales, sino el propio proceso de inversión en el cual los agentes 
buscan garantias qué aseguren su inversión o, directamente, retiran 
o niegan el financiamiento a las empresas.- 


La incertidumbre propia la aciidad empresarial resis por 
tanto, de reglas y normas claras que permitan, en la medida de lo 
posible, una previsibilidad que incentive los procesos genuinos de 
inversión, Parte de esas reglas definen y estructuran la forma en la 
qué, un caño de enfrentar dificultades económicas, las empresas 
disponen de un proceso gue mitigue sus efectos, acelerando la 
salda de aquellas ¡empresas no vables económicamente y 
reestructurando aquellas que sl lo son. Por elo, contar con 
adecuados procedimientos concursales constituye uno de los 
ingredientes de suma Importancia para el eii de una 
economia sólida, eficiente y productiva, - 


! Sin embargo, los procedimientos judiciales no pueden sustituir la 

| posiblidad de que deudor y acreedor negocien una solución de 
viabilidad al emprendimiento. Así en la gran mayoría de los casos, 
las dificultades financieras $0 resuelven con acuerdos entro el 
deudor y alguno de 3u3 acreedores, evitando con ello una Instancia 
Judicial que siempre es costosa para las partes. Esta inslancia se 
vuelva Indispensable cuando el proceso de negociación entre deudor 
y múltiples acreedores adquiere una complejidad importante, o ostá 
en juego la propla continuidad de la unidad productiva.- 


La Ley concursal no pueda impedir las crisis paro sl procurar que 
las mismas tengan el menor costo para la economía, asegurando la 
mejor satisfacción de los acreedores (a travás de la preservación del 
valor dé los activos del daudor y su rápida reasignación) y 
defendiendo a los demás agentes económicos de una posible 
compelencia desltal.- 

Una Lay a deba proponer mecanismos 


oportunos — rápidos oficiontes. El objetivo del presente 
Proyecio — de “Legislación Concursal y Reorganización 
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Empresarial” es — dotar a Ms empresas en dificultades 
financieras de un instrumento be permita la superrivencia 
de las unidades: productivas económitamanto viables, as] como la 
eficiente y equitativa Equidación de lÉ que no lo sean, proteglando 
de esta forma la inversión, el amplko de los trabajadores y las 
relaciones comerciolas sanas y ales. ' 


Para su diseño, se instrumenté «na mecánica de trabajo que 
implicó distintas Instancias de consblta con todos los actores 
involucrados, tanto a travós de dos sde amplla participación, 
así como en reuniones particulares donde se expuso el alcance 
da la legislación prevista. En ese mar A se recibieron comentarios y 
se mantuvieron reuniones con sentantes de diversas 
organizaciones; la Suprema Corte d 
Juzgados de Concursos, los Minista 
Social y de Educación y Cultura, «el 
Banco de la República Oriental del Pruguay, la Dirección Ganaral 
impositiva, las Facultades de Derafho de la Univoreldad de la 
República (Institutos de Derecho domercial y de Derecho del 
Trabajo) y de la Universidad Católich, al PIT CNT, la Cámara de 
Industrias del Uruguay, la Cámara Naglonal de Comercio y Servicios, 
la Liga de Defensa Comercial, la A ación de Bancos Privados, el 
Goleglo de Abogados, el Colegio de Fontadores, Administradores y 
Economistas, la Asociación de Peritos profesionales independientes 
y logisladores.- . 

Estas Instancias de Intercambie teron introducir distintos 
camblos al Proyecto prosentada en segundo tallor concursal, que 
convocara a unos 120 asistentes y que se tradujera en la 
incorporación de modificaciones en un20% del articulado original. 
Debe señalarse que se contó con la Pesinteresada coleboración de 
las. Doctores Ricardo Olivera Garcia, 301 Cralmor y Slogbert Rippe 
enel diseño y redacción dal art 

El diseño de un procedi de bsta naturaleza representa un 
tin importante, en la medida a que se requiere un dellcado 


Justicia, los Uítulares de los 
cs de Trabajo y Seguridad 
Banco de Previsión Social, el 


cuando la empresa enfrenta diflouttades ¡para el pago a sus 
acreedores y, por ello, es impenagbla que las partos atraviesen 
un procedimiento de estas coraciofisiicas sin tener que realizar 
algún sacrificio o conceslón.- ". 

Mención aparie debe roalizarsa pacto de la situación de los 
trabajadoras «n shuaciones de ¡diHcullades financieras de las 
empresas. El Proyecto prevé una será de elementos qué Intenta, an 
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la medida de lo posible, mitigar los efectos que la problemática 
concursal implica sobre los puestos de trabajo. En ese sentido, se 
han Implementado instrumentos que buscan proteger al irabajador, 
entre los que se incluyo la posiblidad de realizar un pago anticipado 
de los deudas laborales, la posiblidad de que se constituya una 
cooperativa de trabajadores que sea depositaria de los bienes y la 
participación de los trabajadores en la licitación de la empresa en 
funcionamiento para su eventual gpestián. Todos estos elementos 
están también dellcadamente balanceados con la viabilidad de la 
unidad productiva, que es la única que, en Última instancia, permitiría 
la continuidad de las fuentes laborales.- 


Panorama del Régimen Vigente 


El régimen vigante en matería concursal en Uruguay consagra un 
sistema ineficiente y perverso, basado en arcalcas concepciones 
hace ampo suporadas, el cual dista mucho de cumplir con los 
cbjetivos antes mencionados. Los procedimientos de ejecución 
concursal (quiebra, liquidación Judicial) han demostrado ser 
depredadores del magro patrimonio del deudor en crisis, lo cual 
provoca el nalural desinterás de los acreedores tanto por provocar 
como por seguir estos procedimientos.- 


Tampoco el deudor sa ve estimulado a transitar el camino de los 
procedimientos concursales, los cuales provocarán la clausura de su 
negocio, lo inhabllitarán para el ejercicio de su profesión y lo 
condenarán a verse privado de por vida de un patrimonio propio, sin 
perjuicio de los efectos sobre su llbertad parsonal.- 


Finalmente, la aconomía ve desaparecer una unidad empresarial y 
productiva, muchas veces viable, la cual sufre el lento proceso de su 
desmantelamiento, con la pérdida de puestos de trabajo y al perjuicio 
de cuantos dependian económicamente de la misma,- 


La Iinocperancia de los procedimientos de ejecución concursal 
castiga igualmente la figura de los procesóa preventivos 
Cundamentalmente, al concordato). El rleago casi inexistente de que 
un acreedor solicite su quiebra determina que los deudores no 
tengan incentivo para acudir temporáneamente a procedimientos 
solutorios de la elhtuación. El temor por la pórdida de cródito que el 
concordalo provoca delermina qua el deudor extienda su sHuación 
de dificultad hasta el momento en que muy poco queda por hacer.- 


La situación limite en que so encuentran los deudores 


concordalarios y la escasa posiblidad que perciben los acroodoras 
de la salistacción de sus crédllos determina que ástos se vean 
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ruinoso de cumplimiento 
bras fraudulentas, como el 

y pasivos o la compra de 
ES resultan impunes.- 


dispuestos a consentir propuestas 
Imposible, Y que prosperén mal 
ocultamiento y slmulación de activo: 
adhesiones y de cróditos, que genera 


Sa provoca además la presencia $n la plaza de deudores que 
progresivamente languidecen, compliiendo deslealmente con los 
restantes operadores enfrentados aldcumplimbento regular de sus 
obligaciones, lo cual determina 0 as voces que la crisis no 
resuelta de una empresa se lraslade 3 empresas del sector. - 


Este panorama se traduce en una retracción del crédito, en un 
mayor costo del mismo y en una excesiva apelación a las garanilas 
reales, con los costos de transacción y la inmovilización que la 
misma provoca. Esta situación :bransifpbrma la reforma del régimon 
concursal de uná cuestión técnicogurBlica en un imperativo social y 
económico Ineludibla para dotar al mercado de soluciones 
adecuadas a los problemas de crisls.- 


En Uruguay el régimen concursal ha permanecido sustancialmente 
Incambiado desde finales del siglo XIK. A lo largo del siglo XX, se 
ensayaron diversas Iniciativas leglalilivas en la materña, en el 
entendido de qua, el sistema no dabá Jespuesta ni al deudor ni a los 
acreedores, los cuales, a excepción de una modificación en el año 
1928, han fracasado. Reclentementa, Én el año 2001 se introdujeron 
algunas modificaciones y se crearon dps juzgados especiallzados on 
la matería, Sin ambargo, la verdadera] suparación de los problemas 
que enfrenta el tratamiento de las chisis empresariales exige una 
revisión total del rágimen. El principal problema qué enfrentan los 
concordatos preventivos no consiste eñ al mal funcionamiento de su 
procadimiento, sino del mal lunciosgamiento del sistema en su 
conjunto. Sin una revisión integral da los procedimientos de 
ejecución concursal resulla imposibld superar la total y absoluta 
Ineficiancia de los procedimientos condursales on nuestro Derecho.- 


Es por esa razón que se propong la aprobación de una Lay 
general de concursos, que sustuja lodos los procedimientos 
concursales vigentes: quiebra, liquidáción judicial, concurso clvil, 
concordatos preventivos y resolutorios] y moratorlas.- 


Pilares orientadores de la reforma. | 
Las reformas propuestas se apoyan erfnueve pilares fundamentales: 


1. SIMPLIFICAR LOS PROCEDIMIE? 
La legislación agtual cuenta con dist 
distintas figuras Juridicas, asi como L 


los procedimientos para las 
a partición del procedimiento 
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que no se justifica ni en términos de la actividad de las distintas 
empresas, ni de forma de obtener un páanoramá global de la empresa 
para estudiar así su viabilidad. Sigulendo las tendencias legislativas 
modernas, 58 prevé un Único procedimiento concursal, el cual 
subsume los anteriores procedimientos preventivos y de ejecución, 
brindando diferentes altemativas de refinanciación, reorganización o 
ejecución colecilva, según la shuación pabimonial del deudor y las 
mejores formas de obtener un eficiente repago de sus obligaciones.- 

Cobe señalarse que el Proyecto establece Un procedimiento para 
empresas, quedando vigente el Código General del Proceso para 
aquellos deudores personas fisicas por deudas de consumo. Ello, en 
al entendido de que las soluciones que refleren a la conservación o 
liquidación de unidades productivas no son directaménte aplicables 
al endeudamiento por actos referidos a su actividad como 
consumidores, En efecto, la propia existencia del procedimiento 
concursal para las empresas radica 6n qué las unidades producilvas 
tienen, en general, un valor mayor en funcionamiento que en partes.- 

Es por ello que el procedimiento concursal se traduce en una 
etapa que permite una solución a la unidad productiva, y en última 
instancia conservar un valor social.- 

El Proyecto simplifica la multiplicidad de procedimientos actuales y 
prevé un procedimiento Único para todas las empresas (articulos 1* y 
29), detalado y previsible, con plazos perentónos como solución 
general.- 

Ello no obsta de reconocer las particularidades asociadas a la 
realldad de las pequeñas empresas, que cuentan con una regulación 
especial qué se traduce n un procedimiento abreviado para 
pequeños concursos (Título X11).- 

Este procedimiento coexfste con la adhesión a convenios y la 
colabración de acuerdos privados ontro ol deudor y sus acroódores, 
en los cuales se busquen soluciones negociadas a los problemas de 
dificultad económica, rescatando la tradición del concordato 
extrajudicial o privado.- 


2. INSTRUMENTAR UN PROCEDIMIENTO ÚNICO 

Las soluciones a las dificultades tanto financieras como económicas, 
sólo pueden estudiarse en un procedimiento único que evalúe la 
viabllidad de la empresa tomando en cuenta todas las opciones 
posibles para la misma. A este procedimiento Único se le dio al 
nombre de “concurso”, más genérico que el de quiebra o concordato 
Y con mánores connotaciones payorativas. En ése sentido, al 
Proyecto prové que las empresas entren en un sólo proceso con tros 
etapas: concurso (artículos 1* y 2%), venta en bloque (artículos 171 a 
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173) y liquidación en partes (artículo.f174), Con la consagración de 
un único procedimiento, se pretende ovitar los problemas que 
actualmente plantea la concatenación do quiebras y concordatos, as] 
como un mayor equilibdo del pdHer negociador del deudor 
concordaterio y de los acreadores.- 

A través de un único procedimienta| con o sin desapoderamiento, 
con suspensión o simple limitación df la capacidad del deudor, el 
deudor tendrá una Instancia para negociar con el conjunto de sus 
acreedores una solución adecuada sepún la problemática particular 
qué enfrente. Sin embargo, esta negogiación no puede disociarse de 
las etapas siguientes del procedimiehto, én las cuales el deudor 
abandona la unidad productiva y sel busca una solución para la 
empresa con un nuevo Inversor 6 múftiplea Inversores (en caso de 
que la empresa ses vendida fn partes, cada una en 


funcionamiento).* 
¡ El Proyecto incorpora la posibilidad de que la unidad productiva 
sea vendida como un todo. El actuaffprocedimiento de quiebra no 


prevé esta situación ya que cuando dsta es declarada, la empresa 
finaliza su actividad y sus bienes so 
Proyecto, cuandó la instancia de negociación entre acreedores y 
deudores fracasa y $6 pesa a la llquidbción como un todo, la unidad 
productiva continúa en funcionamiefto pasándose a buscar un 
Inversor que toma a su cargo la uñidad productiva y, con su venta. 
liquidar tas deudas del anterlor d r 

Respecto del proceso de negociación, Loa Títulos VI y VII, establecen 
los órganos representativos de los aorbedores (Junta y Comisión de 
Acreedores) tanto en funciones de apojo (Comisión) como decisorias 
(Junta). Por su parte, el Título VÍ! regia tas propuestas de convento 
y la forma en la que se consideran las hilemas. 


cantidad posible de laa situaciones regios de insolvencia. Para esto, 
se propone estimular el acceso concurso de deudores y 
acreedoras.- 

En lo que refiere al deudor, didho 
calificación como voluntario del dé 
permitiéndole mantener eu actividad e 
interventor y tener derecho a la pe 
caso de lograrse la satisfacción de los hcrsodores en los términos de 
la ley, se lo calificará precoptivamente omo , fortulto. » 

En lo que refiere al acreedor instale del concurso, el estimulo 
contlste en el otorgamiento a su cródibo de un privilegio parcial. Se 


estimulo consiste en la 
por él promovido, 
oñémica bajo el contra! de un 
1 ón de alimentos. Adomás, en 
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abre la posibilidad para que aquellos que tengan información sobre 
las probables dificultades de las empresas la presenten a inicien el 
concurso (artículo 6%). En la actualidad, algunos acreedores pueden 
pedir la quiebra, que implica el cierre de la empresa y la venta en 
parte de sus blenes, mientras que el concordato sólo puede ser 
solicitado por el deudor.” l 

Con ello se facilita el acceso temporáneo al procedimiento 
legitimendo el inicio de las secciones a todos equellos agentes 
involucrado en la actividad financiera de la empresa. Á su VBz, 54 
establecen garantias para las parles a fin de evitar los usos espurlos 
del Instrumento, Con ello se busca mantener un delicado balance 
entra los intereses de deudores (evilar abusos) y acreedores (un 
afectivo cobro de sus eróditos).- ; 

El Proyecto incorpora también una sere de alertas tempranas 
basadas en elementos objetivos para iniciar los procedimientos 
(artículo 4* y 69). Éstas establecen una serle de criterlos que señalan 
una posible, o segura, situación de insolvencia empresarial, y son 
una referencia para las partes y para el Juez a la hora de aplicación 
de la legislación.- 

Todos estos elementos fNexibilizan, facilitan y agilitan el Inicio de 
los procedimientos concursales, procedimientos en los cuales la 
delección pronta de una situación de dificullad es clawe para una 
solución que evite la destrucción de valor.- 


4. DAR UN MARCO FLEXIBLE PARA QUE LAS PARTES 
ACUERDEN 

A diferencia de la legislación actual, el Proyecto incorpora la 
posibilidad de que el deudor presente propuestas múltiples (artículo 
138%). El deudor conoce de primera mano su situación y las posibles 
vias de solución, y los acreedores pueden ponderar en forma 
diferente las opciones propuestas y permitir adoptar aquella que 
obtenga el mayor número de adheslones.- 

: Otro elemento importante a la hora de buscar soluciones a 
dificultades omprosariales es que las propuestas sean flaxibles 
(artículo 139). Las situaciones de dificultad requieren de soluciones 
acordes a la problemática, a la realidad de la empresa, de los 
acreedores y del mercado donde operan. Por ello, la solución nunca 
puede ser única y general para todas las empresas.- 

El Proyecto amplía las opciones disponibles para las partes en el 
entendido de que son sólo ellas las que pueden encontrar el camino 
para resolver sus dificultades. Las soluciones pueden ser quitas, 
esperas, — capitalizaciones, constitución — de — fidelcomisas, 
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transformación de deuda en acciones, 
año. m 

For último, el Proyecto prev 
Reorganización (Titulo XI) a través d 
acuerdos con sus acreedores sin 
judicial.- : 


5, MEJORAR LOS PROCESOS DE 
El éxito o fracaso de las nogocla 
forma en la que se estructuren los 
sentido, la legistación actual Incluye 
los acreedores, principalmente de los 
no obedecen a ninguna racional 
empresarial. El Proyecto prevé la sim 
acreedores (articulos 108 a 111). Los 
(prenda o hipateca) y con privilegio y 
un tope por monto y aporiós pei 
Social; eráditos por tributos naciona 
crédito quirografado que promovió : 
créditos quirografarios; y créditos Sub 
pecuniarias, créditos de personas dspée 
deudor) los cuales resultan postefpados en su cobro a los 
acreedores quirografarios, en oportunifad dé liquidación de la masa 
aciiva.- 1 ¡ 
Al igual que en la legislación act 
está previsto para los acreadorad api 


l el deudor puede arribar a 
ded:de acudir a la instancia 


¡ÓN 

nes depende también de la 
cosos de decisión, En ese 
na detallada clasificación de 
ores quirografarios, que 
asociada a la problemática 
Wficación de las categorías de 
ráditós con privilegio especial 
eral (cróditos laborales con 
Sales al Banco de Previsión 
5 y municipales; el 50% del 
a declaración de concurso; 
rdinados (multas y sanciones 
invente relacionados con el 


, el procedimiento concursal 
dorefarios, que no admiten otra 
nta. 

fortente simplificación de las 
lema de dobla mayoría actual 
n de dificultad financiera, ha 


Asimismo, se instrument una Ar 
votacionas (articulos 144 a 145). El sl 
para viabilizar la salida de la 
sido completamente des 'y- es común observar 
comportamientos tanto del daudor comfp de algunos acreedores para 
manipular las mayorías requeridas. 'Ba prevá un mecanismo de 
mayoría simple del total de cróditofcomo régimen general, una 

do la solución implique ur 


os acreedores. Con ello se 

Al que proservo las garantías 

runa rápida solución.= 

23 cón garantias reales sean 

o que presenta el deudor 
con garantías reales no 


implique desventajas importantes 'a 
pretende establecer un mecanismo Él 
de las partos, poro que sirva pará encap' 
Asimismo, se prevé que los acre 
incluidos en el plan de financiamidl 
(arlículo 138). Si bien los acreadod 
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participan del procedimiento, sus decisiones pueden hacer fracasar 
todos los intentos de conciliación entre deudor y acreedores 
quirografarios. Éstos tienen que conocer qué acciones pretendan 
seguir los acreedores privilegiados e incorporarlas a la hora de 
discutir las cpelones disponibles.- 

Daba señalarse que el Proyecto prevé la suspensión transitaria en 
la ejecución de los créditos con privilegio especial, de modo de 
permiir la búsqueda de soluciones pará la siiuación global del 
deudor.- 

Si el mecanismo previsto para deudor y acreedores falla, se pasa 
a lla licitación de la empresa en bloque. En esta etapa, el Juez 
estableca condiciones minimas objetivas que deben cumplir los 
potenciales adquirentes de la empresa y elige la ofarta de mayor 
precio, Se buscó simplificar las posibles opciones para determinar al 
marco de puja entre oferentes y se redujo al minimo la actuación del 
juez en la decisión final.- j 


5, REDUCIR LOS COSTOS DE LOS PROCEDIMIENTOS 


El costo de los procedimientos puede medirsa tanto en tiempo 
como en dinero, y su excesiva duración conspira con la conservación 
del valor de la empresa. Por ello, se establecen plazos breves y 
perentorios en el procedimiento, de forma de acelerarlo lo más 
posibla, Asimismo, se reduce al mínimo la suspensión del 
procedimiento por las apelaciones de las partes (articulo 251), 
buscando balancear sus derechos y evitar el uso espurlo del 
mecanismo para dilatario innecesaramente.- 

La especialización de la judicatura (articulo 12) es un requisito 
fundamental dada la especificidad de la problemática. El Proyecto 
prevé mantener la competencia de los Juzgados civiles del interior 
para aquellos concursos inferiores a 35 millones de unidedes 
indexadas. Asimismo se establecen los cargos de actuarios 
contadores awdiares del Juez de concursos. Con ello se busca, en 
al marco de la realidad del Poder Judicial, Implementar una 
incipiente especialización y reforzar la misma en Montevideo, donde 
se tramitarán los concursos más exigentes. A su vez, se busca 
reducir el costo del procedimiento para los acreedores, los que 
pueden ser representados tanto por otros acreedores como por el 
Síndico o Imerventor (Artes, 119* y 120%), Con ello se busca minimizar 
el costo que tiene la comparecencia en la Junta de Acresdores para 
algunos de elos, sin entorpecer la resolución de la sltuación.- 

Por último, se introducen incentivos a los Síndicos e Interventores 
al adecuar sus honorarios a los resultados dal procádimianto. 
También se prevá que el Podor Ejocutivo réeglamente la forma 
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-auxHlares de la Justicia, 
' que benefició a la unidad 
rles.- 


especifica en la que se remunerará a 
de forma de Incentivar una actuach 
productiva y, en Última Instencia, a la 


7. FORTALECIMENTO DE LA JUDICATURA Y ESPECIALIZACIÓN 

La complejidad de la temática' y Jos cemblos sustantivos que 
introduce el Proyecto de Lay, rex ah trabajar en el fortalacimiento 
de los órganos de aplicación. Un pasé en osa lnea fue la creación 
de los juzgados concursales especlaligidos écurrida en 2001.- 

El Proyecto prevé concentrar en Montevideo los cóncursos de 
mayor importancia, en los juzgados] concursales. Si bien no es 
factible la creación de Juzgados espegallzados departamentales, 58 
requiera una especialización en la apikcación de la normativa por la 
necesaria especificidad de la temática] Por lo tanto, los juzgados de 
Montevideo son la instancia clave paña transitar los procadimientos 
de mayor complejidad, tanto en sul procedimiento como en su 
eventual solución.- 

Asimismo, se prevé la creación de dps secretarios contadores que 
trabajarán directamente con el Juez fn cada Juzgado. La temática 
requiere que los Jueces cuenten cón hsesoramiento rápido y eficaz 
en la revisión dé la información de Rs empresas y respecto de la 
actuación de los deudores. En eco ceñido, contar con un a6850r en 
la propla sede: implica un paso Impoftante para agilítar, facilitar y 
controlar el procedimiento y la informagió 


3. CONSERVACIÓN DE LA EMPRESA 
El Proyacto supera la tradicional afirilación entre los conceplos 
de quiebra y cese de la actividad económica del deudor. Por - 
eposición, se consagra el principio de fa continuación de la actividad 
aconómica desarrollada por el deudorfpersonalmente por éste, bajo 

el control de un Interventor, o a travós ds un Bindico.- 

Por lo general, más allá dé los !problemas derivados de su 
endeudamiento, la empresa en marchi tiene un valor superior al de 
cada uno de los elementos que la cofiponen. En consecuencia, el 
mantenimiento de la actividad emprisañal supone igualmente el 
mantenimiento de este valor económico, en beneficio de la 
axpactaliva de satisfacción de | acreedores. Además, el 
mantenimiento de la actividad: eso implicará que no se 
inserrumpan las relaciones de trabi ajo] ni se produzca el fenómeno 
desequilibrante para el concurso | lás reclamaciones laborales 
masivas.- j 

En este sentido, una de las 1 
Proyecto de Ley-es el objetivo expi 


ificaclones sustanciales del 
de permitir soluciones que 
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permitan la continuidad de aquellas unidades productivas 
económicamente viables, Se buscó un camino intermedio entra la 
solución de la legislación actual, que no permile su continuidad en 
cáso de que no haya acuerdo entre deudor y acreedores, y la 
conservación per se de les unidades productivas 
independientemente de su vlabllidad aconómica,- 

Se instrumentó un mecanismo de licitación y subasta para la 
unidad productiva como un todo, de forma que los Interesados en la 
misma hagan valer ofertas económicas que permitan un nuevo 
comienzo de la empresa. Si la voluntad dal deudor y los acreedores 
no permite una salida que devuelva la viabilidad a la empresa, la 
unidad productiva no desaparecé y aparece una nueva instancia en 
donde la búsqueda se traslada a la voluntad de nuevos empresarios. 
Este es un cambio fundamental, no sólo en cuanto a las 
posibilidades del mecanismo, sino también respecto de las 
posibilidades de negociación entre deudores y acreedores. Hasta 
ahora, la negociación era entre un deudor con un delerminado plan 
de pagos y una empresa cerrada y en partes. Ahora la negociación 
entre deudor y acreedor Incorpora la posibilidad de que los 
acreedores opten por una alternativa externa a la voluntad del 
deudor para continuar el amprendimiento y con elo instrumentar las 
transformaciones necesarias para su reinserción en el mercado.- 

Sin embargo, para muchos casos el mecanismo concursal debe 
prever una instancia donde la salida de la empresa del mercado sea 
ordenada tanto para el deudor como para los acreedores. En 
mércados pequeños como los de nuestro pals, donde por razones 
económicas existe una estructura cllgopóllca en gran parte de los 
mercados, la operallva de empresas económicamente inviables 
representa un obstáculo a la compelencia efectiva an los mercados. 
En ese sentido, y en la medida en que permanecen en el mercado 
empresas que no tienen un proyecto económico que les permita 
competir, ello se traduca en una restricción a la entrada o al 
crecimiento de nuevos compelidores en el mercado, relajando con 
ello el grado de competencia o creando ventajas a favor de 
competidores menos eficientes.- 


9. SANCIONES 

Por último, el Proyecto adecua las sanciones penales previstas an 
caso que el deudor actúe en forma dolosa, y crea un Incidente de 
calificación del deudor concursado que prevé incentivos y castigos 
para los deudores ségón su comportamiento antes y durante el 
concurso, Respecto de las sanciones penales, 58 realizó una 
readecuación de las figuras delictivas penales que buscan facilitar la 
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aplicación de las mismas. $0 ontienda que la dureza de la legislación 
penal actual dificulta su aplicación y 4 por ello, so acomodaron las 
figuras romeo el objetiwo  dsaaca un proodimiano 


qua el concurso ser calificado e fortullo 
(articulo 192), se establecen presuncidne “absolutas (artículo 193) y 
relaivas (artículo 194) de culpat las figuras de los cómplices 
(artículo 195) y las danciones, que li la inhabilitación de los 
sancionados para administrar proplos o ajenos por un 
periodo de cinco a velnte años,- 

EJo debido a que qn el palmar ta concursal realizado surgió la 
inquietud respecto a la no aplicaciónida las sanciones penales, la 
gran mayoría de las concursos fi altfan sin que la plaza conozoa 
cual fue el comportamiento del deudbr, y el la misma obedece a 
cuestiones f dalictivos. el 
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PROYECTO OE LEY 
CONCURSOS Y REORGANIZACIÓN EMPRESARIAL 


Capitulo 
Presupuestos delrone 
Se )- La declaración judicial de 
concurso proceda respecto de cual deudor que se encuentra en 
estado de insolvancia.- ' 

Se considera en estado de insolvencia a, Independientamente: de la 
edetencia de pluralidad de acreedores; ale A 
BUS 
ARTÍCULO 2%- (Presupuesto subjetiWp).- La declaración judicial de 

rá respecto de cupl udor, persona física que 
realice actiidad empresaria o persona'Jurfica ctvil o comercial.- 

So considera actividad presaría a la actividad profesional, 
económica y organizada con finalidad deprod eción o de intercambios de 
bienes o servicios.- 

Se encuentran excluidos del rx de esta Ley el Estado, los 

, ls Servicios * Dilo de 
Departamentales y las entidades ción financiera, en esto 
último caso con ewcepción de laa relativas a la calificación del 

E $ 0 aos Sia 

caso qa en , 26 aplicará 
lo dispuesto en el Titulo XI de esta Ley.- ica 

MA ANA MIO dadas en la presente ler, se 

por VII del jLlbro 11 del Código General dal 
Proceso (Concurso Civil) y normas concorlantes.- 
ARTÍCULO 3*.- (Concurso de la herana He Procedirá el coruna dela 
herencia del deudor fallecido, en los el 

1 Cuando la herencia hublas sido aceptada a beneficio de 

2- corkcurso el deudor, ésto hubiera 
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deudor continuará de pleno derscho como concurso de la herenda, sin 
rotrotraer las actuaciones.- 


ARTÍCULO 4?.- (Presunciones relativas de insolvencia).- El estado de 
insolvencia del deudor se presume an los elguientes casos: 


1.- Cuando exista un pasivo superior al activo, delerminados de 
acuerdo con normas contables adecuadas.- 


Z- Cuando existan dos o más embargos por demandas 
ejecutivas o por ejecuciones contra el deudor por un monto supañor a la 
mitad del valor de sus activos susceplibles de ejecución.- 


3- — Cuando existan una o más obligaciones del deudor, que 
hubleran vencido hace más de tres meses.- 


4.- Cuando el deudor hubiera emitido el pago de sus obligaciones 
tributarias por más de un año.- 


5- — Cuando cierra permanente de la sede de la 
aéminisracón O dol establecimiento donde el door desarola 


6- — Cuando ol Banco Central hublera dispuesto la suspensión de 
una o más cuentas corrientes del deudor.- 


Estas presunciones son relativas, admitiendo en todos los casos prueba an 
contrario, en los tárminos de la ley.- 


ARTÍCULO 65*- (Presunciones absolutas de insolvencia)- El estado de 
A A A A o, e E A 
1.- Comndeiieored pl 
2- Cuando el deudor hublera sido declarado en concurso, 


quiebra o cualquier otra forma de el concursal Juez competente 
del pals donde el deudor tenga su Mo principe 
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3. Cuando el Banco Central de hubiera acordado la 
clsusura de las cuentas del de en al sistema bancario.» 
4.- Cuando el deudor hubiera rafiizado actos fraudulentos para la 
obtención de cróditos o para sustrae bienes a la persecución de los 


5.- Cuando exeta ocullación ausencia del deudor o de los 


sdminisiradores, en uu caso, ela d lrepresentanió con facultades y 
6.- Cuando, dll el Co dé ee fido privado de reorganización, el 
deudor omita presentarse en plazo al juzgado (articulo 220%), mo se 


Inscriba el auto de admisión (artículo 223%, es rechace, anule o incumpla el 
acusrdo.- AS 


Pueden solicitar la declaración judicial de fonc 


4- Los éocios personalmente mispa da las deudas de las 
sociedades civiles y comerciales.- 
5-  Los.codeudores, fladores o dal deudor.- 
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dispuesto por los articulos 117 y 118 del Código General del Proceso, 
debera acompañar los siguientes documentos: 


d.> Memoria explcaten conteniendo la siguiente información 
rolativa al deudor: 


a- Histoía económica y jurídica, indicando la activdad o 
actividades a las que se dedica o se dedicó en el pasado; las oficinas, 
establecimientos o explotaciones de las que fuera Utular, a3l como las 
causas del estado en que se encuentra. ' 


b- $ fuera una persona casada, sa indicará el nombre del 
cónyuge, así como al rágimen patrimonial del matrimonio. 


€- Si fuera una persona Juridica, se indicará el nombre y 
domicilo de los socios, asociados O accionistas de los que tenga 
accio, de ls Bombita, EQUÍEdOras y, en su caso, de los 
miembros del órgano de control inferno, así como si forma parte de un 
grupo de empresas, enumerando las entidades que están Integradas en el 

bu 


2- Inventario de bienos y derechos de los que sea ttular a la 
fecha de solicitud del concurso, con estimación de su valor, del lugar donde 
se encuentran los bienes y, en su caso, de los dalos de Identificación 
registral Sl elguro de los bless en enconbrra guriaés por funcion 


características del ravamnen y de su Inscripción registral, sl correspondiera, 
A las cuales el embargo hubiera 
sido trabado. 


0 

terceros. Si algún acreedor hublera reclamado judicialmente el pago, se 
indicará la clase de reclamación, el Juzgado, los autos en que se tramita y 
al estado de los procedimientos.- 


o O leas 
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firmado por contador público o hb la causa por la 
cual no fue posible obtener Si al deudor 

auocia sebsena cin meza, patadas: 0 acompañará igualmente los 
informes de auditoria die a los estados contables 
presentados. En caso de falta de p ación de cualquiera de estos 
recaudos, indicará la causa por la cualin ebuede aportarlos.- 

5.- — Si el deudor fuera una 'pelona Juridica, testimonio de los 
estatuios o del contrato social y de £ modificaciones. ani coro de la 
atotzación ste y de la pación 

6- Enel caso de las personah Juridicas deberá acompañarse 

tambián testimonio notarial de la resolución del órgano de administración, 
aprobando la prasentación.- ' 

La solicitud de decdaración Judicial de concurso y los documenlos 
mencionados an el articulo d estar firmados por el propio 
deudor y, en el cago de dle: los o 


personas Jurldicad, por todos 
Si faltara la fima de alguho de ellos, se señalará en la 
solicitud y en los documentos en que fá o) indicando la causa.- 


En caso de omitiras la presentación de alghino de los recaudos establecidos 
, el Juez la rechazará lo. plano, sin que esta decisión 
causo estado. La -decisión judicial será apolable.por el deudor con afecto 
suspenslvo.- > 
Sabcitud de concurso pa legitimados].- Fuera de 
los casos de solicitud de ta declaración de concurso por al proplo deudor 
(articulo 6* numeral 1), los sollcitantes, además de cumplir con lo dispuesto 
por los artículos 117 y 118 del Códigd General del Proceso, deberán 
aportar los elementos de juldo que 4ered la existencia de una 
presunción de insolvencia.= 
en ctrl sono mi rd Me 
soliclantes del concurso serán respe por los perjuicios casados al 


deudor por el carácter abusivo 0 por la fala de fundamento de la sodcitud. 
El Juez podrá edgires la constitución d Í contracautela por los perjuicios 


conjuntamente Judicial de 
adjuntando a la solicitud cada uno de el >) los documentos qué ss refiere 
el articulo 7*.- Cuando formen parte de uri mismo grupo deberán presentar 
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los estados contables referidos en el numeral 4 del artículo 7* en forma 
consolldada.- 


El acreedor podrá promover la declaración judicial de concurso de 
varios de aus dioros, pecaonas ficas o Jurilcas: cuando se configuren 
respecto de todos los deudores presunciones de insolvencia y concurra 


1,-  Exista confusión entre los patrimonios de los deudores.- 
2- — Cuando formen parte de un mismo grupo.- 


cada uno de sue administradores, fiquidadores 0 del ú 
mn integrantes rgaro de 
el ceso de las A A 
contabilidad, se 


presume absolutamente qué 
produjo en la fcha en que propa o debió haber preparado estas 


ARTÍCULO 11*%.- (Clases de concurso).- El concurso será voluntario 
pole gr 


Capítulo Ml . 
Dedaración judicial de concurso 


Sección 1 
Juez competente 


ARTÍCULO 12*.- (Gompetencia).- Los de 
sn, Diner insiancia en lodos los A 
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El Tribunal que entenda en el ct so será tambián compelente en 
las acclones ssporsallidad promovidas contra los 
administradores o de soc concursadas (artículos B3 y 
393 y siguientes de la Ley N” 16.060 de 4Ho seljembre de 1989).- 

En el caso de deudores del exter, se aplicarán 
del 238.- 
ARTÍCULO _43'- (Compelencia en'cajo de solicitudes conjuntas).- En 
caso de sollcitudes conjuntas, las se tramitarán ante la misma 
seda, en expedientes separados.- 
ARTÍCULO 14%- ( procesal).» os los en el 
procedimiento concursal domicilo dentro del radio del 
Juzgado. De no hacerlo se lo tendrá por onstítuido en los astrados.- 
Sección 2 
Trámite posterior a la solicitud > 
ARTÍCULO 415% ( solicitado ph el eur) Sel concarso 
solicitado por el deudor, directamente o el 
Juez s0 expedirá, sn más trámite, de PO lic días de pronandnda la 
soliciud.- 

n por otros legitimados)- Si el 
concurso es solicitado por cualquiera de lb mes legitimados, el Juez 
procederá de la siguiente forma 

1.- Dará traslado al deudor pod el plazo que estime razonable, 
la imporlaneia y la defasunto. 
o y la complejidad l el cual no podrá emceder 
2- — Slel deudor se allanara á la o no se cpuslera 
del tórmino Juez 5D . 
plis el decretará al « sin más trámite, en al plazo 
3.- Si el deudor se opuslera a la solicitud, se sustanciará el 
procedimiento de los Incidentes.- dl 


d- — El deudor deberá 
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6.- — Parnel caso de hacerso lugar a la sobeltud de concurso, los 
honorarios del perito serán un crádito de la masa. Para el caso de que no 
se haga lugar a la soficitud, los honorarios del perio serán de cargo del 
solicitante. - : 


7- Presentada por el deudor la oposición o presentado el Informa 
a e un plawo méximo de 


8.- —Sel deudor no concumriera a la audiencia u cbstaculzara en 
cualquier forma la indagatoria sobre la situación de insolvencia invocada, 
se declarará sin más trámite 24 CONCUSO.- 


B8- Dentro del plazo de cinco días de realizada la audiencia, el 
Concurso, 


e e li 
ARTÍCULO 18%» (Medidas cautelarós anteriores a la declaración del 
concurso)- En cualquier estado de los procedimientos antes de la 


Judicial de concurso, a pedido y bajo la responsabilidad del 
solicitante, A J pod medidas cautelares, tendientes a 


la intervención de $us negocios o en alguna otra adecuada a los fines 


Los medicas cauteleras quedarán aln efecto uña vez declarado al 
concurso o desestimada la solicitud.- 


Sontencia de declaración de concurso 
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ARTÍCULO 19*- (Contenido de la sentincia).- La sentencia judicial que 
declare el concurso del deudor deberá:cofflener: . 

1.- Declaración de concurso debfisudor.- 

Z2- Suspensión o limitación dejla legitimación del deudor para 
disponer y ablar s la cana del concunió¿aegí comesponda.- 

3.- — Designación de Síndico a Inffrventor, según cormsponda.- 


4.- Convocatoria de la Junta dd Acreedores a celebrarse dentro 
del plazo mábdmo de cionto ochenta dias 


5.- — Inscripción de la sentáncia dn el Registro Nacional de Actos 
Personales, Sección Interdicciones y pyb cación de un extracto de la 


misma en el Diario Oficial,- 
En caso de conjuntas qe concurso (artículo 9"), el Juez 
designará en todos los procadimientos'al fhismo Síndico o - 
(Inscripción de la senfencia].- El comunicará 
directamente el Registro la Inscripción la sentencia, dentro de las 
welnticuatro horas de dictada. El Regisiib la Inscribirá de inmediato y bl 
importe de la tasa registral tendrá el carácisr de enbdilo de la masa.- 
MECUIDOS dlsponik las tasas 
registrales para la presente ' : el Registro, así como de toda 
otra registral o. bud ió inismo po que 
prevea la presentesley, el Tribunal Lis ord de oficio sin cargo.- 
de dál ektracio de la sentencia)-= La 
publicación del extracto de la senter | | y tramitada 
directamente por el Juzgado, dentrá de lak velnticuatro horas de dictada la 
misma, El Diaro lo publicará inmediato y el costo de la 
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ARTICULO 22%.- (Recursos contra la sentáncia)- La sentencia que 
declare el concurso será apelabla por el deudor o por cualquiera que tenga 
un Interás legitimo, dentro del plazo de sels días de la última publicación, 
El recurso no tendrá efecto suspensivo.- 


Capitulo MI . 
Medidas cautelares posterloras a la declaración de concurso 


ARTÍCULO 23". (Medidas sobre la persona del deudor].- Conjuntamente 
con li sortencia de concurso, o en cualquier momento posterior de los 
procedimientos, ol Juez, actuando de oficio o a Instancia de parto, podrá 
disponer alguna de las siguientes medidas cautelares: 


1.- Intervención de ls comunicaciones del deudor relacionadas 
con la actividad profesional del glro. Aquellas de carácter privado y 
personal serán entregadas al Utular destinatario.- 


2. — Prohibición al deudor de cambiar de domicilio y/o de salir del 
país sin la previa autorización del Tribunal. En caso de personas Juridicas, 
esta medida podrá ser dispuesta respecto de todos o de sígunos de sus 


administradores o iquidadoras,- 
ARTÍCULO 24. fEmbergo petvedido de loá'biéms y etéchos de 
admi e Ese oc boi 


ARTICULO 28" (Embargo de personas vinculadas artertormerta) El Juez 
también podrá trabar embargo sobre los bienes de so-administradores, 
excliquidadores o ex-Intograntes del órgano de control interno, sjermpra que 
de un examen preliminar de los hechos surja qué, durante el plazo de dos 
años anteriores a la declaración de concurso, conocieron el estado de 
insolvencia de la persona juridica deudora.- 


Estos embargos se conservarán hasta- la finalización de 
procedimientos concursales, salvo que haya récaldo una sentencia judicial 
el cr di e 


i 
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Ú 
SÍNDICO E INTERVENTOR 


Capitulo l 


aquellos o Bo +] 
el Registro de Síndicos e Interventorea C< quo Dewará la Suprema 
Corte de , 
Las mismas personas elegibles tomo Sindicos lo serán como 
En dl or del pals y an los pequeños 
concursos (Titulo XII), la designación “pc recaer en ¡ 
no Inseriplos en el Regisro de e Inerventores 
Concursales, a condición de que sean Abogados, Contadores Públicos o 
Licenciados en Administración de E ¿bs con un mínimo de cinco años 
de profesional o egresados de la Cursos de Especialización para 


Concursalas)- Cada cualro años, la Sup de Justicia llamará a 
interesados para integrar la sta de blulares y treinta suplentes 
preferenciales, elegibles como Síndicos e ternero q 
Para ser Ihscripto en el Regisiib de Síndicos e interventores 
Concursales se requerrá ser profesional dhiversitario y tener un mínimo de 
cinco años de ejorticio profesional.- 
selección ss reallzará teniendd en cuenta los antecedentes y 
experiencia de los: postulantes, ote doiprioridad a los egresados de los 
Cursos de ión para Sindicas e interventores Concursales, 
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Podrán también inscribirse sociedades de profeslonales, con o sin 
personerta juridica, a condición de que la mayoria de sus socios cumplan 
con los requisitos establecidos precedentemente, esl como instituciones 
gremiales de empresarios con personerla Juridica. - 


Vencido el plazo de cuatro años los Síndicos o Inlerventores 
concursales anteriores podrán participar en la nueva elección.- 


Las designaciones de Síndicos o Interventores se mantendrán aun 
cuando hublera vencido el plazo de sus inscripciones. - 


ARTÍCULO _28*- (Incompatibildad y prohibiciones).- No podrán ser 
nombrados Síndicos o Interventores: 


1- Quienes no puedan ser administradores de sociedades 
comerciales, - 


2- Quienes hubleran prostado cualquier clase de servicios 
profesionales al deudor o a personas especialmente relacionadas con éste 
en los últimos cinco años. - 


3- Quienes, en el úlimo año, hubieran sido nombrados Síndicos 
o Interrentores en dos concursos. A estos efectos, los. nombramientos 
efeciuados en sodedades pertenecientes al mismo grupo se.cómputarán 
coma uno sólo, En el caso de sociadades de profesionales e instituciones 
e 0 empresarios con personería Jurídica, este número sa eleverá 


ARTÍCULO 2» (Acoptación)- El nombramiento de Sindica o de 
Interrentor será comunicado al interesado por el medio más rápido. - 

Dentro de los cinco días siguientes a la comunicación, el nombrado 
deberá comparecar ante el Juzgado para aceptar el cargo. No podrá 
rehusar el cargo, salvo que medie causa grave, la cual será apreciada por 
al Juez con criterio estricio, o que renuncia además a su inscripción en el 
Registro de Síndicos o interventores Concursales.- 

En caso de falta de aceptación, el Juez procederá de inmediato a un 
nuevo nombramiento,- Mb 

Aceptado el cargo, el nombrado sólo podrá renunciar por causa 


ARTÍGULO 30*- (Awdllares).- Cuando la complejidad del concurso asi lo 
esdja, al Síndico o el Interventor podrán solicitar del Juez autorización para 
nombrer aullares.- 
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La resolución Judicial que conde y las 
funciones a desartollar por pa úsi como la rotribución que los 
corresponda, la cual será de cargo dal Síndico o del Interventor, salvo 
casos de gran complejidad a Juicio del yl 
El nombramiento y la aceptación de los awdllaros serán puestos en 
conocimiento del Juez del concurso. Habita que esta comunicación 
A r al ajerdcio de las funciones 
Lo y 
aro e (Recusatión).- Es dico'o el interventor podrán ser 
de las persofas legiimadas para solicitar la 
parecerá 


Son omww de recusación les circunstancias constitutivas de 
ncomgateiós de punbió, a gio las establecións por la ley 


o repr 4 el establecido en la loy procesa 
para la recusación de peritos y no landrá cio puspansivo 


Capitulo 11 
Estatuto Juridico 


ARTÍCULO 32%.- (Ejercicio del ).- El Sindico 0 el Interventor deberá 
desempeñar su p con la diana un ordenado administrador y de 


un representante lés 
ARTÍCULO 33*- (Prohibición de adquidr blenes y derechos de la masa 
activa).- El Síndico y el Iimerventor no podrán adquirir por sí o por parsona 
blenes y derachos que intogred la masa activa del concurso.- 
Si lo hideren, quedarán inhabilitadás como Sindicos e Intervantoras 
y deberán reintegrar a la masa, sin; ción alguna, el bien o 
darecho qué hublerarn = 
- (Retribución).- Los Findlcos e interventores tendrán 
derecho a ser retribuidos con cargo a la máza.- 
el arartral aplicable a la actividad de los 
Síndicos e Interventoras atendiendo y la cuanila del activo, a la 
complejidad del concurso, a la duración dí sus funciones y al resultado de 
su pestión.- 


. El Juez, previo informe del Síndico + del Interventor, fijará la cuanlia 
de la retribución y la forma en que deba 
La 
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la suma que consideran que corresponde pagar. El mecurso tendrá ofocto 
suspenso respecto del importe por el que exista controversia.- 


causados a la masa del concurso por los ectos y omisiones 
contrarios a la loy o por los realizados sin la debida 
La acción se promoverá, en vía ordinaria, ante l Juez del concurzo 


y prescribirá a los dos años a partir del momento en que, por cualquier 
ne, O Pl IR IN CC CO 
la sentencia 


ARTÍCULO 36*.- (Separación).- Cuinas concira jus dir arsias de 
oficio o a petición de cualquiera de las personas legitimadae para solicitar la 
declaración de concurs, pocrá disponer el cese del Síndico o del 


F> 


ARTÍCULO 37%.- (Nuevo nombramiento).- En lor omos de cese del 
Síndico o del Interventor, el Juez del concurso procederá de Inmediato a un 
nuevo nombrarmiento,- 


Capítulo MI 
Rendición de cuentas 
ARTÍCULO 38*.- (Rendición de cuentas del Sica)" El Síndico rendirá 
cuentes da su gestión: 

1.- Cuando lo solicite la Comisión de Acreedoras.- 

> Al solicitar la suspensión o conclusión del concurso.- 


3.- — En caso de cese antes de la conclusión del concurso y al lo 
solicitara el nuevo Síndico o la Comisión de Acreedores, El plazo para la 
presentación de esta solicitud será de un mes á conter desde la fecha en 
que el cese se hublera produicida.- - 
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de cue LE = El 
deberá rendir cuentas de su do lo acuerde el Juez del 
A ai ee p 
¡Aprobación de las cughias).- Las cuentes presentadas 

por el Síndico o el. Interventor y la documéintació quedarán de 
maniflesto en el Juzgado por el plazo de fuinos dies. Durante este plazo, 
el deudor, la ión de Acmeedores] y. los ' Interesados que 

En ceso de que no sa formularan dones, el Juez aprobará 
las cuentas no admillándoge contra al auto de aprobación 
recurso aÍguno.- 

Eñ caso de que se flormularan de ciones, la sentencia que 
recalga en este procedimiento podrá ser nic: con afecto suspensivo.- 

*.- [Sanción por de las cuentas).- Si las. cuentas no 
fueran aprobadas, el Sindico o el Imarfantor. quedará para 
intervanir como Síndico o como inte en cualquier otro concurso de 
O A A z del concurso, que no podrá 
ser Inferior a cincó nl superior a veinte . 


Esta sanción será aplicada, inf perjuicio de las acciones de 
nesponsablicas! palrimental yy odian Ó su actusción pueda haber 


Capítulo IV ] 
Registro de Síndicos 0 Inlerventores Cone 


ARTÍCULO _42*.- (Actos y hechos iscribibles en el registro).- La 
Suprema Corto -de Justicia llevará jun Registro de Síndicos e 


interventores Concursales en el :cufll -se.inscribirá la siguiente 
Información: nd: 
1. El nombre ¡y antecedentes . p : y pmfesionales de lodos 
aqueños profesionales universitarios $ q rbican slo nor, como 
titulares o como suplentes, en el Reg 
2. Las dosnacions y ese d Sn dico a, indicando la 
causa de los ceges producidos.- . 


3- Las negaliyas de aceptación de ha ciedignaciones de Síndico e 
Interventor, Indicándo las causas nv senta negaliva.- 


A: 
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4.- Las recusaciones promovidas contra Síndicos e Inlerventores, 
indicando los fundamentos y el resultado de las mismas.- 


5.- Las acciones de responsabilidad promovidas conira Síndicos e 
interventores, indicando el fundamento y el maultado de las mismas.- 


B.- El rechazo de las cuentas rendidas por el Síndico o al Interventor y 
la sanción impuesta al mismo.- 


7.- Cualquier otro hecho o circunstancia que, a juicio del Juez del 
concurso pueda incidir en una futura decisión de designación del Sindico 
o del Inbervantor.- 


ARTÍCULO 43*- (Comunicación de los datos al Regístro)- El Juez del 
o A ral Pag: dentro dé los tres días siguientes 


de ocurido, todo hecho o acto reglstrabla del cual haya tenido 
tonocimionto.- e 
TÍTULO Mi 

EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE CONCURSO 

Capitulo | 

Efecióos sobre el deudor 


ARTÍCULO  44%.- (Continuación de la actividad del anote La 
declaración Judicial de concurso mo implica el cese 6 clausura de la 


en cualquier momento 
rocndicas, dal Shion a Interventor, o da oficio.- 


-- (Suspensión o limitación de la legitimación del deudor 
para disponer y obligar a la masa del concurso) La declaración judicial de 
concurso producirá los siguientes efectos en la legitimación del deudor para 
disponer y obligar a la masa del concurso: 


1.- £l el concurso fuera necesario, ve suspenderá la legitimación 
del deudor para disponer y obligar a la masa del concurso, 
en la administración y disposición de sus bienes por un Sindico. 


2.- — Siel concurso fuera voluntario, se suspenderá la legitimación 
del deudor para disponer y obligar a la maza del concurso, con el alcance 
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dispuesto en al punto 1, solamente: al activo no sea suficiente para 
satislacer el pasbro. En los demás , 58 limitará la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa ly 66 designará un interventor que 
coadministrará los bienes conjuntamente el mismo.- 


Aiiarñía, el durante el desarrollo de 
los procedimientos se pusiera de: maniffbsto que, an el momento de la 
A p y pastwo era distinta a la tenida 
en cuenta para suspender o limitar la Aegkimación del deudor, el Juez 


2- Enel casó de concurso 


4.- En bso de Habrarod disp 
del deudor, en cualquier momento al 
interventores y vista al deudor, podráj di 
legitimación del deudor, cualquiera eos la Biluack 


6- En todos los casos de eq 
legitimación para disponer y obligar la: mas 
Juez dispondrá les mismas medidas dí 
sentencia de Secharación kelicinl del EA e 


B.-  Seetcepióan de la suspenalón o imitación de la legitimación 
del deudor los-actps personalisimos- o reffiridos:a bi 
presentación de propuestas de convenio¿y la impugnación 0 


de recursos contra la actuación del Sind Eo o del Interventor y contra les 
resoluciones judiciales.- 
-: (Efectos suspensión de la legitimación 


dispuesta en la sentencia de decia judicial de concurso oO en 
cualquier resolución judicial posterior, pre los siguientes efectos: 

i.-  Sorár ineficaces frente alla Masa lós actos de administración 
y disposición que realica el deudor respeto de los blenes o derechos que 
integren la masa activa del concuréo, ¿indluida la aceptación o repudiación 
de herencias, legados y doneciones.- 


2- — Solamente el Síndico esipráflegitimado para realizar actos de 
administración y disposición sobre-los blanes y derechos que forman la 


or en todos los procedimientos 


jurisdiccionales o :administrativos en lo o en-que éste sea parte, con 
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excepción de aquellos fundados en relaciones de familia que no tengan 
contenido patrimonial.- 

4.- En los casos de suspensión de la legitimación del deudor para 
disponer y obligar la masa del concurso, los pagos realizados al deudor no 
tendrán efecto libaratordo para los acreedores, salvo los realizados de 
buena fe en el periodo que medie entre la sentencia declaratoria del. 
concurso y la registración y publicación da la misma.- 


ARTÍCULO 47"- (Efectos generales de la limitación de la legitimación del 
deudor para disponer y obligar la masa del concurso).- La limitación de la 
legitimación del deudor para disponer y obligar la masa del concurso, 
dispuesta en la sentencia de declaración judicial de concurso o en 
cualquier resolución Judicial posterior, producirá los siguientes afectos: 


contrasr, modificar o extinguir obligaciones; conferir, modificar o revocar 
poderes; o para realizar cualquier acto Juridico relativo a blenes de la masa 
aciva.- 


2- Se excepióan del régimen establecido en el punto 1 las 
operaciones ordinarias del giro del deudor, las cuales serán reallzadas por 
éste bajo el control del Interventor. No se considerarán operaciones 
ordinarias del giro los actos relativos a blenes de uso registrables, la vónta 
o arrendamiento del establecimiento comercial y la emisión de obligaciones 


3.- — Serán ineficaces frente a la masa los actos de administración 


ARTÍCULO _48*.- (Régimen de los órganos de la persona juridica deudora 
en caso de suspensión de la legitimación para disponer y obligar la masa 
del concurso)- La suspensión de la legitimación de las personas jurídicas 
para disponer y obligar la masa del concurso producirá además los 
siguientes efectos respecto al funcionamiento de sus órganos sociales; 


1,- — El Sindico ejercitará las facultades conteridas por la ley y los 
estatutos a los administradores o liquidadores, que perderán el derecho a 
percibir cualquier tipo de remuneración.- 


2.- — $e suspende la obligación legal o estatutarla de convocar 
reuntones O asambleas de socios o aodonistas. Si las mismas fueran 


886-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


convocadas, cualquier resolución qué 
validez, que sea ratificada por el Sindico. 


3- El órgano de contml i 
funcionas.- 


adopten requerirá, para su 
quedará suspendido en sus 


ARTÍCULO 49*.- (Régimen de los órpanks de la persona juridica deudora 
en caso de limitación de la legitimación phra disponer y obligar la masa del 
concurso).- La limitación de la legitimaci); de las personas jurídicas para 
disponer y obligar la masa del sol producirá adernás los siguientes 


efectos respecto al funcionamiento de sud órganos sociales: 
1- Los órganos de la persdna jurídica se mantendrán en 
funcionamiente, con las limitaciones scidas en este artículo. - 


2.- — La convocaloria d julie reunión o asamblea de socios o 
a adofes 0 lquidadorea, requerirá la 


3- El imerventor podrá solicitá al Juez, en forma fundada, la 


suspensión del órgano de control interno, isumiando sus funciones.- 
ARTÍCULO 50%.- (Designación de us administrador o una Comisión 


de Acreedores por los acreedores).3 Sin perjuicio del régimen de 
suspensión o limitación de la legitimadión del deudor para disponer y 
obligar la masa del concurso, en cusiquier estado de los 
procedimientos, en audiencia o mediante acta notarial, acreedores 
quirografarios con derecho de vota, qhe representen por lo menos la 
mayoría del pasivo quirografarió Gbn derecho de voto, podrán 
nominar un administrador del petrifionio y del giro del deudor 
durante el concurso.» 


sustituirá al Síndico o al deudor, se los casos, en la función de 
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*.- (Acciones contra los socios).- La declaración judicial de 
Canet Marin 1 sigulentes efectos respecto de las acciones contra los 
socios de la sociedad deudora: 


1.-  Comesponderá eclusivamente al Síndico o al Interventor, 
según el caso, la promoción de la acción contra los socios personalmente 
responsables por las obligaciones sociales anteriores a la declaración de 
concurso, con excepción de aqueñas acciones correspondientes a 
obligaciones laborales y ibutarias.- 


2- Corresponderá excusbamente al Síndico o al Interventor, 
según el caso, la acción para obtener el pago integro de las aportaciones 
comprometidas por los socios o accionistas, así como ul cumplimiento de 
las preslaciones accesorias. En caso de insuficiencia de bienes propios de 
la sociedad deudora, el Síndico podrá reclamar a los socios o accionistas el 
pago iniegro de los aporles comprometidos y no realizados, aún cuande no 
estuvera vencido el plazo establecido para el cumplimiento de dicha 
obligación.- 


ARTÍCULO 52*%.- (Acción soclal de resporsabllidad contra los 
administradores, integrantes del órgano de control intemo y liquidadores).- 
Corresponderá al Síndico o al Interventor, según el caso, la representación 
de la sociedad para la promoción de la acción social de responsabilidad 
oo pr 2 al cy Y ii o eros deca al 
los liquidadores, sin requerir para esto la prewla conformidad de la reunión o 
asamblea de socios o accionistas.- 

Si el Síndico o el interventor fueran omisos, dicha acción podrá ser 
promowda por los acreedores.- Si la sentencia contiuviera condena a 
indermmizar a la sociedad daños y perjuicios, el acreedor que hublera 
ejercitado la acción en interás de la masa activa, tendrá derecho a que, con 
cargo a esa indemmización, 66 le reembolsen los gastos y se le salistaga el 
cincuenta por ciento del crédito que no hublera percibido en al concurso.- 


ARTÍCULO $3*.- (Deber de cooperación y de información del deudor).- 
Están alcanzados por el daber de cooperación e información el deudor y los 
administradores y liquidadores de la persona jurídica, asi como los que 
hubieran revestido esta calidad en los dos años anteriores a la declaración 
judicial de concurso.- De acuerdo con el mismo, deberán comparacer 
personalmente ante al Juez del concurso y ante el Síndico o el interventor 
cuantas veces sean requendos y facilitar boda la cooperación e información 
nñecesa ria o conveniente para 6l interás del concurzo.- 
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ARTÍCULO 54%.- (Derecho a de)- En caso de limitación de la 
legitimación para disponer y obligara masa del concurso, el deudor 
persona física tendrá derecho a percibir con cargo a la masa.- 
En caso de suspensión de legifimación, solamente tendrá 
derecho de alimentos cuando la macak ¡fuera cuperñor a la masa 


pasiva.- 

Las personas respecto de las 
alimentos, pap tendrán derecho $ 
percibilos en monto suficiente de otra: 


Capitulo 


Lay.- 


e.- (Prohibición! 
Cecdarado Jud ente el concurso, 
créditos anteriores a la fecha de la 
contra el deudor procedimientos | 
tipo. Las actuaciones Judiciales 'o' a 
nulas.- 


promover nuevos Juicios)- 
atrredores del deudor por 
A no podrán promover 
las o arbitrales de ningún 
rales que se realicen serán 


anterior, los procedimientos 
s que no tengan contenido 
referidos en el inciso 2 del 


Se excepióa de lo dispuesto en al 
que se funden en relaciones de familia 
patrimonial y los “procesos de cono 
articulo 58”.- 


¿2 (Procesos en 


ARTÍCULO 57 mile). Los procesos judiciales de 
conocimiento o los procesos arbitrales 


el deudor, que se encuentren 
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en trámite a la fecha de declaración del concurso, continuarán ante la sede 
que está conociendo en los mismos, hasta que recaiga sentencia o laudo 
firmá.- 

Los Síndicos o los Iinmterventores, an este último caso con 
autorización del Juez del concurso, podrán allanarse total o parcialmente a 
la demanda, desistir de los recursos interpuestos o transar el juicio,- 

En todos los casos, las costas y costos impuestos al deudor tendrán 
la calidad de crédilos concursales, cualquiera sea la fecha de la sentencia 
que condena al pago de los mismos.- ] 


ARTÍCULO 58*.- (Sentencias y laudos firmes).- Las sentencias o laudos 
firmes, sean éstos anteriores o posteriores a la declaración del concurso, 
que reconozcan al demandante un crédito contra el deudor, anterior ésto a 
la declaración del concurso, quedarán firmes y el Juez del concurso, 
reconocerá al cádito al Iratambento concursal qué corresponda, cualquiera 
sea la fecha de la Rosolución.- 

La misma solución se aplicará a las sentencias extranjeras o laudos 
arbitrales contra el deudor, pronmnciados en el exterior, una vez que las 
mismas sean reconocidas en el pais, de conformidad con lo dispuesto por 
la ley procesal.- 


- (Competencia exclusiva del Juez del concurso en 
materia de ojecuciones).- El Juez del concurso será el Único compelente 
para conocer en los procedimientos de ejecución y para disponer la 
adopción o el levantamiento de medidas cautelares sobre los blenas y 
derechos que integran la masa activa.- 

Los acreedores laborales lendrán la opción de verificar sus créditos 
dentro del procedimiento concursal, promevwer un proceso de conocimiento 
ante la judicalura competente en materia laboral o verificar parte de sus 
créditos en el proceso concursal y los restantes en sede laboral, sin 
perjuicio da las acciones de ejecución y las medidas cautelares, que serán 
entodos los casos competencia del Juez del concurzo.- 


- (Prohibición de nuevas ejecuciones y suspensión de las 
ejecuciones an curso) Declarado el concurso, ningún scredor podrá 
promover ejecución contra el deudor por cróditos anteñores a la 
declaración.- 


Las ejecuciones que se encuentren en trámite, así como los 
embargos que se hubleran trabado, quedarán en suspenso desde el 
momento de la declaración, procediendo eu acumulación al concurzo.- 


ARTÍCULO — G1%- — (Situación de los créditos prendarios e 
hipotecarios).- En al caso de los cródilos prendarlos a hipotecarios, 
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la prohibición de promover aejecúcidnos y la suspensión de las 
ejecuciones en curso caducará transeprridos ciento veinte días de la 
sentencia declaratoria del concurso.- 


En estos casos, la ejecución deberá promoverse o continuará, según 
los casos, ante el Juez del concurso.- 


ARTÍCULO 62%- (Situación de les rédilos laboral) Existiendo 
recursos liquidos suficientes o biene fácilmente realizables en la 
masa activa y siempre que la dispos ón de los mismos no afecto la 
viebilidad de la continuación del gl del deudor el Síndico ú el 


Interventor, previa autorización Joa , dispondrá el pago anticipado 
de los créditos laboralés de cualquidr naturaleza que se hubleran 
devengado hasta doce meses antes dé la declaración de concurso.- 


En este caso, no será necesaria] la verificación del crédito en el 
concurso ni sentencia laboral previa que PECONOFCA.- 


La solcitud de pago anticiptedd podrá ser denegada, total o 
pardalmente, E | que los oriditos laborales no 


sudan de la documentación del emplkador o cuando existan dudas 
razonables sobre al origen o lepilimidad las: mismos.- 

- Cuando el crédito laboral ublorafsido verilicado an el concurso o 
des bie y alien dono a competente reconociendo 
po plnca, ul HS yl ento  pracurarán la oblención de los 

recursos npecesarips para la cancelación e 500 AD, placa mica 
autorización al Juez para la venta a tic a de activos del concurso, si 
fuera necesario, siempre que la disposila ¡de dichos racursos na electa la 
viabilidad de la continuación del gire de apudor- 

En caso que los bienes de la mask activa fuesen insuficientes para 
la cancelación de los créditos laborales se aplicará lo dispuesio en el 
artículo 183*.- 
Sección 3 
Efectos sobre los tródilos 

.- porra Mi A 
obligaciones)- Los crédilos moneda extranjera 58 


convertirán a moneda nacional al ipó d A oumble cornada ba En 
de la fecha de declaración del concursdl salvo los créditos prandarios a 
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hipotecarios expresados en moneda extranjera, hasta el límite de su 
respectiva garantia.- 

A partir de la fecha de declaración de concurso y hasta la fecha de 
pago, todos los erédilos serán ajustados, de acuerdo con los cileños 
establocidos por el Decreto-Ley N' 14.600 del 8 de marzo de 1978.- 


ARTÍCULO 64*.- (Susponción del devengamiento de los intereses).- 
Desde la declaración de concurso, se suspenderá el devengamiento de los 
intereses salvo los cróditos prondarios e hipotecarios hasta el limáa de su 
respectiva garantia.- 

La suspensión del devengamianto dae Intereses se establece sin 
perjuicio de lo que resulte pactado en el convenio o acuerdo privado de 
reorganización entre el deudor y sus acreedores y de la compensación 
establecida por el artículo 188* en caso de resultar un remanente luego de 
PIERA Yan Pa an Dd 


no procederá la rs li il E rcpgia 
deudor, salvo que estuvieran en situación de ser compensados antes de la 


ARTÍCULO 88*.- del derecho de retención).- Declarado el 
concurso no podrá ser invocado el derecho de retención sobra bienes y 
derechos integranes de la masa acllva.- 


ARTÍCULO 87*.- [Suspensión de la prescripción y caducidad).- Desde la 
declaración del concurso quedarán suspendidos los plazos de preseñpeión 
y caducidad de las acclones contra el deudor, por créditos anteriores a la 
declaración. También quedarán suspendidos los plazos de prescripción y 
caducidad de las acciones sodales de responsabilidad contra los 
administradores, iquidadores e integrantes del órgano de conlrol imterno.- 


Capitulo 111 
Elecios sobre los contralos 


ARTÍCULO 68*- (Contratos pendientes de ejecución).- En caso de existir 
a la fecha de declaración del concurso, contratos de los cuales deriven 
es iia del deudor pendientes de ejecución, se procederá de la forma 


1.- El Síndico o el deudor con la autorización del Interventor, 
tendrán la facultad de rescindir unilateralmente al contrata, notificando este 
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acreedores presenten la solicitud da re 


o de dicho placso, la contrapario 
ps, al Síndico o al deudor y al 
rán no el contrato, En este caso, sl 


no ejercieran la facultad de resolución dedtro de los cinco dlas siguientes a 
la recepción del requerimiento, ya no' poli con posterioridad, 
salvo que el Juez apruebe un convenio rip la continuación de 
la o empresarial defi deudor o disponga la hiquidación 


iición de daños y peruicios que 


cause la resolución, crédito que lendrá la bonsideración de concursal. - 

ds En casa de no optares por roolción del contrato, cuando 
el cumplimiento del contrato por parte delfieudor implique esgo manifiesto 
y grave para la otra parte, ésta podrá Brolicitár al Juez que rescinda el 
comirabo 0 que se garantica a el complimiento del mismo.» 

5- — Serán nulas las es contractuales que declaren 
resuelto el cantralo o atribuyan de resolución a cualquiera de las 
partes, on caso de insolvencia o de d clagación de concurso del deudor.- 


).- Los contratos de trabajo 
rescindidos por afecto de la 
declaración de concurso. - 


ARTÍCULO 70".- (Contratos del pa 
caso del personal de alta dirección, 
razones fundadas, podrá solicitar al 
de este cebo concursal.- 


al de alta dirección).- En el 
Síndico o el interventor, por 
vez el aplazamiento del pago 


y % 
sustanciales de la actividad del deudor.- 
El Sindica podrá solicitar al Juaz 
coódilo concursal, hasta que queda firme 
TÍTULO 1 
FORMACIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Capitulo | 
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Composición de la masa activa 


ARTÍCULO 71*.-  (Principlo de universalidad) La masa activa del 
concurso estará integrada por la totalidad del patrimonio del deudor a la 
fecha de la declaración, y por los blenes y derechos que odgulora hasta la 
conclusión del procedimiento.- 

Compeonen el patrimonio dal deudor los blanes y derechos propios y 
los gananciales cuya administración le comesponda por ley 0 por 


ARTÍCULO 72*.- (Blenes adquiridos por el cónyuge del deudor).- Se 
presimirá en beneñcio de la masa, salvo prueba en contrario, qua los 
bienes y derechos adquiridos por el cónyuge del deudor, dentro del año 
antedor a la declaración de concurso, At talco rl 


todos los casos, por Importe suñiciente.- 
La prosunción no regirá cuando ls cónyuges estuvieran separados 
judicialmente.- 


: - [Cuentas indistintas)- En caso de declaración de 
concurso del itular de una cuenta indistinta, abierta con un año o menos de 
de antelación a la fecha de dicha declaración, s0 prosume que la totalidad 
del saldo acreedor de dicha cuenta es propiedad del deudor, salvo prueba 
encontrado.» 


Capitulo ll 
Consarvación y administración de la masa activa 


ARTÍCULO _74.- (Comervación de la masa activa)- En caso de 
suspensión de la legitimación del deudor para diponer y obligar a la masa 
del concurso, el Sindico deberá conservar los bienes y derechos que 
integren la masa activa del concurso.- 

Los blenes de fácll deterioro o de dificil o costosa conservación 
podrán ser onajonados de inmediato, mediante la modalidad que disponga 
al Tribunal a propuesta del Sndica.- 

Caberá realzar además todos los actos necesarios para entrar en 
posesión de los libros legales y de los documentos relatos a la masa 
acilva y a la acifvidad profesional o empresarial del deudor.- 
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ARTÍCULO 75*.- (Administración dé laj masa ictiva).- El Síndico o ol 
deudor, con la autorización y control del Inte 

masa activa del modo más para la salisfacción de los 
acrosdonta.- 


exclusión de bienes y derechos, asl co p! 
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1.- La rehabilitación deberá ser notificada al titular del cródito 
antes de que finalice el plazo para presentar la solicitud de reconocimiento 


de crédilos, prevda consignación de los importes pendientes de pago y de 
los interasos mo 


Z- —No debe de haber recaldo sontencia judidal pasada en 
autoridad de cosa juzgada disponiendo la resolución del contraio por 
incumplimiento.- 


3- El Síndico o el Interventor asumirán, por el deudor, la 
obligación de continuar realizando los pagos periódicos en los plazos de 
sus sucesivos vencimientos, los que serán cráditos contra la masa.- 


Capitulo 111 
Relntegración de la masa activa 


ARTÍCULO 80*%.- (Objeto de la relntegración).- En el caso que, a 
fecha de declaración del concurso, el pasivo fuera superior al A 
susceplible de ejecución forzada, el Sindico ejercitará las acclonos 
revocatorias que correspondan para reintegrar a la masa activa los 
blenes y derechos que hubleran salido del patrimonio del deudor en 
las situaciones previstas en los articulos sigulentes.- 


ARTÍCULO 81%- (Actos revocables de pleno derecho)- Son revocables 
de pleno derecho los siguientes actos realizados por el deudor:= 


t- Actos a título gratullo rmalizados dentro da los dos años 
anteriores a la declaración de concursa, salvo los regalos y liberalidades de 
costumbre y las donaciones a favor del personal que tengan maniñesto 
carácter remuneralorio.- Se considerarán incluidos loa actos en que la 
contraprestación recibida por el deudor hublera sido notoriarrente inferior al 
s“alor del bien transterido.- 


2- Actos de constitución o de ampliación de derechos reales de 


braco escola nl la extinción de las antarloras.- 


3- Pagos realizados por el deudor, dentro de los solas mesas 
anteriores a la declaración de concurso, por créditos que aún no se hallaran 
vancidos.- 
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de Actos de sccpiación por dl deudor de cualquier clase de 
requerimiento resolutorio de contratos, déntro de los sels meses anteriores 


a la declaración de concurso.- 

(Actos revocablea ed fraude de los acreedores 0 con 
corccniento ds la nohenca)- Sonimá abiés los actos y omisiones del 
deudor én peñuiclo de los 2 ora, resalieados en los dos años 
artecores a la declaración de concurdo, o el deudor hublera actuado 


por el valor de los bienes o derechos oljet 
ya no se encuentren en su patrimonio! 


ARTÍCULO 86- (Leg 
deberá dirigirse contra las siguientes p según comresponda: 
1.- — El deudor.- 
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2- La contraparte en el acto objelo de revocación o guíen sa 
haya beneficiado con dicho acto u omisión, aunque el bien o el derecho no 
estindase ya en su patrimonio.» 


3- La persona que haya adquirido a iffulo gratulto o a tido 
untrersal el bien 6 el derecho de quien hublera sido parte en el acto objeto 
de rowocación 0 se hubiera benoliciado del miamo.- 


4- Las demás personas que, actuando de mala fe, hubleran 
adquirido a cualquier liulo el blon o el derecho de quien hubiera sido parte 
on el acto objeto de revocación o se hublera beneficiado dal mismo.- 


ARTÍCULO 877.- (Efectos de la sentencia de revocación).- La sentencia 
que acoja la acción revocatoria, tendrá el siguiente contenido: 


1.-  Condenará al demandado a reintegrar a la masa acia los 
bésnes o derechos indebidamente adquiridos, con sus frutos.- 


2- Sl los bienes o derechos no sé encontraran en su patrimonio, 
lo condenará a entregar el valor que hubleran lenido al sallr del patrimonio 
del deudor o en cualquier otro momento posterior, sl hubiera sido mayor, 
más el interás legal.- 


3- — Quedarán sin efecio los derechos reales de garantía que se 
hubieran constituido, ordenándose la cancelación de las Inscripciones 
registrales correspondientes. - 


4- — En caso de pagos realizados por el deudor a por un tercaro, 
se condonará a quien los haya recibido a relintegrarlos a la masa, con más 
sus inbereses.- 


5- El cródio qué resulte, a favor del demandado como 
cormecuencia de la revocación, tendrá el carácior de cródlto concursal.- 


6- 5 se hubiera probado qué e demandado conocia el estado 
de insolvencia del deudor en el momento de la realización del acto o de la 
omisión, perderá el derecho a cobrar su entdiio en el concurzo.- 


Capilulo MW 
Reducción de la masa activa 


ARTÍCULO B8”- (Separación da blenes y derachos).- Loa blenas y 
derechos que, en el momento da dedaración del concurso, se encuentren 
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en posesión del deudor paro seág ajena, sa entregarán a sus 
titulares, previa resolución del Juez del y ton informa favorable del 
Síndico ú del Interventor.- 

Si el informó fuera desfavorable, 14 solcitad doborá mlisrarse dentro 

del plazo y por El procedimiento para la impugnación del 

(Blenea no L- Mo sarán susceptibles de 

separación ls bienes y derchos de para apena no Dra Eon ua a 
deudor tenga derecho de uso o de ga 

aro So pero arerd apación).- 5 los blanos y derechos 

de separación hubieran sidd enajenados por el deudor antes 

er errar roger e hol da buena fe, el titular 

perjudicado podrá optar entre exfolr lnfcosión del desecho a racitár la 

contraprestación, sl todavía el adquirle o la hublera realizado, o solicitar 


enta legal- 
El crédito que resulta a favor del t lar perjudicado tendrá la calidad 


de cródito concursal.- 
le hubiera reconocido su derecho, al palate toi ral 
cródilo.- wertficació 
Capitulo Y 
Deudas de la masa activa 
ARTÍCULO 81%- (Créditos contra la fnasa).- Serán cráditos contra la 
masa: 
A.- Las costas y costos del concursal, > 
ud ales de quienes al deudor.- dos 
2- Las retribuciones del S g o del Interrantor.- 
3- Log pactos de O DE ha administración, » y 
liquidación de la masa activa. valoració 
4.- Los créditos nacidos s de la declaración de 
cuciuends, malva cla la bay oa conidios a he uberarn 
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5- — Los pagos por alimentos y entero del deudor y de las 
personas frente a las cuales éste tenga deber legal.- 


ARTÍCULO 92*- (Régimen de los criditos contra la masa). — Los enóditos 
conira la masa 56 pagarán, a medida que venmzar, fuera del procacimiento 
de concurzo.- 

Su pego se rmalizará con cargo a los blenes de la masa que no están 
gravados con prenda o hipoteca.- 


TÍTULO Y 
FORMACIÓN DE LA MASA PASIVA 


Capitulo | 
Vonficación de los créditos 


Sección 1 
Solicitud de verificación 


ARTÍCULO 93*.- (Cormunicación a los acresdoras).- Dentro de los quince 
días siguientes a su designación, el Síndico o el inervantor notificará por 
carta u coto medio fehaciente a los acreedores cuya identidad conste en la 
contabilidad y documentos del deudor o que resultan conocidos de alguna 
otra forma, ha declaración de concurso, la sede ante la cual sa tramita, el 
nombre del Síndico o Imervéntor y la fecha fijada para la Junta de 
Acreedores.- Igual comunicación será remitida a quienes conste que sean 
codeudores, fladores o avalistas del deudor.- 

Esta comunicación se realizará sin peguicio de la derivada de la 
publicación de la sentencia de declaración de concurso, de conformidad 
con lo dispuesto por el articulo 21.+- 


2. (Plazo para la solicitud de verificación).- Los acreedorsa 
deberán presentarse a verificar sus cróditos dentro del plazo de sssenta 
días, contados desde la fecha de declaración Judicial del concurgo.- 


La no finalización de la verificación de los créditos, en ningún caso 
será causal de suspensión de lá junta de acreedores.- 


ARTÍCULO 95.- (Solicitud de verificación)- Los acreedoras deberán 
presentarse en e Juzgado, en escrito dirigida el Síndico o al interentor, 
con el siguiente contenido: 


1- Solicitud de verificación de lea crádiics, indicando la fecha, 
causa, cuantila, vencimiento y calificación sollcitada de los mismos.- 
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Afiginales o medios de prueba que 
dios... 


citados en el exterior, deberán 
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191%- (Preparación de la lista de acreedores).- Dentro de los 
treinta dias siguientes, a contar de la terminación del plazo pasa solicitar la 
verificación de cródilos, el Síndico o el Interventor preparará la lista de 
acreedoras con el siguiente contenido: 


1.- La nómina de los acreedores que forman la masa pasiva, 
hayan solicitado o no la verificación de sus cróditos, ordenados por orden 
alfabética, indicando respecto de cada crédito la fecha, causa, cuantía, 
vencimiento, garantias personales o reales, y calficación Jurídica, 
distinguiendo la parte correspondiente al principal y a los intereses.- 


2- — La nómina de screedores excluidos, indicando las razones de 
exclusión de cada uno de elos.- 


La lata de acreedores quedará de manifñeslo en el Juzgado a 
disposición de loa acreedores, El Síndico o el interventor comunicará a los 
acreedores que se hubleran presentado a verificar sus créditos sl los 
mismos. fueron verificados y, en caso afirmativo, las condiciones de la 
yarficación.- 


ARTÍCULO  102*- (Cómputo de los crádilos)- A los efectos de la 
delerminación de la masa pesiva, ls créditos 38 computarán de la 
siguiente forma: 


1.-  Tedos los créditos se sspresarán en dinero.- 


Z- Los créditos en moneda extranjera s6 computarán en meneda 
nacional, al po de camblo comprador interbancario vigente a la fecha de 
declaración del CONCUTZO.- 


3.- Los créditos por prestaciones no dinerarias se computarán por 
su valor a la fecha de declaración del concurso.- 


4- Los créditos por prestaciones periódicas, dinerarias 0 no 
dinerarias, se computarán por su valor ectual a la fecha de declaración del 
COncurto.- 


(Créditos condicionales y iigiosos)- Los cróditos con 
AN iii Be il ie 
haciondo constar expresamente el carácter de cróditos condicionales. La 
posteñor inclusión o exclusión del cródito, como consecuencia del 
cumplimiento o incumplimiento de la condición, no afectará la validez de las 
actuaciones reelizades hasta 6l momento.- 
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ARTÍCULO 105*.- (Resolución aras sobre la lista de dci Y 
el inventario).- Si no existierán 1 nactoñes dentro del' plazo 
establecido para la + Impugnación: ¡dd la ista de acreedores y el 
inventario, el Juez aprobará ambos d entoa.- 


- En caso de existir al Jyez dicirá sentencia 
aprobando la llatp da acreedores y al ntarlo, o Introduciando a los 
mismos las modificaciones motivadas Iimpugnacionés deducidas.- 

cualquiera de ambos casos, 7 el Juez 
lo declarará ; entre el activo y el pasivo a 


. de: la Judicial)- Los créditos 

contenidos en la lista de acreedorss por el Juez se tendrán por 
y , dentro y fuera 

Si la sontohcia judicial fuara a solicitud del recurrente, el 


duer del concurso podrá adoptar laz. cautelares 
asegurar la efectividad de la sentencia resuelva el mcurso.- 
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ARTÍCULO 108*.- (Clases de cróditos).- Los erbdllos que componen la 
masa pasiva del deudor se clasificarán en cróditos privilegiados, cróditos 
quirografarios o comunes y créditos subordinados.- 

Por su parte, los créditos privilegiados se clasificarán, a su vez, en 
cróditos con privilegio especial y cráditos con privilegio ganaral.- 


pss lacio lepra Son créditos con 
los l 


considerados privieglados cuando: hayan sido olorpados en documento 
público o an documento privado con fecha clerta o comprobada. - 


ARTÍCULO 110%- (Cróditos con pole genaral).- Son cróditos 
con privileglo general, en el orden plantead 


1. Los crádllode laborales de cualquier naturaleza, devengados hasta 
con dos años de anterioridad a la declaración del concurso, sempre y 
cuando no hubleran sido satistachos en la forma prevista en al artículo 62", 
hasta por un monto de 260.000 Unidades Indexadas por trabajador. 
Tendrán también este privilegio los créditos del Banco de Previsión Social 
e al 


No gozarán del privilegio provisto an el inciso anterior, los cróditos 
de los directores o administradores, miembros del órgano de control indemo 
y Iiquidadores de la deudora, los cuales tendrán naturaleza de 
quirografarios, sin perjuicio de lo establecido an el arifculo 201*.- 


Z clicar dere rre 
con dos años de anterioridad e la declaración del concurso 
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titular el acreedor que promoó la de concurso, hasta el dlez 
por clanto de la masa pasiva. - 

Estos pridiegios se establecer] sf perjuicio del derecho conferido 
por la ley a los acreedores a la eal parckal de los cródilos no 
pagados a iravás del concurso, en 
interds de La rasa. 


y los socks y 
accionistas leiladerenta responsabies, sosn ttulares de más del 20% 
bj Nr administradores. de o de hecho y los 
Iiquidadores, así como quienes lo sido déntro de los dos años 
anteriors a la declaración de concurso... 
c) Las sociodados que parto de un mismo grupo de 
sociedades. - Se entenderá que un [ 
sociedad se encuentre sometida al de dirección de otra o cuando 
resulten sornebidas al de dirección de una misma 
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persona física o jurfdica o de vañas personas que actúen sistemáticamente 
án concierto.» 


perteneciontes originariamente 
A A O AO 


cuendo la partojpación en la votación de lo inisnos a la 
naturaleza de su cródito.- 
Los ca ó cualquier otro: documento 0 


obstáculo para la bqukiación de la masa activa.- 
En ningún caso los registros evdgirán la presentación de estos 
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concursales presentes... 
El Actuadlo del Jurgado de conculbo actuará como secralarlo de la 


"La Inasistencia del Síndico a del: , Ein fusta causa, sorá 
sancionada por al Juez con multa de al cinco 'por clanto del total del 
3 . 


pasivo : 
La Junta sa considerará t constituida cualquiera que sea 
el número de sersedore y el poreariajejdo pasivo conce, osito 


no el deuwdor,- 

ARTÍCULO 116*- (Próroga de las ) En caso de sar imposible 

o sólo día, el presidente podrá 
arre iio ¡de Acmedores durante uno 

o más días hábilss consecutivos. 


1 de los scr 
No será válida la representación 1 

especialmente 6no Screedores.- 
La facultad del mpresentante de 

comprando la de votar on ella on reprosentado.- 
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ARTÍCULO 120*- (Reprasentación legal de pequeños acreedores).- Los 
paqueños acreedores ordinarios que no asisten a la Junta során 
represantados legalmente por el Sindica o Interventor a los solos electos 
de la consideración y votación de la propuesta de convenio presentada por 
el deudor.- 

Se consideran pequeños acreedoras aquellos que sean titulares de 
un crédito por importa inferior a Ul 50.000 (Unidades Indexadas cincuenta 
mi) y los que, aún superando esa cifra, sean ftularss de un cródito inferior 
al cociente de dividir por diaz mil el total del pasivo.- 


lordoa de ahorra poawisianal ya tandos de inventa 


ARTÍCULO 121%- (Lista de asistentes).- Antes de entrar en el orden del 
día, el secretario confeccionará la lista de asistentes, en la que hará 
constar la identidad de cada uno de éstos, así como el Importe y la 


indicación de la identided del representante.- 


ARTÍCULO 122- (Orden del dia).- La Junta de Acreedoma considerará 
necesariamente el siguiente orden del día: 


4.- Informe del Síndico o del intorventor.- 
2.- — Propuesta de convenio, el ss hublera presentado.- 
3.- Nombramiento de la Comisión de acreedores.» 


ARTÍCULO _123%.- (Informe del Sindico o del Interventor). El 
informe del Síndico o del Intervantor tendrá el eiguientá contenido: 


1. — Memoria explicativa de la historia económica y jurídica del deudor, 
de la actividad o aciividades a que ss dedica o hublera dedicado y de las 
oficinas, establacimientos y explotaciones de qué fuera fbular, as! como de 
las causas del estado en que 19 encuentra. 


2. Estado de la contabilidad del deudor, con axprealón de las 
Infracciones legales y mglamentarias an que hublera incurrido. 
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dela masa activa, asi indicará 


5. La formá más conveniente de á la Bguldación de la masa 
acta, para el caso de que no 56 ba un convento entre el deudor y 
sus acreedores ml se logre realtaar: nta en bloque de la empresa en 


tasación sor realizada 


ARTÍCULO 424%- de ( 
Informa del Sindico o del Interventor, «y ser considerado en la Junta de 
Acreedores deberá sor prosentado al, con una anticipación minima 
de treinta días a la fecha lada para la de Acreedores, quedando de 
manifiesto el mismo, a disposición delos : 
solicitar, a su costa, copla de 


perjuicio de la posibilidad de recurrir la degisión judicial que las homologue.- 
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ARTÍCULO 138*.- (Funcionamiento de la Comisión de Acreedores).- La 
Comisión de Acreedores lendrá los cometidos que le asigna la presente 
la apparel o ta po 


Acreedores sorá establecido por la propia Comisión y, el ro edAlera 
acuerdo, por el Juez del cóncurso.- 


ARTÍCULO _137".- de los miembros de la Comisión de 
acreedoras).- Cuando exdsta Justa causa, el Juez, achiendo de oficio 0 a 
petición de cualquiera de las personas leglimadas para solicitar la 
declaración de concurso, del Sindica o del Interventor podrá separar del 
cargo a los miembros de la Comisión de Acreedores.» 


TÍTULO vil 
CONVENIO 


Capitulo | 
Propuesta de convento 


ARTÍCULO 138*- (Presentación de la propuesta) Con una' anticipación 
no menor de sesenta días a la fecha de la Junta de Acreedores, el deudor 
podrá presentar al Juez del concurso una o warlas propuestas de convenio, 
acompañadas de un plan de continuación o de Ikquidación.- 

El plan de continuación deberá contener un cuadro de 
financiamiento, on el que so describirán los recursos necesarios para la 
A 
deudor durante el periodo de cumplimiento del convenio, asl como sus 
diferantes orígenes. El plen deberá incluir una fórmula de pago a los 
ET UIC 0 POMO . 

o A O TA ES PON Y. O A 
a. Juridicas, por todos: los +administradores Iquidadoros, 
competen dor bacilo delas recia venal meobeandos la 
da la propuesta.- ql Aa ESOO a gua A, 2 FOCA A 
documento, con expresión de la causa.- 

En el caso que la propuesta impliguo obligaciones de pago A cargo 
de cualquiera do los acrcedores o de terceros, el documento en el que 
conste deberá contener, además de la firma o firmas requeridas 
procedentemenite, la de quienes pudieran meultar oblgados.- 


138%. (Contenido de la propuesta)- La propuesta podrá 
consisr en quilas y/o esperas, cesión de blenes a los acroedorás, 
conslitución de una socodad con los ecredores quimgrafardos, 
capfalzación de pasivos, creación de un fideicomiso, reorganización de la 
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sociedad, edminisiración de todo 0 de lorblenes en interés de los 
credos o ten cur oo cortito ico el provisto e 
segundo del articulo 174% dé la presento Loy, o cualquier 
combinación de las anteriores. - 

ARTÍCULO 140*- (Prohibición. de - ; condicionalos).- Las 
propuestas que sometan la eficaria: def convenio a cualquier clase de 
condición se 


par no 

Se exceoptún de lo dispuesto precarlentemente el caso de concurso 

de sodedades del mismo grupo, en la propuesta que presente 

cualquiera de ellas podrá condk a la aprobación judicial del 
convenio de una o varias sociedadés del 'prupo.- 


2- E a: Be. ER Tel e 
acreedores quitogiafaroe o para álloa,- : 
una minima de quince días a 


3- Su introducen con 
la focha Fada paraa Junta de 


r Juzgado puesto a sición de los adreodores 
minima de cinco dias a la fecha fada daria celebración dela Juñta.- 


Capitulo II 
Conalderación 


y votación de la propubstá 
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ARTÍCULO _143%- (Consideración de la propuesta).- La propuesta o 
propuestas de convento presentadas por el deudor, el plan de continuación 
o de liquidación y el informe especial que sobre asté plan hublera emitido el 
Sindico o el Interventor során considerados por la Junta de Acreedores.- 


adhesiones. En caso de Igualdad de votos entre dos o más propuestas, se 


procederá a ina segunda wolación mspecto a oños para definir la que 
habrá de acaptarsa.- 


ARTÍCULO — 144%.- — (Mayorlas necesarias para la aceptación de la 
propuesta).- Para que la propuesta de Convento se conskero aceptada, 
será necesario que volen a favor de la mísma acreedores que representen, 
como minimo, la mayerta del pasivo quirografario del deudor.- 

Sin perjuicio de lo dispuesto en al Inciso anterior: (A) cuendo la 
propuesta de convenio implique el otorgamiento de quitas superiores al 
cincuenta por ciento del monto de los cróditos quirografarios y/o plazos de 
pago superiores a dlez años, será necesario que voten a favor de la misma, 
acreadores quirografarios que representen las dos lerceras parias del 
pasivo quirografario con derecho a volo, (B) cuando la propuesta de 
convento consista en el pago Integró de los ecróditos quiragrafarios an plazo 
no superior a dos años o en el pago Inmediato de los cródilos quirogralarlos 
vencidos con quita Inferior al velnficinco por clento, será suficiente que 
voten a favor acreedores que' representen una porción dal pasivo del 
deudor con derecho a volo supenñor a la que vole en contra, slempra que 
los volos favorables representen, como mínimo, la cuarta parto del pasivo 
quirografario del deudor, deducido el pasivo sin derecho a voto.- 


(Ventajas en favor de acícedores).- Cuando una 
propuesta contenga ventajas an favor de uno'o vanos acreedores y de una 
o varias clases de créditos, además "de las mayorlas establecidas en el 
ariiculo anterior, será nocesado que votan a favor de la propuesta 
acreedores que reprasenten una porción del pasivo no banellciaedo supartor 
a la cormespondiente a aquellos acresdores que hubleran votado en contra.- 


ARTÍCULO 148%- (Consentimiento individual de los acreadores).- Cuando 
la propuesta do convendo suponga nuevas obligaciones para uno o varios 
acresdoras, será necesario el consentimiento individual de los afectados, el 
cual deborá sor prosentado antes de que la propuesta sea sometida a 


Mo sará necesario el consentimiento individual de los acreedores 
especialmente relacionados con el deudor cuando la propuesta prevea la 
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conversión de lod créditos de que "didares 6505 acreedores an 
acciones o en participaciones socioles sodledad deudora.- 


Capitulo ll 
Convenios de ceslón de activo 
ARTÍCULO 147",- (Cesión total o activo).- En caso de convenlo 
de cesión total de ecilvo en pagb 0 pago de los acrsedares, sa 
considerarán cedidos los bienes y d qbs figuren en el Inventario 
apmbado porel Juez del concurso... 

En caso de convenio de ccsión al. de activo, la propuesta 


deberá lr acompañada de la relación de s bienes o derechos objeto de la 
cesión. o 


En todos os casos debárán previamente sahaguardarse los 
derechos de los acreedores privilegladha. 


a al ri Salvo pacto en 
oluada dn Sanda cgis a Ra parcial del acto a un 
acreedor o a un tercero, con obligación di págar'por cuenta dol deudor a 
los acreedoras quirografarios y subordinados lí totalidad 6 parte de los 
crbditos, se considerarán cedidas las acianes de reintegración de la masa 
acliva.- 

Salvo pacto en contrario, a al da de coo UdonS A a 
alguna por los ciédilos que, an él rmorento tia Bl a. go E 

de convenio, no hubleran «micitado 


propuesta 
misma sea necesaria.- 
Capitulo MV 

Aprobación judiclab del convento 


AA 
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ARTÍCULO 151*.- (Logilmación para la oposición).- Podrán oponerse a la 
aprobación judicial del convenio: 

1,- Los acreedores que hayan sldo privados leglimamente del 
derecho de voto y los que hayan votado. en contra la propuesta de 
cormenio.- 

2- — ElSindico 04 inforventor.- 


ARTÍCULO 152%- (Causas de opoalción)- Cualquiera de los leglimados 
previsios en el artículo anterior podrán oponerse a la aprobación Judicial del 
convento alegando Infracción legal en la constitución o an la colebración de 
la Junta o en el contenido del convento.- Para que un acreedor asistente a 
la Junta pueda oponersa por infracción legal en la constitución o en la 
celebración de la Junta será necesaño además que haya denundado la 
infracción durante la Junta on 61 momento 0n que se hublera producido.- 

El acreedor o acreedores que represente, por lo menos, el diez por 
dento del pasivo quirografaro del deudor y el Sindico o Interventor podrán 
oponerse además a la aprobación Judicial dal corvenlo alegando alguna de 
las siguientes Causas; 

1.- Que el voto o los votos decisivos para la aceptación de la 
propuesta han sido emitidos por quien no era titular real del crédito o han 
sido obtenidos mediante maniobras que afecten o puedan afectar a la 
paridad de trato entra los acreedores quirografarios.- 

2.- — Queel cumplimiento dal convenio es objetivamente inviable.- 


ARTÍCULO 153%.- (Plazo de oposición)- El plazo de oposición será de 
¡sico días a contar desde el siguiente al de la conclusión de la Junta de 


5. 


ARTÍCULO 154*.- (Aprobación judicial en caza de falta de oposición).- 
Transcurrido el plazo a que se refers el articulo anterior sin que se hublere 
formulado oposición, el Juez dictará auto en el primer día hábll pestaror 
aprobando el convenio de acredoras.- * 


ARTÍCULO 155% (Procedimiento en caso de oposición).- En caso de 
haberse formulado oposiciones, ina vez tramitado ol incidente, el Juez 
dictará sontancia aprobando o no el convenio, sin que en ningún caso 
pueda modificarlo.- 

Si el convento no hublera sido aprobado por Infrección legal en la 
consiitución 6 en la celebración de la Junta, en la misma sentencia el Juez 
convocará una nueva Junta para sometor a volación la propuesta que 
hublera obtenido mayoría en la anterior, la cual habrá de celebrarse dentro 
del mes siguiente al de la fecha de la sonfoncia, La convocatoria de la 
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nueva Junta será objeto de la misma publicidad que la sentencia de 
declaración de cofcurso.- 


ARTÍCULO 156". (Publicidad de la apribación judicial del convenio).- La 
A O 
obleio de la misma publicidad qué ly sentenda de declaración de 
cOncurso.- 


Socdón 2 
Efectos de la aprobación Judicial del cormánio 


ARTÍCULO 157%- (Vigencia de los efeltos).- El convenio producirá sus 
afectos a partir de la fecha en que alcancú firmeza la resolución Judicial que 
lo hublera aprobado.- 


coros ao Ao o ( la declaración judicial de 
0 , neos los que, por cuakuer causa a, no. hubleran sido 


ARTÍCULO 459*- (Efecto novatoria sabre lo.cróditos)- Por virtud del 
cormento, los . erédilos o y subordinados * quedarán 


definitivamente eánguidos 

dorivamento mgos en ls a on quo se. convenio ss disponga lo 

contrario o que la-sentenda de califidación condene a la cobertura de la 

A 
E subonfinados serán exigbles conforme 

a lo pactado, salvo O cs ac 

dela totaldad o pane del déficit 


ARTÍCULO 160%- (Subeistencia de ws garaniias personales). Los 
AS 


e. Efecto extíntiva de la o de la imitación de 
legitimación del deudor para « Y cy lalola 
A, partir del momenta en que alcenos la resolución Judicial de 


aprobación del cónva 
lsclintación del dbudor para disponer y abligara la masa del concurso, 
salvo que en el propio convenio se disponga lo contrarlo o que el Juez, en 
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esa misma resolución, hublera acordado la prórroga de la suspensión o de 
la imitación, la cual en ningún caso podrá ser suparior a tras mesas.- 


ARTÍCULO 102*- NA A 
Sl el deudor fuera una persona Juridica que tuwera suspendida su 
leglimación para disponer y obligar a la masa del concurso, el Sindica, 
dentro de los cinco dias siguientes a la focha on que alcance firmeza la 
resolución Judicial de aprobación del convento, convocará a la asamblea de 
socios o accionistas para el nombramiento de administradoms o de 
Equidadora 


5.- 


Capitulo Y 
Adhesiones a la propuesta de conwenio 


ARTÍCULO 163%.- (Presemtación del convenio).- Antes de la celebración 
de lá Junta de Acreedorms, el deudor podrá presentar adhesiones a una 
propuesta de corvenlo suscála por acreedores que representen la mayoria 
del pasivo quirografarlo del deudor con derecho a volo. Cuando la 
propuesta de convenio implique el otorgamiento de quitas supariores al 
cincuenta por cianto del monto de los créditos quirografarlos y/o plazos de 
pago superioras a diez años, será necesario contar con adhesiones a la 
misma de acreedores quirografarios que representen las dos tercoras 
partes del paafwo quirografarko con derecho a vota, 

En esto caso, luego de haber recaldo aprobación judicial de la lista 
de acreedores, el Juez dispondrá la suspensión de la Junta y abrirá plazo 
de oposición para la aprobación del convenio.- 


ARTÍCULO _164*.- (Procedimiento de aprobación del convento)- La 
resalución judicial qué suspenda la junta mandará publicar un edracio de la 
propuesta de convenio en el Diario Oficial, por el plazo de tros días, 
convocando a los acreedores concursales a presentar sus oposiciones an 
al plazo de volnte días a partir,do la última publicación. Esta publicación 
sorá ordenada y tramitada directamenté por el Juzgado dentro de las 
velifcaairo horita: derlepuelta poe al Jocs. 1 lero Plbro de prapumla 
estará, en todo momento, a disposición de los acreedores en la sede del 


Tribunal.- 

Podrán oponerse a la aprobación del convenio ls acreedores 
quimgrafarios y subordinados del deudor, con wcepción de aquelos que lo 
hubleran suscripto, y el Síndico o Interventor, por cualquiera de las 
causales provistas en el artículo 152%.- 

Transcurrido el plazo legal sín que se hublera formulado oposición, 
el Juez dictará auto en el primer día hábl posterior aprobando el convanio 
de ncreedoras.- 
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á En caso de mediar oposiciones, ls mismas se tramiterán por el 
procedimiento prelisto en el artículo” 145" y la 'decislón que apruebo o 
rechace el convenio tendrá los efectos frevistos en los artículos 157” a 
142. 


Capitulo Y1 
Cumplimiento e incumplimiento del convetio 


sobre el estado de cumplimiento da éso'bofwenio, que entregará al Juez 


del concurso y a la Comisión de 
Sin poco de esto, el Gor sab i Informar del estado de 
cumplimiento del corvento a la no Acmadores cada vez que 591 


requerido por Ésta.- 


ARTÍCULO 166*- (Cumplimiento 'del convento).- Una vez cumplido 
integramente el convenio, el deudor presentará al Juez solicitud de 
conclualón del concurso de acreedoros, asompañando los documantos qua 
lo acrediten.- 


convento).- En de inca bado comio, cual scrdor 
podrá solicitar solicitar del Juez Juez dol concutso la 'mpertura de la Equidación de la 
masa activa.- 


A palición del solicitante, eli Juez el concurso podrá adoptar las 


dictará sentencia decierando Inclmplida el convenio y ordenando la 
quidación de la masa sotiva.- 

En la misma sentencia el Juez suspenderá la legilimación del deudor 
para disponer y 6 ala masa del cónonrso.- 


TÍTULO YH 
LIQUIDACIÓN Y PAGO 


¡Capitulo | 
Liquidación de la masa activa 
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ARTÍCULO  168%- (Apertura de la liquidación).- El Juez del concurso 
ordenará la liquidación de la masa ectiva en los siguientes casos: 


1.- Cuando el deudor asi lo pida en la solicitud de declaración 
judicial de concurso.- 


2- En caso de falla de presentación o de acopiación de la 
propuesta de convento por la Junta de Acresdoras.- * 


3-  Encaso de falta de aprobación Judicial del convento. - 
4.- En caso de incumplimiento del convanio.- 


5- Cuando, en cualquier estado del procedimiento, así lo 
soliciten, en la Junta de Acmedores o fuera de ella, acreedores que 
representen la mayoría de los cróditos quirografarios con derecho a voto.- 


ARTÍCULO  169*- (Resolución de liquidación de la masa activa).- La 
resolución judicial que ordeno la Mquidación contendrá nocesañamente los 
eliguientes pronundlamientos: 


1.- — La suspensión de la legitimación del deudar para disponer y 
obligar a la masa del concurso, con: nombramiento del Interventor como 
Síndico. Si el deudor ya tudora suspendida la legitimación para dispóner y 
eESgar a la masa del concurso, continuará: al Sindico nombrado.- 


2- Fecha de la licitación bara la adquisición en bloque de la 
empresa en funcionamiento, que no podrá superar los 90 días de 
decmtada la liquidación, y pliego conteniendo las bases del llamado a 
licitación para la explotación de la emprosa, aprobado por el Tribunal a 
propuesta del Síndico (ariículo 172*).- La fecha de la licltación podrá ser 
prorogada en forma excepcional y por una única vez hasta por noventa 
días.- 


4- — Si el deudor fuera persona Juridica, la resolución contendrá, 
además, la declaración de disolución de la porsona Jurídica deudora y al 
casé de los administrado nes.- 


La resolución judicial que ordene la iquidación de la masa activa se 
notificará a los miembros de la Comisión de Acreedores y se Inacriblrá y 
publicará en igual forma que la sontencia de declaración del cancurso.= 

Deberá comenzar a ejecutarsa inmedatamento aunquo no 504 
finmá.- 
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. de la á de la eudación) La apertura 
ventimianto anticipado de 


Indemnizac 
lbs sanos y ¿dapAlioa Sul cnuad le nono MBE Macia por dl Jl, Handal la 
consideración de crádip concursal.- 


ARTÍCULO 174%; (Venta en bloque de labmpnisa en funcionamiento).- En 
(Epoph tz Avena en toque de intrpajes es Anconenii) E 


empresa en funcionamiento.- 

A A A e 
subastar la empre en fundlonamiente proceso licitatorio en las 
condiciones que astablazca la ; oportunamente dicta el 
Poder , Bóbre las siguientes 
(A) En los pllegos de condiciones $0 n requisitos minimos 
rr a o Pl ice io sus 

de miento de oferta, 
ausencia de víneylos e E 
al E a olererites calificados para la 
continuidad del 
cs Podrán pie pis E 


- se el ro 
Trad de la amp sb pr: 
miembroa.- 


(C)  Saabrrá un AA 
inferiores al 60% dl valor de tasación daa émpresa (articulo 123 numoral 
6).-- Sa aceptará la mayor oferta 'ál fontado, Ealvo que acreedores que 
representen el 75% del pasivo quiregrafaio acepten una oferta a cródito 
superior, slompra qua la miema no impuros porjcios en los derechos de 


si 
la'Diorgará “el Juez dél Gbncurso y ésto hará la tradición 
(articulo 770" del Cód) Civil) 


ARTÍCULO A pr pp adjudicación será tuto 

hábll suficiente para la tansmisión de da los blanes roforida 

en el articulo antertor, en ls condicionks en el articulo 177%, y 
afectos mgistralos.- 
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2. (Liquidación por partes de la masa activa).- - En caso de 
no lograrso la vonta en bloque de la empresa en funcionamiento ya ses al 
contado o a crédio, el Síndico presentará a la Comisión de Acroodores un 
proyecio actualizado de Equidación, dentro de los trelnta días siguientes a 
la fecha de la resolución judicial que declara desierta la licitación, en el que 
se determinarán para cada dase de blenes y derechos que integran la 
masa ecdliva, las reglas AR conforme a las E ue deberán 
enajenareo.- 


Si el proyecto fuera aprobado por la Comisión, la de los 
bienes y derechos se ajustará a lo determinado por ol Síndico. Si no lo 
fuere o en todo lo no previsio en el proyecto, al Síndico procederá a 
enajenar la masa aciiva de acuerdo con las siguientes reglas: 


1- En caso de existir diversas unidades productivas, las mismas 
ss enajenarán como un lodo, salvo que sa más convenlente para la masa 
la previa, división o la realización alada de los elementos que los 
componen, en cuyo caso, antes de proceder a su enajenación, deberá 
emitirse un informe Jjustíficalivo.- 


2.- En caso de que exista riesgo de que los créditos laborales 
comprendidos en el numeral 1 del artículo 110* no puedan cra 
on £u totalidad, el Juez previa vista al Síndico, podrá designar depositaria 
de los bienes de la empresa, confiiendo facullades de uso precario de los 
mismos, a una cooperativa de trabajó que que se constituya con la totalidad e 
parte del personal (Artículo 6* de la Lay N* 17.784).- 


Los crédilos laborales privilegiados que pudieran existir en la masa 
del concurso serán compensados y computados como aporla de los 
] peris As 


El Juez del concurso podrá disponer que el organismo de seguñdad 
social correspondiente vierta la suma de la indemnización por seguro de 
paro, a log efectos de que sea computada como apode de los 
Irabajadoraa.- 


3: Los bienes inmuebles, muebles y derechos de propledad 
ineleciual o Industia, se lquidarán de acuerdo con las disposiciones que 
regulan la vía de apramio.- 


d- Los valores que lengan oferta pública, $6 negociarán, un los 
mercados formales en que ls mismos tengan colización.- 


920-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


Ántes de proceder a la iquidación las reglas conforme a las cuales 
debe proceder el Síndico a enajenar los menes y derechos que integran la 
masa scliva serán puestas en conocimiento del Juez del concurso.- 


ARTÍCILO  175.- (Liquidación: antobada de la masa scilva).- Sin 
peguicio de lo dispuesto en el arfículo 4ntérior, en cuakyuier estado del 
procedimiento, en ta Junta de Acroodores o fuera de ella, acreedora que 
representan la mayoría de los cródiio3 quimgrafarios del deudor con 
derecho a valo podrán resolwer la bodidación de la masa activa del 
concurso er los términos de los artículós 11%a 174". 


El Juez, previa vista al Síndico o interuéntor y al deudor, dispondrá de 
Inmediato la liquidación en la forma resulta, transformando all interventor 
en Síndico, si correspondiera. 


ARTÍCULO  176P.- (Bienes Higinsos).- La enajenación de los blenes o 
derechos cuya lilularidad o disponibilidad se encuentra on Miligio se 
reelzará una ved recalda recolución judicial fimo, sslvo. decilón an 
contraño de la Comisión de 

El Juez del concurso, oda La paria del litiglo, podrá autorizar 
también la enajenación de bienes o dersáhos de imposible, de dificil o de 
muy costosa conservación o que corran geligro de sulhir graves delerloro o 
de disminuir considorablemente de valor, antes de que recalga resolución 
judicial firme.- 

El producto de la enajenación 86 consignará a nombres de quien 
comesponda a las resultas del lifigio.- 


ARTÍCULO  177- (Pasivos del 'dredor tinculados a los aclivos, 
establecimiento o exploltación).- - No sera qu aplicación al adquirento de los 
activos del deudor, del establecimiento é de la oxplotación dal deudor, 
enajenado en el procoso de llqwoarión de la masa adiva, la 
tesiponsabilidad que la ley pone á cargo de los slcesónes o sdquirenits por 
obligaciones comerciales, laborales, munaipale, ibutaras e cualquier 
otra naturaleza. 


ARTÍCULO 172.- (Información sobre la iguidación)- — Cada sala 
meses a contar desde la fecha de la tesolución judicial ordenando la 
liquidación de la masa activa, el Síndico elnitirá Un informo sobre el estado 
de la liquidación, que enimgarán al fuea del concurso y la Comisión de 
Acroodores.- 
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Sin perjuicio de esto, el Síndico deberá informar sobra el estado de 
la hguidación a la Comisión de Acreedores ceda vez que sea requendo por 
ésta.- 


ARTÍCULO 176%- (Separación del Síndico por prolongación indebida de la 
kquidación).- Tranacurídos dos años desde la focha de la resolución 
Judicial ordenando la liquidación de la masa activa, sín que esta hubiera 
finalizado, cualquier intermsado podrá sobicilar al Juez del la 
separación del Síndico y el nombramiento de uno nuevo.- 

El Juez, previa audiencia del Síndico y de la Comisión de 
Acreedores, decrelará la separación y el nombramiento de nuevo Síndico si 
el informe de la Comisión de Acreedores fuera favorable a la separación y, 
aunque no lo fuera, si no exfsilera justa causa para la dación.» 

El Síndico saparado por prolongación indebida de la liquidación 
perderá el derecho a percibir las retribuciones devengadas, deblendo 
reintegrar a la masa activa las cantidades que, en concepto de retribución, 
hubiera percibido desde la resolución judicial de su designación.- 


ARTÍCULO: 180*.- (Solicitud de conclusión o de suspensión del concurso 

de acreedores).- Una vez que el producto oblentdo en la Equidación de toda 

kh masa activa haya sido integramente ulilizado en el pago de los 

aos el Síndico presentará solicitud de conclusión o de suspensión 
CONCUTSO.- 


Capitulo 11 
Pago a los acreadores 


ARTÍCULO 181*%.- (Pago a los acreedores con privilaglo especial).- 
Los créditos con privilegio especial s6 pagarán con el producido de 
la enajenación de los bienes gravados.- 


ARTÍCULO 132%» (Pago a los restantos acroodores)- En forma 
independiente del pago a los acreedoros con privilegio especial, el Síndico 
pagará con el producido de la roalización de los blanes que Integran la 
masa sctiva, por su orden, a los acreadoras con privilegio genoral, a los 
acreedores quirografarios y a los acreedores subordinadós.- 


2 (Orden de pago a los acmedoras con privilegia 
general).- Sí la masa activa que quedara úna vez salisfechos los cródilos 
con privilagio especial fuera insulicionte para sallslacer todos los erfelios 
con privilegio general, el pago se realizará por el orden establecido en el 
articulo 110%, a prorrata dentro de cada nmúmera.- 
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- (Pago a los acreedéres quirografarios].- Los eróditos 
quimgrafarios serán salisiechos a prorrata, conjuntamente con los crádios 
con privilegio especial en la parte que na hublaran sido satisfechos con al 
Importe de los bienes gravados,- 

Salvo autorización del Juez del concurso, oda la Comisión de 
Acreedores, el pago de los créditos quirografaños se realizará Una vez 
integramente satisfechos los créditos privleglados.- 


ARTÍCULO 185%.- (Cuotas de los acreolores quirografarios).- El pago de 
los créditos quirmgrafanos se efectuará en función de la fquidez de que 
dispongan los síndicos mediante entrega de cuotas a cuenta de, por lo 
menos, el cinco por ciento del monlo de ls cróditos.- 


ARTÍCULO 188*.- (Reserva 6n:faor de cródilos condicionales y 
lipiosos)- 51 existieran cródilos conditionales o créditos IEiglosos, el 
Síndico resorvará las cantidades corestondientes para poder atender al 
pago en coso de cumplimiento de la cengición e cumplir la resolución que 
recalga en el Gtlgio.- 


ARTÍCULO 187”- (Pago a los acreedores subordinados).- El pago de los 
créditos subordinados sa realizará una oz Inlegramente satisfechos los 
eréditos 

5l los fondos que quedaran una vez satisfechos los cntditos 
quirografarios: fueran insuñiciantes paras salisipcer a lodos loa enbditos 
subordinados, el pago se realizará por él orden eslablacido en el aríbeulo 
1118, a prorrata dentro de cada número.- 


ARTÍCULO 188*.- (Remanente de la Mquidación).- Si una vez pagados los 
créditos subordinados quedara un Fersanente, el Síndico lo distribuirá entro 
los acreedorss con privilegto general y muiregrafarios, a prorrata de sus 
respectivos créditos, con un monto méáxiráo quivalente a la tasa medía de 
interés del Sistema Bancario para familias, por plazcs mayores a un año, 
que publique el Banco CGantral del Unmuay pará cobditos en Unidades 
indexadas o, en su dofocto, al intoms legal computado sobre sus 
respectivos cródilos, por el plazo que meaó entra la declaración Judicial del 
concurso y el pago de los mismos.- 

5 todavía quedara un remanente se roslizará similar operación con 
los cráditos subordinados, en el order'preyisto par la Ley.- 


ARTÍCULO 188*.- (Pago da créditos y bencimientos).- Si el pago de un 
credito anteror a la decloración de conculso se efectuara antes de la locha 
en que hublera vencido de no hiberfía preducido la apertura de 


Er 
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liquidación, sa hará por su valor aciual, realzando el descuento que 
comesponda.- 

Á sobciud del Síndico, el Juez podrá autorizar el pago de cróditos 
del deudor posteriores a la declaración de concurso que todavía no 
hublaran vencido, Mando el descuento que coresponda.- 


- (Pago de crédito verificado en dos o más concursos de 
A En el caso de que el cródito hublera sido vorificado 
en dos o más concursos de deudores solidarios, la suma de lo percibido en 
todos los concursos no podrá exceder del impone del cródito.- 

El Síndico podrá retener el papo hasta que al sereedor acredita 
fahacientemente lo percibido hasta la focha en los concursos de los 
deudores solidarios. Una vez efectuado el pago, lo pondrán en 
conocimiento del Sindica 6 Intereentor de ls demás toncurzos.- 

El deudor sofdarió nó podrá reclamar de los codeudores mioniras 
que el acrasdor no haya sido integramente salisfacho.- 


1812- (Derecho del acreedor sobra la cuota del deudor 
solidario).- El acreedor que, antes de la declaración de concurso, hublera 
cobrado perte del crédilo de un fiador o avalista o de un deudor solidario 
bendrá derecho a que le $65 atribuida la cuota que a stos cormesponda en 
el concurso del deudor hasta cubrir el importe lotal de su crédito.- 


TÍTULO lx 
CALIFICACIÓN DEL CONCURSO 


ARTÍCULO 192%.- (Clases de concursos).- El concurso de acreedores se 
calificará como culpable o como fortulo.- 

El cóncurso 58 calificará como culpable cuando en la producción o 
en la agravación de la insolvencia hubiera existido dolo o culpa grave del 
deudor o, en caso de personas jurídicas, de sus administradores o de sus 
liguidadores, do dorecho o de hecho." 

En los demás casos so calificará como foruito.- 


ARTÍCULO 193".- (Presunciones absolulas de culpabllidad).- El concurso 
so calificará como culpable, además, en los sigulartes 00309; 

1.- Cuando el deudor se hublera alzado con la totalidad o parte 
de sus bienes en perjuicio de sus acreedores o hublera raallzado cualquier 
ácto do disposición paltímonial o generador de obligaciones. con la finalidad 
do rebrasar, dificultar o impedir la oflcacia de un embargo on cualquier clase 
de ejecución que so hublera iniciado o fuera de previsible Infelación.- 

2- — Cuando durante los dos años amtertores a la fecha de 
dedaración del concurso de acreedores los fondos o los blenes propios del 
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dedo hubiera aldo carilandaacontd telciiinnies e Inaciaciiidón canica! 
ejercicio de la actividad o actividades a las que se hublora dedicado.- 

3.- — Cuando, antes de la declaración del concurso de acreedores, 
hubleran salido indebidamente del: pairimonio del doudor blenes 0 
derachos.- 

d.- Cuando no hublera lewade contabilidad de ninguna clase, 
estando legalmente obligado a elo, o cuando hublere Mewado dobla 
contablidad o hublere cometido falsedad en la contabilidad,- 

5.- — Cuando el deudor hubiera cometido falsedad en cualquiera de 
los documentos adjuntados a la sollftud de declaración Judicial do 
concurso e presentados durante la tramitación del pcedimiento.- 


ARTÍCULO 104%- (Presunciones relativas de culpabilidad).- Se presuma 
la existencia de culpa grave del deudor, salvo prueba en contrario, en los 


siguientes casos: 

1- Cuando el deudor hublera ¡icumpldo el deber de solicitar la 
dedaración Judicial de concurso.- 

2- — Cuando el deudor Incumplido el debor de cooperación 


con los órganos concurzales, mo hublera facitado la Información 
necesaria o conveniente para al interés del concurso o no hublera asistido 
a la Junta de Acrmaedonas.= 

3- Cuando el deudor hublera meumplido con su obligación de 
preparar, en tbempo y forma, lis estados contables anuales, estando 
lagalmente obligado a ello.- 


ARTÍCULO 195*.- (Cómplices)- Se consideran cómplices las personas 
que, con dolo e con culpa grave, hubieran cooperado con el deudor o, en 
el caso de persones juridicaz deudoma, con los adminisiradores y 
liquidadores a la realización de cualquier acto que hublara producido O 
agravado la Insolvencia.- 


ARTÍCULO 198*.- (Formación del inddente de calficación)- En la misma 
resolución par la que apreebs el convenio y ordeno la liquidación de la 
masa activa, el Juez del cancurso mandará formar el incidanta de 
calificación, que se abrirá con la solicitud de dectameión del concurso de 
acreadores y los documentos adjuntos y con la sentencia que lo hublera 
declarado. 

No procederá la formación del incidente de calificación cuando 
cóncuran acumulaliamente los siguientes. condicions: 

1,- El concurso de acreedores fonra volunlario.- 

2- El comenlo aprobado permita la salisfacción Íntogra de los 
créditos concursales en un plazo no supañor a dos años o, €n caso de 
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liquidación, que de lo acivado resulte que el aclivo del deudor es suñicionte 
para satisfacer su pasivo.- 


ARTÍCULO 197*.- (Comparecencia de los interesados)- Dentro de los 
quince días siguientes a contar desda la publicación en el Diarlo Oficial de 
la resolución judicial que ordene la formación del incidente de calificación, 
cualquier acreedor 6 persona que acreditó un interés legítimo podrá 
comparecer ante el Juez del concurso, denunciando los hechos que 
considere relevantes para la calificación del concurso como culpable, - 


ARTÍCULO 198*.- (Informa del Síndico 6 del Interventor y dictamen del 
Ministerio Público) = Transcurrido el plazo a que se refiere el artículo 
anterior, el Síndico o el Inerventor, dentro de los quince días siguientes, 
prosentará al Juez del concursos un informa documentado sobre los hechos 
relevantes para la calificación dal concurso de acreedores, con propuesta 
de resolución.- 

5| s6 propudera que el Juez califique como culpable el concurso, 
expresará la idenlidad de las personas a las que debo afectar la 
calificación, asi como la idontidad de las personas a las que debe 
calificarse de cómplices, justificando la causa. - 

Del informe del Síndico o del Interventor 58 dará traslado al 
Afinisterño | para que emña dictamen en el plazo de cinco días. Sí el 
Ministerio Público no emitiera dictamen, se entenderá conforma con la 
propuesta de calificación.- 


ARTÍCULO 199.- (Tramitación del incidente de calficación].- 5] el informe 
dal Sindica o del Interventor y el dictamen del Ministeño Público colncidiera 
en calificar el concurso como fortuito, el Juez, sin más trámites, ordonará el 
archivo de las acluaciones.- 

En otro cazo, omplazará al deudor y a lodas las personas que, 
según resule de lo scluado, pudieran ser afeciadas por la calificación del 
concurso o serdedaradas cómplicos, a fin de quo, enel plazo de diez días, 
aleguen cuanto convenga a su derecha.- 


ARTÍCULO 2007.- (Opcsición a la calficación).- Si el deudor o alguno de 
los: comparecientes farmulase oposición, el Juez la suslanciará por el 
procedimiento de los Incidentes —Da s6r varias los oposiciones, se 
sustanciarán conjuntamente en el mismo procedimiento.» 

En caso de que ni el deudor ni ls demás camparecionias 
formularan oposición, el Juez dictará sertendia en al plazo de cinco días.- 


ARTÍCULO 201*.- (Sentencia de calificación)- La sentencia que declaro 
culpable al concurso tendrá el siguienté contenido: 
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1.- La declaración del concurzo come culpable, can expresión de 
la causa o de las causas en que se fundamente la calíficación.- 

2- La delerminación de las personas afectadas por la 
calificación, así como de las personas dedaradas cómplicas.- 

3- La inhabilitación del deidor o de los administradores 0 
liguidadores, aún de hecho, y miembros del órgano de control interno de la 
persona juridica deudora para adriitistrar los blenes propios o ajenos por 
un periodo de cinco a veinte años, así como para representar a cualquier 
persona durante el misma perlodo. Las inhabilitaciones sa inscribirán en el 
Fieglstro Nacional de Actos Personales.- 

4.- — La pérdida de cualquier-desacho que tuderan los cómplicas 
como acreedores concursales y la condena a reintegrar los blenes y 
derechos que pertenecieran a la masa activa, así coro a indemnizar (os 
daños y perjuicios causados, cuya cuanila se determinará an perlodo de 
ejecución de sentencia.- 

En el caso de que: el deudor cuys concurso hubiera sido calificado 
como culpablo fuese una persona jurídica, la sentencia de calficación 
podrá contener además, la condena a los administradores y Inquidadores, 
de derecho o de hecho, € integrantes del órgano de contr! intemo, o a 
algunos de ellos, a la cobertura de la totalidad o parto del déficit patrimonial 
en beneñcio de la masa pasiva.- 

Las disposiciones sobre calificación del concurso se eslablecen sin 
perjuicio de las nónmas penales que coraspondiara aplicar, en caso de que 
alguno de los inmolucrados hubiera incurrido en conductas dellctivas 
tipificadas por las referidas normas.- 


ARTÍCULO 202%- — (Sustitución de les Inhabiitados)- En caso de 
inhabilitación del “deudor persona fisica, el Juez, en resolución poslarior, 
oídos previamente los Interesados, nombrará un curador que $9 encargue 
de la administración de los bienes del inhabilitado, - 

En caso dá que la inhabilitación de los adminisimdores o de los 
hquidadores de lá persona Juridica deudora impida a la misma formar su 
voluntad comparativa, el Síndico o al Interventor convocarán una asamblea 
de socios o accionisias para el nombramiento de administrados o de 
Equidadores.- 


ARTÍCULO 203%- — (Cobariura de la totalidad o parte del défich 
palrimonial).- Si en al convenio 20 hubleta acordado una quita al deudor de 
parto dé sus cróditos quimagriaños, los impodes que se obtengan en la 
ejecución de la condena a la cobedtura de la tulabdad o parte del déficit 
patrimonial, so colinardn al pago de la parto condonada- 
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S/ exbiilera un resto y el convenlo contuviera una espera para el 
pago de los crédilos quirografarios, las cantidades a que se refiera el 
apartado anterior so destinarán al pago anticipado de los últimos plazos.- 


ARTÍCULO 204*.- (Calificación del concurso en caso de Incumplimiento 
del corwenich- En caso de incumplimiento del convento el concurso 50 
calificará culpable cuando en ese di sonda hublera existido dola y 
culpa del deudor.- 


TÍTULO X 
SUSPENSIÓN Y CONCLUSIÓN DEL CONCURSO 


Capitulo 1 
Disposiciones comunes 


ARTICULO 205%- (Presupuestos para la suspensión y conclusión del 
concurso).- Para que el Juez pueda acordar la suspensión o la conclusión 
del concurso de acreedores será necesarto que se den los siguientes 
presupunstos: 

1.- Que exista causa legal de suspensión 6 de conclusión del 
concurso de acreedores.- 

2- Que sea improcadente la reintegración de la masa activa o, 
en caso contrario, que so hubleran ejecutado integramente las sentencias 
firnes de las acciones revocalorias o adquirido firmeza las resoluciones 
judiciales que las hubleran desestimado.- 

3.- Qué fuera improcedente la promoción del Incidento de 
calificación, que el concurso hubiera sido calificado como fortuito o que se 
hubiera ejecutado integramente la sentencia fime de calificación del 
concurso como culpatle,- 


ARTÍCULO: 2067.- (Informe sobre la reintogración de la masa acliva)- En 
el caso de quo exista causa de suspensión o de conclusión, el Sindico 
amitirá un informe sobro la existencia de actos del deudor antoriores a la 
declaración judicial de concurso que sean suscepiibles de revocación.- 

Si al informe fuera favorable al ejercicio de sociones revocalorias, al 
Sindico estará obligado a ejorcitarlas en el plazo de treinta días a contar 
desde la facha de emisión del informe,- 

Si el informe fuera destavorabla, el acreedor o los acreedores cuyos 
crédilos representen, al menos, el cinco por cienlo del total pasivo podrán 
ejercitar las acciones rivocalorlas por cuenta de lk masa, solicitando 
sspresamanto en la demanda que so nolifique al Sindico.- 


Capitula 1 
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suspensión del concurso 


ARTÍCULO 207.- [Causas de suspensión del oorcurso).- Será tausa de 
suspensión del concurso de sereedores 4 inexistencia 6 el agotamóento de 
la mása activa sin integra satisfacción de les acrocdores.- 


ARTÍCULO  208*.-  (Procedimiento).- La solbcñud de suspensión del 
concurso por inexistencia o agotamiento de la masa activa será prosontada 
por el Síndico cuando del estado de lis cueñtas de la liquidación surja que 
se ha producido la causal de suspersión prevista en el artículo anterior.- 

Da la solicitud de suspensión y de has cuentas de las cuales surja la 
configuración de la causal se dará traslado al deudor, a la Gomisión de 
Acreedores y a los inleresados que hubieran comparecido en el 
procedimiento, con la advertencia de que las cuentas quedarán de 
manifiesto en el Juzgado por el plazo de quinca días.- 

Dentro del plazo a que se reñera el apartado antenor, cualquier 
persona a la que se hubiera dado traslado dá la solicitud podrá oponerse a 
la suspensión del concurso de acreedores o impugnar las cuentas.» 

En caso de falta de oposición y de impugnación, el Juez dispondrá la 
suspensión del concurso de acreedores, 6on aprobación de las cuentas.- 

En caso de oposición o de impupneción, estas s0 suslanciarán por el 
procedimiento de los incidentes.- 


ARTÍCULO _209.- (Medidas cautelares en caso de suspensión del 
concurso)» La resolución Judicial de suspensión del consumo de 
acreedoros podrá disponer las modidas auulclaros que el Juoz considero 
oportunas.- 


(Reapertura del conanso suspendido)- El concurso 
suspendido será rablerio a solickud del deudor o de cualquier acrmedor 
concursal cuando, entro del plazo de cinso años a contar desde la firmeza 
del auto de suspensión, ingresen o oparezcan moros blenos o derechos 
en el patrimonio del deudor.- 

En esto coso, los acroodorás postesores a la suspensión concurtrán 
con los anteriores. - 


Capitulo 111 
Conclustón del concurso 


ARTÍCULO 211*.- (Causas de conclusión del concurso).- Son causas de 
conclusión del concurso de scroedores: 
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1-  Blintegro cumplimiento del conmento.- 
2- La integra salisfacción de los acreedoras.- 


3- El transouro de dez años desdo la suspensión del concurso 
do acrvedores, en los términos establecidos. en el artículo 213", 


ARTÍCULO 212*.- (Conclusión dal concurso en caso de cumplimiento del 
convendo o de integra satisfacción de los acreedores)- La solicitud de 
conclusión del concurso por cumplimiento del cormenío o por integra 
salisiacción a los acreedores será presentada por el deudor acompañando 
la documentación en la cual se sustenta el podido.= 

En ls casos en que el deudor estndera separado de la 
administración de la masa acilva, el Juez podrá pedir al Sindica la 
presentación de las cuentas de la iquidación.- 

El Juez dará traslado de la solicitud al Síndico o interventor, a la 
Comisión de Acreedores y a los interesados que hubieran comparecido en 
el pocsdimienia.- 

Dentro del plazo de quince días de haber sido rolficados, laz 
personas a his que se hubiera dado traslado de la sollcilud podrán 
oponerse a la conclusión del concurso de aumedores 6 impugnar las 
cuentes presentadas, - 

En caso de fala de oposición o de impugnación, el Juez pronunciará 
sentencia decdarando la conclusión, con aprobación de les cuentas 
presentadas por el Síndico, en su cano.- 


ARTÍCULO -213*- (Conclusión del concurso por el transcurso de diez 
años de la suspensión).- En el caso de que hubieran transcurrido diez años 
de la suspensión del concurso por inexistencia o agolamiento de la masa 
activa, sín que se hubiera renbierlo el concurso stispendido, el Juez de 
eñco pronunciará sentencia doclarmmndo exminguidos los cródilos 
concursales en la parte que no hubieran sido ralistechos y dando por 
concluido el procedimiento.- Para que opere la catinción deborán concurrir 
scumulativamonto las siguientes circunstancias: 


(a) Que sa trata de un concurso voluntario.» 

(b) Quel memo hubiera sido calificado como fartuilo.- 

(e) Que el deidor hublera cumplido con su deber de cooperación con el 
alcance establecido en el artículo 53*.- 


S3 el deudor fuera persona jurídica, la sentencia la declarará 
extinguida, ordenando la cancelación de 3u porsonerla Juridica.- 
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TÍTULO xi 
ACUERDO PRIVADO DE REORGANIZAGIÓN 


Capitulo | 
Celebración del acuerdo 


ARTÍCULO 214*.- (Oportunidad de suscripción del acuando).- Antes de la 
declaración judicial de concurso el detador podrá suscribir un acuerdo 
privado de rebradal=ación con acmedona mpresentalivos del setenta y 
cinco por ciento del pasivo quiragrafario can derecho a volo.- 


Será de aplicación al acuerdo privado de morganización lo dispuesto 
enlos articulos 140" y 145- 


ARTÍCULO 215*- (Modalidades de Acherdo)- Una vez obtenidas las 
mayorlas. sxgidas!por el artículo 214% :0l deudórienda A opción de seguir 
el procedimiento ' puramente privado de istumentación del acuerdo, 
requiriendo la actuación de un Escíbaro Público, 6 solicitar -su 
homologación judicial.- 


Capitulo [l 
Acuerdo puramente privado 


ARTÍCULO 218*.- (Insirumentación).- De optarse por el procedimiento 
puramente privado, una vez oblonsias las mayorías del arlicudo 214%, el 
acuerdo privado de reorganización" será obligatoño para todos los 
acreedores quirografados y subordinados siempre. que se notifique a los 
acmedorés no firmantes la adhesión al acuerdo de las mayorlas 
necesarias, y que éstos, dentro del plazo de veíte días no manifiesten su 
oposición al deudor.- 


ARTÍCULO 217*.- SA notificación a los acrcodorós no 
firnentes se hará:por medio de Escribano Público, y al practicarso 50 
acompañará la siguiento documentación: 


1.- Los documentos exigidos: por el articulo 7* para lo sobcitud de 
concurso por parte del deudar.- 


2- — Propuesta de acuerdo primado de reompnización con al 
contenido prevista en los articulos 138% y 13, suscrita par acroodores 
represemalivos del setenta y cinco por clenta del pasivo quirogrifado del 
deudor con dorecho a voto, con indicación del nombre del acreedor 
frmanto, el monto de su crédilo quirografaria, la fecha de la firma; en el 
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caso de personas jurídicas $6 indicará además el nombre del representante 
y el acto o negocio Juridico del cual emana su poder de representación. La 
firna puesta en representación de cada acreedor implicará declaración 
expresa del firmante de la edisiencia de facultades de representación y de 
la vigencia de su mandato.- 


Los documentos mencionados en el presenta articulo deberán estar 
firmadas por al propio deudor y, en el caso de personas jurldicas, por todos 
los administradores o liquidadores. Si faltara la frma de algunos de ellos, 
$e señalará an los documentos en que falte, indicando la causa- 


ARTÍCULO 218* - (Protocolización).- — Si vencido el plazo de veinte días, 
ls acrccdoros no firmantes na presentan su oposidón al deudor, el 
acuerdo privado de reorganización se tendrá por aceplado. En tal cazo el 
deudor debará hacer protocolízar el acuerdo suscrito por la mayoría do 
acreedores ante Escribano Público con las diigencias de nolíficación a los 
acroodores no firmantes. Desde ese momenio el acuerdo se tendrá por 
homologado y el Escribano protocolizante podrá expedir a los inltoresados 
lascoplas que se solicilen.- 


ARTÍCULO 219*.- (Publicación).- Será de cargo del deudor, la publicación 
por tros días do un exiracto del acuerdo privado de reorganización en el 
Diaria Oficial, identificando al Escribano Público intervinianie e indicando su 
domicillo.- 


ARTÍCULO 220*.- (Oposición al acuerdo).- 5] dentro del plazo de veinte 
días, cualquiera de los acreedores no fimantes quisiera oponarsa al 
acuerdo calebrado, deberá notificar su oposición al deudor por cualquier 
medio fehaciente, Serán causas de oposición: 


1.- — Queelcomenido del acuerdo es conirario a la lay. 

2- — Que los fnmas de acreedores por cróditos decisivos para 
formar las mayores requeridas legalmente no comesporden a los tibufares 
reales del cródilo o han sido obtenidas medlante rrandcbras que alecten o 
puedan afectara ll paridad de trato entre los acreedoms quirografarios.- 

A- Gual cumplimiento del convenio es objelhamoóndte irdabla.- 


d.- — Que exe ocultación o exageración trorduelonta del activo o 
del pasivo.- 
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En la! caso, al deudor tendrá un plazo de 10 dias para presentar 
ente el Juez competente los antecedentes del caso a los efectos de que 
resuelva la oposición presentada y dicle la homologación judicial del 
acuerda, en los bénminos establecidos en el Capitulo WN del presente Titulo, 
roguiñendo la inmodiata notificación al sernedor 0 acreedores disidentes, 
quienes deberán miificar su oposición en al plazo de sais dlas.- 


Ce ño presentarse el deudor al urzgedo en el plazo de diez días, 
cualquier acreedor podrá solicitar la declaración del concurso al Juez, quien 
la decratará sn más trámita.- 


Será compeiente para entendér en la oposición y en la 
homologación judicial del acuerdo prado de reorganización ql mismo Juez 
competente para declarar el concurso. En el caso de que existiera una 
solicitud de concurso en trámite, el acuerdo privado de 'morganización 
deberá ser presentado en dicho procedimiento.- 


Capítulo til 
Acuerdo sometido a homologación judicial 


(Requisitos).- De optarse por la homologación judicial 
del acuerdo, el a deberá preseníasse al Juzgado acompañando la 
documentación referida en el artículo:21T*. La solicitud de homologación 
del acuerdo ii ret pi el pal mg 
presentados deberán estar firmados por el proplo deudor y, en el caso de 
personas Jurídicas, por lodos los odministadores o Iquidadores. Si faktara 
la firma de algunos do ellos, se soñalará en la soliciud y en los documentos 
en que falte, indicando la causa. 


El deudor deberá depositar además a la orden del Juzgado, fondos 
suficientes para atender los gastos de inscripción y publicación de la 
resolución Judicial que admita el acuerdo.- 


ARTÍCULO 222.- [Auto de Admisión).- Presentada la solicitud en debida 
forma, con los requisilos establecidos en el articulo anterior, o enel caso de 
presentación al juzgado del gcuordo puramenta privado cón oposiciones, 
en las condiciones del artículo 220% Inclsa segundo, ol Juez deberá, en ol 
plazo de dos días, dictar una resolución con el siguiente confenida: 


1.- — Admisión de la propuesta praseniada.- 


2- — Suspensión del procedimiente de concurso, en caso de que el 
mismo hublera sldo aniicihado.- 
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3.- Inscripción de la sentanci: 
Personales, Sección Indserdleciones.- 


4.- — Publicación integra del auto de admisión y de un extracto de 
la propuesta de acuerdo prado de reorganización en el Diario Ghiclal, por 
el plazo de tres días, convocando a los acreedores concursales a presentar 
sus oposiciones en el plazo de veinte días a partirdo la Última publicación. 


[a] - (Inscripción del auto de admisión).- La inscripción del 
guto de admisión del acuerdo será comunicada por el Juzgado al Registro, 
dentro del plazo de veinticuatro horas de dictado el mismo.- 


En caso de que no se realice la inscripción pertinente, cualquier 
sereador podrá solicitar el concurso al Juez, quien lo decretará sin más 
trámita.- 


ARTÍCULO 224%.- (Publicación del auto de admisión y de la propuesta)> 
La publicación del auto de admisión y de la propuesta de acuerdo privado 
de reorganización será ordenada y tramilada directamente por el Juzgado, 
dentro de las veinticuatro horas de dictado ol mistmo.- 


ARTÍCULO 225”- (Efectos del auto de admisión).- El auto de admisión 
debidamente Inscripto y publicado producirá los siguientes efectos: 


l- El deudor requerirá autorización del Juez para contraer, 
modificar o extinguir obligaciones; conferir, modificar o revocar poderes; o 
para realizar cualgudor acto Juridico relalivo a los blenes. que integran su 
palémonio, En especial requerirá autodzación para la realización de arios 
relativos a bienes registrales, para la venta o arandamiento del 
establecimiento comercial y para la emisión de obligaciones negociables, 
Se encuentran excluidas del requisio de la autorización las operaciones 
ordinarias del giro del deudor.- 


2- — Ho podrá declararse el concurso del deudor, excepto a su 
propia soficitud, Si exisberán sobciñudes de concurso an brámita, las mismas 
quedarán en suspenso... 


3-  KMo podrán promoversa ejecuciones conta el deudor por 
créditos anteriores a la presentación de la propuesta de acuerdo. Las 
ejecuciones que se ancuentran en irámite y los embargos trabedos sobra 
los bionos dal deudor quedarán en suspenso, La moratoria proásional 
tendrá un plazo máximo de un año.- 
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d- Enel caso de los erédllos presdados e hipotecanos, no 
pocrán promoverse las. respectivas efbaicionea- por un plazo de ciento 
veinte días a contar del auto de admisión, y las ejecuciones en curso 30 
suspenderán por gual térmnino.- 


5.- El Juez que admitió el acuerdo privado de reorganización será 
el único compelente para conocer en ls procedimientos de ejecución y 
para disporar medidas cautelares sobre os bienes que integran el activo 
del deudor.” 


B.- El Juez, de oficio o a solleityd de cualquier intermsado, podrá 
adoptar medidas cautelaros sobra los bioges que Integran el patrimonio del 
deudor, en benelicio” de toda la masp de “acreedores, en caso de 


considerado necesario. 
ARTÍCULO 228".- (Oposición la aptobación del acuerdo)” Dentro de es 
veinte dias contados desdo la última pablicación del auto de «admisión, 


podrán oponerse a la pr Jide del acuerdo los acreedores 

quirografarios o subordinados del deudor;cón excepción dé aquellos que lo 

ÓN Serán causas de eposición las establecidas en el 
culo 220%, 


Capitulo NW 
Trámbo de la Oposición y Hornotogación 
P. (Homologación: judicial en caso de folla de oposición).- 


ARTÍCULO 227%. 
Transcurrido el plazo a que se reñare ql asliculo:arterior sin qué se hubiere 
formulado oposición o, de acuerdo a lo esfablocido en el articulo 220 inciso 


segundo, el creador no se presentars p miificar su oposición, el Juez 
homologará el aduerdo privado de rediganieación el primer dia hábil 
postorior.- 


ARTÍCULO 228%- (Procedimiento en caso de oposición)- En caso de 
oposición, o de ratificación de la oposiciónecgún el caso, el Juez designará 
un Interventor, duranto el trámite de: lás oposiciones, el cual tendrá los 
facultadas de control sobre la aciidad del deudor que el artícula Z25* 
numeral 1 confiare al Juoz.- 


Tramitado el íncidento, el Juoz delirá sentencia homolegando o 
rechazando el acuerda, sn que en ningún caso pueda modificado - 
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ARTÍCULO 229*- (Publicidad de la aprobación judicial del conwenio).- La 
resolución judicial por la que se homologue el acuerdo, una vez firme, será 
objeto de la misma publicidad que el auto de admisión.- 


ARTÍCULO 230*- (Electos del acuerdo homologado).- Á partir de la facha 
en que alcance firmeza la resolución judicial que lo hublera homologado, el 
acuerdo privado de reorganización producirá los electos provistos por les 
artículos 153% a 161* para al conwenio.- 


AETÍCULO 231%» (Efectos del rechazo del acuerdo)» En el mismo auto 
de rechazo del acuerdo privado de reerganización, el Juez declarará el 
concurso del deudor.- 


En este caso, el concurso se considerará declarado a solicitud del 
dcucor,- 


Capitulo Y 
Cumplimiento e incumplimiento del acuerdo 


ARTÍCULO 232%. (Vigencia del acuerdo).- El acuerdo producirá sus 
efectos a parile de le fecha en que alcance firmeza la resolución judicial que 
lo hubiere aprobado o, en el caso del acuerdo puramente privado, desdo el 
dia siguiente a la última publicación.- 


ARTÍCULO 233- (Cumplimiento total del acuerdo)- Lina vez cumplidas 
integramente por el deudor las obligaciones emergentes del acuerdo, al 
deudor solicitará al Juez que ps! lo declaro, acompañando los documentos 
que lo acrediten. En caso de existir un concurso an trámite, solicitará 
además la conclusión del concurso de acreedoras.- 


ARTÍCULO _2M%- — (Incumplimiento del acuerdo)- En caso de 
incumplirmionteo del acuerdo privado de reorganización, cualquier acreedor 
podrá solicitar al Juez que declare el concurso,- 


A pelición del solicianta, el Juoz del concurso podrá adoptar las 
medidas cavielares que considero necesarias para asegurar la infegridad 
de la masa activa.- 


Las medidas cautelares quedarán sin efaclo una vez dechirado al 
incumplimiento o desestmada la solicitud.- 


ARTÍCULO 235%- (Declaración Judlelal de Incumplimiento del acuerdo).- 
Si el Juez considera acredilado el incumplimiento del acuerdo, dictará 
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sentencia declarando incumplido él mismó y disponiendo la declaración de 
COMCLTEO. 


La declaración de Incumpliriento del scuendo delerminará que el 
deudor plerda la facultad de proponer un convenio eñ el trámite del 
concurso, deblendo procedersa a la iquidación de la masa activa.- 


Se suspenderá además la legitimación del deudor para disponer y 
obligar a la masa del concurso.- 


TÍTULO xl 
PEQUEÑOS CONCURSOS 


ARTÍCULO 236*- (Concepto)- Se weensideran pequeños concu 

aquéllos correspondientes a los deudoreá que, a la fecha de declaración 
Judicial del concurso, tengan un pashb no gupertor a U! 3.000.000 
(Unidades Indexadas tres milones]- 


- (Régimen aplicabla).- Los pequeños concursos $8 
regirán por las disposiciones comprendas en la presente lay, con las 
siguientes excepciones: 


1- — La Junta da Acreedores será convocada con un plazo máximo 
de noventa dlas, dentro del cual el 5 o el Interventor deberán realizar 
la verificación de crédilos.- 


2- — Los acreedores serán convosados mclusivamente a través de 
la publicación de lq sontencia que daciara sl coixureo.- 


8 Los ac deberán presentarse a vorificar sus créditos 
en un plazo de quince dias a partir de La úlama publicación de la sentencla.- 


4- El Sindico o el interventor deberán presentar el inventario de 
la masa activa y la lista de acreedores dendro de las diez dlas siguientes.- 


5- — El plazo para la Impugnación del Inventario y de la lista de 


acraadoras será de cinco dlas.- 

B- — El denor podrá presentar Una propuesta de canvento hasta 
cinco dlas antes de la fecha fijada para la Junta de Acreedores.- 
TÍTULO xl 


RÉGIMEN INTERNACIONAL DEL CONCURSO 
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Capitulo | 
Competencia y ley aplicable al concurso con elemento extranjero 


ARTÍCULO 238%. (Compolencia intamacional para la declaración del 
concurso).- Los Jueces ungueyos oran competentes para dedarar el 
concurso cuando: 


1.- El domidllo a el centro efectivo de actividad del deudor so 
encuentre en territorio nacional.- 


2.- — El deudor tenga o haya tenido oficina, establecimiento o 
explotación en territorio nacional, aun cuando su domicilo o centro afectivo 
de actividad so encuentra en el eodarior.- 


ARTÍCULO 239".- (Blenos y derechos comprendidos).- El concurso del 
deudor comprendorá la totalidad de los bienes y derechos que formen el 
patrimonio del deudor, s0 encuentren óstos ubicados en el pas. o en el 
exderor,- 

Se encuentra ecoptuado el caso en el cual el deudor hublera sido 
igualmente declarado en concurso, quiebra 0 similar on otro Estado, donde 
tuviera su domidilo, centro efectivo de su actividad, eficina, establecimiento 
o explotación. En esta caso, con relación a los blanes y derechos ubicados 
en el Estado ecddranjero donde el concurso, quiebra o similar se hubiera 
decdarado, el concurso local incluirá en su mesa ectiva el remanente de los 
bienes o derechos resultantos, luego de concluido el procadimiento.- 


ARTÍCULO 240*.- (Ley aplicable al concurso).- La Lay uruguaya será la 
aplicable a todos los concursos declarados en la República, con oxcopeción 
de las normas relalivas a los ofectos de la declaración del concurso sobre 
los caniralos celebrados por el deudor que se regirán por la Lay aplicable al 


ARTÍCULO 241%- (Principio del trato naclonal).- No existirá ninguna 
diterencia en ol tratamiento de los acreedores nacionales y extranjoros, 
salvo loa cróditos laborales con privilegio general, que tendrán preforencia 
para cobrarse sobra los blones ubicados en la taritorio nacional. - 

Cuando se acredite que en el Estado del domicilo del deudor los 
scresdores urmuguayos ño son admitidos en igualdad de condiciones con los 
nacionales, se estará al principlo de reciprocidad. No sá aplicará 6l prineiplo 
de reciprocidad en el caso de los créditos prendarios e hipotacaros.- 


Capitulo ll 
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Eficacia en el pals da las resoluciones judiciales odranjeras 
an materia de concursos 


ARTÍCULO 242%- (Requisitos para el reconocimiento de la sentencia 
extranjera)» La sentencia de Juez exdranjero declarandó el concurso 0 
quiebra de un doudor sorá reconocida un puesto pals, lempre quer 


1.-  Hayasido dictada por Juez aampetente.- 

2.-  Ladectaración Judicial haya quedado firme.- 

3.-  Eldeudor haya tenido oportunidad de defensa.- 
4.- No séa contraria al orden púbico intemacional.- 


5.- Se cumplan los demás refuerimientos contenidos en los 
artículos 5377 a 543* del Código General del Proceso.- 


ARTÍCULO 24.- (Medidas Sen caso de solicitud de 
raconocimiento).- * AJ admitir el trámita d solicitud de reconocimiento, el 
Juez podrá adopiar las medidas cautelares que considere necesarias para 
asegurar la Intógridad del patrimonio que al deudor timiera 'an tamitorio 
Uruguayo. 


ARTÍCULO 2449> (Declaración des concurso en el país).- En el caso de 
declaración por Juéz extranjoro de concurso o quiebra de un deudor que 
tenga o haya tenido su damicilo; cents cfoctiivo de actividad, oficina 
echos vo lclotaciós mn ll FEOS, pala da Tos acia 
legilimados podrá solicitar la apertura del voncurso en el pals.- 

En este caso, existirá presunción absoluta de la insolvencia del 
deudor y el concurso tendrá la calidad de necesarlo.- 


ARTÍCULO 245%- (Pluralldad de qoncumoa).- En caso de existir más de 
un procedimiento de concurso o quiebra del mismo deudor, en nuestro país 
y en uno o más palses del exterior, el Juaz ddl concurso y el Síndico o 
Interventor procurarán actuar en fórma ócormdirada con sus similares del 
axterlor, aplicándose a su respecto: las nomas que rigen la cooperación 


internacional,.- 
cobrados en al exdra: con a la declaración del concurso 


njaro 
en el país 50 imputarán al dhádendo : a ger percibido en el concurso local.- 
Capitulo 1 
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Convenios internacionelas 


ARTÍCULO 240%- a de los conventos Intemacionales).- Las 
disposiciones contenidas en ésta título serán de aplicación en defecto y en 
cuanto no so opongan a los de los corventoa Internacionales suscritos y 
ralificados por la República. 


TÍTULO XIW 
DISPOSICIONES PENALES 


ARTÍCULO 247%- (Fraudes concursales).- Para el caso que, -sin 
resultar de aplicación la figura del art. 253 del Código Penal-, al 
deudor, en oportunidad de la solicitud del concurso o en cualquier 
etapa posterior, exagere u oculle su activo 6 su paslvo, reconozca o 
aparente privilegios inexistentes o consiítuldos Micitamente, susiralga 
e esconda los libros sociales, acuerda U otorgue a 5us acreedores 
con cargo a la maza activa ventajas particulares en razón de su woto, 
será castigado con un año de prisión a cinco años de penitenciaria, 
En el caso de las personas jurídicas, se considerará que incurron en 
esta figura deliciva los socios, direclores, administradores, de hecho o de 


derecho, A ri 
constitutivos del dao. 


ARTÍCULO 248*.- (Obligación de denunciar).- El Juez del Concurso, 
loa Sindicos, Interventoras, auodilares, ienicos o peritos en el 
ejercicio de sus funciones, que tuvieran conocimiento de hechos o 
circunstancias que en su opinión configuran alguno de los delitos 
previstos en el arlículo anterior o de cualquier otra figura delictiva, 
tendrán la obligación de denunciarlo a la Justicia Penal competente, 


TÍTULO xW 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 


ARTÍCULO 249" - (Incidente concursal)» En todos los casos en que la lay 
no disponga un procedimiento especial, o establezca plazos o soliciones 
procesales especiales, las oposiciones, impugnadones y demás 
controversias que se susciten durante el támito del concurmo serán 
sustanciadas anto el propio Juez del concurso por el procedimiento de los 
incidentes establecido en el Código Genaral del Proceso, con las siguientas 
peculiaridades: 


1- Se aplicarán en todos los casos las normas para los 
Incidentes fuera de audiencia.- 
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2- — Todos los actos procesales gprán notíficados en la oficina. 


3- El Juez deberá jar Josj plazos para las actuaciones 

de modo que los mismos no una demora respecto 
de los restantes pluos establoddos ta-ley para las etapas del 
COncuro,- 
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Minguna resolución Judicial recalda en el procedimiento Judicial Dan 
alguno de sus incidentes admitirá casación, con excepción de la sentencia 
que hublera calificado el concuro como culpable [artículo 201*).- 


ARTÍCULO 252%.- (Derecho procesal suplatorio)- En lo no previsto por la 
presente Ley para la tramitación procesal del concurso de acreadorsa $6 
estará a lo establecido por el Código Ganeral del Procaso.- 


Todos los plazos establecidos en la presento lay serán perentorios e 
impromogables.- 


ARTÍCULO 253%- (Disposiciones tributarias) En los procedimientos 
concursales se aplicarán las siguientes disposiciones tributarias: 


1 Desde la fecha del auto Judicial de declaración de concurso, todos 
los cróditos concursales serán considerados incobrables a efectos de los 
tributos recaudados por la Dirección General impositiva. Los ingresos 
derivados de la cobranza de los referidos créditos concursales estarán 
gravados, cuando corresponda, por los respectivos tributos a medida que 
se produzcan los respectivos cobros.- 


2 El deudor tendrá la facultad de diferir hasta un cinco ejercicios la 
renta brula gpererada por las quitas que obtuviera en el concurna.- 


EN Estará exonerada de todo tributo, con exclusión del Impuesto al 
Valor Agregado e Impuesto Especifico Intemo, cuando corresponda, la 
venta privada 0 en subasta pública y la cosión de blanes a los acreedores 
realizadas durante el proceso de liquidación de la masa activa del 
CONMCUTSO.= 


4. — Noserán aplicables a los Síndicos o Interventores las normas sobra 
responsabilidad de los administradores representantes por obligaciones 
Iinbutañias, salvo que hubiaran actuado con dolo.- 


TÍTULO XVI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y ESPECIALES 


ARTÍCULO 254%.- (Vigencia).- La presente ley entrará en vigencia a 
los ciento ochenta dlas de su promulgación y sará aplicable a los 
concursos promovidos a partir de dicha fecha. 

En el caso de rechazos, anulaciones — 
rescislones de concordatos prewentivos o moratoias promovidos 
antes de su vigencia, el Juez dispondrá, de oficio, el concurso del 
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que el concurso se 


deudor, aplicándose el proced concursal previsto en la 
presente ley, con la sola n dé qu 


considerará necesario y no será 


e la aprobación de un 


convenio por la Junta de A a. 
- (De - Ap dela entrada ón gencia de la 
prosento Ley, quedarán derogadas el lllbro MV, 
y : 1623 a 1781, 
Inclusive, el Titulo XIX, de las Moratoriás, Articulos 1764" a 1788", inclusiva, 
antigua numeración, y los artículos 29 rfámoral 2, 68 Inciso 1, 113, 131, 
246* inciso 4, 384 numeral 2, 385 inciso Y y 670 del Cód Comarca; 
los Titdos XVI, XVII y XIX de la Partefll del L artículos 2359 a 
2329, Inclusive (excepto el artículo 23 3 artículo 2086 
del Código Civ; los 75, Inclusiva, de la 
N* 2.230, del 2 de Junio de 1 NP 6.548, del diciembre 
de 1016; la Ley N*7.334, del 23 de die de 1920; la 566, del 
12 de abril de 1923; la Lay N* 8.0485, del 1) de noviembre de 1928; el Inciso 
segundo (In fina) del artículo 11* del Dec: abril 
de 1974; el artículo 24 numeral 3'del E 20 de 
sotiambra de 1978; el 119, del 3 de abril de 1981; el 
articulo 58 del Decreto-Ley N* 15.645, de 1984; los 
arlículos 31 y 32 del Decreto-Ley N* 15,54 1984; los 
artículos 213 y 214 de la Ley N" 15.851, [0 e 1088; al 
artículo 114 y 398 de la Ley N* 16.080,. 889; el 
artículo 57 numardl 4 de la Ley N* 16,07 10 de 989; el 
ariículo 264 de la Ley N" 16,462, del 11 de enero de 1064;8l inciso 2" del 
artículo 12%, los articulos 13,'14, 15, 16, Y, 18, 24, 25, 
28 y 28 de la Ley N* 17.292 y toda ótral Jón que $8 oponga a lo 

dispuesto por la presente Lay. 

ARTÍCULO 256".-- Mientras. no exista con 
competencia an materia concursal, la distribuirá 
la competencia entra los Tibunales de en lo Civil de forma tal 
us dl cdi, E todos los recursos de 
sentencias de primera conciaaal, 
liberándolos de número a de oíras 
.= (Secretarios -_Cráansa Is cargos de 
Secretarlos Contadores (uno para cada. Letrado de Concursos) los 
cuales debarán tener título - A los efectos, habilitaso 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 943-C.S. 


ARTÍCULO 258”.- [Arancel de honorarios)- En un plazo máximo de 
ciento ochenta dias a partir de la promulgación de la lay, el Poder Ejecuiivo 
deberá aprobar una reglamentación estableciendo el arancel de honorarios 
aplicable a los Síndicos, interventores, aundllarss, expertos en valoración y 
romatadores que sctóen en los procedimientos concursales. 


ARTÍCULO 250*- (Unidad de Evaluación de Síndicos).- Crease la Unidad 
de Evaluación de Sindicos, dependiente de la Suprema Corto de Justicia, 
integrada por cinco miembros: dos Juecas titulares de los Juzgados de 
Concursos, uno designado por él Colegio de Abogados del Uruguay, uno 


A culñecido en al seriada 27 de da pradartl Lay, on las condiciones que 
establezca la Suprema Corte de Juslicia en ejercicio sa su poder de 
reglamentación.- 


ARTÍCULO 260*- (Disolución de la sociedad concursada).- Modificase el 
articulo 159 numeral 5 de la Lay N* 16.080, dal 4 de sedembre de 1989, el 
cual quedará redactado de la siguiente lorma: 

*5) Por la decisión judicial de liquidación de la masa activa del 


ARTÍCULO _281*- (Privilegios maritimos y aeronáuticos).- Declarase que 
los pridiogios previstos por las articulos 1037, 1038 y 1193 dal Código de 
Comercio y por los artículos 52 a 57 inclusivo, del Código Aeronáutico no 
resultan de aplicación en caso de concurzo,- 


ARTÍCULO 262*.- (Capacidad del deudor concumado).- Dedlarase que la 
norma contenida en el artículo 1280 inciso 1 del Gódigo Civil no resulta de 
aplicación al deudor concursado.- 


A Y 
referencias a la quiabra yo Iquidación Judicial, comanidas an los artículos 
135 y 609 de la Ley N* 16,060 dal 4 de setiembre de 1989 y en al artículo 
304 del Decreio-Ley N” 14.701, del 30 de agosto de 1077 deben 
entenderse realizadas a los casos de decisión judicial da Iquidación de la 

maza activa del concurso.- 
Los roferancias 4 concurso, quiebra yo concordato contenidas en 
los artículos 90 y 108 del Docralo-Ley N* 14,701, del 30 de agosto de 1877, 
en el ertjonlo. 33 numéral 6 del Decre Ley NY 14412, del Y de ajosto de 
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1975 y en el artículo 32 de la Ley N* 14.072, del 9 de octubre de 1989 
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INTERCONEXIÓN 


Comprobante de envio 


Pecña de irpeaión - 0UEA000S 5-6 di PM 
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Montevideo, 1* de agosto de 2006. 


Asunto: PROYECTO DE LEY DE CONCURSOS Y 
REORGANIZACION EMPRESARIAL 


Corresponde informar acerca de las observaciones formuladas 
por la Asesoría Juridica de la Presidencia de la República relativas al 
proyecto de ley oportunamente remitido: 

1 — Se modificó la redacción del numeral | del articulo 23, limitando la 
posibilidad de intervención de las comunicaciones del deudor, a aquellas 
que tuvieran vinculación directa con el giro empresarial, dejando fuera de 
la potestad las que revistan carácter personal. 
2 — La previsión del numeral 2 del mismo articulo segín se observó por 
parte de la Asesoría presidencial se encuentra actualmente consagrada en el 
Art. 1569 del Código de Comercio. Ál respecto, corresponde señalar que 
son muchas las disposiciones de este proyecto que actualmente son derecho 
positivo en nuestro ordenamiento juridico. Incluso la norma referida en el 
numeral precedente. Dado el carácter sistematizador de este proyecto, se 
hizo necesario en muchos casos reiterar normas ya vigentes, insertas en un 
cuerpo normativo coherente y abarcativo de toda la temática, 
3 — Se suprimió el art. 23 por entender que el derecho tiene otros 
mecanismo de protección del acreedor para los casos de desaparición de 
bienes del activo. Para mantener la numeración se dividió en 2 articulos la 
norma proyectada en el Art, 24, 
4 — En cuanto a la disposición observada del art. 73, se limitó a un año la 
presunción de que todo el dinero de una cuenta indistinta es propiedad del 
deudor concursado. Es el periodo mayor de sospecha y además, en todo 
caso se admite la prueba contraria, lo que garantiza la posibilidad del 
tercero afectado de salvaguardar sus derechos. 
5 — 5e adecuó la redacción de la norma proyectada en el Art 247 de 
conformidad con las observaciones formuladas por la Secretaria de la 
Presidencia. 
6 — $e corrigieron asimismo los errores mecanográficos señalados. 
7 — Todas las observaciones fueron comentadas a la Jefa de la Juridica de 
Presidencia Dra. Segovia y con el Abogado externo que colaboró en el 
proyecto Dr, Ricardo Olivera García. 
Javier Gomensoro 
Abogado 
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Raferemcia d 
Oria MEF | 


Monterideo, 15 de julio de 2006 
Señor Ministro de Eccacedía y Finanzas: 


Además de las obeerniciones que ha formalido la Asotoria Juridica en relación al Proyecto de Ley que 
obra en estos artecedenies, eva Secretaria se permite agregar al gusa pentualización con respecto a Las 
disposiciones penales en él contenidas, que lucen en el Título XIV, arts, 247 y 243, 


1) El Cnomen furia” del ant. 247, que boy reza “Figuras delicias”, debería sor cambiado por 
él de ¿Erodes concurtales”, puesto que todas las conductas que se describen en la 
disposición de referencia, dicen relación com alfana modalidad de finde l concurso. 


2) Lareferencia modal - _“goñyeado con dolo” > es paperieiada, desde que el dolo €s la forma 
básica de comisión de delitos, en tanto uña forma culposa exigo inexorablemente previsión 
legal expresa, cooforne lo exige el art 19 C.Peral. Portanto, la fórmula rezaria: “El 


arreor dee al ron a FICA el COASNTO 


3): Para concentrar mejor la fóremda de la figura, dedo que se repiten los: verbos nucleares 
Fexagera” u ocultar), pareos recomendable establecer la frase “exopere oculta 
paid A 


4) Como el presupuesto del delito es el concurso, el inc. 2*, plantes como problema la 
existencia de ilícitos previos a la formulación del miemo. No clstanse, la simalación de 
bienes 0 cexjones de derechos, o bien el hecho de contraer obligaciones desmesuradas 
habrán de repercutir, siempre e indefectiblemente, en una extperación u ocultación de 
activos O pasivos, que ss penaliza -porque dsc es el momento consumativo del icito- 


Firman 
redada Bros + PTA SECRETARIO: PRESIDENCIA, 
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1 
E 


7) 


cuando $6 formula la sobicitud de concurso y no aniaa. Wéss que lo bocho en esa etapa 
previa, s| no sobreviene luego el concurso, es un acto penalmente irrelevante, Por 
consiguiente, vale la pena repensar sl no corresponde suprimir el inc. 7* a que se ha hecho 
referencia, 


En el inc. 3*, 46 mencionan los actos “commemarivos” del delito; expresión técnica que 

equivale a le consuoración, la malización integral del tipo, también Hemida 
perfeccionamiento juridico. Pero puede darse la hipótesis de quién accúe en uña fañe previa ¿e 
a la consormación -por ejemplo, tn el estodio de la tentutiva- y, por ella, pareos preberible 

emplear la expresión “actos conatitaripos del delito" Len vez de “conrumativos "). 


Por último, sdrierto que la obligación de denunciar impuesta ¿al Juez de Cosicurso, 64 
suocrobundante ( ¡goal puede mantenéncia, si 6e lo desea), ya que su obifación, inchaso 
bajo sanción penal, está consagrada por el art. 177 €, Penal. 


En punto a las derngaciones, enunciadas en el art. 255 de proyecto, sl bajo el gopuesto del 
concurso quedan comprendidos, tanto los concursos exitosos, como los fallidos devenidos 
en quiebra, y sl se deroga el delito de quiebra (arta 253 y 254 €. Penal), embién deberian 
derogan los ana, 76 y 77 de la Ley N* 2230. que prevén los delitos en materia de 
liguidación o quiebra de sociedades, ] 


a 
No pareco del todo acertada la expresión Sodeplica” que emplean los arta. 193, 199 y 201, bag 
poes la complicidad es una categoría técnica de la coparticipación criminal, expresamente po 
definida en el ari. 62 €, Penal. 


También parece preferible hablar de Ministerio Público, en lagar de la expresión Ministerio, 50. 


Fiscal, como lo hacen varias disposiciones del texto proyectado. E 


paar: e 


ricicia Ertioa + PA SECRETARIO: PRESIDENCIA 
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aa 


10) 50 ha marcado otro error dactilogrifico en la foja 73, 


Es cuarto debo informar, 


Tk.  ——__—_—_ o 
-Grecióla Dritos: - PJA DECAETARIO PRESIDENCIA 
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pis? 
A AA 
DIRECCION DE LA ASESORIA JURIDICA 
Mardanádoo, 13 de Jullo de 2005. 

Sr. Secretario de la 
Presidencia de la República 
Dr. Gonzalo Femández 
Presente 
Da mi mayor conalderación: 

Elevo a Ud. al precedente informe de la Dra. Ana Bogacz, que 
se comparte. 

Saludo a Ud. muy atentamente, 
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Montevideo, 11 de Julio de 2006, 
Señora Directora de la Asesoria Juridica, 
Dra. Ana Maria Segovia. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 

En relación al proyecto de ley remitido por el Ministerio de Economía y 
Finanzas referente a los fenómenos de crisis económica, cúmpleme informar lo siguiente: 

1.- 56 sugiero ajustar la redacción del numeral 1 del artículo 23 a efectos 
de no vulnerar lo dispuesto por el artículo 28 de la Constitución, Respecto del numeral 2, similar 
medida está prevista en el artículo 1569 del Código de Comercio. 

2.- $e sugiere ajustar el artículo 25 a lo dispuesto por el artículo 32 de la 
onatitación 

3.- El artículo 73 deberia eoncillarse con lo previsto por el artículo 32 de 
la Constitución. 

4.- 5€ indicaron en el texto del proyecto detalles dactilográficos (pág. |, 
8,71, 72, 75,76, 80, 82, 88 y 91) 

Saluda a Usted muy alentámente, 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 


ÓBLICA ORIENTAL 


DEL LALALA Y 


E 


MINISTERIO: 


DE 
ECOMOMÍA y FINANZAS 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PUBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGIA Y MINERIA 
MINISTERIO DE TRABAJÓ Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PUBLICA 

MINISTERIO DE GANADERIA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO Y DEPORTE 

MINISTERIO DE WIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y 
MEDIO AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Haniavidea, 
Señor Presidente de la 
Asambloa General: 
El Poder Ejecutivo tene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo, adjuntando el proyecto de Ley referente a los 
fenómenos de crisis económica.- 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Los fenómenos de crisis económica son una consecuencia 
inevitable y natural de la economía de mercado. Los mercados 56 
caracterizan, entre otros elementos, por un natural proceso en el 
cual nuevas empresas entran -en ellos y otras lo abandonan. La 
propia actividad económica implica que nacen. oportunidades an 
algunos sectores y lentamente desaparecen oportunidades en otros, 
Además, las empresas operan generalmente on situaciones de 
relativa incertidumbre respecto a su entorno y a la faciibllidad de 
mediano plazo de las decisiones económicas que toman. Asimismo, 
los resultados económicos y financieros no siempre están 
acompasados y 3us desajustes pueden traducirse en dificulladas 
para que las empresas cumplan con susinormalidad con el pago de 
sus obligaciones. En última instancia, la propia actividad empresarial 
implica asumir riesgos respecto al resultado de la misma. Por todo 
ello, las dificultades económicas y financieras de las empresas no 
pueden disociarse de su actividad, y no deben asociarse a 
comportamientos palológicos, sino que pueden ser entendidas como 
un resultado natural de la propla actividad asonámica.- 


953-C.S. 
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Las empresas para operar requieren financiamiento que no 
necesanamente debe ser otorgado por enlidades financieras. 
Muchas veces son los propios proveedores de las empresas los que - 
dan cródilo a la misma, a través del llamado crédito comercial. Este 
crádito náacé basándose en delerminados códigos informales de 
conducta empresarial y, en cazo de que fallen, en instrumentos 
formales que protejan los derachos de las partes y ancauten un 
entendimiento, Sin embargo, la forma en la que estos procodimientos 
están diseñados afecta no sólo el resultado de las instancias 
formales. sino el proplo proceso de inversión en el cua! los agentes 
buscan garantias que aseguren su Inversión o, directamente, retiran 
o niegan el financiamiento a las ampresas.- 


La incertidumbre propia la actividad empresarial requiere por 
lanto, de reglas y normas claras que permitan, en la medida de lo 
posible, una previsibilidad que incentive los procesos genuinos de 
inversión, Parte de esas reglas definen y estructuran la forma en la 
gue, en caso de enfrentar dificultades económicas, las empresas 
disponen de un procéso qué mitigué sus efectos, acelerando la 
salida de aquellas émpresas no vables económicamente y 
reestructurando aquellas que sí lo son. Por ello, contar. con 
adecuados procedimientos concursales constituye uno de los 
ingredientes de suma Importancia para el desarrollo de una 
economia sólida, eficiente y productiva. - 


Sin embargo, los procedimientos judiciales no pueden sustituir la 
posibilidad de que deudor y acteador negocien una solución de 
viabilidad al emprendimiento. Asi en la gran mayoria de los casos, 
las dificultades financieras se resuelven con acuerdos ontra el 
deudor y alguno de sus acreedores, evitando con ello una instancia 
judicial que siempre es costosa para las partes. Esta instancia se 
vuelve indispensable cuando el proceso de negociación entre deudor 
y múltiples acreedores adquiere Una complejidad importante, o está 
en juego la propia continuidad de la unidad productiva.- 


La Ley concursal no puede impedir las crisis pero sí procurar que 
las mismas tengan el menor costo para la economía, asegurando la 
mejor satisfacción de los acreedores (a través de la preservación dal 
walor de los activos del deudor y su rápida reasignación) y 
defendiendo a los demás agentes económicos de una posible 
competencia desloal.- 

Una Lay concursal daba proponer  macaniamos 
oportunos — rápidos y eficientes. El objetivo dal presente 
Proyecto de — “Legislación Concursal y Reorganización 
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Empresarial as dotar 4 las empresas en dificulades 
financieras de un instrumento que permita la supervivencia 
de las unidades productivas económicamente viables, asl como la 
eficiente y equitativa liquidación de las que no lo sean, protegiendo 
de esta forma la inversión, el ampleo de los trabajadores y las 
relaciones comerciales sanas y leáles.- 


Para su diseño, se instumentó una mecánica de trabajo que 
implicá distintas Instancias de consulta con todos los actores 
involucrados, tanto a través de dos talleres de amplia participación, 
asi como en reunlones particulares en donde se expuso el alcance 
de la legislación prevista. En ese Ñmarco, se recibleron comentarios y 
se mantuvieron reuniones con representantes de diversas 
organizaciones: la Suprema Corte de Justicia, los titulares de los 
Juzgados de Concursos, los Ministerios de Trabajo y Seguridad 
Social y de Educación y Cullura, el Banco de Previsión Social, el 
Banca de la República Criental del Uruguay, la Dirección General 
Iimposiliva, las Facultades de Derecho de la Universidad de la 
República (Institutos de Derecho Comercial y de Dorecho del 
Trabajo) y de la Universidad Católica, el PIT CNT, la Cámara de 
Industrias del Uruguay, la Cámara Hacional do Comercio y Servicios, 
la Liga de Defensa Comercial, la Asociación de Bancos Privados, el 
Colegio de Abogados, el Colegio de Contadores, Administradores y 
Economistas, la Asceclación de Peritos, profesionales independientes 
y legisladores.- ” 

Estas instancias de intercambio permitieron introducir distintos 
cambios al Proyecto presentado en el segundo taller concursal, que 
convocara a unos 120 asistentes, y que se lradujera en la 
incorporación de modificaciones en un 20% del articulado original, 
Debe señalarse que se contó con la desinteresada colaboración de 
las Doctores Ricardo Olivera García, Israel Grelmor y Siegbert Rippe 
en el diseño y redacción del articulado.- 

El diseño de un procedimiento de esta naturaleza representa un 
desaflo importante, en la medida en que se requiere un delicada 
balance entre los intereses de las diversas partes involucradas. Ha 
deba olvidarse que el procedimiento concursal sólo tiane sentido 
cuando la empresa enfrenta dificultades para el pago a sus 
acreedores y, por ello, es impensabla que las partes alraviesen 
un procedimiento de estas características sin tener que realizar 
algún sacrificio o concesión.- 

Mención aparte debe realizarse rospecto de la situación de los 
trabajadores en situaciones de dificultades financieras de las 
empresas. El Proyecto prevé una serie de elementos que intenta, en 
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la medida de lo posible, mitigar los efectos que la problemática. 
concursal implica sobre los puestos de trabajo. En ese sentido, se 
han implementado instrumentos que buscan proteger al trabajador, 
entre los que 368 Incluye la posibilidad de realizar un pago anticipado 
de las deudas laborales, la posibllidad de que se constituya una 
cooperaliva de trabajadores que sea deposilaria de los blenes y la 
participación de los trabajadores en la licitación de la empresa en 
funcionamiento para su eventual gestión. Todos estos elementos 
están también delicadamente balanceados con la viabilidad de la 
unidad productiva, que es la única que, en última instancia, permitira 
la continuidad de las fuentes laborales.- 


Panorama del Régimen Vigante 


El régimen vigente en materia concursal en Uruguay consagra un 
sistema ineficiente y perverso, basado en arcálcas concepcionos 
hace tempo superadas, el cual dista mucho de cumplir con los 
objelivós antes mencionados, Los procedimientos de ejecución 
concursal (quiebra, liquidación ¡judicial han demostrado ser 
depredadores del magro patrimonio del deudor en erisis, lo cual 
provoca el natural desinterés de los acreedores tanlo por provocar 
como por seguir estos procedimientos.- 


Tampoco el deudor se ve estimulado a transitar el camino de los 
procedimientos concursales, los cuales provocarán la clausura de su 
negocio, lo inhabilitarán para el ejercicio de su profesión y lo 
condanarán a verse privado de por vida de un patrimonio proplo, sin 
perjuicio de los efectos sobre su libertad parsonal.- 


Finalmente, la economía ve desaparecer una unidad empresarial y 
productiva, muchas veces viable, la cual sufre el lento proceso de su 
desmantelambento, con la pérdida de puestos de irabajo y el perjuicio 
de cuantos dependian económicamente de la misma,- 


La Inoperancia de los procedimientos de ejecución concursal 
castiga igualmente la figura de los procesos preventivos 
(fundamentalmente, el concordato). El riesgo casi inexistente de que 
un acreedor solicite su quiebra delermina que los deudores no 
tengan incentivo para acudir lemporánoamente a procedimientos 
solutorios de la situación. El temor por la pérdida de crédito que el 
concordato provoca determina que el deudor extianda su situación 
de dificultad hasta el momento en que muy poco quada por hacer.- 


La situación límite en que se encuentran los deudores 
concordatarios y la escasa posibilidad que perciben los acreedores 
de la satisfacción de sus cróditos determina que éstos se vean 
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dispuestos A consentir propuestas ruines e de cumplimiento 
imposible, y que prosperen maniobras fraudulentas, como el 
ocultamiento y simulación de activos y pasivos o la compra de 
adhesiones y de créditos, que generalmente resultan impunes.- 


Se provoca además la presencia en la plaza de deudores que. 
progresivamente languidecen, complliendo deslealmente con los 
restantes operadores enfrentados al cumplimiento regular de sus 
obligaciónes, lo cual determina muchas veces que la crisis no 
resuelta de una empresa se traslade a otras empresas del secior.- 


Este panorama 38 traduce en una retracción del crédito, en un 
mayor costo del mismo y en una excesiva apelación a las garantias 
realos, con los costos de transacción y la inmovilización que la 
misma provoca. Esta situación transforma la reforma del régimen 
concursal de una cuestión técnico-juridica en un imperativo social y 
oconómico inoludible para dotar al marcado de Soluciones 
adecuadas a los problemas de crisis.- 


En Uruguay el régimen concursal ha parmanecido sustancialmente 
incambiado desde finales del siglo XIX, A lo largo del siglo XX, se 
ensayarón diversas iniclativas legislativas en la materia, en el 
entendido de que el sistema no daba respuesta ni al deudor ni a los 
acreedores, los cuales, a excepción de una modificación en el año 
1926, han fracasado. Recientemente, en el año 2001 se introdujeron 
algunas modificaciones y se crearon dos juzgados especializados en 
la materia. Sin embargo, la verdadera superación de los problemas 
que anfranta el tratamiento de las crisis empresariales exige una 
revisión total del régimen. El principal problema que enfrentan los 
concordatos preventivos po consiste en el mal funcionamiento de su 
procedimiento, sino del mal funcionamiento del sistema en su 
conjunta. Sin una revisión integral de los procedimientos de 
ejecución concursal resulla imposible superar la total y absoluta 
ineficiencia de los procedimientos concursales en nuestro Derecho.- 


Es por esa razón qué se propone la aprobación de una Loy 
general de concursos, que sustituya todos ls procedimientos 
concursales vigentes: quiebra, liquidación judicial, concurso civil, 
concordatos preventivos y resclutorios, y moratarlas.- 


Pilares orientadores de la reforma. 
Las reformas propuestas 3e apoyan en nueve pilares fundamentales: 


1. SIMPLIFICAR LOS PROCEDIMIENTOS . A 
La legislación aciual cuenta con distintos procedimientos para las 
distintas figuras jurídicas, así como una partición del procedimiento 
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que no se justifica nl en términos de la aciividad de las distintas 
empresas, ni de forma de obtener un panorama global de la empresa 
para estudiar así su viabilidad. Siguiendo las tendencias legislativas 
modernas, se prevé un único procedimiento concursal, el cual 
subsume los anteriores procedimientos preventivos y de ejecución, 
brindando diferentes alternativas de refinanciación, reorganización o 
ejecución colectiva, según la situación patrimonial del deudor y las 
mejores formas de obtener un eficiente repago de sus obligaciones.- 

Debe señalarse que el Proyecto establece un procedimiento para 
empresas, quedando vigente el Código General del Proceso para 
aquellos deudores personas fisicas por deudas de consumo. Ello, en 
el entendido de que las soluciones que refleren a la conservación o 
liguidación de unidades productivas no són directamente aplicables 
al endeudamiento por actos referidos a su actividad como 
consumidores. En efecto, la propia existencia del procedimiento 
concursal para las empresas radica en que las unidades productivas 
tienen, en general, un valor mayor en funcionamianto que en partes.- 

Es por ello que el procecimiento concursal se traduce en una 
etapa que permite una solución a la unidad productiva, y €n última 
instancia conservar un valor social.- 

El Proyecto simplifica la multiplicidad de procedimientos actuales y 
prevé un procedimiento Único para lodas las empresas (artículos 1* y 
2) delallado y previsible, con plazos perentorios como solución 
general.- 

Ello no obsta de reconocer las particularidades asociadas a la 
realidad de las pequeñas empresas, que cuentan con una regulación 
especial que se traduce en un procedimiento abreviado para 
pequeños concursos (Título <11).- 

Este procedimiento cocxiste con la adhesión a convenios y la 
celebración de acuerdos privados entra el deudor y sus acroederes, 
en los cuales se busquen soluciones negociadas a los problemas de 
dificultad económica, rescatando la tradición del concordato 
extrajudicial o privado.- 


2. INSTRUMENTAR UN PROCEDIMIENTO ÚNICO 


Las soluciones a las dificultades tanto financieras como económicas, 
sólo pueden estudiarse en un procedimiento único que evalúe la 
viabilidad de la empresa tomando en cuenta todas las Opciones 
posibles para la misma. A este procedimiento único se le dio el 
nombre de “concurso”, más genérico que el de quiebra o concordato 
y con menores connotaciones peyorativas. En ese sentido, el 
Proyecto prevé que las empresas entran en un sólo proceso con tres 
etapas: concurso (articulos 1* y 2%), venta en bloque (artículos 171 a 
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173) y liquidación en partes (artículo. 174). Con la consagración de 
un único procedimiento, $e pretende evitar los problemas que 
actualmente plantea la concatenación de quiebras y concordatos, asi 
como un mayor equilibrio del poder negociador del deudor 
concordalario y de los acreedores.- 

A bravés de un único procedimiento, con o sin desapoderamiento, 
con suspensión 0 simple limitación de la capacidad del deudor, el 
deudor tendrá una instancia para negociar con el conjunto de sus 
acreedores una solución adecuada según la problemática particular 
que énfrente. Sin embargo, esta negociación no puede disociarse de 
las otapas. siguientes del procedimiento, en las cuales el deudor 
abandona la unidad productiva y sa busca una solución para la 
empresa con un nuevo inversor o múltiples inversores (en caso de 
que la empresa sea vendida en pares, cada una en 
funcionamiento)» 

El Proyecto incorpora la posibilidad de qué la unidad productiva 

sea vendida como un todo. El actual procedimiento de quiebra mo 
prevé esta situación ya que cuando ósta os declarada, la empresa 
finaliza su actividad y sus bienes son rematados en partes. En el 
Proyecto, cuando la instancia de negociación entre acreedores y 
deudores fracasa y 56 pasa a la liquidación como un todo, la unidad 
productiva continúa en funcionamiento pasándose a buscar un 
inversor que tome a su cargo la unidad productiva y, con su venta, 
liquidar las deudas del anterior deudor. 
Respecto del proceso de negociación, los Titulos WI y W Il, establecen 
los órganos representativos de los acreedores (Junta y Comisión de 
Acreedores) tanto en funciones de apoyo (Comisión) como deciscrlas 
(Junta). Por su parte, el Titulo Vil regula tas propuestas de convanio 
y la forma én la que se consideran las mismas. 


3, FACILITAR EL ACCESO AL PROCEDIMIENTO 

El Proyecto de Loy prelende que el concurso abarqué la mayor 
cantidad posible de las situaciones reales de insolvencia. Para esto, 
se propone estimular el acceso al concurso. de deudores y 
acreedores.- 

En lo que refiere al deudor, dicho estimulo consiste en la 
calificación como voluntario del concurso por él promovido, 
permitiéndole mantener su actividad económica bajo el contral de un 
interventor y lener derecho a la percepción de alimentos. Además, en 
caso de lograrse la salistacción de los acreedores en tos términos de 
la ley, se lo calificará preceptivamente como foriuito.- 

En lo que rofiera al acreedor instante del concurso, el estimulo 
consiste en el otorgamiento a su crédito de un privilegio parclal. Se 
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abre la posibilidad para que aquellos que tengan Información sobre 
las probables dificultades de las empresas la presenten e Inician el 
concurso (articulo 6%). En la actualidad, algunos acreedores pueden 
pedir la quiebra, que implica el clerre de la empresa y la venta en 
parte de sus bienes, mientras que el concordato sólo puede ser 
solicitado por el deudor.- 

Con ello se facilita al acceso ltemporáneo al procedimiento 
legitimando el inicio de las acciones a todos aquellos agentes 
involucrados_¿of en la actividad financiera de la empresa. A su vez, 
se establecen garantías para las partes a fin de evitar los usos 
espurñios del instrumento. Con ello se busca mentener un delicado 


balance entre los intereses de deudores [evitar abusos) y acreedores 


Lun efectivo cobro de sus cróditos).- 
" El Proyecto Incorpora también una serie de alertas tempranas 


«basadas en elementos objetivos para iniciar los procedimientos 


(artículo 4* y 5%). Éstas establecen una serle de criterios que señalan 
una posible, 6 segura, situación de insolvencia empresarial, y son 
una reforencia para las partes y para el Juez a la hora de aplicación 
de la legislación.- 

Todos estos elementos. flexibllizan, facllitan y agilitán el Inicio de 
los procedimientos concursales, procedimientos en los cuales la 
detección pronta de una situación de dificultad es clave para una 
solución que evite la destrucción de valor.- 


4. DAR UN MARCO FLEXIBLE PARA QUE LAS PARTES 
ACUERDEN 


A diferencia de la legislación actual, el Proyecto incorpora la 
posibilidad de que el deudor presente propuestas múltiples (articulo 
138%). El deudor conoce de primera mano su situación y las posibles 
vias de solución, y los acreedores pueden ponderar en forma 
diferenta las opciones propuestas y permitir adoptar aquélla que 
obtenga el mayor número de adheslones.- , 

Otro alemento Importante a la hora de buscar soluciones a 
dificultades empresariales es que las propuestas sean flexibles 
(articulo 1358), Las situaciones de dificultad requieren de soluciones 
acordes a la problamática, a la realidad de la empresa, de los 
acreedores y dal mercado donde operan. Por ello, la solución nunca 
puede sar única y gonoral para todas las empresas.- 

El Proyecto amplía las opciones disponibles para las partes en el 
entendido de que son sólo ellas las que pueden “encontrar el camino 
para resolver sus dificultades. Las soluciones pueden ser quitas, 
esperas, capitalizacionés, constitución do fideicomisos, 
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transformación de deuda en acciones, venta de activos para el pago, 
elc..- 

Por último, el Proyecto prevé el Acuerdo Privado de 
Reorganización (Título XI) a travás del cual el deudor puede arribar a 
acuerdos con sus acreedores sin necesidad de acudir a la instancia 
judlelal.= 


5. MEJORAR LOS PROCESOS DE DECISIÓN 

El éxito e fracaso de las negociaciones depende también de la 
forma en la que se estructuran los procesos de decisión. En ese 
sentido, la legislación actual Incluye una delallada clasificación de 
los acreedores, principalmente de los acreedores quirografarios, que 
no obedecen a ninguna racionalidad asociada a la problemática 
emprésarial, El Proyecto prevé la simplificación de las categorías de 
acreedores (articulos 108 a 111). Los créditos con privilegio especial 
(prenda o hipoteca) y con privilegio general (créditos laborales con 
un tope por monto y aportes personales al Banco de Previsión 
Social; cródilos por tributos macionales y municipales; el 50% del 
crédito quirogratario que promovió la declaración de concurso; 
créditos quirografarios; y créditos subordinados (multas y sanciones 
pecuniarias, créditos de personas especialmente relacionados con el 
deudor) los cuales resullan postergados en su cobro a los 
acreedores quirografarios, en oportunidad de liquidación de la masa 
acliva.- 

Al igual que en la legislación actual, el procedimiento concursal 
está previsto para los acreedores quiragrafarios, que no admiten otra 
diferencia que la establecida anteriormente.- 

Asimismo, se instrumenté una importante simplificación de las 
wolaciones [articulos 144 a 148). El sistema de doble mayoria actual 
para viabilizar la salida de la situación de dificultad financiera, ha 
sido completamente desvirtuado y es común observar 
comportamientos tanto del deudor como de algunos acreedores para 
manipular las mayorlas requeridas. Se prevé un mecanismo de 
mayoría simple del total. de cródito como régimen general, una 
mayoría especial de dos tercios cuando la solución implique un 
importante sacrificio a los acreedores, y una mayoría simple que 
represente el 25% del crédito quirografario cuando la solución no 
implique dosventajas importantes a los acreedores. Con ello se 
pretende establecer un mecanismo ágil que preserva las garantias 
de las partes, pero que siréá para encontrar una rápida solución, - 

Asimismo, se prevé que los acreedores con garantias reales sean 
incluldos en el plan de financiamiento que presente el deudor 
(artículo 138). Si bien los acreedores con garantías reales no 
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participan del procedimiento, sus decisiones pueden hacer fracasar 
todos los infentos de conciliación entre deudor y acreedores 
quirografarios. Éstos tienen que conocer qué acciones pretenden 
seguir los acreedores privileglados e incorporarlas a la hora de 
discutir las opciones disponibles.- 

Debe señalarse que el Proyecto prevé la suspensión transitoria en 
la ejecución de los créditos con privilegio especial, de modo de 
permitir la búsqueda de soluciones para la situación global del 
deudor.= 

Si el mecanismo previsto para deudor y acreedores falla, se pasa 
a la licitación de la empresa en bloque. En esta etapa, el Juez 
establece condiciones minimas objetivas que deben cumplir los 
potenciales adquirentes de la empresa y elige la oferta de mayor 
precio. Se buscó simplificar las posibles opciones para determinar el 
marco de puja antra oferentes y se redujo al minimo la actuación del 
juez en la decisión final.- 


6. REDUCIR LOS COSTOS DE LOS PROCEDIMIENTOS 


El costo de los procedimientos puede medirse tanto en tiempo 
como en dinero, y 5u excesiva duración conspira con la conservación 
del valor de la empresa. Por ello, se establecen plazos breves y 
perentorios en el procedimiento, de forma de acelerarlo lo más 
posible. Asimismo, s6 reduce al minimo la suspensión del 
procedimiento por las apelaciones de las partes (artículo 251) 
buscando balancear sus derechos y evitar el uso espurio del 
mecanismo para dilatarlo innecesariamente.- 

La especialización de la judicatura (artículo 12) es un requisito 
fundamental dada la especificidad de la problemática. El Proyecto 
prevé mantener la competencia de los juzgados civiles del interior 
para aquellos concursos inferiores a 35 millones de unidades 
indexadas. Asimismo se establecen los cargos de actuarios 
contadores auxiliares del Juez de concursos. Con ello se busca, en 
el marco de la realidad del Poder Judicial, implementar una 
incipiente especialización y reforzar la misma en Montevideo, donde 
se tramitarán los concursos más exigentes, A su vez, se busca 
reducir el costo del procedimiento para los acreedores, los que 
pueden sor representados tanto por olros acreedores como por el 
Sindico o Interventor (Arts. 119* y 120%). Con ello se busca minimizar 
el costo que tiene la comparecencia en la Junta de Acreedores para 
algunos dé ellos, sin entorpecer la resolución de la situación.- 

Por último, se introducen incentivos a los Sindicos 6 interventores 
al adecuar sus honorarlos a los resultados del procedimiente, 
Tamblén se prevá que el Poder Ejeculivo reglamente la forma 
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específica en la que se remunerará a estos auxiliares de la Justicia, 
de forma de incentivar una actuación que beneficia a la unidad 
productiva y, en última instancia, a las partas.- 


7. FORTALECIMIENTO DE LA JUDICATURA Y ESPECIALIZACIÓN 

La complejidad de la temática y los cambios sustantivos que 
introduce el Proyecto de Ley, requieren trabajar en el fortalecimiento 
de los órganos de aplicación. Un paso en esa linea fue la creación 
de los juzgados concursales especializados ocurrida en 2001.- 

El Proyecto prewé concentrar en Monlevideo los concursos de 
mayor importancia, en los juzgados concursales. Si bien no es 
factible la creación de juzgados especializados departamentales, se 
requiere una especialización en la aplicación de la normativa por la 
necesaria especificidad de la temálica. Por lo tanto, los juzgados de 
Montevideo son la instancia clave para transitar los procedimientos 
de mayor complojidad, tanto en su procedimiento como en su 
eventual solución.- 

Asimismo, 56 prevé la creación de dos secretarios contadores que 
trabajarán directamente con el Juez en cada juzgado. La temática 
requiere que los Jueces cuenten con asesoramiento rápido y eficaz 
en la revisión de la información de las ompresas y respecto de la 
actuación de los deudores. En esé sentido, contar con un asesor en 
la propia sede implica un paso importante para agilitar, facilitar y 
controlar el procedimiento y la infonmación:.- 


3. CONSERVACIÓN DE LA EMPRESA VIABLE 

El Proyecto supera la tradicional asimilación entre los conceptos 
de quiebra y coso de la actividad económica del deudor. Por 
oposición, se consagra el principio de la continuación de la actividad 
económica desarrollada por el deudor, personalmente por éste, bajo 
el control de un Interventor, o a través de un Síndico.- 

Por lo general, más allá de los problemas derivados de su 
endeudamiento, la empresa en marcha tiene un valor superior al de 
cada uno de los elementos que la componen. En consecuencia, el 
mantenimiento de la actividad empresarial supone igualmente el 
mantenimiento de este valor econámico, en beneficio de la 
expectativa de satisfacción de los acreedores. Además, el 
mantenimiento de la actividad económica implicará que no se 
interrumpan las relaciones de trabajo, ni se produzca el fenómeno 
desequillbrante para el concurso de las reclamaciones laborales 
masivas.- 

En este sentido, una de les modificaciones sustanciales del 
Proyecto de Ley es el objetivo explicito de permitir soluciones que 
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permitan la continuidad de aquellas unidades productivas 
económicamente viables, Se buscó un camino intermedio entre la 
solución de la legislación actual, que no permite su continuidad en 
caso de que no haya acuerdo entre deudor y acreedores, y la 
conservación — per 858 de las — unidades  producilvas 
independientemente de su viabilidad económica.- 

Se instrumentó un mecanismo de licitación y subasta para la 
unidad productiva como un todo, de forma Que los interesados en la 
misma hagan valer ofertas económicas que permitan un nuevo 
comienzo de la empresa. Si la voluntad del deudor y los acreedores 
no permite una salida que devuelva la viabilidad a la empresa, la 
unidad productiva no desaparece y aparace una nueva Instancia an 
donde la búsqueda se traslada-a la voluntad de nuevos empresarios, 
Este es un cambio fundamental, no sólo en cuanto a las 
posibilidades del mecanismo, sino también respecto de las 
posibilidades de negociación entre deudores y acreedores. Hasta 
ahora, la negociación era entre un deudor con un dolerminado plan 
de pagos y una empresa cerrada y en partes. Ahora la negociación 
entre deudor y acreedor Incorpora la posibilidad de que los 
acreedores oplen por una alternativa externa a la voluntad del 
deudor para continuar el emprendimiento y con ello instrumentar las 
transformaciones necosarias para su relnserción en el mercado.- 

Sin embargo, para muchos casos el mecanismo concursal debe 
prever una instancia donda la salida de la empresa del mercado sea 
ordenada tanto para el deudor como para los acreedores. En 
mercados pequeños como los de nuestro pals, donde por razones 
económicas existe una estruclura ollgopólica en gran parte de los 
mercados, la operativa de empresas económicamente inviables 
representa un obstáculo a la competencia efectiva en los mercados. 
En ese sentido, y en la medida en que permanecen en el mercado 
empresas que no tienen un proyecto económico que les permita 
competir, ello se traduce en una resiricción a la entrada o al 
crecimiento de nuevos compelidores en el mercado, relajando con 
ello el grado de competencia o croando ventajas a favor de 
compatidores menos eficientes.- 


9. SANCIONES 

Por último, el Proyecto adecua las sanciones penalos previstas en 
caso que el deudor actúe en forma dolosa, y crea un incidente de 
calificación del deudor concursado que prevé incentivos y castigos 
para los deudores según su comportamiento antes y durante el 
concurso. Respecto de las sanciones penalos, se realizó una 
readecuación de las figuras delictivas penales que buscan facilitar la 
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aplicación de las mismas. Se entiende que la dureza de la legislación 
penal actual dificulta su aplicación y, por ello, sa acomodaron las 
figuras y las sanciones con al objetivo de Incentivar su aplicación.- 

Por su parte, el Titulo /X de la ley establece un procedimiento de 
calificación del concurso que tlene efectos sobre el deudor. Se prevé 
qua el concurso pueda ser calificado como culpable O fortuito 
(artículo 192), se establocen presunciones abaolutas (articulo 193) y 
relativas (articulo 194) de culpabilidad, las figuras de los cómplicas 
(artículo 195) y las sanciones, que implican la inhabilitación de los 
sancionados para administrar los blenes proplos o ajenos por un 
perlodo de cinco a veinte años.- 

Ello debido a que en el primer taller concursal realizado surgió la 
inquietud respecto a la no aplicación de las sanciones penales, la 
gran mayoría de los concursos finalizan sin que la plaza conozca 
cual fué el comportamiento del deudor, y si la misma obedece a 
cuestiones fortultas o a elementos dallctivos, En ese sentido, el 
objativo principal de este procedimiento es buscar discriminar los 
concursos y poder establecer sanciones de tipo social a informar al 
mercado sobre la actuación de los deudores en estos 
procedimiantos.- 4 

Saluda al Sr. Presidente con la mayor 
consideración.- 
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PROYECTO DE LEY 
CONCURSOS Y REORGANIZACIÓN EMPRESARIAL 


TÍTULO 1 
DECLARACIÓN JUDICIAL DEL CONCURSO 


Capítulo | 
Presupuestos del concurso 


ARTÍCULO  1%- (Presupuesto objetivo).- La declaración judicial de 
concurso procede respecto de cualquier deudor que se encuentre En 
estado de insolvendla.- 

Se considera en estado de insolvencia, Independientemente de la 
existencia de pluralidad de acreadoras, al deudor que no puede cumplir con 


ARTÍGULO 2.- (Presupuesto subjetivo).- La declaración Judicial de 
GONCUISO 


profesional, 
económica y organizada con finalidad de producción o de intercambios de 
blenes 0 sordcios,- 

Se encuentran excluidos del régimen de esta Loy el Estado, los 
Entes Autónomos, los Servicios Dascentralizados, los Goblermos 
Departamentales y las entidades de intermediación financiera, en este 
último caso con excepción de las normas relativas a la calificación del 
concurso, contenidas en al Título X.- 

En el caso de los deudores domiciliados en el extranjero, se aplicará 
E 19 TEMA a AL 

Las personas físicas no comprendidas en la presente ley, se 
saguirán regulando por el Titulo WII del Libro 11 el Código General del 
Proceso (Concurso Civil) y normas concordantes. - 


ARTÍCULO 3*.- (Concurso de la herencia)- Procederá el concurso de la 
herencia del deudor fallecido, en los slguientes casos: 
e Cuando la herencia hublera sido aceptada a benoficio de 
inmanlara.- ( e 
2- — Cuando, declarado en concurso el deudor, éste hubiera 
fallecido durante la tramitación del mismo. En este caso, el concurso del 
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deudor continuará de pleno derecho como concurso de la herencia, sin 
retrotraer las actueciones.- 


ARTÍCULO 4*- (Presunciones relativas de insolvencia).- El estado de 
Insobrencia del deudor se presume en los siguientes casos: 


1.- Cuando exista un pasivo superior al activo, determinados de 
acuerdo con normas contables adecuadas. - 


Z- Cuando existan dos o más embargos por demandas 
ejecutivas o por ejecuciones contra el deudor por un monto superior a la 
mitad dal valor de sus activos susceptibles de ejecución.- 


3.- Cuando existan una o más obligaciones del deudor, que 
hubieran vencido hace más de tres meses.- 


4.= — Cuando el deudor hubiera omitido el pago de sus obligaciones 
tributarias por más de un año.- 


5- — Cuando exista clere permanente de la seda de la 
adminisiración o del establecimiento donde el deudor desarolla su 
actividad.- 


6- Cuando el Banco Central hublera dispuesto la suspensión de 
una a más cuentas comentes del deudor.- 


Estas presunciones son relativas, admitiendo en todos los casos prueba en 
conirario, en los términos de la loy.- 


ARTÍCULO 5*.- (Presunciones absolutas de insobwencia).- El estado de 
insolvencia del deudor se presume, en forma absoluta, en los slguientes 
Ca505: 


1.- Cuando el deudor solicite su propio concurso.- 
2- Cuando el deudor hublera sido declarado en concurso, 


quiebra o cualquier otra forma de ejecución concursal por Juez competente 
dal país donda el deudor tanga su domicillo principal.- 
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3. Cuando el Banco Central del Uruguay hubiera acordado la 
clausura de las cuentas corrientes del deudor en el sistema bancaño.- 


4.- — Cuando el deudor hublera realizado actos fraudulentos para la 
obtención de cróditos o para sustraer blenes a la persecución de los 
acredoras.- 


5- Cuando 6dsta ocultación o susóncia del deudor o co los 
administradores, en su caso, sin dejar representante con facultades y 
medios suficientes para cumplir con sus obllgaciones.- 


68.- — Cuando, en el caso de acuerdo privado de reorganización, el 
deudor omita presentarse en plazo al Juzgado (artículo 220%), no se 
inscriba el auto de admisión (artículo 2239), se rechace, anule o incumpla el 
acuerda.- 


ARTÍCULO 6*%- (Legllimación para solicitar la declaración de concurso).- 
Pueden solicitar la declaración judicial de concurso: 


1- El propio deudor. En el caso de personas Juridicas, la 
solicitud deberá ser realizada por sus órganos con fecultades de 
representación o por apoderado con facultades expresas para la solicitud. - 


2- — Cualquier acreedor, tenga o no su eridio wencido.- 

3.- — Cualquiera de los administradores o liquidadores de una 
persona juridica, aún cuando carezcan de facultades de representación, y 
los Integrantes del órgano de control interno.- 


4- Los socios personalmente responsables de las deudas de las 
sociedades civiles y comerciales.- 


5.- Los coceucores, fladores o avalistas del deudor.- 


6 — Las Bolsas de Valores y las Insiiluciones Gremiales da 
empresaños con personería juridica.- 


T- — Enel caso de la herencia, podrá además pedirlo cualquier 
heredera, lgatario o albacea.- 


ARTÍCULO 7*%- (Solicitud de unas por el deudor).- En el caso de 
solicitud de concurso por parte del deudor, además de cumplir con lo 
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los estados contables referidos en el numoral 4 del artículo 7* en forma 
consolidada.- : . ; 

El acreedor podrá promover la declaración judicial de concurso de 
arios de sus deudores, personas físicas o Jurídicas, cuando se configuran 
respecto de todos los deudores presunciones de insolvencia y concurra 
alguna de las sigulontes circunstancias: 


1.-  Exista confusión entre los patrimonios de los deudores.- 
2- Cuando formen parte de un mismo grupo.- 


ARTÍCULO 10*%.- (Obligación de solicitar el concurso).- El deudor tendrá 
la obligación de solicitar su propio concurso dentro de los treinta dias 
siguientes a que hubiera conocido o debido conocer su estado de 
insolvencia. En el caso de las personas juridicas, la obligación recae en 
cada uno de sus administradores, liquidadores o integrantes del órgano de 
control interno.- 

En el caso de las personas físicas O jurídicas obligadas a llevar 
contabilidad, se presume absolutamente que dicho conocimiento se 
produto en la fecha en que preparó o debil: haber preparado estados 


ARTÍCULO 11%- (Clases de concurso).- El concurso será voluntario 
cuando 5ea solicitado por el proplo deudor, a condición de que no exista 
una solicitud de concurso previa, promovida por alguno de los restantes 
legibimados legalmente, —El concurso será necesario en ls restantes 
Ca505.- . 


Capitulo II 
Declaración judicial de concurso 


Sección 1 
Juez competente 


conocerán en ls procedimientos concursales originados fuera del 
Departamento de Montevideo cuyo pasivo sea superior a Ul 35.000.000 
(Unidades indexadas treinta y cinco millones).- 

En los demás procedimientos concursales fuera del departamento 
de Montevideo, serán competentes los Tribunales que determine la 
legislación procesal vigente.- 
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El Tribunal que entienda en el concurso será también competente en 
las acciones sociales de responsabilidad promovidas contra los 
administradores o directores de sociedades concursadas (artículos 83 y 
393 y sigulantes de la Ley N” 16.060 de 4 de setiembre de 1989).- 

En el caso de deudores del exterior, se aplicarán las disposiciones 
del articulo 238,= 


ARTÍCULO 13*%- (Competencia en caso de solicitudes conjuntas).- En 
caso de sollcitudes conjuntas, las mismas s6 tramitarán ante la misma 
sede, en expedientes separados.- 


ARTÍCULO 14*.- (Domicillo procesal).- Todos los comparecientes en el 
procedimiento concursal deberán consiulr domicilio dentro del radio del 
Juzgado. De no hacerlo se lo tendrá por constituido en los estrados.- 


Sección 2 
Trámite posterior a la solbcitud 


ARTÍCULO 15%.- (Concurso solicitado por el deudor)- Si el concurso es 
solicitado por el deudor, directamente 0 8 través de sus representanies, el 
Juez so expedirá, sin más trámite, dentro de los dos dias de presentada la 


solichud.- 

ARTÍCULO 16*- (Concurso solicitado por otros legitimados).- Si el 
concurso es sobcitado por cualquiera de los restantes legilimados, el Juez 
procederá de la siguiente forma: 


1.- — Dará traslado al deudor por el plazo que estime razonable, 
según la importancia y la complejidad del asunio, el cual no podrá exceder 
de diez días.- 


2- — Siel deudor se allanara a le solicitud o no se opuslera dentro 
del término legal, el Juez decretará el concurso sin más trámite, en el plazo 
de dos días.- 


3- Si el deudor se opusiera a la solicitud, se sustanciará por el 
procedimiento de los Incldontes.- 


4.- deudor deberá presentar con la oposición todos los 
documentos y elementos que le permitan probar su deracho.- 


5- — Enel caso de un deudor obligado a Bevar librós, el mismo 
deberá presentar igualmente con la oposición sus libros y demás 
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ARTÍCULO 22”.- (Recursos contra la sentencia)- La sentencia que 
declare el concurso será apelable por el deudor o por cualquiera que tenga 
un interés legitimo, dentro del plazo de seis días de la última publicación. 
El recurso no lendrá efecto suspensivo.- 


Capitulo MI 
Medidas cautelares posteriores á la declaración de concurso 


?.- (Medidas sobre la persona del deudor).- Conjuntamente 
con la sentencia de concurso, o en cualquier momento posterior de los 
procedimientos, al Juez, actuando de oficio o a Instancia de parte, podrá 
disponer alguna de las siguientes medidas cautelares: 


1- Intervención de las comunicaciones del deudar.- 


2- — Prohibición al deudor de cambiar de domicilio y/o de salir del 
pals sin la prevla autorización del Tribunal. En caso de personas jurídicas, 
esta medida podrá ser dispuesta respecto de lodos o de algunos de sus 
administradores o liquidadores.- 


ARTÍCULO 24”.- (Embargo preventivo de los blenes y derechos de 
administradores, liquidadores e Integrantes del órgano de control iniemo).- 
En caso de concurso necesarño de las personas Juridicas, slempre que, de 
un examon proliminar dol estado palrimontal del deudor, resulta que su 
activo no es suficiente para salisfecer su pasivo, conjuntamente con la 
sentencia o en cualquier momento posterior, el Juez dispondrá el embargo 
preventivo de los bienes de sus administradores, liquidadores o integrantes 
del órgano de control intemo.- 


El Juez también podrá trabar embargo sobre los blenes de 
ex-admnistradores, ex-tiquidadores o exAntegrantes del órgano de control 
interno, siempre que de un excarnon preliminar de los hechos surja que, 
durante al plazo de dos años anteriores a la declaración de concurso, 
conocieron el estado de insolvencia de la persona juridica deudora.- 


Estos embargos se conservarán hasta la finalización de los 
procedimientes concursales, salvo que haya recaldo una sentencia judicial 
sobre la responsabilidad de cualquiera de los sujetos mencionados en los 
dos incisos anteriores.- 


ARTÍCULO 25*.- (Embargo preventivo de blenes y derechos que hubieran 
pártenecido al deudor).- Siempre qua, de un examen prallminar del estado 
patrimonial del deudor, surja la insuficiencia del activo para cancelar su 
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pasivo, el Juez podrá también embargar prewentivamente los blenes salidos 
del patrimonio del deudor que fueran susceptibles de acciones 
revocatorias, de conformidad con lo dispuesto por los articulos 81 a 83.- 

Estos embargos se conservarán hasta el momento de la sentencia 
de calificación del concurso.- 


—TMULOI 
SÍNDICO E INTERVENTOR 


Capitulo | 
Nombramiento 


- (Condiciones subjetivas).- El Síndico o el interventor 
sará designado por ol Juez en la sontencia que declare el concurso, entra 
aquellos profesionales universitarios o sociedades de profesionales o 
instituciones gremiales de empresarios con personeria juridica inscriptos an 
el Registro de Síndicos e Iintorventores Concursales que levará la Suprema 
Corte de Justicia.-. 


Las mismás personas elegibles como Sindicos lo serán como 
Interventores.- 


En los concursos radicados en el interior del país y en los pequeños 
concursos (Titulo XI), la designación podrá recaer en profesionales 
universitarios na inscrptos en el Registro de Sindicos e interventores 
Concursales, a condición de que sean Abogados, Contadores Públicos o 
Licenciados en Administración de Empresas con un mínimo de cinco años 
de ejercicio profesional o egresados de los Cursos de Especialización para 
Síndicos e Interventores Concursales.- 


ARTÍCULO 27*.- (Inscripción. 6ñn el Registro dé Síndicos 6 Interventoras 
Concursales).- Cada cuatro años, la Suprema Corte de Justicia llamará a 
interesados para integrar la lista de treinta titulares y treinta suplentes 
preferenciales, elegibles como Síndicos e interventores Concursales.- 


- Para ser inscripio en el Registro de Síndicos e Inlervantoras 


Concursales $0 requertrá sor profesional universitario y bener un minimo de 
cinco años de ejercicio profesional. - 


La selección se realizará teniendo en cuenta los antecedentes y 
experiencia de los postulantes, otorgando prioridad a los egresados de los 
Cursos de Especialización para Síndicos e interventores Concursales, 
dictados por entidades unteritaias oO Instituciones gremiales de 
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profesionales universitarios. Hasta tanto no existan egresados de estos 
cursos en número suficienta, se dará prioridad a los Abogados, Contadores 
Públicos o Licenciados en Administración de Empresas.- 


Podrán también inscribirse sociedades de profesionales, con o sin 
personería juridica, a condición de que la mayoría de sus socios cumplan 
con los requisilos establecidos precedentemente, así como Instituciones 
gremiales de empresarios con personerla Juridica.- 


Vencido el plazo de cuatro años los Sindicos o Intervantores 
concursales anteriores podrán participar en la nueva elección.- 


Las designaciones de Síndicos 0 Interventores se mantendrán aun 
cuando hubiera vencido el plazo de sus inscripciones.- 


ARTÍCULO _28%.- [Incompatibildad y prohibiciones). No podrán ser 
nombrados Sindicos o interventores: 


1- Quienes no puedan ser administradores de sociedades 
comerciales.- 


2- — Quienes hubleran prestado cualquier clase de servicios 
profesionales al deudor o a personas especialmente relacionadas con éste 
an los últimos cinco años.- 


3- Quienes, en el último año, hubleran sido nombrados Sindloos 
o interventores en des concursos. A estos efectos, los nombramientos 
efecluados en sociedades perteneciontes al mismo grupo se computarán 
como uno sólo. En el caso de sociedades de profesionales e Instituciones 
A A este número se elevará 
a - 


ARTÍCULO 20%- (Aceptación)- El nombramiento de Síndico o de 
Interventor será comunicado al interesado por el medio más rápido.- 

Dentro de los cinco días alguientes a la comunicación, el nombredo 
deberá comparecer ante el Juzgado para aceptar el cargo. No podrá 
rehusar el cargo, salvo que medie causa grava, la cual será apreciada por 
el Juez con criterio estricto, o que renuncie además a su inscripción en el 
Registro de Síndicos o interventores Concurzsales.- 

En caso de falla de aceptación, el Juez procederá de inmediato a un 
nuevo nombramiento,- 

Aceptedo el cargo, el nombrado sólo podrá renunciar por Cata 
grawa.- 
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ARTÍCULO 30".- res).- Cuando la complejidad del concurso asi lo 
exija, el Sindico o el Interventor podrán solicitar del Juez autorización para 
nombrar audilares.- 

La resolución judicial que conceda la autorización espocificará Las 
funciones a desarrollar por dichos awdllares, así como la retribución que los 
corresponda, la cual será de cargo del Síndico o del Infereentor, salvo 
casos de gran complejidad a juicio del Juez.- 

El nombramiento y la aceptación de los auoillares serán puestos en 
conocimiento del Juez del concurso. Hasta que esta comunicación tenga 
lugar, los auxilares no podrán comenzar el alercido de las funciones 
encomendadas.- 


ARTÍCULO 31*%- (Recusación)- El Síndico o el Interventor podrán ser 
recusados por cualquiera de las personas legitimadas para solicitar la 
declaración del concurso." 
. Son causas de recusación las circunstancias constitutivas de 
incompatibilidad o de prohibición, asi como las establecidas por la ley 
procesal para la recusación de los peritos.- 

El procedimiento de recusación será el establecido en la lay procesal 
para la recusación de peritos y no tendrá efecto suspensivo.- 


Capitulo ll 
Estatuto juridico 


ARTÍCULO 32*.- (Ejercicio del cargo).- El Síndico o el Interventor deberá 
desempeñar su cargo con la diligencia de un ordenado adminisirador y de 


un representante leal.- 


ARTÍCULO 33*.- (Prohibición de adquirir bienes y derechos de la masa 
acdliva).- El Síndico y el Interventor no podrán adquirir por sl o por persona 
interpuesta bienes y derechos que integren la masa activa del concurso.- 

Si lo hicleren, quedarán inhabilitados como Síndicos e Inlerventores 
y deberán reintegrar a la masa, sin contraprestación alguna, el bien o 
dorecho que hubleran adquirido.- 


(Ratribución).- Los Síndicos e Inlerrentaras tendrán 
e aten o 
La reglamentación aprobará el arancel aplicable a la actividad de los 
Síndicos 6 interventores alendiendo a la cuanila del activo, a la 
complejidad del concurso, a la duración de sus funciones y al resultado de 
su gestión.- 
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El Juez, previo informe del Síndico o del Interventor, fijará la cuantla 
de la retribución y la forma en que deba ser pagada.- 

La decisión judicial que a la retribución del Síndico o del Interventor 
podrá ser recurrida por los mismos. así como por las personas legilimadas 
para solicitar la declaración Judicial dal cóncurzo, quienes deberán expresar 
la suma que consideran que corresponde pagar. El recurso tendrá efecto 
suspensivo respecto del importe por al que exista controversla.- ' 


= (Responsabilidad).- El Síndico, el Interventor y los 

amilares cuyo nombramiento hublera autorizado el Juez del concurso 

responderán Trento al deudor y frente a los acreedores de los daños y 

perjuicios causados a la masa dal concurso por los actos y omisiones 
contrarios a la ley 0 por los realzados sin la debida diligencia.- 

La acción se promoverá, en vía ordinaria, ante el Juez del concurso 


y prescribirá a los dos años a partir del momento en que, por cualquier 
causa, el Sindico o el interventor hubiera cesado en su cango.- 

Si la sentencia contuviera condena a indemnizar daños y perjuicios, 
el acreedor que hubiera ejercitado la acción en interés de la masa, tendrá 
derecho a que, con cargo a esa Indemnización, sa le reembolsen los gastos 
del proceso y se le satisfaga hasta el cincuenta por ciento del crédilo que 
no hublera percibido en el concurzo.- 


ARTÍCULO 36*.- (Saparación)- Cuando concurra justa causa, el Juez, de 
oficio o a petición de cualquiera de las personas legltimadas para solicitar la 
pura, de eoaorna, podrá disponer el cese del Síndico o del 
mersentor.- 


ARTÍCULO 37%- (Nuevo nombramiento)- En los casos de cese del 
Síndico o del Interventor, el Juez del concurso procederá de inmediato a un 
nuevo nombramiento.- 


Capíulo MI 
Rendición de cuentas 


ARTÍCULO 36*.- (Rendición de cuentas del Sindico).- El Síndico rendirá 
cuentas de su gestión: 


1.- Cuando lo soliche la Comisión de Acreecores.- 
2.- — Alsolicitar la suspensión o conclusión del concurso.- 


3.- En caso de coso antes de la conclusión del concurso y si lo 
sollciara el nuevo Síndico o la Comisión de Acreedores. El plazo para la 
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presentación de esla solicitud será de un mes a contar desde la fecha en 
que el cose se hublera producido.-: 


ARTÍCULO 39*- (Rendición de cuentas del Interventor)- El Imerventor 
deberá rendir cuentas de su gestión cuando lo acuerde el Juez del 
concurso a sollcitud de la Comisión de Acreedores.- 


ARTÍCULO 40%.- (Aprobación de las cuentas)- Las cuentas presentadas 
por el Síndico o al Imerventor y la documentación respaldante quedarán de 
maniasto en el Juzgado por el plazo de quinca días, Durante este plazo, 
el deudor, la Comisión de Acreedores y los demás interesados que 
hubleran comparecido en el procedimiento podrán formular observaciones.- 

En caso de que no se formularan observaciones, al Juez aprobará 
las cuentas presentadas, no sdmitiéndose contra el auto de aprobación 
recurso adquno.- 

En coso de que se formularan observaciones, la sentencia que 
recaiga en este procedimiento podrá ser recurida con efecto susponsivo.- 


*.- (Sanción por rechazo de las cuentas).- Si las cuentas no 
fueran aprobadas, el Síndico o el Interventor quedará inhabilitado para 
intervenir como Sindico o como Interventor en cualquier otro concurso de 
acreedores durante el periodo que fije el Juez del concurso, que no podrá 
ser inferior a cinco ni superior a veinte años.- 

Esta sanción será aplicada, sin penuicio de las acciones de 
responsabilidad patrimonial y criminal que su actuación pueda haber 
generado.- 


Capitulo IV 
Registro de Síndicos e interventores Concursalas 


ARTÍCULO 42*.- (Actos y hechos Inscribibles en el registro).- La 
Suprema Corte de Justicia llevará un Registro de Sindicos e 
interventores Concursales en el cual se inscribirá la siguiente 
Información: 


.- El nombre y antecedentes personales y profesionales de lodos 
aquellos profesionales unierallarios que hubleran sido Inacriptos, como 
a 


2.- Las designaciones y ceses de Síndicos e interventores, indicando la 
causa de los coses producidos.- 
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3- Las nogativas de aceptación de las designaciones de Sindico a 
interventor, indicando las causas invocadas en la negativa.- 


4.- Las recusaciones promovidas contra Síndicos o Interrentores, 
indicando los fundamentos y el resultado de las mismas.- 


5- Las acciones de responsabilidad promowdas contra Síndicos 6 
interventores, Indicando el fundamento y el resultado de las mismas.- 


6.- El rechazo de las cuentas rendidas por el Síndico o el Imerrentor y 
la sanción impuesta al mismo.- 


7.- Cualquier otro hecho o circunstancia que, a Juicio del Juez del 
concurso pueda incidir en una futura decisión de designación del Síndico 
o del Iinterventor.- 


ARTÍCULO 43*- (Comunicación de los datos al Registro).- El Juez del 
Concurso deberá comunicar al Registro, dentro de los tres dlas siguientes 
de ocurrido, todo hecho o acto regisirable del cual haya tenido 
conocimiento.= 


TÍTULO lit 
EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE CONCURSO 


Capítulo | 
Efectos sobre el deudor 


ARTÍCULO 44". (Continuación de la aecthidad del deudorn.- La 
declaración judicial de concurso no implica el cese o clausura de la 
actividad del deudor, salvo que el Juez disponga lo contrario, lo que podrá 
hacer en cualquier momento durante el concurso, a solicitud del deudor, de 
los acreedores, del Síndico o Interventor, o de oficio.- 


ARTÍCULO 45". (Suspensión o limitación de la legitimación del deudor 
para disponer y obligar a la masa del concurso).- La declaración judicial de 
concurso producirá los siguientes efectos en la legilimación del deudor para 
disponer y obligar a la masa del concurso: 


1.- Sl al concurso fuera necesario, so suspenderá la legitimación 
del deudor para disponer y obligar a la masa del concurso, susituyéndolo 
en la administración y disposición de sus bienes par un Sindico.- 
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2¿-  Siel concurso fuera voluntaria, se suspenderá la legilimación 
del deudor para disponer y obligar a la masa del concurso, con al alcance 
dispuesto en el punto 1, solamente cuando el activo no sea suficiente para 
satisfacer el pasivo. En los demás casos, $0 limitará la legitimación del 
deudor para disponer y obligar a la masa y se designará un Intercentor que 
coadministrará los bienes conjuntamente con el mismo.- 


3.- Enel caso de concurso voluntario, si durante el desarrollo de 
los procedimientos se puslera de manifiesto que, en el momento de la 
declaración judicial, la relación entre activo y pasivo era distinta a la tenida 
en cuenta para suspender 0 limitar la legitimación del deudor, el Juez 
modificará de oñcio la medida adoptada, transformando la suspensión en 
limitación o la limitación en suspensión, según corresponda.- 


4.- — En caso de haberso dispuesto la limitación do la legilimación 
del deudor, en cualquier moménto el Juez, previa solcilud fundada de los 
interventores y vista al deudor, podrá disponer la suspensión de la 
legilimación del deudor, cualquiera sea la situación patrimonial de éste.- 


5- — En todos los casos de conversión de la limitación de la 
legitimación para disponer y ebligar la masa en suspensión o vicavorsa, el 
Juez dispondrá las mismas medidas de publicidad acordadas para la 
sentencia de declaración judicial del concurso.- 


5.- Se sxcepbían de la suspensión o limitación de la legitimación 
del deudor los actos personalisimos o referidos a blenes inembargables, la 
presentación de propuestas de convenio y la impugnación o interposición 
de recursos contra la actuación del Síndico o del Interventor y contra las 
resoluciones Judiciales.» 


ARTÍCULO  46*.- (Efectos generales de la suspensión de la legitimación 
del deudor para disponer y obligar a la masa del concurso).- La suspensión 
de la legitimación del deudor para disponer y obligar la masa del concurso, 
dispuesta en la sontencia de declaración judicial de concurso o en 
cualquier resolución judicial posterior, producirá los siguientes efectos: 

1.- Serán ineficaces frente a la masa los acios de administración 
y disposición que realice el deudor respecto de los blenaes o derechos que 
integren la masa activa del concurso, Incluida la aceptación o repudiación 
do heroncias, legados y donaciones.- 

2- — Solamente el Síndico estará leglimado para realizar actos de 
administración y disposición sobre los bienes y derechos que forman la 
masa activa del concurso, en los términos de la presente ley.- 
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3.- El Síndico sustituirá al deudor en todos los procedimientos 
jurisdiccionales o administrativos en curso en que éste sea parte, con 
excepción de aquellos fundados en relaciones de famila que no tengan 
contenido patimontal.- 

4.- — Enlos casos de suspensión de la tegilimación del deudor para 
disponer y obligar la masa del concurso, los pagos realizados al deudor no 
tendrán efecto liberatoro para los acreedores, salvo los realizados de 
buena fa en el periodo que redíe entre la sentencia declaraloria del 
concurso y la registración y publicación de la misma.- 


ARTÍCULO 47*- (Efectos generales de la Imitación de la legitimación del 
deudor para disponer y obligar la masa del concurso).- La limitación de la 
legitimación del deudor para disponer y obligar la masa dal concurso, 
dispuesta en la sentencia de declaración judicial de concurso o en 
cualquier resolución judicial posterior, producirá los siguientes efectos: 


1. El deudor requerirá de la autorización del Interventor para 
contraer, modificar o extinguir obligaciones; conferir, modificar o revocar 
poderes; o para realizar cualquier acto Juridico relativo a bienes de la masa 
aciva.- 


Z- Seo exceplúan del régimen establecido en al punto 1 laz 
operaciones ordinarias del giro del deudor, las cuales serán realizadas por 
ésto bajo el control dal Interventor. No se considerarán operaciones 
ordinarias del giro los actos relativos a blenes de uso registrables, la venta 
o armendamiento del establecimiento comercial y la emisión de obligaciones 
negociables. 


3- Serán ineficaces frente a la masa los actos de administración 
y disposición detallados en el punto 1, que mallce el deudor respecto de los 
bienes o derechos que integren la masa activa del concurso, sin 
autorización del Interventor.- 


ARTÍCULO 48*- (Régimen de los órganos de la persona juridica deudora 
en caso de suspensión de la legitimación para disponer y obligar la masa 
del concurso).- La suspensión de la legitimación de las personas Juridicas 
para disponer y obligar la masa del concurso producirá además los 
siguientes efectos respecto al funcionamiento de sus órganos sociales: 


1.- El Síndico ejercitará las facultadas conferidas por la ley y los 
estatutos a los administradores o liquidadores, que perdarán el derecho a 
percibir cualquier llpa de rernunaración.- 
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2- —5e suspende la obligación legal o estatutaria de conwocar 
reuntones o asambleas de socios o accionistas. Si las mismas fueran 
convocadas, cualquier resolución que éstas adoplen requerirá, para su 
validez, que s0a ratificada por el Sindico.- 


3.- El órgano de control inlermo quedará suspendido en sus 
funciones.- y 


ARTÍCULO 49*.- (Régimen de los órganos de la persona juridica deudora 
en caso de limitación de la legitimación para disponer y obligar la masa del 
concurso).- La limitación de la legitimación de las personas jurídicas para 
disponer y obligar la masa del concurso produdrá además los siguientes 
efectos respecto al funcionamiento de sus órganos sociales; - 


.- Los órganos de la persona Juridica se mantendrán en 
funcionamiento, con las limitaciones establecidas en este articulo.- 


2- La convocatoria de cualquier reunión o asambles de socios 0 
accionistas, por parte de administradores o liquidadores, requerirá la 
autorización del Interventor.» 


3- El Imerrantor podrá solcñar al Juez, en forma fundada, la 
suspensión del órgano de control intemo, asumiendo sus funciones.- 


- [Designación de un administrador o una Comisión 
de COTPARITA por los acreedores)- Sin perjuicio del régimen de 
suspensión o limitación de la legitimación del deudor para disponer y 
obligar la masa del concurso, en cualquier estado de los 
procedimientos, en audiencia o mediante acta notarial, acreedores 
quirografarios con derecho de voto, que representen por lo manos la 
mayoría del pasivo quirografario com derecho de voto, podrán 
nominar un administrador del patrimonio y del gira dal deudor 
durante el concurso.- 


En este caso, el administrador designado por los acreedores 
sustituirá al Síndico o al deudor, según los casos, en la función de 
conservación o adminisiración del patrimonio y del gira del deudor.- 


igual mayoría de acreedores tendrá la facultad de designar una 
Comisión de Acreedores que controle al desarrollo de los procedimientos y 
colabore en la búsqueda de soluciones a la situación do insolvencia del 
deudar,- 
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*.- (Acciones contra los socios).- La declaración Judicial de 
concurso tendrá los siguientes efoctos respecto de las acciones contra los 
socios de la sociedad deudora: 


1.-  Comesponderá exclusivamente al Síndico o al Interventor, 
según el caso, la promoción de la acción contra los socios personalmente 
responsables por las obligaciones sociales anterores a la declaración do 
concurso, con excepción de aquellas acciones correspondientes a 
obligaciones laborales y tributarias.- 


¿-  Comesponderá excluskÑamente al Síndico o al Interventor, 
según el caso, la acción para obtener el pago integro de las a 
comprometidas por los socios o accionistas, así como el cumplimiento de 
las prestaciones pocesorias. En caso de insuficiencia de bienes propios de 
la sociodad deudora, el Síndico podrá reclamar a los socios o accionistas el 
pago integro de los aportes comprometidos y no realizados, aún cuando no 
estuvdera vencido el plazo establacido para el cumplimiento de dicha 
obligación.- 


ARTÍCULO 52%.- (Acción social de responsabilidad contra los 
administradores, Integrantes del órgano de control intemo y liquidadores).- 
Corresponderá al Síndico o al Interventor, según ol caso, la rapresentación 
de la sociedad para la promoción de la acción social de responsabilidad 
contra los administradores, los Integrantes del órgano de control interno y 
e PU AC O, HTA CUE a IDIOMA CECAUTO 
asamblea de socios o accionistas.- 

Si el Síndico o al Interventor fueran omisos, dicha acción podrá er 
promovida por los acreedores.- Si la sentencia contuviera condena a 
indemnizar a la sociedad daños y peruédos, el acreedor que hubiera 
ejercitado la ección en inderés de la masa aciiva, tendrá derecho a que, con 
cargo a 6sa indemnización, se le reembolsen los pastos y se le satisfaga el 
cincuenta por clanto del erédito que no hublera percibido en el concurso.- 


ARTÍCU - (Deber de cooperación y de información del deudor).- 
Están alcanzados por 6l dabor de cooperación e información el deudor y los 
administradores y liquidadores de la persona jurídica, asl como los que 
hubieran revestido esta calidad en los dos años anteriores a la declaración 
judicial de concurso.- De acuerdo con el mismo, deberán comparecer 
personalmente ante el Juez del concurso y ante el Síndico 0 'al interventor 
cuantas veces sean requeridos y facifitar toda la cooperación e información 
necesaria o conveniente para el interés del concurso.- 
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ARTÍCULO 54*- (Derecho a alimentos).- En caso de limitación de la 
legitimación para disponer y obligar a la masa del concurso, el deudor 
persona fisica tendrá derecho a percibir afmentos con cargo a la masa.- 

En caso de suspensión de dicha legitimación, solamente lendrá 
derecho de alimentos cuando la masa activa fuera supeñor a la masa 
pasiva,- 

Las personas respecto de las cuales el deudor tuviera obligación de 
alimentos, sólo tendrán derecho a los mismos cuando no pudiera 
parcibllos en monto suficiente de otra persona obligada a prestarioa.- 


Capitulo 1 
Efectos sobre los acreedores 


Socción 1 
Acreedores comprendidos 


ARTÍCULO  _55*%.- (Composición de la masa pasiva)- Todos los 
acreedores del deudor, cualquiera sea su naluraleza, nacionalidad O 
domicilo, quedarán comprendidos en la masa pasiva del concurso, siendo 
representados por el Síndico o el Interventor y alcanzados por los efectos 
po concurso, sin más excepciones que las establecidas en la presente 
y. 

Se otorgará un tratamiento igualitario a todos los acreedores 

pertenecientes a una misma clase, sin peñuido de las excepciones 


expresamente previstas en la Ley.- 


Sección 2 
Moratoria provisional 


2.- (Prohibición de promover nuevos juicios).- 
Declarado judicialmente el cóncurso, los acreedores del deudor por 
créditos anteriores a la fecha de la declaración no podrán prormover 
contra el deudor procedimientos judiciales o arbitrales de ningún 
tipo. Las actuaciones judiciales o arbitrales que se realicen serán 
nulas.- 


Sa exceptúa de lo dispuesto an el Ínclso anterior, los procedimientos 
que se funden en relaciones de familla siempre que no tengan contenido 
A referidos en el inciso 2 del 

CLÍO e 


ARTÍCULO  57%.- (Procesos en trámile).- Los procesos judiciales de 
conocimiento o los procesos arbitrales contra el deudor, que se encuentren 
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en trámilo a la focha de declaración del concurso, confinuarán ante la sede 
“cla conociendo en los mismos, hasta que recalga sentencia o laudo 

Los Síndicos o los Inferventores, en este úlimo caso con 
autorización del Juez del concurso, podrán allanarse total o parcialmente a 
la demanda, desistir de los recursos interpuestos o transar el fuicio.- 

En todos los casos, las coslas y costos impuestos al deudor tendrán 
la calidad de créditos concursales, cualquiera sea la fecha de la santencia 
que condene al pago de los mismos.- 


ARTÍCULO 58*- (Sentencias y mudos firmes)- Las sentencias o laudos 
firmes, sean éstos anteriores o poslerlores a la declaración del concurso, 
que reconozcan al demandante un crédito conira el deudor, anterior éste a 
la declaración del concurso, quedarán firmes y el Juez del concurso, 
reconocerá al crédito el tratamiento concursal que corresponda, cualquiera 
sea la fecha de la Resolución.- 

La misma solución se aplicará a las sentencias extranjeras o laudos 
arblirales contra ol deudor, pronunciados en el exterior, Una vez que las 
mismas sean reconocidas en el pals, de conformidad con lo dispuesto por 
la ley procasal.- 


ARTÍCULO  59*- (Competencia exclusiva del Juez del concurso an 
materia de ejecuciones]).- El Juez del concurso será el único competente 
para conocer en los procedimientos de ejecución y para disponer la 
adopción o el levantamiento de medidas cautelares sobre los bienes y 
derechos que Integran la masa activa,- 

Los acreedores laborales tendrán la opción de verificar sus cródilos 
dentro del procedimiento concursal, promover un proceso de conocimiento 
ante la judicatura competente en materia laboral o verificar parte de sus 
créditos en el proceso concursal y los rostantes on sedo laboral, sin 
parjuicio de las acciones de ejecución y las medidas cautelares, que serán 
en todos los casos competencia del Juez del concurso.- 


ARTÍCULO 60%- (Prohibición de nuevas ejecuciones y suspensión de las 
ejecuciones en curso). Declarado el concurso, ningún acreedor podrá 
Lars ejecución contra el deudor por créditos anteriores a la 
Los elecudiones que se escimairto am tienta, asi como los 
embargos que se hubleran trabado, quedarán en suspenso desde el 
momento de la declaración, procediendo su acumulación al concurso.- 


ARTÍCULO  61%- — (Situación de los créditos prendarios e 
hipotecarios).- En el caso de los créditos prendarios e hipotecarios, 
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la prohibición de promover ejecuciones y la suspensión de las 
ejecuciones en curso caducará transcurridos ciento veinte días de la 
sentencia declaratoria del concurso.- 


En estos casos, la ejecución deberá promoverse o continuará, según 
los casos, ante el Juez del concurso.- 


| - (Situación de los cróditos laborales).- Existiendo 
recursos líquidos suficientes o bienes fácilmente realizables en la 
masa activa y siempre que la disposición de los mismos no afecte la 
viabilidad de la continuación del giro del deudor el Sindico o el 
Interventor, previa autorización Judicial, dispondrá el pago anticipado 
de los cróditos laborales de cualquier naturaleza que 59 hubieran 
devengado hasta doce meses antes de la declaración de concurso.- 


En este caso, no será necezaría la verificación del crédito en al 
concurso ni sentencia laboral previa que lo reconozca.” 


Le solicitud de pego anticipado podrá ser denegada, total o 
parcialmente, solamente en los casos en que los crédilos laborales no 
sujan de la documantación del empleador e cuando exislan dudas 
razonables sobre el origen o legitimidad de los mismos.,- 


Cuando el crédito laboral hubiera sido verificado en el concurso > 
hublera recaldo sentencia firme de la Judicatura competente reconociendo 
su existencia, el Síndico o el Interventor procurarán la obtención de los 
recursos necesarios para la cancelación de los mismos, pudiendo solicitar 
autorización al Juez para la venta antidpada de activos del concurso, si 
fuera necesaño, siempre que la disposición de dichos recursos no afecta la 
mabilidad de la continuación del giro del deudor.- 


En caso que los blenes de la masa activa fuesen insufidenies para 
la cancelación de los créditos laborales, 56 aplicará lo dispuesto en el 
aniculo 1837.- 


Sección 3 
Efectos sobre los cródilos 


ARTÍCULO  63%- (Conversión a moneda nacional y reajusio de las 
obligaciones|- Los eréditos expresados ón moneda extranjera 38 
convartirán a moneda nacional al tipo de cambio comprador interbancario 
de la fecha de declaración del concurso, salvo los créditos prendaros «e 
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hipolecarños expresados en moneda extranjera, hastá el limite de su 
respecilva garantía, - 

Al partir de la fecha de declaración de concurso y hasta la fecha de 
pago, todos los créditos során ajustados, de acuerdo con los caleños. 
establecidos por el Decreto-Ley N* 14,500 del 8 de marzo de 1976.- 


ARTÍCULO  _64*.- (Suspensión del devengamiento de los inlereses).- 
Desde la declaración de concurso, se suspenderá el devengamiento de los 
intereses salvo los créditos prondarios e hipotecarios hasta el limile de su 
respecliva garantía. - 

La mpenslón del devengamiento dé Intereses se arlablecs sí 
peñuicio de lo que resulto pactado on el convenio o acuerdo privado de 
reorganización entre el deudor y sus acreedores y de la compensación 
establecida por el articulo 188% en caso de resultar un remanente luego de 
la liquidación del patrimonio dol deudor.- 


ARTÍCULO 65*- (Prohibición de compensación).- Declarado el concurso 
ño procederá la compensación legal de los créditos con las deudas del 
deudor, salvo que estuvieran en situación de ser compensados antes de la 
declaración del concurso.- 


ARTÍCULO * 86*.- (Suspensión del derecho de retención).- Declarado el 
concurso no podrá ser invocado el derecho de retención sobra blenos y 


darechos integrantes de la masa activa. - 


ARTÍCULO 67*- (Suspensión de la prescripción y caducidad)- Desde la 
declaración del concurso quedarán suspendidos los plazos de prescripción 
y caducidad de las acciones contra el deudor, por créditos anteriores a la 
declaración. También quedarán suspendidos los plazos de prescripción y 
caducidad de las acciones sociales de responsabilidad contra los 
administradores, liquidadores e Integrantes del órgano de contro! interno.- 


Capítulo Il - 
Efectos sobre los contratos 


ARTÍCULO 68*.- (Contratos pendientes de ejecución).- En caso de existir 
a la focha de declaración 'del concurso, contralos de los cuales deriven 
obligaciones del deudor pendientes de ejecución, se procederá de la forma 


sigulente: 


1.- El Síndico o el deudor con la autorización del Interventor, 
tendrán la facultad de rescindir unllaleralmente el contrato, notificando este 
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hecho a la contraparte, dentro del plazo establecido para que los 
acreedores presenten la solicitud de reconocimiento de sus créditos. - 


2- En cualquier momento, dentro de dicho plazo, la contraparte 
del deudor podrá exigir, según los casos, al Síndico o al deudor y al 
Interventor, que manifiesten si resoheerán o no el contrato. En este caso, si 
po ejercieran la facultad de resolución dantro de los cinco días siguientes a 
la recepción del requerimiento, ya no podrán ejercitaríla con posterioridad, 
salvo que el Juez aprueba un convenio que no implique la continuación de 
la actividad profesional o empresarial del deudor o disponga la liquidación 
de la masa activa.- 


3- El Juez fiará la indermmización de daños y peruicos que 
causa la resolución, crédito que tendrá la consideración de concursal. - 


4.- - En caso de no optarse por la resolución del contrato, cuando 
el cumplimiento del contrato por parta del deudor implique rlesgo manifiesto 
y grave para la otra parte, ésta podrá solcltar al Juez que rascinda el 
contrato o que se garantice sufdlememente el cumplimiento del mismo.- 


5- — Serán nulas las estipulaciones contractuales que declaren 
resuelto el contrato o atribuyan la facultad de resolución a cualquiera de las 
partes, en caso de insolvencia a de declaración de concurso del deudor.- 


69*- (Contratos de trabajo).- Los contratos de trabajo 
celebrados por el deudor na re-“"Yarán rescindidos por efecto de la 
declaración dé concurso.- 


710. - (Contras del personal de alla dirección].- En el 
caso del personal de alta dirección, el Síndico o el Intervantoar, por 
razones fundadas, podrá solicitar al Juez el aplazamiento del pago 
de este crédilo concursal.- ; 


Se considera personal de alla dirección a los direciores, gerentes 
generales y lodo aquél que tuvdera facultades de decisión sobre cuestiones 
sustanciales de la actividad del deudor.- 

El Sindleo podrá solicitar al Juez el aplazamiento del pago de exte 
cerdito concursal, hasta que quedo firma la sentencia de calificación.- 


TÍTULO iv 
FORMACIÓN DE LA MASA ACTIVA 


Capliulo | 
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Composición de la masa activa 


ARTÍCULO 71% (Principio de universalidad). La masa activa del 
concurso estará integrada por la totalidad del patrimorio del deudor a la 
fecha de la declaración, y por los bienes y derechos que adquiera hasta la 
conclusión del procedimiento.- 

Compenen el patrimonio del deudor los blenes y derechos propios y 
los gananciales cuya administración la corresponda por ley 0 por 
capitulación matrimonial, con acepción de aquellos bienes y derechos que 
tengan el carácter de inembargables. 


ARTÍCULO 72.- (Bienes adquiridos por el cónyuge del deudor).- Sa 
presumirá en beneficdlo de la masa, salvo prueba en contrario, que los 
bienas y derechos adquiridos por el cónyuge del deudor, dentro del año 
anterior a la declaración de concurso, respecto de los cuales no pueda 
justificar la procedencia del precio, consilluyan donación del deudor.- 

Se lendrá por justificada la procedencia del precio cuando, en el 
momento de la adquisición, el cónyuge titular de los blenes o derechos 
reciblera sueldo, ejercieora profesión o tuviera a su disposición dinero, en 
todos los casos, por importe suficiente.- 

La presunción no regirá cuando los cónyuges estuvieran separados 
Judidialmento.- 


ARTÍCULO 73*- (Cuentas indistintas).- En caso de declaración de 
concurso del titular de una cuenta indistinta, se presume gue la lolalidad 
del saldo acreedor de dicha cuenta es propledad del deudor, salvo prueba 
en contrario.» 


Capitulo 1 
Conservación y administración de la masa activa 


ARTÍCULO _74*.- (Conservación de la masa activa).- En caso de 
suspensión de la legitimación del deudor para disponer y obligar a la masa 
del concurao, el Síndico deberá conservar los bienes y derechos que 
integren la masa activa del concurso.- 

Los blenes de fácil deterioro o de dificil o costosa conservación 
podrán ser enajenados de inmediato, mediante la modalidad que disponga 
el Tribunal a propuesta del Sindico.- 

Deberá reallzar además todos los actos necesaros para entrar en 
posesión de los libros legales y de los documentos relalivos a la mesa 
activa y a la actividad profesional o empresarial del deudor.- 
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ARTÍCULO 75*.- (Administración da la masa aciiva).- El Síndico o el 
deudor, con la autorización y control del imersontor, deberán administrar la 
masa activa del modo más conveniente para la satisfacción de los 
acroedores 


Hasta la resolución judicial que apruebe el convanio o disponga la 
apertura de la liquidación, la enajenación o el gravamen de blenes de uso o 
de derechos de cualquier clase, cuyo valor sea supeñor ál cinco por ciento 
del valor total de la masa activa, requerirá la autorización del Juez del 
COMCUrEO.- 


ARTÍCULO 76*.- (Administración de las cuentas bancarias del deudor).- El 
Sindico y el Intervantor, en el ámbilo de 3us respectivas competencias, 
tendrán la facultad de administrar y oblener información sobre las cuentas 
bancarias del deudor, sin que les sea oponible el secreto profesional de las 
entidades de intermediación financiara,- 


ARTÍCULO  _77.- (Inventaño de la masa aciiva)- El Sindico o el 
interventor deberá elaborar el inventario de la masa ecliva, con valoración 
de los blanes y derechos de que se compone a la fecha de la declaración 
del concurso y de presentación del inventario, indicando las variaciones 
que hubiera experimentado entre ambos momentos.- 

Deberán recurrir al asesoramiento de expertos independientes para 
la valoración de los elementos de la masa activa, solictando previamente ta 
autorización del Juez del concurso.- 

El inventario será presentado al Juez del concurso, conjuntamente 
con la nómina de acreedores, y quedará de manifiesto en el Juzgado a 


disposición de los acreodoras.- 
ARTÍCULO  78%- (Impugnación del inventario)- Dentro del plazo 


establecido pera la impugnación de la sta de acroedores, cualquier 
interesado «podrá impugnar el inventario, solicitando la inclusión o la 
exclusión de blenes y derechos, así como la modificación de la valoración 
de los alementos de la masa activa.- 


ARTÍCULO 79*- (Rehabilitación de contratos que hubleran caducado o 
hubieran sido resueltos).- El Síndico o el Interventor tendrán la facultad de 
rehablitar los contratos de mutuo pagaderos en cuotas de capital o de 
intereses, las compraventas a crédito de blenes muebles o inmuebles, las 
promesas de enajenación de inmuebles a plazos, los arrendamientos y los 
créditos de uso que hublaran caducado por incumplimiento del deudor de la 
obligación de pagar el precio y/o de realizar los pagos periódicos 
comprometidos, en los siguientes términos y condiciones: 
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1.- La rehabilitación doberá ser nolificada al titular dol crédito 
antes de que finalice el plazo para presentar la solicitud de reconocimiento 
de erbditos, previa consignación de los importes pendientes de pago y de 
los intereses moraloños.- 


2- No debe de haber recaldo sentencia judicial pasada en 
autoridad de cosa juzgada disponiendo la resolución del contrato por 
incumplimiento.» 


3- El Síndico o el Interventor asumirán, por él deudor, la 
obligación de continuar realizando los pagos periódicos en los plazos de 
5us sucesivos vencimientos, los que serán cróditos contra la masa.- 


Capitulo 111 
Relntegración de la masa acliva 


ARTÍCULO 80*.- (Objeto de la reintegración).- En el caso que, a la 
fecha de declaración del concurso, el pasivo fuera supedor al activo 
susceptible de ejecución forzada, el Síndico ejercitará las acciones 
revocalorias que correspondan para reintegrar a la masa aciiva los 
bienes y derechos que hubieran salido del patrimonio del deudor en 
las situaciones previstas en los articulos sigulentes.- 


81?.- (Actos revocables de pleno derecho).- Son revocables 
de pleno derecho los siguientes actos reallzados porel deudor- 


l.- Actos a iítulo gratuito realizados dentro de los dos años 
anieriores a la declaración de concurso, salvo los regalos y liberalidades de- 
costumbre y las donaciones a favor del personal que tengan manifiesto. 
carácter remuneratorio.- Se considerarán incluidos los actos. en que la 
contraprestación recibida por el deudor hubiera sido notoñamento infeñor al 
valor del blen transferido.- 


2- Actos de consiitución o de ampliación de derechos reales de 
garantía sobre bienes o derechos del deudor, otorgados en los sols meses 
anteriores a la declaración de concurso, en garantía de obligaciones 
preexistentes na vencidas O que se hubleran contraldo con el mismo 
acreedor concomitantemente con la eodinción de las amtenores.- 


3.- — Pagos realizados por el deudor, dentro de los sels meses 
anteriores a la declaración de concurso, por eréditos que aún no 39 hallaran 
vencidos.- 
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d-  Aclos de aceptación por el deudor de cualquier clase de 
requerimiento resolutorio de contratos, dentro de los sels mesos anteriores 
a la declaración de concurso.- 


*- (Áctos revocables en fraude de los acreedores 0 con 
conocimiento de la Insolvencia).- Son revocables los actos y omisiones del 
deudor en perjuicio de los acreedores, realizados en los dos años 
anteriores a la declaración de concurso, cuando el deudor hublera actuado 
en fraude y peñuicio de los acreedores y la contraparte hublera conocido o 
debido conocer qué el deudor se hallaba en estado de insolvencia.- 

Sa presume el conocimiento del estado de insolvencia en el caso de 
personas especialmente relacionadas con el deudor.- 

En ningún caso la revocación afectará los derechos adquiridos por 
larceros de buena fa, Corresponderá a la contraparte indemnizar a la masa 
por el valor de los blenes o derechos objeto de la acción revocatoria, que 
ya ño 56 encuentran en su paiímonio.- 


ARTÍCULO _83*.- (Irevocabilldad de las operaciones ordinarias).- 
ningún caso serán objeto de revocación las operaciones ordinarias del Je 
a que se dedica el deudor.- 


ARTÍCULO 84%. (Prescripción)- Las acciones revocalorlas a que se 
refieren los artículos anteriores prescribirán a los dos años de la 
declaración del concurso.” 


ARTÍCULO 85*.- (Leglimación activa de los acreedores).- 51 el Síndico no 
promoviera la acción revocatoria antes de la fecha fijada para la Junta de 
Acreedores, al acraador o los acreedores cuyos créditos representen por lo 
menos el cinco por clento del pasivo lotal del deudor podrán promover la 
acción por cuenta de la masa.- 

silla sentencia acoglera la acción promovida, el acreedor que 
hubiera ejercitado la acción en interós de la masa activa, tendrá derecho a 
que, con cargo a esa indemnización, se le reembolsen los gastos del 
proceso y so le satisfaga hasta el cincuenta por ciento del cródito que no 
hubiera percibido en el concurso.- 


ARTÍCULO 86*.-  (Legilimación pasiva).- La demanda de revocación 
deberá dirigirse contra las siguientes personas, según corresponda: 


1. Eldeudor.- 
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2- La contraparte en ol acto objeto de revocación o quien se 
haya beneficiado con dicho acto u omisión, aunque el bien o el derecho no 
estuvdeso ya on su patrimonia.- 


3- — La persona que haya adquirido a título gratulto o a titulo 
univarsal el bien o el derecho de quien hublara sido parte en el acto objeto 
de revocación o so hublera boneficiado del mismo.- > 


4.- Las demás personas que, actuando de mala fe, hubieran 
adquirido a cualquier título el blen o el derecho de quien hubiera sido parto 
en el acto objeto de revocación o se hublera henaficiado del mismo.- 


ARTÍCULO 87%.- (Efectos de la sentencia de revocación).- La sentencia 
que acoja la acción revocatoria, tendrá el siguiente contenido: 


1.-  Condenará al demandado a reintegrar a la masa activa los 
bienes o derechos indebidamente adquiridos, con sus frutos.- 


2.- — Silos blenes o derechos no se encontraran 6n su patrimonio, 
ki condenará a entregar el valor que hubieran tenida al salir del patrimonio 
del deudor o en cualquier airo momento posteñor, el hubiera sido mayor, 
más el inlerós legal.- 


3-  Quedarán sin efecto los derechos reales de garantía que se 
hubleran constituido, ordenándosée la cancelación de las Inscripciones 
registrales correspondientes.- 


4- —Encaso de pagos realizados por el deudor o por un lercaro, 
se condenará a quien los haya recibido a reintegrarios a la masa, con más 
sus Inoreses.- 


5- El crédio que resulte a favor del demandado como 
consecuencia de la revocación, tendrá el caráctor de crédito concursal- 


6- 550 hublora probado que el demandado conocia el estado 
de insolvencia del doudor en el momento de la realización del acto o de la 
omisión, perderá el derecho a cobrar su crédilo en el concurso.- 


Capítulo IV 
Reducción de la maza activa 


ARTÍCULO 88*- (Separación de bienés y derechos)- Los bienes y 
derechos que, en el momento de declaración del concurso, se encuentren 
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en posesión del deudor pero sean propiedad ajena, se entregarán a 3us 
titulares, previa resolución del Juez del concurso, con Informe favorable del 
Sindica o del Iimerventor.- 

51 el informe fuera desfavorable, la solicitud deberá reiterarse dentro 
del plazo y por el procedimianio establecido para la impugnación del 
inmentario.- 


ARTÍCULO  89*.- (Blenes no separables).- No során susceptibles de 
separación los bienes y derechos de propledad ajena sobre los que el 
deudor tenga derecha de uso o de garantia,- 


ARTÍCULO $0%.- (Imposibildad de separación).- Si los bienes y derechos 
susceptibles de separación hubieran sido enajenados por el deudor antes 
de la declaración de concurso a un tercero de bueña fe, el ular 
perudicado podrá cptar entre exigir la cesión del derecho a recibir la 
contraprostoción, si todavía ol adquiñente no la hublera realizado, o solicitar 
al reconocimiento en el concurso del crédito correspondiente al valor que 
tuvieran los bienes y derechos en el momento de la enajenación o an 
cualquier otro posterior, si fuera mayor, más el interés legal.- 

El crédito que resulte a favor del titular perjudicado tendrá la calidad 
de crédito concursal.- 

El perjudicado tendrá diez días, a partir de la resolución judicial que 
le hublera reconocido su derecho, para solicitar la verificación de su 


crádilo,- 
Capitulo Y 
Deudas de la masa activa 
T 1%.- (Créditos contra la masa).- Serán créditos contra la 
maso: 


1- Las costas y costos del proceso concursal, excluidos los 
honorarios prolesionales de quienes patrocinen al deudor.- 


¿- Las retribuciones del Sindica o del Intervantar.- 


3- Los gastos de conservación, administración, valoración 
liquidación de la masa activa.- d 


4.- — Los crádilos nacidos después de la declaración de concurso, 
incluidos los provendentes de la rehabilitación de contratos que hubieran 
caducado, salvo que la loy los considere créditos concursales.- 
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5- — Los pagos por alimantos y entierro del deudor y de las 
personas frente a las cuales éste tanga deber legal.- 


ARTÍCULO 92*.- (Régimen de los créditos contra la masa). = Los crédilos 
contra la masa se pagarán, a medida que venzan, fuera del procedimiento 
de concurso.- 

Su pago se realizará con cargo a los bienes de la masa que no estén 
gravados con prenda a hipoteca.- 


TÍTULO v 
FORMACIÓN DE LA MAsa PASIVA 


Capitulo | 
Wernficación de los crédilos 


Sección 1 
Sollctud de varificación 


ARTÍCULO 93%.- (Comunicación a los acreedores).- Dentro de los quince 
días siguientes a su designación, el Síndico 0 el Intervantor notificará por 
carta u otro medio fehaciente a los acreedores cuya identidad conste en la 
contabilidad y documentos del deudor o que resullen conocidos de alguna 
otra forma, la declaración de concurso, la sede ante la cual se tramita, el 
nombre del Sindica o Interventor y la fecha fijada para la Junta de 
Acreedores.- Igual comunicación será remitida a quienes conste que sean 
codeudores, fiadores 6 avalistas del deudor.- 

Esta comunicación se realizará sin perjuicio de la derivada de la 
publicación de la sentencia de declaración de concurso, de conformidad 
con ka dispuesto por el artículo 21*.- 


ARTÍCULO 94*.- (Plazo para la solicitud de verificación)- Los acreedores 
deberán presentarse a venficar sus créditos dentro del plazo de sesenta 
días, contados desde la fecha de declaración judicial del concurso.- 


La no finalización de la verificación de los créditos, en ningún caso 
será causal de suspensión de la junta de acroedores.- 


ARTÍCULO 95*- (Solicitud de verificación).- Los acreedores deberán 
presentarse en el Juzgado, en escrito dirigido al Síndico o al Intersentor, 
con al siguiente contenido: 


1.- — Solicitud de verificación de los créditos, indicando la fecha, 
causa, cuantía, vencimiento y calificación solicitada de los mismos.- 
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2.- — Decumanto o documentos originales o medios de prueba que 
permitan acreditar la existencia de sus créditos.- : 


3-  Encaso de acreedores domiciliados en el exterior, deberán 
constituir domicilio en la seda del Juzgado.- 


' La solicitud de verificación de crédito no estará sujeta a ningún 
honorario, tribulo o costo de especia alguna para el acreedor.» 


ARTÍCULO 96%- (Emisión de obligaciones negociables) — En caso de 
emisión de obligaciones negociables, la sollciud de verificación formulada 
porel fiduciario, 1 lo hubiere, beneficiará a lodos los oblkgacionisias.- 


ARTÍCULO 47.- (Soliciudes de verificación múltiples). En caso de 
concursos de deudores solidarios, el acreedor tendrá la carga de solicitar la 
verificación de la totalidad del crédilo en cada uno de los concursos, 
declarando esta circunstancia en todos los procedimientos.- 


ARTÍCULO 98*.- (Solicitud del codeudor, flador o avalista).- La solicitud de 
verificación formulada por el codeudor, fiador o avalista del deudor 
beneficia al acresdor.- 


- (Efectos de la falta de solicitud).- Los acreedores, 
hubieran sido 6 no nolificados por el Sindico o el Interventor, que no se 
hubieran presentado a verificar sus créditos en el plazo ostablecida, 
deberán verificar los mismos judicialmente y a su costa, perdiendo el 
derecho a percibir la participación que les hubiera correspondido con los 
pagos ya realizados. - 


ARTÍCULO  100%- (Excepciones a la necesidad de verificación)- No 
requerirán verificación los créditos reconocidos por sentencias judiciales o 
laudos arbitrales. Sin embargo, esta circunstancia no exonerará a su ítular 
de la obligación de denunciar el mismo dentro del mismo plazo establecido 
legalmente para las solicitudes de verificación, con iguales efectos que los 
establecidos para el caso de falta de presentación de los créditos a la 
verificación, respecio al derecho a percibir su participación sobre los pagos 
ya malizados.- 


Sección 2 
Procedimiento de verificación 
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ARTCULO 101%- (Preparación de la Esta de acreedores).- Dentro de los 
Ireiria días siguientes, a contar de la terminación del plazo pasa solicitar la 
verificación de créditos, el Síndico o el Imerventor preparará la lista de 
acreedores con el siguiente contenido: 


1- La nómina de los acreedores que forman la masa pasiva, 
hayan solicitado o no la verificación de sus créditos, ordenados por orden 
alfabético, indicando respecto de cada crádilo la fecha, causa, cuantía, 
voncimiento, garantias personales o reales, y calificación juridica, 
distinguiendo la parte correspondiente al principal y a log intoreges.- 


2- La nómina de acreedores excluidos, indicando las razones de 
exclusión de cada uno de éllos.- 


La lista de acreedores quedará de manifiesto en el Juzgado a 
disposición de los acreedores. El Síndico o el Interventor comunicará a los 
acreedores que se hubieran presentado a verificar sus créditos si los 
mismos fueron verficados y, en caso airmalivo, las condiciones de la 
werificación.- 


ARTÍCULO  102?- (Cómputo de los cróditos).- A los efectos de la 
delerminación de la masa pasiva, los cródilos se computarán da la 
siguiente forma: 


1- Todos los cródiltos se expresarán en dinero.- 


2.- Los crédilos en moneda extranjera se computarán en moneda 
nacional, al tipo de camblo comprador interbancario vigente a la fecha de 
declaración del concurso,- 


3.- Los créditos por prestaciones no dinerarias se computarán por 
su valor 8 la fecha de declaración del concursa.- 


4» Los créditos por preslaciones periódicas, dinerarias 0 no 
dinerarias, se computarán por su valor actual a la fecha de declaración del 
COncurso,- 


ARTÍCULO 109%- (Créditos condicionales y litigiosos).- Los créditos con 
condición suspensiva o resolutoria $0 inclulrán en la ista de acreedores 
haciendo consiar expresamente el carácter de cróditos condicionales. La 
posterior inclusión o exclusión del cródilo, como consecuencia del 
cumplimiento o incumplimiento de la condición, no afectará la vafdez de las 
actuaciones realizadas hasta el momonto.- 
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Los crádilos que no puedan hacerse efectivos contra el deudor 
concursado sin la previa excusión del patrimonio del deudor principal se 
considerarán créditos con condición suspensiva.- 

Los crédios fitigiosos se incluirán en la Psta como créditos 
condicionales.- 


- (Impugnación de la lista)- Dentro del plazo de quince 
dias, contados a la puesta de maniñesto de la lista de acreedores o de 
la recepción de comunicación de verficación o rechazo de los crádilos, 

ún los casos, cualquier inleresado podrá impugnar la inclusión o la 
exclusión de los cródilos, la cuanila de los verificados y la calificación 
juridica que se les hublera atribuido.- 

La acción se dirigirá contra el Síndico o el Inlerventor, en caso de 
demandarse la inclusión o la modificación de la cuantía o de la calificación 
de un crédilo del impugnénte, y se dirigirá contra el tilular del crédito 
impugnado, en los demás casos.- 


ARTÍCULO  1065”.- (Resolución judicial sobre la lista de acreedores y 
al inventario).- Si no existieran impugnaciones dentro del plazo 
establecido para la impugnación de la lista de acreedores y el 
inventario, el Juez aprobará ambos documentos.- 


En caso de exislir impugnaciones, el Juez dictará sentencia 
aprobando la lista de acreedores y el inventario, o Introduciendo a los 
mismos las modificaciones motivadas por las impugnaciones deducidas.- 


En cualquiera de ambos casos, sl existiera déficit pabrimonial, el Juez 
lo declarará expresamente, fijando la diferencia entre al activo y el pasivo a 
la fecha de declaración del concurso de acrocdores.- 


ARTÍCULO _106*.- (Efectos de la aprobación Judicial).- Los eróditos 
contenidos en la ista de acreedores aprobada por el Juez se tendrán por 
verificados y reconocidos dentro y fuera del comncurso.- 

Si la sentencia judicial fuera recumda, a sohcitud del recurrente, el 
Juez del concurso podrá adopiar las medidas cautelares necesarias para 
asegurar la efectividad de la sentencia que resuelva el recurso.- 


ARTÍCULO 107*.- (Efectos de la sentencia sobre los acuerdos de la Junta 
de Acreedores)- En ningún caso la resolución de los recursos interpuestos 
contra la aprobación judicial de la sta de acreedores o el inmentario 
invalidará las decisiones de la Junta de Acreedores, salvo que se cumplan 
acumulalivamente las siguientes condiciones: 
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1.- Que el voto del acreedor excluido, reducido en la cuantía de 
su crédito o calificado como subordinado hubiera sido esencial para la 
adopción del seuerdo.- 


2- Que dentro del mes siguiente de que la sentencia haya 
quedado firme, el acreedor comparezca ante el Juez del concurso 
manifestando su disconformidad con el acuerdo adoptado en la Junta de 
Acreedoros.- 


Capitulo II 
Closes de créditos 


ARTÍCULO 108*.- (Clases de créditos).- Los créditos que componen la 
masa pasiva del deudor se clasificarán en créditos privilegiados, crédilos 
quirografarios o comunes y créditos subordinados.- 

Por su parte, los créditos privilegiados se clasificarán, a su vez, en 
cróditos con privilegia especial y eródilos con privilegio general. - 


ARTÍCULO 1089*.- (Créditos con privilegio espacial].- Son créditos con 
privilegio especial los garantizados con prenda o hipoleca.- 

Los créditos con privilegio especial deberán estar inscriptos a la 
fecha de declaración del concurso en el Registro Público correspondiente, 
salvo los cráditos emergentes de contratos de prenda común que során 
considerados privWleglados cuando hayan sido otorgados en documento 
público o en documento privado con fecha ciorta o comprobada.- 


ARTÍCULO 110%- (Créditos con privilegio general).- Son créditos 
con privilegio general, en el orden planteado: 


1. Los créditos laborales de cuakpder naturaleza, devengados hasta 
con dos años de anterioridad a la declaración del concurso, siempre y 
cuando no hubieran sido salisfechos en la forma prevista en el articulo 62*, 
hasta por un rmonlo de 260.000 Unidades Indexadas por trabajador. 
Tendrán también este privilegio los cróditos del Banco de Previsión Social 
por los aportes personales de los trabajadores devengados en el mismo 
plazo.- 

No gozarán del privilegio previsto en el Ínciso anterior, los créditos 
de los directores o administradores, miembros del órgano de control intemo 
y liquidadores de la deudora, los cuales tendrán naturaleza de 
guirografarios, sin perjuicio de lo establecido en el articulo 201”.- 


2. Los créditos por tribulos nacionales y municipales, exigibles hasta 
con dos años de anteriondad a la declaración del concurso.- 
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3, El cincuenta por clento de los crédilos quirografarios de que fuera 
fítular el acreedor que promovió la declaración de concurso, hasta al diez 
por ciento de la masa pasiva.- 


Estos privilegios se establecen sin paruicio del derecho conferido 
por la ley a los acreedores a la satisfacción parcial de los créditos mo 
pagados a lravés del concurso, cuando hubleran ejercilado acciones en 
interés de la maza. 


ARTÍCULO 111?- (Créditos subordinados].- Son créditos subordinados: 


1.- Las multas y demás sanciones pecuniarias, de cualquier 
naluraleza.- 


2- — Loz crédilos de personas especialmente relacionadas can al 
deudor.- 


ARTÍCULO 112*.- (Personas especialmente relacionadas con el deudor).- 
Se consideran personas especialmente relacionadas con el deudor 


1.- — Enal caso de las personas físicas: 

aj — El cónyuge o quien lo hublera sido dentro de los dos años 
anteriores a la declaración de concurso.- 

b) Los ascendientes, descendientes y hermanos del deudor o de 
cualquiera de las personas comprendidas en el literal a), que antecade.- 

€) Los cónyuges de los ascendientes, descendientes y 
harmanos del deudor.- 

d) Las personas que hubieran cónvivido con el deudor en los 
Ps dos años, salvo que sean lltulares de crédilos de naluraloza 
sa sn 


Z- — Enélcaso de las personas Juridicas: 

aj Los socios ilimitadamente responsables y los socios y 
accionistas fimitadamente responsables, que sean titularos de más del 20% 
del capital social.- 

b) Los: administradores de derecho O de hecho y los 
liquidadores, asi como quienes lo hubieran sido dentro de los dos años 
anteriores a la declaración de concurso.- 

c) Las sociedades que formen parte de un mismo grupo de 
sociedades,- Se entenderá que existe un grupo de sociodades cuando una 
sociedad se encuentra sommetida al poder de dirección de olra o cuando 
varias sociodades resulten sometidas al poder de dirección de una misma 
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persona fisica 0 juridica o de varlas personas que actúen sistemáticamente 
an concierto.- 


3- También tendrán esta consideración los ceslonarlos O 
adjudicatarios de créditos pertenecientes originariamente a las personas 
especialmente relacionadas con el deudor, que hubieran sido adquiridos en 
los dos años anteriores a la declaración de concurso.- 


ARTÍCULO 113% (Cancelación de las garantlas]- Si el acreedor 
declarado especialmente relacionado con el deudor no recuriera la 
resolución Judicial aprobatoria de la lista de screedores, el Juez del 
concurso dispondrá, cuando comesponda, la cancelación de todas las 
garantias de dicho crédito inscritas en los Registros Públicos.- 

ÁS Si el acreedor recuriera dicha resolución, se estará a lo que resulte 
recurso.- 


ARTÍCULO 114*- (Créditos del Estado y de los entes públicos).- El 
Estado, los Gobiemos Departamentales, los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados y las personas públicas no estatales y demás enles 
públicos participarán en el concurso por los créditos que mantengan contra 
al deudor, pudiendo intervenir en los órganos y procedimientos concursales 
y votar o consentir las propuestas de convenio o de acuerdo privado de 
reorganización con cualquiera de los contenidos propuestos por el deudor, 
cuando la participación en la votación de los mismos corresponda a la 
naluraleza de su crádito.- 

Los certificados, comprobantes o cualquier otro documento o 
constancia de hallarse al día en el cuomplimiento de obligaciones iributarlas 
o paratributarias exigidos por la ley para la celebración de determinados 
negocios jurídicos o para la registración, eficacia o perfeccionamiento de 
los mismos, no serán requeridos en caso. de concurso ni implicarán un 
obstáculo para la liquidación de la masa activa.- 


En ningún caso los registros exigirán la presentación de estos 
certificados para registrar la transferencia de les blenes realizada en el 
marco del procedimiento concurszl.- 


TÍTULO VI 
JUNTA Y COMISIÓN DE ACREEDORES 


Capitulo | 
Junta de Acreedores 


1000-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


ARTÍCULO 115%.- (Constitución de la Junta de Acreedoros).- La Junta de 
Acreedores se reunirá en el lugar, día y hora fijados en la sentencia de 
declaración da concurso bajo la presidencia del Juez del Goncurso.- 

Las Juntas de Acreedores sólo podrán prorogarse con carácier 
excepcional. La solichud de prórroga planteada por el deudor, será resueña 
por el Tribunal en audiencia, atendiendo el voto mayoritaño de los 
acreedorés concumales presentes.- 

El Actuario del Juzgado de concurso actuará como secretario de la 
Junta.» 

La inasistencia del Síndico o del Interventor, sín justa causa, será 
sancionada por el Juez con multa de hasta el cinco por ciento del total del 


pashs concursal - 
La Junta se considerará válidamente constituida cualquiera que 563 


el número de acreedores y el porcentaje de pasivo concurrentes, asisla O 
no el deudor.- 


ARTÍCULO 116*.- (Prórroga de las sesiones). - En caso de ser imposible 
agotar el orden del día en la sesión de un sólo día, el presidente podrá 
acordar la prórroga de las sesiones de la Junta de Acreedores durante uno 
o más dias hábiles consecutivos,- 


ARTÍCULO 117%- (Deber de asistencia personal del deudor).- El deudor 
deberá asistir personalmente a la Junta de Acreedores y permanecer hasta 
su terminación, salvo dispensa del Juez.- En caso de personas Juridicas, el 
deber de asisiencia corresponde a los administradores o liquidadores que 
tengan poder de representación.- 


ARTÍCULO  118%.- (Derecho de asistencia)- Todos los acreedores 
concursales cuyos cróditos hublesen sido vernficados tendrán derecho de 
asistencia a la Junta.- 

El presidenta podrá autorizar la asistencia de cualquier otra persona 
que juzgue conveniente.- La Junta de Acreedores podrá revocar esta 
aulorización €n cualquier momento.- 


ARTÍCULO 119- (Representación voluntaria de los acreodorés]- Los 
acreodores podrán hacerse representar en la Junta por medio de ctra 
persona, 563 6 no acreedor.- 

Ro será válida la representación conferida al deudor o a personas 
especialmente relacionadas con éste, sean o no acreedores,- 

La facultad del representante de asistir a la Junta de Acreedores 
comprende la de votar en ella en nombre del representado.- 
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ARTÍCULO 120*.- (Representación legal de pequeños acreodores).- Los 
pequeños acreedores ordinarios que no asisien a la Junta serán 
representados legalmente por el Síndico o interventor a los solos efectos 
de la consideración y votación de la propuesta de convenio presentada por 
úl deudor. - 

Se consideran pequeños acreedores aquellos que sean libulares de 
un crédito por importe inferiar a Ul 50.000 (Unidades indexadas cincuenta 
mil) y los qua, aún superando esa cifra, sean titulares de un cródito Infeñor 
al cociente de dividir por diez mil el total del pasivo. - 

En ningún caso tendrán la consideración de pequeños acreedores el 
Estado, los demás entes públicos, las entidades de intermediación 
financiera, las compañías de seguros, y las sociedades administradores de 
fondos de aborra previsional y de fondos de inversión... 


121%. (Lista de asistentes).- Antes de entrar en el orden del 
día, el secrelario confeccionará la lista de asistentes, en la que hará 
constar la identidad de cada uno de éstos, asi como el importe y la 
calificación de los créditos de que fuera tibular. Si el sereedor asistiera por 
medio de representanle voluntario o fuera representado legalmente por el 
Síndico 0 el interventor, 6 consignará esta circunstancia en el acta, con 
indicación de la idenfdad del representante." 


ARTÍCULO 122. (Orden del día).- La Junta de Acreedores considerará 
necésañamenta el siguiente orden del día: 


1.- — Informe del Síndico o del Interventor.- 
2- Propuesta de corwenio, 3150 hublera presentado.- 
3.- — Nombramiento de la Comisión de acreedoras.- 


Y 239. (Informe del Síndico o del Interventor).- El 
informe del Sindico o del Interventor tendrá el siguiente contenido: 


4 Memoria explicativa de la historia económica y jurídica del deudor, 
de la actividad o aclividades a que se dedica o hubiera dodicado y de las 
oficinas, establecimientos y explotaciones de que fuera Utular, asi como de. 
las causas del estado en que se encuentra. 


2, Estado de la contabilidad del deudor, con expresión de las 
infracciones legales y reglamentarias en que hubiera incurrido. 
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3. Memoria de la iramilación del concurso de Screedores, com 
expresión de las principales resoluciones y actuaciones realizadas por el 
Síndico o el Iinereentor, 


á En caso de que, en el momento de la declaración de concurso, el 
activo fuera inferior al pasivo, el informe contendrá la relación de los bienes 
y derechos que deban ser objeto de reintegración a la masa actíva, con 
expresión de la causa y de la persona o personas a las que afecte o pueda 
afectar la revocación, Si ya 56 hublesen ejercitado acciones de integración 
de la masa aciiva, asi se indicará expresamente. 


5. La forma más conveniente de proceder a la liquidación de la masa 
activa, para el caso de que no se apruebe un convento enire el deudor y 
sus acreedores ni se logre realizar la venta en bloque de la empresa en 
funcionamiendo.- 


6. La tasación a valor de liquidación de la empresa en partes. Dicha 
tasación deberá ser realizada por el Síndico con el asesoramiento de un 
experto independiente, aprobado por el Tribunal del concurso, a su 
costo. La tasación dobará expresarse en Unidades Indexadas.- 


124.- (Derecho de información de los acreedores).- El 
informe del Síndico o del Interventor, a ser considerado en la Junta de 
Acreedores doberá sor presentado al Juzgado con ura anticipación minima 
de treinta días a la fecha fijada para la Junta de Acreedores, quedando de 
manifiesto el mismo, a disposición de los acreedores, los que podrán 
solicitar, a su costa, copía de estas actuaciones.- 


ARTÍCULO  125%.- (Adopción de resoluciones).- Sin perjuicio de lo 
establecido en el articulo 144*, la adopción de decisiones por la Junta de 
Acreedores requerirá el voto a favor de acreedores quirografarios que 
representen una porción del pasivo del deudor con derecho a vato superior 
a la que vote en contra, siempre que los votos favorables representen, 
como minimo, la cuarta parta del pasivo quirografario del deudor, deducida 
la parto correspondiente a los acreodorés sin derecho de voto. - 

La votación será mominal y pública, en el orden en que los 
acreedores figuren en la lista aprobada por el Juez.- 

Las decisiones da la Junta de Acreedores no serán impugnables, sin 
perjuicio de la posibilidad de' recurrir la decisión judicial que las homologué.- 
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ARTÍCULO 128”- (Acreedores sin derecho de volo).- No lendrán derecho 
de voto en la Junta de Acreedores: 


1.- Las personas especialmente relacionadas con el deudor, 
mencionadas en el articulo 112", - 


2.- Los acreedores quirografariós cuyos crédilos se encuentren 
adecuadamente garantizados con derechos resles de garantia sobre 
bienes o derechos de terceros, o en cualquier otra forma.- 


3.- Los acreedores que, después de la declaración judicial del 
concursa, hubieran adquirido el crédito por acios intervivos, salvo que la 
adquisición hubiera tenido lugar a titulo universal o como consecuencia de 
ejecución judicial o exdrajudictal.- 


4- Los acreedores en situación de conflicto de intereses.- 


ARTÍCULO 127*.- (Voto de los acreedores privilegiados).- El acreedor 
privdegiado que vote an la Junta de Acreedores se entenderá que renuncia 
a su privilegio general o especial, transformándose en un acreedor 
quirografario.- 

Si un mismo acreedor fuera titular de crédios quirografarios y 
privilegiados, se entenderá que vota excesivamente por los crédilos 
quirografarios, salvo que, al emitir el volo, manifieste que vota por la 
tolafidad de los cróédilos.- 


ARTÍCULO 128*,- (Acta de la Junta de Acreedores).- El secretario 
edenderá acta dé lá Junta, en la que sé contendrá una relación de la 
acaecido en ella, los votos emitidos por cada acreedor y los acuerdos 
adoptados. Cualquiera que fuera el nómero de sesiones se levantará una 
sola acta.- 

Los asistentes tendrán derecho a que conste en el acta el sentido de 
sus intervenciones y que se adjunten a ella los escritos que presenten si no 
figurasen ya en los autos,- 


ARTÍCULO 129*.- (Aprobación judicial de las resoluciones de la Junta).- 
Los acuerdos de la Junta de Acreedores deberán ser homologados par el 
Juez del concurso,= 


Capitulo ll 
Comisión de Acreedores 
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ARTÍCULO 130%- (Comisión de Acreedores)- La Junta de Acreedores 
podrá nombrar una Comisión de Acreedores, compuesta de tras miembros 
titulares y tres suplentes preferenciales.- 


ARTÍCULO _131%- (Elección de los miembros de la Comisión de 
Acreedoras).- Cada uno da los miembros iMulares y suplentes de la 
Comisión de Acreedoras se elegirá mediante votación.- 

Serán elegidos miembros lítlulares de la Comisión de Acreedores 
aquellos tres acrocdores que obtengan un woto favorable representativo de 
mayor proporción del pasivo quiragrafario.- 

Serán elegidos miembros suplentes de la Comisión de Acreedoras, 
por su orden, los acreedores que le sigan en la votación.- 

Cada acreedor votará asignando el importa de su participación en el 
pasivo quirografaño de la masa pasiva a los candidalos, pudiendo optar por 
adjudicar todo el monto de su crédito a uño solo o distibuldo entra varios. - 


ARTÍCULO 132%.- (Oposición a la aprobación judicial de la Comisión de 
Acreedores). Cualquier acreedor podrá oponerse a la aprobación judicial 
de la elección de los miembros de la Comisión de Acreedores alegando 
infracción a la Ley.- 


ARTÍCULO 133%- (Aceptación). Los miembros tibulares y suplentes de la 
Comisión de Acreedores deberán manifestar su aceptación o rechazo 
dentro de las veinticuatro horas de haber sido designedos, En caso de 
rechazo de la designación se completará la lista con los acreedores que 
hubleran seguido en número de votos.- En caso de falta da manitestación 
50 presumirá que el acreedor ha aceptado el cargo y asume, a partir de ese 
momento, los cometidos y responsablliidades inherentes al mismo.- 


ARTÍCULO 134*.- (Carácter gratuito del cargo).- Los cargos de miembros 
litulares y suplentes de la Comisión de Acreedores serán gratullos.- 

Los miembros tlulares de la Comisión de Acreedores tendrán 
derecho a ser reambolsados de los gastos en que incurran por razón del 
ejercicio del cargo.- 


ARTÍCULO  135%- (Vacantes en la Comisión de Acreedores]|- Las 
vacantes que se produzcan entre los miembros titulares de la Comisión de 
Acreedores serán cubiertas por los suplentes en el orden por el que 
hubieran sido elegidas.- 

Agotada la lista de suplentes, las vacantes serán cubiertas por el 
Juez del concurso.- 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 1005-C.S. 


ARTÍCULO 139%- (Funcionamiento de la Comisión de Acreedores).- La 
Comisión de Acreedores lendrá los cometidos que le asigna la presente 
ley. adoptando sus decisiones por mayoria de sus integrantes. - 

El régimen de organización y funcionamiento de la Comisión de 
Acreedores será establecido por la propla Comisión y, si no existiera 
acuerdo, por el Juez del concurso.- 


(Separación de los miembros de la Comisión de 
acreedores).- Le exista justa causa, el Juez, actuando de oficio o a 
pelición de cualquiera de las personas legilimadas para solicitar la 
declaración de concurso, del Sindico 0 del Intervantor podrá separar del 
cargo a los miembros de la Comisión de Acreedorás.- 


TÍTULO vil 
CONVENIO 


Capítulo 1 
Propuesta de convenio 


ARTÍCULO 138*,- (Presentación de la propuesta).- Con una anticipación 
nó menor de sesenta dlas a la fecha de la Junta de Acreedores, el deudos 
podrá presentar al Juez del concurso una o varias propuestas de convenio, 
acompañadas de un plan de continuación o de Mquidación.- 

El plain de continuación deberá contener un cuadro de 
financiamiento, en el que se describirán los recursos necesaños para la 
continuación total o parcial de la aclividad profesional o empresañal del 
deudor durante al parlodo de cumpimiento del convenio, así como 3us 
diferentes origenes. El plan deberá incluir una fórmula de pago a los 
acreedores con privilegio especial.- 

La propuesla deberá estar fimada por el deudor y, en caso de 
personas Juridicas, por lodos ls administradores o liquidadores, 
acompañando testimonio de la resolución social aprobando la presentación 
de la propuesta.- Si faltara la firma de alguno de ellos, 50 indicará en el 
documento, con expresión de la causa.- 

En el caso que la propuesta implique obligaciones de pago a cargo 
de cualquiera de los acreedores o de terceros, el documento en el que 
conste deberá contener, además de la firma o firmas requeridas 
precedentemente, la de quienes pudieran resultar obligados. - 


ARTÍCULO 139*%- (Contenido de la propuesta).- La propuesta podrá 
consistir en quitas y/o esperas, cesión de bienes a los acreedores, 
constitución de una sociedad con los acreedores quirografanios, 
capitalización de pasivos, creación de un fideicomiso, reorganización de la 
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sociedad, administración de todo o parte de los bienes en interés de los 
acreedoras o tener cualquier otro contenido lícito, incluso el previsto en el 
numeral segundo del artículo 174% de la presente Ley, o cualquier 
combinación de las anterñores.- 


- (Prohibición de propuestas condicionales)- Las 
5 que sometan la eficacia del corvenio a cualquier clase de 
condición se tendrán por no presentadas.- 

Se exceptúa de lo dispuesto precedentemente el caso de concurso 
de sociedades del mismo grupo, *n que la propuesta que presente 
cualquiera de ellas podrá condicionarse a la aprobación judicial del 
convento de una o varias sociedades del mismo grupo, - 


ARTÍCULO 141%- (Iraevocabilidad e inmodificabllidad de las propuestas)- 
El deudor no podrá revocar la propuasta o las propuestas de convenio que 
hublera presentado.- 

El deudor sólo podrá modificar la propuesta o propuestas de 
convento que hubiera presentado «sl les modificaciones cumplen 
acumulalivamente con los siguientes requisitos: 


1.- — No alteran sustancialmanta la propuasta.- 


2.-  Comportan condiciones más favorables para todos los 
acreedores quiragrafarios o para algunos de ellos.- 


3- 56 introducen con una anticipación minima de quince días a 
la fecha fijada para la Junta de Acreedores.- 


142- (Informó espacial sobra el plan de continuación o de 
hiquidación).- En el caso de que el deudor hubiera presentado propuesta de 
convenio, el Síndico o el Interventor deberá emitir un informe especial 
sobre la viabilidad del plan de continuación o de liquidación, el cual deberá 
ser presentado al Juzgado y puesto a disposición de los acreedores con 
uná anticipación minima de quince días a la fecha prevista para la 
celebración de la Junta de Acroodores.- 

En caso quese hubleran modificado la propuesta o propuestss de 
convenio, el Sindica o el Interventor deberá ampliar su informe, el cual 
deberá ser pueslo a disposición de los acreedores con una anticipación 
minima de cinco días a la fecha fijada para la celebración de la Junta.- 


Capliulo 11 
Consideración y volación de la propuesta 
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ARTÍCULO 143%- (Consideración de la propuesta)- La propuesta o 
propuestas de convento presentadas por el deudor, el plan de continuación 
o de kquidación y el informe especial que sobre este plan hubiera emitido el 
Sindico 0 el Interventor serán considerados por la Junta de Acreedores.- 

En el caso de que el deudor hubiera presentado varias propuestas 
de convenio, las mismas serán consideradas en un mismo aclo de 
votación, siendo aceptada la que hubiera recibido mayor número de 
adhesiones. En caso de igualdad de votos entre dos o más propuestas, se 
procederá a una segunda votación respecto a ellas para definir la que 
habrá de aceptaraa.- 


2-  (Mayorias necesarias para la aceptación de la 
propuesta).- Para que la propuesta de convenio se considera aceptada, 
sorá necesario que volen a favor de la misma acreedores que representen, 
corno rrínimo, la mayoría del pasto quirografario del deudor.- 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior: (A) cuando la 
propuesta de convento implique el olorgarmiento de quílas superiores al 
cincuenta por clento del monto de los créditos quirografarios wo plazos de 
pago supeñores a diez años, será necesario que voten a favor de la misma, 
acreedores quirografarlos que representen les dos terceras partes del 
pasivo quirogralario con derecho a voto, (B) cuando la propuesta de 
convento consista en el pago integro de los créditos quirografarios en plazo 
no superior a dos años o en al pago inmediato de los créditos quirografarios 
vencidos con quita inferior al weínticinco por ciento, será suficiente que 
voten a favor acreedores que representen una porción del pasivo del 
deudor con derecho a voto superor a la que vote en contra, slempra que 
los votos favorables representen, como mínimo, la cuarta parte del pasivo 
quirografaro del deudor, deducido el pasivo sin derecho a volo.- 


ARTÍCULO 145% - (Wentajas en favor de acreedores)- Cuando una 
propuesta contenga ventajas en favor de uno o varios acreedores o de una 
6 varias clases de créditos, además de las mayorías establecidas en el 
articulo anterior, será mecesario que voten a favor de la propuesta 
acreedores que representen una porción del pasivo no beneficiado superlor 
a la correspondiente a aquellos acreedores que hubleran wotado en conira.- 


ARTÍCULO 148*.- [Consentimiento individual de los acraedores).- Cuando 
la propuesta de convenio suponga nuevas obligaciones para uno o varos 
acreedores, será necesaño el consontimiento individual de los avectados, el 
cual deberá ser presentado antes de que la propuesta sea sometida a 
volición.- 


Ho será hecesarño el consentimiento individual de los acreedores 
especialmente relacionados con el deudor cuando la propuesta prevea la 
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conversión de los créditos de que fueran titulares esos acreedores en 
acciones o en participaciones sociales de la sociedad deudora.- 


itulo 111 
rienda cesión de aciivo 


ARTÍCULO 147%.- (Cesión total o parcial de activo).- En caso de convento 
de cesión total de activo en pago oO para pago de los acreedores, se 
considerarán cedidos los blenes y derechos que figurón en el imeentario 
aprobado porel Juez del concurso.- 

En caso de convenio de cosión parcial de activo, la propuesta 
deberá ir acompañada de la relación do los bienes o derechos objeto de la 
casión.- 

En lodos los casos deberán prewamente salvaguardarse los 
derechos de los acreedores privilegiados.- 


ARTÍCULO 148*.- (Convenio de cesión en pago).- Cuando la propuesta 
de convenio lenga como objeto la cesión total o parcial del activo en pago a 
acreedores, será necesaño el consentimiento indhédual de los cesionamos.- 


ARTÍCULO 148*.- (Convenio de cesión para pago).- Cuando la propuesta 
de convenio tenga como objeto la cesión total o parcial de activo para pago 
de los acreedores, deberá establecerse el plazo máximo para la 
enajenación, el cual no podrá ser superor a dos años.- 

Salvo pacto en contrario, la faculñad de enajenar se considerará 
atribuida al Síndico o al Intervantor.- 


ARTÍCULO 150%. (Convenio de asunción del pasivo).- Salvo pacto en 
contrario, en caso de convenio de cesión total o parcial del activo a un 
acreedor o a un lercero, con obligación de pagar por cuenta del deudor a 
los acreedores quirografarios y subordinados lá totalidad 6 parte de los 
créditos, sa considerarán cedidas las acciones do reinlagración de la masa 
activa,- 

Salvo pacto en conirarño, el cesionario no asumirá responsabilidad 
alguna por los créditos que, en el momento de la presentación de la 
propuesta de convenio, no hubieran sobcitado verificación, cuando la 
misma seca nocesaria.- 

Capitulo MW 
Aprobación Judicial del cormento 


Sección 1 
O posición a la aprobación del convenió 
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ARTÍCULO 151*.- (Legllimación pora la oposición)- Podrán oponarse a la 
aprobación judicial del convenio: 

1.- Los acreedores que hayan sido privados ilegitimamente del 
derecho de volo y los que hayan volado en contra la propuesta de 
convenio. 

2- El Sindica o el Intervantor.- 


ARTÍCULO 153%- (Causas de oposición).- Cualquiera de los legilimados 
previstos en el articulo anterior podrán oponerse a la aprobación judicial del 
convento alegando infracción legal en la constitución o en la celebración de 
la Junta 6 en el contenido del convenio.- Para que un acreedor asistente a 
la Junta pueda oponerse por infracción legal en la constitución o en la 
celebración de la junta será necesario además que haya denunciado la 
infracción durante la Junta o en el momento en que se hubiera producido.- 

El acreedor o acreedores que representa, por lo menos, el dez por 
ciento del pasivo quirografario del deudor y el Síndico o Interventor podrán 
oponerse además a la aprobación judicial del convenio alegando alguna de 
las siguientes causas: 

1- — Quel voto o los volos decisivos para la aceptación de la 
propuesta han sido emitidos por quéen no era titular real del crédito o han 
sido oblenidos mediante maniobras que afecten o puedan afectar a la 
paridad de trato entre los acreedores quirografarios.- 

¿- — Queel cumplimiento del convendo es objetivamente irviable.- 


- (Plazo de oposición).- El plazo de oposición será de 
cinco días a contar desde el siguiente al de la conclusión de la Junta de 


ARTÍCULO 154%- (Aprobación judicial on caso de falta de oposición).- 
Transcurrido el plazo a que se roflero el articulo anterior sin que se hublere 
formulado oposición, el Juez dictará auto en el primar día hábil posterior 
aprobando el convenio de acreedores.- 


ARTÍCULO 156*.- (Procedimiento en caso de oposición)- En caso de 
haberse formulado oposiciones, una vez tramitado el incidente, el Juez 
dictará sentencia aprobando o no el convenio, sín que en ningún caso 
pueda modificario.- 

Si el convenio no hubiera sido aprobado por infracción legal en la 
constitución o en la celebración de la Junta, en la misma sentencia el Juez 
convocará una nueva Junia para someter a wotación la propuesta que 
hubiera obtenido mayoria en la anterior, la cual habrá de celebrarse dentro 
del mes siguiente al de la fecha de la sentencia. La convocatoria de la 
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nueva Junta será objeto de la misma publicidad que la sentencia de 
declaración de comcurso.- 


156*- (Publicidad de la aprobación judicial del convenio).- La 
resolución judicial por la que sa apruebe el convento, una vez firme, será 
cbjelo de la misma publicidad que la sentencia de declaración de 
cOoncurso.- 


Sección 2 
Efectos de la aprobación judicial del cormenio 


ARTÍCULO 157%.- (Vigencia de los efeclos).- El convenio producirá sus 
efectos a partir de la fecha en que alcance finmeza la resolución judicial que 
lo hublera aprobado.- 


ARTÍCULO 158%. (Ámbito subjetivo del convenio)- El convanio sará 
obligatorio para el deudor y para los acreedores qQuirografarios y 
subordinados cuyos créditos fueran amieñores a la declaración judicial de 
concurso, Incluidos. los que, por cualquier causa, no hubieran sido 
verificados.- 


ARTÍCULO 159.- (Efecto novalorio sobre los créditos).- Por viriud del 
converío, las créditos —quirografaños y subordinados quedarán 
definitivamente extinguidos en la parte en que se hublera hecho 
condonación al deudor, sao que en el propio convenio se disponga lo 
comirario o que la sentencia de calificación condene a la cobertura de la 
lotalidad o parte del déficit patrimonial.- 

Los crédilos quirogratarios y subordinados serán exigibles conforme 
a lo pactado, salvo que la sentencia de cafficación condere a la cobertura 
de la totalidad o parte del déficit patrimanial.- 


ARTÍCULO  160%.- (Subsistencia de las garantías personales)- Los 
acreedores que no hayan votado a favor de la propuesta de convenio, 
conservarán las acciones que les comespondan por la lotalidad de los 


créditos contra los obligados solidarios y contra los fladores o avalistas del 
deudor.- 


ARTÍCULO 161*.- (Efecto extintivo de la suspensión o de la limitación de 
la legitimación del deudor para disponer y obligar a la masa del concurso).- 
A partir del momento en que alcance firmeza la resolución judicial de 
aprobación del convenio, cesará la suspensión o la limitación de la 
legitimación del deudor para disponer y obligar a la masa del concurso, 
salvo que en el propio convenio se disponga lo contrario o que el Juez, en 
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es) misma resolución, hublera acordado la prórroga de la suspensión o de 
la limitación, la cual en ningún caso podrá ser superior a tres mesos.- 


ARTÍCULO 162*.- (Convocatoria a la asamblea de socios o accionistas]. 
Si el deudor fuera una persona juridica que tuviera suspendida su 
legitimación para disponer y obligar a la masa del concurso, el Síndico, 
dentra de los cinco días siguientes a la fecha en que alcance fimeza la 
resolución judicial de aprobación del convenio, convocará a la asamblea de 
socios o accionistas para el nombramiento de administradores o de 
iquidadores.- 


Capitulo Y 
Adhesiones a la propuesta de convenio 


ARTÍCULO 163*.- (Presentación del convenio).- Antes de la celebración 
de la Junta de Acreedores, el deudor podrá presentar adhesiones a una 
propuesta de convenio suserila por acmedorés que representen la mayoría 
del pasivo quirografaro del deudor con derecho a voto. Cuando la 
propuesia de convenio implique el olorgamiento de quitas supeñores al 
cincuenta por ciento del monto de los crédilos quirografaños y/a plazos de 
pago superiores a dloz años, será necesario contar con adhesiones a la 
misma de acreedores quirografarios que representen las dos terceras 
partes del pasivo quirografario con derecho a voto. 

En este caso, luego de haber recaido aprobación judicial de la lista 
de acreedores, el Juez dispondrá la suspensión de la Junta y abrirá plazo 
de oposición para la aprobación del convenio.- 


164 (Procedimiento de aprobación del convenio)- La 
resolución Judicial que suspenda la junta mandará publicar un extracto de la 
propuesta de convento en el Diao Oficial, por el plazo de bes días, 
corvocando a los acreedores concursales a presentar sus oposidones en 
el plazo de veinte días a partir de la última publicación, Esta publicación 
será ordenada y Iramitada directamente por el Juzgado dentro de los 
veinticuatro horas de dispuesta por el Juez. El texio integro de la propuesta 
estará, en todo momento, a disposición de los acreedores en la sede del 
Tribunal.» 

Podrán oponerse a la aprobación del convenio los acreedores 
quirografarios y subordinados del deudor, con excapción de aquellos que lo 
hubleran suscripto, y el Sindico o Interventor, por cualquiera de las 
causales previstas en el artículo 152%.- 

Transcurrido el plazo legal sin que se hublera formulado oposición, 
el Juez dictará auto en el primer día hábil posterior aprobando el convenio 
de acreedoras.- 
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En caso de mediar oposiciones, las mismas se tramitarán por el 
procedimiento previsto en el articulo 155* y la decisión que apruebe o 
rechace el convenio tendrá los efectos previstos en los articulos 157 a 
162".- 


Capitulo YI 
Cumplimiento € incumplimiento del canvenio 


ARTÍCULO. 165%" (Información sobre cumplimento del cornwenio).- Cada 
seis meses a contar desde la fecha en que hubiera adquirido firmeza la 
resolución judicial de aprobación del convenio, el deudor emitirá informe 
sobre el estado de cumplimiento de ese convenio, que sida al Juez 
del concurso y a la Comisión de Acreedonas.- 

Sin perjuicio de esto, el deudor deberá informar dal estado de 
cumplimiento del convento a la Comisión de Acreedores cada Vez que sea 
requerido por dsta.- 


166- (Cumplimiento del convenio.- Una vez cumplido 
integramente el comenta, el deudor presentará al Juez solicitud de 
conclusión del concurso de acreedores, acompañando los documentos que 
lo acrediten.- 


ARTÍCULO 167*- (Apertura de la liquidación por incumplimiento del 
convendo).- En coso de incumplimiento del comenta, cualquier acreedor 
podrá solicitar del Juez del concurso la apertura de la Équidación de la 
masa activa.- 

A petición del solicitante, el Juez del concurso podrá adoptar las 
medidas cautelares que considere necesarias para asegurar la Integridad 
de la masa acliva. Las medidás cautelares quedarán sm efecio una vez 
declarado el incumplimiento o desestimada la solicitud.- 

Si el Juez considera acreditado el incumplimiento del convenio, 
dictará sentencia declarando incumplido el convenio y ordenando la 
liquidación de la masa aciiva.- 

En la misma sentencia el Juez suspenderá la legitimación del deudor 
para disponer y obligar a la masa del concurso.- 


TÍTULO WII! 
LIQUIDACIÓN Y PAGO 


Capitulo | 
Liquidación de la masa activa 
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ARTÍCULO 168%. (Apertura de la iquidación).- El Juez del concurso 
ordenará la liquidación de la masa activa an los siguientes casos: 


1.- Cuando el deudor asi lo pida en la sobcilud de declaración 
judicial de concurso.- 


2.- En taso de falta de presentación o de aceptación de la 
propuesta de convenio por la Junta de Acreedores. - 


3.- . Encaso de falta de aprobación judicial dal conwenio.- 
4.- — En caso de Incumplimiento del convento,» 


5.- — Cuando, en cualquier estado del procedimiento, asi lo 
solician, en bh Junta de Acreedores o fuera de ela, acreedores que 
representen la mayoría de los créditos quirografarios con derecho a voto.- 


ARTÍCULO _169*.- (Resolución de liquidación de la masa activa).- La 
resolución judicial que ordene la liquidación contendrá necesariamente los 
siguientes pronunciamientos: 


1.- La suspensión de la lególimación del deudor para disponer y 
obligar a la masa del concurso, con nombramiento del Interventor como 
Sindico. S| el deudor ya tuviera suspendida la legitimación para disponer y 
obligar a la masa del concurso, continuará el Sindico nombrado.- 


2- — Fecha de la licitación para la adquisición en bloque de la 
empresa en funcionamiento, que no podrá superar los 90 días de 
decretada la liguidación, y pllego conlenlendo las bases del llamado a 
licitación para la explotación de la empresa, aprobado por el Tribunal a 
propuesta del Síndico (artículo 172*).- La fecha de la citación podrá ser 
prormgada en forma excepcional y por una única vez hasta por noventa 
dias.- 


3.- — Slel deudor fuera persona juridica, la resolución contendrá, 
además, la declaración de disolución de la persona juridica deudora y el 
cese de los administradoras- 


La resolución judicial que ordene la llquidación de la masa activa se 
notificará a los miembros de la Comisión de Acreedores y se Inserñbirá y 
publicará en igual forma que la sentencia de declaración del concurso.- 

Deberá comenzar a ejecutarse Inmediatamente aunque no s6a 
frma.- 
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- (Efectos de la apertura de la liquidación).- La apertura 
de la liquidación de la masa activa producirá el vencimiento anticipado de 
todos los cródilos anteriores a la declaración Judicial de concurso.- 

Será además justa causa para la resolución anticipada de los 
contratos celebrados por el deudor con obligaciones total o parcialmente 
pendientes de ejecución. El crédito correspondiente a la indemnización por 
los daños y perjuicios que cause la resolución, fijado por el Juez, tendrá la 
consideración de crédilo concursal. - 


ARTÍCULO 171*.- (Venta en bloque de la empresa en funcionamiento).- En 
todos los casos se procurará en primer lugar la wenta en bloque de la 
empresa en funcionamiento.- 


12.- (Venta en bloque de la empresa).- Se procederá a 
subastar la empresa en funcionamiento mediante proceso licitatorio en las 
condiciones que establezca la reglamentación qué oportunamente dicto el 
Poder Ejecutivo, sobre las siguientes bases: 
(A) — En los pliegos de condiciones se establecerán requisitos minimos 
para la aceptación de los postulantes, vinculados a sus antecedentes 
comerciales, sfuación patrimonial, garantias de mantenimiento de oferta, 
ausencia de vinculos especiales con el deudor (artículo 11.2%) y demás 
aspectos vinculados a la selección de oferentes calificados para la 
coniinuidad dol giro empresarial.» 
(5) Podrán formularse ofrecimientos por parte de la Cooperativa de 
de la empresa subastada que se constituya, la que podrá 
Ma valer en su ofaría los cróditos cl ser renunciados por sus 
membros.- 
(C) Se abrirá un periodo para la formulación de ofertas, las que no serán 
inferiores al 50% dal valor de tasación de la empresa (arliculo 123 numeral 
6)- Se aceptará la mayor oferta 'al contado, salvo que acreedores que 
representen el 75% del pasivo quirografario acepten una oferta a crédito 
superior, slempre que la misma no implique perjuicios en los derechos de 
los acreedores privilegiados.- 


La venta la otorgará el Juez del Concurso y éele hará la tradición 
(articulo 770* del Cádigo Civil).- 


ARTÍCULO 173*.- (Efectos de la Adjudicación).- La adjudicación será título 
hábil suficiente para la transmisión de la propiedad de los bienes referida 
an el artículo anterior, en las condiciones establecidas en el artículo 177, y 
atodos los efectos registrales.- 
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ARTÍCULO 174*.- (Liquidación por partes de la masa activa).- En caso de 
no lograrse la venta en bloque de la empresa en funcionamiento ya sea al 
contado o a crédito, el Sindico presentará a la Comisión de Acreedores un 
proyecto actualizado de liquidación, dentro de los treinta días siguientes a 
la fecha de la resolución judicial que declare desierta la licitación, en el que 
se delerminarán para cada clase de blenes y derechos que integran la 
masa activa, las reglas particulares conforme a las cuales deberán 


Si el proyecto fuera aprobado por la Comisión, la enajenación de los 
bienes y derechos se ajustará a lo determinado por el Sindico. Si no lo 
fuere o en todo lo no previsto en el proyecto, el Síndico procederá a 
enajenar la masa activa de acuerdo con las siguientes reglas: 


1.- — Encaso de existir diversas unidades productivas, las mismas 
se anajenarán como un toda, salvo que sea más conveniente para la masa 
la previa división o la realización alsleda de los elementos que los 
componen, en cuyo caso, antes de proceder a su enajenación, deberá 
emitime un informe justificativa.- 


¿- En caso de que exista desgo de que los créditos laborales 
comprendidos en el numeral 1 del artículo 110% no puedan ser satisfechos 
en su totalidad, el Juez provia vista al Síndico, podrá designar depositaria 
de los bienes de la empresa, confiriando facultadas de uso precario de los 
mismos, 4 una cooperativa de trabajo que se constituya con la totalidad o 
parte del personal (Artículo 6* de la Ley N* 17.794).- 


Los créditos laborales privilegiados que puderen existir en la masa 
del concurso serán compensados y computados como aporte de los 
trabajadores a la cooperaliva constítuida.- 


El Juez del concurso podrá disponar que el organismo de seguridad 
social comespondiente vierta la suma de la indemnización por seguro de 
paro, a los efectos de que sea computada como aporte de los 
trabajadores.- 


3- Los bienes inmuebles, muebles y derechos de propledad 
intelectual e industrial, se: liquidarán de acuerdo con las disposiciones que 
regulan la vía de apramio.- 


4.- — Los valoras que tengan oferta pública, se negociarán, en los 
mercados formales en que los mismos tengan cotización.- 
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Antes de proceder a la liquidación, las reglas conforme a las cuales 
debe proceder el Síndico a enajenar los bienes y derechos que integran la 
masa activa serán puestas en conocimiento del Juez dal concurso.- 


> (Liquidación anlicipada de la masa activa).- Sin 
AED 2 E dipasna dl leo anda, en cualquier estado del 
procedimiento, en la Junta de Acreedores o fuera de ella, acreedores que 
representen la mayoría de los créditos quirografarios del deudor com 
derecho a voto podrán resolver la bquidación de la masa activa del 
concurso en los términos de los articulos 171% a 174P, 


El Juez, previa vista al Síndico o Interventor y al deudor, dispondrá de 
inmediato la liquidación en la. forma resuelta, transformando al Interventor 
en Síndico, si correspondiera. 


ARTÍCULO 178”.- (Bienes litigiosos).- La enajenación de los bienes o 
derechos cuya litularidad o disponibilidad se encuentra en litigio se 
realizará una vez recalda resolución Judicial firme, salvo decisión en 
contrario de la Comisión de Acraadores.- 

El Juaz del concurso, olda la otra parto del litigio, podrá autorizar 
también la enajenación de bienes o derechos de imposible, de dificil o de 
muy costosa conservación 6 que corran peligro de sufrir grave detarioro o 
de disminuir considerablamente de valor, antes de que recalga resolución 
judicial firme.- 

El producto de la enajenación se consignará a nombre de quian 
comesponda a las resultas del Itigio.- 


ARTÍCULO 177%- (Pasivos del deudor vinculados a los activos, 
establecimiento o explotación)- No será de aplicación al adquirente de los 
aclivos del deudor, del establecimiento o de la explotación del deudor, 
enajenado en el proceso de liquidación de la masa activa, la 
responsabilidad que la ley pone a cargo de los sucesores o adquirentes por 
obligaciones comerciales, laborales, municipales, tributarias o de cualquier 


ARTÍCULO 178*.- (Información sobre la liquidación) - — Cada seis 
meses a contar desde la fecha de la resolución judicial ordenando la 
bquidación de la masa acliva, el Sindico emitirá un informe sobro el estado 
Fe la liquidación, que entregarán al Juez del concurso y la Comisión de 
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Sin perjuicio de esto, el Sindico deberá informar sobre el estado de 
de Ao a la Comite Noneadori cl ua ota piano por 


ARTÍCULO 179".- (Separación del Síndico por prolongación indebida de la 
iiguidación|- Transcurridos dos años desde la fecha de la resolución 
Judicial ordenando la liquidación de la masa activa, sin que esta hublera 
finalizado, cualquier interesado podrá solicitar al Juez del concurso la 
separación del Síndico y el nombramiento de uno nuevo.- 

El Juez, previa audiencia del Sindico y de la Comisión de 
Acreedores, decretará la separación y el nombramiento de nuevo Sindico si 
el informe de la Comisión de Acreedores fuera favorable a la separación y. 
aunque no lo fuera, sí no existiera justa causa para la dilación.- 

El Sindico separado por prolongación indebida de la liquidación 
perderá el derecho a percibir las retibuciones devengadas, debiendo 
reintegrar a la masa activa las cantidades que, en concepto de relribución, 
hublera percibido desde la resolución judicial de su designación.- 


ARTÍCULO 180*.- (Solicitud de conclusión o de suspensión del concurso 
de acreedoros)- Una vez que al producto obtenido en la Iiguidación de toda 
la masa activa haya sido integramente utfizado en el pago de los 
acreedores, el Síndico presentará solicitud de conclusión o de suspensión 
del concurso.- 


Capitulo ll 
Pago a los acreedores 


81*.- (Pago a los acreedores con privilegio especial).- 
Los cráditos con privilegio especial s6 pagarán con el producido de 
la enajenación de los bienes gravados.» 


ARTÍCULO 182*- (Pago a los restantes acreedores)- En forma 
independiente del pago a los acreedores con privilegio especial, el Síndico 
pagará con el producido de la realización de los bienes que integran la 
masa activa, por su orden, a los acreedores con privilegio general, a los 
acreedores quirmgrafarios y a los acreedores subordinados.» 


183".- (Orden de pago a los acreedores con privilegio 
general)» Si la masa activa que quedara una vez salisfechos los créditos 
con priwiegio especial fuera Insuficiente para satisfacer todos los créditos 
con privilegio penaral, al pago se realizará por el orden establecido en el 
artículo 110%, a prorrata dentro de cada número.- 
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ARTÍCULO 184”. (Pago a los acreedores quirografarios).- Los erédilos 
quirogratarios serán satisfechos a prorrata, conjuntamente con los cróditos 
con privilegio especial en la parle que nó hubieran sido satisfechos con el 
importe de los bleres gravados.- 

Salvo autorización del Juez del concurso, olda la Comisión de 
Acreedores, el pago de los cródilos quirografarios se realizará una voz 
integramente satisfechos los créditos privileglados.- 


ARTÍCULO 185*.- (Cuotas de los acreedores quirografarios).- El pago de 
los créditos quirografarios se efectuará en función de la liquidez de que 
dispongan los síndicos mediante entrega de cuotas a cuenta de, por lo 
menos, el cinco por ciento del manto de los cráóditos.- 


ARTÍCULO  186".- (Reserva en fawor de créditos condicionales y 
litiglosos)- Si evistiaran créditos condicionales o créditos litigiosos, el 
Sindica reservará las cantidades correspondientes para poder atender al 
pago en caso de cumplimiento de la condición o cumplir la resolución que 
recaiga an el Figio.- 


ARTÍCULO:  187%.- (Pago a lós acreedores subardinados).- El pago de los 
créditos subordinados se realizará una vez inlegramente satisfechos los 
créditos quirografarios.- 

Si los fondos que quedaran una Vez satisiechos los cráditos 
guirografarios fueran insuficientes para satisfacer a todos los créditos 
subordinados, el pago se realizará por el orden establecido en el articulo 
111% a prorrata dentro de cada número.- 


ARTÍCULO 188*.- (Remanente de la liquidación).- Si una vez pagados los 
créditos subordinados quedara un remanente, el Sindico lo distribuirá entre 
los acreedores con privibeglo general y quirografarios, a prorrata de sus 
créditos, con un monto máximo equivalente a la tasa media de 
Interés del Sistema Bancario para familas, por plazos mayores a un año, 
gue publique el Banco Central del Uniquay para créditos en Unidades 
Indexadas o, en su defecto, al interés legal computado sobre sus 
respectivos créditos, por le plazo que medió entre la declaración judicial del 
concurso y el pago de los mismos,- 
5 lodavía quedara un remanente se realizará similar operación con 
los créditos subordinados, en el orden previsto par la Ley.- 


ARTÍCULO 189*.- (Pago de créditos y vencimientos).- Si el pago de un 
crédito anterior a la declaración de concurso se efectuara antes de la fecha 
en que hubiera vencido de no haberse producido la apertura de la 
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liquidación, se hará por su valor actual, realizando el descuento que 

A solicitud del Sindico, el Juez podrá autorizar el pago de cróditos 
del deudor posteriores a la declaración de concurso que todavía no 
hubieran vencido, fijando el descuento que corresponda. - 


ARTÍCULO 190*.- (Pago de crádito verificado en dos o más concursos de 
deudores solidarios).- En el caso de que le crédito hubiera sido verificado 
en des o más concursos de deudores solidarios, la suma de lo percibido en 
todos los concursos no podrá exceder del importe del cródito.- 

El Sindico podrá retener el pago hasta que el acreedor presentd 
acredite fehacientemente lo percibido hasta la fecha en los concursos de 
los deudores solidarios. Una vez efectuado el pago, lo pondrán en 
conocimiento del Síndico o Interventor de los demás concursos.- 

El deudor solidario no podrá reclamar da los codeudores mientras 
que el acreedor no haya sido integramente sallsfecho.- 


ARTÍCULO  191%- (Derecho del acreedor sobre la cuota del deudor 
solidarjo).- El acreedor que, antes de la declaración de concurso, hubiera 
cobrado parte del crédito de un fiador o avalista o de un deudor solidario 
tendrá derecho a que le sea atribuida la cuota que a éstos corresponda en 
el concurso del deudor hasta cubrir el importa lotal de su crádito.- 


TÍTULO 1x 
CALIFICACIÓN DEL CONCURSO 


ARTÍCULO 1972.- (Clases de concursos).- El concurso de acreedores se 
cablicará como culpable o como fortuito, - 

El concurso se calificará como culpable cuando en la producción o 
en la agravación de la insolvencia hubiera existido dolo o culpa grave del 
deudor o, en caso de personas juridicas, de sus administradores o de sus 
liquidadores, de derecho o de haecho.- 

En los demás casos se calificará como fortuito.- 


ARTÍCULO 197*.- (Presunciones absolutas de culpabilidad).- El concurso 
se calificará como culpable, además, en los siguientes cas08: 

1.- Cuando el deudor se hubiera alzado con la totalidad o parte 
de sus bienes en perjuicio de sus acreedores o hubiera realizado cualquier 
acto de disposición patrimonial o ganerador de obligaciones con la finalidad 
de retrasar, dificultar o impedir la eficacia de un embargo en cualquier clase 
de ejecución que se hubiera iniciado o fuera de previsible iniclación.- 

2- Cuando durante los dos años anteriores a la fecha de 
dedaración del concurso de acreedores los fondos o los bienes propios del 
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deudor hubieran sido manifiestamente insuficientes o inadecuados para el 
ejercicio de la actividad o actividades a las que se hubiera dedicado.- 

3- Cuando, antes de la declaración del concurso de acreedores, 
hubieran salido Indabidamente del patrimonio del deudor blenes o 
darechos.- 

4- Cuando no hubiera llevado contabilidad de ninguna clase, 
estando legalmente obligado a elo, o cuando hubiere avado doble 
contabilidad o hublere cometido falsedad en la contabilidad.- 

5- — Cuando el deudor hubiera cometido falsedad en cualquiera de 
los documentos sdjuntados a la solicitud de declaración judicial de 
concurso 6 presentados durante la tramilación del procedimiento.- 


ARTÍCULO 194%.- (Presunciones relativas de culpabliidad).- Se presume 
la existencia de culpa grave del deudor, salvo prueba en contrario, en los 

1.- Cuando el deudor hubiera incumplido el deber de solicitar la 
declaración judicial de concurso.- 

2.- Cuando el deudor hubiera incumplido el deber de cooperación 
con los órganos concursales, no les hubiera facilitado la información 
necesaria o conveniente para el inderés del concurso o ho hubiera asistido 
a la Junta de Acreedores.- 

3.- — Cuando el deudor hubiera incumplido con su obligación de 
preparar, en tiempo y forma, los estados contables anuales, estando 
legalmente obligado a ello.- 


ARTÍCULO 195*.- (Cómplices).- Se consideran cómplices las personas 
que, con dolo o con culpa grave, hubleran cooperado con el deudor o, en 
el de personas jurídicas deudoras, con los administradores y 
liquidadores a la realización de cualquier acto que hublera producido o 
agravado la insolvencia.- 


ARTÍCULO 196*.- (Formación del incidente de calificación).- En la misma 
resolución por la que apruebe el convenio u ordene la liquidación de la 
masa aciíva, el Juez del concurso mandará formar el inecidenta de 
calificación, que se abrirá con la solicitud de declaración del concurso de 
acreedores y los documentos adjuntos y con la sentencia que lo hubiera 
declarado.- cn 
No procederá la formación del incidente de calificaráñ cuando 
concurran acumulativamente las siguientes condiciones: 

1.- — El concurso de acreedores fuera voluntaño.- 

2.- El convento aprobado permita la satisfacción inlegra de los 
créditos concursales en un plazo no superior a dos años o, en caso de 
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liquidación, que de lo actuado resule que el activo del deudor es suficiente 
para satisfacer su pasivo.- 


ARTÍCULO 197*.- (Comparecencia de los interesados).- Dentro de los 
quince dias siguientes a contar desde la publicación en el Diario Oficial de 
la resolución judicial que ordene la formación del incidente de calificación, 


ARTÍCULO 198*.- — [Informe del Síndico o del Interventor y dictámen del 
Ministerio Público)- Transcurrido el plazo a que se reñare el articulo 
anterior, el Síndico o el Interventor, dentro de los quince días siguientes, 
presentará al Juez del concurso un informe documentado sobre los hechos 
relevantes para la calificación del concurso de acreedores, con propuesta 
de resolución.- 

Si se propusiera que el Juez califique como culpable al concurso, 
epresará la identidad de las personas a las que deba afectar la 
calificación, así como la identidad de las personas a las que debe 
calificarse de cómplicos, justificando la causa.- 

Del informe del Síndico o del Interventor se dará traslado al 
Ministerio Fiscal para que emita diciamen en el plazo de cinco dias, Si el 
Ministerio Fiscal no emitiera dictamen, se entenderá conforma com la 
propuesta de calificación.- 


'- (Tramitación del incidente de calificación).- Si al informe 
del Síncikn o del interventor y al dictamen del Ministeño Fiscal coincidiara 
en calificar el concurso como fortuito, el Juez, sin más trámites, ordenará el 
archivo de las actuaciones.- 

En oto caso, emplazará al deudor y a todas las personas que, 
según resulte de lo actuado, pudieran ser afectadas por la calificación del 
concurso o ser declaradas cómpllces, a fin de que, en el plazo de diez días, 
aleguen cuanto convenga a su derecho.- 


ARTÍCULO 200*.- pa Si el deudor o alguno de 
los compareciontes formulase oposición, el Juez la sustanciará por el 
procedimiento de los Incidentes. Da ser varas las oposiciones, $0 
susianciarán conjuntamente en el mismo procedimiento.- , 

En caso de que nl el deudor mi los demás comparecientes 
formularan oposición, el Juez dictará sentencia en el plazo de cinco dias.- 


ARTÍCULO 201*.- (Sentencia de calificación).- La sentencia que declara 
culpable al concurso tendrá el siguiente contenido: 
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Si. ecistiera un resto y el convenio contumera una espera para el 
pago de los créditos quirografarios, las cantidades a que $6 reflera el 
apartado anterior se destinarán al pago anticipado de los últimos plazos.- 


ARTÍCULO 204*.- (Calificación del concurso en caso de Incumplimiento 
del convenio).- En caso de incumplimiento del convenio el concurso se 
calificará culpable cuando en ese incumplimiento hublera edstido dolo o 
culpa del deudor.- 


TÍTULO X 
SUSPENSIÓN Y CONCLUSIÓN DEL CONCURSO 


Capitulo | 
Disposiciones comunes 


(Presupuestos para la suspensión y conclusión del 
a. Para que el Juez pueda acordar la suspensión o la conclusión 
del concurso de acreedores será necesaño que se den los siguientes 
presupuesios: 


1.- Que exista causa legal de suspensión o de condusión del 
concurso de acreedores.- 

¿- Que sea improcedente la reintegración de la masa acliva 0, 
en caso contrario, que se hubleran ejecutado integramente las sentencias 
fimes de las acciones revocatorías o adquirido firmeza las resoluciones 
judiciales que las hublaran desestimado.- 

3- —Oue fuera improcedente la promoción del Incidente de 
calificación, que el concurso hubiera sido calificado como fortuilo o que se 
hubiera ejecutado integramente la sentencia firme de calificación del 
concurso como culpatla.- 


L - (Informe sobre la reintegración de la masa activa).- En 
el caso de que exista causa de suspensión o de conclusión, el Síndico 
emitirá un informo sobre la existencia de actos del deudor anteriores a la 
declaración judicial de concurso qua sean susceplibles de revocación.- 

Si el informe fuera favorable al ejercicio de scciones revocatorias, el 
Sindico estará obligado a ejercitarlas en le plazo de treinta días a contar 
desde la fecha de emisión del informa.- *-— 

Si el informe fuera desfavorable, el acreedor o los acreedores cuyos 
cróditos representen, al menos, el cinco por clento del total pasiwo podrán 
ejercitar las acciones revocatorias por cuenta de la masa, solicilando 
expresamente en la demanda que se notifique al Sindico.- 


Capitulo II 
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1.- — Ladeciaración del concurso como culpable, con expresión de 
la causa o de las causas en que se fundamente la calificación.» 

2- La determinación de las personas afectadas por la 
calificación, Bo ori pnl mea 

3.- La inhabilitación del deudor o de los administradores O 
hiquidadores, aún de hecho, y miembros del órgano de control interno de la 
parsona jurídica deudora para administrar los blenes propios a ajenos por 
un perlodo de cinco a veinte años, así como para representar a cualquier 
parsona durante el mismo perlodo. Las inhabilitaciones se inscribirán en el 
Registro Nacional de Actos Personalas.- 

4.- — La pérdida decualquier derecho que tuvieran los cómplices 
delia rie coccaniDles y de sones daga he Dardo y 
derechos que pertaenecieran-a la masa activa, así como a indemnizar los 
daños y perjuicios causados, cuya cuanta se delerminará en periodo de 
ejecución da sentencia.- 

En dl caso dé que el deudor cuyo concursos hubiera sido calificado 
como culpable fuese una persona jurídica, la sentencia de calficación 
podrá contener además, la condena a los administradores y liquidadores, 
de derecho o de hecho, e integrantes del órgano de control intemo, o a 
algunos de elos, a la cobertura de la totalidad o parte del déficit patrimonial 
en beneficio de la masa pasiva.- 

Las disposiciones sobra calificación del concurso se establecen sin 
perjuicio de las normas penales que correspondiera aplicar, en caso de que 
alguno de los involucrados hubiera incurrido en conductas delictivas 
tipificadas por las referidas normas.- 


ARTÍCULO 202*- — (Sustitución de los inhabiltados)- En caso de 
inhabilitación del deudor persona física, el Juez, en resolución posterior, 
oidos previamente los interesados, nombrará un curador que $4 encargue 
de la administración de los bienes del inhabilitado.- 

En caso de que la inhabilitación de los administradores o de los 
fiquidadoras de la persona Juridica deudora impida a la misma formar su 
voluntad corporativa, el Síndico o el Interventor convocarán una asamblea 
de socios o accionistas para el nombramiento de administradores o de 
liquidadores.- 


ARTÍCULO 203%- (Cobertura de la totalidad o pare del déficit 
patrimonial). Si en el convenio se hubiera acordado una quita al deudor de 
parte de sus crédilos quirografarios, los importes que se obtengan en La 
ejecución de la condena a la cobertura de la totalidad o parta del déficit 
patrimonial, ss destinarán al pago de la parte condonada.- 
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Suspensión del concurso 


ARTÍCULO 207*.- (Causas de suspensión del concurso).- Será causa de 
jón del concurso de acreedores la inevisiencia o el agotamiento de 
la masa activa sin inlegra satisfacción de los acreedores.- 


ARTÍCULO 2082- (Procedimiento)- La solicitud de suspensión del 
concurso por Insvistencia o agotamiento de la masa activa será presentada 
por al Sindico cuando del estado de las cuentas de la Iiquidación surja que 
se ha producido la causal de suspensión prevista en el artículo anterior. - 

Da la solicitud de suspensión y de las cuentas de las cuales surja la 
configuración de la causal se dará traslado al deudor, a la Comisión de 
Acreedores y a los interesados que hubleran comparecido en al 
procedimiento, con la advertencia de que las cuentas quedarán de 
manifiesto en el Juzgado por el plazo de quince días.- 

Danira del plazo a que se refiera el apartado anterlar, cualquier 
persona a la que se hublera dedo traslado de la solicitud podrá oponerse a 
la suspensión del concurso de acreedores o impugnar las cuentas.- 

En caso de falta de oposición y de impugnación, el Juez dispondrá La 
suspensión del concurso de acrocdores, con aprobación de las cuentas.- 

En caso de oposición o de impugnación, estas se sustanciarán por el 
procedimiento de los incidentes.- 


ARTÍCULO  209%.- (Medidas cautelares en caso de suspensión del 
concurso).- La resolución judicial de suspensión del concurso de 
acreedores podrá disponer las medidas cautelares que el Juez considere 
oportunas.» 
ARTÍCULO 210*- (Respertura del concurso suspendido).- El concurso 
suspendido será reablerto a soñcitud del deudor e da cualquier acreedor 
concursal cuando, dentro del plazo de cinco años a conlar desde la firmeza 
del auto de suspensión, ingresen o aparezcan nuevos bienes o derechos 
en el patrimonio del deudor.- 

En este caso, los acraedores posteriores a la suspensión concurrirán 
con los anteriores.- 


Capítulo 11 . 
Conclusión dal concurso 


ARTÍCULO 211%- (Causas de conclusión del concurso)- Son causas de 
conclusión del concurso de acreedores: 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 1025-C.S. 


1.- — Elintegro cumplimiento del conwenio.- 
2- La integra satisfacción de los acreedores.- 


3- — Elfranscurso de diez años desde la suspensión del concurso 
de screedores, en los términos establecidos en el artículo 2132. 


oil concurso en caso de 


liquidación.- 
El Juez dará traslado dela soktud al indico o Interventor, al 
Comisión de Acreedores y a los intermsados hubleran comparecido 
el procedimianto.- E > 
Dentro del plazo de quince días de haber sido notificados, las 
personas a las que se hubiera dado traslado de la solicitud podrán 
oponerse a la conclusión del concurso de acreedores o impugnar las 
cuentas presentadas. 
e a a E e A Juez pronunciará 
sentencia decdarando la conclusión, con aprobación de las cuentas 
serena Mimo o ráfoaccde 


ARTÍCULO 213%- (Conclusión del concurso por el transcurso de diez 
años de la suspansión).- En el caso de que hubieran transcurrido diez años 


axdinguidos 
A A A O e A 
concluido el procedimiento.- Para que opera la ecdinción deberán concurrir 
acumulativamente las siguientes circunstancias: 


(a)  Quesa ltrate de un concurso voluntario.- 

(b)  Queel mismo hublera sido calificado como fortulto.- 

(e)  Queel deudor hublera cumplido con su deber de cooperación con el 
alcance establecido en el articulo 53*.- 


Si el deudor fuera persona juridica, la sentencia la declarará 
extinguida, ordenando la cancelación de su personería juridica. 
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TÍTULO XI 
ACUERDO PRIVADO DE REORGANIZACIÓN 


Capítulo | 
Celebración del acuerdo 


ARTÍCULO: 214*.- (Oportunidad de suscripción del acuerdo).- Artes de la 
declaración judicial de concurso el deudor podrá suscribir un acuerdo 
privado de reorganización con acreedores representallvos del setenta y 
cinco por ciento del pasivo quirografaro con derecho a voto.- 


Será de aplicación al acuerdo privado de reorganización lo dispuesto 
en los articulos 140" y 145".- 


ARTÍCULO 215*.- (Modalidades de Acuerdo).- Una vez obtenidas las 
mayorías exigidas por al artículo 214*, el deudor tendrá la opción de coguir 
el procedimiento puramente privado de - instrumentación del. acuerdo, 
requiriendo la actuación de un Escribano Público, O solicitar su 


Capitulo 11 
Acuerdo puramente privado 


ARTÍCULO 216*.- (Instrumentación).- De optarse por el procedimiento 
puramente A E les En rada del artículo 214*, el 
acuerdo privado de reorganización será obligalorio para todos los 
acreedorés quirografarios y subordinados, siempra que se notifique a los 
acreedores no fimantes -la adhesión al acuerdo de las mayorías 
necesarñas, y que éstos, dentro del plazo de veinte días no manifiesten su 
oposición al deudor.- 


ARTÍCULO 217*.- (Notificación).-La notificación a los acreedores no 
E Y al practicarse su 
acompañará la siguiente documentación: 


1.- Los documentos exigidos por el artículo 7* para la solicitud de 
concurso por parte del deudor.» 


E Propuesta de acuerdo privado de reorganización con el 
contenido prerdsto en los artículos 138% y 139, suscrita por acreedores 
representativos del setenta y cinco por ciento del pasivo quirografario del 
deudor con derecho a voto, con indicación del nombre dal acreedor 
firmante, el monto de su cródito quirografario, la fecha de la firma: en el 
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caso de personas Juridicas se indicará además el nombre del representante 
y el acto o negocio Juridico del cual emana su poder de representación. La 
firma puesta en representación de cada acreedor implicará declaración 
expresa del firmante de la existencia de facultados de representación y de 
la vigencia de su mandato.- 


Los documentos mencionados en el presente artículo deberán estar 
dario plo qee E A E 
los administradores o lquidadores, Si faltara la firma de algunos de ellos, 
so señalará en los documentos en que falte, indicando la causa.- 


ARTÍCULO 2182. (Protocolización)- 5 acid el plc Dr dl, 


homologado y el Escano protocolzantapotr expedir als ines 
las copias que se soliciten.- 


ARTÍCULO 219*+- (Publicación).- Será de cargo del deudor, la publicación 
por tres días de un extracto del acuerdo privado de reorganización an el 
Diario Oficial, identificando al Escribano Público interániente e indicando su 
domicilko.- 


ARTÍCULO 220*.- (Oposición al acuerdo).- Si dentro dal plazo de veinte 
dlas, cualquiera de los acreedores no firmantes quisiera oponerse al 
acuerdo , deberá notificar su oposición al deudor por cualquier 
medio fehaciente. Serán causas de oposición: 


1.- Que el conterljdo del acuerdo es contrario a la ly.- 


2- Que las firmas de acreedores por cróditos decisivos para 
formar las mayorlas legalmente no corresponden a los titulares 
reales del crádito o han sido obtenidas 1 maniobras que afecten O 


puedan afectar a la paridad de trato entra los acreedores quirografarios.- 
3.- — Queel cumplimiento del corwenlo es objetivamente inviable. - 


4.- — Que existe ocultación o exageración fraudulenta del activo o 
del pasivo.- ; 
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En tal caso, el deudor tendrá un plazo de 10 días para presentar 
ante el Juez competente los antecedentes del casó a los efectos de que 
resuelva 


quienes deberán ficar su cosición es dl plazo desata dies> 


De no presentarse el deudor al Juzgado en el plazo de diez días, 
cualquier acreedor podrá sollcitar la declaración del concurso al Juez, quién 
la decretará sin más trámia.- 


Será competente para entender en la oposición y en la 
homologación judicial del acuerdo privado de reorganización el mismo Juez 
compelente para declarar el concurso. En el caso de que existiera una 
solicitud de concurso en trámite, el acuerdo privado de reorganización 
deberá ser presentado en dicho procedimiento.” 


Capitulo ll 
Acuerdo somatido a homologación Judicial 


ARTÍCULO 221*%- (Requisitos).- De oplarsa por la homologación Judicial 
del acuerdo, el deudor deberá presentarse al Juzgado acompañando la 
documentación referida en el articulo 217”, La solicitud de homologación 
del acuerdo privado de reorganización, así como todos los documentos 
presentados deberán estar firmados por el propio deudor y, en el caso de 
personas Juridicas, por todos los administradores o liquidadores, Si faltara 
la firma de algunos de ellos, se señalará en la solicitud y en los documentos 
en que falta, indicando la causa.- 


El deudor deberá depositar además, a la orden del Juzgado, fondos 
suficientes para atender los gastos da mscripción y publicación de la 
resolución Judicial que admita el acuendo.- 


ARTÍCULO 222%. (Auto de Admisión)- Presentada la sofcitud en debida 
forma, con los requisitos establecidos en al artículo anterior, o en el caso de 
presentación al juzgado del acuerdo puramente privado con oposiciones, 
en las condiciones del artículo 220* inciso segundo, el Juez deberá, en ol 
plazo de dos días, dictar una resolución con el siguiente contenido: 


1.- — Admisión de la propuesta presentada.- 


2- — Suspensión del procedimiento de concurso, 0n caso de que el 
mismo hublera sido solicitado.- 
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3.- — Inscripción de la sentencia en el Registro de Actos 
Personales, Sección Interdicciones.- 


4.- — Publicación integra del suto de admisión y de un extracto de 
la propuesta de acuerdo privado de morganización en el Diario Oficial, por 
el plazo de tres días, convocando a los acreedores concursales a presantar 
sus oposiciones en el plazo de weinte dias a partir de la última publicación.- 


ARTÍCULO 223*- (Inscripción del auto de admisión).- La Inscripción del 
aulo de admisión del acuerdo será comunicada por el Juzgado al Registro, 
dentro del plazo de veinticuatro horas de dictado el mismo.- 


En caso de que no se realica la Inscripción pertinente, cualquier 
ll o 


ARTÍCULO 224*- (Publicación del auto de admisión y de la propuesta).- 
La publicación del auto de admisión y de la propuesta de acuerdo privado 
de rmorganización será ordenada y tramitada directamente por el Juzgado, 
dentro de as veinticuatro horas de dictado el mismo. 


ARTÍCULO 225*- (Efectos del auto de admisión).- El auto de admisión 
debidamente inscrípto y publicado producirá los siguientes efectos: 


1.- ideado depa palcttadón del als par goniti, 
modificar o extinguir obligaciones; conferir, modificar o revocar podenss; O 
para realizar cualquier acto jurídico relativo a los bienes que Integran su 

En 


ordinarias del giro del deudor.- 


2- No podrá declararse el concurso del deudor, excepto a su 
propia solicitud. Si existieran solicitudes de concurso en trámite, las mismas 


3.- Wo podrán promoversa ejecuciones contra el deudor por 
cróditos anteriores a la presentación de la propuesta de acuerdo. Las 
ejecuciones que ss encuentren en trámite y los embargos trabados sobre 
los blenes del deudor quedarán en suspenso. La moratoria provisional 
londrá un plazo máximo de un año.- 
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4.- Enel caso de los cródios prendarios e progre BL 

promoversa las respectivas ejecuciones por un plazo ciento 
Ps días a cordar del auto de admisión, y las ejecuciones en curo ss 
suspenderán por igual término.- 


5- El Juez que admitió el acuerdo privado de reorganización sorá 
el único compelente para conocer en los procedimientos de ejecución y 
para disponer medidas cautelares sobre los blenes que Integran el activo 
del deudor.- 


6.- - El Juez, de oficio o a solicitud de cualquier interesado, podrá 
adoptar medidas caulelaras sobre los bienes que integran el patrimonio del 
deudor, en beneñcilo de toda la masa de acreedores, en caso de 
considerarlo necesario.- 


ARTÍCULO 226*.- (Oposición a la aprobación del acuerdo).- Dentro de los 
veinte dias contados desde la última publicación del auto de admisión, 
podrán oponerse a la aprobación judicial del acuerdo los acreedores 
quirografarios o subordinados del deudor, con excepción de aquellos que lo 
pr o ql a SE de oposición las establecidas en el 
artículo 220", 


Capítulo MW 
Trámite de la Oposición y Homologación - 

- (Homologación judicial en caso de falta de oposición).- 
tE do 2d da lao al anios aba es bulo 
formulado oposición o, da acuerdo a lo establecido en el arilculo 220 inciso 
segundo, el acreedor no se presentara a ratificar su oposición, el Juez 


homologará el acuerdo privado de reorganización el primer día hábil 
posterior.” 


ARTÍCULO 228%- (Procedimiento en caso de oposición). En caso de 
oposición, o de ralificación de la oposición según el caso, el Juez designará 
un Interventor, durante el trámite de las oposiciones, el cual tendrá Las 
facultades de control sobre la actividad del deudor que el articulo 225% 
numneral 1 confaro al Juez.- 


Tramitado el Incidente, el Juez dictará sentencia homologando o 
rechazando el acuerdo, sin que en ningún caso pueda modificarlo. - 
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ARTÍCULO 228*.- (Publicidad de la aprobación Judicial del convenio).- La 
resolución judicial por la que se homologue al acuerdo, una vez firme, será 
objeto de la misma publicidad que el auto de admisión.- 


ARTÍCULO 230*.- (Efectos del acuerdo homologado).- A partir de la fecha 
en que alcances firmeza la resolución judicial que lo hublera homologado, el 
acuerdo privado de reorganización producirá los efectos previstos por los 
artículos 158* a 161* para el convenio.- 


2.- (Efectos del rechazo del acuerdo).- En el mismo auto 
de rechazo del acuerdo privado de reorganización, el Juez declarará el 
concurso del deudor.- 


En este caso, el concurso se considerará declarado a soliciud del 
deudor.= 


día siguiente a la última publicación.- 


ARTÍCULO 233*- (Cumplimiento total del acuerdo).- Una vez cumplidas 
infegramente por el deudor las obligaciones emergentes del acuerdo, el 
deudor solicitará al Juez que asl lo declara, acompañando los documentos 
que lo acrediten. En caso de existir un concurso en trámite, 

además la conclusión del concurso de acreedoras.- 


ARTÍCULO 234%- — (Incumplimiento del acuerdo)- En caso de 
incumplimiento del acuerdo privado de reorganización, cualquier acreedor 
podrá solicitar al Juez que declare el concurso.- 


A petición del solicitante, el Juez del concurso podrá adoptar las 
medidas cautelares que considere necesarias para asegurar la Integridad 
de la masa activa.- 


Las medidas cautelares quedarán sin efecto una vez declarado ol 
incumplimiento o desestimada la solicitud.- 


ARTÍCULO 235"- (Declaración judicial de Incumplimiento dal acuerdo).- 
Si el Juez considera acreditado el Incumplimiento del acuerdo, dictará 
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sentencia declarando incumplido el mismo y disponiendo la declaración de 
Concurso. 


La declaración de Incumplimiento del acuerdo determinará que el 
deudor pierda la facultad de proponer un convenio en el irámile del 
concurso, debiendo procederse a la liquidación de la masa activa.- 


Se suspenderá además la legitimación del deudor para disponer y 
obligar a la masa del concurso.” 


TÍTULO xi 
PEQUEÑOS CONCURSOS 


ARTÍCULO 236”- (Concepto)- Se consideran pequeños concursos 
aquéllos correspondientes a los deudores que, a la fecha de declaración 
judicial del concurso, tengan un pasivo no supeñor a ÚUl 3.000.000 
(Unidades Indexadas tres millones).- 


ARTÍCULO 237"- (Régimen aplicable).- Los pequeños concursos se 
regirán por las disposiciones comprendidas en la presente ley, con las 
siguientes excepciones: 


1.- La Junta de Acreedores será convocada con un plazo máximo 
de noventa dlas, dentro del cual el Síndico o el Interventor deberán realizar 
la verificación de cródilos.- 


2-  Losacreedoras serán convocados exclusivamente a través de 
la publicación de la sertencia que declara el concurso.- 


3- Los acreedores deberán presentarso a verificar sus cródilos 
en un plazo de quince dlas a partir de la Úlima publicación de la sentencia.- 


4.- El Sindico o el Interventor deberán presentar el inventario de 
la masa activa y la lista de acreedores dentro de los diez días sigulentes.- 


5.- El plazo para la impugnación del inventario y de la lista de 
acreedores será de cinco dlas.- 


6.- El deudor podrá presentar una propuesta de corwenio hasta 
cinco días antes de la fecha fijada para la Junta de Acreedores.- 


TÍTULO 211 
RÉGIMEN INTERMACIONAL DEL CONCURSO 
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Conventos internacionales 


ARTÍCULO 246*.- (Prevalencia de los convenios Internacionales).- Las 
disposiciones contenidas en éste título serán de aplicación en defecto y en 
cuanto no se opongan a las de los convenios internacionales suscrilos y 
rafíficados por la República.- 


TÍTULO XIw 
DISPOSICIONES PENALES 


T.- (Figuras delictivas).- El deudor que, actuando 
con dolo, en solicitud del concurso o en cualquier etapa posterior, 
exagere u oculte su pasivo, reconozca oO aparente privilegios 
inexistentes o constituidos ¡licitamente, oculte o exagere su activo, 
sustraiga o esconda los libros sociales, acuerde u otorgue a sus 
acreedores con cargo a la masa activa ventajas particulares en razón 
de su voto, será castigado con un año de prisión a cinco años de 
penitenciaria, 

La misma pena se aplicará a los que, previo al 
concurso, hubleran simulado enajenaciones de blenes o ceslones de 
derechos, o que hubieran contraido, directa o indirectamente, 
obligaciones en forma no acorde con sus antecedentes históricos de 
compras o previsiones de ingresos estimados. 

En el caso de las personas jurídicas, se considerará que incurren en 
esta figura delicia los socios, directores, administradores, de hecho o de 
derecho, que hayan aprobado la realización o hayan realizado los actos 
consumalivos del delito. E 

td 
ARTÍCULO 248*- (Obligación dé denunciar)- El Juez del Concurso, 
los Síndicos, interventores, auxiliares, técnicos o peritos en el 
ejerciclo de sus funciones,” tuvieran conocimiento de hechos o 
circunstancias que en su opinión configuren alguno de los delilos 
previstos en el artículo anterior o de cualquier otra figura delictiva, 
tendrán la obligación de denunciarlo a la Justicia Penal competente, 


TÍTULO XW 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS 
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incidentes establecido en el Código General del Proceso, con las siguientes 
pecullaidades: 


1. Se aplicarán en todos los casos las mormas para los 
incidentes fuera de pudiancia.- 


2- — Todos los actos procesales serán nolificados en la oficina.- 


3- El Juez deberá fijar los plazos para las actuaciones 
procesales, de modo que los mismos no determinen una demora respecto 
de los restantes plazos establecidos por la ley para las etapas del 
CONCUISO.- 


ARTÍCULO 250".- (Publicidad de los procedimientos).- — Todos los 
procedimientos referidos en la presente ley serán públicos, salvo resolución 
fundada del Tribunal. Se promoverá la difusión de las resultancias de los 
procesos concursales a los efectos de informar a lodas las personas directa 
o indirectamente interesadas en los mismos... 


12.- (Régimen de recursos]- Todas ls resoluciones 
judiciales recaldas en el procedimiento concursal y en cualquiera de sus 
incidentes serán recumibles con reposición, la que deberá ser interpuesta 
dentro del plazo de seis días de notificada,- 

Admitirán además recurso de apelación las resoluciones judiciales 
que se establecen a continuación: 


1.- Com efecto no suspensivo: la sentencia que declare el 
concurso (artículo 19%), la referente a la recusación del Sindico o del 
Interventor (artículo 31%), la pronunciada en caso de impugnación del 
inventario (articulo 78%), la recaida sobre la impugnación de la lista de 
acreedores (artículo 105%), la recalda sobre la oposición a la designación 
de la Comisión de Acreedores (artículo 132%, la que declare el 
incumplimiento del convenio (artículo 167%), la que disponga la liquidación 
de la masa acilva (artículo 189%) y la que declara el incumplimiento del 
acuerdo privado de reorganización (artículo 234*)+ 


2.- Con efecto suspensivo: la sentencia que recaiga en caso de 
observaciones a las cuentas rendidas por el Síndico o el Interventor 
(artículo 40% inciso 3), la que acoja total o parcialmente la acción 
revocatoria (articulo 87%), la que se pronuncia sobre las oposiciones a la 
aprobación del convento (artículo 155%), la que resuelva las oposiciones a 
la calificación del concurso (articulo 2007), la que resuelva las oposiciones 
o impugnaciones a la suspensión del concurso (artículo 206%), la que 
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ARTÍCLO 257*.- (Secretarios Contadores).-_Cróanse dos cargos de 
Secretarios Contadores (uno para cada Juzgado Letrado de Concursos) los 
cuales cloberán tener título de Contador Público.- A los efectos, habilitase 
una partida anual de 545,000 Uinidades Indexcadas.- 


ARTÍCULO 259%.- (Arancel de honorarios)- En un plazo máximo de 
ciento ochenta días a parir de la promulgación de la lay, el Poder Ejecutivo 
deberá aprobar una reglamentación estableciendo el arancel de honorarios 
aplicable a los Síndicos, interventores, auxiliares, expertos en valoración y 
rematadores que actúen en los procedimientos concursales.- 


ARTÍCULO 258*.- (Unidad de Evaluación de Sindicos).- Crease la Unidad 
de Evaluación de Síndicos, dependiente de la Suprema Corte de Justicia, 
integrada por cinco miembros: dos Jueces titulares de los Juzgados de 
Concursos, uno designado por el Colegio de Abogados del Uruguay, uno 
por el Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay, 
y uno nombrado por la Suprema Corte de Justicia. Tendrá por cometido 
dictaminar respecto de la actuación de los Síndicos e interventores en los 
procesos concursales en que hubieran participado, a los efectos de lo 
establecido en el artículo 27 de la presente Ley, en las condiciones que 
establezca la Suprema Corte de Justicia en ejercido se su poder de 
reglamentación.- 


ARTÍCULO 260*.- (Disolución de la sociedad concursada).- Modificase el 
articulo 159 numeral 5 de la Ley N" 16,060, del 4 de setiembre de 1989, al 
cual quedará redaciado de l siguiente forma: 

5) la decisión judicial de liquidación de la masa activa del 


ARTÍCULO 261%.- (Privilegios marilimos y aeronáuticos).- Declarase que 
los privilegios previstos por los artículos 1037, 1038 y 1193 del Código de 
Comercio y por los artículos 52 a 57 inclusiva, del Código Aeronáutico no 
resultan de aplicación en caso de COncurso.- 


ARTÍCULO 262*.- (Capacidad del deudor concursado).- Declarase que la 
norma contenida en el artículo 1280 inciso 1 del Código Civil no resulta de 
aplicación al deudor concursado.- 


ARTÍCULO  263- con el mgimen anterior)- Las 
referencias a la quiebra y?o liquidación Judicial, contenidas en los artículos 
135 y 509 de la Ley N* 18.060 del 4 de setiembre de 1988 y en el artículo 
104 del Decreto-Ley N" 14.701, del 30 de agosto de 1977 deben 
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entenderse realizadas a los casos de decisión judicial de liquidación de la 
masa activa del concurso.- 

Las referencias a concurso, quiebra y/o concordato contenidas en 
los articulos 90 y 108 del Decreto-Ley N* 14.701, del 30 de agosio de 1977, 
en el articulo 38 numeral 6 del Decreto-Ley N” 14,412, del 9 de agosto de 
1975 y en el artículo 32 de la Ley N* 16.072, del 9 de octubre de 1989 
deben entenderse realizadas a los casos de concurso.- 

Todas las demás disposiciones legales contenidas en Leyes 
anteriores, cuando se refieran a situaciones de quiebra y/o de liquidación 
judicial deben entendarsa realizadas a la decisión judicial de liquidación de 
la masa activa del concurso. Cuando se refran a situaciones de 
concursa, concordatos o moralorias deben entenderse realizadas a los 
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Distribuido 405/10 


DOCUMENTACIÓN REMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 


Montevideo, 14 de setiembre de 2010. 


Señor Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia 


Cúmpleme dirigirme a usted a fin de solicitarle la 
documentación requerida por la Comisión Investigadora sobre la actividad de 
la Cámara de Senadores en el tratamiento de la Ley N* 18.411, de fecha 14 de 
noviembre de 2008, relacionada con el testimonio de las sentencias en Primera 
Instancia, dictámenes de las Fiscallas correspondientes, sentencias del 
Tribunal de Apelaciones y mecursos de casación en las cuales se hayan 
fundado el derecho o citado el artículo 76 de la Ley N* 2.230, de fecha 2 de 
Junio de 1893, (Se adjunta copla de la nota remitida por la Comisión referida). 


Saludo al señor Presidente con mi mayor consideración. 


HUGO RODRIGUEZ FILIPPIMNI 
Secrtario 
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Nota N* 1 


Montevideo, 1” de octubre de 2010, 


Señor Presidente de la 

Comisión Investigadora sobre la actividad 

de la Cámara de Senadores en el tratamiento de la 
Ley N" 18.441, de 14 de noviembre de 2008 
Senador Jorge Saravia 


Cúmplerne remitir a la Comisión que usied 
preside, nota de la Suprema Corte de Justicia adjuntando testimonio de las 
actuaciones en las que se hace referencia al artículo 76 de la Ley N* 2230, de 
fecha 2 de junio de 1893. 


Saludo a usted muy atentamente. 


HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Secretario 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 1039-C.S. 


PODER LANE, L 
SAA, COM ACA 


Montevideo, 1* de octubre del ¿010. 


Sc. Presidente de la Asamblea General 


£r. Danilo AÁstori.- 


De acuerdo a lo 
solicitado por nota de fecha 14 de septiembre del 2010 
se remite testimonio de las actuaciones en las que se 
hace referencia al art. 76 de la Ley Mo. 2230 de fecha 2 
de junio de 1693. 

El POcCuUEGO de casación ue 
interpuesto por el Minlaterio Público y Fiscal y se 


encuentra a estudio de la Suprema Corte de Justicia, 


DR. FERNANDO E TOVAGLIARE ROMERO 
SECRETARIO LETRADO DE Lá SUFREMA 
CORTE DE JUSTICIA 
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SEÑORA JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO 
PENAL DE 7* TURNO 


EL FISCAL LETRADO NACIONAL DE LO PENAL DE 14* 
TURNO, en autos caratulados: “Peirano Basso, Jorge y otros. Un delito 
previsto en el.art. 76 de la ley 2.230”, TUE-91-163-2002, comparece a 
evacuar el traslado conferido y deduciendo acusación a la señora Juez, 
DICE: 


1,- LOS HECHOS PROBADOS 


De autos surge plena y legalmente probado, que los co encausados 
han participado de diversa manera, en la comisión de los ilícitos que se 
describirán a continuación. 

1.- Banco Montevideo 5.A. y Banco la Caja Obrera, eran entidades 
de intermediación financiera integrantes del Grupo Velox, grupo 
financiero que operaba a nivel regional, 

Este grupo estaba integrado -ademnás- por Banco Velox S.A. de la 
Argentina, Banco Alemán del Paraguay, Trade £ Comerse Bank de las 
Islas Caimán, y varias otras entidades vinculadas a la actividad financiera, 
en los diferentes países de la región. 

Compagnie D'Investissement S.A. y Detix S.A, eran titulares 
prácticamente del 100 % del capital accionario de Banco de Montevideo, 
y éste era, a su vez, titular de más del 90 % de las acciones de Banco La 
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Caja Obrera, 

Este grupo económico, conocido como “Grúpo Peirano” o “Grupo 
Velox”, tenía inversiones tanto en el territorio nacional como el 
extranjero, dentro y fuera del sistema financiero, 

En el exterior, en el año 1988, el Grupo constituyó en Islas Caimán 
el TCB, banca “off shore”, con la participación del 100 % del capital 
accionario, 

Esta banca “off shore” estaba integrada además de los Sres. José y 
Juan Peirano Basso, por cuatro sociedades: Velox Investment Company 
(VIC), Compagnie Dinvesstisements, Brac Financial Corp. Trade and 
(ommerce Holding Company. 

2.- El extinto Dr. Jorge Peirano Facio, posela el 70 % de las 
acciones, y el Sr. Juan Peirano Basso, el 30 % restante. 

José Peirano Basso era Presidente del T.C.B, y miembro del Grupo 
Velox, 

Mario Angel San Cristobal, ocupaba el cargo de Presidente del 
Directorio del Banco de Montevideo, cuando se produjo su intervención, 
siendo incluso en alguna oportunidad Gerente General de dicha 
Institución. 

Desde aproximadamente el año 1994 o 1995, ocupaba la 
Presidencia del Banco, recibiendo una remuneración anual de 26.000 
dólares y una mensualidad de 3.500 de la misma moneda americana. 

Según sus propios dichos, quiso renunciar al Directorio, pero fue 
convencido por Juan Peirano para que siguiera, dada su capacidad e 
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idoneidad comprobada durante 56 años de experiencia báncania. 

Dijo al respecto “yo cometi el error de haber comprendido su 
preocupación y acepté la propuesta”, fs. 1428, 

Conocia la operativa del Banco, aunque no participaba en la faz 
ejecutiva de las decisiones. 

Dante Peirano, era Director Ejecutivo del Banco Montevideo, su 
2do. Vicepresidente, y el representante natural de la familia en dicha 
Institución, siendo además Director del Banco la Caja Obrera. 

Marcelo Guadalupe, reunía la múltiple condición de Director 
Ejecutivo del BM, con firma en la mayoría de las operaciones que se 
realizaban, de General General, asi como de Director del Banco la Caja 
Obrera. 

Jorge Peirano Basso, era también Director del Banco, firmando 
documentación relevante relativa a diversas operaciones y además 
participó en representación del Grupo en las tratativas tendientes a 
solucionar la crisis imperante en el Banco Alemán del Paraguay, viajando 
a tales efectos. 

Juan Ralti, integraba igualmente el Directorio del Banco 
Montevideo, siendo el ler. Vicepresidente, y mamitestó conocer ya en 
febrero de 2002, la asistencia del BM a favor del TCB, por setenta 
millones de dólares, y que dicha circunstancia no había sido registrada en 
el acta correspondiente a la sesión del Directorio. 

3.- Como consecuencia de la situación que imperaba en la 
República Argentina, a fines del año 2001, el Banco Central del Uruguay 
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a comienzos del año 2002, profundizó el seguimiento de la exposición de 
las instituciones financieras de nuestro pais. 

En el mes de febrero de dicho año 2002, fue tecabada información 
sóbre la situación del Banco de Montevideo, detectándose un incremento 
de las operaciones realizadas con personas jurídicas y fisicas, que 
pertenecian al sector financiero, fundimentalmente ubicadas en la 
Argentina, y en el Caymán, vinculadas al Grupo Velox, y a sue 
accionistas, per un mónto de U$S 9.000.000 (nueve millones de dólares). 

4.- Por otra parte, en el sector no financiero también se detectaron 
colocaciones realizadas por el Banco de Montevideo, durante el mes de 
enero de 2002, que tovieron como destinatarios a Juan Peirano Basso, por 
montos de US 6.000.000 (seis millones de dólares), y a Velox Inv.Co, de 
U$S 1.500.000 (un millón y medio de dólares), aproximadamente. 

(cfme. Documentación Carpeta de Banco Central, expediente 0267- 
02, fa, 1). 

5.- Una nota dirigida por el Banco Montevideo al Banco Central, de 
fecha 22 de febrero de 2002, hace referencia a una conversación 
mantenida por ambas autoridades sobre el incremento de salida de 
depósitos mayor a lo normal, provocada por la dificil situación de cios 
bancos de plaza, entre ellos el Banco Comercial, el Galicia, además de li 
baja calificación del país en ese momento. 

En esa misiva, firmada por Dante Peirano y Marcelo Guádálope (E. 
2019 y 2020), se ofrecen garantías, así como la forma concreta de cancelar 
en breve plazo la suma aproximada de U$S 50.000.000. 
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Sin embargo, se manifiesta expresamente por las «autoridades 
firmantes del BM, su intención de “continuar con este temperamento de 
colaboración con TCB”, a pesar de las instrucciones en contrario 
efectivizadas por el BCU. 

6.- La exposición al momento, si bien no violaba aún. normas 
bancocentralistas, motivó que con fecha 7 de marzo de 2002, el Banco 
Central mediante resolución Nro. D/110/02, instruyera al Banco. de 
Montevilllk a que cesara inmediatamente la concesión de créditos 
dirciollBiKlirectos a esas empresas vinculadas al Gruno, a ln de evitar 
el incremento de riesgos. 

En dicha oportunidad, se ordenó igualmente la recategorización de 
deudores, tales como TCB, Banco Velox, Juan Peirano Basso y Velox 
Investiment Company (VIC). 

(cfme. Surge de fs. 64 y 65 del expediente citado) 

Se requirió a las autoridades del BM que antes del 12 de marzo de 
2002, informaran a la Superintendencia de Instituciones Financieras, las 
medidas que fueran adoptando para la recomposición de la situación 

7.- Luego y ante diversas soluciones propuestas por los Directores 
del BM, Sres. Dante Peirano y Marcelo Guadalupe, consideradas 
inconvincentes, por resolución del directorio del BCU, Nro. DY199/02, se 
dispuso que antes del 15 de mayo de 2002, se debían cancelar los créditos 
concedidos detallados anteriormente- a las empresas vinculadas, 

Asimismo, se les requirió la constitución de garantías reales, 
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hipotecarias y prendarias, para respaldar la exposición que existía con 
relación a TCB. 

(fs. 123 y 124, expediente citado) 

8.- El 22 de mayo de 2002, el Banco Central le solicitó al Banco de 
Montevideo la presentación de una declaración jurada sobre las 
transferencias a realizarse, las que no debían estar relacionadas a TCB, o a 
personas físicas o juridicas vinculadas al Grupo, 

En virtud del incumplimiento total de las medidas requeridas por el 
BCU, el 3 de junio se dispuso una inmediata capitalización del Banco del 
orden de USS 50.000.000, comprometiéndose las autoridades del BM a 
realizar un primer aporte de U$8 20.000.000, antes del 6 de junio. 

9.- No obstante ello, el 7 de junio la STF detectó que entre el 1* y el 
6 de junio, el Banco de Montevideo había incrementado su exposición con 
TCB en aproximadamente US$ 30,000,000, no habiendo cancelado los 
créditos concedidos anteriormente. 

10.- En ese entonces, entre otras irregularidades e incumplimientos 
a resoluciones del Banco Central, que se constataron el pago de 
certificados de depósito emitidos por BILL Creditanistal (Banco en 
liquidación en Islas Caymán), por 6.700.000, en poder de BM Fondos. 
sobregiros respecto a la empresa vinculada al Grupo, denominada 
"Financiera Guarand-Parapitl” (con sede en Brasil); y la no presentación 
de declaración jurada sobre transferencias pendientes, según lo pedido por 
resolución del BCU de 22 mayo de ese año 2002. 

11.- Estas circunstancias llevaron a que el 9 de junio se designara al 
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Cr, Xavier como veedor del BM, con facaltad de “vetar” las operaciones 

Poco después de esa fecha, se le amplió a dicho veedor sus 
facultades, pudiendo vetar toda operación que superara los US$ 50.000. 

(cfme. Surge de fs. 170/171, exp. BCU ya mencionado). 

12.- A partir del 10 de junio, y según informes y declaraciones del 
Contador Jorge Xavier, entonces veedor del BM, se pudo determinar que 
el “Grapo” integrado por Jorge Peirano Facio, Jorge, Juan, José y Dante 
Peirano Basso, “manejaba” sus operaciones financieras y no financieras a 
*nivel regional”, con un sentido de unidad, como un mismo “grupo 
económico”, que respondía a sus propios y particulares intereses. 

En efecto, en una muuy breve sintesis, Xavier expresó: “el día 5 
de junio fui ' designado veedor en banco de Montevideo. 
Oportunidad en la cual por primera vez accedií a información 
sobre funcionamiento de este Bancó. Á partir del 24 de 
junio pasé a ser el interventor de éste Banco y el banco 
Caja Obrera. Desde el día 10 de junio puedo afirmar que: 
los problemas que enfrenta Banco Montevideo tienen 
pricticamente un Único origen, Su vinculación a travéía de 
la propiedad del Capital accionario con el denominado grupo 
FELIRANO 6 Grupo VELOX según el lugar de donde se mire, que 
no son cosas distintas. Este Srupo integrado por: Jorge 
PEIRANO FASCIO, Jorgé PEIRANO BASSO, Juan PEIRANO BAS50, 
José PEIRANO BASSO y Dante PEIRANO BASSO, manejaba sus 
negocios financieros y no financieros a nivel regional con 
un sentido de UNIDAD, para ellos todo era lo mismo. El 
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Uruguay presenta ventajas para la movilización de capitales 
y recursos financieros en general frente a los demás paises 
en los cuales operaba el Grupo FEIRANO, razón por la cual 
decidieron concentrar en nuestro país el negocio de Banca 
de Inversión que realizaban 9 través de Trade £ Commerce 
Bank [ TCB) Banco con patente clase E — de lelas Cayman. En 
la región [ Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay, cres que 
en Chila había algo ), concentraron la mayor parte de los 
negocios de TCB en una oficina radicada en ZONA FRANCA de 
Montevideo [ LATINUR), en una oficina para la atención de 
clientes VIP regionales en la calle Elanes Viale, no 
recuerdo el Nro. Y a nivel de banca minorista a través de 
una oficina de representación registrada ante el BCU ( TCB 
mandatos S.A.) y en los mostradores del Banco Montevideo, 
en particular el ler. Piso de la agencia carrasco do cate 
banco estaba destinado exclusivamente a la atención de 
negocios de TCB., Tengo la impresión que originalmente estos 
negocios estaban planteados con un objetivo sano, aunque 
partiendo de supuestos O errores estratégicos graves, que 
conelaten en: financiar actividades del Grupo PEIRANO a 
nivel regional mediante la captación de depósitos de corto 
plazo an moneda extrajera a clientes regionales y. locales 
por intermedio de la bocas de captación señaladas recién. 
Señaló asimismo que "Esos recursos de corto plazo se 
volcaban a financiar las inversiones del Grupo en Argentina 
a Chile, Perú, Paraguay, Uruquay, que por naturaleza 
suponen activos de largo plazo, sensibles a riesgos de 
moneda y transferencia. La crisis regional bisicamente en 
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Argentina provocó serios problemás para el manejo 
financiero del Grupo, que fueron enfrentados recurriendo a 
financiamiento del banco Montevideo fundamentalmente, tanto 
directo como a través de préstamos A empresas del Grupo 
PEIRANO. Estos préstamos y transferéncias no siempre fueron 
correctamente registrados en los libros del Banco 
Montevideo y en (algunos caños , ni siquiera , exipte 
documentación que permita intentas una recuperación. de 8909 
fondob. Cuando la situación financiera del Banco Montevideo 
se hizo insostenible debió recurrir a asistencia 
financiera del BCU , la que no fue suliciente en particular 
cuando se detectaron las maniobras que son Gbjeto de 
investigación y que denunciaré. Fruto de la imposibilidad 
de manejo de la situación por parte del Grupo PEIRANO, en 
particular mediante la orden o autorización del contador 
DANTE PEIRANO se concedieron créditos , se efectuaron 
transferencias y ve utilizaron cuentas de clientes con 
saldos importantes y sein su consentimiento para financiar 
actividades del Grupo dentro y fuera del Pain. Cuando 
la prohibición del ACU de povilizar recursos hacia empres 
del exterior se notificó con orden del Cr. DANTE PEIRANO y 
autorización de los titulares de la cuentas qué mencionaré, 
se procesáron transferencias al exterior dirigidas Aa 
cancelar operaciones válidas de clientes o a remitir tondos 
a empresas presumiblemente del Grupo que no estaban 
autorizadas por el BCU. Las cuentas a que ma reclaro son: 
IGHACIÓ ROÓSFIDE, ALBERTO FLEUREIM, GUSTAVO  —CHIARIHO, 
PROBURSA, INDUMEX, quienes recibían transferencias 
ordenadas ¡por Banco Montevideo ( DANTE PEIRANO, era su 
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orden) a cuentas en el BCU para que estos agentes hicieran 
las remesas al exterior, —La utilización de estas cuentas 
se hacía porque están radicadas en el BCU y por tanto para 
la autoridad monetaria no significaba una transferencia al 
exterior, en definitiva se trianmquiaba. ..INDUMEX es una 
empresa cuyas acciones pertenecen al Grupo PEIRAMO ([ cuya 
cabeza visible creo es el propio Dante Peirano ), en tanto 
los demás corredores de bolea mencionados prestaban pus 
cuentas para triangular operaciones sy en algunos casos o en 
algún «eass0, especificamente ROSPIDE asumía el pago de 
operaciones de TCB con cargo a su cuenta en Banco 
Montevideo, que regietra un sobregiro en el entorno de unos 
5 millones de dólares. En definitiva lo que hizo Banco 
Montevideo fue disfrazar el crédito que le daba TCB 
utilizando la cuenta de EOSPIDE para que este cumpliera con 
sus clientes y además dejar una posición en rojo en dicha 
cuenta que al día de hoy asciende a loa 5 millones y medio 
porque le acreditaros aproximadamente US 600.000 de 
transferencias ordenadas y no cumplidas al día de la 
intervención . Es por esto que la posición de dicha cuenta 
pasó de unos € millones 100 deudor a £ millones y medio 
deudor. Ese sobregiro no está documentado con ningún tipo 
de garantía el perjudicado en definitiva va a ser el banco 
Montevideo vale decir el 50U , salvo que por un hecho 
inesperado el Sr. ROSPIDE pueda cubrir la cuenta. Quiero 
decir que no existe ningún tipo de garantía que yo conozca 
en respaldo de esa deuda ..Tengo entendido que Roapide puso 
como garntía valores públicos pertenecientes al ascritorio 
ROSPIDE situación que se está investigando. Le pedimos a la 
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Bolsa de valores de Montevideo que. nos proporcionara 
documentación de todor los movimientos de las cuentas entre 
banco Montevideo e lenacio ROSPIDE durante los años 2001 y 
2002 para poder rearmar 8u posición y determinar Que 
valores realmente existen. y quienes 60n sus titulares. Escé 
valores sen valores de oferta pública naciomales y 
extranjeros , por un monto de varios millones de dólarez. 
Valores tanto físicos como escriturales o tecnológicos 

Ne llama la atención que estas transferencias no ee hayan 
hecho directamente a través del Sanco Montevideo , que 
haya sido necesaria la participación como intermediarios de 
corredores de bolsa y la única explicación que encuentro es 
que haya sido el mecanismo para evadir los controles y 
prohibiciones del BCU. Marcelo Guadalupe hasta el 29 de 
abril de 2002 , fue el gerente general del Banco Montevideo 
y por tanto presumo que sonocía todas estas situaciones. 
Pess a que no tuve contacto directo con ¿1 me hizo llegar 
copia de la carta renuncia con acuse de recibo del Cr. 
Dante -* PEIRANO cen la Que «explicita. largamente sus 
discrepancias con lá conducción de Grupo PEIRAMO que 
Jjuetificaron su renuncia, copia que obra en mi poder. PRES. 
FISC. Como se explica que se haya firmado un traspaso de 
walores con fecha 17 de mayo , él nos dio una explicación, 
pero como ud. dice la renuncia es del 29 de abril. CTA. En 
la nota que acompaña esa copia de la renuncia , me 
explicaba que concurrió algunos días del ves de mayo Aa 
efectos de evitar un mayor deterioro con gus 
empleadores”..Codesal en la instrumentación de la gran 
mayoría de los hechos denunciados , creo que debe haber 
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jugado un rol relevante dado que era el responsable de la 
mesa de dinéro y por tanto de todas las transferencias al 
exterior que se realizaban. Es más conociendo al Cri DANTE 
PEIRANO , no creo que estuviera en condicionea de aymar la 
ingeniería financiera necesaria pará manejar estos negocios 
y por tante tuvo que apoyarse en funcionarios de uu 
confianza, entre los que creo estaba CODESAL.” (cfme. 


Declaraciones de Xavier, en Juzgado Penal 8” Tumo). 


13.- La modalidad utilizada por 'TCB, empresa financiera 
perteneciente al Grupo, cuyos Directores eran José y Juan Peirano Basso, 
fue la de captar ahorros de clientes paraguayos, uruguayos y argentinos, a 
través del ofrecimiento de tasas de interés mayores a las vigentes en la 

Luego de obtener importantes montos multimillonarios los 
transferían a empresas del Grupo Velox, fundamentalmente aquéllas 
radicadas en Argentina, que requerían de fondos provenientes del exterior, 
ante la situación que imperaba entonces en dicho país, de congelimiento 
de sus depósitos. 

Es así, que los recursos captados por Banco de Montevideo, TUB y 
Banco Alemán, en Paraguay, estaban destinados en esá época a cubrir a 
estas empresas vinculadas al Grupo, que se encontraban en crisis. 

14.- Ello resulta compatible con el relato ofrecido en sede judicial, 
por los múltiples denunciantes que confiaron sus ahorros en TCB, 
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inducidos por esa política del BM - en nuestro país-, 

TCB jugó un papel clave en el manejo de la operación de 
*"triangulación” que llevó a cabo el “Grupo Velox” con sus negocios en la 
región, antes de derrumbarse en el 2002, 

15.- Esta tendencia a captar ahorros, se vio agudizada € 
incrementada de manera significativa en los meses previos a la 
intervención del BM, en momentos en que se sabía por el “Grupo de 
Comando” de la situación deficitaria que padecía entonces TCB, en Islas 
Caymán. 

16.- Á su vez, debe tenerse presente que en esos primeros meses del 
año 2002, en nuestro país, circulaban frecuentes rumores sobre la 
eventualidad de un “corralito” en la plaza financiera. 

En algunos cásos, se realizaron estos depósitos en TCB, informando 
a los clientes que se “trataba de la misma gente, que era lo mismo ", y que 
en definitiva sus colocaciones estaban respaldadas por el mismo grupo, 
perteneciente a la “familia Peirano”. 

TCB fue utilizado por el grupo, en dicho momento de crisis, como 
una institución “puente”, para derivar fondos a otras empresas vinculadas, 

17.- Ese “producto” foe promocionado en momentos en que se 
sabia que la situación imperante era critica, y las colocaciones en TCB se 
transformaron en ese entonces “en un instrumento para el ahorrista 
comun”. 

El producto dejó de estar destinado, como en años anteriores, a 
grandes inversionistas exclusivamente. 
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18.- El Cr. Dante Peirano, a solicitad vía telefónica, de su hermano 
José Peirano, realizó una transferencia que consistió en debitar de la cuenta 
de TCB en BM, la suma de U$S 542.500, operación que estaba vetada, y 
que finalmente fue acreditada vía el corresponsal Bank of América, New 
York, que transfirió dichos fondos al Transatlantic Bank de Miami, siendo 
el beneficiario Ben Ingridorchansky 

(cfme. fs, 204, exp. citado y documentación de fs. 205). 

19.- Por otra parte, durante el periodo de vigencia de la vesduria 
dispuesta por BCU, se incrementó el sobregiro en la cuenta del Sr. Respide 
en una cifra aproximada a los 1/55 2.000.000, detectándose a su vez que el 
BM autorizó sobregiros en cuentas comentes a otros clientes por un 
importe igual a la participación que éstos tenían .en certificados de 
depósitos en TCB, 

(cfme. informe de fs. 208 y 209, exp. citado). 

20.- Mediante este procedimiento se “encubrian” u “ocultaban” 
operaciones que el BM continuaba realizando con clientes vinculados a 
TCB, 

Según informe de la Superintendencia, realizado el 20 de junio de 
2002 (fe. 242 a 244, exp.citado) se constató igualmente la existencia en el 
activo del BM de Comercial Papers de WIC, por parte de dicho Banco de 
una cifra que al 17 de junio de 2002, alcanzaba a USS 38.409.000. 

Esta colocación excedía el tope de riesgo, al 31 de mayo de 2002 y 
no contaba con ninguna garantía que la respaldara. 

21.- De la misma manera $e constató que las colocaciontl 
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mantenidas por BM en “Deutche Bank New York” y en Brown Brothers 
Harriman; por U$S 16.764 y U$S 10,217,000, se encontraban garantizando 
créditos otorgados a TCB, 

Dicha información no estaba contebilizada en los balances y no 
había sido comunicada a la Superintendencia. 

Las prendas de estos depósitos en corresponsales fue constituida por 
Dante y Jorge Pelrano Basso, quienes firmaron el documento respectivo, 
sin invocar la representación del BM. 

212.- Como explicita el economista Barrán en sus declaraciones 
obrantes a fs. 1462/1470, (nueva numeración de fs, 1453 y ss.), *...de esa 
mu forma los Sres. Jorge y Dante Peirano pudieron acceder a recursos por 
montos similares a los depositados en los corresponsales sin que ello se 
reflejara en el estado de cuenta que mandan los corresponsales, y por ende 
en los balances del BM, burlando tanto los controles internos del EM como 
los realizados por el BCL!....”. 

La exposición del Banco de Montevideo, en relación a las otras 
empresas del Grupo Velox, fue estimada micialmente por la mienvención a 
cargo del Ec. Barrán, en 1155 100.000.000, diversificada de la-siguiente 
forma: 

(cime. documento nro. 2, exp. 2002/1082) 

-TCB U$5 190.000.000 

-Banco Velox U$S 30.000.000 

-WIC U$S 40.000.000 

- Deutsche Bank (por operación en garantía) US$. 16.000.000 


qe 
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Estos préstamos y transferencias no fueron en todos los casos 
registrados en los libros del Banco de Montevideo, y en algunos casos, ni 
siquiera existió documentación que permitiera intentar una recuperación de 
esos fondos. 

23.- Ello motivó en determinado momento -cuando la situación se 
tornó insostenible- la asistencia financiera del BCU. 

También durante el periodo de existencia del veedor con facultades 
de veto, se efectuaron transferencias y se utilizaron cuentas comientes de 
clientes con saldos importantes y sin su consentimiento para financiar las 
actividades del Grupo dentro y fuera del país, 

24.- Así ocurrió con las operaciones con CITIMAX, GRALADO 
S.A., PROBURSA, e INDUMEX, entre otras. 

Ello ocurrió con el propósito deliberado de evitar o eludir los 
controles impuestos por la resolución ya mencionada del Banco Central. 

De esa manera, a pedido de Dante Peirano y con las autorizaciones 
de los titulares de las cuentas $e procesaron transferencias al exterior, 
dirigidas a cancelar operaciones válidas de clientes o a remitir fondos a 
empresas del grupo que no estaban autorizadas por BCU. 

Estas empresas cuyas cuentas eran utilizadas, estaban autorizadas por 
el BCU, y de ese modo se “triangulaban” operaciones, depositando 
posteriormente el BM, los importes correspondientes a dichos giros, lo que 
indefectiblemente configura una grave y sistemática exposición del BM, 
que pagaba con dinero propio y en su indiscutible perjuicio. 

(cfme. declaraciones de Fleurquin y Chiarino, fs. 1314 a 1323; y 
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documentación de fs. 141221420). 

25.- La operación de BM:con Citimax-S.A. por U$S: 10.000.000, 
permitió que se transfineran dichos fondos a TCB, por orden de Dante 
Peirano, sin el consentimiento del titolar de dicha cuenta 

(címe. declaraciones de fs. 1270/1271, y doc. Agregada). 

26.- Asimismo, cabe reseñar entre los hechos irregulares una 
operación con el “Bank Boston”, por la cual Dante y Jorge Peirano 
Basso suscribieron un vale por U$S 4.000.000, con garantía de títulos 
supuestamente en posición del Banco, pero que en realidad resultaron ser 
titalos depositados en custodia y pertenecientes a terceros. 

(fs. 838 a BAS). 

27.- Igualmente un crédito concedido a “Abold Investiment NB”, 
por USS 7.800.000, empresa ésta asociada a Disco S.A. Argentina (ésta 
propiedad del grupo Velox, cuyo Presidente es Juan Peirano), a pedido de 
éste, suma que luego es dada en préstamo a su asociado, lo que configura 
un claro caso de operación “tmengular”, para evitar la exposición directa de 
BM hacia una empresa del mismo grupo 

5e trata pues, de una operación indirecta con la finalidad inequívoca 
de realizar un “autopréstamo” a empresa vinculadas. 

28.- Otro caso de ilicitud comprobada lo constituye el traspaso de 
valores por U$S 3.200.000, en bonos del tesoro, al entonces Presidente de 
la Bolsa Sr. Ignacio Rospide, de fecha 17 de mayo de 2002, firmada por 
los Directores Ejecutivos del BM, Dante Peirano y Marcelo Guadalupe. 

29.- Todas estas operaciones irregulares y graves incumplimientos a 
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las disposiciones normativas banco centralistas, así como a resoluciones e 
instrucciones expresas del BCU, determinaron que el 21 de junio de 2002 
se dispusiera la intervención con desplazamiento de autoridades del Banco 
Montevideo y la Caja Obrera. 

30.- La investigación e instrucción de los sumarios administrativos a 
los co imputados Jorge y Dante Peirano Basso, por el Banco Central del 
Uruguay, arrojaron conclusiones relevantes en cuento a $us 

31.- En efecto, se comprobó la participación directa de Jorge 
Peirano Basso en las siguientes irregularidades: 

A) afectación según contrato de 4.06.02 de' valores de terceros 
depositados en BM, por cuatro millones de dólares, en garantía de un 
crédito otorgado por Bank Boston a Banco Montevideo (vale firmado por 
Dante y Jorge Peirano Basso), cuyos fondos fueron girados a Banco 
Alemán Paraguayo por orden del TCB, según orden de ambos imputados. 

B) afectación por contrato firmado por Dante y Jorge Peirano Basso 
el 27.03.2001, de valores de terceros depositados en la cuenta 302750, en 
Deutsche Bank Suisse, S.A. Ginebra, en garantía de operaciones a favor de 
Velox Investment Company, por U$S 7:517.904 (exp.BCU 2002/1064, 

C) concesión indirecta de un préstamo a uña empresa vinculada, 
mediante la afectación de un depósito de BM en Deutsche Bank, NY, 
cuenta nro. 0701169, según contrato firmédo por Dante y Jorge Peirano 
Basso, el 27-03-01, por U$S 16.783.843, en garantía de un préstamo dado 
por este último a VIC, operación no registrado en Banco de Montevideo. 
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Esta afectación en garantía se mantuvo oculta, figurando en los estados 
contables como un activo de libre disposición. (acta Directorio BM nro. 
718, de 23,04,02). 

32.- A su vez, mientras Jorge Peirano fue Director del BM, se 
configuraron otras irregularidades que no merecieron ni objeciones ni 
observación de su parte, que son las que se enumeran en la resolución 
66/2005 del Directorio del BCU, y que lucen de fs, 2719 a 2726, a las 
que este Ministerio se remite formando parte de la presente plataforma de 
hechos constitutivos de responsabilidad penal. 

33.- Por su parte, el sumario practicado a Dante Peirano puso en 
evidencia igualmente incumplimientos, irregularidades y hechos de 
singular gravedad cometidos por éste, ya sea por vía de acción u omisión, 
en su calidad de Director de Banco Montevideo y Caja Obrera. 

Estos están claramente individualizados en la parte expositiva de la 
resolución nro. D'65/2005 del BCU (fa. 2728 a 2736). 

Alli se reseñan: 

A) la utilización de operaciones que son de práctica bancaria regular 
para la realización de diversas maniobras irregularés que produjeron 
pérdidas para Banco de Montevideo, a través de cuentas que poseían en el 
corresponsal Bank of América Nueva York 

(fs. 2729/2730, Resultando XD), 1), lit. a) al g)). 

B) afectación de garantía de valores pertenecientes a terceros sin 
autorización de sus titulares, 

(fs. 2730, idem resultando, 2) lit. a) al c)) 
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C) préstamos concedidos indirectamente a empresas vinculadas. 

(fs. 2730, idem resultando, 3), lit. a) y b) ). 

Dj no registración en libros de Banco de Montevideo de las 
operaciones antes mencionadas y omisión de notas a los estados contables, 
revelando los activos que se encontraban afectados en su libre 
disponibilidad. 

E) crédito por U$S 7:800.000 concedido a Ahold Investment, a fines 
de febrero de 2002, irregularmente documentado, tardiamente registrado, y 
aprobado por el Directorio casi dos meses después del desembolso y en 
conocimiento de las observaciones efectuadas por el BCU (acta de 
Directorio de BM nro. 718, de 23 de abril de 2002, exp. 2002/1064). 

34.- Asimismo, en la referida resolución del BCU, 65/2005, a fa 
2731, se mencionan una multiplicidad de operaciones irregulares realizadas 
con algunas cuentas de clientes, a las esta Fiscalía se remite formando parte 
de la plataforma fáctica, 

(idem resultando, 6), lit. a) a g)) 

35.- De la misma manera se hace referencia en dicho documento al 
ocultamiento desplegado por Dante Peirano y otros, de la exposición con 
empresas vinculadas mediante la colocación a clientes los fines de mes, de 
valores de estas empresas que el banco mantenía en posición propia, 
extomándola al inicio del mes siguiente. 

(címe, Exp. 2002/1064), 

36.- También se mencionan otros incumplimientos de la normativa 
banco centralista, con fines de ocultamiento de la situación económico 
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depósitos por US$ 6.000.000 de BU-CREDITANSTALT, qinatitución en 
defauk de Islas Caymán, trasladando a BM la pérdida que correspondía a 
los cuotapartirstas de dicho fondo; faltante de bonos en arqueo de BM, el 
21 de junio de 2002, por USS 664.120; integración del llamado “comité de 
- clientes especiales”, que actuaba bajo reserva con el cometido expreso de 
trater y resolver todo lo relativo a empresas vinculadas, habiéndoles 
concedido créditos en condiciones de privilegio, en perjuicio del Banco. 

37.- Igualmente el informe hace referencia el otorgamiento de la 
Obrera al Banco Montevideo, bajo directa responsabilidad de Dante 
Peirano, integrante del Directorio, y a la compra por BCO de valores de 
BM para otorgar fondos <a este último, operación que redundó en una 
pérdida para Caja Obrera de U$S 2.194.014, y de la cual también Dante 
Peirano es responsable directo. 

38.- Por último, $6 mencionen el crédito concedido al Grupo Lanos, 
en momentos en que la institución presentaba problemas serios de liquidez 
y el sobregiro por U$S 57.000, que Dante Peirano mantenía con BM. 

(idern resultando, 10), lit a) al d) y 11) a 16, fa. 2732 y 2733). 

39.-Muchos de estos hechos aludidos en la investigación del B.CU, 
ya han sido referenciados en este capítulo de “Hechos”, como 
iregularidades constitutivas de responsabilidad penal. 


Las declaraciones de Juan Pelrano ante autoridades del TCH 
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las conclusiones de sus “liquidadores”. 

40.- Juan Peirano, declaró el $ de abril de 2003 en New York, sobre 
diversos puntos relativos a su participación en los hechos de autos, y a la 
composición del Grupo familiar que integraba. 

A raiz de un extensísimo interrogatorio, que luce agregado y 
traducido en forma legal, en lo medular expresó que: “....yo era el CEO 
(Chief Executive Oficer- Jefe Ejecutivo) del grupo. Fundamentalmente era 
el responsable del bienestar de la compañía. Tenemos dos lineas de 
negocios. El negocio del supermercado quien (quiso decir cuyo) CEO era 
Eduardo Úrteu. Y en el área financiera tenemos diferentes lugares, 
diferentes personas.....En el Banco Montevideo, estaba Marcelo 
Guadalupe. En el caso del Comercial Trade Bank, la responsabilidad era 
de mi hermano, José Peirano. El gerente de operaciones era el Sr. Iraola". 

41.- Al ser interrogado concretamente si de sus dichos se puede 
inferir que como Presidente del Banco Velox, era el CEO del Grupo Velox 
(o sea el Jefe Ejecutivo del Grupo), contestó afirmativamente con un “Si”. 

Definió igualmente al Grupo Velox como “un grupo de diferentes 
compañias, principalmente en la región de Sudamérica y que tenía dos 
lineas principales de negocios. Por un lado negocios financieros y por otro 
supermercados ”. 

42.- El 6 de junio de 2003, ante la Corte del Gran Caimán, los co 
liquidadores de las empresas pertenecientes al Grupo Velox -que se 
individualizan-, formularon una declaración en la que concluyen: 

“que desde la adquisición de TCB, en 1988 o 1989, la familia Peirano hizo 
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que el TCB operara.dos juegos de cuentas”, lo.cual farra-epoctinaraente 
confirmado por José Iraola, en esta causa y aún en la testimoniada, que 
también luce agregada. 

“Se reveló un juego de cuentas a los reguladores y auditores. El 
segundo- juego, registra el hecho-de que la familia Peirano retiró. los 
depósitos realizados a los clientes del TCB con el fin de financiar al Grupo 
Velox y sus estilos de vida. Esto se realizaba, por lo general, por medio de 
lo que se llamó la “cuenta 5.000” -a nombre del Grupo Velox, cuentas a 
nombre de los miembros de la familia Peirano, cuentas de la compañía del 
Grupo Velox y compañias ficticias 6 con nombres con código. 

43.- Se tomaron los depósitos a nombre de sus clientes del TCB, sin 
haber dejado niguna garantía a cambio, y foe un fraude al TCB y a sus 
clientes realizado por sus dueños y gerentes. El relato de Iraola concuerda 
con lo manifestado en New York por Juan Peirano . 

“Dentro de TCB había una cuenta que se llamaba “Grupo Velox”, a 
través de la cual tanto José como Juan Peirano daban la orden de mover 
fondos a favor de las empresas o personas físicas del propio grupo. Se 
trataba de un verdadero banco de inversión donde ellos utilizaban los 
fondos que se captoban vía TCB para inversiones en las distintas 
operaciones y negocios que ellos tenian en la región” 

(cfime. Declaraciones de José Iraola). 

44.- Los ahorristas llegaron al TCB por tres vias: por depósitos 
directos en la institución, por haber sido derivados de los otros bancos del 
“Grupo Velox”, sin consentimiento de los clientes, y por BM Fondos, un 
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servicio de inversión que ofrecía en Unguay el Banco de Montevideo, 

45.- Como resultado de sus investigaciones los liquidadores de TCB, 
en Islas Caiman, concluyen que la familia Peirano y terceros vinculados se 
apropiaron ilegitimamente de fondos de TCB por montos superiores a los 
1U$8 800.000.000 (ochocientos millones de dólares). 

(cfme. Pieza agregada, cáratulada: “Declaraciones de Juan Peirano 
en New York, ante autoridades de TCB, Jdo. Penal 2* Turno, MUE- 91- 
10297-2002, remitida a esa Sede de 16” Turno por oficio nro. 235/06. 

46.- Por otra parte, los liquidadores de Velox International 
Investiments detectaron que al 31 de diciembre de 2001, los préstamos a 
los accionistas de dicha empresa totalizaban la suma de 48 millones de 
dólares, habiéndose iniciado entonces acciones en Gran Cayman 
contra el abora extinto Jorge Peirano Facio, en su calidad de único y 
exclusivo accionista de esá empresa. 

47.- Por consiguiente, estas altas sumas recibidas por Peirano Facio 
en esa Época, de una empresa que le correspondía en su totalidad, configura 
una grave irregularidad, que debe ser valorada a la luz de los 
acontecimientos que luego se produjeron en el Banco de Montevideo, y las 
distintas entidades financieras del Grupo Veloz. 

Estos préstamos al accionista constituyen otras claras operaciones 
tendientes a perjudicar a los ahorristas de las entidades del Grupo, y en 
beneficio propio de los integrantes de la familia Peirano por lo que se dirá, 

48.- En efecto, estos préstamos no se registraron en la contabilidad 
de TCB, y deben vincularse necesariamente con las “donaciones” 
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efectuadas por Jorge Peirano Facio en el año 2001, a sus hijos Juan y José 
Pelrano Basso, 

(conforme surge acreditado en el exhorto. enviado 
oportunamente por la justicta. argentina, cuya copla autenticada lnce 
en el expediente agregado Ficha 46/7/2002, del TAP de 3* Turno, 
integrante de estos autos, individualizados con la Ficha 163/2002, Penal 
8” Turno, Pieza del principal. Peirano Facio Jorge. Co autor 
responsable de Iosolvencia Societaría Fraudulenta (art. 5 Ley 14095) 

49.- De dicha rogatoria enviada por la justicia argentina para 
investigar el origen de los fondos emerge que “los importes del US 
7.800.000, a Juan Peirano Basso, se originan en una donación en dinero 
efectivo de su padre Jorge Peirano Faclo.....que éste poseía disponible en 
el exterior Los bancos intermediarios fueron el Banco de Montevideo y el 
Trade and Commerce Bank” 

"Los importes de USS5 2.112.000 (30-03-01) y US5 38.000 (30-03- 
0L), a José Peirano Basso se originan en una donación en dinero en 
efectivo de su padre....”, siendo los mismos hancos mencionados los 
intermediarios. 

La responsabilidad de Dante Pelrano y Marcelo Guadalupe, por 
su participación en el “comité de análisis de créditos con empresas 
vinculadas", y sobre la operativa en la “Mesa de Dinero y Cambios”. 

50.- Para la consumación de los ilícitos desarrollados 
precedentemente, Guadalupe y Dante Peirano, recibieron la cooperación de 
los “mandos medios” del Banco de Montevideo y la Caja Obrera. 
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En efecto, Carlos Codesal, y Balogh ocupaban cargos superiores en 
el Banco de Montevideo, a la fecha de su intervención, y participaron dada 
la jerarquía y especialidad de las funciones que cumplian en las 
operaciones tendientes a asistir a empresas vinculadas, cooperando con 
Guadalupe y Dante Peirano, en el ocultamiento del verdadero riesgo de la 
Institución al Banco Central del Uraguay, durante los primeros meses del 
año 2002, fundamentalmente, 

51.- La investigación administrativa practicada por el Banco Central, 
reveló lá existencia de una serie importante de partidas que se encontraban 
pendientes de registración y regulación contable por importes 
significativos, que tuvieron corno origen operaciones irregulares realizadas 
a través de la Mesa de Dinero y Cambios. 

52.- Carlos Codesal era el Sub Gerente Financiero, responsable de 
la Mesa de Dinero y Cambios del Banco de Montevideo, y a $u vez era 
quien manejaba la operativa del Banco Caja Obrera por haberse unificado 
ambas con motivo de la “fusión de hecho” que operaba entonces entre 

Del expediente administrativo 2002/1064, BCU (cuya copla 
certificada se encuentra agregada (fs. 234 y sigtes, del expediente tramitado 
ante su similar de 8* Tumo, TUE-91-10297-2002), surge el análisis preciso 
de los hechos relevados, por los cuales éstos se encuentran actualmente 
procesados, y el proceso en la etapa del plenario, 

Se menciona -entre otras- la operación relativa a los arbitrajes con 
Financiera Guarani “supongo que fue algo solicitado para darle liquidez a 
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otras entidades del grupo, puede haber sido TCB o la propia financiera 
Guarani o Parapit!......la orden de documentarla se dio entre Juan y. Dante 
Peirano, el Cr. Garat se opuso a documentar porque no podía justificar 
gastos que se iban a realizar en el futuro....me ordenaron a mi directamente 
que lo hiciera y no tuve más remedio que hacerlo....... Guadalupe estaba de 
vacaciones”, (5. 240, exp.citado UT supra). 

53.- En lo que respecto al ya señalado “crédito concedido a Ahold 
Investment por US 7.800.000, cuyo beneficiario era Disco S.A. en su 
cuenta Citibank N.Y.”, 5, 241, se constataron graves imegulandades en la 
concesión y documentación del crédito, cn la registración del mismo y su 
correcta información al BCU, <como ya se dijo- y también en lo que 
refiere a la operativa de la mesa de dinero. — 

54.- Según Codesal el desembolso de dichos fondos se efectuó por 
orden verbal de Dante Peirano o de Marcelo Guadalupe, si bien , la 
orden de documentación está marcada por el primero, quien no 
contaba con facultades suficientes para realizar la operación, de 
acuerdo a los “límites operativos de la mesa de dinero y cambios”, fs. 
242, e informe BCU, fs, 496/498. (exp.citado). 

35.- Juan Miguel Cardona en oportunidad de declarar ante la Sede 
judicial, expresó sobre la operativa de la Mesa de Dinero y Cambios que 
“. en alguna oportunidad recibimos indicaciones expresas de no 
contabilizar operaciones.....Esas indicaciones venían instruidas por 
Codesal y nosotros pedíamos la marca de Guadalupe que es el Gerente 
General y de Dante Peirano en su defecto....”. Al serle preguntado a que 
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operaciones se referia, señaló que se trataban de *...giros al exterior sin su 
contrapartida contable correspondiente, ese es un caso, otro caso eran dos 
o tres giros dentro de la plaza a PROBURSA...es uno de ellos, por un 
monto de US$ 383.000. 

Tengo un caso de USI 133,000 que el £r. Codesal ordenó, pidió que se 
debitara de una cuenta interna, al no precisar qué cuenta interna quería 
que debitara respondió que no lo documentáramos y el habla, no e una 
minuta pero si en un papel aporte, habia puesto los datos de puño y letra, 
recuerdo que en esa participé direciamente y fui a reclamarle la 
documentación a Codesal quien me retiró la parte donde estaban sus 
instrucciones de puño y letra y la pasé por la picadora de papel....esa 
operación se deshizo pero a iniciativa del gerente general que en ese 
momento era Pestarino porque Guadalupe ya habla renunciado”. 

"En relación a Codesal puedo decir que su trato siempre fue despótico, sin 
lugar a que se le discutiera una orden, quien le ponia un control era un 
enemigo para él, y tenía mucha influencia sobre Guadalupe..... fue también 
factor fundamental en el desarme que se hizo del Back Office de mesa de 
Cambio ......el volumen de transacciones era muy grande, son 200 o 300 
eperaciones por día con un horario a cumplir...Codesal era quien 
mandaba y se metía en todo, una aplanadora..... *. 

56.- Al ser interrogado sobre la operación por cinco millones de 
dólares con Banca Della Swizzera, señaló que se habia: documentado en el 
Back Oflice, pero "lo que sí se es que el Sr Codesal pidió toda lg 
documentación y se la llevó. Lo sé por los empleados que trabajan 
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conmigo...” (declaraciones de 13..913.4 927, Exp.Stmarjo- Ficha 163/2002 
agregado). 

57.- Por su parte, Miguel Supparo manifestó sobre la operativa de 
giros a los corresponsales, que existían dos situaciones distintas, una, que 
son partidas documentadas en los corresponsales en Los-libros de Banco de 
Montevideo, que no se correspondian con ningún movimiento real en los 
mismos, ya que se hacía un movimiento interno exclusivamente, "El ótro 
escenario que se empezó a registrar a.partir del mes de marzo de este año, 
responde a que el banco se quedó sin fondos en los bancos corresponsales 
del exterior, esto conllevó a que giros solicitados por clientes, debitados de 
sus cuentas, no pudieran ser cumplidos. Se liberaban los mismos de a poco 
y la administración....estaba a cargo del Sr. Codesal...evidentemente la 
instrucción del cliente que fue debitado no se cumplió; el destino de los 
fondos los desconozco....Guadalupe estaba en conocimiento de ello pero 
delegó en Codesal....* (f3. 1323 Exp. Ficha 163/02) 

(declaraciones Exp. referido £s, 1315/1325). 

58.- El propio co encausado Dante Peirano, expresó que si bien él 
era quien impartía las directivas, la instrumentación de la operativa 
interna para asistir a empresas vinculadas le era ajena, siendo co 
responsables de la misma las personas más capacitadas para ello, que eran 
sio duda alguna Guadalupe y Codesal. 

(declaraciones fs, 1336/1365, Exp. Ficha 163/02) 

59.- Martín Alejandro Urriza dijo que “se impartian órdenes 
algunas de las cuales no se contabilizaban....las impartía Codesal, no se 
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porque nos daba las órdenes, la mayoría de las veces decia que la 
contabilizaba otra sección, por ejemplo Contaduria”. En cuanto a las 
operaciones de “call money” “las ¡nicas que eventualmente no se 
documentaban eran las relacionadas con el TCB....eran autorizadas por 
Codesal, Guadalupe y Dante Peirano...”, fe. 868. 

60,- Roberto Enrique Gubba reafirma la convicción de que las 
órdenes de. girar dinero al TCB venian de “nuestro Gerente Financiero 
Carlos Codesal o si no estaba él venia directamente de Dante Peirano”, fa. 
$81. 

(declaraciones de fs. 877/886, Exp. Sumario Ficha 163/02) 

61.- Ricardo Loorber aclaró la diferencia que existían en la mesa de 
cambios entre el Sector Comercial que es donde se generan las operaciones 
y el sector administrativo, en donde El trabajaba. Señaló a Codesal como 
responsable de la mesa y como quien "en el último tiempo a ser la cabeza 
del sector. desde que Marcelo Guadalupe dejó la gerencia financiera y 
pasó a la gerencia general... También venian instrucciones de girar fondos 
a TCB de la Mesa de Cambios, venian con un sistema que s€ lama telex 
con clave para verificar su autenticidad, que previamente eran chequeados 
por Codesal e implicaban debitar la cuenta de TCB y acreditar clientes del 
Banco....clientes importantes que tenian que hacer operaciones de cambio 
las concertaban directamente con la mesa de cambio, sobre todo empresas 

(declaraciones de fs. 887/8935, Ficha 163/02). 
62.- Por su parte, Bnzuela al declarar en la investigación relativa al 
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Banco Caja Obrera, se.refirió a la unificación de las mesas de dinero y 
cambios de ambas instituciones y a la relevante función que cumplió 
Codesal como único responsable de todo el sector. 

En efecto, al respecto dijo: “ Quiero decir.que esta forma. de 
comportarse como banco fusionado hizo entre otras cosas, que se 
irabajara con una sola mesa de cambios que movía los fondos de ambos 
bancos a su antojo con el agravante de no generar la contabilidad de 
respaldo en tiempo y formo. Yo quiero decir que si 5e quiere vaciar un 
banco no se hace a través de las cajas probablemente sino a través de la 
Mesa de Cambios y si se quiere sacar el dinero al exterior se usará el 
Swifi 

La mesa de cambios era comandada por el Sr, Carlos Codesal que 
sepún se nos informó, según tenía entendido, dependía directamente del 
Sr. Marcelo Guadalupe a la sazón gerente general del BM, director del 
lamentablemente como telefonistas de lujo en la mesa de cambios de B. 
Montevideo. Quiero también explicar que la Mesa de Cambios fisica del 
BLCO fue arrancada de ralz de su lugar y trasladada al BM sito en 
Misiones y Rincón, * 

63.- Confirman lo antedicho otras declaraciones que obran en el 
expediente de BCO, realizadas por Eduardo Walter Villar, fs. 85/96, 
Perurena, Í5, 184 y vto, Eduardo Pazos y Ruben Fernando Garat, ( Autos 
Pr295/02) 

64.- A su vez, Dante Peirano y Marcelo Guadalupe, formaban 
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parte desde fines del año 2001, de un “comité de créditos”, junto a Rippe y 
Balogh (actualmente procesados en la otra causa ya señalada, tanto como 
Codesal e Iraola, Penal 8”, TUE-91-10297-2002) que trataba (y aprobaba) 
los créditos a empresas y/o personas vinculadas al Grupo Velox, o Grupo 
Peirano. 

El otorgamiento de créditos de dudosa o nula recuperación provocó 
graves perjuicios al Banco de Montevideo, y por ende a sus ahorristas por 
la no devolución de sus depósitos. 

Las resultancias de la investigación administrativa practicada por el 
BCU, demuestra la activa participación que les cupo a Guadalupe y a Dante 
Peirano, junto a Rippe y a Balogh —<omo integrantes de un "comité 
paralelo de clientes especiales”, en la aprobación de créditos a personas 
fisicas o empresas vinculadas en momentos en que el BM estaba siendo 
controlado por el BCU, por el incremento de su exposición con dichas 
empresas, en especial con TCB. 

65.- Ambos participaron en el proceso de ocultamiento de dichos 
créditos irregulares al BCU, facilitando con ello la continuación de su 
otorgamiento a expensas del patrimonio del BM, y por ende en detrimento 
de sus ahorristas depositantes. 

66.- El conocimiento de la situación en que se encontraba entonces 
el Grupo Velox —y por ende el Banco de Montevideo- surge del contenido 
de numerosos “e mails” agregados en los autos ya individualizados 
precedentemente, cuya fotocopia autenticada se encuentra agregada, 
que revelan —entre otras cosas- la certeza que tenían Guadalupe, Dante 
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Peirano y los restantes procesados en la otra causa, de la vinculación con el 
Grupo.de varias.empresas beneficiarias de los créditos concedidos. 

La abundante prueba sobre dichos extremos resulta dela fotocopia 
autenticada de la Pieza 5, del Expediente 2007/1064 del BCU, de fs. 520-a 
653, "lera. Pieza Documentación Agregada”, y "correos electrónicos 
numerados de.Cl 2026, de fs. 1134 a 1166 , e informes de fs, 1206 a 
1221, “2da. Pieza Documentación agregada”, al que este Ministerio se 
remite, 

67.- Resulta ilustrativo señalar el contenido del e mail enviado por el 
responsable del: Area de Créditos Balogh a D.Peirano, Guadalupe y Rippe 
en el que se dice “el próximo miércoles 17 y 30 hors estaremos realizando 
el primer Comité de Clientes Especiales. La minuta con copia de los casos 
a tratar será repartida como es costumbre 24 horas antes, a los efectos de 
informar a los participantes de las lineas € trato El archivo de estos 

- informes estará bajo mi responsabilidad. Estas líneas no serán UHevadas a 
conocimiento del Directorio”, fs. 528 
68.- Rippe era responsable directamente ante Marcelo Guadalupe por 
¿los resultados de 5u gestión (C1); por informe elaborado por Guadalupe 
sobre su desempeño al 19-02-01, Rippe incrementaría su “bonus anual” de 
USS 30.000 a U$S 65.000 (correo numerado C2); a partir de junio de 2001 
dentro del grupo. existía la intención de designarlo para ocupar un rol 
preponderante , como “Encargado Regional de Créditos” (mail C3), lo que 
se comunica por Juan Peirano, por correo C4 ; Por otra parte, los correos 
nros. C5 y C6 permiten inferir que Rippe estaba en conocimiento de la 
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operativa de créditos con las empresas vinculadas, participando 
activamente en. la misma, lo que expone claramente cuando le envía a 
Dante Peirano dicho mensaje “la operativa con esta gente se esta saliendo 
totalmente de control, Hoy en dia TCB nos está debiendo cerca de USES" 
2MM vinculados con esta operativa...” 

69.- Los correos numerados C7 y C3 denotan que en el perlodo 
octubre-diciembre de 2001, Rippe se encontraba en la línea de 
aprobación en el nivel inmediato inferior al Director Ejecutivo (léase 
Guadalupe); del mumerado C9 surge que su. desvinculación fue acordada, 
por sus superiores y la forma de su materialización pretendia que nose 
tomase “sospechosa antes de tiempo”, como textualmente se indica en 
dicho mensaje de 6 de marzo de 2002. 

En lo demás este Ministerio se remite a las conclusiones detalladas 
en el informe complementario del BCU, obrante de fs.. 1206 a 1221, 
(Documentación agregada, 2da. Pieza) en donde se precisan los 
incumplimientos normativos, el ocultamiento de información "operativa de 
sabregiros y su utilización para simular el pago de intereses de deudores en 
mota”, y giro de créditos a personas fisicas o empresas vinculadas al 
Gnupo. 

70.- Los cuerpos inspectivos del BCU hán informado que “la 
responsabilidad en el otorgamiento de créditos de dudosa recuperabilidad 
eso rtida entre el Responsable del Arrea de Riesgos'Créditos, Balogk, ] 
y la alta gerencia del Banco, como lo denota la integración del: “mint 
comité”....el ocultamiento realizado de los .créditos de mala calidad, 
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maniobra en la. que el Responsable del Area tomó claramente parte activa 
permitió que los mismos pasaran más tiempo inadvertidos y por lo tanto 
blangueó la posibilidad de que se siguieran otorgando a expensas del 
patrimonio del banco. 

$. S20/530 "Jera. Pieza Documentación agregada ”. 

71.- El economista-Fernando Diego Barrán, al ampliar la denuncia. 
en representación del BCU, contra integrantes de BM, señaló *....Daniel 
Balogh en su carácier de Gerente de Riesgos participó en el proceso de 
ocultamiento de los riesgos de la institución al BCU...mediante....el 
reconocimiento de que las verdaderas categorias de muchos créditos 
diferian de las declaradas y que se impartian directivas al personal para 
no cumplir con das reclasificaciones....se utilizaban sobregiros para 
simular el pago de intereses de deudores morosos....se transferian créditos 
de un banco a otro del grupo medida que los mismos éran detectados y 
observados por el BCUL el Banco Central de la Rea. Argentina o el de 
Paraguay o las auditorías externas... Balogh ......percibla un sobresueldo 
gue era abonado por TCB del orden de los U3S 1.000 
mensuales... integraba junto con Dante Peirano, Christian Rippe y 
Marcelo Guadalupe el comité de clientes especiales, su manifieste 
participación surge de una afirmación suya donde expresamente consignú 
"el archivo de estos informes estará bajo mi responsabilidad”....*, fs. 
1355 vto. a 1356, 

72.- Respecto a Christian Rippe, señaló el mismo tipo de 
irregularidades, que precisa en detalle (fs. 1356 v./1357), además expresó 
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que ..lambién percibía un sobresueldo mensual de cargo de TCB de US 
2.500 mensuales, Adicionalmente el EC. Rippe ocupaba en Banco Velox el 
corgo de Gerente de Banca Empresa..... *. 

73.- Iraola (cuya responsabilidad también se dilucida en la causa 
individualizda UT supra), era Presidente de TCB Mandatos y Director de 
TCB, asi como Presidente de Latinur S.A, desde el año 1999 hasta el 28 de 
junio de 2002, 

En los meses en que BM estaba siendo sometido a seguimiento por 
BCU —previo a la intervención- Iraola estuvo involucrado en parte de la 
operativa que llevó al “vaciamiento” de BM, recibiendo órdenes directas 
de José Peirano y de Juan Pelrano. 

El último balance que disponía de TCB el BCU, erá al 31 de 
diciembre de 2000, que exponía un activo de USS 173 y un pasivo de U$S 
133 de los cuales 124 eran depósitos. 

74.- A comienzos del 2002, el BCU mantuvo contactos con Iraola 
dado que el TCB mostraba un volumen de deudas con BM, que hizo 
necesario controlar la contabilidad de la institución “off shore”. 

Presentada la información económico financiera acmalizada de TCB, 
al 28 de febrero de 2002, exponía un total de activos de USS 272 millones, 
US$ 146 millones colocados en Velox International Investment, empresa 
perteneciente 100 9% a Jorge Peirano Facio. El pasivo ascendía a US5 244 
millones. 

Al31 de marzo de 2002, la situación era similar y el pasivo ascendía 
a US$ 239 millones. 
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Luego de la intervención del BM la “liquidación del: TCB 
Cayman” arrojó que la empresa tenía un pasivo en el entorno de los US$ 
800. millones, lo que demuestra que lo informado anteriormente por Iraola 
era falso, 

75.- También se pudo comprobar de los e mails enviados y recibidos 
por el Gerente General de TCB, Cr. Iraola, que las razones esgrimidas para 
desarrollar “la colocación directa” de los clientes en TCB, adoptada por 
Banca Privada.del BM, en lugar de participar a los mismos de depósitos 
realizados por.BM , iba a provocar que se sobrepasara lo que TCB 
mostraba en los balances como depósilos recibidos. 

“Esto confirma la intención de engañar a los lectores de esa 
información contable e involucra tanto al Sr. Guadalupe que fue guien 
envió el mail, por.su conocimiento de la situación y por $us afirmaciones 
en el sentido de que la maniobra confimuara oculta y también a las 
autoridades del TCB, entre los que se contaban los Cres. José Iraola y 
José Peirano" (informe Cr. Manúel Hitta, Analista Inspector Il, BCU, fs. 
1223-1724, 2da. Pieza Documentación Agregada). 

-T6- Las conclusiones del informe del Superintendente de 
Instituciones “de + Intermediación Financiera, Dr. Fenando Barán, 
comunicadas a esa Sede (fs, 1384-1387), son elocuentes y contundentes al 
respecto, 

En efecto, "se determinó que el Cr. José Traola brindó al BOL 
información falsa obstaculizando la adecuada y oportuna evaluación 
del riesgo que Trade and Comerse Bank representaba......La 
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gravedad de esta irregularidad está dada principalmente por el 

hecho de que no permitió eveluar a tiempo el riesgo que significaba 

TCB para sus depositantes fentre los que se encontraba Banco de 

Montevideo) y que luego se transformó en un perjuicio para 

éstos. Se concluye que el Cr Jraola ... f¡ue participe del 

ocultamiento de información relevante a los usuarios de la misma ”. 

Á su vez, en dicho informe se destaca la participación que también le 
cupo a Iraola en “las maniobras de transferencia de créditos de un Barco 
a otro del Grupo”, lo que también pudo verificarse por la obtención de los 
distintos e mails agregados. 

77.- A fs. 566, (lera, Pieza Documentación agregada) luce una 
comunicación envíada por Jracla a Balogh, Guadalupe, Rippe, y José. 
Peirano que dico: “Daniel: En el fnterín hablé con José E, vamos a usar 
una sociedad Barrotes que administra el Cr. Alvaro Lecueder, a quien le 
dije se ponga en contacto contigo o con Christian, para firmar lo que 
haya que firmar. Para hacer la operación precisamos que Marcelo me 
provea del fondo para que a su vez TCB pueda fondear a Barrotes”, 

78.- A fs, 571 (misma Pieza) figura otra comunicación ilustrativa al 
respécto, también dirigida a Balogh: "....El crédito fue vendido por parte de 
Banco Montevideo a Sabilcor International Corporation cuyo apoderado 
es el Cr Alvaro Lecueder a que le pedi que se contacte en el día de hoy ; 
contigo para que firme todo lo que haya que firmar”. q 

79.- A £s, 574, consta otra comunicación —ésta recibida por Iraola- en* 
la que se:da cuenta del "Asunto Showcenter S.A.”, Josd: Me informaron - 
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que esta cuenta la tomarías en TCB. El monto para su cancelación, valor 
27-03-2001 es de USS 1.651.200.00. Avisame si estás al tanto y si la 
estarias cancelando mañana. 

380.- A f5 573, obra agregada otra comunicación entre Balogh e 
Iraola que demuestra sus participaciones en las operaciones de crédito a 
empresas vinculadas al Grupo Velox, con dinero de BM y por ende de sus 

(actuaciones glosadas en exp. Señalado a fs. 1273-1288 y fs, 1625- 
1641). 

2.- LA PRUEBA 


81.- La plena prucba de los hechos historiados, surge de : 

Pieza nro. 1: 

- denuncias de los ahorristas damnificados, y su documentación 
acreditante, fs, 13237, 

- denuncias de damnificados paraguayos, y documentación que 
agregan, fs. 233 a 241 vto., ó 

- otras denuncias de ahorristas uruguayos, fs. 242 a 257, 

- 2uto judicial que decreta el cierre de fronteras para varios presunto 
implicados, fs, 249, 

- declaraciones del entonces Presidente del Banco Central, César 
Rodríguez Batlle, fs. 250 a 260, 

- declaraciones de un Gerente Sucursal del BM, Tripaldi, fs. 261 a 
211, 
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- dictamen del MP solicitando prueba, Í3. 2724 273, 

- declaraciones del Gerente Morales, 13. 275 y 85, 

- declaraciones de varios dammificados ratificando sus respectivas 
denuncias, (3. 277 y 35, 

Pieza nro. 2: 

- més denuncias de damnificados uruguayos, fs. 335 4472, 

- documentación sobre Grupo Velox, fs, 356 y ss, 

- declaraciones de otros denunciantes, Í5. 375 y $5. 

- constancia de autoridades del BM, al 19 de julio de 2002, fs. 404, 

- declaraciones iniciales de Marcelo Guadalupe, fs. 489, 494 y 495, 
5068517, 

- nota de descargo presentada por Guadalupe, fs, 528 a 533, 

- ampliación declaraciones de Guadalupe, fe, 534 a 530, 

- declaraciones de otros co denunciantes damnificados, fs. 540 y ss, 

Pieza nro. 3: 

- declaración de Richard Thomas, representante de liquidadores de 
Caymán, fa, 634 a 647, Este en un extenso interrogatorio, fue conteste en 
afirmar entre puntos de interés para la causa, lo siguiente: "Fuí a las 
oficinas de Latinur en Zono franca de Montevideo... yo revisé los records 
documentos que había, ubique expedientes del TCB y no pude acceder a la 
información computarizada de la compañía. Porque. los discos, duros 
habian sido removidos....traté de contactarme con Jorge Peirono Basso, el 
22 de julio, y me devolvió el llamado el 23. Me dijo que. habia hablado con 
Juen Peirano Basso y José Peirano Basso, que iba a hablar con José 
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Jraóla y "que tendria los discos más. tarde, ese. dia. No recibi los 
discos....Para su información creo que VIT es la madre de.VIC, en.Cayman, 
y ésta es la accionista mayoritaria de TCB" 

- orden de judicial de detención de Iraola y declaración de Iraola en 
sede policial, fs. 648 a 640, 

- constancia de incautación de discos compactos de computadora de 
Lalinur, para copia y posible rescate de información, fa. 655, 

- documentación llegada del Paraguay, por Ministerio Público de ese 
país, fs. 667 a 689, 

- declaración de Felino Amarilla, ahorrista paraguayo, f3. 690 a 697, 

- declaraciones de funcionarios de AEBU, fs. 731 y ss, 

- Organigrama de empresas del Grupo, fs. 729, 

- declaraciones de Ignacio Rospide, qorredor de Bolsa, fs. 736 4 759, 
de Hermida, fs. 768 y ss., de Balogh, f3. 774 a 730, 

- operativa de TCB con BM, aportada por ECU, fs, 790 y ss, 

- información del BCU sobre cuenta de Citimax.S.A., Bank Boston 
N.A., Uruguay, fs..800 a 807, 

- documentación del BCU, fs. 808 y ss., 

- vale a Banco de Bostón, fs. 843, 

- declaraciones de representantes de Probursa, Fleurquin y Chiarino, 
fs, MBysó., 

- informe de la Dra. Rantighieri del BCU, y sus declaraciones, fs. 
863 a 864, 

Pieza nro, 4! 
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- declaraciones de : Gubba, fs. 378 y ss., Loorter, fs. 828 y ss, 
Urriza, fs. 909 y es,, Cardona, fs. 924 y ss., 

- informe de Rossolino-Rantighieri del BCU, fs, 931 y ss, 

- información y documentación agregada de BCU, fs, 954 a 1302, 

- declaraciones de Fleurquin y Chiarino, fs. 1303 a 1309, y 
documentación aportada por Probursa, fs. 1403 a 1410, 

«declaraciones de Supparo, Gerente Ailministrativo y de operaciones 
del BM, fs. 1326 21331, | 

- declaraciones de: Dante Peirano, fs. 1336 a 1365, 

Jorge Peirano Facio, f5. 1366 a 1374, 
Jorge Peirano Basso, fs. 1375 y ss... 

Pieza nro. 5: 

- declaraciones de Ratti, fs, 1399 a 1401, y de Mario San Cristobal, 
ía, 1413 a 1424; 

- ampliación de declaraciones de Ruben Garat, e informe contable 
presentado, fs, 1425 a 1433, 

- ampliación de declaraciones de Miguel Supparo, (3. 1442'a 1463, 

- actuaciones policiales, fe: 1529 901543, 

- actas del Directorio del Banco de Montevideo,-1544 y ss., 

- declaraciones de José Iraola, f3. 1590 a 1616, y testimonios de 
actuaciones del Juzgado Civil de 2* Tumo, que recogen las deposiciones de 
Carlevaro, Xavier y otros testigos, 

- declaraciones de José Peirano Basso, fs, 1617 a 1643, 

- actas ratificatorias de los co imputados en presencia de sus 
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respectivas Defensas, f8, 1645 a 1697, 

- dictamen del Ministerio Público, solicitando los correspondientes 
procesamientos con prisión. de los indagados, fs. 1698 a 1717, 

- descargos de los Defensores penales respectivos, fs. 171841731, 

- auto de procesamiento, £s. 1742 a-1750, 

- nueva orden de captura de Juan Peirano Basso, fs. 1753, 

- denuncia en Paraguay, presentada ante el Ministerio. Público de-ese 
pais, fa. 1782, 

- recursos interpuestos al auto de procesamiento por Guadalupe, fs. 
2044 y ss., los hermanos Peirano Basso, fs, 271 a 2088, 

Pieza nro... ' 

- dictamen del Ministeno Público evacuando los diversos recursos 
interpuestos por las Defensas respectiva de los encausados, 6. 2250 a 2270, 

- sentencia del Tribunal de- Apelaciones en lo Penal de 3” Tumo, 
confirmatoria de los procesamientos, salvo en cuanto a la tipificación de 
“asociación para delinquir”, que la descarta, fa. 2332 a 2352, 

- pieza sobre excarcelación de los co imputados Ratti y San 
Cristobal, 8. 1 a 127, agregada. 

Pieza 8: 

- prueba requerida por la Defensa de Guadalupe (art. 164 CPP) en 
ampliación sumarial, fs. 2472 y ss., 

- prueba pedida por el MF, conforme lo previsto en el art. 165 del 
CPP, 18. 2547, 
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- declaraciones en sede ampliación sumarial, de Jorge Xavier, £5. 
2621 a 2624, en presencia de la defensa de Guadalupe, 

- declaraciones de Carlos Codesal, fs. 2626 a 2629, de Maria Gallino, 
fs, 2630 a 2632, de Martín Urnza, fs. 2633 a 2633, 

- nueva ampliación de Xavier, f3. 2641 y ss, 

- nuevo incidente cxcarcelatorio de Guadalupe, fs. 2651 y 55... 
promovido por su Defensa, y dictamen fiscal, fs. 2656 y 85, 

- material periodistico agregado por la Sede, fs. 2696 y ss., 

. resoluciones recaídas en sumarios administrativos practicados por 
el BCU a Jorge y Dante Peirano Basso, fs. 2719 a 2738, 

- nota del BM, firmada por San Cristobal y Dante Peirano, de fecha. 3 
de junio de 2002, dirigida al BCU, reiterando la invención del grupo de 
honrar los depósitos de sus ahorristas, fs. 2767 a 2769, que forman parte 
del exp. 2005/0261 del BCU, £s, 2781, 

- informe del Banco Central del Uruguay, en contestación a oficio de 
la sede judicial requirente, nro. 8/05, fa, 2782 2. 27%4, 

- incidente de nulidad promovido por la Defensa de los hermanos 
Peirano Basso, en relación a la prueba pericial dispuesta por la Sede, y 
sucesivos actos procesales que derivaron sobre este punto, finalmente 
resuelto por resolución del TAP de 3? Turno, nro. 511, de 25-de septiembre 
de 2006, (fs. 91 a 100, pieza agregada), fs. 2813 a 3196 ( pieza formada por 
recurso de apelación, TUE-38-98-2006, TAP 3* T, agregada por cuerda, f5 
la 104) o 

- Ficha 163/2002, Documentación Autos: Jorge Peirano y-otros, 
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- pieza del principal 163/2002, Penal 8*, “Peirano Facio, Jorge. Co 
autor responsable de un delito de insolvencia societaria fraudulenta (art. 5 
Ley 14095). Carátula del TAP de 39 T, 462-2-2002, Pieza 1, fs. 1 a 329, 

- sobre de papel color marrón claro, individualizado “Ficha 91- 
163/02, conteniendo Memoria y Balance del Banco de Montevideo, de 
distintos años anteriores a la intervención del año 2002, 

- expediente glosado a estos autos, TUE- 91-10511-2002, tramitado 
por su similar de 8” Tumo, caratulada: * A 
empresa Royald Ahold, Pieza 1 y Pieza 2, de fs. 1 afs. 603, — 

- JUE-91-511-2002, caratulado: "Documentación Agregada por 
Abold, Día 13-5-03, fs. 1 a 226, [a 

- TJE-91-310-2004, que contiene documentación, caratulado: “Kneit 
Jalio y Maeso Cristina. Deia, Grupo Peirano. nad ini Penal 8*, sin 
foliar, 

- TUE-241-2004, caratulado “De Pellegrin, Danilo. Deia. Velox Investment 
Company y otros, Penal 8%, fs. la9, 

- JUE- 91-10297-2002, Penal 8*, “Declaraciones de Juan Peirano en 
New York ante auloridades de TCB, debidamente traducidas al español, 
remitidas a esa Sede por oficio que encabeza el expediente, nro. 235/06, de 
su similar de 8* T, 

- fotocopia autenticada expediente TUE-91-10297-2002, Penal 8*, 
"Codesal Carlos y otros, Art. 76 Ley 2230, en calidad de cómplices, según 
modificación del TAP de 3* Turno, 

- JUE-9110295-2002. Actuaciones relativas al Banco Caja Obrera y 
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Grupo Velox”, 
actuaciones policiales y demás resultancias de autos. 


3.- OTRAS RESULTANCIAS 


82,- Dante, José y Jorge Peirano Basso, Marcelo Guadalupe, 
Mario San Cristobal, y Juan Domingo Ratti, fueron procesados con 
prisión por el delito de asociación para delinquir en concurrencia fuera de 
la reiteración con el delito previsto en el art. 76 de la ley 2230, 

Previamente el Ministerio Público había solicitado sus 
enjuiciamientos por la comisión del delito previsto: en el art. 76 de la ley * 
2230. 

Las respectivas Defensas de varios de los imputados, impugnaron el 
aulo de procesamiento. 

El Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 3* Turno, confirmó 
parcialmente la providencia recurrida, descartando la asociación para 
delinquir, que le habla tipificado la Sede de 8” Turno. 

83.- Ratti, San Cristobal, y Guadalupe, obtuvieron su excarcelación 
provisional, mientras que los hermanos Peirano continúan privados de su 
libertad, estando actualmente recluidos en un establecimiento carcelario. 

84.- Ninguno de los procesados registra antecedentes judiciales, 

83.- Por otra parte, con posterioridad a dichos procesamientos, s€_ 
produjo la iniciación de proceso penal contra el Dr. Jorge Peirano Facio, a 
requerimiento de esta Fiscalia, y según providencia interlocutoria dictada 
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por la Sede penal de 8” Turno. 

86.- Su procesamiento fue recurrido por la Defensa, y elevados los 
autos al TAP de 3" Turno. 

Como es de público conocimiento antes de pronunciarse dicha Sala, 
se produjo el fallecimiento del Dr, Jorge Peirano Facio. 

Por consiguiente, a su respecto se ha operado la extinción del delito, 
de conformidad con lo previsto en el art, 107 del €, Penal, loque no ha 
sido dispuesto en autos, o.por lo menos no lo ha advertido este Ministerio. 

87.- Sobre la prueba diligenciada en sede de ampliación sumarial 
(arts. 164 y 165 del CPP), este Ministerio desea puntualizar lo siguiente: 

La Sede Penal de 8* Turno, hizo lugar a prueba requerida por una de 
las Defensas, y citó a varios testigos de acuerdo a lo que surge de £s. 2617, 
y fs, 2620 y-vto, en donde surgen claramente las fechas de las audiencias a 

88.- Sin embargo, con relación al Ministerio Público, consta en autos 
el cedulón que luce a fe. 2619, en donde no luce las fechas de las 

El mismo día de celebración de la audiencia, la Sede se comunica 
telefónicamente con la Fiscalía, -según constancia unilateral que surge de 
fs. 2625-, en donde se dice que el suscrito comunicó que no concurría a la 
audiencia, 

89.- Resulta claro, pues, que ante el error padecido por el Juzgado, 
5 intentó subsanar el mismo mediante una comunicación telefónica que 
habria sido realizada el mismo día de la sudiencia. 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 1087-C.S. 


50.- Cabe señalar que en sede de ampliación sumarial rige 
indefectiblemente la obligación de citar a ambas partes del “proceso penal”. 
en debida forma. 

91.--El art. 93 del CPP, prescribe que “toda decisión del Juez se 
notificará a los sujetos del proceso ”. 

El art. 94, expresa que ”....en los casos del Ministerio Público....sus 
respectivos despachos se tendrán como los correspondientes domicilios ”. 

'02.- En suma: Se han violado estas disposiciones, no obstante lo cual 
y a pesar de lo dispuesto en el art. 101 del CPP, este Ministerio estima que 
si bien no pudo controlar la prueba de la Defensa, ésta no le produce 
perjuicio, razón por la cual nada ha de solicitar respecto a dicha! 
inobservancia formal en el proceso, 

(art, 97 y ss. Del CPF) 


4.- LA INVESTIGACION REFERIDA A “ROYAL AHOLD”. 


93.- La Sede Penal de 8% Tumo, recibió una denuncia formulada por 
la Dra. Cristina Maeso y el Cdor. Kneitt, en representación de un grupo de 
ahorristas del Banco de Montevideo y Caja Obrera. 

Esta denuncia caratulada “GRUPO PEIRANO/'GRUPO VELOX Y 
EMPRESA ROYAL AHOLD. ANTECEDENTES, Ficha P/511/02", tuvo 
como principal objetivo investigar la compra de las acciones de Velox, por 
Royal Ahold, a fin de determinar si existía o no alguna conducta con 
relevancia penal. 
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94.- La mayoria de la uudiencias se practicaron sin la presencia:del 
Mimisterio Público, en tanto éste no fue citado a las mismas. 

95.- Una vez recabada su opinión, por dictamen de abril.de 2003, 
obrante en el mismo expediente agregado, que parcialmente se transcribe, 
el suscrito se pronunció en los siguientes términos: . 

"Hobida cuenta el lugar eventual de comisión de los presuntos 
ilícitos que se denuncian........ las operaciones que 56 cuestionan habrian 
sido realizadas fuera del ámbito espacial de jurisdicción de la ley 
UTUEHa ya. 

La compra de las acciones por Royal Ahold surge como 
consecuencia del incumplimiento de Velox Retail Holdings de «diversos 
contratos de préstamos con Bancos situados en el exterior, a saber: ABN 
AMRO BANK (Argentina y Amsterdam, Holanda) ING BANK, (Amsterdam) 
y DEUTSCHE BANK (Luxemburgo), por imperio de "derechos de opción 
de venta”, pactados para los casos de incionplimientos, a raiz de lo cual, 
verificados éstos Ahold debía abonar a dichas instituciones bancarias las 
sumas adeudadas, quedándose con las acciones de FRA, que hablan sido 
prendadas. 

De acuerdo al art. 9" del C. Penal “los delitos cometidos en el 
territorio de la República, serán castigados con arreglo a la ley uruguaya”. 

Por su parte el art. 10* del referido cuerpo normativo prescribe los 

_ casos que se sustraen a la ley penal uruguaya, no siendo "prima facie” de 
aplicación en la especie. 
- Tampoco se advierte que fuese de aplicación el art. 11, que reflere a 
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las situaciones en las que se castiga en el pais, los delitos cometidos en el 
extranjero. 

3.- No obstante lo expuesto, la denuncia involucra también a los 
integrantes del GRUPO VELOX "en las personas de sus integrantes 
manifiestos Dr. Jorge Peirano Facio (hoy fallecido), Juan, Dante, José y > 
Forge Peirano Basso, así como a otros sujetos vinculados estrechamente 
y que fueran Directores y/o accionistas de VeloX Retail Hodings, a saber, 
entre otros Cr. Adolfo Folle Algorta. 

En mérito a ello, los hechos investigados en la presente causa, 
fienen una clara y evidente cónexión con los que dieran lugar a los 
procesamientos de los Directores del Banco de Montevideo; en la pieza 
Ficha 163/02. 

Por tanto resultaría aplicable el art. 46 inc. C) del Código de 
Proceso Penal, en cuanto se treta de acciones que refieren a varias 
personas por la conisión de distintos delitos, cuando alguno o algunos de 
estos delitos han sido cometidos: 

-para ejecutar el otro o los otros. 

«en ocasión de éste o éstos. 

-para asegurar el provecho propio o ajeno, 

-para lograr la impunidad propia o de otra persona, 

Y en aplicación del ar. 47 del mismo cuerpo normativo dichas 
acciones conexas se ejercitorán conjuntamente en proceso único. 

d. - Por lo expuesto, este Ministerio estima que cabe proceder a La 
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acumulación de estos procedimientos con el que se tramita en la Ficha 
163/02, habida cuenta que su estado procesal aún lo permite, 

Las operaciones que se cuestionan por los denunciántes, pueden por 
tanto, continuar investigándose en dicha causa, a los efectos de determinar 
si se adecuan o no, a conductas con virtualidad juridica de indole penal. 

- teniendo en primer término como investigados a los integrantes del Grupo 
Velox, así como.a los Directores de Velox Retail Holdings (quien fuera la 
cocontratante en los préstamos), pero con prescindencia de Royal Ahold, 
cuya responsabilidad no sería pasible de investigarse en núestro país, por 
no encuadrar en la normativa procesal penal aludida precedentemente. 

A los efectos de continuar con dicha investigación, este Ministerio, 
sugiere se requiera vía exhorto a las autoridades judiciales 
correspondientes -para que éstas lo soliciten a los Bancos respectivos- €. 
envío de la documentación que acrediten los contratos de préstamos 
aludidos, las opciones de venta pactadas, y sus garantias prendarias,” 

96.- La sede requirió la información solicitada por el Ministerio 
Público, y Royal Ahold agregó al expediente los contratos de préstamo 
aludidos, con las opciones de venta pactadas y sus garantias prendarias. 

97.- En mérito a ello, esta Fiscalía estimó pertinente estar a las 
resultancias de la justicia civil, por el eventual “decaimiento” de los 
contratos celebrados, expidiéndose en un nuevo dictamen. 

98.- Luego el Dr. Femando Aguirre Ramirez, en representación de 
sus patrocinados, compareció a formular una serie de precisiones sobre la 
competencia penal intemacional y sobre el “fondo” de los hechos 
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denunciados, y luego de un preciso y enjundioso estudio de la “questio”, 
solicitó la continuación de la investigación relativa a la venta de dichas 
acciones por el Grupo Velox a Royal Ahold. 

99.- En un nuevo dictamen de la Fiscalia, de fecha 11 de junio de 
2004, que se transcribe, el suscrito se pronunció de la siguiente manera: 

2.- El análisis que realiza sobre la “jurisdicción competente 
en los delitos trasnacionales”, resulta -a juicio de esta Representación- 
correcia y compartible en términos generales, salvo en lo que a 
continuación se dirá, que no supone otra cosa que reiterar los argumentos 
ya vertidos oportunamente. 

La normativa aplicable es la prevista en el art. 10 del Código Penal, 
más precisamente los incisos 3% y 6”, que consagran. las excepciones al 
principio general de la aplicación territorial que prescribe el art. 9*. 

La interpretación conjunta de ambos incisos permite concluir -como 
lo afirma el compareciente- que se requiere que el autor o autores fueran 
hobidos en el territorio de la República, que no fuesen requeridos por las 
autoridades del pais donde presuntamente se cometió el delito, y que este 
delito sea castigado tanto por la ley extranjera como por la nacional. 

Los dos últimos extremos no resultarian cuestionados y por tanto no 
cabe detenerse en el estudio de los mismos, ya que “prima facie” se 
cumpliría con las exigencias de la norma legal. 

En cambio, se estima que no puede sostenerse que los presuntos 
autores del delito que se denuncia, -que son mencionados en el escrito en 
vista como indagados en la causa- Michael Meurs, Gregory A. Stay, LE 


1092-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


Pieternella y E.R. Orteu, residan o fueran habidos en nuestro país. 

Y para sostener tal conclusión, el suscrito se remite a lo ya 
dictaminado en vistas anteriores sobre el punto (ver f5. 492 a 496 y 327% 
dy a lo que a continuación 5€ dirá sobre el aspecto material de la 
imputación que se les pretende atribuir. 

3.- En efecto, siguiendo a Langón Cuñarro ( Comentarios al Código 
Penal, Parte General, arts. 9 y 10 pags. 73 y sigtes), en los delitos 
trasnacionales, o delitos a distancia, o delitos transfronterizos, cuando 
difieren los lugares y momentos de su comisión y su consumación, -como 
parece ser el caso que nos ocupa- “rige el principio de ubicuidad”, dado 
que "hay des lugares de “perpetración”, aquél en que se manifestó la 
volición y el otro donde se produjo el resultado de la acción, siendo 
valederas ambas jurisdicciones, resolviéndose el caso, en general, a favor 
del lugar de la aprehensión del criminal” (cfme. Autor y obra señalada, y 
reseña en dictamen anterior, f3. 527). 

También refiere Langón sobre el punto que “en todos estos casos la 
nación afectada por el delito, que es la uruguaya, cualquiera fuera el 
lugar de comisión del mismo, reclama para sí y ejerce la acción punitiva 
inmediata y directamente , cuendo el actor fuera habido en territorio 
nacional o bien queda habilitada para el ejercicio de la extradición 
activa, si el sospechoso estuviere en territorio extranjero”. — 

Ello nos lleva inevitablemente a realizar algunas consideraciones 
sobre el fondo de la imputación, y la prueba acerca de la presunta 
participación de los extranjeros en las maniobras fraudulentas que se 
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denuncian, para determinar la impertinencia de los pedidos de extradición 
que se reclaman. 

4.- Existe probado al momento, que el paquete accionario del 
Grupo Peirano en DAIH, fue "enajenado” por diversas vias a AHOLD. 

Por tanto lo que por ahora es relevante desde el punto de vista 
penól, es que el Grupo Peirano recibió ese dinero, y éste desapareció en 
perjuicio de sus acreedores , en el caso los ahorristas del EM y 
eventualmente el BCU por la” asistencia ” otorgada. 

Sus principales dirigentes se encuentran actualmente procesados por 
el "fraude" que determinara dicho vaciamiento. 

Pero, a juicio de este Ministerio, hasta tanto los actos jurídicos que 
provocaron esa transferencia de dominio de las acciones, no decalgan y 
mantengan su vigor; hasta fanto las acciones civiles ño prosperen, y por 
ende, sean declaradas esas enajenaciones en “fraude” de sus acreedores, a 
los efectos penales no puede inferirse con la convicción necesaria (art. 123 
del C. PP) que integrantes de Royal Ahold  co-participaron en el 
vaciamiento que se describe en el Punto 11.7 del escrito en vista. 

Es más, ello se infiere de los propios dichos del compareciente, 
cuando se refiere a las “acciones supuestamente prendodas a favor de la 
propia Ahald", al “contrato de venta de los 302 acciones no prendadas, y 
a la desaparición del dinero” (pags. 44 a 46 y 54 "in fine" de su escrito). 

Adviértase que en las conclusiones sobre dichos “items” señala: 

“En todo caso AHOLD es un acreedor más y no puede “quedarse” 
con ésas acciones que son garantía común de los demás acreedores. Y si 
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hubo una “venta” en esa fecha (24 de julio de: 2002) la misma es 
claramente impugnable por vía de la acción paullana” ' 
">Puesto que Ahold dice ser el actual propietario de todas las 
acciones, dgreguemos que respecto a las no incluidas en estos acuerdos de 
venta tripartitos con los bancos, cualquier Otra forma de venta es aún más 


deben anularse todas las ventas de acciones operadas entre mayo y julio de 
2002, pero la "venta" de las 302 acciones no prendadas e Ahold, no 
admite ninguna defensa y es nula de pleno derecho”, ¿> 

"La enajenación del capital accionario de FRE (Grupo Peirano) a 
AHOLD es ilegal, inadmisible y deberá ser revocada por la Justicia Civil”. 

Por todo ello, resulta prioritario —a juicio de este Ministerio- 
aguardar las resultancias de las acciones civiles promovidas, ya: que 
mientras tanto persista la “presunción de legalidad” que emana de las 
operaciones cuestionadas, que son objeto de la denuncia, no puede 
inferirse la existencia de elementos de convicción suficientes para. la 
imputación responsabilidades de indole penal. 

Y en consecuencia, no quedaria habilitada la vía de la extradición ni 
la orden de detención internacional, en tanto no surge prueba suficiente 
acerca de conductas con virtualidad juridica penal, respecio a los 
extranjeros denunciados y residentes en otro país, integrantes —en su 
momento- de Royal Ahold, 

Esta es la opinión de esta representación fiscal, que se remite en lo 
pertinente a lo expresado en dictámenes anteriores, ” 
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100.- Par consiguiente, en esta instancia y habida cuenta que el 
expediente referido compone estas actuaciones, el suscrito se remite a lo 
dictaminado oportunamente. 


5.- DERECHO 


101.- La nueva y abundante prueba de cargo incorporada durante el 
sumario, así como la prucba trasladada de otras investigaciones - 
incorporadas a solicitud de esta Fiscalla-, permiten concluir en esta etapa, 
que los ceo imputados Dante, José y Jorge Peirano Basso, Marcelo 
Guadalupe, Mario San Cristobal y Juan Domingo Ratti, deben 
responder por la comisión del delito de insolvencia societaria 
fraudulenta (art. 5" Ley 14095). 

102.- Como ya fuera dicho, las sociedades anónimas, debido a su 
especial constitución han sido el ámbito propicio para la comisión de 
conductas ilícitas, sobre todo por parte de los Directores y aún más de los 
integrantes del “GRUPO DE COMANDO”, que son quienes imparten las 
órdenes a otras personas para que ejecuten el hecho material, revestido de 

LA IMPUTACION. 
CONSIDERACIONES JURIDICO PENALES 


103.- La ley de ilícitos económicos, nro. 14.095 creó un tipo 
delictual que denomina "insolvencia societaria fraudulenta", art. 5%, y que 
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según surge de sus antecedentes pretende ser la respuesta penal a una nueva 
maniobra patrimonial delictiva, denominada "vaciamiento de empresas", 

104.- En nuestro país, el Dr. Gonzalo Fernández considera que "el 
delito societario puede caracterizarse como aquélla acción u omisión 
punible, ejeculada en el ámbito de la sociedad por los sujetos encargados 
de la dirección o. administración....."El ejecutor del delito societario es un 
sujeto que ocupa una determinada "posición" respecto de la sociedad 

«victimizada...”, y concluye que este sujeto puede ser también el titular de 
una cuota de capital (socios, accionistas), apartado de la actividad directriz" 
* (Derecho Penal de la Sociedad Anónima, pags.55/56). 

Al referirse concretamente a la figura típica del art. 5 de-la ley 
14.095, opina que en este delito el sujeto activo está indeterminado, no €s 
calificado, y que de no tratarse de una hipótesis de sociedad anónima en 
etapa concursal, será de aplicación la norma general de la citada ley sobre. 
insolvencia punible (pag. 95, obra citada). 

105.- También el Dr. Gastón Chavez Hontou, en su excelente 
trabajo sobre el tema, publicado en "Cuadernos: Cursillo de Derecho Penal 
Económico", de la Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, 
pags. 180-190, refiere que el resultado de su aplicación está vinculado a la 
constatación 0 acertamiento de determinados extremos típicamente 
relevantes. 

Y como ejemplos menciona las realidades típicas de "ocultación" - 
entre otras que detalla-, a que alude el referido art. 5% de la ley de ilícitos 
económicos. 
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Ejemplifica al respecto "El caso que más clara y frecuentemente se 
adecuará a cualquiera de las hipótesis legales pre-mencionadas será el del 
deudor civil, del comerciante, o de persona vinculada a la sociedad que 
pretende insolventar, que transfiera bienes a una sociedad anónima cuyo 
control 6 propiedad le pertenecen”, 

Continúa diciendo que 4 su juicio "la transferencia constituiría un 
caso de ocultación, donde la estructura formal de la sociedad operaria como 
el medio de ocultamiento del bien; ocultamiento jurídico que seguramente, 
habida cuenta de la despersonalización con que se presenta la sociedad 
anónima, será más eficaz y efectivo, para los propósitos del agente, que el 
ocultamiento físico....”" 

Examinando el delito de insolvencia societaria fraudulenta, dice que 
lá conducta puede encuadrar también dentro de la referencia típica "hacer 
desaparecer el patrimonio de una empresa”, 

106.- Langón Cuñarro, quien aisladamente ha propugnado la 
derogación tácita del art. 76-de la ley 2230, admite sin embargo la amplia 
opinabilidad de su postura. 

Concluye que ante la cocxistencia de ambas normas, ( art. 76 ley 
2230 y art. 5 ley 14095) como lo sostiene la doctrina mayoritaria, se daría 
un caso de “concurso aparente de normas penales”, en donde la 
“insolvencia societaria fraudulenta” debe primar por ser norma especial y 
posterior en el tiempo. j 

Sostiene que ” esta figura se conoció como "vaciamiento de 
empresas”, y que la responsabilidad es individual, de cualquiera que 
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ejecutare los supuestos de hecho que establece la. figura, pero en general 
autor será el administrador; representante o gerente de uno empresa” 

(cfime. Autor citado en “Código Penal comentado y anotado, Parte 
Especial, Tomo Il, Vol K, pags 19 y ss.) 

107.- En la especie, los agentes del delito han conjugado los verbos 
nucleares de la figura que este Ministerio les imputa. 

En efecto, se tratan de tipos abiertos, comprensivos de cualquier 
medio idóneo para llegar a la ocultación, disimulación o la tHesaparición de 

La ocultación puede ser física o juridica, ya sea ocultación de activos 
fisicos o títulos, maquinaria o bienes que conforman el activo en los 
balances. : 

Asi lo indica el Prof. Dardo Preza (obra “Delitos Económicos, pags. 
50 y ss), quien: a su vez, define el concepto de “hacer desaparecer”, como. 
toda forma de transferir, o gravar bienes, no interesando concretamente, el 
medio utilizado....El hacer desaparecer comprende no ya negocios 
simulados sino operaciones reales pero con distracción: de los fondos 
obtenidos, burlados al patrimonio de la empresa”. 

Sobre dicha figura, continúa “la transferencia 
constituiria un caso de ocultación, donde la estructura formal de la 
sociedad operaria como el medio de ocultación del bien; ocultamiento 
juridico que , seguramente, habida cuenta de la despersonalización con 
que se presenta la sociedad anónima, será más eficaz y efectivo para los 
propósitos del agente, que el ocultamiento físico... ”. 
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(cime. Autor y obra citada, pag. 51) 

Obviamente, que la figura se consuma aún cuando se produce un 
“vaciamiento parcial”. 

108.- En suma, las múltiples transferencias de dinero operadas desde 
el Banco de Montevideo hacia Trade Commerce Bank (TCB), y a otras 
empresas del Grupo, así como a otros accionistas ( caso Juan Peirano 
Basso), cuyo control y propiedad también le pertenecen, infieren «a juicio 
de este Ministerio que la conducta típica desarrollada por los co 
imputados, encuadra más cabalmente en las previsiones del art. 5 de la ley 
14.095, en la modalidad de ocultar, o hacer desaparecer total o 
parcialmente el patrimonio de una empresa, en perjuicio de terceros. 

De acuerdo a las reglas de la sana crítica, comprensivas de la lógica 
de los hechos y la experiencia, cabe concluir que todos ellos participaron, 
de diversa manera, con actos directos para la exposición del BM, en 
beneficio de otras empresas de su propiedad. 

Participaron en el vaciamiento del BM, con actos materiales, que 
posibilitaron que se asistiera en forma indebida a las empresas vinculadas a 
dicha Institución, principalmente a TCB- en épocas en que la misma 
estaba siendo controlada por el incremento de riesgos, e incluso en algunos 
casos con un veedor designado con facultades de veto en la propia sede. 

Su accionar burló los controles del BCU y perjudicó a múltiples 
ahorristas que vieron frustradas la devolución de sus depósitos y ala. 
economía nacional, siendo un delito “pluriofensivo”. j 

109.- En el Banco de Montevideo hubo una secuencia de hechos que 
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úiban siendo constatados.: por la Superintendencia- de. Instituciones 
Financieras (SF), y una secuencia de acciones consecuentes que se fueron 
tomando por las autoridades de la época del BCU, en virtud de esos hechos. 

Estas acciones que iba tomando el Banco Central se fueron 
agudizando, severizando, hasta que finalmente derivaron en la intervención 
del Banco Montevideo. 

110.- Y de alli deriva lo más relevante desde el punto de vista de la 
responsabilidad penal que le cabe en estos hechos a los imputados. | 

En primer lugar, advertido por el BCU la existencia de un 
incremento significativo de exposición del BM a favor del TCB, y otras 
empresas vinculadas, se adopta una estrategia de prevención y de aviso 
verbal de no continuar con dicho temperamento. 

Ello inmediatamente es seguido de instrucciones escritas - a las que 
ya se hizo mención- que fueron también desobedecidas, siendo incluso 
anunciado a texto expreso, que la conducta del BM seguiría siendo la de 
asistir al TCH. 

Ante ello, se designa al veedor con facultad de vetar las operaciones 
irregulares, disponiendo que las potestades de éste se fueran incrementando 
en función de la secuencia incesante de hechos irregulares. 

Estas operaciones vulneraron los límites, los. topes de riesgo 
permitido, con relación á las empresas vinculadas, en momentos en que se 

2 sabla que el BM se encontraba en una situación de iliquidez. 
| La situación de cada uno de los encausados. ] 
111,- Mario Angel San Cristobal, ocupó el cargo de Presidente del 
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Directorio del Banco de Montevideo, siendo incluso en alguna oportunidad 
Gerente General de dicha Institución. 

Desde aproximadamente el año 1994 o 1995, ocupó la presidencia 
del Banco, recibiendo una remuneración anual de 26.000 dólares, y una 
mensualidad de 3.500, a la fecha de producirse la intervención, 

Según sus dichos, quiso renunciar al Directorio, pero fue convencido 
por Juan Peirano para que siguiera, dada su capacidad e idoneidad 
comprobada durante 56 años de Banco, 

Al respecto dijo “.....yo cometi el error de haber comprendido su 
preocupación y acepté la propuesta.....”, fa. 1428. 

Conocia la operativa del Banco, dada su condición de Presidente, 
aunque no participó en la faz ejecutiva de las decisiones. 

No obstante ello, algunas operaciones de montos millonarios que 
fueron aprobadas o ejecutadas sin su intervención, fueron si avaladas O 
confirmadas con su propia firma en las sesiones que celebraba el 
Directorio, no oponiendo reparos expresos a las mismas, más allá de sus 
alegadas observaciones verbales. 

A vía de ejemplo, cabe destacar algunas de sus expresiones . 
*. Para ira la reunión de abril el Departamento de Créditos hace. el 
formulario necesario que no se había hecho y suben a mi escritorio un 
funcionario y donde aparecian mi nombre a la derecha también 
autorizando, ya tenía tres meses eso, yo puse en vez marcar, “tomado nota” 
y mi firma, ño pasan ni quince minutos y sube al piso mío Dante Peirano y 
me dice “Don Mario, por favor, esto no lo compromete para nada porque ya 
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está hecho, pero le traigo otro impreso y le pido que lo marque, cosa 
que hice....”. 

“También con relación al préstamo a Juan Peirano, de 6 millones de 
dólares, dijo “....esos créditos fueron autorizados por los directores 
“ejecutivos (l£ase Dante Peirano y Marcelo Guadalupe), pero fueron a 
Directorio después y en el acta se pusieron......” 

En suma: Si bien ha alegado haber formulado observaciones 
verbales, no fueron vetadas estas operaciones y muchas más en los últimos 
meses, siendo avaladas con su propia firma, en calidad de Presidente del 
Directorio. 

En tal sentido puede concluirse que su conducta debe castigarse a 
titulo de dolo, ya que teniendo la oportunidad, y la obligación de controlar 
la operativa del Banco, aunque no interviniera en decisiones ya tomadas y 
ejecutadas, debió.oponerse, y no obstante ello no lo hizo y continuó 
desempeñándose hasta que fuera decretada la intervención del Banco. 

Resulta relevante a efectos de analizar el grado de participación que 
le cupo en los hechos a Mario San Cristobal, señalar la opinión de 
Guillermo Julio Fierro, sobre lo que denomina “autoría accesoria”, en su 
trabajo sobre la “Teoria de la participación criminal” (2da. Edición Buenos 
Aires, 2001, pags.344 y ss.) 

En efecto, cuando existen pluralidad de agentes que concurren a un 
mismo hecho delictivo, pero donde la nota distintiva reside en el “aspecto 
temporal", el aporte del segundo interviniente le sucede a quien comenzó la 
ejecución del hecho. 
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Este segundo aporte, temporalmente hablando, debe contribuir o 
agregar eficazmente algo a la producción del resultado; éste segundo agente 
refuerza o consolida la acción emprendida por los primeros, o el primero, 
según el caso, 

Y cabe concluir, por tanto, que el accionar de este sujeto que presta 
su cooperación al ilícito, se transforma en un “co autor”, cuyo accionar de 
acuerdo a nuestra legislación positiva encuadra en las previsiones del art. 
61 nral. 3 del Código Penal. . 

Así lo destaca expresamente Guillermo Julio Fierro “el derecho 
penal uruguayo acepta este criterio y la doctrina que lo comenta se refiere 
al criterio temporal antes señalado....al configurar la coautora en el art. 
6l que incluye a quienes cooperan en la fase consumativa ” 

(obra citada, pag.314) 

No obstante ello, por imperio del art. 88 del C. Penal su 
responsabilidad por ser secundaria, debe ser menor a la-de los autores del 
reato, por existir "circunstancias de orden personal que obligan € 
modificar el grado". ] 

San Cristobal, en su condición de Presidente del BM, “legitimó” 
actos irregulares ya concretados con anterioridad por otros co participes, 
con conciencia de su carácter del carácter ilícito de los mismos. 

Como atenuantes deben computarse a su respecto la buena conducta 
anterior, y la confesión, esta última valorada analógicamente. 

112.- Dante Peirano, era Director Ejecutivo del Banco y fue autor 
material de todas las operaciones ya descritas en el capítulo de hechos (ver 
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Cap. 1); ordenaba el traspaso de fondos a empresas vinculadas al grupo, 
autorizaba operaciones que no se contabilizaban en definitiva, autorizó 
préstamos a personas de su núcleo familiar, integrantes del Grupo Velox, a 
saber: Juan Peirano; solicitó a empresas y personas vinculadas la 
realización de transferencias desde sus cuentas comentes, para “triangular” 
operaciones al exterior, a empresas del grupo, realizando claramente lo que 
puede denominarse “autopréstamos”., 

A tales efectos, cabe remitirse a lo señalado en el capitulo de hechos. 
Integraba el “grupo familiar”, y por tanto el “Grupo de Comando”, siendo 
un claro beneficiario de las múltiples maniobras ilícitas, que le reportaron 
beneficios directos e indirectos. 

113.- Marcelo Guadalupe, reunía lá múltiple: condición de Director 
Ejecutivo, con firma en la mayoría de las operaciones realizadas, y de 
Gerente General del Banco Montevideo, asi como de Director de la Caja 
Obrera. 

Las operaciones numerosas y graves de desvios de fondos a 
empresas vinculadas al Grupo, tuvieron a su persona como ejecutor 
intelectual, junto al Cr. Dante Peirano, además de la colaboración de otros 
“mendos medios” como Codesal, Balogh, Iraola y Rippe, éste en otro 
tiempo, cuyas responsabilidades, como se dijo, están siendo dilucidadas 
en otra causa conexa con la presente, que se tramita ante su similar de 8” 
MO , 

a) Participó en las negociaciones y xeualones con autoridades del 
Banco Central, previo a la designación de la veedurta, y luego de instalada, 
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participó asimismo en operaciones ilicitas directas o indirectas a favor de 
empresas vinculadas, firmando documentación al respecto según se ha 
explicitado en el Capitulo de hechos. 

b) Los numerosos testimonios y prueba documental aportada en 
autos lo involucran. á 

Su alegada renuncia con fecha 29 de abril de 2002, no se hizo 
efectiva, y concurrió al Banco hasta fines del mes de mayo, firmando 
durante dicho lapso traspaso de valores a la Bolsa. 

Integraba el comité de análisis de créditos a empresas vinculadas, 
con Dante Peirano, Balogh y Rippe, determinando “el modus operandi” 
mediante el cual era más viable la concresión de estos créditos, 
naturalmente irregulares. 

Aunque resultare discutible que su accionar no, encuadrara en las 
prohibiciones del art. 18 de la ley 15322, de intermediación financiera, 
actuó a sabiendas que se estaba violentando los limites de exposición en 
Banco Montevideo, con otras empresas del Grupo, especialmente con TCB, 
y que ese accionar excedía "los topes de riesgo”. 

Fue Director ejecutivo integrante del Directorio, su accionar debe 
castigarse a título de dolo directo, y debe responder como autor (art. 60 
nal. 1), en tanto participó en al faz ejecutiva de las maniobras fraudulentas. 

- A-su vez, existe prueba contundente que lo incrimina penalmente y 
que fuera ya relevada por esta Fiscalía. 

En efecto, en las primeras declaraciones de Dante Peirano en sede 
judicial, éste destacó que “Marcelo Guadalupe, fue Gerente 
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financiero....una persona muy inteligente”, dijo que era una persona de 5u 
entera confianza, que presentó renuncia al Banco el 29 de abril de 2002, y 
que en forma verbal le había manifestado que continuar asistiendo al 
Grupo, “podría deteriorar definitivamente la situación del Bco. Mdeo.”. 
También Dante Peirano dijo, que: “el Gerente General tenía 
conocimiento de toda la operativa....cuando él renunció me presentó una 
carta con sus discrepancias como es natural, para cubrirse....El era 
Gerente General y Director. En la última asamblea del BM él renunció.-El 
-tema es que firmaba Marcelo conmigo es porque son dos firma A. Para 
determinadas operativas se necesitan dos firmas (fs. 1336 y 55.). 

Se beneficia por su “buena conducta anterior”, y por la "reparación 
del mal” (art. 46 nrales. 6 y 8). 

Esta última atenuante - a juicio de este Ministerio- resulta de recibo, 
en tanto luego de consumados los ilícitos procuró atenuar el mal causado, 
colaborando con la justicia, y presentando su renuncia «aunque en fecha por 
demás tardia-. 

Ello demuestra una actitud de arrepentimiento del autor, no siendo 
necesario para el cómputo de la mitigante “la producción de un resultado 
que borre las consecuencias del delito” 

(címe. Opinión de Langón Cuñarro, Código Penal anotado, 
Edición 2003, pags. 157 y ss.). 0% 

114.- Jorge Pelrano Basso, integró el Directorio del Banco, firmó 
documentación, según lo detallado ut supra, que lo involucra como 
participante en las operaciones fraudulentas. Actuó como Director avalando 
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en las actas del Directorio las transferencias de fondos ya señaladas, a 
empresas vinculadas al Grupo Veloz, 

Participó en las tratativas tendientes a solucionar la crisis imperante 
en el Banco Alemán Paraguayo, viajando expresamente en representación 
del Grupo. 

Todo ello desvirtúa su versión exculpatoria brindada en sede 
judicial, de que estaba “ajeno” a la operativa del Banco. — Debe 
responder, por tanto, cómo autor conforme a las previsiones del ari. 60 nel. 
l del Cc, Penal, a titulo dolosa, 

Su responsabilidad es menor que la de sus hermanos Dante y José, en 
tanto no erá-una persona habitualmente dedicada a los negocios bancarios, 
sino que se recurrió a él cuando la situación era crítica, aportando en tal 
sentido importante apoyo intelectual. Se beneficia de 
su buena conducta anterior. (art. 46 nral. 6 CP). 

115.- José Peirano, integrába el Grupo Velox, era Director del 
Banco Velox en Argentina, y vicepresidente de Trade Commerce Bank 
(TCB). 

- Propició numerosas operaciones tendientes a transferir fondos desde 
el Banco de Montevideo a empresas pertenecientes al grupo que integraba, 
fundamentalmente a TCB. 

La situación imperante en Argentina, a fines del 2001, como se dijo, 
hizo necesaria la provisión de fondos provenientes del exterior de ese país -: 
Argentina-, a fin de cubrir dichas empresas, 

Ello obedeció a una política deliberada del grupo, que culminó 
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finalmente en el “vaciamiento” de dichas instituciones financieras, en el 
caso que nos ocupa, Banco Montevideo. 

El destino del dinero era inicialmente cubrir el retiro de depósitos en 
TCB, para luego transferirlo a otras empresas vinculadas al grupo, situadas 
muchas de ellas en Argentina. 

Impartía órdenes directamente a Iraola, en TCB Mandatos, ubicada 
en Uruguay, calle Arocena, con sede en Latinur, 

Estaba al tanto de la situación deficitaria de TCB, y no obstante ello 
la utilizó como “puente” para derivar fondos a otros destinos de su interés. 

Debe responder por el delito mencionado, a titulo de autor, 
beneficióndose Únicamente por su buena conducta anterior. 

116.- Juan Ratti, integrante del Direciorio, manifestó conocer ya en 
febrero de 2002, la asistencia del BM a favor de TCB por setenta millones 
de dólares, y que ello no constaba en actas. 

No obstante ello; continuó como Director del Banco, infringiendo 
por tanto normas estatutarias y de orden público, omitiendo formular 
observaciones, sin negarse a avalar las decisiones tomadas por el Grupo de 
Comando ( formado en BM por Dante Peirano y Marcelo Guadalupe, 
como asistente directo). 

Al respecto señaló “No consta en actas pero yo pedí un balance del 
TCB....”. Las mínimas reglas de la lógica y experiencia, configurativas de 

+ las sana critica indican que debió tomar decisiones como Director del 
Banco, y no lo hizo, actuando por ende en forma dolosa, aunque sea por 
omisión, permitiendo la existencia de operaciones de “vaciamiento” del 
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Banco, consintiéndolas con su firma en las sesiones del Directorio. 

Le son aplicables a su respecto las mismas consideraciones que 
fueron expuestas con relación a Mano San Cristobal, acerca de su 
“evoperación secundaria”, que lo sitúa como co autor del delito de 
insolvencia societaria fraudulenta, y por imperio de lo previsto en el art. 88 
del CP, su penalidad debe ser sensiblemente menor, a la de los ejecutores 
materiales de los hechos irregulares constatados. 


6.- PETITORIO 
INDIVIDUALIZACION DE LA PENA 


En mérito a lo expuesto, a las normas legales ya citadas, a los arts. 1 
a 3, 18, 60, 61, 66, 68, 70, 71, 86, 88, 104, 105 y concordantes del Código 
Penal, y art. 5 de la ley 14.095, así como artículos complementarios del 
Código de Proceso Penal, este Ministerio deduciendo formal acusación, a 
la señora Juez, PIDE: 

Se condene.a José Pelrano Basso y Dante Peirano Basso, como 
autores responsables del delito de insolvencia societaria fraudulenta, a 
la pena de NUEVE (9) AÑOS de penitenciaria, respectivamente. Se 
condene a Jorge Peirano Basso, como autor responsable del delito de 
insolvencia societaria fraudulenta, a la pena de SEIS (6) AÑOS de 
penitenciaria, 

Se condene a Marcelo Guadalupe como autor responsable del 
delito de insolvencia societaria fraudulenta, a la pena de TRES (3) 
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AÑOS y OCHO (8) MESES de penitenciaría, con descuento de la 
preventiva sufrida. .* 

Se condene a Mario San Cristobal y a Juan Solas Ratti, 
como co autores responsables del delito de insolvencia societaria * 
fraudulenta, a la pena de VEINTICUATRO (24) MESES de prisión, 
con descuento de la preventiva cumplida. 

Se declare respecto del-Dr. Jorge Peirano Facio, la extinción del 
delito cometido, de conformidad con lo previsto en el art. 107 del Código 

Serán de cargo de los condenados las accesorias legales de rigor. 

Montevideo, 18 de octubre de 2006. RU 
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Señora Jiez: 


I) Atento a que el compareciente Luis Muxi “no ha sido 
sometido 4 proceso en esta ceusa y teniendo presente la 
documentación agregada y demás resultancias, podria Ud acceder si lo 
estimare pertinente y si mo existieren medidas pendientes que 
ameritaran mantener la incautación oportunamente dispuesta. 

Il) Respecto a lo dispuesto por Ley No.18411, art.2”, de 
fecha 14/11/08, entiende este Ministerio que corresponde tener 
presente la misma, en su caso, en la etapa decisoria pertinente, no 
afeciando en este estado el trámite de la causa. 

En efecto, no obstante los fundamentos legales que 
oportunamente sustentaron los procesamientos dispuestos, debe 
tenerse presente el carácter esencialmente modificable de toda 
resolución de enjuiciamiento (cf. Art.132 CPP y Sentencias de la Sala 
de Primer Turno Nos. 109/97, 125/97 y 9/00, a vía de ejemplo).- Es 
en oportmidad de la acusación o requisitoria (o demanda del proceso 
penal) que se abre el verdadero debate connatural al mismo, y se fijan 
definitivamente por el Ministerio Público los hechos que se 
considerán probados, con relevancia penal, y la consiguiente 
calificación jurídica.-Así se concreta el ejercicio de la acción penal 
que el Ministerio Público había hecho valer en forma genérica en 
oportunidad del procesamiento del entonces indagado (ARLAS, 
Curso de Der, Proc, Penal, T. 1 pág, 147). 
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Tal el caso de autos, en que el Representante fiscal ha 
cumplido ese acto procesal, articulando los hechos probados, 
mencionando la prueba que les sirve de sustento y el encuadre juridico 
pertinente, en figura penal vigenta.- Existen pues, a criterio del 
Ministerio Público, hechos probados con trascendencia jurídico penal 
(vista N" 1816 de 18/10/06).- : 

o Por tanto, cumplido el ritual procesal correspondiente 
en autos (certificación oportuna de la prueba, alegatos, etc.) la Sede se 
expedirá en definitiva respecto a los hechos que considere probados y 
su calificación juridica, oportunidad en la cual apreciará en su caso la 
incidencia de la ley N” 18411 en la presente causa, sin perjuicio de la 
actividad posterior de las partes. Habiéndose entablado la demanda 
tipica del proceso penal, que es manifestación del principio 
acusatorio, corresponde un pronunciamiento oportuno del decisor, 
producto de la armonización de tal principio con otros tales como el 
“jura novit curia”, etc.; sea o no en el sentido de acoger tal 
requisitoria, y por los fundamentos que considere del caso. 

En ménto a lo expuesto, entiende este Ministerio, en 
este estado, que corresponde proseguir el trámite de la causa según el 
ritual procesal previsto legalmente para la etapa que transita 
actualmente la misma. 
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Sra. JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO PENAL 
DE 7" TURHO 


La Defensa de Jorge, José y Dante PEIRANO BASSO en la 
causa que se les sigue bajo la imputación de violación al art. 76 Ley NO 
2.230 (TUE: 91-163/2002) a la Sra. Juez dice: 

Que en tempo y forma viene a evacuar el traslado de la vista fiscal 
oportmamente conferida oponiéndose a la misma y solicitando la 
dausura del proceso, en atención a las siguientes consideraciones de 
hecho y fundamentos de derecho, 

| -1- 
EVACUA VISTA 

1. Ante la derogación del art. 76 de la Ley NO 2.230 por el art. 2 de 
+ Mayo ARAN, JO Sea. Elocal postula la prosecución de las presentes 
actuaciones em abierta violación al régimen legal vigente en la materia, 
én base a los siguientes argumentos: 

a. 6 carácter esencialmente modificable del auto de procesamiento y; 

b. que en oportunidad de la acusación, el Ministerio Público fijó los 
hechos que se consideran probados su calificación juridica existiendo, a 
su juicio, hechos probados con trascendencia Jurídico penal. 

2. De la lectura de la vista fiscal se derlva sin hesitaciones que la 
Sra. Representante del Ministerio Público ha acudido a consideraciones 
jurídicas de carácter general, en clara violación a las disposiciones legales 
aplicables en la especie, Ello, a fin de postular la prosecución de las 
actuaciones, 

2. En efecto, al caso que nos ocupa, resultan aplicables conforme 
se analizará a continuación- el art, 15 Inciso 20 del Código Penal y 7 del 
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Código del Proceso Penal, que recogen el principio de la "retroactividad 
de la nueva ley penal más benigna” 

Según este principio cuando $e deroga un delito como ha sucedido 
en la espedde- dicha derogación tene efectos sobre los hechos anteriores 
a la ley, determinando la clausura del proceso en trámite. 

4. Analicemos, pues, las emergencias de autos, 

Nuestros defendidos Jorge y Dante PEIRAMO BASSO fueron 
procesados por el delito de asodación para delinquir en concurrencia con 
el art. 76 de la Ley NO 2.230. Por su parte, José PEIRANO BASSO fue 
procesado por el delito de asociación para delinquir en concurrencia con 
el art 5% de la Ley N* 14.095, insolvencia societaria fraudulenta, 
(f5.1742 y 25). i 

Luego, el Tribunal de Apelaciones en Jo Penal de 30 Turno, en 
Sentencia N 156 de 26 de marzo de 2003 (fs.2332 y ss), revocó el 
dellto de asociación para delinquir para los tres imputados y, para el caso 
de los José PEIRANO BASSO, revocó el procesamiento en base al art, 59 
de la Ley N* 14,095, estableciéndose en camblo su enjuiciamento por el 
art. 76 de la Loy NO 2,230. : 

De cuanto viene de decirse surge que puestros defendidos 


5, La mencionada derogación del art. 76 de la Ley N* 2.230 toma 
aplicables las siguientes disposiciones: Ñ 

Inciso 20 del art. 15 del Código Penal, el cual establece: 
"Cuando ss suprimen, tn cambio, delos existentes 0 se disminuye la pena 
de los mismos, se aplican a los hechos anteriores s su vigencia, 
determinando la cospeción 
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caso, y solo la modificación de la pena, en el segundo, en cuánto no se hallare 
ésta Ajada por sentencia ejecutoriada” 

Inciso 2% del art, 7 del CPP -en trascripción casi literal de la 

disposición que venimos de citar- que expresa: 
"SL, en cambio, suprimen delitos existentes o disminuyen le peña de los 
mismas, se aplican a los hechos anteriores a £u vigencia. En el primer e850, 
determinan la cesación del proceso. En el segundo, solo la modificación de la 
pena, siempre que ésta no se halle Ájada por sentenció ejecutoriada” 

6. Resuelta evidente, hablda cuenta del tenor de las disposiciones 
legalés precitedas qué en el caso -como el de autos- de supresión de un 
delito durante un proceso en curso, éste debe dausurarse. ) 

El estado de sujeción de nuestros defendidos al proceso penal, 
encuentra su fundamento en el auto de procesamiento en los términos 
establecidos por el Tribunal de «Apeladones. Y dicho auto de 
procesamiento da Inicio al proceso penal, en base a la presunta 
violación del art. 76 de la Ley N? 2,230. Esa es la imputación bajo la 
cual están siendo juzgados nuestros defendidos. 

7. La Sra, Fiscal, mediante la Invocación al delito por el cual se 
formuló acusación pretende sortear la aplicación de la ley (Inciso 2% del 
art. 15 CP e inciso 20 art. 7 CPP). 

En efecto: ¿En qué disposición legal se basa el Ministerio Público 
para afirmar que cuando hay una acusación por un delito distinto al-que 
se imputó en el auto de procesamiento, sí éste es derogado, debe regir el 
delo por el cual se acusó y no el delito por el cual se dictó el auto de 
procesamiento? 

No puede pretenderse extraer de consideraciones juridicas 
genéricas sobre la provisoriedad del auto de procesamiento o la 
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concreción del ejercido de la acción penal por parte del Ministerio 
Público, la desaplicación de la letra dara de la ley. - 

Cuando el delito por el que una persona fue procesada es derogado 
el régimen legal vigente establece que ese proceso debe clausurarse, 


más allá de la etapa procesal en que se encuentre o las posldones 
sostenidas por las partes en el transcurso del proceso. La cuestión 


puede arribarse a otra conclusión que a la clausura de las actuecioónes. 


Dichas disposiciones reconocen un autenti 
la clausura del proceso, toda wez que el delito por el cual fue procesado 
haya sido derogado. 


8. El Fiscal que es parte del proceso penal -al igual que la 
Defensa» dedujo su pretensión punitiva por un delito distinto al imputado 
en el auto de procesamiento, pero dicha circunstancia carece de 
relevancia jurídica en el análisis que nos ocupa. Así como el Ministerio 
Público dedujo su acusación en los términos en que lo hizo, esta Defensa 
postulá y demostró la absoluta Inocenda de nuestros defendidos 
pretendiendo, consecuentemente, su absolución. 

9. En definkiva, nos encontramos ante una situación que está 
claramente resuelta en la ley: la derogadón de un'dellto determina la 
clausura de todos los procesos ablertos por ese delito. En este caso, el 
proceso fue ablerto en base a la violación al art. 76 de la Ley NO 2.230 y 
este delito fue derogado por la Ley N* 18.411, 
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-II- 
DERECHO Y PETITORIO 

Por lo expuesto y al amparo de lo dispuesto por las disposiciones 
tejjalés precitadas, a la Sra. Magistrado SOLICITA: 
ii , 1 Se tenga por evacuada la vista conferida. 


Se dausuren las presentes actuaciones, oficiándose. 
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EVACUA VISTA. | 
E GAZIANEO 


SEÑORA JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA EN EQ+RGNAD>DE“” 
TURMO. 

La Defensa de Marcelo GUADALUPE, en causa que se le sigue ante 
esta Sede pot imputación de infreción al art. 76 de la Ley 2230, JUE 91-163/2002, 
evacuando la conferida, dice * 

La cuestión se ha planteado en el sentido de que el defendido sufre 
proceso Por infección al art: 76 de la Ley 2230. Dicha disposición ha sido derogada por 
el art. 2* de la Ley 18.411, de 14 de noviembre de 2008. Parece, entonces, aplicable a la 
espécic lo dispuesto porel ant 15, inciso 2*, del Código Penal (en concordancia con el 

| “Caando se saprimen, en cambio, delitos existentes o se disminuye la 
ii vigencia, determinando la 
cesación del procedimiento o de la condena en el primer caso, y sólo la modificación 
de la pena, en el segunda; en cuanto no se hallare ésta fijada por sentencia 

AL suprimmirse el delito imputado al defendido, por derogación de la 
- disposición que lo'establecta, la aplicación de la norma derogatoria es retroactiva, por lo 
cual corresponde la crsación del procedimients. 

El dicuenen fiscal €n vista se opone a dicha consecuencia sobre la base 
de los siguientes fundamentos: 8) que la tipificación derogada se encuentra atribuida por 
aulo de procesamiento, el que no causa estado y, consecuentemente, es esencialmente 
irpvocable; b) que la acusación fiscal ha fijado los hechos que se reputan probados y su 

«calificación, la cual es distinta de la imputada en el proceso, 


1120-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


A criterio de la Defensa, ninguno de los argumentos cismdes pame: 
prevalecer ante el texto claro del art. 15 CP (7 CPP). que regula. preciamente le 
vigencia de la ley en el tiempo, bajo el criterio frvoris rei: improcedencia de ls 
tipificaciones muevas a hechos anteriores a éstas, aplicación retrosctiva de du 
- supresiones de delito aun a aquellos hechos cometidos durante la vigencia de la Bf 
derogada, 

Por cierto, el auto de procesamiento no causa estado y es reformable de - 
oficio, pero esto no quita tna coma a la vigencia retroactiva de la derogación: ante todí, 
el auto de procesamiento, por más revocable que sea, en el caso há sido mantenido += 
des Instancias, lo que quiza la especie, en.loshechos y en el caso, le mutabllidad ql 
tiene en abstracto, 

En otras palabras; el procesamiento del defendido lo ha sido pa 
imputación de infracción al art. 76 de la Ley 2230 y esa imputación ha sido ramificada 

— par interlocutoria de segunda instancia. Luego, el proceso que debe cesar, por 
aplicación de las normas reguladoras de la retroactvidad, es procisómente aquel que sr 
ha centrado en la imputación de delito que le ha dado existencia, 

Sostener lo contrario, equivaldria a suponer que el art. 15 CP (? CPP 
que frente a la supresión del delito prescribe la cesación del proceso, sin otra precisión 
ni oditamento, constituiria letra muerta, si podiera reanimarse lo imputación de kw 
hechos bajo otra calificación: algo asi como "el proceso ha muerto, viva el proceso”. 

Téngase en cuenta, además, que la extinción del proceso, Consecuene 
con la del delito imputado, es actuación del principio de inocencia (previsto en el art. 9 
de la Constitución y, entre otros, arts. 7 y $ del Pacto de San José): la imputación 
delictual siempre es provisional, compatible con una suposición de inocencia del 


imputado que sólo podría excluirse por el dictado de sentencia condenatoria, El sentido 
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de la retroactividad que cancela el proceso va en consolidación con la presunción de 
inocencia, en la medida que la ley dispone, ante la caducidad del delito, que se excloyan 
sus consecuencias gravosas, empezando por aquellas que, provisionalmente, prima 
focie, vinculaban a una persona a la sospecha de su comisión. Los términos 
suficientemente imperativos de la key son plenamente incompatibles con una actividad 
ulterior del Jurgado, de reformar o modificar la calificación delictual, sustituyendo lo 
suprimida por otra. Cosa que, por otra parte, no se ha hecho, ni se está, en la etapa que 
transita el proceso. en condiciones de hacer. 

Lo que convoca la consideración del segundo srgumento del Ministerio 
Público; ca el seocido de que la calificación juridica dada en la acusación a los hechos 
de autos es distinta. 

Por cierto, la Defensa ha controvertido la procedencia de esta 
calificación, así como la procedencia de la derogada, pero, más allá de llo, parece 
evidente que los procesos, el “procedimiento”, en los términos del art. 15 CP, no se 
instauran por la eafificación que haga la Fiscalía, sino por la que hace el Juzgado. 

Y. entrespoode reiterarlo, la calificación judicial, ratificada en segunda 
instancia, es divergeme de la que el Ministerio Público entiende procedente al deducir 
acusación. Esta calificación va en el sentido de que el delito que ha dado origen al 
procedimiento es el comentdo en el an. 76 de la Ley 2230, el que, al ser suprimido, 
determina la cesación ..las'nemaciones. y 

PIDE: 

L-Tenga por evacuada la vista. 

2-Disponga el archivo de estas actuaciones. 

pr 
A 
AAA 


Abogado 
roricula 33 
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SR. JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO PENAL 
DE 7 TURNO.- 

EDUARDO PESCE Defensor de oficio de MARIO SAN 

CRISTOBAL PONS, en la causa que por el delito previsto en el 
¡artículo 76 de la Lev N" 2230, se le sigue ante esta sede, Fa. 163/2002, al 
Sr. JUEZ DICE: 

Que viene a evacuar la vista conferida en los términos que a 
continuación expone: 

T.- ASPECTOS RELATIVOS AL DERECHO 
SUSTANCIAL. EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD.- 

Como consecuencia de la aplicación del principio de 
legalidad — de ragambre consttucional., los articulos 15, 16 y 17 del E. 
Penal regulan la problemática de la sucesión de leves en el tiempo, 
señalando hipótesis de irrewooctividad, o de retroactividad de las leyes 
penales, de acuerdo con la consideración de extremos de hecho que 
tienen que ver con la creación o derogación de delitos y rebaja 0 
almenio de las penas. - 

Para la solución del presente caso, nos interesa la hipótesis 
de derogación de delitos. Establece sobre el particular el artículo 15 que 
cuando se suprimen delitos existentes, la ley se aplica a los hechos 
anienores 4 5u vigencia, determinando la cesación del procedimiento o 
de la condena (retroactividad absoluta). A idéntica solución lega el 
artículo 7 del C, del Proceso Penal insistiendo sobre la cesación del 
PrOceso.- 

En el caso que nos ocupa el artículo 2” de la Ley 18,411, 
deroga expresamente la disposición del artículo 76 de la Ley 2.230, por 
el que habla sido procesado oportunamente su palrocinado de oficio. Ello 
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lleva a concluir de acuerdo con lo antedicho, que corresponde la clausura 
- de estos procedimientos en aplicación de la absoluta retroactividad de la 
nueva ley.- 

El Ministerio Público propugna la prosecución de estas 
aduagiones en virtud de las razones adjetivas, procesales, que a 
continiación se analizaran. 

TI).- ASPECTOS RELATIVOS AL DERECHO 
PROCESAL. LA PROVISORIEDAD DEL AUTO DE 
PROCESAMIENTO. 

ILA)- POSICION DE LA FISCALIA.- 

Nuestro defendido fue procesado a solicitud del Ministerio 

_ Público por la comisión del delito previsto en el artículo 76 de la Ley 
2.730. 

Al acusar, el Fiscal actuante modifica su pretensión inicial y 
solicita la condena de San Cnstóbal como cosmtor de un delito de 
insolvencia societaria fraudulenta 

Ante la situación de derogación de la disposición lantas 
veces citada, la Fiscalia solicita la prosecución de los procedimientos por 
el delito de insolvencia societaria fraudulenta, alegando que el auto de 
procesamiento no causa estado, siendo esencialmente revocable, 

11.B).- ANALISIS DE LA REVOCA BILIDAD DEL 
AUTO DE PROCESAMIENTO. | 

Que el auto de procesamiento es esencialmente revocable, 
no cabe ninguna duda, pero es necesario formular las precisiones que s€ 

De acuerdo con lo que surge del articulo 132 del C. del 
Proceso Penal, no causa estado y es reformable de oficio. 
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En cuanto a la interpretación del término “no causa 

"ierdcido ".sostuvo Gelsi Bidart que está en esa situación la sentencia 

* que no decido definitivamente La cuestión. la que no la fija de una vez 
para siempre. lo que lo establece, pero con poribibidodes de que acios 
posteriores la transformen” y más adelante agrega que puede retenerse 
la noción de que dichas sentencias sen aquellas” cuyo contenido estd 
«puedo a PP a cambiar 120 ¿nh proceso posterior”... "560 en el 
mismo proceso. * ¡Gela Bidan. Citado por Landon .Angel. "El proceso 
en el noeve Codigo de Proceso Penal” En “Curso sobre el Código del 
Proceso Penal ? Eduado FCU 198). Pág. 243) 

cdo das fa a esla sentencia como provisoria, pues si 
hicn pasa en atoridad de cosa juzgada formal, puede ser eventualmente 
sevisala a «carta las ecmedaciones que se tuvieron en cuenta al decidir. 
¡Laidoni “p Ot Pa. 4 

En k: que dice relación con la reformabilidad de oficio, 
sostiene el citado zutor, que ese hecho, acentúa la posición prevalente del 
órpano junsdiccional. (Tbid.. Pág. 243.) 

in otras palabras, de lodo lo expresado fluye que es 
necesana una ulleñor resolución jurisdiccional sobre la revocación del 
auto de procesamiento, para que ello ocurra. - 

En la especie la sujeción al proceso del imputado se da por 
la presumia comisión de un delito que fue derogado, la pretensión del 
+insterio Público, justamente es una solicitud de atribuir un diverso 
hecho delictivo, pero no es un acto jurisdiccional. Por ende, es de 
aplicación en el caso en examen lo dispuesto en el artículo 15 del €. 
Pena y 7 del C. del Proceso Penal, decretando la clansura de los 
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11).- EXCURSUS.- 

Todo lo expresado hasta ahora, no significa que esta defensa 
modifique su opinión sobre la absoluta inocencia de su defendido 
expresada al contestar la requisitoria. En efecto, San Cristóbal no debe 
ser responsabilizado por la comisión de ningún delito, ni el derogado, ni 
el que sele atribuye en la requisitoria fiscal. 

Por lo expuesto y fundando su derecho en las disposiciones 
citadas en el cuerpo de este escrito, al Sr. JUEZ PIDE: 

Tenga por evacuada la vista conferida, clausurando 
oportunamente lis presentes actuaciones.- 


Montevideo, =$ MAR 203 
Recibido bey 
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Señor Juez Letrado de 1”. listantia en lo penal de 7” Turno. 


Cecilia Salom, defensora de JUAN DOMINGO RATTI en la causa qué se 
sustancia ante esa Sede, individualizada bajo Ficha LU.E. 91-163/2002, al 
señor Juez dice: 

] Que viene a evacuar la vista conferida en autos, en los siguientes 


DD són leen! del deli 


1: El ari 7 de la ley N 18.411 derogó en forma expresa, entre otras 
disposiciones, al srt. 76 de la ley N" 2.290, con cargo a cuya figura delictiva se 
encuentra procesado el encarzado. 

2- Copo es potomo, la disposioón derogada —harto cuestionada por su 
deficiente tócnica legislativas, contemplaba cuatro modalidados tipicas 
conformades por el fraude, la simulación, la violación de estatútos- y la 
violación de una ley de orden público. 


3.- La mentada derogación legal importa, a todas luces, la aupresión del 
delito en cualquiera de sus cuatro modalidados típicas alternativas; vale décir, 
la eliminación de eso ihleito societario de nuestro ordenamiento penal positivo. 

4.- Obviamente, tratándose de una ley superviniente que deroga un 
delito preexistente, constituye inequivocamente un supuesto de ley más 
benigna, que surte pleno efecto retroactivo, 


5.- Tratándose pues de una ley posterior más benigna que suprime un 
delito preexistente, la misma tione plena eficacia retroactiva y en aplica a 
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hecho cometido con anterioridad su ontrada o viga, de suyo, ados 
los procesos pena Pond mE brámmabe, corno ocurre en el sub: causas, 

6: italia dl ted de toi rectal 
del art, 15 inc. 2? CP. y del art. 7 inc. 2 C.P.P,, puesto que ambas normas 
estatuyen como consecuencia de la retroactividad ya referida, que se verifica la 
cesación del proceso respectivo, 

7. Más aún, sl bien mo es el enso qué nos ocupa, hasta deviene 
legalmonto posible conmover la cosa juzgada ante la supresión de un delito, 
atacando la sentencia de condena ya ejecutoriada'a través de la promoción del 

8.: En definitiva, pues, vo puede caber duda que la derogación del art. 76 
de la Ley N" 2.230, que fundamentaba la imputación penal del enjuiciado, 
determina “peo jure” y por razón de retroactividad, la clausura automática de - 
cste proceso, h 

9 Debe considerarss, eletí qeila litis jus dell 
al derogado art. 76 de la Ley N" 2.280 configura la ¿imputatio furís y el 
fundamento de la sujeción procesal, dictada en primera instancia y confirmada 

por el órgano de alzada. 


10. En efecto, en el subersmins, la cuestión de marras cobra 
indiscutiblé-palor;-no sólo por el procesamiento dispuesto por este tribunal, 
sino también y fundamentalmente: porque el ad quem, en su interlocutoria 
N” 1566/2003, estableció que el cundro fáctico ponderado por el requerimiento 
del Ministerio Público Ingresa sin dificultados en el art. 76 de la ley N" 2.230, 
par Jo que la Safe no percibo la razón de utilizar la figura del art. 5 de la ley N" 
14.095, par ello revocará la imputación y mantendrá el procesamiento, pero 
imputado por la figura del art. 76 de lo lor N" £330, sip perfuicio de 
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1: Naturalmente, el llamado principio de continencia de la dusa 
obliga a considerar: la decisión oportunamente adoptada por la Bala de 
Apelaciones de 3er. Turno, que descartó expresamente dictando la revocatoria 
parcial del auto de procesamiento impugnado", la aplicabilidad del art. 5% de la 
Ley N" 14.095. 

12- Y, por si-fusra poco, debe valorar la Sede que ep el caso del 
procesado EATTIL le plataforma fáctica de la acusación no ha variado en 
relación a aquella que motivara oportunamente el pedido de procesamiento. 

14 - En otros términos! tanto dl formular el requerimiento inicial (pedido 
de procesamiento), enanto al deducir la demanda acusatoria, al reo se lo ha 
formulado idéntica imputación fáctica, sin variantes. Y esa imputación, como 
lo dijo la Sala de Apelaciones, ingresa plásticamente en el tipo del art. 76 de la 
Ley N' 2.230, que es el delito por el cual éste continúa hasta ele de “hor 
procesado y juapado: de suerte que la retroactividad del art. Y db la Ley N" 
18.411 deviene inemoralbl. 


14- Ho se ajoota a derecho el criterio del Ministerio. Público, cuando 
sostiene que la derogación del art. 76 citado debo tenerse presente "en le etapa 
decisoria pertinente, no afectando en este estado el trámite de la cñtesr”. 

15.: El bechbo de que el auto de procesamiento sea esencialmente 
modibenble lart. 132 C.P.P) y que reción la demanda acusatoria, en sóde de 
plenario, sea el acto procesal donde el acusador fija la calificación definitiva y 
ejerce la acción penal, no son argumentos para postular la prosecución del 
proceso basta la etapa decisoria de sentencia, ni menos aún, para que el 
decisor asi lo resuelva, en ejercicio del principio fura movil curiso. 

16.: En puridad, tanto la norma sustantiva lart. 16 inc. 2 C.P.), cuanto 
la norma adjetiva (art 7 inc. 2 C.P.P), edictan la cesación del proceso como 
consecuencia de la supresión del delito; esto es, un modo anticipado y anómalo 
de culminación del juicio, que no continúa la ritualidad hasta el dictado de 
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sentencia definitiva de instancia, sino que supone la clausura jp9p jure del 
folió, suligdara má la lapa a o e ias, que debe operar 
automáticamente. | + 

17.: La mutación do la calificación juridica en sode de acusación careto 
de relevancia para conmorer el razonamiento que viena de exponerse. Porque 
E PP. A 
AR A RR 
supresión del reato por via de derogación legal, impide proseguir el curso y la 
ritualidad del proceso hasta el momento del dictado de la sentencia y, antes 
bien, impone su-chausura anticipada, como consecuencia dela rotronctividad 
absoluta de la-rorva ley penal más benigna. N 

18.- En suma! A 
la sentencia definitiva del grado, sino a la clausura anticipada del juicio. Al 
miseio tiempo, la modificación de la calificación jurídica en le demanda 
acusatoria (vale h:pena reiterarlo: sin modificar la plataforma fáctica y luego 
de que el ad quegs. hubiora dedlarado la inaplicabilidad de esa nueva figura 
penal on la emergencia), es un argumento que carece de relevancia juridica 
para no acceder a la clausura del proceso, como lo manda la ley. 


Que se le tenga por evacuada la vista eooferida y see disponga la 
Aipae el sañor Juez proveer de conformidad. 
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Mtevideo, 16 de jullo de 2009.- 
MSTOS Y ATENTO: 


Estos autos en virtud de la solicitud de clausura del proceso planteada 
peor las defensas particulares de los encausados; Jorge, José y Dante Peirano 
Basso, Marcelo Guadalupe y luan Domingo Ratti y la defensa de Oficio de 
Mario San Cristóbal, a partir de la vista conferida por la sede, por auto nro. 
2063 de fecha 11/12/08, atento a la vigencia de la ley 18.411. 

Por la referida ley, se derogó el art. 76 de ley 2.230 que peralizaba la actuación 
de los directores y administradores de sociedades anónimas en cuanto 
cometieran fraude, simulación o infracción de estatulos o de una ley cualquiera 
de orden público. Dicho delito fue el que se imputó a los enjuiciados en estas 
Conferida vista al Min. Pco., por auto rro.1970 del 28 de noviembre pasado, 
respecto de la derogación del premencionado artículo, la Sra Fiscal Nacional 
en lo Penal de 1áto tumo, Dra. Raquel González, se expidió a fs. 5373 
considerando que corresponde lener presente la nueva normativa, en 5u ca50, 
en la etapa decisoria comespondiente, no afectando el trámite que cursa 
actualmente la caza. 

Señaló que los procesamientos dictados de los enjuiciados —donde se les 
imputó la figura ahora derogada- tienen el carácter esencialmente modificable 
de toda resolución de enjuiciamiento y es en la oportunidad de acusadión o 
requisitoia o demanda del proceso penal que se abre el verdadero debate 
connalural al mismo y, citando al Prof Artas, continúa diciendo que es en ese 
momento que "se fijan definitivamente por el Ministerio Público los hechos que 
se consideran probados, con relevancia penal, y la consiguiente calificación 
juridica-.As! se concreta el ejercicio de la acción penal que el Ministerio Público 
habla hecho waler en forma genérica en oportunidad del entonces indagado”. 
En el caso, el Min. Pco. ha analizado los hechos que consideró probados y 
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con trascendencia juridico penal en la acusación formulada donde reclama la 
condena de los encartados por la autoria del delito de insolvencia societaria 
fraudulenta (ar. 5 de ley:14.095)." 
Concluye que luego de diligenciada la prueba y certificada la misma, 
producidos los alegatos; y puestos estos autos para sentencia es cuando la 
sede habrá de valorar la incidencia de la ley 18411 elo sín perjuicio de la 
actividad procesal de las partes de acuerdo ala decisión que se adopte. 
Por su parte, las defensas reclamaron la clausura inmediata de las actuaciones 
ireocando la aplicación de los arts. 15 del GS. Penal y 7 del C.P.P, 
Afirmaron que, de acuerdo a las normáas-que invocan, al haberse procesado a 
los hay orjuiciados porjun det previsto por ár. 76 de ley 2.230, imputación 
confirmada por el Tribunal de Apelaciones ante el cual se tramitó el recurso de 
apelación interpuesto pd las defensas, €5 Irrelevante que se haya acusado por 
un dilo diverso, agregan adeinás que respecto de asa demanda Fiscal, se 
han expedido reclamando el dligenciamiento de prueba y en definitiva la 
absolución de los encaulsados. 
Expresan que si bien el auto de procesamiento es esencialmente revocable, su 
modificación se puede concretar en el dictado de la sentencia definitiva y no 
cona-acusación fiscal iinvocands una calificación juridica diversa, concluyen 
que ño debe llegarse al dictado de sentencia sino que comesponde la clausura 
del proceso. y, 
Por alto nro. 110 recia que penca et a ra scan, 
Aún déspués. de «dictado el auto que precede se evacuó la vista otrora 
conferida; por lá defensa de Rati la que se tuvo por no presentada y subiendo 
estos aulos para resolución en fecha ¿1 de mayo se presenté en fecha 30 de 
junio nuevo escrito por la defenzs de los hermanos Peirano Basso adjuntando 
dos consultas juridicas respecto de la clsusura cuya aplicación reclaman. 
Que resulta necesario señalar que esté largo proceso que se iniciara en el año 
2002 y por al cual se Enjuiciara con prisión a los encausados, lega a esta 
instancia presentando uñ extenso y complejo expediente, con profusa y variada 
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prueba documental y bícnica. La dicente es actual titular de esta sede penal, 
desde el mes de marzo del presénte año, recibiendo estos autos al despacho al 
ponerse para resolución, respecto de la invocada clausura, en mayo. 

Estas actuaciones, 2e encuentran a poco de concluir la causa, restando solo 
difigenciar una prueba peficionada a Islas Cayman por parte de una de las 
defensas letradas, prueba “que se ha demorado varios meses y aún no se ha 
concretado. 

La sede no amparará la clausura invocada en esta etapa sin perjuicio de 
aralzar su procedencia en la sentencia de'lera instancia a dictarse, 

Para arribar a tal decisión se ha razonado siguiendo las etapas procesales que 
se transitan en todo proceso penal ordinarño. 

Es así que, arte la existencia de hechos presuntamente delictivos en los cuales 
presuntamente ha participado determinada persona, se dispone su 
enjuiciamiento, a requisitoria Fiscal, si fuera un ¡ico perseguible de oficio, o 
previa denuncia de victima, bajo la imputación primaria invocada (art. 125 del 
C.FP). Esta resolución judicial, sertencia interlocutoria conocida como auto de 
enjuiciamiento o de procesamiento, es reformable de oficio si varlan las 
circunstancias que se tomaron en consideración al momento del procesamiento 
(art. 132 del C.P.P) 

A partir del procesamiento se abre el sumario, etapa en la que se reunirá la 
prueba tendente a demostrar la comisión del delito, la culpabilidad del 
imputado y dos elementos que permian un mejor conocimiento de su 
personalidad que incidan de alguna manera en la responsabilidad (art, 133 del 
C.P.P) 

Procede luego la ampliación sumarial, periodo de prueba en el cual ambas 
partes, Ministerio Público y Defensa, propondrán las pruebas que resullen de 
interés de cada parte a fin de sostener sus respectivas posiciones ( art. 163 y 
sigtes) 

Vencido el plazo del sumario o de la ampliación se pasarán los autos al Min, 
Pco para que deduzca acusación o sobreseimiento -art. 233 del C.P.P. 
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En esa instancia, el Fiscal, si promueve acusación deberá ajustar la misma a 
los tórminos establecidos por art 239 del C.P.P. esto es, detallar los hechos 
que en definitiva resulten probados, La calificación legal de tales hechos, la 
participación que en ellos: hubiere tenido el procesado o cada uno de los 
procesados, las ercunglancias atenuantes y agravantes que existan a favor 6 
en contra de los mismos y el pedido de pena 2 recaer y en su caso las medidas 
de seguridad que deban aplicarse al o los procesados. 

La norma recoge el art 22 de la Constitución que establece que todo juicio 
criminal empezará por acusación de parte o del acusador público. 

Esta actividad fue desplegada por parte del entonces Fiscal Nacional en lo 
Peral de 14to burma, Dr. Rafael Ubiria, en fecha 18 de octubre del año 2006, En 
dicho acto procesal, cumplió con los requisitos antes reseñados de art 239 del 
CPP. y reclamó la condena de los enfuiciados por el delito de nsobenci 
Conferido traslado de la demanda las defensas respectivas fueron contestando 
lámisma par 3u orden abogando por la absolución de sus defendidos. 

Al reclamar la apertura de la causa a pruebz y restando la agregación de 
irdormación reclamada a las autoridades de las Islas Caymán- y aún hoy 
todavta sin recibir esta pruebo- determinó que la causa se continuara 
extendiendo en el tiempo sin que hasta la fecha se pudiera dictar sentencia.» 
La derogación del delito descripto por art. 76 de ley 2,230 deviene luego de dos 
años de emitida la demanda acusatoria. á 

Es en la sentencia donde deberá analizarse los hechos que el Min Poo 
considera penalmente relevantes, así como sy adecuación a la calificación 
juridica que formula y la pena que se reclama se imponga (art. 245 del C.P.P). 
Ese examen podrá determinar que no existe mério para modificar La 
imputación manteniendo la calificación por la que fueran enjuiciados y por 
imperio de la nueva ley 18,411 disponer la clausura del proceso o incluso y 
siempre valorando las pruebas incorporadas y las reclamadas por las defensas 
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en la etapa del plenario, determinar que los erjuiciados no cometieron delito y 
resobver la absolución de los mismos. 

Pero para decidir cualquiera de estas altemativas, debe analizarse la causa in 
totum con todos los ebementos probatorios incorporados y los que restan. 
Considera la sede que resolver la clausura en esta etapa procesal, implica que 
el oficio indirectamente está negando la calificación formulada por la Fiscalla en 
la demanda acusatoria. adoptando entonces una postura acerca de los hechos 
que amerltaron estas actuaciones y los enjuiciamientos respectivos lo cual 
implicaria prejuzgamiento, Ñ 

En suma, sin haber concluido aún la causa, esto es, sin que se hubiera 
terminado de reunir la prueba dispuesta, sin olr los alegatos de blen probado, la 
sede mo puede expedirse considerando que el delito que- amertóo el 
procesamiento es el que coresponde aplicar y por ende debe clausurarse el 
proceso ni tampoco puede decidir que la clausura no es procedente porque 
indirectamente estaría afirmando que los hechos encuadran en la calificación 
juridica dada en la demanda acusatoria, Cualquiera de estas posiciones implica 
adoptar posición antes que la causa esté en estado de decidir. 

Afirman que el Min. Pco ha cambiado la calificación juridica sin valorar hechos 
nuevos ni otras pruebas que las que considerara al solicitar el procesamiento, 
siendo además que el Tribunal de Apelaciones, en su oportunidad entendió que 
tales conductas se adecuaban a la figura penal del art. 76 de ley 2.230 incluso 
descartando la aplicación del art 5 de ley 14,095 (insolvencia societaria 
fraudulenta). 

La modificación efectuada por el Min Pco, afirman carece de relevancia jurídica 
debiendo por ende disponerse la clausura en forma inmediata. 

Partimos de la base de que el contradictorio se constituye precisamente al 
plantearse la demanda acusaloria y contestarse la misma por la contraparte 
determinando entonces el objeto de la litis que habrá de resolverse en la 
sentencia. Para werificar si las afimaciones que formulan las defensas en lo 
que respecta a los hechos y pruebas que tomara en consideración el Min Pco 
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en su demanda son o no los mismos y si la calificación juridica es concordante 
con tales elementos, resulta necesario añalizarlo en la etapa comespondiente, 
esto es, en la sentencia. 
Entiende la dicente que la situación no sería diersa si el Min Pco hubiera 
acusado por el mismo delito por el cual se enjuiciara dado que también habria 
que estar a la etapa de sentencia. No obstante. sería muy probable que el Min. 
Fco, en esa hipótless Ano se opusiera a la eleusura y en la vista que se le 
confiriera aceptara tal solución retirando su demanda acusatoria por falta 
superviniente de ¡licitud de la: conducta otrora analizada al derogarse el delito 
que inicialmente se imprtara: y 
Mas aún, si se Hera la hipótesis diversa ala planteada, esto es, si se hubiera 
procesado imputando un determinado delito, luego en la demanda se modifica 
la calficación juridica y en el bpso en que se evacia el traslado de la 
acusación se deroga el delito por el cual. sé acusa, también considerarian 
irelevarte la acusación Fiscal? La respuesta obiamente noes la misma. 
La calificación jurídica que efectuó el Min. “Peo. en su demanda no €s 
indifererte para fesolver la cuestión planteada y elo no significa que la sede se 
"determine por la pretensión Fiscal sino que esa modificación deberá ser 
analizada como se señalara supra, .en referencia a las pruebas producidas y a 
las alegaciones de las partes: del Min Pco sosteniendo; 5u acusación y de las 
defensas abogando por la solución de la absolución. 3 , 
Tampoco considera la sede que el pronunciamiento del Tribunal de 
Apelaciones en lo Penal respecto del recurso de apelación interpuesto respecto 
del auto de enjuiciamieñito haya determinado definitivamente el delito por el que 
deba pronunciarse la Fiscalla en su demanda. 
El recurso respecto del auto de enjuiciamiento podrá referise respecto a si los 
elementos probatorios reunidos son suficientes para iniciar el enjuiciamiento, o 
considerar sl los indagados han tenido participación en los hechos delictivos o 
determinar si la calificación delictual se adecua a los elementos de prueba 
considerados y actuación de los indiciados pero elo en función a las 
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actuaciones hasta ese moménto realizadas, siendo reiterada por las salas de 
apelaciones la premisa que precede sus decisiones en estas etapas del 
proceso, esto es, el carácter provisorio del auto de procesamiento y en su 
mérito de la imputación formulada. 

Atendiendo 3 ea pemea, Es conchiones 3 que arriba la sede 2d quem 
resolviendo un recurso de apelación de la sentencia interlocuteria son referidas 
a ese material que to tenido. 3-bivsta para decidir pero ello no sienta las 
bases pará que, en caso de haberse descutido la calficación delictual, devenga 
inconmovible la mera al punto que el Min, Pco no pueda variada en su 
acusación fiscal como así lo. ha hecho irfolos. Sostener esa solución serla 
rhibir al Minisaeño;Públco, de us: facultades connaturales y determinar de 
antemano la everagl sertentía a dictarse. 

En el caso, el TAP ireerniente concaleró que los hechos analizados ingresan 
“sin dificultades en el ari 76 de la ley 2.230 por lo que la Sala no percibe la 
razón para utlzar la fura del 5 de la ley no. 14.095, por ello revocará la 
imputación y mantendrá el procesamiento, pero imputado por la figura del art. 
76 de la ley ira. 2230 sin perjuido de ulerioridades”. Como se expresara 
anteriormente. el Tribural de alzada mita su análisis al material reunido hasta 
ese momento, comó' no podria ser de ota manera y ello sin perjuicio de las 
posteriores etapas-pmóssales * «referido en la expresión "sin perjuicio de 
ulterioridades”- es decr, dejando la posibilidad de que pueda modificarse la 
imputación en función a as rreorporaciónes de prueba que se sucedan en el 
proceso o incluso a una dieersa valoración juridica que pueda realizarse en la 
etapa procesal oportuna, De manera entonces que la sentencia interlocutoria 
que dicta el tibunal ad quem ante el recurso planteado respecto del auto de 
enjuiciamiento no importa una imputación jurídica definitiva, ello serfa sustituir a 
la sede a cargo de quien está el desarollo del proceso, además de una 
limitación de las atribuciones del Min. Pco e incluso wedarla toda posibilidad a 
la defensa de sostener la alegada inocencia de sus patrocinados. 
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Por lo expuesto, lo dispuesto por los arts. citados y concordantes del C.P.P y 
de la Constitución y arts. 88, 90 del C.P.P. y arts. 12 y 18 de la Consiitución, 
se RESUELVE: respecto de la clausura planteada, estése a lo que se resuelva 
en la sentencia a dictarse en autos y continúese el proceso en sus etapas 
respectivas. 

Fórmese pieza pro. 17 a partir de ls. 5427 y sigtes y requiérase información 
respecto del diligenciamiento de los oficios nros..578 y 579 (fa. 5335 y 5336) 


urgiéndose su respuesta. 
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Recursos de reposición y apelación. 


Sra. JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO PENAL DE 79 
TURMO 

La Defensa de Jorge, José y Dante PEIRANO BASSO en la causa 
Que se les sigue bajo la Imputación de violación al art. 76 Ley NO 2,230 
(UE: 91-163/2002) a la Sra. Juez dice: 

Que en dempo y forma viene a interponer recursos de reposición y 
apelación contra la sentencia interlocutoria N9 1228 de fecha 16-7-09 
(notificadas el 17-89-09) en base a las siguientes consideraciones y 
fundamentos. 

=I- 
ANTECEDENTES 

1. Conforme surge de autos, nuestros defendidos se encuentran 
procesados por el delito previsto en el art.76 Ley 2.230. 

2 Con fecha 5 de noviembre de 2008 se aprobó la ley 18.411, la 
cual fue publicada el 18-11-08 y entró a regir a partir del 28-11-08, 

Bl art. 2 de dicha ley dispuso la derogación del art.76 Ley 2.230, 

De esta manera, la ley bajo la cual se encuentran sometidos a 
proceso nuestros defendidos se encuentra derogada desde el 28-11-08. 

3. En base a dicha derogación esta Defensa prornowió la clausura 
del presente proceso en aplicación de los articulos 7 Código Proceso Penal 
y 15 inc.2 Código Penal, según los cuales la derogación del dellto por el 
que un Individuo se encuentra sujeto a un proceso, debe determinar su 
inmediata clausura, en aplicación del principlo de la retrosctividad de la 


nueva ley penal más benigna. 


1140-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


Siguiendo la postura del Ministerio Público, esta Sede rechazó lo 
peticionado por esta Defensa disponiendo la prosecución de las presentes 
actuaciones, lo que da lugar a la presente vía recursiva. 

pu 
LOS AGRAVIOS 


4 La sentencia agravía a esta Defensa, puesto que -más allá de su 
contenido- constituye un mero acto de voluntad (por falta de motivación 
jurídica), antes que una decisión verdaderamente jurisdiccional. Ello, en 
tanto se edifica sobre proposiciones desvinculadas de toda consideración 
legal. Nótese -muy especialmente- que la recurrida no solo no rebate sino 
que directamente deja de lado cualquier consideración sobre la aplicación 
de las disposiciones legales invocadas por esta Defensa (arts. 7 CPP y 15 
inc.2 CP). 

Así, las “razones” de la sentenciante se construyen a espaldas de la 
ley y se traducen en una serle de eriterlos sobre loque la Sede considera 
un estado de cosas “deseable”. = 

5. Sobre la base de esa declaración de voluntad (que omite toda 
referencia al alcañce o interpretación de la legislación aplicable) se ensaya 
ura justificación convocando conceptos que nada tienen que ver con la 
especie; y que además evidencian una confusión técnica sobre la 
naturaleza jurídica de la decisión de clausurar el proceso por derogación, 

Resulta incomprensible que, existiendo textos legales claros € 
Inequívocos que resuelven la cuestión, se haya acudido a complejos y 
erróneos razonamientos, en ablerto desconocimiento de la solución legal. 
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= 1A- 
FALTA DE MOTIVACIÓN 

6. Sabido es que las sentencias son los únicos actos juridicos cuya 
validez reposa sobre su verdad, sea fáctica o jurídica (FERRAJOL!, Luigi: 
Derecho y razón, p.543, Trotta, 1997), De ahí que sus impugnaciones 
¿¡Sonstituyan cuestionamientos a la verdad fáctica o jurídica establecida en 
las deciolonez. 

Tan Importante es la motivación del acto jurisdicdonal que la 
misma da lugar a un modelo. cognoscitivo de juzgamiento (propio del 
Estado. de derecho), opuesto a un modelo puramente decisionista: "La 
presencia y, sobre todo, la exposición al control de la motivación graclas a 
su forma lógica y semántica tienen por consiguiente el valor de una 
discriminación entre métodos procesales opuestos y, como reflejo, entre 
modelos opuestos de derecho penal: entre lo que Carrara Mamaba 
"convicción autocrática” porque estaba basada en la "mera inspiración del 
sentimiento” y la “convicción razonada”, por haberse expuesto las 
"razones" tanto jurídicas como fácticas y, en consecuencia (...), entre 
cognoscitivismo y decislonismo penal, entre. verdades y. valoraciones, 
entre garantismo y sustancialismo peña" (FERRAJOLUL, -Lulg!: Ob. Ci 
p.623). 

6.1. En el presente caso, la ausencia de motivación viene dada por 
la omisión de toda consideración sobre la ley aplicable en la especie. La 
situación es la siguiente: la Defensa postula la aplicación de una ley y la 
Sra. Juez la rechaza sin expresar las razones por-las cuales la misma no 
resultaría aplicable, De este modo, seslaya cualquier análisis sobre las 
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disposiciones legales aplicables, sustituyéndolo por una justificación que 
postula criterios que nada tienen que ver con la solución legal. 


Obsérvese muy especialmente que la Sra, Magistrado siguiera 


Ello, además, implica una desconsideración en relación a los 


argumentos de la Defensa, que no son refutados sino simplernente 
lgnorados. Da este modo se violenta el principio de congruencia, pues la 
motivación no consiste en la mera exposición de un conjunto de razones 
(aparentes) de la decisión, sino en la expreción de aquellas razones que 
se vinculen con lo peticilonado por las partes y las normas que 
corresponde aplicar en la espeche, 

j En efecto, "el deber de motivar laz resoluciones “[...) demanda del 
juez una actitud dialegante, efectivamente atenta a los argumentos de las 
partes durante todo el curso del proceso. Emerge asi un verdadero deber 
de Interlocución con ellas, que exfge atención critica a sus razones, sobre 

las que tendrle que discurrir expresamente. La racionalidad comunicativa 
debe, asi, sustitulr al autoritarismo monologante" (ANDRÉS IBÁÑEZ, 
Parfecto: En torno a la jurisdicción, p. 48. Del Puerto, Bs.As. 2007). 

Por esta razón, "El juicio del juez no es potestativo, nó puede 
fundarse en una versión arbitraria de los hechos sometidos a Su 
consideración, y tampoco apoyarse encnormas inexistentes o que no sean 
directamente previstas para supuestos de hecho como el del caso 
concreto, nl en una lectura caprichosa de este; al margen del uso social 
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y/o técnico-jurídico de sus términos” (ANDRÉS ¡BÁÑEZ, Perfecto: Ob. Cit. 
p-43). 

En sintesis, *(..) la jurisdicción es una Función del Estado destinada 
a decidir con imparcialidad sobre situadones controvertidas, según las 
reglas del derecho vigente” (ANDRÉS IBÁÑEZ, Perfecto: Ob. CIL. p.39). 

6.2. En definitiva, en un Estado democrática, si los fallos judiciales 
quieren satisfacer la pretensión de legitimidad del derecho, deben 
presentarse como decisiones consistentes y ser racionalmente aceptables. 

4 efectos de satisfacer el requisito de dictar decisiones consistentes, 
las sentencias deben poseer una estructura Interna que tome en 
consideración el marco legal, los desarrollos doctrinales y los precedentes 
judiciales relevantes para resolver el caso en cuestión. 

Por otro lado, la scsptabilidad racional de una decisión judicial en la 
comunidad jurídica se traduce en exigencias de motivación de las 

“decisiones judiciales, de modo que el fundamento del Fallo se apoye en la 
racionalidad de una concreta cadera argumental, 

En elite, la racionalidad de la sedministración de Justicia consiste 
en que la aplicación del derecho tenga lugar "de. forma internamente 
consistente y fundamentarse externamente de un modo racional, para 
asegurar simultáneamente la seguridad jurídica y lá rectitud o corrección 
normativa” (HABERMAS, Jingen: Facticidad y validez: Sobre el derecho y 
el Estado PE De A Do 0 AA del discurso, 
p. 267 y 268. Trotta, Madrid, 1998).*> 

Lamentablemente, el presente fallo'es una decisión inconsistente y 
racionalmente inaceptable, por lo que conspira contra la seguridad Jurídica 


1144-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


y la corrección normativa; todas ellas razones más que suficientes pará 
revocar la recurrida y disponer la inmediata dausura del proceso. 
- T11B- 
ERRÓNEA INVOCACIÓN AL PREJUZGAMIENTO 
Y DESCONOCIMIENTO DE LA NATURALEZA JURÍDICA DE LA 
DECISIÓN DE CLAUSURA 

7. Como veremos, la justificación ensayada, además de ser 
inconexa con la ley aplicable, es errónea pues mallnterpreta el concepto 
de prejuzgamieñto y desconoce la naturaleza juridica de la decisión de 
clausura. En otras palabras, la sentencia invoca erróneamente el rhesgo de 
un presunto prejuzgamiento en caso de decidir en favor de la clausura, 3 
partir de una errónea apreciación del alcance que tendría una sentencia 
quehbclera lugar a lo peliclonado por la Defensa, 

Así, es erróneo sostener que una cuestión como la planteada deba 
diferlrse al momento de la sentencia, pues de lo contrarlo se estaria 
prejuzgando, En realidad, tal aserto carece de base legal. Lo que la ley 
dice (arts. 7 CPP y 15 Inc.2 CP) es que una vez derngado el delito bajo el 
cual el indlvidvo fue procesado, debe clousurarse el proceso. Y es evidente 
que tel consecuencia no puede ser sino de aplicación inmediata, para el 
proceso en trámite, independientemente del estadio procesal en que se 
encuentre. 


En otras palabras: una vez derogado el delito, el Juez no debe 


esperar a la sentencia para clausurar el proceso sino que debe hacerlo de 
Inmediato. No hav norma alguna que habilite la prosecución del proceso 
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jueza no cita una sola norma legal en apoyo de su postura, pues esta no 
existe. 

Lo que la Sra. Juez debió hacer es invocar las normas legales en 
base a los cueles entiende que el proceso debe continuar; pero jamás 
hacer prevalecer un criterio personal sin base legal. Por ello, reiteramos, 


“en el fondo, la decisión tresunta un acto de voluntad, antes que un acto 


verdaderamente jurisdiccional. 

Una jurisdicción imparcial sólo puede ser plenamente asegurada si 
el justiciable tiene la plena certeza del apego del Juez al principlo de 
legalidad. As!, se evita toda subjetividad de parte del juzgador. 

8. La clausura no implica un pronunciaomiento sobre la culpabilidad 
o inocencia del imputado. 


He aquí otro error de la sentenciante: afirmar que decidir a favor de 
la ddausura implicaría "prejuzgar”, puesto que "el oficio indirectamente 
está negando la calificación formulada por la Fiscalia” constituye un grave 


derogación del delito por el cual se procesado, sin que esa decisión 
signifique declararlo inocente. 

En consecuencia, no hay rlesgo alguno de prejuzgamiento, puesto 
que, en realidad, la : encia sol 
fondo del asunto. No se trata de un pronunciamiento sobre si el Individuo 
ha actuado en forma culpable o mo, sino en realidad de una cuestión 
procesal intimamente vinculada con el principio de legalidad. 

En efecto, las normas vigentes postulan la garantia elemental de 
que es imposible sujetar a un Individuo a un proceso en base a una norma 
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legal que ha sido derogada, £e trata, nl más nl menos, que del principio 
de legalidad, que bueno es recordarlo- no solarmente se encuentra 
reconocido a nivel interno sino también internacional (art,9 CADH y 15,1 
PIDCP). De este modo, un proceso que viole el principlo de legalidad 
termina slende violatorio de normas Internacionales sobre derechos 
hurra nos, tal como lo afirma con Claridad el Prof. Alberto BOVINO en la 
consulta agregada en autos. 
= II = , 
EN RESUMEN Y CONCLUSIÓN 

9. La recurrida resulta contraria a derecho y deberá revocarse, en 
atención a que: 

A) La legislación vigente impone clausurar el proceso todá wez que 
se derogue el delito bajo el cual un Individuo fue procesado (principio de 
"legalidad y aplicación retroactiva de la ley penal más benigna); 

B) Se trata de una decisión inmotivada, por cuanto no esgrime 
razones basadas en la ley sino que -en su lugar esboza una 
interpretación basada en razones personeles; 

C) Tampoco ha tomado en consideración los argumentos 
planteados por la Defensa mi las consultas de especialistas reconocidos 
que fueran oportunamente agregadas en autos; 

D) Advierte erróneamente un riesgo de prejuzgamiento cuando no 
lo hay; e 

Ej Atribuye a la decisión de clausura la misma naturaleza juridica 
que una sentencia sobre el fondo, cuando claramente ello no es así. 

10. En definitiva, no hay razón juridica alguna para desaplicar la 
legislación penal y sustantiva, que establece -cleramente- que, una vez 
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derogado un delito, el proceso debe clausurarse. Se trata de la aplicación 
«nada menos- que de los principios de legalidad y retroactividad de la ley 
penal más benigna, garantías fundamentales del proceso penal propio del 
Estado de derecho 

Es justamente, la preservación de esas garantias fundamentales en 
este proceso, lo que, en definitiva, el Tribunal finalmente asegurará, 

. 0 
DERECHO Y PETITORIO 

En virtud de lo expuesto y por lo dispuesto en el art. 9 de la 
Convención Americana de Derechos Humanos y 151 del Pacto 
Internacional de Derechos Civilez y Políticos, en la ley 18.411 y los arts.15 
inc.2 CP y 7 y 250 y ss. CPP a la Sra, Juez SOLICITA: 

19) Tenga por interpuestos en tiempo y forma los recursos de 
reposición y apeleción en subsidio contra la Sentencia Interlocutoria No. 
1228 de fecha 16 de Julio de 2009; 

29) 5e revoque la recurrida y en caso contrario se franques el 
recurso de e¿pelación ante el Tribunal de Apelaciones en lo Penal que por 
turno corresponda, a fin de disponer la Inmediata clausura de las 
presentes actuaciones, 
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SR. JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO 
PENAL DE 7 TUEMO.- 

EDUARDO PESCE Defensor de oficio de MARIO 

SAN CRISTOBAL PONS, en la causa que por el delito previsto en 
- el artículo 76 de la Ley N* 2230, se le sigue ante esta sede, Fa, 
163/2002, al Sr, JUEZ DICE: 

Que viene en tiempo y forma a interponer conjunta y 
subsdiariamente los recursos de reposición y apelación contra el 
deso 1228en los términos que a continuación expone; . 

I).- 

La resolución impugnada le causa agravios en la medida 
de que difiere dilucidar la solicitud formulada al momento de la 
sentencia definitiva, formulando a su vez alguna consideración que 
elipticamente atribuye a la requisitoria fiscal el carácter de resolución 
jurisdiccional: 

Me o, Sobre ambos extremos pos permitimos discrepar y ello 
por las razones que se expresaran en lo sucesivo, . 
1).- 

Sobre el particular no vamos a agregar más argumentos 
que los formulados al realizar la solicitud, que en lo relativo a la 
consderación de la caracteristica de esencialmente revocable del auto. 
de procesamiento, 58 Expreso: 

“En otras palabras, de todo lo expresado fluye que es 

necesaria una ulterior resolución jurisdiccional sobre la revocación del 
auto de procesamiento, para que ello ocurra.- 
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En la especie la sujeción al proceso del imputado se da 
por la presunta comisión de un delito que fue derogado, la pretensión. 
del Ministerio Público, justamente es una solicitad de atribuir un 
diverso becho delictivo, pero no es un acto jurisdiccional. Por ende, es 
de aplicación en el caso en examen lo dispuesto en el articulo 15 del 
C. Penal y 7 del C. del Proceso Penal, decretando la clausura de los 
procedimientos.” 

Respecto a los argumentos utilizados para llegar a tal 
conclusión nos remitimos en su totalidad a lo expresado en el referido 
esenio. j 

Pero además también compurtimos las argumentaciones 
«que sobre el particular formulan en sendas consultas los Profesores 
Ema Stúpanicic, Miguel Langón y Alberto Bovino, a las que no cabe 
agregartes ol una coma, y a los que nos remitimos en su totalidad, por 
contener argumentos que destruyen en su totalidad los “fmdamentos 
juridicos” en los que se apoya la resolución recurrida.- 

nn).- 

A modo de conclusión pues, se debe afirmar que: 

En primer lugar, la sujeción al proceso que se formula 
en el auto de procesamiento, lo es por un delito que fue derogado a 
posteriori, Es más, el propio Tribunal de Apelaciones que resuelve la 
via recursiva del auto de procesamiento, descarta expresamente la 
comisión del delito de insolvencia societaria fraudulenta, por el que 
pretende condena el Ministerio Público en el plenario. 

En segundo lugar, si bien el auto de procesamiento no 
causa estado, el mismo debe ser reformado por una resolución 
jurisdiccional. La solicitud del Ministerio Público sobre el particular 
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es un acto de una de las partes, no se trata de una resolución del juez, 

sino más bien del ejercicio de una pretensión, que en el caso, no 
estaba resuelta al derogarse el delito imputado en el auto de 
procesamiento, 

En tercer logar, la solución de la cuestión no admite 
difertmiento en el tiempo, no puede sostenerse que se resolverá al 
“ibtncato de dictarse la sentencia definitiva, y ello por cuanto, al 
* desaparecer el delito que justifica la sujeción jurídica al proceso, 
Debesariamente debe desaparecer la misma. De no ser así, se 
«erificaria ma sujeción al proceso, que significa importantes 
fsminpciones de derechos de los imputados, absolutamente ilegítima, 
Y que se prolongaría por el tiempo en que se estiren estas ya extensas 
actuaciones. - 

Por lo expuesto y fundando su derecho en los arts. 15 
inciso 2? del C. Penal, 7, 250, sigúientes y concordantes del C. del 

* Próceso Penal, al Sr, JUEZ PIDE: 

1.- Tenga por intérpuestos en tiempo y forma los recúrsos 
- difireposición y apelación eú subisidio, contra la interlocutoria N*-. 
- B8dd 16 de julio del 2009. 

2.- Se revoque la recurrida, disponiéndose la inmodista 
ra de estas actuaciones. Para el caso denegado se franques la - 
cr p ente alzada por ante el Tribunal dé Apelaciónesen lo 
Penal que por tumo corresponda, de quién solicita idéntico 
proinidéinniento.- 
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Interpone recurso de reposición y apelación en rabsidio 


Sra, Juez Letrado de Primera Instaneia en lo Penal de 7 Turno. 


La defensa de Mareclo GUADALUFE, en la causa que se le sige ante esta Sede, por 
imputación de infracción al arL 76 de la Ley 2230, [NE 91-1637002, a la Sra. Juez DICE: 


Que vengo a interponer recurso de reposición y apelación en subsidio contra la 
1 


sentencia interlocutoria 6" 122%, del 16 de julio de 2005, en base a los siguientes 
cousideraciones de becho y de derecho. 


D) Antecedentes 

La cuestión se ha planteado cn el sentido de que el defendido se encuentra procesado 
por infracción al articulo 76 de la Ley 2.230. Dicha disposición ha sido derogada por el 
artículo 2* de la Ley 18.411, del 14 de noviembre de 2008. 

En base a esta derogación, es que esta defensa entiende aplicablesa-la especie lo 
dispuesto por el art. 15, inciso 2”, del Código Penal (én concordancia con el árt.7 del C.P.P, 
con igual resolución), solicitando, oportunamente, en base e este principio y entendido, la. 
claurura y archivo de estas actuaciones. 

La Sede, al momento de expedirse sobre el pedido de clausura y archivo, no hizo 

—Dugar a lo pericionado por esta defensa, resolviendo estar a lo que 5£iresuelva en la sentencia 
- adictarse en sutos, contimuándose el proceso en 5us élapas respectivas: 


Los a 


La sentencia agravía a esta Defensa, en cúsnto ninguno de los argumentos citados por 
la Magistrado actuante, puede prevalecer ante el texto claro del ant. 15 CP. (7 C.PP.), que 
regula precisamente, la vigencia de la ley penal en el tiempo, bajo el criterió favores ret: 
improcedencia de las tipificaciones nuevas a hechos anteriores n éstos, aplicación retroactiva 
de las. supresiones de delito aún aquellos hechos cometidos durasite la vigencia de la ley” 
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En otras palabras: el procesamiento del defendido lo ha sido por imputación de 
infracción ul art. 76 de la Ley 2230 y esa imputación ha sido ratificada por interlocutoria de 
segunda instancia, Luego, 


ia La Magistrado entiende, que es al momento de la sentencia en donde deberá 


analizarse la adecuación a la calificación jurídica, y en base a este análisis definir si es 
aplicable la ley 18.411 alos efectos de disponer la clausura del proceso. 

.., Sostener esto, agravia a esta parte, ya que equivale a suponer que el art. 15 CP (7 
CPP), que. frente a la supresión del delito prescribe la cesación del proceso, sin otra 
precisión ni aditemento, constituiría letra muerta, si pudiera reanimarse la imputación de los 


hechos bajo otra calificación, o postergar la aplicación de su mandato: algo así como “el 


+ Téngase en cuenta, además, que la extinción del proceso, consecuente con la del 
delito imputado, es actuación del principio de inocencia (previsto en el art Miderla 
Constitución y, entre otros, arts. 7 y E del Pacto de San José): la imputación delictual 
siempre es provisional, compatible con una suposición de inocencia del imputado que sólo 

pidela'dcidiitos por el dictado de sentencia condenatoria! El séntido.de la'tetroactlvidid que 
cancéla el proceso va en consolidación con la presunción de inocencia, en la medida que la: 


ley dispone, ante la caducidad del delito, que se excloyan sus consecuencias gravosas, 
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empezando por aquellas que, provisionalmente, prima facie, vinculaban a una persona a la 
sospecha de su comisión. 
tene 3 

Así mismo, sostiene la Magistrado “que resolver la clausura en-esta etapa procesal, 
implica que el oficio indirectamente está negando la calificación formulada por la Fiscalia 
de la demanda acusatorio, adaptando entonces una postura acerca de los hechos que 
ameritaron estas aciaciones y los enjuiciamientos respectivos, lo cual implicaría 
prejugamiento, ” 

Decidir la clausara de las netaciones. en base a la aplicación del principio contenido 
en el art 15 CP (7 CPP), de ninguza forma impliceria prejuzgamiento, sino que-sería la 
correcta aplicación de este principio, en-base-a. su clara imperatividad.' dado 'que: no” $e 
cutraría en el fondo"del asunto, ii 
proceso debe cesar, como ratificación deiativade ey l principio de ncénsia: 


un acto jurisdiccional, ] 

Así mismo €s necesario aclarar que la calificación jurídica dada en la acusación por la 
Fiscalía, de ninguna manera es un scto jurisdiccional; los proceso; el “procedimiento” en 
los términos del art. 15 CP, no se insteúran por la calificación que haga la Fiscalia; 'sino'por 
agusto el Jesu. 

Y, corresponde reiterarlo, la calificación judicial, rmificada en segunda instancia, . es 
“divesjonte de la que el Ministedo PUBLIO cnindé proceden a deducir acusación Esta 
clifcación va en el sentido de que el delito qu ha dado origen! procedimiento; sel 
contenido en el art. 76 de la Ley 2230, el que, al sér suprimido, ditermina la cesación de las 
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El hecho de que al momento de la acusación el Ministerio Público haya variado la 
calificación judicial, no cambia en ningún sentido, que al presente, el procezo que se le sigue 
a mi defendido, que le de en sí existencia, es por imputación de infracción al art. 76 de la 
Ley 2230, delito que ha sido derogado, y que como hemos dicho en base a la imperatimidad | 
del principio de legalidad y aplicación retrouctiva de la ley penal más benigna, debe ser 
clausurado, sio entrar es el fondo del asunto. 

Por lo expuesto a la Sra. Juez PIDE: 

1- Tenga por interpuesto en tiempo y forma los recursos de reposición y apelación en 
subsidio, 

2- Se revoque la recurrida, y en su caso contrario se franquee el recurso de apelación 
ante el Tribunal de Apelaciones penal que por turno có fin de disponer la 

> imcdlataclansura de estas actuaciones. 


ABOGADA 


dea, la Esqenda Cies Leve - 
PAMETEN Pan ] 
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Sr. Júez Letrado de Priméra Instancia en lo Penal de 7? Turno 


La Fiscal Letrada Nacional en lo Penal de 14 * Turno, en autos; “PEIRANO 
BASSO Jorge y otros.- Art.76 Ley No.2230.- FICHA: 91-163/2002, 
evacuando el traslado conferido por auto No.1582 de fa. 5497 vto., al Sr. 
Juez DICE; 


I) PRECISION PREVIA Se confiere traslado a esta Representación, por 
auto N” 2227 precedente, en virtud de lo dispuesto en auto N" 1582, en lo 
pendiente, o sea en referencia al recurso de fs, $493/5497.- No obstante 
ello, se sucedieron otros recursos (fs, 5499 a fs, 5501 y 5503 y sigs.) que 
fundamentan todos en lo sustancial sus agravios en lo dispuesto en arts, 15 
del Código Penal y 7* del CP.P. y peticionan en definitiva se revoque la 
impugnada clausurando y archivando los autos.- 

Por ello, se permitirá este Ministerio efectuar sus consideraciories respecto 
de las tres comparecencias, en el entendido que ese es el trámite que 
corresponde y que, atendido el tracto procesal del expediente, es el que esa 
Sede quiso imponerle a la causa, 
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MM) Este Ministerio, de acuerdo a lo ya señalado en el dictamen que diera 
lugar a la resolución hoy impugnada (f5,. 5373 y vto), cuyos fundamentos 
mantiene integramente y se permite dar por reproducidos, no comparte 
obviamente la postura defensista y considera, por el contrario, que la 
decisión impugnada deberia ser mantenida en este estado; sin perjuicio de 
la ulterioridades connaturales al devenir del PIDCESO.- 

En el aspecto netamente formal, no tiene este Ministerio objeciones que 
formular en cuanto a los medios procesales por los que optaran los Sres. 
Defensores para impugnar el auto No.1228 en tanto comparte el carácter 
que los recurrentes otorgan al mismo; habiendo sido interpuestos en 
tiempo y forma- | 


IM) En efecto, todos los procesados lo fueron :según decréto de 
enjuiciamiento en base al art.76 de la Ley No.2230, disposición 
recientemente derogada.- 

Lucé en autos demanda acusación del Ministerio Público solicitando su 
condena por el delito previsto en el art.5* de la Ley N” 14.095 (insolvencia 
societaria fraudulenta), texto plenamente vigente, por los sólidos 
fundamentos contenidos en tal requisitoria. 

Como ya se señalara no se coneretó en tal acto más que el ejercicio de la 
acción penal que el Ministerio Público hiciere valer genéricamente en 
ocasión del enjuiciamiento (cf. ARLAS, ob.cit.).- 
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IV) Existen entonces bechos probados con trascendencia juridico-penal que 
encartan según tal dictamen en disposición vigente. 

Se ha entablado pues la demanda típica del proceso penal, manifestación 
del principio acusatorio, que amerita pues un pronunciamiento expreso el 
decisor a su respecto, quien deberá para ello cumplir previamente el ritual 
procesal pertinente (etapa actual de esta causa).- | 

No es posible pues en este estado, como se pretende por el recurrente, 
forzar indirectamente un fallo definitivo prematuro, invocando para 
ello una disposición que no fue la señalada en la demanda penal como 
fundamento de su petición de condena.- 

No encuadra por otra parte la situación de autos en ninguna de las 
contempladas legalmente para una petición de sobreseimiento, acto si 
previsto para operar en cualquier estado de la causa. Véase que de las dos 
actitudes que la ley le acuerda privativamente al Ministerio Público en el 
art.233 CPP ( “a los fines de la acusación o el sobreseimiento”) su 
Representante optó fundadamente por la primera; y lejos de considerar 
que el hecho no constituye delito (art.236 Nral 1* CPP), estimó por el 
contrario que constituye el previsto en la Ley 14095, art.S”, que fue 
cometido por los imputados), de lo cual existe plena prueba- (art. 236 Nral 
2* CPP)y que no media causa alguna de justificación, impunidad, ete. (Nral 
3 mismo art.) .- . 

Diferente podría ser la situación del encausado si tal requisitoria fiscal se 
hubiere fundado en la norma hoy derogada, , en tanto según FLORIAN 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 1161-C.S. 


sería injusto conservar una sanción penal reconocida como innecesaria; 0 
que es contradictorio que el Estedo castigue un hecho que ya no considera 
delito (ALIMENA, Principios....T.I pág.272).- 

Por otra parte, el principio de indivisibilidad del Ministerio Público , una 
vez formulada la demanda acusatoria, implica que ésta adquiere 
inmutebilidad, no pudiendo mudarse el accionamiento por los sucesivos 
representantes de la causa pública, salvo las situaciones excepcionales 
referidas u otras NO aplicables al caso.- 


V) Coritrariamente a lo sostenido por los Sres. Defensores se entiende que 
es absolutamente relevante el carácter esencialmente revocable del auto de 
procesamiento, circunstancia expresamente prevista en el art.132 CPP y 
relevada en forma permanente y pacifica por doctrina y jurisprudencia. - 
Los encausados fueron procesados oportunamente en virtud de 
elementos de convicción suficientes respecto a la existencia de ilícito 
que encartaba en morma vigente y con goce pleno de todas las 
garantías requeridas en esa instancia procesal. . 

Como secuela perfectamente previsible, natural y admisible legalmente en 
cualquier proceso penal, ocurrió en le presente causa la mutación de la 
petición original de Ministerio Público.- Como ha señalado reiteradamente 
lajurisprudencia, puede modificarse la calificación inicial sobre supuestos 
de hecho sustancialmente idénticos a los del enjuiciamiento originario; 
bastando que en su momento el imputado hubiere gozado de todas las 
garantías al respecto.-(cf. TOMMASINO, Principios...pág.51) — 
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En el caso ocurrente pues, a tantos otros, durante el periodo 
existente entre los dos actos y etapas procesales (enjuiciamiento, 
acusación) operó sujeción válida de los imputados al presente proceso: 
y arribada la instancia del plenario, aún con el cambio de imputación, 
tal sujeción acorde a Derecho se mantiene, si se estudia el sistema penal 
y el proceso consiguiente en forma armónica, relacionando 
adecuadamente todos los principios que lo gobiernan (ef. 
TOMMASINO, — Principios, Derechos y Garantías en el 
Proceso...págs.34/39).- 


VI) Existe, en resumen, demanda fundada en norma vigente, que merece un 
pronunciamiento expreso del órgano decisor, una vez olda la contraparte y 
ejecutados todos los actos procesales previstos legalmente basta la citación 
para sentencia y el dictado de la misma. 
Cabe señalar asimismo que las pruebas reunidas en presumario” se 
incorporan al proceso aún antes de la demanda que le es propia, sin 
. peguicio de las restantes etapas probatorias previstas.- El esquema básico 
de todo proceso se repite, pero ocurre en el caso que las características 
especiales del proceso penal (quien está llamado a ser actor no conoce ni 
participó en los hechos y por tanto debe procurarse la prueba de los mismos 
con anterioridad a la demanda y como presupuesto básico para entablarla o 
no) obliga a invertir la secuencia de ciertos aio» 
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Si el acto procesal típico de parte, introductorio del plenario, se fundara en 
hechos sólo subsumibles en norma no vigente o posteriormente derogada, 
podría imponerse la clausura.- Pero si se articulan hechos existentes, 
debidamente probados, y se encuadran en figura legal vigente, 06 $6 
justifica adelantar la ctapa decisoria, sino que —arribada la misma- el 
órgano llamado a resolver desechará o no la demanda (absolución o 
condena), determinará la existencia de nulidades, ete. con los derechos 
consiguientes y posteriores de las partes al respecto. 

El planteamiento de los Sres. Defensores —pues- conlleva a una 
desnaturalización del orden y formalidad de los juicios consagrado 
constitucionalmente y previsto en la ley procesal dis ladiniad 18 de 
la Carta).- 


VI) No se.comparten finalmente las consideraciones de fs. 5493 a 5497 
respecto a que la impugnada constituiría un mero acto de voluntad, falto de 
motivación, sino que, muy por el contrario, la misma se sustenta nada 
menos que en toda la estructura y presupuestos básicos del proceso penal, 
lo que fluye de su mera lectura, aunque, obviamente, puedan no convencer 
sus argumentos a las partes, o alguna de ellas .- 

Tampoco resulta vinculante lo establecido por el Tribunal de Segunda 
Instancia al estudiar los recursos contra el auto de procesamiento, pues se 
expide en referencia a acto esencialmente revocable, sujeto a las 
resultancias del proceso que se inicia.- 
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Por lo expuesto, y en mérito a lo edictado en las disposiciones y 
fundamentos citados, este Ministerio a Ud. Solicita: 


Se tenga por evacuado el traslado en los términos referidos, mantenga la 
resolución impugnada y eleve oportunamente los autos en apelación para 
ante el Superior llamado a entender en todos los recursos contra ella 
interpuestos.- 


Montevideo, 21 de diciembre 2009.- 
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Sr. Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 7? Tumo. 

VICTOR DELLA VALLE, letrado patrocinante de los 
denunciantes, en la causa que se sigue en esa Sede, Ficha Y4- 163/02, a 
la Sra. Juez digo: 

Que en anteriores oportunidades nos fue entregado por la Sede, un 
cn con los datos de la presente causa, para presentar en Juzgado Civiles. 

Que en la actualidad, necesitamos una copia del mismo para 
entregar a la Comisión de Derechos Humando de la O.E.A., donde hemos 
planteado nuestros reclamos, por lo que venimos a solicitar se autorice 
una copia del mismo a muestro cargo. 

Sirvase la Sra. Juez acceder sin más trámite, a lo solicitado. 


Dr. Víctor Della Valle 
Abogado 
mentes, 22016 28 Matr. 2049 


Mecibido hoy 315 pen eleive 
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aminas, 28 D10 2009 
Al dése de adios [um 
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RESOLUCIÓN NRO. 1535 


Montevideo, 29 de plis de 2010.- 


VISTOS, para resolución de segunda instancia éstos autos seguidos 
contra 1) GUADALUPE, Marcelo, 2) SANCRISTÓBAL PONS, 
Mario, 
3) PEIRANO BASSO, Jorge, 4) PEIRANO BASSO, José y 5) 
PEIRANO BA550, Dante por “un delito previsto en el art. 76 de la 
ley 2.230" venidos a conocimiento de éste Tribunal de Apelaciones 
en lo Penal de 3er, turno en virtud del recurso de apelación 
interpuesto en subsidio del recurso de reposición por lo Señores 
Defensores: Dr. Diego Camaño y Dr. Pablo Donnángelo por Jorge, 
José y Dante Peirano, Dr. Eduardo Pesce por Sancristóbal, Dra. María 
E. Chaves Lovera por Guadalupe contra la resolución nro. 1228 de 
fs. 114/117 vta, de éste testimonio dictada el 16 de julio de 2.009 por 
la Sra. Jueza Letrada de Primera Instancia en lo Penal de Tmo. turno 
Dra. Mariana Mota Cutimella.- Intervinieron en estas: actuaciones en 
representación. del Ministerio Público la Sra. Fiscal Letrada Nacional 
en lo Penal de:14to. turno Dra. Raquel González Tomaría y la Sres. 
defensores supra mencionados.- LU.E.: 88- ZA/ZO1O. - 
RESULTANDO.». 
ly, Que deducido la requisitoria de la Sra. Fiscal 
Letrada Macional en los autos seguidos los mencionados en el acápite 
obrante de fs. 1* 36 de ésta pieza separada, afs. 37 de. ésta pieza por 
dto. aro, 1.970 la Sra. Jueza “a quo ” en función a lo dispuesto por la 
ley 18.411-de fecha 28 de noviembre de 2.008 ic vista a la Sra. 
Fiscal quien la evacuó a 5, 38 y vta..- 

Dijo la Sra. Representante de la Causa Pública, En sfotesis: 

Que lo dispuesto por la Ley 18.411 art.2* corresponde tenerlo 
presente en la etapa decisoria pertinente y no afecta el trámite de la 
causa. Que debe tenerse presente el carácter esencialmente 
modificable de toda resolución de enjuiciamiento (art. 132 del C.P.P. 

y que es en la requisitoria donde se fiján definitivamente por el 
Ministerio Público los hechos con relevancia penal que se consideran 
probados y la consiguiente calificación jurídica y que la 
Representante Fiscal ha cumplido tal acto procesal y concluye que 
roo iia el trámite y oportunamente pronunciarse el decisor (el 
utz).- . 
2) Por decreto nro. 2063 de fs, 40 la Sra, Jueza "a 
quo” resolvió tener presente el precedente dictamen fiscal con noticia 


1168-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


de las defensas.- 

A f5, 42 comparece la Defensa de Jorge, José y Dante Peirano 
Basso y evacuando la vista conferida dicen en síntesis: 

Que ante la derogación del art. 76 de la ley 2.230 por el art 2e la 
Ley 18.411 resultan aplicables al caso el art. 15 inc. 2 del Código 
Penal y el art. 7 del CPP. que recogen el principio de la 
"retroactividad de la nueva ley penal más benigna”.- 

Destacan los Sres, Defensores que sus defendidos Jorge y Dante 
Peifano fueron procesados por el delito de “asociación para delinquir 
en concurrencia con el art. 76 de la ley 2.230 y José Peirano fue 
procesado por el delito de “asociación para delinquir en concurrencia 
con insolvencia societaria fraudulenta (art. 5 de la ley 14,095)" y el 
Tribunal de Apelaciones por resolución nro. 156 revocó el delito de 

“asociación para delinquir” para los tres imputados y modificó a José 
Peirano la calificación estableciendo su procesamiento por el art. 76 
de la ley 2.230.- 

Es así, que sus defendidos están procesados por la presunta 
violación al art. 76 de la ley 2,230 el que fue derogado por la lay 
18 411 art. 

Prosiguen los Sres. defensores señalando que habida cuenta del 
tenor de lo establecido en los arts. 15 del €. P. y 7 del C. P. P., desde 
que estamos en presencia de una supresión de un delito durante un 
proceso en curso, éste debe clausurarse.- Sus defendidos, de acuerdo 
a los términos del procesamiento establecidos en la Resolución del 
Tribunal de Apelaciones están sujetos al proceso sobre la base de la 
presunta violación del art. 76 de la ley 2.230 por lo que habiendo sido 
tal ñorma derogada, corresponde la clausura del proceso.- 

La pretensión del Ministerio Público de sortear la aplicación de la 
ley (arts. 15 del C. P. y 7 del €. P. P.) por haber deducido su 
requisitoria por otro delito no tiene base legal alguna, Las 
consideraciones jurídicas genéricas extraídas de la provisoriedad del 
auto de procesamiento para desaplicar la ley no son de recibo.- 

: Concluyen los Sres. Defensores que el Fiscal es parte del proceso 
al igual que la Defensa, y aunque dedujo su pretensión punitiva por 
delito diferente al imputado en el procesamiento tal circunstancia no 
es relevante para desaplicar la ley sobre la retroactividad de la ley 
penal más benigna. La derogación del art. 76 e la ley 2.230 determina 
la clausura de todos los procesos abiertos por tal delito. Solicita la 
clausura de las achuaciones.- 

A fs, 45/47, 50/51 vta. y 33/54 via, comparecen los Seres 
defensores de Marcelo Guadalupe, Mario San Cristóbal Pons y Juan 
Domingo Ratti quienes solicitan la clausura de los procedimientos por 
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fundamentos similares. - 

3) Por resolución nro. 1228 de fs, 114/117 via. La 
Sra. Jueza "a quo” decide no amparar los petitorios de clausura de 
los procedimientos realizados por los Señores Defensores en ésta 
etapa del juicio y diferir la decisión en ocasión del dictado de la 
sentencia definitiva.» 

La Sra. Jueza relaciona las etapas procesales por la que ha ; 
transitado el juicio destacando que el Ministerio Público dedujo su 
demanda acusación de acuerdo al art. 239 del C. P. P. y cumpliendo 
con todos los requisitos allí establecidos y de ello se dio traslado a las 
defensas quienes lo evacuaron y estando los autos en estado de 
esperar el diligenciamiento de una prueba solicitada por la defensa 
deviene la ley derogatoria del art, 76 de la Ley 2.230.- 

Sobre la base precedente, entiende la Sra. Jueza, gue esen la 
sentencia que deberá analizarse los hechos que el Mihisterio Público 
considera penalménte relevantes así como su adecuación a lá 
calificación jurídica que formula y la pena que se reclama (art. 245 
del C. P. P).- 

Que es en dicho examen que se odrá determina? sino 
corresponde modificar la calificación jurídica del protesamiento yen 
su caso por imperio de la ley.18.411 disponerla clausura del proceso 
o incluso, valorando las pruebas incorporadas, determinar gue 
correspoñde | lá absolución de los mismos.- ha 

Resolver la. clausura en ésta elapa procesal, entlenide la Sra; Jueza, 
implica negar la calificación formulada: por la Sra. Fiscal en su 
requisitoria, lo que implicaría prejuzgamiento- 

La Sra. Jueza pechaza que la modificación efectuada par el 
Ministerio Público eh la salificación jurídica de los héchos' en 
relación a la del procesar 
que el contradictorio” se constituye con la demanda" 'acusatoria y la 
contestación de las defensas, que son las que determinan el objeto de 
la litis.- Por ello, verificar si las afirmaciones dé lá ¡defensa respecto a 
los hechos y pruebas. y las consideradas por él Ministerio Público son 
los mismos, solo es posible eñ el pronunciamiento definitivo, en la 
sentencia. La decisión del Tribunal de Apéleciónes respecto a la 
calificación jurídica se limitó. a un pronunciamiento provisorio con 
los elementos obrantes en autos hasta aquel momento como se 
desprende de su expresión “sin perjuicio de ulterioridades”, lo que 
importa que no se trata de una calificación definitiva.- 

En conclusión falla desestimando la petición de clausura de los 
procedimientos y manda estar a lo que se resuelva en la sentencia 
definitiva.- 
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4) Los Sres. defensores de Jorge, José y Dante 
Peirano Basso interponen los recursos de reposición y apelación 
contra la sentencia interlocutoria nro. 1228 de fs. 114/117 vta. 
centrando sus agravios en dos aspectos esenciales: la falta de 
motivación y la errónea invocación al prejuzgamiento desconociendo 
la naturaleza jurídica de la decisión de clausura.- 

En el primer aspecto dice que se omitió toda consideración sobre 
la y aplicable ca la especie, no se analiza la vigencia de la ley ni el 
alcánce e interpretación de las normas legales invocadas por la 
defensa ni tampoco expresa las razones por las cuales no resultan 
aplicables en la especie.- 

'En el segundo aspecto sostienen que es erróneo sostener que la 
cuestión debe diferirse al momento de la sentencia pues de lo 
contrario se estaría prejuzgando. Ello no tiene base legal pues los arts. 
7 del C, P. P, y 15 del C. P. dicen que una vez derogado el delito bajo 
el chal el individuo fue procesado, debe clausurarse el proceso y tal 

ia es de aplicación inmediata.- 

- Agregan que la clausura no implica un pronunciamiento sobre la 
culpabilidad o inocencia del imputado. La decisión de clausura no es 
una sentencia sobre el fondo del asunto, sino una cuestión procesal 
vinculada con el principio de legalidad reconocido no solo a nivel 
interno sino también a nivel internacional (art. 9 CADH y 15.1 


Concluyea solicitando la revocación de la recurrida y la 
inmediata clausura de las actuaciones.- 

Los Sres defensores de Mario San Cristóbal Pons y Marcelo 
Guadalupe exponen sus agravios a fs. 134/136 y 138/139 vta. 
respectivamente realizando parecidas consideraciones a las 
cd li de lo coencausados.- 

5) Que evacuando el traslado que de los recursos le 
Fuera conferido la Sra. Representante de la Causa Pública contesta la 
motivación de los agravios y aboga por la confirmación de la 
resolución nro.1228 de fs. 114/117 vta.- 

6) Que por resolución nro. 2597/2.009 de ís. 146 y 
vta:la Sra. Jueza *a quo" mantuvo la resolución nro. 1228 necurrida y 
ordenú elevar los autos con las formalidades de estilo. Una vez en 
ésta Sede los autos, pasaron a estudio por su orden y citadas las 
partes se acordó resolución en legal forma previo cumplimiento de 
medida para mejor proveer (fs, 163 y 85.).- 
CONSIDERANDO. - 
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1) Que por Resolución nro. 1532 de 8 de agosto 
de 2.002 (que obra en ésta pieza a fs. 172/ 175 vta.) Jorge y Dante 
Peirano Basso fueron procesados bajo la imputación de "asociación 
pára delinquir en concurrencia con el delito previsto en el art. 76 de la 
ley 2,230; José Peirano Basso fue procesado imputado de “un delito 
de asociación para delinquir en concurrencia con el delito previsto en 
el art. 5 de la ley 14.095" y Marcelo Guadalupe, Juan Domingo Ratti 

. y Mario San Cristóbal fueron procesados imputados del “delitó 
previsto en el art.76 de la ley 2.230”. Tal resolución fue confirmada 
en segunda instancia por resolución nro. 136 del 26 de marzo de 
2.003 (que obra en Ésta piézalá fs..18/191 excepto en cuanto se 
revócé para Jorge, Danilé y. José Peirano el € delito de “asociación para 
delinquir” y para para José Peiráno, FPeiráno,se revocó además el delito de 
“insolvencia societarid ¡fraudulenta art. 5 del Dto..Ley 14095". y en su 
lugar se espro por el “delito previsto en el art. 
76 de la Ley 1230) 

Encónsetiéncia el prócesami to de todos los encausados en 
éstos autos quedó fijado en 14 iñ ción del “delito previsto en el 
art. 76 «de.fiJey: 2.230".- 

E 2) Que por Léy-18,387 se:dictarón un conjunto de 
normas referidaga lá: declaración judicial del concurso y 1 
reorgánización € empresarial y en el contesto de dicha póormáativa poco 
después se dictó li 'Esy nro. 18.411 qué'derogó el art. 76 de la ley 


2.230.- 
Es precisantenté lá derogación: de dichá norma peñal que dá origen 
a ésta incidencia pués solicitada por los Señores défensore fensores la 


clausura de las actuaciones, ante la derogación deltipo delictiyo 
imputado, la Sra. Júéza “a quo”, luego de, oír al Ministerio Público y a 
las Defensas, estableció en la resolución impugnada esencialmente, 
que no corresponde pronunciarse sobre la, clausura, delas actuaciones 
en el estado en que se encuentra el proceso, que deducida la demanda 
acusación porel Ministerio Público y contestado elite Hraslado por lo 
defensores quedó determinado el objeto de, la litis $ E lo que será en 
el pronunciamiento definitivo (sentencia) que debe á evaluar los 
hechos y pruebas que tomaron en consideración ( ¿l-Ministerio Público 
y la defensa y allí sí decidir, para no incúrriren prejuzgamiento.- 

Es así entonces que la cuestión de autos radica en determinar las 
consecuencias de la derogación del art. 76 de la ley 2.230 y cuando es 
el momento oportuno para tal decisión.- 

3) Dice el Dr. Milton Cairoli Martínez (Curso de 
Dicho. Penal T. I pág. 106 y ss.) que "el orden jurídico penal, al igual 
que todas las demás ramas jurídicas, no permanece inmutable, ¿pues 


1172-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


las leyes se dictan a medida que las exigencias sociales así lo 
requieren”. 

Es así entonces que debido a la evolución y a las exigencias 
sociales en el tiempo, se crean nuevos tipos delictivos y se derogan 
algunos otros tipos delictivos existentes y Otras veces sólo se modifica 
la peña u otros aspectos como plazo de prescripción etc. agravándolos 
o atenuándolos.- Ello plantea el problema de la aplicación temporal 
de la ley penal. En principio la conducta de los hombres viviendo en * 
sociedad se debe regir por la ley que impera en el tiempo y en tal 
sentido se enuncian dos principios que son la no retroactividad y la 
po últractividad de las leyes penales.- 

En nuestro ordenamiento la aplicación de la ley penal en el tiempo 
se regula enelan. 15 del C.P. el que establece: que cuando la ley 
penal crea nuevos delitos o establece una pena más severa, la 
irretroactividad es absoluta ya que no se aplican a los hechos 
cometidos con anterioridad a su vigencia, en cambio cuando la ley 
suprime delitos existentes o se disminuye la pena se aplica a los 

hos anteriores a su vigencia determinando la cesación del 
procedimiento o de la condena en el primer caso y en el segundo solo 
la modificación de la pena salvo que esté fijada por sentencia 
ejecutoriada. - 

Lo antedicho implica que la irretroactividad de la nueva ley penal 
cp la excepción en so aplicación cuando la ley nueva es más 

benigna.- 

Dice Eugenio Zaffaroni en el tomo 1 de su tratado p. 468/469 nro. 
98 Edit. Ediar 1.987 al fundar la excepción mencionada y sus 
consecuencias: 

«La excepción al principio general de irretroactividad de la ley 
penal halla su fundamento en la naturaleza del derecho penal. Si el 
derécho penal legisla sólo situaciones excepcionales, en que el Estado 
debe intervenir para la resocialización del autor, la sucesión de leyes 
que alteren la incidencia del Estado en el circulo de bienes jurídicos 
del autor denota una consiguiente alteración de la desvaloración 
Jurídica de la conducta, reveladora de que, con el curso del tiempo, la 
ley ha cambiado sus valoraciones. Esta mutación expresa que entre la 
comisión y lá sentencia o la ejecución, se ba considerado suficiente 
una menor ingerencia en los bienes jurídicos del autor, y por ende, 
carece de sentido que el Estado la siga teniendo mayor cuendo ya 
considera ello innecesario. En síntesis, la ley más benigna debe 
aplicarse retroactivamente porque implica que para proveer a la 
seguridad jurídica no es ya necesaria la mayor afectación de bienes 
jurídicos que preveía la más gravosa. "No es justo que se aplique la 
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ley más severa, cuando es el propio legislador quien reconoce la 
innecesariedad de la punición que había dictado, decretando otra 
menos severa”. Al desencriminarse una acción o al conminársela 
menos severamente, la prevención penál ya resulta innecesaria ó 
necesaria sólo en menor medida, porque ya no se pretende prevenir 
penalmente esa conducta o no se la pretende prevenir con el mismo 
interés e intensidad que antes”....- 

Agrega Zaffaroni *...Por otra parte el principio republicano exige 
la racionalidad de la acción del Estado, y ésta queda muy afectada 
cuando por la mera circunstancia de que un individuo haya cometido 
el mismo hecho con anterioridad a otro -y sin ninguna Otra Causa- se 
trate más rigurosamente al primero que al segundo. La seguridad 
jurídica impide la reversión del principio, pero requiere que se 
cumpla en parte que no la afecta” Y concluye Zaffaroni que "Dado 
que en estos casos se trata de una cuestión de orden público, como no 
puede ser de otro modo, los efectos retroactivos de la ley más benigna 
se operan de pleno derecho aún en el caso en que haya sentencia 

En concordancia con la normativa sustancial (art. 15 del C..P.) la 
norma adjetiva art. 7 del C. P. P. en el inc. 2 establece que cuando las 
leyes penales. suprimen delitos existentes o diminuyen la pena de los 
mismos, se aplican a los hechos anteriores a su vigencia 
determinando, en el caso de la pq de ina la cesación del 
PTOCESO.- 

De lo antedicho se infiere sin dificultad que enel caso de 
derogación de una figura delictiva los sujetos que hubieren teríido un 
comportamiento a ella adecuado con anterioridad a la derogación, si 

_nosek inició proceso, no pueden ser sometidos al mismo. Y, para el 

caso de que sé le hubiere iniciado proceso, el mismo debe Cesar.” 

4) Que no es admisible en el caso de supresión de 
una figura delictiva bajo cuya imputación se encuentren sujetos 
procesados, se difiera la decisión en oportunidad de la sentencia 
definitiva.- Admitir tal tesis implica sostener que para el proceso en 
cuestión, la ley derogada continua surtiendo efectos no obstante su 
innecesariedad declarada por el propio Estado.- 

En el caso concreto tenemos como base fáctica que varios Sujetos 
fueron procesados imputados de un comportamiento adecuado a la 
figura delictiva legislada en el art. 76 de la ley 2.230 y que la ley 
13.411 por su art. 2 derogó tal norma desincriminando así la conducta 
que el art. 76 describía, en tal situación, siendo ésta norma +: 
derogatoria más benigna de acuerdo a la normativa legal referida en 
el numeral anterior de Éstos considerandos se impone la clausura de 


1174-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


éstos procedimientos.- 

No es de recibo, a juicio de la Sala lo que postula la Sra. Jueza “a 
quo”, diferir ésta cuestión al momento de dictar la sentencia 
definitiva, ya que lá ley (arts. 15 del C. P. y 7 del €, P. P.) establecen 
con claridad que corresponde aplicar la norma jurídica que 
desincriminó el tipo penal imputado, la que por su carácter de tal 
posee obviamente la naturaleza de ley penal más benigna (véase que 
en referencia a tal norma desincriminante el art. 15 inc. 2 el C. P. 
dice que desermina ”...la cesación del procedimiento o de la 
condena” y el ar. 7 del C. P. P. par su parte dice que “determinan la 
cesación del proceso”.- 

No.es aceptable que aprobada la norma del art. 2 de la ley 18.411, 
más benigna y favorable ya que desincriminó la conducta descripta 
en el An. 76 de la ley 2.230, sobreviva dicho art. 76 de la ley 2.230, a 
las solos efectos del proceso y hasta que recaiga sentencia definitiva, 
No existe en nuestro ordenamiento ninguna norma que habilita a 
mantener la vigencia de la norma incriminetoira derogada durante el 

además de ser ello contrario a lo establecido en los arts. 15 el 
Cc E y 7 del C. P.P. y art. 9de la C, A. D, H..- 

5) No justifica diferir la decisión sobre el punto 
de le comecte de la derogación del art. 76 e la ley 2.230, en la 
consideración de que en la demanda acusatoria se modificó la 
calificación jurídica de la conducta de los encausados y en la 
provisoriedad del auto de procesamiento.- 

El acto jurídico que impone la sujeción jurídica de los encausados 
al proceso penal, no es la demanda acusación del Ministerio Público, 
sinó que lo es el auto de procesamiento.- 

La acusación del Ministerio Público tiene en la actual estructura del 
proceso penal un contenido fundamental ya que habrá de limitar los 
confines máximos de la contienda (así no puede condenerse por 
hechgs no relacionados ni superar la pena propuesta salvo el caso del 
error manifiesto), sin embargo su valor es de un acto de parte. Es el 
procesamiento el acto procesal que marca la sujeción de una persona 
al proceso penal y en la situación de autos es a sus términos que hay 
que atender y no a la acusación.- 

Es cierto que el auto de procesamiento, en virtud de lo dispuesto 
en el art. 132 del C. P. P. es esencialmente provisorio y reformable ya 
que no causa estado, pero ello no puede interpretarse en contra de los 
encausados.- La acusación es un acto de parte, como se dijo, y ella 
no obsta a la aplicación de los arts, 15 del CP. y 7 del €. P, P., pues 
lo que dispone la sujeción jurídica al proceso de una persona €s el 
futo de procesamiento.- 
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6) En definitiva, en sutos los prevenidos fueron 
enjuiciados bajo la imputación del delito previsto en el art, 76 de la 
ley 2.230, dicha norma fue derogada porel art. 2 de la ley 18.411 
que se constituye asi en una ley más benigna con idoneidad de 
aplicación retroactiva como lo establecen el inc.2 del art. 15 del C. P. 
y 7 inc. 2 del C, P. P..- La derogación expresa de una ley penal, como 
lo dice el Dr. Milton Cairoli en su informe a fs. 156, tiene 
consecuencias totales, de orden público, lo que significa que deben 
ser aplicadas de inmediato.- 

La letra clara de ambas normas, penal y procesal, no admiten otra 
interpretación y ello se ve corroborado por los ilustrativos informes 
de prestigiosos docentes como el Dr, Miguel Langón Cuñarro y Dr, 
Milton Cairoli Martínez en la materia de Dcho. Penal sustancial, la 
Dra. Emma Stipanicic Bargés en la materia de Derecho Procesal y de! 
Jurista Alberto Bonino en referencia a “La retroactividad de la ley 
penal más benigna en el Dcho. Internacional de los Derechos - 
humanos” que obran en autos, en consecuencia comesponde revocar 
la sentencia interlocutoria nro.122$ de fs. 114/117 vta. y disponer la 
clausura de todas éstas actuaciones.- 

Por los fundamentos expuestos y concordantes de 
los juristas informantes el Tribunal 
RESUELVE: ¡ 

_Revocar la resolución nro. 1228 do fs. 
1141117 vta. recurrida y en su mérito disponer la 
clausura de las actuaciones de éstos autos.- 
Y, oportunamente vuelvan al Juzgado de origen 

al que se cometen las comunicaciones de estilo.- 


. EDUARDO 1.BORSES 
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¿CUERDA BIEN Y FIELMENTE el facsímil que antecede con el 
original de su mismo tenor qué tengo a la vista y con el cual cotejo 
el presente testimonio y que obra glosado a fojas la 36; 38 a 38 
ria. da 4 45 246/50 8] via. 53 2 53 via. Ida 117 via, 128 8 
182 134 a 136 vias 138 a 139 via, 14] a 145 via. y 197 a 201 
correspondiente a Jos autos caratulados: “GUADALUPE, 
MARCELO. 'SAN CRISTÓBAL PONS, MARIO. PEIRANO BASSO, 
JORGE..PEIRANO BASSO, JOSE. PEIRANO BASSO, DANTE, UN 
DELITO: PREVISTO EN EL ART. 76 DE LA LEY N" 2.280 
CASACIÓN “PENAL”, Ficha N* 88-24/2010, actualmente en trámite 
ante esta Corporación. EN FE DE ELLO, F de mandato de la 
Supréma- Corte de Justicia, Extiebdo 'el"fñesehte que sello; sieño y” 
firmó'en le ciúdad de Montevidoo 7? treinta de setiembre de dos "m5il 


ñ E " He E a . "LEA 


. 
Arg 
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Distribuido 415/10 
COPIA DE SENTENCIA DE CASACIÓN - SUPREMA COSTE DE JUSTICIA - 
PRESENTADA POR EL SEÑOR SENADOR OPE PASQUET 


¿tencia N198 MINISTRO REDACTOR: 
DOCTOR LESLIE VAN ROMPAEY 
Montevideo, veinticuatro de octubre de dos mil siete 
VISTOS: 

Para sentencia estos autos 
caratulados: “"WINITEKY ZEBRAK, ESTHER -— UN DELITO DE 
DISIMULACIÓN DE ACTIVOS EN REITERACIÓN PEAL CON UN 
DELITO DE INSOLVENCIA FRADMDULENTA - CASACIÓN PENAL”, 
FICHA B9-86/2002. 


RESTLTANDO : 
1 La sentencia definitiva de 


segunda instancia N* 12 de fecha 8 de febrero de 2006, 


dictada por el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 
Primer Turno, revocó la sentencia ápelada, y en su 
mérito condenó a Esther Vinitaky Zebrak como autora 


penalrente responsable de un delito de fraude concursal 
Y comó codutora de un delito de insolvencia fraudulenta 


en reiteración real, a la pena de dos años y seis mestz 


de penitenciaria, con descuento de la preventiva 


sufrida, Y de su cargo los gastos que legalmente 


correspondan (fa. 1097-1105 v.). 

El pronunciamiento  anta- 
rior WN" 142 de fecha 24/12£04 del Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal de Decimosexto Turno había 
iD la señora Esther Vinitsky de las imputaciones 


fomuladas por el Ministerio Público y de oficio las 
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prestaciones legales de rigor, declarando definitiva la 
libertad que goza la encausada (fs. 1074 y 55.)« 

2 A f3. 1104 la Defensa Ce 
la enceusada interpuso recurso de casación en el fondo, 
fundándolo en la infracción o errónea aplicación de las 


siguientes normas de derecho: el art. 10 de la Consti- 


tución, del que derivan los principios del non bis in 
idem y de individualización de la pena, también el 12 
del mismo cuerpo de leyes que consagra la presunción de 
inocencia: 'el art. 1 del Código Penal que consagra el 
principio de legalidad, el art. 66 que regula la indivi- 
dualización de la pena, el art. 54 que consagra el régi- 
men «de reiteración real. Fundamentalmente, subrayó la 
ecrónea aplicación de los arts. 43 y 76 de la Ley N* 
2.230 y el art. 255 C.P. que reprime el delito de insol- 


vencia fraudulenta. 
En el terreno adjetivo se 


aplicaron erróneamente los arts. 174, en cuanto zefiere 
al método de valoración de la prueba y la regla del art. 
245 nral. 2 dol C.P.P., que impont al juzgador expresar 
en da séntencia las pruebas que le sirvieron de 
fundamento. En sintesis expresó: 

= La determinación de 
los hechos probados. El art. 270 áne. 2 del C.P.P. 
prescribe que no .podrán discutirse los hechos dados por 


probados en la impugnada, pero no com menos fuerza el 
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azt. ¿243 ord. 2% E.P.P, exiga que la sentencia exprese 


las pruebas que le sirvieron de fundamento, y debida- 
mente artículeados los hechos que reputá probados. 

Sobre este extremo en 
el Considerando 11 la recurrida infringió dicha regla, 
resultando inapropiado que se remita a la relación fFác- 
tica formulada por el Ministerio Público «n 5u denanda 
acusatoria. La estimación de hechos probados debe reali- 
zarla el ad quen en estricta sujeción a lo que sobre el 
gunteo estableciera el decisor de primer grado, pero nun- 
ca 4 lo relacionado por las partes, s6a la defensa o el 
Ministerio Público. Dicha técnica de remisión posec otra 
cbjeción con ribetes de mayor gravedad, por cuento la 
Sala no dictó uña sentencia confirmatoría sino que > 
có la decisión absolutoria de primer grado. Asi, coteja- 
das la regquisitoria fiscal y la sentencia de primer gra- 
do, se constata la total discordancia entre hechos ver- 
tebrales que una y otra articulan y consideran probados, 
razón que demuestra la disparidad de criterios que de- 


terminó la adopción de soluciones diametralmente opuezs- 


tas. Hay sobrados ejemplos [w. gr. existencia o no de 


sociedad de hecho, participación o no de la encausada en 
gue la misma posela un importante caudal pa- 


que demuestran que la plataforma fác- 


el negocio, 
trimenial propiol 
tica tenida por probada por el Hinisterio Público y el 


juez dé primera instancia, difieren sustancialmente. 
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En definitiva, dá 


plataforma ióctica del recurso de casación 5€ encuentra 
en la narración detallada por la sentencia de primera 


instancia de los hechos, y a la misma debe atenerse la 


Corporación. 
= La inversión de la 


carga de la prueba y la indebida atribución de valor 


probatorio a la conducta procesal del rco o la defenza. 
La. Sola, en el Consi- 
derzando 1, violó el principio de presunción de inecen- 
cla consagrado en el art. 12 de la Constitución, gravi- 
tando decisivamente en la decisión y atribuyendo una su- 
puesta inactividad de la Defensa respecto de su potestad 
de constituir prueba de los hechos atribuidos. 
En realidad la zefe- 
rida infracelón del art. 12 de la Carta y el art. Y 
nral. 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
puesta en vigencia por el art. 15 de la Ley N* 15.737 
del 6 de marzo de 1985, conduce a invertir'la carga de 
lá prueba del hecho ldlíicito y sus circunstancias. El 
oñus compete al Ministerio Público (art. 10 €.P.P.), 
pero no al reo o a su Defersa, que no son quienes tienen 
que probar la inocencia o los extremos qué le desvincu- 
lan de loz hechos de apariericia delictiva. La ley adíu- 
dica al Ministerio Público y al Juez la obligación de 
probar el delito, y $us: circunstáñcias de fdmis ApTudss 
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truir la presunción de inocencia. 

- Ercónsea imputación 
del: ilícito sociotario concursal. Se equivoca la senten- 
cia al imputar a la encausada un delito al cual llama 
"fraude concursal”, nozen furis gue no existo en la ley, 
al cual fundamenta en dos disposiciones: €l art, 43 


nzáal. 2 y el art. 76 de la Ley N* 2.230, No existen «n 


el ordenamiento uruguayo figuras que se integren median- 
te la combinación de dos disposiciones legales diferen- 
tcs. No se Etratá de un delito único, debe advertirse que 
los artículos nencionados tipifican dos figuras diferen 
tes, el art. 43 es un delíto concursal, extendiendo su 
aplicación al concordato preventivo y al de la ¡íquida- 
ción; y el art. 76 refiere a delitos extraconcuraiales, 
ajenos al concordato y durante el periodo de liquidación 


de la anónima. 

Aungue Ja Sala tiene 
por probados los hechos que da por acreditados la de- 
manda acusatoria varía la calificación, pues el Hinis- 
terio Público requirió la condena por el delito tipifi- 
cado en el art. 43 nralezs. 1 y 2 de la Ley N* 2.230 y la 
impugnada subsume la conducta bajo la égida del nral. 2 
del art. 43. Obvio es qué no tiene efecto vinculante la 
calificación juridica, pero sucede que se trata de moda- 


lidades delictivas manifiestamente diferentes e inasiml=- 


lables: mientras el art. 43 ñral. 1 reprime una disimu- 
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lación del activo societario. el nral. 2 costiga una 


conducta opuesta cual es la suposición de acreedores O 


exageración de créditos, lo que tiene relación con el 


pasivo. 
El comportamiento re- 


prochado a la imputada no se adecua al tipo objetivo del 


delito consagrado por el art. 43 inc 2%, pues el mismo 


incrinina a representantes o administradores que hubie- 
rán promovido el concordato y consumado dentro de él la 
maniobra, lo que la encausada no hizo, pues si bien tuvo 
un poder transitoriamente de su cónyuge no intervino en 


el concordato. Ergo, ho pudo ser sujeto activo de la ¿- 


gura que 56 le imputa, 
Además, el tipo obje- 


tivo reclama. la conducta de hacer intervenir en las de- 


liberaciones a acreedores supuestos O con créditos 


exagerados y esto 36 verifica cuando el falso acreedor 
participa en la Junta de Acrocdores. 
No"es posible enton- 
Ces sostener que no enerva la tipicidad el hecho de que 
el acreedor supuesto -Gardinel Int. Corp.- no haya 
intervenido en "las deliberaciones” [según el reque- 
rimiento legal), porqué entienda que *... dicho término 
está usado ampliamente conforme al sentido que Ja propia 
ley le da en el art. 37, que comprende la tramitación de 
cuólquiera “de Jas formas concorditatias. inoitso- da 
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extrajudicial...” y a juicio de la sala *... el art. 43 


no limita su alcance sólo a los concordatos judicia- 


A 


Mo comparte tal cri- 


terio de extensión de la figura prevista por el art. 43 
a los concordatos extrajudiciales, púes los tipos pena- 
les son de interpretación estricta, y esta extensión 
analógica infringe el principio de legalidad. Guste o no 
la Ley NH" 2.230 es un cégimon que regula los concordatos 
judiciales de lás sociedados anénimas y la liquidación 


judicial de las mismas. Este ¿lícito llamado fraude con- 


cursál tiene un presupuesto: la juodicialidad del trámi- 


to. Ho es correcto sostener que por mandato del art. 37 


las normas del art. 43 son extensibles al concordato 


privado extrajudicial. 
- La imputación de in- 


solvencia sociotaría fraudulenta. Constituye O0Lro agra- 
vio dicha imputación en relteración real con el delito 
de fraude concursal, incurriendo en un doble juzgamiento 
al considerar la mismas plataforsa fáctica para ambas 
inpu-taciones (arts. 10 y 54 del C.P.), pues no se trata 
de un concurso real de delitos sino de un concurso 


aparente de leyes que deba resolverse aplicando el 


principio de especialidad. 
Es Un error sostener 


que la sociedad anónima "San Francisco” era un deudor 
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civil pues es comercial intentando un concordato en el 
marco de la ley de sociededes anónimas. Pero la Sala 
reconoce que la encausada no exá formalmente deudora 
civil, por lo que no es posible que ses sujeto activo 
del delito previsto en el art. 255 C.F. 

- En cuanto a la inei- 
vidualización de la pena también se incurrió en la vio- 
lación del art. 66 C.P., porque se diserepa con la im- 
pugñada con respecto a que el art. 76 hace remisión, ni 
expresa ni tácita, a las penas del €. Penal de 1534 pues 
el de 1885 fue derogado por éste, y por lo tanto la pena 


debe graduarse en el narco de los arts. 255 y 253 del €. 


Penal de 1934. 
3 A fs. 1134 evacué el trás- 


lado el Fiscal Letrado en lo Peñal de Tercer Turno esti- 
mando que debe mantenerse la impugnada. 


4 El Sr. Fiscal de Corte se 


expidió a fs. 1144 y 35. considerando que la casación 


debía ser desestimada. 
¡CONSIDERANDO 

j I La Suprema Corte de Justi- 

cia integrada y en mayoria casará parcialmente la sen- 
tenciá n recurso. 

11 Resulta de rechazo la ale- 

gada infracción al art. 245 nral. 2 del C.P.P., por 

cuante en coincidencia” EsA”"Te” dictaminade pór el Sr. 
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Fiscal de Corte entiéndese que la remisión genérica 
renlizada por la recurrida a los hechos que se reputaron 
probados en la instancia precedente fue acotada al 
mencionarse AUR paréntesis las fojas 1073-1075, en las 
que el decisor de primer grado explicitara los supuestos 
fíicticos relevantes en la dilucidación de la causa. 

Por lo demás, la recurren- 
cia en casación no aprecia correctamente en este punto 
la incidencia relevante de la disposición del inc. 2 del 
art. ¿60 dél E.PF.FP., que establecé que "el Tribunal 
podrá ds per reproducidos los hechos probados que sir- 
vieron de fundamento para la aplicación del derecho en 
la sentencia apelada, siempre que los considere ajusta- 
dos a las resultancias de la esusa. 51 50 a2partare de 
ellos, en todo o en parte, deberá precisar los hechos 
nuevos que consideráré probados 6 laz rectificaciones 


que fueren pertinentes”, A 

Por otra parte, contra lo 
que dice el recurrente no existen, en gencial, divergen- 
cias datos entre la plataforma fáctica “de la 
requisitoria (fs. 505/922] y la de la sentencia de 
primer gredo (1074/1079 v.]), tal como 5e expresa con 
acierto en el dictamen de la Sra. Fiscal de Corte. 

En cambio, el Tribunal re- 
currido se apartó de las conclusiones de hecho del pri- 


per grado en un aspecto fundamental en la resolución de 
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la litis, al tener por probada la existencia de una 


sociedad de hecho entre la encausada y su esposo (fs. 


1099 y =2m.). 
Entonces, integran la pla- 


taforma fáctica de la sentencia impugnada, 
270 C.G.P.J, las afirmiciones 


intangibles 


en sede casatoría (art. 


relativas a la participación de la imputada en la 


actividad empresarial de su esposo, participando en su 


operativa 4 efectos de salvar su patrimonio de las 
áceloneas de los acreedores dé éste y de San Francisco 
5.5. siendo evidente la existencia de una sociedad de 


hecho o conjunto negocial entre los cónyuges (fs.1099 y 


Tel. 


También la recurrida <on= 


cluyó categóricamente que la acusada actuó, como verda- 


deca empresaria que erá y es, con poder de administra- 


ción y disposición vigente al momento de los hechos (fs. 
11001, que las compras de créditos contra “Tiendas San 
Francisco S.A. fueron hechas con da finalidad de 
incluir las deudas en el pesivo concordatario, para di- 
latar las operaciones, salvar el patrimonio inmobiliario 
y hasta dirigir las acciones judiciales, como acreedor 
mayoritario. 

Á criterio del Tribunal es 
claro que los montos con los que la encausada adquirió 


la mayoría de las deudas no salieron del patrimonio 
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visible de la encausada ni de 5us ahorros, siendo légico 
y coherente concluir que dichos recursos 35€ extrajeron 
del giro comercial del único negocio familiar que tenía 
giro activo: "Tiendas San Francisco S5.A.”., Surge de 


autos que toda la actividad de la encausada fue de 


cooperación para la frustración de los acreedores de la 
tienda y de su cónyuges, señor Béjar (fs. 1101 v.). 

En fin, la intención de la 
encáausada, Actuando conjuntamente con su cónyuge y Aa 
través de sus sociedades, Fue la de dispersar y disimue- 
Ls créditos y garantías del conjunto negocial inci- 
diendo en el concordato confinando la mayoría de crédi- 
tos con una sociedad a su nombre, haciendo intervenir en 
las deliberaciones concordatacias a un acreedor supuesto 
fas. 1102 v.]. 

Simuló una deuda superior 
al nonto de todas las demás que existían cuando la en- 
presa "Gerdinel Corp. Int.” adquirió las deudas del deu- 
dor civil con “Leumi Le Israel” y *Tom Hix S.A.” econ 
recursos de la propia deudora e intervino en las gestio- 


res concordatarias (1104 v.]. 


Las transcripciones preca- 
dentes, que sólo sintetizan la articulación de los he- 
chos de la causa que el Tribunal recurrido considerara 


incriminables, demuestra qué nó sóle no configura Un 


error án judicando revisable en casación la remisión 
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genérica a la plataforma fáctica sobre la que se erige 
la conclusión punitiva del grado precedente, sino que 
por añadidura la sentencia en recurso formila con preci- 
sión -y persuasivo desarrollo argumental- un relato his- 
térico de los hechos básicos de la causa, que no netesa- 
riamente coincide con los articulados en la sentencia de 
primera ¿inotancia. 

Precisamente, como lo ad- 


mite la defensa (fs. 1112 v., 1113) la existencia de la 


socióéódad de hecho y la participación de la encausada 4n 
el comercio de su difunto esposo son hechos que tuvo por 
probados la S5ala y que, en consecuencia, si el régimen 
legal de la casación prescribe, por vía del art. 270 
inc. 2 del C.F.P., que deben tenersa por verdaderos, 
quedan exiliados del reexamen valoratorio en este qrado. 

3 Carece de sustento el 
agravio esgrimido por la defeñsa: en cuanto a que 53€ 
irvirtió la carga de la prueba en vulneración al art. 12 
de la Constitución que consagra el principio constitu-" 
cional de inocencia. 

Es de destacar que la Sala 
en los Considerandos 111 y 1 de la impugnada indicó in 
extenso los medios de prueba que tomó en cuenta para 
tenor por probados los hechos, asi como desarrolló am- 
Pliamente los argumentos que valorados a la loz de las 


reglas de: la saña crítica determinaron la conclusión 


17 de noviembre de 2010 
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probatoria a la que arribó (fa. 1098 a 1001 v.], sin que 
pueda alegarse que en su actividad estimatoria haya co- 
metido flagrantes errores, pero menos áun, comprometido 
principios de rango constitucional. 

En realidad, el Tribunal, 
acreditada la adquisición de créditos de parte de la 
éncausada por un monto aproximado al 05$51,.000.000 (un 


millón de dólares), entendió que dicha suma se distrajo 


a 


del giro comercial de "Tiendas San Francisco 5.A.*, sin 
que fuera posible extraer de autos otra conclusión en 
punto al origen del dinero, al no haberse aportado 


argumentación alguna que la desvirtuara. Ello mo 


significa en absoluto invertir la carga de la prueba ni 


gue el Tribunal Violentara el principio de inocencia. 
4 Mo será acogido el agravio 


en punto a la errónea imputación de fraude concursal, 


pues surge de la simple lectura de la sentencia €n 1e- 


curso que si bien la Sala mencionó los dos artículos ci- 
tados (43 nral. 2 y 76 de la Ley N* 2.230), subsumiéó el 


comportamiento de la encausada stlo en la figura del 


art. 43 nral. 2, lo que surge inequivocamehnte del Consi- 


derando Y de la recurrida. 

No hay por tanto fundamen- 
tación en dos disposiciones de lá ley. sino aplicación de 
uña de ellas, por lo que es irrelevante la argumentación 


de la defensa en cuanto a que los artículos en cuestión 
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tipifican delitos diferentes (fs. 1115 v.]. 

: Por otra parte el nombre 
utilizado por la Sala para referirse al delito imputado 
-fraude concursal- carece de toda relevancia juridica. 
Ho hay apartamiento de la requisotria fiscal, en cuanto 
ésta zofioro expresamente a la intervención de la encau- 
sada como acreedor supuesto. 

Y contra lo que afirma el 
recurrente el art. 43 inc. 2 de la Ley N* 2.230 cuando 
refiere a la intervención en deliberaciones incluye tam- 
bién la suposición de créditos en el concordato extra- 


judicial, al que existen varias referencias en la ley 


citada, como afirma la Sra. Fiscal de Corte (fs. 1115 y 


F.la 

Es evidente que la inter- 
vención del acreedor supuesto en las deliberaciones pre- 
vias al concordato extrajudicial altera las bases del 
cómputo de la mayoría, alterando la regularidad del trá- 
mite concursal y afectando el patrimonio de los acrea- 
dorés. Lo que aconteció en el caso de autos al incluirse 
en la fózmula conserdstaria al crédito supuesto de Gar- 
dinel Int. Corp., sociedad presidida por'la encausada 


(fa.15 v.). 
Comparte lá mayoría la in- 


terpretación de la Sala recurrida en cuanto a que el 


ca30 de concordato privado también está incluido en la 
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normativa a estudio, puesto que como establece el art. 
31: "La reunión de acreedores establecida por el art. £6 
no será necesaria sl los representantes O sdminis- 
tradores de la sociedad, a condiciones exigidas por 
el art. 26, se presentesen al Juez de Comercio, acompa- 
ñendó l concordato que hubiesen celebrado privada- 
11115: APA 

Como señala la Fiscalia de 
Corte, cuándo se habla de "deliteráaciones” no necesaria- 
mente se alude a las efectuadas en la Junta de Acreedo- 
res; por ejemplo en el art. 11 se refiere a delibera- 
ciones en el seno del directorio. Resulta obvio que tra- 
tándose de un concordato extrajudicial, debieron sfec- 
tuarse varias reuniones y deliberaciones entre acreedo- 
res y deudor, las que culminaron con la aceptación de 
uña propuesta en la que estaba incluido el supuesto cré- 


dito de "Gardinel Int.Corp.”, sociedad de la que era 


presidenta lá eacausada. 


1191-C.S. 


5 En cambio, a Julcio de la 


mayoria de la Corte resulta fundado el agravio atinente 
a la errónea condena por insocivencia societaria fraudu- 


lenta. 
Es desacertado sostener, 


como lo hizo la Sala, que San Francisco $.4. era un deu- 
dor civil, pues es claro que se trata de um deudor co- 


mercíal, como todas las sociedades anónimas, la qué im- 
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sólo extensiva, sino además conjetural que propicia la 


Fiscalía de Corte, licús la exigencia de la norma en 


Eresma 


DRA, MARTHA E, CHACO) DE INEHALUSTI 
SECRETARIA LETRADA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA 


estudio. 
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bases del concordato no estén aceptadas por los acreedo- 


tes se aplicarán los articulos 26, 27, 30. 31, 33, 34, 


35 y 36 de la ley, que se refieren, entre otras cosas, 4 


la Junta de Acreedores, 
En cambio, si esas bases están acep- 


tadas, se aplican los artículos 38, 39 y 40, que dicho 
somerarente se refieren al informe de los síndicos, a la 
publicación del concordato, a la oposición de los acree- 
deres o su adhesión. Ho hay prevista Junta de Acreedores 
para oponerse O adherirse al concordato, sino que las 
mismas se canalizan por otra via. 

Tan es ello asi que la ley lo dice 
expresarente, en el artículo 37, cuando "señala que la 
“.. reunión de acreedores establecida en el articulo 26 


nó será necesaria...” cuando el concordato se hubiese 


celebrado privadamente. 
Si el qelito no estuviera referido 


al concordato judicial, hubiera bastado que el legisla- 
dor eliminara la exigencia de *... en las deliberacio- 
nes...”, y no se puede decir que el concordato extraju- 
dicial no lo tuvo presente porque precisamente lo insti- 
tuyó. 

La interpretación extensiva qué sé 
propicia, tal cómo señala la Defensa, es en perjuicio 
del justiciable. ] 

En mí opinión, la interpretación no 
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la mayoria...”. 

Los artículos 26 y ss., ya en sede 
de liquidación judicial, regulan lo relativo al llamado 
a los acreedores a Junta, y el artículo 33 autoriza a 
que: *.,.. Euendo no haya tiempo de terminar ordenada- 
mente las deliberaciones de la reunión, el Juez de Co- 
mercio podrá aplazarla...”. 

El articulo 61 se refíere a la li- 
quidación de los "bancos de crédito territorial cuyo 
único negecio ordinario consista en la emisión de ecdédu- 
lás hipotecarias...” aludiendo al *,.. voto de sus tene- 
dores en cualquiera de sus deliberaciones a que dé lugar 


la liquidación....%, Lc. 
Es decir, el término "deliberacio- 


nes” siempre aparece referido al funcionamiento de una 


junta legalmente establecida, cualquiera fuera el motivo 
de su reunión, y el señalado caso de los directorios. 

Es decir, ya sea porque la Junta de 
Acreedores sólo funciona preceptivamente en el concorda- 
to preventivo judicial, asi como porque siempre el táx- 


sino aparece referido al funcionamiento de algún órgano 


al que alude la propia ley, en mi opinión, el delito 


previsto en el ordinal 2* del artículo 43 de la Ley N* 


2.230 sólo puede verificarse en el ámbito del concorda- 


to preventivo judicial. 
El artáculo 72 dico qué cuando las 
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la figura no se cusplió: Gardinel no intervino en las 
deliberaciones, y más aun, ni siquiera tiene por probado 


que éstas se hayan realizado con la participación de 


Otros ACTroedorez. 
Pero además, perfectamente pudieron 


existir negociaciones mano 4 maño cón cada acreedor en 
particular, hasta conseguir las mayorias, y esto no es 
deliberar (rectius: tratar y reflexionar un asunto entre 
varios). 

Finalmente, a mi juicio, coincidien- 


do con la Defensa, el delito previsto en el ordinal 2* 


del articulo 43 de la Ley N* 2.230 sólo se puede 


configurar en el supuesto del concordato preventivo 


judicial, único instituto en que, preceptivamente, 
funciona la Junta de Acreedores. 

Es cierto que el legislador de 160393 
utiliza varias veces el término “deliberaciones”, en 
realidad cuatro veces: articulos 11, 33, 43 inciso 2% y 
61, normas que ligan dicho vocablo al ámbito del funtio- 
namiento de órganos previstos en la propia Ley H* 2.230. 

El Articulo 11, se refiere a las 
deliberaciones del directorio de las sociedades anóni- 
mas, Siendo responsables los directores por inejecución 
o mal desempeño del mandato, etc... salvo que falrasen a 
la sesión en que se adoptó la resolución, o, si hubieren 


concurrido *.,. protestasen contra las deliberaciones de 


1196-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


delito, es decir, la figura delictiva, 20 integra según 
referencias al tiempo, lugar y ocasión en que se cumple 


la acción... 
dj Referencias a la ccasión. Exis- 


ten referencias tipicas ccasionales que tienen un valor 
esencial en lo que conclerhe a la configuración penal. 
También en esta hipótesis, su susencia enerva la aludida 
configuración (se rofierée a la deliíctual)...” (Tratado, 
Tomo 11, págs. 183 y 104). 

Entonces, pará que se configure el 
delito en el concordato extrajudicial, de lo que se tra= 
ta es de probar cuándo, dónde, cuántas veces, quiénes 
intervinieron en las reuniones y deliberaciones, y, muy 
especialeente, si partícipó el acreedor supuesto. 

S£l esto no se prueba el delito no se 
configura, podrá ser cualquier otra fiqura delictiva o 
ninguna, pero a los efectos del artículo 43, ordinal 2”, 


lá conducta resucita atípica, y queda por fuera de la 


aiaña. 


Ni la Señora Fiscal ni el Sañor Juez 
de primera instancia, dieron por probada la existencia 
de deliberaciones, en especial, la Sra. Fiscal que tenía 
la carga procesa] de alegar y probar el punto, mi 


siquiera se ocupó del asunto. 
Como ya vimos, el Tribunal afirma lo 


contrario, esto es que la referencia de ocasionalidad de 
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alguno puedo compartir: si la ley exige determinado 


requisito para que el tipo delictivo se configure, si el 
requisito no se verifica, el tipo no se configura. 


Esta es el principio de legalidad, 


este basta para casar la sentencia. 


Segundo, nada tiene que ver si el 


término “deliberaciones” está usado en sentido amplio o 


na. 
Esta cuestión dice relación con la 


discusión de si la hipótesis delictual que nos ocupa se 
puede verificar sóle en el concordato judicial (tesis a 
la que me afilio), 0. 51 también es extensible al 
concordato extrajudicial. 

Pués bien, pará aquéllos que se 
afilian a esta última postura es preciso alegar y 
probar: a] que hubieran deliberaciones en esfera privado 
o extrajudicial, Y. El que en ellas intervino el acree= 


dor supuesto ("han hecho intervenir” preceptivazente 


r 


irpone la norma). 
No bastan las conjeturas que debie- 


ton existir, cuál es la práctica del país, etc. tal como 
dice el Ministerio Público (fs. 1154 y vto... NOr se 


trata de un requisito del tipo delictivo, y por tanto, 


tiene que estar articulado y plenamente probado. 


Tal como -señala BAYARCOO: "... REefe- 


rencias de: ocasionalidad. Algunas veces el tipo del 


1198-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


reprochádo encaja en él supuesto legal que nos ocupa. 
En realidad, «n la tesis de la 


sentencia en estudio, con los supuestos plenamente 
probados que esqrime el Tribunal, en la hipótesis que 
maneja del supuesto del patrimonio único O sociedad de 
hecho lo que debió darse por plenamente probado es que 
se había extinguido el crédito por el pago que hizo la 


alegada sociedad de hecho, con el dinero de San 


Francisco S.A., y por eso el acreedor es supuesto. 


Pero esto no 56 TUYO por probado ni 
se explicitó, por el contrario, se afirmó que los ingra- 
sos también provenían de otras sociedades (fs. 1102 vto. 
in fine), y a mi juicio, esto no es exigencia carente de 
contenido, una mera formalidad, esto hace al elemento 
material del delito, hace a que la conducta reprochada 
seta precisamente el delito que se atribuye, 

Sin perjuicio de ello, y por otro 
Aargumento, la sententia debe ser casada. 

Dice el Tribunal: *... No encrva la 
conclusión para la configuración del tipo el hecho de 
que "Gardinel Int. Corp»” no haya intervenido en las 
“deliberaciones” según el requerimiento legal ("referen- 
cia de ocasionalidad”), por cuanto la Sála entiende que 
dicho término está usado aplianente conforme al sentida 


que la propia lay...” etc. (is. 1103]: 
Prineró, una aseveración que en modo 
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porque nadie investigó si Béjar, como persona fisica, 
tamblén era deudor de Leumi. 

La Sra. Fiscal plantea la cuestión 
como duda (fs. 917), y la duda, en definitiva e inapro- 
piladamente, la resuelve en perjuicio de la justiciable. 

r bien, está plenamente probado que 


Tiendas San Francisco 5.4. era deudor de Leumi le 


Israel, y que esá deuda fue pagada con fondos debitados 
de-la empresa Gardinel Corp. 

Entonees, por lo que viene decirse, 
la deuda era real, y la empresa era real, no es un 
acreedor inventado, y tan s así que el propio Tribunal 


dice que: "... dado que según se probó, 'Gardinel Int. 


Corp.* compró y se subrogó sin garantías para proteger 
al deudor...” (fs. 1102 veo. in fine). 

Entonces, cómo 28 compadece esto con 
el tipo delictivo atribuido. 

] Una cosa es lo que tiene por probado 
el Tribunal, esto es, que vaciaron San Francisco y otras 
sociedades (fs. 1102 vto.], para engrosar la cuenta de 
Gardinel (fs. 1101 y vto. que motiva uno de los reclómes 
de la Defensa), y otra cosa muy distinta es la hipótesis 


que reclama el ordinal 3* del articulo 43. 
Que se haya hecho la maniobra pora 


proteger al deudor o perjudicar a los acreedores etc. no 


lo discuto, el problema es si ese comportamiento 
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razones de esta discordia parcial. 

No es por ser excesivamente punti- 
lloso, pero no advierto que, conforme a los supuestos 
fácticos qué el Tribunál tiéné por probados, -56 
configure el referido ilícito. 


Lá norma en cuestión exige que se 


m 


trate de un *... acreedor supuesto..." o de un "... 
acreedor con crédito exegerado...”, habiéndose estimado 


de aplicación, al caso que nos ocupa, la primera hipó- 


tesis. 
En términos generales, puede soste- 


nerse que acreedor supuesto Sería aquél que no reviste 
la calidad real de tal, se presenta con un crédito que, 
en realidad, no tiene. 

ántes de seguir, me parece del caso 
precisar que Tiendas San Francisco presentó dos solici- 
tudes de concordatos: uno judicial, el 25/11/1997, en el 
Y. Otro 


que aparece como acreedor Leuzi le Israel, 


extrajudicial el 7/5/1998, en el que aparece Gardinel 


Corp.» y no Leumi. 
Luego, el 13/9/1999, hay. un concurso 


civil voluntario de Ernesto Béjar en el que aparece éste 


como deudor de Leumi. 
la inmstrucción ha sido pobre, el es- 


fuerzó probatorio estuvo casi todo a cargo de los denun- 


ciantes y de la Defensa, olgo esto entre otras razonés, 
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COKUNÍQUESE Y OPORTUNAMENTE 


CORTE DE ILITICIA 


DISCORDE: Sólo en 
cuanto extimo que, 
además, debe revo- 
A EE carse la imputación 
idad de fraude-concursal 
lordinal 2” del artículo 43 de la Ley N* 2.230), y en 
consecuencia, corresponde absolver a la dle, 


Me limitaré, entonces, a exponer las 


1201-C.S. 
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mente deudora civil, pero se protbód que tañto formal como 
materialmente actuó como representante o administradora 
que con 5us actos contribuyó decisivamente 4 "simular 
enajeraciones o coóditos”; como tal responde coro cosu- 
tora...” , debe conluirse que si po era deudora civil, 


no se le puede imputar la calificación descriprta en el 


art. 255 del €. Penal. 

Tampoco Ernesto Béjar era 
deudor civil por cuanto si bien afianzó las obligaciones 
de San Franciso 5.A., al ser éstas comerciales, su 
condición no podía ser otra que la de deudor comercial, 
por asi imponerlo el art. 603 del Código de Comercio. 

6 Las solución adoptada, en 


cuanto elimina uno de los delitos por los que la encau- 


sada fue condenada en reiteración real, importa el aba- 


timíento de la pena, que ha de fijarse en el minimo le- 
gal de la figura prevista en el art. 43 inc 2 Ley N* 
2.230, es decir dos años de penitenciaria. 

Por lo expuesto, la Supre- 
má Corte de Justicia, integrada y en mayoría, 

FALLA: 

CÁSASE LA IMPUGNADA EN CUANTO 

CONDENÓ A LA ENCAUSADA POR EL DELITO DE IMSOLVEMCIA 
SOCIETARIA FRAUDULENTA, ABSOLVIÉNDOLE DE DICHA IMPUTA- 
CIÓN, EN 3U MÉRITO SE AMATE LA PENA DGUEITA A DOS AÑOS 


_ DE PENITENCIARÍA. 
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plica que la encausada no era representante 6 adminis- 
tradora de un deudor civil, incurpliéndose el requisito 
previsto en el art. 255 del C.P. 

En el tipo, el sujeto 4c- 


tivo no es un comerciante, "Es el deudor de una obliga- 
ción civil” (Fetito, José, "Insslvencia Fraudulenta”, 


F.C.U. Cuadernos-Cursillo sobre Der, Penal Económico, MW” 


16, 1950 pág. 99). 
Como enseña Cairoli: "Es 


una insolvencia punible en la que incurren los deudores 
civiles, o ses aquéllos que no están dedicados al comer- 
cio y que se constituyen voluntariarentée en un estado de 
incapacidad para solventar sus deudas”. 

Ház adelante señala: “El 
tipo penal tiene un ato que es la existencia de 
un deudor civil.,.* (Curso de Der. Penal Uruguayo, T. 1Y 
pág. 28). 

Ó — com señaló  Bayardo: 
*... no se requiere ser “comerciante” sino deudor civil, 


pára ser agente de la conducta...” (Temás de Derecho 


Penal, pig. 17%. 

En el eso, partiendo de 
la plataforma fáctica tenida por probada por el Tribunal 
en cuanto expresó: "El deudor civil ... era "Tiendas San 
Francisco 5.4.*, y la encrusada ceisponde en su carácter 


de representante O doministradoras Tella no vera formal" 
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: E 
AJTO nr PROS AHanirO 

“deso 1 de feoriaro de (12002, 

WISGTOS Y CONSIDERANDO: 
Gué Ge les presentes actuaciones - com dla intervan— 


ción de lá Srá. Fiscal Letrado Mációñal en lo Peral ae CH 
Turia Drá, Diga Carballo Biza - Fétultan aereditados 
suficientes +eleserñion de 1onTicciOA pr ip A ESTHER 
¡MITE la comisión de Um DELITO DE DIsImACIóN 06 
ACTIVOS EN REJTERACIÓN REAL CON hd DELITO DE INSOLYENCIA 
PRSuUpla DAT arta. 3, 106). 54, 60. PRE del 


AA = 
CP y art. 43 de la ley 2.230 ). 


LOS HECHOS. 


Los  indagados Ernesto Mejár Srubraáñn y Enthér 
ira E [o cónyuges entre si Do un ETS 
AS - 
dissetorss y apoderédos de TIEADA S54N FRANCISCO S.A. Y ia 
firma se presenta Pio tercoreste Sue fur recharido por 
resolución A 21147090 de fecha ¿6 de agosto de ¿000 


dictado por la Sede Letrada en lo Civil de 99 Purña [ dutsa 


Fis 329 “7 la 


Due cor avto PE 21967000 de le sisas Beda Letra 
ss en le Civil se secreta la lisuisación juslcial de TIER- 


DúS 5 FAL ISO BE. A, 
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En setos o, El señor Dewio Azcube) Arabia FPadica 
gemnatció contra 41 indagado Bejar en resresentación qe 
TIEMPAS SAR FRANCISCO 5.6. per el libreriento de dos 
cheques de psgo diterics librados el 15 06 octubre de 1597 
ó Dagar en noviembre y Cicimebre del misro año por un total 
de 105 3.953 1 tres sil novecientos cintuenté y tren Góla- 


rs CA) due Fueros devvellos por carecer e dordon, 


A lá dechs e que los cheques tueron 1ibraaca ya 
ie hébria preñertado la qesntión concordatarió "e Cionsos 
ante lá Bede Letrida en lo Civil de $6 Turno lo que úl 


acrecitará con la apregación de lestisonio de los awstos. 


Asciajóno , «en ocación de la indegaroria el  +eñor 
Esjar apsrtá la docurentación del concordato em la cual 
recsñoce deberle al derminmcianteo | en representación ar 
INATALEOA 1) lá sus ds 115 103. 340 ( ciento tres ai] trei= 


cientos noventa dolares USA i. 


Los indagadoz Dejar y Viñilaky reslizaron al 


vaciarióernte qe la sociedad TIEADAS SAM FRANCISCO 5 A. 267 
-— 


la *inalidad de evadir la responsibilicós —patrisorial 


csrreuicpordiente 3 8 úl Sue con” ' abultados —roéltifon DOE 
A rr . o Ó 

cinera n prewercho propio contribureron el tracióo Gel 

A AA 

concordato de la sociedad y OeLerainaror eu AN 

A _—_—_—_—_————— 

iusicial. 

_—— 


En tal semntiss cel indforas reaslizédo por el 
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contador “tolearsi - desigrads 2025 vebior de Le Erro 
concorostaris de la esproñs = rervlta que lor Fetirod pa 
| Ernesto Bejar y er la señora Dstrer Vinitale de contabili= 


saben en una cuenta de Éstivs i 111334010 leur en el pelin 


pa 


co prevertads dl 31 de Schu bre de 1997 +1. demosinsoa 


Cuentas 1 Caosrár — Cuénta de Directores ARO retiros 
Gebis «¿regarse la cantidad de gastos persorales 00t Se 
cégacañ 2 gabtos porieralos coro mer Fáarmácia , Lupireserci- 


gs, Pintenialernto $e apterial rodante Y OLTOS FubFos., 


Be las Seciaréciones del contador *eenclstade 


reslizadas en Sede Laboral surge our conocla a la indrgods 
— a 
FO ve opta ero Directora , qué cuando bu ue hacer can 


-— 

MNR Us con ella 0er do cue ss 
— e 
cergo de 


oriorerado que los Pbriohea 1.06 IrireparéDa On 


a 
Tierna dan 


Cirección ando en pEpreia 
¿A —— zon lo dicho réesulia 
ae el 110 jonio de 1587 por escritura que «utorila el 
Escribano inge] De Corolís Helgar se confirió pogir general 


sn Errearo 


gor pirte de Tianósa Sén Fráncisco representa 


j Bejar 4 la irossida señoras Estrer Vinjt=zke de acuerda El 


A e 
i Jr 


acto aprobado por sesión gel directorio el día 10 de 


del sjseo do [ fojas 292 l 


Aria . CAB tur eros en Torres irrvrdu lenta una 


tociegid 1? GARDIMEL 1IMTERMATIOHAL COMPFORATION 3 Qu 00 


Aé 
oyo 60 supuesta acreedora due 71E=MD69 SM FIémZ JETO 
Ea h area 


«a pur ce A De FILA 


fs 
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| en lá cual es directora la señora Eatrar Hinistkr la 


a 


cual mustitupó al priñciposl acreedor 1 DANCO LEUM LEL 


O A AAA 
REL da 


e 


GARDEL —IRTEFMAT [OMSL  CORAPOATAT ON no Ens 
acltivigad previa a condtitujeas ern—artriciora de la socirded 
de los denunciados «Or los libros de lá rocio Precisar 
Bb 1 Parascña | revuita lo esproñado y cue la ingagada 


initiks erá la directora de lá sociedad 


Asisizao  . las enajernáciones reslizdór car 


Erneeto Bejar bar alas iepugradas por simuledes 1 el local 
e 


ce tenia la esprerta sito en 10 de Judas DES '— figsre a 
¡Eco AAA 


nombre ds BOBILAR 5.4. 0, el nostra de lea rara " TIEHDAS 
+ 

Sn FRANETSCO " due irenaterrido a en sobrino de tiie ¿El 

isscuerble donde residisn los deminciótos sito mm Pasaje 

, bé 

Pestonál 1335 r Luis Alberto de Herrera Edificio Torres del 
¡E E 

Puerto Torre Caplio. 810 “figura coro propieces de GOLDEMNIA 

E 


SOCIEDAD Era , Artericreente €l dericilio 0er los denun- 
cido  $á 5 ve apirigséño sito + Farblas PepóbElisa del 
Perá "5 1353 que figuraba a nombre de EOSADNALNTA EDCIEDAD 
ANÓNICA la cuel habrías Cquirido el si6s6 por —COsDFAventa 
Bue 56 F"eslizara el dis 15 de julio de 17BS siendo ul 


ecpraedor el señar Ercesto Bejar p dicha ensjereción ha aldo 


Ispugnaña en la «is evil cterramprasiónta. 


De la inftorssción repiatral pregalda urge OE 


loa Bbisnes donde vivijerca los denunciados tienen que rela 
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cionerse co dos nepocios tramlativos sisvltáneos: par uña 
parte CbimonrFu TA 5. $. vendio el bien sito mn la Ra=bla 
Repcúclica ¿el Perú 43 apto: 202% “4 Margirita Lartiá 
Jisérez de Aráchkpa py en da misns feeba SOLDENIR E... 
promete adouirir el invueble de Torres del Puerto 5.6. ¿Lón 
techas de los regocios sencionedos commcidan con la btremi- 
tación de uña Senuncia peral 006 la sodora Frida S$rorer 1 
otra acreedora ] babia realizado y con el tienpo eñ que los 
desia acraecores inicisbsan O) qestiosnabáan la ejecución 


toriadáa de verios titulos valores. 


El ipnñseble prepledao de FOLDENIA 5.4, —colncidr 
con el dosicilio ds Ernesto Bejar y eos otro elenmto E 
tener en sumñta rerñulta 56 la infdoresción de la quis tele- 
tónica que ninguna de las seciedades enónicas figura eo 


uta 1 foja 267 dl. 
DE LAS PRUEDAS. 


Léñ prueban que «valen le decisión 4 recarr 
resultan del genanciante , de los testinonio. parcisict Er 
tspedilentes judiciales tramitados ánte las Sedes Civilrs Y 
Leboriles de la cápital , de la información registral 
¿+portego , de las declareciones del denunciante . testigos 
s de los libros de la seciodaid arónica Cardinal E. A. ., qe 
la de los incagados . de la copias de los inforees contables 


agregados y desda rezulrancias ge puboa 
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isísisico . de las propiós declaraciones du la 
indagada resulta que ésta bus una participación necesaria 
y decibive en La Comsuración de los delitos qué * prisa 


Pacia * ar le lepután a ella y a su cónyuge el  prótuno 


reo ia cabltulacionesa 


ejar. 6l bien retában casados con 
sstriconisles —- er estár o los dichos de la incapora = 
siláa concurria bibituilerhte e la enprers £ TIEMDAZ Zak 
FRANCISCO S.A. 3 los seplrados lá comsoltaban rerpucio a la 
psercadrríia , teria información precins del regocio / eév 
allá de que pretenda cininirar tal necha |. La csonacia prr- 
tectasente 10% noabres de los contodores, quienes Pirsabar 
Cheques y como , temía conociaimits del préptano són LCumi 
y renegoció la deuda 06 la eopreza y compró <réditos 0), 
csncurría a lar reuniones con el dbogago sup geltisne el 
concordato de TIENDAS SAN FAANCISED — que finalmente ño 
ersaperó tersinando en la liísuigación jueseial. La conducta 
llevada por lá incagada no se conpadece con lo dlegado que 
tisror a prorerarlá de respornsacillgia ; PO 45 sd id 


orernder ¿6% guién dice háibar ño teñido nada que ver con la 


¿db por se conyuge [ sereoRa 4 la que 


le reconscia gran capacidad 06 gestión ) Luriera la inci 
. -_---- zz 


PEE qué resulta or su drciaraczión | F dra 


cias) en ragocios que en principio no eran proples. Par 
rn ote 0 a PP 


otra parte el cósulo de indicios agregados en sutca Llar 


roto ltan- 


a comproseter cpenaleente da conducta Se la indapada en el 


sentido de que éstas tuo -= reiters -= ura participación 


denteralrnante . coscerando adlrectasente en el periodo de la 


consuasción úe Jos Selitos que se ispotan la ella y a su 
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cru Profugo añil com A le TEE OF TALOTiA DO ALO 


sin los cusles el delito e hubiera PpSd105 comuter. 


dMisjano , reñulta 96 sulos indicios tales 1055 


la existencia de un contrato dr arrendasierto í fojas 267 h 


Gel dlocel de la cálle Spilo 3743 de Tecra << 00 ootubra ge 


1977 Que corocé de garantia . de fiador o de depóbiltoa lo 


que lleva 4 pensar que se trata ce un reyocio simulada  . 


donde ro DDR recibos Se aleciler Y en el cual  jnexoblica- 


blerente ¿Gáreco firmado le indagada Winilikr. 


Cen respecto as la falta de caráctor de director 


5 representante de la eobreso que 36 alega 0éra descartar 


la responsabilidad de la incspada , “de allá el podr" 


general que ella teria ,. entiende +] aticia , que 5 la 


especie es ds sblicición +l secórisoo Srevisto por el 


articulo 49 del LF ge estensión «e la rerporiébi lider 
Suéndo 22 ronuilero cornaicioner personales pora la erister- 


cia del deiito. 


DEL SOMETIMIENTO. 


Eterito é lo que rruulta de sutosz , el sonto de la 


canicbra . ue en opinin del sficieo la comguecte de la 


"o grarr sláarés social Sa 


indageda rs preible dé counar 
coro rajorea de arder crutielar aque pereallan ¿regar la 


contimaciórn del proceso lle Inorgéda epieba presta e 


abandonar el pais ) 65 que ts csicandrá el eajuicisALmnto 


«A ———Á 
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con prizlóos. 


DE LAS PRUEBAS PEDIDOS 
hs se hará lugar a la prueba testiasnia] solici- 
tada por la Defensa por entender que no corresponde sde- 
lantar el contradictorio en ébta inselesncia sin periuicio or 
poder selicitarico en la etapa corresperndiente «] Panitireto 
i art. 164 cel CPP) y se sispongra - por el contraria la 
agregación de los expeclentas de gestión concordateria y de 


liquidación fusicia). 


Par 15s eotivos sepurato ,. nora citadás , 10 
dispuesto por los arte. 1, 3, 10, 60 y toncordantes del EP, 


arta. 123 y concordantes del CPP, RESUOLWO: 


¿1 El prorrrasirnto con prisión para imputar a ESTHER 
viniTExr la comisión ¿e UN DELITO LE PISIMAACIÓN CE 
METIO: EN ENITERACIÓN REAL CON Uv BELITO BE PINAL VENETA 


ERALDUL ESTA COMANDO 
21 Solicitar su anterio Jeticia lira. 
1 Tener por Defensor el ¿ciuánieo. 


2) Con poticia ce da Defenta y vel Ministerio Público 
SAPARE pOr ISTOrparñaTAs del A A ES 


nro. 
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Si Selicitess » lar Srorr Letradar correrpocdirités le 
esnigión E trrtisaanis autenticas Del Concordato y de da 


iicuigación duricial 0 TIENDPES 5856 FRSNDPEES Fa 


O asecutorisos “ueieen pers rezolser "raibecto e le 
eventuél solicitud respecto de Erresto Bejar con iras de 
bei Fe PELPACIÓ" Con iras de Prreriual eatridócior. 

AA — 

Fl Esilícitras la rorigiós de terticonís dulerlticiós De 
já cruba prjuids ante el Ficiiler de Perosi 137 coretuleca —* 
Erresto Pejar Grubeao - Reiterrados Priitos de Libresirio 
ve EhegouFe contra <uenia Busrérradiza y mios prorvjeijós qe 
Fondos = EA. 4I7TAER * OFIcióAZEE?. 

Bl Cosrtimásen te relaciones contare y le scordadr "E 


PaRa al correipondiéne cuendo CL ere eN estado. 
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385 


ESCAYO  DeEStsWÁCION como DEREWLOR 


SEÑOR JUEZ LETRADO DE PRIMERA INSTANCIA EN LO PENAL DE 16* 


TURNO. 

ESTHER VINITZKI compareciendo en autos “Viniteki Esther — Disimulación de 
activos y otro” Ficha 5/6/2002, al Señor Juez digo: 

(Que vengo a designar nuevos defensores a los Dres, Gonzalo Fernández y Renato 
Echeverria en forma indistinta —<on domicilio en Cero No, 420 Escr. 607.-, 
agradeciendo a la defensora designeda con anterioridad, Dra Inés Pereda, los servicios 
profesionales brindados por ella. 

POR LO EXPUESTO AL SEÑOR JUEZ PIDO: 

Que me tenga por presentada, tenga presente la designación efectuada y el nuevo 
domicilio que se constibuye ca Cerrito 420 Escr. 607. ) 

OTROS DICE LA DRA. INES PEREDA; Que 56 de por notificada de la nueva 
designación efectuada en este escrilo, 

OTROSI . DICEN LOS DRES. GONZALO FERMÁNDEZ Y RENATO 


1214-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


SENTENCIA Pra A Isra 
um 


Montevideo 24 de diciembre de 2004, 
SENTENCIA N? 142 
VISTOS. 


Para sentencia defíaitiva de primera instancia estos autos caratulados 


* VINITSKY ZEBRAK Esther - UN DELITO DE DISIMULACION DE * 


ACTIVOS EN REMERACION REAL CON UN DELITO DE 
INSOLVENCIA SOCIETARIA, FRAUDULENTA - Fa, 80 — 6 - 2002, 
con intervención de la Fiscalla Letrado Nacional en lo Penal de 3% Turno a 
cargo de la Dra, Olga Carballo Sica. 


RESULTANDO. 


DE LOS HECHOS; que el Sr. representanis del Ministerio 
Publico articula como sustento de 34 pretersión puniliva resultan 
plenamente verificados que: Como consecuencia de la denuncia presentada 
por el señor David Azoubel contra el señor Ernesto Bejar (hoy fallecido ] 
por la comisión de reiterados delitos de libramiento de cheques sin 
provisión de fondos . Bejar era €l propietario del grupo económico llamado 
* TIENDAS SAN FRANCISCO * que giraba en el rubro de prendas de 
westir masculinas €n el mercado local. La encuesada había contraldo 
matrimonio con Emesio Bejar el día 15 de mayo de 1976 pero previo a la 
celebración del mismo suscribieron con fecha 23 de abril del mismo año las 
capitulaciónes mairmroniales que determónaban que 4us pabimonica no se 
regulejas por el régimen de la gananciolidad previsto en el Código Civil 
regulindose es consecuencia sus bienes eo un régimen de separación 
absoluta. En esa oportunidad , Ernesto Bejar expresó ser propietario de los 
como del capital liquido y la titularidad del estabiccimicato comercial de 
TIENDAS SAN FRANCISCO silo en ese momento en los locales de la 
ávenida E de Octubre, 18 de Julso, General Flores y Agraciada más 
diversos bienes personales, automóviles todo lo cual ascendió a la suma de 
ui mila doscientos mil pesos ca monedad racional. En el mismo 
docusento, por su parte, la encansada declaró que su parimomio $$ 
integraba con los padrones 154,334 y 6412 ( 5608 en hs calles Cavía 2788, 
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de arte, alhajas, aulomóniles todo lo cual también tenia un valor 

ente al de su cónyuge. El patrimonio de la encausada, responde en 

al que recibiera de lo partición de la disolución de la sociedad 

OS DE 
de 1575, 

La copresa comercial TIENDAS SAM FRANCISCÓ entrá en 
diicobtidas económicas, como consecuencia de ello, finalmente con fecha * 
2 de ocoubre de 2000 par sentencia 2496 dictada por la Sede Letrada en lo 
Civil de $ torno dictada en los autos individualizados con la ficha 323 del 
año 1997 26 resolvió la liquidación judicial, 

En sedes civiles , el deudor Bejar y su empresa foeroa objeto de 
diversos juicios ejecutivos, de acciones paulianas y simulalorias; a£imizmmo 
como consecuencia de una denuncia penal fue procesado y postenormente 
condenado por libramiento de cheques sin fondos ame la Sede Letrada en 
lo Penal de 13* Turno . 

Ante el dificil panorama que enfrentaba TIENDAS SAN 
FRANCISCO, Bejar inició dos gestiones concordatarías, una tras la otra, 
ea una de ellas , el weedor designado por la comisión de acozedores Cr. 
Samuel Siolarski informó a la LIGA DE DEFENSA COMERCIAL con 
fecha 5 de febrero de 1598 la expstencia de una desprolija administración 
que imputa a los directores, uno de los cuales era la encausada, da cuenta 
de la exbiencia de retiro de dineros en efectivo, que existian cuentas. 
personales de los directores que eran usadas para el pago de sobresueldos y 
extras que no ierdan relación con el giro normal de la empresa y que estaba 
le misma en una situación limite con los organismos del BFS y de la DGL. 

Por su parte, la LIGA DE DEFENSA COMERCIAL elevó un 
informe a la Sede Letrada en lo Civil de 9 torno ( sede que llevaba la 
gestión concursal de TIENDAS SAN FRANCISCO) donde daba cuenta de 
h cusieccia de ua ¡liquidez de a empresa que po le permitia desarrollar 
su actividad «en forma nomal, poue de manifiesto un nivel de 
endeudamiento que llevaba a que el pasivo o los pasivos superaban en va 
pe las activos y que no tenía la posibilidad de acceder a financiamiento 

EuUno. 

En el mismo sentido, surge de la solicitud de Concurso Voluntario 
iniciada por Bejar ante la Sede Letrada en lo Civil de 10* el día 13 de 
actiembre de 1999 que existian a esa fecha 32 nociones civiles en conara 
suya y de lá empresa, que solicitó una quita del 755% y pagar el restante 
25% en 60 cuotas mensuales y ofreció como garantía de cumplimiento los 
padrones 67.643 unidad 001 y 67.648 con frente a la calle £ de Octubre 
3730 que avaluó en la suma de dos millones de dólares y sobre el cual 
pesaba un gravamen hipotecario por un millón doscientos mil dólares. 
Declaró asimismo , ser propietario del iamueble padrón 67.649 con frente a 
la calle Asilo 3731 al 45 tesado co cuatrocientos mil dólares que tenda una 
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ipoteca c6n el BHU de ochenta y einco mil dólares. 
Pues bien: surge de autos que Bejar era el propierario del inmueble 
er la Rambla República del Perú 1393 unidad 203 ( Edificio 
) desde el año 1981 (el 11 de agosto ), que lo habria wendido á 
POS MONAUTA 5A el día 15 de julio de 1985 autorizado por la 
escribana Nelly Klechia , que en el año 1997 Bejar continuaba viviendo en 
el mismo apartamento según lo que se constató en la Sede Letrada en lo 
Civil de 17 turno y que la sociedad mencionada que no tiens actividad 
comercial de tipo alguno teaia como directora de la misma a la encaurada. 

Cuando se presentó la denuncia penal en la Sede de 13" turno contra 
Bejar , el inmueble mencionado es vendido a la señora Mercedes Jiménez 
de Artchaga y simultineamente la sociedad SOLDEMIR S.A compra un 
apartamento en el edificio de Tormes del Puerto, esta sociedad era también 
presidida por la encavsada como lo era COSMONAUTA S.A. . Surge 
también acreditado que el. Cr. Armando Pomionek fue. contador de 
TIENDAS 5AN FRANCISCO, que en la misma intervenían tanto la 
encausada como Bejar, que llevaba la contabilidad de COSMONAUTA, 
BODILAR y SOLDENTA no podiendo precisar de donds provendan Jos 
fondos para solventar los gastos. 

En lo que hace al inmueble sito en la avenida 18 de Jodio ££2 unidad 
001 donde giraba TIENDAS SAM FRAMCISCO tenemos que em 
propiedad de Bejar, con fecha 10 de marzo de 1954 BODILAR S.A. se lo 
adquiere a Bejar , en la compraventa la empresa €s representada por el 
propio Bejar quién por su parts continua percibiendo a titulo personal los 
alquileres que TIENDAS S5AH FRANCISCO le abonaba a BODILAR 
S.A. La escribana que intervino en la compraventa fue Nelly Kechio la 
misma de COSMONAUTA S.A y que es amiga de la encausada desde hace 
más de veinticinco años. 

Durante , la época de hi gestión concordaiaría de TIENDAS SAN 
FRANCISCO, el día 20 de febrero de 1998, BODILAR $.A, 
por Bejar celebró un contrato de amendamiento del inmueble de la tienda 
con un precio escalonado que comenzaba en tres ml quinientos dólares por 
un plazo de cinco abca al señor Alberto Carroso, en esta oportunidad la 
empresa fue represeptada por la encansada. 

El inmueble ubicado en la calle Acido 3743 ( padrón 67,648 ) era 
propiedad de Bejar hasta que con fecha 22 de octubre de 1997 lo enajena a 
ALBERIX INTERNATIONAL CORP representada por el hijo de: la 
encausada , sebor Jorge Telechansky y 635 mismo dí la compradora da en 
arrendamiento a TIENDAS SAN FRANCISCO representada por Emesto 

ar, 
e Otro dato 611] a la cuz resulta del expediente tramitado ante la Sede 
Letrada en lo penal de 13% turno donde surge que Ernesto Bejar constituye 
domicilio a los efectos de la caución juratoria en el domicilio de ALBERIX 
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pu 8) informe del costador Samuel Stolarski de fojas 283 y 
dentes € informe de la LIGA DE DEFENSA COMERCIAL de fojas 
y siguientes ; g) testimonio de actas de audiencia complementaria de 
jas 299 a 300 en los autos tramitados ante la Sede Letrada de Trabajo de 
tumo ficha 117-2000 ; h) expedientes de TIENDAS SAM 
FRANCISCO - CONCORDATO =- trenitados ame la Sede lerada de 
Concursos de 1*tumo ficha 173-2001 agregados por cordón; i) testimonios 
lales de expedientes tramitados arte las sedes Jetradas en lo Penal de 
15*neno ficha 11771999, de Concursos de 1* tumo ficha 173- 200] 
TIENDAS SAN FRANCISCO 5.4. Liquidación , de Trabajo de 1 Turno 
fcha 117- 2000, j) declaración de la encamada de fojas 338 4 372 
ratificadas en presencia de su Defensor; k) fotocopia de la transacción de 
fecha 21 de noviembre de 1975, fotocopia de contrato de arrendamiento de 
fecha 20 de Jebrero de 198%, testimonio de acta de matrimonio de fecha 15 
de mayo de 1976, certificado registral de la propiedad inmueble del padrón 
194,331, fotocopia del libro de Registro de accionistas de BODILAR 5.A., 
fotocopia del libro de accionisios de SOLDENTR S.A, y cerificado notarial 
de la misma sociedad lodo ello aportado por la Defensa: ) informe de 
LEUMI LATIN AMERICA de fajas 786; 11) escrito de PINTOS RISSO 
5.A de fojas 789; m) declaraciones de Francisco Vargas Fernández de fojas 
$43, de Diana Bestriz Levy de fojas 844, de José Edgurdo Pino Posse de 
fojas 843 3 349, de Isruel Creimer de fojas 850, de Eduardo Gabriel 
Goldman de fojas £51 a ES2, de Federico Carlos Ham Hill de fojes 833 a 
854, de Vico Atijas de fojas 855 4 856, de Jorge Su de fojas 857 a 858, de 
Armando Foziomek de fojas 859 a 861, , de David Baranowicz de fojaz 
262 a 864, de José Bobta de fojas 884 a 8£5, de Nelly Kleckin de fojas 697 
a 898, n) diligencia de carco de fojas $65 a $72, 2) informe de Kosak de 
fojas 902 . Todos los elementos probatorios valorados confonme a los 
principios de la lógica y de la zzna critica ( artículo 174 del CPP) 


3) Abierto el plenario, la Sra. Fiscal solicitó se condenara a la 
encausada como có amora penalmente respocsable de-los delitos de 
fraudes concursales previstos en los inchos ly 2 del articulo 43 de la ley 
1130 en reiteración real con el delito de insolvencia fraudulenta ( articulo 
143 del CP ) en el mismo cardcter a la pena de 2 años y seis meses de 
penitenciería con descuento de la preventiva y de su cargo las 
secezorias legales que puedan corresponder. 


4) Surge asimismo acreditado en autos que con fecha | de febrero de 
2002 fue procesada com prisión bajo la imputación de la carátula, que 
carece de ariecedentes judiciales y que con fecha 27 de junio de 2002 se 
le concedió su libertad provisional. 
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2) Evaruundo el traslado conferido la Defensa de confianza 3osuvo 
que en atención a la muy abundante prueba que se produjo en la 
ampliación sumarial se debería llegar a un solución absolutoría por los 
fundamentos desarrollados en extenso y fundadamento en su esénito de 
contestación de la acusación ( fojas 924 a 933) a los que el Oficio se 
remite a los efectos de evitar repeticiones. 


6) Por auto de fecha 21 de abril de 2004 se citó u las partes para 
sentencia y con fecha 6 de agosto del mismo año se dictó la medida para 
mejor proveer que se cumplió: y cos fecha de hoy 20 pusieron nueviunente 
los autos para sentebcla, 


CONSIDERANDO: 


1) Como primera prescisión corresponde señalar que nuestro sistema 
procesal penal impone un rigor diferente en la apreciación de la prueba 
según esta se realice en oportunidad de dictar el auto de procesamiento 6 al 
tiempo de la sentencia definitiva. 

Para la primera el articulo 123 del CPP exipe que 52 acrediten los 
elementos de convicción sulicientes para jurgar que el impinado tuvo 
participación en el delito * fórmula que sostituyó la anterior conocida como 
= semiplena prueba " que era la utilizada hasta la aprobación del Código del 
Proceso Penal . Ó dicho en otras palabras * la base fáctica para la 
imputación penal está constituida por la probabilidad del hecho 
meriminado * ( LAMDON] ” Curso sobre el Código del Proceso Penal * 
pagina 237 L 

El conoepto mencionado resulta lágicarnente anterior a aquel otro de 
certeza que debe presidir y ser fondamento de cualquier condena penal que 
requiero cerieza, la plena convicción a la que llega el Magistrado en 
relación a la participación del imputado en el delito que se le reprocha. Es 
por tanto deber del Juez apreciar el cúmulo probatorio incorporado £n cada 
una de las instancias procesales con diversa severidad, podiendo 
vilidameste concluir que los mismos elementos que resultaron hábiles para 
procesar no alcanzan para dictar unas sentencia de condena. 


Los delitos que se imputan a la encausada en la acusación fiscal 
(cambiando su requisitoria inicial en el pedido de procesamiento ) son los 
le inciso 1* y Y" de la ley 2,230 y el del articulo 


A fin de poder llegar a una decisión respecto de la responsabilidad de 
la encausada analizaremos brevemente log tipoz que se lo impitan y su 
eventeal respousabilidad en atención a la prueba agregada. 
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Para poder eventualmente realizar un juicio de reproche respecto de 
conducta: de la imputada no podemos dejar de señalar, aunque £e2 
mente, que los delitos de la ley 22230 se refieren a las sociedades 
mas y estas resporidieron desde sus origenes a un esquema juridico 
sociativa donde se bifuercan propiedad y administración. Constituyeron y 
son en la actualidad un instrumento para la acumulación de capitales que 
llega a ser una de las formas más comunes en la actividad comercial e 
industrial en la época contemporánea Como ventajas se destacó la 
Necbilidad de 30 estructura juridica que si bien permitió la concentración 
de capitales puso a resguardo a sus integrantes de los naturales riesgos 
financieras del comercio y la fscilidad en el iriepaso de ha acciones con la 
cobertara de la limitación de la responsabilidad en función del aporte 


Abora bien, estos autos se iniciaroo por la conducta desarrollada por 
el señor Bejar ( cónyuge de la encausada hoy fallecido ) y la sociedad 
TIENDAS SAN FRANCISCO 5.4, ; respecto del primero la señora Fiscal 
solicitó su enjuiciamiento por'el delito de libramiento de cheques sin 
fondos en primera instancia y lotgo por los delitos que 26 le impularon en 
el auto de enjuiciamiento a la señora Vinitsky (a «lla como co autora ) vo 
habiéndose llegado a iniciar un proceso penal conta Bejar por mo haber 
podido ser habido y por supuesto por su fallecimiento a posteriori en el 
Brasil. Tal hecho ( fallecimiento de Bejar) sin duda limitá de forma 
importante la instrucción al como la delimiación de la responsabilidad 
penal de la única encausada. 


Si bien es cierto , qué la experiencia mdica , que en muctas 
opontunidades las sociedades anónimas 56 han usado en forma anómala 
como un instrumento de delincuencia hay que determinar con precisión 
cuando sucede esto, 

En malería penal, la responsabilidad societaria 30 individualiza en la 
persona concreta del agente del actuar áotijuridico, Este es el conductor de 
la sociedad, el dirigente de l2 empreza a cujo cargo se encuepira la gestión 
social es decir al personal jerárquico de la misma . 

Asimismo , el Unmado debito societario es aquella acción u comisión 
punible ejecutada en el ámbito de la sociedad por los sujeros encargados de 
h dirección o administración de los negocios sociales, 606 violación a loz 
deberes propios del cargo o con abuso de las atribuciones de la gestión, 
amemete el patrimonio de la sociedad , de los esociados y fercsros 
constituyendo una ofensa al interds de la economia pública. 

La Fiscalía imputó como co autora a la encausada la comisión de los 
delitos previstos por el articulo 43 inciso 1* y 3* de la mencionada ley 
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L 


Ml consagran la responsabilidad penal en matera 

" Ed. apps raro Lores osea gan de 
POcEA 168 ones Sr la sociedad, es por lanto con este escuadre que deberá 
analizasse La “eventual responsabilidad penal de A del 


2) Respecto de inciso 1* del articulo 43, 


El inciso 1* se refiere a que si para detemminar o facilitar la 
aceptación del concordato han disimulado de cualquier manera que 54 un 
parte de sil activo, la normal tutela el interés patrimonial de la masa de | 
acreedores” a “quienes 56 induce a la aceptación de una propuesta 
¿cocordabaria engañosa €n la. medida que 38 ocultó la real solvencia 
AC A 

REA 

Con respecto a este inciso 1* del artículo, para analizar la eventual 
cata aleta a ja atada 
que entiende el Oficio no se ha probado. Esto es , estableser si entre los 
cónyuges Bejar Vibitsky existió una sociedad de hecho con relación a la 
"SAN FRANCISCO S.A, resulta probado que los. 
mismos sé cáñaroa y y celebraron capitulaciones matrimoniales el día 23 de 
abi de 1976.19'g6s llevó a que rada uno fuviera ss propio patrimonio y 
rai 
negocios por intermedio de TIENDAS SAN FRANCISCO S.A, este giro 
comercial no fuvo relación con el patrimonio de la encausada (o por lo 
menos Bo $e probó), desde antes de su matrimonio con el ya fallecido la 
señora Vinitsky contaba con su fortuna personal , no 5e probó que huriera 
participación en el giro de los negocios de la sociedad ( más allá' 
de ina declaración aisalada (Cr. Siolarsky ), si se probó que concurria al 
negocio de su marido pero que na tomaba decisiones de dirección ni 

tampoco que tuviera participación en las ganancias de la empresa. 

Del cúmulo probatorio agregado surge pues que TIENDAS SAN 
"FRANCISCO S.A. era dirigida, administrada y por tanto toda la 
responsabilidad recala en Emesto Bejar, la encausada no tenía incidencia 
en la mima, lo precedentes surge de las declaraciones aportadas en la 
instancia de ampliación sumarial, todas estas son contestes en sostener que 
la encausada tenía su propio patrimonio , que no formaba parte de la 
sociedad acónima de su cónyuge , que al concurrió fue en ocasiones 1 
colaborar en tareas secundarias ( como de decoración de vidriems ), 
tampoco tiene la relevancia que le asigna la Sra. Fiscal al becho que actuara 
como apoderada de BODILAR S.A, ¿ni el hecho que su patrimonio esté 
conformado por otras sociedades anónimas titulares de inmuebles. Esto es 
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a 

Eh Este caño, 

ey Asisto razón al ilustrado Defensor en cuanto afirma que la Fisenlia 

. sujetos y patrimonios so pretexto de afirmar que los bienes todos 
del deudor son la garantia común de sus acreedores. Y este es el tema 
fundamental que se debía dilucidar, es decir establecer si existió entre los 
cónyuges Bejar Vinitzky más allá de las capitulaciones matrimoniales y de 
lo que resultaba de las personas jurídicas una sociedad de hecho que los 
hiciera corresponsables de sus actos o mejor dicho si la encausada participó 
en los negocios de su marido recibiendo las ganancias y poniendo a salvo 
las mismas de los acreedores de la sociedad y del mismo, ESTO HO SE 
PROBO POR PARTE DE LA FISCALIA, era la carga del Ministerio 
Público reafirmar los elementos de convicción suficientes que indicaban 
qué ésto había sucedido; sin embargo no lo hizo, no se intentó llegar a 
conformar la plena prueba necesaria que Mevara a probar plenamente tal 
extremo, Por el contrario de las declraciones testimoniales brindadas en la 
ampliación sumarál estos elementos de convicción que sirvieron de 
fundamento al auto de enjuiciamiento no $6 reafirmaroa sino que se 
debilitaron al punto de no poder considerarse que exista la plena prusba 


En comsecuenca , no pusds imputarse respecto de la encamada el 
delito del artículo 43 inciso 1* de la ley 2.230 puesto que no tuvo relación 
con ha sociedad anónima TIENDAS SAM FRANCISCO SA, ni con su 
direcior o responsable que fue su cónyuges coo el cual mastenia un régimen 
de separación de patrimonios desde muchos años antes de la dificil 
situación económica que llevó finalmente a la empresa a su liquidación 
judicial, Tampoco contribuyó eo forma alguza a la disimulación de una 
parte del activo con el cual penca tuvo zada que ver, 


3) Respecto del inciso Y* del articulo 43, 


y ¿Este numeral castiga a los representantes o administadores el han 
hecho intervenir en las deliberaciones uno o més acreedores supuestos O 
cuyas créditos se hayan eoipemado. EL hecho que la encausada por 
intermedio de la sociedad GARDINEL haya “comprado” con dineros. 
propios el crédito que LEUMI LE ISRAEL. tenia contra TIENDAS SAN 
FRANCISCO 3.4 no puede tener la relevancia penal que la Fiscalía le 
asigna desde que como se dijera, el dinero provino del patrimocio de la 
encaysada, patrimcalo que ea importanis y que 50 35 cogrosó como se 
pudiera haber sospechado a instancias de la acividad de la sociedad 
deudora o de tu cónyuge. Por tanto son plenamente válidas lo argumentado 
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representante o administradora o tuviera incidencia decisiva en los mismos 
para paler mitico la responsabilidad penal que ze pretende; fue el 

eccenauoiculifanto Bejar quién se encargó del giro de los negocios €n forma 
excluyente, nó surgen otros .indicios que puedan hacer variar esta 
afirmación , el fallecimiento del marido , a juicio del oficio, impidió 
profundizar en este sentido, 


ÉS "izado el pel ei nl 


d) Respecto del articulo 235 CP. 


En lo que tiene relación con la imputación por este delo , no cabe 
más que compartir en en todo lo alegado por el distinguido y agudo 
Defensor de confianza, la exigencia de un cujeto calificado eva que no 
pueda adecuarss tipicamente el delito de marras a la encauenda, ol 8 5u 
fallecido cónyuge nl 56 pude acudir a nínguna Doma que opere como 
mecanismo amplificador del tipo ( ya sea el artículo 63 o 64 del CP ) como 
bien sosbiene el Letrado Defensor. Ninguno de los sujetos deudores ( ya 562 
Bejar 6 la Sociedad ) son * deudores civiles * como requiere el tipo por lo 
que no puede reprocharse penalmente a lá encausada conducta con 
relevancia penal en base a este articulo, Más allá que como bien se destaca 
a fojas 932 vuelto tampoco se cumplió con el requisito o condición de 
procedibilidad que requiere el inciso 2* de la norma, esto es que la 
insolvencia del deudor haya quedado comprobada por actos infructuosos de 
ejecución en la vía civil. La encausada po es la deudora y su cónyuge y la 
sociedad no pueden considerarse deudores civiles como requiere el tipo que 
opera como bien es sabido como limitador y garamtizador. 


5) Además de lo expuesto, resulta que la encausada ha negado en 
forma sistemática su participación en la empresa de su cónyuge, pegó lener 
la condición de Directiva de esta, no surge de forma clara y manifiesta que 
tuviera poder de decisión en tales actividades más allá de la natural ayuda a 
Su mando, No puede de las declaraciones de la encausada extraerse 
elementos incriminalorios en su contra en tanto no existen otros elementos 
de peso que afirmen lo contrario ( FRANCOIS GORPHE " De la 
apreciación de las pruebas " Editorial EJEA Buenos Aires 1955 pagina 
208 ), su declaración debe apreciarse conforme al principio de la * unidad 
de la prueba * y del * in dubio pro reo * y debe ser valorada teniendo 
presente los demás elementos incorporados a efectos de examinar gi guarda 
relación con éstos de forma coherente ( KARL MITTERMAJER * Tratado 
de la Prueba Criminal * Editorial HAMMURABI pagina 301) . En tal 
sentido son plenamente vélidas las apreciaciones que de la prueba realiza el 
Ss. Defensos, la existencia de sociedades anónimas propietarias que 
detentan la titularidad de los distintos inmuebles propios de la encausada es 
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práctica común en la vida comercial y aún en la civil de deberminadas 
que possen un patrimonio importante, esto puede respoader a 
razones que no tienen porque lener relevancia penal. La encausada 
6 er deudora de los acreedores de TIENDA SAN FRANCISCO ni de su 
ge con el cual mantenía un régimen de separación de patrimonios por 
capitulaciones matrimociales desde siempre , cuando estos tenian $u 
solwvencia Y 5us neégociós andaban bisn, ne 25 prelo prolir ee enter ell 
exisibera una suerte de sociedad de hecho que li pelicra hacer 
eventualmente responsable , el fallecimiento de BEJAR no permitió 
indagar en este sentido, El hecho que GARDIMEL comprara el crédito 
bancario e intervinicna ( legótimamente ) en la gestión concordataria no 
llega a ser más que un indicio aislado en ése sentido y la ayuda que la 
encuusada le brindó a su cónyuge para permitir que saliera de un dificil 
momento comercial puede razonablemente explicarse por el vinculo 
afectivo y de matrimonio que los unda. En oportunidad del procesamiento 
lo. elementos de comvicción podian llegar a sostener que existia una 
sociodad de hechos entre BEJAR y la encausada teniendo por tanio 
eventualmente una responsabilidad común ( uno como posible autor y la 
otra como cosutora ) pero esto no se llegó a probar. 


En consecuencia, la prueba incorporada, más allá de las acertadas 
apreciaciones béenico jurídicas respecto de alguna de las imputaciones 
realizadas por la Defensa, no reune a juicio del sentenciante la calificación 
de plena, po puede convidarse como ajustada a lo preceptuado por el 
articulo 216 del CPP ( prueba todictaria ) ¿puesto que no reunen las notas 
de inequivoces, al ligan lógica € inmteranpidamente el punto de partida y 
li conclusión probatona, Para habilitar éste tipo de medio probaiorio es 
necesario que los indicios se apliquen a relaciones conocidas, que puedan 
ser analizadas asi como interrelacionadas conforme a una proposición 
general partiendo de hechos o circunsiancias probada de los que se tratará 
de desprender el hecho desconocido que variará según la naturaleza del 
delito que se trate 281 como de los elementos probatorios con que se cuente, 
procediendo de una manera lógica conforme a las reglas del silogismo, lo 
que le otorga la caracteristica de prueba indirecta ( pero objetiva ) que se 
obeiens par medio del razonamiento ( GORPHE obra citada pagina 249 ). 


En el sub causa, el fallecimiento de BEJAR que impidió que se 
indagara respecto de sus relaciones con la encnusada, aul como la prueba 
incorporada en la ampliación sumarial y las medidas pera mejor proveer no 
permitieron incorporar elementos incriminalorios sino todo lo contrario por 
lo que nó se legó a reunir la plena prueba necesarña dior Un 
pronunciamiento de condena. 

Concluyendo, sabido es que LA JUSTICIA no posee la rigorosa 
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exsctitud de las ciencias matemáticas o exacias, que como decía GORPHE, 
xa contizúa y continuará siendo siempre un arte, humano por esencia por 
consiguiente falíble , pero en el caso de existir una minima duda respecto 
de la responsabilidad penal de un individuo es que debe resolverse 
Fi rose air icindole en su provecho, siendo preferible escapar diez malhechores 
que castigar a un inocente, por otra parte cuando ze consulta un juicio de 
reprochabilidad respecto de un individuo debe preferirse siempre — ante la 
duda = pronunciares ca el sentido más benigno . La precedente no es más 
que la aplicación del principio ya mencionado de * in dubio pro reo “y del 
* estado de inocencia * que tiene raigambre constitucional. 

Como ha sostenido reciemtentemente el TAFP de 2* Turno *”... ante 
una situación de equilibrio entre las prusbas de cargo y de descargo, ante 
L imposibilidad de superación , se resuelve a fuvor del Justiciabde... en 
suma, la cuestión debatida se resuelve con la aplicación del principio te 
dubis pro reo...” ( REVISTA DE DERECHO PENAL n* 13 caso 219 
pagina 853 ), 


Por los motivos expuestos, normas citadas, y lo dispuesto por los 
Art. M5 y siguientes del CPP y Aris. 3,18,50,53,60269,85,£6,105 
¿106 y concordantes del CP, FALLO: 


ABSOLVIENDO A ESTHER VINITSKY ZEBRAK DE LAS 
IMPUTACIONES FORMULADAS POR La REQUISITORIA FISCAL Y 
DE OFICIO LAS PRESTACIONES LEGALES DE RIGOR. 

EJECUTORIADA, DECLARASE DEFINITIVA LA LIBERTAD 
QUE GOZA LA ENCAUSADA, COMUNÍQUESE, CONSULTESE Y 
OPORTUNAMENTE ARCHIVESE. (Honorarios fictos $ 27.000). 


¿3 


Dr. Alvaro José Franga 
J do 


17 de noviembre de 2010 


CÁMARA DE SENADORES 


ES 16 DE UL RO de leo o, 
PA Ad a asa ima 


SL RO y 7 ENE 3 ERA es 


a o al a 
Liar to a. NO RARA dl 
mues E Lesiaós DE Eume” 

z E a Lt Elo =. mE 
th ha a + += E e a = 
Dan ls 
Lia ee a Al taa y VE ti 


A A a 


€ Ardo 7 A ps el O 


dae A Was ame ade. 


CAMBALLO BEA 
Dri Pad 


Ss 


SÍ 


1225-C.S. 


1226-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


Tasa A MERA 450 es al 
D- EcdmieRasa . 


CÁMARA DE SENADORES 


A E A A 
tada > Lol inch iaga 
Y midÁ + o 


17 de noviembre de 2010 


 TIBUHAL LE ARÁCIOR = 
EN LO PIMAL HR PULG MA. e Í e 
(11 192) plov 1 

be inci + MEA EL, 


¿ARA 


fatibos Y cap 


Y: E eo leal alo PP. uniko pc 


qn A ROTOS 
re e Lima a ramal: 


En noto ... -s 
me: , 2. 


ALELLA CINE AU IA NAL 


iclonr a Pa liascnora ro sala; 
nueldn. 
SENTENCIA No. «Mb ases set AR mm 


. em su desdelilo, dejo pl endulón 


4 10 hoblendo encontrado 
que molle y, Firme el Un. Y. . JUEGA: dol den m6 
DOM SOLISIOK UR Ldy SECUETAMÍA 
ade 


1227-C.S. 


1228-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


vencsa NL Mia. Red: Ancel M. Cal Shaban- 
Marserides, € de Febrero de 2006. ' 


STO: IA , 

Para sentencia definitiva de segooda inttincia, estos autos 
contulados: “YINITEKY ZEBRA, Esther, Us delito de Disimulación 
le artbros es relieración read con un dellio de Ingolrencia Fl 
¿ctas BESO", venidos a conocimiento del Tribunal, en mérida al recur- 
so de apelación imierpuesto por la Sí, Fiscal Lada, Macional en lo Penal de 
F Toro, Dr Olga Carballo, conta la definitiva WN" 142 de 24TIDA, dicta 
da por el Se, Joss Ldo de la. InsL en lo Peral de 16* Turno, Dir. Alvzoo 
Feranga, Con intervención del St. Defensor costoso, Dx, Gorralo O. Fersán- 
ses. 1 

RESULTAMDO: 

1%) Acrpando y tasdo por reprodocida la relación de antecedentes 
procesales del proniaciasiento anterior, porque se ajusta a las resullancis 
del proceso, 

Porel mismo se absolvió a la Sra, Estser Winlky, de Lo impuncio 
nes formulados por el Ministerio Público (E. 1073 a 1078 vta). 

2) Se agravló el Mislsisjo Público por la absolación dispuesta, la 
qué a su juicio nó evaluó corertareme la condocta de la encarsada, pres- 
cidicado de prueba que claraanente ladica la paricipación de la misma en 
Jas delos impusdos, En concits irservención, controvrierte la valoración de 
los Indicios que maneja el Juez y concluye que a Ea juicio exivte prosba pu 


ile, 
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ficiente para conderar a la encouzada, por lo que soficias que se revoque la 
apelada y se condena de acuerdo a bu acusación (100064 100%. 

5) La Deforna aboga por la confirmación de la apelada; fundada- 
meéste descalifica la apelación; ssalira la sitesción Beica y el derecho apli- 
cable y pide que en el grado ge confirme la absoleción depuesia (5 1091 2 
105%. 

d") Se frnqued la alada; on ea Sede se dispuso cl pase 6 catudio 
por da enden y $e ciló pim sentencia, li que e ltoedo en legal forma (Er, 
1065 a 1056). 

COBSIDERAMADO: 

lj La Sala por trarimidad de sus miembros raturales, mevocard la 
absolución dispuesta por la apelada entrodiendo que la prorba agregada va- 


loradáa lodividual y coojuntorrente a la hu de laos regla de la naa colla, - 


conibema la plena procba que funda la condena de la escactada por los be- 
chas de subes (art. 1724 174 del CPP, 

En peneral, el ratambenta formal de la crasas no merece objeciones 
fa que E encaurzada bivo odas ls parando del debido proceso, las que 
agotó aporta y islleente la Defensas es todas las cupas procamles, 200» 
trolando el Lrámie y aportando prueba. 

Sin dudas los hechos que de exeninan y lá prueba igrezada al res 
pecto, perfil un expediente cxlenso, engorroes y de dificil hectues en un 
hersa que so €s sencillo sustancialmente ni de conocimiento frecomnle 6 
calerta penal. A ello se agrega para £u comsideración, ura antiquisina legls- 
lación penal que clima por su schaalicación a los tiempos que corren, 6n que 
los deErcuentes se sireen de complejas organizaciones y lanas joridico- 
formales, para levar adelante ños deipriós criminales són comprometa 
apuenlemente, iodo lo que dificala més la ditacióación del caza, 

En dicho marco no se oviacide con la valoración de la pruda que 
formala el distinguido "a quo” ni con la consecuente abroloción que dispu- 
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és, por lo qué eo el grado se revocará. la apelada y por los. fundamentos que 
5 darán se conderará a lo race. Para ello, se revisarán y valorarán log 
hechos ¡probados y el derecha aplicable, lo que en criterio eránire de la 
Sala permite la condena de la 71. Vinil. 

IM) Htchos. Sin perjulcio de lo que se coesidere y de la valoración 
que ¿6 baga al respecio, los hechos probados son los quee recogen la apeloda 
y la acusación fiscal, los que pongan de los medios que los mismos indican a 
los que la Sala se remite en honor a la borvedad (ls, 1073 a 1075). 

Obviamente que los hechos se resomarán € su irataeñento y refe 
rencia, 66 lodo aquello secesario para su valoración, cos cxpresa indicación 
del medio. 

LM) Valoración de la Procba. Los hechos referidos se repulan ple: 
samente probados boego de valorar neonable y cobesencemerte e forma 
indirriiaal y conjunta los distirtos medios de procba a la luz de las reglas de 
h ra aálica (ar 172, 173 y 144 del CEF.) Coafhrme a ellos, es claro 
que bay hechos peralmente relevantes que son pleramente Mriáraíbles a la 
encuerada. 

A efecios de los mienamienos comerondientes, debe destacarse 
"que la encarcada no confesó 5u participación en los hechos. que se le impo 
las (ari 156 del C.P.P.), por lo que en el caso se impone valorar los distintos 
malos de prueba por el y conjuntamente para poder delermisse el la misma 
participó o ma en algún iicibo, 

Enticade la Sala que en todos los casos en que fala la “reia de las 
pruebas” (confesión), el sistema jodicial penal pose de manifiesto toda na 
carencias técnicas y procedimentales en la investigación, aclaración y wréri 
fusción de la verdad reaterial, tomándose en un escarpado y difiell cxmino, 
sobre todo cuando s€ trata de viscular plesamento a) imputado con el hecho 
dedo todo bs garanifas legales, que de 050 se tala, Diclas dibrulade 
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s00 rado evidentes en casos como el presente ea que 56 invettps Eaoda 
económicos molle sociedades anónimas. 

Ho oberaras, la ausencia o defibetos de la procba o de los agestes 66- 
rrespondientes. para revogerkas e incorporaclós, s0 impálen ei eximen la va. 
lación de lar que se bayan obtenido degalmente, para fonnalar las congide- 
raciones legales y llegar a coschesiones Incriminacocias plenas. 

En el caso surgen indicios (ar 216 del CPF. que son plenamente 
Incrianinaborios ya que púbre su base pe poedes ligar logbea e ledstermanpl- 
damente el punto de partida (fraudes en perjuicio de acreedores) y la concho- 
sión probañorla (participación de la encantada]. 

¡Como enseña el Dr. Bermúdez: *... olgue vigente da conciasión de 
auestro prelorio en cuanto a lo eicacio probaroría de los indicios. Por lo 
gue puede decirse aora. bujo lo vigencia de la ley 15.032, que hoy plena 
prueba par indicios eosado se han concretado, no ulpunas al 
alsladas, sino un cúmulo coherente de los mismos, denvosirarivo de que, 
como dices Montrrsorirr (oh cil, p, MO) y Gorpbe (De la apreciación de 
fas pruebas, p. FS11 según el curvo ordinario de das cotas, resulto necia 


alo tener por cierto que el imputado es el colpable, Ese cómulo llego a do 


que Gorpáe lona ma “coria necñada” de que el reo es culpoble, ade- 
cuéndose al orden lógico y natural del acontecer humano, y cualquiera 
ctra solación - incluso la expuesta por el peo én 360 ficudaj- m0 30r0 pork 
ble, salvo suponer circoelencios por complelo Extraordinarias y apuestas 
al curso normal de lor econtecimientos (ET. A 2 sentenció: GF y 


> 356/79. Igual porición TA. 19" (Bermúdez, V.H, “Los medios de prueba”, 


en "Coso mbes el EP.P.”, y 306; ver también semiencias de la 4 la y der- 
risa que citar en ELDUP, "14, c, 201 4 209, p, 443) Como ge verá lu con- 
cluanes de ls obras citadas, están vigentes y 500 map adecuadas 11 ca50. 
Al efecto, deben vincularse lgicarnente las dlls ercunsiarcias 
probados en autos; 14806 149 positivas [que cfccliramente imponen la vinci 
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lación del sujeto) como la negativas (que permiten sostener que la encauss- 
da no participó del hechol pero que es su valoración coberente y cosfuata y 
descartando cansas exiracedinarias qué en el caso no se probarca ni ue olre- 
dea probar, permilen sosieser pleramente que la cocousada fue participe 
en bos hechos delicióvos que se le impotan [ver Ro DD. Penal citada, e, 302, p. 
40 

Como sucede generalmente, en el so la paños endesa descar 
lo que favorece sus respectivas argumentos y soslayar o bo considerar los 
contrarios. El Joez por 54 parte arta disticbos extremos probatorios y a 
partir de la cooclusión inicial de que vo existia una sociedad de becho entre 
los cbmupe Bejar-W Inltekl y €n que ¿sta negó pa pertscipación en la admi- 
nisiración de "San Feasciso 5A,”, absuelve 

Sin embargo la Sala, con el criterio de valoración referido, siguiendo 
€l veden lógico y cohereste de La cocaz, concluye naturalmente que la Sa, 
Viniteki, participó de la operativa de su difseto cónyuge a efectos de salvar 
£u palrimonio de las: soclones de los sercedorás de ee y de “Son Franciico 
S.A”. En primera instancia nó se valoró 66 forma coajunia, lógica y zo 
ble boda la prosba, dando preeminencia a algunos medios sin oomsiderar 
caros, lo que fonda los ruonamientos y solución coniráa en el grado. 

1) Sirus valoración de la prueba. Es insoslayable en la valoración 
costones a las reglas de h 2332 critica, atender a los máximas de experen- 
dla y aplicarios dde abterar el principio de inocencia que alcuerga 4 todos los 
justiciables y sin er en le ingenuidad de valorar toda conforme segs de 
la formas aparentes, sin descorrer dicho velo, par desentrañar lo real y 
werdadero, hasta desde lo admite €l marco insuperable del debido procesa. 

En tal masco, quede dicho inicialmente, que al contrario de lo que 
coscluyo el %a que”, te emiende que en base a los hechos que el mismo sd 
mite probados, es eviderae la existencia de tana “sociedad de hecho” o con- 
Junio regocial estre los cónyuges Bejar-Winiziky, por el cual en base a dos 
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parimoolos formalmente independirotes y diseminados en sociedades ante 
edmras que pertenectan a uno otra de los cónyuges o 2l hijo adopilro de la 
encaveada, se actuaba en confuso ka lepra económicos de los dos cón- 
yupea, ea especial a par de las dificultades de posts de "Tiendas San 
Francisco 5.4", que era el empresdimiento principal del Sr. Bejar. 

Enel caso es también de toda evidencia, que nuás allá de las cbilga- 
closes recíprocas de lealtad y asistencia económica eatrimontal con fando- 
meso en el amor (como lo oaleno la als e ss des declaaciones 
judiciales, (1. 558 y 865), la Sra, Vinizúd participó clara y decisivamente en 
loá negocios del Sr. Bejór, iecharo formalmente, comiendo con un “Poder 
Genera” de “San Francisco SA.” (que actuó por Intermedio de Dejar), para 
“sdminiación, dispociciós y afectación para todos los negocios...” [És 
555) 

Dirbe admitir Lombién, porqos euge del cómodo probaloria, que 
par un periodo que coiocidbó coo las polieñodes de concondalo de “Sn 
Fancisoo £.4.*, los cónyoges se sirreron de sociedades anónimos que ne 
presentadas por Jorge Telechanaky (hijo adopuivo de la encausada, com 
quien sepún dicé termibsd en moy malas relaciones y respecto al que no sur+ 
gon los fundareentos por log que no se lo vinculó al proceso; pero dicha in- 
Somsecamncia sl es que exfsio pregón señalo la Delienga, no invalida las cone 
cluciones mendlendo al principio de oficialidad de Los art. 22 de la Constito> 
ción y 10 del CPF), era presidida por la Sra, Visizki (por ejemplo Alberia 
SA) o que imegraban la encansada, su hijo adoptivo y la nuera de ¿ua 
(Gardinel In, Comp.*, que fos la que 28 sobrogó al Tanco “Leumi Le lem> 
el” pagando la devda que benda “San Francisco S.A." 

Con fondumento en dos hechos probados debe destacarse que la Sra 
Winitrkl, ea formalmente odminisicdora con plenza facaltades de disposi 
ción y afectación sobre todos los negocios de “San Francisco 5.4.” según 


1233-C.S. 


1234-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


poder general que le otorgó la sociedad por intermedio de 11 representante, 
Sr. Bejar (555). 

Como lol es gico y talca que electra en el ho del me. 
principal de su esposo, más que como mera visita o veedosa o decoradora de 
ls actividad de venta en los salones comerciales: (según rmaniiczs ela y 
pretende comobora algúa testigo), como la verdadera empresaria que surge 
de malos que era y es, con poder de adainisteación y disposición vigente al 
momento de los hechos. ==> 

La declaración del Cdor, Siolurdd en tal semido es ibeerraable: en el 
periodo que el interviso como veedor del coscordaso, la Era. Wincikl inter: 
ena y actuaba en los negocios de "519 Fraacioco S.A”, como verdadera 
intercada y participe en los megocios y en la adeninistración de la ermpotsa 
disponiendo inciso de dineros de uña cuenta (ver ialocme del Contador a 
los Acreedores, ls, 285 4.2339 y carro de ía 865 4.872). Las declaraciones en 
contrario del ex-administrador de “Sam Francisco S.A.”, profecionales y 
ctra emplesdos, 15 entrñin la conclusión. 

Alo anlerlor deben agregarse les cosalilaciónes Puy lusinalivas, 
que seges de autos: Por un lado es claro que en la periión de concadalo 
que promovió el Se, Bear, no e demonciaroa blenea lnemiebles como de 
propiedad de “San Francisco S.A.*, regalando que la mayorla de las inmue- 
bles de log que se servla la Tienda erán propiedad del propio Bejar o vendi- 
des por le 4 socrdades de to esposa y luego arrendados a “Tiendas San 
Francisco S.A." (4 cacuusada tampoco tenla bienes a 54 nombre sino a 
nombre de sociedades azóaimas). En segundo lugar €s elaro también, que 
en la gentión concordataria que inició Bejar, se inclayen dos bitnos (el de 8 
de Ociatee y el de Asilo), al dempo que usó de ellos en propledad de “Al. 
beniz 5,4.” (que como se dijo era repersentada por Telechanakoy y la prard- 
dia la encuusada), Fisalmente, tablón es reralador para ertender la sliua- 
ción, eur la encaussda no realizó personalmente ningún acto; los mawisnier- 
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bos formales y expresos que Ooscretá, con relación a "Tiendas Sm Franebaco 
SA, fueros al bermpo del concordalo, comprando las dos deudas máa sig 
sificativas por Intenmedio de “Gardinel len. Com”, con las que figuró en el 
concordaba, 

Fue en este niempa que la encuñada conyaó el ertlño que el banco 
“Lesral (Lario América)” benda conta “Tiendas San Feo, S.A,” En efecto: 
la Su Vinitakey, abrió el 5/10/1090, la cuenta M0 5748, bajo el ceudiaimo 
de “Arlorcrof”; desde dicka cuenta el 2/5/98, suso los fondos para pa- 
gara nombre de *Gardinel Int. Corp." ana deuda de USS 605.456,37 que te- 


ada “Sam Franelsco S.A.” con el Banco (6 7733 a 750), Halusalmente, que la - 


encaurada se subrogó en los derechos del prestancia amenos, pero según 
funge de ños sin las garantisa que el crédito borcario debía tener sl se 
miente a 20 pasiva actitud judicial (attese que el “Loud Le lersel”, no pro- 
rovió ejecuciones contra “Tiendas San Francesco 5,A.= ni cosána Bejar, ni 
compareció a dos cosenrdaos a pesar que lo incluyeron; Esta desaprenalón 
Jjodical es peopla de quies no es mero soreedor quirogalaño, sino de quien 
cuesta 000 cis garantías) 

Peró en este aspecto hay más, porque el orálito de "Leumi Le lenel” 
por casi 1/55 700.000, figara en las dos gestiones concorditarias, incluso en 
h segunda cuando formalmene «por lo menos- yá estaba adquirido por 
"Gadiel le, Comp”, sociedad pananeña que compró la encumads a eler- 
toa de adquirir la deuda a “Lean”. En el concurso voluntario, que es de 
1999, el Banco figura como acreedor y mo Tpura la Sociedad (le 35H y eL 

Por otro lado, la miema empoea "Gardiñel Int Corp.” de la encausa- 
de, fpua como colcaaria de Tom Mix” en 196, por 1155 11.080,76 (E 
M0 ye 

Lógica y nateriimente, nadie seee deudas por más US 700.000 
por tones afecdvas y sin expectativas clero de revomo ql mo tene partici> 
pación e laserés en log negocios. En los términos que varges de susca, la fe 
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salidad de incluir las deudas €n €l pasivo coscordalario (justo a olras mu 
chas deudas), no puede ser obra qee la de dilalar las ejecuciones, salvar €l 
parñimanto inmobiliario y hasta dirigir las soclores judochabes, tado la pot 
puede lograrse en ua régimen concordatario complejo y perimido, como 
acreedor mayoritaria 

En virtad que el argumento defensivo pone énfasis al ibempo de la 
calificación, en que hucdeyrage compró por intermedio de una sociedad, cn 
dilos redes por lo que ningera incordocia penal cabo siribairle por ello, 
ció dedr que del crodlo de lo complejos docuamenños qye mr "Lem 
(Lotta Asverican)" (le 773 y 20), rpe que la encauzada nú kogrs jostificar 
de donde calló la totalidad del dinero que necesitaba para adkquirár las decdos 
que se refirieron, El no €s recumiendo al glro del negocio de la “Tienda San 
Francisco S.A.” (como dior el veedor en cs informe quee ocurrla) 0 por óleos: 
recursos brascieros que ño m0 olreciersa probar ná se insinuzróo siquiera. 


Nótese que del informe bancario surge quee la encaucada logró ingresar gris 


des poras de dinera a partio de 1999 (cuando ya hablan emperado ls per» 
live concnalariss y la propitalad pri ipal que bendá de la partición de 3u 
sociedad conyegal ya se habla vendido en 1985) En 1995, 00 coenta banca- 
ña clba en coro (6 755 e abel de 1998 logró gres que llegaron a 
los SS 550.000 hasta que en mayo de 1998 traspasó sus fondos a “Card 
sel la, Corp”, logrando incorporar a la cpenda 540 oe se pepa 00 nl de 
donde, la suma de 145 500.000 co un pes (Es 785) 

Pero además, alendiendo a lu declaraciones de la eovazada, tuvo 
dinero suficiente para comprar el cródico de “Tom Mix SA.” que ce rehirñó 
por 1155 85.000 (de los LIS 131.000 que deblia; de, 334 y ££ concordmo 
agregado). La conclusión emergente de autos es muy clara: la encausada 
dispuso entre marzo de 1998 (cando compeú por intermedio de "“Gardb- 
nel" la desda de “Tom Mix 5.4." hasta mayo de 1998 (que adquirió con 
la mima sociedad la desda de "Leumal..*) de aproximadamente LS 
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1,000,000 para beneflelar a su esposo o al complejo nepocial familiar, si 
lener dz impresos conocidos (probados ni que 15 hayan ofrecido probar], 
que so iviesda peopia a nombre de obra sociedad apúnima, j 

En fa; en eñierio del Tribunal, es claro que les montos con los que 
l encausada adquirió li mayoria de Ls dedos pora sacar el acuerdo concur» 
dildo extrajudciól, so salieron del pareronúo visible de la encausada ni 
desa ahorros. Salvo proeba en contrario (ee 00 se olrechó nl ye insiebo en 
Juicio), es coberente y Mgdco concluir que dicica recursos se disirajeron del 
giro comercial del único negocio familiar que tenía giro activo: "Tiendas 
San Francisco 5A.”, 

Es conchesión y más aTá de lo que porós deierminacss en la califica 
ción juridica, sarge de autos que toda la nexvidad de la encuusada, fue de 
cooperación para la Trestración de los acreedores de la Tienda y de su 067 
yoge, 51, Bejar, compartibodoso al respecto lo que expocza la Sra, Fiscal. 

Los indicios recogidos y valorados £on muchos y no logran tapares 
con la tenoe luz de la tinoeridad de los negocios por los que 5 compraron 
cúlllos animados por la solidaridad munrimorisl, que se lroaa en 24 Com 
tra. El cotejo lógico, morado, coherente de todos los indicios cmagema 
de auos, permiien afirmar plenamente, qee la encazada participó cn la 
caniobrs de autos, conformando una verdadera sociedad de becho 6 un pa- 
trienonta negoctal confio con el de su difanto cónpuge. En el casa inequb 
voca y lógicamente 506 vincolables lodos los indicios, porque 16 relaciona 
inimerumpidamente el rmode al cobro de los screcdoras con li paricipar 
clón de la encausada (art 216 del C.P.PJ. 

Y) Calificación Delictual Adrubiendo que la Sra, Vinkezky partic 
pú en las masiobras que frvorecioron 4 ba cónyuge 51. Bejar y a “Tiendas 
San Francisco S5A.*, para eludir el pago a 5us acreedores y sabrar 5 patri» 
moño, debe dermis A cole adecuación pica deléciual de su condue- 
ta (art. 1 y 18 del €. Penal), como lo prercnde la Fiscalía. 
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La Sra. Fiscal pide la condena de la Sra. Winitiky, “como autora pe- 
nalmente reporsable de ho dellics de fraudes coscurzales previstos en las 
inc. 1 y 2 del art 43 de la ly 2230 00 reiteración real von el de insobrencia 
fessadulenta art. 257 del CH) en el mismo carácter”, Comynita como alerman- 
esalpia ll pristariodad absoluta y pide una pena de 2 años y Ó meses de 
penitenciaria (0 922 a 92). 

Atendiendo 3 los hechar probados, la Sala por los fundamentos que 
dirá y con precilobe, acogerá parciolserte la prebención del Ministerio 
Público en cussso pide la condena de la encarada como gulora por delitos 
de "Fraude Concursal” dh el marco de los articalos 76 lc. 143 5" 2 de lo 


Ley 2230 y comnora de insolvencia Muadulenta en reiteración real (arts. 


255, 54 y 61 N"3del E, Peral), 

Coso ura el reconocido Defersarén tus intervenciones (la 626 1 
6d, 104 a 413 y 1001 a 1093) y 6 "Derecho Peral de lá 5.4.” (1083), la 
cuestlón juridica noes sencilla nl de el dopidación, Coro dice el autor 
eel “Pas de la obra” clado: “En de perte primera hemos procurado des 
tocar la frecuente correlación que existe, en el plano de lo delinovencia 
£comémica, entre la sociedad comercial y el hecho delición, pues de erimi- 
salidad contempordara se cobija -cari invariablemente: iras el esquema de 
ua soctedod comercial que sunisioa el deliscorate económico 1 mur- 
pen imapor de imparidod”. ; 

Se cocsideraría primero los delltos en el marco de la Ley 2030 y 
luego la insolvencia firaudelenta. 

A) Erude Concural. Procede la condena de la encarada como 20- 
tora del delito previsto por ku articulos 43 MN" 2 y 76 de la Ley 2230, 

Las delitos concortales previstos por la 2230, procoran entre obras 
cosa clio plurioftasivo-, que pose disorsáone el pabrimosás de la soció- 
dad anóaiena y el de sus accionistas a efectos de garantizar la regularidad jo- 


“ ridica del conccedalo, Es el eo 3€ probó, que la intención de la ercausada 
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sudo conjuntamente 666 su Cónyuge y a trás de Au coclodades, fue €l 
de disperaar y disisular los coóditos y pararálas del conjunto pegochl bach 
diendo en el concordato conformando la mayorla de coóditos con uma socie- 
ded a 5u nombre, 

Se probó que la recaesda al erspo de los bechos era, formal (ls 
555) y materlalmenio, “representante y adminiciradora” de la sociodad. En 
tales resaca, pedo ser conderada como nora de los delitos del ant. 
43 de li 2290, sin recuerir a la norma replificadoras de ka articulos 44 de 
la Ley y 64 del E, Penal, (Se admitió como probado que la encuesida y su 
cónyuge conforrabao una sociedad de hecho a panir de 5us respectivos par 
tilbmories que formalmente estaban separados y quee ésta participaba en la 
sdmisipnción y perilós de los mármos), 

El arículo 43 de la Ley, es impolable a la cocmsada 6s la modalidad 

prevista por el numeral 2, en el entendido que se hizo intervenir en las deli- 
herciones concomdalaías, un acreedor mpeeño, Ea electa; confirme al 
marco probado y reseñudo ames, € el ecacosdas +6 presentó “Cardiel Int, 
Corp”, con us ento de US 095.309,23, eos porel solo priciicamente ES 
peris odos le demas tródilos desvaciados Coro se vio, Ente créddo poor 
ula de compras redes que realisó dicha sociedad a “Leumi..* y a “Tom 
Mis SA", pero a efectos del coscondalo ena supuestos 0 dimulidos, por 
cuarto el pairimonio de los cónyuges funcionaba a actuaba mustancialmente 
en fonra conjunta, es firvor del patrimonio de los dos cónyuges, conforman- 
de usa verdadera sociedad de hecho o conjunto negoctal cuyos ingresos pro- 
rentas de lo distinias sociodedes y en pañicular en la época del concordato, 
de los aportes de "Tiendas San Francieco”, En fo; la encoasoda y su cónpu- 
gs, kicieros intervenir en el concordato extrajadicial a un acreedor supuento, 
dsdo que sepia es probó, SCardinel ni, Corp", compró y se subregó sín pa- 
Fantlas para proteger al dador. 
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Na ener la conclusión para la configuración del Upa, el hecho de 
que "Gardinel Int Corp”, no haya intervenido en ls “deliberaciones” pe- 
gún el requerimiento legal referencia de ocalomalidad”); por cusato la 
Sala entiende que dicho iérmiso cul ado ampliamente conforme al senti 
do que la propia Ley le da en el a. 47, que compreade la tramitación de 
cualquiera de las formas cosconatars, incluso la eurajuedicial, Es eridente 
que la admialaradores o representartes puedes huereendr oro mm el 
caso en la combirmación de las eayorkas concordwariós y el articulo 43 no 
Menita su alcanos solo a los coscordalos jadiclales, por los qque raturalmeste, 
¡por mandalo del citado uri. 37, el dello puede alcancar también las conduc- 
tas previas en el ar. 43 que se ejecuten en el concoránto extrajudicial (em 
contra, Fernisdes, 6, obra ciuda, q 6). 

Admilbendo l configurición del delito en el concordato emrajudi- 
cial, por lo que viene de decirse y alendiendo a la nataleza y defirúciones 
del mismo, resalta que el delito se consumó plenamente, cua la imerrerción 
y participación de la misa adeministradora en la sociedad concordataria 
(Mendas Sas Frncico 5.4%) 60 la que Sspuertamente Bpurba como 
scresdora paporituria (“Gardisel...”), por más que el concosdalo no se haya 
homologado. 

Finalmente, según se retorará al Dempo de individualizar la pera, el 
articalo 43 65 aplicable por remisión del ur. 76 inc. 1 de la Ley, Alle tato 
blec= como delito de los “direciores y adminisiradores”, todos los que pre= 
vee «entre olros- normas de orden público, lo que comprende al 43 permi- 
tiendo fijar la pera que este dillere indetermiradamente. 

En cto urden y para po ses liado, debe decirse que 803€ configuró 
el HF 1 del art, 43, par los argumnerdos que de el Defensor, ya que es eviden- 
te que po se disimoló de manera shpara el patrimonio de la sociedad (lo que 
en imposible, por priclicamente no boda, ed el de la orde dl el e 
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su cónpuge, por más que se haya probado que € un palrimonjo corjunio, 
que sl se us cosflamente 0os la fisalidad requeriós por el tipo. 

E) insolveacia Frsudulerta (255 C,PJ. La encausada también debe 
responder combo comiora de ese debilo en régimen de reneración 2eal con el 
anterbor (art, 61 4 y 54 del E. Penalh, ya que en oilierio del Trlbaral se 
Conlara bedos los suprnstos del lipo, 

La entnaada en su calidad de *representonia o edoninairaidora” de 
"Sn Franciso 5.A.”, respoade como cúallora, por la realización de actor en 
la bu preparsioria y ejecutiva, ela los ciales el delito mo e hublera podido 
comer fuí. 61 "4 del E Peral) Se probó que la Sra, Vinlleky, cooperó 
tardo eb la preparación como en la ejecución del delito, irritado de so- 
codades propias para oocfundir el palrimonio de va empresas con el de 
San Francisco 5.A.”, comprando dendas de bsta con dineros que Po se jua- 
úllos eañesan otos artes que los del gico de la peopla dendosa; con tllo es- 
operá en la dismeción del patrimonio de la deudora e incidió en la sición 
de sus acreedores, asumiendo deudas que operaban lirgamente «l lot de 
ls deme, 

El deudor civil 6n el caso en "Sn Frrcióco 5.A.”, yy la encasada 
rerpande en su caricier de vepreseabale o dmletamdora; ella no era For- 
maleende desdora civil, pero se probó que tio fonsad como maserialmen» 
te acioó como representante o admindsndon qee con 905 actos costribayó 


decidhramente a "simular enajenaciones o créditos”; como Lal responde. 


como coastora (ver Reta, AL y Grezzi, O, "La issolvencia fraudulenta”, 
ADE, LU, p, 116 y ss; Bayardo, F., "Tratado. LVL p. 213 y ss y 
“Temas de derecho peral”, p. 178 y 31. y Camaño Rosas, A., “Tratado...", po 
00 y) 

Cue "San Frasclsco 5.A.*, era deudor civil, está harto probado y no 
fae controvenido, Tampoco es discuible, cualquiera 103 la posición sobre el 
puro, la irsolvescós que ispidió que la acrocdores pudieran cobear en ha 
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múltiplo oruciones que se promenteron y lá finalibd de las masicbra 
ejecutadas a electos de sustroerse al pago de les obligaciones del deudor cl 
vil, al parto que se dispaso la liquidación de la sociedad 

Ademas es velero aleader a que en el cuo el S1, David Azcubel 
Aula, presentó denuncia contra el $, Emesto Dejar por “reiiiados delitos 
de libramientó de choques gin provisión de fondos eu concarrencia fuera de 
lh reseración con el delito de extala”, Posteriormente, el deranciasie con- 
Jumamente con oros des acreedores: “Badilor S.A.” y “Mabisol SA." am- 
pllaros la demoncia, contra el Sy. Bejar y agregaron a la cónyuge Sa. Esther 
Vinkzky, aflrmaroa y ofrecieron procba respecto a la imposibilidad de 00- 
bos su crbdiios y derunciaron por vlelación dedos mribculos 255 del E, Pe- 
sal y 76 de la Ley 2230 (6, 203 y 60 3 74, respectivamente), En exos ber 
súnos 10 reberran las dos condiciones legales que habilitan la acción; "de 
rancia de parte" e *losolvencia comprobada por actos la fructuogos de ejer 
ción 6s la via cir? (ar 255 ic 7 del €. Penal), en lanto es eviderde que 
la ejecación de los acreedores resultó Infroctuosa bn aries de la liquidación 
de “San Frrciaco 5,4”. 

Por otro lado, la hipótesis legal en que incurrió Winiteky, es la ds 
simulación de enájeraciosas o cródos, en caanto “ocaliación juridica” ten 
dente a distener el palrimondo soclad y pas garmntlos para pejedicar a 90 
acreedores, En térmicos que $e comparten por ser aplicables al coso, dico 
Bayiedo al respecto: “Pero el E Penal ee refiere tombién 6 que el roo debe 
simular “créditos”, Y no hoy ni pueden haber dudo: de que la exprenión de 
le ler disto de ser feto, yo que el se Dene en corale que la meta del agente 
es la de hacer que 13 posteo patrimonio! supere el activo, do que debía de- 


- cir la ley fer que ls conducto delicinoso se integro cuando el deudor civil 


slmaña “créditos contra él”, 0 md correctamente, “oblipaciónes”. E lo 
¿ee quiere el reo e fingir imoleracia, incapacidad patrimonial, es eriden- 
le que la aparicacia de su pobreza no lo ve a seminivror fapieado "erédi- 
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fas” omo incorreciomente dice la letra fría de da Le sino simubando 
"oblipaciones”, término que pado y debió emplear ef iegistador”, En el 
clon, se simaló una denda paperior al moeño de rodas las demás que exlsil» 
an, cuando la empresa “Gardinel Corp. In4”, akquirió laz deudas del deudor 
chil con “Leo Le lease” y “Tom Mia LA,” com recursos de la peopía 
dtuadori e inerrino ea las pestiones concordalarids, 

En fis está plenamente probado, ques la encauszada cocperó en Hua 
preparatorla y de ejecución con actos sin los cuales, "an Francisco S.A.” y 
el Sí, Bejar, es hubieran podido sarinerss del pago de sus obligaciones, por 
la que procede también la condena como cosucra por el delito prevlsio en 
dal 36 del C Peral. 

O Aleatorias. Concidesdo con la roquizitoria Fiscal, comesponde 
computar por vlá pralógica la primaricdad aboctala de la encorada (eel, 46 
7 y 12 del E. Peral) 

YI Eros. El Ministerio Público pidió ana pena de 3 ah y Ó meses 
de perítenciorla (6 920) La enciicada cumplió prrvemdlva desde el 
301012002 al 3706/02, en que fe excarcelada provisiccalmente Jn 568 y 
661, respectivamente). 

Atendiendo a la nitoraleza del delito, Los ciocanstanción Meratarias y 
régimen de concurrencia computados y a la personalidad del agente (art. 43 
N*1 y 76 Ley 2000, 255 y 86 del €. Penal), se entiende adecuado al caro 1- 
Jar la pena en los 2 años y 6 meses de penitenciaria que solicita la Sra. Fi 
cal, con descuento de la preventiva, 

Sin pespaleño de La objeciones: que la Deleosa plastos feniladumerte 
en sotes y en cba dida a la individeal ración de la pena en el marco del 
an, 16 de la Ley 2250 (p 43 y 162), enleude el Telbunal que la remisión a 
la pena que establece dicta norma, 1 5 0l E, Penal de 1889, 500 que refhe- 
re al de 198: vigente, por lo que la pena se fija en el marco de los arica: 
01:55 y 25) de esla 
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La conchación so fonda en que el Código del 19 fos derogado por el 
del H y éste prevé expresamente la pesa para el “quebrado fraudelento” ne- 
firkendo a una £ltuación juridica defiala y concecia, lo que amplia espedifi- 
camente la referencia a los articulos 212 y 274 del Código del 89 ya que el 
Squebrado friudalesto” llene pera tpeclalevcade prevista en el ar. 253 del 
( Penal vigente. Al contrario de do que dise el Deltoror en 50 óba, par el 
Tribunal, la derogación general del Código del 69 por el del 34, tarmbitn al 
caros al ae. 76 de la Ley 22000 66 cito a ls pera aplicable, dado que el re 
ena del artículo es “normativo puro y simple (recnwla Formal)”, ya que sl 
blen menciona des artículos del código amiertor, tarvbién reflere expresa: 
mente al “québrado fraudulento”, ciusción que tene regulación expresa en 
el Código del 34, como sa dijo. 

Dice el Defessor: *...cimado na ler especial se rermbte dl un código 
derogado, en los iérmisor expecificos que manejo la Ley numero Z200, nos 
hullanos en presenció de xa Fornvío atrial pursto que la lor de 73 ln 
vaca el contenido de otrá norma, pare fijar su propio contenido ” [obra cita- 
da, p. 164), Pero us del coa, que el recavlo yl bien es nalerial porque meenl- 
le a artículos concretos de La ley derogada, también rene a una figura con- 
creta; el “quebrado fimaodulezco”, cuya situación ed exporsarende regulada 
enel régimen vigente, lo que determina su aplicación. 

Finalmente coadyuva a la conchusión adoplada, atender a que la pena 
prevista por el 76 50 califica docirinirilanerte como "quesd porsani” [par 
oposición a “quosd sustanbiam”), por lo que la remisión debe referir al dero- 
cho vigente (Eayrardo, F., obea citada, p. 2021 

Por ke Fundamentos expuertos, bo dispuerto ca las normas citadas y 
en los arifculos 772 y 86 del E Peral y 35 de C,PP., EL TRIBUNAL, 

EALLA: 

REVOCANDO LA SENTENCIA APELADA Y EN £U 
LEGAR Y MÉRITO, CONDENANDO A ESTHER VINITERY ZERRAK, 
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COMO AUTORA PENALMENTE RESPONSABLE DE LN DENTO 
DE FRAUDE CONCURSAL Y COALUTUKA DE LN PELO DE Si 
SOLVENCIA FRAUDULENTA EN REFTERACIÓN ANAL, A LA PENA 
DE DOS (3 AÑOS Y SELE (8) MESES DE PENITENCIARÍA, CON 
DESCUENTO DE LA PREVENTIVA SUFRIDA VDE AU CARGO LO% 

OPORTUNAMENTE DEVUÉLVASE AL JUZGADO DE (> 
GEN Y CUMPLASE. 
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Señoría : DR.GONZALO D.FERNANDEZ EN REP.DE LA SRA.ESTHER 
VINITS5K Y ZEBRAK 

DOMICILIO: CERRITO 420 ESC.607 

En autos caratulados: VINITSKY ZEBRAK ESTHERUN DELITO DE 
DISIMULACION DE ACTIVOS EN REITERACION REAL CON UN 
DELITO DE INSOLVENCIA FRAUDULENTA.CASACION PENAL. 
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¿tencia N*198 MINISTRO REDACTOR: 


DOCTOR LESLIE WAN ROMPAEY 
Montevideo, veinticuatro de octubre de dos mil siete 
VISTOS: 

Pará sentencia estos autos 
caratulados: *"WINITSKI ZEBRAE, ESTHER - UN DELITO DE 
DISIMULACIÓN DE ACTIVOS EN REITERACIÓN REAL COM UM 
DELITO DE IMSOLVENCIA FRAUDULENTA - CASACIÓN PENAL”, 
FICHA 89-6/2002, 

RESULTANDO : 
1 La sentencia definitiva de 


segunda instancia N* 12 de fecha Y de febrero de 2006, 
dictada por el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 
Primer Turmo, revocó la sentencia apelada, y en “su 
mérito condenó a Esther Vinitsky Zebrak como autora 
penalmente «responsable de un delito de fraude concursal 
y como cosutora dé un delito de insolvencia fraudulenta 
en reiteración real, a la pena de dos años y seis meses 
de penitenciaria, con descuento .de la preventiva 
sufrida, y de su cargo los gastos que legalmente 
correspondan (fs. 1097-1105 vw.), 

El pronunciamiento ante- 
rior N*. 142 de fecha 24/12/04 del Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal de Decimosexto Turno había 
absuelto a la señora Esther Vinitsky de las imputaciones 


formuladas por el Ministerio Público y de oficio las 
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prestaciones legales de rigor, declarando definitiva la 
libertad que goza la encausada (fs. 1074 y 585.). 
Z A fs. 1104 la Defensa de 
la encausada interpuso recurso de casación en el fondo, 
- fundándolo en la infracción o errónea aplicación de las 
siguientes normas de derecho: el art. 10 de la Consti- 
tución, del que derivan los principios del non bis in 
idem y de individualización de la pena, también el 12 
del mismo cuerpo de leyes que consagra la presunción de 
inocencia; el art. 1 del Código Penal que consagra el 
principio de legalidad, el art. 86 que regula la indivi- 
dualización de la pena, el art. 54 que consagra el régi- 
men de reiteración real. Fundamentalmente, subrayó la 
errónea aplicación de los arts. 43 y 76 de la Ley ed 
2.230 y el art. 255 C.P. que reprime el delito de inzol- 
vencia Fraudulenta. 


En el terreno adjetivo e 
aplicaron erróneamente los arts. 174, en cuanto refiere 
al método de valoración de la prueba y la regla del art. 
245 nral. 2 del C.P.P., que impone al juzgador expresar 
en la sentencia las pruebas que le sirvieron de 


fundamento. En sintesis expresó: 


- La determinación de 
los hechos probados. El art. 270 inc. 2 del £.P.P. 
prescribe que no podrán discutirse los hechos dados por 
probados en la impugnada, pero no con menos fuerza el 
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art. 245 ord. ¿* C.P.P. exige que la sentencia exprese 
las pruebas que le sirvieron de fundamento, y debída- 
mente articulados los hechos que reputó probados. 

Sobre este extremo én 
el Considerando 11 la recurrida infringió dicha regla, 
resultando inapropiado que se remita a la rolación fác- 
tica formulada por el Ministerio Público en su demanda 
acusatoriá. La estimación de hechos probados debe reali- 
zarla él ad quem en estricta sujeción a lo que sobre el 
punto estableciera el decisor de primer grado, pero nun- 
ca a lo relacionado por las paria, sea la defensa o el 
Ministerio Público. Dicha técnica de remisión posos otra 
objeción .con ribetes de mayor gravedad, por cuanto la 
Sala no dictó una sentencia confirmatoria sino que .revo- 
có la decisión absolutoria de primer grado. Asi, coteja- 
das la requisitoria fiscal y la sentencia de primer gra- 
do, se constata la total discordancia entre hechos ver- 
tebrales que una y otra articulan y consideran probados, 
razón que demuestra la disparidad de criterios que de- 
terminó la adopción de soluciones diametralmente opues- 
tas. Hay sobrados ejemplos (vw. gr. existencia o no de 
sociedad de hecho, participación o no de la encausada en 
el negocio, que la misma poseía un importante caudal pa- 
trimonial prepio) que demuestran que la plataforma fác- 
tica tenida por probada por el Ministerio Público y el 


juez de primera instancia, difieren sustancialmente. 
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En definitiva, la 
plataforma fáctica del recurso de casación... encuentra 
en la narración detallada por la sentencia 0% PEE 
instancia de loz hechos, y a la misma debe atenerse=14 
Corporación. y 

- La invorsión de 11 
carga de la prueba y la indebida atribución de valór 
probatorio a la conducta procesal del reo o la defensa. 

La Sala, en el Consi- 
derando IV, violó el principio de presunción de inocan- 
cla consagrado en el art. 12 de la Constitución, gravi- 
tando decisivamente en la decisión y atribuyendo una 5u- 
puesta inactividad de la Defensa respecto de su potestad 
de constituir prueba de los hechos atribuidos. 

En realidad la refe- 
rida infracción del art. 12 de la Carta y el art. 8 
neral. 2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
puesta en vigencia por el art. 15 de la Ley Ny" 15.737 
del E de marzo de 1985, conduce a invertir la carga de 
la prueba del hecho ilicito y 5us circunstancias. El 
onvs compete al Ministerio Público (art. 10 C.P.P.!, 
pero no al reo o a su Defensa, que no son quieñes tienen 
que probar la inocencia o los extremos que le desvincu- 
lan de los hechos de apariencia delictiva. La ley adju= 
dica al Ministerio Público y al Juez la obligación de 
probar el delito y sus circunstancias, de forma de des- 


mz e 
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truir la presunción de inocencia. 

= Ercónéa imputación 
del ilícito societario concursal. Se equivoca la senten- 
cia al imputar a la encausada un delito al cual llama 
“Fraude concursal”, nomen iuris que no existe en la ley, 
al cual fundamenta en dos disposiciones: el art. 43 
aral. 2 y el art. 76 de la Ley N* 2.230. No existen en 
el ordenamiento uruguayo figuras que se integren median- 
te la combinación de dos disposiciones legales diferen- 
tes. No se trata de un delito único, debe advertirse que 
los artículos mencionados tipifican dos figuras diferen- 
tes, el art. 43 es un delito concursal, extendiendo su 
aplicación al: concordato preventivo y al de la liquida- 


ción; y el art. 76 refiere a delitos extraconcursales, 


ajenos al concordato y durante el periodo de liquidación 


de la anónima. 

Aunque la Sala tiene 
por probados los hechos que da por acreditados la de- 
manda acusatoria varía la calificación, pues el HMinis- 
terio Público requirió la condena por el delito tipifi- 
cado en el art. 43 nrales. 1 y 2 de la Ley N* 2.230 y la 
impugnada subsume la conducta bajo la égida del nral. 2 
del art. 43. Obvio es que no tiene efecto vinculante la 
calificación juridica, pero sucede que se trata de mada- 
lidades delictivas manifiestamente diferentes e inasimi- 


lablos: mientras el art. 43 nral. 1 reprime una diaimu- 


1252-C.S. CÁMARA DE SENADORES 17 de noviembre de 2010 


lación del activo societario, el neral. 2 castiga una 
conducta opuesta cual es la suposición de acreedores O 
exageración de créditos, lo que tiene relación con el 
pasivo. 

El comportamiento re- 
prochado a la imputada no se adecua al tipo objetivo del 
delito consagrado por el art. 43 inc 2%, pues el mismo 
incrimina a representantes o administradores que hubie- 
ran promovido el concordato y consumado dentro de él la 
soniobra, lo que la encausada no hizo, pues si bien tuve 
un poder transitoriamente de su cónyuge no intervino en 
el concordato. Ergo, no pudo ser sujeto activo de la fi- 


gura que s6 le imputa. 
Además, el tipo obje- 


tivo reclama la conducta de hacer intervenir en las de- 
liberaciones a acreedores supuestos o con créditos 


axagerados y esto se verifica cuando el falso acreedor 


participa en la Junta de Acreedores. 


No es posible enton- 
ces sostener qué no enterva la tipicidad el hecho de que 
el acreedor supuesto -Gardínel Int. Corp.- ne haya 
intervenido en “las deliberaciones” (según el reque- 
rimiento legal), porque entienda que "os. dicho término 
está usado ampliamente conformes al sentido que la propia 
ley le de en el art. 37, que comprende la tramitación de 


cualquiera de las formas concordatarias, ¿incluso la 
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extrajudicial...* y a juicio de la Sala "... el art. 43 
no linita su alcance sólo a los concordatos judicia- 


dis... 


Wo comparte tal eri- 
terio de extensión de la figura prevista por el art. 43 
a les concordatos extrajudiciales, pues los tipos pena- 
les son de interpretación estricta, y esta extensión 
analógica infringe el principio de legalidad. Guste o no 
la Ley N* 2.230 es un régimen que regula los concordatos 
Judiciales de las sociedades anónimas y la liquidación 
judicial de las mismas. Este ilícito llamado fraude con- 
cursal tiene un presupuesto: la judicialidad del trámi- 
te. Ho es correcto sostener que por mindato del ¿rt. 37 
las normas del art. 43 son extensibles al concordato 
privado extrajudicial. Ñ 

- La imputación de in- 
solvencia sociotaría fraudulenta. Constituye otro agrá- 
vio dicha imputación en reiteración real con el delito 
de fraude concursal, incurriendo en un doble juzgamiento 
al considerar la misma plataforma fáctica para ambas 
impu-taciones (arts. 10 y 54 del C.P.), pues no se trata 
de un concurso real de delitos sino de un concurso 
aparente de leyes que debe resolverse aplicando «el 
principio de especial idad. 

Es un €rror 308tensr 
que la sociedad anónima "San Francisco” era uñ deudor. 


——s 


2 .- 
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civil pues es comercial intentando un concordato en el 
marco de la ley de sociedades anónimas. Pero la Sala 
reconoce que la encausada no era formalmente deudora 
civil, por lo que no es posible gue 364 sujeto úctivo 
del delito previsto en el art. 255 C.P. 

- En cuanto a la indi- 
vidualización de la pena también se incurrió en la vio- 
lación del art. 86 C.P., porque se discrepa con la im- 
pugnada con respecto a que el art. 76 hace remisión, ni 
expresa ni tácita, a las penas del C. Fenal de 1934 pues 
el de 1889 fua derogado por áste, y por lo tanto la psna 
debe graduarse en el marco de los arts. 255 y 253 del L. 
Penal de 1934. 

3 A fs. 1134 evacuó el tras- 
lado el Fiscal Letrado en lo Penal de Tercer Turno estás 
mando que debe mantenerse la impugnada. 

4 El Sr. Fiscal de Corte se 
expidió a fs. 1144, y 3s. considerando que la casación 


debía ser desestimada. 


del de e OT) 


1 La Suprema Corte de Justi- 
cia integrada y en mayoria casará parcialmente la sen- 


tencia en recurso. 
11 ñhesulta de rechazo la ale- 
gada infracción al art. 245 mral. 2 del €.P.P.. por 


cuanto en coincidencia con lo dictaminado por el 3. 


im 
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Fiscal de Corte entiéndese que la remisión genérica 
realizada por la recurrida a los hechos que se reputaron * 
probados en la instancia precedente fue acotada al 
mencionarse entre paréntesis las fojas 1073-1075, en las 
que el decisor de primer grado explicitara los supuestos 
fácticos relevantes en la dilucidación de la causa. 

el loa demás, la recurren 
cia en casación mo dprrtas 2.201. 
la incidencia relevante de la disposición del inc. 2 del 
art. 260 del €C.P.P., que establece que "el Tribunal 
podrá dar por reproducidos Jos hechos probados que sir- 
vieron de fundamento para la aplicación del derécho en 
la sentencia apelada, siempre que los considere dajustá- 
dos a las resultancias de la causa. Si se apartare de 
ellos, en todo o en parte, deberá precisar los hachos 
nuevos que considerare probados o las rectificaciones 
que fueren pertinentes”. 

Por otra parte, contra lo 
que dice el recurrente no existen, en general, divergen— 
cias fundamentales entre la plataforma fáctica de la 
requisitoria (fa. 905/922) y la de la sentencia de 
priner grado (1074/1079 v.), tal como 56 expresa con 
acierto en el dictamen de la Sra. Fiscal de Corte. 


En cambio, el Tribunal re- 


curcido se apartó de las conclusiones de hecho del pri- 


mer grado en un aspecto fundamental en la resolución de 
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la litis, al tener por probada la existencia de una 
sociedad de hecho entre la encausada y su esposo (fs. 


1099 y s5.). 

: Entonces, integran la pla- 
taforma fáctica de la sentencia impugnada, intangibles 
en sede casatoria dart. 270 C.G.P.), las afirmaciones 
relativas a la participación de la imputada en la 
actividad empresarial de su esposo, participando en su 
operativa a efectos de salvar su patrimonio de las 
acciones de los acreedores de éste y de San Francisco 
5.4. asiendo evidente la existencia de una sociedad de 
hecho o conjunto negocial entre los cónyuges (fs.1099 y 
w.). 

También la recurrida con- 
cluyó categóricamente que la acusada actuó, como verda- 
dera empresaria que era y es, con poder de administra- 
ción y disposición vigente al momento de los hechos fs. 
1100), que las compras de créditos contra *Tiendas San 
Francisco 5.A.” fueron hechas con la finalidad de 
incluir las deudas en el pasivo concordatario, para di- 
latar las operaciones, salvar el patrimonio inmobiliario 
y hasta dirigir las acciones judiciales, como acreedor 
mayoritario. 

Á criterio del Tribunal «$ 
claro que los montos con los que la encausada adquirió 


la mayoría de las deudas no salieron del patrimonio 


A e ET TI 
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visible de la encausada ni de sus ahorros, siendo lógico 


y coherente concluir que dichos recursos se extrajeron 


del giro comercial del único negocio familiar que tenía 


airo activo: "Tiendas San Francisco 3.A.%. Surge de 


autos que toda la actividad de la encausada fue de 


cooperación pará la frustración de los acreédores de la 


tienda y de su cónyuge, señor Béjar (fs. 1101 v.). 


En fin, la intención de la 


éncausada, Actuando conjuntamente con 3u cónyuge y a 


través de sus sociedades, fue la de dispersar y disimu- 


lar los créditos y garantias del conjunto néegocial incíi- 


diendo en el concordato confinando la mayoria de erédi- 


tos con una sociedad a su nombre, haciendo intervenir en 


las deliberaciones concordatarias a un acreedor supuesto 


(fs. 1102 w.). 


Simmló una deuda superior 


al monto de todas las demás que existian cuando la em- 


presa “Cardinel Corp. Int.* adquirió las deudas del deun- 


dor civil con “"Leumi Le Israel” y “Tom Mix S.A.” con 


recursos de lá propia deudora e intervino en las gestio- 


nes concordatarias (1104 v.], 


Laa transcripciones prece- 


dentes, que sólo sintetizan la articulación de Jos he- 


chos de la causa que el Tribunal recurrido considerara 


incriminables, demuestra que ño sólo no configura un 


error in judicando revisable en casación la remisión 


A 
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genérica a la plataforma fáctica sobre la que se erige 
la conclusión punitiva del grado (precedente, sino que 
por añadidura la sentencia en recurso formula con preci- 
sión -y persuasivo desarrollo argumental- un relato his- 
tórico de los hechos básicos de la causa, que no ntcesd- 
ciamente coincide con los articulados en la sontencia do 
primera instancia. 

Precisamente, como lo ad- 
mite la defensa (fs. 1112 w., 1113) la existencia de la 
sociedad de hecho y la participación de la encausada en 
el comercio de su difunto esposo son hechos que tuvo por 
probados la Sala y que, en consecuencia, si el cógimon 
legal de la casación prescribe, por vía del art. ¿270 
inc. 2 del C.P.P., que deben tenerse por verdaderos, 
guedan exiliados del reexamen valoratorio en este grado. 

3 Carece de sustento el 
agravio esgrimido por la defensa «n cama a que e 
invirtió la carga de la prueba en vulneración al art. 12 
de la Constitución que consagra el principio constitu- 
cional de inocencia. 

Es de destacar qué la Sala 
en los Considerandos 111 y IWY de la impugnada indicó in 
extenso los medios de prueba que tomó en cuenta para 

' tener por probados los hechos, asi como desarrolló am- 
pliamente los argumentos que valorados a la luz de las 


reglas de la sana crítica determinaron la conclusión 
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probatoria a la que arribó (Es. 1098 a 1001 v.), sin que 


pueda alegarse que en su actividad estimatoríia haya co- 
metido flagrantes errores, pero menos aun, comprometido 


principios de rango constitucional. 
En reelidad, «el Tribunal, 


acreditada la adquisición de créditos de parte de la 
encausada por un monto aproximado al U$$1.000.000 (un 
millón de dólares), entendió que dicha suma se distrajo 
del giro comercial de “Tiengas San Francisco S.A.”, sin 
que fuera posible extraer de autos otra conclusión en 
punto al origen del dinero, al no haberse aportado 
argumentación alguna que la desvirtuara. Ello no 
significa en absoluto invertir la corga de la prueba ni 
que el Tribunal violentara el principio de inocencia. 

4 No será acogido el agrávio 
en punto a la errónea imputación de Fraude concursal, 
pues surgs de la simple lectura de la sentencia en re- 
curso que si bien la Sala mencionó los dos artículos el- 
tados (43 nral. 2 y 76 de la Ley N* 2.230), subsumió el 
comportamiento de la enesusada sólo en la figura del 
art. 43 nral. 2, lo que surge inequívocamente del Consi- 
derando Y de la recurrida. 

Ho hay por tanto fundamen- 
tación en des disposiciones de la ley síno aplicación de 
una de ellas, por lo que es irrelevante la argumentación 


de la defensa en cuanto a qué los artículos en cuestión 


A emrereere e 
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tipifican delitos diferentes (fs. 1115 v.]. 

Por otra parte el mombre 
utilizado por la Sala para referirse al delito imputado 
-fraude concursal- carece de toda relevancia juridica. 
No hay apartamiento de la requisotria fiscal, «n cuanto 
ésta refiere expresamente á la intervención de la encau- 
sada como acreedor supuesto. 

Y contra le que aficma el 
recurrente el art. 43 inc. 2 de la Ley N* 2.230 cuando 
refiere a la intervención en deliberaciones incluye Eam- 
bién la suposición de créditos en el concordato extra- 
judicial, al que existen varias referencias en la ley 
citada, como afirma la Sra. Fiscal de Corte (ts. 1115 y 
w.). 

Ez evidonte que la inter- 
vención del acreedor supuesto en las deliberaciones pre- 
vias al concordato extrajudicial altera las bases del 
cómputo de la mayoría, alterando la regularidad del Erá- 
mite concursal y afectando el patrimonio de los acree- 
dores. Lo que aconteció en el esso de autos al incluirse 
en la fórmula concordataria ál crédito supuesto de Gar- 
dinel Int. Corp., sociedad presidida por la encausada 
[f3.15 +.]. 

. Comparte la mayoria la in- 
terpretación de.la Sala recurrida en cuanto a que el 


caso de concordato privado también está incluido en la 
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normativa á estudio, puesto qué Coma establece el art. 


37: “La reunión de acreedorés establecida por el art. 26 


no será necesaria si dos represeñtintes 0 asóminis- 


tradores de la sociedad, en las condiciones exigidas por 


al art. 28, se presentasen al Juez de Comercio, dcompa- 


fñando el concordato que hubiesen celebrado privada- 


mente... ”. 


Como señaia la Fizcalia de 


Corte, cuando se habla de “deliberaciones” no necespria- 


mente se alude a las efectuadas en la Junta de hcreedo- 


res; por ejemplo en el art. 11 se refiere a delibera- 


ciones en el seno del directorio. Resulta obvio que ira- 


tándose de un concordato extrajudicial, debieron efec- 


tuarse varias reuniones y deliberaciones entre acreedo- 


com y deudor, las que culminaron con la aceptación de 


una propuesta en la que estaba incluido el supuesto cré- 


dito de "Gardinel Int.Corp.*, sociedad de la que era 


presidenta lá encausada. 


5 En cambio, a juicio de la 


sayoria de la Corte resulta fundado el agravio atinente 


a la errónea condena por insolvencia societaria fraudu- 


lenta. 


Es desacertado 360stener, 


como la hizo la Sala, que San Fráncisco S.A, erá un deu- 


dor civil, pues es elaro que se trata de un deudor co- 


mercial, cómo todas las sociedades anónimas, lo que im- 
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plica que lá encausada no exa representante o adminis- 


eradora de un deudor civil, incumpliéndose el requisito 


previsto en el art. 255 del €.P. 


En el tipo, el sujeto a4e6- 


tivo no es un comerciante, “Es el deudor de une obliga- 


ción civil” (Petito, José, “Insolwencia Eraudulenta”, 


F.C.U. Cuadernos-Cursillo sobre Der. Panal Económico, NH* 


16, 1990 pág. 99). 


Como enseña Calroli: "Es 


uña insolvencia punible en la que incurren loz deuvdores 


civiles, o ses aquéllos que no están dedicados al comer- 


cio y que se constituyen voluntariamente en un estado de 


incapacidad para solventar sus deudas”. 


Hás adelante señala: "El 


tipo penal tiene un presupuesto que es la existencia de 


un deudor civil...” (Curso de Der. Penal Uruguayo. *. IN 


pág. 28). 


O com señaló Bayardo: 


no $46 requiere ser "copercionte” sino deudor civil, 


....+ 


para ser agente de la conducta...” (Temás de Derecho 


Penal, pág. 17%). 


En el caso, partiendo de 


la plataforma fáctica tenida por probada por el Tribunal 


en cuanto expresó: “El deudor cívil ... era “Tiendas San 


Francisco 5.A4.*, y la encavsada responde en su carácter 


de representénte oO administradora; ella no 0d forfali- 
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m- 


mente deudora civil, pero se probó que tanto formal como 
materialmente actuó como representante 6 administradora 
que con sus actos contribuyó decisivamente a "simular 
ensjenaciones o créditos”; como tal responde como conu- 
tora...” , deba conluirse que si no era deudora civil, 
no se le puede imputar la calificación descripta en el 
art. 255 del C. Peñal. - 

Tampoco Ernesto Béjar eza 
deudor civil por cuanto si bien afianzó las obligaciones 
de San Franciso 5.A., al ser éstas comerciáles, su 
condición no podía ser otra que la de deudor comercial, 
por asi imponerlo el at. 60 del Código de Comercio. 

5 La solución adoptada, en 
cuanto olimiña uno de los delitos por los que la encau- 
zada fue condenada en reiteración real, importa el aba- 
timiente de la peña, que ha de fijarse en el minimo le- 
gal de la figura prevista en el art. 43 inc 2 Ley N* 
2.230, es decir dos años de penitenciaria. 

Por lo expuesto, la Supre- 
ma Corte de Justicia, integrada y en mayoría, 
FALLA: 

CÁSASE LA IMPUGMADA EN CUANTO 
CONDENÓ A LA ENCAUSADA POR EL DELITO DE IMSOLVENCIA 
SOCIETARIA FRAUDULENTA, ABSOLVIÉNDOLE DE DICHA IMPUTA- 
CIÓN, EN 5U MÉRITO SE ABATE LA PENA IMPUESTA A DOS AÑOS 


DE FEMITENCIARÍA., 
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OPORTUNAMENTE 


2907 ESTE E LA SUPREMA 
CORTE DIE SUSTICIA 


E 


¡7 
a 


O PROTÓ 


IE RCA A EA TA 
CORTE BE JISTATA 


DISCORDE: Sólo en 

cuanto estimo que, 
además, debe revo- 
e? carse la imputación 


DE ALFREDO O. GÓMEZ TEDESCHI 
MIMISTRO de fraude concursal 


iordinal 2* del articulo 43 de la Ley N” 2.230), y en 


consecuencia, corresponde absolver a la imputada. 


Me limitaré, entonces, 4 exponer las 
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razones de esta discordía parcial. 


Ho es por ser excesivamente punti- 
lloso, pero no advierto que, conforme a los supuestos 
fácticos que el Tribunal tiene ¡por probados, 56 
configure el referido ilícito. 

La norma en cuestión exige que se 
trate de un ”... acreedor supuesto...” 6 de un "... 
acreedor con crédito exagerado. ..”, hábiéndose estimado 
de aplicación, al casó qué nos ocupa, la primera hipó- 
tesia. 

En términos generales, puede soste- 
nerse que acreedor supuesto sería aquél que no reviste 
la calidad real de tal, se presenta con un crédito que, 
en realidad, no tiene. 

Antes de seguir, me parece del caso 
precisar que Tiendas San*Francisco "presentó dos solici- 
tudes de concordatos: uno Judicial, el 2511/1997, en el 
que aparece cono acreedor Leumi le israel, y, otro 
extrajudicial el 7/5/1998, en el que aparece Gardinel 
Corp., y no Laumi. 

Luego, el 13/9/1959, hay un concurso 
civil voluntario de Ernesto Béjar en el que aparece éste 
como deudor de Leumi. 

La instrucción ha sido pobre, el es- 
fuerzo probatorio estuvo casi todo a cargo de los denun- 


ciantes y de la Defensa, digo esto entre otras razones, 
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porque nadie investigó si Béjar, como persona física, 
también era deudor de Leumi. 

La Sra. Fiscal plantea la cuestión 
como duda (fs. 5917), y la duda, en definitiva e inapro- 
piadamente, la resuelve en perjuicio de la justiciable. 

Y bien, está plenamente probado que 
Tiendas San Francisco $S.h. era deudor de Loumi le 
Israel, y qué esa deuda fue pagada Con fondos debitados 
de la empresa Gardinel Corp. 

Entonces, por lo que viene decirie, 
la deuda era real, y la empresa era real, no es Un 
acreedor inventado, y tan es asi que el propio Tribunal 
dice que: *... dado que según 56 probó, '"Gardinel Int. 
Corp.* compró y se subrogó sin gorantias para proteger 
al deudor...“ (fs. 1102 vto. in finel. 

Entonces, cómo se compadece esto con 
el tipo delictivo atribuido. 

Una cosa es lo que tiene por probado 
el Tribunal, esto 235. que vaciaron San Francisco y otras 
sociedades (£s. 1102 vto.) para engrosar la cuenta de 
Gardinel (fs. 1101 y vto. que motiva uno de los reclamos 
de la Defensa], y 9t13 2053 muy distinta es la hipótesis 
que reclama el ordinal 2% del artículo 43. 

Que se haya hecho la maniobra para 
proteger á4l deudor o perjudicar a los acreedores etc. No 


lo discuto, el problema eE si ese comportamiento 
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reprochado encaja £n el 2upuaato legal que noz Ocupa. 

En realidad, «n la tesis de la 
sentenció en estudio, con los supuestos plenanente 
probados que esgrime el Tribunal, en la hipótesis que 
maneja del supueste del patrimonio Único 0 sociedad de 
hecho lo que debió darse por plenamente probado 03 Que 
se había extinguido el crédito por el pago que hizo la 
alegada sociedad de hecho, con el dinero de San 


Francisco 5.A., Y POr €s0 el acreedor es supuesto. 


Pero esto no 30 tuvo por probado ni 
se explicitó, por el contrario, se afirmó que los ingre- 
sos también provenian de otras sociedades (fs. 1102 vto. 
in fine), y a mi juicio, esto no 4% exigencia carente de 
contenido, una mera formalidad, esto hace al elemento 
material del delito, hacé a que la conducta reprochada 
sea precisamento el delito que se atribuya. 

sin perjuicio de ello, y por eLre 
argumento, la sentencia debe ser casada. 

Dice el Tribunal: "... No enerva la 
conclusión para la configuración del tipo el hecho de 
que “Gardinel Int. Corp.” no haya intervenido en las 
“deliberaciones” según el requerimiento legal (“referen- 
cia de ocasionalidad”), por cuanto la Sala entiende que 
dicho término está usado ampliamente conforme al sentido 
que la propia ley...” ete. (fs. 1103). 


Pripero, una aseveración que en mode 
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alguno puedo compartir: si la ley exige determinado 
requisito para que el tipo delictivo se configura, si el 
requisito no se verifica, el tipo no se configura. 

Esto es el principio de legalidad, 
esto basta pára casar la sentencia. 

Segundo, nada tiene que ver si.,el 
término “deliberaciones” está usado en sentido amplio o 
no. 

Esta cuestión dice relación con la 
discusión de si la hipótesis delictual que nos ocupa 5e 
puede verificar sólo en el concordato judiciól (tesis a 
la que me afilio), o, si también es extensible al 
concordato extrajudicial. 

Púusa bien, pera aquéllos que 5e 
afilian a esta última postura €s preciso alegar y 
probar: a) que hubieran deliberaciones en esfora privada 
o extrajudicial, y. b) que +n ellas intervino “l acrea- 
der supuesto (“han becho intervenir” preceptivamen te 
impone la norma). 

No bastan las conjeturas que debie- 
ron existir, cuál es la práctica del pais, ete. tal como 
dice el Ministerio Público (fs. 1154 y wto.). NO: 5e 


trata de un requisito del tipo delictivo, y por tante, 


tiene que estar articulado y planamon te probado . 


Tal como señala BAYARDO: *... Refe- 


rencias de ocasionalidad. Algunas veces el tipo del 
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CÁMARA DE SENADORES 


delito, es decir, la figura delictiva, se integra Segun | 


reforencias al tiempo, lugar y ocasión en que 58 cunplé 


la acción. -+ 
dj Referencias a la ocasión. Exis- 


ten referencias típicas ocasionales que tienen un valor 
esencial en lo que concierne a la configuración penal. 
También en esta hipótesis, su ausencía enerva la aludida 
configuración (se refiere a la deliectual)...* (Tratado, 
Tomo 11, págs. 183 y 184). 

Entonces, para que se configura el 
delito en el concordato extrajudicial, de lo que se tra- 
ta es de probar cuándo, dónde, cuántas veces, quiénes 
intervinieron en las reuniones y deliberaciones, y, muy 
especialmente, si participó el acreedor supuesto. 

Si esto no se prueba el delito no se 
configura, podrá ser cualquier otra figura delictiva o 
ninguna, pero a los efectos del articulo 43, ordinal 2”, 
la conducta resulta atípica, y queda por fuera de la 
misma. 

Ni la Señora Fiscal ni el Señor Juez 
de primera instancia, dieron por probada la existencia 
de deliberaciones, en especial, la £ra. Fiscal que tenia 
la carga procesal de alegar y probar el punteo, ni 
siquiera se ocupó del asunto. 

Como ya vimos, el Tribunal afirma lo 


contrario, esto es que la referencia de ocasionalidad de 
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lla figura no se cumplió: Gardinel no intervino en las 
deliberaciones, y más aun, ni siquiera tiene por probado 
que éstas se hayan rcoalizado con la participación de 
Otros Acreedores. 

Pero además, perfectamente pudieron 
existir negociaciones mano a maño con cada aoréstitr en 
particular, hasta conseguir las mayorciás, y esto no ez 
deliberar (rectius: tratar y reflexionar un asunto enbre 
varios). 

finalmente, a mi juicio, colincidien- 
de con la Defensa, el delito previsto en el ordinal 2* 
del artículo 43 de la Ley N* 2.230 sólo se puede 
configurar en el supuesto del concordato preventivo 
judicial, único instituto en que, preceptivamente, 
funciona la Junta de AÁrrebdores. 

Es cierto que el legislador de 1893 
utiliza vacias veces el término "deliberaciones”, en 
realidad cuatro veces: artículos 11, 33, 33 inciso 2* y 
$1, normas que ligan dicho vocablo al ámbito del funcio- 
namiento de órganos previstos en la propia Ley N” 2.230. 

El artículo 11, se refiere a las 
deliberaciones del directorio de las sociedades anóni- 
mas, siendo responsables loz diroctores por inejecución 
o mal desempeño del mandato, ete., salvo que faltasen a 
la sesión en que se adoptó la resolución, o, si hubieren 


concurrido ”... protestasen contra las deliberaciones de 


17 de noviembre de 2010 CÁMARA DE SENADORES 1271-C.S. 


la mayoria...”. 


Los articulos 26 y 88., ya en sede 
de liquidación judicial, regulan lo relativo al llamado 
a los acreedores a Junta, y-el artículo 33 autoriza a 
que: *,,. Cuando no haya tiempo de terminar ordenada- 
mente las deliberaciones de la reunión, el Juez de Co- 
acto podrá aplazarla...”. 

El artículo 81 se refiere a la lí- 
quidación de los "bancos de crédito territorial cuyo 
único negocio ordinario consista en la emisión de cádu- 
las hipotecarias...” aludiendo al ”... voto de sus tene- 
dores en cualquiera de sus deliberaciones a que dé lugar 
la liquidación...-". etc. 

Es decir, el término “deliberacio”- 
nes” sienpre aparece roferido al funcionamiento de una 
junta legalmente establecida, cualquiera fuera el motivo 
de su reunión, y el señalado caso de los directorios. 

Es decir, ya sea porque la Junta de 
Acreedores sólo funciona preceptivamente en él concorda- 
to preventivo judicial, asi como porque siempre el tér- 
mino aparece referido al foncionsniento de algón órgano 
al que alude la propia ley, *n mi opinión, el delito 
previsto en el ordinal 2* del artículo 43 de la Ley H* 
2,230 sólo puede verificarse en el ámbito del concorda- 
to preventivo judicial. 


El articulo 72 dice que cuando las 
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0 


| bases del concordato no estén aceptadas por los acreedo- 


res se aplicarán los artículos 26, 27, 30, 31, 33, $4, 
35 y 36 de la ley, que se refieren, entre otras 20943, 4 
la Junta de Acreedores. | 

En cambie, si esas bases están acep- 
tadas, se aplican los articulos 38, 39 y 40, que dicho 
someramente se refieren al informe de los sindicos, a la 
publicación del concordato, a la oposición de los acree- 
dores o su adhesión. No hay prevista Junta de Acreedores 
para oponerse o adherirse al concordato, sino que las 
aismas se canalizan por otra via. 

Tan es ello asi que la ley lo dice 
expresamente, en el artículo 37, cuando señala que la 
= .. reunión de acreedores establecida en el articulo 26 
no será necesaria...” cuando el concordato se hubiese 
celebrado privadamente. 

si el delito no estuviera referido 
al concordato judicial, hubiera bastado que el legisla- 
dor eliminara la exigencia de *... en las deliberacio- 
nes...”, y no se puede decir que el concordato extraju- 
dicial no lo tuvo presente porque precisamente lo instí- 


tuyo. 
La interpretación extensiva que 3e 


propicia, tal como señala la Defensa, es en perjuició 


del justiciable. 


En mi opinión, la interpretación no - 
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== 


- 


sólo extensiva, sino además conjetural que propicia la 
Fiscalia de Corte, licús la exigencia de la norma en 


estudio. 


LOBRTE DE JUSTICIA, 
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Eontevideo, 25 de junio de 2016 


VISTO y CONSIDERANDO: , 
0 a la encausada ESTER VINITEEY ZEBRAF la Suprema Corke 
de Justicia le concedió el beneficio de la Libertad condicional. 


Que de la plonilla de asntecidentes del 1,T.F. surge que 12 
enceusada no cometió nuevo delito durante el término de vigilame. 
a que astuvó ruleta. 


Asimismo curqe que sé padoció error en el oficio N* 457 
librado al 1.T.F. (fs. 1208), que posteriormente Pue enpendado por 
oficio MN! 1169 de fecha 3/11/2008 y que co aparéce mlificado en 
la planilla del 1.7.F. de £5.. 1326. 


RESUELVO: 
Beclárata por extinguida la para impubsta ún autos € ESTHER 
VINITSEY ZEBRAR y por definitiva su libertad. 


Librenee lós oficios y espanicaciones correspondientes 
archivena. 


De. Mámtor Walebel 
Juez Letrado 
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SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración. 


Antes de dar la palabra al Miembro Informante, 
quiero advertir que no tenemos disposiciones forma- 
les que refieran directamente a la metodología para 
el tratamiento de este tema. Por lo tanto, la Presiden- 
cia sugiere aplicar el artículo 71 del Reglamento para 
esta discusión. 


Se va a votar si se aplica ese criterio. 
(Se vota:) 
- 27 en 30. Afirmativa. 


Tiene la palabra el Miembro Informante por la 
mayoría, señor Senador Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señora Presidenta: voy a pre- 
sentar este informe en nombre de los Senadores del 
Frente Amplio que integramos la Comisión Investi- 
gadora. 


En atención a lo dispuesto en los artículos 155 y 
156 del Reglamento del Senado y en el artículo 36 de 
la Ley N” 16.698, que regula las Comisiones Investi- 
gadoras, esta Comisión y los Senadores de la fuerza 
política Frente Amplio llegamos a determinadas con- 
clusiones. 


La Comisión Investigadora ha concluido su traba- 
jo en el plazo de 60 días que estipuló la Cámara de 
Senadores para el estudio e investigación de la ac- 
tividad de esta Cámara en el tratamiento de la Ley 
N* 18.411, sus efectos y sus consideraciones, y esta- 
mos elevando al Cuerpo el informe al que haremos 
referencia a continuación. 


El informe de la Comisión Investigadora es sobre 
la actividad de la Cámara de Senadores en el trata- 
miento de la Ley N* 18.411, incluyendo los aspectos 
vinculados a su discusión, aprobación y puesta en 
vigencia. Dicha Comisión Investigadora fue confor- 
mada por la Cámara de Senadores con fecha 1% de 
setiembre del corriente, atento al informe producido 
por la Comisión Preinvestigadora ante nota presen- 
tada por el señor Senador Ope Pasquet, con el voto 
conforme de la totalidad de los miembros presentes 
del Senado. Para su integración se designó a los se- 
ñores Senadores Rodolfo Nin Novoa, Mónica Xavier, 
Carlos Baráibar y quien habla -que la presidiera-, por 
el Frente Amplio; Carlos Moreira y Francisco Gallinal, 
por el Partido Nacional; y José Amorín Batlle, por el 
Partido Colorado. Cabe consignar que el mecanismo 
para su funcionamiento fue revestirla de carácter 
público y su finalidad quedó restringida al específico 
proceso de la aprobación de la Ley N* 18.411, esta- 
bleciéndose un plazo de 60 días para su actuación. 
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En el marco de las actuaciones de la Comisión se 
recibió al Senador denunciante, doctor Ope Pasquet 
Iribarne, así como a los señores Senadores actuantes 
en la Legislatura pasada: Margarita Percovich, Isaac 
Alfie, Rafael Michelini y el promotor del proyecto, 
Sergio Abreu. Asimismo, concurrieron los entonces 
Representantes Nacionales Álvaro Lorenzo y Diego 
Cánepa. Por otra parte, se citó al entonces Ministro 
de Economía y Finanzas y actual Vicepresidente de la 
República, contador Danilo Astori; al doctor Gonzalo 
Fernández, que actuara en la Secretaría de la Presi- 
dencia y como Ministro de Relaciones Exteriores y 
de Defensa Nacional en el Período precedente; y a la 
doctora Cecilia Salom. También se recibió en su seno 
a los doctores Ana María Segovia, asesora jurídica de 
la Presidencia de la República, y Javier Gomensoro, 
en representación del Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas. 


Debe hacerse referencia a que oportunamente se 
remitió interrogatorio al ex Presidente de la Repúbli- 
ca, doctor Tabaré Vázquez, quien en su momento dio 
respuesta, como surge del informativo documental 
agregado a este informe. 


Como medidas complementarias, se solicitó la 
agregación del testimonio de las actuaciones vincu- 
ladas al expediente judicial ficha TUE 91- 163/2002, 
solicitándose también al Ministerio de Economía y Fi- 
nanzas la remisión de la copia del expediente referido 
al proceso de presentación del proyecto tendiente a la 
reforma de la legislación de concursos. Se agregaron, 
también, publicaciones de la prensa nacional. 


Como manifestación previa a las conclusiones a 
que se ha arribado, debe señalarse que en modo al- 
guno esta Comisión pretende agotar el análisis de las 
cuestiones sometidas a su consideración más allá del 
proceso de aprobación de la ley y, por tanto, tampoco 
invadir el ámbito de investigación que se lleva adelan- 
te en la Justicia. 


Una vez analizada toda la materia probatoria in- 
corporada a la presente investigación, se ha llegado a 
las conclusiones que a continuación se detallan. 


En primer término, cabe hacer referencia a la ac- 
tuación específica del Senado de la República y, en lo 
que refiere a los elementos escrutados, a las actuacio- 
nes de la Cámara de Representantes o el Parlamen- 
to Nacional, si se estimara del caso. En una primera 
valoración, como conclusión forzada de la lectura de 
estas actuaciones, debe extraerse que el Senado de 
la República actuó con autonomía y fundamento en 
esta cuestión. Ha habido una coincidencia muy clara 
entre todos los Legisladores concurrentes al señalar 
que las acciones legislativas tuvieron como intención 
evitar la multiplicación de normas en nuestro siste- 
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ma jurídico. En tal sentido, resulta diáfano el apor- 
te de las expresiones vertidas por el señor Senador 
Sergio Abreu, propulsor y alma máter del proyecto 
finalmente aprobado. En efecto, el señor Senador 
Abreu -quien ya había sido Miembro Informante en 
el proceso sancionatorio de la Ley N” 18.387-, lue- 
go de una conversación casual en su despacho del 
Ministerio de Relaciones Exteriores con el entonces 
Canciller de la República, doctor Gonzalo Fernández 
-quien le sugiriera a través de un comentario puntual 
la conveniencia de la derogación de los artículos 42 
al 44 y 76 de la Ley N* 2.230, con la finalidad de 
evitar la duplicación de figuras delictivas, y dada su 
familiaridad con la Ley N* 18.387-, tomó buena nota 
de la sugerencia que provenía de un destacado jurista 
que, incluso, tenía un libro de su autoría a este res- 
pecto. El propio señor Senador Abreu manifiesta, en 
una Sesión de la Comisión: “Analicé las disposiciones 
penales vigentes en la materia, las disposiciones del 
nuevo régimen legal, así como el artículo 256 de la 
nueva ley -las derogaciones- , y concluí, por múlti- 
ples razones que desarrollaré, que le asistía razón al 
doctor Gonzalo Fernández”. Abundando más a este 
respecto, el señor Senador Abreu resalta que la suge- 
rencia que recibió del doctor Fernández fue de pura 
técnica jurídica, afirmando que en ese diálogo, en 
momento alguno estuvo presente ningún caso en pat- 
ticular. Y agregó el mismo Legislador que ni el doctor 
Fernández introdujo ese tema en el análisis ni él lo 
hubiera admitido porque, como más tarde insistiría el 
propio señor Senador Abreu, se legisla con propósito 
general y abstracto y no existen razones por las cuales 
un Legislador deba estar recabando información so- 
bre desarrollos judiciales particulares en el ejercicio 
de la función legislativa. 


De la simple lectura de estas expresiones, resulta 
prístino el espíritu que moviera tanto al Legislador 
que promueve la norma como a su casual interlocu- 
tor en la oportunidad señalada. No puede concluirse 
en modo alguno, entonces, que haya existido ninguna 
suerte de presión o elemento que apunte a dubitacio- 
nes en cuanto a la actitud que se tuvo al promover la 
aplicación de la norma discutida. 


Es conclusión inequívoca y contundente que en el 
proceso de aprobación de la Ley N* 18.411 no existió 
ningún tipo de situación diferencial con el trámite 
de aprobación de cualquier otra ley, lo que abona el 
suceso de la única duda momentánea que se genera 
a nivel de la Cámara de Representantes, cuando una 
vez más se consulta al doctor Gonzalo Fernández, te- 
léfono de por medio, y este aporta su posición respec- 
to a la cuestión, también desde el sitial de conocedor 
de la cuestión jurídica, en este caso, puntualmente, 
en el ámbito del Derecho Procesal Penal. 


En cuanto a la actuación de la doctora Salom en 
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el expediente judicial relativo al caso Peirano, defen- 
diendo a un encausado diferente de los mencionados, 
este extremo excede claramente el objetivo de esta 
investigación. No obstante, puede decirse que su ac- 
cionar en esa área no tuvo nada que ver con el proce- 
so de aprobación de la norma en cuestión, y no puede 
sostenerse que ella o el doctor Gonzalo Fernández 
hayan intentado aprovechar las condiciones de este 
último para obtener un beneficio procesal particular. 
Toda otra interpretación consiste en tratar de desvir- 
tuar los elementos probatorios, tanto testimoniales 
como documentales, obrantes en esta investigación. 


Respecto, puntualmente, a las declaraciones y 
el material, así como a los elementos documentales 
aportados por el doctor Fernández, ello contribuye 
claramente a la interpretación de que no existió en 
su accionar conducta tendiente a influenciar la apro- 
bación de la norma en análisis por motivos espurios 
o ilegítimos. Muy por el contrario, su aporte se debió 
a consultas de terceros, basado en su notorio conoci- 
miento del Derecho Penal, no habiendo tenido una 
actuación impulsora o protagónica en el proceso de 
la ley, quedando siempre a lo que el Parlamento Na- 
cional decidiese y, en la medida de sus posibilidades, 
alertando cuando entendió que se estaba al borde de 
cometer un acto equívoco. 


En definitiva, y no existiendo mérito alguno para 
la prosecución de la labor de esta Comisión Investiga- 
dora, corresponde disponer el archivo de las actuacio- 
nes cumplidas y los documentos a ellas incorporados. 


Es cuanto tenía para informar. 
Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el 
Miembro Informante en minoría, señor Senador Mo- 
reira. 


SEÑOR MOREIRA.- Nuestro informe fue redac- 
tado y suscrito por los tres miembros de la minoría, 
es decir, los dos representantes del Partido Nacional, 
señores Senadores Gallinal y quien habla, y el del 
Partido Colorado, señor Senador Amorín. 


Voy a tratar de resumir este informe sobre la ac- 
tuación de una Comisión Investigadora que, como 
señaló el señor Senador Saravia, tenía una mate- 
ria objeto a investigar, acordada por el Cuerpo. Eso 
era fundamental, porque debía estar claro qué era 
lo que debía investigarse. En concreto, la cuestión 
a investigar era todo lo relativo al tratamiento de la 
Ley N* 18.411, incluyendo los aspectos vinculados a 
su discusión, aprobación y puesta en vigencia. Esto 
abarcaba, no solo la actividad del Cuerpo legislativo 
en cuanto a la aprobación por las dos Cámaras, sino 
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también el acto jurídico de la promulgación por parte 
del Poder Ejecutivo. 


Se cumplieron todos los trámites establecidos en 
el Reglamento del Senado, la Constitución de la Re- 
pública y la Ley N” 16.698. Se constituyó la Comi- 
sión, comenzó a trabajar, y dentro del plazo de 60 días 
dispuesto se realizó toda la instrucción y las diligen- 
cias probatorias que todos sus integrantes entendie- 
ron menester realizar a los efectos de dar la debida 
transparencia al procedimiento. Quiero resaltar esto, 
porque en más de una oportunidad fue cuestionada 
la diligencia de este Cuerpo en cuanto a la aprobación 
de esta ley; es así que creo que también estaba en jue- 
go el prestigio del Poder que integramos. Por esas ra- 
zones nos parecía del caso agotar todas las instancias 
imprescindibles para tener los elementos de juicio y 
convicción necesarios como para arribar a determi- 
nadas conclusiones, que son diferentes en el caso de 
los informes en mayoría y en minoría. 


Quiero destacar la resolución inicial del Senado 
que dio lugar a la formación de la Comisión Inves- 
tigadora, así como el clima que se vivió en ella. Sin 
perjuicio de las diferencias de criterio que tenemos 
sobre algunas de las cuestiones investigadas y respec- 
to de la actuación de determinada persona, siempre 
predominó un ambiente de amplitud. No obstante las 
discusiones, todas las diligencias probatorias que se 
solicitaron -incluso, interrogatorios escritos dirigidos 
al ex Presidente de la República y a la Suprema Corte 
de Justicia- fueron aprobadas, algunas por mayoría, 
pero casi todas por unanimidad. En consecuencia, en 
ese sentido nada podemos decir, ya que todas las ac- 
ciones que entendimos razonables y pertinentes en 
este caso se llevaron a cabo. Además, salvo el caso 
de un abogado, los demás testigos comparecieron a 
la citación realizada. Tengamos en cuenta que las 
posibilidades coercitivas de esta Comisión no tienen 
nada que ver con las de una actuación ante la Justicia 
competente; en realidad, no tiene ningún poder coer- 
citivo sobre personas ajenas al Cuerpo. En cualquier 
caso, queremos dar cuenta de que todos aquellos que 
fueron llamados a prestar testimonio, lo hicieron. 
Luego podremos señalar nuestra opinión respecto 
del tenor de las declaraciones, pero siempre existió 
la disposición a declarar. Entiendo que es un aspecto 
muy positivo a destacar. 


El señor Senador Saravia ya dio cuenta de quiénes 
concurrieron y de la prueba por oficio que se solicitó. 
Como elementos de juicio para llegar a conclusiones 
determinadas o a recomendaciones, debemos tomar 
en cuenta el trámite parlamentario de aprobación de 
la ley, ya que ese era el objeto central del trabajo de 
la Comisión. Del análisis de las versiones taquigrá- 
ficas respectivas del Senado de la República y de la 
Cámara de Representantes pueden extraerse muy 
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pocas cosas. En el primero de los casos, el proyec- 
to que luego se transformara en la Ley N* 18.411 se 
presentó en medio de una Sesión en la que se consi- 
deraban dos iniciativas de gran importancia, una de 
ellas relativa a la modificación del régimen de retiros 
policiales -que dio lugar a un debate muy prolonga- 
do- y la otra vinculada al sistema cooperativo. Insis- 
to, eran dos proyectos de gran porte y envergadura, 
que dieron lugar a un debate sustancioso y muy lar- 
go. Reitero que en medio de esa Sesión se presentó 
como urgente el proyecto que luego dio lugar a la Ley 
N* 18.411. Es bueno destacar que las razones de ur- 
gencia no asistían al proyecto de ley en lo que refería 
a la derogación de los artículos 42 a 46 y 76 de la Ley 
N* 2,230, sino a la realidad angustiosa del CASMU, 
institución mutual que estaba en situación de cesa- 
ción de pagos y, prácticamente, de liquidación, que 
solo podía seguir subsistiendo en la medida en que se 
amparara en el nuevo régimen concursal previsto en 
la Ley N* 18.387, que había sido promulgada dos o 
tres días antes. En concreto, la urgencia venía moti- 
vada por lo dispuesto en el artículo 1” y no por lo que 
establecía el artículo 2%, que fue el que luego generó 
una enorme polémica por las consecuencias procesa- 
les que recayeron en una causa de gran notoriedad, 
que tuvo que ver con un caso muy sonado y doloroso, 
como lo fue la quiebra de instituciones bancarias diri- 
gidas por los hermanos Peirano, lo que determinó su 
procesamiento, condena y prisión, como así también 
la de otros varios imputados. Quiere decir que el pro- 
yecto de ley, redactado por nuestro correligionario, el 
señor Senador Abreu, y firmado por los señores Se- 
nadores Michelini, Alfie y Percovich, tuvo un trámite 
muy corto. Simplemente medió un brevísimo informe 
de la señora Senadora Percovich fundando la nece- 
sidad de la aprobación de la norma en la situación 
del CASMU, en lo que refería al artículo 1%, y la de- 
rogación de estos artículos de índole penal de la Ley 
N* 2.230, viejísima norma de fines del siglo XIX en 
que, atento a otras disposiciones aprobadas -las Leyes 
Nos. 14.095 y 18.387-, el hecho de no modificarla 
implicaba una duplicación y, en algunos casos, has- 
ta una triplicación de responsabilidades penales por 
conductas prácticamente idénticas. En resumen, en 
eso se basó el informe de la señora Senadora Perco- 
vich, tal como surge de la versión taquigráfica. 


Algo muy similar, aunque con algún matiz dife- 
rente, sucedió en la Cámara de Representantes pocos 
días después, donde también se aprobó -al igual que 
en el Senado-, sin previo pasaje por la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Admi- 
nistración, como hubiera correspondido. Una inter- 
vención del entonces Diputado Lorenzo planteó du- 
das respecto de la derogación de estos artículos de la 
ley. Como consecuencia de ello, se votó un brevísimo 
cuarto intermedio de 5 minutos, que finalmente se 
extendió por 35, durante el cual mantuvo dos con- 
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versaciones telefónicas, una de ellas con el ex Can- 
ciller, doctor Gonzalo Fernández -catedrático Grado 
5 en Derecho Penal-, a quien pidió que le explicara 
los alcances y eventuales riesgos que podrían surgir 
en caso de aprobarse esa ley. Después de esa conver- 
sación, el entonces Representante Lorenzo se dio por 
satisfecho con la respuesta del doctor Fernández y 
acompañó el proyecto de ley, que en la otra Cámara 
se aprobó por unanimidad. En el Senado, en cambio, 
el resultado fue de 21 votos en 23, aunque no hubo 
ninguna voz que se alzara en contra de la convenien- 
cia de la derogación de algunos artículos de la Ley 
N* 2.230. 


De modo que muy pocas son las conclusiones que 
pueden extraerse a partir de ese trámite de aproba- 
ción en ambas Cámaras legislativas que, por otra par- 
te, fue brevísimo, sin previo pasaje por la Comisión, y 
sin debate, salvo en lo relativo al cuarto intermedio, 
en cuyo caso la discusión se centró, más que nada, 
en su duración y no en el fondo de la cuestión. No 
obstante, sí contamos con más información sobre 
determinadas actuaciones, detalladas en dos volumi- 
nosos expedientes -los tenemos en nuestras mesas; 
imagino que los señores Senadores los habrán leído-, 
de donde se puede extraer otro tipo de conclusiones 
y sugerir nuevas recomendaciones. De este material 
surgen otras instancias llevadas a cabo en el ámbito 
parlamentario, especialmente aquella Sesión en la 
que el señor Senador Abreu promueve la cuestión de 
fueros debido a las consecuencias generadas a partir 
de la aprobación del artículo 2% de la Ley N* 18.411. 
En esa oportunidad, en calidad de Senador de la Re- 
pública, el doctor Gonzalo Fernández ocupó la banca 
que está a mi lado y brindó sus explicaciones. El se- 
ñor Senador Abreu señaló las razones por las cuales 
entendió procedente y conveniente la derogación de 
esos artículos y el doctor Fernández, coincidiendo con 
esa conveniencia y procedencia, admitió haber reali- 
zado una sugerencia -en una conversación que man- 
tuviera un par de meses antes con el señor Senador 
Abreu en el Ministerio de Relaciones Exteriores- en 
cuanto a la derogación de estas disposiciones penales 
contenidas en la Ley N” 2.230, precisamente por las 
mismas razones que aquí manifestara, brevemente, 
la ex Senadora Percovich: evitar la duplicación o tri- 
plicación de la responsabilidad penal emergente de 
conductas prácticamente idénticas. 


Más adelante abundaré en los argumentos téc- 
nicos; no obstante ello, quiero advertir que en ese 
momento, sin perjuicio de que hubiera visiones coin- 
cidentes sobre la sugerencia técnica, hubo distintas 
posturas en otros aspectos. 


Me importa señalar ahora que sí es cierto que en 
la instancia parlamentaria el doctor Fernández omitió 
referirse a su condición de representante legal en dos 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


causas: una de ellas era el juicio contra los hermanos 
Peirano y la otra tenía relación con una demanda di- 
ferente. Precisamente, esas dos causas se fundaban 
en la aplicación de estas disposiciones penales de la 
Ley N* 2.230, en un caso el artículo 76, y en el otro, 
el 43. De modo que, la instancia parlamentaria de 
la que se puede extraer alguna conclusión es la que 
antes mencioné, sobre la que, además, la prensa ha 
informado en forma recurrente. 


En el ámbito de la Justicia competente, entre los 
elementos de juicio aportados -que también figuran 
aquí- se deberá tener en cuenta las causas penales a 
que acabo de hacer referencia. Una de ellas, como dije 
antes, se relaciona con los hermanos Peirano -sobre la 
que se dictó sentencia de procesamiento, pero aún 
no hay condena porque el trámite está en la etapa de 
casación ante la Suprema Corte de Justicia, en virtud 
de que hubo cambios en la acusación fiscal- y la otra 
refiere al señor Juan Domingo Ratti. En este último 
caso la doctora Cecilia Salom actuaba como titular y 
el doctor Gonzalo Fernández como codefensor. Como 
prueba de ello disponemos del material que fuera 
aportado por la propia doctora Salom, que contiene 
copia de las actuaciones judiciales del expediente de 
los hermanos Peirano, donde figura también la desig- 
nación de ambos profesionales. 


Es oportuno aclarar que el señor Ratti había obte- 
nido su libertad en el año 2003, mientras que la ley 
en cuestión fue aprobada en el año 2008. Además de 
ser codefensor, el doctor Fernández aparece firmando 
tres escritos judiciales en instancias procesales -en 
algún caso solo y en otros junto a la doctora Salom-, 
para la debida defensa de su cliente, en este caso el 
señor Ratti. Aparece también otro expediente penal 
que no tiene ninguna relación con este, que se refie- 
re a la defensa de la señora Esther Vinitsky, a quien 
se le imputaba un hecho diferente, quien finalmente 
fuera condenada por aplicación del artículo 43 de la 
Ley N* 2.230. 


Asimismo, pueden extraerse conclusiones de algunos 
expedientes administrativos. Uno de ellos proviene 
del Ministerio de Economía y Finanzas y se relacio- 
na con los detalles de elaboración del proyecto de ley 
remitido a la Cámara de Representantes, que fuera 
aprobado y se convirtiera en la Ley N* 18.387, o sea, 
la ley madre, denominada Declaración de Concurso 
y Reorganización Empresarial. En este caso aparece 
una contradicción -que marcamos en el seno de la 
Comisión y que incluimos en nuestro informe- entre 
las declaraciones del señor Presidente del Senado, 
contador Danilo Astori, y del doctor Gonzalo Fernán- 
dez, precisamente con respecto a un artículo conte- 
nido y luego eliminado del texto de la Ley N” 18.387. 
Según recuerdo, el doctor Fernández señaló que lue- 
go de tener contacto con el proyecto -esto sucedió en 
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el año 2006, cuando fue redactado- advirtió que la 
derogación del artículo 76 de la Ley N* 2.230 iba a 
traer una consecuencia inmediata, que sería la libe- 
ración de los hermanos Peirano, que en ese momento 
se encontraban procesados y privados de su libertad. 


Cuando el proyecto en cuestión -elaborado por 
catedráticos de Derecho Comercial de la Facultad 
de Derecho y algunos Abogados del Ministerio de 
Economía y Finanzas- es remitido a la Presidencia 
de la República, el doctor Fernández advierte sobre 
esa consecuencia que podría traer la derogación del 
artículo 76 y, según sus palabras, ese fue el primer 
y único contacto que había tenido con dicho proyec- 
to. En realidad no fue así, porque el propio conta- 
dor Astori señaló que en la remisión de ese proyecto 
hubo dos instancias: una, en la que la derogación 
del artículo 76 no estaba contenida en el proyecto 
proveniente del Ministerio de Economía y Finan- 
zas, y otra, en la que el doctor Fernández redacta 
un informe jurídico en el que aconsejaba incluir la 
derogación del artículo 76. A este respecto, podemos 
agregar que en la documentación de que dispone- 
mos obra un informe escrito en el que se aconseja la 
derogación del artículo 76. 


Por tanto, estamos ante una contradicción eviden- 
te, aunque luego todos coinciden en que hubo una 
advertencia verbal, vía telefónica, por parte del doc- 
tor Fernández, previendo las consecuencias que po- 
drían sobrevenir en la causa de los hermanos Peirano 
a partir de esa derogación. Reitero: en ese momen- 
to estos encausados se encontraban privados de su 
libertad, por lo que la derogación habría significado 
que quedaran en libertad en virtud de la retroactivi- 
dad de la ley penal más benigna. Por tanto, es notorio 
que allí hubo una contradicción. 


Si bien lo voy a reiterar al final de mi exposición, 
debo decir que surgen elementos de las versiones ta- 
quigráficas que reflejan el trámite de aprobación de 
las dos leyes -unidas en cuanto a las eventuales res- 
ponsabilidades-, así como también de las actuaciones 
judiciales y administrativas, y de los testimonios re- 
cogidos en el seno de la Comisión. En este ámbito 
-y fuera de él- se ha cuestionado la forma que tuvo 
el trámite de aprobación de la ley, y la conveniencia, 
oportunidad y procedencia de la aprobación del ar- 
tículo 2% de la Ley N* 18.411. Después de leer con 
detenimiento y de tener acceso a todos los elemen- 
tos con base jurídica a disposición de todos los Le- 
gisladores, así como a las innumerables referencias 
bibliográficas y doctrinarias, estamos convencidos de 
que, desde el punto de vista estrictamente jurídico, 
el Parlamento actuó muy bien al derogar, mediante 
el artículo 2*, las disposiciones finales de la vieja Ley 
N* 2.230. Así lo dicen casi unánimemente maestros 
como Sebastián Soler -lo cito en mi informe-, quien 
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en su tiempo ya hablaba de que estas disposiciones 
eran un monstruo jurídico innominado. También 
puedo citar a la doctora Adela Reta, catedrática de 
Derecho Penal, que señalaba que estos casos eran un 
ejemplo de pésima técnica legislativa; era una mu- 
jer muy delicada, pero calificaba estas disposiciones 
como un engendro híbrido que durante años nuestra 
jurisprudencia se ha resistido a manejar con pruden- 
cia por respeto al principio de legalidad. 


La duplicación de las responsabilidades surge con 
meridiana claridad de todos los informes y la prueba 
documental agregada. Eso fue puesto de manifiesto 
muy claramente en el Senado de la República en el 
momento en que se planteó la cuestión de fueros, 
pero sobre todo en la Comisión Investigadora, por 
parte del señor Senador Abreu, al realizar un minu- 
cioso y fundado informe jurídico en apoyo a la perti- 
nencia y conveniencia de la derogación de los artícu- 
los mencionados. 


La consideración de que la derogación fue con- 
veniente, procedente y adecuada desde el punto de 
vista técnico-jurídico es un tema distinto -como lo 
recalco en el informe- de la materia y las conside- 
raciones relativas a las consecuencias jurídicas que 
sobrevinieron -aunque no con carácter definitivo pot- 
que no hay cosa juzgada, ya que todavía está en ca- 
sación ante la Suprema Corte de Justicia- respecto a 
esas causas judiciales a que he hecho referencia y a 
la participación que en ella le cupo al doctor Gonzalo 
Fernández. 


En la materia relativa a las consecuencias, sin que 
signifique una asunción de responsabilidad, queremos 
representar el espíritu y la opinión de la mayoría -práctica- 
mente todos- de los Legisladores que votaron la men- 
tada derogación, al menos en nuestro caso. De haber 
conocido alguna de las eventuales consecuencias de 
tal derogación, hubiéramos exigido un previo pasaje 
del tema por la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción, en la que seguramente hubiera mediado una 
exhaustiva y profunda discusión posterior que apor- 
tara elementos necesarios para postergar o eventual- 
mente rechazar su aprobación, dado que hubiéramos 
puesto el acento en esas consecuencias, que fueron, 
primariamente la clausura de un proceso judicial, 
luego su apelación y ahora, la instancia de casación 
ante la Suprema Corte de Justicia, y cuyo desenlace, 
como cuestión que corresponde a un Poder Judicial 
independiente, solo debemos aguardar. 


SEÑOR GALLINAL.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pude interrumpir el se- 
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ñor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señora Presidenta: el alcan- 
ce de la derogación del artículo 76, que en realidad es 
el objeto principal que nos lleva a estudiar las deriva- 
ciones del tema en la Comisión Investigadora, tiene 
una peculiaridad que creo que corresponde poner de 
manifiesto, porque está entroncada con el fondo de 
la cuestión que estuvimos analizando. Efectivamen- 
te, como ha señalado el señor Senador Moreira, en 
opinión del doctor Sergio Abreu, del doctor Gonzalo 
Fernández -así lo manifestaron en la Comisión-, en 
opinión de juristas de nota consultados por los pre- 
mencionados, y teniendo en cuenta la doctrina exis- 
tente, los alcances de la derogación del artículo 76 
no tendrían consecuencia ni relevancia respecto de 
la causa de los hermanos Peirano. Esa es la opinión 
generalizada o prácticamente unánime -como decía 
el señor Senador Moreira- de los Legisladores que 
intervinieron en la aprobación del proyecto de ley y 
de quienes, desde el Poder Ejecutivo, estudiaron el 
alcance de esta norma, entre ellos, el doctor Gonzalo 
Fernández, en ese entonces Secretario de la Presi- 
dencia de la República. Repito que hay una posición 
prácticamente unánime, defendida por casi todos. 


En oportunidad de comparecer el doctor Gonzalo 
Fernández en el Senado de la República, omite seña- 
lar que era abogado defensor de una de las personas 
implicadas en esta causa. En el informe del Frente 
Amplio se señala que, en cuanto a la intervención de 
la doctora Salom en el expediente judicial relativo al 
caso Peirano, en defensa de un encausado diferente 
a los mencionados, este extremo excede claramente 
el objeto de esta investigación. En realidad, esto no es 
así por dos razones. Primero, porque la intervención 
de la doctora Salom defendiendo a un encausado es 
en carácter de codefensora, pues el otro defensor era 
el doctor Gonzalo Fernández, que no solamente fir- 
ma varios escritos vinculados a la causa, sino que es 
el más importante. En segundo lugar, no excede el 
objeto de esta investigación porque, si bien cuando el 
doctor Gonzalo Fernández comparece en el Senado 
y en la Comisión dice que la derogación del artículo 
76 no alcanza a los involucrados en la causa de los 
Peirano, entre ellos a su defendido, el señor Ratti, en 
el momento de presentarse en el Juzgado para pedir 
que se cierre definitivamente la causa respecto de 
este último expresa la argumentación exactamente 
contraria a la que puso de manifiesto en este ámbito 
y en el de la Comisión, así como la necesidad de dero- 
gar el artículo 76. ¡Vaya si eso alcanza! 


Más aún, el señor Senador Moreira, en un mo- 
mento de la comparecencia del doctor Gonzalo Fer- 
nández a la Comisión, se lo pregunta y le dice: “¿Us- 
ted sostiene en su comparecencia en el Senado pero 
muy especialmente en su comparecencia en la Comi- 
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sión de tres horas y media de duración, en la que de- 
dica una hora y media a fundamentar los alcances de 
la derogación del artículo 76, que esa derogación no 
alcanza la causa de los Peirano y presenta un escrito 
defendiendo a una persona que no nos había dicho 
que defendía, diciendo que sí alcanza la derogación 
del artículo 76?” El doctor Gonzalo Fernández con- 
testó: “Bueno, estaba defendiendo a mi patrocinado”. 
O sea que hay una vinculación muy importante entre 
un tema y otro y se da esta peculiaridad que, me pare- 
ce, corresponde ponerla de manifiesto, porque es un 
elemento efectivamente singular. 


(Suena el timbre indicador de tiempo.) 


- Consulto a la Presidencia si puedo solicitar una 
nueva interrupción al señor Senador Moreira. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No en este momento, 
señor Senador; corresponde votar si se prorroga el 
tiempo de que dispone el señor Senador Moreira. 


(Se vota:) 
- 28 en 30. Afirmativa. 


La Mesa le solicita al señor Senador Gallinal que 
redondee su intervención. 


SEÑOR GALLINAL.- Señora Presidenta: lo que 
señalo con respecto al doctor Gonzalo Fernández en 
cuanto a que era el defensor de Ratti es tan así -con- 
trariamente a lo que se señala en el informe de la 
bancada del Frente Amplio- , que durante su compa- 
recencia en la Comisión dijo: “Efectivamente, yo era 
defensor de Ratti”; quiere decir que aceptó ese hecho 
y agregó: “Me olvidé de señalarlo”. 


Muchas gracias, señor Senador y señora Presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de cederle la pa- 
labra al señor Senador Moreira, la Presidencia saluda 
a los alumnos de 6* año de la Escuela N* 13 de Mon- 
tevideo, que nos visitan en el día de hoy. 


Puede continuar el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Como bien lo señalaba el se- 
ñor Senador Gallinal, es precisamente de este tipo de 
cuestiones que, a la hora de juzgar la conducta del 
doctor Gonzalo Fernández, extraemos algunas con- 
clusiones. Lo manifestado por el señor Senador Ga- 
llinal expone claramente una evidente contradicción 
entre lo expresado por el doctor Fernández en la Co- 
misión y lo manifestado por el ex Diputado Álvaro Lo- 
renzo en cuanto a que en la conversación telefónica 
mantenida, el doctor Fernández le dijo que el artículo 
76 no estaba en juego en la causa de los hermanos 
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Peirano, que el inciso primero de dicho artículo solo 
se había aplicado en tres oportunidades en la histo- 
ria de la jurisprudencia uruguaya -en la quiebra de 
tres bancos- , pero que no se aplicaron ninguna de las 
otras disposiciones penales. El señor Representante 
Lorenzo dijo que nunca en los anales de la Justicia 
uruguaya -creo que esto lo manifiesta el propio doctor 
Gonzalo Fernández- se habían aplicado los otros artí- 
culos. Justamente, el doctor Fernández omite u olvida 
decir que estaba defendiendo a una señora procesada 
por aplicación del artículo 43. Quiere decir que, en 
realidad, no solo el artículo 76 se había aplicado, sino 
también el 43 y a una de sus defendidas. 


De esas contradicciones extraemos algunas con- 
clusiones y debemos hacerlo. Podemos admitir que 
alguien piense lo contrario, pero esa es nuestra ho- 
nesta opinión, que surge de las diferentes actuacio- 
nes, de los testimonios escuchados y de los documen- 
tos a los que hemos tenido ocasión de acceder. Como 
señalaba el señor Senador Gallinal, a nuestro juicio 
no hubo una defensa formal, porque el doctor Gon- 
zalo Fernández suscribe, como abogado codefensor, 
una contestación a una acusación fiscal en un escrito 
de 74 páginas, y no puedo creer que alguien con la 
versación y la categoría profesional que tiene el doc- 
tor Fernández no haya leído las 74 páginas que firma. 


Allí encontramos elementos de juicio que nos per- 
miten llegar a determinadas conclusiones, en primer 
lugar, con respecto a la actuación del Cuerpo. Una de 
las cuestiones que tenemos que analizar es, entonces, 
cómo hemos actuado todos los que estuvimos presen- 
tes y votamos en esa ocasión, es decir, cómo juzgamos 
la conducta de los integrantes de este Cuerpo. En ese 
sentido, reitero lo que expresáramos con respecto a 
la convicción de quienes estuvimos presentes en ese 
momento, en cuanto a que era conveniente y proce- 
dente la derogación de esa vieja ley -de fines del Siglo 
XIX- que ha sido objeto de calificaciones degradantes 
por parte de la mayoría de la doctrina y la jurispru- 
dencia uruguayas. En el informe, quien habla agre- 
gaba, en términos generales, que los Legisladores no 
podemos razonablemente prever, considerar y tener 
en cuenta, cada vez que aprobamos una ley, todos los 
efectos que ella tendrá sobre casos concretos. Esto 
es prácticamente imposible. No podemos saber a qué 
casos concretos se va a aplicar una norma de carácter 
general como el instrumento legislativo, y no solo ha- 
cia el pasado -como en este caso- , por tratarse de una 
norma de naturaleza penal con efectos retroactivos, 
sino también hacia el futuro. Digo esto porque todas 
las leyes, después de su promulgación, tienen efectos 
sobre casos concretos e intereses particulares; en al- 
gunas circunstancias para favorecer y, en otras, para 
causar perjuicio o modificar situaciones actualmente 
existentes. Cuando sancionamos nuevos impuestos 
estamos afectando la situación personal de muchos 
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uruguayos y cuando legislamos en materia laboral 
también afectamos casos particulares. La caracte- 
rística de generalidad y abstracción del instrumento 
legislativo se aplica a los casos concretos, transfor- 
mando y modificando las circunstancias de la vida de 
mucha gente, tanto individual como colectivamente. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador Lacalle Herrera. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señora Presi- 
denta: al muy claro informe de los señores Senado- 
res que lo suscriben, quiero agregar una reflexión 
acerca de la tarea parlamentaria, del concepto que 
hay sobre ella a raíz de estos episodios. Fuera de los 
que conocemos el tratamiento parlamentario y los 
que alguna noción tenemos sobre los aspectos ju- 
rídicos de la actuación de los señores Legisladores, 
ha quedado fijada en la opinión pública la idea de 
que estos son responsables -como muy bien decía 
el señor Senador Moreira- hasta el infinito y hasta 
las últimas consecuencias del efecto de las normas, 
que al ser generales y abstractas no sabemos sobre 
quiénes van a caer, como vestidura jurídica, ni en 
qué circunstancia. Fuera del Recinto, a través de los 
medios, ha quedado la impresión de que los Legis- 
ladores son poco menos que responsables de cual- 
quier consecuencia natural de la norma que aprue- 
ban. Nosotros tenemos que reivindicar el hecho de 
que aquí establecemos parámetros de generalidad. 
Claro está, ese concepto se tiñe de duda cuando de- 
cimos que tenemos que apurar una ley porque, de 
esa manera, entra tal institución o tal circunstancia. 
A veces, al legislar confesamos que hay que apurar 
la aprobación de equis norma para que no venza un 
plazo. Este no es el único caso que se ha dado, y en 
ese trámite legal se refuerza el sentido de que poco 
menos que debemos apagar incendios concretos y 
determinados con una norma jurídica, que por defi- 
nición está dirigida hacia todo aquel al que mañana 
le caiga el sayo de sus disposiciones, que podrán ser 
beneficiosas o perjudiciales para sus intereses. 


Tenemos que reiterar que por algo está el artícu- 
lo 112 de la Constitución, que hemos olvidado citar 
y que expresa: “Los Senadores y los Representantes 
jamás serán responsables por los votos y opiniones 
que emitan durante el desempeño de sus funciones”. 
La palabra responsable, leída por alguien que no ad- 
vierta lo que se quiere decir, puede llevar a que se 
interprete que son irresponsables. No; quiere decir 
que no son responsables, justamente, de este tipo de 
circunstancias. De otra forma, nadie se atrevería a 
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legislar, porque quizás el mes que viene o dentro de 
un año la ley que votemos aquí se utiliza mal y, en- 
tonces, los treinta señores Senadores y el Vicepresi- 
dente de la República podemos ser responsabilizados 
por no prever que Fulanito la iba a aprovechar para 
hacer alguna trapisonda o algo indebido. Nosotros no 
somos responsables y tenemos que reivindicar esa 
condición. 


De la misma manera, los fueros a veces no son 
comprendidos por el vulgar de las personas -como 
sucede con este artículo 112-, pero están en la esen- 
cia de la gestión del Legislador, el cual no puede ser 
responsabilizado, por una imposibilidad material de 
prever los actos. La causalidad es infinita; quién sabe 
a manos de qué abogado, estudio o procurador irá 
una norma que podemos haber aprobado durante el 
correr de este año. 


Como yo no integré la Legislatura pasada puedo 
ejercer, no digo una defensa pero sí un reforzamiento 
de esa idea, porque se ha sido muy duro con el Par- 
lamento cuando se ha hablado de este tema. Quizás 
por la simplificación de las noticias - que no transmi- 
ten discursos muy largos- , ha quedado eso. Creo que 
en el informe del señor Senador Moreira estos dos 
primeros párrafos son muy importantes: la norma es 
general y abstracta; no sabemos a quién se va a apli- 
car ni nos interesa. Nos interesa la conveniencia de 
aprobarla hoy, en pro del interés y del bien común, 
como dice otra disposición constitucional. 


Quería expresar estas palabras porque creo que 
profundizan lo que está explicitando mi compañero y 
amigo, el señor Senador Moreira. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una inte- 


Pa 


rrupción, señor Senador? 
SEÑOR MOREIRA.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: sin 
ánimo de entrar en polémica sobre este punto y qui- 
zás yendo en el mismo sentido que el señor Senador 
Lacalle Herrera, me permito agregar a su reflexión 
que creo que sí hay responsabilidad en algún caso. 
Me parece que el artículo 112 previene que los Le- 
gisladores, cuando votamos, seamos responsabiliza- 
dos desde el punto de vista personal. Eso se establece 
porque, obviamente, un país necesita leyes y uno vota 
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de acuerdo con su leal saber y entender, con la mejor 
intención, como estoy seguro que lo hacemos todos 
los que estamos en el Parlamento. Según la doctrina 
más moderna, el Estado puede ser responsabilizado 
por actos legislativos y ese es un principio general. 
Quien forma la opinión del acto legislativo es el Par- 
lamento. Los Parlamentarios no podemos ser respon- 
sabilizados personalmente porque todos procedemos 
de acuerdo con nuestro leal entender; sin embargo, 
cuando aprobamos una ley asumimos responsabilida- 
des políticas que la ciudadanía juzga cada cinco años. 
Sin lugar a dudas, esa es una responsabilidad que te- 
nemos. Por otro lado, no me parece bueno que tras- 
cienda hacia el exterior -como dijo el señor Senador 
Lacalle Herrera-, por los medios de comunicación, 
fuera de este recinto, que nosotros no podemos ser 
responsabilizados. Entiendo que podemos serlo polí- 
ticamente cada cinco años, cuando la gente renueva 
o no nuestro mandato. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señora Presidenta: precisa- 
mente, iba a señalar que la actuación del Cuerpo le- 
gislativo se enmarcó en un clima de responsabilidad. 
Estoy absolutamente convencido de que ninguno de 
los que votó esta ley lo hizo guiado por algún propó- 
sito espurio o directo. Reitero que la realidad que se 
da todos los días en el Parlamento nos muestra que es 
absolutamente imposible prever todos los alcances de 
las leyes a casos concretos. Naturalmente, el pueblo 
decidirá si las leyes son buenas o malas y si hay que 
modificarlas o no, porque la ley no es un instrumento 
eterno sino que se modifica por otro instrumento de 
igual jerarquía. De modo que en la historia de este 
Cuerpo ha sucedido muchas veces que las leyes se 
modifican recurrentemente, como también van cam- 
biando o permanecen los representantes del pueblo, 
porque así lo imponen las instancias electorales. Las 
realidades imponen el cambio de la legislación. Lo 
que es absolutamente indiscutible es el carácter ge- 
neral y abstracto de la ley, que proviene de sus alcan- 
ces y de los principios generales de Derecho. 


Por lo expuesto, concluimos que tanto el redac- 
tor del proyecto de ley, los firmantes y quienes lo vo- 
taron -lo digo con total convicción- actuaron dentro 
del marco de objetividad y responsabilidad que sus 
investiduras les exigían. El señor Senador Abreu ha 
hecho fundados, minuciosos y exhaustivos informes 
dando cuenta, reitero, de la absoluta conveniencia y 
procedencia de la aprobación del artículo 2” de la Ley 
N* 18.411. Tampoco vamos a decir que todo estuvo 
bárbaro, porque no hay que olvidar que lo sucedido 
-que fue objeto de controversia pública- nos afectó a 
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todos y produjo una lógica y natural preocupación en 
la ciudadanía. No podemos ignorar eso; no nos aplau- 
dieron por estas cosas. Reitero que este hecho generó 
controversias respecto de la actuación del Parlamen- 
to, lo que puede estar marcando la necesidad de in- 
troducir determinados cambios en la actuación del 
Cuerpo parlamentario, que se traduzcan en una mo- 
dificación de su propio Reglamento. 


Tanto en el informe como en otras oportunidades 
he señalado que en el período pasado, por la existen- 
cia de mayorías absolutas en este Cuerpo -que por 
supuesto son legítimas, ya que provienen de la volun- 
tad popular-, muchas veces votamos proyectos de ley 
importantes sin que pasaran por la Comisión o sin 
el examen o estudio exhaustivo que algunas normas 
merecen. Muchas veces, por apremios legislativos de- 
terminados... 


(Intervención del señor Senador Michelini que no 
se escucha.) 


- Acabo de señalar la legitimidad de las mayo- 
rías, que deriva del voto popular, pero digo que eso no 
se ha traducido en buenas prácticas legislativas, en 
algunos casos, no en todos. Recuerdo una ley que vo- 
tamos en el período anterior, concretamente, la Ley 
de Proceso Laboral, que vino a marcha forzada y aho- 
ra el propio Poder Ejecutivo remite un proyecto de 
ley para modificarla, porque tenía disposiciones que 
no eran buenas. Otro ejemplo que podemos dar es 
la Ley de Tercerización. También recuerdo un caso, 
cuando era Presidente del Senado el señor Senador 
Nin Novoa, en que se planteó una reforma del Esta- 
tuto y las transferencias de jugadores profesionales. 
Recuerdo que cuando tratamos ese proyecto de ley, 
que planteaba modificar el régimen de transferencias 
de los jugadores de fútbol -no sé si también incluía a 
los de básquetbol-, nosotros dijimos que no podíamos 
votarlo porque ni siquiera lo habíamos leído. 


Esto nos puede dejar una enseñanza en el sentido 
de que no tenemos que aprobar, en particular, nor- 
mas de naturaleza penal que tienen efecto retroac- 
tivo, o normas de similar importancia, sin un pasaje 
preceptivo por la Comisión respectiva. Creo que el 
Reglamento puede recoger esta idea y, en ese sentido, 
podríamos modificarlo en la forma que allí se estable- 
ce, para que normas de naturaleza penal, con efecto 
retroactivo, de ninguna manera puedan ser aproba- 
das sin el pasaje por la Comisión correspondiente. 
Me parece que esto marca, con mucha contunden- 
cia, que hay aspectos que tenemos que discutir, exa- 
minar, porque son controvertidos y pueden generar 
determinados efectos. Por tal motivo, entiendo que el 
pasaje de ciertos asuntos por la Comisión, en algunos 
casos, debe ser preceptivo. Una de las recomenda- 
ciones que hacemos al respecto es una modificación 
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del Reglamento para que se haga preceptivo el pasaje 
por Comisión de normas de naturaleza penal, por el 
efecto que tienen hacia el pasado. En todo caso, si se 
quiere evitar el pasaje de ciertos asuntos por la Comi- 
sión, creo que habría que exigir una mayoría califica- 
da que declarara urgente el asunto, de modo que se 
pudiera aprobar directamente en el Plenario. Esa es 
una recomendación que hacemos en nuestro infor- 
me, en tanto este caso nos demuestra que el Regla- 
mento puede ser demasiado permisivo y, en realidad, 
aunque se pierda tiempo, ello trae buenos resultados, 
es de mejor técnica legislativa y también permite una 
mayor equidad que evite consecuencias como estas, 
que nadie imaginó ni hubiera querido. 


Esto es lo que quería manifestar con respecto a 
la actuación del Cuerpo legislativo, del redactor del 
proyecto, de sus firmantes y de sus votantes. Creo 
que en esto se ha actuado con responsabilidad, fun- 
dadamente, y el instrumento legal fue bueno. Ahora 
bien, consideramos que el procedimiento no fue bue- 
no y debe modificarse. Eso es lo que concluimos y, en 
ese sentido, recomendamos estudiar una reforma del 
Reglamento para hipótesis de naturaleza similar. 


Dado que la materia objeto de la investigación era 
el tratamiento de la Ley N* 18.411 y su puesta en 
vigencia, así como todas las circunstancias que ro- 
dearon su aprobación, en mi opinión corresponde ha- 
cer un capítulo especial. Me parece que no podemos 
hablar y extraer conclusiones con respecto a la ac- 
tuación del doctor Gonzalo Fernández, ya que en ese 
momento él desempeñaba otro rol y, además, com- 
pareció aquí en la Sesión en que se trató el planteo 
del señor Senador Abreu con respecto a la cuestión 
de fueros. El doctor Gonzalo Fernández ocupó una 
banca en el Senado de la República con la investidura 
que la ciudadanía le dio en calidad de suplente. 


Este es un tema que ha estado presente en la 
opinión pública y no podemos soslayarlo, ya que es 
el centro de la polémica que ha generado toda esta 
cuestión. Lo que hemos observado, leído y escuchado 
nos permite arribar a alguna conclusión, sobre todo 
con respecto a la interrelación que existe entre dos 
roles que tuvo el doctor Gonzalo Fernández en todas 
las circunstancias que rodearon la aprobación de esta 
ley, particularmente del artículo que derogaba dispo- 
siciones penales. Como dije, estamos ante una actua- 
ción que involucra dos roles directamente interrela- 
cionados. Uno es su rol como funcionario público de 
particular confianza en los cargos de Secretario de 
la Presidencia de la República y de Ministro de Re- 
laciones Exteriores. Precisamente, como Secretario 
de la Presidencia, el doctor Gonzalo Fernández re- 
dactó un informe jurídico con respecto al contenido 
del proyecto que remitió el Ministerio de Economía 
y Finanzas, que luego se convertiría en la ley madre 
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de Concursos, es decir, la N* 18.387. En su infor- 
me jurídico el doctor Gonzalo Fernández aconsejaba, 
por razones jurídicas, derogar el artículo 76 de la Ley 
N* 2.230. Esto ocurrió en el año 2006, cuando los 
hermanos Peirano estaban presos. Luego de redactar 
ese informe el doctor Gonzalo Fernández hizo una 
advertencia telefónica pero, de todos modos, quedó el 
antecedente del informe contenido en el expediente 
del Ministerio de Economía y Finanzas. Por otra par- 
te, también el doctor Gonzalo Fernández, ya en su 
calidad de Ministro de Relaciones Exteriores, firmó 
la promulgación de la Ley N* 18.411. Reitero que él 
tuvo estas dos actuaciones en su calidad de funciona- 
rio público. 


Por otro lado, debemos tener en cuenta el rol que 
tiene que ver con su actividad privada, como abogado 
defensor de dos encausados por aplicación de dispo- 
siciones penales, concretamente, de la ley a la que he 
hecho referencia, es decir, la N* 2.230. En particular, 
me refiero al caso del señor Ratti y de la señora Vi- 
nitsky. Hay que tener en cuenta la calidad de catedrá- 
tico eximio, Grado 5 de la Facultad de Derecho, del 
doctor Gonzalo Fernández. 


En este punto, debemos decir algo en lo que real- 
mente creemos: hay un equilibrio muy delicado que 
siempre debe mediar entre el desarrollo de la acti- 
vidad privada y el cumplimiento, por la calidad de 
funcionario público, de las reglas de Derecho que 
regulan el ejercicio legítimo de esa función, especial- 
mente cuando se trata de un funcionario público de 
esa jerarquía y con ese innegable peso político. Hay 
una zona gris, un equilibrio muy frágil cuando ambas 
actividades se desarrollan. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le recuerdo al señor 
Senador que dispone de cinco minutos para finalizar 
su exposición. 


SEÑOR MOREIRA.- Como decía, concluimos que 
ese equilibrio tan delicado, esa zona tan frágil y tan 
gris donde se desarrollan ambas áreas de actividad 
a la vez, en esta instancia, y de acuerdo con lo que 
surge de esta información, puede haberse visto com- 
prometido en este caso. Esto es así a la luz de las con- 
tradicciones que hemos marcado, de las omisiones de 
las que hemos hablado y de los olvidos a los cuales ha- 
cía referencia el señor Senador Gallinal. Repito que 
entendemos que ese equilibrio puede haberse visto 
comprometido. Por esa razón, debemos ser rigurosos 
y actuar con la prudencia y objetividad que requiere 
este tipo de circunstancia. Naturalmente, no se trata 
de una situación fácil, porque no somos jueces; noso- 
tros no juzgamos ni tenemos potestades para hacerlo. 


La Comisión, tal como lo ha señalado claramente 
el doctor Korzeniak, tiene límites muy precisos; las 
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Comisiones Investigadoras no tienen potestades ni 
funciones jurisdiccionales. Nosotros no podemos juz- 
gar si algo es o no delito; solamente podemos afirmar 
que, a nuestro juicio, se han comprometido valores, 
o que, en nuestra opinión, algo no está bien. Pero, 
más allá de eso, entramos en una materia que no es 
competencia de nuestra Comisión. En la Comisión 
Investigadora constatamos hechos y lo informamos 
para que, por ejemplo, en el caso de los Legisladores, 
se puedan determinar responsabilidades, tal como lo 
establecen la Constitución de la República en el capí- 
tulo respectivo, o el Reglamento. De todos modos, en 
este caso no pensamos que el Reglamento sea de apli- 
cación por lo que ya mencioné con respecto a la apro- 
bación y conveniencia o procedencia de la ley. Cabe 
recordar que nosotros no obligamos con nuestras 
decisiones, que no tienen eficacia vinculante, salvo 
las que podamos tomar respecto de nuestros pares. 
En este caso, el doctor Gonzalo Fernández compare- 
ció solo una vez en el Senado, como suplente, y por 
eso no creo que sea de aplicación el Reglamento. No 
obstante, estamos convencidos de que, en función de 
ese equilibrio que tiene que analizarse en el ámbito 
correspondiente, y considerando lo que disponen la 
Ley N* 17.060 y el decreto 30/03, cabe recomendar 
que se eleven todas estas actuaciones y los elementos 
de juicio reunidos ante la Justicia competente, donde 
está radicada una denuncia en el Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal Especializado en Cri- 
men Organizado de Segundo Turno. 


Nosotros creemos -quizás se trate de un precon- 
cepto- que aquí hay un problema de equilibrio que 
deberá juzgar el Juez que ya está actuando en el caso 
y requirió los antecedentes y todo lo actuado en la 
Comisión. No sé si ya lo ha hecho. De cualquier ma- 
nera, a la luz de lo que tenemos, efectuamos la reco- 
mendación antes mencionada, justamente porque es 
la conclusión a que hemos arribado, sin perjuicio de 
que, además, en idénticos términos, el Juzgado nos 
lo solicitara. 


Estos son los comentarios que deseaba hacer con 
relación a todo el proceso, a los elementos que se re- 
unieron, a la actuación de la Comisión, a la materia 
objeto de la investigación, a la actuación del Cuerpo 
legislativo y también a la actuación que le cupo en 
este caso al doctor Gonzalo Fernández. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: la Comi- 
sión Investigadora oportunamente constituida por el 
Senado terminó su tarea, llegó a las conclusiones que 
expresan los dos informes que aquí se han producido 
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y, a mi juicio, cumplió con los propósitos propuestos. 
Creo que se aclararon los hechos, se certificaron -si 
vale la expresión- muchas informaciones que se ha- 
bían manejado a nivel de la prensa pero que, por esa 
misma razón, quedaban envueltas en esa aureola de 
imprecisión y hasta de cierta vaguedad que normal- 
mente acompaña a la información periodística, que 
es fácil de relativizar diciendo que son simplemente 
versiones de esa naturaleza. Aquí hay muchos asun- 
tos que han quedado perfectamente establecidos y ya 
no se trata de versiones periodísticas, sino de hechos 
probados. 


Estoy de acuerdo con mucho de lo que se ha ex- 
presado en ambos informes y quiero dejar constan- 
cia de que también comparto lo que se ha dicho en 
cuanto a que se trabajó con amplitud de criterio y 
se diligenciaron todas las pruebas ofrecidas, en algún 
momento con dudas y discusiones, pero finalmente 
prevaleció el criterio de amplitud. Creo que este ac- 
cionar es ampliamente positivo y me complazco en 
ponerlo de manifiesto. Pero, como digo esto, también 
quiero expresar que hay conclusiones de ambos in- 
formes que no comparto. 


Según ambos informes, el Parlamento actuó en 
este asunto de manera inobjetable. Bueno, señora 
Presidenta, yo no estoy de acuerdo con esta afir- 
mación. En realidad, creo que sí hay objeciones 
para realizar y, a mi juicio, todo el trámite de esta 
Ley N* 18.411 y su sanción configura un caso claro 
-casi como de libro de texto, diría- de lo que puede 
considerarse mala praxis legislativa y, naturalmente, 
voy a fundamentar esta afirmación. Lo que acabo de 
expresar es sin ánimo de atacar a nadie en el plano 
personal ni, mucho menos, en el político partidario. 


Esta ley fue votada por todos los Partidos, inclu- 
so el mío, el Partido Colorado. El hecho de no haber 
estado presentes en el momento de la votación no 
nos hace desconocer la continuidad política de la re- 
presentación que con orgullo investimos, por lo que 
decimos que nos sentimos responsables institucio- 
nalmente, como cualquiera, de una ley sancionada 
por el Parlamento. No creemos que las institucio- 
nes ni los hombres sean infalibles. Hasta donde sé, 
la infalibilidad es un atributo reservado al Papa. Los 
Legisladores se equivocan como cualquier hijo de 
vecino y, a mi juicio, son siempre responsables políti- 
camente por sus errores, más allá de que no lo sean 
en el plano penal o civil, por virtud de las normas 
que los amparan en el desempeño de sus funciones. 
Insisto en que, políticamente, los Legisladores tienen 
responsabilidad siempre y es bueno que la asuman 
ante la ciudadanía, porque me parece que las insti- 
tuciones no se debilitan sino que, por el contrario, 
se fortalecen cuando evalúan con sentido autocrítico 
su propio desempeño. En caso de que entiendan que 
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incurrieron en un error, es bueno que lo pongan de 
manifiesto y, fundamentalmente, que adopten medi- 
das para no volver a cometerlo. Ese ha sido el espíritu 
constructivo que nos guió y descontamos que sea el 
que ha animado a todos, tratando de mejorar la tarea 
legislativa. 


Pensamos que de la labor efectuada por la Comi- 
sión Investigadora surgieron elementos que nos per- 
mitirán aprender ciertas lecciones y extraer conclu- 
siones positivas para mejorar el desempeño futuro de 
la tarea legislativa, y es en ese sentido que encaramos 
nosotros la tarea. 


(Ocupa la Presidencia el señor Couriel.) 


- Ahora bien; vuelvo a la discrepancia que señalá- 
bamos al comienzo. Algunos entienden que el Parla- 
mento actuó de manera inobjetable y, francamente, 
no comparto esta apreciación. Sería una paradoja que 
el Parlamento hubiera actuado bien y luego, como 
consecuencia directa de la entrada en vigencia de la 
ley que el Parlamento sancionó, se produzcan resul- 
tados no queridos por nadie. Todos los Legisladores 
que votaron la Ley N* 18.411 dicen que si hubieran 
conocido las consecuencias que esa ley iba a tener, 
hubiesen actuado de otra manera, hubiesen dispues- 
to el pasaje del proyecto a Comisión para estudiar- 
lo detenidamente, hubiesen promovido reuniones 
de bancada y efectuado consultas con otros Partidos 
para estudiar el asunto con más profundidad, para 
llegar a soluciones de consenso. En todo caso, na- 
die reivindica el resultado a que se llegó; nadie dice: 
“¡Qué bien que estuvimos al sancionar una ley que 
trajo como consecuencia la clausura del caso “Banco 
de Montevideo”! 


Si esta es la evaluación del resultado que tuvo la 
aplicación de la ley, resulta difícil entender que, al 
mismo tiempo, se reivindique in totum el procedi- 
miento seguido para la sanción de la Ley. No me pare- 
ce que ese resultado, que nadie quiso y nadie previó, 
pueda atribuirse a una especie de disparate judicial. 
No; no hubo tal cosa, señor Presidente. Si mañana 
votamos una ley para ponerle nombre a una escuela 
y en virtud de ella el Juez clausura un proceso penal, 
entonces sí diremos que es un disparate y que el pro- 
blema no está en la ley, sino en el Juez. Pero, este no 
es el caso. Se podrá coincidir o discrepar con la sen- 
tencia dictada por el Tribunal de Apelaciones en lo 
Penal de Tercer Turno, que decretó la clausura de los 
procedimientos en el caso del Banco de Montevideo 
-como con cualquier sentencia- , pero es sólida, seria, 
bien fundamentada, con un hilo discursivo claro, li- 
neal y directo, fundada en normas legales incorpora- 
das desde siempre al Derecho Penal y Procesal Penal 
de cuño liberal, como es el nuestro. Insisto en que se 
podrá coincidir o discrepar con la solución del Tri- 
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bunal, pero nadie puede decir que esta sea una sen- 
tencia arbitraria, irracional, caprichosa o carente de 
fundamento. Por lo tanto, el hecho de que ese Tribu- 
nal, constituido por magistrados de larga trayectoria 
y sólido prestigio, haya llegado a esa conclusión, a mi 
juicio amerita una revisión de la ley que se sancionó, 
con espíritu crítico. 


¿Se podía prever que esa ley iba a tener esa con- 
secuencia? Creo que sí, señor Presidente. Pienso que 
se debía y se podía prever, porque el artículo 15 del 
Código Penal y el artículo 7* del Código de Proceso Pe- 
nal consagran, con diferencias menores -de las que en 
lo sucesivo voy a prescindir, razón por la cual me refe- 
riré de acá en adelante solo al artículo 15 del Código 
Penal-, el principio de la retroactividad de la ley más 
benigna. El Legislador debe tener presente ese prin- 
cipio cuando deroga normas que establecen delitos. 
Si la ignorancia de las leyes no le sirve de excusa al 
ciudadano común, y ese es un principio consagrado 
por el artículo 2? del Código Civil, tampoco le sirve 
de excusa al Legislador, que cuando legisla tiene que 
tener presente el orden jurídico en el que se va a in- 
sertar la norma que él sanciona. 


Cuando se deroga una norma penal, el Legislador 
uruguayo tiene que saber que va a operar automáti- 
camente -ipso iure, para utilizar el latinazgo corres- 
pondiente- el efecto amplificador consagrado por el 
artículo 15 del Código Penal, que va a proyectar esa 
derogación retroactivamente. Hay que contar con eso 
porque está en la ley y no es un invento reciente, 
sino que desde siempre ha formado parte de nuestro 
ordenamiento penal, así como de tantos otros inspira- 
dos en el Derecho Penal liberal. Ya en el siglo XIX, el 
máximo exponente de la Escuela Clásica de Derecho 
Penal, Francesco Carrara, se refería a la pertinencia 
de la eficacia del principio de la retroactividad de 
la ley penal más benigna. Por lo tanto, no hay nada 
nuevo ni sorprendente; simplemente hay que tenerlo 
presente a la hora de legislar. Sin embargo, en este 
caso no se lo tuvo y en vano se podrá buscar en los 
escuetos antecedentes del trámite legislativo una de- 
liberación o comentario acerca de si este principio 
era aplicable o no. 


No es exacto que todos los Legisladores que vota- 
ron la ley -o la gran mayoría- hayan previsto la posi- 
bilidad de que esto se aplicase retroactivamente y la 
hubiesen descartado. En ningún momento se previó 
absolutamente nada a este respecto y en los antece- 
dentes parlamentarios no hay rastro alguno de esa 
previsión, salvo la solitaria intervención del Repre- 
sentante Lorenzo en la Cámara de Representantes. 
Por el contrario, hay numerosos testimonios -que 
obran en los antecedentes que todos tenemos- de Le- 
gisladores que dicen que no tuvieron presente esa po- 
sibilidad porque estaban pensando en otra cosa. Prin- 


CÁMARA DE SENADORES 


17 de noviembre de 2010 


cipalmente estaban concentrados en el artículo 1% de 
la Ley N* 18.411 y no tuvieron en cuenta las conse- 
cuencias que podría tener la aplicación del artículo 
2%. Eso fue dicho por varios Legisladores. Voy a citar 
lo que expresó el Presidente del Senado, contador As- 
tori, cuando el señor Senador Moreira le preguntó si 
se habían previsto o no las consecuencias que podría 
tener la derogación. Concretamente, el contador As- 
tori dijo: “Reitero una vez más: sinceramente, creo 
que en términos generales quienes integrábamos el 
Senado en aquel momento no prestamos atención a 
ese posible foco de problemas; estábamos concentra- 
dos, más que nada, en el otro”. O sea que no presta- 
ron atención al artículo 2% porque estaban pensando 
en el 1”. Así fue como ocurrieron las cosas: no hubo 
previsión y, de esa forma, se llegó a la aprobación del 
artículo 22. 


¿Los señores Legisladores debieron prever esa 
contingencia? A mi juicio sí, señor Presidente, por- 
que el principio de la retroactividad de la ley penal 
más benigna está consagrado en nuestros Códigos y 
el Legislador que deroga una norma que establece 
un delito tiene la obligación funcional, como Legis- 
lador, de saber que esa derogación va a operar retro- 
activamente. No puede ignorar el orden jurídico en 
el cual se va a insertar la norma que sanciona. Esto 
me parece de absoluta claridad y creo que acá radica 
el meollo de lo que considero mala praxis legislati- 
va. Así como hay normas que dicen que, por ejemplo, 
cuando se sanciona una ley que significa gasto para el 
Tesoro deben preverse los recursos con los que se va 
a solventar, tiene que haber una que diga que cuan- 
do se deroga una ley penal, el Legislador debe tener 
presente la retroactividad de la ley penal más benigna 
y decidir si quiere o no que ese principio funcione 
en ese caso. En la mayoría de las situaciones va a ser 
correcto que opere el principio de retroactividad de 
la ley penal más benigna porque, en general, cuando 
se elimina un delito del Código Penal es porque ha 
cambiado la valoración que la sociedad hace de de- 
terminadas conductas. Por ejemplo, puede suceder 
que antes se considerara que determinado acto debía 
ser castigado penalmente, y luego, que ya no debe 
serlo. Si en virtud de ese cambio en las concepciones 
y valoraciones se deroga la norma que estableció un 
delito, es de buena política criminal que eso opere 
retroactivamente y que se beneficie a quien cometió 
en el día de ayer el mismo delito que hoy se dero- 
ga. No tendría sentido castigar a quien ayer hizo algo 
que hoy consideramos que no debe ser delito. En la 
generalidad de las situaciones es así y, por eso, tanto 
el Código Penal como el Código del Proceso Penal, 
consagran ese principio. 


Sin embargo, puede haber situaciones como la 
que se produjo con la derogación de los artículos 42 a 
44 y 76 de la Ley N* 2.230, en que estas consideracio- 
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nes no tengan lugar porque no se trata de un cambio 
en la valoración de la sociedad sobre ciertas conduc- 
tas, sino que hay un propósito de mejorar la legisla- 
ción desde el punto de vista técnico. Lo que sucede 
en estos casos es que, disposiciones que siempre han 
sido criticadas y cuya técnica legislativa siempre ha 
sido denostada, se sustituyen por otras más moder- 
nas, adecuadas y técnicamente superiores. Cuando 
este es el propósito que guía al Legislador y el motivo 
por el que se deroga un conjunto de artículos o se han 
sancionado otros anteriormente, hay que plantearse 
el problema de la retroactividad de la ley penal más 
benigna y determinar que en ese caso no opere, por- 
que no hay ninguna razón para beneficiar al que ayer 
cometió un delito cuando pensamos que debe seguir 
siéndolo. Tanto lo pensamos, que sancionamos nor- 
mas técnicamente mejores y más afinadas para casti- 
gar en forma más adecuada el mismo tipo de conduc- 
ta. Esto debió ser planteado, y si se hubiera hecho, 
seguramente la solución hubiese sido sancionar una 
disposición complementaria que estableciera que la 
derogación no se aplicaría a los hechos ni a los pro- 
cesos iniciados con anterioridad. Con eso se salvaba 
el punto y no había ninguna dificultad para adoptar 
una disposición de este tipo, porque el principio de 
la retroactividad de la ley penal más benigna no es 
de rango constitucional y el Legislador ordinario pue- 
de apartarse de él, como lo dice expresamente, con 
acopio de buenos, claros e inteligentes fundamentos, 
la exposición de motivos con la que el Partido Na- 
cional acompañó el proyecto de ley interpretativo de 
los artículos 15 del Código Penal y 7” del Código del 
Proceso Penal. Esas consideraciones de la exposición 
de motivos son plenamente compartibles -no así otras 
con las que no estoy de acuerdo, pero a ese respecto 
no tengo objeción alguna que hacer- y creo que allí se 
demuestra, con razonamientos de diáfana claridad, 
que este principio no es de rango constitucional y que 
el Legislador ordinario puede apartarse de él cuando 
lo considere pertinente como, a mi juicio, sin dudas- 
lo era en este caso. 


Se dice, señor Presidente, que la ley es siempre 
de carácter general y abstracto y que no debe dete- 
nerse en la consideración de casos particulares. En 
teoría esto es así, pero sobran las situaciones y cir- 
cunstancias en que, por prudencia política, se toma 
en cuenta el impacto que una ley pueda tener sobre 
determinadas situaciones que concitan la atención 
de la sociedad. Sin ir más lejos, el artículo 1% de la 
Ley N* 18.411 no se dicta por razones de carácter 
general y abstracto, sino para atender específica- 
mente la situación del CASMU y el Sindicato Médico 
del Uruguay. Eso fue dicho de manera concordante 
por todos los Legisladores que prestaron su testimo- 
nio en la Comisión Investigadora y sobre eso no hay 
duda alguna. Si se dictó el artículo 1% para ayudar al 
Sindicato Médico -y me parece muy bien que haya 
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sido así-, bien pudo no dictarse el artículo 2% para 
no ayudar a los imputados en el caso del Banco de 
Montevideo. En ninguno de los dos casos primaba 
la condición general y abstracta de la ley; en el artí- 
culo 1” se atendían, con la diligencia con que tiene 
que actuar el Legislador, situaciones particulares, y 
en el artículo 2% debieron haberse tenido en cuenta 
esas consideraciones. Sin embargo, eso no fue así y, 
en mi opinión, -lo digo respetuosamente- el error se 
produjo, justamente, por no haber tenido en cuenta 
esos factores. Eso es lo que hay que corregir en el 
futuro. En otras ocasiones, a la hora de legislar se 
tuvo presente la existencia del proceso seguido contra 
los responsables de la quiebra fraudulenta del Banco 
de Montevideo. Es más; el Parlamento lo tuvo bien 
presente cuando sancionó la Ley N* 17.897 sobre Li- 
bertad Provisional y Anticipada, de cuyos beneficios 
se excluyó deliberadamente a los casos incoados por 
aplicación del artículo 76; y volvió a considerarse esa 
figura delictiva cuando se sancionó la Ley N* 18.362, 
de Rendición de Cuentas, por la que se crearon los 
Juzgados especializados en crimen organizado. Insis- 
to, se legisló teniendo presente el artículo 76 de la 
Ley N* 2.230 e, inclusive, considerando el único caso 
en que estaba siendo aplicada esta disposición. 


Cuando se discutió la cuestión de fueros plantea- 
da por el señor Senador Abreu, la señora Senadora 
Xavier dijo con toda claridad, exaltando la responsa- 
bilidad del Parlamento: “La responsabilidad de este 
Cuerpo estuvo siempre presente para advertir deter- 
minadas situaciones judiciales en curso y no interve- 
nir negativamente en ellas”. De manera que el Par- 
lamento no solo tuvo en cuenta la Ley N* 2.230, sino 
específicamente las situaciones judiciales en curso 
para no intervenir negativamente en ellas y, en mi 
opinión, el razonamiento que se hizo cuando se san- 
cionaron las Leyes N” 17.897 y N* 18.362, debió se- 
guirse también cuando se sancionó la Ley N* 18.411. 


Señor Presidente: no discrepamos con la conve- 
niencia de derogar los artículos 42 a 44 y 76 de la Ley 
N* 2.230 porque, incluso, la consideramos pertinente 
por todas las razones que se han dado para funda- 
mentarla. Ha habido un despliegue de erudición ex- 
traordinario, tanto por parte del señor Senador Abreu 
como por el doctor Gonzalo Fernández -en oportu- 
nidad de su concurrencia a la Comisión-, haciendo 
caudal de largas citas doctrinarias y jurisprudenciales 
que critican la ley a la que hago referencia y, específi- 
camente, las normas penales a las que aludimos. ¡Na- 
die controvierte eso! No está en causa y no es tema 
de debate. Nadie discute que había que derogar los 
artículos 42, 43, 44, 76 y 77, tal como dijo también 
el doctor Gonzalo Fernández. Lo que nosotros con- 
trovertimos es que esa derogación no se llevó a cabo 
en la forma técnicamente apropiada porque se debió 
haber adosado a la norma derogatoria una disposición 
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adicional que estableciese que en este caso no iba a 
operar la retroactividad de la ley penal más benigna. 
Esto fue lo que faltó; ahí estuvo el error y no está en 
nuestro ánimo ofender a nadie al decirlo, sino que 
lo hacemos para tomar debida nota y para que en el 
futuro se proceda adecuadamente al derogar otras 
normas penales. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alberto Couriel).- Puede 
interrumpir el señor Senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: inde- 
pendientemente de este caso, este razonamiento me 
sorprende. El señor Senador Pasquet dijo que este 
delito no debe estar, y es cierto, pero para el que ya 
existe no lo podemos eludir. Supongamos, como ocu- 
rrió en el país, que es delito tener moneda extranjera 
y el Parlamento decide que ya no lo es. ¿Qué sucede 
con los que están presos? ¿Continúan presos? Este 
no es el razonamiento adecuado porque carece de 
sentido común. 


Indudablemente, en oportunidad de que el doctor 
Gonzalo Fernández dijera que había que derogar asu- 
miendo las consecuencias, el Parlamento pudo haber 
eliminado el artículo 2%. No lo discuto e, incluso, lo 
reconozco. Ahora bien, derogamos este artículo o no 
lo hacemos, porque sacarlo a medias y que rija para 
los casos anteriores no es lo más adecuado. Lo cier- 
to es que el razonamiento del señor Senador va por 
otro lado: había otros delitos en juego y la Jueza de 
la causa decidió que la investigación siguiera su cur- 
so. El Tribunal de Apelaciones se negó a ello y ahora 
hay otro curso adicional en todo este enredo jurídico. 
¿Por qué? Porque están acusados por otro delito -no 
por este- y la clausura no debió darse. Tal vez se nos 
pueda decir que no debimos derogar esos artículos 
y que en la Cámara de Representantes se tomó más 
conciencia sobre las consecuencias de los actos. Esto 
está bien, pero no se nos puede decir que debimos 
derogarlo, salvo para los casos ya existentes. Esta no 
es la tradición. ¡La causa más benigna es la causa 
más benigna! 


Señor Presidente: si bien esta no es la cuestión de 
fondo, hago esta acotación para ver si podemos poner, 
entre otras cosas, algo de sentido común. Agrego que 
se pretende -no lo digo por el señor Senador Pasquet- 
que el Senado pase la causa al Juez especializado en 
crimen organizado. ¡Está bien que el Juez lo pida y 
que en otros casos el Senado de la República eleve 
la información a la Justicia pero, como acá las pala- 
bras cuentan, no me parece adecuado que se envíe 
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la causa del doctor Gonzalo Fernández a los Juzgados 
especializados en crimen organizado! ¿Pasar el caso 
del doctor Fernández a los Juzgados especializados en 
crimen organizado? ¡Al crimen organizado al doctor 
Gonzalo Fernández! Creo que tenemos que cuidar las 
palabras. ¿Qué quieren que les diga? Me parece que 
hoy -no en aquellas circunstancias- estamos perdien- 
do algunos parámetros porque las palabras pesan. El 
doctor Salle tiene todo el derecho de presentar lo que 
desee ante la Justicia y en el Juzgado que prefiera, 
pero déjenme poner entre paréntesis el hecho de que 
nosotros nos sumemos a esa situación para procurar 
que prime un poco el sentido común en este Cuerpo. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alberto Couriel).- Puede 
continuar el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR PASQUET.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Alberto Couriel).- Puede 
interrumpir el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: el señor 
Senador Pasquet hizo alusión a determinadas leyes 
respecto de las cuales se previó su no aplicación a 
causas pendientes y citó como ejemplo la Ley que 
establece el Sistema de Prevención y Control del La- 
vado de Activos y la de Libertad Provisional y Anti- 
cipada. Deseo aclarar que, en lo que tiene que ver 
con esta última, no solo quedaban excluidos de ese 
beneficio quienes estaban imputados de este tipo de 
conductas delictivas, sino también los violadores, ra- 
piñeros y homicidas y se consideró que no podían go- 
zar de ese beneficio excepcional de liberación masiva 
y antes de término quienes habían cometido delitos 
de tal gravedad. Por lo tanto, el espíritu que anima 
la norma es muy diferente al de este caso y no es 
comparable. En todas las leyes de liberación antici- 
pada quedan excluidas una serie de personas que el 
Legislador entiende que no deben gozar de ese bene- 
ficio excepcional, por una sola vez, y con un plazo de 
caducidad determinado. Reitero que me parece que 
es una situación diferente y es cuanto quería mani- 
festar con respecto a los ejemplos que citaba el señor 
Senador Pasquet. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE (Alberto Couriel).- Ha lle- 
gado a la Mesa una moción para que se prorrogue el 


tiempo de que dispone el orador. 


Se va a votar. 
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(Se vota:) 
- 23 en 25. Afirmativa. 


Puede continuar el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: trataré de 
contestar brevemente las observaciones que se han 
hecho a lo que venía exponiendo. 


No me propongo discutir lo que recién manifesta- 
ba el señor Senador Moreira sobre las razones por las 
que se excluyó un caso de la ley de liberación antici- 
pada del año 2005, pero sí señalo que el Parlamen- 
to tuvo bien presente la existencia del único caso de 
aplicación del artículo 76 de la Ley N* 2.230. En vir- 
tud de esa misma ley, había otro caso relacionado con 
el artículo 43, del cual nos vinimos a enterar hace 
pocas semanas, cuando la prensa lo difundió. Eso na- 
die lo sabía; lo que sí se conocía -porque era un hecho 
notorio- era el caso de los procesamientos en mérito 
del artículo 76 de la Ley N* 2.230. El Parlamento no 
se olvidó de que hubiera un caso en se aplicaba esa 
norma para excluirlo de los beneficios que aquella ley 
otorgaba. 


En cuanto a lo que manifestaba el señor Senador 
Michelini con respecto a que es de sentido común 
que si se deroga un delito, ello debe beneficiar tam- 
bién a los cometidos con anterioridad, creí haberme 
referido con claridad al punto. Cuando se deroga un 
delito porque cambió la valoración de la sociedad al 
respecto, entonces sí se justifica la aplicación del 
principio de retroactividad de la ley penal más benig- 
na; pero cuando se lo deroga simplemente por razo- 
nes técnicas, esto es, porque la norma incriminatoria 
que se deroga es sustituida por otra de mejor factura 
técnica, no tiene ningún sentido beneficiar a quienes 
cometieron el mismo delito con anterioridad, por- 
que cuando obraron existía una norma que tipificaba 
como tal esa conducta y la castigaba con una pena. 
Al cometer esa conducta actuaron a sabiendas de las 
reglas vigentes y esa es razón suficiente para que el 
principio de retroactividad de la ley más benigna no 
opere en beneficio de esas situaciones. 


Con respecto al tiempo de sanción de la Ley 
N* 18.411 y a que los involucrados en la causa del 
Banco de Montevideo estaban imputados por otro de- 
lito, ya no por el artículo 76 porque la acusación fis- 
cal movilizaba otras incriminaciones, debo decir que 
el Parlamento no lo tomó en cuenta. No hay ningún 
vestigio en el trámite parlamentario que permita sos- 
tener que se sancionó la Ley N” 18.411 porque se 
sabía que había una acusación fiscal fundada en el 
delito de insolvencia societaria fraudulenta y no en 
el artículo 76 de la Ley N* 2.230 y porque, a luz de 
las dos tesis acerca de la pertinencia de clausurar el 


CÁMARA DE SENADORES 


1291-C.S. 


procedimiento -aunque la acusación fuera por un de- 
lito distinto- se había optado por la que establece que 
si la acusación se funda en delitos distintos de aquel 
por el cual se dispuso el procesamiento, la supresión 
de este delito no debe determinar la clausura del pro- 
ceso. Esa discusión no existía, no se había planteado 
y el Parlamento no la tuvo en cuenta porque no la 
conocía; recién fue tomando cuerpo hace pocas se- 
manas, cuando concurrió a la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación del Senado el Profesor doctor Ed- 
gar Varela Méndez -autoridad reconocida en materia 
procesal penal-, para referirse al proyecto de ley del 
Partido Nacional de interpretación de los artículos 15 
del Código Penal y 7” del Código del Proceso Penal. 
En esa oportunidad, el doctor Varela Méndez fue en- 
fático, claro y reiterativo en el sentido de que en este 
caso no existe -siguiendo a la doctrina francesa- uno 
de los supuestos necesarios para la sanción de leyes 
interpretativas, que es la existencia de una controver- 
sia doctrinaria o jurisprudencial sobre un punto oscu- 
ro de la legislación vigente. Concretamente, dijo que 
sobre esto no hay controversia, sino que hay solo un 
caso en el que se conoce que hay posiciones distintas 
entre algunos de los magistrados intervinientes. Esto 
no es una polémica ni una disputa doctrinaria o ju- 
risprudencial que justifique la sanción de una ley in- 
terpretativa. A mi juicio, es evidente e innegable que 
el Parlamento no tuvo en cuenta absolutamente nada 
de esto cuando sancionó la Ley N* 18.411. 


¿Por qué se sancionó esta disposición que tuvo 
consecuencias que, en definitiva, nadie quería? Me 
parece que lo que hay que decir -y es un resultado 
que emerge con claridad de los trabajos realizados 
por la Comisión Investigadora- es que no hubo cons- 
piración, maniobra ni manipulación de los Legisla- 
dores en función de oscuros poderes económicos ni 
nada por el estilo. Me interesa señalarlo y subrayarlo 
porque esto se dijo. Lo manifestó la ex Senadora Per- 
covich, cuando el 10 de agosto hizo comentarios en 
la prensa diciendo que se sentía indignada por haber 
sido manipulada por poderosos intereses económicos 
que, en forma espuria, a través de los estudios jurí- 
dicos de gente muy inteligente que ampara a los de- 
lincuentes de cuello blanco, habían maniobrado para 
llegar a este resultado. 


(Ocupa la Presidencia la señora Senadora Topo- 
lansky.) 


- La Comisión Investigadora hizo lo que era su 
obligación: convocó a la ex Senadora Percovich a dar 
razón de sus dichos. Considero que se procedió muy 
bien porque, de lo contrario, eso iba a quedar flotan- 
do en la opinión pública e iba a justificar los terribles 
artículos de prensa publicados en varios medios del 
país, comentando en los términos más duros y seve- 
ros el episodio parlamentario de la sanción de la Ley 
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N* 18.411, haciendo pie y fundándose en los comen- 
tarios de la ex Senadora. Cuando en la Comisión se le 
preguntó acerca de los fundamentos que había tenido 
para hacer esas afirmaciones, lo que explicó fue que 
se había sentido indignada cuando supo de la clausu- 
ra del proceso y en ese estado de indignación dijo lo 
que dijo, sin poder aportar luego ningún fundamen- 
to que diera asidero a tan severas apreciaciones que, 
por lo tanto, cabe dar por desechadas y desestima- 
das. Reitero que no tienen sustento probatorio alguno 
porque ella explica, franca y llanamente, que fueron 
expresiones motivadas en un estado emocional de in- 
dignación. Es decir que la tesis de la conspiración, 
del engaño y la manipulación ha quedado absoluta- 
mente descartada y yo, que promoví la formación de 
la Comisión, digo que no tengo ninguna duda de que 
el resultado que se produjo, que fue la clausura del 
proceso, no fue intencional ni querido por nadie. No 
hubo dolo, y esta conclusión la justifica la labor cum- 
plida por la Comisión Investigadora. Ahora bien, el 
hecho de que no haya habido intención de obtener 
un resultado no quiere decir que no se haya podido 
prever, ya que entramos en el ámbito de lo que jurí- 
dicamente se llama culpa. No se trata de atribuirle 
culpa al otro como si fuera una discusión familiar o 
de boliche; se trata de encontrar el término jurídico 
exacto para calificar la conducta de quien, pudiendo 
y debiendo prever, no lo hace y, en consecuencia, des- 
encadena una acción que produce un resultado no 
querido. Lo que he relatado es lo que sucedió aquí. 


A mi juicio, se llega a esto, ante todo, porque 
el proyecto de ley no contenía la disposición que 
debía tener para evitar la aplicación del principio de 
retroactividad de la ley más benigna. Solo con eso 
se evitaban los problemas pero, además, hubo otros 
factores que incidieron para llegar al resultado al que 
se llegó. Acerca de dos de esos factores se explayó el 
señor Senador Moreira, en términos que comparto 
absolutamente. Es cierto que muchas veces se legisla 
bajo el apremio de las circunstancias, de urgencias de 
distinto signo, pero el apuro no es buen consejero de 
la tarea legislativa. En ocasiones, las circunstancias 
imponen la urgencia. Es lo que pasaba con el artículo 
1% que se votó para contemplar la situación del 
CASMU: los hechos apremiaban, en esos momentos 
la institución estaba “tecleando” -si se me permite la 
expresión- y había que anticipar la entrada en vigencia 
de la Ley de Concurso y Reorganización Empresarial. 
Pero no había razón alguna para apurarse con la 
sanción del artículo 2%; tranquilamente podía haberse 
pasado a Comisión y no se hubiese generado perjuicio 
alguno como consecuencia de ello. Es una norma que 
está vigente desde 1893, con sus imperfecciones y 
defectos que nadie niega, pero podría haber esperado 
quince o veinte días o seis meses más para ser 
derogada, sin que de ello resultare -repito- perjuicio 
alguno para nadie. 
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Finalmente, en el elenco de los factores que in- 
cidieron en la producción de este resultado - que, 
reitero, nadie quiso- debe señalarse la conducta del 
doctor Gonzalo Fernández en todo este episodio, a la 
que también ha hecho referencia, en términos que 
comparto, el señor Senador Moreira. Hubo distintos 
momentos en los cuales el doctor Fernández incidió 
en los trámites de este asunto, sobre todo cuando hizo 
la sugerencia inicial al señor Senador Abreu. Utilizo 
el vocablo “sugerencia” porque es un término en el 
que han coincidido el señor Senador Abreu y el doc- 
tor Gonzalo Fernández - se pusieron de acuerdo aquí, 
en el Senado, en ocasión de tratarse la cuestión de 
fueros que promovió el señor Senador Abreu- ; ambos 
coincidieron en que el doctor Fernández había suge- 
rido la derogación de estos artículos. Precisamente, 
esa sugerencia fue la chispa que disparó todo el pro- 
cedimiento. 


El doctor Fernández incidió de otra manera, in- 
directa y, si se quiere, hasta involuntaria porque su 
nombre fue invocado por el señor Senador Abreu 
ante sus pares cuando presentó el referido proyecto 
de ley. Naturalmente, la autoridad y el prestigio que 
tiene el doctor Fernández como penalista allanaban 
cualquier obstáculo, reparo o resquemor que pudie- 
ra suscitar este artículo 2%. En ese sentido, es bien 
claro e ilustrativo el episodio en el cual el entonces 
Senador Isaac Alfie, enfrentado al proyecto pocos mi- 
nutos antes de votarlo, tiene un reflejo de prudencia 
y pregunta si de esta forma no se estaría liberando a 
alguien que estuviera preso. Explicó el ex Senador 
Alfie que en ese momento el señor Senador Abreu le 
dijo que el proyecto había sido sugerido por el doc- 
tor Fernández, quedando de esa manera superada su 
duda. Naturalmente, si una autoridad de ese pres- 
tigio apoya determinada norma, los reparos que los 
legos puedan tener se desvanecen. Así, en ese clima, 
en ese ambiente, se realiza la votación en el Senado. 


Cabe recordar otra intervención del doctor Fer- 
nández -directa y voluntaria- en ocasión del trata- 
miento de la iniciativa en la Cámara de Representan- 
tes. Allí quien tiene la duda no es un economista sino 
un abogado: el doctor Lorenzo. Él plantea su preocu- 
pación en el sentido de que tal vez se esté por come- 
ter un “zafarrancho jurídico”. El Diputado Lorenzo 
actuó con la máxima diligencia e hizo honor a su fun- 
ción como Legislador; me complazco en decirlo así 
para que de ninguna manera se pueda sentir alcanza- 
do -como me dio la impresión que ocurrió- por alguno 
de mis comentarios. Dio la voz de alerta al decir que 
se podría estar cometiendo un “zafarrancho jurídi- 
co” y, a continuación, hizo lo que había que hacer: 
se dirigió al autor del proyecto y planteó sus dudas. 
El autor del proyecto lo remitió a quien había sido el 
autor de la sugerencia que dio lugar a la iniciativa. 
Cuando el señor Diputado Lorenzo llama al señor Se- 
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nador Abreu para formularle la pregunta, este no le 
responde ni le expresa que esto no va a tener ningún 
efecto sobre algún caso de los que está mencionando 
o que no va a tener incidencia alguna como la que le 
pueda preocupar, sino que le dice: “Hablá con Gon- 
zalo”. Luego, el propio señor Senador Abreu llama al 
doctor Fernández, quien posteriormente se comunica 
con el Diputado Lorenzo y conversa -según expresa el 
Representante Nacional- en dos planos: uno general, 
pues le dice en términos genéricos que las normas a 
derogar hacía muchísimos años que no se aplicaban; 
y otro específico, donde le expresa que no van a tener 
ninguna incidencia en el caso del Banco de Monte- 
video. Con estas palabras el señor Diputado Lorenzo 
da por evacuadas sus dudas y, al regresar a Sala, vota 
el proyecto y anuncia que sus cuestionamientos han 
sido superados y que va a pronunciarse con tranqui- 
lidad porque la persona que sugirió la iniciativa -así 
alude a ella- ha dado explicaciones que le parecen 
suficientes. 


Entonces, en estos tres momentos y de esta forma 
incidió en todo esto la actuación del doctor Fernán- 
dez. 


Ahora bien, ha quedado de manifiesto -y, poste- 
riormente, fehacientemente probado- que el doctor 
Fernández patrocinaba a uno de los imputados en la 
causa del Banco de Montevideo y que no puso ese 
hecho en conocimiento del señor Senador Abreu ni 
del señor Diputado Lorenzo. Creo que si lo hubiese 
puesto de manifiesto es posible -es más, me atreve- 
ría a decir que es probable- que los acontecimientos 
hubiesen tomado otro curso y que las cosas hubiesen 
ocurrido de otra manera. Al hacer esta afirmación me 
baso ante todo en los dichos del señor Senador Abreu 
que, cuando fue preguntado al respecto en la Comi- 
sión Investigadora, expresó que si a él le hubiesen 
dicho que el doctor Fernández era defensor de uno de 
los imputados o si se hubiese hecho referencia a un 
caso concreto, la conversación terminaba ahí mismo. 
Supongo -esta es mi conjetura- que si al señor Di- 
putado Lorenzo le preocupaba la incidencia que esto 
podía tener en algún caso en trámite y la persona que 
lo llama para asesorarlo hubiera empezado por decir- 
le: “a mí me comprenden las generales de la ley, soy 
abogado de uno de los imputados”, en ese caso, hu- 
biese entendido pertinente recabar otro asesoramien- 
to o dedicarle más estudio y meditación al asunto. Me 
parece que estas son conjeturas perfectamente razo- 
nables y creo que el hecho de no haber aportado esa 
información, de haberla omitido, incidió causalmente 
en la producción de los hechos. 


No fueron estas las únicas ocasiones en las que 
el doctor Fernández omitió ciertos hechos que, a mi 
juicio, debió declarar. Cuando concurrió al Senado 
en ocasión de la discusión de la cuestión de fueros 
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planteada por el señor Senador Abreu, el doctor Fer- 
nández puso énfasis en que quería que el Senado es- 
cuchara su versión de los hechos en su calidad de 
Senador. Aclaró que tiene muy buena memoria; lo 
dijo en respuesta a apreciaciones del señor Senador 
Abreu, quien también había manifestado tener buena 
memoria y que, en función de ella, hacía la relación 
de hechos. En su respuesta, el doctor Fernández se- 
ñaló: “Yo también tengo muy buena memoria y quie- 
ro exponer mi versión de los hechos en el Senado”. 
Cuando expone como Senador de la República su 
versión ante el Cuerpo, en ningún momento dice que 
él -no solamente su estudio jurídico- era defensor de 
uno de los imputados en la causa del Banco de Mon- 
tevideo. En el curso de esa exposición, el doctor Fer- 
nández dice que gracias a su intervención se había 
eliminado una norma derogatoria del artículo 76 de 
la Ley N* 2.230 del proyecto que el Poder Ejecutivo 
envió al Parlamento. En esa ocasión no dijo que esa 
norma debió ser eliminada porque había sido incluida 
por él, no dijo que fue él quien había aconsejado su 
inclusión cuando informó por escrito recomendando 
su derogación. Quiere decir que esa era la verdad 
completa que no se dijo aquí en el Senado. 


Cuando el doctor Gonzalo Fernández concurrió a 
la Comisión Investigadora tampoco dijo otra cosa que 
a nuestro juicio debió decir, pero hizo más: realizó 
manifestaciones que resultaron no ser ciertas, porque 
enfáticamente señaló que en los anales de la juris- 
prudencia uruguaya no se registraba ningún caso de 
aplicación de los artículos 42 a 44 de la Ley N* 2.230. 
Pocos días después de que él dijera esas cosas con 
énfasis, vehemencia y calor, un medio de prensa pu- 
blicó la noticia de que durante cinco años el doctor 
Fernández había defendido a una señora imputada 
del delito comprendido en el artículo 43 de la Ley 
N* 2.230, que precisamente había sido procesada y 
finalmente condenada por ese delito por la Suprema 
Corte de Justicia. El doctor Gonzalo Fernández actuó 
desde el primero al último día como defensor ante la 
sede penal y como patrocinante del recurso de casa- 
ción ante la Suprema Corte de Justicia. Esto tampoco 
fue dicho por el doctor Fernández ante la Comisión 
y cuando se le señaló esta omisión, comentó que se 
había olvidado, como también se había olvidado de 
decirle al Senado todas estas cosas a las que antes 
hice referencia. 


Entonces, apreciando esos testimonios de acuerdo 
con lo que se llama la regla de la sana crítica, per- 
sonalmente no los creo verosímiles; no creo que un 
catedrático de Derecho Penal que viene como Sena- 
dor a dar su versión de los hechos, simplemente olvi- 
de estas cosas. Pero, en definitiva, estos hechos son 
ajenos a la competencia del Cuerpo, por las razones 
que muy bien expresó el señor Senador Moreira y que 
comparto, y será la Justicia -que ya está entendien- 
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do en este asunto- la que tendrá que pronunciarse 
al respecto. Por supuesto que me parece muy bien 
que habiéndonos sido requeridos algunos anteceden- 
tes -que el Juez sabe que existen-, le acerquemos los 
otros, esto es, todo el material sobre la investigación 
que el Senado ha llevado adelante. El Juez sabrá si 
le sirve o no, pero creo que es nuestra obligación po- 
nerlo a su disposición, independientemente de cómo 
se llame el órgano jurisdiccional correspondiente. El 
nombre del Juzgado que conoce en el asunto no lo 
elegimos nosotros, por lo que si se llama de una ma- 
nera u otra no es razón para enviar o dejar de enviarle 
los antecedentes. 


Finalmente, señora Presidenta, creo que podemos 
extraer ciertas lecciones de todo esto; me parece que 
esa es la utilidad mayor del episodio. Comparto lo que 
se propone en el informe en minoría y considero que 
debemos tener el firme propósito de no tratar ciertos 
asuntos sin que pasen por Comisión. Concretamen- 
te, los proyectos de ley que derogan normas penales 
o los que establecen delitos no deben tratarse en el 
Plenario sin previo informe de Comisión. Si decimos 
que ningún asunto puede tratarse en el Plenario sin 
previo informe de Comisión vamos a tener dificulta- 
des prácticas insalvables, porque a menudo la tarea 
política presenta urgencias y hay que votar cosas de 
apuro. Esto lo sabemos todos, de modo que no nos 
hagamos trampas al solitario y no nos propongamos 
objetivos demasiado ambiciosos, que luego no poda- 
mos cumplir. Pero me parece que si nos proponemos 
estrictamente no establecer ni derogar delitos sin 
previo informe de Comisión, nos estamos planteando 
algo perfectamente accesible y razonable. 


Por consiguiente, la norma que -según entiendo- 
propone el señor Senador Moreira seguramente va a 
contar con nuestro apoyo porque consideramos que 
puede contribuir a un mejor desempeño de la tarea 
legislativa. Además, paralelamente propondré la in- 
corporación al Reglamento de una disposición que 
exprese que toda vez que se derogue una norma que 
establece un delito, el Senado deberá pronunciarse 
acerca de si quiere o no que opere en el caso el prin- 
cipio de la retroactividad de la ley penal más benigna. 
Creo que esto es una especie de protocolo de trabajo 
legislativo para la derogación de normas penales, que 
podría resultar de gran utilidad para evitar la produc- 
ción de resultados que después nadie quiere. 


Es todo cuanto quería señalar. Muchas gracias. 
11) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase una solicitud de 
licencia. 
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(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 17 de noviembre de 2010. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1% de la Ley 
N* 17.827, numeral D), de 14 de setiembre de 2004, 
para disertar en la Facultad de Ciencias Económicas 
de la Universidad de la República sobre el libro “El 
proceso económico del Uruguay” del cual soy uno de 
los autores, el día martes 23 de noviembre de 2010. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente 


Alberto Couriel. Senador.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia. 


(Se vota:) 
- 25 en 26. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Yamandú 
Orsi, Daniel Garín y Daniel Montiel han presentado 
notas de desistimiento, informando que por esta vez 
no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
que queda convocado el señor Rubén Martínez Huel- 
mo, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 17 de noviembre de 2010. 


Señor 

Presidente de la Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 

Presente 


De mi mayor consideración: 


Quien suscribe, Senador Dr. Eber Da Rosa Váz- 
quez, viene por la presente a solicitar al Cuerpo, en 
virtud de que debe viajar en Misión Oficial a Corea 
del Sur, licencia por la fecha comprendida entre los 
días lunes 22 a sábado 27 inclusive, del presente mes 
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y año. 


Por lo expuesto, solicito se convoque al suplente 
respectivo. 


Sin otro particular, saluda atentamente. 
Eber Da Rosa Vázquez. Senador.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia. 


(Se vota:) 
- 22 en 24. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Javier García, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 17 de noviembre de 2010 


Señora Presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1” de la Ley 
N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por motivos 
particulares, los días 29 y 30 de noviembre y 1” de 
diciembre de 2010. 


Sin otro particular, saluda al Señor Presidente 
muy atentamente. 


Daniel Martínez. Senador.” 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar si se con- 
cede la licencia. 


(Se vota:) 
- 23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Jorge 
Basso, Eduardo Fernández y Gonzalo Fernández han 
presentado notas de desistimiento, informando que 
por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Walter 
Morodo, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 
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12) INVESTIGACIÓN SOBRE EL TRATAMIENTO 
DE LA LEY N* 18.411 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continúa la discusión 
del informe de la Comisión Investigadora sobre la ac- 
tividad de la Cámara de Senadores en el tratamiento 
de la Ley N* 18.411, incluyendo los aspectos vincula- 
dos a su discusión, aprobación y puesta en vigencia. 


Tiene la palabra la señora Senadora Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señora Presidenta: ante todo, 
quiero sumarme a la consideración de que la Comi- 
sión trabajó en un clima de respeto y de interés por 
dejar bien en claro que no existía un interés corpo- 
rativo, sino una defensa efectiva de las instituciones. 
No es bueno que discutamos llevados por la pasión 
y lancemos determinadas acusaciones que, luego, 
cuesta mucho revertir porque creo que, además de 
una labor legislativa y política, también tenemos una 
tarea docente. No es solamente para visitar un vie- 
jo y hermoso edificio que llegan los estudiantes, sino 
también para saber que en el sistema político, a nivel 
parlamentario, se trabaja con interés, con esfuerzo y 
tratando de hacer lo mejor para el bien general. En- 
tonces, reitero que el clima fue muy bueno y espe- 
ro que continúe en esta Sesión en la que estamos 
intercambiando, con profundidad y con argumentos, 
nuestras diferentes visiones. 


Considero que uno de los elementos que muestra 
el interés por aclarar cuál fue la intención del Cuer- 
po legislativo cuando sancionó las diferentes normas, 
en particular la que derogó el artículo 76 de la Ley 
N* 18.411, se vio reflejado en los intentos -que no 
prosperaron, pero que existieron- de dejar en claro, 
mediante normas interpretativas, cuál había sido la 
voluntad del Parlamento. Esa expresión que tuvimos 
algunos Legisladores y que no cuajó, en el sentido de 
sancionar una norma interpretativa, tenía el objetivo 
de dejar claramente fijado en un texto legal que tu- 
viera igual valor, que la intención había sido la que se 
expuso cuando se votó el proyecto en esta Cámara: la 
simplificación de las normas que estaban destinadas 
a castigar un mismo delito. Creo que solamente este 
Parlamento tiene esa competencia y, salvo un Legis- 
lador compareciente en la Comisión, el resto estuvo 
de acuerdo en que la derogación del artículo 76 de 
la Ley N* 2.230 -tarea intransferible a otro Poder del 
Estado- había sido una decisión correcta. Por con- 
siguiente, queda claro que tanto las reseñas acadé- 
micas, de larguísima data, de antiguos y respetables 
hombres y mujeres del Derecho, como las recientes 
interpretaciones que se han hecho, coinciden en dar 
un sustento académico y jurídico a la actuación del 
Parlamento. 


¿Es posible prever consecuencias por parte de un 
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Poder independiente del Estado? Creo que no. Uno 
de los antecedentes más recientes es la llamada “ley 
grande”, la Ley N” 18.387, cuyo artículo 256, sobre 
derogaciones, ocupa más de la mitad de una página. 
Esta norma implica más de cuatrocientas derogacio- 
nes y, además, finaliza con la clásica frase de estilo 
legislativo: “Toda otra disposición que se oponga a 
lo dispuesto por la presente ley también será dero- 
gada”. Esto no implica ligereza ni falta de estudio; 
estas cosas pasan y hay que saber que, en el marco 
de esta cantidad de derogaciones, pueden ocurrir al- 
gunos efectos indeseados. No va a ser la primera vez 
que el Parlamento, eventualmente -no es el caso- , 
se haya equivocado en una derogación y luego haga 
una revisión. Incluso, cuando se elaboran leyes con 
recomendaciones y verificaciones de los máximos ór- 
ganos judiciales, en algún momento llegan avisos en 
el sentido de que hubo determinadas consecuencias 
por la derogación de algún artículo. No nos engañe- 
mos ni engañemos a nadie. No digo que esto se esté 
haciendo deliberadamente, sino que es lo que ocurre 
y nos lleva a estar más técnicamente apoyados por 
expertos, a trabajar en las distintas normas con ma- 
yor profundidad y a tener bien en claro que cuando 
legislamos sobre lo Penal nos introducimos en una 
materia muy difícil. 


Nuestra Bancada, sabiendo que existían iniciati- 
vas tendientes a evitar el pasaje directo al Plenario de 
una norma que afecte lo Penal, está dispuesta a con- 
siderar en qué términos podría darse una recomen- 
dación o una modificación reglamentaria al respecto. 
Obviamente, vamos a tener matices y algunas cosas 
que se han planteado acá no serían necesariamente 
acordadas por nosotros, pero sí podríamos prever una 
instancia que no sea la del pasaje directo al Plena- 
rio como consecuencia de todo este debate que se ha 
realizado. 


La segunda conclusión es que acá no hubo pre- 
sión, injerencia ni lesión de la independencia, respe- 
tándose el principio de la autonomía de Poderes. Esta 
es una segunda afirmación que nos parece importan- 
te porque, sin duda, lo que se debe confirmar, y nos 
debe preocupar respecto de esta investigación, es la 
defensa institucional. Esto no implica no reconocer 
los errores -de haberlos habido- , sino reconocerlos y 
rectificarlos. 


Por otro lado, una de las cosas que queda clara es 
que, en esa autonomía, las conversaciones que pu- 
dieron existir entre algunos Legisladores no signifi- 
can más que sugerencias de técnica legislativa. Entre 
ellas, sin dudas, en particular la del doctor Fernán- 
dez no estaba vinculada a las responsabilidades que 
tuvo en cada momento a propósito de los temas que 
estábamos considerando. Por lo tanto, es lógico que 
en más de una oportunidad cualquiera de nosotros, 
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ante la sanción de algunos proyectos de ley, sean del 
carácter que sean, realicemos consultas individuales 
con expertos en la materia que se esté tratando, sin 
que por ello los involucremos como responsables de 
lo que solo hacemos nosotros: levantar la mano y san- 
cionar las leyes. 


No está de más recordar -porque mucha agua ha- 
brá de correr bajo los puentes- la importante forma- 
ción académica del doctor Gonzalo Fernández. Como 
docente, en el país, en la región y fuera de ella ha he- 
cho, sistemáticamente, una formación en materia de 
Derecho Penal en las universidades más destacadas, 
como las de Castilla-La Mancha, Córdoba, Mendo- 
za, etcétera, y ha participado de eventos académicos 
en varias universidades del mundo, del mayor nivel 
formativo. Asimismo, fue miembro de comités cien- 
tíficos de múltiples eventos académicos y desarrolló 
una serie de actividades académicas vinculadas a 
diferentes institutos -como el Instituto de Derecho 
Penal Uruguayo- , en las distintas responsabilidades 
que llevó adelante. También ha obtenido muchísimos 
cargos en la representación universitaria como, por 
ejemplo, en la reválida internacional de la Facultad 
de Derecho, en comisiones de ética médica y conduc- 
ta universitaria. Á su vez, podemos destacar su labor 
en publicaciones de artículos monográficos y científi- 
cos que serían imposibles de enumerar y que tienen 
que ver con la materia Penal. 


Cuando uno está directa o indirectamente invo- 
lucrado con algunos de estos temas que ponen en 
tela de juicio la idoneidad y la actitud ética, siempre 
debe recordarse que estamos frente a personas a las 
que algunas de nuestras actuaciones pueden lesionar. 
Creo que ha quedado claro que a través de las suge- 
rencias que pudo realizar el doctor Gonzalo Fernán- 
dez no obtuvo ningún beneficio para sí, entre otras 
cosas porque no lo buscaba, no lo necesitaba. 


Por otra parte, me gustaría dejar en claro algunas 
otras cuestiones a las que se hizo referencia en Sala, 
una de las cuales tiene que ver con una causa que co- 
menzó en 2002. Una señora fue procesada en 2002 al 
imputársele el delito de disimulación de activos e in- 
solvencia fraudulenta. Es excarcelada el 27 de junio 
de 2002 y, luego de un larguísimo proceso, absuelta, 
declarándose su inocencia. La Fiscalía apela el fallo 
y el Tribunal de Apelaciones en lo Penal de 1er Tur- 
no, por sentencia de segunda instancia, revoca esa 
absolución condenándola por los delitos de fraude 
concursal e insolvencia societaria fraudulenta. El 
defensor promueve un recurso de casación ante la 
Suprema Corte de Justicia la que revoca parcialmen- 
te la sentencia impugnada, manteniéndole solamente 
la imputación por fraude concursal y quitando la del 
delito de insolvencia societaria fraudulenta. Aclaro 
que esta sentencia fue votada por mayoría y no por 
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unanimidad. La persona cumple el saldo de la pena y, 
en función de esto, queda claro que el juicio termina 
con la sentencia de casación de la Suprema Corte de 
Justicia, el 24 de octubre de 2007. Por su parte, la de- 
rogación de las normas de la Ley N” 2.230, realizada 
por la Ley N” 18.411, se aprueba un año después: el 
23 de octubre de 2008 en el Senado y el 5 de noviem- 
bre del mismo año en la Cámara de Representantes. 
Nunca se solicitó la aplicación a esta causa de una ley 
aprobada un año después. Además, sería imposible 
aplicarla porque el delito de fraude concursal por el 
cual terminó condenada esta persona, está tipificado 
nuevamente en el artículo 248 de la Ley N* 18.387. 
Se trata de esa ley que revolucionó en materia de 
cuestiones empresariales y de situaciones difíciles 
a las que se pueden ver enfrentadas pero, lamenta- 
blemente, hemos tenido mucho más espacio para los 
efectos y derivaciones ulteriores negativos que para la 
reivindicación de una norma que constituyó un avan- 
ce muy importante. Por lo tanto, la versión de que se 
cancela el antecedente, difundida por la prensa, es 
inexacta. 


De igual manera, creo que ha quedado claro que 
el único que evita que votemos la derogación del ar- 
tículo 76 -que pudo haber tenido idas y venidas que 
cualquiera de nosotros difícilmente recordase, pero 
todos los elementos fueron traídos a la Comisión para 
su estudio- es el doctor Gonzalo Fernández. De otro 
modo, capaz que cuando legislábamos la “ley grande” 
se nos colaba entre todas estas normas y, entonces 
sí, hubiéramos tenido un efecto negativo. Cada uno 
de los actores podremos haber ido y venido muchas 
veces en esta materia, pero quien evita que el Parla- 
mento Nacional derogue esta disposición, en un mo- 
mento en que el efecto habría sido la liberación de los 
hermanos Peirano, fue el doctor Gonzalo Fernández. 
Creo que eso también queda meridianamente claro. 


Con relación a la responsabilidad que nos cabe y 
a las disposiciones que nos abarcan a los Legislado- 
res, debo decir que una cosa es la lectura y las refe- 
rencias como las que hacía el señor Senador Lacalle 
Herrera -frente a lo cual el señor Senador Bordaberry 
sostenía que las cosas no son así-, pero es muy difícil 
para la ciudadanía interpretar exactamente las con- 
secuencias de las responsabilidades y darse cuenta 
de que no somos inimputables. Existen determinados 
actos que debemos realizar en virtud de los cuales, si 
fuéramos responsables en el sentido lato del término, 
tendríamos que dar explicaciones por absolutamente 
todo lo que hacemos, porque si hay algo que sin duda 
afecta la vida de la gente, son las acciones que coti- 
dianamente tenemos que llevar a cabo. 


En lo que tiene que ver con las modificaciones 
parlamentarias, como ya dije, concuerdo con el se- 
ñor Senador Pasquet -no en cuanto a la materia pe- 
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nal sino a otras- en que el hecho de no pasar por 
la Comisión es absolutamente impracticable, aunque 
muchas veces hay situaciones en que las urgencias 
nos lo impiden. ¡Ojalá siempre pudiéramos tener la 
instancia de un estudio concienzudo en Comisión! 
Recordemos aquella medianoche en que votamos 300 
artículos de un Presupuesto Nacional con una hoja 
de ruta. ¡Si habrá ello afectado la vida de la gente! 


Con respecto al pasaje a la Justicia, el Parlamen- 
to ha sido diligente en cuanto a la solicitud que el 
Juez oportunamente nos hiciera. Como consecuencia 
de esa instancia no corresponde ninguna otra actua- 
ción a ese respecto porque, en definitiva, el Juez se 
adelantó y nuestras actuaciones, junto a las de otros 
organismos del Estado, han llegado a tiempo para la 
investigación judicial que se viene realizando. 


Existen algunas cuestiones a las que se hizo refe- 
rencia en la mañana de hoy, con relación a omisiones 
u olvidos, que han quedado claras en la compare- 
cencia en Comisión. Recordemos que en la Sesión 
que fuera convocada para tratar la cuestión de fue- 
ros planteada por el señor Senador Abreu tuvimos 
que modificar el Reglamento, ya que este permitía 
intervenciones de cinco minutos y difícilmente algu- 
no de nosotros pudiera hacer sus planteamientos en 
ese lapso. Por tanto, adecuamos el Reglamento a las 
circunstancias, pero el motivo de la convocatoria era 
uno específico y difícilmente podríamos habernos re- 
ferido a otros asuntos. 


En cuanto a la codefensoría del doctor Gonzalo 
Fernández en el caso del señor Ratti, me parece que 
quedó claro, a partir del voluminoso material que la 
Comisión logró compilar, que dicha defensa no fue 
llevada adelante activamente sino, como correspon- 
de a estos casos, mediante la firma de por lo menos 
dos defensores. Creo que también queda claro que 
en el momento en que comienza esta defensa, hacía 
tiempo que esa persona estaba en libertad, así como 
también lo estaban los hermanos Peirano. 


Sin duda, a todos nos preocupa cuáles pueden ser 
las implicancias desde el punto de vista jurídico en 
materia legislativa. Antes, estos ámbitos estaban inte- 
grados casi exclusivamente por abogados y escribanos 
y la propia hora de inicio de las sesiones demostraba 
lo que siempre nos cuentan: que culminado el tra- 
bajo en el staff, venían para acá. Creo que este es un 
capítulo abierto en el que veo dificultades y una muy 
delgada línea, no solo en materia jurídica y política, 
sino también en muchas otras áreas en las que, sin 
duda, siempre debemos estar reflexionando. Nos pa- 
rece que hay mecanismos, como el rol que la ley an- 
ticorrupción confiere a la Junta, en los que, a partir 
de instancias como esta aunque no necesariamente 
motivadas por ella, es bueno que el Cuerpo reflexio- 
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ne, que la sociedad plantee cosas y que la Academia 
siga elaborando. Existen muchísimos casos, más allá 
de una profesión en particular, que pueden estar es- 
tableciendo límites demasiados delgados entre la polí- 
ticas y los eventuales intereses individuales. 


A nuestro juicio, esta Sesión debería concluir con 
el archivo de las actuaciones. Creemos que se ha tra- 
bajado en profundidad y no hemos encontrado situa- 
ciones que nos muevan a proponer otras alternativas, 
aunque sí nos motivan a tener un compromiso en 
el sentido de que la responsabilidad de cada uno de 
nosotros debe estar en permanente evaluación y que 
las normas que dictamos, aquellas que rijan durante 
nuestro ejercicio o en el de quienes nos sustituyen en 
las actuaciones legislativas, deben ser ampliamente 
difundidas. 


Es cuanto quería manifestar, señora Presidenta. 
SEÑOR GALLINAL.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Señora Presidenta: antes 
que nada, quiero expresar que comparto plenamen- 
te la exposición que ha realizado el señor Senador 
Moreira en calidad de Miembro Informante por la 
minoría. Eso me eximiría de mayores apreciaciones, 
salvo por el hecho de que voy a hablar solamente en 
nombre de mi Partido. El señor Senador Moreira, en 
tanto es Miembro Informante, dio la opinión del Par- 
tido Colorado y del Partido Nacional, por lo que su 
análisis debió ser efectuado en esos términos. En mi 
caso, ejerzo solamente la representación del Partido 
Nacional y no la de los dos Partidos que firman el in- 
forme. Es en ese sentido, en esa condición, que voy a 
hacer uso de la palabra. 


Dicho esto, quisiera señalar muy claramente, con 
el convencimiento que todos los integrantes de la 
Bancada del Partido Nacional tenemos desde hace 
mucho tiempo, que para nosotros el señor Senador 
Abreu, tanto a nivel personal como profesional y en 
su calidad de Senador de la República, cuenta con 
toda nuestra confianza. Consideramos -al igual que lo 
hace la opinión pública y seguramente todos los inte- 
grantes de este Cuerpo- que es un hombre estudioso, 
un trabajador que pone su inteligencia en su accionar 
parlamentario y que lo hace en forma absolutamente 
desinteresada, con un profundo sentido de pertenen- 
cia al Partido Nacional, pero también sabiendo que 
ocupa un lugar en el Parlamento y que, en conse- 
cuencia, su tarea está muchas veces por encima de 
la mera representación partidaria, con toda la impor- 
tancia que esta tiene. 
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También quiero manifestar que comparto lo que 
aquí se ha dicho con respecto a la forma en que se 
trabajó en Comisión. En ocasión de conformarse esa 
Comisión, señalé que el Parlamento le debía, y le debe 
hasta tanto termine esta Sesión, una explicación a la 
ciudadanía acerca de lo que pasó con el tratamiento 
de estas leyes. 


En aquellas circunstancias en que la temperatu- 
ra estaba más elevada -obviamente, el tiempo juega 
en todas las cosas de la vida-, todos observamos que, 
de alguna manera, la gente estaba perpleja ante las 
noticias que recibía, básicamente como consecuencia 
de algunas decisiones de carácter judicial. Además, 
como muchas veces la información no se interpreta 
objetivamente porque viene cargada de subjetividad 
-es natural que ello suceda porque, felizmente, vivi- 
mos en un país en que hay libertad de expresión y 
de prensa-, mucha gente entendió que, como con- 
secuencia de la aprobación de esas leyes, se había 
clausurado la causa de los Peirano. Incluso, otros en- 
tendieron que, a raíz de la aprobación de esas leyes, 
se había producido su liberación. Entonces, ¡¿cómo 
el Parlamento no va a dar una explicación a la ciu- 
dadanía en una circunstancia de esas característi- 
cas?! Ese era nuestro deber y responsabilidad y, por 
esa razón, me parece que se actuó con buen criterio 
cuando se decidió conformar la Comisión Investiga- 
dora para indagar en los términos que surgen de la 
decisión adoptada oportunamente por el Senado. En 
dicha decisión también subyace -por lo menos para 
quien habla- que nosotros debíamos una explicación 
a la ciudadanía sobre lo que sucedió y que estábamos 
dispuestos a realizar una investigación de lo actuado 
no solo a nivel del Parlamento, sino también del siste- 
ma político, porque hay otros elementos comprometi- 
dos con la aprobación de las leyes, pues el Poder Eje- 
cutivo tiene iniciativa, pero en otras causas las tiene 
el Poder Judicial. O sea que es el sistema político el 
que tiene la responsabilidad de dar una explicación, 
en la que se debe señalar, con mucho énfasis, que no 
es como producto de la aprobación de estas leyes que 
se produjo la liberación de los hermanos Peirano. 


En mi consideración, los años 2001 y 2002 mar- 
caron un antes y un después en la vida del país. Creo 
que ello trajo transformaciones culturales y políticas 
e, incluso, que lo sucedido en esos años explica los 
resultados electorales de 2004 y 2009, o al menos es 
parte del porqué de tales resultados. Entonces, ¡vaya 
si cuando se genera una confusión de estas carac- 
terísticas no es necesario señalar expresamente que 
no es como consecuencia de la aprobación de estas 
leyes que se produce la liberación de los involucrados 
en aquellas causas y, además, que la propia clausura 
de los procedimientos que, en definitiva, decidió un 
Tribunal de Apelaciones, hoy es objeto de un nuevo 
recurso actualmente a estudio de la Suprema Corte 
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de Justicia, que será motivo de un pronunciamiento 
en el transcurso de los próximos tiempos! De modo 
que todavía faltan cosas por decir en esta materia. 


Quiero hacer algunas precisiones con respecto al 
trámite que llevamos adelante y a algunos elementos 
que fuimos advirtiendo durante todo este tiempo. En 
primer lugar, me sorprendió enormemente la compa- 
recencia del doctor Gonzalo Fernández en su calidad 
de Senador, el día que el señor Senador Abreu plan- 
teó la cuestión de fueros. Recuerdo que estaba por 
comenzar la Sesión -en ese momento, quien habla 
estaba conversando con el señor Senador Amorín- y, 
al ver que el doctor Gonzalo Fernández ingresaba a 
Sala, lo primero que pensé fue que se trataba de un 
acto de coraje; que a esta Sala estaba ingresando una 
persona cuyos conocimientos jurídicos nadie pone 
en tela de juicio porque es un reconocido catedráti- 
co en una materia importante del Derecho, que evi- 
dentemente -así se lo expresé en la Comisión- pidió 
a sus titulares que solicitaran licencia para concu- 
rrir personalmente a escuchar las apreciaciones que 
tenía para realizar el señor Senador Abreu, en esas 
circunstancias el convocante porque había planteado 
la cuestión de fueros, por supuesto que con el respal- 
do del Partido Nacional. Además, pensé que tendría 
elementos muy importantes para aportar y que, se- 
guramente, debería haber estudiado el trámite y las 
distintas instancias por las que pasaron ambas leyes 
en cuestión para traernos luz sobre todos esos acon- 
tecimientos. Sin embargo, nos encontramos con dos 
consecuencias que no esperábamos. A una de ellas 
ya hice referencia cuando pedí una interrupción al 
señor Senador Moreira, en el sentido de que el doctor 
Gonzalo Fernández, en su calidad de Senador, omitió 
nada más ni nada menos que decirnos que era el abo- 
gado codefensor en una causa directamente vincula- 
da a la segunda ley por la que se deroga el artículo 76. 
En la Comisión reconoció que él era el codefensor y 
que había olvidado decirlo al Senado de la Repúbli- 
ca en aquella circunstancia. Por otra parte, cuando 
en el seno de la Comisión planteó un extenso con- 
junto de discrepancias de tono político y jurídico con 
las apreciaciones que había hecho el señor Senador 
Abreu la plantear la cuestión de fueros, le pregunté 
por qué lo expresaba en ese ámbito -y no en el Ple- 
no del Senado-, en una Sesión en la que él expresa- 
mente había pedido la oportunidad de estar presente, 
prácticamente obligando a los Senadores titulares a 
que solicitaran licencia. Entonces, me contestó, en 
primer lugar, que había sido el Partido Socialista el 
que lo obligaba a comparecer; y, en segundo término, 
que quedó tan perplejo con las opiniones vertidas en 
Sala por el señor Senador Abreu, que lo dejaron sin 
respuesta, pero que transcurrido los días había des- 
pertado de tal perplejidad y, en consecuencia, com- 
parecía en la Comisión para decirnos lo que no había 
expresado en aquella circunstancia. 
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En tercer lugar, como consecuencia del trámite de 
la Comisión Investigadora, resultó que no era verdad 
lo que nos dijo en aquella circunstancia. Es lo más 
relevante de todo lo que expresó. En esa oportunidad 
nos dijo que el país le debía que en la primera ley que 
refiere al procedimiento concursal -la ley madre- no 
se hubiera derogado el artículo 76 de la ley original 
porque él había manifestado al Poder Ejecutivo y al 
Ministerio de Economía y Finanzas que era un error 
hacerlo y, por ende, había aconsejado que se elimina- 
ra tal derogación. De acuerdo con las expresiones del 
Vicepresidente de la República, señor Astori, que en 
ese entonces era Ministro de Economía y Finanzas, 
y con los documentos que nos proporcionaron tanto 
integrantes de esa Cartera como de la Secretaría de 
la Presidencia de la República, el proyecto original 
que dicho Ministerio envía al Poder Ejecutivo no te- 
nía ninguna referencia a la derogación del artículo 
76. A su vez, el informe que la Asesoría Jurídica de 
la Secretaría de la Presidencia de la República en- 
vía al titular del Poder Ejecutivo no contiene ninguna 
referencia a tal derogación. Sin embargo, el informe 
que el doctor Gonzalo Fernández, entonces Secreta- 
rio de la Presidencia de la República, realiza en res- 
puesta al Ministerio de Economía y Finanzas tiene 
una cláusula en la que expresamente solicita que se 
derogue el artículo 76 de la ley referida. Después, en 
una conversación telefónica -de la que, obviamente, 
no existen pruebas, pero debemos aceptar ese testi- 
monio porque, en principio, es la única explicación 
plausible- , el doctor Gonzalo Fernández le dijo al se- 
ñor Ministro de Economía y Finanzas: “Mirá, Danilo, 
sacá eso que puse de derogar el artículo 76, porque 
puede traer alguna otra consecuencia”. Quiere decir 
que, contrariamente a lo que señaló aquí, desde su 
Banca, en el sentido de que era el alma máter de la 
no derogación del artículo 76, él fue quien sugirió al 
Poder Ejecutivo que se lo derogara. Luego, como era 
obvio, advirtió el alcance de esto y dejó sin efecto esa 
consideración. 


Por estos motivos, elaboramos el informe que pre- 
sentamos y, además, concluimos que si ya hay una 
causa abierta -que no se inició a nuestra instancia- en 
el Poder Judicial para indagar sobre actuaciones de 
estas características, lo que corresponde es que las 
que se realizaron aquí, en el Senado de la República, 
se pongan en conocimiento de dicho Poder. Si no se 
quiere que sean enviadas concretamente al Juzgado 
que nos ha solicitado la información, por lo menos 
debería ponerse en conocimiento de la Suprema Cot- 
te de Justicia a sus efectos. 


Por supuesto, señora Presidenta, nosotros com- 
partimos lo que se señala en el informe sobre la ne- 
cesidad de que, en relación con los proyectos de ley 
y en la medida de lo posible, se agoten las instancias 
para que puedan ser estudiados, como es debido, por 
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las Comisiones correspondientes. Esto lo hemos se- 
ñalado en más de una oportunidad, ya sea desde la 
oposición, desde la oposición en circunstancias en 
que nuestro Partido estaba en un régimen de coa- 
lición con el Gobierno de turno y también desde la 
oposición cuando le tocó gobernar al Frente Amplio 
en la Administración anterior. Como expresé, en más 
de una oportunidad hemos dicho lo que surge del in- 
forme en cuanto a que, si bien las mayorías de que 
dispone el Frente Amplio en ambas Cámaras son ab- 
solutamente legítimas y le han permitido actuar en la 
forma en que lo ha hecho, el ritmo que le imprimie- 
ron a la aprobación de muchos proyectos de ley de 
señalada importancia -algunos de los cuales han sido 
referidos por el señor Senador Moreira- ha conspira- 
do no solamente contra una buena técnica legislativa, 
sino también contra la calidad del contenido de las 
leyes. Muchas veces hemos visto y escuchado en Sala 
que Senadores del Partido oficialista han levantado 
sus manos para aprobar proyectos de ley que vienen 
con media sanción de la Cámara de Representantes, 
anunciando que están presentando una iniciativa 
para modificar lo que están aprobando. Entonces, 
¿cómo no se van a cometer errores si se abusa de 
las mayorías en aras, a mi juicio, de mantener una 
disciplina partidaria? Esta disciplina, no obstante, es 
legítima pero su precio lo termina pagando la socie- 
dad en su conjunto. 


Claro está que, probablemente, en el transcurso 
de los próximos cuatros años, ese problema de la ma- 
yoría frenteamplista no será tan evidente. Este es otro 
tema que comenzó con mucha fuerza cuando se clau- 
suró la causa de los hermanos Peirano; en realidad, la 
causa está en suspenso porque estamos a la espera de 
la decisión de la Suprema Corte de Justicia. 


Como decía, este tema comenzó con mucha fuer- 
za porque la gente nos preguntaba cómo era posible 
que un Gobierno del Frente Amplio y una mayoría 
parlamentaria de ese Partido, en función de la cual 
solamente se pueden aprobar y derogar las leyes que 
quiere el Frente Amplio, no se puede aprobar ni dero- 
gar ninguna ley por la sola voluntad de la oposición, 
hagan causa con traer al país a uno de los hermanos 
Peirano que se había ausentado deliberadamente de 
todas estas actuaciones y, paralelamente, con sus vo- 
tos, aprueben una ley en función de la cual los perdo- 
nan. Esta era la gran contradicción que la gente, hoy 
en día, no termina de comprender, y es muy difícil de 
explicar. 


Creo que es una actitud seria, de responsabili- 
dad y hasta de humildad de parte de una Institución 
como el Senado de la República, aceptar sus errores 
o admitir que puede haber sucedido algo que no está 
dentro de los carriles normales; así, se acordó la crea- 
ción de una Comisión Investigadora, a los efectos de 
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poder ofrecer una respuesta en este sentido. 


Obviamente, esto acaba no siendo suficiente por- 
que con estas actuaciones la gente no va a entender 
qué fue lo que pasó, y mucho menos se termina de 
explicar el tema, repito, con una mayoría parlamen- 
taria del Frente Amplio como la que tuvimos en la 
Administración anterior y en la actual. 


Claro está que en esta Administración puede ha- 
ber una diferencia -vamos a decir las cosas como 
son-, porque en los próximos cuatro años quizás no 
se cometan tantos errores ya que vamos a tener al 
señor Senador Pasquet para señalarles en qué puntos 
pueden llegar a equivocarse. Esta es una novedad in- 
teresante; ahora tenemos un censor, un síndico que 
nos podrá decir en qué nos podemos equivocar y por 
qué caminos iremos bien o mal. Él nos dijo que ha- 
bíamos sido negligentes, aunque en el día de hoy no 
repitió ese concepto; ojalá que no lo haya repetido a 
propósito. 


En lo personal, no tengo ningún problema en ad- 
mitir mis errores, al igual que mi Partido, pero creo 
que aquí todos nos debemos un lugar, en función 
de las circunstancias. Yo no era Legislador en 1985, 
mientras que otros sí; si lo hubiera sido, hubiera vo- 
tado a favor de la Ley de Caducidad de la Pretensión 
Punitiva del Estado. Claro está que después la Su- 
prema Corte de Justicia la declaró constitucional y 
muchos años después, no obstante, la declaró incons- 
titucional. Personalmente no se me ocurriría formar 
ahora una Comisión Investigadora para analizar si los 
Legisladores que votaron la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado en el año 1986 esta- 
ban aprobando una ley inconstitucional, porque con- 
sidero que todas las leyes son hijas de su tiempo. Más 
aún; hoy no votaría una Ley de Caducidad y estoy 
seguro de que el entonces Senador Lacalle Herrera 
y el entonces Diputado Luis Alberto Heber, que en 
aquellas circunstancias la votaron, hoy no la votarían 
porque somos hijos de este tiempo y no del tiempo de 
1985 y 1986. 


Ya que podemos, hagámosle un reconocimiento 
al ex Senador Ortiz quien, en su momento -es decir, 
antes de todo esto-, nos dijo que ese camino tal vez 
no fuera el conveniente -pero lo expresó antes de que 
el camino se recorriera; y a ello es a lo que me estoy 
refiriendo ahora- y nos sugirió impulsar dos leyes en 
lugar de una. 


Aclaro que esto lo viví como Secretario de la Ban- 
cada de Diputados del Movimiento Por la Patria; 
Wilson se había comprometido en un discurso en 
la explanada municipal, en el que había dicho -me 
parece que mucha gente olvida esto- que no quería 
que la Administración democrática comenzara con 
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presos de la dictadura. Entonces, existía la necesidad 
de aprobar en forma inmediata una ley de amnistía 
para que se liberara -tal como se hizo- a todos los pre- 
sos políticos; no quedó ninguno encarcelado. Quiero 
recalcar, una vez más, que esto lo dijo antes el ex 
Senador Ortiz. Con el diario del lunes todos somos 
Gardel o Pelé, pero quiero preguntar a los “Gardel” 
y a los “Pelé”: ¿por qué antes, durante y después de 
la aprobación de la ley, no solamente el foro jurídico, 
la Asociación de Magistrados, el Colegio de Abogados 
y la doctrina no dijeron una sola palabra en cuanto 
a que esto podría traer esa consecuencia? No lo di- 
jeron antes, ni tampoco un mes, ni seis meses ni un 
año después. Ningún partido político dijo nada; por el 
contrario, todos votamos a favor de esa ley, represen- 
tando a los que aquí estamos, porque no se trata de 
decir que la ley la votó el Senador Gallinal, el Sena- 
dor Abreu, el Senador Larrañaga o el Senador Heber; 
la votó el Partido Nacional que representaba, entre 
otros, al Senador Lacalle Herrera, que no era Sena- 
dor en esa circunstancia pero tenía derecho a opinar 
-no lo hizo- que no compartía la ley que aprobaron 
sus correligionarios. Esa ley también la aprobó el Par- 
tido Colorado, con el voto de su Secretario General, 
el doctor Julio María Sanguinetti. Me señalan que ese 
día votó su suplente, pero en esa Sesión también esta- 
ba el entonces Senador Alfie, que pertenece al mismo 
Partido y al mismo sector. No escuché ninguna voz 
que dijera algo al respecto. Ahora bien; con el diario 
del lunes -se lo voy a pedir prestado para este fin de 
semana, pero me va a decir que no- se hacen estas 
afirmaciones, pero no es así. 


Además, después tenemos que soportar que venga 
al Senado el doctor Gonzalo Fernández, quien se dio 
el lujo de exigir a otro Senador que pidiera licencia 
para entrar él a decirnos lo que quiso y a no decirnos 
lo que no quiso. En aquella oportunidad, el doctor 
Gonzalo Fernández -no lo digo yo- dijo que al otro día 
de la Sesión el Senador que pidió la Comisión Inves- 
tigadora le expresó que estábamos de acuerdo. ¿No 
estaba acá el diario del lunes? ¿En qué estábamos de 
acuerdo? 


Creo que cada uno tiene que asumir sus responsa- 
bilidades pero, además, ¿esa es la independencia del 
Poder Judicial? No; no podemos vivir atados a lo que 
decide el Poder Judicial, aunque tenemos que respe- 
tarlo. Si vivimos atados a lo que dice el Poder Judicial 
tendremos algunos problemas, porque ese Poder hace 
una declaración de constitucionalidad en la década 
de los ochenta, y una declaración de inconstituciona- 
lidad en el año 2009 sobre el mismo tema. 


Con respecto a esta ley en concreto, tenemos la 
opinión del Juez Letrado en Primera Instancia, pero 
existe un punto de vista diferente del Tribunal de 
Apelaciones, y ahora estamos esperando una opinión 
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de la Suprema Corte de Justicia. Cada vez que opinen 
uno de ellos de manera diferente, ¿vamos a decir que 
somos responsables o irresponsables? No me parece 
que sea lo correcto. Creo que se actuó con responsa- 
bilidad y en forma excesivamente rápida. Quizás, si 
el proyecto de ley hubiera pasado por la Comisión y 
no se hubieran mezclado los temas -porque el asunto 
central en esa circunstancia era la crisis del Sindicato 
Médico-, los resultados hubieran sido otros. 


Probablemente, mi tiempo está finalizando. Agra- 
dezco a la Señora Presidenta la gentileza de intentar 
prorrogármelo, pero voy a terminar aquí mi interven- 
ción, porque era cuanto deseaba expresar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: deseo 
contestar la alusión que hizo, más que irónica, sar- 
cásticamente el señor Senador Gallinal. Si en algún 
momento di alguna impresión de vanidad o de sober- 
bia por señalar lo que a mi juicio constituyen erro- 
res, pido al Cuerpo las disculpas que corresponden 
y prometo tratar de enmendarme, aprendiendo de la 
humildad y de la sencillez que todo el mundo recono- 
ce al señor Senador Gallinal, que es seguramente un 
referente en esa materia. 


En lo que tiene que ver con tener o no el diario 
del lunes, es claro que los errores se corrigen una vez 
que se advierte que se han cometido. No es cómodo, 
grato ni fácil decir en un ámbito al que se pertene- 
ce que allí se cometió un error; pero no hacerlo o 
no vencer esa incomodidad o esa situación desagra- 
dable, a mi juicio implicaría caer en una forma de 
corporativismo que es preciso evitar. Me parece que 
le hace mal al sistema democrático y a las institucio- 
nes republicanas que la gente perciba a los políticos 
como un grupo de personas que ocultan sus errores 
recíprocamente, quizás con la expectativa de que si 
hoy no señalo los errores de los demás, mañana los 
demás no señalarán los míos. Creo que actuando con 
franqueza, sencillez y respeto, nos podemos ayudar a 
cumplir mejor la tarea común y a decir, con el respeto 
que corresponde, cuando uno entiende que el otro se 
equivocó, sabiendo que esto es de ir y venir y que ma- 
ñana vendrán los señalamientos a la conducta propia. 
En definitiva, con la autocrítica institucional, las ins- 
tituciones funcionan mejor y la gente va a recibir los 
beneficios. Me parece que eso es lo correcto. 


En cuanto a que mañana la Suprema Corte de 
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Justicia pueda revocar la sentencia del Tribunal de 
Apelaciones, estimo que eso no afecta en nada lo que 
hemos dicho. Podría afectarlo, señora Presidenta, si 
cuando se votó la Ley N* 18.411 alguien hubiese di- 
cho que se podía votar, que no había que tener temor 
al efecto que pudiese tener la aplicación del principio 
de retroactividad de la ley penal más benigna, porque 
existiendo acusación fiscal por un delito distinto de 
aquel por el cual se dispuso el procesamiento, la ex- 
tinción del delito no iba a tener ningún efecto. Pero 
esas consideraciones nadie las hizo, por lo que nadie 
tiene derecho mañana, si la Suprema Corte de Justi- 
cia revoca la sentencia del Tribunal de Apelaciones, 
a decir que el Parlamento tenía razón. Sería, más o 
menos, como si alguien que juega a la ruleta rusa y 
sale ileso del trance, dijese después que el hecho de 
haber salido ileso demuestra que actuó con absoluta 
prudencia y diligencia cuando jugó. Eso no es cierto. 


Nada más. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señora Presidenta: inte- 
gramos la Comisión Investigadora y por esa razón 
podemos dar la versión de lo que allí ocurrió. En la 
mañana de hoy se ha dado un positivo y constructivo 
debate -espero que continúe y finalice en los mismos 
términos- , más allá de las discrepancias que han 
quedado de manifiesto, de una manera respetuosa, 
lo que también se refleja en los informes en mayoría 
y en minoría. 


Cuando surgió el tema de las consecuencias de 
esta ley y de la actuación que tuvo el doctor Gon- 
zalo Fernández, desde luego vivimos un momento 
de preocupación y de perplejidad. En los medios de 
prensa se destacaron algunos hechos que orientaban, 
prácticamente, a la culpabilidad del doctor Gonzalo 
Fernández. Por tal razón, cuando el señor Senador 
Pasquet presentó la moción para crear una Comisión 
Investigadora nos pareció que era bueno votarla, para 
ordenar los datos sobre este hecho que había surgi- 
do en la opinión pública, casi en forma explosiva. De 
modo que nos tomamos un tiempo para ese análisis 
y creo que sesenta días fue un plazo razonable. En- 
tiendo que fue buena y conveniente la propuesta del 
señor Senador Pasquet en el sentido de crear una 
Comisión Investigadora -que sesionó en forma res- 
ponsable en cuanto a la presencia de sus integrantes 
y también de quienes comparecieron- que fue votada 
por unanimidad en la Cámara de Senadores. 


Quiero señalar algunos puntos que ya se han men- 
cionado, pero que no son redundantes. En primer 
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lugar, destaco que todas las solicitudes de compare- 
cencia a la Comisión fueron votadas favorablemente; 
inclusive, en ciertos casos -como sucedió con el doc- 
tor Gonzalo Fernández- se produjo la reiteración de 
alguna de ellas por parte de los señores Senadores 
del Partido Colorado y del Partido Nacional. A pesar 
de que podía entenderse que con una comparecencia 
era más que suficiente -porque fue extensa y, ade- 
más, se habían hecho declaraciones en otros ámbi- 
tos de la opinión pública-, hubo distintas opiniones al 
respecto. Aclaro que, personalmente, votamos favo- 
rablemente la solicitud de que compareciera nueva- 
mente el doctor Fernández. Creo que a esa altura ya 
teníamos una perspectiva de los hechos y entendía- 
mos que había sido positivo el tratamiento del asunto. 
El hecho de que el argumento haya sido reconocido 
por todos los integrantes de la Comisión -en los infor- 
mes en mayoría y en minoría- , y que hayamos tenido 
la posibilidad de recibir a todos los involucrados en el 
asunto que así lo solicitaron, me parece que consti- 
tuye un valor importante, tanto para este caso como 
para adoptarlo como una conducta general en mate- 
ria de Comisiones Investigadoras. 


Un hecho que no se ha mencionado, o por lo me- 
nos no recuerdo haberlo oído, tiene que ver con la 
decisión adoptada en el sentido de que las sesiones 
no fueran secretas. Quiere decir que durante los dos 
meses en que nos reunimos existió la posibilidad de 
que todos los interesados en este asunto tuvieran ac- 
ceso a la información; me refiero, por ejemplo, a los 
señores Senadores, pero sobre todo a los periodistas, 
que estaban muy interesados en lo que ocurría y per- 
manentemente nos llamaban para saber si se habían 
publicado las versiones taquigráficas, las cuales es- 
tuvieron a disposición de todos durante los dos me- 
ses. Ese clima de trabajo permitió que se hicieran las 
preguntas que se consideraron pertinentes, que se 
solicitara la presencia de nuevos testigos o se pudie- 
ran pedir datos adicionales, todo lo cual enriqueció la 
profundidad del análisis. 


Por otra parte, resolvimos -supongo que esto no 
fue acorde con el Reglamento- , que en caso de que 
algún señor Senador no pudiera concurrir a la Co- 
misión -en lo personal, también me sucedió- nom- 
brara un suplente -obviamente un Senador titular-, 
para que ocupara su lugar. En el Reglamento no se 
contempla esta posibilidad, pero creo que sería bue- 
no que se incorporara, porque algún día podríamos 
correr determinados riesgos. En este caso no sucedió 
nada negativo, pero sí es cierto que nadie habló del 
asunto. De todos modos, las decisiones se adoptaron y 
todo se resolvió pacíficamente, aunque repito que se- 
ría bueno tenerlo en cuenta para evitar algún incon- 
veniente en el futuro, sobre todo porque del artículo 
141 del Reglamento no se desprende que la decisión 
adoptada haya sido la correcta. 
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Con relación al fondo del asunto, sin ánimo de 
reiterar lo que ya se ha dicho, quiero aclarar que 
comparto absolutamente el informe en mayoría, que 
cuenta con mi firma. Pienso que ese documento se 
ajusta a la apreciación de los acontecimientos, y no 
voy a entrar en detalles, porque son más que cono- 
cidos. 


Quiero agregar, que en esta Comisión se recibió a 
todos los que solicitaron audiencia, a lo que se sumó 
el testimonio de las actuaciones vinculadas al ex- 
pediente judicial, así como también la copia del ex- 
pediente referido al proceso de presentación de los 
proyectos tendientes a la reforma de la legislación de 
concursos, que le fuera requerida al Ministerio de 
Economía y Finanzas, todo lo cual figura en estos dos 
voluminosos informes que hemos estudiado. Se han 
incluido muchos detalles de los informes, por tanto, 
pienso que en esencia el concepto básico que estaba 
en juego quedó muy claro. 


Por otra parte, quisiera hacer una aclaración, por- 
que aquí se ha planteado una falsa oposición sobre 
dos elementos que a mi criterio no son contradicto- 
rios. El señor Senador Lacalle Herrera, al comienzo 
de la Sesión, hizo referencia a las responsabilidades 
que nos corresponden a los Legisladores, y el señor 
Senador Bordaberry le dio un alcance que yo no in- 
terpreto como contradictorio, sino como complemen- 
tario, porque evidentemente hay un juicio en el que 
cualquier actuación de los Legisladores se va a tener 
en cuenta; me refiero al juicio de los ciudadanos en 
la instancia de las elecciones, donde elige a sus repre- 
sentantes. En modo alguno pienso que el señor Sena- 
dor Lacalle Herrera podría desconocer esa instancia 
de juicio, sino que simplemente estaba aludiendo a 
otro aspecto. Creo que ambas visiones son de recibo y 
no pienso que exista contradicción alguna. 


Quiero decir que suscribo el informe presentado, 
y aclaro que a mi entender todas las intervenciones 
han sido importantes. Todos los ciudadanos que com- 
parecieron en la Comisión lo hicieron en el marco de 
una situación de conmoción personal fuerte, dada la 
proyección que el asunto había tenido en la opinión 
pública, pero el tema principal de la Comisión Inves- 
tigadora no era la figura del doctor Gonzalo Fernán- 
dez, sino la actuación que había tenido el Parlamento 
con respecto a la aprobación de la ley en cuestión. 


En este punto quiero hacer otro comentario, y 
no con ánimo de polémica sino como una reflexión. 
Luego de haber escuchado a los señores Senadores 
Pasquet y Gallinal, creo que es evidente el derecho 
que todos tenemos a observarnos, a corregir errores 
y a señalar imperfecciones, pero eso siempre se debe 
hacer con la mayor altura. Ahora bien, no conside- 
ro que sea de recibo que en estas circunstancias se 
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haga un pormenorizado análisis sobre las insuficien- 
cias que tuvo el procedimiento de la discusión de la 
ley, o la falta de rigor técnico- legislativo para llegar a 
su aprobación, luego de que ha pasado tanto tiempo 
y cuando, en algunos casos, ni siquiera se participó 
en esas instancias. No es lo mismo decir: “ustedes se 
equivocaron” que decir: “nosotros nos equivocamos”. 
Acepto que se juzgue a otro si yo también me incluyo; 
pero si me pongo en la vereda de enfrente para seña- 
lar los errores de otros, estoy incurriendo, al menos, 
en una falta de elegancia, y considero que esa es una 
cualidad que los ciudadanos deberíamos mantener. 


Por último, quiero referirme a la persona del doc- 
tor Gonzalo Fernández. Pienso que la señora Senado- 
ra Xavier ha expuesto algunos datos sobre la trayecto- 
ria, conocida o no, pero realmente impresionante del 
doctor Fernández. Por mi parte, voy a mencionar un 
aspecto de su historia que tiene que ver con la canti- 
dad de veces que le solicitaron prólogos para la publi- 
cación de libros. Eso no es común. Es obvio que una 
solicitud de esa naturaleza siempre se hace a alguien 
a quien se reconoce por su nivel intelectual, su re- 
presentatividad y demás condiciones que pueden je- 
rarquizar la obra. El doctor Gonzalo Fernández, entre 
los años 1992 y 2010, ha realizado diecisiete prólogos. 
Queda claro que no se recurrió a él por error, pues en 
el lapso de dieciocho años, diecisiete destacados au- 
tores penalistas, le pidieron que prologara sus obras. 
Mencionaré algunos, a modo de ejemplo: Eduardo 
Pesce Lavaggi, en el año 1997; Rodolfo Schurmann 
Pacheco, en el 2002; Eugenio Raúl Zaffaroni, inte- 
grante de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
República Argentina, en 2005; Raúl Cervini y Gabriel 
Adriazola en 2010. Cuando un autor le pide a alguien 
que sea su prologuista, en cierto modo le está ha- 
ciendo un reconocimiento a su jerarquía. Considero 
que este es un dato contundente y marca una vida, 
una trayectoria. De manera que, como figura en el 
informe en minoría, expresado en forma condicional, 
que “el delicado equilibrio” que debe mediar entre el 
desarrollo de la actividad privada y el cumplimiento 
de la función pública pueda “haberse visto compro- 
metido en circunstancias como las analizadas a la luz 
de las omisiones, olvidos y contradicciones”, frente 
a la trayectoria ejemplar de un profesional como el 
doctor Gonzalo Fernández, no es suficiente como 
para votar -y por eso no lo vamos a hacer- su envío 
al Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal 
Especializado en Crimen Organizado. Planteo mi po- 
sición basándome en la Ley N* 17.060, que establece 
normas referidas al uso indebido del poder público, 
relacionadas también con la corrupción. Si mañana 
algún diario titula que la posición minoritaria plan- 
teó la aplicación de la Ley N* 17.060, referida al uso 
indebido del poder público y a la corrupción, eso de- 
jaría un estigma que luego se podrá blanquear o no. 
En realidad, creo que al doctor Gonzalo Fernández 
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le sobran méritos y trayectoria como para eliminar 
un estigma de este tipo, pero ivaya si es pesada una 
marca como esa! 


Por lo tanto, culmino mi intervención haciendo la 
siguiente apelación. Sería bueno que -sin perjuicio de 
votar la moción- finalmente en el Senado llegáramos 
a un acuerdo general con respecto a este episodio. 
Sé que no es fácil, pero no descarto que lo podamos 
lograr. La dureza con que se evalúa al doctor Gonzalo 
Fernández y la falta de elementos con que se le justi- 
fica, hacen más que suficiente la conveniencia de no 
dar trámite -ni quede en la opinión de la minoría- al 
Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal Es- 
pecializado en Crimen Organizado. 


Era cuanto quería manifestar. Muchas gracias. 


SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: el señor 
Senador Baráibar me reprocha falta de elegancia por 
criticar lo que hacen otros porque, según dice, para 
hacer una crítica habría que formar parte del grupo 
al que se critica. En cuanto a elegancia, no le voy 
a contestar y lo reconozco como árbitro supremo en 
la materia. Ahora bien, con relación a la crítica que 
se me hace, digo que la misma es infundada, por- 
que yo comencé mi exposición diciendo que todos los 
partidos habíamos votado la ley y que nosotros, como 
integrantes del Partido Colorado, nos sentíamos tan 
responsables institucionalmente como cualquiera. 
El señor Senador podrá releer, si lo desea, la versión 
taquigráfica, pudiendo comprobar que eso fue justa- 
mente lo que dije. De ninguna manera acepto que 
para que la crítica sea válida sea necesario formar 
parte del sector al que se critica. Con ese fundamen- 
to, los partidos de la oposición no tendríamos razón 
de ser; dicho de otra manera, no podríamos criticar al 
Gobierno porque no formamos parte de él. No acep- 
tamos ese criterio, así como tampoco los criterios cor- 
porativistas; las críticas las seguiremos haciendo con 
la lealtad y el respeto que corresponden, valores a los 
que creemos no haber faltado en ningún momento de 
nuestra exposición. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Continuando con la 
lista de oradores, tiene la palabra el señor Senador 
Amorín. 


SEÑOR AMORÍN.- Señora Presidenta: creo que 
aquí ya se ha hablado bastante, pero quiero hacer al- 
gunas pequeñas observaciones. 
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Antes que nada, quiero decir que comparto ple- 
namente el informe en minoría, que lleva mi firma, 
además de la de los Senadores Moreira y Gallinal. 


También destaco que el clima de la Comisión fue 
muy amplio y bueno. Todos nuestros pedidos fueron 
tomados en cuenta; en este sentido, la mayoría se 
movió con absoluta amplitud. 


Ingresando a la consideración del tema en cues- 
tión, quiero manifestar que los hechos investigados 
en la Comisión dieron lugar al análisis de dos situa- 
ciones fundamentales: en primer lugar, la actuación 
del Cuerpo y, en segundo término, los hechos en los 
que participó el doctor Gonzalo Fernández. Aclaro 
que luego haré referencia a las expresiones vertidas 
por el Senador Baráibar. 


En cuanto a la actuación del Cuerpo, pienso que 
todos tenemos absolutamente claro que la velocidad 
con la que se votó la ley hizo mal a la decisión final. 
De los Senadores que estaban presentes en ese mo- 
mento -al menos eso fue lo que constatamos en la Co- 
misión Investigadora-, ninguno sabía que esta dero- 
gación podría afectar procedimientos que estaban en 
curso, concretamente el del Banco de Montevideo. El 
único que lo sabía era el entonces Senador Astori, hoy 
Vicepresidente de la República, que al ser pregunta- 
do por nosotros manifestó que ese día había tomado 
licencia y se había ido a la mitad de la Sesión, cuando 
todavía no se había tratado el tema. Sin embargo, ex- 
presó que tenía la convicción de que había que votar 
esa derogación, por lo que no le pareció importante 
comentárselo a nadie. La otra persona que sabía esto 
era el doctor Gonzalo Fernández. 


En todo el proceso previo de consideración de 
la ley en general, en el Senado nunca se habló de 
este tema. Se hizo referencia al asunto, por prime- 
ra vez, cuando llegó el proyecto de ley del Ministerio 
de Economía y Finanzas, instancia en la cual el doc- 
tor Gonzalo Fernández añade el artículo por el que 
se derogan las mencionadas disposiciones de la Ley 
N* 2.230. Luego, el Ministerio de Economía y Finan- 
zas se da cuenta del error y advierte al señor Ministro 
sobre la conveniencia de retirar dicho artículo, ya que 
está en juego el tema de los procesados por el Ban- 
co de Montevideo. Pero aquí en el Senado nadie se 
enteró de eso, pues cuando llegó el proyecto de ley 
ese artículo ya no estaba incluido; por lo tanto, esos 
temas no se discutieron. 


La enseñanza que debería dejarnos este proceso 
es que, en lo posible, estos temas no se deben tratar 
con la velocidad con que se trató en este caso, o sea, 
de un momento para el otro. Queda claro que estos 
temas deben pasar por la consideración de la Comi- 
sión correspondiente y eso es, justamente, lo que 
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decimos en el informe. Me parece que esto es im- 
portante y comparto lo que expresó el señor Senador 
Pasquet en cuanto a que los proyectos que tienden a 
derogar leyes penales deberían pasar por la instancia 
de análisis a nivel de Comisión. En este sentido, creo 
que entre todos deberíamos trabajar a efectos de in- 
tentar modificar el Reglamento. 


Sin duda, nos hemos equivocado. Aclaro que pue- 
do hablar en primera persona porque en aquel tiem- 
po yo era Representante y el trámite que se dio en 
el Senado fue similar al de la Cámara de Represen- 
tantes. Hoy estamos analizando lo que ocurrió aquí, 
pero en la otra Cámara sucedió lo mismo. Por tanto, 
asumamos que debemos intentar que estas cosas no 
sucedan nuevamente. 


En lo que tiene que ver con la actuación del doc- 
tor Gonzalo Fernández, debo decir que no era el tema 
central, pero pasó a serlo en virtud de todo lo que 
se dijo en la Comisión Investigadora, que como to- 
dos sabemos adquirió relevancia en la opinión pública 
y en la prensa. Todos conocemos la trayectoria del 
doctor Gonzalo Fernández y valoramos su condición; 
sin duda es un hombre intelectualmente muy prepa- 
rado, con conocimientos profundos en materia penal 
y procesal penal, y también en otros temas. Sin em- 
bargo, todo lo expresado por la Senadora Xavier y el 
Senador Baráibar haciendo énfasis en sus condicio- 
nes excepcionales y su fenomenal inteligencia, no lo 
ayudan en este caso. En realidad, si me dijeran que 
es inimputable o que se olvida de todo, lo trataríamos 
de otra manera, pero acá nos dicen que es una perso- 
na especialmente preparada y, como dijo él aquí, con 
muy buena memoria. Entonces, hay temas que, por 
lo menos, son discutibles. Con total franqueza, no me 
pueden decir que en veinte minutos que tenía para 
contestar cuando estuvo en esta Sala, se olvidó de 
decir que tenía un caso vinculado con esta ley, porque 
eso es lo primero que debió decir. Es más, si hubie- 
ra estado solo treinta segundos, también lo tendría 
que haber dicho. Todas estas omisiones complican el 
tema y lo hacen, por lo menos, discutible. 


No voy a decir -no lo digo acá ni lo diré nun- 
ca- que en estos casos hay delito; ni siquiera pue- 
do decir que hay mala fe. Ahora bien, me parece 
que está mal no enviar los antecedentes al Juzgado 
cuando nos los están solicitando. Considero que acá 
trabajamos mucho y escuchamos una cantidad de 
cosas; a la vez, hay un Juez que está actuando en 
un tema estrechamente vinculado con este. Por lo 
tanto, entiendo que debemos mandar los antece- 
dentes, aunque el Juzgado se llame Juzgado Letrado 
de Primera Instancia en lo Penal Especializado en 
Crimen Organizado de Segundo Turno. No lo vamos 
a mandar a la Asociación Uruguaya de Fútbol, sino 
al Juzgado que tiene el expediente. Personalmente, 
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firmé esto y analicé en profundidad el tema porque 
en este caso -como en tantos otros- estamos jugando 
con la honorabilidad de las personas. Durante mu- 
cho tiempo hemos sentido ataques muy cercanos, la 
mayoría de ellos sin sustento pero que han dañado a 
muchos, de gente inescrupulosa que hoy defiende la 
honorabilidad de sus compañeros. Por lo tanto, me 
cuido enormemente en estos temas. Sé que cuando 
se mandan los antecedentes a la Justicia Penal, hay 
gente que puede pensar que la persona implicada 
cometió un delito; por eso, cuando firmamos esto lo 
conversamos y lo analizamos a fondo. 


Hecha la aclaración de que acá no estamos dicien- 
do que haya delito, dado que hay un Juzgado que está 
pidiendo los antecedentes, creo que el Senado tiene 
la obligación de enviarlos y de mostrar que actuamos 
con absoluta amplitud. Desde ya digo al señor Sena- 
dor Baráibar que voy a votar esto porque estoy con- 
vencido de que hay que hacerlo y que es el camino 
que tiene que seguir el Senado. Me parece que de 
esta forma estaríamos dando una señal bien clara y 
positiva al respecto. 


Muchas gracias. 
SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Bordaberty. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: en 
primer lugar, quiero hacer una precisión con el mis- 
mo espíritu que quienes me precedieron en el uso de 
la palabra. Actualmente soy Secretario General del 
Partido Colorado y me responsabilizo por lo que hizo 
mi Partido en esta Legislatura y en la anterior. Me 
siento integrante del Parlamento que aprobó esta ley 
por ese motivo. Como bien dijeron los señores Sena- 
dores Pasquet y Amorín, el mero hecho de no haber 
estado personalmente no quiere decir que no seamos 
responsables; lo somos tanto como todos los que vota- 
ron la ley y así lo asumimos. 


Cuando decimos que sería positivo que el Parla- 
mento se replantee si es bueno aprobar leyes de esta 
envergadura en tiempos tan cortos y sin el pasaje por 
la Comisión respectiva, y que deberíamos tomar las 
medidas para que esto no volviera a suceder, no lo 
hacemos porque no hayamos estado personalmente; 
nuestro Partido estaba presente y creo que si nuestro 
Secretario General hubiera estado, también lo hu- 
biera votado. Es más: honestamente, pienso que si 
yo hubiera estado acá, también lo habría votado. Se 
trataba de un proyecto que venía con la urgencia de 
resolver el tema del CASMU, y dado que no soy espe- 
cialista en Derecho Penal ni domino todo lo relativo a 
la derogación de las normas, seguramente lo hubiera 
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votado. Por lo tanto, no busquen objetivos que no solo 
no expresamos sino que además rechazamos. 


Siguiendo el mismo espíritu que señalaban la se- 
ñora Senadora Xavier y el señor Senador Baráibar, 
quiero decir que creo que no estamos tan alejados. 
Todos hemos reconocido que el proyecto de ley no se 
aprobó por el procedimiento habitual y que no eva- 
luamos una cantidad de cosas. El maestro Couture 
decía que el tiempo se venga de aquellas cosas que se 
hacen sin su consentimiento, y creo que esto no hace 
más que reafirmarlo. 


A la vez, cuando leo el informe de la mayoría, veo 
cosas con las que estoy de acuerdo y otras con las 
que no. Cuando se dice que no existió en el accionar 
del doctor Gonzalo Fernández conducta tendiente a 
influir la aprobación de la norma por motivos espu- 
rios o ilegítimos, no estoy de acuerdo con la parte que 
hace referencia a los motivos espurios e ilegítimos. 
Se reconoce con mucha honestidad por parte de la 
mayoría que existió un accionar y una conducta ten- 
diente a influenciar la aprobación de la norma. To- 
dos sabemos que existió dicho accionar y que fue una 
conducta tendiente a influir la norma -no se dice si 
a favor o en contra- , pero no estamos de acuerdo en 
la referencia a motivos espurios e ilegítimos. Con esto 
no decimos que los hubo, como señalaba el señor Se- 
nador Amorín sino, sencillamente, que entendemos 
que hay dudas razonables derivadas de una cantidad 
de hechos que se han mencionado hoy acá y que pue- 
den llegar a hacernos pensar que no lo podemos afir- 
mar de manera tan contundente como se propone en 
el informe de la mayoría. ¿Cuáles son esas dudas? Ya 
fueron expresadas, pero creo que las más graves son 
las que vimos acá cuando concurrió el doctor Fer- 
nández. Él dijo que el único contacto que tuvo con la 
elaboración de la ley fue cuando ya estaba redactada 
y después resultó que había participado en la redac- 
ción anterior, tal como expresó el actual Presidente 
de la República interino. Entonces, expresó una cosa 
acá, y resulta que era otra. También nos dijo que la 
Ley N* 2.230 ya no se aplicaba y resulta que defendía 
a una clienta que había sido condenada. Mencionó, 
además, que se habían olvidado de derogar el artículo 
77, y en un trabajo sobre la ley había dicho que ese 
artículo ya estaba derogado. Por lo tanto, siento que 
hay contradicciones evidentes. 


Además, el hecho de haber escrito prólogos no 
exime a nadie de dar cuentas donde debe darlas. 
Por ejemplo, el doctor Lacalle Herrera ha escrito 
una cantidad de prólogos, que he leído, y eso no fue 
obstáculo para que le hicieran denuncias. Nunca 
he visto que un prólogo sirva como eximente o 
produzca la falta de imputabilidad de una persona. 
El argumento de que se escribieron prólogos no me 
parece que sea de recibo. 
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Por eso, con este espíritu, creo que no estamos 
lejos de decir que nosotros, los parlamentarios, vamos 
a tomar medidas para que con el tiempo podamos evi- 
tar este tipo de conductas. 


Creo que podemos decir que sí, que hubo un ac- 
cionar -tal como figura en el informe de la mayoría- y 
una conducta del doctor Gonzalo Fernández tendien- 
te a influir la aprobación de la norma en análisis, pero 
no nos pronunciamos sobre si eso se debía a motivos 
personales, espurios e ilegítimos. Nosotros no lo esta- 
mos pidiendo; dejemos a un lado este aspecto y envie- 
mos todo al lugar en el que, a partir de hoy, debería 
estar: ante un tercero que toma las decisiones, por 
suerte, apartado de todas las presiones políticas y de 
los comentarios de nosotros, los parlamentarios. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede interrumpir el 
señor Senador. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Señor Presidente: 
quiero decir que lo que trae a colación el señor Senador 
Bordaberry respecto a las denuncias que se formularon 
contra mi persona no tiene mucho que ver con el tema 
objeto de análisis pero, ya que estamos, “hasta igualar, 
envido”. En tal sentido, quiero que quede claro que nin- 
guna de esas denuncias terminó en un pedido de pro- 
cesamiento. No es cuestión tampoco de traer el nombre 
de quien ha sido sometido al escarnio público durante 
muchos años; sometido a la obligación de concurrir a 
un Juzgado en cinco oportunidades para que le pregun- 
taran lo mismo y su imagen apareciera en la televisión; 
sometido a la acusación de haber modificado secciones 
judiciales, competencia que le corresponde a la Supre- 
ma Corte de Justicia, sin que se sepa jamás -¡fíjense los 
señores Senadores que me han investigado más que a 
nadie en el Uruguay!- el progreso de ninguna acción 
penal contra mi persona. Digo esto no porque me guste, 
sino porque aquí estoy para responder las acusaciones 
o insinuaciones que se hagan respecto de mi conducta. 
Desafío a quien quiera hablar de ese tema, a que lo haga 
ahora. Jamás se me pudo imputar ninguna inconducta. 
Esto es algo que sé antes que nadie, pues a lo largo de 
mi vida he actuado correctamente. 


El ejemplo que trae a colación el señor Senador 
Bordaberry puede ser válido, pero como toca en mi 
persona algo muy importante, como es mi honor -que 
he tratado de custodiar toda mi vida-, quería hacer 
esta referencia. 


En tren de buscarle la vuelta al tema en cuestión, 
me pregunto por qué hay una Comisión de Etica tra- 
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tando el asunto del doctor Gonzalo Fernández a nivel 
partidario. No es mi intención incursionar en cues- 
tiones de esta índole, pero es notorio que existe una 
duda al respecto por parte de sus propios compañe- 
ros. Entonces, si lo que se pretende es hablar de todos 
los temas, hagámoslo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora Presidenta: en 
el mismo sentido que lo hizo el señor Senador preo- 
pinante, he tratado de hacer ver que cuando el doc- 
tor Lacalle Herrera recibió denuncias públicas y fue 
sometido a estas conductas, en ningún momento dijo 
que escribió prólogos, sino que dio la cara, aclaró el 
tema y hoy está sentado junto a nosotros y puede de- 
cir su verdad. He leído muchos prólogos escritos por 
él y cuando fue objeto de denuncias, nunca vi que se 
defendiera con otra cosa -ni con el hecho de haber 
escrito prólogos- que no fuera su verdad. 


Quiero decir al señor Senador Lacalle Herrera 
que creo en lo que hizo cada vez que fue objeto de 
denuncia y en la forma como se defendió. Si el ejem- 
plo no fue el mejor, le pido disculpas pero, a mi juicio, 
fue tan similar y válido como el que estamos teniendo 
en el día de hoy. Me parece que decir que alguien no 
puede incurrir en inconductas porque escribió prólo- 
gos es un error enorme porque, de lo contrario, esta- 
ríamos creando una suerte de impunidad a partir de 
la escritura de prólogos que no tiene sentido alguno. 


Asimismo, considero -pido excusas a los señores 
Senadores por ponerme bíblico- que a quien más se 
le da, más se le exige. Si el doctor Gonzalo Fernán- 
dez tiene todos los títulos a que se hizo referencia y 
escribió los prólogos a los que se aludió, me parece 
que está más obligado aún a brindar la información, 
a realizar aclaraciones y a hacernos ver a todos los 
parlamentarios que la aprobación de esa norma podía 
tener consecuencias no deseadas. A mi juicio, el doc- 
tor Gonzalo Fernández tenía una obligación mayor a 
la de cualquier otro ciudadano. 


Muchas gracias. 
SEÑOR COURIEL.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tiene la palabra el se- 
ñor Senador Couriel. 


SEÑOR COURIEL.- Señora Presidenta: he escu- 
chado muy atentamente lo que se ha venido expre- 
sando y, como tengo dos convicciones personales, las 
voy a exponer. 


La primera convicción personal que tengo es que 
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al Senado de la República no le caben responsabilida- 
des negativas por la aprobación de esta ley. En estos 
momentos puede haber procedimientos e, incluso, 
comentarios en el sentido de que los temas penales 
deben pasar necesariamente por la Comisión -no te- 
nemos inconveniente alguno en que así se proceda- , 
pero en este Senado nadie actuó de mala fe, absolu- 
tamente nadie lo hizo. 


En el mes de febrero próximo -al que no sé si lle- 
garé- voy a cumplir 21 años como Senador y la verdad 
es que la imagen que tengo del Senado desde este 
punto de vista es estupenda y absolutamente positi- 
va. Probablemente, este sea el Parlamento con me- 
nos lobby de los que tiene el Poder Ejecutivo, que es 
mucho más relevante que el Poder Legislativo. En lo 
personal, prácticamente nunca sentí que pudiera ha- 
ber una conducta del Senado tendiente a contemplar 
determinados requerimientos específicos para bene- 
ficiarse, tanto económicamente como por la actua- 
ción de algún señor Senador. Con esto estoy diciendo 
que quienes elaboraron el proyecto de ley lo hicieron 
con absoluta buena fe. 


La segunda convicción que tengo está referida a la 
actuación y a la ética del doctor Gonzalo Fernández. 
Todos sabemos que es un docente de primer nivel, 
Grado 5 de la Facultad de Derecho, un profesional de 
gran éxito y repercusión y que, como docente y profe- 
sional, personalmente me consta -por diálogos man- 
tenidos durante muchos años- que no quería ocupar 
ningún cargo político. A él le interesaba la docencia, 
la investigación y la actuación en materia penal; no 
le importaba ocupar cargos políticos. El doctor Fer- 
nández accedió a un cargo político por acompañar 
a quien sintió era un amigo, alguien cercano que se 
lo pidió, y lo ayudó como profesional en su tarea: el 
doctor Tabaré Vázquez, que en ese momento estaba 
al frente de la Intendencia Municipal de Montevideo. 
Luego, cuando Vázquez asumió la Presidencia de la 
República le solicitó que lo acompañara en la Secre- 
taría de la Presidencia. Por lo tanto, interviene por 
lealtad y por el compromiso hacia el doctor Tabaré 
Vázquez. 


Como Secretario de la Presidencia, el doctor Fer- 
nández cumplió una tarea central y básica, a tal pun- 
to que, en algún momento, llegué a pensar que le 
íbamos a tributar un homenaje por su actuación. No 
es un hecho menor lo que siento en este momento y, 
nítidamente, lo quiero manifestar. 


Es también a pedido del doctor Tabaré Vázquez 
que ocupa los cargos al frente de los Ministerios de 
Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional. No lo 
hizo porque quisiera o tuviera deseos y necesidad de 
ocupar esas Carteras, sino para cumplir una tarea por 
el movimiento político y por el doctor Tabaré Vázquez. 


1308-C.S. 


Honestamente, no creo que haya utilizado esos 
cargos para beneficiarse económicamente ni para 
tener prestigio como abogado profesional, porque de 
ninguna manera necesitaba de este tipo de accionar. 
Como es mi convicción que el doctor Gonzalo Fer- 
nández actuó profesional y políticamente de mane- 
ra correcta -puede haber tenido olvidos, es verdad-, 
quiero defender su ética. No creo de ninguna manera 
que haya utilizado su cargo para beneficiarse econó- 
micamente ni para atender su prestigio personal. 


Era cuanto quería manifestar. 

SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más ora- 
dores anotados, corresponde votar los informes emi- 
tidos por la Comisión. 

Se va a votar el informe en mayoría. 

(Se vota:) 

- 17 en 31. Afirmativa. 

13) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER 
EJECUTIVO PARA DESTITUIR DE SU 
CARGO A UN FUNCIONARIO PUBLICO. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Corresponde que el Se- 
nado pase a Sesión secreta para considerar el asunto 


que figura en segundo término del Orden del Día. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 37 minutos.) 
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(En Sesión pública.) 

- Habiendo número, se reanuda la Sesión. 

(Es la hora 13 y 41 minutos.) 

- Dese cuenta de lo actuado en Sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- El Senado, en Sesión secreta, concedió venia al 
Poder Ejecutivo para destituir de su cargo a un funcio- 
nario del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se realizarán las comu- 
nicaciones pertinentes. 


14) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA.- No habiendo más asun- 
tos a considerar, se levanta la Sesión. 


(Así se hace, a la hora 13 y 42 minutos, presidiendo 
la señora Senadora Lucía Topolansky y estando 
presentes los señores Senadores Abreu, Amorín, 
Baráibar, Barreiro, Bentancor, Bordaberry, Da 
Rosa, Dalmás, Fernández Huidobro, Fonticiella, 
Gallinal, Larrañaga, Lorier, Martínez, 
Michelini, Moreira (Carlos), Muguruza, Nin 
Novoa, Pasquet, Pereyra (Aníbal), Pereyra 
(José), Saravia, Tajam, Umansky, Viera y 
Xavier.) 
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